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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido; Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; de Educación, señora Adriana Delpiano Puelma; de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos Quiroga, y de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga Vicuña.       
Asimismo, se encontraba presente el jefe de asesores del Ministro de Obras Públicas, señor Enrique Álvarez.          

Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 12 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 37ª y 38ª, ordinarias, en 8 y 9 de agosto del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas. 



Asimismo, el acta de la sesión 39ª, ordinaria, en 16 de agosto de 2017, se encuentra en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.


(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Ocho de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira la urgencia que hiciera presente al proyecto que modifica la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios, para considerar las actuaciones diplomáticas entre aquellas no reguladas por dicha ley (boletín N° 10.132-06).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 10.368-04).



Con los tres siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) La que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a internet (boletín N° 8.584-15).



2) La que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín Nº 9.369-03).


3) La que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.315-18).



Con los tres últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



2) El que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (boletín N° 10.394-05).



3) El que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370 (boletín N° 11.132-04).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios




De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional para dirigirse en visita oficial a la República de Honduras y a los Estados de Barbados y Santa Lucía entre los días 22 y 26 de agosto.



Informó que durante su ausencia sería subrogada por el Ministro del Interior y Seguridad Pública con el título de Vicepresidente de la República.



--Se toma conocimiento.



De la Honorable Cámara de Diputados:


Con el que comunica que ha aprobado el proyecto de ley que declara feriado el 20 de septiembre de cada año para la Región de Coquimbo, con ocasión de la celebración de la fiesta de La Pampilla (boletín N° 10.888-06) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copias de las sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, recaídos en las siguientes disposiciones:



-Artículo 12 de la ley N° 17.322, sobre normas para la cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad social.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



--Se manda archivar los documentos.


Adjunta diversas resoluciones dictadas en requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 196 ter de la ley N° 18.290, de Tránsito.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículos 193, 205, 318, 330, inciso primero, 334, 351 y 352 del Código de Procedimiento Penal.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, y 9, incisos primero y segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


-Inciso primero del artículo 4° de la ley N° 19.886, ley de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del señor Fiscal Nacional (S) del Ministerio Público:


Adjunta datos, solicitados en nombre del Senador señor Espina, sobre bandas o pandillas dedicadas a cometer robos y tráfico de drogas. 



Del señor Ministro (S) de Obras Públicas:


Da respuesta a requerimiento, manifestado en nombre del Senador señor De Urresti, en relación con el camino Cerrillos-Mocho Choshuenco, de la comuna de Futrono.



Informa sobre el proyecto de luminaria pública del camino rural del sector de San Carlitos, comuna de Tomé, consulta realizada en nombre del Senador señor Navarro.



Atiende solicitud, expresada en nombre del Senador señor Horvath, sobre deslizamiento de rocas en un tramo del camino austral.



Del señor Superintendente de Pensiones:


Envía respuesta a requerimiento, expedido en nombre del Senador señor Bianchi, acerca de la aplicación del Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República Argentina.



Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios:


Responde petición, enviada en nombre del Senador señor Navarro, para realizar un estudio sanitario en la zona del vertedero El Boro, Región de Tarapacá.



De la señora Intendenta de la Región de Aisén:


Contesta requerimiento, expresado en nombre del Senador señor Horvath, para revisar los procesos que determinan las condiciones de autorización de zonas contiguas de pesca entre las Regiones de Los Lagos y de Aisén.



Del señor Secretario General (S) de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas:


Da respuesta a inquietud, planteada en nombre del Senador señor García, sobre los motivos por los cuales los alumnos de la Escuela Especial de Lenguaje We Liwen, de la comuna de Toltén, no cuentan con alimentación proveniente del Programa de Alimentación de la JUNAEB.



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile:


Atiende consulta relativa a la situación de posibles torturas cometidas por funcionarios de la institución en contra de internos homosexuales y transexuales, materia solicitada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social:


Adjunta antecedentes acerca de la situación previsional de persona individualizada, consulta efectuada en nombre del Senador señor García.



Del señor Jefe del Estado Mayor General de la Armada de Chile:


Atiende solicitud de información relativa a la construcción del tercer dique de ASMAR en Talcahuano, materia requerida en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Superintendente del Cuerpo de Bomberos de Villa Alemana:



Remite datos relativos a la regularización del terreno donde se emplaza el cuartel de la Cuarta Compañía de Bomberos de esa comuna, petición realizada en nombre de la Senadora señora Pérez San Martín.



De Deloitte Advisory Limitada:


Remite informe de auditoría sobre la confección del padrón electoral con carácter provisorio y la nómina provisional de inhabilitados, en cumplimiento de la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Informes



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para prohibir el uso de leña y otros derivados de la madera o de la biomasa en la Región Metropolitana (boletín N° 10.180-12) (Véase en los Anexos, documento 2).



De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, en lo relativo a la responsabilidad del usuario y del emisor en casos de uso fraudulento de estos medios de pago (boletín Nº 11.078-03) (Véase en los Anexos, documento 3).



De la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con niños, niñas y adolescentes, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.315-18) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).



Segundo informe de la Comisión de Economía e informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín Nº 9.369-03) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 5, 6 y 7).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores (boletín N° 6.106-10) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla. 
Moción



Del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto para incorporar un artículo nuevo en la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de prohibir las promociones u ofertas que discriminen por razones de género en establecimientos en que se expendan bebidas alcohólicas (boletín Nº 11.386-03) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasa a la Comisión de Economía.
Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Lagos, Girardi y Quintana, con la que dan inicio a un proyecto que modifica el Código Sanitario y la Ley Orgánica de Municipalidades, confiriendo facultades a la autoridad sanitaria y municipal para tomar medidas en casos de focos de insalubridad detectados en espacios privados.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo disponen los incisos tercero y cuarto, N° 2, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En reunión celebrada hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar como si fuera de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Tratado que Modifica el Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura”, suscrito en Andorra el 12 de septiembre de 2016 (boletín N° 11.048-10).



2.- Analizar, en primer y segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, miércoles 23 de agosto, los siguientes asuntos:



-Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores (boletín Nº 6.106-10).



-Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín Nº 9.369-03).



3.- Autorizar a la Comisión de Obras Públicas para remitir a la Comisión de Hacienda, durante el trámite reglamentario del primer informe, el proyecto de ley que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (boletín N° 10.126-15).
)---------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito el asentimiento de los señores y las señoras Senadoras para que pueda ingresar a la Sala don Enrique Álvarez, jefe de asesores del Ministro de Obras Públicas.



--Se accede.
)----------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, intuía que la Mesa iba a declarar inadmisible la moción que presenté junto con los Senadores Quintana y Girardi.



Quiero contraargumentar de manera bien sucinta.



Si uno lee la moción en forma rápida y con ojos clásicos, efectivamente puede llegar a la conclusión de que se trata de una iniciativa inadmisible, pero que no incurre en gastos adicionales y, segundo, no crea una atribución nueva. 



Hoy, ante focos de insalubridad en recintos privados, las seremías de Salud tienen facultad legal para allanar un domicilio y determinar si se da esa situación o no. Lo que no pueden hacer es pedirles a los municipios que limpien o desinfecten el lugar. 



Entonces, lo que hace la moción, en castellano, es otorgarles a las seremías de Salud la atribución para que, así como pueden allanar una propiedad privada a fin de determinar si existe un foco de insalubridad, al mismo tiempo puedan pedirles a los municipios que procedan a su limpieza. Hoy día ya lo pueden hacer si el particular lo autoriza.



Tal era nuestra argumentación, pero, si la Mesa persiste en su posición, le pido que oficie a Su Excelencia la Presidenta de la República para que patrocine la iniciativa. No voy a pedir votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La declaración de inadmisibilidad no se debe a que la moción provoque mayor gasto, sino a que otorga una facultad a la autoridad sanitaria y a las municipalidades, de las que actualmente carecen, como es, precisamente, la de ingresar a domicilios particulares a cumplir cierto objetivo.



Esa es la razón.

El señor LAGOS.- Pero las seremías ya lo pueden hacer para determinar si existe un foco infeccioso.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sin embargo, esta es una nueva facultad, que no se puede entregar sino a través de la iniciativa del Ejecutivo. 

El señor LAGOS.- Le pido que se oficie, entonces, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por supuesto. A petición de Su Señoría, se enviará el oficio correspondiente, a fin de que el Gobierno patrocine la moción, la cual, a mi parecer, plantea una buena idea.
)--------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Antes de continuar la sesión, quiero saludar a la delegación de alumnos del Liceo Bicentenario de Viña del Mar, invitados por el Senador señor Lagos, así como a las representantes de la Unión Comunal de Juntas de Vecinos Urbanas de Carahue, invitadas por el Senador señor Quintana, que hoy nos visitan.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, no entiendo por qué el proyecto que simplifica el procedimiento de calificación de las elecciones de las juntas de vecinos y organizaciones comunitarias, asunto muy serio, aún no llega a la Sala, en circunstancias de que la Comisión de Gobierno evacuó su segundo informe hace ya varios días


Por eso, pido apurar su trámite.


Y, en segundo lugar, quiero pedir autorización para que la Comisión de Hacienda pueda sesionar en paralelo con la Sala a partir de las 17 o 17:15 horas, con el objeto de seguir analizando el proyecto que crea el Sistema de Educación Pública, porque tiene “discusión inmediata”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sobre el primer tema, voy a pedirle a la Secretaría que requiera los antecedentes del caso. El proyecto no está en tabla, pero vamos a pedir que así se haga.


Con respecto a la autorización, no hay problema, si la Sala está de acuerdo, siempre que los integrantes de la Comisión concurran a votar el proyecto que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.”, que requiere quorum especial y está en el primer lugar del Orden del Día.



¿Habría acuerdo en tal sentido?



No hay acuerdo.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, solicito prorrogar el plazo para presentar indicaciones al proyecto que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional hasta el lunes 4 de septiembre, a las 12.



--Se accede a lo solicitado.
DECLARACIÓN DE PRESIDENTES DE PARLAMENTOS SOBRE SITUACIÓN EN VENEZUELA Y CONDENA DE ÚLTIMOS ACTOS TERRORISTAS OCURRIDOS EN EUROPA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A continuación, tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, brevemente quiero rendir cuenta ante la Sala de una misión que me encargó usted para representar al Senado en una reunión de presidentes de parlamentos que se verificó el viernes recién pasado, 18 de agosto, en Lima, Perú, con el propósito de analizar la situación en Venezuela.



En ella participaron presidentes y representantes de los parlamentos de Argentina, Brasil, Canadá, Costa Rica, México, Panamá, España y Perú, aparte de Chile. 


En dicha oportunidad se produjo una discusión respecto de lo ocurrido en Lima dos semanas antes durante la reunión de cancilleres de los mismos países antes citados, cuyo propósito fue analizar también la situación de Venezuela. 



A raíz de ello, el Presidente del Congreso del Perú acordó convocar a una reunión de presidentes y representantes de parlamentos, la que, como digo, tuvo lugar el viernes recién pasado. 



Ese mismo día, lamentablemente, la Asamblea Constituyente de Venezuela acordó asumir las funciones que la Constitución tenía reservadas para el Congreso de ese país, lo cual, obviamente, sirvió para aclarar muy bien el nivel de conflicto que allí se ha generado.


Como resultado de la reunión, se acordó emitir una declaración (está en el escritorio de todos los señores Senadores) por la cual los presidentes y representantes de parlamentos que asistieron condenan categóricamente  “la ruptura de la democracia y del orden constitucional en Venezuela derivada, entre otras causas, de la usurpación de funciones en la Asamblea Nacional de Venezuela por la Asamblea Nacional Constituyente ocurrida en el día de hoy, consolidando la dictadura en esta Nación”. 



A partir de ese concepto derivan varias otras definiciones, como la de “No reconocer a la Asamblea Nacional Constituyente”, “Demandar la restitución del Estado de Derecho”, “Reclamar el inmediato cese de la violencia y la garantía del libre ejercicio de las libertades públicas”, la necesidad de “Respaldar la Cláusula Democrática”, y, en lo fundamental, “Ratificar que la vía electoral democrática es la única salida a la crítica situación que se vive en Venezuela”. Se agrega que “La celebración de elecciones libres, secretas, directas, universales con observación internacional e independientes permitirá la transición democrática que tanto anhela  el hermano pueblo venezolano”. Y se concluye este punto rechazando “el golpe, el autogolpe o la intervención militar extranjera como salida a esta situación”.



Hubo consenso de parte de los asistentes en cuanto a la ruptura del orden constitucional y democrático en Venezuela y sobre la necesidad de buscar una salida democrática para resolver los problemas de dicha nación.


Como ese mismo día ocurrieron atentados terroristas en Barcelona y Cambrils, España, y también en Finlandia y Alemania, se aprovechó de emitir otra declaración, la que, junto con expresar solidaridad con las víctimas inocentes, condena enérgicamente estos actos terroristas, expresa la repulsa a cualquier muestra de violencia, y reitera que solo desde la unidad democrática, la tolerancia y el respeto a los derechos humanos se podrá poner término a la lacra del terrorismo.



Hago presentes estas consideraciones con el propósito de entender que aquí, en la región, igualmente existe solidaridad frente a este tipo de hechos, los cuales exigen que todos tengamos el mayor compromiso con la democracia cada vez que esta se vea no solo quebrantada, sino también en proceso de quebrantamiento.



Es cuanto puedo informar sobre mi participación en la reunión de presidentes de parlamentos.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero solicitar nuevamente autorización para que la Comisión de Hacienda pueda funcionar en paralelo con la Sala.


El proyecto que crea el Sistema de Educación Pública tiene “discusión inmediata”. Es muy largo y lo estamos viendo artículo por artículo. Hemos estado sesionando, pero no sabemos por qué se mandató a la Comisión de Hacienda para analizar todos sus artículos y no solo los que son de su competencia. 



Por otro lado, manifiesto mi apoyo y complacencia al informe entregado por el Senador Hernán Larraín.



El viernes, en la reunión del Parlamento Latinoamericano, en Panamá, se adoptaron dos acuerdos que van en la misma línea, junto con el trabajo que realizaron las comisiones, el cual les haremos llegar luego.



Considero importante lograr una coordinación más permanente entre los distintos congresos para defender la democracia y los derechos humanos, los que están siendo gravemente conculcados en Venezuela.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muy bien.



Reitero la petición que se ha efectuado en orden a autorizar a la Comisión de Hacienda para sesionar simultáneamente con la Sala.


¿Habría acuerdo?



Me ha pedido la palabra la Senadora señora Von Baer.
La señora VON BAER.- Señor Presidente, solo deseo manifestar mi sorpresa por el hecho de que la Comisión de Hacienda, que debiera ver solo los aspectos financieros de una iniciativa, esté revisando en su totalidad el proyecto que ya vio la de Educación. 



Si todas las tramitaciones fueran de esa manera, al final la Comisión de Hacienda terminaría analizando todos los proyectos por completo.



Por esa razón dicho órgano técnico necesita ahora sesionar en forma paralela a la Sala: decidió estudiar todo el articulado de la referida normativa.

El señor PIZARRO.- Ese fue el mandato que se le dio. 

La señora VON BAER.- ¿Por quién?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Evitemos los diálogos, señora Senadora.

La señora VON BAER.- Yo entiendo que ella se mandató a sí misma para  ver el proyecto completo.

El señor PIZARRO.- ¡No! 

La señora VON BAER.- Eso no tiene ningún sentido. 

El señor PIZARRO.- ¡No fue así! 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Evitemos los diálogos.

La señora VON BAER.- ¡Es que no lo sé, pues, señor Presidente! 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señora Senadora, la Comisión de Hacienda solo puede ver las disposiciones que sean de su competencia, cuya definición efectúa el Secretario de dicho organismo, de acuerdo con la normativa vigente.



Por lo tanto, si una iniciativa contiene diez artículos y debe pronunciarse respecto de ocho, solo esos preceptos tiene que revisar. 

La señora VON BAER.- Señor Presidente, pero está viendo el proyecto completo. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ahora, es distinta la autorización para sesionar que el asunto al cual nos estamos refiriendo, que es propio de la Comisión.

La señora VON BAER.- Lo sé, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No lo vamos a resolver aquí en la Sala. 



¿Hay acuerdo para que la Comisión de Hacienda sesione en paralelo con la Sala?

La señora ALLENDE.- Sí. 

El señor MONTES.- Sí. 



--Se accede a lo solicitado.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Respecto de la otra materia, la Senadora señora Von Baer podrá reclamarle al Secretario de dicho organismo. 



Tiene la palabra el Senador señor Montes. 

El señor MONTES.- Señor Presidente, la decisión de que la Comisión de Hacienda viera todo el proyecto se tomó aquí, en la Sala, y así se dio cuenta. 



Ella no planteó nada sobre el particular. La Secretaría fue la que nos dijo que el acuerdo era analizar la iniciativa en su totalidad. Y eso estamos haciendo, por decisión de la Sala. 



Es todo, señor Presidente. 

El señor LARRAÍN.- ¡Mal hecho! 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, entonces la situación es más simple. 



Tal como señalaron los Senadores Pizarro y Montes, el mandato es de la Sala. Y las cosas se deshacen de la misma manera en que se hacen. 



En consecuencia, creo que la Corporación debiese dar a la Comisión de Hacienda, junto con la autorización para sesionar en paralelo, un mandato más acotado: revisar los aspectos que inciden en materia presupuestaria y no todo el proyecto, cuyo contenido solo tiene que ver con educación.

La señora VON BAER.- ¡Eso sí! 

El señor LARRAÍN.- ¡Así debiera haber sido! 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hay un acuerdo de la Sala que no puedo revisar si acaso ella misma no modifica lo anteriormente convenido. 



Tiene la palabra el Senador señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en el mismo sentido, puedo agregar que, a mi juicio, es un mal precedente que la Comisión de Hacienda, o cualquier otra, actúe como un segundo órgano técnico.



Cada organismo tiene sus competencias, por lo que me parece que al final se pasa a llevar institucionalmente a otra Comisión. 



Por tanto, lo planteado por el Senador Quintana es un camino que nos permitiría dar la autorización a la Comisión de Hacienda, pero circunscribiendo su trabajo a aquello que le compete directamente. 



Así podríamos resolver el problema, porque de lo contrario vamos a tener dos informes completos sobre lo mismo, lo cual en mi opinión dificulta cómo proceder, aparte de que es erróneo técnicamente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Me informa la Secretaría -si me permiten los Senadores señores Pizarro y Larraín (quien formuló la consulta, junto con la Senadora señora Von Baer)- que el proyecto fue revisado por nuestra Oficina de Partes y llegó a la conclusión de que casi la totalidad de sus disposiciones tienen incidencia de tipo financiero.



Por consiguiente, se trata de un problema que debe determinar con claridad la propia Secretaría de la Comisión de Hacienda. 



De acuerdo con el Reglamento, toda norma que tenga incidencia presupuestaria y financiera del Estado tiene que ser vista por la Comisión de Hacienda.



Por eso pido que la Sala ratifique un acuerdo de ese tipo, porque es la que debe resolver el punto. Nosotros no podemos decir aquí cuál artículo tiene o no incidencia en ese ámbito. Primero lo hace la Secretaría General del Senado y después la Secretaría de la respectiva Comisión. 



Tiene la palabra el Senador señor Montes. 

El señor MONTES.- Señor Presidente, ya vamos en el artículo 67 de las normas permanentes.



En poco rato más terminaremos con esas disposiciones y luego entraremos a los artículos transitorios, todos los cuales tienen implicancia financiera. 



La idea es finalizar lo antes posible su discusión (ojalá hoy día). Por eso queremos sesionar en paralelo con la Sala, y mañana y el jueves seguir con las disposiciones transitorias. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continuamos. 

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE ACUERDO DE SEDE ENTRE GOBIERNO DE CHILE Y ORGANIZACIÓN DE ESTADOS IBEROAMERICANOS PARA LA EDUCACIÓN, LA CIENCIA Y LA CULTURA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En conformidad a lo acordado por los Comités, corresponde tratar como si fuera de Fácil Despacho el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Tratado que Modifica el Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura”, suscrito en Andorra el 12 de septiembre de 2016, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “simple”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.048-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite: sesión 1ª, en 14 de marzo de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 39ª, en 16 de agosto de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto de acuerdo es cambiar la denominación de la Oficina Técnica de Programas por la de Oficina Nacional, así como indicar que esta comprenderá al Instituto Iberoamericano de Primera Infancia. 



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Hernán Larraín, Letelier y Pizarro, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados. 



Nada más, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate. 



En votación. 



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en forma breve quiero informar sobre este proyecto, que es muy simple, y que en lo fundamental procura lo siguiente. 



La Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura es un organismo internacional que busca la cooperación en los campos de la educación, la ciencia, la tecnología y la cultura.



Nuestro país forma parte de dicha organización desde 1991, y a partir de ese momento ha tenido en nuestro país una Oficina Técnica de Programas, que lleva adelante las actividades correspondientes. 



Ahora, lo que el Acuerdo plantea es convertir esa Oficina Técnica de Programas en Oficina Nacional, con lo cual se homologa su forma de operar con la del resto de los países que la integran. 



Por tanto no hay un cambio sustantivo, sino uno meramente formal.



Adicionalmente, se pretende incorporar, dentro de la actividad de la Oficina Nacional en Chile, la constitución del Instituto Iberoamericano de Primera Infancia, que representa la manera en que este instrumento internacional opera en los distintos países.



La entidad en comento busca generar a través de distintas estructuras y oficinas nacionales el apoyo a investigaciones y estudios sobre la materia, con la idea de apoyar -se supone-, particularmente en materia de infancia, el desarrollo de las personas.



Lo anterior se enfoca en cuatro grandes líneas de acción.



La primera es de formación, a fin de fortalecer las actividades técnico-políticas de todos los sectores involucrados, léase autoridades, sociedad civil y mundo académico. 



La segunda persigue generar y difundir conocimientos que sirvan para tomar decisiones políticas y de programas, monitoreando la situación de la primera infancia, con el objeto de tener información estadística, estudios, investigaciones, etcétera, de las distintas naciones y sus legislaciones. 



La tercera consiste en el asesoramiento técnico y el intercambio entre países, aprovechando las fortalezas de cada uno para ayudar a las necesidades de los otros. 



Finalmente, la última línea de acción se refiere al desarrollo de campañas comunicacionales, a fin de promover cambios en las representaciones acerca de la infancia e ir generando mayor conciencia tanto en nuestro país como en todas las naciones. 



Por tanto, señor Presidente, atendido el hecho de que aquí hay un cambio solo nominal en dicha organización, además de que se incorpora el citado Instituto, que va a realizar actividades para favorecer el desarrollo de la infancia en Chile, la Comisión de Relaciones Exteriores acordó, por la unanimidad de sus miembros, proponer a la Sala que este proyecto de acuerdo se apruebe también con el mismo carácter. 



He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (26 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

 El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Guillier. 
CREACIÓN DE SOCIEDAD ESTATAL “FONDO DE INFRAESTRUCTURA S.A.”
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje y en primer trámite constitucional, que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.”, con segundo informe de la Comisión de Obras Públicas e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.647-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 13ª, en 4 de mayo de 2016 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Obras Públicas: sesión 77ª, en 3 de enero de 2017. 



Obras Públicas (segundo): sesión 39ª, en 16 de agosto de 2017.



Hacienda: sesión 39ª, en 16 de agosto de 2017.



Discusión:



Sesión 77ª, en 3 de enero de 2017 (se aprueba en general). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
 El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 3 de enero del presente año.



En primer término, señores Senadores, quiero señalar que todas las normas del proyecto son de quorum calificado y precisan para su aprobación 19 votos favorables. Asimismo, algunas de ellas, que serán especificadas en su oportunidad, son de rango orgánico constitucional.



Las Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 2°, 3°, 6°, 8°, 10, 12, 20, 21, 23, 25, 26, y 29 no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



Cabe consignar que esos artículos son de quorum calificado, y, de consiguiente, para su aprobación se requieren 19 votos a favor.



En la Sala hay 25 señores Senadores.



--Se aprueban reglamentariamente (25 votos favorables), dejándose constancia de que se reunió el quorum constitucional requerido.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Ahora bien, la Comisión de Obras Públicas efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las cuales fueron aprobadas por unanimidad, con excepción de una de ellas, acordada por mayoría, relativa a la incorporación de un nuevo artículo 19, que luego fue suprimido, también por mayoría, por la Comisión de Hacienda, y respecto del cual incluso se ha renovado una indicación.



La Comisión de Hacienda, por su parte, introdujo enmiendas a varios artículos: 5°; 7°; 11; 13; 15; 16, nuevo; 16, que pasó a ser 17; 17, que pasó a ser 18; 18, que pasó a ser 19; 22; 24; 28; segundo transitorio y tercero transitorio, nuevo, y rechazó los artículos 19 y 30. 



Cabe hacer presente que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifiesten su intención de impugnar la proposición de la Comisión o existan indicaciones renovadas. Todas las enmiendas unánimes requieren 19 votos favorables para su aprobación, por incidir en normas de quorum calificado. Además, la enmienda unánime recaída en las letras a) y d) del artículo 18 requiere 21 votos a favor para su aprobación, por ser de rango orgánico constitucional.



Con el mismo quorum orgánico constitucional debe aprobarse en particular el inciso quinto del artículo 18, que no tuvo modificaciones en el segundo informe, para lo cual se requieren 21 votos favorables.



Por su parte, con quorum calificado debe aprobarse en particular el artículo primero transitorio, que no tuvo modificación en el segundo informe y necesita 19 votos a favor para su aprobación.



La letra f) del artículo 18 y el inciso segundo del artículo 28 son preceptos de rango orgánico constitucional que fueron aprobados por mayoría y, de consiguiente, serán puestos en discusión y votación en su oportunidad.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por la Comisión de Obras Públicas, las modificaciones efectuadas por la Comisión de Hacienda y el texto como quedaría de aprobarse estos cambios.



Debo insistir en que las disposiciones aprobadas por mayoría se pondrán en discusión y en votación en forma posterior.



Nada más, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación la enmiendas aprobadas por unanimidad.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, deseo hacer una sugerencia de orden.



Más que el articulado, me parece que deberíamos ir analizando los temas: inhabilidades, composición, fiscalización, directorio, plan quinquenal. De esa manera su debate resultaría más ordenado, conforme a los consensos y disensos que se vayan presentando. 



En consecuencia, valoro lo señalado por el señor Secretario, pero creo que sería más ordenado discutir cada uno de esos temas y luego votar.



Al menos eso hicimos en la Comisión de Obras Públicas…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, esa no es la forma en que procedemos en la Sala.

El señor DE URRESTI.- Sí sé, señor Presidente. Pero en la Comisión de Obras Públicas se trabajó de esa manera. Por eso lo sugiero.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Senador señor De Urresti, ya se planteó la forma de proceder: primero resolveremos sobre las normas aprobadas por unanimidad y sobre las que no se haya pedido votación, que debemos despachar sin debate, incluidas las de quorum especial.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath, para fundar el voto.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, como bien planteó el titular de la Comisión de Obras Públicas, hay un tema pendiente, pues no se han puesto de acuerdo los dos sectores políticos mayoritarios. 



Nosotros logramos acuerdo unánime. Sin embargo, por su intermedio, quiero pedir que después de la votación intervengan el Ministro de Obras Públicas y el de Hacienda con relación a los montos implicados en el Fondo de Infraestructura, pues estamos colocando peajes a valor presente y no quedan claras las cifras ni la manera en que se va a invertir este fondo con equidad territorial.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Bien. Una vez que termine la votación, se procederá conforme a lo solicitado por el Senador señor Horvath.

El señor COLOMA.- Hay una indicación al respecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas aprobadas por unanimidad en las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda (29 votos favorables), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional requerido.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Quinteros, Rossi, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en primer término, les ruego dirigirse a las páginas 13 y 14 del boletín comparado.



En ellas se contiene el artículo 11 del proyecto.



La Comisión de Hacienda propone agregar, en la letra a) de dicho precepto, los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:



“La Corporación de Fomento de la Producción podrá suscribir y pagar el capital inicial, total o parcialmente, con el aporte de recursos o activos financieros.



“Los aportes del Fisco serán individualizados y valorizados económicamente en los instrumentos administrativos que correspondan;”.



La referida enmienda fue aprobada solo por mayoría de votos (3 a favor y 2 en contra).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, lo que ahora se halla en discusión tiene mucho que ver con lo que tangencialmente planteó hace un momento el Senador Horvath.



 Y esta es la cuestión de fondo.



Estamos con un proyecto técnicamente muy importante para la infraestructura. Y aquí tenemos un primer problema (la iniciativa se halla bien inspirada, pero presenta tres problemas a mi juicio muy serios): cuál es el capital del Fondo de Infraestructura previsto en este proyecto.



Originalmente se había señalado que ese capital estaría constituido por los flujos futuros de los peajes. Y se manejaban cifras del orden de los 7 mil millones, 9 mil millones de dólares, dependiendo de la forma como se midieran aquellos.



Si estamos construyendo una sociedad anónima, lo mínimo que uno debe tener claro es cuál va a ser su capital. Y acá hay cualquier cosa clara, menos eso. Porque se dice que se podrá suscribir y pagar el capital inicial, total o parcialmente, con el aporte de recursos o activos financieros provenientes de las carreteras. 



En una disposición transitoria se establece que los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas podrán sacar del eventual capital las obras viales que quieran.



Entonces, en la Comisión de Hacienda pedí una cuestión muy simple: saber cuál es el capital esperado de la empresa. 



Se habla del flujo futuro de las concesiones.



Sobre el particular, tengo una preocupación. Ello, porque el cálculo se hace al valor presente.



Señor Presidente, en los próximos años se va a licitar el tramo del camino Santiago-Talca. 



No es lo mismo mantener una carretera, o mejorarla con una tercera pista o con mayor infraestructura, que construirla. De modo que yo esperaría que los peajes bajaran de precio. Sería una forma valiosa de mostrar que la sociedad contribuye a crear infraestructura. Una vez construida y pagada la obra pertinente, existe el derecho a cobrar por mantención y mejoras, pero no como si ella se realizara de nuevo.



Esos fueron los dos ejes de las preocupaciones que planteamos primero en la Comisión de Obras Públicas. Se dijo que esto se resolvería en la de Hacienda.



Lo concreto es que aquello no está solucionado.



Porque la norma dispone que “podrá suscribir y pagar el capital inicial”. Y no se señala cuál es el capital; qué incluye y qué no; cuál es la política de peajes, en fin.



De ahí que con el Senador García hicimos ver en la Comisión de Hacienda la necesidad de esclarecer ese punto. Esto, lamentablemente, no quedó instalado en el texto del proyecto.



¡Cómo se puede entender cuál va a ser el capital de esta sociedad anónima!



Alguien me podrá decir que se constituirá con los flujos futuros de las actuales concesiones.



¡Pero cómo se calculan esos flujos futuros! No se encuentra establecida la forma como se hará.



Ahora, si Sus Señorías leen el artículo transitorio respectivo, se darán cuenta de que hay una ultraexcepción, que permite sacar del capital una o más concesiones si así lo determinan los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas.



Entonces, aquí estamos tratando de construir un acuerdo. Pero el Gobierno no ha podido dar claridad respecto de una materia tan esencial.



Los informes financieros han cambiado muchas veces.


Se habla de un “marco potencial”. Sin embargo, no sé si es factible fijar el capital de una sociedad anónima con un marco potencial; con una excepción; dándoles un ultrapoder a dos Ministros (pueden ser los dos que están acá, u otros).



No sabemos cuál va a ser el criterio.


Lo que yo pido es que entendamos todos bien cuál es el capital de esta gran sociedad anónima que se va a preocupar de la infraestructura.



Tal como viene redactada la norma, puede ser cero (es factible que sea el interés de alguno de los Ministros presentes), o mucho; o quizá se den varias alternativas.


Les insto a que asumamos esta materia con la mayor constructividad posible.



En verdad, quiero que esto resulte. Pero no está saliendo bien, pues, de la lectura del proyecto, no tenemos claro cuál es el capital del Fondo de Infraestructura; cómo se van a calcular los peajes futuros; cuál va a ser el flujo; ni cuáles serán las excepciones.



¡Yo no sé qué sabemos…!



¡Y ojo! Considero importante clarificar aquello y no generar esta duda inicial en una iniciativa de tanta importancia.



Por eso voté en contra en la Comisión, a la espera de lograr algún acuerdo sobre el particular.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Obras Públicas.

El señor UNDURRAGA (Ministro de Obras Públicas).- Señor Presidente, quise intervenir al principio de este debate para explicar una materia en la que me parece hay una confusión.



El capital del Fondo de Infraestructura previsto en este proyecto son los activos físicos propiamente tales que el Estado le traspase. Los activos físicos están definidos en una primera etapa, en el artículo transitorio pertinente, como el conjunto de carreteras.


Por lo tanto, una cosa es el capital, que se halla constituido por los activos físicos propiamente tales.



Ahora bien, el inciso en cuestión tiene que ver con cómo se valoran esos activos físicos. Al respecto, se determina que en su momento, cuando se traspasen, los Ministerios de Hacienda y de Obras Públicas van a hacer la valoración económica de cada uno de ellos.



¿De qué depende dicha valoración? Básicamente, de los flujos futuros traídos a valor presente. 



Los flujos futuros dependen de tres características que resulta imposible ponerlas en una ley.


Primero, la proyección de flujo y de crecimiento automotriz que haya en una carretera en particular.



No es factible establecer aquello en una ley. Entonces, se debe poner el instrumento para que eso se pueda determinar, lo que se hace mediante el inciso respectivo.



Segundo, ¿cuál es la tasa de descuento para lo cual se trae el valor presente? La tasa de descuento varía en distintos momentos, de acuerdo a la economía del país. De modo que esto tampoco es posible de colocar en una ley.



Tercero, el valor del peaje en cuestión, que uno mantiene fijo hacia delante al instante del traslado. Ello no es factible de precisar en una ley.



Por lo tanto, en el inciso pertinente se establece particularmente que “Los aportes del Fisco serán individualizados y valorizados económicamente en los instrumentos administrativos que correspondan”.



El Senador Horvath preguntó cuál es el valor estimado del Fondo que se crea mediante esta iniciativa.


Con la información que hasta la fecha se tiene de cada una de las carreteras; con las tasas de descuento que hay hoy día, y con los peajes actuales, el valor estimado es de 9 mil millones de dólares, que es la cifra que hemos señalado siempre.



Ahora bien, si al momento del traspaso alguna de las mencionadas características cambia, por supuesto que el valor puede ser menor que ello, o mayor también, dependiendo de los flujos.


Entonces, el Fondo de Infraestructura será una empresa pública cuyo capital estará dado por activos físicos. Eso no está en duda, y se halla dicho en el articulado del proyecto. Es más, en el artículo transitorio respectivo se dice que esos activos físicos son las carreteras (actualmente 37 tienen contrato de concesión).



No es posible determinar en la ley el valor exacto del capital, porque ello va a depender de las condiciones existentes al momento del traspaso.



En cuanto a la política de peajes, en más de una oportunidad he manifestado en las distintas Comisiones que parece razonable que al terminarse las actuales concesiones se registren bajas en el valor de aquellos, de manera que se perciba que se entra en una nueva etapa. Pero esas bajas deben ser leves, toda vez que es necesario considerar un excedente que permita, además de solventar el gasto de mantención de cada carretera, darle sentido al Fondo de Infraestructura.



¿Aquello lo determinarán los ministros respectivos de cada época? ¡Por supuesto! Pero la ley en proyecto también incorpora en su artículo 22 un mecanismo para que las Administraciones de turno puedan bajar los peajes si les parece pertinente. 


Eso lo establece especialmente, y no solo respecto al valor de hoy día, sino también al valor del traspaso.



Por lo tanto, señor Presidente, creemos que hay cierta confusión en los planteamientos formulados.



Claramente, lo que se traspasa son activos físicos.



Lo que se determina en el inciso pertinente es que ellos deben ser valorizados. Y eso se hará de acuerdo con un conjunto de criterios que resulta imposible poner ex ante en la ley.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que esta parte del ejercicio es más compleja. Porque, sin duda, el principal activo del Fondo de Infraestructura previsto en este proyecto son los bienes físicos.


También debe considerarse lo tocante a los flujos futuros de los peajes.



El negocio que se está inventando es bien peculiar y bastante innovador. Es una empresa pública, pero muy sui géneris, pues sirve para apalancar la atracción de recursos.



Lo principal acá es que el Fondo sirve para atraer inversión futura. Por eso es distinto a otras empresas. No es que vaya a invertir sus propios fondos.


Al igual que el Senador Coloma, espero que los peajes algún día bajen. También quisiera que Chile tuviera la infraestructura que necesita para ser un país desarrollado.


¡Estamos muy lejos de aquello!



Entiendo la reflexión de Su Señoría. Sé que aspira a representar a todo el Maule, y, por tanto, pensará que la carretera debe llegar a Linares, y no únicamente hasta Talca.

El señor COLOMA.- ¡En Maule las concesiones son distintas…!
El señor LETELIER.- Se trata, pues, de un tipo de empresa en que a mi juicio no es posible detenerse en lo relativo a los peajes.



Esa es una dimensión necesaria; es parte de lo que uno le indica al futuro inversionista: que hay un ingreso potencial. Se podrá valorizar -en esto, los contadores y los economistas son fantásticos-; pero me parece que nuestro principal capital son las carreteras y la capacidad (y necesidad) para desarrollar nueva infraestructura.



Comparto la inquietud del colega Coloma, a quien le gustaría entender la parte más tangible del capital financiero. Sin embargo, me parece que aquello es bien difícil.



En lo personal, creo que los incisos en comento se hallan bien construidos.


Pienso que la Corporación de Fomento de la Producción es la que tendrá la mayor dificultad acá. La preocupación del Ministro de Hacienda estará radicada en lo que deberá suscribir la CORFO, pues no posee bienes físicos que aportar.



No obstante, considero que debemos respaldar en forma mayoritaria lo que aprobó la Comisión de Hacienda.


Comprendo la preocupación del Senador Coloma. Pero ello tiene que ver con la naturaleza de la peculiar empresa que estamos construyendo.



En consecuencia, me parece correcta la redacción propuesta.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, a mi entender, este proyecto de ley, que constituye una importante innovación, permite mayores espacios para modernizar nuestra infraestructura pública -es algo que todos deseamos- y para que los recursos públicos de inversión del Ministerio de Obras Públicas, vía Dirección de Vialidad, se focalicen en la construcción y en el mejoramiento de caminos.



En nuestra Región, la de La Araucanía, hemos tenido un invierno muy crudo; ha llovido mucho, y el estado de los caminos es -¡créanme!- calamitoso, lo que envuelve un grave riesgo para los conductores y para los vehículos y su carga.



Se requiere una inversión, significativa para mejorar esas vías. Y, naturalmente, eso debe ser con cargo al presupuesto del Ministerio de Obras Públicas y de la Dirección Nacional de Vialidad.



Por eso, me parece que este proyecto debiera ayudarnos.



Yo entiendo perfectamente bien lo relativo a la valorización de los peajes. Porque el Fondo de Infraestructura se va a constituir, como bien se ha dicho, con las carreteras concesionadas. Pero se dice: “valorizadas”; o sea, con valor económico. ¿Y cuál va a ser ese valor económico?



Ahí es donde entra a tallar lo de los peajes. Porque, según dijo el Ministro, es el valor presente de las actuales tarifas de los peajes. Y eso daría del orden de 9 mil millones de dólares, cifra por supuesto apreciable. Porque, si lo tomamos como una palanca para potenciar proyectos cuya concreción incluso puede realizarse, por ejemplo, mediante concesiones, es factible que esos 9 mil millones de dólares se multipliquen un par de veces y generen un cambio sustantivo en la calidad de nuestra infraestructura, particularmente en la de carreteras.



Dicho todo eso, señor Presidente, a mí me llama la atención el hecho de que, entre otros, no se consideren aquí ingresos que el Ministerio de Obras Públicas ya está recibiendo: por ejemplo, por concepto del aeropuerto de Santiago. Y se trata de recursos importantes.



O sea, podríamos aumentar el Fondo de Infraestructura en la medida que otras concesiones tuvieran excedentes significativos, como los emanados del aeropuerto Arturo Merino Benítez, de la Capital.



Entonces, una de las dudas que me quedan -por lo tanto, a través de la Mesa le hago la consulta al Ministro- es por qué no incluir las rentabilidades de otros bienes públicos concesionados -reitero el ejemplo concreto del aeropuerto Arturo Merino Benítez- que podrían incrementar sustantivamente el Fondo en comento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, yo entiendo que el Fondo está constituido en función de las carreteras concesionadas, según la cantidad de autos que circulen por ellas y el peaje que paguen los conductores.



Por lo tanto, sí tiene incidencia la forma como visualicemos la política de peaje. Porque yo estoy entendiendo que el Fondo será más grande o más chico dependiendo del valor del peaje.



En tal sentido, queda la sensación de que nunca vamos a terminar de pagar peaje, incluso por obras que ya se construyeron.



Pensemos en las rutas donde están terminando las concesiones. Se suponía que el peaje regía hasta que la concesión concluyera. Pero ahora vamos a tener que seguir pagando peaje, no para mantener la vía en buen estado, sino para apalancar otras concesiones.



¿Estoy entendiendo bien?



O sea, quienes en este minuto están pagando peaje entre Lanco y Valdivia, por ejemplo, lo hacen por el hecho de usar esa ruta. Pero si dicho peaje se va a usar ahora para apalancar otras obras, ¿esa gente va a seguir pagando un peaje alto para sustentar una concesión que no tiene nada que ver con el camino que está utilizando?



Eso me parece superinjusto. Porque si el Gobierno decidiera hacer una inversión vial en Arica, por ejemplo, y la apalancara con el peaje de Lanco, ello no sería justo.



Cosa distinta sería si hubiera alguna repercusión regional. O sea, si se apalancara para una inversión en nuestra Región quizá sería un poco más justo.



En todo caso, considero que mantener los peajes en un valor elevado para pagar el apalancamiento de obras realizadas en un lugar completamente distinto de aquel donde se halla la ruta que se está utilizando será algo muy difícil de explicarle a la ciudadanía.



Hoy día se paga peaje para usar una calle específica. Y el Gobierno nos está proponiendo que, aunque la obra esté concluida y la concesión haya terminado, el peaje se mantenga igual, pero para pagar otra obra, de la cual no tenemos conocimiento.



Me parece que eso merece una discusión un poco más profunda, por lo menos desde el punto de vista de qué les estamos pidiendo a los ciudadanos. Porque estos tributan; adicionalmente, pagan peajes por usar la ruta de su región, y ahora deberán enfrentar un peaje para solventar una infraestructura que no van a usar nunca.



Señor Ministro, los ciudadanos de Lanco van a pagar el mismo monto actual por concepto de peaje, pues, a lo mejor sin conocer el motivo, deberán apalancar una ruta que no usan y que quizás no usen nunca.



Quisiera una explicación al respecto, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Tenemos escasos minutos para intervenir, señor Presidente. Pero, como este debate va a ser largo, si no alcanza el tiempo en esta oportunidad después podremos retomar nuestra argumentación.


Este fue el tema central de discusión en la Comisión de Hacienda, donde hubo una buena conversación. Sin embargo, parece que no se logró despejar el problema, pues, tras escuchar varias intervenciones -no me refiero específicamente a la del Senador Coloma, quien ha insistido en un punto-, queda la sensación de que no se ha entendido todo lo que hemos hablado sobre concesiones en los últimos diez años.



En su momento las concesiones eran algo nuevo en Chile, que no existía aquí y que se había implementado en otros países.



Cuando se plantea el asunto de los peajes, cabe señalar lo que hacen las concesiones.



Antes teníamos la Ruta 5 Norte, la Ruta 68, y existía el “unos van y otros vienen”.


¿Se acuerdan?



En la Ruta 5 Sur -en mi época (yo soy viejo) era la Panamericana- uno pagaba un peaje, y eso servía para arreglar los hoyos del camino. Punto. Y Obras Públicas todos los años, con los fondos que se le asignaban en la Ley de Presupuestos, debía -así se colocaba- “arreglar los hoyos de la Panamericana”.



¿Qué sucede con las concesiones?



Se dice: “¿Sabe qué? Hay un privado que va a poner muchas lucas;” (las sacará de su bolsillo o se endeudará) “va a invertir en la Panamericana, donde no solo tapará los hoyos, sino que además va a poner dos vías en cada sentido, y durante un período de 15 o 20 años cobrará un peaje de diez pesos, ocho de ellos” (estoy inventando) “para la concesionaria” -porque debe hacer dos cosas: si es el caso, pagar el crédito que pidió para hacer la carretera, y luego, poner plata en su bolsillo, la que corresponde a su lucro, excedente, utilidad (llámenlo como quieran)- “y dos pesitos para el Estado”.


¿Correcto?


¿Qué se produce con aquello?



Por un lado, una pequeña ganancia para el Estado desde el punto de vista del flujo, porque recibe dos pesos de los diez del peaje. Y por otro (esto es lo más importante), lo que el Estado invertía en obras públicas para carreteras quedó liberado para hacer otras vías, cuya construcción nunca se acometía en nuestro país. Así, quienes vivimos en regiones hemos visto un sinnúmero de caminos nuevos o el mejoramiento de rutas que antes eran puro ripio y tierra; y ello, porque la concesión liberó recursos del Ministerio de Obras Públicas.



Entonces, lo que ocurre con el Fondo de Infraestructura previsto en este proyecto -yo entiendo el razonamiento; y es la discusión que hay que realizar- es que se dice: “Ya pasaron los 15 o los 20 años. Ya se pagó la inversión, se acabó la concesión”. En consecuencia, viene la duda: “Como ya está construida la doble vía en las Rutas 68 y 5 Sur, ahora todo para el Estado, porque los bienes pasan a ser del Fisco, y con eso yo, en vez de un peaje de diez pesos, puedo cobrar uno de cinco, con lo cual me queda un remanente, incluso para tapar los hoyos de la Ruta 5 Sur o los de la Ruta 68”.


Así, frente a la creación del Fondo en comento se dice -es la discusión que estamos teniendo ahora, que es muy parecida a la que debe de haber habido cuando se dictó la Ley de Concesiones-: “Es algo que no había en Chile. Las carreteras con doble pista en ambos sentidos no existían. No teníamos vías concesionadas. Las autopistas concesionadas de la Región Metropolitana no existían. Hoy día las tenemos. Por ende, como venció el plazo, son del Estado”.


O sea, nuestro país generó una riqueza.


¡Eso es notable!



Es como -comillas, y guardando las proporciones, para que no me saquen de contexto- el Mercedes Benz de José Piñera.



En otras palabras, es generar un nuevo activo.
El señor COLOMA.- ¡Pero lo pagamos todos, pues!

El señor LAGOS.- Calma, colega: estamos conversando.



Entonces, ese activo hoy día pasa a ser del Estado -porque, terminada la concesión, el bien se le traspasa a él-, quien puede decir: “Voy a cobrar tres pesos, ras ras, para pagar los costos de mantención y tapar los hoyos, y les doy la rebaja a los usuarios”.



¡Con ese criterio tal vez nunca habríamos hecho concesiones!
El señor COLOMA.- ¿Por qué?

El señor LAGOS.- Porque la belleza de las concesiones consistió en que permitían hacer varias cosas: primero, que invirtiera en las grandes carreteras alguien distinto del Estado; segundo, que este ganara un poquito y, con todos los recursos ahorrados al no tener que gastar en aquellas, construyera caminos secundarios no rentables y en los que no se quiere cobrar peajes, por diversas consideraciones; y tercero -mejor todavía-, que al término de la concesión el Estado se quedara con un activo que no existía.



Entonces, es legítimo preguntar si con la nueva concesión se debe reducir el valor de los peajes.


Yo considero probable que se rebaje. La pregunta es si se desea llevarlo a cero -he escuchado en la Sala diversas intervenciones en tal sentido- o generar los mencionados 8 mil o 9 mil millones de dólares, que van a depender, como se explicó acá, del traspaso de los activos.



Señor Presidente, en el informe veo que la Cámara Chilena de la Construcción -¡no van a poder decirme que está en la Nueva Mayoría progresista, apoyando la candidatura de acá…

El señor LARRAÍN.- ¿Cuál?

La señora VON BAER.- ¿Cuál?

El señor COLOMA.- ¿Cuál?

El señor LAGOS.- Obviamente, la mía no.



En verdad, la de nadie.


Retomo: la Cámara Chilena de la Construcción dice que ¡tenemos un déficit en infraestructura de 151 mil millones de dólares!



Entonces, esta es una forma de…



Por favor, señor Presidente, deme un minuto.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo tiene, señor Senador.
El señor LAGOS.- Gracias.



Lo que quiero decir, señor Presidente, es que detrás de esto existe una lógica: aprovechar un capital que no teníamos.



Porque contamos con un activo que no existía en Chile: hoy día es nuestro, del Estado.


Ahora, es legítimo plantearse qué hacer con los peajes. Pero yo debo subrayar -es mi opinión; puede ser impopular, pues actualmente hay que decir que todo es gratis- que los caminos interiores de la Quinta Región que están pavimentados se financiaron en parte gracias a las concesiones.


Entonces, el Fondo en cuestión permite apalancar recursos. Por ejemplo, la extensión del MERVAL a La Calera o a Quillota puede financiarse con dineros emanados de esa fuente; no tiene por qué solventarse necesariamente a través de concesiones.



Por último, es del caso recordar dónde está concentrada buena parte del flujo: en Santiago -no tengo nada contra los santiaguinos-, en la Región Metropolitana.


Este proyecto, en consecuencia, lleva implícita una desviación de recursos positiva hacia las regiones de nuestro país. De manera que es win win.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda, la explicación que dio en materia de concesiones el Senador que me antecedió en el uso de la palabra refleja la cuestión en torno a la cual se debatió hace 20 años: la necesidad de generar un mecanismo para invertir en infraestructura. Y el mecanismo que se diseñó ha sido claramente exitoso.



Hoy día, cuando, por diversas razones, dicho instrumento se ha detenido o no tiene el dinamismo de los últimos años, se presenta este proyecto, que crea una sociedad anónima estatal llamada “Fondo de Infraestructura S.A.”.


Ahora bien, me parece que el mecanismo se entiende, es absolutamente claro.



Sin embargo, aquí ha estado ausente un concepto que se encuentra directamente relacionado con el tema de los peajes. Porque lo que la ciudadanía recibe es la calidad de la infraestructura y el valor del peaje, o sea, el costo asociado a la calidad de la carretera que usa.


De la explicación del Ministro y del texto de la iniciativa en debate fluye que no se puede avanzar en esa materia.


Por lo tanto, quienes utilizan una carretera no saben bien por qué les están cobrando cierta cantidad. Y no existe un mecanismo que posibilite determinarlo.



Por ejemplo, si reviso la concesión Santiago-Talca, pienso que del ejercicio entre las utilidades de la concesionaria, las entradas del Fisco y el costo de la obra se infiere que la infraestructura se pagó hace mucho tiempo. Pero no existe ningún mecanismo que le permita a la ciudadanía conocer verdaderamente la situación.



Por eso es muy importante desarrollar en este proyecto de ley lo concerniente a los peajes.



Yo pregunto, por ejemplo, por qué cuando viaja de Ñuble a Concepción la gente de la Región del Biobío paga el peaje más caro de Chile: sobre 4 mil pesos. ¿Cuál es la razón? No hay ninguna información al respecto.



A través del Fondo en comento queremos dinamizar la inversión en obras de infraestructura vía concesiones con un peaje incorporado. Y no hay duda de que los ciudadanos van a recibir para su uso infraestructura de primer nivel, la que se asociará, como dije, a un peaje. Pero debemos saber cuál es la relación que existe entre una y otro.



En mi opinión, bajar o subir el valor del peaje significa algo accesorio. Lo fundamental es saber por qué se está pagando determinada cantidad.


¿Por qué si en la Ruta 5 yo cancelo 2 mil 400 pesos cada 100 kilómetros cuando salgo de ella para ir a la capital de la Región del Biobío debo pagar sobre 4 mil pesos por menos de 100 kilómetros?


A lo mejor la explicación es muy razonable. ¡Pero no se da! Entonces, nadie tiene idea del porqué.



Por lo tanto, la falta de resolución que tuvimos en la Ley de Concesiones no podemos repetirla cuando queremos revitalizar un mecanismo que es absolutamente necesario para satisfacer las necesidades de infraestructura existentes en vastos sectores de nuestro país.



Quienes vivimos en provincias sabemos de las dificultades que enfrentan en materia de infraestructura nuestros ciudadanos para ir a cualquier lugar.



En la provincia de Biobío el impacto que va a tener la llegada al Pacífico de la industria gasífera argentina requerirá una inversión importantísima en infraestructura. Y, al efecto, el instrumento que se está creando será adecuado.



Sin embargo, junto a la calidad, deberemos contar con información sobre el costo: cuánto vamos a pagar y por qué concepto, y qué se va a hacer con los dineros recaudados.



Todo eso, en consecuencia, determina la relevancia que adquiere el peaje.



No podemos limitarnos a discutir en torno a la necesidad de que exista infraestructura de calidad. Esa es una parte: la del beneficio para la ciudadanía. Pero existe otra parte: el peaje.



Sin embargo, aquí no avanzamos nada en el ámbito de la transparencia a este respecto.



A no dudarlo, esa es una de las dificultades con que se han enfrentado las comunidades en cada uno de los lugares donde se han realizado obras de tal naturaleza.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Yo quiero solucionar el problema, señor Presidente.



Por eso, voy a hacer una propuesta, la que tiene dos partes, una más compleja que la otra.



Vamos a la más fácil.



El artículo segundo transitorio, que es el que permite que se pasen los flujos (digámoslo de esta manera) tiene un inciso segundo que contiene una excepción.



La cuestión se facilitaría si se borrara la excepción.



Es bien raro. Porque se dice que pasa todo a las carreteras, pero se agrega que, sin perjuicio de eso, “los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, de forma conjunta y fundadamente, podrán decidir no aportar algunos de los bienes”.



A mí no me calza aquello: que se diga primero que se pasa todo a las carreteras, y luego, que hay una excepción.



En todo caso, ahí la solución es más fácil, en mi concepto.



Tocante a la otra propuesta, voy a señalar en un minuto cuál es la inquietud de fondo. Porque esto se discutió.



Hoy día se paga equis cantidad por concepto de peaje, la que tiene que ver con la construcción de la carretera y es más alta. Y la lógica es la siguiente: “Ya que la gente se acostumbró a pagar esa cantidad, sigamos cobrando lo mismo”.



Eso es lo que yo no quiero.



Aquí, señor Presidente, un paréntesis para aclararle al Senador Lagos que la gracia de las concesiones, lo maravilloso de ellas es que son un win win: las obras son planificadas por el Estado, las hacen las concesionarias, las paga la gente y después vuelven al Estado.



Eso está bien.



Pero lo que uno no puede hacer es decir “La gente se acostumbró a pagar eso”.



Entonces, pedimos una política de peaje que establezca que la nueva concesión implique seguir con el mantenimiento de la carretera; incluir obras anexas: tercera pista, iluminación, zonas de descanso, conexiones, etcétera (es factible hacer muchas cosas), pero sin que ello signifique que los usuarios sigan pagando el mismo precio por sus desplazamientos vehiculares.


Yo consideraría muy importante que el precio de los peajes bajara una vez concluida la concesión.



Ello no quiere decir que se lleve su valor a cero como se planteó, porque hay que seguir manteniendo la carretera, pueden requerirse obras anexas, en fin.



Yo entiendo que alguien diga: “Guardemos parte de esto para un fondo de apalancamiento”. Empero, no considero admisible -y es lo que hemos sostenido desde esta bancada- que la lógica sea mantener el mismo pago luego de que la concesión concluyó. Eso no me hace sentido.



Por consiguiente, le he pedido al Gobierno buscar una fórmula que permita considerar en la ley lo relativo a la mantención y el apalancamiento, y que no se nos diga “Hay una posibilidad de transferir las concesiones, existe una excepción en el sentido de que puede no transferirse ninguna y no sabemos bien cuáles serán los montos por concepto de peaje”.



El informe financiero habla de un cálculo basado en el total de los flujos que se cobran hoy día. 



La determinación es difícil. Hablan de “potencial”. Tienen razón: no conocemos los flujos; no sabemos de cuánta gente se trata. Es un problema.



Es ahí, señor Presidente, donde nosotros estamos pidiendo un mejoramiento del proyecto, para que ese aspecto quede claro.



No creo que eso se halle tan distante de lo que plantea el Gobierno.



Quiero dejarlo claro: en la Comisión de Obras Públicas lo vimos, y nos dijeron “Lo vamos a resolver en Hacienda”; lo vimos en Hacienda, y creo que el punto no quedó bien resuelto.



A eso es a lo que uno aspira en una iniciativa de esta envergadura: a que quede claro cuál va a ser el capital, cuáles serán a lo menos los parámetros de los flujos de los futuros peajes.



Si entre todos pagamos una carretera y hay que renovar la concesión, me parece virtuoso que no se siga cobrando lo mismo por concepto de peaje.



Igualmente, estimo relevante que se nos pida algo de los flujos para poder apalancar.



No creo que sea imposible seguir tal lógica, señor Presidente.



Yo visualizo que de otra manera no podrá aprobarse la ley en proyecto, menos con la excepción a que me referí -ella no se introdujo en la Comisión de Obras Públicas; apareció recién en el informe de la Comisión de Hacienda-, que se relaciona con las carreteras que administrará el capital del Fondo de Infraestructura.



No obstante, según manifesté, lo relativo a dicha excepción -repito que no estaba en la idea matriz: se incorporó al final- es más fácil de resolver.



Lo otro reviste mayor complejidad. Y, aunque mi propósito es colaborar, opino que eso no se condice con lo que uno quisiera tener tratándose de un Fondo de esta naturaleza.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Obras Públicas.

El señor UNDURRAGA (Ministro de Obras Públicas).- Señor Presidente, en distintas intervenciones se han mencionado tres aspectos a los que quisiera referirme.



Primero, se pregunta por qué se calculó en función de solo las carreteras y no se incluyó a los aeródromos, en circunstancias de que, por ejemplo, el aeropuerto Arturo Merino Benítez, particularmente, también genera un ingreso anual para el Estado.



La razón es porque el plan de aeródromos y aeropuertos en distintos lugares de nuestro país en lo que respecta al desarrollo de las pistas y del equipamiento vertical -vale decir, las distintas salas- en aquellos que no son concesionados se financia con cargo a esos ingresos. En el hecho, podríamos decir que ya hay un fondo de infraestructura para aeropuertos y aeródromos.



Fue factible desarrollar, por ejemplo, el aeródromo de Natales porque estaban los ingresos de AMB. Hoy se está desarrollando Peldehue porque están los ingresos de AMB. Estamos haciendo crecimiento en distintas pistas, particularmente en Concepción, porque están los ingresos de AMB.



Por lo tanto, primero, debo decir que lo planteado por el Senador señor García es factible desde el punto de vista conceptual; de hecho, el artículo 11 lo permite. Sin embargo, no figura en el artículo transitorio pertinente porque los fondos ya están comprometidos y son parte de un plan de inversiones en aeródromos.



En cuanto a la equidad territorial, es del caso señalar que, si no hacemos el Fondo de Infraestructura como país, el monto de los flujos, los cuales son mayores en Santiago y en sus cercanías, va a llevar a que se inviertan en obras en la Capital.



Por lo tanto, si queremos tener obras en las distintas regiones, un Fondo de Infraestructura como el que se plantea permite que parte del excedente vaya a ellas.



Dicho de otra forma, si deseamos hoy día hacer obras de trenes de cercanía -ellas requieren una garantía de parte de los instrumentos que tiene el Fondo en cuestión- en cada una de las capitales regionales, se requieren flujos provenientes de otros lados y no de las regiones pertinentes. Y la mayor cantidad de los flujos está actualmente en la Región Metropolitana.



En consecuencia, contrariamente a lo que se ha argumentado, lo que tiene este Fondo es que los flujos se trasladan de un lugar a otro, pero no desde Corral hacia Arica, por ejemplo, sino desde Santiago, donde está la mayor cantidad de flujos, hacia el resto del territorio nacional.



Eso, desde el punto de vista financiero de los flujos.



¿Cómo se garantiza que aquello ocurra de verdad y el directorio no decida hacerlo igualmente en Santiago o en el centro de nuestro país?



En las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda se fue incorporando en distintos artículos la obligación de que tanto en los planes quinquenales cuanto en la revisión de los planes de los comités del directorio haya criterios de equidad territorial para la inversión, de manera que ella sea armónica en los diferentes lugares del país.



Eso está en los diversos artículos que se aprobaron por unanimidad ahora.



Por consiguiente, el plan quinquenal, que es público, debe incorporar los criterios de equidad.



Eso, con relación a la equidad territorial. Y es relevante, pues de lo contrario la inversión se va a centrar en los sectores donde hay más flujos, que son Santiago-Valparaíso, Santiago-Rancagua, y paremos de contar.



Tercero, respecto a la política de peajes solicitada en distintos lugares se basa hoy día más bien en la constatación de contratos firmados de larga data y que presentan una cierta validez en el tiempo.



En cuanto al futuro, hemos estado trabajando en un criterio que sea estable y que diga relación con un kilómetro asociado a cierto nivel de infraestructura, de manera que el valor sea el mismo en uno u otro lugar del país.



Ahora, una Administración futura podría disponer un cambio para bien o para mal. Específicamente, el proyecto -le pido veinte segundos más, señor Presidente- lo permite. Tal como se encuentra desarrollado el texto, en uno, dos o tres gobiernos puede registrarse una modificación incluso hacia la baja.



Los peajes no tienen que ajustarse solo a un cierto costo asociado al flujo, porque, de ser así, serían muy baratos de Santiago a Rancagua y muy caros en el resto del territorio. Más bien ofrecen un sentido de red. Y este es el que también exhibe el Fondo de Infraestructura.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estimo del mayor interés la discusión, pero asimismo de la mayor complejidad.



El sentido primigenio de las concesiones es bastante claro. Esto es, se autorizan para construir un camino, o un hospital, o un aeropuerto, y con los ingresos se financian las obras respectivas, a las que contribuyen los usuarios.



Pero con la conformación del Fondo se genera un verdadero impuesto, porque la recaudación, independientemente de cuál sea el origen, se puede redestinar a ejecuciones que no tienen que ver directamente con la concesión. Si la autopista Santiago-Talca rinde muchos recursos, que no solo cubren lo correspondiente conforme al contrato, sino que dan lugar a tal excedente para el Estado que se puede dedicar también a la carretera de Magallanes, donde no existe suficiente densidad y, por lo tanto, se carece de capacidad para costear la infraestructura, entonces estamos actuando con un tributo.



Y el impuesto es de afectación, porque solo se puede utilizar en una dirección específica -es decir, en obras de esa índole-, no en otra.



Creo que ello es bastante complejo, desde el punto de vista de la estructura tributaria.



Y, desde el punto de vista de los usuarios, es igualmente bien discutible que los de la autopista Santiago-Talca -para seguir con el ejemplo- tengan que contribuir al financiamiento en otros lugares.



Si Sus Señorías me dicen, a propósito de la política en la materia, que se establecerá un peaje de mayor costo porque se va a agregar una tercera pista, ello tiene sentido. Efectivamente, dicha ruta se encuentra saturada precisamente por la mayor densidad. Y mientras más demoren las obras para aumentar la capacidad de circulación, el atochamiento y las complejidades se incrementarán. La situación obedece precisamente a la intensidad de los desplazamientos, a más demanda de infraestructura en esa parte.



Si en vez de permitirse la reutilización de los recursos en ese lugar se ocuparan en otro, en realidad se estaría redistribuyendo. Y la determinación del uso se entregaría, si entiendo bien, a una sociedad del Estado, no a la Ley de Presupuestos de la Nación u otro cuerpo legal. Porque, conforme a las razones expuestas aquí, los excedentes resultantes al haberse financiado ya la infraestructura y superado, por lo tanto, la necesidad de pagar los gastos de la propia concesión generarán un Fondo que no va a ser administrado por el Estado, sino por una sociedad determinada. Vale decir, quien defina la política de concesiones y el destino de los recursos para infraestructura ya no serán el Ministerio de Obras Públicas ni el Congreso, a través de la Ley de Presupuestos, sino una entidad que va a utilizar los excedentes de algunas obras en lograr financiar las otras que quiera.



¡Qué quiere que le diga, señor Presidente! El sistema me parece muy atractivo, pero bastante complejo, porque estaríamos estableciendo un impuesto -repito- cuyos ingresos no serán asignados ni resueltos por la Ley de Presupuestos. No intervendrán el Ministerio de Hacienda ni el Ministerio de Obras Públicas, sino el directorio del ente que se crea.



Le estaríamos quitando atribuciones al Estado, en efecto, y entregándolas a una sociedad que, por mucho que tenga una concesión estatal, rompe la estructura del manejo de los fondos públicos. Entiendo que ello debe ser resuelto por el primero y, entre otras consideraciones, por la Ley de Presupuestos, que es aprobada por el Congreso.



He dicho.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Se puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para ello?

El señor COLOMA.- No.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, estimo muy útil el debate -de hecho, refleja también las discusiones previas-, porque se trata de un mecanismo nuevo en la organización de cómo usar activos públicos. Y, por lo tanto, creo que se están abordando, al final, aspectos bien legítimos.



Déjeme partir por aquí.



¿Por qué juzgo que ello es valioso? Así, en serio. ¿A qué obedece que un Ministro de Hacienda como el que habla haya dicho: “Esto tiene sentido”?



Los motivos principales fueron dos.



Uno es que el Fondo de Infraestructura -sin que aquello a lo cual voy a hacer referencia tenga nada que ver con peajes u otra cosa- permite contar en el Estado con un ente que piense más en el mediano plazo y lo defienda en su planificación de la estructura de carreteras. Los gobiernos son cortos, y, en consecuencia, a uno nuevo le cuesta mucho encontrar una cartera de proyectos interesantes. Dicha entidad lo hará posible.



Esta es una primera gran ganancia.



Y el otro tiene que ver con una experiencia que tuvimos hace poco tiempo. No voy a identificar la concesión que terminaba y en que el activo era del Estado.



A propósito, voy a ponerlo en blanco y negro: cuando una de ellas finaliza, la carretera -le pido no enojarse a la Senadora señora Von Baer- es del Estado, no de los habitantes de Lanco. El Estado, entonces, ve qué hace con la obra.



Y si no se pasara al Fondo de Infraestructura, apuesto a que se instalarían peajes para construir cuartas pistas u otra obra, que puede ser no necesaria desde el punto de vista social global. Es lo sucedido con un túnel que terminó y se decidió hacer otro, en circunstancias de que la plata se podría haber usado mucho mejor en otra parte.



Por lo tanto, cuando termina una concesión -y aquí viene la cuestión clave-, no ocurre que los peajes “vuelven” a lo que la comunidad vota en ese momento. Primero, ella no es la que pagó: lo hizo mucha gente de otras partes que pasó por ahí. Y, segundo, el asunto pasará por los Ministros y la reflexión será: “Agrandemos la cuestión. Cobremos más y hagamos otra cosa”.



Lo que permite el Fondo, al final, es movilizar recursos entre distintas zonas. Porque es mejor usar en otras partes esas platas adicionales que rinde el activo del Estado, el de todos, y no el de una comunidad local.



En consecuencia, de haber contado con este mecanismo en el momento de vencer la concesión que mencioné, hubiéramos pasado el asunto a la instancia que nos ocupa y probablemente ejecutado otra obra, cerca o lejos: la que representase el mejor valor.



No se trata, por ende, de comparar este artefacto con un caso que no existe. No es cuestión de que vamos a bajar los peajes a cero o al costo marginal. Eso no acontece en la realidad.



Ahora terminaré, señor Presidente.



El Honorable señor Larraín decía: “Vamos a poner un impuesto”. No. Es al revés: dejaríamos de poner un subsidio. Tampoco sucederá.



Lo que pasa es que el Estado cuenta con un activo, que le pertenece, y se pretende que lo destine gratuitamente al servicio de unos pocos. ¡Si eso no tiene por qué ocurrir!



¡Tampoco tiene por qué verificarse la maximización del peaje! Porque si fuera por sacar plata, sería cosa de fijar uno muy alto.



¿Cómo se determina el monto? Es establecido, básicamente, sobre la base de un equilibrio general de todo el sistema carretero, pero también de la congestión. Sería fácil fijar una cifra más baja y entregar concesiones más largas, o bien, una cifra más alta y concesiones más cortas.



El asunto se maneja en Chile conforme a una política que es preciso seguir discutiendo. Reconozco que, de hecho, en el mismo proceso -y el Honorable señor Coloma nos fue apretando en el transcurso- fuimos aprendiendo más sobre cómo se procede.



Pero los peajes no son el centro: el centro es poder movilizar recursos de un lugar a otro. Que ello sea de Santiago hacia afuera es lo que hoy día se verifica naturalmente, porque hay más concesiones en la Capital. Mas es posible pensar que en el largo plazo siempre vamos a tener usos alternativos mejores que lo que está finalizando.



Quería clarificar el punto, pues, al final del día, el sistema permite no utilizar platas solo localmente en esta situación, sino de verdad trasladarlas a mejores empleos.



Gracias.

El señor LETELIER.- Solicito abrir la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para ello?

La señora ALLENDE.- Conforme.

El señor WALKER (don Ignacio).- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se requiere quorum especial.


Acordado.


En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Senador señor Ossandón está inscrito para intervenir, pero no se encuentra en la Sala.


Tiene la palabra el Honorable señor Quinteros.
El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, coincido por completo en que las regiones van a seguir estancadas si no se crea el Fondo de Infraestructura.



Durante los últimos veinte años hemos visto cómo la infraestructura ha ido mejorando sobre la base de las concesiones. Y el señor Ministro tiene razón cuando plantea que las inversiones se efectuarán de acuerdo con la mayor cantidad de flujos en una zona.



Me pregunto cómo en la Región de Los Lagos, con más de quince mil kilómetros de caminos secundarios, sería posible ir mejorando el estándar de las vías si no mediaran recursos. ¡Nadie va a pasar por ahí para cancelar peaje!



Está bien que las concesiones vayan cumpliendo sus plazos. Pero, tratándose del término de una de ellas y del cese del pago, me pregunto si los territorios se encuentran igual que hace veinte años, cuando se construyó la doble vía. Evidentemente, ello no es así. El país ha cambiado. Las comunidades insertas en el sector donde pasa la ruta necesitan hoy día pasarelas, otros accesos y caminos peatonales.



Comparto absolutamente lo dicho en el sentido de que si la concesión ha concluido, puede bajar una proporción del monto del peaje. ¡Pero por ningún motivo cabe pensar que va a terminar el pago! En caso contrario, no contaríamos con recursos para mejorar la infraestructura en otras partes.



Voy a votar a favor, porque creo que el mecanismo en examen es lo mejor que puede sucederles a las regiones, sobre todo a las que no cuentan con la misma cantidad de carreteras o de flujo de personas que la Región Metropolitana.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, por haber participado en el largo debate del proyecto en la Comisión de Obras Públicas, donde se escuchó al titular de la Cartera y al Ministro de Hacienda, así como a distintos gremios, considero que ello no se ha transmitido adecuadamente a la Sala.



El Honorable señor Lagos explicó muy bien el historial de cuál fue la apuesta de Chile en materia de concesiones. Claramente, el elemento fundamental de esa política -es bueno expresarlo- fue liberar recursos para poder invertir en lugares donde no existen rentabilidad social o los flujos necesarios.



Y precisamente por una indicación que presentamos -me tocó presidir el referido órgano técnico- se incorporó el elemento de la equidad territorial. ¿En qué consiste? Se trata de entender que las regiones que representamos, que carecen de flujo o de rentabilidad social por no existir una enorme población, pueden liberarse con los recursos en examen.



Me parece bien que se haya consignado la situación de los trenes de cercanía, por ejemplo. ¿Por qué solo tenemos que seguir mirando desde las regiones la ampliación de las líneas del Metro y de esos servicios?



Si se expone que entre Valdivia y Temuco o entre Valdivia y Puerto Montt no hay un flujo suficiente, es obvio que para eso va a estar el Fondo de Infraestructura.



Expresamente establecimos que en la visión territorial del plan quinquenal se recogerá adecuadamente la equidad territorial.



¡Y dejemos de subsidiar!



Comprendo y respeto la discusión que el Senador señor Coloma ha planteado legítimamente acerca del precio. Pero, ¡por favor!, entendamos lo anterior en relación con la unidad de concesiones y de peajes con que debiéramos contar.



Cabe apostar a la transparencia para que se nos diga si la empresa concesionaria recuperó o no su inversión con el peaje que pagamos en la ruta 68. Eso también se logra, quizás, con un panel de expertos. Así podremos saber si lo que estamos cancelando, como lo manifestó mi Honorable colega Lagos, corresponde a utilidades y cuánto se le está entregando al Estado.



A mi juicio, este es un proyecto transversal, que permite a las regiones, especialmente a las más alejadas, equilibrar la cancha.



La idea es que ellas, y seguramente los intendentes o los gobernadores electos, los alcaldes, los propios parlamentarios y la comunidad, en general, puedan incidir en la nueva entidad.



Es fundamental seguir asfaltando caminos como el que pasa entre Coñaripe, Pellaifa, Liquiñe y el paso Carirriñe, donde estuvimos el viernes recién pasado. Eso jamás podríamos financiarlo si no liberamos fondos como los que consideramos.



El principio de equidad territorial y el de transparencia, en relación con un panel de expertos que pueda fijar el precio de los peajes, me parecen correctos. Pero eso debe llevarse a cabo en la instancia respectiva, sin modificarse lo consensuado adecuadamente y votado por unanimidad o por una amplia mayoría -puede haberse registrado algún voto disidente en la Comisión de Obras Públicas- para avanzar en un concepto apropiado en materia de concesiones, que ha dado paso hoy día a una política con equidad territorial.



Solicito comprender que la discusión del valor del peaje dice relación con otro proyecto. Considero que sería importante que el propio Ministro pudiera explicarlo. Me refiero a una unidad de transparencia y relativa a dicho monto, de rentabilidad y de equidad territorial, para disponer de una política pública que haga posible efectivamente que todos los territorios postulen y gocen de la inversión del Ministerio de Obras Públicas conforme a entidades que definimos en la propia normativa.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, también anuncio mi aprobación.



Juzgo muy importante la iniciativa de desarrollar el Fondo de Infraestructura, en el cual cumplirá un rol el Estado, evidentemente. Y es bastante interesante que a este le permitamos justamente, entre otras cosas, realizar actividades empresariales de construcción, ampliación, reparación, conservación, etcétera. Todo ello, en la forma que se está planteando. Es decir, vamos a buscar la manera de garantizar futuras inversiones.



Se ha mencionado la cifra de unos nueve mil millones de dólares en relación con los caminos y las carreteras que se ha logrado construir a lo largo de todos estos años, producto de una política de concesiones que empezó en los gobiernos de la Concertación y que fue tremendamente importante, porque gracias a ella se mejoraron los estándares. Pero también hizo factible que el Estado invirtiera -como aquí se ha señalado muy bien- en caminos secundarios, lo que de otra manera jamás se habría hecho.



Aquí estamos proponiendo una forma de lograr mayores inversiones, con la garantía que ofrecen el Fondo de Infraestructura y la institucionalidad que se crea, a fin de establecer un diseño que incluso va más allá de cualquier eventual Gobierno.



Tal definición implica tener una mirada de país con equidad territorial, para detectar las mayores urgencias en materia de mejoramiento de infraestructura, las cuales no necesariamente deben concentrarse en los caminos y las autopistas, que ya son importantes.



El Senador Lagos Weber se refirió, por ejemplo, al futuro de Metro Valparaíso. Se plantea llegar con el tren a La Calera o a Quillota, a Concón o a Reñaca. ¡Claro que eso es importante! 



¿Y la reparación de la Avenida España? ¡Tremendamente necesaria y urgente! Se ha venido postergando y ahora más que nunca se hace prioritaria.



Debemos aprobar este proyecto, que crea el Fondo de Infraestructura, pues va a permitir, como se ha dicho, apalancar recursos para lograr más inversiones.



Todo eso va a ser trabajado a través de una institucionalidad, la cual hará los estudios pertinentes, el diseño, la planeación, desde una mirada de país, para abordar efectivamente los aspectos más importantes y necesarios en este ámbito. Porque, a pesar de los avances, nos hemos ido quedando atrás -hay que reconocerlo- en muchas regiones.



¡Necesitamos más inversiones!



¡Necesitamos mejorar los estándares!



¡Necesitamos que nuestra gente tenga mejor calidad de vida!



¡Necesitamos más conectividad! 



Esto último es tremendamente relevante. Por ejemplo, el otro día me decía, con toda razón, una persona en La Calera: “Mire, a mí me resulta más fácil trasladarme a Santiago que llegar al Hospital Van Buren en Valparaíso”.



¡Y es obvio! Porque necesitamos generar una mejor conectividad, sobre todo en muchísimas localidades rurales.



Señor Presidente, aquí la discusión se centró en el tema del peaje, lo que es relevante, pero no esencial.



Comparto lo que señaló el Senador De Urresti: debemos trabajar esto con profesionalismo, con transparencia, con una política de país. 



Aquí se ha expresado un error sustantivo al decir: “El bien pertenece a aquellos que habitan en el sector donde está ubicada la autopista que terminó su concesión”. ¡Eso no es así! Pertenece al Estado. Este verá entonces qué hacer.



Evidentemente, esperamos que en algún momento sea posible rebajar algunos peajes. ¡Bienvenido sea! 



Pero también sabemos que el que usa paga; también sabemos que uno debe tener una mirada más solidaria; también sabemos que necesitamos mejorar infraestructura en las regiones más aisladas; también sabemos que usar una autopista con determinado estándar claramente tiene un costo. 



Con todo, lo fundamental es aprobar este proyecto. Yo lo voy a votar a favor, señor Presidente, pues creo que es tremendamente necesario como instrumento para apalancar las inversiones que permitan a este país dar el salto que estamos esperando y que se requiere, lo cual implicará mejorar la calidad de vida de todos y cada uno de sus habitantes. 



Eso es lo que más necesitamos, particularmente en las zonas más aisladas, que obviamente no son las de la Región Metropolitana.



He dicho. 

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quiero saludar a la delegación de la Escuela de Formación Cívica para Dirigentes Sociales de la Octava Región, que nos acompaña en esta sesión.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
 )----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.



--(Aplausos en tribunas).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No se pueden hacer manifestaciones en el Senado.

El señor GUILLIER.- De todas maneras, muchas gracias.



Señor Presidente, quiero señalar, ante todo, que sería injusto que se desconociera lo que ha significado el desarrollo de la infraestructura en nuestro país, por sus efectos multiplicadores, por la rebaja de costos, por la mayor seguridad en los desplazamientos (en el caso de las carreteras, por ejemplo), por la mejor calidad de la prestación de los servicios, por la mayor conectividad. 



Ello genera, además, un impacto en todas las actividades y el efecto de abaratar los costos de la vida. 



Por esa razón, el desarrollo de la infraestructura es esencial en la modernización del país.



Dicho eso, hago presente que reponer un Fondo de Infraestructura, apoyado en los activos físicos disponibles, principalmente las carreteras (entiendo que son 37, incluida la de Américo Vespucio), tiene varios valores -lo quiero destacar- y permite realizar una reinversión en esta materia, lo que aún falta en el país.



Lo primero que deseo precisar es que la mayor parte de los flujos ocurren en la zona central de Chile. Las diferencias con las regiones, sobre todo con las más extremas, llegan a ser obscenas, como lo expresó un parlamentario en esta misma Sala en alguna oportunidad.



Por lo mismo, establecer la mantención de las tarifas no solo implica entrar a una discusión sobre tributos -rebajar los peajes en el fondo es una manera de decir “bajemos impuestos”-, sino que también obliga a señalar que tales tarifas o impuestos presentan la ventaja de tener un valor redistributivo de riqueza, sobre todo si analizamos el carácter de los flujos.



Decía que la mayor parte de estos se produce en la zona central del país, mayoritariamente en la Región Metropolitana, que es por lejos la que más inversión ha recibido en infraestructura. Recordemos que el eje de Américo Vespucio, la Ruta 68, la Ruta 78, la Norte-Sur, los aeropuertos, etcétera, se concentran principalmente en la zona central. 



Al introducirse el concepto de equidad territorial en la Comisión respectiva, cuando se discutió este proyecto, el flujo empezó a cumplir una función complementaria: la de desarrollar la infraestructura pendiente en regiones.



Quiero recordar que en la Segunda Región, por ejemplo, la ruta entre Calama y Antofagasta, considerada por todos como la vía más rica de Chile, consta solo de una pista de ida y otra de vuelta. Por alguna razón no ha tenido financiamiento todavía para ampliarse, pese a estar dentro de los planes de infraestructura como una prioridad. 



Ese es el tipo de proyectos regionales que puede sacarse adelante con el fondo que se crea. La mantención de los flujos que se han logrado traspasar permitiría darles financiamiento a iniciativas de desarrollo regional, las que repercutirían también en la economía, reactivándola y trayendo beneficios a los usuarios de esas mismas carreteras.



Por esa razón, apoyo el presente proyecto, ya que estimo, primero, que posibilita formar un fondo de inversión que reactiva la economía; segundo, que no es injusto, por cuanto las personas que utilizaron la infraestructura no necesariamente son las mismas que la van a usar a futuro (por lo tanto, no están pagando dos veces), y tercero, que permite reorientar los recursos ahora hacia el desarrollo de nuestras regiones.



La mayoría de ellas ha hecho enormes contribuciones al progreso de la zona central. Las principales iniciativas económicas se han llevado a cabo en las regiones, pero los impuestos se pagan en el centro. Por ende, se requiere generar un efecto de reciprocidad para mantener y desarrollar la infraestructura a lo largo del territorio con un concepto de equidad.



Ahora le toca el esfuerzo a la zona central, que es la que más se ha beneficiado. Los fondos se traspasarán a las regiones, particularmente a las más extremas, que son las que han contribuido hasta ahora al desarrollo del centro, postergando sus legítimas aspiraciones de contar con mejor equipamiento.



Por todo lo anterior, no me parece conveniente -por ahora- hacer variaciones al texto de la iniciativa de ley propuesto, independientemente de que más adelante se discuta en particular el monto de los peajes.



En verdad, más allá del valor de los peajes, lo que hay detrás de este proyecto es equidad territorial y justicia para las regiones: a las que han recibido más ahora les va a tocar dar más.



Por esa razón, como representante de la Región de Antofagasta, no puedo menos que aprobar una iniciativa que hace justicia a las regiones.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, solo deseo aclarar algunos puntos.



Creo que la política de concesiones es una buena política. De hecho, gran parte de la infraestructura -¡buena infraestructura!- que existe hoy en Chile se la debemos a ella. 



Mi planteamiento es que miremos esto desde la perspectiva del usuario de las concesiones de carreteras. 



A ese respecto y sin ningún asomo de enojo, sino con una sonrisa, le digo al Ministro de Hacienda -por su intermedio, señor Presidente- que el Estado será el dueño de las autopistas, pero quienes las pagaron son los ciudadanos. No las costeó el Estado, sino la gente cada vez que pasaba por un peaje.



¡Y la plata de los ciudadanos es de los ciudadanos, no del Estado! 



Ese es el punto.



Entonces, la pregunta es si el Estado puede definir cómo hace uso de esos recursos.



El Senador Larraín lo dijo claramente: “esto es un impuesto de una manera distinta”.



Los ciudadanos se tuvieron que acostumbrar a pagar peaje por algo que antes no tenía costo. El uso de las calles era libre.



Todos consideramos que era una buena política. 



Ahora la estamos cambiando, porque los ciudadanos pensaban que una vez que se terminara la concesión ya no habría peaje, pero hoy nos dicen que aunque se termine de pagar la inversión va a permanecer el cobro. 



Yo creo que el punto que hacía el Senador señor Pérez es correcto. 


Okay, entonces debemos saber cuánto de ese peaje va hacia otro lugar. 



Porque, nos señalan: “Lo que pasa es que donde realmente hay mucho peaje es en la Región Metropolitana”. Perfecto, y definamos, por equidad territorial, que esa plata vaya a otros lugares del país. Pero sería justo saber adónde va a ir. 



Hoy día, cada vez que paso por un peaje, supongo que estoy pagando por el uso de esa vía. Ahora va a ser distinto. Ya no voy a estar pagando por usar esa vía, sino para financiar otra. 



Ese es el punto que yo hago.



Es muy distinto, y considero que tenemos que decirlo con claridad: “Ahora usted ya no va a pagar por usar una mejor infraestructura en ese lugar; va a  pagar por mejorar la infraestructura en otro lugar”. 



La definición es distinta, y lo encuentro un poco más complejo. Es otra forma de cobrar un impuesto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, quiero agradecer a la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra, porque deja en evidencia dos puntos en los que tenemos profundas diferencias.



Los radicales bien decían en su tiempo de apogeo y de gloria: “El Estado somos todos”. 



El Estado no es una entelequia aparte de los ciudadanos. Plantear este divorcio es muy propio de una visión extremadamente conservadora -la podemos encontrar en Von Hayek, por ejemplo-, que separa a la persona del Estado en la política, en el quehacer público.



Entiendo que es una visión diferente, pero cuando se hace una inversión, cuando se genera un fondo para apalancar recursos es para el desarrollo de todos. La carretera no es solo la que yo uso; ella es parte de una red de infraestructura para el país.



En esta materia tenemos quizás una visión particularmente diferente de la que expresó la Senadora que me antecedió en el uso de la palabra. 



Y también en la política de peajes. Estoy seguro, señor Presidente, de que, si llegáramos a sincerar esos cobros, el problema principal lo tendríamos con los camioneros de Chile, porque hoy los ciudadanos estamos pagándoles los peajes.



La destrucción derivada del uso de las carreteras lleva -y esto está en todos los estudios- a un subsidio cruzado. Podemos preguntarnos si este último es necesario o no, en un país con la geografía que tenemos, pero hoy es una realidad. 



Esa es una discusión aparte de este proyecto. El tema aquí no es que yo pago peaje y que esta carretera que uso no puede generar fondos destinados a otras infraestructuras o a otros fines de interés público.



Señor Presidente, siento que tenemos una diferencia de visión con algunos señores Senadores. 



Aquí planteamos, por sobre todo, un fondo de garantías, un capital que permita apalancar y mover otros recursos, otras inversiones con el propósito de mejorar la infraestructura de Chile.



Quedarnos en la discusión del peaje, como han planteado algunos, es no entender que el mayor capital es la carretera que hoy existe, que es un bien nacional de uso público, y que necesitamos atraer otras inversiones, no para que ese flujo de recursos que vienen del peaje se invierta directamente, sino para que ayude a apalancar otros fondos.



La señora Senadora ve Lanco, en la Región de los Ríos, como el centro del quehacer. Yo le quiero decir que los chilenos viajamos por diferentes infraestructuras. Ellas están hoy bajo el criterio de que quien usa paga, pero queremos ocuparlas con una visión un poco más amplia: Chile es de todos.



La Ruta 5 necesita hoy la construcción de la tercera vía, que se va a concretar en forma limitada -a mi juicio-, pero también tendremos que analizar qué otra infraestructura se va a apalancar con estos recursos. No podemos pensar solo en las carreteras. 



Me gustaría que apalancáramos recursos para ferrocarriles; para la red de telecomunicaciones, en torno a la cual hay una discusión sobre cómo armamos las plataformas de segunda generación; para inversiones en infraestructura portuaria, que está tremendamente retrasada. 



Todo ello es de interés público y, por ende, reducir esta discusión a la idea de que yo pago peaje y no tengo que seguir pagándolo porque se acabó una concesión, lo considero inadecuado para un país que necesita mayor desarrollo.



Quizás es aquí donde tenemos la segunda diferencia de mirada. 



Estimo que la corresponsabilidad o solidaridad en el uso de los recursos para apalancar el desarrollo de otros territorios es tremendamente importante. 



Con el Presupuesto de la nación hemos ayudado a invertir en metros en las regiones Quinta y Octava, y para qué hablar en la Región Metropolitana. Sí. Pero es necesario que otra infraestructura también sirva para otras regiones.



Eso es lo que va a permitir este proyecto. Y cuando la discusión se queda solo en el peaje -como pretende la Senadora que me antecedió en el uso de la palabra- siento que se está reduciendo la importancia del Fondo de Infraestructura.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero hacer dos correcciones al Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



No sé por qué les echan la culpa a los camioneros. Hemos visto bastantes informes que señalan que ellos pagan más del doble en peaje y más del triple, según el eje. No creo que el tema tenga algo que ver con los camioneros de Chile, a quienes algunos siempre tratan de culpar de todos los males que pasan en este país. Yo, por lo menos, tengo una visión muy distinta.



Una segunda corrección que es clave: el Senador que me antecedió en el uso de la palabra señaló que el problema no es el flujo. ¡El problema es el flujo! No tiene nada que ver con la propiedad de las carreteras. Ese es otro tema. Esta sociedad anónima se funda en la necesidad de buscar un capital que nace de los flujos de los peajes de las carreteras concesionadas. ¡Eso es!



Entonces, ¡no me digan que el problema no es el flujo! ¡Es el flujo!



Quiero hacer tres comentarios para fundar mi voto, señor Presidente.



En primer lugar, considero que aquí teníamos -espero que podamos rectificar el verbo en algún momento dado- una oportunidad muy importante para ponernos de acuerdo respecto de un tema pendiente en Chile -en todos los gobiernos, no solo en el actual-, que dice relación con cómo fijar las políticas de peaje; cómo entender el concepto más allá de una obra determinada. Porque estamos en una segunda fase.



Las concesiones fueron muy importantes en nuestro país, pero algo ocurrió que se paralizaron. Y, obviamente, se va a intentar reponerlas o reinyectarles energía, recursos, esfuerzo. Eso es lo que se busca a través de este proyecto específico.



En ese escenario, tenemos una segunda etapa que es clave en esta iniciativa y que tiene que ver con el cálculo de los flujos futuros, no solo de las carreteras por concesionar o ya concesionadas, sino de aquellas que renuevan su concesión. Y ese es un tema grande, muy importante, porque hay distintas alternativas.



Nosotros lo planteamos en las Comisiones. Fue muy interesante la discusión. 



Una alternativa es cobrar los flujos de mantención. Nadie ha dicho nunca que no hay que pagar peaje, porque eso significaría la destrucción de las carreteras. 



Otra opción es considerar la mantención más la renovación de obras dentro de la misma concesión. 



Y una tercera posibilidad es ampliarla a subsidios cruzados hacia otros lados. 



¿Qué se ha intentado? Lo que se ha intentado, interpretándome a mí mismo, es generar una política sobre flujos de peajes futuros que no tenga por eje, como hasta ahora aparece en el proyecto, seguir pagando lo mismo por el solo hecho de que la gente ya se acostumbró.



Esa es mi idea. La concesión es demasiado importante. Para Chile ha sido clave.



Entonces, todos debemos entender que los usuarios han contribuido al pago -no me cabe duda de que al final la obra es del Estado -, pero no tienen por qué hacerlo dos veces por la misma cosa. Por eso se aspiraba a generar una política de “mantención más obras directamente vinculadas a mejoramiento”. 



A mí me encantaría que los trayectos Santiago-Talca y Talca-Chillán contaran con una tercera pista, lo cual puede ser más prioritario que la ampliación de otros proyectos. 



Por eso es indispensable tener una política, la cual, lamentablemente, no se ha podido generar hasta el momento.



Soy partidario de avanzar en esta materia. Creo que estamos perdiendo una oportunidad. Mi espíritu era votar en contra. Sin embargo, me voy a abstener, porque tanto el Senador De Urresti como el Ministro Alberto Undurraga -también hablé con él- han dicho algo que me parece interesante: que en las modificaciones a la Ley de Concesiones, que se están estudiando ahora, es necesario encontrar una fórmula para terminar una política de peajes. No podemos no tener una política sobre esa materia.



Ahora, si Sus Señorías hablan de lo óptimo, para mí lo mejor es fijar una política mediante la cual se pueda armonizar la mantención, a través de las renovaciones, con un fondo que mejore la estructura propia, más un aporte al Fondo de Infraestructura y una rebaja en el monto final de los peajes.



Ello es perfectamente posible. 



De esa manera, todos podríamos ir valorando que, a medida que se va contribuyendo, se va generando un beneficio social y, al mismo tiempo, un beneficio económico.



No me parece justo que un camionero -sigo con el mismo ejemplo- pague 4.400 pesos cada vez que pasa, ida y vuelta, por alguno de los ejes de la carretera Santiago-Talca, tal como indicó el señor Ministro.  No estoy de acuerdo con que eso se instale y se considere bueno. 



Me encantaría que ese usuario pagara menos, porque va a costar menos mantener y mejorar la ruta, y que, de paso, se generara un aporte al Estado.



Es un tema cuyo análisis estamos iniciando. Pienso que podríamos haberlo resuelto de otra manera, aunque espero que en las siguientes discusiones podamos instalar de nuevo el punto.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, quiero manifestar mi apoyo a este proyecto, ya que permitirá desarrollar nuevas obras públicas, profundizando y mejorando los actuales mecanismos de financiamiento.



Se estima que el Fondo de Infraestructura debiera tener un valor de 9 mil millones de dólares, que es una cifra bastante considerable para impulsar el desarrollo de la infraestructura en el país. Pero lo más relevante es que se está creando un mecanismo adicional de financiamiento para, por ejemplo, la nueva ruta 5 por la costa, que es un proyecto con dificultad de financiamiento y cuyos flujos futuros son complejos de determinar.



Desde este punto de vista, el Fondo de Infraestructura actuará como medio de financiamiento para proyectos de nueva generación.



El mayor aporte de la sociedad anónima, desde mi perspectiva, es el carácter de fondo de garantías, de manera que no competirá con el MOP en las definiciones de las políticas públicas que determinen en qué obras se debe invertir.



Tengo que insistir, de todas formas, en la necesidad de mejorar la institucionalidad existente. Esto pasa por crear un consejo asesor en materia de políticas públicas de infraestructura, de carácter transversal, que proponga al Gobierno medidas de largo plazo, tal como ocurre en Australia y Canadá.



Hoy día tenemos prioridades que, desgraciadamente, cambian de gobierno a gobierno. Por ejemplo, el desastre y la postergación de los hospitales -algunos concesionados, otros no-, que al final son relicitados dos o tres veces, tal como ha ocurrido con el de Marga Marga, el Barros Luco, el de Linares, el de San Antonio y el Sótero del Río.



Para terminar, es efectivo que esta es una forma de cobrar impuestos, pero, si estos sirven para financiar obras que no son autofinanciables, me parece que estamos ante un muy buen proyecto.



He dicho.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, creo que las respuestas de ambos Ministros han sido bastante clarificadoras en el sentido de que el Fondo de Infraestructura no será utilizado en los mismos lugares donde se han instalado peajes para, desde luego, dar lugar a un criterio razonable de mantención y mejoramiento local en cuanto a las necesidades de infraestructura.



Lo que sí debatimos en la Comisión de Obras Públicas -y no está reflejado necesariamente en el proyecto- es que la infraestructura debe ser mirada desde un punto de vista integral. 



La solución para terminar con la congestión vehicular (problema palpable en la ruta 68, entre Santiago y Valparaíso) puede pasar por un mejor tren y un mejor puerto en San Antonio, que permita una diversificación con respecto al de Valparaíso.



Ese elemento no queda adecuadamente garantizado con los integrantes del directorio que van a administrar la sociedad anónima, si bien existen intenciones en ese sentido y se ha manifestado en los documentos que tuvimos a nuestra disposición.



Es un tema no menor.



Nosotros creemos que la solución pasa por mejores aeropuertos, tal vez un mejor cabotaje y un mayor equilibrio en los espacios que así lo requieran, como es el caso de ferrocarriles de carga y de pasajeros, tanto urbanos como de larga distancia. Estudios señalan claramente que cada modo de transporte tiene su mayor eficiencia en determinadas distancias y servicios.



En segundo término, tratándose de fondos públicos, me gustaría hacer ver tanto a esta Sala como a los Ministros presentes que el punto no solamente radica en apalancar recursos, sino también en hacer un buen uso de los dineros estatales.



Nosotros disponemos de un informe de la Contraloría General de la República que ha analizado tanto al Gobierno de Sebastián Piñera como al de Michelle Bachelet. Y si uno revisa el uso de los fondos públicos -no me refiero solo al MOP, sino también a las municipalidades, a las obras en vivienda, en deportes, etcétera-, es posible concluir que el 40 por ciento de la infraestructura de ese tipo adolece de defectos. Estamos hablando de estadios en los cuales los asistentes no pueden ver la cancha. No es una situación que se dé únicamente con el puente Cau-Cau, independiente de que la investigación aclare las responsabilidades en su minuto.



Por eso, debemos tener particular cuidado con el uso de los fondos públicos. Y eso debe ser parte de este proyecto.



En tal sentido, me parece altamente conveniente el compromiso que el Ministro de Obras Públicas adoptó en la Comisión del ramo en cuanto a establecer una unidad dentro de su Cartera -puede ser la Dirección General; y esto también puede ser válido para otras reparticiones vinculadas a infraestructura- que realmente se preocupe de la innovación, de manera de tener sistemas en red e información y que los usuarios no se vean obligados a usar exclusivamente el Waze, que también presenta algunos defectos, para ver usos alternativos de la ruta y para que se tomen decisiones con los propios usuarios.



En tercer lugar, se ha aclarado que este proyecto asume un criterio de equidad territorial, tema muy importante para las regiones. El hecho de impulsar obras vía concesión o vía este nuevo Fondo de Infraestructura permitirá liberar recursos -por ejemplo, los sectoriales- para mejorar aquellas rutas que hoy día se encuentran en un área gris y que representan, por así decirlo, casi veinte mil kilómetros de la red vial del país que no son tomados ni por los municipios ni por Vialidad. Obviamente, esos caminos hay que hacerlos productivos para que brinden los servicios del caso.



Clarificados estos puntos, pienso que el proyecto es un avance y, desde luego, lo voy a votar a favor.

)-----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, antes de referirme al proyecto en debate, le solicito que recabe el asentimiento de la Sala con el objeto de prorrogar el plazo de presentación de indicaciones, hasta la medianoche de hoy, para el proyecto que crea el Sistema de Educación Pública. Se había fijado hasta las 19 horas, pero se ha producido cierto retraso.



Por eso, le ruego que recabe el parecer de la Sala en tal sentido.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a la solicitud del Senador señor Montes?



Acordado.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede continuar con el uso de la palabra, señor Senador, para referirse al proyecto.

El señor MONTES.-  Señor Presidente, rápidamente me gustaría puntualizar un par de cosas.



Lo primero es que alguna vez tenemos que discutir el tema del Estado. Ya está bueno ya de la versión impulsada por la Margaret Thatcher, que reduce todo a personas y Estado y se le olvida que hay sociedad. Eso influye mucho en la manera de entender las cosas. ¡Si el Estado es una forma de construcción de la sociedad, de la humanidad, en niveles de complejización! Hay que modernizarlo, etcétera, pero el Estado es una forma de construir la vida en común.



Hay miles de cosas que no podríamos hacer si no existiera el Estado; distintos tipos de poder. En el Imperio romano se crearon los municipios, pero en la historia de la humanidad siempre ha existido el Estado.



Esta lógica tan anti-Estado, que no entiende lo que este realmente representa, más allá de que requiere modernizarse, es algo que de verdad distorsiona todos los debates.



Con respecto a los peajes, al final debemos preguntarnos qué son estos. El peaje es un cobro por pasar por determinado lugar o por usar determinado servicio. En el caso de una autopista, su finalidad es, sin lugar a dudas, mejorarla, invertir en ella y perfeccionar la red en la cual ella se inscribe. Por lo tanto, no es aceptable decir que porque ya se pagó no debe pagarse más. Tiene que ver con la red.



¿Y qué entendemos por infraestructura en este caso? No es solo las calles; también comprende -y es una segunda cosa que quiero dejar muy clara- las redes de comunicación. O sea, todo lo que es internet, todo lo que es fibra óptica, es parte de la infraestructura que requiere nuestro país. Uno la usa una vez, pero debe renovarse, debe modernizarse, debe extenderse.



Hoy día tenemos internet en partes limitadas de las ciudades. En Santiago, no hay; tampoco en Puente Alto, ni en Bajos de Mena, ni en Gabriela poniente. 



Pensemos en el conjunto del país.



Por ello, creo que no hay que mirar esto como un simple impuesto, sino como un aporte de todos a los servicios que estamos usando y, a partir de eso, al desarrollo del conjunto de las cosas.



La discusión sobre los camioneros es algo distinto. ¡Perdónenme! La discusión sobre los camiones no es Sergio Pérez, sino que tiene que ver con cuáles son los mejores medios de transporte para el país. Obviamente, el tema del tren se relaciona con los camiones y en algún momento deberemos hacer ese debate. Pero esa es otra cuestión. No voy a entrar ahora en materia de ferrocarriles.



No debemos olvidar que lo principal del Fondo de Infraestructura es que ha de ser capaz de mover otros recursos.



Si Chile dispone de casi 200 mil millones de dólares de fondos previsionales, ¿por qué no hemos logrado articularlos con objetivos de país, con objetivos nacionales? En gran medida, por la falta de instrumentos de ingeniería financiera que permitan hacerlo.



Se creó y se usó la letra de crédito por un tiempo y de repente se la sacó completamente de las AFP, de los fondos previsionales, sin considerar que era una de las herramientas más rentables. Ahora se incorporan los activos alternativos, que son una manera de buscar un vínculo entre esos fondos previsionales y la infraestructura, la vivienda y otros objetivos nacionales.



Y es una recomendación a nivel internacional para todos los mercados de capitales, en el sentido de buscar otro tipo de instrumentos que se puedan ligar más a los objetivos del desarrollo.



Buena parte de las viviendas de nuestras ciudades se edificaron con fondos previsionales, como la Villa Frei y las principales villas del país. Tuvieron una alta rentabilidad social. Actualmente hay otro enfoque, pero debemos ver cómo esos fondos pueden servir al país, para que no se sigan ocupando como hasta ahora, cuando en su mayoría se quedan en la lógica de las acciones y de incorporar capital a las empresas, sin que  simultáneamente se incorpore capital a los grandes objetivos nacionales.



Pienso que este proyecto es tremendamente importante, porque nos va a hacer mirar de otra manera el uso de los capitales disponibles. Lo principal de este Fondo -que también podría utilizarse directamente en determinados proyectos- es poder ser usado como fondo de garantía para mover otros recursos y así asegurar cierto piso y ciertas condiciones básicas de rentabilidad, en la medida en que se trate de dineros vinculados a la previsión u otras cosas. La idea -repito- es que permitan movilizar muchos recursos.



Es un proyecto de gran importancia y proyección, para ocupar las carreteras, pero especialmente para contar con instrumentos nuevos que hagan posible movilizar el mercado de capitales que tenemos en función de objetivos nacionales. En este momento está desligado de los grandes objetivos nacionales, salvo en lo referente a las concesiones, y con esto buscamos activarlo y desarrollarlo mucho más.



Estamos ante un gran proyecto, señor Presidente, que todos deberíamos aprobar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, nadie discute la necesidad de invertir en infraestructura. Es evidente que cada uno de nosotros y el país en general sabe que una de las falencias de Chile es su infraestructura, que debemos modernizar, hacer crecer, llevarla al conjunto de las regiones. Eso no está en discusión. Lo importante es tener un proyecto que sea verdaderamente eficaz en esa línea.



Se habla de los peajes como si no fueran algo principal o relevante. Debe haber una política de peajes para que el ciudadano conozca bien qué se está realmente pagando.



Yo podría emplazar aquí a las autoridades del Ministerio de Obras Públicas y señalarles que la ruta Santiago-Talca está pagada desde hace rato. Pero no hay información. Ni el Estado la entrega ni los ciudadanos cuentan con ella. Por lo tanto, no sabemos adónde van los recursos, que en principio llegan, claramente, a la concesionaria.



Ahora cambia el concepto “el que usa, paga”, porque se agrega otra vía, para incorporar un asunto de transparencia fundamental consistente en conocer verdaderamente qué otro tipo de proyectos, de obras y de infraestructura se está construyendo en el país.



Creado el Fondo, ¿quién va a decidir qué hacer? ¿Acaso nos están diciendo que la solidaridad y la generosidad serán establecidas por el directorio de la sociedad anónima? ¿Son sus miembros los que van a expresar la solidaridad del país para, con lo recaudado en los peajes de la ruta Santiago-Talca, decidir construir tal o cual otra obra?



Indudablemente, los datos y la información adquieren en este caso una importancia fundamental, pero creo que no están incorporados de esa manera en el proyecto, por lo que existe una suerte de nebulosa que puede generar más dificultades que beneficios.



¿Es necesaria la infraestructura? Sí, es necesaria, pero no hay duda de que la iniciativa muestra falencias en materia de información y de transparencia. Se requiere que todos tengamos clara conciencia de que estamos contribuyendo a que la infraestructura verdaderamente robustece al país y se aplica con un sentido de equidad territorial.



Aquí se habla mucho de la equidad territorial. Comúnmente, uno ve los listados del Ministerio de Obras Públicas donde aparecen las obras que hay que abordar como país. Y ve las distintas organizaciones gremiales dedicadas a la construcción, así como las obras que verdaderamente están ligadas. ¿Hay equidad territorial en esos listados? ¿Hay equidad territorial en esos objetivos? Sin duda, siempre se hallan mucho más vinculados a temas productivos y de generación de riqueza y a lo mejor es bueno cumplirlos, pero resulta evidente que los datos y la transparencia de esos datos adquieren una necesidad ineludible, a la cual el proyecto no responde. Es un elemento que nos gustaría que estuviera presente, pues quiénes más que nosotros quisiéramos ver una gran vitalidad en la economía chilena con la generación de obras de infraestructura.



El tema de los peajes se mira con cierto desdén, en circunstancias de que se requiere una política sobre la materia que necesariamente signifique información a la ciudadanía, porque una ciudadanía bien informada puede contribuir de mejor manera al desarrollo del país. 



Tal información, en este momento, le está claramente vedada. Hoy día, la gente que paga peaje no tiene claridad de adónde van los recursos, si la carretera que se licitó a 20 años ya se pagó en los primeros 10 o 15 o si no se alcanzó a pagar en las dos décadas.



Repito el ejemplo de la ruta Santiago-Talca. A mi juicio, las obras ya están pagadas desde hace muchos años. Pero, como no hay transparencia, la gente sigue pagando peaje y los recursos están yendo a otro destino, muy distinto del solidario, de la equidad territorial y de las necesidades reales del país.



Por eso, consideramos fundamentales, en un proyecto como este, los datos, la información y la transparencia, a fin de que esta normativa redunde en algo integral para el Estado y en un avance significativo para el país.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, concuerdo con el Senador Montes en el sentido de que una herramienta como esta puede permitir mover el mercado de capitales hacia objetivos país, hacia grandes objetivos en infraestructura que marquen una diferencia respecto de lo que se ha hecho en los últimos años.



Al primero que escuché hablar sobre el tema fue al ex Presidente Ricardo Lagos, hace casi dos años, cuando propuso la creación de un fondo de infraestructura en términos bastante similares a los que el Gobierno finalmente ha planteado. Incluso, dio una estimación de cuánto serían los costos, los flujos, las zonas donde más recursos se recaudaría por concepto de peaje y qué hacer con ellos. 



A mi juicio, el “qué hacer con ellos” es un elemento central.



Hace un rato, el Senador De Urresti se refirió a una indicación que presentamos en la Comisión de Obras Públicas a propósito del plan quinquenal, con el objeto de que los nuevos recursos que se inyecten a la infraestructura pública no sean usados para arrastre ni para ninguna de las cosas que hemos visto hasta ahora. No digo que no haya que hacerlo -y la fuerza de los hechos y de la realidad ha llevado a Obras Públicas y a Vialidad a tener enorme cantidad de recursos en arrastre-, porque los procesos de inversión tienen sus tiempos y sus flujos, pero quiero insistir -ya lo expresaron los Senadores De Urresti y Lagos- en el plan quinquenal.



Aquí debemos tener una mirada hacia territorios que hoy día no dan la famosa rentabilidad social. Si Obras Públicas va a exigir determinado tránsito medio diario o anual, la única que va a calificar será la ruta 5, con 6 mil pasadas diarias. Eso está bien, pero para otra época.



Debemos entregarles oportunidades a territorios rezagados como los que existen en La Araucanía, zona que el Ministro Undurraga conoce muy bien y que ha visitado en varias ocasiones. De hecho, estuvo presente cuando la Presidenta de la República la decretó como zona de rezago. Además, él comprometió el diseño de la doble vía entre Labranza-Imperial-Carahue (hoy día es Temuco-Labranza). O sea, el Ministro tomó la decisión de impulsar aquel proyecto, que -según entiendo- ya cuenta con un diseño que se implementará próximamente. 



El problema es que tenemos al menos otras ocho rutas, cercanas a la conurbación Temuco-Padre Las Casas, que presentan el mismo requerimiento. Y si usted, señor Ministro, les aplica el Tránsito Medio Diario Anual, lo más probable es que no van a dar el ancho. Sin embargo, son rutas que van a potenciar el turismo, la actividad exportadora, la agroindustria alimentaria no sustentable y no van a ser necesariamente caminos para las forestales, a pesar de que fueron destruidos para las forestales.



Yo creo que esta es una oportunidad para las regiones, para realmente pensar el país durante la próxima década -hacia el 2030- sobre la base de una verdadera revolución en infraestructura vial. Eso por lo menos es lo que necesita la red de La Araucanía, que es la red vial más extensa de Chile, con más de 23 mil kilómetros de caminos públicos.



En la Comisión de Obras Públicas hemos invitado al Ministro a debatir lo que está pasando hoy día con las concesiones globales. Incluso, en el proyecto relativo a esta materia se incorporó también que, dada la modalidad de estas concesiones, se las podría abordar.



A mi juicio, llegó el momento de revisar estas cosas, que parecieran estar escritas en piedra, que nunca se han podido modificar y que no han dado resultados.



Hoy día es cuando más insatisfacción hay en las regiones del país por el tema de la conservación global.



Por supuesto, también durante este año hemos tenido la mayor cantidad de precipitaciones concentradas en un solo día, y eso ha reventado y destruido muchos caminos: ¡lo sabemos! 



Sin embargo, lo que yo destaco de esta iniciativa -insisto que al primero que se lo escuché decir fue al ex Presidente Ricardo Lagos, con una mirada claramente de futuro- es la posibilidad de ocupar recursos con los cuales no se cuenta hoy día.



Pero no es lo mismo. Insisto: no tiene que ver con hacer lo mismo. Por eso, lo que aquí se ha planteado con relación a trenes de cercanía, puentes, obras y caminos secundarios corresponde, básicamente, a la forma en que se invierte en la actualidad, pero no da cuenta de lo que se necesita.



Por supuesto, apoyo entusiastamente esta iniciativa en la idea, en la perspectiva, de que con ella se va a entregar de verdad equidad a territorios, a regiones que, hoy día, si les aplicáramos las categorías que automáticamente impone el Ministerio de Desarrollo Social, claramente no calificarían.



De eso se trata y por eso tiene sentido jugarse por un Fondo de Infraestructura como el que nos plantea el Ejecutivo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que efectivamente -como bien dijo el Senador Carlos Montes- aquí estamos frente a un tema respecto al que hemos discutido muy poco y que apunta a precisar cuál es el rol del Estado en materia de desarrollo e infraestructura, y, en particular, cómo operar en lo que dice relación con el instrumento de las concesiones.



Y en cuanto al tema de las concesiones hemos visto políticas muy contradictorias durante el presente Gobierno. Tan pronto este asumió se llamó a licitación de concesiones para varios hospitales, entre los cuales estaban los de Linares, Chillán y Curicó -como mencioné anteriormente-, y el Gobierno dijo “No quiero más concesiones, en esta área al menos”, y las suspendió por razones ideológicas o por las que fueran.



Entonces, se dice: “No queremos concesiones. Cómo queremos que estas sean. Cuándo o en qué áreas queremos que las haya”. No está claro.



¿Cómo definimos el rol del Estado en este campo? No ha habido claridad. 



Hoy día se presenta un proyecto que, en principio, no rechazo. Pero sí llamo la atención acerca de lo que significa. El hecho de que no sea objeto de un debate suficiente también me llama la atención.



Lo que estamos haciendo acá -yo decía que significaba un virtual impuesto, pero no voy a volver al mismo argumento- es crear un fondo que se va a nutrir de los excedentes de las concesiones, más allá de pagar lo que se requiere a la empresa concesionaria, con el propósito de desarrollar obras en otros ámbitos del país. 



Y me dicen: “Es que hay que ser moderno y mirar al Estado de otra forma”. ¡Perfecto! Me encanta la idea de mirar al Estado de otro modo. En general, quienes buscan verlo de manera más concentrada, creciente y burocrática no somos nosotros.



Entonces, vamos a entregarle a una sociedad anónima que defina quién o dónde se va a construir una carretera o una obra de infraestructura. Eso es lo que estamos haciendo.



¿Con qué criterios sociales o solidarios va a proceder esta sociedad anónima? Con los que ella decida. 



¿Va a haber evaluación social de los proyectos? No sabemos.



¿Qué posibilidad va a tener el Parlamento de decir: las prioridades en las construcciones son estas, de acuerdo a una mirada territorial o a criterios sociales? Ninguna.



El propio Gobierno va a tener que trabajar con las personas que están ahí, pero ellas serán autónomas, pues serán designadas, originalmente, por la Presidenta de la República de una quina que le será presentada por el Ministerio de Obras Públicas y de una terna propuesta por la Alta Dirección Pública.



Pero el Gobierno de turno no va a estar definiendo cuáles son las obras que se hacen.



Entonces, no deja de ser curioso este modelo, que es muy descentralizado, y eso es atractivo. 



Me gusta ver a gente del mundo socialista descentralizando y quitándole funciones al Estado. Pero yo digo que aquí se trata de recursos del Estado y cuando hagamos una evaluación a lo mejor vamos a encontrar que las obras concesionadas, o financiadas con platas de las concesiones, no eran prioritarias, no eran las que el país quería. Cuando los Senadores reclamen en su Región por qué del Fondo de Infraestructura no reciben nada: ¡bueno, el Fondo quedó con autonomía para resolver…! No va a corresponder a una decisión de prioridades políticas, que son las que se determinan a través de la Ley de Presupuestos.



Interesante el concepto, pero a mí me sorprende un poco no tener la claridad de que efectivamente se garantice a través de esta fórmula, de esta sociedad anónima que se crea, la correcta asignación de recursos públicos en materia de infraestructura. ¡No se garantiza!



Por lo tanto, mantengo mi abstención. 



No voy a votar en contra del proyecto, porque tampoco quiero bloquear iniciativas nuevas. Pero estarán de acuerdo conmigo en que no hemos discutido realmente cuál debe ser el rol del Estado, porque aquí se reduce a que este le entregue facultades para hacer uso del Fondo y de los excedentes que generen las distintas concesiones a una sociedad anónima de control estatal, pero que será autónoma de las decisiones políticas del Estado.



Ese es el punto que merece mayor atención y, en mi concepto, no ha sido el tema de fondo en esta discusión.



Por eso, señor Presidente, me abstengo. Porque me parece muy compleja la manera en que se están resolviendo los destinos de los recursos del Estado para asegurar el bien común.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, sin duda que este es un proyecto positivo. Pero creo que lo que estamos analizando en este momento es el patrimonio del Fondo. Y hacemos nuestras las inquietudes manifestadas tanto por el Senador Coloma como por el Honorable señor Larraín cuando hablamos de que el flujo de recursos que va a ingresar por concepto de peajes va a constituir en gran medida el patrimonio del Fondo.



Es importante señalar aquí que siempre lo transitorio ha sido permanente. Podemos recordar cuando partieron los impuestos a la compraventa. Después, cuando tuvimos el impuesto específico para financiar la reparación de las carreteras. También está el caso de los peajes y es primordial manifestarlo.



¿Qué se le dijo a la comunidad? Que los peajes se usarían para pagar la infraestructura concesionada, o sea, sería un costo que deberían asumir los usuarios por el uso.



Lo que va a ocurrir aquí, señor Presidente -y esto hay que transparentarlo y es relevante señalárselo -por su intermedio- al señor Ministro-, es que no van a bajar los peajes. Porque estos recursos se van a utilizar para otra infraestructura, para aquello que se decida en el momento. Y al final, esa infraestructura, que ya está pagada, va a constituir un impuesto que será financiado por los automovilistas, por los camioneros o por quienes utilicen tales vías.



Por eso, creo que esta es una materia que se debe abordar profundamente: ¿Quién va a definir el uso?



La verdad es que este impuesto -hay que decirlo: el peaje se va a transformar en un impuesto- va a ser para infraestructura, obviamente, de regiones y otras partes.



Ese será, fundamentalmente, el patrimonio de que va a disponer el Fondo -va a ser flexible y cada día más creciente-. Y eso nos genera dudas, a la larga, respecto de las decisiones que se van a tomar y de las personas que las adoptarán.


¿Qué presión tendremos en muchas regiones, a lo mejor, acerca de cómo se utilizarán y cuándo se realizarán esas inversiones con este Fondo?


Estamos mirando hacia el futuro y eso es importante. Pero tenemos serias dudas acerca de cómo se implementará esto y de cómo será el trabajo que efectuará esta sociedad anónima que va a crear el Estado.



Señor Presidente, prefiero abstenerme en este punto. Repito: hay serias dudas, y como estamos en el primer trámite constitucional, preferiría que esto se analizara más profundamente en la Cámara de Diputados y que, en definitiva, lográramos un acuerdo al respecto. 



En mi opinión, las inquietudes planteadas por el Senador Coloma son absolutamente razonables. 



Ojalá que el Ejecutivo pueda analizar de manera más abierta esta situación. Nosotros estamos a favor de este proyecto, pero tenemos cierta preocupación no solo en cuanto a esto, sino también en cuanto al rol que va a ejercer la Contraloría General de la República, etcétera.



Y veremos esta situación en el análisis de los artículos siguientes, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los párrafos segundo y tercero, nuevos, de la letra a) del artículo 11, introducidos por la Comisión de Hacienda (23 votos a favor, 6 abstenciones y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y  Muñoz y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron la señora Von Baer y los señores Coloma, García, García-Huidobro, Hernán Larraín y Pérez Varela.



No votó, por estar pareado, el señor Espina. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Como todas las votaciones que siguen recaen en normas que requieren quorum especial, propongo aplazar la votación de esta iniciativa y continuarla mañana, en el primer lugar del Orden del Día.



¿Habría acuerdo?



Acordado.


--Queda aplazada la votación particular del proyecto.

)------------(

El señor QUINTANA.- Solicito la palabra, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, la Comisión de Educación y Cultura, por la unanimidad de sus integrantes, acordó solicitar a la Sala que autorice a ese órgano técnico para discutir en general y en particular, en el trámite del  primer  informe, el proyecto que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la Ley N° 20.370, más conocida como “Ley 6+6”. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?


Acordado. 

)------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo, que cuenta con las firmas requeridas, y si le pareciera a la Sala lo trataríamos en este momento (Véase en los Anexos, documento 10).



Acordado.
CONDENA A RUPTURA DE ORDEN INSTITUCIONAL EN VENEZUELA POR USURPACIÓN DE FUNCIONES DE ASAMBLEA NACIONAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a lo recién acordado, corresponde tratar el proyecto de acuerdo referido a la situación de Venezuela.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.946-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto de acuerdo busca condenar la ruptura de la democracia y el orden constitucional en Venezuela derivada, entre otras causas, de la usurpación de las funciones de la Asamblea Nacional por la Asamblea Nacional Constituyente, consolidando la dictadura en esa nación.



Solicitar a la Presidenta de la República que se continúe otorgando asilo político a los venezolanos que se sientan perseguidos por el gobierno autoritario del Presidente Nicolás Maduro.



Demandar la restitución del Estado de Derecho y el inmediato restablecimiento de las competencias de la Asamblea Nacional.



Repudiar la violación sistemática de derechos humanos, y en particular, la persecución de los miembros de la señalada Asamblea Nacional democráticamente electos.



Respaldar la cláusula democrática establecida en diversos organismos internacionales de la región y exigir su aplicación inmediata en Venezuela.



Ratificar que la vía electoral democrática es la única salida a la crítica situación que vive ese país. La celebración de elecciones libres, secretas, directas, universales y con observadores internacionales e independientes. Rechazar el golpe, el autogolpe o la intervención militar extranjera como salida a esta situación.



Instar a la urgente adopción de medidas que permitan mitigar la profunda crisis humanitaria por la que está atravesando el pueblo de Venezuela.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo en la Sala para aprobar este proyecto de acuerdo?

El señor BIANCHI.- Siempre y cuando se apruebe el otro que está en tabla para ser votado hoy. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, aún no hemos llegado al Tiempo de Votaciones.


Vamos a pronunciarnos, primero, sobre el presente proyecto de acuerdo, y veremos el que usted indica en la tabla correspondiente.



¿Habría acuerdo para aprobarlo por unanimidad?



--Se aprueba unánimemente.  

)------------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento. 

Informe



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el objetivo de simplificar el procedimiento de calificación de las elecciones de las juntas de vecinos y organizaciones comunitarias (boletín N° 11.293-06) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Queda para tabla.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

POLÍTICA PÚBLICA PARA EQUIPARAR BENEFICIOS PARA PENSIONADOS EN TRANSPORTE PÚBLICO A NIVEL NACIONAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín, señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros y Patricio Walker.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.945-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 38ª, en 9 de agosto de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, considere una política pública que equipare los beneficios de que gozan los pensionados en el uso del transporte público en todas las regiones del país. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo de la Sala para aprobarlo?



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habiéndose cumplido su objeto, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.
PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de Valparaíso, solicitándole información respecto de TOMA ILEGAL DE TERRENOS EN VILLA DULCE, VIÑA DEL MAR.



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndoles otorgar URGENCIA A PROYECTOS MODIFICATORIOS DE LEY DE TRÁNSITO EN MATERIA DE OTORGAMIENTO DE LICENCIAS DE CONDUCTOR A PERSONAS AFECTADAS POR ALTERACIONES PSÍQUICAS O FÍSICAS O QUE PADEZCAN DIABETES.



Del señor DE URRESTI:



Al señor Comandante en Jefe de la Armada, solicitándole informar sobre CREACIÓN DE OFICINA PARA ESTUDIO EN ARMADA DE EFECTOS DE CAMBIO CLIMÁTICO.


Al señor Director Ejecutivo de la CONAF, pidiéndole envío de antecedentes acerca de CONVENIO ENTRE CORPORACIÓN NACIONAL FORESTAL Y ONG ISLAND CONSERVATION PARA ERRADICACIÓN DE ESPECIES DE FLORA Y FAUNA EXÓTICAS INVASORAS EN ISLA ALEJANDRO SELKIRK.



Del señor GARCÍA:



A la señora Presidenta de la República, pidiéndole considerar INCORPORACIÓN DE CUOTA MORTUORIA EN GARANTÍAS ESTATALES PARA FAMILIARES DE RECEPTORES DE PENSIONES DE VEJEZ AL MOMENTO DE SU MUERTE Y PARA PERSONAS CON ALGÚN GRADO DE VULNERABILIDAD.


Al señor Director Nacional de Vialidad, requiriéndole solución definitiva para PROBLEMA DE CAMINO ENTRE PUERTO SAAVEDRA Y HOSTERÍA Y MIRADOR BOCA BUDI.



Al señor Director Nacional del Servicio Electoral de Chile, consultando sobre IMPEDIMENTO DE SEÑORA GUDRUN GERDA BACHT FENDER PARA EMITIR SUFRAGIO EN ÚLTIMA ELECCIÓN PRIMARIA



Al señor Director de Vialidad de la Región de La Araucanía, para consultarle acerca de ESTADO DE AVANCE TANTO DE LICITACIÓN PARA DESMALEZAMIENTO EN CAMINO PUERTO DOMÍNGUEZ-CARAHUE Y POSIBILIDAD DE “BACHEO” EN ESTA RUTA CUANTO DE DISEÑO PARA ASFALTADO DE CAMINO MOLINO ALLIPEN-HACIENDA ALLIPEN.


Del señor GUILLIER:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, para consultar por POSIBILIDAD DE USO PÚBLICO DE AERÓDROMO LA INDEPENDENCIA, DE RANCAGUA, Y MODIFICACIÓN DE SU CARÁCTER MILITAR.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministro Secretario General de la Presidencia, Ministro de Obras Públicas, Ministro de Agricultura, Ministro de Bienes Nacionales y Ministro del Medio Ambiente, a fin de que se informe sobre CASOS DE OCUPACIÓN DE TERRENOS FISCALES EN PATAGONIA, INCLUIDA SITUACIÓN DE SEÑOR ARSENIO PEDRO ROJAS CONTRERAS, DE SECTOR DE ENTRADA BAKER, AISÉN, Y ASEGURAMIENTO DE FRANJA DE CAMINO FISCAL.



Del señor MATTA:



Al señor Alcalde de Linares, con el objeto de que informe sobre FACTIBILIDAD DE SOLUCIÓN DEFINITIVA PARA COMERCIANTES DE ORGANIZACIÓN SOCIAL “AMIGOS TRABAJADORES DE LINARES”.



De la señora PÉREZ (doña Lily):



A la señora Ministra de la Mujer y la Equidad de Género y a la señora Directora del Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género, solicitándoles APOYO PARA MUJERES VÍCTIMAS DE DELITOS SEXUALES Y DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR EN COMUNA DE ISLA DE PASCUA.


Del señor PROKURICA:



Al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de Atacama, pidiéndole explicar RETRASO EN ENTREGA DE SOLUCIÓN HABITACIONAL A DOÑA AURORA OLIVARES ÓRDENES, DE PAIPOTE, VÍCTIMA DE LOS ALUVIONES DE 2015.
)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se levanta la sesión. 

 

--Se levantó a las 18:57.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 365ª

ACTAS APROBADAS
SESIÓN 37ª, ORDINARIA, EN MARTES 8 DE AGOSTO DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro,  Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Concurren los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre; Secretaria General de Gobierno, señora Narváez; de Obras Públicas, señor Undurraga; y del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Ottone. Asimismo, la asesora legislativa de este último, señora Soto.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 35ª, ordinaria, del martes 1 de agosto, y 36ª, ordinaria, del día siguiente; se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA
Mensajes


Cuatro de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica ley     N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín            Nº 9.369-03).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia,  calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15).


2) El que crea un seguro para el acompañamiento de niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica, y modifica el Código del Trabajo para estos efectos (Boletín N° 11.281-13).


Con el último, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre cooperación y asistencia administrativa mutua en materia aduanera” (Boletín         Nº 10.207-10).


-- Se tienen presentes los retiros y las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Tres de la Honorable Cámara de Diputados


Con los dos primeros, comunica que ha aprobado la enmienda propuesta por el Senado a los siguientes proyectos de ley:


- El que establece como feriado el día 10 de agosto de cada año en la Región de Atacama, con motivo de celebrarse el Día del Minero (Boletín N° 10.852-06).


- El que establece como feriado el día 10 de agosto de cada año en la Región de Tarapacá, con motivo de la fiesta religiosa de San Lorenzo (Boletín       N° 10.838-06).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.


Con el tercero, informa que accedió a la solicitud de archivo solicitada por el Senado para el proyecto de ley que difiere el pago de peaje a vehículos de bomberos y otros de emergencia (Boletín N° 3.602-15).


-- Se toma conocimiento y se mandó devolver a la Cámara de origen los antecedentes respectivos.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia de la sentencia definitiva pronunciada en el proceso sobre control de constitucionalidad del proyecto de ley que crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata (Boletín N° 10.277-06).


-- Se toma conocimiento y se remite el proyecto a S.E. la Presidenta de la República.


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respeto del artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


-- Se manda archivar el documento.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


- Artículo 27 de la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos.


- Artículos 299, N° 3, 431 y 433 del Código de Justicia Militar.


- Artículo 19 de la ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público


Atiende solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para informar si existe alguna investigación en la comuna de Tirúa, relativa a la participación de particulares en la realización de controles de identidad a la población mapuche de la zona.

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Remite respuesta a requerimiento, enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para informar acerca de la posibilidad de crear un sistema de indemnización para los mineros reconvertidos por años de servicio. 

De la señora Ministra de Salud


Contesta petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, por las eventuales irregularidades en la empresa Glocalmed en Punta Arenas, que ofrece preparar a médicos para rendir el examen único nacional de conocimientos de medicina.


Adjunta antecedentes sobre las observaciones vertidas en la consulta pública para la elaboración del reglamento que establece normas para la realización de ensayos clínicos con productos farmacéuticos y elementos de uso médico en seres humanos, en razón de la necesidad de evaluar los impactos normativos de la ley Nº 20.850; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Girardi.

Del señor Ministro de Energía


Anexa datos relativos a diversos aspectos de la venta de gas natural efectuada por la empresa Enap a Methanex; materia requerida en nombre del Honorable Senador señor Bianchi.

Del señor Ministro del Medio Ambiente


Envía respuesta al acuerdo del Senado por el que se solicita rechazar el pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, respecto de la revisión de la norma primaria de dióxido de azufre (Boletín N° S 1.923-12).


Contesta requerimiento, manifestado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para informar acerca de las medidas adoptadas para restaurar y recuperar las áreas afectadas por los incendios forestales del verano pasado.
De la señora Subsecretaria para las Fuerzas Armadas


Atiende solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, para remitir antecedentes del trámite de concesión marítima del sector Pisada del Diablo, en la comuna de Lago Ranco. 


Informa sobre el avance de la petición de modificación de la concesión marítima de la Asociación Gremial de Pescadores y Buzos del sector de Peñuelas de la Región de Coquimbo; materia consultada por la Honorable Senadora señora Muñoz.

Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura


Anexa antecedentes relativos a la reforma del Registro de Pesca Artesanal; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Quinteros.


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, sobre pormenores relativos al monto de los presupuestos asignados al Fondo de Administración Pesquero, en los períodos indicados. 

Del señor Superintendente de Salud (S)


Responde peticiones, expedidas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de las siguientes materias:


- Cantidad de denuncias recibidas y fiscalizaciones efectuadas durante el año 2016, en la Región del Bio Bío.


- Sobre el Registro de Entidades Acreditadoras y otras materias de su competencia.

Del señor Superintendente de Seguridad Social


Adjunta respuesta a petición, expedida en nombre del Honorable Senador señor García, sobre el estado del crédito social que la persona individualizada, domiciliada en Temuco, obtuvo de la Caja de Compensación Los Héroes.

Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles


Contesta inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los cargos y denuncias presentados en contra de las empresas Luz Linares, Luz Parral y de la Compañía General de Electricidad, debido a los prolongados cortes del suministro eléctrico en la Región del Maule.

Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios


Remite antecedentes sobre la calidad del agua potable que se distribuye por ESSBIO en la comuna de Coronel; consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

De la señora Directora General (S) del Consejo para la Transparencia


Propone perfeccionamientos normativos de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, en lo relativo a las obligaciones de transparencia de las Asociaciones Municipales constituidas por convenio.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo

de la Región del Maule


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Matta, relativa al proceso de selección del Programa de Pavimentación Participativa e implicancia de la selección de proyectos de la Calle Cementerio de Paso Rari, en la comuna de Colbún.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo

de la Región del Biobío


Envía antecedentes acerca de la ciclo-ruta que conectará a la Universidad de Concepción con la plaza Acevedo; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Alcalde de la comuna de Arica


Adjunta datos del proceso de elaboración del plan regulador comunal; consulta efectuada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti.

Del señor Director del Hospital “Dr. Hernán Henríquez A.”


Informa sobre la evolución mensual de las listas de espera quirúrgicas de ese establecimiento; consulta efectuada en nombre del Honorable Senador señor García.

Del señor Jefe de la División Atención y Servicios al Usuario

de la Superintendencia de Pensiones


Contesta solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor García, acerca de si la persona individualizada tiene derecho a recibir el aporte previsional solidario de vejez u otro beneficio que le permita incrementar el monto de su pensión.

Del señor Subgerente de Trámites de Beneficios de la AFP Cuprum


Atiende consulta relativa a la situación previsional de la persona individualizada; solicitud hecha en nombre del Honorable Senador señor García.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea un seguro para el acompañamiento de niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica, y modifica el Código del Trabajo para estos efectos (Boletín N° 11.281-13) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Queda para Tabla.
Mociones


Dos de la Honorable Senadora señora Goic:


Con la primera, da inicio a un proyecto de reforma constitucional que establece la inhabilidad para optar a los cargos de Presidente de la República, Senador o Diputado, de las personas condenadas como autor de algún delito constitutivo de violencia intrafamiliar (Boletín Nº 11.353-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con la segunda, inicia un proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, para considerar la inhabilidad para los cargos de alcalde y concejales, de las personas condenadas como autor de algún delito constitutivo de violencia intrafamiliar (Boletín Nº 11.354-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Tratar en el Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana miércoles 9 de agosto, a continuación del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (Boletín Nº 8.149-09), el asunto signado con el número 5 del Orden del Día, esto es, el proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable Senador señor Letelier, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 12 de la ley Nº 18.290, de Tránsito, en lo relativo a la licencia profesional (Boletín Nº 10.800-15).


2.- Analizar en primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del martes 5 de septiembre próximo, el proyecto de ley, iniciado en  moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11).
- - -


La Sala acuerda, a petición del Honorable Senador señor Tuma, fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 20.416, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño, en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas (Boletín Nº 10.785-03), hasta el 23 de agosto, a las 12:00 horas en la Secretaría de la Comisión de Economía.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


El Presidente suspende la sesión, para realizar  una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de la Cultura.

(Boletín N° 8.938-24)


El Presidente pone en discusión en particular el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia en su despacho calificándola de “suma”.


Agrega que la iniciativa fue aprobada en general en sesión del 4 de enero del 2017, y cuenta con segundo informe de la Comisión de Educación y Cultura y con informe de la Comisión de Hacienda.


Expone enseguida el estado de las proposiciones de las comisiones informantes a efectos de su tratamiento por la Sala y manifiesta que:


Las Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 13, 21, 22, 24, 29, 33, 34, 35, 46, 47, 52 a 58, todos permanentes, y los artículos tercero y sexto transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.


La Comisión de Educación y Cultura efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, la mayor parte de las cuales aprobó  por unanimidad, con excepción de algunas que solo lo hizo por mayoría y que serán puestas en discusión y votación oportunamente.


La Comisión de Hacienda, por su parte, introdujo modificaciones respecto a los artículos 1, 7, 9, 10, 12, 16, 25, 26, 31, 37, 41, 44 y cuarto y quinto transitorios, lo que hizo en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, y en los artículos primero transitorio y sexto, séptimo y octavo transitorios, nuevos, en virtud de aprobar dos indicaciones de S. E. el Vicepresidente de la República, presentadas durante el trámite del proyecto ante esa Comisión, las que solo fueron aprobadas por mayoría de votos por lo que se pondrán en discusión y en votación oportunamente.


Las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas. De las enmiendas unánimes, las recaídas en los artículos 16 a 20 deben ser aprobadas con 21 votos favorables por incidir en normas de rango orgánico constitucional.


Con el mismo quórum orgánico constitucional debe aprobarse en particular la letra e) del artículo 4, el inciso tercero del artículo 10 y el número 2 del artículo 51, normas que son de rango orgánico constitucional que no tuvieron modificaciones en el segundo informe, sin perjuicio de haberse presentado indicaciones.


El artículo 41, nuevo, es también una disposición de carácter orgánico constitucional, pero fue aprobada solo por mayoría de votos, por lo que será puesta en votación y en discusión oportunamente.


La Comisión de Educación y Cultura consigna que de acuerdo a las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados en el primer trámite, que, en lo pertinente, fueron ratificadas por el Senado en segundo trámite, correspondería modificar la denominación de la iniciativa legal cambiando su nombre por el de “proyecto de ley que crea el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


Correspondería, en primer término, dar por aprobados los artículos que no fueron objeto ni de indicaciones ni de modificaciones. Respecto de los artículos 22, 24 y 29, se ha pedido votación separada. De acuerdo al Reglamento, por ser artículos que no fueron objeto ni de indicaciones ni de modificaciones necesitaría acuerdo unánime de los presentes para poder votarse separadamente.


Consultada la Sala, el Presidente da por aprobadas las señaladas disposiciones.

- - -


Las enmiendas propuestas por la Comisión de Educación y Cultura al texto aprobado en general son las que siguen:

Artículo 1.-


- Eliminar en todos sus numerales la palabra “Principio” con que se encabeza cada uno de ellos.

Número 1.


Reemplazarlo por el siguiente: 


“1.- De diversidad cultural. Reconocer y promover el respeto a la diversidad cultural, la interculturalidad, la dignidad de todas las culturas e identidades y el respeto mutuo entre las diversas identidades culturales que cohabitan en el territorio nacional como valores culturales fundamentales.”.

Artículo 3.-

Número 2


Reemplazarlo por el siguiente:

 
“2. Fomentar el desarrollo de las industrias y de la economía creativa, contribuyendo en los procesos de inserción en circuitos y servicios de circulación y difusión, para el surgimiento y fortalecimiento del emprendimiento creativo tanto a nivel local, regional, nacional e internacional.”.

Número 3


Sustituirlo por el que sigue:


“3. Contribuir al reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural, promoviendo su conocimiento y acceso y fomentando la participación de las personas y comunidades en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.”.

Número 4


Reemplazarlo por el siguiente:

 
“4. Promover y colaborar en el reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural indígena, coordinando su accionar con los organismos públicos competentes en materia de pueblos indígenas; como asimismo, promover el respeto y valoración de las diversas expresiones del folclor del país y de las culturas tradicionales y populares en sus diversas manifestaciones.”.

Número 8


Sustituirlo por el que se señala:


“8. Fomentar y colaborar, en el ámbito de sus competencias, en el desarrollo de la educación artística no formal como factor social de desarrollo.”.

Número 12


Reemplazarlo por el que sigue:


“12. Impulsar la construcción, ampliación y habilitación de infraestructura y equipamiento para el desarrollo de las actividades culturales, artísticas y patrimoniales del país, propendiendo a la equidad territorial, y promover la capacidad de gestión asociada a esa infraestructura, fomentando el desarrollo de la arquitectura y su inserción territorial; como asimismo, promover y contribuir a una gestión y administración eficaz y eficiente de los espacios de infraestructura cultural pública y su debida articulación a lo largo de todo el país.”.

Número 14


Reemplazarlo por el siguiente:


“14. Promover la inversión y donación privada en el ámbito de las culturas, las artes y el patrimonio.”.

Número 20


Agregar después de la expresión “en materia cultural”, la siguiente: “, artística”.

Número 22


Agregar después de la expresión “desarrollo cultural,”, la locución “artístico y patrimonial”.

Número 26


Reemplazarlo por el siguiente:


“26. Declarar el reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos y definir las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.”.

Número 29


Incorporar, a continuación de la palabra “desarrollo”, la frase “e implementación”.

Número 30


Sustituirlo por el que sigue:


 “30. Desarrollar y operar sistemas nacionales y regionales de información y registro cultural y patrimonial de acceso público, de conformidad a la normativa vigente.”.
- - -


Agregar el siguiente inciso final, nuevo: 


“Para ejercer las atribuciones conferidas en los números 2, 18, 19, 21, 22, 26 y 28 del presente artículo, el Ministerio deberá siempre oír la opinión del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio dentro del plazo que al efecto fije el Reglamento. En caso de no emitirse la opinión del Consejo dentro del plazo señalado en el Reglamento, el Ministerio adoptará la resolución correspondiente.”.

- - -

ARTICULO 4.

Letra a)


Eliminar las expresiones “o la Ministra”  y la palabra “, indistintamente,”.

Letra b)


Reemplazarla por la siguiente:


“b) La Subsecretaría de las Culturas y las Artes (en adelante “la Subsecretaría de las Culturas”).”.

ARTÍCULO 6

Inciso segundo


Sustituirlo por el que sigue:


 “Para la confección del señalado reglamento se deberán considerar los mecanismos de información a los funcionarios y sus asociaciones.”.

ARTÍCULO 7

Inciso primero


Reemplazar la palabra “Artes” por “Culturas”.

Inciso segundo


Agregar después de la expresión “Subsecretario de las”, las palabras “Culturas y las” y a continuación del vocablo “Patrimonio”, la palabra “Cultural”.

Inciso tercero


Reemplazar la palabra “Artes” por “Culturas”.

PÁRRAFO 1°

De la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares


Sustituir en el epígrafe la expresión “las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “las Culturas y las Artes”.

ARTÍCULO 8

Inciso primero


Reemplazarlo por el que sigue:


“La Subsecretaría de las Culturas y las Artes estará a cargo del Subsecretario (en adelante “el Subsecretario de las Culturas”) y tendrá como objeto proponer políticas al Ministro y diseñar, ejecutar y evaluar planes y programas en materias relativas al arte, a las industrias culturales, a las economías creativas, a las culturas populares y comunitarias, a las asignadas en esta ley y las demás tareas que el Ministro le encomiende.”.

ARTÍCULO 9

Inciso primero


Reemplazarlo por el que sigue:

 
“La Subsecretaría de las Culturas deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales para el desarrollo artístico y cultural del país, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá diseñar y ejecutar planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en los numerales 1, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29 y 30 del artículo 3.”.

Inciso segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría del Patrimonio o con el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría de las Culturas deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.”.

ARTÍCULO 10

Inciso primero


Reemplazar la palabra “Artes” por “Culturas”.

Inciso segundo


Agregar la siguiente oración final: “Los consejos deberán recibir y escuchar al Ministro cuando éste lo solicite. Asimismo, remitirán al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, información sobre los procedimientos de asignación de recursos de los respectivos fondos.”.

Inciso cuarto


Reemplazar el inciso cuarto, por el siguiente:


“Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:


a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Renuncia voluntaria.


c) Condena a pena aflictiva.


d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.


e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.


Los reemplazantes de las vacantes que se puedan generar serán elegidos utilizando el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y ejercerán el cargo de consejero por el resto del período que a éste le correspondía cumplir.”. 

ARTÍCULO 11

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:

 
“La Subsecretaría del Patrimonio Cultural estará a cargo del Subsecretario del Patrimonio Cultural (en adelante “el Subsecretario del Patrimonio”) y tendrá como objeto proponer políticas al Ministro y diseñar y evaluar planes y programas en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial, infraestructura patrimonial y participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.”.

ARTÍCULO 12


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 12.- La Subsecretaría del Patrimonio deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá formular planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en el artículo 3, numerales 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 27, 28, 29 y 30.


Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría de las Culturas y con el Servicio del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría del Patrimonio deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.”.

ARTÍCULO 13


Suprimir la expresión “o una Secretaria”.

ARTÍCULO 14

Número 6


Intercalar a continuación de la expresión “cultural,” la expresión “artístico o patrimonial,”.

ARTÍCULO 16


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 16.- Créase el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que será presidido por el Ministro, y estará además integrado por:


1. El Ministro de Relaciones Exteriores o su representante.


2. El Ministro de Educación o su representante.


3. El Ministro de Economía, Fomento y Turismo o su representante.


4. Tres personas representativas de las artes que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en actividades vinculadas al quehacer de la creación artística, industrias culturales, educación artística, artes visuales, artes escénicas, literatura, música, artes audiovisuales, diseño, arquitectura o gestión cultural, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones que agrupan a artistas, cultores o gestores, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 


5. Dos personas representativas de las culturas tradicionales y el patrimonio cultural que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones patrimoniales del país, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 


6. Dos personas representativas de las culturas populares, culturas comunitarias u organizaciones ciudadanas que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como creadores, cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones culturales del país que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 


7. Dos personas representativas de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o del patrimonio, designadas por las asociaciones, comunidades y organizaciones indígenas constituidas según la legislación vigente. 


8. Dos académicos vinculados a los ámbitos de las artes y el patrimonio, respectivamente, designados por las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y acreditadas por un período de a lo menos cuatro años. 


9. Una persona representativa de las comunidades de inmigrantes residentes en el país con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designada por las entidades que los agrupen, que posean personalidad jurídica vigente.


10. Un galardonado con el Premio Nacional, elegido por quienes hayan recibido esa distinción.


Los representantes de los Ministros, en cualquier caso, serán funcionarios públicos de dichos Ministerios.


Tratándose de las propuestas o designaciones de las personas de que tratan los numerales 4), 5), 6), 7) y 8) del inciso primero, éstas deberán realizarse asegurando, en cada caso, la representatividad de ambos sexos y que al menos una de ellas, en cada caso, sea de una región distinta de la Metropolitana.


Un Reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento a través del cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros del Consejo señalados en el presente artículo, para lo cual deberá existir un Registro Nacional de organizaciones. 


Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un periodo sucesivo, por una sola vez.


Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:


a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Renuncia voluntaria.


c) Condena a pena aflictiva. 


d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.


e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.


Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.


Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, quedarán sujetos a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y en el título II de la ley N° 20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. 


El Consejo celebrará sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio Consejo. El Subsecretario de las Culturas actuará como secretario y ministro de fe del Consejo, pudiendo adoptar todas las providencias o medidas que fuesen necesarias para su buen  cometido. En caso de ausencia o impedimento de éste, será subrogado en estas funciones por el Subsecretario del Patrimonio.


Las sesiones del Consejo serán de carácter público, pudiendo utilizarse diferentes medios y tecnologías disponibles para tal efecto.


Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero. 


Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del Consejo tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.


Para todos los efectos legales, con el consejo de que trata el presente título, se entenderá cumplida la obligación establecida en el artículo 74 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.

ARTÍCULO 17

Número 2


Incorporar después de la palabra “memoria” la locución “, la ejecución presupuestaria”.

Número 3


Uno) Reemplazar la conjunción “o” por una coma (,).


Dos) Intercalar, a continuación de la palabra “medidas”, la expresión “y cambios normativos”.

Número 4


Reemplazarlo por el siguiente:


“4. Convocar anualmente a la realización de la Convención Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio con el fin de generar instancias de reflexión  crítica sobre las necesidades culturales y su correlato en las políticas públicas e institucionalidad cultural y demás materias que defina, siendo de responsabilidad del Ministerio su organización y realización. Al inicio de esta convención, el Ministerio dará cuenta pública anual, entendiéndose cumplida para todos los efectos legales, la obligación establecida en el artículo 72 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El Consejo Nacional definirá las materias a tratar, los ponentes que sean requeridos para la exposición de determinados asuntos, las personas y organizaciones que participarán, de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria, así como el procedimiento para la discusión y aprobación de las conclusiones de la Convención.”.

Número 6


Reemplazarlo por el siguiente:

 
“6. Aprobar la propuesta que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural realice al Ministro para las declaratorias de reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país, y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos y las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la UNESCO, que trata el numeral 26 del artículo 3.”.

- - -

Incorporar los siguientes numerales nuevos:


“11. Convocar a equipos de trabajo como apoyo en el ejercicio de sus funciones, pudiendo integrarlos por representantes de organismos públicos competentes y personas representativas de la sociedad civil.


12. Proponer al Ministro iniciativas que tengan por fin promover el vínculo permanente con el sistema educativo formal y la coordinación necesaria con el Ministerio de Educación, de acuerdo al número 24 del artículo 3 de la presente ley.


13. Emitir opinión sobre cualquier otra materia en que sea consultado por el Ministro.”.

- - -

Número 11


Pasa a ser número 14., en sus mismos términos.

ARTÍCULO 18


Sustituir la palabra “Culturales” por “Culturas”. 

ARTÍCULO 19

Inciso primero

Número 4


Reemplazar la expresión “Un representante” por “Una persona representativa”.

Número 5


Sustituirlo por el siguiente:

 
“5. Una persona representativa de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designada por las comunidades, asociaciones y organizaciones indígenas constituidas de conformidad a la legislación vigente ".

Número 6


Suprimir a frase “, ratificado por sus concejos respectivos”.

Número 7


Reemplazarlo por el siguiente:


“7.- Un académico de las instituciones de educación superior de la región respectiva, elegido por las respectivas instituciones acreditadas.”

Número 8


Reemplazar la locución “el intendente de la región” por “su respectivo Consejo Regional”.

ARTÍCULO 20

Número 4


Reemplazar la expresión “Subsecretario de las Artes” por “Subsecretario de las Culturas”.

- - -

Incorporar a continuación del numeral 5, los siguientes, nuevos:


“6. Proponer al Secretario Regional Ministerial iniciativas que tengan por fin promover el vínculo permanente con el sistema educativo formal y la coordinación necesaria con el Ministerio de Educación, de acuerdo al número 24 del artículo 3 de la presente ley.


7. Emitir opinión sobre cualquier otra materia en que sea consultado por el Secretario Regional Ministerial.”.

- - -

Número 6


Pasa a ser número 8, sin enmiendas.

Título VI

Del Fondo del Patrimonio Cultural

ARTÍCULOS 22 A 24


Suprimirlos.

ARTÍCULO 25


Pasa a ser artículo 22, sin enmiendas

ARTÍCULO 26


Pasa a ser artículo 23, con la siguiente enmienda:

Inciso cuarto


Reemplazar la expresión “del Patrimonio”, por la palabra “respectiva”.

ARTÍCULO 27


Pasa a ser artículo 24, sin enmiendas.

ARTÍCULO 28


Pasa a ser artículo 25, sin enmiendas. 

- - - -


Incorporar a continuación del artículo 28, que pasa a ser 25, el siguiente párrafo y artículos, nuevos:

“Párrafo 2°

Del Fondo del Patrimonio Cultural


Artículo 26. Créase el Fondo del Patrimonio Cultural (en adelante también “el Fondo”), que será administrado por el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y que tendrá por objeto financiar, en general, la ejecución total o parcial de proyectos, programas, actividades y medidas de identificación, registro, investigación, difusión, valoración, protección, rescate, preservación, conservación, adquisición y salvaguardia del patrimonio, en sus diversas modalidades y manifestaciones, y de educación en todos los ámbitos del patrimonio cultural, material e inmaterial, incluidas las manifestaciones de las culturas y patrimonio de los pueblos indígenas.


El Subsecretario del Patrimonio, por resolución exenta, aprobará los componentes o líneas de acción anual del Fondo y la enviará al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural para su ejecución.


El Director deberá elaborar y remitir una propuesta de componentes o líneas de acción anual del Fondo para efectos de su revisión por parte del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Asimismo, enviará un estado de la ejecución de los recursos asignados durante la ejecución de ese año.


La adjudicación de los recursos del Fondo se efectuará por resolución del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la que además deberá ser visada por el Subsecretario del Patrimonio.


Artículo 27. El Fondo estará constituido por:


1. Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos.


2. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.


3. Los aportes que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural reciba de la cooperación internacional para el cumplimiento de sus objetivos, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo.


4. Los recursos que reciba el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo por cualquier otro concepto, de conformidad al decreto ley N° 1263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, Decreto Ley Orgánico de Administración Financiera del Estado.


Artículo 28. Los recursos del Fondo del Patrimonio Cultural serán asignados por concurso público, conforme a las políticas del Ministerio.


Un reglamento del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará el Fondo del Patrimonio Cultural, el que deberá incluir, entre otras normas, lo relativo a la asignación de recursos, resguardando la equidad territorial; las normas de evaluación, elegibilidad, selección, y rangos de financiamiento; la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección; y los compromisos y garantías de resguardo para el Fisco.”.

ARTÍCULO 30

Inciso primero


Incorporar a continuación del punto y seguido, que pasa a ser una coma, lo siguiente: “y estará a cargo del Secretario del Consejo de Monumentos Nacionales.”.

ARTÍCULO 36


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 36. Para los efectos de esta ley, se entiende por biblioteca pública aquella que está permanentemente abierta al público, independientemente de la propiedad o administración de la misma. 


Tendrá por objeto ser un lugar de encuentro y recreación de la comunidad y de acceso a las tecnologías de la información y centro para la promoción de la cultura y la lectura. Su función primordial será ofrecer a los lectores un acceso amplio y sin discriminación a las colecciones bibliográficas, audiovisuales y de multimedia, o en cualquier otro soporte, actualizadas en forma permanente. Esta bibliotecas públicas pueden ser estatales, privadas o comunitarias.”.

ARTÍCULO 39

Inciso primero


Reemplazar la expresión “Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares” por “Culturas”.

Inciso segundo


Considerarlo como artículo 40, en sus mismos términos.

ARTÍCULO 40


Suprimirlo.

- - -


Incorporar el siguiente artículo 41, nuevo:


“Artículo 41.- Créase un Consejo Asesor de Pueblos Indígenas (en adelante “Consejo Asesor”), para asesorar al Ministerio especialmente en la formulación de políticas, planes y programas referidos a las culturas, las artes y el patrimonio indígena, que estará integrado por nueve personas pertenecientes a cada uno de los pueblos indígenas reconocidos por la legislación chilena, representativos de sus culturas, artes y patrimonio, designados por el Ministro a propuesta de las comunidades y asociaciones indígenas constituidas de conformidad a la ley.


Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las designaciones de los integrantes y el adecuado funcionamiento del Consejo. Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un período sucesivo, por una sola vez. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de cuatro sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.


Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:


a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Renuncia voluntaria.


c) Condena a pena aflictiva. 


d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.


e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.


Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.”.

ARTÍCULO 41


Pasa a ser artículo 42, con las siguientes enmiendas:

Número 1.

Letras b) y c)


Sustituirlas por las siguientes:


“b) Reemplázase su literal a), por el siguiente:


“a) Del Subsecretario del Patrimonio Cultural quien lo presidirá;”.


c) Sustitúyese su literal b), por el siguiente:


“b) Del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, quien será su Vicepresidente Ejecutivo y subrogará al Subsecretario cuando éste se encuentre impedido de asistir por cualquier causa;”.”.

Letra f)


Reemplazarla por la siguiente:


“f) Elimínase la letra t).

Letra g)


Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:


g) Agréganse los siguientes literales t) y u) a continuación del literal s), pasando el actual literal u) a ser v):

ARTÍCULO 42


Pasa a ser artículo 43, con las siguientes enmiendas:


Uno) Sustituir la expresión “Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares” por “Culturas”.


Dos) Reemplazar en la oración final, a continuación de la palabra “ramo”, la letra “y” por una coma “,”. 


Tres) Agregar, en la oración final, a continuación de la palabra “Hacienda” la siguiente frase: “y a las Comisiones de Hacienda y de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados.”.

ARTÍCULO 43


Pasa a ser artículo 44, con las siguientes enmiendas:

Número 1


Suprimirlo.

Número 2


Pasa a ser Número 1

Inciso primero


Incorporar a continuación de la expresión “Patrimonio,”, la frase “el Rector de la Universidad de Chile”:

Inciso segundo

Letra a)


Agregar entre la primera coma (,) y la conjunción “y”, la frase “, un académico designado por el Consejo de Rectores”.

Letra b)


Intercalar entre la primera coma (,) y la conjunción “y”, la frase “un académico designado por el Consejo de Rectores.”

Letra c)


Intercalar entre la primera coma (,) y la conjunción “y”, la frase “un académico designado por el Consejo de Rectores.”

Letra d)


Intercalar entre la primera coma (,) y la conjunción “y”, la frase “un académico designado por el Consejo de Rectores.”

Números 3, 4, 5, y 6


Pasan a ser números 2, 3, 4 y 5 sin enmiendas.

ARTÍCULO 44


Pasa a ser artículo 45, con las siguientes enmiendas:

- - -


Incorporar el siguiente numeral 7, nuevo:


7.- Reemplazase, en el inciso noveno del artículo 100 ter, la expresión “Consejo de la Cultura y las Artes” por “Subsecretaría de las Culturas y de las Artes”.”.

- - -

Número 7


Pasa a ser número 8, sin enmiendas.

ARTÍCULOS 45 Y 46


Pasan a ser artículos 46 y 47, sin enmiendas.

ARTÍCULO 47


Pasa a ser artículo 48, con la siguiente enmienda: 

Número 2

Letra b)


Reemplazarla por la siguiente:


“b) Sustitúyese el literal a) del inciso segundo, por el siguiente:


“a) El Subsecretario de las Culturas y las Artes, quien lo presidirá”.”

ARTÍCULO 48


Pasa a ser artículo 49, con la siguiente enmienda: 

Número 2


Sustituir la expresión “Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “Culturas y las Artes”.

ARTÍCULO 49


Pasa a ser artículo 50, con la siguiente enmienda:
Número 2


Sustituir la expresión “Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “Culturas y las Artes”.

ARTÍCULO 50


Pasa a ser artículo 51, con las enmiendas que se señalan a continuación:

Número 5

Letra b)


Reemplazar la palabra “Artes” por la expresión “Culturas y las Artes”.

Número 6


Sustituir la expresión “las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “las Culturas y las Artes”.

- - -

Incorporar el siguiente numeral nuevo:


“8) Elimínase en el numeral 6, que pasó a ser 4, la expresión “el patrimonio cultural”:”.

- - -

Números 8 y 9


Pasan a ser números 9 y 10, sin enmiendas. 

Número 10


Pasa a ser número 11 con la siguiente enmienda:


Reemplazar la expresión “las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares” por “las Culturas y las Artes.”

Número 11


Pasa a ser número 12, sin enmiendas.

ARTÍCULOS 51, 52, 53, 54, 55, 56 Y 57


Pasan a ser artículos 52, 53, 54, 55, 56, 57 y 58, en sus mismos términos.

ARTÍCULO 58


Pasa a ser artículo 59, con la siguiente enmienda:


Reemplazar la expresión “las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “las Culturas y las Artes”.

ARTÍCULO 59


Pasa a ser artículo 60, sin enmiendas.

- - -

Incorporar un nuevo artículo 61, del tenor siguiente tenor:


“Artículo 61.- Reemplázase, el artículo 4 de la ley N° 19.166, que Modifica ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, por el siguiente:


“Artículo 4°.- Los fondos recaudados por las entidades de gestión colectiva de derechos intelectuales, que no sean distribuidos o no sean cobrados por sus titulares, dentro del plazo de tres años contado desde su percepción, incrementarán los recursos que anualmente destine el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, para financiar los Fondos Culturales y Artísticos.”.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero


Pasa a ser artículo 41 de las disposiciones permanentes, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Incorporar después de las palabras “pertenecientes a” la expresión “cada uno de”.

Inciso segundo


Incorporar a continuación del primer punto y seguido, lo siguiente:


“Los Consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un período sucesivo, por una sola vez.”.

- - -


Incorporar los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser quinto:


“Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:


a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Renuncia voluntaria.


c) Condena a pena aflictiva. 


d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.


e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.


Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.”.

Inciso final


Eliminarlo.

ARTÍCULO SEGUNDO


Pasa a ser artículo primero, con las siguientes enmiendas:

Número 2


Suprimir la frase “generales y”.


Reemplazar la oración que señala “En este proceso se deberá salvaguardar que el número de cargos destinados a la planta de directivos de exclusiva confianza, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N° 18.834 sea debidamente proporcional al número de cargos de las otras plantas del Ministerio.”, por la siguiente: “El número de cargos a que se refiere el artículo 8° de la ley N°18.834, será determinado considerando la importancia relativa y el volumen de trabajo que signifiquen las respectivas funciones.”.

Número 3


Agregar la siguiente oración final: “La selección de personal, ya sea en calidad de planta o contrata, se efectuará mediante procedimientos técnicos, imparciales, transparentes e idóneos que aseguren una apreciación objetiva de sus aptitudes y méritos, de conformidad a lo establecido en la ley. Lo anterior, es sin perjuicio de los cargos de exclusiva confianza que señale la ley.".

Número 4


Reemplazarlo por el siguiente:


“4. Determinar la dotación máxima del personal de las Subsecretarías y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.”.

Número 9


Suprimir la frase “, a través de un procedimiento participativo,”.

Artículos tercero, cuarto y quinto


Pasan a ser artículos segundo, tercero y cuarto, sin enmiendas.

Artículo sexto


Pasa a ser artículo quinto, con la siguiente enmienda:


Agregar, a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, lo siguiente:


“Los funcionarios permanecerán en estos cargos mientras se encuentren calificados en lista número 1, de distinción.”.

Artículo séptimo


Pasa a ser artículo sexto, sin enmiendas.

- - -


Las enmiendas de la Comisión de Hacienda al proyecto aprobado por la Comisión de Educación y Cultura en su segundo informe, son las siguientes:

Artículo 1

Inciso segundo

Número 1


Sustituirlo por el siguiente:


“1.- De diversidad cultural. Reconocer y promover el respeto a la diversidad cultural, la interculturalidad, la dignidad y el respeto mutuo entre las diversas identidades que cohabitan en el territorio nacional como valores culturales fundamentales.”.

Artículo 7

Inciso primero


Suprimir la expresión “la colaboración inmediata de”.

Artículo 9


Incorporar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“Con todo, el ministro resolverá cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a las competencias de los referidos servicios, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5 de la presente ley.”.

Artículo 10

Inciso segundo


Eliminar la oración: “Los consejos deberán recibir y escuchar al Ministro cuando éste lo solicite.”.

Inciso cuarto

Letra a)


Eliminar la frase “, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante”.

Artículo 12


Incorporar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“Con todo, el ministro resolverá cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a las competencias de los referidos servicios, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5 de la presente ley.”.

Artículo 16

Inciso sexto

Letra a)


Suprimir la frase “, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante”.

Artículo 25

Inciso final


Sustituirlo por el siguiente:


“La organización interna de la dirección regional deberá contar con la estructura necesaria para el cumplimiento de sus funciones, entre otras, en materias de bibliotecas públicas, museos, archivos, monumentos nacionales y patrimonio cultural inmaterial.”.



Artículo 26


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 26. Créase el Fondo del Patrimonio Cultural (en adelante también “el Fondo”), que será administrado por el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y que tendrá por objeto financiar, en general, la ejecución total o parcial de proyectos, programas, actividades y medidas de identificación, registro, investigación, difusión, valoración, protección, rescate, preservación, conservación, adquisición y salvaguardia del patrimonio, en sus diversas modalidades y manifestaciones, y de educación en todos los ámbitos del patrimonio cultural, material e inmaterial, incluidas las manifestaciones de las culturas y patrimonio de los pueblos indígenas.


Los recursos del Fondo serán asignados por concurso público, de conformidad a lo establecido en el artículo 28 de la presente ley, propiciando un desarrollo cultural armónico y equitativo entre las regiones. 


El Subsecretario del Patrimonio, por resolución exenta, aprobará los componentes o líneas de acción anual del fondo, a propuesta del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y la enviará al Director Nacional del Servicio del Patrimonio para su ejecución. Para  efectos de la propuesta, el Director del Servicio enviará a dicho Consejo, un estado de la ejecución de los recursos asignados durante la ejecución de ese año. 


La adjudicación de los recursos del Fondo se efectuará por resolución del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la que además deberá ser visada por el Subsecretario del Patrimonio.”.

Artículo 31

Inciso final


Sustituirlo por el siguiente:


“El Servicio estará a cargo del Registro Nacional de Museos, en el cual estarán inscritos los museos administrados por entidades públicas y por las entidades privadas que así lo requieran.”.

Artículo 37

Número 4


Eliminar la frase “con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo”.

Artículo 41

Inciso tercero

Letra a)


Eliminar la frase “, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante”.

Artículo 44

Número 5


Sustituir la expresión “que demande esta ley” por “correspondientes”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero

Número 3


Agregar los siguientes párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos:


“En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. Además, establecerá el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento que se fijen para las Subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. También podrá señalar los cargos que se proveerán de acuerdo a los artículos séptimo y octavo transitorios, estableciendo la gradualidad en la cual podrán comenzar a proveerse.


Además, las normas de encasillamiento de las plantas de la Subsecretaría del Patrimonio Nacional podrán incluir a los funcionarios que se traspasen a ella. 


También, podrá establecer una gradualidad para la fijación de los grados iniciales de la planta de profesionales del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, como asimismo, las normas para el encasillamiento de los cargos de esos grados.


Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.”.

Artículo cuarto


Reemplazar la expresión “a dichas instituciones, según corresponda” por “a la institución que en cada caso corresponda”.

Artículo quinto


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo quinto.- Las personas que, a la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural según lo dispuesto en el numeral 1 del artículo primero transitorio, estén cumpliendo la función de directores de las instituciones patrimoniales nacionales de que trata esta ley, continuarán cumpliendo dicha función y cargo hasta el término del período de su nombramiento, salvo renuncia voluntaria del interesado.”.

°°°


Intercalar los siguientes artículos sexto, séptimo y octavo transitorios, nuevos, pasando el actual artículo sexto transitorio a ser noveno:


“Artículo sexto.- El encasillamiento de las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares de la Subsecretaría de las Culturas y las Artes y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley que fijen sus plantas, pudiéndose considerar concursos internos de antecedentes, en cargos vacantes, en el cual podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad por el número mínimo de años que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio.


Los funcionarios señalados en el inciso anterior se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, estos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta. 


El o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio definirá los factores que, a lo menos, considerará el concurso, la integración del comité de selección y también podrá establecer las demás normas para la realización de los mismos. Además, el o los referidos decretos con fuerza de ley fijarán el grado en que podrán ser encasillados aquellos funcionarios a contrata que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en la época que determine dicho decreto o decretos con fuerza de ley.


La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.


Artículo séptimo.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares a que se refieren los artículos primero y sexto transitorios en el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la provisión de los cargos en las plantas antes señaladas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos en los que podrán participar los funcionarios de la respectiva planta que cumplan con los requisitos exigidos para el desempeño del cargo y que se encuentren nombrados en los grados inferiores al de la vacante convocada que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. 


Las bases de los concursos internos a que se refiere este artículo deberán considerar los factores que, a lo menos, establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados. 


La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.


En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida. En caso de persistir la igualdad, se considerará la antigüedad en el Servicio y, en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. 


Las vacantes que se generen producto de la provisión de los cargos señalados en el inciso primero, se proveerán, de ser posible, en acto seguido, como parte del mismo concurso y siguiendo iguales reglas.


Los concursos internos a que se refiere este artículo se regirán por las normas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y en lo que sea pertinente por las contenidas en los artículos 53 y 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo octavo.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares a que se refieren los artículos primero y sexto transitorios en la Subsecretaría de las Culturas y las Artes, la provisión de los cargos en las plantas antes señaladas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos en el que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad sin solución de continuidad por el número mínimo de años que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y que cumplan con los requisitos exigidos para el desempeño del respectivo cargo. 


Las bases de los concursos internos a que se refiere este artículo deberán considerar los factores que, a lo menos, establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados. 


La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.


En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida. En caso de persistir la igualdad, se considerará la antigüedad en el Servicio y, en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Subsecretario de las Culturas. 


Los concursos internos a que se refiere este artículo se regirán por las normas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y en lo que sea pertinente por las contenidas en el párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.”.

Artículo sexto


Pasa a ser artículo noveno transitorio, sin enmiendas.

- - -


El Presidente pone en discusión la indicación renovada correspondiente a la Número a1 del boletín de indicaciones.


Enseguida ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Allamand y Larraín.


Puesta en votación la señalada indicación el resultado es de 12 votos a favor, 20 en contra y 1 pareo.


Votan en contra los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma y Walker, Ignacio.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, García, García Huidobro, Horvath, Larraín, Moreira, Pérez Varela, Prokurica; Walker, Patricio y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Ossandón.


Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señores De Urresti, Tuma, Quintana, Girardi, Lagos, Montes, Chahuán, Navarro y Guillier y señora Allende.


Fundan su voto aprobatorio los Honorables Senadores señores Horvath, Allamand y Larraín.

- - -


Interviene durante la votación la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.

- - -


El Presidente declara rechazada la indicación.

- - -


El Presidente pone en votación las enmiendas que fueron aprobadas en forma unánime por las Comisiones, incluidas las que requieren un quórum especial de aprobación, y las normas que no fueron objeto de modificaciones, salvo la que se ha pedido votación separada.


El resultado es de 28 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Zaldívar.


El Presidente declara aprobadas las normas sometidas a votación.

- - -


Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Quintana.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -


El Presidente pone en votación el numeral 26 del artículo 3°.


El resultado es de 26 votos favorables y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros; Walker, Ignacio y Zaldívar.


No vota por estar pareado, el Honorable Senador señor Ossandón.

El Presidente declara aprobado el numeral.

- - -


El Presidente pone en discusión las letras a), b), c) y d) del artículo 4 del proyecto.


Enseguida ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Walker, Ignacio.


Puesta en votación las disposiciones indicadas el resultado es de 20 votos favorables, 7 en contra y 2 pareos.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros; Walker, Ignacio y Zaldívar.


Votan en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, García Huidobro, Pérez Varela y Prokurica.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Moreira y Ossandón.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Harboe, Navarro y Walker, Ignacio.


Funda su voto en contra la Honorable Senadora señora Von Baer.


El Presidente declara aprobadas las disposiciones.

- - -


El Presidente pone en votación la letra e) del artículo 4° del proyecto.

El resultado es de 24 votos a favor y 1 pareo.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Coloma, De Urresti, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el señor Ossandón; sin embargo, expresa su respaldo a la disposición.


El Presidente declara aprobado el literal.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -


Enseguida se suspende la sesión para realizar una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión y se informa a la Sala que los Comités acuerdan continuar el debate del proyecto en la sesión siguiente.

- - -


Queda pendiente la tramitación de esta iniciativa.

- - -


El Presidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores García, Matta y Navarro, y una en conjunto de los señores Bianchi y Guillier, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.
- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 38ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 9 DE AGOSTO DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar; del Vicepresidente Honorable Senador señor Guido Girardi y accidental del Honorable Senador señor Ricardo Lagos.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Walker, Ignacio.


Concurren los Ministros del Trabajo y Previsión Social, señora Krauss; de Obras Públicas, señor Undurraga; y Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Ottone. Asimismo, la asesora legislativa de este último, señora Soto.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 35ª, ordinaria, del martes 1 de agosto, y 36ª, ordinaria, del día siguiente; que no han sido observadas. 
- - -

CUENTA

Mensajes

Cinco de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, hace presente la urgencia calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que instaura el día 12 de marzo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Papelero (Boletín N° 8.875-13).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (Boletín N° 10.647-09).


Con los tres siguientes, retira y hace presente la urgencia calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) Relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


2) El que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11).


3) El que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (Boletín N° 10.995-08).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Dos de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, para garantizar el acceso de las personas sordas a la totalidad de la programación televisiva (Boletines N°s 10.279-31 y 11.163-31, refundidos).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.


Con el segundo, señala que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que perfecciona la justicia tributaria y aduanera (Boletín N° 9.892-07).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 1°, inciso segundo de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


-- Se manda archivar el documento.


Adjunta resoluciones dictadas en el requerimiento de inconstitucionalidad, respecto del proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (Boletín N° 9.895-11).


Remite resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del inciso segundo del artículo 126 del Código Sanitario.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, para disponer una inspección del camino Los Yugos, Santa Paula-Los Quilantos, de la comuna de Freire.

Del señor Ministro (S) de Obras Públicas


Atiende petición, manifestada en nombre del Honorable Senador señor García, relativa al establecimiento de un cobro diferenciado por el uso de autopistas urbanas, según tipos de camiones.


Contesta requerimiento, expresado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, para analizar la provisión de combustibles a aeronaves en el aeropuerto de Mocopulli de la ciudad de Castro.

Del señor Ministro del Medio Ambiente


Da respuesta a solicitud, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa a la conformación de la primera Red Nacional de Respuesta ante Varamientos en Chile.

Del señor Subsecretario de Justicia


Adjunta respuesta, enviada en nombre del Honorable Senador señor García Huidobro, sobre los casos de sustracción de menores recién nacidos, ocurridos hace décadas en hospitales públicos y privados.

De la señora Subsecretaria de Educación


Informa acerca de las acciones pedagógicas recomendadas por el Comité de Seguimiento de los Derechos de los Niños, y otros aspectos relativos a la medicación de escolares; consulta expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro.


Remite antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Guillier, referentes a los problemas de salud por emanaciones de gas que afectan a estudiantes de Antofagasta.


Informa petición, expresada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre las medidas adoptadas por la suscripción del Tratado de Marrakech, y antecedentes sobre las políticas educativas para personas ciegas, de acuerdo al Convenio celebrado con la Fundación Once para América Latina.


Responde requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en cuanto a las razones del desmantelamiento del sistema fotovoltaico instalado en el liceo técnico profesional María Luisa Rabanal Palma de Chile Chico.

Del señor Superintendente de Seguridad Social


Contesta solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, acerca de la situación que afecta a la persona individualizada, relativa a la constatación de la condición de víctima de un accidente del trabajo.

Del señor Director del Trabajo


Remite datos sobre antecedentes laborales registrados respecto de la empresa Fruna Ltda., en el período indicado; consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Alcalde de la comuna de Perquenco


Atiende inquietud relativa a la instalación de basureros en las principales calles de la comuna; materia planteada en nombre del Honorable Senador señor Espina.

De la señora Secretaria Técnica del 
Consejo de Monumentos Nacionales


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre la aplicación de la Convención de Patrimonio Mundial en Chile, con sitios inscritos y lista tentativa de bienes a ser postulados. 


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Moción


De los Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Quinteros, con la que inician un proyecto de ley que modifica el artículo 112 del Código Sanitario para incluir entre las profesiones médicas y afines, las especialidades que indica (Boletín Nº 11.361-11).


-- Pasa a la Comisión de Salud.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros y Walker, Patricio, por medio del cual, solicitan a S.E la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, considere una política pública que equipare los beneficios de que gozan los pensionados en el uso del transporte público en todas las regiones del país (Boletín N° S 1.945-12).


-- Queda para ser votado en su oportunidad.

Comunicación


De la Comisión de Salud mediante la cual solicita la autorización de la Sala, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 A de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, para refundir los siguientes proyectos de ley:


- Sobre suministro ininterrumpido de electricidad para personas electro dependientes (Boletín Nº 11.338-11).


- Para que las empresas cuenten con tarifas especiales para los pacientes electro dependientes (Boletín Nº 11.339-11).


-- Se accede a lo solicitado.

- - -


Terminada la Cuenta llega a la Mesa la siguiente comunicación:

Del Honorable Senador señor Navarro, mediante la cual informa que con esta fecha ha quedado legalmente constituido el Partido PAIS, al cual está afiliado.


-- Se toma conocimiento, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 11 del Reglamento de la Corporación, se tiene por conformado el Comité Partido PAIS.

- - -

La Sala acuerda, a petición de la Honorable Senadora señora Muñoz, que el proyecto de ley que faculta al Estado para la creación de plantas desalinizadoras (Boletín 9.862-33), sea informado por la Comisión Especial de Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía en reemplazo de la Comisión de Obras Públicas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de la Cultura.

(Boletín N° 8.938-24)


El Presidente reanuda la discusión en particular el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia en carácter de “suma” a la iniciativa.


El Vicepresidente ofrece la palabra al Ministro, señor Ottone; quien en su exposición solicita la anuencia de la Sala para formular en esta instancia una indicación del Ejecutivo.


La Sala por la unanimidad de los senadores presentes accede a la señalada petición.

- - -


La Honorable Senadora señora Von Baer anuncia que retira la petición de votaciones separadas, con excepción de la relativa al artículo 59 del proyecto, que pasó a ser 60.

- - -


El Vicepresidente pone en discusión la indicación de S. E. la Presidenta de la República que recae sobre los artículos 8, 11, 12 y 19.


El Secretario General da lectura a la indicación ya señalada y previene que la norma que recae sobre el articulo 19 tiene rango orgánico constituional.


El Vicepresidente ofrece la palabra y nadie hace uso de ella, por lo que pone en votación la indicación.


El resultado es de 22 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Prokurica, Tuma y Walker, Ignacio.


El Vicepresidente declara aprobada la indicación.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de la norma de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.
- - -


El Vicepresidente pone en votación el artículo 41 de la iniciativa


El Secretario General previene que es una norma de rango orgánico constitucional.


El resultado de la votación es de 28 sufragios favorables.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Zaldívar.

El Presidente declara aprobada la norma.

- - -


Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Quintana.

- - -

Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -

El Vicepresidente pone en votación el artículo 59 Nº 1 del texto aprobado en general; cuya votación separada fue solicitada.


El resultado es de 4 votos a favor, 20 votos en contra, 1 abstención y 5 pareos.

Votan en contra los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma y Walker, Ignacio.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señores Girardi, Guillier, Navarro y Quintana.

Se abstiene el Honorable Senador señor Zaldívar.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, Lagos y Matta.

Fundan su voto de rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer, señores Letelier, Larraín, Prokurica y Coloma, señora Allende y señor Horvath.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Girardi y Navarro.


El Presidente declara rechazada la disposición.
- - -


El Presidente enseguida pone en votación el numeral 2 de la misma disposición. Y, consultada la Sala, la declara rechazada con la misma votación anterior.

- - -


Se deja constancia que durante la votación asume la presidencia accidental el Honorable Senador señor Lagos.

- - -


El Presidente pone en votación la proposición de la Comisión de Hacienda que agrega los párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto al numeral 3° del artículo primero transitorio.


El resultado es de 17 votos a favor y 7 abstenciones.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Bianchi, De Urresti, Harboe, Horvath, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Zaldívar.

Se abstienen los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Coloma, García Huidobro, Larraín, Moreira y Prokurica.

Funda su abstención el Honorable Senador señor Coloma.

- - -


El Presidente declara aprobada la proposición.

- - -


El Presidente pone en votación la proposición de la Comisión de Hacienda que intercala los artículos sexto, séptimo y octavo transitorios nuevos.


El resultado es de 17 votos a favor, 5 abstenciones y 2 pareos.

Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y los señores Bianchi, De Urresti, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Navarro, Ossandón, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Zaldívar.

Se abstienen los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García Huidobro, Larraín y Moreira.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Allamand y Prokurica.

Funda su abstención el Honorable Senador señor Coloma.


El Presidente declara aprobada la proposición.

- - -

Interviene el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Ottone, para agradecer el despacho de la iniciativa.

- - -


Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:

“Capítulo I

Del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio

Título I

Organización

Párrafo 1°

Principios


Artículo 1.- Créase el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y fíjase como su ley orgánica la contenida en este texto.


Esta ley se regirá por los siguientes principios:


1.- De diversidad cultural. Reconocer y promover el respeto a la diversidad cultural, la interculturalidad, la dignidad y el respeto mutuo entre las diversas identidades que cohabitan en el territorio nacional como valores culturales fundamentales.


2. De democracia y participación cultural. Reconocer que las personas y comunidades son creadores de contenidos, prácticas y obras con representación simbólica, con derecho a participar activamente en el desarrollo cultural del país; y tienen acceso social y territorialmente equitativo a los bienes, manifestaciones y servicios culturales.


3. De reconocimiento cultural de los pueblos indígenas. Reconocer, respetar y promover las culturas de los pueblos indígenas, sus prácticas ancestrales, sus creencias, su historia y su cosmovisión, teniendo especial consideración con el desarrollo de la cultura, las artes y el patrimonio cultural indígena.


4. De respeto a la libertad de creación y valoración social de los creadores y cultores. Reconocer y promover el respeto a la libertad de creación y expresión de creadores y cultores, y a la valoración del rol social de éstos en el desarrollo cultural del país.


5. De reconocimiento de las culturas territoriales. Reconocer las particularidades e identidades culturales territoriales que se expresan, entre otros, a nivel comunal, provincial y regional, como también, en sectores urbanos y rurales; promoviendo y contribuyendo a la activa participación de cada comuna, provincia y región en el desarrollo cultural del país y de su respectivo territorio, fortaleciendo la desconcentración territorial en el diseño y ejecución de políticas, planes y programas en los ámbitos cultural y patrimonial.


6. Del patrimonio cultural como bien público. Reconocer que el patrimonio cultural, en toda su diversidad y pluralidad, es un bien público que constituye un espacio de reflexión, reconocimiento, construcción y reconstrucción de las identidades y de la identidad nacional.


7. De respeto a los derechos de los creadores y cultores. Promover el respeto de los derechos de los creadores, en materia de propiedad intelectual, así como también los derechos laborales consagrados en el ordenamiento jurídico chileno, de quienes trabajan en los ámbitos de las artes, las culturas y el patrimonio.


8. De la memoria histórica. Reconocer a la memoria histórica como pilar fundamental de la cultura y del patrimonio intangible del país, que se recrea y proyecta a sí misma en un permanente respeto a los derechos humanos, la diversidad, la tolerancia, la democracia y el Estado de Derecho.


Para efectos de esta ley se entenderá por cultura, diversidad cultural, patrimonio cultural y patrimonio cultural inmaterial las definiciones contenidas en instrumentos internacionales vigentes de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) ratificados por Chile.


Artículo 2.- El Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante “el Ministerio”) será la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, formulación e implementación de políticas, planes y programas para contribuir al desarrollo cultural y patrimonial armónico y equitativo del país en toda su diversidad, reconociendo y valorando las culturas de los pueblos indígenas, la diversidad geográfica y las realidades e identidades regionales y locales, conforme a los principios contemplados en la presente ley.


El Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia cultural y patrimonial, y propenderá a su incorporación en forma transversal en la actuación del Estado. 


Su domicilio será la ciudad de Valparaíso, sin perjuicio de los otros que establezca como tales en el país y del domicilio de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, que será la ciudad de Santiago. 

Párrafo 2°

De las Funciones y Atribuciones


Artículo 3.- Corresponderá especialmente al Ministerio las siguientes funciones y atribuciones:


1. Promover y contribuir al desarrollo de la creación artística y cultural, fomentando la creación, producción, mediación, circulación, distribución y difusión de las artes visuales, fotografía, nuevos medios, danza, circo, teatro, diseño, arquitectura, música, literatura, audiovisual y otras manifestaciones de las artes; como asimismo, promover el respeto y desarrollo de las artes y culturas populares.


2. Fomentar el desarrollo de las industrias y de la economía creativa, contribuyendo en los procesos de inserción en circuitos y servicios de circulación y difusión, para el surgimiento y fortalecimiento del emprendimiento creativo tanto a nivel local, regional, nacional e internacional.


3. Contribuir al reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural, promoviendo su conocimiento y acceso y fomentando la participación de las personas y comunidades en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.


4. Promover y colaborar en el reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural indígena, coordinando su accionar con los organismos públicos competentes en materia de pueblos indígenas; como asimismo, promover el respeto y valoración de las diversas expresiones del folclor del país y de las culturas tradicionales y populares en sus diversas manifestaciones.


5. Promover el desarrollo de audiencias y facilitar el acceso equitativo al conocimiento y valoración de obras, expresiones y bienes artísticos, culturales y patrimoniales, y fomentar, en el ámbito de sus competencias, el derecho a la igualdad de oportunidades de acceso y participación de las personas con discapacidad.


6. Contribuir al conocimiento y desarrollo de las manifestaciones artísticas, culturales y patrimoniales de los chilenos residentes en el exterior, como también al acceso al conocimiento y goce de las obras, expresiones y manifestaciones artísticas, culturales y patrimoniales del país, fomentando el diálogo, conocimiento e intercambio entre creadores y cultores residentes dentro y fuera de Chile, para lo cual coordinará su accionar con el Ministerio de Relaciones Exteriores.


7. Estimular y contribuir al conocimiento, valoración y difusión de las manifestaciones culturales de las comunidades afrodescendientes y de pueblos inmigrantes residentes en Chile, fomentando la interculturalidad.


8. Fomentar y colaborar, en el ámbito de sus competencias, en el desarrollo de la educación artística no formal como factor social de desarrollo.


9. Fomentar y facilitar el desarrollo de capacidades de gestión y mediación cultural a nivel regional y local, y promover el ejercicio del derecho a asociarse en y entre las organizaciones culturales, con el fin de facilitar las actividades de creación, promoción, mediación, difusión, formación, circulación y gestión en los distintos ámbitos de las culturas y del patrimonio.


10. Promover el respeto y la protección de los derechos de autor y derechos conexos, y su observancia en todos aquellos aspectos de relevancia cultural; como asimismo, impulsar su difusión.


11. Promover la cultura digital y la utilización de herramientas tecnológicas en los procesos de creación, producción, circulación, distribución y puesta a disposición de las obras, contenidos y bienes artísticos, culturales y patrimoniales, y su acceso a ellos.


12. Impulsar la construcción, ampliación y habilitación de infraestructura y equipamiento para el desarrollo de las actividades culturales, artísticas y patrimoniales del país, propendiendo a la equidad territorial, y promover la capacidad de gestión asociada a esa infraestructura, fomentando el desarrollo de la arquitectura y su inserción territorial; como asimismo, promover y contribuir a una gestión y administración eficaz y eficiente de los espacios de infraestructura cultural pública y su debida articulación a lo largo de todo el país.


13. Fomentar, colaborar y promover el fortalecimiento de las iniciativas, proyectos y expresiones comunitarias de las culturas y de las organizaciones sociales, territoriales y funcionales vinculadas a estas manifestaciones culturales.


14. Promover la inversión y donación privada en el ámbito de las culturas, las artes y el patrimonio.


15. Fomentar y facilitar el desarrollo de los museos, promover la coordinación y colaboración entre museos públicos y privados, y promover la creación y desarrollo de las bibliotecas públicas.


16. Contribuir y promover iniciativas para el desarrollo de una cultura cívica de cuidado, respeto y utilización del espacio público, de conformidad a los principios de esta ley.


17. Proponer al Presidente de la República políticas y planes en materias de su competencia.


18. Estudiar, formular, implementar y evaluar políticas, planes y programas en materias culturales y artísticas, así como estudiar, formular y evaluar políticas, planes y programas en materias patrimoniales, para contribuir al cumplimiento de sus funciones y atribuciones, teniendo en consideración los principios señalados en esta ley.


19. Proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas en el ámbito de su competencia.


20. Velar por el cumplimiento de las convenciones internacionales en materia cultural, artística y patrimonial en que Chile sea parte, y explorar, establecer y desarrollar vínculos y programas internacionales en materia cultural y patrimonial, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Relaciones Exteriores.


21. Otorgar reconocimientos a personas y comunidades que hayan contribuido de manera trascendente en diversos ámbitos de las culturas, las artes y el patrimonio cultural del país, de acuerdo al procedimiento que se fije en cada caso mediante reglamento.


22. Estimular y apoyar la elaboración de planes comunales y regionales de desarrollo cultural, artístico y patrimonial que consideren la participación de la comunidad y sus organizaciones sociales.


23. Promover, colaborar, realizar y difundir estudios e investigaciones en materias de su competencia.


24. Establecer una vinculación permanente con el sistema educativo formal en todos sus niveles, coordinándose para ello con el Ministerio de Educación, con el fin de dar expresión a los componentes culturales, artísticos y patrimoniales en los planes y programas de estudio y en la labor pedagógica y formativa de los docentes y establecimientos educacionales. Además, en este ámbito, deberá fomentar los derechos lingüísticos, como asimismo aportar a la formación de nuevas audiencias.


25. Declarar mediante decreto supremo los monumentos nacionales en conformidad a la ley N° 17.288, que Legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de Octubre de 1925, previo informe favorable del Consejo de Monumentos Nacionales.


26. Declarar el reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos y definir las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.


27. Celebrar convenios con organismos públicos y privados, tanto nacionales como internacionales, en materias relacionadas con la labor del Ministerio.


28. Proponer al Presidente de la República, políticas y planes destinados a fomentar la programación y emisión de programas de relevancia cultural y patrimonial en los canales de televisión pública y en otros medios de comunicación pública, sin perjuicio de las demás atribuciones y funciones que tenga en la materia.


29. Apoyar el desarrollo e implementación de la Estrategia Quinquenal Nacional para el Desarrollo Cultural y las Estrategias Quinquenales Regionales para el Desarrollo Cultural, de conformidad a esta ley.


30. Desarrollar y operar sistemas nacionales y regionales de información y registro cultural y patrimonial de acceso público, de conformidad a la normativa vigente.


31. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.


Para ejercer las atribuciones conferidas en los números 2, 18, 19, 21, 22, 26 y 28 del presente artículo, el Ministerio deberá siempre oír la opinión del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio dentro del plazo que al efecto fije el Reglamento. En caso de no emitirse la opinión del Consejo dentro del plazo señalado en el Reglamento, el Ministerio adoptará la resolución correspondiente.

Párrafo 3°

De la Estructura Interna


Artículo 4.- El Ministerio se organizará de la siguiente manera: 


a) El Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante, “el Ministro”). 


b) La Subsecretaría de las Culturas y las Artes (en adelante “la Subsecretaría de las Culturas”).


c) La Subsecretaría del Patrimonio Cultural (en adelante “la Subsecretaría del Patrimonio”).


d) Las Secretarías Regionales Ministeriales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante las “secretarías regionales ministeriales”).


e) El Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y los consejos regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


Artículo 5.- El Ministro es el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en la conducción del ministerio y la dirección superior de las políticas nacionales, planes y programas en materia de cultura y patrimonio.


Al Ministro le corresponderá especialmente velar por la consistencia y coherencia de las labores realizadas por las subsecretarías y los servicios relacionados o dependientes que forman parte de su estructura, resolviendo cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a sus competencias.


Artículo 6.- Un reglamento expedido por el Ministerio determinará su estructura organizativa interna, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Para efectos de establecer la estructura interna, deberán considerarse, a lo menos, las siguientes áreas para cumplir funciones en todo el Ministerio, incluyendo ambas subsecretarías: Planificación y Presupuesto y Asesoría Jurídica. Además, podrá establecer otras áreas que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio o de algunas de las subsecretarías.


Para la confección del señalado reglamento se deberán considerar los mecanismos de información a los funcionarios y sus asociaciones.

Título II

De las Subsecretarías


Artículo 7.- El Ministerio contará con las subsecretarías de las Culturas y del Patrimonio. Cada subsecretaría estará a cargo de un Subsecretario, quien será el jefe superior del Servicio y le corresponderá desempeñar las demás funciones que le asigna la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El Ministro será subrogado por el Subsecretario de las Culturas y las Artes, y a falta de éste, por el Subsecretario del Patrimonio Cultural, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.


La Subsecretaría de las Culturas tendrá a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales y la administración y servicio interno del Ministerio.

Párrafo 1°

De la Subsecretaría de las Culturas y las Artes


Artículo 8.- La Subsecretaría de las Culturas y las Artes estará a cargo del Subsecretario (en adelante “el Subsecretario de las Culturas”) y tendrá como objeto proponer políticas al Ministro y diseñar, ejecutar y evaluar planes y programas en materias relativas al arte, a las industrias culturales, a las economías creativas, a las culturas populares y comunitarias, a las asignadas en esta ley y las demás tareas que el Ministro le encomiende.


El Subsecretario de las Culturas será el superior jerárquico de las Secretarías Regionales Ministeriales.

Artículo 9.-  La Subsecretaría de las Culturas deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales para el desarrollo artístico y cultural del país, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá diseñar y ejecutar planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en los numerales 1, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29 y 30 del artículo 3.


Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría del Patrimonio o con el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría de las Culturas deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.


Con todo, el ministro resolverá cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a las competencias de los referidos servicios, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5 de la presente ley.


Artículo 10.- Forman parte de la Subsecretaría de las Culturas, el Consejo Nacional del Libro y la Lectura, creado en la ley Nº 19.227, el Consejo de Fomento de la Música Nacional, creado en la ley Nº 19.928 y el Consejo del Arte y la Industria Audiovisual, creado en la ley Nº 19.981.


Los consejos celebrarán sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio consejo, teniendo en consideración lo establecido en cada una de sus respectivas leyes. Asimismo, remitirán al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, información sobre los procedimientos de asignación de recursos de los respectivos fondos.


Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las reglas contempladas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y en las demás normas generales y especiales que lo regulan.


Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:


a) Expiración del período para el que fue nombrado.


b) Renuncia voluntaria.


c) Condena a pena aflictiva.


d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.


e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.


Los reemplazantes de las vacantes que se puedan generar serán elegidos utilizando el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y ejercerán el cargo de consejero por el resto del período que a éste le correspondía cumplir.


Los miembros de los consejos antes señalados que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.


Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del consejo, tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.

Párrafo 2°

De la Subsecretaría del Patrimonio Cultural


Artículo 11.- La Subsecretaría del Patrimonio Cultural estará a cargo del Subsecretario del Patrimonio Cultural (en adelante “el Subsecretario del Patrimonio”) y tendrá como objeto proponer políticas al Ministro y diseñar y evaluar planes y programas en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial, infraestructura patrimonial y participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.


Artículo 12.- La Subsecretaría del Patrimonio deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá formular planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en el artículo 3, numerales 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 27, 28, 29 y 30, coordinando su ejecución por parte del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.

Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría de las Culturas y con el Servicio del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría del Patrimonio deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.


Con todo, el ministro resolverá cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a las competencias de los referidos servicios, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5 de la presente ley.

Título III

De las Secretarías Regionales Ministeriales


Artículo 13.- En cada región del país existirá una Secretaría Regional Ministerial de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, que será un colaborador directo del Intendente, que dependerá técnica y administrativamente del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, y en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Artículo 14.- Corresponderá a la Secretaría Regional Ministerial:


1. Prestar asesoría técnica al intendente.


2. Colaborar con las subsecretarías en la elaboración de la propuesta de políticas, planes y programas ministeriales regionales.


3. Ejecutar políticas y diseñar y ejecutar planes y programas ministeriales en la región en materias culturales, para lo cual podrá adoptar las medidas de coordinación necesarias para este propósito.


4. Proponer al Subsecretario del Patrimonio políticas, planes y programas patrimoniales regionales, manteniendo una coordinación y colaboración permanente con la Dirección Regional del Servicio Nacional de Patrimonio Cultural.


5. Colaborar con el gobierno regional en la implementación de planes, programas y acciones de competencia del Ministerio.


6. Colaborar con los municipios de la región, las corporaciones municipales y las organizaciones sociales cuyo objeto principal sea cultural, artístico o patrimonial, manteniendo con todas ellas vínculos permanentes de información y coordinación.


7. Otorgar reconocimientos públicos, de conformidad a la ley y al reglamento, a creadores y cultores destacados de la región, y a comunidades y organizaciones culturales y patrimoniales; para lo cual deberá previamente escuchar al Consejo Regional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


8. Impulsar la cooperación e intercambio cultural entre su región y las demás regiones del país, como también con regiones de otros países, todo de, conformidad al ordenamiento jurídico.


9. Colaborar, realizar y difundir estudios e investigaciones regionales y locales en materias de su competencia.


10. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Título IV

Párrafo 1°

Del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio


Artículo 15.- Para efectos de esta ley se entenderá por Estrategia Quinquenal Nacional para el Desarrollo Cultural, en adelante, la “Estrategia Quinquenal Nacional”, las definiciones de objetivos estratégicos para el desarrollo cultural del conjunto del país, a partir de estudios y diagnósticos de los diversos ámbitos de las culturas, las artes y el patrimonio cultural realizados por el Ministerio, considerando el aporte de las Estrategias Quinquenales Regionales para el Desarrollo Cultural.


La Estrategia Quinquenal Regional para el Desarrollo Cultural, en adelante, la “Estrategia Quinquenal Regional”, corresponderá a las definiciones de objetivos estratégicos para el desarrollo cultural regional, en todos sus ámbitos, formulados sobre la base de estudios y diagnósticos realizados por el Ministerio sobre la realidad del sector, y considerando las particularidades e identidades propias de la región. Las Estrategias Quinquenales Regionales deberán ser consideradas para efectos de la elaboración de la Estrategia Quinquenal Nacional.


Artículo 16.- Créase el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que será presidido por el Ministro, y estará además integrado por:


1. El Ministro de Relaciones Exteriores o su representante.


2. El Ministro de Educación o su representante.


3. El Ministro de Economía, Fomento y Turismo o su representante.


4. Tres personas representativas de las artes que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en actividades vinculadas al quehacer de la creación artística, industrias culturales, educación artística, artes visuales, artes escénicas, literatura, música, artes audiovisuales, diseño, arquitectura o gestión cultural, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones que agrupan a artistas, cultores o gestores, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 


5. Dos personas representativas de las culturas tradicionales y el patrimonio cultural que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones patrimoniales del país, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 


6. Dos personas representativas de las culturas populares, culturas comunitarias u organizaciones ciudadanas que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como creadores, cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones culturales del país que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 


7. Dos personas representativas de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o del patrimonio, designadas por las asociaciones, comunidades y organizaciones indígenas constituidas según la legislación vigente. 


8. Dos académicos vinculados a los ámbitos de las artes y el patrimonio, respectivamente, designados por las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y acreditadas por un período de a lo menos cuatro años. 


9. Una persona representativa de las comunidades de inmigrantes residentes en el país con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designada por las entidades que los agrupen, que posean personalidad jurídica vigente.


10. Un galardonado con el Premio Nacional, elegido por quienes hayan recibido esa distinción.


Los representantes de los Ministros, en cualquier caso, serán funcionarios públicos de dichos Ministerios.


Tratándose de las propuestas o designaciones de las personas de que tratan los numerales 4), 5), 6), 7) y 8) del inciso primero, éstas deberán realizarse asegurando, en cada caso, la representatividad de ambos sexos y que al menos una de ellas sea de una región distinta de la Metropolitana.


Un Reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento a través del cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros del Consejo señalados en el presente artículo, para lo cual deberá existir un Registro Nacional de organizaciones. 


Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un periodo sucesivo, por una sola vez.


Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:


a) Expiración del período para el que fue nombrado.


b) Renuncia voluntaria.


c) Condena a pena aflictiva. 


d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.


e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.


Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.


Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, quedarán sujetos a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y en el título II de la ley N° 20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. 


El Consejo celebrará sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio Consejo. El Subsecretario de las Culturas actuará como secretario y ministro de fe del Consejo, pudiendo adoptar todas las providencias o medidas que fuesen necesarias para su buen  cometido. En caso de ausencia o impedimento de éste, será subrogado en estas funciones por el Subsecretario del Patrimonio.


Las sesiones del Consejo serán de carácter público, pudiendo utilizarse diferentes medios y tecnologías disponibles para tal efecto.


Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero. 


Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del Consejo tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.


Para todos los efectos legales, con el consejo de que trata el presente título, se entenderá cumplida la obligación establecida en el artículo 74 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Artículo 17.- Corresponderá al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio:


1. Aprobar la Estrategia Quinquenal Nacional, a propuesta de su presidente, la que servirá de marco referencial de las políticas del sector. Dicha estrategia deberá considerar la Estrategia Quinquenal Regional.


2. Conocer la memoria, la ejecución presupuestaria y el balance del año anterior del Ministerio.


3. Proponer al Ministro las políticas, planes, programas, medidas y cambios normativos destinados a cumplir las funciones del Ministerio señaladas en el artículo 3, y las medidas que crea necesario para la debida aplicación de políticas culturales y para el desarrollo de la cultura, la creación y difusión artísticas y el patrimonio cultural.


4. Convocar anualmente a la realización de la Convención Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio con el fin de generar instancias de reflexión  crítica sobre las necesidades culturales y su correlato en las políticas públicas e institucionalidad cultural y demás materias que defina, siendo de responsabilidad del Ministerio su organización y realización. Al inicio de esta convención, el Ministro dará cuenta pública anual, entendiéndose cumplida para todos los efectos legales, la obligación establecida en el artículo 72 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El Consejo Nacional definirá las materias a tratar, los ponentes que sean requeridos para la exposición de determinados asuntos, las personas y organizaciones que participarán, de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria, así como el procedimiento para la discusión y aprobación de las conclusiones de la Convención.


5. Proponer al Subsecretario competente los componentes o líneas de acción anual del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes creado en la ley N° 19.891, y del Fondo del Patrimonio Cultural creado en esta ley.


6. Aprobar la propuesta que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural realice al Ministro para las declaratorias de reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país, y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos y las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la UNESCO, que trata el numeral 26 del artículo 3.


7. Proponer al Subsecretario las personas que deban intervenir en la selección y adjudicación de recursos a proyectos que concursen al Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, en los concursos de carácter nacional, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución a la cultura nacional.


8. Proponer al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, las personas que deban intervenir en la selección y adjudicación de recursos a proyectos que concursen al Fondo del Patrimonio Cultural de que trata la presente ley, en los concursos de carácter nacional, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución al patrimonio nacional.


9. Designar a los jurados que deberán intervenir en el otorgamiento de los Premios Nacionales de Artes Plásticas, de Literatura, de Artes Musicales, y de Artes de la Representación y Audiovisuales de conformidad a la ley N°19.169, sobre Premios Nacionales.


10. Proponer fundadamente al Ministro la adquisición para el Fisco de bienes de interés cultural y patrimonial, escuchando previamente al respectivo Consejo Regional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


11. Convocar a equipos de trabajo como apoyo en el ejercicio de sus funciones, pudiendo integrarlos por representantes de organismos públicos competentes y personas representativas de la sociedad civil.


12. Proponer al Ministro iniciativas que tengan por fin promover el vínculo permanente con el sistema educativo formal y la coordinación necesaria con el Ministerio de Educación, de acuerdo al número 24 del artículo 3.


13. Emitir opinión sobre cualquier otra materia en que sea consultado por el Ministro.


14. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Párrafo 2°

De los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio


Artículo 18.- El Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio se desconcentrará territorialmente a través de los Consejos Regionales, los que tendrán su domicilio en la respectiva capital regional o en alguna capital provincial.


Artículo 19.- Los Consejos Regionales estarán integrados por:


1. El Secretario Regional Ministerial de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, quien lo presidirá.


2. Los Secretarios Regionales Ministeriales de Educación y de Economía, Fomento y Turismo.

3. El Director Regional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.

4. Cuatro personas representativas de las artes, las culturas y el patrimonio cultural, que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en distintas actividades vinculadas al quehacer cultural regional, tales como creación artística, patrimonio, industria y economía creativa, artesanía, arquitectura, gestión cultural, y diversas manifestaciones de la cultura tradicional, culturas comunitarias y cultura popular de la región. Serán designadas por el Secretario Regional Ministerial a propuesta de las organizaciones culturales o patrimoniales de la región, que posean personalidad jurídica vigente de conformidad a la ley, debiendo asegurar la representatividad de ambos sexos.


5. Una persona representativa de las organizaciones ciudadanas cuyos objetos estén relacionados directamente con el ámbito de la cultura o el patrimonio cultural, que tengan personalidad jurídica vigente y domicilio principal en la respectiva región, elegido por dichas organizaciones.


6. Una persona representativa de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designada por las comunidades, asociaciones y organizaciones indígenas constituidas de conformidad a la legislación vigente.


7. Un representante de los municipios de la región, elegido por sus alcaldes.


8.- Un académico de las instituciones de educación superior de la región respectiva, elegido por las respectivas instituciones acreditadas.


9. Un representante del gobierno regional, designado por su respectivo Consejo Regional.


Las personas que sean designadas de conformidad a los numerales 4, 5, 6, 7 y 8 deberán ser representativas de los respectivos sectores o actividades y no tendrán el carácter de representantes de quienes los propusieron.


Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros establecidos en este artículo y las causales de cesación en el cargo.


Los miembros de los consejos regionales durarán cuatro años en sus funciones y podrán ser designados para un nuevo período consecutivo, por una sola vez. Las vacantes que se produzcan serán completadas y formalizadas con el mismo procedimiento establecido en los incisos anteriores, y se extenderán sólo por el tiempo que restare para terminar su período al consejero que provocó la vacancia, pudiendo reelegirse por un nuevo período, por una sola vez.


Los consejos celebrarán sus sesiones en las dependencias de las secretarias regionales ministeriales, las que proporcionarán los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias de los consejos, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo de los propios consejos. Las sesiones del consejo serán de carácter público, y se podrán utilizar diferentes medios y tecnologías disponibles para tal efecto.


Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las reglas contempladas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y en las demás normas generales y especiales que lo regulan. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.


Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del consejo tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.


Artículo 20.- Corresponderá a los Consejos Regionales:


1. Asesorar al secretario regional ministerial de la región en las materias de su competencia.


2. Aprobar la Estrategia Quinquenal Regional, a propuesta de la secretaría regional ministerial, la que servirá de marco referencial de las políticas del sector y que aportará a la definición de la Estrategia Quinquenal Nacional por parte del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


3. Dar su opinión al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio para que formule propuestas a los subsecretarios sobre los componentes o líneas de acción anual del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes creado en la ley N° 19.891, y del Fondo del Patrimonio Cultural creado en esta ley.


4. Proponer al Subsecretario de las Culturas y al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural a las personas que cumplirán la labor de evaluación y selección en los concursos públicos de carácter regional para la asignación de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes y del Fondo del Patrimonio Cultural, respectivamente, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución a la cultura y patrimonio regional, respectivamente.


5. Proponer al secretario regional ministerial las políticas, planes y programas destinados a cumplir las funciones del Ministerio señaladas en el artículo 3 de esta ley.


6. Proponer al Secretario Regional Ministerial iniciativas que tengan por fin promover el vínculo permanente con el sistema educativo formal y la coordinación necesaria con el Ministerio de Educación, de acuerdo al número 24 del artículo 3 de la presente ley.


7. Emitir opinión sobre cualquier otra materia en que sea consultado por el Secretario Regional Ministerial.


8. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que les encomiende la ley.

Título V

Del Personal


Artículo 21.- El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija escala única de sueldos para el personal que señala, y su legislación complementaria.

Capítulo II

Título I

Del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural

Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones


Artículo 22.- Créase el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural (en adelante “el Servicio”), como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que estará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y tendrá su domicilio y sede en la ciudad de Santiago.


El Servicio estará afecto a las normas del Título VI de la ley N° 19.882.


Artículo 23.- El Servicio tiene por objeto implementar políticas y planes, y diseñar y ejecutar programas destinados a dar cumplimiento a las funciones del Ministerio, en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial; e infraestructura patrimonial, como asimismo, a la participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.


Para estos efectos, y circunscrito a su competencia, el Servicio tendrá las atribuciones señaladas para el Ministerio en los numerales 20, 24, 27 y 30 del artículo 3 de esta ley.


Asimismo, podrá realizar estudios, investigaciones o prestar asistencia técnica a organismos en materias de su competencia, encontrándose habilitado para cobrar por el desempeño de estas labores.


Para el cumplimiento de las funciones que correspondan al servicio y a alguna de las subsecretarías, este deberá coordinarse con la Subsecretaría respectiva.


Artículo 24.- La administración y dirección superior del Servicio estará a cargo de un Director Nacional, quien será el jefe superior del Servicio.


El Director Nacional tendrá las siguientes atribuciones:


1. Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio, así como ejercer su representación ante organismos internacionales, previa autorización del Ministro.


2. Delegar en funcionarios de la institución, las funciones y atribuciones que estime conveniente, y conferir mandatos para asuntos determinados.


3. Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses del Servicio, pudiendo al efecto ejecutar y celebrar los actos y contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos del Servicio, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.


4. Requerir de los organismos del Estado la información y antecedentes que estime necesarios que guarden relación con sus respectivas esferas de competencia.


5. Determinar el valor de los derechos que se cobran por servicios que preste conforme a la ley o al reglamento.


6. Dirigir y planificar las acciones, planes y programas que se llevarán a efecto para cumplir los objetivos y funciones del Servicio.


7. Desempeñar las demás atribuciones que le encomiende la ley.


Artículo 25.- El Servicio se desconcentrará territorialmente a través de las direcciones regionales.


En cada región del país habrá un Director Regional.


La organización interna de la dirección regional deberá contar con la estructura necesaria para el cumplimiento de sus funciones, entre otras, en materias de bibliotecas públicas, museos, archivos, monumentos nacionales y patrimonio cultural inmaterial.

Párrafo 2°

Del Fondo del Patrimonio Cultural


Artículo 26. Créase el Fondo del Patrimonio Cultural (en adelante también “el Fondo”), que será administrado por el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y que tendrá por objeto financiar, en general, la ejecución total o parcial de proyectos, programas, actividades y medidas de identificación, registro, investigación, difusión, valoración, protección, rescate, preservación, conservación, adquisición y salvaguardia del patrimonio, en sus diversas modalidades y manifestaciones, y de educación en todos los ámbitos del patrimonio cultural, material e inmaterial, incluidas las manifestaciones de las culturas y patrimonio de los pueblos indígenas.


Los recursos del Fondo serán asignados por concurso público, de conformidad a lo establecido en el artículo 28 de la presente ley, propiciando un desarrollo cultural armónico y equitativo entre las regiones. 


El Subsecretario del Patrimonio, por resolución exenta, aprobará los componentes o líneas de acción anual del fondo, a propuesta del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y la enviará al Director Nacional del Servicio del Patrimonio para su ejecución. Para  efectos de la propuesta, el Director del Servicio enviará a dicho Consejo, un estado de la ejecución de los recursos asignados durante la ejecución de ese año. 


La adjudicación de los recursos del Fondo se efectuará por resolución del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la que además deberá ser visada por el Subsecretario del Patrimonio.


Artículo 27. El Fondo estará constituido por:


1. Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos.


2. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.


3. Los aportes que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural reciba de la cooperación internacional para el cumplimiento de sus objetivos, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo.


4. Los recursos que reciba el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo por cualquier otro concepto, de conformidad al decreto ley N° 1263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, Decreto Ley Orgánico de Administración Financiera del Estado.


Artículo 28. Los recursos del Fondo del Patrimonio Cultural serán asignados por concurso público, conforme a las políticas del Ministerio.


Un reglamento del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará el Fondo del Patrimonio Cultural, el que deberá incluir, entre otras normas, lo relativo a la asignación de recursos, resguardando la equidad territorial; las normas de evaluación, elegibilidad, selección, y rangos de financiamiento; la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección; y los compromisos y garantías de resguardo para el Fisco.

Párrafo 2°

De las instituciones patrimoniales nacionales


Artículo 29.- Las siguientes instituciones patrimoniales nacionales serán parte integrante del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural y se relacionarán directamente con el Director Nacional:


1. La Biblioteca Nacional, que tendrá como misión reunir, preservar, investigar y difundir los diversos materiales bibliográficos, impresos y en otros soportes, que forman parte de la memoria colectiva nacional, a fin de posibilitar el acceso a la información y al conocimiento contenidos en sus colecciones a todos los usuarios presenciales y remotos de la comunidad nacional e internacional que lo requieran, fomentando la lectura.


2. El Archivo Nacional, que tendrá como misión reunir, organizar, preservar, investigar y difundir el conjunto de documentos, independientemente de su edad, forma o soporte, producidos orgánicamente y/o acumulados y utilizados por una persona, familia o institución en el curso de sus actividades y funciones, así como todos aquellos documentos relevantes para la historia y desarrollo del país.


3. El Museo Nacional de Bellas Artes, que tendrá como misión contribuir al conocimiento y difusión de las prácticas artísticas contenidas en las artes visuales según los códigos, la época y los contextos en que se desarrollan. Le corresponde conservar, proteger, investigar, recuperar y difundir el patrimonio artístico nacional en el ámbito de las artes visuales, educar estéticamente al público a través de nuevas metodologías de acercamiento e interpretación del arte del pasado y del presente, organizar exposiciones del patrimonio artístico nacional e internacional en sus diversas manifestaciones y épocas, resguardando el patrimonio arquitectónico del museo.


4. El Museo Histórico Nacional, que tendrá como misión dar a conocer la historia de Chile mediante los objetos patrimoniales que custodia, buscando facilitar a la comunidad nacional e internacional el acceso al conocimiento de la historia del país, para que se reconozca en ella la identidad de Chile, a través de las funciones de acopio, recolección, conservación, investigación y difusión del patrimonio tangible e intangible que configuran la memoria histórica del país.


5. El Museo Nacional de Historia Natural, que tendrá como misión reunir, conservar, investigar y difundir el patrimonio natural y cultural del territorio nacional a través de las funciones de recolección, acopio, conservación, investigación y difusión de todos los materiales de botánica, zoología, entomología, geología, mineralogía, paleontología, antropología, etnografía, etnología y arqueología. Incluirá en sus colecciones antropológicas, etnológicas etnográficas y arqueológicas al ser humano de Chile en el contexto mundial.


6. La Cineteca Nacional, que tendrá como misión la restauración, conservación y difusión del patrimonio fílmico nacional y mundial. Será la encargada de recibir los depósitos que establece el artículo 14° de la ley N° 19.733, Sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, sin perjuicio de lo dispuesto en dicha ley respecto de la Biblioteca Nacional.


Los directores de estas instituciones quedarán afectos al artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que Fija Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Párrafo 3°

De la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales


Artículo 30.- La Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales será parte integrante del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y estará a cargo del Secretario del Consejo de Monumentos Nacionales.  Tendrá las siguientes funciones:


1. Promover y ejecutar planes y programas relativos a la recuperación, valoración y sustentabilidad del patrimonio protegido por la ley Nº 17.288, que Legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de octubre de 1925.


2. Asesorar al Consejo de Monumentos Nacionales en todo aquello que dicho organismo le requiera y ejecutar las decisiones que éste adopte.


3. Acordar la elaboración de planes de manejo para regular las intervenciones en los monumentos nacionales y determinar su pertinencia respecto de los bienes ya declarados o que por el sólo ministerio de la ley quedan bajo la tuición y protección del Estado, sin perjuicio de las facultades del Consejo de Monumentos Nacionales.


4. Llevar el Registro de Monumentos Nacionales.


5. Velar por el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 11, 12, 13, 18, 19, 22, 23, 24, 25 y 30 de la ley N° 17.288.

Párrafo 4°

De los Sistemas de Museos, Bibliotecas y Archivos


Artículo 31.- Créase el Sistema Nacional de Museos, administrado por el Servicio e integrado por los museos dependientes de éste, así como por aquellos administrados por instituciones públicas o privadas, que se integren voluntariamente.


El Sistema Nacional de Museos tendrá por objeto contribuir a una gestión eficaz y eficiente de los museos que lo integren, los asesorará técnicamente, aportará en el desarrollo de los museos del país y promoverá la coordinación y colaboración entre museos públicos y privados.


El Servicio estará a cargo del Registro Nacional de Museos, en el cual estarán inscritos los museos administrados por entidades públicas y por las entidades privadas que así lo requieran.


Artículo 32.- Existirá un consejo asesor integrado, al menos, por los directores del Museo Nacional de Bellas Artes, el Museo Nacional de Historia Natural y el Museo Histórico Nacional, y por las demás personas o entidades que señale el reglamento. Este consejo asesor podrá proponer al Subsecretario del Patrimonio todas las medidas que estime necesarias para el fomento y desarrollo de los museos del país.


El reglamento determinará el procedimiento de nombramiento de las personas que integrarán el consejo asesor establecido en el inciso precedente, y su funcionamiento. A lo menos cuatro de sus integrantes deberán provenir de regiones distintas a la Región Metropolitana.


Artículo 33.- Créase el Sistema Nacional de Archivos, administrado por el Servicio, que estará constituido por el Archivo Nacional de Chile y los archivos regionales, en su caso, y por todos aquellos archivos privados que se integren al sistema voluntariamente.


El Sistema Nacional de Archivos será dirigido por el Director del Archivo Nacional, y dependerá del Servicio. En ausencia del Director, subrogará un funcionario del Archivo Nacional que tenga mayor grado y antigüedad. Al Archivo Nacional le corresponderá supervisar la aplicación de las políticas y normas administrativas y técnicas para el funcionamiento de los archivos que integren este Sistema.


Artículo 34.- El Ministro, previa propuesta del Director del Servicio y según las disponibilidades presupuestarias, podrá disponer la creación de archivos regionales, los cuales estarán a cargo del Conservador Regional, el cual será nombrado por el Director del Archivo Nacional mediante concurso público y se relacionará de manera directa con dicha autoridad.


En el ámbito de su competencia territorial, a los archivos regionales les competen las funciones señaladas en el número 2 del artículo 29.


Artículo 35.- Créase el Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas, administrado por el Servicio, que estará constituido por las bibliotecas públicas dependientes de éste, como también por las bibliotecas públicas administradas por instituciones públicas o privadas, que voluntariamente se integren.


Este Sistema tendrá por objeto otorgar asesoría técnica y capacitación; y promover, difundir, desarrollar, fortalecer y coordinar al conjunto de bibliotecas públicas que lo integren, promoviendo la creación y el desarrollo de éstas.


Artículo 36.- Para los efectos de esta ley, se entiende por biblioteca pública aquella que está permanentemente abierta al público, independientemente de la propiedad o administración de la misma. 


Tendrá por objeto ser un lugar de encuentro y recreación de la comunidad y de acceso a las tecnologías de la información y centro para la promoción de la cultura y la lectura. Su función primordial será ofrecer a los lectores un acceso amplio y sin discriminación a las colecciones bibliográficas, audiovisuales y de multimedia, o en cualquier otro soporte, actualizadas en forma permanente. Estas bibliotecas públicas pueden ser estatales, privadas o comunitarias.

Párrafo 5°

Del Patrimonio del Servicio


Artículo 37.- El patrimonio del Servicio estará formado por:


1. Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto del Sector Público.


2. Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título, y los frutos de ellos.


3. Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título.


4. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.


5. Los ingresos que perciba por los servicios que preste.

Párrafo 6°

Del Personal


Artículo 38.- El personal del Servicio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija Escala Única de Sueldos para el Personal que Señala, y su legislación complementaria.


Artículo 39.- La Subsecretaría de las Culturas, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, será considerada, para todos los efectos, sucesora y continuadora legal del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones, con excepción de las materias de patrimonio, en que se entenderá sucesor del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la Subsecretaría del Patrimonio o el Servicio del Patrimonio Cultural, según corresponda. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al señalado consejo se entenderán efectuadas a los mencionados organismos, según corresponda.


Artículo 40.- El Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas a la señalada Dirección se entenderán efectuadas al mencionado Servicio, con excepción de aquellas funciones y atribuciones que correspondan a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, respecto de las cuales dicha subsecretaría será la sucesora y continuadora legal de la mencionada dirección.


Artículo 41.- Créase un Consejo Asesor de Pueblos Indígenas (en adelante “Consejo Asesor”), para asesorar al Ministerio especialmente en la formulación de políticas, planes y programas referidos a las culturas, las artes y el patrimonio indígena, que estará integrado por nueve personas pertenecientes a cada uno de los pueblos indígenas reconocidos por la legislación chilena, representativos de sus culturas, artes y patrimonio, designados por el Ministro a propuesta de las comunidades y asociaciones indígenas constituidas de conformidad a la ley.


Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las designaciones de los integrantes y el adecuado funcionamiento del Consejo. Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un período sucesivo, por una sola vez. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de cuatro sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.


Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:


a) Expiración del período para el que fue nombrado.


b) Renuncia voluntaria.


c) Condena a pena aflictiva. 


d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.


e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.


Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.

CAPÍTULO III

Modificaciones legales


Artículo 42.- Modifícase la ley N° 17.288, que Legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de octubre de 1925, en el siguiente sentido:


1. En el artículo 2°:


a) Sustitúyese en su encabezamiento la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”. 


b) Reemplázase su literal a) por el siguiente: 


“a) Del Subsecretario del Patrimonio Cultural, quien lo presidirá;”.


c) Sustitúyese su literal b) por el siguiente: 


“b) Del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, quien será su Vicepresidente Ejecutivo y subrogará al Subsecretario cuando éste se encuentre impedido de asistir por cualquier causa;”


d) Sustitúyese en su letra r) la expresión “, y” por un punto y coma.


e) Reemplázase en el párrafo segundo de la letra s) la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio” y el punto y final por un punto y coma.


f) Eliminase la letra t).


g) Agréganse los siguientes literales t) y u) a continuación del literal s), pasando el actual literal u) a ser v):


“t) De un representante de asociaciones de barrios y zonas patrimoniales, nombrado de conformidad al reglamento;


u) De un representante del Colegio de Arqueólogos de Chile, y”.


h) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta mensual equivalente a ocho unidades de fomento, siempre que asistan a lo menos a una sesión mensual, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.”.


2. Sustitúyese en el artículo 3 la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.”.

3. Elimínase el número 2 del artículo 6.


4. Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 11 la frase “de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos del Ministerio de Educación Pública” por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


5. Sustitúyense en el artículo 33 la expresión “de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”, y la expresión “del Director de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “del Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

6. Sustitúyese en el artículo 34 la expresión “Director de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


7. En el artículo 37:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “Consejo de Monumentos Nacionales” por “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

b) Agrégase en el inciso segundo, después de la palabra Consejo, la frase “de Monumentos Nacionales”.


Artículo 43.- Sustitúyese en el artículo 12, letra E, N° 1, letra a), del decreto ley N° 825, de 1974, del Ministerio de Hacienda, Ley sobre Impuestos a las Ventas y Servicios, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por lo siguiente: “otorgado por el Subsecretario de las Culturas, quien podrá delegar esta atribución en los secretarios regionales ministeriales del ramo. En el ejercicio de esta atribución, los secretarios regionales ministeriales deberán considerar los criterios que establezca el Subsecretario referido, mediante resolución dictada para estos efectos. Dicho Subsecretario emitirá un reporte anual sobre los auspicios otorgados, el que deberá remitir al Ministro del ramo, al Subsecretario de Hacienda y a las Comisiones de Hacienda y de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados.


Artículo 44.- Modifícase la ley N° 19.169, que Establece normas sobre otorgamiento de Premios Nacionales, en el siguiente sentido:


1. Incorpórase, a continuación del artículo 9°, el siguiente artículo 9° bis:


“Artículo 9° bis.- Los Premios referidos en los artículos 2° y 7° se otorgarán por jurados que, en todos los casos, estarán compuestos por el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, el Rector de la Universidad de Chile y el último galardonado con el respectivo Premio Nacional.


Integrarán además los jurados, según el Premio de que se trate, las siguientes personas:


a) Literatura: un representante de la Academia Chilena de la Lengua, un académico designado por el Consejo de Rectores y dos autores destacados de la literatura chilena, sean estos escritores, poetas o poetisas o ensayistas, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


b) Artes Plásticas: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, un académico designado por el Consejo de Rectores y dos creadores destacados en el ámbito de las artes visuales del país, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


c) Artes Musicales: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, un académico designado por el Consejo de Rectores y dos creadores destacados de la música chilena, sean compositores, autores o intérpretes, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


d) Artes de la Representación y Audiovisuales: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, un académico designado por el Consejo de Rectores y dos personas destacadas en la creación y producción en las artes de la representación y audiovisuales del país, designadas por el Consejo Nacional de las Culturas , las Artes y el Patrimonio.


El reglamento determinará el procedimiento de designación de los integrantes de los jurados establecidos en las letras a, b, c y d del inciso segundo.”.


2. Intercálase en el artículo 10, entre la expresiones “de Educación” y “y el Rector”, lo siguiente: “, el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


3. Intercálase en el artículo 14, entre la expresión “de Educación” y la coma que le sigue, la frase “o el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, según corresponda”.


4. Agrégase en el inciso tercero del artículo 16, a continuación de la expresión “de Educación”, la frase “o el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, según corresponda,”.


5. Agrégase en el artículo 24 el siguiente inciso:


“En los casos de los premios contemplados en el artículo 9° bis, los recursos necesarios para cubrir los gastos correspondientes serán consultados cada año en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.


Artículo 45.- Modifícase la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, en la siguiente forma:


1. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 76 las expresiones “de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” y “dicha Dirección”, por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural” y “dicho Servicio”, respectivamente.


2. Sustitúyese el artículo 90 por el siguiente:


“Artículo 90.- Créase el Departamento de Derechos Intelectuales, que tendrá a su cargo el Registro de Propiedad Intelectual y las demás funciones que le encomiende el reglamento. Este organismo dependerá del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.”.


3. Reemplázase en el artículo 94 la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


4. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 95 la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


5. Reemplázanse en el artículo 96, las dos veces que aparece, la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”; y la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


6. Sustitúyense en el inciso segundo del artículo 100 bis la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”; y la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


7.- Reemplazase, en el inciso noveno del artículo 100 ter, la expresión “Consejo de la Cultura y las Artes” por “Subsecretaría de las Culturas y de las Artes”.


8. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 102 la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


Artículo 46.- Modifícase el artículo 8° de la ley N° 18.985, que Establece Normas Sobre Reforma Tributaria, que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con Fines Culturales, de la forma que sigue:


1. En el artículo 1°:


a) Reemplázase en el párrafo segundo del numeral 1 la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


b) Sustitúyese en el numeral 3, las dos veces que aparece, la expresión “Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


c) Reemplázase en el numeral 5 la frase “Ministerio de Educación, a propuesta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por la expresión “Ministerio de las Culturas, la Artes y el Patrimonio”.


2. Reemplázase en el literal c) del inciso primero del artículo 10 la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


3. Sustitúyese en el artículo 12, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


4. Reemplázase en el inciso quinto del artículo 17 la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


5. Reemplázase en artículo 19 la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


Artículo 47.- Reemplázase en el inciso primero del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.675, que Modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”, por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


Artículo 48.- Modifícase la ley N° 19.227, que crea el Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura, y modifica cuerpos legales que señala, en el siguiente sentido:


1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


2. En el artículo 5°:


a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


b) Sustitúyese el literal a) del inciso segundo por el siguiente:


“a) El Subsecretario de las Culturas y las Artes,”; 


c) Reemplázase en el inciso segundo el literal d) por el siguiente: 


“d) El Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, o su representante;”.


d) Elimínase en el inciso quinto la referencia a la letra “d)” y la coma que le sigue.


3. Reemplázase en la letra c) del artículo 6° la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


Artículo 49.- Modifícase la ley N° 19.928, sobre Fomento de la Música Chilena, en el siguiente sentido:


1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


2. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Subsecretario de las Culturas y las Artes”.


Artículo 50.- Modifícase la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual, en el siguiente sentido:


1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


2. Sustitúyese, todas las veces que aparece, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Subsecretario de las Culturas y las Artes”.


3. Elimínase en el inciso final del artículo 5° la frase “y no percibirán remuneración por el ejercicio de sus funciones”.


4. Reemplázase en el artículo 10 la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


Artículo 51.- Modifícase la ley N° 19.891, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, en el siguiente sentido:


1. Elimínase en el título de la ley la expresión “el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y”.


2. Derógase el Título I, y los artículos 1° al 27 que lo integran.


3. Elimínanse, a continuación del artículo 27, los siguientes epígrafes: 


- “Título II Del Fomento de la Cultura, las Artes y el Patrimonio Cultural”.


- “Párrafo 1° Del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes”.


4. Reemplázase, todas las veces en que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


5. En el artículo 28:


a) Agrégase en el inciso primero, después de la palabra “Lectura”, la frase “, la ley N° 19.928, sobre Fomento de la Música Nacional y la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual”.


b) Intercálase, en su inciso segundo, entre la expresión “concurso público” y el punto y final, la siguiente frase: “, lo que se formalizará a través de resolución del Subsecretario de las Culturas y las Artes”.


6. Sustitúyense en el numeral 2 del artículo 29 los vocablos “al Consejo” por la expresión “a la Subsecretaría de las Culturas y las Artes”.


7. En el inciso primero del artículo 30:


a) Elimínanse en el número 1 el vocablo “música” y la coma que le sucede, las palabras “y audiovisuales”, la frase “y los proyectos serán evaluados por Comités de Especialistas.”, y la oración “A partir de los resultados de esta evaluación, los proyectos serán seleccionados por jurados.”.


b) Suprímense en el numeral 2) las siguientes oraciones: “Los proyectos serán evaluados por un Comité de Especialistas. A partir de los resultados de tal evaluación, los proyectos serán seleccionados por un jurado.”.


c) Deróganse los numerales 3 y 4, pasando los numerales 5 y 6 a ser 3 y 4, respectivamente.


d) Elimínanse en el numeral 5, que pasa a ser 3, las siguientes oraciones: “Los proyectos serán evaluados por Comités de Especialistas. A partir de los resultados de esta evaluación, los proyectos serán seleccionados por jurados.”.


8) Elimínase en el numeral 6, que pasó a ser 4, la expresión “el patrimonio cultural”:


9. En el inciso primero del artículo 31:


a) Reemplázase la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


b) Elimínase el guarismo “6”.


c) Sustitúyese la frase “la forma de selección y designación de los Comités de Especialistas para la evaluación de los proyectos presentados al Fondo,” por “la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección,”.


10. Sustitúyese en el artículo 32 la expresión “El Consejo” por “El Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


11. Reemplázase en el inciso primero del artículo 34 la frase “generales establecidas en las disposiciones precedentes y en el” por la frase “definidas por el Subsecretario de las Culturas y las Artes y al”.


12. Derógase el Título III, y los artículos 36 al 40 que lo componen.


Artículo 52.- Reemplázanse en el literal i) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las expresiones “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”, “el Consejo” y “su Presidente” por las expresiones “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”, “el Ministerio” y “el Ministro”, respectivamente.


Artículo 53.- Reemplázase en el literal h) del artículo 4° de la ley N° 19.846, sobre Calificación de la Producción Cinematográfica, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


Artículo 54.- Modifícase el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 7.912, del Ministerio del Interior, que organiza las Secretarías de Estado, en el siguiente sentido:


1. En el numeral 19°, reemplázase la conjunción “y” y la coma que le precede por un punto y coma.


2. En el numeral 20°, sustitúyese el punto y aparte por la conjunción “y”, precedida de un punto y coma.


3. Agrégase el siguiente numeral 21°:


“21° Las Culturas, las Artes y el Patrimonio.”.


Artículo 55.- Modifícase la ley N° 17.236, que Aprueba Normas que Favorecen el Ejercicio y Difusión de las Artes, en la siguiente forma:


1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por la expresión “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


2. En el inciso segundo del artículo 2°, sustitúyese la expresión “dicha Dirección” por “dicho Servicio”.


3. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 6° la frase “Ministerio de Educación Pública” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


4. Sustitúyese en el artículo 7° las expresiones “Director de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”, y “el Secretario-Abogado de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Subsecretario del Patrimonio”.


5. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 9° la expresión “dicha Dirección” por “dicho Servicio”.


Artículo 56.- Reemplázase en los literales b) y j) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


Artículo 57.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 5.200, de 1929, del Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:


1. Otórgasele el siguiente título: “Sobre instituciones nacionales patrimoniales dependientes del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


2. Reemplázase en el artículo 2° la expresión “el Director General de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


3. Elimínanse los artículos 1°, 4°, 5°, 6°, 7°, 9°, 10, 11,12, 13, 19, 20, 21, 22, 24,26 y 28.


4. En el inciso segundo del artículo 8°:


a) Sustitúyese la expresión “a la Dirección General” por “al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


b) Reemplázase la expresión “la Dirección General”, la segunda vez que aparece, por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


5. Sustitúyese en el artículo 15 la expresión “La Dirección General” por “El Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


6. Elimínase en el artículo 16 la frase “ni objeto alguno de las colecciones de los museos”.


7. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 17 la expresión “el Director General” por “el funcionario que lo subrogue”. 


8. Reemplázanse en el artículo 23 las expresiones “museos de provincia” por “museos regionales”, “Dirección General” por “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural” y “decreto supremo” por “resolución del Director Nacional”.


Artículo 58.- Modifícase la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, en el siguiente sentido:


1. Reemplázase en los incisos primero y segundo del artículo 30 la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


2. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 8° transitorio la expresión “de la Dirección General de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


Artículo 59.- Sustitúyese en el artículo 35 de la ley N° 20.079, que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por la frase “Subsecretario de las Culturas y las Artes”.

Artículo 60.- Reemplázase, el artículo 4° de la ley N° 19.166, que modifica ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, por el siguiente:


“Artículo 4°.- Los fondos recaudados por las entidades de gestión colectiva de derechos intelectuales, que no sean distribuidos o no sean cobrados por sus titulares, dentro del plazo de tres años contado desde su percepción, incrementarán los recursos que anualmente destine el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, para financiar los Fondos Culturales y Artísticos.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de las Culturas, las Artes, y el Patrimonio, sus subsecretarías y el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. Además, determinará la fecha de supresión del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.


2. Fijar las plantas de personal de las subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de éstas. En especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas y podrá establecer la gradualidad en que los cargos serán creados; el número de cargos para cada grado y planta respectiva; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8º de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de hacienda. Asimismo, podrá determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, en relación con el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. El número de cargos a que se refiere el artículo 8 de la ley N°18.834, será determinado considerando la importancia relativa y el volumen de trabajo que signifiquen las respectivas funciones.


3. Determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley Nº 19.553, en su aplicación transitoria. Además, establecerá las normas para el encasillamiento en las plantas. La selección de personal, ya sea en calidad de planta o contrata, se efectuará mediante procedimientos técnicos, imparciales, transparentes e idóneos que aseguren una apreciación objetiva de sus aptitudes y méritos, de conformidad a lo establecido en la ley. Lo anterior, es sin perjuicio de los cargos de exclusiva confianza que señale la ley.


En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. Además, establecerá el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento que se fijen para las Subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. También podrá señalar los cargos que se proveerán de acuerdo a los artículos séptimo y octavo transitorios, estableciendo la gradualidad en la cual podrán comenzar a proveerse.


Además, las normas de encasillamiento de las plantas de la Subsecretaría del Patrimonio Nacional podrán incluir a los funcionarios que se traspasen a ella. 


También, podrá establecer una gradualidad para la fijación de los grados iniciales de la planta de profesionales del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, como asimismo, las normas para el encasillamiento de los cargos de esos grados.


Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.


4. Determinar la dotación máxima del personal de las Subsecretarías y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de todos los funcionarios y funcionarias titulares de planta y a contrata, desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, incluidos los funcionarios y funcionarias que desempeñen labores permanentes en la Secretaría del Consejo de Monumentos Nacionales, a las subsecretarías del Ministerio o al Servicio, según corresponda, quienes mantendrán, al menos, el mismo grado que tenían a la fecha de traspaso. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados a cada una de las entidades antes señaladas, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente la República”, por intermedio del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


6. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


7. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.


b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. No podrá significar la pérdida del beneficio de desahucio. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo su consentimiento. En caso que la funcionaria o funcionario manifieste su voluntad de mantenerse en la misma región de su desempeño habitual, mantendrá la misma función u otra similar o pertinente a su profesión o experticia administrativa.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


8. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural o a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, y desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para que sean destinados al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


9. Para la dictación del o los decretos con fuerza de ley de conformidad al presente artículo, la autoridad tomará conocimiento de la opinión de la o las entidades nacionales que agrupen a las asociaciones de funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.


Artículo segundo.- En tanto no se constituyan el o los Servicios de Bienestar del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, todos sus funcionarios y funcionarias podrán afiliarse o continuar afiliados a sus actuales servicios de bienestar.


Los funcionarios y funcionarias del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos que sean traspasados al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, o al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, conservarán su afiliación a las asociaciones de funcionarios de los señalados servicios. Dicha afiliación se mantendrá hasta que las subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, o el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural hayan constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años de la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, cesará por el solo ministerio de la ley su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.


Artículo tercero.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y podrá al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo cuarto.- Las personas contratadas conforme a las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias, que a la fecha de entrada en funcionamiento de las instituciones señaladas en el numeral 1 del artículo primero transitorio se desempeñen en la Orquesta de Cámara de Chile, el Ballet Folclórico Nacional, y los vigilantes de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, serán traspasados a la institución que en cada caso corresponda, sin alterar los derechos y obligaciones emanados de sus contratos, los que mantendrán su vigencia y continuidad en la institución a la cual se traspasen.


Artículo quinto.- Las personas que, a la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural según lo dispuesto en el numeral 1 del artículo primero transitorio, estén cumpliendo la función de directores de las instituciones patrimoniales nacionales de que trata esta ley, continuarán cumpliendo dicha función y cargo hasta el término del período de su nombramiento, salvo renuncia voluntaria del interesado.


Artículo sexto.- El encasillamiento de las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares de la Subsecretaría de las Culturas y las Artes y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley que fijen sus plantas, pudiéndose considerar concursos internos de antecedentes, en cargos vacantes, en el cual podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad por el número mínimo de años que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio.


Los funcionarios señalados en el inciso anterior se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, estos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta. 


El o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio definirá los factores que, a lo menos, considerará el concurso, la integración del comité de selección y también podrá establecer las demás normas para la realización de los mismos. Además, el o los referidos decretos con fuerza de ley fijarán el grado en que podrán ser encasillados aquellos funcionarios a contrata que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en la época que determine dicho decreto o decretos con fuerza de ley.


La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.


Artículo séptimo.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares a que se refieren los artículos primero y sexto transitorios en el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la provisión de los cargos en las plantas antes señaladas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos en los que podrán participar los funcionarios de la respectiva planta que cumplan con los requisitos exigidos para el desempeño del cargo y que se encuentren nombrados en los grados inferiores al de la vacante convocada que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. 


Las bases de los concursos internos a que se refiere este artículo deberán considerar los factores que, a lo menos, establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados. 


La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.


En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida. En caso de persistir la igualdad, se considerará la antigüedad en el Servicio y, en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. 


Las vacantes que se generen producto de la provisión de los cargos señalados en el inciso primero, se proveerán, de ser posible, en acto seguido, como parte del mismo concurso y siguiendo iguales reglas.


Los concursos internos a que se refiere este artículo se regirán por las normas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y en lo que sea pertinente por las contenidas en los artículos 53 y 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo octavo.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares a que se refieren los artículos primero y sexto transitorios en la Subsecretaría de las Culturas y las Artes, la provisión de los cargos en las plantas antes señaladas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos en el que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad sin solución de continuidad por el número mínimo de años que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y que cumplan con los requisitos exigidos para el desempeño del respectivo cargo. 


Las bases de los concursos internos a que se refiere este artículo deberán considerar los factores que, a lo menos, establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados. 


La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.


En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida. En caso de persistir la igualdad, se considerará la antigüedad en el Servicio y, en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Subsecretario de las Culturas. 


Los concursos internos a que se refiere este artículo se regirán por las normas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y en lo que sea pertinente por las contenidas en el párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo noveno.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo tercero transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con tales recursos.”.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea un seguro para el acompañamiento de niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica, y modifica el Código del Trabajo para estos efectos.

(Boletín N° 11.281-13)

El Presidente, previo acuerdo unánime de la Sala para modificar la Tabla, pone en discusión en general el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que la iniciativa se encuentra con urgencia calificada de “suma”.

Agrega que sus principales objetivos son los siguientes:

-Posibilitar al padre y a la madre trabajadores, del sector público y privado y trabajadores independientes, prestar atención, acompañamiento o cuidado personal a sus hijos o hijas menores de edad que estén afectados por una condición grave o irrecuperable de salud (cáncer, trasplante de órgano sólido, estado terminal y accidente grave con riesgo de muerte o de secuelas).

-Crear un seguro obligatorio que entregará un subsidio que remplazará la remuneración mensual del trabajador o trabajadora que deban ausentarse –transitoriamente y sujeto a una licencia médica- para acompañar y cuidar a sus hijos o hijas.


Añade que la Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Larraín y Letelier.

Hace presente que los artículos 1 a 30 y el artículo 40 contenidos en el artículo primero permanente, y los artículos segundo, tercero, sexto, séptimo, octavo y décimo transitorios son normas de quórum calificado.


Enseguida el Presidente pone en votación la iniciativa y, con la anuencia de la Sala, ofrece la palabra a la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Krauss, quien hace uso de ella.


El resultado de la votación es de 28 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Zaldívar.

Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señora Goic, señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Girardi, Chahuán, Guillier, Larraín, Navarro, Harboe, Letelier y Coloma.

- - -


El Presidente declara aprobada en general la iniciativa.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto, en su primer trámite reglamentario.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de quórum calificado, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.
- - -


La Sala acuerda fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto de ley hasta el día lunes 21 de agosto a las 12:00 horas.

- - -


El Presidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -
Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Bianchi, García y Horvath, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.
- - -

Incidentes


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Quinteros, en el tiempo  del Comité Partido Socialista e Independiente; Bianchi, en el tiempo del Comité Independientes y Partido Amplitud; y Navarro, en el tiempo del Comité Partido por la Democracia; quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los restantes Comités parlamentarios.

- - -

Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS

1
PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE DECLARA FERIADO EL 20 DE SEPTIEMBRE DE CADA AÑO PARA LA REGIÓN DE COQUIMBO CON OCASIÓN DE LA CELEBRACIÓN DE LA FIESTA DE LA PAMPILLA

(10.888-06)
Oficio Nº 13.453

Valparaíso, 17 de agosto de 2017

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 10.888-06, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY
“Artículo único.- Declárase feriado el 20 de septiembre de cada año para la región de Coquimbo con motivo de la celebración de la fiesta de La Pampilla.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Enrique Jaramillo Becker, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
2

INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO PARA PROHIBIR EL USO DE LEÑA Y OTROS DERIVADOS DE LA MADERA O DE LA BIOMASA EN LA REGIÓN METROPOLITANA

(10.180-12)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en moción del Honorable Senador señor Girardi.

 
En virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único, y propone al Senado tratarlo del mismo modo.

El proyecto no contiene normas que requieran un quórum especial de aprobación ni afecta a la organización ni a las atribuciones de los tribunales de justicia.

- - - - - -

A las sesiones en que la Comisión analizó este asunto asistieron, además de sus integrantes y de la Honorable Diputada señora Cristina Girardi, las siguientes personas:

Del Ministerio de Salud: el Subsecretario de Salud Pública, doctor Jaime Burrows; el Subsecretario de Salud Pública (S), doctor Pedro Crocco Abalos;  el Subsecretario de Salud Pública (S), doctor Tito Pizarro; el coordinador legislativo, doctor Enrique Accorsi; la asesora Jurídica de la Subsecretaría de Salud Pública, señora Andrea Martones; las asesoras de la Subsecretaría de Redes Asistenciales, señoras María Carolina Mora, Paulina Palazzo y Leslie Urrutia; el asesor del Departamento del Medio Ambiente, señor Walter Folch; los asesores, señora Yasmina Viera y señores Héctor Reyes, Rafael Méndez y el abogado señor Pablo Ríos. 

Del Ministerio del Medio Ambiente: el Ministro, señor Marcelo Mena Carrasco; la abogada, señora Lorna Püschel; el Jefe del Departamento de Planes de Descontaminación, señor Andrés Pica. 

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los coordinadores, señoras Catherine Peirano, Vanessa Astete y Valeria Ortega  y señores Giovanni Semería y Felipe Ponce. 

De la Asociación Chilena de Facultades de Medicina (ASOFAMECH): el Presidente, doctor Antonio Orellana Tobar.

De la Corporación Nacional Forestal (CONAF): el asesor del Directorio, señor Rodrigo Herrera. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el analista, señor Eduardo Goldstein Braunfeld. 

Del Centro de Estudios Legislativos Administrativos, Políticos y Económicos, (CELAP): la señora Camila Cancino. 

Del Instituto Libertad y Desarrollo: la abogada señora Cristina Torres.

De la Fundación Jaime Guzmán: el señor Benjamín Rug. 

Del Instituto Igualdad: la señora Evelyn Pino.

Los asesores de la H. Senadora señora Goic: señora Natalia Celedón y señor Gerardo Bascuñán. 

Los asesores de la H. Senadora señora Van Rysselberghe: señores Juan Paulo Morales y Felipe Caro. 

El asesor del H. Senador señor Chahuán: señor Marcelo Sanhueza. 

El Jefe de Gabinete del H.Senador señor Girardi, señor Nicolás Fernández, y los asesores señora Josefina Correa y señor Pablo Vega.
- - - - -

OBJETIVOS Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


De acuerdo a la moción, este proyecto de ley propone establecer la proscripción de la calefacción mediante leña o biomasa en la Región Metropolitana.


El proyecto se estructura en un artículo permanente único.
- - - - -

ANTECEDENTES JURÍDICOS

El proyecto de ley en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

- De la Constitución Política de la República, el artículo 19 N° 8, que garantiza el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación.

- Código Sanitario.

 - Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

- Decreto N° 39, del Ministerio del Medio Ambiente, de 2012, que aprueba el reglamento para la dictación de planes de prevención y descontaminación.

-  Decreto N° 66, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010, que revisa, reformula y actualiza el Plan de Prevención y Descontaminación Atmosférica para la Región Metropolitana (PPDA).

- - - - - 

ANTECEDENTES DE HECHO

La moción consigna que el aire, en tanto componente del medio ambiente humano y en su carácter de bien común, ha gozado históricamente de protección en nuestro ordenamiento jurídico. En efecto, el Código Civil de 1855 estableció entre sus normas una acción contra aquellas obras que corrompan el aire o lo hagan conocidamente dañoso. No obstante ello, la magnitud del daño que se produce a la salud humana y ambiental, como efecto del cambio de la composición del aire, es una cuestión que sólo en tiempos relativamente recientes ha comenzado a ser medida en sus diferentes escalas, esto es, desde niveles intra domiciliarios hasta los de impacto global.

La Organización Mundial de la Salud sostiene, en cuanto a la carga mundial de morbilidad, que la contaminación del aire exterior e interior provoca alrededor de siete millones de defunciones prematuras. Este organismo internacional señala que, según estimaciones del año 2012, la contaminación atmosférica en las ciudades y zonas rurales de todo el mundo provoca cada año 3.7 millones de defunciones prematuras; dicha mortalidad se explica por la exposición a pequeñas partículas de 10 micrones de diámetro (MP10) o menos, que pueden ocasionar cardiopatías, neumopatías y cáncer. Ello representa uno de los mayores riesgos sanitarios mundiales, sólo comparable con los daños relacionados con el consumo de tabaco, y superado únicamente por los riesgos sanitarios derivados de la hipertensión y la nutrición. 

En Chile la contaminación atmosférica constituye uno de los principales desafíos ambientales, cuestión que se refleja en datos nacionales sumamente alarmantes. Ejemplo de ello es aquel que señala que en el país 10 millones de personas están expuestas a una concentración promedio anual de MP2.5, superior a la norma máxima aceptada. Es decir, más del 55% de la población se encuentra expuesta a niveles considerados por la autoridad como riesgo directo para la salud, situación de extrema gravedad, si se tiene en consideración que la norma nacional establece un valor promedio de concentración diaria dos veces más alto que el recomendado por la Organización Mundial de la Salud, y que la contaminación de partículas conlleva efectos sanitarios incluso en bajas concentraciones, sin que sea posible identificar ningún umbral debajo del cual no se hayan observado daños para la salud. Así, el nivel más bajo de la gama de concentraciones para las cuales se han demostrado efectos adversos no es muy superior a la concentración de fondo, que para partículas de menos de MP2.5 se ha estimado en 3-5 ug/m31, tanto en los Estados Unidos como en Europa occidental.

Entre los factores determinantes de los índices de contaminación atmosférica exterior registrada en Chile, hay que señalar que la totalidad de las ciudades chilenas se han expandido aceleradamente durante las últimas décadas, sustituyendo usos y coberturas de suelos naturales y agrícolas por superficies urbanas, lo que ha derivado en la conformación de islas de calor, humedad y ventilación, así como en elevadas concentraciones de contaminantes atmosféricos, cuya cantidad y especificidad depende de factores geográficos y climáticos y de la presencia de fuentes productoras de gases y sustancias químicas que alteran la composición del aire. 

Respecto de las condiciones geográficas que en Chile condicionan la capacidad de sumidero del medioambiente para restablecer los impactos de las actividades humanas, se observa que la población se emplaza predominantemente al interior de las cuencas hidrográficas, que constituyen sistemas orográficos semicerrados que dificultan la circulación y ventilación del aire. Además, climatológicamente el territorio chileno se encuentra mayoritariamente bajo la influencia semipermanente de un centro de altas presiones que hace descender el aire desde las capas altas de la atmósfera, generando inversiones térmicas de subsidencia2, por las cuales las temperaturas aumentan con la altura, debido a la compresión del aire. Las capas de inversión térmica impiden así la elevación de las masas de aire contaminadas, que quedan atrapadas entre la superficie y los primeros niveles de altura. 

Las principales fuentes antrópicas3 responsables de la contaminación atmosférica de las ciudades chilenas son el transporte, las industrias y el consumo de leña, por lo que su control requiere avanzar en el diseño e implementación de instrumentos para provocar la disminución de estos factores en los territorios que presenten condiciones atmosféricas nocivas para la salud y la calidad del medio ambiente. Esta cuestión debe ser asumida por la sociedad de manera transversal, dado que enfrentar la contaminación atmosférica trae consigo beneficios en salud valorizados en US$ 8.000 millones al año, en el caso de Chile. 

Se torna por tanto necesario redefinir los instrumentos y acciones mediante los cuales se está llevando a cabo la política pública en materia de protección frente a la contaminación atmosférica, dado que los planes de descontaminación -si bien han logrado avances- hasta la fecha no han mostrado ser eficientes en obtener los objetivos propuestos, pues no se ha logrado alcanzar los rangos bajo los cuales las normas de calidad primaria muestran que no vivimos en un medio ambiente contaminado. Evitar esta situación de riesgo para la salud y el medio ambiente es una cuestión que debe ser garantizada por toda la organización estatal, en cumplimiento de obligaciones impuestas por la Constitución Política. 

Ahora se debe reforzar legislativamente el marco normativo dentro del cual se dictan dichos planes. En esta perspectiva, el presente proyecto pretende avanzar en el establecimiento de instrumentos jurídicos supra reglamentarios para la Región Metropolitana, por ser la cuenca más poblada de nuestro país. Desde la década de los años sesenta del siglo pasado se han venido instalando en ella las primeras estaciones medidoras, donadas por la Oficina Sanitaria Panamericana, hasta culminar con la actualización del primer Plan de Descontaminación, aprobado por el decreto N° 66, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2010. En la actualidad los instrumentos de este nivel normativo no han permitido retraer los niveles de contaminación a niveles aceptables, de resultas de lo cual el 40,1% de la población de Chile queda diariamente expuesto a una situación que vulnera sus derechos.

Es necesario que la protección ambiental no quede entregada solamente a regulaciones administrativas, puesto que ellas han de respetar el principio de jerarquía normativa que inspira al derecho público. En efecto, de conformidad con lo establecido en el párrafo segundo del ordinal 8° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, para garantizar un medio ambiente adecuado la restricción del ejercicio de derechos o libertades debe realizarse de manera específica y mediante un cuerpo de rango legal.

El aporte de la actividad humana a la contaminación en la Región Metropolitana se genera fundamentalmente en fuentes de emisión residencial, básicamente por los sistemas de calefacción. Información del Ministerio del Medio Ambiente revela que la combustión de leña y otros dendroenergéticos4 es la mayor fuente de emisiones directas de MP2.5. La contribución de la combustión residencial de leña llega al 32% del total de emisiones directas de todas las fuentes de la Región. 

- - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley propuesto en la moción es el que sigue: 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único: Refórmese el Código Sanitario en la siguiente forma: 

1- Incorpórese el siguiente tercer párrafo del letrado a) del artículo 89: En la Región Metropolitana de Santiago, prohíbase la utilización de leña para efectos de calefacción de viviendas, por consiguiente queda impedido el funcionamiento de  todo tipo de calefactores que utilicen leña, pellets, broquetas u otros derivados de la madera o biomasa, estén o no provistas de sistemas de doble cámara de combustión.”.

- - - - -


Al dar inicio al debate, el Honorable Senador señor Girardi expresó que tanto la autoridad científica como la académica han manifestado que uno de los problemas más importantes que aquejan a la ciudad de Santiago es la contaminación por MP2.5, producido por el uso de leña para calefacción, fuente que constituye al menos el 35% del total registrado. 


Por tanto, para afrontar el grave problema de polución que afecta a la Región Metropolitana es preciso contar con instrumentos de gestión ambiental adecuados, muchos de los cuales se diseñaron para combatir el MP10 y no el MP2.5, que es el contaminante que provoca mayores estragos en la salud de la población, particularmente entre niños y adultos mayores.


Argumentó que la prohibición de la utilización de leña se fundamenta en la imposibilidad práctica de fiscalizar todas las fuentes fijas de emisión. Del mismo modo, indicó que es falso que ciertas estufas que usan los combustibles indicados en la moción no contaminen.


Por tal motivo, agregó, se somete a la consideración de la Comisión una regulación de carácter general, que probablemente deberá ir acompañada de subsidios para las personas de menores ingresos que deban reemplazar su fuente de calefacción.


El Subsecretario del Medio Ambiente, señor Marcelo Mena, señaló que las encuestas realizadas muestran que el principal problema de la ciudadanía en materia ambiental es la contaminación atmosférica. Informó que actualmente están en ejecución catorce planes de descontaminación, con lo que se aspira a reducir el 87% de las 4.000 muertes prematuras asociadas a la contaminación del aire. Agregó que el costo para la salud que representa este flagelo es de US$ 8.000.000.000, aproximadamente.


La percepción ciudadana frente a la exigencia de estándares más estrictos en la medición de la calidad del aire es positiva, al igual que respecto del establecimiento de medidas más duras al respecto. También hay un apoyo transversal a la restricción del uso de calefactores a leña.


El análisis de los episodios críticos provocados por material particulado fino permite constatar un repunte reciente, pese a que históricamente se evidenciaba una tendencia a la baja, lo que podría explicarse por la instalación de instrumentos de medición más fiables y precisos. Comentó que la mayoría de los episodios críticos de contaminación se verifican durante los meses más fríos del año, en relación directa con el aumento de emisiones derivadas de los sistemas de calefacción residencial a leña. Exhibió la siguiente imagen, que da cuenta de la contribución de dichas fuentes de emisión a la polución del aire en la Región Metropolitana:


[image: image2]

Atendiendo al tipo de material particulado que emite la leña, el señor Subsecretario precisó que, además del MP2.5, también es posible identificar la presencia de MP1.0, que constituye el elemento más dañino para la salud, pues tiene una composición ultra fina.


Seguidamente, se refirió a los niveles de polución que provocan los distintos tipos de calefactores residenciales. Explicó que una chimenea antigua abierta o salamandra no certificada puede contaminar entre quinientas y mil veces más que el calefactor más limpio disponible en el mercado, a gas natural o licuado. Mostró la siguiente gráfica:


[image: image3] 


Sobre la base de esos datos, sostuvo que el plan de descontaminación vigente muestra ser absolutamente costo-efectivo, en una relación de 80 a 1, entre el beneficio para la salud versus los costos de prohibir el uso de leña en calefactores antiguos, en los días de mala calidad del aire. Es decir, es una medida de alta rentabilidad social, al menos en la Región Metropolitana.


Agregó que recientemente se proscribió el uso en la Región Metropolitana de calefactores no certificados vendidos antes del año 2013. Sin embargo, ha sido una medida extremadamente difícil de fiscalizar, por cuanto desde el exterior de una residencia no es posible advertir qué tipo de calefactor se emplea.


Un estudio elaborado el año 2012, sobre el efecto de la calefacción residencial en la mortalidad prematura, comprobó que es posible atribuir a esa causa 687 casos al año, sólo en la Región Metropolitana. Asimismo, concluyó que cada calefactor a leña genera externalidades negativas evaluadas en torno a US$ 4.000.


Entonces, en la práctica, lo que la sociedad ahorra en el valor de los combustibles por la utilización  de leña, se paga con creces en el tratamiento de enfermedades respiratorias, muchas de las cuales culminan en episodios de muerte prematura.


Otra investigación, esta vez de académicos de la Universidad Católica, atribuye entre el 18% y el 36% de la totalidad de la emisión de MP2.5 a lo largo del año, a la quema de leña. En el mismo sentido, el profesor estadounidense Kirk Smith, en una visita al país, opinó que la peor acción que se puede realizar para la salud, después de fumar, es ocupar calefacción a leña, por el alto nivel de contaminación atmosférica que genera.


Luego, refiriéndose específicamente a la situación de la Región Metropolitana, dado que alrededor del 5% de la matriz energética para calefacción está conformado por la leña, no hay mucho espacio para hacer más eficiente su uso, toda vez que, por lo general, se utiliza leña seca y hay un mayor número de calefactores certificados. Sin embargo, en materia de costos de operación el valor de la leña no es significativamente distinto al de otras fuentes de energía, como los pellets5, el gas natural o la parafina.


A continuación, puso en conocimiento de la Comisión un cuadro sobre la distribución del uso de leña residencial en la Región Metropolitana, en que sobresalen las comunas de mayores ingresos y las de carácter rural:


[image: image4]

De conformidad con los antecedentes expuestos, y en razón del alto uso de leña en sectores rurales, sugirió que la propuesta contenida en el proyecto de ley debería llevarse a la práctica de forma gradual, sumada a la implementación de subsidios para sus habitantes. Hizo presente que la mayoría de los calefactores que se utilizan fuera del radio urbano, contrarían la normativa vigente porque no están certificados. Sin perjuicio de ello, planteó que el plan de descontaminación que se presentará en el mes de noviembre próximo6 contempla alrededor de 40.000 subsidios a viviendas rurales, para el reemplazo de su fuente de calefacción, y otros 40.000 de reacondicionamiento habitacional o aislación térmica, a efectos de reducir el consumo de combustible. Se espera que dichos planes, en el largo plazo, contribuyan a reducir en 1.226 casos la mortalidad prematura por efectos de la polución atmosférica. 


En otro orden de cosas, aclaró que, a pesar de que la eventual prohibición paulatina de la utilización de calefactores a leña cabe dentro de las prerrogativas de la potestad reglamentaria del Presidente de la República, desde una perspectiva de protección de las libertades individuales parece más pertinente que ella se eleve a rango legal.


A modo de resumen de su intervención, afirmó lo siguiente:

- Las estufas a leña contribuyen significativamente a la contaminación de Santiago.
- La mayoría de los calefactores en uso está prohibida, pero hay una importante dificultad para su fiscalización.

- En términos de costos, en la Región Metropolitana la leña no constituye el medio de calefacción más barato.

- Cada estufa genera al año US$ 4.000 de externalidades negativas.
- A diferencia de otras regiones, la Metropolitana tiene poco espacio para mejoras, dado que el uso de leña seca y de calefactores de doble cámara es extendido.
- La prohibición en áreas rurales podría acompañarse de recambio de calefactores y de subsidios.

El señor Subsecretario de Salud Pública, doctor Jaime Burrows, informó que el Ministerio de Salud ha trabajado de forma conjunta con el de Medio Ambiente, en todo lo relacionado con las alertas sanitarias decretadas en el sur del país, las cuales, en el primer año de implementación, se han traducido en una disminución de 25.000 consultas por afecciones respiratorias y en una reducción significativa de las hospitalizaciones por la misma causa en el período invernal.


Agregó que en la Región Metropolitana, si bien el uso de la leña en los episodios críticos de contaminación no es un factor tan relevante como en las ciudades sureñas, de todos modos contribuye significativamente a la polución. Por tal motivo, la prohibición de su uso está dentro de las medidas de emergencia posibles, si bien convino en que su fiscalización es sumamente compleja.


Declaró compartir también que la proscripción del uso de leña se establezca por vía legislativa, lo que dará estabilidad en el tiempo a las medidas que se adopten. 


Por último, adelantó que el Ejecutivo formularía indicaciones a la iniciativa, a objeto de diferenciar las regulaciones de acuerdo con la realidad de los sectores rurales y urbanos  y de incorporar la gradualidad en su implementación.


Al culminar las intervenciones de los personeros de Gobierno, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, junto con concordar en la pertinencia de subsidiar el reemplazo de las fuentes de calefacción a leña, y de hacerlo de forma paulatina, consultó si la prohibición propuesta también afectaría la calefacción con pellets o chips.


El señor Subsecretario del Medio Ambiente respondió que el proyecto en debate abarca a todos los derivados de la madera, entre los cuales están los elementos indicados. Anotó que si bien el plan de descontaminación de la Región Metropolitana no considera su proscripción, sí se puede limitar su uso en episodios de alta contaminación.


El Honorable Senador señor Girardi estimó que en la lucha contra la contaminación en Santiago resulta fundamental la prohibición del uso de leña para fines de calefacción, a pesar de que lo más probable es que no queden grandes calefactores que utilicen ese combustible, sino que el problema se ha focalizado en pequeñas fuentes residenciales de emisión. Sin perjuicio de ello, la discusión debe centrarse en la promoción del uso de nuevas tecnologías, menos contaminantes. Manifestó que a partir de la aprobación de la iniciativa en discusión Santiago se transformará en una especie de “laboratorio” en materia ambiental, que permitirá replicar luego dicho modelo en regiones.


La Honorable Senadora señora Goic señaló compartir las ideas centrales planteadas por el proyecto de ley, sin perjuicio de lo cual expresó dudas sobre si la materia en comento debería ser abordada por la vía legal, ya que, en su parecer, las autoridades administrativas cuentan con facultades necesarias para adoptar medidas como las promovidas por la iniciativa legal en debate.


Respaldó la implementación progresiva de la prohibición que propone el proyecto, con el objeto de evitar que se afecte a personas de bajos ingresos que no tienen otra alternativa de calefacción y cuyo grupo familiar podría ser afectado por el frío. Por lo mismo, requirió el diseño de una política pública que abarque de manera integral los efectos de la quema de leña en fuentes residenciales, las alternativas disponibles para su reemplazo y las causas por la cuales una familia se ve compelida a su utilización.


El Honorable Senador señor Girardi enfatizó que el tratamiento de esta materia debe hacerse mediante una ley, toda vez que el proceso de generación de medidas administrativas impide un tratamiento oportuno del problema que aqueja a la Región Metropolitana y que, en definitiva, aumenta el gasto en salud. A modo de ejemplo, relató que la norma para el control del MP2.5 estaba planteada en el Plan de Descontaminación del año 1998, vio la luz en el año 2011 y será implementada totalmente recién en el año 2032.


El señor Subsecretario del Medio Ambiente afirmó que durante los episodios de alerta sanitaria se ha intentado poner en práctica una acción similar a la de la moción, pero ese esfuerzo ha quedado circunscrito a los espacios de tiempo en que hay riesgo inminente para la salud de las personas. Además, expresó que por vía administrativa sólo se pueden establecer normas de emisión, cuya debilidad está determinada por la dificultad de fiscalización.


Sobre los costos de la leña en comparación con otro tipo de combustibles, señaló que hay que diferenciar la situación de la Región Metropolitana y la de las regiones del sur del país, por cuanto en estas últimas en general la leña no paga impuesto al valor agregado y comúnmente es material húmedo. De consiguiente, el costo de la leña seca adquirida en un mercado formal, como la que se utiliza en Santiago, resulta sólo un poco más caro que el de otras opciones de calefacción.

- - - - - -


En sesión posterior, el señor Subsecretario del Medio Ambiente reiteró su convencimiento sobre la pertinencia de que la proscripción del uso de leña se efectúe por vía legislativa, por cuanto una norma de esa jerarquía posibilita restringir ciertos derechos constitucionales, con miras a la protección de la salud de las personas y del medio ambiente. Añadió que su repartición ha trabajado de forma conjunta con los personeros del Ministerio de Salud, para consensuar los temas que abordarán las indicaciones que presentará en su oportunidad el Ejecutivo. 


La primera de ellas, acotó, se relaciona con la aplicación gradual de la prohibición en la Región Metropolitana; ella sería inmediata en las comunas del Gran Santiago, San Bernardo y Puente Alto; en un plazo de cuatro años se extendería a las demás comunas urbanas, y en seis años comprendería también las de carácter rural. Un segundo tema que se ha abordado, complementó, es la necesidad de otorgar la atribución de fiscalizar la prohibición del uso de leña a las autoridades sanitarias regionales.


Estimó que la pronta tramitación del proyecto de ley en debate permitiría implementar el instrumento de gestión ambiental en el próximo invierno, lo que difícilmente ocurriría si ello se incluye en el decreto que apruebe el próximo Plan de Descontaminación de la Región Metropolitana, el que, además de los trámites administrativos y de toma de razón por la Contraloría General de la República, probablemente debería sortear una eventual oposición de la industria. 


Precisó que los subsidios destinados a que las personas de menores recursos reemplacen sus equipos de calefacción sí pueden quedar establecidos en dicho Plan, dado que los plazos de 4 y 6 años antes mencionados posibilitan llevar a cabo esa labor de forma paulatina.


Finalmente, sostuvo que la proscripción promovida sólo estaría circunscrita a la leña y las briquetas7, y estaría permitido el uso de pellets, en consideración a que se trata de un combustible cuya fabricación y control de calidad permiten augurar que su empleo generará bajas emisiones.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe expresó su preocupación por la eventualidad de que la proscripción que propone el proyecto de ley afecte en mayor medida a las familias de menor nivel socio económico.


En esa perspectiva, el Honorable Senador señor Girardi dijo que hay que diferenciar lo que acaece en la Región Metropolitana, de lo que ocurre en otras zonas del país, ya que en la primera el consumo se produce mayormente en los hogares de los sectores más pudientes, lo que también incide en que la leña tenga un mayor precio. Ello redunda en que el referido combustible no ofrece una ventaja relevante, en materia de precio, frente a otras fuentes calóricas. De consiguiente, exhortó a los personeros de Gobierno a avanzar en la generación de subsidios, especialmente para los habitantes de regiones, que permitirán una disminución importante de la utilización de leña.


El señor Subsecretario del Medio Ambiente enfatizó que hace unos veinte años se vedó el uso de chimeneas abiertas, braseros y salamandras en la Región Metropolitana, a pesar de lo cual aún se ocupan, primordialmente en áreas rurales. De igual modo, a partir del año 2013 también se proscribieron los calefactores sin certificación.  


En cuanto a la distribución territorial, puntualizó que quienes más consumen leña son los habitantes de las comunas de la zona oriente de Santiago, aunque también se constata la misma situación en poblaciones rurales de la Región.


Respecto de los costos involucrados, comentó que en el país el costo de todos los combustibles es elevado, si se compara con los de otras naciones. Sin embargo, si la leña tiene un precio más reducido, es ocupada en mayor cantidad y de forma menos eficiente que los otros elementos. Además, denotó que un 16% de las viviendas no cuenta con calefacción.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe exhortó a adoptar las medidas necesarias para que no se incremente la cifra de hogares sin calefacción, una vez aprobada la iniciativa de ley en discusión. Y si el Estado va a ahorrar recursos debido a los menores costos sanitarios esperados, instó a que ellos sean destinados a paliar los gastos en que deberán incurrir quienes deban reemplazar su fuente de calefacción y no cuenten con los medios necesarios para hacerlo.


El señor Subsecretario del Medio Ambiente previno que el impacto de la medida propuesta por el proyecto de ley será moderado, toda vez que la leña representa sólo el 5% de las fuentes de calefacción. Pero el beneficio para la comunidad sí es importante, si se tiene en cuenta que cada fuente de emisión genera anualmente externalidades negativas avaluadas en US$ 4.000, como ya se ha dicho.


El Honorable Senador señor Girardi trajo a colación la pertinencia de abordar también la eficiencia energética en las viviendas, mediante providencias que permitan o mejoren su aislación térmica, medidas simples que pueden ser de enorme rentabilidad. Otro tema que merece atención, reflexionó, son los niveles de contaminación intra domiciliaria.

- - - - - - -


Más tarde, al retomar la Comisión el tratamiento de este asunto, concurrió el señor Marcelo Mena en su calidad de Ministro del Medio Ambiente. En tal carácter reiteró el apoyo del Ejecutivo a una iniciativa legal que, como la que es objeto del presente informe, incluye entre las materias que quedan entregadas a la potestad reglamentaria la prohibición legal del uso de leña. Destacó que con ello se fortalece el marco jurídico en que se inscribe el Plan de Descontaminación Atmosférica de Santiago, denominado “Santiago Respira”, actualmente en la Contraloría General de la República.


Informó que la prohibición de calefactores ha sido determinante en la disminución de episodios críticos en el año en curso. Explicó, sin embargo, que el Ministerio no suscribe la idea de extender la prohibición al uso de pellets, porque son menos contaminantes, y es partidario de acotarla, en el caso de la leña, a la provincia de Santiago, más las comunas de Puente Alto y San Bernardo. Además, continuó el señor Ministro, se permitirá la fiscalización del transporte de residuos mediante fotografías y drones, lo que facilita intervenir en lugares de difícil acceso.


El Honorable Senador señor Girardi propuso incorporar al proyecto las ideas planteadas por el señor Ministro, además de dar valor como presunción legal, para estos efectos, a medios de prueba como imágenes fotográficas y videos captados por las personas, convirtiendo así a los ciudadanos en fiscalizadores. Convino en que se debe excluir a las provincias y comunas rurales de la Región Metropolitana. Advirtió, por otra parte, que si bien los pellets contaminan menos que la leña superan largamente en ese efecto pernicioso a los combustibles fósiles, pero entendió que controlar estas fuentes es sumamente difícil. Es probable que si los pellets son exceptuados rápidamente la industria ocupe el vacío que dejarían los otros combustibles.


El Honorable Senador señor Chahuán expresó que es bien sabido que en distintos lugares del país existen zonas declaradas saturadas y sugirió extender a todas ellas la prohibición del uso de leña.


El Honorable Senador señor Girardi indicó que el origen, composición y localización de la contaminación es variable. Por ejemplo, dijo, un porcentaje importante del MP2.5 proviene de los automóviles con convertidor catalítico, aporte comparable con el de la leña. Por otra parte, la leña es en Santiago un producto suntuario, consumido por sectores de altos ingresos. En cambio, en el sur del país y en el mundo rural la leña es un elemento de otra naturaleza: es en torno a los aparatos que la utilizan, como la cocina, donde tienen lugar la transmisión cultural y la convivencia familiar. Explicó Su Señoría que ha propuesto iniciar este plan en Santiago, donde la prohibición no genera un problema social, instalando una barrera al ingreso de la leña.


La Honorable Diputada señora Cristina Girardi expresó su franca oposición a permitir el uso de los pellets. Agregó que en los sectores de menor poder económico se usa como combustible para calefacción hasta los desechos de la construcción, que pueden ser tanto más contaminantes. Sugirió que, al momento de definir sanciones por las contravenciones a la prohibición, se tenga en cuenta la capacidad del infractor para optar por otro combustible menos contaminante, ya que hay quienes no tienen alternativa. En todo caso, afirmó Su Señoría, estas personas no pueden quedar sin medios de calefacción, por lo que el Estado debiera socorrerlas con algún subsidio.


El señor Subsecretario de Salud Pública (S), doctor Tito Pizarro, declaró que es necesario definir previamente un marco conceptual. Comunicó que el Ministerio de Salud está en la misma línea que el del Medio Ambiente, en el sentido de prohibir el uso de leña en parte de la Región Metropolitana. Informó que el Ministerio tiene en marcha varios Planes de Descontaminación a lo largo del país, a cargo de la autoridad sanitaria. 


Cambiar el uso de leña en el sur de Chile requiere la acción mancomunada de los Ministerios de Vivienda y Urbanismo, del Medio Ambiente y de Salud, al menos. Restringirlo en el casco urbano de Santiago no es muy complicado y debe tener efectos bastante positivos en cuanto a descontaminación, concluyó.


La Honorable Senadora señora Goic señaló que resulta difícil justificar que un plan de este tipo sólo se ejecute en Santiago, en circunstancias que hay otras ciudades de Chile aquejadas del mismo mal, a niveles aún más graves que el de Santiago. Si se va a hacer una ley, por definición debe tener carácter general.


El Honorable Senador señor Girardi propuso que la ley entregue facultades a la autoridad sanitaria para enfrentar el problema en otras ciudades donde se presente.


El señor Ministro del Medio Ambiente expresó que el problema de la contaminación por uso de leña es más grave de lo que se piensa. En el caso de Santiago, añadió, se ha logrado reducir el uso de leña para calefacción de 90% a 3% y el resultado es una gran dificultad para fiscalizar los nichos marginales en que el problema subsiste. El proceso para hacer lo mismo en el sur debe ser gradual, como se hizo en Santiago, para obtener resultados similares.


El primer paso es la prohibición, que desencadena un cambio en el medio de calefacción que emplea la gente, asociada a un subsidio a la aislación térmica de las viviendas y otro para el cambio de calefactores.


- Puesta en votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán y Girardi.
- - - - - -

En la última sesión destinada al estudio de este proyecto, la Comisión de Salud aprobó  una redacción alternativa de su texto, convenida con el Ejecutivo, del siguiente tenor: 

“Artículo único: Agrégase el siguiente párrafo tercero a la letra a) del artículo 89 del Código Sanitario: 

“Se prohíbe la utilización de leña para efectos de calefacción de viviendas, así como el funcionamiento de todo tipo de calefactores que utilicen leña, estén o no provistos de sistemas de doble cámara de combustión, en la Provincia de Santiago y en las comunas de Puente Alto y San Bernardo. En la fiscalización y prueba de la infracción a esta prohibición podrán utilizarse registros fotográficos o de video proveídos por cualquiera que acredite interés en ello.”.

El Honorable Senador señor Girardi sostuvo que la propuesta es razonable y ha logrado concordar las opiniones de los Ministerios de Salud y del Medio Ambiente luego de una larga reflexión, lo que constituye un avance, particularmente para la Región Metropolitana.

El Honorable Senador señor Quinteros consultó si se ha considerado algún subsidio para fuentes alternativas de energía.

El señor Ministro del Medio Ambiente reiteró que la prohibición de calefactores es sumamente efectiva para reducir episodios críticos. Agregó que el sólo hecho de haberlos prohibido mediante las alertas sanitarias del último año ha reducido la cantidad de preemergencias ambientales en casi un 95%, y con ello se ha reducido también los casos de enfermedades respiratorias.

En respuesta a la pregunta formulada por el Honorable Senador señor Quinteros, precisó que el análisis del Ministerio del Medio Ambiente lleva a concluir que la calefacción a leña no es el medio más económico utilizado en la Región Metropolitana, si se lo compara con la electricidad y el pellet, por tanto, y teniendo en cuenta que este tipo de combustibles es mayoritariamente utilizado por los sectores de mayores recursos económicos, desestimó la necesidad de otorgar un subsidio por ahora. Añadió que el porcentaje de hogares del gran Santiago que utilizan la calefacción a leña se ha reducido a entre 2% y 3%.


El Honorable Senador señor Girardi, al fundamentar su voto, valoró el apoyo de los Ministerios de Salud y del Medio Ambiente. Sostuvo que el acuerdo alcanzado es un gran avance, por cuanto uno de los principales problemas que actualmente afectan la salud de la población de las grandes ciudades es la contaminación por MP2.5, que tiene una incidencia dramática en eventos respiratorios, neumonía, bronquitis obstructiva en niños y que, además, en adultos genera incidencias de infarto, accidentes vasculares, arritmias y cáncer.


- Sometida a votación en particular la nueva redacción del proyecto de ley, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Quinteros.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN DE SALUD

 
En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Salud tiene a honra proponer aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único: Agrégase el siguiente párrafo tercero a la letra a) del artículo 89 del Código Sanitario: 


“Se prohíbe la utilización de leña para efectos de calefacción de viviendas, así como el funcionamiento de todo tipo de calefactores que utilicen leña, estén o no provistos de sistemas de doble cámara de combustión, en la Provincia de Santiago y en las comunas de Puente Alto y San Bernardo. En la fiscalización y prueba de la infracción a esta prohibición podrán utilizarse registros fotográficos o de video proveídos por cualquiera que acredite interés en ello.”.

- - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 1 y 8 de septiembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente Acc.), Francisco Chahuán Chahuán, Carolina Goic Boroevic  y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera; el día 18 de julio de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán y Carolina Goic Boroevic, y el día 8 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán y Rabindranath Quinteros Lara.


Valparaíso, 10 de agosto de 2017.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario de la Comisión

__________________________________

1 Unidad de medida empleada en calidad del aire, que identifica a un microgramo (la millonésima parte de un gramo) por metro cúbico.

2 Movimiento lento de descenso de una masa de aire sobre una extensa área.

Fuente: http://es.thefreedictionary.com.

3 Antrópico: producido o modificado por la actividad humana. Fuente: RAE.
4 Plantaciones de álamos, aromos, acacias y eucaliptos, cuyo fin no es producir celulosa ni madera y sus derivados, sino biomasa, es decir, transformarse en materia prima para producir bioenergía orientada al consumo industrial o doméstico.

Fuente: http://www.lignum.cl/reportajes/plantaciones-dendroenergeticas-nueva-opcion-forestal/. 
5 Cilindros muy pequeños, de unos pocos milímetros de diámetro, elaborados a partir de serrín natural seco, sin ningún aditivo, ya que se utiliza la propia lignina que contiene el serrín como aglomerante.

Fuente: http://tiendabiomasa.com/pellets. 
6 Se refiere al año 2015.

7 Biocombustible con forma de bloque sólido (cilíndrico o cuadrado) fabricado a partir de residuos como sarmientos de la vid, paja, restos de madera (virutas, polvo, serrín), papel, cáscaras de almendra, de avellana, de arroz, etc. 

Fuente: http://www.jordisegusl.es/briquetas/
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.009, QUE LIMITA LA RESPONSABILIDAD DE LOS USUARIOS DE TARJETAS DE CRÉDITO POR OPERACIONES REALIZADAS CON TARJETAS EXTRAVIADAS, HURTADAS O ROBADAS, EN LO RELATIVO A LA RESPONSABILIDAD DEL USUARIO Y DEL EMISOR EN CASOS DE USO FRAUDULENTO DE ESTOS MEDIOS DE PAGO

(11.078-03)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Ossandón, señora Pérez San Martin y señor Tuma. 

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 10 de enero de 2017, pasando a la Comisión de Economía.

- - - - -


Cabe hacer presente que, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión de Economía lo discutió y aprobó solo en general, y propone a la Sala proceder del mismo modo.

- - - - -

A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió el proyecto asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas:

De la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF): el Director Jurídico, señor Andrés Prieto, y el Director de Comunicaciones y Asuntos Internacionales, señor Erick Rojas.

De la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras (ABIF): el Presidente, señor Segismundo Schulin-Zeuthen, y el Fiscal, señor Juan Esteban Laval.

De la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios (CONADECUS): el Vicepresidente, señor Álvaro Gallegos.

De la Universidad de Chile, del Departamento del Centro de Estudios en Derecho Informático de la Facultad de Derecho: el abogado, representante, señor Renato Jijena.

De VISA International Ltda.: el Vicepresidente de Relaciones Gubernamentales de VISA para América Latina y el Caribe, señor Salvador Pérez Galindo, y la Gerente General de VISA Chile, Servicios VISA International, señora Paola Ledezma.

Del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC): el Jefe de División de Consumo Financiero, señor Rodrigo Romo; la Jefa del Departamento de Análisis y Cumplimiento de Normativas Financieras, señora Gabriela Millaquén, y la asesora Legislativa, señora Paola Jhon.

También asistieron:

De la Secretaría General de la Presidencia (SEGPRES), la señora Verónica Pinilla y el señor Daniel Portilla. 

Los asesores de Parlamentarios, señores Eduardo Faúndez (Honorable Senadora señora Lily Pérez), Eduardo Barros y Claudio Flores (Honorable Senador señor Eugenio Tuma), señoras Kareen Herrera y Andrea Gómez (Honorable Senador señor Jorge Pizarro), señor Héctor Mery (Honorable Senador señor Iván Moreira), señora Melissa Mallega (Honorable Senador señor Rabindranath Quinteros), señores Arturo Du Monceau, José Huerta (Honorable Senador señor Manuel José Ossandón) y  Nickolás Mena (Honorable Senador señor Bianchi). 

De la Fundación Jaime Guzmán, los analistas, señor Diego Vicuña, y señoras Mikaela Romero y Teresita Santa Cruz.  

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el abogado señor James Wilkins.

El periodista del Senado, señor Francisco Ramdohr.

La analista señora Javiera Campos.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

No hay.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Modificar la ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, fortaleciendo el régimen especial de responsabilidad del usuario y emisor de medios de pago, proponiendo entre otras, las siguientes medidas:

- Ampliar al uso fraudulento de nuevos medios de pago, el régimen de limitación de responsabilidad que actualmente establece para el caso del uso fraudulento de tarjetas de crédito o débito;

- Ampliar el catálogo de conductas que constituyen el delito de uso fraudulento de tarjetas de crédito, de pago con provisión de fondos o débito, y aumentar las penas;

-Establecer un régimen de exención de responsabilidad para el usuario frente a fraudes realizados sin que él pueda estar en conocimiento de tal hecho, como en el caso de clonación de una tarjeta;

- Fijar un plazo de 24 horas a los emisores para la devolución de los importes, si corresponde, en los casos de fraude, y establecer la prohibición de requerir el cumplimiento de condiciones para tales devoluciones, como la contratación de seguros u otras medidas burocráticas.

- Consagrar como responsabilidad del emisor de un medio de pago, el contar con medidas de seguridad suficientes para evitar la comisión de ilícitos, y ser responsable de los perjuicios que se produzcan por deficiencias en la protección de los sistemas tecnológicos del medio de pago. 

- - - - - 

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS

-  Ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas.

- Ley N° 19.496, sobre protección de los derechos del consumidor.

- Ley N° 20.950, que  autoriza emisión y operación de medios de pago con provisión de fondos por entidades no bancarias.

B. ANTECEDENTES DE HECHO

La moción que dio origen a este proyecto.

- FUNDAMENTOS.

En sus fundamentos, la moción comienza señalando que el 1 de abril de 2005 fue publicada la ley N° 20.009, que crea un marco jurídico de exención de responsabilidad para el tarjetahabiente respecto de los robos, extravíos y hurtos de sus tarjetas de crédito o débito, en cuanto el propio usuario denunciara tal hecho al emisor. Esta mecánica permite al tarjetahabiente desligarse de los montos cargados o girados de la tarjeta a partir del minuto de la denuncia presentada frente al emisor, trasladando la responsabilidad a este último para la persecución de las operaciones que pudiesen realizarse con posterioridad a ese instante.

Este mecanismo ha cumplido su objetivo y funcionado de forma adecuada desde la publicación de la ley, pero actualmente podemos identificar algunas situaciones que hacen imperioso ajustar la ley al escenario presente.

La moción da cuenta del gran aumento de delitos de uso fraudulento de tarjetas, que entre 2014 y 2015 se duplicó en nuestro país, pasando de 17.300 a 34.300 casos. En el escenario internacional existen variadas cifras, de acuerdo a las agencias policiales de la Unión Europea, anualmente el fraude con tarjeta genera 1,5 billones de euros en pérdidas, mientras que en Estados Unidos se reportan pérdidas para los emisores por más de 10,9 billones de dólares, principalmente en fraudes con tarjeta de crédito (71%), seguidos de fraudes con tarjetas de débito (25%) y las tarjetas de prepago (0,5%).

Los autores de la moción llaman la atención que, a pesar de contar con complejas cifras, el fraude con tarjeta, al menos a nivel internacional, no ha generado cambios radicales en la forma en la que funcionan y autorizan las operaciones. Algunos especialistas señalan que esto se debería a que los montos involucrados en el fraude son una fracción muy menor de lo que costaría cambiar el sistema para hacerlo más seguro, ya que en alguna medida son los comercios quienes absorben gran parte de las pérdidas.

- CATEGORÍAS DE FRAUDE.

La moción luego aborda dos categorías de fraude en esta materia: fraudes con o sin tarjeta.

En efecto, la literatura técnica sobre la materia reconoce, principalmente, dos grandes categorías de fraude para el interés del presente proyecto: fraudes con tarjeta presente, y fraudes sin tarjeta presente.

A la primera categoría corresponden los delitos definidos en el artículo 5º, letras a), b), c) y f) de la ley N° 20.009, mientras que a la segunda corresponden las letras d) y e) del mismo artículo.

El fraude con tarjeta presente corresponde a las transacciones efectuadas mediante una tarjeta encontrada, hurtada o robada; o bien por medio de una tarjeta falsificada que cuenta con información de pago válido en su banda magnética o chip electrónico, en un escenario en el que el defraudador presenta físicamente la tarjeta al comercio que recibirá el pago.

Por otro lado, el fraude sin tarjeta presente se da, normalmente, en el comercio electrónico o las ventas telefónicas, en cuanto el uso fraudulento no requiere que la persona presente físicamente la tarjeta para la inspección del vendedor, sino que sólo deberá entregar los datos necesarios para operarla, como el número, nombre del titular, fecha de vencimiento y el código CVV (Card Verification Value). Los autores precisan que es en este espacio donde la ley N° 20.009 no contempló un régimen que regulara la responsabilidad del emisor y el tarjetahabiente, pues todos los supuestos de la ley respecto de la responsabilidad recaen en escenarios donde se extravía, roba o hurta físicamente una tarjeta y el tarjetahabiente notifica al emisor de tal hecho.

- DERECHO COMPARADO.

La moción aborda el Derecho Comparado en este tema, y afirma que el régimen de responsabilidad del emisor y el tarjetahabiente tiene diferentes aproximaciones en el derecho comparado.

En el Reino Unido, el usuario es responsable de las operaciones realizadas fraudulentamente con sus tarjetas hasta el monto de $50 libras, cuando dichos fraudes ocurren por extravío, hurto o robo de la tarjeta y no notifica al emisor de tal hecho, o cuando falla en proteger las medidas personalizadas de seguridad, normalmente la clave, de la apropiación por parte de terceros. El usuario no será responsable en ningún caso cuando haya realizado la notificación al emisor del extravío, hurto o robo de la tarjeta; cuando el emisor no haya puesto a disposición del usuario un método para notificar el extravío, hurto o robo; y cuando el medio de pago ha sido utilizado en “un contrato a distancia”, es decir, a través de medios no presenciales como el comercio electrónico o la contratación telefónica.

En España la ley 16/2009 de Servicios de Pago cuenta con un régimen de exención de responsabilidad del usuario, distinguiendo entre operaciones autorizadas y no autorizadas por el titular. En general, la ley española contiene grandes similitudes con el régimen inglés, en cuanto hace responsable al emisor de todas las operaciones no autorizadas por el tarjetahabiente, y lo obliga a restituir los montos defraudados al usuario, dependiendo del caso. Asimismo, hace responsable al usuario por hasta €150 euros por las operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, a menos que éste notifique al emisor. Finalmente, la ley española hace responsable al tarjetahabiente por el total de las pérdidas en caso de haber actuado fraudulenta o negligentemente.

En Estados Unidos, el régimen aplicable es distinto tratándose de tarjetas de crédito o débito, pero comparten similitudes con la legislación comparada del Reino Unido y España. En este sentido, el tarjetahabiente es responsable de las pérdidas hasta por US$50 en casos en que se realizan transacciones no autorizadas por el titular, pero habiendo sido notificado el emisor del extravío, hurto o robo. En aquellos casos en los que no se notifica, el tarjetahabiente será responsable por hasta US$500.

Perú, por su parte, posee un marco regulatorio bastante específico dictado en 2013, que abarca desde medidas de seguridad en las comunicaciones realizadas con motivo de las operaciones de tarjetas, así como reglas sobre el manejo de datos, hasta medidas de seguridad para los comercios, por nombrar algunas. Al respecto, la normativa peruana reconoce que el usuario no podrá ser tomado como responsable de las transacciones que no ha autorizado, y menciona explícitamente que opera de la misma forma cuando las tarjetas hayan sido clonadas. Reproduce además la mecánica de notificación ya vista en otros casos de derecho comparado.

- NUEVOS SISTEMAS DE PAGO.

El texto de la moción continúa refiriéndose a los nuevos sistemas de pago, que hacen necesario actualizar nuestra legislación.

Los autores de la moción ponen de relieve que, además de los medios de pago basados en tarjetas, como la de crédito o débito, en el último tiempo se ha iniciado un extenso proceso para ampliar el catálogo de medios disponibles en el país. Dentro de los más relevantes se encuentran las tarjetas de pago con provisión de fondos emitidas por bancos, instituciones financieras o entidades no bancarias.

Asimismo, se ha autorizado a la empresa METRO S.A. a emitir tarjetas de pago con provisión de fondos para permitir la utilización no solo del transporte público, sino también el pago de bienes y servicios de cualquier tipo utilizando el mismo instrumento. Lo anterior se agrega a la existencia de la tarjeta BIP!, que corresponde a una tarjeta de pago con provisión de fondos restringida al pago en el sistema de transporte.

También es relevante la llegada al país de algunas funcionalidades de sistemas de pago, como PayPal, de la mano de MultiCaja que permite, a través de transferencias bancarias a MultiCaja, el uso de PayPal en cualquier parte del mundo para el pago de bienes y servicios; o la llegada de Mercadopago que, entre otras funciones, permite recolectar dinero a través del sistema.

En otro tipo de servicios atingentes, podemos encontrar a RecargaFácil, también de Multicaja, para el pago por recargas de servicios telefónicos o de TV de Pago; Khipu aqsque opera facilitando transferencias bancarias entre cada cliente; PagoRUT  del BancoEstado que permite realizar y recibir pagos por medio de la aplicación, utilizando los saldos disponibles en la Cuenta RUT del banco; o Pagoclick  de Copec para el pago de combustible, pero utilizando tarjetas de crédito sobre la infraestructura de WebPay OneClick de Transbank .

Agregan que, similar a PagoRUT de BancoEstado, encontramos una serie de otros sistemas basados en el pago vía aplicaciones móviles, como BBVA Wallet que permite el pago contra la tarjeta de crédito del banco; de BancoChile se encuentra disponible la app Mi Pago, también orientada a la realización o recepción de pagos mediante códigos QR o sistemas NFC. En general, existe un amplio catálogo de soluciones ofrecidas por los bancos, pero siempre de manera propietaria y circunscrita a los servicios del banco.

Fuera de la categoría del pago bancario, es necesario hacer mención de los revolucionarios medios de pago basados en monedas criptográficas con modelo distribuido, en las que solo la oferta y demanda por dichas monedas fija su valor, sin necesidad de contar con el control de un Banco Central. Tal es el caso de Bitcoin, y variantes similares que podemos encontrar funcionando en Chile en muy menor escala, pero que han iniciado la llamada “Revolución de la Cadena de Bloques” (Blockchain Revolution), y que ha comenzado a permear distintas industrias con el modelo descentralizado y distribuido de la Cadena de Bloques para cosas tan diferentes que van desde la autenticación de identidades hasta la trazabilidad de bienes en el mercado.

En conclusión, los autores afirman que ciertamente, a pesar de aún contar con una matriz de pago cuyos principales exponentes siguen estando basados en el intercambio a través de tarjetas de crédito o débito, existe mayor variedad de servicios que no funcionan con la lógica de las tarjetas, los que igualmente pueden ser objeto de fraude y donde corresponde, de la misma forma, analizar la responsabilidad del usuario y el emisor en tales casos.

- RESPONSABILIDAD DEL USUARIO Y EL EMISOR.

El texto de la moción consigna que actualmente, la ley N° 20.009 contempla un régimen de excepción de responsabilidad para el tarjetahabiente frente al uso fraudulento de las tarjetas, basado en un sistema de notificación al emisor el cual deberá, a partir de tal notificación, tomar las providencias del caso para prevenir el mal uso de la tarjeta o la información que ésta posee.

Esta fórmula funciona bajo el supuesto que el tarjetahabiente conoce del uso fraudulento de la tarjeta, o al menos de la amenaza de uso fraudulento ya sea porque la tarjeta se ha extraviado, ha sido hurtada o robada, por lo que carga sobre su persona la obligación de notificar al emisor para eximirse de la responsabilidad de las transacciones efectuadas a partir de ese momento.

El problema que presenta esta lógica es la relativa indefensión en la que queda el tarjetahabiente, o el usuario de otros medios de pago, cuando la operación fraudulenta ocurre bajo la total ignorancia del titular, frecuentemente como resultado de la clonación del instrumento u otros métodos similares. El tarjetahabiente o el usuario solo toman conocimiento de tales operaciones cuando recibe los cargos en el balance de la tarjeta o de su cuenta. En tal escenario, el tarjetahabiente no tiene oportunidad de notificar de nada sospechoso al emisor, por lo que las providencias de la ley N° 20.009 no se ejecutan.

Los autores de la moción estiman justo mencionar que, no obstante el vacío legal, el mercado ha actuado de forma relativamente razonable con este tipo de casos, cubriendo el emisor las operaciones efectivamente fraudulentas y liberando al titular de tales cargas, como parte de un sistema de negociación pública entre las autoridades y la industria. Sin embargo, subsisten prácticas altamente discutibles, las cuales son también objeto del proyecto en discusión.

Desde el punto de vista judicial, podemos encontrar pronunciamientos específicos respecto de la responsabilidad, tanto del emisor como del tarjetahabiente, basados en las disposiciones de la ley N° 19.496 sobre protección de los derechos de los consumidores.

 De especial interés resulta la querella infraccional presentada contra el Banco de Chile por autorizar operaciones no realizadas por el tarjetahabiente, incluso luego de haber sido bloqueada la tarjeta de débito del actor. El actor describe la situación típica que se encuentra en estudio: se realizan cargos a su cuenta corriente por medio de su tarjeta de débito, utilizando los datos de la banda magnética y su clave personal, por lo que el banco los autoriza, sin embargo, alega que tales operaciones nunca fueron realizadas por el tarjetahabiente.  

En segunda instancia la Corte de Apelaciones de Santiago acogió la querella infraccional contra el Banco de Chile (o Banco Edwards) por no tomar las medidas de seguridad necesarias para determinar si quien operó la tarjeta de débito del demandante fue realmente éste, en el escenario típico de un fraude por clonación de la banda magnética de la tarjeta.  Los argumentos de la Corte señalan “[...] que en el presente caso se incurrió efectivamente en infracción a lo dispuesto en el artículo 23 de la ley N° 19.496, al no emplearse las medidas de seguridad y resguardo necesarios en el uso y manejo de la tarjeta de débito/crédito, que permitiesen comprobar que la persona que efectuó los giros de dinero realmente haya sido la legítimamente autorizada, en este caso, el actor.”. Agrega además “[...] el solo hecho que las transacciones denunciadas figuraran aparentemente como efectuadas por el titular, no permite liberar a la institución bancaria que cursó los giros de la obligación de actuar con la debida diligencia, responsable y cuidadosamente, impidiendo la materialización de sucesivas transacciones mientras no se verificara la legitimidad de las operaciones, máxime si se tiene en consideración que este modus operandi corresponde precisamente a una de las formas clásicas de fraudes por clonación de tarjetas de débito y crédito.” .

La ley N° 20.009 no resuelve por medio del sistema de notificaciones al emisor el escenario antes descrito, por lo que los particulares y los tribunales de justicia han recurrido a la ley de protección del consumidor para fijar la obligación del emisor en estos casos, consistente en medidas de seguridad suficientes para garantizar que quien realiza las operaciones con las tarjetas sea, efectivamente, el tarjetahabiente; superando de esta forma, y tal como lo desarrolla la Corte de Apelaciones, el modelo de notificaciones y bloqueo de los medios de pago como medida de exención de responsabilidad del emisor o del usuario según corresponda.

El proyecto en estudio propone abordar los plazos en los que deberán los emisores retornar los importes pagados en operaciones fraudulentas, la inducción a la contratación de seguros para cubrir los montos defraudados y las cláusulas contractuales que liberen de responsabilidad al emisor, o que la distribuyan o trasladen a otros miembros de la cadena de pago.

- DELITOS RELACIONADOS CON EL USO DE MEDIOS DE PAGO.

A continuación, el texto de la moción se refiere a los delitos relacionados con el uso de medios de pago.

La literatura científica reconoce una amplia variedad de delitos asociados al uso de tarjetas de crédito o débito. Los más relevantes actualmente, además del siempre presente robo o hurto de la tarjeta, corresponden al phishing, pharming y skimming, por un lado, y a la clonación de tarjetas, y generación de tarjetas virtuales, también llamada carding, por otro.

El phishing se vale del uso de correos electrónicos o sitios web especialmente confeccionados para otorgar apariencia de legitimidad, simulando la marca o presencia en línea de un banco o institución financiera, y de esta forma, obtener del titular los datos necesarios para la realización de operaciones bancarias. En esta materia, la jurisprudencia está dividida, dando lugar a variados fallos absolutorios  en favor del banco, que contrastan con aquellas posiciones tendientes a la protección del consumidor frente a las estafas realizadas o facilitadas por este medio.

El llamado skimming corresponde al hurto de los datos almacenados en las bandas magnéticas de las tarjetas a través de un dispositivo (skimmer) que registra la información al ser deslizada la tarjeta a través de él. El uso del skimmer se genera normalmente en lugares donde se facilita la tarjeta a un tercero para su operación en un Terminal de Punto de Venta (o POS por sus siglas en inglés), como un restaurante o una estación de combustibles; o incluso son instalados en cajeros automáticos y la clave de usuario es capturada por medio de micro cámaras de video alojadas sobre el teclado del dispositivo. De este modo, el autor del hurto cuenta con algunos de los datos más importantes de la tarjeta para poder clonarla y darle uso, por ejemplo, a través del comercio electrónico, o incluso retirando dinero desde los cajeros automáticos antes que el tarjetahabiente o el emisor se den por notificados de la estafa.

- PROPUESTAS Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO.
Los autores de la moción presentan a continuación las propuestas y estructura del proyecto.
Señalan que los delitos mencionados, al igual que la clonación de las tarjetas, pueden ser abordados a través de las normas del Código Penal o la ley de delitos informáticos N° 19.223 , según corresponda, o la propia ley N° 20.009 que establece penas a distintos hechos punibles relacionados con el uso fraudulento de tales instrumentos. Desde el punto de vista infraccional y de la responsabilidad del emisor, como ya se ha señalado, la jurisprudencia ha encasillado este tipo de comportamientos en el artículo 23 de la ley de protección del consumidor, respecto de la seguridad en el consumo que debe ser garantizada por el proveedor.

Sin embargo, el tratamiento de la responsabilidad del tarjetahabiente respecto de los delitos realizados con técnicas como la clonación, el skimming, o en general, todos aquellos en que el fraude se realiza sin conocimiento del titular, no cuenta con reglas especiales en la ley N° 20.009, como sí cuentan el robo o hurto de la tarjeta de crédito o débito.

Para el establecimiento de un régimen especial de responsabilidad del usuario y emisor de los medios de pago, el proyecto en estudio propone una serie de modificaciones a la referida ley N° 20.009, para incorporar el concepto de “medio de pago”, como objeto genérico en el que pueda identificarse no solo a las tarjetas de crédito como en el régimen vigente, sino también a otros sistemas que permitan la compra y venta de bienes y servicios, por ejemplo, a través de transacciones electrónicas que no involucren tarjetas.

Asimismo, el proyecto incorpora en el artículo 5º a las tarjetas con provisión de fondos emitidas por instituciones autorizadas de acuerdo a la legislación vigente, en cuanto son objeto del mismo tipo de delitos que las tarjetas de crédito o débito. Incorpora además un nuevo literal al artículo para penar la suplantación del usuario frente al emisor para conseguir datos que permitan operar un medio de pago.

Las modificaciones al artículo 5º no incorporan otros medios de pago distintos de las tarjetas, en cuanto la responsabilidad por delitos relacionados con la irrupción en sistemas de tratamientos de información ya se encuentran penados en la ley N° 19.223 que tipifica figuras penales relativas a la informática.

El proyecto propone también un aumento en las penas para quienes incurran en los delitos descritos en el artículo 5º.

A continuación, agrega tres nuevos artículos que detallan el régimen de exención de responsabilidad del usuario frente a los fraudes realizados sin que éste pueda estar en conocimiento de tal hecho, como en los casos de clonación de una tarjeta o la sustracción de credenciales que permitan operar un medio de pago electrónico desde un banco de datos.

De la misma forma, fija un plazo de 24 horas a los emisores para la devolución de los importes, si corresponde, en los casos de fraude, la prohibición de requerir el cumplimiento de condiciones para tales devoluciones, como la contratación de seguros (ampliamente presentes en el mercado), u otras medidas burocráticas.

Finalmente, el proyecto propone la obligación para el emisor de contar con medidas adecuadas de protección para el medio de pago, siguiendo la pauta fijada por el artículo 23 de la ley sobre protección de los derechos de los consumidores, pero haciendo responsable al emisor de los perjuicios causados por las deficiencias en este campo, en cuanto es de opinión de los autores del proyecto que la facilidad con la que hoy es posible defraudar los medios de pago como las tarjetas de crédito y similares, se debe a las escasas o insuficientes medidas de seguridad con las que cuentan, y no necesariamente a un actuar particular del titular, sin dejar de reconocer la complejidad que este sistema plantea a la hora de mantener un mercado de pago dinámico, de simple utilización y, a su vez, seguro.

- - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Comisión inició la discusión general del proyecto, en sesión de 12 de julio de 2017, escuchando la exposición de distintos invitados.

SUPERINTENDENCIA DE BANCOS E INSTITUCIONES FINANCIERAS


El Director Jurídico de la Superintendencia, señor Andrés Prieto, luego de agradecer la invitación y excusar la asistencia del Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, se refirió a esta moción parlamentaria cuyo objeto es modificar la ley N° 20.009, de 2005, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, ley vigente que aborda el tema.


Como elementos de contexto a tener en consideración, manifestó que la ley N° 20.009 creó un marco jurídico de exención de responsabilidad para el tarjetahabiente respecto de los robos, extravíos y hurtos de sus tarjetas de crédito, en cuanto el propio usuario denunciara tal hecho al emisor. Esta mecánica permite al tarjetahabiente desligarse de los montos cargados o girados de la tarjeta a partir del aviso al emisor. El emisor asume la responsabilidad de la persecución de las operaciones que pudiesen realizarse con posterioridad al aviso.


La moción en estudio es fundada largamente, afirmó. De esos fundamentos, destacan principalmente tres elementos:


- Aborda la relativa indefensión en la que queda el tarjetahabiente, o el usuario de otros medios de pago, cuando la operación fraudulenta ocurre bajo la total ignorancia del titular, frecuentemente como resultado de la clonación del instrumento u otros métodos similares. Al respecto, llamó la atención que, probablemente, el tarjetahabiente recién se entere cuando le llegue la cartola mensual, y ese momento puede ser muy tarde para dar el curso que exige la ley.


- Señala que el tarjetahabiente no tiene oportunidad de notificar de nada sospechoso al emisor, por lo que las providencias de la ley N° 20.009 no se ejecutan.


- Reconoce que el mercado ha actuado bien en estos casos, cubriendo las operaciones fraudulentas y liberando al titular de tales cargas, como parte de un sistema de negociación pública entre las autoridades y la industria. A modo de ejemplo de lo anterior, el señor Prieto se refirió a lo ocurrido el año 2012, año en que hubo una clonación masiva de tarjetas, y en esa oportunidad fueron los emisores los que asumieron el costo de lo ocurrido.


El señor Prieto abordó las principales modificaciones propuestas en la iniciativa en comento:

 
1.- Amplía los instrumentos.


Comprende a los medios de pago en general (tarjetas de crédito, y se suman las de débito, provisión de fondos, cuentas que permitan el pago por medios electrónicos y en general, cualquier medio de pago distinto del dinero en efectivo, cheque o vale a la vista). La redacción deja abierta la puerta a nuevos medios de pago que puedan crearse en el futuro.


2.- Sujeto responsable:


El emisor del medio de pago, así como el operador y el que realiza el rol adquirente (afilia comercio).

 
3.- Delitos:


Incorpora la figura de suplantación de identidad del usuario frente al emisor para obtener autorización para realizar transacciones con las tarjetas.


4.- Aumento de penas: 


Aumenta la sanción mínima privativa de libertad. Sigue siendo presidio menor, pero grado medio a máximo, y elimina el grado mínimo, dejando un margen más estrecho para el juez. También incorpora una sanción pecuniaria (multa) y decomiso de bienes adquiridos por medio del ilícito.

 
5.- Exclusión de responsabilidad. 


El usuario no será responsable cuando ocurra:


- Utilización de datos necesarios para realizar una operación con el medio de pago sin que el usuario haya podido conocer tal hecho. Destacó que este punto es relevante porque es primera vez que se desvincula a la tarjeta de la operación que se haga, por ejemplo, con los datos.


- Sustracción de los datos de una tarjeta de crédito desde el banco de datos de un comercio.


- Clonación de los datos de una tarjeta de débito a través de medios electrónicos magnéticos o radiantes.


- Obtención por medios fraudulentos de las credenciales necesarias para operar un pago a través de una plataforma electrónica.


- Otros de similar naturaleza.

 
6.- Transfiere la carga de la prueba del usuario al emisor. El señor Prieto hizo presente que hoy día el sistema diseñado distingue según se trate con anterioridad o posterioridad al aviso. En el proyecto, dadas ciertas condiciones, es el emisor quien debe probar.


7.- El emisor debe probar que el usuario se encontraba en conocimiento de las operaciones fraudulentas o que actuó sin la debida diligencia para el manejo del medio de pago.


8.- El emisor debe asumir las obligaciones económicas derivadas del uso fraudulento del medio de pago, pudiendo demandar el pago al responsable del delito.

 
9.- Incorpora un plazo de 24 horas hábiles para la reversa o devolución de cargos sin autorización del usuario, desde que las operaciones fueron detectadas o notificadas.


En este punto, el señor Prieto hizo notar que la moción da vuelta la hipótesis que actualmente consagra la ley. Ahora existirá un plazo para el banco. Esto no significa en caso alguno que en 24 horas quede zanjado el tema de la responsabilidad.




10.- El emisor debe contar con medidas de seguridad suficientes para impedir la comisión de ilícitos con sus productos, resguardando la prestación segura del servicio en los términos establecidos en el artículo 23 de la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos del Consumidor.

 


Continuando con su exposición, el Director Jurídico de la SBIF formuló algunos comentarios. Por una parte, hay que considerar que los usuarios de los medios de pago carecen de los elementos probatorios para revertir la presunción de mal uso del instrumento. El control no lo tiene el usuario, y por lo tanto no tiene modo de revertir una presunción de mal uso. Además, efectivamente los sistemas a través de los cuales se opera el medio de pago, son administrados en forma habitual por terceros relacionados al emisor o contratados por éste.


Desde el punto de vista de la responsabilidad de los actores, el señor Prieto puso de relieve que el Banco Central acaba de publicar, el 30 de junio pasado, la normativa relativa a la ley de medios de pago, manteniendo conceptos de emisor y operador, y creando además el de Proveedor de Servicios para Procesamiento de Pagos (PSP). El PSP, sin ser un operador propiamente tal, puede prestar servicios de afiliación al comercio. Surge en este punto la duda si va a quedar considerado dentro de las hipótesis de la ley.


No obstante, de acuerdo a esta normativa, la responsabilidad por la seguridad operacional de las actividades encomendadas a dichos terceros debe ser asumida por el emisor y operador frente a los usuarios de tarjetas, lo que no resulta coincidente con la moción. Esto sin perjuicio que eventualmente se pueda perseguir la responsabilidad del tercero.

 
Finalmente, el señor Prieto subrayó que el artículo 5° no incluye fraudes que se pudiesen realizar con otros medios de pago incluidos en la definición, distintos de las tarjetas, como las transferencias electrónicas. Esta figura quedaría fuera del proyecto.

ASOCIACIÓN DE BANCOS E INSTITUCIONES FINANCIERAS

El señor Segismundo Schulin-Zeuthen, Presidente de la ABIF, realizó un análisis del contexto en que propone legislar la moción en estudio, y el marco general de las tarjetas de pago.

Comenzó señalando que la confianza en los medios de pago, especialmente en las tarjetas de pago, es un objetivo esencial para los reguladores y para la banca, considerando que un porcentaje importante del consumo de los hogares se paga con tarjetas (IEF 1er semestre 2016: 17,4% en 2009 a 27,3% en 2015). Hay un aumento que representa la siguiente gráfica:
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Las funciones y roles de cada agente determinan su responsabilidad en la cadena de pagos.

[image: image6.png]Intervinientes en el mercado de tarjetas





En su parecer, la moción tiende a fijar mucho la responsabilidad sólo en el emisor.

Por otra parte, el Presidente de ABIF declaró que es imposible suprimir totalmente el uso fraudulento de los medios de pago y, en especial, de las tarjetas de pago. En su opinión, esa es una realidad que no se puede negar, lo que debe hacerse es tratar de mitigarla.

Destacó que Chile presenta tasas de fraudes inferiores al promedio mundial y latinoamericano:
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La banca realiza constantes esfuerzos de innovación e inversiones para mitigar el uso fraudulento de los medios de pago. Dio algunos ejemplos de los esfuerzos realizados:

- Incorporación del chip en las tarjetas de crédito y débito emitidas a contar del 1 de abril de 2017. Esto, producto de un acuerdo de la industria.

- Implementación del perturbador magnético para proteger el uso de la banda en las tarjetas. Esto es necesario atendido que no se puede eliminar el uso internacional de la tarjeta, y hay varios países que no tienen chip.

- Incorporación de clave secreta en transacciones presenciales con tarjeta de crédito (PinPass). 

- Incorporación de autenticación robusta en compras por internet (Web Pay Plus). En este punto, hizo presente que hay grandes comercios que han decidido no operar por este sistema y asumir ellos esa responsabilidad y ese riesgo.

El señor Schulin-Zeuthen destacó que la incorporación de nuevas tecnologías y el desarrollo de la banca digital han provocado una disminución en el uso presencial de las tarjetas de pago y un aumento en las transacciones no presenciales. Y el uso fraudulento de las tarjetas de pago es mayor en las compras no presenciales, siendo las tarjetas emitidas en el exterior por entidades extranjeras las que presentan un mayor porcentaje de fraudes. En efecto, a nivel mundial, cerca de un 70% del fraude es con tarjeta no presente, como lo muestran estas gráficas:
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Tasas de fraude por modalidad en Latinoamérica (Puntos base)
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Cualquier regulación no puede desconocer la existencia de reglamentación internacional de las marcas, porque si no la aceptación quedaría limitada.

Intervino luego el Fiscal de la ABIF, señor Juan Esteban Laval, quien en primer término formuló una sistematización del contenido de la ley N° 20.009, vigente en la materia:

- El titular puede limitar su responsabilidad, dando aviso al emisor en caso de extravío, hurto o robo de tarjetas de crédito.

- El emisor debe mantener un servicio permanente y gratuito para que el titular dé aviso y se bloquee de inmediato la tarjeta.

- El emisor es responsable por las operaciones que se realicen luego que la tarjeta sea bloqueada, salvo que se pruebe que las operaciones fueron realizadas por el titular o adicionales.

- Se tienen por no escritas las cláusulas que impongan el deber de prueba en el titular.

- Se establece un catálogo de delitos por el uso fraudulento de las tarjetas.

- La ley N° 20.009 es consistente con el estándar de responsabilidad en las relaciones de consumo.

En efecto, el estándar de responsabilidad en las relaciones de consumo se traduce:

- En materia de fraudes, el estándar de responsabilidad se traduce en que el proveedor es responsable en los casos en que, actuando con negligencia, causa un menoscabo al consumidor (artículos 3 letra d), 12 y 23 de la ley N°19.496).

- Sin embargo, la ley N° 19.496 establece también el deber que tiene el consumidor de evitar los riesgos que puedan afectarle.

- Para determinar la responsabilidad en casos de fraude, al día de hoy se recurre a un criterio subjetivo. Los tribunales ponderan, a través de la prueba, la diligencia empleada por cada uno de los intervinientes en la relación de consumo.

El señor Laval abordó a continuación los principales aspectos del proyecto de ley:

1.- Amplía el alcance de la ley a todo medio de pago con excepción del dinero, cheque y vale vista.

2.- Agrega un nuevo delito, cuyo tipo penal sería suplantar la identidad del usuario frente al emisor para obtener autorización para realizar transacciones con una tarjeta de crédito, de pago con provisión de fondos o débito.

3.- Establece que el usuario no será responsable por las operaciones realizadas sin su autorización, cuando el ilícito corresponda a la utilización de los datos necesarios para realizar una operación con el medio de pago sin que el usuario haya podido conocer tal hecho. Este es, en su parecer, el punto más complejo.

4.- Dispone que será deber del emisor probar que el usuario se encontraba en conocimiento del fraude o que actuó sin la debida diligencia en el manejo del medio de pago.

5.- Establece que el emisor no podrá condicionar ni requerir medidas para cancelar o devolver la suma cargada al usuario en un plazo de 24 horas, salvo que se pruebe la negligencia.

6.- Dispone que el emisor no podrá imputar al comercio los cargos realizados a menos que pruebe su negligencia en el manejo de los medios de pagos.

7.- Consagra que las cláusulas contractuales en dicho sentido se tendrán por no escritas correspondiendo al emisor asumir los perjuicios.

8.- Crea la obligación del emisor de contar con medidas de seguridad suficientes para evitar la comisión de delitos y que será responsable por las deficiencias en la protección de los sistemas de medios de pago.

Puntualizados los principales aspectos de la iniciativa en estudio, el señor Laval realizó algunos comentarios a la normativa propuesta. En síntesis, el proyecto, en su visión, incrementa el riesgo moral y desincentiva el cumplimiento de las obligaciones que corresponden a los demás actores. 

En primer lugar, incrementa el riesgo moral. Este efecto se debería a que la iniciativa radica la responsabilidad únicamente en el emisor del medio de pago, incrementando el riesgo moral, lo que promueve el auto-fraude, especialmente en transacciones no presenciales, y desincentiva la adopción de medidas de seguridad por parte del comercio.

Las hipótesis para eximirse de responsabilidad son impracticables (una verdadera “prueba imposible”). Se exige probar que:

a) El usuario conocía las operaciones que se realizaron con su medio de pago: el conocimiento es inmaterial y su existencia depende de la declaración del usuario.

b) El usuario actuó sin la debida diligencia: dificultad para probar la falta de diligencia, especialmente en casos de auto-fraude.

El combate contra el fraude sólo será eficaz en la medida que los emisores, los operadores, el comercio, los usuarios y las marcas, tomen medidas para salvaguardar el correcto uso de los medios de pago. Y no radicándolo exclusivamente en uno de los intervinientes como, en su parecer, ocurre en este proyecto de ley.

En segundo lugar, el señor Laval afirma que esta iniciativa desincentiva el cumplimiento de las obligaciones que corresponden a los demás actores.

a) Así, serían obligaciones de los adquirentes:

- Poner a disposición del comercio dispositivos que sean capaces de soportar tecnologías seguras para la operación de tarjetas;

- Los cajeros automáticos deben contar con medidas de seguridad para evitar la sustracción de información de las tarjetas y claves de los usuarios; y 

- Deben capacitar a los comercios en la operación de terminales para evitar el mal uso de las tarjetas de crédito, evitar duplicidades, extracción de información, etcétera.

- Velar por la seguridad de las transacciones (en el tramo POS hasta sus sistemas)

b) Son obligaciones de los comercios: 

- Contar con el conocimiento y protocolos de identificación de usuarios de tarjetas para evitar la suplantación, especialmente en las compras no presenciales.

- En algunos modelos de venta, los comercios autentican las transacciones. Esto ocurre, por ejemplo, en los hoteles.

- Contar con condiciones de seguridad para evitar la sustracción de información de los tarjetahabientes.

- Capacitar e instruir a su personal respecto de la operatoria del sistema.

c) Son obligaciones de los clientes:

- Mantener en lugar seguro sus medios de pago y productos; 

- No divulgar los datos de sus tarjetas, para protegerlas de un mal uso (esto aplica para transacciones presenciales y no presenciales).

- Dar aviso oportuno e inmediato sobre eventos de fraude que los afecten.

- Aportar los antecedentes al emisor y concurrir antes las autoridades competentes (Ministerio Público, PDI).

d) Son obligaciones del emisor:

- Autentificación del tarjetahabiente cuando este rol está radicado en el emisor (firma electrónica simple – PIN-).

- Proveer sistemas de bloqueo y seguridad de las transacciones (en el tramo adquirente-emisor).

Por otra parte, la nueva regulación del Banco Central en materia de tarjetas de pago, establece que la responsabilidad de pago en el caso de tarjetas emitidas en el extranjero, corresponde al operador local con el que contrató el emisor.

En cuanto a los fraudes cometidos en compras realizadas en comercios o plataformas tecnológicas extranjeras, se encuentran regulados en las condiciones generales de las marcas internacionales de medios de pagos. Por ello, las normas del presente proyecto en ningún caso pueden aplicar a dichas transacciones.

El Fiscal de la ABIF, señor Laval, formuló las siguientes conclusiones en relación al texto en estudio:

 La moción, en la práctica, establece la responsabilidad objetiva del emisor, dado que supone la obligación de cancelar o devolver la suma cargada al usuario en 24 horas; esto a diferencia de lo que ocurre con la responsabilidad subjetiva consagrada en la ley vigente, que se establece actualmente por los tribunales. De acuerdo al proyecto, se puede excepcionar: “Salvo que se pruebe la negligencia”. Cabe preguntarse si es posible probar la negligencia en 24 horas. Y es una disposición contraria al legítimo derecho de defensa.

Asimismo, como ya señaló, la moción incrementa el riesgo moral, dado que invita al auto-fraude, especialmente en transacciones no presenciales (por ejemplo, compra de cupo en dólares).

También desincentiva el cumplimiento de las obligaciones que corresponden a los intervinientes en el mercado, especialmente la adopción de medidas de seguridad por parte del comercio. Y desincentiva la persecución de la responsabilidad penal de los autores del fraude.

La responsabilidad debe asignarse de acuerdo con el rol que los distintos actores desempeñan en el mercado de tarjetas de pago. Esto debería consagrarse como un principio en esta materia.

Agregó que, con este proyecto se favorece a ciertos comercios que privilegian tasas de abandono menores sobre medidas de seguridad estrictas. Esto ocurre cuando ciertos comercios advierten que en una compra no presencial, mientras más capas de seguridad, mayor posibilidad de que el cliente abandone el proceso de compra. Y por tanto privilegian tasas de abandono menores.

Finalmente, afirmó que alterar el estándar de responsabilidad en los términos propuestos, importa un mayor riesgo para el emisor que no puede traducirse en un mayor precio, atendido que desde abril de 2013, los precios de los contratos sobre productos financieros se encuentran congelados, luego que se derogaran las normas que establecían los criterios sobre proposición y aceptación de modificaciones de contratos.

El Fiscal de la ABIF consideró pertinente realizar algunos comentarios específicos, para el caso de mantenerse la intención de legislar en esta materia. Tales son los siguientes:

1.- No resulta necesario determinar conceptos ya definidos en la regulación específica que corresponde al Banco Central en uso de sus atribuciones legales (Capítulo III.J.1 del Compendio de Normas Financieras), considerando su objeto de velar por el normal funcionamiento del sistema de pagos. En este punto, se sugiere hacer un reenvío a la normativa del Banco Central.

2.- El plazo de reintegro de fondos de 24 horas a los clientes por parte del emisor, no permite realizar una investigación seria para determinar responsabilidades. El plazo para llevar a cabo dicha investigación debería ser suficiente para investigar el caso, especialmente en transacciones en el extranjero. En su parecer, se debería poder determinar la diligencia de cada uno de los intervinientes.

3.- Evaluar establecer un mecanismo de abonos provisorios, al menos para montos por sobre las UF 25, para permitir al emisor y al adquirente realizar las investigaciones que correspondan, y autorizar el reintegro del abono provisorio en caso que se determine la responsabilidad del cliente, con el interés máximo legal.

4.- Se debe permitir expresamente contra cargar al comercio los montos reclamados por los clientes, cuando el comercio haya sido negligente en el cumplimiento de sus obligaciones, facilitando el fraude. En caso de haber responsabilidad del comercio, es el adquirente el que debe realizar las gestiones respectivas para contra cargar o compensar en la liquidación respectiva.

5.- Crear un tipo penal que sancione al cliente que efectúe declaraciones falsas en esta materia.

6.- Modificar el tipo penal propuesto, eliminando la expresión frente al emisor, ya que existen modelos de venta en que la autenticación la realiza el comercio, como es el caso de los hoteles.

7.- Establecer expresamente el derecho del emisor, el adquirente o el comercio que devuelve al usuario el monto defraudado, a subrogarse para recuperar el monto abonado y perseguir las responsabilidades pertinentes.

8.- Contemplar la posibilidad de que las cláusulas de responsabilidad entre el comercio, en especial el de gran tamaño y el electrónico, y los emisores, sea determinada por la autonomía contractual de las partes. 

CORPORACIÓN NACIONAL DE CONSUMIDORES Y USUARIOS (CONADECUS).


El señor Álvaro Gallegos, Vicepresidente de Conadecus, expuso la opinión de esta organización en relación al proyecto de la referencia.


Recordó que Conadecus es una organización privada sin fines de lucro, constituida por un centenar de personas naturales, mayoritariamente profesionales, que trabajan para elevar el estándar en materia de protección al consumidor y defenderlo frente a los abusos. Participa en representación de los consumidores en varios Consejos de la Sociedad Civil, presidiendo varios de ellos, como por ejemplo los de la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento SIR y el del Servicio Nacional del Consumidor SERNAC.


Los principales objetivos de Conadecus son: contribuir a la construcción de una sociedad que respete los derechos de los ciudadanos que emanan de su condición de consumidores y usuarios de servicios públicos y privados;  informar, orientar y educar a los consumidores y usuarios a través de todos los canales disponibles (sitio web, redes sociales, vía telefónica y presencialmente en su local ubicado en Valentín Letelier #16, Santiago de Chile), y asumir la defensa y representación de los consumidores y usuarios en el marco de la ley e institucionalidad.


El señor Gallegos puso de relieve que, en los últimos años, ha existido un crecimiento explosivo de las tarjetas. Esto se produce porque hay más consumidores dispuestos a ocupar estos medios de pago, y aprecian tener a su disposición los medios de pago que se ofrecen. Estos medios de pago deben contar con medios de seguridad suficientes; y ojalá sus costos ser menores, pues actualmente tenemos un costo altísimo, que es por ejemplo 10 veces superior respecto de países como Australia.


Mostró el siguiente esquema:
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Manifestó que las tres tarjetas son medios de pago, aunque operen de forma distinta respecto del momento en que se entrega el dinero. En relación a cada una de ellas, los emisores establecen reglas para evitar fraudes.



Coincidió con lo señalado en cuanto a que las funciones de emisor y adquirente son radicalmente distintas.



Luego de estas reflexiones, el señor Gallegos presentó la opinión de Conadecus sobre la iniciativa en estudio.

Indicó que Conadecus valora positivamente la modificación legal que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito, débito y prepago (en adelante TCDP) por extravío, hurto, robo y operaciones fraudulentas.



Las TCDP son productos que emiten los bancos y otras empresas, como las del llamado retail financiero, para ser puestos a disposición de sus clientes a fin de ser utilizadas por éstos como medio de pago.



El uso de las TCDP por parte de los usuarios sin duda que les facilitan las transacciones respecto de otros medios como el efectivo y el cheque, pero es un hecho que cada vez que una transacción se realiza mediante una TCDP se originan ingresos en beneficio del emisor.



En consecuencia, respecto del usuario, no puede ser más que el emisor el responsable de la seguridad del sistema de transacciones que alberga y regula el uso de las TCDP, tal como es la práctica en todo sistema de medios de pago, incluidos el efectivo y el cheque.



En relación a este último punto, el señor Gallegos hizo un matiz. Hay un ámbito en que esos riesgos pueden ser responsabilidad del adquirente y no del emisor, por no tomar las medidas necesarias en ciertos casos en que interactúa directamente con el comercio.



Continuando con su exposición, señaló que la modificación propuesta en el proyecto de ley viene a poner al día a Chile respecto de la práctica de mercado de países desarrollados en los que rigen las reglas de seguridad y protección del usuario de las empresas de tarjetas.



Esas empresas de tarjetas aplican políticas de seguridad denominadas Cero Responsabilidad para el cliente. Dio como ejemplo de casos en que los que el tarjetahabiente no asume responsabilidad alguna, por política de la empresa, lo que ocurre en el caso de VISA. La política de Cero Responsabilidad de VISA protege al usuario de usos no autorizados de su tarjeta tanto en las transacciones presenciales como en las no presenciales, eliminando la responsabilidad del consumidor respecto de transacciones fraudulentas.



En el caso de MasterCard, el usuario no tendrá responsabilidad respecto de transacciones no autorizadas si ha cuidado razonablemente su tarjeta de extravío, robo o hurto y ha dado oportuno aviso al emisor del eventual extravío, robo o hurto.

 

Expuestas las consideraciones anteriores, formuló algunas observaciones puntuales al texto propuesto:



1.- En el nuevo artículo 1°:

- En su  letra b), es necesario corregir la definición de emisor, por cuanto incluye entre sus funciones la afiliación de comercios, actividad que corresponde al adquirente y no al emisor.



Sugirió incluir dentro de este artículo 1° la definición del "Adquirente".



- En la letra c) debe reemplazarse la expresión "con el emisor" por "con el "adquirente", pues el comercio no tiene relación contractual con el emisor.



- Del mismo modo, en la letra d) corresponde reemplazar la palabra "emisor" por "adquirente".



2.- En el nuevo artículo 6°, inciso primero, en su parecer no corresponde hacer la diferencia que allí se establece respecto de tarjetas de crédito o débito, puesto que ambos tipos de tarjeta pueden ser objeto de las conductas fraudulentas señaladas. Del mismo modo, habría que incluir en este artículo a las tarjetas de prepago o tarjetas con provisión de fondos, tal como se hace en el nuevo artículo 5°.



3.- Las referencias al "emisor" en el inciso segundo, del nuevo artículo 7°, no son aplicables a éste sino al adquirente, lo que sugirió corregir.

- - - - - -



Finalizadas las exposiciones de los invitados a la sesión, los Honorables Senadores presentes formularon preguntas y comentarios.



La Honorable Senadora señora Pérez expresó que ha sido positivo oír estas exposiciones, cada una de las cuales aporta bastante.



Preguntó al Fiscal de la ABIF el por qué, frente a los ataques cibernéticos, particularmente del último tiempo, los bancos ofrecen a sus clientes un seguro con costo adicional para protegerse, dando a entender que de otro modo el banco no responde.



El mismo planteamiento lo realiza respecto de los casos de clonación de tarjetas. En muchos casos a las personas no les roban la tarjeta sino que se las clonan o extraen los datos. Se ha expuesto debidamente lo relativo a las capas de seguridad, pero aun así surge la misma duda, porque el cliente, para quedar protegido, tiene la necesidad de tomar un seguro adicional.



En el mismo sentido se pronunció el Honorable Senador señor Tuma. El tarjetahabiente puede extraviar la tarjeta, pero hay barreras para que no cualquiera la pueda usar, como la exigencia de claves o pinpass. Pero no se entiende por qué, para resultar protegido, el usuario tiene que pagar un seguro al banco a quién le entregó su dinero precisamente para que se lo cuidara.



El Presidente de ABIF, señor Segismundo Schulin-Zeuthen, dio respuesta a las inquietudes planteadas. Señaló que los seguros que se ofrecen son para todos los productos y básicamente son para cubrir situaciones previas al momento en que el cliente da a conocer al emisor la pérdida. Ese período hoy es tierra de nadie en Chile.



En relación a los fraudes con tarjeta presente, reiteró que se han ido adoptando una serie de medidas y resguardos. 


El gran problema está en los fraudes de tarjeta no presente. Es un tema muy complejo, en el que se han ido adoptando y cada vez se toman más medidas. Por ejemplo, algunos bancos avisan al titular de la tarjeta apenas se realiza una transacción, incluso en algunos casos al celular. Cuando una transacción se sale de las pautas de comportamiento de un cliente, se encienden las alarmas, pero los hackers también empiezan a aprender las pautas de comportamiento. También están los casos de robo de bases de datos.



Reiteró que los seguros adicionales que se ofrecen son para cubrir aquellos períodos que hoy están en tierra de nadie. Y puso de relieve que también hay una responsabilidad como usuario de cuidar sus medios de pago.

La Honorable Senadora señora Pérez manifestó que, no obstante la explicación, en su parecer el banco debiera proteger a sus clientes sin necesidad de un seguro adicional, y adoptar todas las medidas posibles, como los mensajes de texto al celular cuando se realiza una transacción, en forma gratuita, no es posible que este tipo de servicios  se cobren aparte, como ocurre en muchos casos.

Asimismo declaró que es inaceptable que, al momento de presentarse un proyecto como el que se discute ya se anuncie por parte de ABIF que debería subirse el costo a los usuarios. Le preocupa que siempre se hagan advertencias de este tipo, y que, en definitiva, iniciativas que buscan favorecer al consumidor, por este tipo de medidas terminan perjudicándolo.



El Honorable Senador señor Tuma compartió lo señalado.

En respuesta, el Presidente de ABIF expresó que el negocio de los bancos es el manejo de riesgos, y si existen mayores riesgos, se generan mayores costos. En su opinión, sería ilustrativo invitar a representantes de algunas de las marcas como VISA o MasterCard. No comparte la afirmación que siempre el responsable es el emisor.


El Honorable Senador señor Pizarro abordó un tema distinto. Recordó que el Fiscal de la ABIF expresó que esta normativa podría aumentar el riesgo de auto-delito, y en esa línea consultó si existe información de cuantos son los auto-delitos de los tarjetahabientes. En su parecer es un punto importante.

Por otra parte, en relación a las cifras y gráficos dados a conocer por el Presidente de la ABIF, conforme a los cuales en Chile se producen menos fraudes que el promedio internacional, consultó a qué se atribuyen estas cifras, si hay una menor cantidad de tarjetas, un mayor cuidado al entregarlas, mayor responsabilidad de los usuarios, o que otro factor puede incidir en estos resultados.

El señor Schulin-Zeuthen señaló que desconoce estadísticas, pero analizándolo por el lado de los reclamos que presentan los clientes por supuestos fraudes (por giros que dicen no haber hecho, transferencias u otros), se puede afirmar que en la gran mayoría de los casos son resueltos.


En relación al por qué el fraude es menor en nuestro país, le parece que la respuesta se encuentra en un conjunto de factores. Se han hecho trabajos importantes en seguridad, la banca también lo ha hecho, y la gran mayoría de las personas tiene cuidado al usar sus medios de pago.


Por su parte, el Vicepresidente de Conadecus, señor Gallegos, reiteró que en materia de responsabilidad, empresas como VISA tienen una política de cero responsabilidad. Agregó que tanto las empresas de tarjetas como también los emisores, hacen un esfuerzo enorme y eso se valora. Las compañías de tarjetas tienen todas las herramientas necesarias para detectar una operación sospechosa. Los bancos en Chile, aunque han avanzado bastante, deben hacer una mayor inversión en esta materia. El banco debe conocer a sus clientes y su comportamiento.

El Presidente de ABIF, en relación a lo señalado por el señor Gallegos, puntualizó que se está exponiendo sesgadamente la política de VISA en relación a la “responsabilidad cero”.


Por otra parte, si bien es efectivo que el banco debe “conocer a su cliente”, esa afirmación hoy día ya no es una realidad, basta pensar por ejemplo en lo que ocurre con las Cuentas Rut, en que solo por ser chileno mayor de 14 años se puede ser titular de una cuenta. Se ha ido perdiendo el “know your client” con la bancarización, y con la cada vez mayor disposición de medios de pagos.


VISA INTERNACIONAL LTDA

El Vicepresidente de Relaciones Gubernamentales de VISA para América Latina y el Caribe, señor Salvador Pérez Galindo, luego de agradecer la invitación a participar en esta sesión de la Comisión, puso de relieve que el tema que aborda el proyecto en estudio es de gran importancia.

Agregó que sin duda es necesario actualizar la ley N° 20.009 vigente en la materia, que data del año 2005, atendido que la industria ha experimentado una gran transformación en estos años. En ese sentido, celebró el trabajo de la Comisión y su esfuerzo en tal sentido, en un marco normativo tan importante como este.

Se refirió brevemente a lo que es VISA y cómo se define. VISA no es una entidad financiera, sino una empresa de tecnología de pagos. Se trata de una de las primeras fintech (desarrollo de servicios financieros basados en innovación tecnológica) que nació hace más de 50 años en Estados Unidos, cuando se empezó a electronificar el tema de los pagos. Está presente en Chile hace casi tres décadas y actualmente tiene su base de operaciones para Cono Sur en nuestro país.

Señaló que Chile es un país que va a la vanguardia en materia de pagos electrónicos en la región. Destacó asimismo el dinamismo de su economía y las innovaciones que se están llevando a cabo, razón por la que es muy importante para VISA.

Luego, el señor Pérez Galindo realizó una exposición que tituló “La seguridad en los medios de pago: una responsabilidad compartida”, apoyado en un power point. Su presentación tiene tres objetivos principales:

1.- Explicar la evolución reciente en medios de pago y sus implicaciones para la seguridad.

2.- Compartir su visión de la seguridad como una responsabilidad compartida de todos los participantes en la cadena pagos. En su parecer, la iniciativa en estudio enfatiza mucho el rol del emisor de la tarjeta, estimó que sin duda ahí hay una responsabilidad importante pero no es la única.

3.- Compartir consideraciones finales sobre el proyecto de modificación a la ley N° 20.009.

Expresó que el primer gran mensaje de su presentación es que en la industria el ambiente de compras está cambiando. La distinción histórica entre pagos en el mundo físico (fundamentalmente usando una tarjeta en un punto de venta)  y el digital (no presencial, usando algún canal electrónico) se está borrando cada vez más rápidamente. Es cada vez más difícil de distinguir. Dio el siguiente ejemplo: presencialmente efectúo un pago mediante una aplicación de mi celular, ¿es una transacción presencial o digital?

El mundo de pagos digital presenta un desafío importante en seguridad, y la industria está invirtiendo para proteger esos nuevos canales de hacer pagos.

En efecto podemos encontrar:
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Agregó que todos los dispositivos vinculados a internet son potenciales terminales puntos de ventas (POS). En ese sentido, se dice que el POS está en todos lados:
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Algunos de estos ejemplos son más futuristas que otros. En efecto, al día de hoy ya se puede pagar por medio de celulares, cuyo crecimiento ha sido explosivo y es así como hoy en el mundo hay más celulares, tablets y varios otros dispositivos electrónicos afines, que habitantes. Se estima que para el año 2020 habrá cincuenta mil millones de dispositivos conectados a internet. En un futuro habrá, por ejemplo, refrigeradores que mantendrán por sí solos el inventario de lo que se necesita e inclusive harán transacciones digitales pidiendo los artículos que hagan falta.

Las transacciones digitales son el vehículo del crecimiento en consumo y un reto para el comercio. El canal de crecimiento futuro es precisamente el canal digital. En la lámina se observa que estamos hablando de crecimiento de dos dígitos en el mundo digital:
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En China, el 75 % del comercio electrónico es a través de un dispositivo móvil, se ha transformado en el nuevo canal de comercio.

Sobre el rol de VISA.

En primer término, el señor Pérez Galindo puntualizó que VISA no tiene relación con los comercios ni con los consumidores. VISA es un intermediario y una plataforma tecnológica. Como VISA, les interesa que esa plataforma logre:

- Generar confianza y conveniencia al realizar pagos electrónicos. Afirmó que la experiencia de pago debe ser sencilla y el consumidor debe quedar tranquilo.

- Maximizar la seguridad de los pagos electrónicos independientemente del dispositivo o canal.

- Ampliar la inclusión financiera mediante mayor acceso y uso de pagos electrónicos entre consumidores y comercios. Todavía hay un porcentaje de la población que no tiene acceso a estos medios de pago y le parece fundamental, ya no es un lujo tener estos medios de pago electrónicos, es una necesidad.

Sostuvo que la seguridad en los pagos es una responsabilidad compartida entre los múltiples actores en la cadena de pagos. 

Distinguió entre los siguientes actores en la cadena de pagos:

1. Adquirente: Institución que afilia y vincula a los comercios al sistema VISA, les procesa transacciones y les realiza liquidaciones financieras. En Chile se utiliza también el término operadores. Es la entidad que se vincula con el comercio, son entidades independientes y muchas veces tienen responsabilidades diferentes según el rol que asuman.

2. Procesador Adquirente: Realiza servicios de procesamiento para los adquirentes.

3. Proveedor de Servicios para Procesamiento de Pagos: Provee servicios de valor agregado y conectividad a las redes de pago para los comercios. Se trata de una figura nueva que ha llegado a Chile recientemente con la modificación de la normativa sobre tarjetas del Banco Central. Es una figura crecientemente importante en todo el mundo, y que VISA reconoce y la tiene normada.

4. Comercio: Provee bienes y servicios a cambio de pago. Para aceptar tarjetas, los comercios deben de ser validados y mantener una relación con un adquirente.

5. Emisor: Institución que emite tarjetas y mantiene una relación financiera con el tarjetahabiente.

6. Procesador Emisor: Realiza servicios de procesamiento para los emisores.

7. Tarjetahabiente: Portador de una cuenta VISA.

El señor Pérez Galindo explicó que estos actores participan en el modelo de pago de tipo abierto (tipo VISA):
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Subrayó que todos estos actores tienen una responsabilidad en la seguridad. Si alguno de ellos fallara con sus protocolos, la manera de proteger la información, se va a generar un problema de seguridad. Y en la visión de VISA todos tienen que asumir su responsabilidad y hacer lo que les corresponde para minimizar los riesgos de fraude.

Cuatro Pilares de la visión de VISA en materia dela seguridad.

Se trata de ejemplos concretos de las responsabilidades que se le asignan a cada uno de los actores o jugadores.

Los cuatro pilares que explicará son:

- Devaluar la información sensible, que se traduce en no exponer esta información. Las herramientas son: chip para las transacciones comerciales (EMV) y la tokenización, que es la réplica del chip para el mundo digital.

- Aprovechar tecnologías de datos (“Big Data”). Poder tomar decisiones de fraude en tiempo real con la información disponible, incluso poder por ejemplo declinar una transacción en el punto de venta.

- Proteger los sistemas de información. Lo anterior atendido que el robo de bases de datos, los hackers, están cada día más presentes. La industria ha establecido ciertos estándares, como por ejemplo que evitar almacenar información sensible a nivel comercio, que puede ser robada y usada para cometer fraude en el mundo físico o digital.

- Proteger e involucrar al consumidor. Que el consumidor asuma un rol proactivo en la prevención, con más control sobre sus transacciones. Para esto se cuenta con herramientas tales como alertas SMS o email, y se formula el principio o regla de “cero responsabilidad”.

El señor Pérez Galindo expresó que ilustrará cada uno de los pilares.

Pilar N° 1. Devaluación de información – Chip: 

Este tema es importante para entender lo que ha pasado hasta el momento, y como el riesgo de clonación de una tarjeta ha bajado mucho en los últimos años. Ha existido una gran inversión de la industria para reemplazar tarjetas, terminales, puntos de venta y cajeros automáticos.

El chip de la tarjeta permite validar cada transacción, generando un criptograma único, lo que significa que cada transacción es única y no se puede copiar la información. Eso protege la transacción presencial en puntos de venta y cajeros automáticos. 

Se establece una regla de cambio de responsabilidad, conforme a la cual la parte que ha hecho la inversión esté protegida del fraude. Así, desde octubre de 2014, y a nivel global internacional, el emisor o el adquirente que no haya invertido y migrado a chip es responsable por el fraude. Lo anteriormente expuesto queda a nivel entre emisor y adquirente, el tarjetahabiente tiene la relación con el emisor. 

Aplica en POS/ ATM, y cubre transacciones nacionales e internacionales

Agregó que el gran reto es el canal no presencial, el comercio electrónico. Se han hecho varios esfuerzos, siendo el más sólido, ambicioso y que más tiempo va a llevar es el de tokenización.

Pilar N°1 Devaluación de información – Tokenización.

Lo graficó de la siguiente forma:
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El token ya existe para la banca en línea, todos lo usamos cuando queremos hacer una transferencia bancaria. El concepto llevado a la industria de las tarjetas es sustituir los 16 dígitos que hay en una tarjeta por un nuevo número, también de 16 dígitos, que es el token. Esa sustitución se hace en una bóveda en la nube, y VISA y el emisor de la tarjeta van a tener la información. Ese token se puede acotar para que sólo sirva para un dispositivo, un teléfono celular, un computador, para un comercio (por ejemplo Netflix o Amazon), y no se puede usar ese token fuera de ese dispositivo o comercio. El mejor ejemplo es el de los celulares con el Apple Pay y el Samsung Pay. Esta es la solución de seguridad que se tiene para el mundo digital hasta el momento. 




Pilar N°2, el Uso de Herramientas Anti-Fraudes

Continuando con su presentación, el señor Salvador Pérez señaló con respecto del pilar N°2, es decir, el uso de herramientas anti-fraudes, que existe una regla reciente de parte de VISA, de acuerdo a la que a partir de julio de 2018 todos los emisores de tarjetas VISA estarán obligados a tener herramientas de monitoreo de fraude, en tiempo real. El Big Data permite proveer mejores tomas de decisión y, también, en materia de fraudes minimizar la posibilidad de su ocurrencia gracias a las herramientas que ofrece la tecnología de la información.


Pilar N°3, Salvaguardia de la Información.


El pilar N°3, Salvaguardia de la Información, es muy importante. Mencionó el Caso Target en los Estados Unidos, como un ejemplo de los riesgos de robos de información a nivel de comercios. Destacó la política de las marcas, porque esta es una regla de la industria, es evitar el almacenamiento de información que no necesita el comercio. Para eso hay estándares internacionales conocidos como PCI-DSS, por sus siglas en inglés, Payment Card Industry – Data Discernation Standards, que dan una serie de orientaciones y educación a los comercios de cómo administrar el manejo de la información, tanto para el mundo presencial como para el digital. 


Pilar N° 4, “Involucrar al Tarjetahabiente”.


El último pilar, el N° 4, cual es “Involucrar al Tarjetahabiente”, es uno de los más importantes porque está referido al rol del consumidor. Recordó que ya mencionó lo relativo a las alertas y se centró en la “Regla de Cero Responsabilidad”. Explicó que es un principio que se ha expandido en el tiempo, y que en América Latina recién lo implantaron en agosto del año 2016. Si bien el principio es muy conocido en los Estados Unidos, porque lleva mucho tiempo allá, es un tema nuevo en nuestros países y que han estado socializando con sus bancos. 


El principio o regla de “cero responsabilidad” es el beneficio al tarjetahabiente consistente en que no es responsable por cargos no autorizados, concepto que sugiere que el proyecto lo incorpore. Cargo no autorizado es aquél en el que el tarjetahabiente no tuvo participación en autorizar la transacción; no se benefició de recibir un bien o servicio y no participó en la operación. 


El alcance de este mecanismo de protección es robo, extravío o fraude. Cualquier transacción que no haya autorizado el tarjetahabiente. Cubre puntos de venta; cajeros automáticos; transacciones locales o internacionales. Hay excepciones en ciertos productos, como son las tarjetas comerciales y las corporativas o el prepago anónimo. Respecto de este último, hizo presente que la nueva normativa del prepago en Chile distingue entre prepago anónimo e identificable. A nivel de reglas, no hace sentido proveer protección respecto del prepago anónimo.


Por el lado del emisor, la obligación es realizar un abono provisional dentro de cierto plazo de tiempo del tipo de producto. La ley habla de reembolsar el monto de la transacción realizada. Sin embargo, a nivel de regla de la marca, VISA prefiere hablar de un abono provisional, que es algo que sugiere que lo considere también el proyecto. En relación al plazo, estima que este debe ser razonable. En este punto, indicó que 24 horas es un tiempo muy reducido y complica que tal reembolso efectivamente se realice, especialmente si hay días feriados o fines de semana. En tal sentido, considera que el plazo de 24 horas no es realista para poder realizar tal operación de reembolso. VISA tiene un plazo de hasta 5 días, lo que ha variado en el mundo, porque no existe una regla única. La propuesta de VISA respecto de este punto es que se amplíe también el referido plazo, y que llegue a 5 días. 


Lo anteriormente expuesto es sin perjuicio de la investigación que generará la situación. Obviamente el tarjetahabiente estará sujeto a confirmar que efectivamente no autorizó la transacción; que no hubo una participación suya. Esto tiene por finalidad evitar que se realicen auto fraudes, porque siempre existe ese riesgo. Reconoce que, dentro de este contexto, el concepto de “cero responsabilidad” puede ser mal entendido. 


Tal investigación puede tomar entre 90 a 120 días, dependiendo de si el fraude es nacional o internacional. Indicó que en el caso chileno los fraudes tienen un alto componente internacional.


Destacó que el reto de la seguridad en los pagos son tanto la conveniencia como la seguridad para el cliente. 

Respecto de las estadísticas de fraude, se limitó a dejar en claro que nuestro país no es de los cuales VISA esté preocupado, tal como demuestra la siguiente gráfica comparativa. 
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Consideraciones finales.


-Actualmente hacer pagos de manera electrónica es más seguro y conveniente.


-VISA y sus emisores y adquirentes invierten sumas crecientes en materia de tecnología y herramientas de seguridad.


-Las reglas y protocolos que establecen van dirigidas a generar incentivos para que todas las partes involucradas en la cadena de pagos asuman su responsabilidad.


-El principio de "cero responsabilidad" para el consumidor es un beneficio que conlleva obligaciones de un uso responsable del medio de pago.


-El proyecto de reforma a la ley N° 20.009 busca ampliar la protección del consumidor financiero pero es importante hacerlo de manera integral y atendiendo responsabilidades para todos los participantes.


Sugerencias.


-Diferenciar rol emisor del rol adquirente u operador en línea, con las definiciones de la nueva normativa de tarjetas de pago del Banco Central de Chile.


Hizo presente que en la terminología chilena adquirente es básicamente la figura del operador. Así lo dispone la normativa del Banco Central. Sin embargo, resultado de esa normativa habrá cambios en la estructura de la industria en Chile, Aunque históricamente ha habido sólo una empresa realizando esta función a nombre y cuenta de los emisores, esta cambiará, y habrá nuevos actores que no estarán haciendo eso necesariamente a nombre y cuenta de un emisor. Le parece importante dejar en claro el rol del operador o adquirente como entidad responsable de la vinculación con el comercio (afiliación, interconexión, liquidación de transacciones, etcétera.).


-Respecto del artículo 6° establecer que "El usuario no se tendrá por responsable en las operaciones realizadas sin su autorización,  siempre y cuando dicha operación se le haya previamente reportado al emisor (….).  Celebra que el usuario no se tenga por responsable en las operaciones realizadas sin su autorización, pero la ley debe dejar bien establecida su obligación de reportar cualquier cargo no reconocido. Actualmente  la ley establece la exigencia de reportar el robo o extravío de la tarjeta, pero no la obligación de reportar la transacción no reconocida. Además, siempre es posible que sea el tarjetahabiente el primero que se dé cue,knta que ha sido víctima de un fraude.


-En relación al artículo 7° del proyecto, hizo dos sugerencias:


 (a) incorporar el concepto de "abono provisional" sujeto a los resultados de la investigación, en lugar de "cancelación de los cargos" o "devolución de los importes", y 


(b) considerar un plazo que no exceda de cinco días en lugar de 24 horas.


En el caso del comercio, establecer obligaciones de salvaguardar y proteger la información de los usuarios, así como de colaborar en las investigaciones. En su parecer, el proyecto deja muy abierta la responsabilidad que pueda tener el comercio en los casos de fraude. Por lo anterior, es importante incluso considerar la obligación de que tengan que salvaguardar y proteger la información de los usuarios, pues el comercio siempre la estará manejando.


Por su parte, Paola Ledezma destacó que el objetivo de la presentación es complementar el proyecto en discusión y manifestó su disposición a apoyar el trabajo legislativo en lo que fuere pertinente.  

DIRECTOR CEDI UNIVERSIDAD DE CHILE

PROFESOR RENATO JIJENA


El profesor Renato Jijena agradeció la invitación a exponer en relación a esta materia.


Señaló que analizará el boletín N° 11.078 desde la perspectiva de la “seguridad de sistemas”, comprendiendo la seguridad de los sistemas bancarios en general y la de las tarjetas de crédito en particular. Se trata de un contexto que se construye y regula con las normas generales del derecho, con estándares especiales ISO, con normas oficiales del INN como la 27001-2013 y con normas administrativas de la SBIF.




Propone salir del contexto del artículo 23 de la ley N° 19.496 que obliga a que el proveedor garantice la seguridad en el consumo, aunque, en definitiva, se arribe a la misma conclusión.




Expuso un caso concreto: una cuentacorrentista del Banco de Chile se entera sólo a posteriori que le fueron emitidas y usadas tres tarjetas de crédito electrónicas, con las cuales unos ciudadanos peruanos, perfectamente identificados, compraron pasajes a Lima. Y el banco responsabiliza, incluso judicialmente, a la cliente. Ni siquiera hubo algún llamado de la ejecutiva de cuenta al cliente, advirtiéndole esta operación. Ese es el estándar que se está aplicando al día de hoy.




Esto es claramente una negligencia grave en materia de seguridad de sistemas en general y de autenticación electrónica en particular. Y la responsabilidad asociada en este caso del emisor, por haber permitido estas operaciones, en la línea de lo que establece el proyecto, es importante que sea regulada, explicitada y precisada.


Otro caso de negligencia por no verificación de identidad se produce en el caso de phishing, donde los bancos se escudan en la cláusula que establece que todo lo relacionado con mal uso de la clave será siempre de responsabilidad exclusiva del titular. Declaró que esta cláusula sin duda es abusiva y debe prohibirse legalmente, o al menos dirigirse por ley, y acá el proyecto está en la línea correcta cuando propone tenerla por no escrita. Este último punto es, judicialmente, un tremendo avance.




Los bancos ya han sido condenados judicialmente por no tomar las medidas necesarias para evitar fraudes o delitos informáticos que afectan a los consumidores, en concreto tratándose del uso de las claves que ellos consideran y determinan contractualmente como de responsabilidad exclusiva de los clientes.





Dice mucho que en el pasado reciente la banca y el comercio hayan tenido que escalar o aumentar los niveles de seguridad en sus plásticos, pasando del uso de bandas magnéticas a los chips. Se trata de un cambio que era indispensable implementar. La obligación de ser diligentes es principalmente de los emisores de las tarjetas, lo que se traduce en establecer sistemas preventivos de autenticación y seguridad de los plásticos. De nada sirve la seguridad a posteriori.




En el contexto de la seguridad de información, la SBIF hablaba, en junio de 2016, de enfatizar la necesidad de tomar medidas de control para disminuir los riesgos operacionales, y de mejorarse la gestión preventiva de los riesgos operacionales. 


A pesar de que hace unos años nos acercamos al tema defendiendo a la banca ante demandas colectivas concretas de los consumidores, hoy no podemos sino estar de acuerdo con el contenido esencial del proyecto de ley.  Le ley debe adecuarse a la realidad presente, o dicho de otra forma, las definiciones o los estándares de seguridad y de responsabilidades asociadas a los riesgos de robo, hurto, extravío o clonación deben actualizarse y precisarse. La ley N° 20.009 tiene que ser actualizada y el proyecto va en esa línea.




Si se determina que a esta fecha los emisores de tarjetas han sido negligentes adoptando medidas de seguridad y previniendo, entonces limitar la responsabilidad de los usuarios o tarjetahabientes es un estándar necesario.




La ley vigente dice que los avisos o noticias en caso de hurto, robo o extravió deben  hacerse mediante sistemas de comunicación de acceso permanente y que el bloqueo  por el emisor debe ser inmediato; así se materializa la eximente de responsabilidad para el usuario a contar desde el aviso, y caemos en el ámbito de una operación o transacción bancaria oportunamente "no autorizada por el titular" y a la obligación de que se le restituyan lo montos defraudados. El gran problema es que esta norma no sirve para el mundo de los pagos electrónicos. Precisó que, por cierto, si un titular no notifica el extravío, hurto o robo, él también debe ser responsable en alguna medida, y esa responsabilidad puede cuantificarse, y si un emisor no establece un procedimiento idóneo de notificación o aviso también puede explicitarse su responsabilidad. Ahora bien, en el caso de las clonaciones, cuando el titular nunca supo del delito previo y el fraude posterior y no pudo notificar o avisar, cabe preguntarse a quién responsabilizamos.




Preguntas relevantes: ¿Por qué entonces a veces los emisores responsabilizan a los tarjetahabientes por las operaciones fraudulentas realizadas por terceros dolosamente, y se niegan a realizar los contra cargos y reembolsar lo defraudado? Hay una acción dolosa de un tercero y hasta ahora se responsabiliza al tarjetahabiente.


¿Por qué en el hecho se les obliga a contratar un seguro complementario (se les induce o engaña), que solo tiene un fin de lucro para la entidad financiera que emite el plástico? Estimó que no hay justificación jurídica para ello, la obligación de ser diligente nace por el vínculo contractual con el tarjetahabiente, no porque se tome un determinado seguro.


Nuevamente en el contexto de la seguridad de sistemas: ¿son idóneos los mecanismos de autorización de las operaciones, de manera tal que el carácter fraudulento quede de manifiesto antes de realizarse y se bloquee preventivamente la operación, sea presencialmente con plásticos (con tarjeta presente en la mayoría de los casos clonada) o mediante Internet? ¿Cómo pudo ocurrir entonces el caso del Banco de Chile referido al inicio, que autorizó operaciones no realizadas por el tarjetahabiente, si no es por negligencia del banco en la implementación de sus mecanismos de autenticación o de verificación de identidad? Reiteró que se trata de una cláusula abusiva.


A continuación, el señor Jijena formuló algunos comentarios respecto del texto del proyecto.




Expresó que el proyecto propone utilizar el término 'medios de pago" para aludir a tarjetas y transacciones electrónicas sin tarjeta. Le parece una cuestión semántica de muy poca importancia, porque esas transacciones electrónicas siempre se hacen en base a asientos electrónicos contables que corresponden a la cuenta corriente, al débito o al crédito.


En cuanto a las propuestas de definiciones, le parecen innecesarias porque el mercado y la industria no caen en confusiones conceptuales.




Respecto de los plazos de reembolsos ante fraudes, le parece un poco breve que sea en 24 horas hábiles desde que sean detectadas, porque internamente se realizan procesos de verificación que pueden ser más largos. En ese sentido, está de acuerdo con lo planteado por los representantes de VISA, en cuanto a que se trata de un plazo no realista.




Por otra parte, rechazó una vez más la inducción a la contratación de seguros antifraudes adicionales como condición para los contra cargos, y se manifestó de acuerdo en que se restrinja. Destacó que este es un punto muy importante.


En relación a las normas eximentes de responsabilidad, compartió las que se proponen, por ejemplo, para el caso de donaciones dolosas no conocidas o ignoradas totalmente por el tarjetahabiente, que nunca podrían serle imputadas, como se hizo en el caso del Banco de Chile, salvo que durante la investigación posterior se determine que hubo aprovechamiento. Y el traslado de la carga de la prueba al emisor para probar que él si las conocía o fue negligente.

° ° ° ° °


Finalizadas las exposiciones de los invitados a la sesión, intervinieron los Honorables Senadores presentes.


La Honorable Senadora señora Pérez agradeció las exposiciones. Manifestó estar orgullosa de ser una de las autoras de la moción, que claramente es una necesidad en nuestro país. Agregó que las exposiciones fueron claras y concretas. 


Le resulta gratificante escuchar opiniones informadas y positivas, particularmente luego que en la sesión anterior se advirtieran por parte de algunos invitados, ciertos peligros inminentes de una iniciativa como la en estudio, como, por ejemplo, encarecer los costos.


Declaró que la situación actual en este ámbito es inaceptable. Son inexplicables situaciones como las que se exija el pago adicional de un seguro frente a los ciber ataques o que la carga de la prueba sea de cargo del cliente, entre otras.


Este proyecto es un clamor de la gente, y es absolutamente transversal, afecta tanto a quienes tienen recursos como a aquellos que no, porque hoy prácticamente todo se compra con tarjetas. 


El Honorable Senador señor Pizarro pidió al representante de VISA algunas aclaraciones respecto de la forma como opera el Pilar N°1, específicamente en lo relativo a la tokenización, y si los 16 números distintos de los de la tarjeta que utilice, por ejemplo, el Apple Pay, se van a poder usar sólo en un tipo de comercio, y será necesario tener un número distinto para cada compra, o bien con ese número se podrá comprar en cualquier comercio que cuente con el sistema.


El Honorable Senador señor Quinteros agradeció y felicitó las exposiciones. Afirmó que se trata de un muy buen proyecto que hace falta en nuestro país. Hay muchísimos ejemplos de los abusos que se producen en esta materia.


En respuesta al Honorable Senador señor Pizarro, el señor Pérez Galindo explicó que el token puede ser para un comercio, por ejemplo Netflix, caso en el cual se sustituyen los 16 dígitos de la tarjeta que serán únicos para hacer una transacción ahí. Ahora bien, si se trata de un token para un dispositivo, por ejemplo con Apple Pay, el token es sólo para el dispositivo de que se trata.

SERVICIO NACIONAL DEL CONSUMIDOR (SERNAC)

El Jefe de División de Consumo Financiero de SERNAC, señor Rodrigo Romo, intervino en representación del organismo. Anunció que SERNAC tiene una opinión favorable a esta iniciativa de ley, que es sin duda muy necesaria. Asimismo manifestó la disponibilidad de SERNAC para participar en la tramitación y perfeccionamiento de este proyecto.

Realizó luego una exposición en power point que aborda los siguientes puntos:

I. Breve descripción del Mercado Financiero en Chile.

II. Ranking sub-mercado: Banca y Tarjetas de Crédito relacionadas al retail.

III. Actual regulación. 

IV. Acciones.

V. Jurisprudencia.

VI. Comentarios al proyecto.

I. Breve descripción del mercado financiero en Chile.

La industria financiera está integrada por distintos tipos de entidades. Abarca aquellas que brindan servicios de ahorro e inversión, crédito, entre otros. 

Desde el punto de vista de los reclamos, al SERNAC llegan reclamos de consumidores principalmente contra la banca, el retail financiero y las cajas de compensación.

Respecto a los productos o servicios más reclamados en el mercado financiero por los consumidores, durante el segundo semestre de 2016, se encuentran las tarjetas de multitiendas (32,8%), los créditos de consumo (14,1%) y las cuentas corrientes (8%).

II. Ranking sub-mercado: Banca y Tarjetas de Crédito relacionadas al retail.

El señor Romo expresó que cada semestre SERNAC realiza un ranking en relación a los sub mercados financieros más reclamados.
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Hizo presente que los bancos y las tarjetas de crédito relacionadas al retail representan más del 80% de los reclamos.


En cuanto a los principales motivos de reclamos en la banca, indicó:

	PRINCIPALES CAUSAS DE RECLAMOS
	% DE RESPECTO AL TOTAL DE RECLAMOS CONTRA LA BANCA

	
	2° SEMESTRE 2015
	2° SEMESTRE 2016
	

	FRAUDE: CONSUMIDOR NO RECONOCE TRANSACCIÓN POR CLONACIÓN Y/O SUPLANTACIÓN
	13,9%
	18,2%
	

	NO REVERSA CARGOS MAL EFECTUADOS
	14,4%
	14,0%
	

	DINERO NO ENTREGADO PARCIAL O TOTAL
	9,7%
	9,2%
	

	COBROS EXCESIVOS POR INTERESES Y COMISIONES 
	10,5%
	8,0%
	

	COBRANZA EXTRAJUDICIAL: PROCEDIMIENTOS QUE NO CORRESPONDEN Y COBROS EXCESIVOS
	6,8%
	7,0%
	



Destacó que la causal más reclamada es precisamente el fraude, aquellos casos en que el consumidor no reconoce la transacción por clonación y/o suplantación.


En relación a los principales motivos de reclamos contra las tarjetas de crédito relacionadas al retail, mostró los siguientes datos:

	PRINCIPALES CAUSAS DE RECLAMOS
	% RESPECTO AL TOTAL DE RECLAMOS CONTRA TARJETAS DE CRÉDITO RELACIONADAS AL RETAIL

	
	2° semestre 2015
	2° semestre 2016
	

	Cobranza extrajudicial no corresponde 
	16,83%
	19,14%
	

	No reversa cargos mal efectuados
	16,89%
	17,96%
	

	Cobros excesivos o duplicados 
	10,35%
	8,49%
	

	Fraude: consumidor no reconoce transacción por clonación y/o suplantación
	4,58%
	7,43%
	

	Cobro de seguros no contratados 
	7,56%
	6,89%
	



Aquellos casos en que el consumidor no reconoce la transacción por clonación y/o suplantación, si bien no constituyen la causal más reclamada, tienen bastante prevalencia.


Concluyó que los datos expuestos revelan que la materia que aborda este proyecto es un tema que está presente de manera importante en el mercado financiero.

III. Actual regulación.

El señor Romo manifestó que la normativa vigente contiene varias normas que han permitido construir una cierta interpretación en esta materia:

A) Ley N° 19.496 sobre Protección de los Derechos de los Consumidores:

- El artículo 3º inciso primero letra a), reconoce como derecho básico del consumidor la libre elección del bien o servicio y señala que el silencio no constituye aceptación en los actos de consumo.

- El artículo 3º inciso primero letra d), establece el derecho a la seguridad en el consumo de bienes o servicios.

- El artículo 12 dispone que todo proveedor de bienes o servicios estará obligado a respetar los términos, condiciones y modalidades conforme a las cuales se hubiere ofrecido o convenido con el consumidor la entrega del bien o la prestación de servicio.

- El artículo 23 consagra el deber de profesionalidad de los proveedores, que conlleva la obligación de prestar el servicio de manera de no causar menoscabo al consumidor.

Puso de relieve que la norma central es el artículo 23, que junto con el artículo 3° letra d) permiten configurar una obligación de los proveedores de servicios financieros de entregar este servicio de manera segura.

B) Ley N° 20.009 sobre extravío, robo o hurto de tarjetas:

- Artículo 3º. “En el caso que las tarjetas sean operadas con posterioridad al aviso de extravío, hurto o robo, corresponderá al emisor probar que las operaciones fueron realizadas por el tarjetahabiente titular o los adicionales autorizados por éste”.

-  Artículo 4º. “El tarjetahabiente no tendrá responsabilidad por las operaciones realizadas con posterioridad al aviso o noticia entregada al emisor, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda”.

El señor Romo puntualizó que esta ley no establece que la responsabilidad previa al aviso es necesariamente del tarjetahabiente.

IV. Jurisprudencia.

En este punto, el Jefe de la División Consumo Financiero de SERNAC, señor Rodrigo Romo, presentó dos sentencias de la Corte de Apelaciones de Santiago que recogen la interpretación del SERNAC:

1. Rol Ingreso de Corte N° 342-2016 (Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago):

Hizo referencia a los principales considerandos que abordan este punto:

“SEGUNDO: Que, la impugnación efectuada en el recurso alude esencialmente a una cuestión que dice relación con la suficiencia de la prueba rendida para los efectos de establecer si la entidad bancaria desplegó las medidas de seguridad racionalmente esperables a objeto de evitar la vulneración de un adecuado servicio prestado en sus tarjetas de crédito”.

“TERCERO: Que, esta cuestión resulta de suyo compleja, pues no es posible analizar este conflicto desde la óptica del derecho civil tradicional, sino que debe ponderarse en conformidad a la normativa especial contenida en la Ley N°19.496”.

“CUARTO: (…) En este caso, el servicio consiste en el otorgamiento por el BANCO …de tarjetas de crédito, lo que supone que la entidad bancaria preste el servicio ofrecido sin fallas o deficiencias en cuanto, en lo que aquí interesa, a la seguridad, no solamente cuando se celebra el contrato entre las partes, sino en la relación que se establece después, a propósito de su utilización (…)”.

“QUINTO: (…) un problema adicional es aquel relativo a la carga probatoria. Desde el momento en que el proveedor niega haber incurrido en alguna deficiencia, falla o error de cualquier tipo en la provisión del servicio, se hace cargo de la obligación de probar tal aserto, esto es, planteado en términos positivos, deberá acreditar el debido cuidado, la diligencia, la actuación del proveedor conforme a los estrictos términos del servicio inmaculado ofrecido. Y ello es así, atendido el carácter protector del derecho del consumidor, unido a la circunstancia de la mayor disponibilidad y facilidad probatoria que normalmente acompaña a las entidades proveedoras de servicios (…)”.

2. Rol Ingreso de Corte N° 1796-2015 (Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago):

“TERCERO: La conclusión lógica que se obtiene de lo acontecido, es que siendo responsabilidad de la denunciada acreditar la efectividad de la operación financiera en virtud de la cual hacía cobros a la denunciante, pues tenía todos los medios a su alcance, no cumplió con tal carga. En consecuencia, sólo cabe concluir que la operación financiera cuestionada no fue realizada por la consumidora, a la que se trató de darle apariencia de legítima, sirviéndose de sus antecedentes personales, que estaban en poder de la denunciada”.

“CUARTO: (…) los artículos 3° letra d) y 23 de la ley 19.496.

El primero de los textos legales citados, dispone que es un derecho del consumidor, la seguridad en el consumo de bienes y servicios, norma que ha sido vulnerada pues en el presente caso, la falta del cuidado y resguardo de la denunciada, dio lugar a que usándose los datos personales de la denunciante se le atribuyera una deuda que no contrajo, provocándosele un menoscabo en los términos establecidos en la segunda de las disposiciones legales antes mencionadas.

Hizo presente que presenta estos fallos pues ilustran que jurisprudencialmente se ha establecido el principio que este proyecto viene a consagrar en la ley.

V. Acciones.

El SERNAC ha adoptado ciertas acciones en relación a este tema:
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En este punto, el Honorable Senador señor Moreira consultó cuáles fueron las razones por las que no fueron acogidos los reclamos.

El señor Romo señaló que las razones fueron variadas. El principal argumento es que se le imputa la carga de la prueba al consumidor.

Continuando con su exposición, manifestó que en lo que va del año 2017 se han interpuesto 17 denuncias en contra de entidades financieras y del mercado de retail por infringir la ley en materia de seguridad de productos, deber de profesionalidad y negligencia en la prestación de sus servicios.

Se iniciaron 13 mediaciones colectivas a nivel nacional referentes a cláusulas abusivas que buscan limitar anticipadamente la responsabilidad de estas empresas en caso que los consumidores sufrieran conductas fraudulentas realizadas por terceros, la mayoría de las mediaciones avanzan bien. Sin embargo ante la falta de disposición de llegar a acuerdo en la mediación colectiva por parte de Itaú Corpbanca, ésta se cerró negativamente y se presentó una demanda colectiva en junio de 2017.

Agregó que desde el año 2015 a la fecha suman 74 denuncias contra entidades financieras. Los proveedores con más denuncias son: Banco Estado con 23 (31%), Tarjeta Cencosud con 10 (13,5%) y Banco de Chile con 9 (12,1%). Precisó que estas cifras se relacionan también con la masividad de los citados proveedores.

VI. Comentarios al proyecto.

El señor Romo formuló algunas observaciones y comentarios al texto en estudio:

- La ley N° 20.009 no resuelve la totalidad de los problemas asociados a las operaciones financieras, principal razón por la que se ha recurrido a la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.

- En ese sentido, este proyecto de ley es un avance, en cuanto específica y explicita obligaciones que hoy día el SERNAC desprende de normas actualmente vigentes en la LPC. 

- Al disponerse que “será deber del emisor probar que el usuario se encontraba en conocimiento de las operaciones fraudulentas o que actuó sin la debida diligencia para el manejo del medio de mago”, se subsana el error de suponer que el tarjetahabiente siempre conoce del uso fraudulento de la tarjeta, o al menos de la amenaza de uso fraudulento.

- El tarjetahabiente o el usuario muchas veces sólo se notifica de las operaciones fraudulentas cuando recibe su estado de cuenta. Por lo que estas operaciones ocurren muchas veces a espaldas del consumidor y sólo se entera cuando ya ha transcurrido mucho tiempo.

- SERNAC siempre ha estimado que aun cuando el consumidor no haya dado aviso al emisor del robo, hurto o extravío de tarjeta de crédito (por desconocimiento, porque se trata de una tarjeta clonada, entre otros) es el emisor quien debe probar que estas transacciones fueron realizadas con autorización del cliente, punto del que el proyecto se hace cargo de manera explícita.

- En efecto, el proyecto reafirma que el emisor y no el consumidor tiene la carga de la prueba, y que los emisores no pueden supeditar la respuesta oportuna y adecuada a estas situaciones a la contratación de seguros o a la imposición de otras condiciones. 

- Por otro lado, parece adecuado que se establezca un plazo (el proyecto propone 24 horas hábiles) para que los emisores efectúen las devoluciones de dinero que correspondan. En opinión del señor Romo, este es un aspecto muy relevante, sin perjuicio que se pueda discutir sobre la duración de ese plazo. Hoy en día el tratamiento que se da en los casos en que el consumidor cuenta con seguro y aquellos en que no ha contratado seguro es muy distinto, siendo que la responsabilidad es la misma, aquel consumidor con seguro recibe el reembolso de su dinero a los pocos días, es un incentivo perverso a contratar el seguro. Además muchas veces los emisores extienden el plazo para resolver esta materia, por tanto tiempo que prescribe la acción infraccional para el consumidor.

- Es un acierto que se establezca que el emisor procure contar con medidas de seguridad suficientes para impedir la comisión de ilícitos, cuestión que debiera consagrase como un deber.

- Finalmente, y ante el pronto funcionamiento de las tarjetas de prepago, se modifica la referencia a tarjetas de crédito y débito, y se extiende también el alcance de la ley N° 20.009 a otros medios de pago, lo que también es positivo.

- - - - -

-- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, el proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señor Tuma (Presidente), señora Pérez, y señores Pizarro y Quinteros. (Unanimidad, 4X0).

- - - - -


Aprobado en general el proyecto, y conforme lo permite el artículo 127 el Reglamento de la Corporación por tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión procedió al análisis particular del proyecto. Sin embargo, en una sesión posterior, el señor Presidente recabó el acuerdo de la Comisión para despachar el proyecto sólo en general, dado que la complejidad de la materia amerita que sea puesta en conocimiento del Senado para que, una vez se apruebe la idea de legislar, se abra un espacio de tiempo para que se presenten indicaciones que permitan mejorar la iniciativa.


Tal proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Tuma (Presidente), señora Pérez y señores Moreira y Quinteros. (Unanimidad, 4X0).


Asimismo, en esta última oportunidad, la Comisión también acordó, con la misma votación, dejar constancia de las materias que fueron abordadas en forma específica y respecto de las cuales deberían presentarse indicaciones para corregir errores u omisiones, haciendo presente que otros aspectos del proyecto no fueron tratados por la Comisión por haber decidido, en definitiva, despecharlo sólo en general.


Las materias que fueron abordadas en forma específica y respecto de las cuales deberían presentarse indicaciones para corregir errores u omisiones, fueron las contenidas en el numeral 1 y el numeral 2, respecto de las letras a) y b) del artículo 1° de la ley N° 20.009, que el artículo único del proyecto propone reemplazar. 

N° 1
El proyecto propone reemplazar el título de la ley por el siguiente: “Establece un régimen de limitación de responsabilidad en casos de fraude para emisores y usuarios de medios de pago”.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, propuso sustituir el título propuesto por el siguiente: “Establece un régimen de limitación de responsabilidad para los usuarios de medios de pago”. Los miembros presentes de la Comisión estuvieron de acurdo con la modificación propuesta, pues refleja mejor el objetivo y texto del proyecto.

N° 2

Este numeral propone reemplazar los artículos 1º y 2º de la ley N° 20.009.

La Comisión analizó los conceptos de usuario y de emisor, contenido en las letras a) y b) del artículo 2°, respectivamente.

El artículo 1° del proyecto consagra definiciones.

“a) Usuario: El tarjetahabiente de tarjetas de crédito, débito, de pago con provisión de fondos, emitidas por las entidades autorizadas por la ley; el titular de una cuenta que permita el pago por medios electrónicos, aunque este no conste de un instrumento físico como una tarjeta magnética o un dispositivo electrónico; en general, la persona que sea titular de un medio de pago distinto del dinero en efectivo, cheque o vale a la vista; o tenedor de éste cuando se tratare aquellos emitidos al portador.”.

El Honorable Senador señor Tuma consideró que la definición de usuario debe quedar consagrada de la manera más amplia posible, en el entendido que siempre van apareciendo nuevas formas de pago y la idea es que el usuario de cualquier forma de pago que no sea el dinero efectivo quede protegido por esta ley. En el mismo sentido se pronunció la Honorable Senadora señora Pérez, en cuanto no debe restringirse el concepto de usuario sólo al tarjetahabiente. El Honorable Senador señor Quinteros, por su parte, recordó las aprensiones hechas valer por invitados a las sesiones anteriores, respecto a las definiciones que establece el proyecto, particularmente en cuanto a que serían términos ya definidos por la normativa del Banco Central. Finalmente, el Honorable Senador señor Pizarro consideró que debe ser una definición que englobe adecuadamente a todos los medios de pago distintos del dinero efectivo, y también el vale vista y el cheque, que tienen un régimen especial.

La Comisión estimó que texto de la letra a) debería quedar, en su oportunidad, de la siguiente manera:

“a) Usuario: la persona que sea titular de un medio de pago distinto del dinero en efectivo, cheque o vale a la vista; o tenedor de éste cuando se tratare aquellos emitidos al portador.”.

Respecto del concepto emisor, contemplado en la letra b. El texto del proyecto es del siguiente tenor:

“b) Emisor: La empresa que disponibiliza o pone en circulación el medio de pago autorizado por la ley, cuando corresponda; aquella que afilia a los comercios para la utilización de un medio de pago; o aquella que procesa operaciones realizadas con los medios de pago.”.

La Comisión recordó las intervenciones de los distintos invitados a las sesiones en que la Comisión ha tratado el proyecto, quienes pusieron de relieve la necesidad de distinguir la figura del emisor de la del adquirente. Esta definición de la letra b) las confunde.

El Honorable Senador señor Tuma consideró que las definiciones propuestas por VISA son un buen punto de referencia.

El asesor del Honorable Senador señor Ossandón, señor Huerta, expresó que desde el punto de vista del usuario no existen figuras distintas, sólo existe el banco con el que contrató, y para él debiera ser indiferente donde se comete el fraude. Pero, efectivamente, son diversos frentes de la cadena donde puede ocurrir el fraude.

La Comisión consideró que será necesario, en su momento, separar la definición contenida en la letra b) en dos distintas, de emisor y adquirente, cada una en una letra diferente, en los siguientes términos:

“b) Emisor: Institución que emite medios de pago y mantiene una relación financiera con el tarjetahabiente.”.

“c) Adquirente: Aquella institución que afilia a los comercios para la utilización de un medio de pago; o aquella que procesa operaciones realizadas con los medios de pago.”.

- - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL


Se inserta a continuación el texto del proyecto que la Comisión de Economía propone aprobar en general.

PROYECTO DE LEY: 

“Artículo único. Modifícase la ley N° 20.009 que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, de la siguiente forma:

1. Reemplázase el título de la ley por el siguiente: “Establece un régimen de limitación de responsabilidad en casos de fraude para emisores y usuarios de medios de pago”

2. Reemplázanse los artículos 1º y 2º por los siguientes:

“Artículo 1º.- Definiciones. Para los efectos de la presente ley, sin perjuicio de la normativa bancaria o financiera vigente; y de lo señalado en la ley N° 19.496 que establece normas sobre los derechos de los consumidores, los siguientes conceptos se entenderán de la forma en que se señala:

a) Usuario: El tarjetahabiente de tarjetas de crédito, débito, de pago con provisión de fondos, emitidas por las entidades autorizadas por la ley; el titular de una cuenta que permita el pago por medios electrónicos, aunque este no conste de un instrumento físico como una tarjeta magnética o un dispositivo electrónico; en general, la persona que sea titular de un medio de pago distinto del dinero en efectivo, cheque o vale a la vista; o tenedor de éste cuando se tratare aquellos emitidos al portador.

b) Emisor: La empresa que disponibiliza o pone en circulación el medio de pago autorizado por la ley, cuando corresponda; aquella que afilia a los comercios para la utilización de un medio de pago; o aquella que procesa operaciones realizadas con los medios de pago.

c) Comercio: El establecimiento que recibe pagos del usuario y que se encuentra afiliado, mediante actos o contratos, con el emisor o sus representantes.

d) Medio de pago: Cualquier sistema distinto del dinero en efectivo, el cheque o vale a la vista, que permita el pago de bienes y servicios en los comercios afiliados por o para el emisor, retiros de dinero u otras operaciones a través de los canales ofrecidos por el emisor.

Artículo 2º.- Los usuarios podrán limitar su responsabilidad en los términos establecidos por esta ley, en caso de hurto, robo o extravío del medio de pago o de las credenciales que permiten operarlo, dando aviso pertinente al emisor.

El emisor deberá proveer al usuario servicios de comunicación, de acceso gratuito y permanente, que permitan recibir y registrar los referidos avisos. Por el mismo medio de comunicación, y en el acto de recepción, el emisor deberá entregar al usuario un número o código de recepción del aviso y la fecha y hora de su recepción.

Los medios de pago por los que el usuario haya dado aviso de extravío, hurto o robo, serán bloqueados de inmediato por el emisor.”.

3. Reemplázanse en el artículo 3º la expresión “las tarjetas sean operadas” por “los medios de pago sean operados”; y la palabra “tarjetahabiente” por “usuario” en las dos ocasiones en las que aparece.

4. Reemplázase en el artículo 4º la palabra “tarjetahabiente” por “usuario”.

5. Reemplázase el artículo 5º por el siguiente:

“Artículo 5º.- Las siguientes conductas constituyen delito de uso fraudulento de tarjeta de crédito, de pago con provisión de fondos o débito:

a) Falsificar tarjetas de crédito, de pago con provisión de fondos o débito.

b) Usar, vender, exportar, importar o distribuir tarjetas de crédito, con provisión de fondos o débito falsificadas o sustraídas.

c) Negociar, en cualquier forma, con tarjetas de crédito, de pago con provisión de fondos o débito falsificadas o sustraídas.

d) Usar, vender, exportar, importar o distribuir los datos o el número de una tarjeta de crédito, de pago con provisión de fondos o débito, haciendo posible que terceros realicen operaciones de compra o de acceso al crédito, los fondos o al débito que corresponden exclusivamente al titular.

e) Negociar, en cualquier forma, con los datos o el número de la tarjeta de crédito, de pago con provisión de fondos o débito, para las operaciones señaladas en la letra anterior.

f) Usar maliciosamente una tarjeta bloqueada, en cualquiera de las formas señaladas en las letras precedentes.

g) Suplantar la identidad del usuario frente al emisor para obtener autorización para realizar transacciones con una tarjeta de crédito, de pago con provisión de fondos o débito.

La pena por este delito será de presidio menor en su grado medio a máximo, multa correspondiente al triple de lo defraudado, y el comiso de los bienes adquiridos por medio del ilícito, los que serán dispuestos para la compensación del emisor en los casos en que corresponda.

Esta pena aumentará en un grado, si la acción realizada produce perjuicio a terceros.”.

6. Agréganse los siguientes artículos 6º, 7º y 8º, nuevos:

“Artículo 6º.- El usuario no se tendrá por responsable en las operaciones realizadas sin su autorización, cuando el ilícito corresponda a la utilización de los datos necesarios para realizar una operación con el medio de pago sin que el usuario haya podido conocer tal hecho. De esta forma, la sustracción de los datos de una tarjeta de crédito desde el banco de datos de un comercio; la clonación de los datos de una tarjeta de débito a través de medios electrónicos, magnéticos o radiantes; la obtención por medios fraudulentos de las credenciales necesarias para operar un pago a través de una plataforma electrónica, entre otras conductas de similar naturaleza, no podrán ser imputables al usuario cuando éste no estuviese en conocimiento de su acaecimiento, sin perjuicio de la responsabilidades que deberá perseguir el emisor respecto de las personas que participen en la comisión del delito.

Será deber del emisor probar que el usuario se encontraba en conocimiento de las operaciones fraudulentas o que actuó sin la debida diligencia para el manejo del medio de pago.

Artículo 7º.- El emisor no podrá imponer condiciones ni requerir medidas anexas al usuario para la cancelación de los cargos realizados sin su autorización, o la devolución de los importes si correspondiera y, en ambos casos, deberá realizar dichas operaciones dentro de las 24 horas hábiles siguientes al momento en que fueran detectadas o notificadas. Tampoco podrá imputarlos al comercio en el que fueron realizados los pagos, excepto en los casos en que pueda ser comprobada la negligencia del comercio en la custodia o manejo de los datos del medio de pago necesario para la transacción, o su actuar fraudulento en los términos señalados por el artículo 5º.

Las cláusulas contractuales entre el emisor o sus personas relacionadas y el comercio que hagan responsable a éste último por las pérdidas en las operaciones realizadas mediante algún medio fraudulento, se tendrán por no escritas, correspondiendo siempre al emisor asumirlas, sin perjuicio del derecho a demandar el pago de quien resultare responsable del delito.

Artículo 8º.- El emisor procurará contar con medidas de seguridad suficientes para impedir la comisión de ilícitos como aquellos desarrollados en el artículo 5º, resguardando la prestación segura del servicio en los términos señalados por el artículo 23 de la ley N° 19.496; y será responsable de los perjuicios que se produzcan por las deficiencias en la protección de los sistemas tecnológicos del medio de pago.”.”.

Acordado en sesiones celebradas los días 12 de julio, 2, 9 y 15 de agosto de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martin y señores Iván Moreira Barros, Jorge Pizarro Soto y Rabindranath Quinteros Lara.

Sala de la Comisión, a 15  de agosto de 2017.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE TRAMITAR PROYECTOS DE LEY RELACIONADOS CON LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE UN SISTEMA DE GARANTÍAS DE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ

(10.315-18)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple” el 2 de agosto de 2017.
- - - - - - - - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Los incisos cuarto y quinto del artículo 26, son normas de quórum calificado, por cuanto el artículo 19 número 12 de la Constitución Política de la República prescribe que la ley que establezca delitos y abusos en el ejercicio de la libertad de emitir opinión y la de informar, debe ser de quórum calificado.


Los artículos 31, inciso quinto, y 37, inciso segundo, son normas de rango orgánico constitucional, en tanto tales son las que establecen los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de los niveles de la enseñanza básica y media, así como las normas objetivas, de general aplicación, que permitan al Estado velar por su cumplimiento, conforme a lo establecido en el artículo 19 número 11 de la Carta Fundamental.

 - - - - - - 

ARTÍCULOS CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS


Se hace presente que los actuales artículos 1, inciso segundo; 2, inciso cuarto; 5; 91, inciso tercero; 102, inciso segundo; 14; 15; 16; 183, inciso tercero; 314, incisos segundo y tercero; 355, inciso segundo; 386 y 397, fueron discutidos por la Comisión de Hacienda de la Honorable Cámara de Diputados, en tanto estimarse que los mismos incidían en materias de administración financiera del Estado.


Sin perjuicio de lo anterior, se destaca que de acuerdo al Informe Financiero de la Dirección de Presupuestos, acompañado junto con el Mensaje Presidencial que dio origen a la tramitación legislativa de la iniciativa legal en estudio, el proyecto no involucra mayor gasto fiscal.

- - - - - - - - - 


Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión Especial contó con la participación del Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza; de la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz; del Fiscal del Ministerio de Desarrollo Social, señor Jaime Gajardo; de los Asesores de dicha Cartera, señoras Carolina Díaz y Nicole Reyes y señores Patricio Camus y Omar Leyton; de la Asesora de la Unidad de Coordinación y Estudios del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señora Macarena Cortés; del Jefe de Gabinete del Consejo Nacional de la Infancia, señor Cristián Rodríguez; del Jefe de la División Jurídica del Consejo Nacional de la Infancia, señor Juan Carlos Valdivia; de los Asesores de dicho Consejo, señora Loreto Martínez y señor Hermes Ortega y del Periodista del Ministro de Desarrollo Social, señor Ramón Vargas.


Asimismo concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista, las siguientes entidades:


- Representante de Unicef en Chile, señora Hai Kyung Jun.


- Jueza del Tercer Juzgado de Familia de Santiago, señora Gloria Negroni.


- Abogado especialista en temas de niñez y familia, señor Hernán Fernández.

- Académica de Derecho Civil y de Familia, señora Fabiola Lathrop.

- Académica de Derecho Civil y de Familia, señora Yasna Otárola.

- Bloque por la Infancia: las voceras señoras Francis Valverde y Alejandra Riveros y el Secretario Adjunto, señor Jorge Martínez.


- De la Fundación Hogar de Cristo: el Director Ejecutivo, señor Paulo Egenau y el Subdirector de Estudios y Desarrollo, señor Rodrigo Hoyos.


- De la Fundación Mi Casa: la Directora Ejecutiva, señora Delia Del Gatto; el Director General, señor Raúl Heck y la Directora del Área de Adopción, señora Raquel Morales.

- De la Corporación Opción: la Asesora, señora Camila de la Maza.


- De la Corporación Comunidad y Justicia: el Coordinador del Área Legislativa, señor Cristóbal Aguilera y la Asesora, señora Simona Canepa.

- Académica de la Universidad de los Andes, señora Soledad Bertelsen.


- Directora del Centro UC de la Familia, señora Carmen Domínguez.

- Asesora Legislativa de la Fundación Jaime Guzmán, señora María Teresa Urrutia.


Excusaron su asistencia el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre y el Presidente de la Asociación Nacional de la Prensa A.G., señor Ricardo Hepp Kuschel, 

Asimismo, se hace presente que asistieron como oyentes autorizados por el Presidente de la Comisión las siguientes personas:


- Del Instituto Nacional de Derechos Humanos: el Analista Legislativo de la Unidad Jurídica Judicial, señor Julio Cortés.

- De la Unicef: la Consultora, señora Paulina Solís y la Asesora, señora Ana María Ojeda.


- De la División de Relaciones Políticas del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Carlos Arrué.


Además, asistieron los Asesores del Honorable Senador señor Letelier, señor José Fuentes; del Honorable Senador señor Ossandón, señora María Angélica Villadango y señores Alberto Jara y Benjamín Lorca; de la Honorable Senadora señora Von Baer, señora Marcela Aranda y señores Felipe Caro, Cristián Ruiz y Jorge Barrera; de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señor Pablo Urquízar; del Honorable Senador señor Lagos, señora Leslie Sánchez; del Honorable Diputado señor Kast, don José Antonio, señora Antaris Varela y señor Gabriel Fuentealba; del Comité Demócrata Cristiano, señor Luis Espinoza; del Comité del Partido Socialista, señores Rodrigo Márquez y Héctor Valladares; del Honorable Diputado señor Sabag, señor Christian Yunge; de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Truffello y de la Segpres, señora Lizzy Seaman y señores Alejandro Fuentes y Esteban Contador.

OBJETIVOS DEL PROYECTO 


Tiene por finalidad crear un Sistema de Garantías y Protección integral y efectiva de los Derechos de la Niñez, conformado por un ordenamiento coordinado de disposiciones legales y un conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a velar por el desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social de los niños, niñas y adolescentes, que de cuenta de una nueva concepción de los niños como sujetos de derechos, en materia de respeto, prevención, promoción y protección de éstos, incorporando en nuestro orden normativo un sistema que proteja universalmente los derechos reconocidos en este ámbito en la Constitución Política de la República, en las disposiciones de la Convención sobre los Derechos del Niño y demás instrumentos internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las demás leyes. Lo anterior, sin perjuicio de la profundización y desarrollo que se propone en la configuración de algunos de los referidos derechos.


El proyecto determina quiénes son los destinatarios de las normas que contiene e impone a los órganos de la Administración del Estado el deber de rendición de cuentas sobre las políticas desplegadas para la satisfacción de los derechos del niño, siempre en el marco de sus competencias y de los recursos de los que dispongan.  Asimismo, se establecen las reglas para la aplicación e interpretación de los derechos, principios y garantías de los derechos de los niños y determina que las normas internacionales deban considerarse, de igual forma, al momento de aplicar e interpretar la ley, con la finalidad de garantizar su efectividad.


Por último, se hace presente que la iniciativa pretende servir como una ley marco del sector, en cuanto sentar las bases generales del sistema de garantías de los derechos de la niñez, permitiendo el desarrollo futuro de distintos cuerpos normativos que tendrán por objeto complementar la institucionalidad y poner en ejecución sus postulados.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política de la República


El artículo 1° de nuestra Carta Fundamental establece, en su inciso cuarto, que el Estado está al servicio de la persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece.


Luego, el número 3º de su artículo 19 asegura a todas las personas la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos.


2.-Instrumentos internacionales


- Convención Internacional de los Derechos del Niño, de 1989, ratificada por Chile en el año 1990.


-Reglas de Naciones Unidas para la Administración de Justicia de Menores (Reglas de Beijing), de 1985.


-Reglas de Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad, de 1990.


-Directrices de Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil (Riad), de 1990.


3.- Legislación nacional


- Código Civil, Libro I, De las personas.


- Decreto ley Nº 2.465, de 1979, Ley Orgánica del Servicio Nacional de Menores.


- Decreto con fuerza de ley Nº 1.385, de 1980, que establece sistema general de subvenciones del SENAME a entidades cooperadas.


-Ley Nº 19.325, de 1994, sobre procedimiento y sanciones relativas a actos de violencia intrafamiliar.


- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código Civil; de la Ley Nº 4.808, sobre Registro Civil; de la Ley Nº 17.344, que autoriza cambio de nombres y apellidos; de la Ley N° 16.618, de Menores; de la Ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, y de la Ley Nº 16.271, de impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones.


- Decreto con fuerza de ley Nº 1 (19.653), de 17-11-2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


- Ley Nº 19.880, de 2003, sobre bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de la Administración del Estado (artículo 63).


- Ley Nº 19.927, de 2004, que modifica el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y el Código Procesal Penal en materia de delitos de pornografía infantil.


- Ley Nº 19.968, de 2004, que crea los Tribunales de Familia.


- Ley Nº 20.084 de 07-12-2005, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.


- Ley Nº 20.500, de 16-02-2011, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública. Título V.

- Ley Nº 20.530, de 13-10-2011, que crea el ministerio de desarrollo social y modifica cuerpos legales que indica.


- Ley Nº 20.584, de 24-04-2012, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.


Además de la legislación antes referida, se han considerado los siguientes avances normativos orientados al cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño.


-La consagración de la igualdad filiativa de los hijos (Ley N° 19.585 de 1998).


-Reformas constitucionales que establecen la obligatoriedad y gratuidad de la educación media (Ley N° 19.876 de 2003), y la obligatoriedad del segundo nivel de transición y un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio menor (Ley N° 20.710 de 2013).


-Ratificación de los protocolos facultativos de la Convención sobre los Derechos del Niño, relativos a la participación de niños en los conflictos armados (2003), y a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía (2003), y la aprobación del protocolo facultativo relativo a comunicaciones directas.


-Implementación de la justicia especializada en materias de familia (Ley N° 19.968 de 2004).


-Normas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y otorgar protección a las víctimas (Ley N° 20.066 de 2005).


-Legislación especial sobre responsabilidad penal adolescente (Ley N° 20.084 de 2005).


-Creación del Subsistema de Protección Integral a la Infancia Chile Crece Contigo (Ley N° 20.379 de 2009).


-Normas de promoción de la buena convivencia escolar y de prevención de toda forma de violencia en las escuelas (Ley N° 20.536 de 2011).


-Fortalecimiento de la protección a la maternidad, extensión del post natal para las madres e incorporación del permiso post natal parental (Ley N° 20.545 de 2011).


-Sanción del acoso sexual infantil, pornografía y posesión de material pornográfico infantil (Ley N° 20.526 de 2011).

II. ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje de S.E. la Presidenta de la República con el que se dio inicio a la tramitación legislativa de la presente iniciativa, señala que en el año 2015 se cumplieron 25 años desde que Chile ratificó, en el año 1990,  la Convención sobre los Derechos del Niño (1989) asumiendo, como Estado, adoptar las medidas administrativas, legislativa y de otra índole, que fueren necesarias para dar efectividad a los derechos reconocidos en dicho acuerdo internacional.


Añade el Mensaje que la Convención reconoce a los niños como legítimos titulares de los derechos y libertades que los pactos internacionales establecen para todas  las persona, disponiendo que su desarrollo integral debe ser protegido de un modo preferente. Asimismo, concibe al niño como una persona capaz de gozar y ejercer sus derechos por sí mismo, en consonancia con la evolución de sus facultades. Lo anterior, desde el seno de la familia hacia su proyección social. 


En esa línea, se destaca que este nuevo paradigma hace necesario el establecimiento de un sistema que garantice y proteja de manera integral y efectiva el ejercicio de los derechos de los niños.


En seguida, se indica que el proyecto en análisis pretende dotar al país de un sistema coordinado de dispositivos legales, institucionales, políticos y sociales, orientados a asegurar la efectividad de los derechos de los niños y a velar por su pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social, considerando su identidad cultural y su pertenencia a pueblos indígenas.


El sistema reconoce las relaciones entre los niños, la familia, la sociedad y el Estado, estructurándolas a partir del reconocimiento de derechos y deberes recíprocos, con profundo respeto de la relación del niño con sus padres o responsables legales; refuerza el papel de las políticas sociales otorgadas a los niños y de protección social dirigidas a ellos; limita la intervención del Estado a una última instancia, en subsidio de los esfuerzos de la familia para asegurar el ejercicio de los derechos del niño; y reconoce a los niños como sujetos participantes activos de la comunidad.


A continuación, destaca el Mensaje la centralidad de la familia, indicando que en concordancia con la Convención, el proyecto releva el reconocimiento y el respeto de las relaciones y funciones de la familia como núcleo básico de protección de los derechos del niño. El proyecto enfatiza el papel de orientación y guía que les compete a los padres en el ejercicio de los derechos de los niños; fortaleciendo, además, los deberes y derechos de los padres en relación con la crianza y cuidado de los niños.


El proyecto contempla programas, asistencia y apoyo a los padres y a la familia, con la finalidad de propiciar oportunidades efectivas y adecuadas para cumplir el privilegio que implica el ejercicio de la responsabilidad parental.


Posteriormente, el Mensaje señala como principios rectores de este sistema a los siguientes:


a. Los niños como sujetos de derechos. 


El reconocimiento de los niños como sujetos de derechos, señala el Mensaje,  acarrea importantes consecuencias tanto a nivel normativo como de política pública. Así, el sistema debe fundarse en el respeto por los principios de igualdad y no discriminación; el interés superior del niño como consideración primordial y el reconocimiento y promoción de la autonomía progresiva en el ejercicio de sus derechos. En concordancia con la Convención y el derecho común, la presente iniciativa utiliza el término de “niños” en general, concepto que incluye a toda persona menor de dieciocho años, sin distinción de sexo.

b. La protección integral de la niñez

La superación del sistema tutelar, centrado sólo en aquellos “menores” en situación de “grave vulneración de derechos”, implica avanzar hacia el establecimiento de garantías universales para el ejercicio de los derechos del niño. Ello incluye: la prevención o alerta temprana, la protección social de la niñez como base del sistema, la protección especializada y la protección judicial de sus derechos.

c. La protección efectiva del ejercicio de los derechos

La Convención impone a los Estados Partes el deber de adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos que ella reconoce y, en lo que respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, a adoptar esas medidas de conformidad a las disponibilidades presupuestarias. 


Este principio exige el establecimiento de medios concretos y específicos para dar eficacia a los derechos, así como el conocimiento del nivel de cumplimiento de los mismos mediante la evaluación de las prestaciones en las que éstos se materializan.


d. La integración de la protección

Esta máxima implica comprender el desarrollo de los niños desde su interacción con el entorno y con quienes participan de él: la familia y la sociedad, superando el enfoque sectorial y aislado en la provisión de servicios. Su concreción involucra establecer mecanismos de coordinación y control destinados a articular los servicios y prestaciones en función de las distintas situaciones, la adopción de metas que tengan un carácter integral y el establecimiento de garantías que formen parte de un sistema de protección y promuevan intervenciones articuladas y coherentes, entre otros requerimientos. Esto conlleva distintos niveles en la protección, considerando los actores, sectores y grados de territorialidad en que interactúan.


En seguida, el Mensaje se refiere a la adecuación normativa a la Convención y sus avances orientados al cumplimiento de ésta, indicando que en estos años, se han efectuado avances normativos en orden a dar cumplimiento a los postulados de la Convención. Entre ellos, los señalados previamente como antecedentes jurídicos de esta iniciativa legal.


Posteriormente, el Mensaje destaca las iniciativas anteriores de leyes de protección de la niñez.


En efecto, recuerda que la preocupación por contar con mecanismos que den efectividad a los derechos del niño ha llevado a que distintos Gobiernos y parlamentarios hayan presentado iniciativas legales al respecto. 


El año 2005, el Ejecutivo presentó un proyecto de ley sobre la materia, denominado  “Sobre Protección de los derechos de infancia y adolescencia”, que concluyó su primer trámite constitucional siendo aprobado en el Senado (Boletín N° 3792-07), y que hoy se encuentra en la Cámara de Diputados sin avances.


En 2012, se presentó un proyecto que tiene por objeto la creación de dos nuevos Servicios de atención a la infancia y adolescencia, que se encuentra aún en primer trámite constitucional (Boletín N° 8487-07).


El mismo año, por Moción de los Honorables Senadores señores Letelier y Walker, don Patricio, de la ex Senadora señora Alvear y del ex Senador señor Escalona, se presentó el “Proyecto de ley de protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes”. Esta iniciativa incorporaba las propuestas de las organizaciones no gubernamentales que colaboran en materias de niñez, sin embargo, no fue sometido a tramitación por la naturaleza de sus disposiciones, que requerían iniciativa legislativa presidencial.


Finalmente, el año 2013 se presentó un “Proyecto de ley de protección de derechos de los niños, niñas y adolescentes” (Boletín N° 8911-18).


Así, los proyectos señalados dan cuenta de una preocupación sostenida e inacabada por más de una década, en orden a contar con un sistema integral de garantías de los derechos de los niños. 

En seguida, el Mensaje indica que con este proyecto se espera construir un espacio para la discusión pública y legislativa sobre la protección integral de los derechos de los niños. Ello implica, necesariamente, el logro de consensos, que el Gobierno está dispuesto a facilitar, convencido de que es la forma correcta de honrar los compromisos del Estado chileno frente a los derechos de los niños. 


IDEAS MATRICES DEL PROYECTO ENVIADO POR LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA


1. Se trata de una ley de garantías


Se espera incorporar en el Derecho interno un sistema que proteja integralmente los derechos de los niños reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención, en los demás tratados internacionales que hayan sido ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y en las demás leyes.


Como se indicó previamente, los principios y derechos previstos en el proyecto deben estar provistos de medios que contribuyan, en los distintos ámbitos de acción del Estado y de las actuaciones de  los particulares, el efectivo ejercicio de sus derechos por parte de los niños. 


2. Provisión de servicios y prestaciones sociales


El proyecto hace converger distintos niveles de intervención del Estado. Por una parte, contempla un sistema de protección que propende a asegurar el goce de sus derechos a los niños, principalmente, a través de políticas sociales. Por otra parte, prevé la existencia de prestaciones especializadas, para los casos en que tales derechos deben ser reparados o restituidos.


3. La ley de garantías es una ley marco


El Mensaje señala que se ha optado por una ley que siente las bases generales del sistema de garantías de los derechos de la niñez. Ello implica reconocer la naturaleza intersectorial de las materias vinculadas a la niñez, la vocación articuladora de la institucionalidad y la necesidad de que el enfoque de derechos de los niños se instale transversalmente en los órganos del Estado y la sociedad chilena.


Se agrega que este proyecto permitirá el desarrollo futuro de distintos cuerpos normativos en cuya elaboración se trabaja actualmente, y que tendrán por objeto complementar la institucionalidad y poner en ejecución sus postulados. Asimismo, sus normas coexisten con la legislación vigente, colaborando en su ajuste a las orientaciones e instituciones que establece.


4. La ley establece un sistema para la garantía de los derechos


Generar una ley marco es congruente con la respuesta pública sistémica que debe adoptarse frente a los problemas de la infancia. Así, se genera un sistema compuesto de normas –la presente ley marco y las demás sectoriales-, de instituciones y de políticas públicas. 


5. Sistema Institucional


El proyecto establece una nueva institucionalidad, si bien privilegiando fortalecer organismos existentes. Así, en el Ministerio de Desarrollo Social radican las tareas de rectoría del sistema a través de un Comité Interministerial. Como se verá, la coordinación corresponderá a una Subsecretaría dependiente del Ministerio de Desarrollo Social, denominada “Subsecretaría de la Niñez”, encargada de prestar al Ministro del ramo la debida colaboración en las tareas relacionadas con sus nuevas atribuciones en materia de niñez. Finalmente, tanto la articulación de la prestación de servicios y programas que ejecute por sí o que sean ejecutados por otros órganos de la administración, recae en el Ministerio de Desarrollo Social junto a  funciones relacionadas con la adopción de medidas en sede administrativa. 


Estos ajustes institucionales, informa el Mensaje,  se realizarán mediante una ley especial modificatoria de la Ley N° 20.530, que creó el Ministerio de Desarrollo Social, y que envía conjuntamente con este proyecto al Congreso Nacional.


Por otra parte, y en relación a las instituciones que participan del sistema, se prevé la existencia de un Defensor de la Niñez que contribuya a la promoción, protección y defensa de los derechos de los niños. 


6. Adopción de medidas de protección 


El proyecto habilita al Ministerio de Desarrollo Social para adoptar las medidas de protección respecto de niños que han sufrido limitación o privación de sus derechos.


Actualmente, el ingreso a los programas de protección se efectúa a través de órganos judiciales que no están relacionados con la generación de políticas públicas ni tienen incidencia en el contenido de tales programas. Ello torna insuficientes los esfuerzos programáticos, sacrificando recursos del sistema. 


El proyecto, avanzando en el espíritu de la Convención, entrega protagonismo a la Administración del Estado en la adopción y ejecución de las medidas de protección de derechos, reservando a los Tribunales el conocimiento de las medidas que signifiquen la separación del niño de su familia y entorno.


Se establecerá además, indica el Mensaje, de una acción especializada y de tramitación rápida, que permitirá exigir a los órganos de la Administración del Estado, dentro de sus competencias y con arreglo a sus disponibilidades presupuestarias, la prestación de los servicios que deben otorgar legalmente, cuando el acceso a ellos haya sido negado o limitado afectando los derechos del niño.


7. Política Nacional de la Niñez


El sistema establecido en el proyecto se basa en una Política Nacional de la Niñez comprehensiva e integrada, destinada a asegurar el pleno desarrollo de todos los niños.


El proyecto contempla el establecimiento de objetivos y fines, orientaciones y ejes de acción de una Política Nacional de la Niñez. También se indican los entes públicos y privados obligados a ponerla en práctica y sus dispositivos más importantes de planificación, control y seguimiento.


8. Ajustes normativos a partir de la Ley de Garantías de Derechos de la Niñez


Finalmente, señala el Mensaje, que una ley marco de garantías genera la necesidad de dictar o ajustar algunas leyes. Así, deberá procederse a la derogación definitiva de la Ley Nº 16.618, esto es, la Ley de Menores; habrá de revisarse la Ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, para ajustar sus procedimientos al nuevo sistema de protección de derechos, entre otros cambios.


CONTENIDO DEL PROYECTO


El Mensaje señala que este proyecto de ley establece un sistema de políticas, instituciones y normas destinadas a velar por el pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social de los niños denominado “Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez”. 


1. Cuestiones Preliminares


El Título I describe el objeto de la ley y señala quiénes serán los principales obligados al respeto, promoción y protección de los derechos de los niños: la familia, la sociedad y los órganos de la administración del Estado. Destaca el rol prioritario que se le reconoce a la familia, especialmente a los padres del niño, en relación al cuidado, protección, orientación y educación de éste y las medidas que los órganos de administración del Estado deberán adoptar para fortalecer el ejercicio adecuado de dicha labor, en el marco de sus competencias y recursos que disponga el país. Al mismo tiempo, se dispone que corresponderá a los órganos de la administración del Estado, promover el restablecimiento de los derechos vulnerados del niño, cuando su familia y padres no pudieren o dejaren de cumplir sus deberes al respecto. En este mismo título se contempla el concepto de niño, el ámbito de aplicación de la ley y una referencia a las reglas generales de interpretación y aplicación de las leyes y normas reglamentarias referidas a la promoción, protección y garantía de los derechos del niño. Finalmente, se hace mención a la progresividad con que los órganos de la administración del Estado cumplirán con las obligaciones que esta ley establece para asegurar el acceso a las prestaciones que le corresponde entregar o garantizar.


2. Principios, Derechos y Garantías


El título II desarrolla los principios que estructuran el nuevo sistema de garantías de derechos de la niñez, a saber: 1) el reconocimiento del niño como sujeto de derecho, 2) el principio de autonomía progresiva, conforme al cual todo niño es capaz de ejercer sus derechos, por sí mismo, de acuerdo a la evolución de sus facultades, edad y madurez, 3) el derecho de los niños a la igualdad en el goce, ejercicio y protección de sus derechos, sin discriminación arbitraria, explicitándose las categorías sospechosas, y 4) el interés superior del niño, entendido como el disfrute y satisfacción de sus derechos. 


A continuación, se desarrollan ciertos derechos especialmente relevantes para la niñez, como son 1) el derecho a la vida, desarrollo y entorno adecuado, 2) la protección contra la violencia, 3) el derecho a la identidad, 4) el derecho a vivir en familia, 5) el debido proceso y especialización, 6) la libertad ambulatoria, 7) la libertad de pensamiento, conciencia y religión, 8) la libertad de expresión y comunicación, 9) derecho a la información, 10) derecho a ser oído, 11) participación, 12) vida privada, 13) honra y propia imagen, 14) educación, 15) salud.   


3. Sistema de Protección Administrativa y Judicial


El título III se refiere a los sistemas de protección administrativa y judicial. Se plantea el deber general de los órganos de la administración del Estado de proveer servicios sociales que propendan a la plena satisfacción de los derechos del niño, no pudiendo excusarse de conocer y pronunciarse sobre el requerimiento que se haga al respecto. Por otra parte, se establece una redistribución de competencias entre lo administrativo y lo judicial, reservando a este último aspecto aquellos casos en que, como última ratio, se requiera separar al niño de su familia.


Por otra parte, se reconoce competencia al Ministerio de Desarrollo Social para adoptar las medidas de protección adecuadas en los casos en que un niño es privado o limitado en el ejercicio de los derechos garantizados por esta ley. Para estos efectos, se hace referencia al procedimiento administrativo de que dispondrá y su competencia para ejecutar y revisar las medidas decretadas por esta vía. Se establece, a su vez, la posibilidad de impugnar judicialmente estas medidas. Este sistema de protección administrativa se implementará completamente una vez creado el Servicio Nacional de Protección de la Infancia.


4. Institucionalidad


El título IV aborda la institucionalidad del nuevo sistema, haciendo referencia a los tres niveles de competencia de los organismos públicos que contempla: a) Nivel estratégico, b) Nivel de articulación y c) Nivel de prestación y adopción de medidas;  detallando los órganos que forman parte de cada uno de estos niveles y sus principales funciones. A su vez, se hace referencia a la adopción, por parte del Ministerio de Desarrollo Social, de mecanismos para la aplicación territorial de las medidas administrativas de protección señaladas en la ley. Finalmente, se señalan normas para la actuación policial (de Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones) y normas dirigidas a la participación ciudadana y de los niños, a través del principio de participación, colaboración ciudadana y participación de los niños, así como una referencia a la actuación de Organizaciones de la Sociedad Civil sin fines de lucro, cuyos objetivos se relacionen con la protección y promoción de los derechos de la niñez. 


5. De la Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción


El título V hace referencia a la Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción. Se establecen sus objetivos generales y contenido mínimo, destacando el carácter universal, coordinado, progresivo, integral e intersectorial que ésta deberá tener. Por último, se hace referencia al procedimiento de formulación y aprobación, tanto de la Política Nacional de la Niñez como del Plan de Acción. 

ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL


Sin perjuicio de las descripciones jurídicas previamente reseñadas sobre el Mensaje presidencial con el que se dio inicio al procedimiento legislativo de la iniciativa en referencia, se debe hacer presente que esta última experimentó diversas modificaciones durante su discusión en la Honorable Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional. En consecuencia, en el presente acápite se describe la estructura del proyecto de ley en su estado actual de tramitación.


El Título I “Cuestiones Preliminares” se subdivide en dos párrafos. El párrafo 1º señala los objetivos y definiciones del proyecto de ley en dos preceptos (artículos 1º y 2º) y el párrafo 2º establece las reglas de aplicación e interpretación procedentes respecto del mismo (artículos 3º, 4º y 5º).


El Título II “Principios, Derechos y Garantías”, se divide en dos párrafos. El Párrafo 1º “De los Principios”, contempla los artículos 6º al 16. El Párrafo 2° se denomina “De los derechos y garantías” y regula esta materia en los artículos 17 al 37.


El Título III trata el Sistema de Protección Administrativa y Judicial. Comprende los artículos 38 y 39.


El Título IV aborda la Institucionalidad del nuevo sistema de garantías de los derechos de la niñez. Su Párrafo 1º establece el principio de participación y colaboración ciudadana y de los niños (artículo 40)


El Título V trata de la Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción en los artículos 41, 42,  43 y 44.


Finalmente, este proyecto contempla dos disposiciones transitorias, referentes a los plazos en los que deberá dictarse la Política Nacional de la Niñez (artículo primero), y la fecha desde cual comenzarán a regir las normas del Título III del proyecto en examen (artículo segundo).


A continuación, pasamos a analizar el articulado de este proyecto de ley.


Título I “Cuestiones Preliminares”


Párrafo 1º “Objetivos y definiciones”


El artículo 1º, en su inciso primero, señala la finalidad del proyecto de ley, cual es, la protección y garantía integral, el ejercicio efectivo y el goce pleno de los derechos de los niños, en especial, de los derechos humanos que les son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.


Su inciso segundo, crea el Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez, que estará integrado por el conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a respetar, promover y proteger el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, cultural y social de los niños, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país, debiendo el Estado en caso de no ser suficientes, acudir a la cooperación internacional, en especial, en su versión de colaboración institucional.


A su vez, su inciso tercero, señala que formarán parte de este Sistema, entre otros, los Tribunales de Justicia, el Congreso Nacional, los órganos de la Administración del Estado, el Defensor de los Derechos de la Niñez y las instituciones señaladas en el título IV, que en el ámbito de sus competencias deban ejecutar acciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación para el acceso, ejercicio y goce efectivo de los derechos del niño.


Su inciso cuarto, indica que para los efectos de esta ley, se entenderá por niño todo ser humano menor de 18 años de edad. En caso de duda sobre si un niño es o no menor de 18 años, y siempre que vaya en beneficio de sus derechos, se presumirá que lo es.


El artículo 2º se encuentra estructurado en seis incisos, que señalan los principales obligados por la iniciativa. 


Su inciso primero establece que es deber de los órganos del Estado, de la familia y de la sociedad respetar, promover y proteger los derechos de los niños.


Su inciso segundo indica que la responsabilidad por el cuidado, formación, asistencia, protección, desarrollo, orientación y educación corresponde preferentemente a los padres y/o madres del niño, quienes ejercerán esta responsabilidad activa, equitativa y permanentemente, sea que vivan o no en el mismo hogar.


Su inciso tercero dispone que toda persona debe respetar y facilitar el ejercicio de los derechos de los niños y que las organizaciones de la sociedad civil que lleven a cabo funciones relacionadas con el desarrollo de los niños deben respetar, promover y velar activamente por sus derechos, reciban o no financiamiento del Estado, debiendo respetar siempre el interés superior del niño.


Su inciso cuarto señala que corresponde a los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país, debiendo, en caso de no ser suficientes, acudir a la cooperación internacional, en especial, en su versión de colaboración institucional, en particular:


a) Garantizar, en condiciones de igualdad, el libre y pleno goce y ejercicio de los derechos de los niños, para lo cual adoptarán las políticas, planes y acciones necesarias para esos fines.


b) Proveer programas, asistencia y apoyo a los padres y/o madres, y a las familias en el ejercicio de su responsabilidad sobre los niños.


c) Facilitar y promover la participación de la sociedad civil y sus organizaciones en el cumplimiento de los objetivos de esta ley.


d) Promover el restablecimiento de los derechos cuyo ejercicio se haya visto privado o limitado por la falta o insuficiencia del desarrollo de los derechos y deberes que competen a los padres y/o madres, y a las familias.


e) Dar prioridad a los niños vulnerados en sus derechos, sin discriminación alguna, en el acceso y uso a todo servicio, prestación y recursos de toda naturaleza, sean públicos o privados necesarios para su completa rehabilitación, en las debidas condiciones de seguridad y dignidad. El Estado tomará las medidas pertinentes, en caso de ser necesario, para el acceso y uso de recursos particulares y comunitarios, nacionales o convenidos en el extranjero.


f) Promover el restablecimiento de los derechos de los niños vulnerados por terceros distintos de los padres y/o madres, su familia, sus representantes legales o quienes los tuvieren legalmente a su cuidado.


Su inciso quinto estatuye que esta ley promoverá la defensa en particular de los derechos de los niños en situación de discapacidad o provenientes de grupos sociales o específicos, tales como niños inmigrantes, pertenecientes a comunidades indígenas o que se encuentren en situación de vulnerabilidad económica, garantizando su pleno desarrollo y respeto a las garantías especiales que les otorgan la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y las leyes.


Finalmente, su inciso sexto señala que la omisión en la observancia de los deberes que por esta ley corresponden a los órganos del Estado habilita a todo ciudadano a interponer las acciones administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio y goce de tales derechos, a través de los recursos y procedimientos más breves, sencillos, expeditos y eficaces que se encuentren actualmente vigentes por amenaza o vulneración de derechos fundamentales o que sean especialmente establecidos por una ley que no podrá desmejorar las garantías existentes en el momento de su regulación.


El Párrafo 2° “Aplicación e interpretación”


El artículo 3º, que consta de cuatro incisos, señala, en su inciso primero, que las reglas de interpretación de las leyes y normas reglamentarias referidas a la garantía, restablecimiento, promoción, prevención o protección de los derechos del niño, se deberá atender especialmente a los derechos y principios contenidos en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en esta ley.


Su inciso segundo indica que dicha interpretación deberá fundarse primordialmente en el principio de la aplicación más favorable a la vigencia efectiva del derecho conforme al interés superior del niño, y se aplicará de forma prevaleciente y sistemática. 

Su inciso tercero dispone que aquellas limitaciones de derechos que sean el resultado de una decisión de un órgano del Estado deben ser excepcionales, por el menor tiempo posible y tener una duración determinada; sólo podrán tener lugar cuando estén previstas en la ley y sean estrictamente necesarias y proporcionales en relación con los derechos que pretenden proteger.


Su inciso cuarto  prohíbe las interpretaciones que afecten la esencia de los derechos de los niños.


El artículo 4º aplica esta ley a todo niño que se encuentre bajo la jurisdicción del Estado de Chile, sin perjuicio de las normas especiales que regulen estas materias.


El artículo 5º indica que los órganos de la Administración del Estado cumplirán con las obligaciones que esta ley establece, dentro del marco de sus competencias legales, asegurando el goce y ejercicio de los derechos, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país y en caso de no ser suficientes, acudiendo a la cooperación internacional, velando en todo caso por una aplicación eficaz, eficiente y equitativa de los recursos.


Título II “Principios, Derechos y Garantías”


Párrafo 1º “De los Principios”


El artículo 6º establece que los niños son sujetos de derecho y que son titulares y gozan plenamente de los derechos reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.


El artículo 7º se refiere a la autonomía progresiva. Concepto  que señala que todo niño, en conformidad a la ley, podrá ejercer sus derechos por sí mismo, en consonancia con la evolución de sus facultades, su edad y madurez.


Su inciso segundo prescribe que los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado deberán prestarles orientación y dirección en el ejercicio de sus derechos.


El artículo 8º consagra el derecho y deber preferente de los padres y/o madres a orientar y educar a sus hijos. La responsabilidad por el cuidado, asistencia, protección, desarrollo, formación y educación, así como la guía y orientación en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley, corresponde preferentemente a los padres y/o madres del niño, sus representantes legales o a quien lo tenga legalmente a su cuidado. 


El inciso segundo de este artículo estatuye que los padres y/o madres ejercerán esta responsabilidad activa, equitativa y permanentemente, sea que vivan o no en el mismo hogar.


El inciso tercero establece el deber del Estado de respetar, promover y proteger el ejercicio de esta responsabilidad.


El artículo 9º 8 prescribe que los niños tienen derecho a la igualdad en el goce, ejercicio y protección de sus derechos sin discriminación arbitraria.


Su inciso segundo señala que ningún niño podrá ser discriminado en forma arbitraria en razón de su raza, etnia, nacionalidad, cultura, estatus migratorio, carácter de refugiado o asilado, idioma, opinión política o ideología, afiliación o asociación, religión o creencia; situación de discapacidad, socioeconómica, de maternidad o paternidad;  nacimiento, sexo, orientación sexual, identidad de género, expresión de género, características sexuales; estado civil, edad, desarrollo intrauterino, filiación, apariencia personal, salud, estar o haber sido imputado, acusado o condenado por aplicación de la ley N° 20.084, que Establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, o en razón de cualquier otra condición, actividad o estatus suyo o de sus padres y/o madres, familia, representantes legales o de quienes lo tengan legalmente a su cuidado.


Su inciso tercero indica que es deber de los órganos del Estado reconocer y proteger los derechos de los niños en condiciones de igualdad y velar por su efectividad. En particular, es deber de los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país y en caso de no ser suficientes, acudiendo a la cooperación internacional, y de conformidad con lo dispuesto en el plan de acción establecido en el título V, adoptar medidas concretas para:


a) Identificar a aquellos niños o grupos de niños que requieran la adopción de medidas especiales o reforzadas para la reducción o eliminación de las causas que llevan a su discriminación arbitraria.


b) Eliminar las causas que llevan a la discriminación arbitraria de un niño o grupo de niños.


c) Contribuir a la adecuación del entorno físico y social, a las necesidades específicas de aquellos niños o grupos de niños que sean o puedan ser objeto de discriminación.


El artículo 109 consagra el derecho del interés superior del niño en todas las actuaciones y decisiones que le afecten, sea que provengan de autoridades legislativas, judiciales o administrativas, de las organizaciones de la sociedad civil, de instituciones privadas, o de los padres y/o madres, representantes legales o personas que los tengan legalmente a su cuidado, se considere primordialmente su interés superior, entendido como la máxima satisfacción, integral y simultánea de los principios, derechos y garantías reconocidos en virtud del artículo 1.


Su inciso segundo agrega que los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, y hasta el máximo de los recursos disponibles, debiendo en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional, y deben tener en especial consideración el diseño y ejecución de normativas, políticas, servicios y prestaciones destinadas a la promoción, protección y garantía de los derechos del niño; procurando priorizar su financiamiento en sus respectivos presupuestos. En la cuenta pública que deban realizar en conformidad con el artículo 72 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los órganos de la Administración del Estado deberán incluir la información relativa a la gestión de políticas, planes, programas, acciones y a la priorización y ejecución presupuestaria de los recursos destinados a la niñez, a las iniciativas destinadas a ella, aprobadas y en ejecución.


Su inciso tercero señala que para efectos de determinar el interés superior del niño en el caso concreto, la autoridad administrativa o judicial deberá considerar conjuntamente los siguientes elementos:


a) Los derechos actuales o futuros del niño que deban ser respetados, promovidos o protegidos por la decisión de la autoridad.


b) La opinión que el niño exprese.


c) La identidad del niño y las necesidades que de ella se derivan, sean éstas físicas, emocionales, sociales, culturales o de origen étnico.


d) La autonomía del niño y su grado de desarrollo.


e) Cualquier situación de especial desventaja en la que se encuentre el niño que haga necesaria una protección reforzada para el goce y ejercicio efectivos de sus derechos.


f) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se adopten para promover la efectiva integración y desarrollo del niño considerando su entorno de vida.


g) La opinión de los padres y/o madres, representantes legales o de quien lo tuviere legalmente a su cuidado, salvo que sea improcedente.


h) Otras circunstancias que resulten pertinentes en el caso concreto que se conoce, tales como los efectos probables que la decisión pueda causar en su desarrollo futuro.


Su inciso cuarto añade que tratándose de actos o decisiones que se refieran a la totalidad de los niños o a un grupo de ellos, se deberá evaluar el interés superior del niño atendiendo a las circunstancias generales o a las específicas del grupo al que se refiera la decisión.


El artículo 11 destaca la prioridad que los órganos del Estado deberán entregar a los niños en la formulación y ejecución de las políticas públicas y en el acceso y atención de los servicios sociales, sean éstos públicos o privados, de lo que se deberá dar cuenta pública de conformidad a su normativa vigente.


El artículo 12 dispone que es deber del Estado adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de cualquier otra índole, necesarias para dar efectividad a los derechos que le son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.


El artículo 13 regula el derecho a la  participación. Indica que los órganos del Estado promoverán que las opiniones de los niños sean escuchadas a través de un proceso permanente de intercambio de ideas, las que deberán considerarse para detectar sus necesidades, adoptar decisiones, formular políticas, así como al realizar labores de evaluación, en todos los ámbitos en que se desarrollan los niños, sean público, familiar, comunitario, social, escolar, científico, cultural, deportivo o recreacional, entre otros.


Su inciso segundo señala que este principio se manifestará a través de los derechos a ser oído, de reunión, asociación, libertad de expresión e información.


Su inciso tercero preceptúa que para la correcta aplicación de este principio, los órganos del Estado promoverán especialmente la inclusión de todos los niños o grupos de niños y la educación en sus derechos.


El artículo 14 se refiere a la responsabilidad de la Administración del Estado. Manifiesta que los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, tendrán la obligación indelegable de controlar y garantizar los programas públicos destinados a la satisfacción de los derechos del niño, sea que los ejecuten por sí mismos o a través de entidades privadas.


Su artículo 15 consagra la protección social de la infancia, indicando que los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, deben asegurar políticas, programas y asistencia apropiados para que la familia pueda asumir y ejercer adecuadamente la responsabilidad del cuidado de los niños, y para que los padres y/o madres asuman, en igualdad de condiciones, sus responsabilidades y obligaciones.


Su inciso segundo destaca que es deber del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, colaborar con las familias, especialmente ofreciendo a éstas la asistencia necesaria para desempeñar las labores de crianza del niño; ayudando a los padres y/o madres y a otras personas responsables a dar efectividad a sus derechos mediante el otorgamiento de asistencia y programas de apoyo que les permitan proveer debidamente la protección, el cuidado y el desarrollo de los niños, haciendo uso con ese fin del máximo de los recursos disponibles en el país, los recursos complementarios de la sociedad civil y, en caso de ser éstos insuficientes, acudir a la cooperación internacional.


El artículo 16 establece el principio de la progresividad y no regresividad, preceptuando que las obligaciones del Estado señaladas en el artículo 2 se cumplirán de manera progresiva procurando el desarrollo pleno e integral de los derechos de los niños. En casos de crisis económicas, catástrofes naturales u otras emergencias, se procurará no afectar los recursos destinados a los niños. 


El Párrafo 2° “De los derechos y garantías”


El artículo 17 establece el derecho intrínseco a la vida de todo niño y preceptúa que el Estado garantizará en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño.


El artículo 1810 señala que todo niño tiene derecho a tener un nivel de vida, desarrollo y entorno adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural. 


Su inciso segundo indica que los padres y/o madres tienen obligaciones comunes en la crianza y el desarrollo del niño. Corresponderá a los padres y/o madres, o en su caso, a los representantes legales o a quienes tuvieren legalmente al niño a su cuidado, la responsabilidad preferente de la crianza y el desarrollo del niño. Deberán proporcionar, dentro de sus posibilidades, las condiciones de vida que sean necesarias para su pleno desarrollo. Su preocupación fundamental será el interés superior del niño. 


Su inciso tercero entrega a los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, y hasta el máximo de los recursos disponibles, debiendo en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional, la adopción de las medidas apropiadas para velar por la satisfacción de estos derechos, a través de políticas, servicios y programas de apoyo a las familias, salvo que no sea procedente. En particular, deberán promover el acceso a servicios sociales, nutrición, accesibilidad al agua potable y alcantarillado, recreación y a vivir en entornos seguros, inclusivos y adecuados a las especiales características de los niños. 


Su inciso cuarto preceptúa que en la elaboración de las políticas de vivienda y urbanismo y en la dotación de equipamientos, instalaciones y mobiliario urbano y rural se tendrán en consideración las características de los niños, especialmente en situación de discapacidad, para efectos de promover que disfruten del entorno en condiciones de salud, seguridad y accesibilidad adecuadas. 


Su inciso quinto indica que los órganos del Estado promoverán el conocimiento, respeto y disfrute del medio ambiente por parte de los niños, fomentando la participación activa de éstos en la protección, conservación y mejora del entorno en el marco de un desarrollo sustentable, además de velar por que sus actividades se desarrollen en un ambiente libre de contaminación. 


Su inciso sexto entrega al Ministerio de Desarrollo Social la realización de mediciones socioeconómicas de conformidad a lo dispuesto en las letras e), t) y w) del artículo 3 de la ley N° 20.530, que Crea el Ministerio de Desarrollo Social. Un reglamento dictado por dicho Ministerio, suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará como se considerarán adaptaciones necesarias para la medición y seguimiento de las condiciones de vida de los niños. 


El artículo 1911 establece el derecho que tiene todo niño, desde su nacimiento, a tener un nombre, una nacionalidad y una lengua de origen; a conocer la identidad de sus padres y/o madres; a preservar sus relaciones familiares de conformidad con la ley; a conocer y ejercer la cultura de su lugar de origen y, en general, a preservar y desarrollar su propia identidad e idiosincrasia, incluida su identidad de género.


Su inciso segundo manifiesta que los niños que pertenezcan a colectivos étnicos, indígenas, religiosos o lingüísticos tienen derecho, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión, a emplear su propio idioma y a intervenir en los procedimientos de consulta cuando lo establezca la ley.


Su inciso tercero señala que el Servicio de Registro Civil e Identificación dispondrá de procedimientos sencillos y rápidos que permitan la inscripción de nacimiento de los recién nacidos, su identificación oportuna y la de su nacionalidad, con independencia de su estatus migratorio o del de sus padres y/o madres. En el caso que se desconozca la identidad de éstos, el niño deberá ser registrado con nombre y dos apellidos convencionales, dejándose constancia en la partida correspondiente, y sin perjuicio del derecho a reclamar posteriormente la determinación de su identidad.


El artículo 2012 consagra el derecho de todo niño a vivir en familia, preferentemente en la de origen y completar así su adecuado desarrollo.


Su inciso segundo preceptúa que los órganos del Estado velarán por el ejercicio de este derecho cuando el niño no pudiere habitar con sus padres y/o madres, porque se encontrare privado de su libertad o sujeto a algún régimen de tratamiento residencial, en conformidad con la ley y de un modo acorde con dichas circunstancias especiales. De igual manera velarán por el ejercicio de este derecho ante la separación del niño de sus padres y/o madres, por situaciones de catástrofes, emergencias o conflictos que impidan su cuidado.


Su inciso tercero establece que ningún niño podrá ser separado de sus padres y/o madres o de quien lo tenga legalmente a su cuidado sin una orden judicial en la que se fundamente la necesidad y pertinencia de dicha medida de conformidad con las causales contempladas en la ley. La mera carencia de recursos materiales no podrá ser fundamento de la resolución que ordene la separación de un niño de su familia. Sólo en caso de acreditarse vulneración de derechos, el niño podrá ser incorporado a una modalidad temporal de cuidado alternativo que se ajuste a su propio interés superior, o a una solución definitiva de cuidado en familia adoptiva, en conformidad con lo dispuesto en la ley. 


Su inciso cuarto indica que para cumplir con sus obligaciones de velar por el derecho a vivir en familia, los órganos del Estado en el ámbito de sus competencias podrán tomar en consideración las Directrices de Naciones Unidas sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, y los demás instrumentos internacionales de igual naturaleza. 


Su inciso quinto señala que para estos efectos, el plan de acción de la política nacional de la niñez contendrá un plan intersectorial que integrará políticas que favorezcan las funciones y responsabilidades que desarrollan respecto del niño los padres y/o madres y las personas a cuyo cuidado se encuentren legalmente y, en especial, la conciliación del trabajo con la vida familiar. En la adopción de acciones afirmativas para estos fines se deberá tener en especial consideración a los padres y/o madres que presenten alguna situación de discapacidad. La separación del niño de sus padres y/o madres no podrá fundarse en la sola situación de discapacidad de éstos. 


Su inciso sexto dispone que en los procesos de separación del niño respecto de sus padres y/o madres o de quien lo tenga legalmente a su cuidado, el Estado procurará la no separación de los hermanos biológicos, y la no separación de los padres y/o madres adolescentes respecto de su hijo o hija. Con todo, estas medidas deberán considerar el interés superior de todos los niños involucrados. 


El artículo 2113 crea el derecho de todo niño a ser oído. Es decir, tiene derecho a que sus opiniones sean oídas y debidamente consideradas, de acuerdo con el desarrollo de sus facultades, en los procedimientos o actuaciones administrativas o judiciales en que se decida sobre alguna cuestión particular cuya determinación pueda afectar sus derechos o intereses, especialmente en el ámbito familiar, escolar, sanitario, comunitario, administrativo y/o judicial. 


Su inciso segundo ordena a los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, a velar para que en los procedimientos en que participe directamente un niño existan medios adecuados a su edad y madurez, con el objeto que éste pueda formarse un juicio propio y pueda expresarlo. Especialmente, velarán por el empleo de un lenguaje y entrega de información necesaria de un modo adecuado a su capacidad de entendimiento y procurarán que se tengan en cuenta las necesidades lingüísticas de los niños pertenecientes a grupos que lo requieran.


Su inciso tercero manda a los órganos del Estado a establecer mecanismos efectivos para garantizar este derecho en los procedimientos administrativos y judiciales.


Su inciso cuarto prescribe que los establecimientos educacionales, de salud o cualquier otra institución que provea servicios destinados a la protección o satisfacción de los derechos del niño deberán disponer los medios para oír efectivamente a los niños cuyos derechos estén siendo afectados. Cuando no sea posible atender a las opiniones del niño, la autoridad respectiva deberá explicarle de un modo comprensible las razones de ello y dejar constancia fundada de esta decisión, en la resolución respectiva.


El artículo 2214 regula la libertad de expresión y comunicación. Todo niño tiene derecho a expresar y difundir libremente sus opiniones, sin censura previa, a través de cualquier medio, con las restricciones que establezca la ley. Cuando se encuentre impedido de expresarlas por sí mismo podrá hacerlo mediante sus representantes legales o la persona que designe para tal efecto.


Su inciso segundo dispone que los niños tienen derecho a buscar, recibir y utilizar la información en cualquier medio, especialmente aquella contenida en soportes digitales, de una forma adaptada a cada etapa de su desarrollo, que les permita actuar en estos medios de un modo seguro y responsable.


Su inciso tercero precisa que los prestadores de servicios de telecomunicaciones entregarán información dirigida a los niños para identificar situaciones de riesgo derivadas del uso de las nuevas tecnologías de la información y comunicación, así como las habilidades, herramientas y estrategias para afrontarlas y protegerse de ellas.


Su inciso cuarto prescribe que Los órganos del Estado, velarán para que sus mensajes dirigidos a los niños promuevan los valores de libertad, igualdad, solidaridad, no discriminación arbitraria, solución pacífica de los conflictos, respeto a todas las personas, y se eviten imágenes de violencia, explotación, tratos degradantes, sexismo o discriminación.


Su inciso quinto precisa que los órganos del Estado fomentarán la comunicación audiovisual para los niños en situación de discapacidad, así como el uso de buenas prácticas, con el fin de evitar cualquier discriminación o repercusión negativa a su respecto. Por su parte, los prestadores de servicios de telecomunicaciones, en sus diversas especies, fomentarán la comunicación audiovisual para los niños en situación de discapacidad en los medios.


El artículo 2315 consagra la libertad de pensamiento, conciencia y religión. Todo niño tiene derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión, y podrá profesar cualquier religión, culto o creencia que no sea contraria a la Constitución Política de la República ni a las leyes, como también es libre de no profesar ninguna de ellas.


Su inciso segundo prescribe que los padres y/o madres, los representantes legales o quienes tengan al niño legalmente a su cuidado, tienen la responsabilidad prioritaria de guiar y orientar al niño en el ejercicio de esta libertad conforme al desarrollo de sus facultades. Sin perjuicio de respetar su autonomía, es deber del Estado respetar a los padres y/o madres, a los representantes legales o a quienes tengan al niño legalmente a su cuidado, en el debido ejercicio de dicha responsabilidad.


El artículo 2416 plantea el derecho de todo niño tiene derecho a participar activamente en los asuntos que les conciernan o les afecten, de conformidad con la ley.


Su inciso segundo ordena a los órganos del Estado velar por incorporar progresivamente a los niños en el ejercicio de los derechos y responsabilidades ciudadanas. La política nacional de la niñez y su plan de acción, establecidos en el título V, determinarán las medidas concretas para promover la participación de los niños y los mecanismos que permitan recoger sus opiniones en relación a las políticas, proyectos, programas o decisiones que les afecten. Supletoriamente se aplicarán las disposiciones del título IV de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.


Su inciso tercero plantea que todo niño tiene derecho a asociarse libremente y celebrar reuniones pacíficas con otras personas, con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos o de cualquier otra índole, sin otras restricciones que las previstas en la Constitución Política de la República y en las leyes. Este derecho incluye, especialmente, el derecho de crear asociaciones, de pertenecer a ellas y de formar parte de sus órganos directivos, de conformidad con la legislación vigente.


El artículo 2517 consagra el derecho que tiene todo niño a desarrollar su vida privada, a gozar de intimidad y a mantener comunicaciones sin injerencias arbitrarias o ilegales.


Su inciso segundo señala que los padres y/o madres, o quienes tengan legalmente el cuidado del niño, o los que por cualquier motivo lo tengan a su cargo, la sociedad y las autoridades deben respetar este derecho, promover y orientar su ejercicio, y protegerlo de cualquier quebrantamiento arbitrario de su intimidad.


El artículo 2618 manifiesta que todo niño tiene derecho a su propia imagen, honra y reputación.


Su inciso segundo dispone que toda persona, sea natural o jurídica, debe respetar este derecho. Los medios de comunicación y los profesionales de la comunicación, en el desempeño de su rol y ejercicio de sus funciones, deberán tener especial respeto por el interés superior del niño, resguardando su identidad, imagen, honra y reputación.


Su inciso tercero indica que los medios de comunicación deberán evitar la exhibición y divulgación de toda información que pueda estigmatizar a un niño o afectar su imagen, honra o reputación. Esta obligación deberá considerarse especialmente para la interpretación en sede judicial o administrativa del alcance de las obligaciones y la procedencia y gravedad de las sanciones administrativas, civiles o penales establecidas en las leyes para las violaciones a este derecho, ya sea que éstas se establezcan para todas las personas o para los niños en particular. 


Su inciso cuarto prohíbe divulgar la imagen, la identidad o los datos necesarios para la identificación de todo niño, salvo su consentimiento expreso conforme a su edad y grado de madurez; y la autorización de sus padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado, cuando corresponda.


Su inciso quinto prohíbe divulgar la imagen, identidad o los datos necesarios para la identificación de todo niño que fuere imputado o condenado por la comisión de un delito como autor, cómplice o encubridor; que fuere víctima o testigo de un delito o que se encontrare sujeto a procedimientos administrativos o judiciales. Quienes intervengan en estos procedimientos estarán obligados a guardar reserva sobre la imagen, identidad y datos personales de los niños involucrados, a menos que su divulgación resulte indispensable para la protección de sus derechos y siempre que se tomen los resguardos necesarios para evitar un daño mayor. 


Su inciso sexto dispone que los funcionarios públicos, las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez y su personal, deberán tener estricto apego a esta disposición, y deberán adoptar las medidas para proteger toda la información que pueda afectar a un niño, especialmente, la relativa a la participación de éstos en los procedimientos judiciales o administrativos.


El artículo 2719 consagra el derecho que tiene todo niño a ser informado sobre cualquier actuación o medida que pueda afectar el ejercicio de sus derechos, cualquiera sea el soporte en que se encuentre. Todo niño tiene derecho a acceder a información pública, conforme a la ley, sin que a este respecto tenga aplicación incapacidad alguna. 


Su inciso segundo precisa que los niños tienen derecho a buscar, acceder y recibir contenidos informativos, por cualquier medio. Los órganos del Estado sólo podrán establecer limitaciones o restricciones al ejercicio de este derecho mediante ley y siempre que vayan en beneficio del pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural del niño, de acuerdo con su interés superior. 


Su inciso tercero prescribe que los órganos de la Administración del Estado velarán por que la información relevante para el desarrollo de los niños sea fácilmente accesible y esté disponible en un formato y lenguaje apropiados para ellos, para lo cual tomará en consideración especialmente a los niños en situación de discapacidad. Los órganos de la Administración del Estado velarán, dentro del ámbito de su competencia, por la existencia de un mecanismo de calificación de los contenidos a los que puedan tener acceso los niños, de modo que los padres y/o madres, o quienes los tengan legalmente a su cuidado, puedan determinar la conveniencia o inconveniencia de que dichos contenidos sean percibidos por ellos, de acuerdo con su desarrollo y madurez.


Su inciso cuarto preceptúa que el Estado promoverá, a través de la política nacional de la niñez y su plan de acción, que los medios de comunicación difundan información y materiales de interés social y cultural para los niños. Asimismo, promoverá la consideración de las distintas necesidades de los grupos de niños que lo requieran, especialmente las de carácter lingüístico.


El artículo 28 regula el derecho preferente de los niños a ser orientados y educados por sus padres y/o madres. La responsabilidad por el cuidado, asistencia, protección, desarrollo, formación y educación del niño, así como la guía y orientación en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley, corresponde preferentemente a sus padres y/o madres, a sus representantes legales o a quien lo tenga legalmente a su cuidado.


Su inciso segundo señala que es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de esta responsabilidad.


El artículo 2920 establece la protección contra la violencia. Todo niño tiene derecho a ser tratado con respeto. Ningún niño podrá ser sometido a violencia, malos tratos físicos o psíquicos, descuidos o tratos negligentes, abusos sexuales o de cualquier otra índole, venta, trata, explotaciones, castigos corporales, tortura o a cualquier otro trato ofensivo o degradante, especialmente en los ámbitos familiar, escolar, sanitario, institucional y social.


Su inciso segundo prohíbe toda forma de maltrato a un niño, incluido el maltrato prenatal, el que no puede justificarse por ninguna circunstancia.


Su inciso tercero señala que es deber de las familias, de los órganos del Estado, de la sociedad y especialmente de las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez, asegurar a los niños, la protección contra la violencia y los cuidados necesarios para su pleno desarrollo y bienestar. El cumplimiento de este deber corresponde prioritariamente a los padres y/o madres, a sus representantes legales o a quienes los tengan a su cuidado. 


Su inciso cuarto dispone que el Comité Interministerial de Desarrollo Social establecerá mecanismos de coordinación institucional eficientes y eficaces en materia de maltrato infantil, abuso sexual y toda forma de explotación. Asimismo, deberá promover el buen trato hacia los niños en todo ámbito, especialmente en aquellos casos en que se encuentren de manera temporal o permanente bajo el cuidado de instituciones, de personas distintas de sus padres y/o madres o de quien tenga su cuidado personal en conformidad a la ley.


Su inciso quinto fija el plan de acción, en cada uno de los niveles que corresponda, el que deberá establecer metas y medidas específicas para prevenir las diversas formas de violencia contra los niños, especialmente en aquellos casos en que se encuentren de manera temporal o permanente bajo el cuidado de instituciones, de personas distintas de sus padres y/o madres o de quien tenga su cuidado personal en conformidad a la ley.


Su inciso sexto indica que el Estado tomará las medidas conducentes a prevenir, prohibir y sancionar civil, penal y/o administrativamente, según corresponda, toda forma de castigo corporal o maltrato infantil. 


El artículo 3021 consagra el derecho que tiene todo niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a los servicios, acciones y tratamientos que sean necesarios para la promoción, protección y recuperación de la salud y su rehabilitación. Todos los niños son titulares de los derechos establecidos en el título II de la ley Nº 20.584, que Regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud. Los órganos de la Administración del Estado adoptarán, dentro de su ámbito de competencia, las medidas para propender a su plena efectividad en el sistema público de salud, incluyendo aquellas que resulten necesarias para la promoción de una vida saludable, la prevención, tratamiento y recuperación de las enfermedades que afecten o puedan afectar a la población infantil, sea que las padezcan tanto en su desarrollo intrauterino como extrauterino. Asimismo, dentro del ámbito de sus competencias adoptarán las medidas para que el sistema privado de salud cumpla con dichos derechos. Todo niño tiene derecho a contar con la compañía de familiares, cuidadores o personas significativas para él, tanto en las atenciones ambulatorias como en las hospitalizaciones, salvo cuando motivos clínicos aconsejen lo contrario, debiendo el Estado velar por la efectividad de este derecho. 


Su inciso segundo establece que los prestadores de salud públicos y privados adoptarán las medidas pertinentes para que los niños sean debidamente informados sobre su estado de salud, acorde a su situación, edad y madurez, en concordancia con sus padres y/o madres, representantes legales o quienes los tengan legalmente a su cuidado, cuando corresponda, resguardando la confidencialidad de dicha información. Los órganos de la Administración del Estado velarán por el cumplimiento de esta obligación. Asimismo, todo niño que se encuentre internado en un establecimiento de salud será informado del tratamiento que recibe y de las demás circunstancias propias de su internación, en cada oportunidad que sea examinado.


Su inciso tercero indica que para el caso de que se requiera contar con el consentimiento establecido en el artículo 14 de la ley Nº 20.584, deberá dejarse constancia de que el niño ha sido informado y que se le ha oído, tomando en consideración su edad y madurez.


Su inciso cuarto dispone que la situación de discapacidad de un niño nunca podrá emplearse como fundamento para negarle los derechos de que trata esta ley, en especial, se prohíbe toda práctica que tenga por finalidad la desinformación sobre su sexualidad, suspender la entrega de métodos anticonceptivos o la esterilización de niños confines contraceptivos. 


Su inciso quinto señala que las acciones dirigidas a la protección o tratamiento de la salud física o mental de un niño que se encuentre internado para dichos fines, no se podrán impedir, restringir, obstaculizar o interrumpir en virtud de motivos ideológicos, morales o religiosos.


El artículo 3122 consagra el derecho de los niños a ser educados en el desarrollo de su personalidad, aptitudes y capacidades hasta el máximo de sus posibilidades. La educación tendrá como propósito inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como el respeto de sus padres y/o madres, de su propia identidad cultural, de su idioma, sus valores y el medio ambiente.


Su inciso segundo establece que para el Estado es obligatorio promover la educación parvularia, para lo que financiará un sistema gratuito a partir del nivel medio menor, destinado a asegurar el acceso a éste y sus niveles superiores. El segundo nivel de transición es obligatorio, y es requisito para el ingreso a la educación básica. 


Su inciso tercero señala que la educación básica y la educación media son obligatorias. El Estado deberá financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población. 


Su inciso cuarto preceptúa que los órganos de la Administración del Estado competentes velarán por que ningún niño sea excluido del sistema educacional o vea limitado su derecho a la educación por motivos que puedan ser constitutivos de discriminación arbitraria.


Su inciso quinto prescribe que es deber del Estado garantizar el ingreso al sistema educacional o su continuidad en el mismo, según corresponda, a los niños que estén temporal o permanentemente privados de su entorno familiar.


Su inciso sexto dispone que las medidas pedagógicas y disciplinarias que puedan adoptarse en conformidad a la ley y los reglamentos, respecto de los niños en el contexto de la actividad educacional, deberán siempre basarse en un procedimiento que garantice el pleno respeto de sus derechos y ser compatibles con los fines de la educación y con la dignidad del niño.


Su inciso séptimo señala que en ningún establecimiento se podrá negar la constitución y funcionamiento de los centros de alumnos u otra forma de asociación y organización, en conformidad a la ley y al proyecto educativo del respectivo establecimiento. Asimismo, los reglamentos escolares deberán ajustarse a la legislación vigente y a las obligaciones legales emanadas de los tratados internacionales que hayan sido ratificados por Chile que se encuentren vigentes.


El artículo 32 consagra el derecho de los niños a la recreación, participación en la vida cultural y en las artes. Los niños tienen derecho al descanso, al esparcimiento, al juego, al deporte y a las demás actividades recreativas propias de su ciclo vital, y a participar en la vida cultural y las artes. Igualmente, tienen derecho a que se les reconozca, respete y fomente el conocimiento y la vivencia de la cultura a que pertenezcan.


Su inciso segundo dispone que es deber del Estado garantizar la libre elección del establecimiento educacional por parte de niños con necesidades educativas especiales, o de sus padres.


El artículo 33 ordena la protección contra la explotación económica y el trabajo infantil. Los niños tienen derecho a estar protegidos contra la explotación económica y contra las peores formas de trabajo infantil. Los órganos del Estado deberán adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro tipo para erradicarlas.


El artículo 3423 regula la Libertad personal y ambulatoria. Todo niño tiene derecho a ejercer su libertad personal y su autonomía según le permita su edad, grado de madurez y desarrollo. 


Su inciso segundo establece que ningún niño podrá ser privado de su libertad personal ni ésta restringida de manera ilegal o arbitraria.


Su inciso tercero indica que en todo procedimiento en que interviene el Estado, este asegurará que todo niño cuente con un procedimiento breve, sencillo y expedito y con un defensor especializado que lo asista, para que por sí mismo o asistido por un adulto interesado pueda hacer valer los derechos y garantías que le confieren la Constitución Política de la República, los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes dictadas conforme a éstos.


Su inciso cuarto dispone que todo niño tiene derecho a transitar libremente por el territorio nacional, de conformidad con el progresivo desarrollo de sus facultades, salvo las restricciones legalmente establecidas.


Su inciso quinto señala que toda restricción o privación de libertad deberá llevarse a cabo conforme a la ley, durante el período más breve posible y será utilizada sólo como último recurso. La aplicación de la internación provisoria será excepcional.


Su inciso sexto establece que los padres y/o madres, los representantes legales o quienes tuvieren legalmente a su cuidado a un niño, tienen derecho a conocer su paradero y estado, cuando se le hubiere aplicado cualquier medida privativa de libertad. La autoridad correspondiente deberá siempre entregar esta información en la forma más expedita posible, velando asimismo por el contacto directo y regular entre los niños afectados por esta medida y los padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tuvieran legalmente a su cuidado. En aquellos casos en que se produzca la separación del niño de su familia, el Estado velará por la pronta restitución de su libertad ambulatoria y por la inmediata reunión con su familia, de conformidad a la ley.


Su inciso séptimo regula las sanciones privativas de libertad señalando que deberán ir siempre acompañadas de programas de reinserción social en los que se procurará involucrar a la familia del niño. Los niños deberán cumplir estas sanciones en el establecimiento más cercano a su domicilio y de fácil acceso para sus padres y/o madres, representantes legales o quienes los tengan legalmente a su cuidado.


El artículo 3524 consagra el derecho a un debido proceso, a una tutela judicial efectiva y a una especialización.  Todo niño tiene derecho a que en todos los procedimientos administrativos y judiciales se le respeten las garantías de un proceso racional y justo, y que se le garantice, entre otros, el derecho de tutela judicial, el derecho a ser oído, el derecho a ser informado del procedimiento aplicable y los derechos que le corresponden en él, el derecho a una representación distinta de la de sus padres y/o madres o representantes legales en caso de intereses incompatibles, el derecho a una representación judicial especializada, a presentar pruebas idóneas e independientes, a recurrir, así como los derechos y garantías que le confieren la Constitución Política de la República, los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes. 


Su inciso segundo señala que los órganos del Estado propenderán a una efectiva especialización de todos los funcionarios cuyas tareas tengan relación con la protección de los derechos del niño, asegurando la promoción de sus derechos, fomentando, difundiendo y capacitando en estos derechos a familias, comunidades, municipios, administración, organismos de la sociedad civil y otros órganos del Estado. 


El artículo 36 prescribe medidas de protección especial. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, velarán por la recuperación física y psicológica y la reintegración social de todo niño vulnerado en sus derechos por ser víctima de cualquier forma de abandono, explotación o abuso; situación de discapacidad; situación de calle; tortura u otra forma de penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, o conflictos armados.


El artículo 37 establece las medidas de prevención y protección del embarazo, maternidad y paternidad de menores de 18 años. El Estado protegerá y promoverá condiciones dignas y equitativas para el adecuado desarrollo durante el embarazo, nacimiento, lactancia, apego y crianza del hijo, así como también la corresponsabilidad de los padres y/o madres.


Su inciso segundo prohíbe especialmente en los establecimientos educacionales impedir el acceso o la permanencia en éstos en razón del embarazo, maternidad o paternidad.


Su inciso tercero establece el derecho de los niños a tener una educación sexual integral y responsable que incorpore la prevención de embarazos no deseados.


Su inciso cuarto ordena que la mujer privada de libertad será especialmente asistida durante el parto y se le proveerán los medios adecuados para la crianza de su hijo mientras permanezca en el medio carcelario, facilitándole, entre otros, la comunicación con su familia a efectos de propiciar su integración a ella.


Su inciso quinto indica que estas medidas respetarán siempre los principios consagrados en esta ley.


Su inciso sexto estatuye que la política nacional de la niñez tendrá entre sus objetivos prioritarios la protección de lo señalado. El Estado deberá informar y orientar las acciones adecuadas para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.


Título III “Sistema de Protección Administrativa y Judicial” 


El artículo 3825 precisa el hecho de que todo niño tiene derecho a contar con la debida defensa jurídica especializada y autónoma ante los tribunales de justicia y entidades administrativas, para el ejercicio de sus derechos en conformidad a la ley.


El artículo 3926 plantea el deber general de los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, de proveer los servicios sociales que correspondan para propender a la plena satisfacción de los derechos de los niños en forma oportuna y eficaz. 


Título IV “Institucionalidad”


Su artículo 4027 señala que los órganos de la Administración del Estado propenderán a la creación de procedimientos que permitan la participación ciudadana en las materias relativas a la protección de la niñez y garantía de sus derechos, en cada uno de los niveles del Sistema. Especialmente, generarán mecanismos para que dicha participación se verifique por parte de los niños,  creando y fomentando las instancias para ello.


Su inciso segundo, indica que el Ministerio de Desarrollo Social dispondrá de los instrumentos y procedimientos para asegurar la participación de la sociedad civil, expertos, padres y/o madres y niños para recoger sus opiniones sobre el funcionamiento del Sistema de Garantías.


Título V “Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción”


Su artículo 4128 establece que la política nacional de la niñez que se formule deberá contener, a lo menos, sus objetivos y fines estratégicos, distinguiendo áreas y materias; orientaciones y ejes de acción dirigidos al cumplimiento de dichos objetivos y fines, considerando criterios de descentralización y desconcentración, según corresponda.


Su inciso segundo señala que la política nacional de la niñez propenderá a que el Sistema de Garantías sea de carácter:


a) Universal, promoviendo el ejercicio de sus derechos a todos los niños dentro del territorio de la República.


b) Coordinado, propendiendo a la unidad de acción y evitando la interferencia de funciones.


c) Progresivo e integral, considerando el desarrollo de la niñez hasta el cumplimiento de la mayoría de edad, y atendiendo al ejercicio de los derechos en un marco de protección que incluya a las familias, la comunidad, la sociedad civil y, particularmente, a los órganos del Estado.


d) Intersectorial, relacionando en sus contenidos las diferentes dimensiones de las prestaciones públicas que se desarrollan en diferentes sectores, y generando la capacidad de incidir en las políticas de las entidades del sector público que presten servicios vinculados a los derechos de los niños.


Su artículo 4229 indica que la política nacional de la niñez será implementada a través de un plan de acción.


Su artículo 4330 establece que el plan de acción deberá contener, a lo menos:


a) Los programas o líneas programáticas que lo integran.


b) Las acciones y medidas específicas a ejecutar. 


c) Los plazos de ejecución.


d) Los órganos y cargos responsables.


e) Las metas para sus acciones y medidas.


f) Los indicadores necesarios para su evaluación.


Su artículo 4431 aborda el procedimiento de formulación y aprobación de la política nacional de la niñez y su plan de acción los que serán elaborados a través de un proceso coordinado por el Ministerio de Desarrollo Social, de acuerdo con esta ley y el reglamento respectivo. Este proceso deberá considerar la participación de las organizaciones de la sociedad civil.


Su inciso segundo señala que la política nacional de la niñez tendrá una duración de diez años, y será revisada al menos cada cinco años. La política nacional de la niñez y su plan de acción serán aprobados mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Desarrollo Social a propuesta del Comité Interministerial de Desarrollo Social de la Niñez, y deberá ser suscrito, además, por aquellos secretarios de Estado con competencia en la materia respectiva.

Disposiciones transitorias


El artículo primero32 dispone que la política nacional de la niñez deberá dictarse dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley.


El artículo segundo33 indica que las normas del Título III  regirán a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional de Protección de la Infancia, cualquiera sea su denominación legal.”.

OTROS ANTECEDENTES


Se hace presente que durante la discusión en general de esta iniciativa legal, vuestra Comisión solicitó a la Biblioteca del Congreso Nacional la elaboración de un informe sobre legislación comparada relativo a la protección administrativa de la infancia en ordenamientos extranjeros, presentándose por dicha institución el siguiente informe, elaborado por la Abogada señora Paola Truffello, el que presenta el tenor que a continuación se transcribe:
Marco legal de la protección administrativa de la infancia en la legislación extranjera

La Convención sobre los derechos del Niño establece la obligación de los Estados Partes de adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la convención (art. 4). 


Como señala Unicef (2015), el desarrollo de la vía administrativa se propone como un mecanismo previo, que permita abordar las problemáticas que afectan a niños, niñas y adolescentes (NNA) evitando su recurrente judicialización, más propia del enfoque tutelar que del enfoque de derechos que debe inspirar todo sistema de protección de la infancia.


Así lo han hecho ordenamientos jurídicos extranjeros, fortaleciendo el rol de la autoridad administrativa y dotándola de facultades para intervenir mediante la aplicación de diversas medidas destinadas a la prevención, protección y restablecimiento de derechos de NNA.


En España, la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, modificada en 2015, establece el marco de actuación de los poderes públicos frente a diversas situaciones de desprotección social de NNA, correspondiendo a cada Comunidad Autónoma la designación de la entidad pública encargada de brindarles protección.


Tanto Colombia (Código de la Infancia y Adolescencia de 2006), como Argentina (Ley N° 26.061 de 2006 de protección integral de derechos de NNA) cuentan con una estructura administrativa responsable de aplicar medidas para garantizar y restituir derechos vulnerados de NNA.


En seguida, agrega que la selección de países (España, Colombia y Argentina) responde a una revisión de sistemas jurídicos civilistas, que cuentan con sistemas de protección administrativa y en particular España, que ha experimentado una reciente modificación en esta materia.


Para ello, en primer lugar, el documento identifica el reconocimiento constitucional existente en los países seleccionados, para luego abordar el marco legal, las medidas de protección administrativa de infancia y adolescencia y las entidades administrativas llamadas a intervenir en cada uno de los casos.


I. Reconocimiento constitucional


Países como España, Colombia y Argentina, entre otros, han incluido los derechos de la infancia y adolescencia a nivel constitucional, como una prioridad para las políticas públicas, siendo el Estado el principal garante (Unicef, 2015).


Los textos constitucionales de los países revisados coinciden en garantizar el pleno ejercicio de los derechos de los niños. España y Colombia recogen el principio de protección integral de la niñez, mientras que el de Argentina, se orienta a la protección del niño en situación de desamparo.

1. España


La Constitución Política de España establece la obligación de los poderes públicos de asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia y en especial, de los niños y adolescentes, de conformidad con los acuerdos internacionales que velan por sus derechos (art. 39). 

2. Colombia


Colombia incluye en su Constitución Política (1991), el principio de protección integral de niños y adolescentes, establece como una obligación de la familia, la sociedad y del Estado, asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral, así como, el pleno ejercicio de sus derechos. Para ello, permite a cualquier persona exigir su cumplimiento y la respectiva sanción del infractor (art. 44 y 45).


Además de los derechos que consagra la Constitución, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Colombia, su Constitución establece como derechos fundamentales de los niños: la vida e integridad física, la salud y seguridad social, la alimentación equilibrada, el nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libertad de opinión. Finalmente, ordena la especial protección de los niños frente a toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos (art. 44).


Asimismo, la Carta Fundamental de Colombia dispone que “los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás” (art. 44).

3. Argentina 


La Constitución Política de Argentina, dispone entre las atribuciones del Congreso, legislar y promover medidas de acción positiva, para garantizar la igualdad de oportunidades y pleno goce y ejercicio de derechos de los niños34, reconocidos en la Constitución y tratados internacionales de derechos humanos. 


Asimismo, consagra entre las atribuciones del poder legislativo, dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protección del niño en situación de desamparo (art.75, N° 23),


Desde el embarazo hasta el término del período de enseñanza elemental, y de la madre durante el embarazo y el tiempo de lactancia. 


II. Marco legal de protección administrativa


La Convención sobre los Derechos del Niño establece la obligación de los Estados Partes de adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la convención (art. 4). 


En especial, en lo que respecta a situaciones de maltrato de NNA, dispone que las medidas de protección deben comprender “procedimientos eficaces para el establecimiento de programas sociales con el objeto de proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él, así como para otras formas de prevención y para la identificación, notificación, remisión a una institución, investigación, tratamiento y observación ulterior de los casos antes descritos de malos tratos al niño y, según corresponda, la intervención judicial” (art. 19.2). 


Como señala Unicef (2015), el desarrollo de la vía administrativa se propone como un mecanismo previo, que permita abordar las problemáticas que afectan a NNA evitando su recurrente judicialización, más propia del enfoque tutelar que del enfoque de derechos que debe inspirar todo sistema de protección de la infancia35.


Así lo han hecho diversos países, fortaleciendo el rol de la autoridad administrativa y dotándola de facultades para intervenir mediante la aplicación de diversas medidas destinadas a la prevención, como a la protección de NNA. 


A continuación, revisaremos el caso de España (con reciente modificación en ese sentido), de Colombia, y Argentina.


1. España


1.1. Marco legal


En cumplimiento de su mandato constitucional y de diversos tratados internacionales, especialmente la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, en los últimos años España ha ido modificando su ordenamiento jurídico en materia de infancia.


El sistema español de protección de la infancia y adolescencia se compone fundamentalmente de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor36 de modificación parcial del Código Civil y de Enjuiciamiento Civil (LOPJM), que busca constituir un amplio marco jurídico de protección que vincula a los poderes públicos, a las instituciones de infancia, a los padres, familiares y ciudadanos en general (LOPJM, Exposición de Motivos).


Esta ley se articula con la legislación de las comunidades autónomas, pues son éstas las que tienen competencia para la protección de los niños en sus territorios, según lo dispone la Constitución Política.


Después de 20 años de su aprobación, la LOPJM ha experimentado diversas modificaciones con el fin, por una parte, de mejorar los instrumentos de protección jurídica de la infancia y adolescencia y adaptarlos a los cambios sociales para el cumplimiento efectivo de las exigencias constitucionales y tratados internacionales ratificados por España y por otra, de constituir una referencia para las Comunidades Autónomas en el desarrollo de su respectiva legislación en la materia37 (Noticias Jurídicas, 29.07.2015).


En síntesis, los cambios introducidos a la LOPJM, en relación a las instituciones de protección de la infancia se inspiran en el principio de prioridad de las medidas estables frente a las temporales, a las familiares frente a las residenciales y a las consensuadas frente a las impuestas. Se definen legalmente las situaciones de riesgo y desamparo, se simplifica la institución del acogimiento familiar, no siendo obligatoria para su constitución la intervención de un juez y se establece la obligación de la Administración de preparar para la vida independiente a los jóvenes ex tutelados (Noticias jurídicas, 29.07.2015).


1.2. Acciones de protección administrativa


La LOPJM establece los principios rectores de la actuación administrativa en relación con la protección de la infancia, así como, medidas para facilitar el ejercicio de los derechos de NNA. Asimismo, regula la actuación de los poderes públicos frente a situaciones de desprotección social de NNA, así como diversas instituciones de protección de los mismos.


Se establece que NNA tienen derecho a recibir de las Administraciones Públicas asistencia necesaria para garantizar el ejercicio de sus derechos (art. 10).  Para ello, pueden solicitar protección y tutela a la entidad pública competente, así como defensa judicial para la protección de sus derechos, entre otras medidas (art. 10).


Entre los principios rectores de la actuación de los poderes públicos en relación con los NNA, se establece la prioridad del mantenimiento de la familia de origen y, cuando ello no sea conveniente al interés del NNA, la prioridad de las medidas estables frente a las temporales y las familiares frente a las institucionales (art. 11).


Frente a situaciones de desprotección social, la autoridad administrativa debe intervenir con distinta intensidad según la situación en la que se encuentre el NNA. Así la ley distingue las siguientes actuaciones:


a. Actuaciones de protección (art. 12)


La protección de los NNA por los poderes públicos se debe realizar mediante la prevención, detección y reparación de situaciones de riesgo, el ejercicio de la guarda y, cuando se declare el desamparo, la asunción de la tutela por el solo ministerio de la ley.


b. Actuación de atención inmediata (art. 14)

Las autoridades y servicios públicos tienen la obligación de prestar atención inmediata a todo NNA que lo requiera y de informar los hechos a los representantes legales o a la Entidad Pública y Ministerio Fiscal38 cuando corresponda (art. 14). 


En cumplimiento de la obligación de prestar atención inmediata, la autoridad pública puede asumir la guarda provisional de un NNA prevista en el art. 172.4 del Código Civil, lo que debe comunicarse al Ministerio Fiscal, debiendo simultáneamente realizar diligencias para constatar situación real de desamparo del NNA39 (art 14 LOPJM y art. 172.4 Código Civil).


c. Actuaciones en situación de riesgo y desamparo (art. 17 y 18)


La ley distingue la situación de riesgo y la de desamparo, generando un grado diferente de intervención de la entidad pública.


La situación de riesgo supone la existencia de un perjuicio para el NNA que no alcanza la gravedad suficiente como para separarlo de su núcleo familiar, por lo que la intervención se limita a la eliminación de los factores de riesgo dentro de la familia. Ella es declarada por la administración pública competente, conforme a lo dispuesto en la legislación estatal y autonómica aplicable, mediante resolución administrativa fundada, previa audiencia de los padres o cuidadores y en coordinación con los centros escolares, servicios sociales y sanitarios. La resolución administrativa puede ser impugnada ante la justicia, en conformidad a la Ley de Enjuiciamiento Civil.


La declaración de situación de riesgo supone la puesta en marcha de un “proyecto de intervención social y educativo familiar”, promoviendo los factores de protección del NNA.


Por su parte, la declaración de situación de desamparo, procede si los hechos son de tal gravedad40, que se requiere la separación del NNA de su entorno familiar. En ese caso, la tutela del NNA es asumida por la entidad pública, con la respectiva suspensión de patria potestad o tutela ordinaria.


La declaración de situación de desamparo activa un plan de protección, con objetivos y plazos para las medidas de intervención que se toman con la familia de origen.


1.3. Entidades administrativas de protección


Como se señaló, uno de los objetivos perseguidos con las modificaciones a la LOPJM fue constituir una referencia común para las Comunidades Autónomas en el desarrollo de sus respectivas legislaciones. Sin embargo, considerando la estructura política del país, la designación de la “entidad pública” corresponde a cada Comunidad Autónoma y las ciudades de Ceuta y Melilla, de acuerdo con sus respectivas normas de organización (art. final 22).


En el mismo sentido, el Código Civil, en materia de formas de protección de NNA, se refiere a la entidad pública a la que en el respectivo territorio, esté encomendada la protección de menores (art. 172.1, CC). 


Destaca también en la LOPJM la figura del Ministerio Fiscal, a quien corresponde intervenir en diversas actuaciones, en tanto la LOPJM reforzó sus facultades de actuación (LOPJM, Exposición de motivos). 


2. Colombia


2.1. Marco legal


El año 2006 entró a regir el Código de la Infancia y Adolescencia (Ley N° 1.098), que entiende la protección integral de NNA como el reconocimiento de NNA como sujetos de derechos, su garantía y cumplimiento, la prevención de su amenaza o vulneración y la seguridad de su restablecimiento inmediato.


La protección integral se materializa en el conjunto de políticas, planes, programas y acciones en el ámbito nacional, departamental, distrital y municipal con la correspondiente asignación de recursos financieros, físicos y humanos (art. 7).


2.2. Acciones de protección administrativa


Según el art. 51 del citado código, el restablecimiento de derechos de NNA es responsabilidad del Estado en su conjunto:  


A través de las autoridades públicas, quienes tienen la obligación de informar, oficiar o conducir ante la Policía, las Defensorías de Familia, las Comisarías de Familia o en su defecto, los Inspectores de Policía o las personerías municipales o distritales, a todos los NNA que se encuentren en condiciones de riesgo o vulnerabilidad. 


Ante estas situaciones, la autoridad competente deberá asegurarse de que el Sistema Nacional de Bienestar Familiar garantice su vinculación a los servicios sociales. Asimismo, la autoridad administrativa deberá, de manera inmediata, verificar el estado de cumplimiento de cada uno de los derechos de NNA. En especial: el estado de salud física y psicológica; estado de nutrición y vacunación;  inscripción en el registro civil de nacimiento; la ubicación de la familia de origen; el estudio del entorno familiar y la identificación tanto de elementos protectores como de riesgo para la vigencia de los derechos; su vinculación al sistema de salud, de seguridad social y educativo (art. 52).


Para el restablecimiento de derechos de NNA, la ley menciona un catálogo de medidas que la autoridad competente puede tomar, entre ellas: retiro inmediato del NNA de la actividad que amenace o vulnere sus derechos o de las actividades ilícitas en que se pueda encontrar y ubicación en un programa de atención especializada para el restablecimiento del derecho vulnerado; ubicación inmediata en medio familiar o en centros de emergencia para los casos en que no procede la ubicación en los hogares de paso; la adopción (art. 53).


La autoridad competente deberá asegurar que en todas las medidas provisionales o definitivas de restablecimiento de derechos que decrete, se garantice el acompañamiento a la familia del NNA que lo requiera (art. 53, parágrafo 1).


Por su parte, el representante legal del NNA, o la persona que lo tenga bajo su cuidado o custodia, puede solicitar, ante el Defensor o Comisario de Familia, o en su defecto ante el Inspector de Policía, la protección de los derechos de aquél. También podrá hacerlo directamente el NNA (art. 99).


El Defensor o el Comisario de Familia o, en su caso, el Inspector de Policía que tenga conocimiento de la inobservancia, vulneración o amenaza de alguno de los derechos que este Código reconoce a NNA, deberá abrir una investigación, si es de su competencia y en caso contrario, avisar a la autoridad competente (art. 99).


2.3. Entidades administrativas de protección


El código establece la responsabilidad inexcusable del Estado, de actuar oportunamente para garantizar la realización, protección y el restablecimiento de los derechos de NNA (art. 11).


Para ello, se establece la creación e integración de un Sistema Nacional de Bienestar Familiar responsable de la aplicación y ejecución de la política pública de infancia y adolescencia, así como, de un sistema de protección administrativa, con las medidas necesarias para el restablecimiento de derechos (Morlachetti, 2013: 23).


Se designa al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, como ente coordinador del Sistema Nacional de Bienestar Familiar al que se asigna la articulación de las entidades responsables de la garantía de los derechos, la prevención de su vulneración, la protección y el restablecimiento de los mismos, en los ámbitos nacional, departamental, distrital, municipal y resguardos o territorios indígenas (art. 205).


En su Capítulo III, el código designa las autoridades competentes para el restablecimiento de los derechos de NNA, las que forman parte del Sistema de Bienestar Familiar. Destacan:


-  Las Defensorías de Familia encargadas de prevenir, garantizar y restablecer los derechos de NNA (art. 79);


- Las Comisarias de Familia: Son Distritales, Municipales o Intermunicipales de carácter administrativo e interdisciplinario, y deben prevenir, garantizar, restablecer y reparar los derechos de los miembros de la familia ante situaciones de violencia intrafamiliar (art. 83). 


Así, corresponde a los Defensores y Comisarios de Familia la realización y restablecimiento de los derechos de NNA. Mientras que el seguimiento de las medidas de protección o de restablecimiento que ellos tomen están a cargo del respectivo coordinador del centro zonal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (art. 96).


3. Argentina 


3.1. Marco legal


La Ley N° 26.061 de 2005 de protección integral de derechos de NNA dispone que el Sistema de Protección Integral de Derechos de NNA de Argentina, está conformado por: 


Todos aquellos organismos, entidades y servicios que diseñan, planifican, coordinan, orientan, ejecutan y supervisan las políticas públicas, de gestión estatal o privadas, en el ámbito nacional, provincial y municipal, destinados a la promoción, prevención, asistencia, protección, resguardo y restablecimiento de los derechos de NNA, y establece los medios a través de los cuales se asegura el efectivo goce de los derechos y garantías reconocidos en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño, demás tratados de derechos humanos ratificados por el Estado argentino y el ordenamiento jurídico nacional (art. 32).


Para el logro de sus objetivos, el Sistema de Protección Integral de Derechos de NNA debe contar con organismos administrativos y judiciales de protección de derechos, medidas de protección ordinaria y excepcional de derechos (art. 32). 


3.2. Acciones de protección administrativa


Las medidas de protección integral de derechos, son aquellas emanadas del órgano administrativo competente local, ante la amenaza o violación de los derechos o garantías de NNA, con el objeto de preservarlos, restituirlos o reparar sus consecuencias (art. 33).


Al igual que en las legislaciones de España y Colombia, la de Argentina también prioriza expresamente el vínculo familiar. Así, la ley dispone que la falta de recursos materiales de los padres, de la familia, de los representantes legales o responsables de NNA, sea circunstancial, transitoria o permanente, no autoriza la separación de su familia nuclear, ampliada o con quienes mantenga lazos afectivos, ni su institucionalización (art. 33). 


Asimismo, se establece una aplicación prioritaria de las medidas de protección de derechos que tengan por finalidad la preservación y el fortalecimiento de los vínculos familiares (art. 35). 


El elenco de medidas de protección de la ley argentina ante la amenaza o violación de derechos de NNA comprende: aquellas tendientes a que NNA permanezcan con su grupo familiar; becas de estudio o para jardines maternales o de infantes, e inclusión y permanencia en programas de apoyo escolar; asistencia integral a la embarazada; programas de fortalecimiento y apoyo familiar; cuidado del NNA en su propio hogar, orientando y apoyando a los padres o responsables de su cuidado, con el seguimiento temporal de la familia; tratamiento médico, psicológico o psiquiátrico del NNA o de alguno de sus padres, responsables legales o representantes; asistencia económica, entre otros (art. 37).

La ley argentina contempla además medidas excepcionales que proceden cuando el NNA se encuentra privado de su medio familiar o cuando su interés superior exija que no permanezca en ese medio. En todo caso su aplicación debe ser limitada en el tiempo y sólo se pueden prolongar si persisten las causas que les dieron origen (art. 39).


Su aplicación corresponde a la autoridad local, quien decidirá el procedimiento a seguir, debiendo notificar la medida adoptada dentro de 24 horas, a la autoridad judicial competente en materia de familia de cada jurisdicción (art. 40). 


La autoridad judicial competente debe resolver la legalidad de la medida., dentro del plazo de 72 horas de notificado, con citación y audiencia de los representantes legales. Resuelta, derivará el caso a la autoridad local competente de aplicación, para que implemente las medidas pertinentes (art. 40). 


3.3. Entidades administrativas de protección


La ley argentina contempla como los órganos administrativos de protección de derechos de NNA a los siguientes:


- Sistema de protección integral conformado por tres niveles: nacional, federal y provincial (art. 42).


- Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, con representación interministerial y de las organizaciones de la sociedad civil (art. 43).


- Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia, integrado por quien ejerza la titularidad de la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, y por los representantes de los Órganos de Protección de Derechos de Niñez, Adolescencia y Familia existentes o a crearse en cada una de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (art. 45).


- Defensor de los Derechos de NNA, quien debe velar por la protección y promoción de sus derechos consagrados en la Constitución Nacional, la Convención sobre los Derechos del Niño y las leyes nacionales (art. 47).

DISCUSIÓN EN GENERAL

Presentación del Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza


El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza, inició su presentación señalando que cuando se analiza la actual situación de los derechos de los niños y niñas, se advierte que el marco legal sobre el particular viene dado, principalmente, por la ley N° 16.618, de Menores, del año 1967.


Se trata de una normativa que no está actualizada ni responde a la realidad de los derechos de los niños del presente. Básicamente, señaló, en términos de diagnóstico, podría decirse que es una ley de carácter paternalista, en el sentido de que no reconoce a los niños como sujetos de derechos, interviniendo el Estado, frente a un grupo de niños o un niño o niña en particular, sólo cuando ha tenido conflictos con la ley penal, o en su defecto cuando se encuentra en situación de peligro moral o material.


 Esta visión es la que se ha denominado como doctrina de la situación irregular, en el entendido que el Estado actúa cuando se produce una situación de interrupción de los derechos de un niño, de manera posterior a las causas que originaron esa vulneración.


Por lo mismo, es una normativa que presenta una ausencia de un marco universal de protección. Es decir, sólo interviene frente a determinados niños y no promueve ni posibilita la existencia de promoción ni prevención de vulneración de derechos.


En concreto, la actual normativa existente en materia de infancia lo que hace es atender a una política de intervención altamente especializada, debatible, por cierto, en lo referente a su efectividad, pero no apunta hacia una política de universalización, desde el punto de vista de una protección integral.


Por lo mismo, los niños son considerados en esta normativa como objetos de derechos, incapaces de ejercerlos en términos de titularidad, lo que se traduce en que la acción de los Tribunales de Justicia tiende muchas veces a restringir los derechos de éstos en cuanto a los tiempos de decisión.


La Convención de los Derechos del Niño (1990) genera un cambio en esta mirada, específicamente reconociendo al niño como sujeto de derechos y establece un catálogo de derechos que promueven la integralidad en la protección de los niños y niñas, especialmente el artículo 4 de ésta que señala que “los Estados partes asumen la obligación de adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en dicho tratado.”.


Es en relación a esta obligación internacional que Chile aprobó en el año 1990, y a partir de ese supuesto, que se construye este proyecto de ley y otras iniciativas, que dicen relación con un cambio en la institucionalidad de la infancia.


Ahora bien, desde la promulgación de la Convención se han promulgado otras adecuaciones normativas institucionales importantes que han repercutido de manera positiva en la protección de la niñez.


Estas son:


-  Ley N°19.585 de Filiación Familiar (1998), que eliminó la discriminación entre hijos nacidos dentro y fuera del matrimonio.


- Ley N° 20.084 de Responsabilidad Penal Adolescente (2005), que generó una institucionalidad propia para niños y niñas infractores, que es una de las recomendaciones internacionales y que es consistente con una política pública que aborde la particularidad de la situación de un niño o niña cuando ha sido vulnerado en sus derechos.


Por otra parte, la necesidad de contar con una ley de protección integral se ha reconocido por los diversos Gobiernos de nuestro país. En efecto, el consenso político nacional sobre el punto comienza a advertirse en el año 2005, con el envío al Congreso Nacional del Mensaje del Presidente Lagos, sobre Protección de los derechos de la infancia y adolescencia (Boletín 3792-07).


Luego, el año 2012, se presentó una Moción parlamentaria sobre “Protección Integral de los  derechos de los niños, niñas y adolescentes” cuyos autores fueron los Honorables Senadores señores Letelier y Walker, son Patricio, la ex Senadora señora Alvear y el ex Senador señor Escalona.


En el año 2013, el ex Presidente Piñera, envió al Congreso un Mensaje sobre la protección de derechos de los niños, niñas y adolescentes” (Boletín 8911-18).


Todas estas iniciativas legales fueron consideradas para el diseño del proyecto de ley que se encuentra en discusión.


También se han seguido las recomendaciones internacionales que muestran un consenso internacional sobre la protección de los derechos de la niñez.


 El Comité de derechos del niño ha recomendado en sus observaciones del año 2002, 2007 y 2015 que el Estado apruebe una ley de protección integral de los derechos del niño.


La Unicef, el Instituto Interamericano del Niño y la CEPAL en concordancia con la Observación General Nº 5 del Comité de Derechos del Niño han relevado la importancia de contar con sistemas nacionales de protección de derechos del niño que los aborden de manera integral y efectiva en diversos estudios y publicaciones.


En línea con lo antes señalado y pensando en las  ideas y desafíos de un sistema de garantías de los derechos de la niñez. que sustentan este proyecto de ley, el Programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet expresó que “el próximo Gobierno volverá a situar al centro de sus políticas públicas a la Infancia, creando un sistema de protección integral que beneficiará en la vida de cerca de 4 millones de personas menores de 18 años”. Agregando que “la protección integral de los derechos de los niños y niñas es una base fundamental para superar la desigualdad”.


En síntesis, esa afirmación programática lo que busca es compatibilizar un sistema de protección especializada en materia de vulneración de derechos y de protección de los niños con un sistema de protección de carácter integral y de corte universal que permita prevención, promoción y protección oportuna.


Los sistemas nacionales de protección integral de la infancia de acuerdo a la definición de la UNICEF, hacen referencia a un  conjunto de políticas y servicios necesarios en todos los ámbitos sociales – especialmente en el ámbito del bienestar social, la educación, la salud y la justicia- para apoyar la prevención de los riesgos relacionados con la preservación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y la respuesta institucional en este sentido (UNICEF 2008).


El planteamiento de la Unicef, lo que hace es compatibilizar desde el enfoque de la protección una política de derechos humanos con una política de protección social en términos de ver cuál es la mejor entidad para desde donde articular un sistema de protección integral.


El Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez en este proyecto de ley se define como un conjunto de normas, políticas e instituciones destinados al respeto, protección y promoción de los derechos de los niños y niñas.


De la definición señalada se desprenden tres componentes importantes.


El primero, el elemento normativo, como la propia iniciativa y otras adecuaciones normativas necesarias, como la creación de la Subsecretaría de la Niñez. Además, la ley que tipifica el mal trato a niños y personas vulnerables, la ley sobre entrevistas video grabadas, los dos proyectos de ley que reemplazan al actual SENAME, que crean el Servicio de protección especializada como así también, el que crea el Servicio de reinserción social juvenil, entre otros.


El segundo componente viene dado por las políticas que se pretenden desplegar, en el sentido de poder elaborar una política nacional de la niñez con una duración de diez años, que orientará el desarrollo de muchas otras acciones que se relacionan con la infancia, por ejemplo, las medidas sobre prevención de la violencia.


El tercer componente dice relación con un conjunto de instituciones. Específicamente, se establece el Ministerio de Desarrollo Social como ente rector del sistema, junto al Comité Interministerial de Desarrollo Social de la Niñez y se crea, además, la Defensoría de la Niñez, que es el organismo de supervigilancia respecto del sistema.


Posteriormente, el señor Ministro pasó a describir la configuración de la iniciativa en examen.


El primer título se refiere a los objetivos y a definiciones. El segundo a principios, derechos y garantías. El tercero al Sistema de Protección Administrativa y Judicial. El cuarto a la Institucionalidad y el quinto a la Política Nacional de la Niñez y de su Plan de Acción.


En lo relativo a de los objetivos de la ley, estos son la protección integral del ejercicio de los derechos de los niños y niñas.


Además, se establece un Sistema de Garantía de los Derechos de la Niñez que estará integrado por un conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a velar por el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, cultural y social de los niños.


Uno de los elementos relevantes del proyecto de ley, específicamente del Título I, es que reconoce el rol prioritario de los padres y de la familia en el cuidado, orientación y protección de los niños. Esto, en concordancia o siendo consistente con la Convención sobre los Derechos del Niño, que considera a la familia como el fundamento social primordial pero del mismo modo como el medio natural para el crecimiento y bienestar de sus miembros. Esta idea se recoge a lo largo de todo el proyecto de ley, y también es parte sustantiva de otras iniciativas relacionadas, como el de la Subsecretaría de la Niñez. 


También se reconoce que los órganos de la administración del Estado se encuentran obligados al respeto, promoción y protección de los derechos de los niños. Esto viene a dar cuenta del reconocimiento del Estado como garante de los derechos de los niños y niñas.


En el artículo 2º se establecen obligaciones generales de los órganos de la administración del Estado para cumplir con este mandato. 


Se dispone, asimismo, del concepto de niño, como todo ser humano menor de 18 años de edad, replicando la fórmula que establece la Convención, en el sentido de evitar debatir sobre el inicio de la vida en este contexto, toda vez que ello no es una discusión propia de un proyecto de ley sobre la garantía de los derechos de los niños.


También se describe el ámbito de aplicación de la ley lo que da cuenta de su carácter universal y de aplicación a todos los niños y niñas y reglas generales de interpretación para todos éstos y éstas. Termina este Título I, con una garantía financiera que establece la fórmula que debe llevar la construcción de los presupuestos nacionales para efectos de política pública en niñez estableciendo que éstos deben velar por ser eficientes, eficaces y por una distribución equitativa de los recursos por parte de la administración del Estado.


En lo que respecta a los Principios, Derechos y Garantías legales de los mismos, específicamente al Título II del proyecto de ley, el Mensaje incorporaba los siguientes principios:


El primero de ellos, el niño como sujeto de derechos, en el entendido que cambia el enfoque y el paradigma y es consistente con la Convención de Derechos del Niño.


El segundo, la autonomía progresiva, consistente también con la evolución de la facultades cognitivas, afectivas y sociales de los niños y niñas en el entendido que un niño de 5 años no tiene las mismas herramientas que un niño de 17, siempre con la orientación de los padres y madres.


El tercero, es el principio de igualdad y no discriminación ante la ley para todos los niños y niñas.


El cuarto, recae en el interés superior del niño, en el entendido que se trata de toda norma interpretativa de legislación que tiene que velar, en el caso de la infancia,  por la protección integral como principio que prevalece respecto de otros principios.


Estos principios, a su entender, nos permiten transitar de una doctrina de la situación irregular a una doctrina de protección integral en materia de niños, niñas y adolescentes, reconociendo una nueva mirada y relación entre el Estado y los niños, adecuando sustantivamente la legislación en el caso de Chile a la Convención sobre los Derechos del Niño.


En seguida, el señor Ministro señaló que durante la discusión parlamentaria se incorporaron otros principios. El primero de ellos, el derecho y deber preferente de los padres y madres de orientar y educar a sus hijos.


Luego, el principio de prioridad, vale decir, que en las políticas públicas tiene que existir una prioridad respecto de la infancia por sobre otros grupos.


El principio de protección social de la infancia, a su turno, consiste en el despliegue de acciones que se vienen desarrollando por más de una década.


El principio de progresividad y no regresividad que tiene que ver con la relación de los presupuestos del Estado, es decir, los presupuestos de la infancia nunca deben ser regresivos sino que deben ser presupuestos progresivos en términos de recursos. Eso en consistencia con las recomendaciones del Comité de Derechos del Niño.


El principio de responsabilidad de la Administración del Estado, desde el punto de vista del cuidado y la cobertura de los niños.


El principio de la efectividad de los derechos y la participación de los niños y niñas y de la sociedad civil.


En lo que respecta a los derechos, para una mejor comprensión de lo incorporado y teniendo presente que muchas veces los derechos se interconectan y presentan límites difusos los han agrupado en cuatro categorías.


Los primeros, tienen que ver con los derechos a la supervivencia. El proyecto original presentado por el Ejecutivo contempla los derechos a la vida, desarrollo y entorno adecuado, la salud y la educación.


Durante el trámite parlamentario, se incorporó un nuevo derecho a la vida. El que establecía el proyecto original se vinculaba más bien a establecer condiciones de desarrollo de los niños y garantías legales para su efectividad. El artículo incorporado en la discusión parlamentaria replica, en los mismos términos, el de la Convención.


Luego, señaló, se encuentran los derechos a la protección. Ellos se refieren, en general, a acciones de protección reforzada que requieren niños y niñas por su especial condición de desarrollo. En el Mensaje de este proyecto de ley se contemplaban la protección contra la violencia, el debido proceso, tutela judicial efectiva y especialización, los que experimentaron algunas variaciones del texto original.


Además, se incorporaron, medidas de protección especial y medidas de protección del embarazo, la maternidad y paternidad de menores de 18 años.


Luego, como tercer grupo de derechos están los derechos al desarrollo, tales como aquellos que permiten que los niños crezcan plenamente de manera integral. El proyecto original reconocía dentro de ellos, por ejemplo, el derecho a la identidad.


Se incorporó en la discusión parlamentaria el derecho a la recreación, participación en la vida cultural y en las artes y el derecho preferente de los niños a ser orientados y educados por sus padres y/o madres.


El cuarto grupo de derechos, hace alusión a la participación. Dentro de los derechos que permiten ejercer esta última facultad, el Mensaje del proyecto de ley reconocía los siguientes: el derecho a la participación propiamente tal, el derecho a ser oído, la libertad de expresión y comunicación, la libertad de pensamiento, conciencia y religión y el derecho a la información.


En lo que respecta al marco institucional del proyecto, éste se orienta a generar un sistema de protección y garantía de los derechos de la infancia. Por lo mismo, establece obligaciones para todos los órganos de la administración del Estado, los que de acuerdo a sus competencias deberán desarrollar acciones en las materias que les correspondan.


 Cuando se trate de cuestiones que no son de su competencia, y se haya realizado una solicitud de intervención el órgano de administración, no podrá excusarse de atender la situación, debiendo derivarlo a un órgano competente.


Siempre en el marco institucional, el Ministerio de Desarrollo Social tendrá un rol rector en conjunto con el Comité Interministerial de la Niñez, los que serán llamados a fijar directrices rectoras desde el punto de vista de la política de la niñez, para la generación de coordinaciones necesarias, específicamente para la formulación de propuestas en materia de políticas públicas.


Este Comité, estará presidido por el Ministerio de Desarrollo Social, e integrado por el Ministerio de Hacienda, por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, por el Ministerio de Educación, por el Ministerio de Salud, por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, por el Ministerio de la Mujer y Equidad de Género, además de los Ministerios de Justicia y de Derechos Humanos y del Deporte.


También se propone la creación de una nueva Subsecretaría en el Ministerio de Desarrollo Social, a saber, la Subsecretaría de la Niñez.


A nivel territorial, el Ministerio de Desarrollo Social tendrá una doble función. Por un lado, la articulación de la oferta de prestaciones y servicios y, por otro, la dictación de medidas administrativas de protección.


Esta última función implica una redistribución de las competencias entre la Administración y los Tribunales de Justicia. Es decir, lo que se busca es que no todas las materias sean vistas exclusivamente por los segundos, sino que muchas de ellas, desde la perspectiva de una protección oportuna y preventiva, sean asumidas por la Administración. En este sentido, se refuerzan las soluciones administrativas más integrales y colaborativas para que los tribunales puedan abocarse a la resolución acerca de la legalidad de las medidas y los conflictos jurídicos que se susciten. Destaca el hecho, eso sí, de que siempre que se trate de una medida de separación del niño o niña de su familia debe ser conocida por el Juzgado de Familia correspondiente.


El sistema se completa con dos Consejos: el de la Sociedad Civil y el especial de Niños y Niñas, que recoge en buena medida la experiencia exitosa de participación infanto-adolescente, por ejemplo, en el Servicio Nacional de Menores o del Ministerio de Salud, a propósito de las instancias de participación ciudadana.


El sistema institucional creado cierra con la figura del Defensor de la Niñez, que tiene una función de supervigilancia del sistema, con toda la institucionalidad que está en desarrollo y que se está legislando.


Por otra parte, indicó que la redistribución de competencias entre los órganos administrativos y los Tribunales de Justicia fue uno de los elementos más debatidos durante la tramitación de esta iniciativa legal en la Honorable Cámara de Diputados, en cuanto al rol que les compete a unos y otros en la protección de los derechos de los niños.


Pese a lo controversial y a lo discutible del tema, en la Comisión de Familia de la Cámara de Diputados existió un acuerdo transversal para conservar elementos generales que permitan dibujar los principales elementos de vínculo entre las atribuciones de la administración y las competencias de los tribunales.


El primero de ellos, es la ampliación de la titularidad de las acciones que protejan a los niños y que permite que todo niño, sus padres, representantes legales o quien lo tenga legalmente a su cuidado, o cualquier persona que invoque un interés fundado podrá interponer las acciones y medios de impugnación para proteger los derechos del niño o la niña.


Se reconoce, además, la necesidad de contar con la debida asistencia jurídica. 


Otro elemento a considerar, es que tanto la administración como los tribunales tienen un rol de protección de los derechos de los niños. 


Se consagran, en consecuencia, medidas de protección que apuntan a resguardar al niño y a establecer garantías en los procedimientos en que se apliquen las mismas.


Se establece el deber general de todos los órganos de la administración del Estado de entregar las prestaciones que corresponden de acuerdo a su competencia y el principio de inexcusabilidad respecto del órgano cuando es requerido por parte de alguna persona.


El último elemento acordado en la Comisión de Familia de la Honorable Cámara de Diputados, dice relación con el principio de colaboración, esto es, que la administración cuando intervenga tenga la orientación y el apoyo de los padres o de quien tenga el cuidado del niño, para así buscar, entre los involucrados, una solución colaborativa y no la separación del niño o la niña de manera prematura.


Lamentablemente, en la votación en la Sala, varios de estos elementos presenciales fueron rechazados, desdibujando el sistema propuesto en términos de la integralidad.


La siguiente lámina refleja los dos criterios que fueron aprobados. Por lo mismo, manifestó la voluntad del Ejecutivo para que en el presente trámite legislativo se puedan retomar y mejorar esas consideraciones. 

 Sistema de Protección Administrativa y Judicial.
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Respecto de la institucionalidad del sistema, esta última se encontraba desarrollada específicamente en el Título IV del proyecto de ley.


 En términos generales señalaba tres niveles de actuación del sistema de garantías:


El primer nivel, denominado estratégico, es aquél que permite generar la instalación del sistema en distintos órganos del Estado. Para esto, el Ministerio de Desarrollo Social asume un rol de rectoría, esto es, de conductor de las políticas, planes y programas vinculados a los niños y niñas. Esto será efectivo en la medida que se acompañe con la existencia de un Comité Interministerial de Desarrollo Social de la Niñez, el que podrá, además, dictar directrices comunes y acordar mecanismos de coordinación que sean necesarios para su función.


El segundo nivel del sistema es el de articulación, que tiene como actor preponderante al Ministerio de Desarrollo Social, con el trabajo de sus 3 Subsecretarías, específicamente la de Servicio Social, que tiene que ver con las prestaciones, la de Evaluación Social, que dice relación con la evaluación de los proyectos, medición de políticas públicas y la de Niñez, que es la que está en trámite legislativo y, por cierto, con el trabajo de las Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social.


El tercer nivel del sistema se denomina de prestación y adopción de medidas, y permite que el nivel estratégico y de articulación, que son los precedentes, se concreten para el caso específico de una situación en el caso de un niño. Así, deberá cada órgano de la administración del Estado gestionar y entregar los servicios y prestaciones correspondientes a las garantías establecidas en la ley. Además de adoptar las medidas de protección que se establezcan en conformidad a la ley y a las atribuciones de la Administración.


También en el Título IV se establecían las normas para la actuación policial, y para que ésta se ajuste a la Convención sobre los Derechos del Niño, fijándose la obligación de diseñar protocolos policiales especiales cuando se trate de su intervención en situaciones cuando estén involucrados niños y niñas.


Por último, el Título cierra con una norma que establece un principio general que releva la participación de la sociedad civil y de los niños en el sistema de garantías. O sea, se establecen normas sobre participación ciudadana y de los niños.


De todas las normas citadas en materia de institucionalidad, sólo se aprobó en la Sala de la Honorable Cámara de Diputados esta última, lo que no permite tener una mirada integral del proyecto, por lo que se requiere retomar la discusión de varios de los contenidos que no fueron aprobados.


El Título V del proyecto establece la existencia de una política nacional de niñez y su respectivo plan de acción, desde el punto de vista de cómo se miden y cómo se concretan las metas que se van fijando en materia de políticas de infancia.


Se trata de contar con una estrategia nacional que permita de manera integral abordar la protección, promoción y prevención, en el caso de los niños y niñas, en materia de sus derechos, siendo ello consistente con la observación Nº 5 del Comité de Derechos del Niño de las Naciones Unidas.


Se establece a la Política Nacional como un instrumento de planificación estatal en materia de protección de la niñez, otorgándole una vigencia de 10 años; la que nutrirá de contenido al sistema, propendiendo que este último tenga un carácter universal, coordinado, progresivo e integral, e intersectorial.


Asimismo, se dispone la necesidad de contar con un Plan de Acción, determinándose los contenidos mínimos que debe contener.


La Política y el Plan de Acción serán elaborados a través de un proceso coordinado por el Ministerio de Desarrollo Social. 


En seguida, el señor Ministro señaló que en la lámina que a continuación se reproduce, está expresado el flujograma de cómo opera el sistema de derechos de la niñez en comento
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Este sistema de garantías, tiene dentro sus componentes el programático, el institucional y el normativo.


Luego, están expresados los niveles de actuación. El que tiene que ver con la prestación y adopción de medidas, el nivel estratégico y el nivel de articulación. 


A partir de ellos, el Ministerio de Desarrollo Social puede ejecutar servicios especializados, que dependerían de la Subsecretaría de la Niñez, de la Unidad Nacional de la Niñez con asiento en el Ministerio de Desarrollo Social, de las Unidades de carácter regional alojadas en las diferentes Secretarías Regionales Ministeriales de Desarrollo Social, y la expresión más local, relacionada con el desarrollo del programa Chile Crece Contigo, que pasa a depender de la mencionada Subsecretaría de la Niñez, que permite la expresión en el plano municipal de la política pública.


La Defensoría de la Niñez, que es el órgano de supervigilancia del sistema, y los Consejos de la sociedad civil y el Consejo Nacional de Niños y Niñas, como entidades de participación, culminan la articulación del Sistema de Protección Integral de la Niñez.


Finalizada la presentación del señor Ministro, los señores Senadores formularon las siguientes consultas.


La Honorable Senadora señor von Baer solicitó respecto de la última lámina, una explicación práctica de cómo funcionaría el sistema en comento.


En esa línea, recordó que durante la discusión del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de la Niñez se informó, por parte del Ejecutivo, que en esta iniciativa legal quedaría claro el funcionamiento del sistema completo.


Asimismo, señaló que le llama la atención que en las dos láminas antes expresadas no se encuentren las dos instituciones fundamentales que reemplazarán al SENAME, estas son, el Servicio de Protección Especializado y el Servicio de Reinserción Social Juvenil, por lo que consultó las razones de su omisión.


Por último, solicitó en qué ubicación concreta quedaría situado el Consejo Nacional de los Niños, el que fue rechazado por la Honorable Cámara de Diputados.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio también solicitó una explicación práctica acerca del funcionamiento de este sistema, ya que hay un nivel nacional, un nivel regional y un nivel local, por lo que preguntó el modo en que tales niveles se articulan, consultando acerca de la existencia de una especie de ventanilla única al respecto. 


Lo anterior, agregó, a fin de poder entender cómo opera el sistema en caso de que los derechos de los menores sean vulnerados, en la hipótesis en que el representante de este último requiere denunciar esta situación, a fin de que se restituya el derecho afectado, con el objetivo de dotar de claridad a la institución a la que tiene que recurrir.



En seguida, consultó acerca de la asistencia jurídica. Recordó que en el proyecto de ley que crea al Defensor de la Niñez no se aprobó la asesoría jurídica para casos individuales sino para situaciones colectivas específicas. Sobre el punto, preguntó si es sólo un tema que se está enunciando, o hay contemplados recursos para el particular, ya que si se pretende otorgar atribuciones de asesoría jurídica a las víctimas de vulneración de derechos, con una cobertura razonable, se requeriría de un presupuesto considerable.


En materia de institucionalización, afirmó que ello debe ser el último recurso a emplearse. Por ello, se manifestó como partidario de trabajar con la familia, nuclear o extensa, buscando una solución. 


Finalmente, consultó respecto de la adopción, en tanto si ello sería o no un elemento a tratar en el presente debate.


El Honorable Senador señor Letelier recordó que durante el Gobierno del ex Presidente Piñera él presentó un proyecto para garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes, pero que no prosperó. Destacó que entre dicha iniciativa y el proyecto en examen hay diferencias sustantivas, que dicen relación con la medida de compromiso que el Estado asumiría.


Señaló que en el estado actual de tramitación del proyecto, este último no presenta mayores avances, no sólo por lo que no está contenido en él, sino porque no hay componentes que se hayan relevado o realzado lo suficiente. Además, agregó que no visualiza en ninguna parte de esta iniciativa legal al Ministerio de Educación, con el peso que corresponde. 


Indicó que durante los primeros 15 años de vida de una persona, la mayor parte de la infancia está vinculada con el sistema educacional, que es el eje principal donde se construyen los valores y en dicho sector, en su opinión, existe un déficit considerable. 


En esa línea, manifestó la ausencia, en el diseño del proyecto de ley, del Ministerio de Educación, teniendo en consideración que en este sistema de garantías la familia juega el papel fundamental y el Estado juega el segundo rol principal. Así, señaló que, quizás, se pensó sólo en los niños que tienen dificultades y no en aquellos que están arropados por la sociedad con más fuerza.


El Honorable Senador señor Quintana señaló que si bien la presente iniciativa es necesaria, siempre pensó que el esquema iba a ser despejar, primeramente, todo lo que eran las vulneraciones de derechos de la niñez, a través de la creación y diseño de las instituciones que reemplazarían al SENAME. Posterior a ello, añadió, es que creería recomendable debatir sobre las garantías integrales del sistema.


Así, estimó que este último es indispensable y necesario, pero en su configuración actual todavía es un poco abstracto y general, por lo que se requieren fundamentos más concretos y una institucionalidad más precisa.


A su vez, concordó con el Honorable Senador señor Letelier respecto de la ausencia del Ministerio de Educación, cuestión que en su opinión es fundamental. En tal sentido, indicó que en la Comisión de Educación, de la cual es miembro, recibieron hace algún tiempo a movimientos que abordaron el tema de la cantidad de horas en que los niños están haciendo tareas y en el colegio, los currículums, el agobio del profesor y también en general el agobio escolar, la cantidad de niños medicados, entre otros elementos relevante, todos aspectos de los cuales hay que hacerse cargo.


De ese modo, aseveró que es necesario efectuar la proyección de las medidas contempladas en la iniciativa hacia la escuela.


Por último, subrayó el trabajo desempeñado por las Oficinas de Protección de Derechos, por lo que manifestó su apoyo a un robustecimiento de dicha institucionalidad.


El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza, señaló que la iniciativa en estudio pretende transformarse en una  ley marco para el sector, constituyéndose, en términos generales, en fundamento para otros proyectos de ley.


En seguida, indicó que cuando se discutió el proyecto de ley que crea la Subsecretaría de la Niñez, en la Comisión de Gobierno, Regionalización y Descentralización de esta Corporación, el Ejecutivo siempre se explicitó, como también se hizo en la discusión del proyecto de ley que crea el Defensor de la Niñez, que todas esas iniciativas constituyen una institucionalidad que se explica de manera recíproca, la que no se entiende una sin la existencia de todas las partes que la componen.


De ahí, subrayó, que se hayan presentado los proyectos de la forma en que se hicieron, y no de otra.


Posteriormente, informó que durante la discusión de este proyecto de ley en la Comisión de Familia de la Honorable Cámara de Diputados, se presentaron indicaciones sobre definiciones de base como el interés superior del niño, su derecho a ser oído, su autonomía progresiva, su calidad como sujeto de derecho, entre otros, por lo que se trataban de definiciones que hoy los Tribunales de Justicia las utilizan con mayor o menor rigor, pero que no se encuentran explícitamente desarrolladas en la legislación. Ejemplo de ello, añadió, es que en caso de que un niño o niña, que puede ser sujeto de adopción, este último no sea necesariamente escuchado en dicho procedimiento, ni cuando tiene 15 o 17 años, ni menos cuando presenta menor edad.


Aclaró que lo que quiere decir con esto, es que hay conceptos que contiene el proyecto esta ley que son basales para otras leyes, por lo que no sería posible pensar en una legislación renovada y actualizada si no se resuelven estas ideas base, que tienen que ver con un nuevo enfoque en materia de protección.


Por lo mismo, añadió, el sistema en comento no resuelve todas las problemáticas del sector. En efecto, explicó que en el Mensaje del proyecto de ley que crea el Servicio de Protección Especializado, que es uno de los componentes que reemplaza al actual SENAME en materia de protección, se hace alusión a que posteriormente se presentará una nueva iniciativa que permitirá operacionalizar el sistema de protección administrativa en el plano territorial. Es decir, se trata de proyectos que presentan cierta gradualidad en su implementación, precisamente por incorporar un enfoque distinto.


Por otra parte, respecto de las Oficinas de Protección de Derechos, indicó que actualmente existen 207 de estas entidades a lo largo del país, de un total de 345 municipios. En esa línea, expresó que si bien algunas de ellas presentan un funcionamiento adecuado, la mayoría de ellas no cuenta con la musculatura institucional, ni con las atribuciones, para hacer políticas públicas de protección efectiva. Tienen, por lo general, tareas de promoción y prevención pequeñas, lo que tiene una consecuencia directa en cómo opera finalmente todo el sistema.


Por otra parte, en lo concerniente a las materias de tratamiento jurisdiccional, señaló que, en los hechos, los Juzgados de Familia conocen desde vulneraciones graves y severas, como abusos sexuales o maltrato grave, a situaciones de conflicto intraescolar. Esta sobrecarga, agregó, deviene también en que las medidas de protección son altamente extemporáneas a la ocurrencia de la vulneración.


Por ello, en los niños que pueden tener conductas infractoras adelantadas, o que han sido expuestos a situaciones de vulneración muy temprana, muchas de ellas no requerirían llegar a tribunales si existiese una intervención anterior. Es decir, si existiesen acciones en las causas u orígenes de la situación.


Por lo mismo, añadió, es clave pensar en una redistribución de competencias entre la Administración, que es el Ejecutivo y todos sus instrumentos del Estado, y el Poder Judicial, que permita que en el plano de lo jurisdiccional sólo se conozcan las vulneraciones graves. Dentro de ellas, la medida más extrema, que es la de separar a un niño de su grupo familiar. De ahí la importancia del principio de colaboración, es decir, que las medidas administrativas promuevan una relación entre el niño y los adultos a cargo de su cuidado.


Señaló como ejemplo de lo anterior, que probablemente los tribunales se demorarían mucho más que una línea administrativa, por parte del Estado, para que un padre asista a una terapia sicológica por consumo de drogas y no que lo haga el órgano jurisdiccional después de un atochamiento de casos en donde todos se ven con la misma intensidad.


En otras palabras, prosiguió, lo que se está buscando es efectuar un rebalance institucional. No en el entendido que la judicatura pierda su ámbito de acción, pero sí asumir que hay muchas medidas proteccionales que pueden ser vistas administrativamente de forma previa. El mejor ejemplo de esto, añadió, es el artículo 80 bis de la Ley de Tribunales de Familia, que básicamente dispone que la oferta pública del Estado en este ámbito sea administrada, en los hechos, por los Juzgados de Familia, que derivan a los niños a un hogar de protección o a un centro de asistencia ambulatoria, en caso de que no exista cobertura.



La Honorable Senadora señora von Baer estimó que las medidas administrativas previamente descritas pueden tornarse en excesivamente discrecionales si es que no existiera la intervención jurisdiccional. 


El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza, estimó que, a priori, el punto puede ser apreciado como discrecional, pero es un problema de enfoque desde el punto de vista de los Tribunales, los que tienden a aplicar una medida que no es colaborativa, no es una medida que promueva la restitución del derecho del niño al interior del grupo familiar.


Lamentablemente, indicó que las políticas públicas, por muchos años, se han orientado a que cuando exista una vulneración de derechos, el niño sea apartado de su grupo familiar. Por eso, se necesitan desplegar programas especiales para desinstitucionalizar niños. Este es un problema sistémico, no es de una legislación en particular. 


De ese modo, señaló que en los tribunales la definición está sometida a la forma de resolver la separación del niño del grupo familiar, en caso de la verificación de una vulneración, y no a partir de un principio de colaboración que permita que se restituya el derecho afectado.


Con todo, agregó, lo anterior supone una revisión completa del particular. 


Posteriormente, señaló que en el sistema intersectorial de protección social es donde se ubican, en el contexto del diagrama antes descrito, los organismos que reemplazarán al SENAME. Así, explicó que el Servicio de Protección Especializado está alojado como un componente de esta nueva institucionalidad que depende del Ministerio de Desarrollo Social. Por consiguiente, explicó que tal como existe en la actualidad el Servicio Nacional del Adulto Mayor o el Servicio Nacional de Discapacidad, existirá el Servicio de Protección Especializado del Niño.


Posteriormente, subrayó la implementación de la extensión del programa “Chile Crece Contigo”, que pasa de niños de hasta 5 años, a menores hasta los 9 años de edad. 


Actualmente, prosiguió, dicho programa tiene una expresión esencialmente a través del Ministerio de Salud y las coberturas que se dan en el plano local. 


La extensión, precisó, lo que busca es el acompañamiento del niño, ya no desde el espacio en salud exclusivamente y desde el grupo familiar, sino que también desde el acompañamiento en el sistema de educación. 


En tal sentido, destacó el despliegue de dos programas que dan inicio a la referida extensión: i) el programa de salud mental en niños, que se manifiesta a través de aulas de bienestar en las escuelas, con una cobertura aproximada de 18.700 niños, con conflictos en la esfera afectiva, y que implica una intervención integral tanto del niño como de los adultos significativos o padres o madres y ii) el programa de aprendizaje o rincón de juegos, que se inicia en Kinder y se extiende para todos los niños de escuelas públicas.


Con ello, destacó que el Ministerio de Educación tiene un papel importante, y no sólo desde el punto de vista de la cobertura de los programas. 


En efecto, explicó que uno de los principales derechos que establece el proyecto es, precisamente, el derecho a la educación, por lo que se debe analizar la materialización efectiva de este derecho para la universalidad de los niños, pensando, entre otros aspectos, en los 53 mil niños que, de acuerdo a las cifras entregadas por la encuesta CASEN, aparecen sin estudiar y sin trabajar.


El Honorable Senador señor Quintana, consultó la forma en que se pueden evitar vulneraciones de derechos al interior del sistema educativo, como por ejemplo con prácticas como el bullying.


El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza, señaló que tal situación puede ser asumida por un sistema de protección de carácter local, regional y nacional, que permita fortalecer una institucionalidad existente, con atribuciones administrativas, como son las Oficinas de Protección de Derechos, pero en los diversos niveles territoriales.


El Fiscal del Ministerio de Desarrollo Social, señor Jaime Gajardo, complementando lo señalado por el señor Ministro, manifestó que la lógica del sistema de garantías, básicamente es pasar de la doctrina de las situaciones irregulares, es decir, intervención sólo cuando los niños son vulnerados en sus derechos, a una protección integral de los derechos de los niños, lo que significa, en la práctica, la promoción de los derechos de éstos a nivel de políticas macro o estructurales, las que deberán irse reflejando en todos los niveles de intervención y prevención de los derechos de los niños a nivel territorial. Es decir, agregó, que exista una institucionalidad y políticas públicas que se hagan cargo de la promoción y de la prevención en términos concretos y reales, y una vez que esto falle, no ocurra o tenga una deficiencia, recién la protección especializada intervenga, lo que sería básicamente la aplicación de una primera prestación mediante la adopción de medidas específicas, de progresiva mayor entidad de acuerdo a la gravedad de la vulneración.


Lo que se busca es cambiar, finalizó, la lógica actual del sistema, reconociendo a los niños como sujetos de derechos, dotados de autonomía progresiva, desarrollando una institucionalidad y programas que se enfoquen en el interés superior de éstos, del derecho a vivir en familia y, principalmente, del derecho y deber preferente que tienen los padres para la orientación de ellos, con el objeto de generar promoción, prevención y protección en este sistema de garantías. 

Exposición de la señora Hai Kyung Jun


La Representante de la Unicef en Chile, señora Hai Kyung Jun, inició su presentación señalando que desde la ratificación de la Convención Sobre los Derechos del Niño (CDN), en el año 1990, por parte del Estado de Chile, se han promulgado una serie de normas orientadas al cumplimiento progresivo de este tratado. Éstas, agregó, han sido acompañadas de una mejora constante en la calidad de los servicios, programas y estructuras sectoriales destinadas a dar una mayor y mejor protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes en el país.


Sin perjuicio de aquello, añadió, aún está pendiente el desafío de dotar a la niñez de un formal y efectivo sistema de protección integral de sus derechos, que coordine un conjunto de organismos, cuyas responsabilidades se encuentren claramente definidas y que diseñen, planifiquen, implementen, supervisen, fiscalicen y coordinen la política de infancia y adolescencia a nivel nacional, regional y comunal.


En seguida, expresó que la normativa que rige al actual sistema de protección a la infancia, la Ley Nº 16.618 (Ley de Menores), está vigente en Chile desde hace 50 años, perpetuando una mirada de carácter tutelar hacia la infancia y la adolescencia. Por ello, afirmó, es urgente e importante la derogación de esta ley por medio de la aprobación de un nuevo marco jurídico que cumpla con los estándares de la CDN.


Conforme a lo señalado, prosiguió, el proyecto de ley que crea el Sistema de Garantías de la Niñez es el marco normativo que sentaría las bases del Sistema de Protección Integral de la Infancia, cuya finalidad es proteger y garantizar los derechos de todos los niños de manera integral, y así permitir al Estado cumplir con su obligación de respetar, proteger y realizar los derechos de la infancia y la adolescencia.


De ese modo, indicó que en el marco de la Agenda Legislativa de Niñez presentada por el Ejecutivo, este proyecto, es uno de los cinco ingresados a discusión ante el Congreso, siendo los otros, el Proyecto de Ley que busca crear la Subsecretaría de la Niñez, el Proyecto de Ley que crea la figura del Defensor de la Niñez y aquellos que crearán el Servicio Nacional de Protección Especializada y el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil.


Adicionalmente a estos proyectos, agregó, se ha anunciado la presentación de un segundo paquete legislativo que terminará de completar el marco jurídico del Sistema de Garantías, los cuales regularían:


- El despliegue territorial y local del Sistema de Garantías;


- La reformulación de la Ley de Tribunales de Familia; y


- La modificación al Sistema de Subvenciones que actualmente rige a las organizaciones colaboradoras del SENAME.


En esa línea, manifestó que para UNICEF es importante dar cuenta de este contexto, pues algunas de las definiciones que presenta la iniciativa en comento pueden ser fortalecidas en los próximos proyectos que han sido comprometidos por el Ejecutivo, siempre y cuando éstos sean presentados en el corto plazo e incluyan las medidas presupuestarias suficientes, que le permitan al Sistema garantizar progresivamente la plena realización de los derechos reconocidos en la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) y otros instrumentos internacionales de derechos humanos.


I. La necesidad de avanzar hacia un sistema de protección integral


A este respecto, señaló que el otorgamiento de protección integral a todos los niños, niñas y adolescentes, sin distinción alguna y sin importar la situación en la que éstos se encuentren, es una consideración que debe tenerse a la vista cuando se piensa en la forma de construir una “Ley Marco” que haga suyas las obligaciones de la CDN.


De esta forma, añadió, la entrega de un reconocimiento transversal de derechos para todos los niños (universalidad) y no sólo para aquellos que se encuentran en situaciones de vulnerabilidad (por ser víctimas de violencia, maltrato, abandono, o por estar en conflicto con la ley), es uno de los desafíos de la “Ley Marco”. Por lo tanto, manifestó que solamente cuando se verifican situaciones de vulnerabilidad, el sistema debe otorgar la debida protección especial, que dependerá, del tipo de vulneración que se presente.


Conforme a lo señalado anteriormente, expresó que la idea de avanzar hacia la protección integral puede concretarse solo en la medida que dicha protección tenga alcance universal, es decir, en todos los ámbitos que pudieren afectar a los niños y niñas y respecto de cada uno de los derechos que se consagren en el proyecto de ley. De esta forma, aseveró que la protección universal implica la consideración global, de manera justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos los derechos el mismo peso. La CDN en su artículo 2º, añadió, dispone que los Estados partes deberán tomar todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño se vea protegido contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la condición, las actividades, las opiniones expresadas o las creencias de sus padres, o sus tutores o de sus familiares.


II. Comentarios al proyecto de ley


En relación a las recomendaciones realizadas al proyecto durante su Primer Trámite Constitucional, prosiguió, UNICEF identificó elementos fundamentales que debieran estar presentes en la Ley que crea el Sistema de Garantía de Derechos de la Niñez, entendida ésta como una “Ley Marco de Derechos”, cuyo éxito dependerá en gran parte, de reformas legales adicionales que permitan efectivizar su contenido y disposiciones. Los elementos esenciales identificados fueron:


1. El establecimiento de principios estructurantes que permitan optimizar el ejercicio de los derechos que se consagren.


2. La consagración de derechos sustantivos, conforme a la CDN.


3. Establecimiento de garantías administrativas que permitan que los niños, niñas y adolescentes puedan exigir de la administración determinados derechos.


4. Fijación de garantías judiciales específicas para los niños, mediante las cuales se les provea de un sistema de representación adecuado para reclamar sus derechos ante la judicatura.


5. Disposición de garantías reforzadas para el ejercicio de derechos de aquellos grupos de niños, niñas y adolescentes que histórica y estructuralmente han estado en situaciones de desventaja o vulnerabilidad (indígenas, en situación de pobreza, en situación de discapacidad, LGTBI, migrantes y en situación de emergencias).


6. Consagración de una norma general que prohíba toda forma de violencia y que sea la base para regulaciones específicas en la materia.


7. Enunciación de una institución autónoma de supervisión, monitoreo y defensa de los derechos de los niños y referencia general a su rol, funciones y atribuciones.


8. Regulación de la función policial.


9. Llegada local de las políticas intersectoriales.


10. Recursos financieros y humanos adecuados.


III. Elementos ausentes en el proyecto de ley de Garantías


En este punto, expresó que, desde UNICEF, se considera que el actual texto de la iniciativa, se encuentra desprovisto de los siguientes elementos claves para cumplir con el objetivo propuesto en el artículo 1º del proyecto.


1. Garantías administrativas


Se trata del primer nivel de mecanismos para asegurar el ejercicio de los derechos, ante situaciones que obstaculicen o derechamente impidan ejercerlos. En Chile, afirmó, “el enfoque tutelar ha implicado una recurrente judicialización de los casos que afectan a los niños, niñas y adolescentes, como respuesta a situaciones de carencia o vulneración. Se propone la expansión de la vía administrativa como mecanismo previo de abordaje de las problemáticas que afectan hoy a los menores”.41 En tal sentido, señaló que los Tribunales de Justicia deberían actuar solo cuando otros mecanismos institucionales no sean capaces de entregar respuestas adecuadas.


Para cerrar el acápite, recomendó incluir las antedichas garantías para que los niños, niñas y adolescentes puedan realizar y ejercer sus derechos en todos los niveles (legal, judicial y administrativo).


2. Garantías judiciales específicas


A este respecto, aseveró que la existencia de garantías judiciales específicas para los niños, niñas y adolescentes en el contexto de una Ley Marco, afirmó, es un elemento que le da razón de ser y sustenta el sistema de garantías para la infancia, dado que permite la realización, cumplimiento y exigibilidad de los derechos.


En efecto, manifestó que la referencia que hace el proyecto de ley en su articulado sobre estas garantías (artículo 34, Título II; artículo 37, Título III), es una norma general declarativa de un derecho ya reconocido en la CDN. Por tanto, explicó, el proyecto de ley no considera la creación de un mecanismo particular para que los niños recurran mediante una acción específicamente creada para ellos a los Tribunales de Justicia.


Posteriormente, en relación con la representación judicial de los niños en el marco de la regulación de las garantías judiciales (ampliamente discutida durante el proceso legislativo), señaló que ésta debe estar consagrada en la iniciativa en estudio, sin perjuicio que existan regulaciones específicas en otras leyes, por ejemplo, en el proyecto de ley que establece el Servicio de Protección Especializada.


Así, sugirió la configuración de una acción de tutela para que los niños cuenten con un arbitrio judicial con particularidades distintas a las acciones disponibles en la legislación actual.


3. Garantías reforzadas


En este punto, expresó que una Ley de Garantía de Derechos debe entregar una mirada especial a grupos de niños que, por circunstancias específicas (históricas, estructurales, económicas y sociales) requieren de la existencia de garantías reforzadas para el ejercicio de sus derechos. De esa forma, manifestó que el proyecto de ley no hace mención a los grupos prioritarios de niños, niñas y adolescentes ya identificados como acreedores de protección reforzada: indígenas, en situación de pobreza, en situación de discapacidad, LGTBI, migrantes y en situación de emergencias.


4. Enunciación de una institución autónoma de supervisión, monitoreo y defensa de los derechos de los niños y referencia general a su rol, funciones y atribuciones


A este respecto, aseveró que UNICEF valora el que se haya incluido la referencia a la figura del Defensor del Niño en el proyecto de ley. Sin embargo, consideró importante indicar con claridad, en esta iniciativa legal, su naturaleza, funciones y competencias fundamentales, así como garantizar su financiamiento prioritario. Lo anterior, indicó, sin perjuicio de las regulaciones específicas que tendrán lugar en el proyecto de ley que crea la Defensoría de la Niñez.


5. Regulación de la función policial


En lo concerniente a esta materia, señaló que la función policial debe ser considerada como parte del Sistema de Protección Integral de los Derechos de los niños, niñas y adolescentes. Por ello, afirmó, es recomendable que la Ley de Garantías contenga referencia explícita a los procedimientos y protocolos policiales para cumplir con los derechos de los niños.


6. Llegada local de las políticas


En este punto, señaló que una Ley Marco de Garantía de Derechos debe definir la forma en que sus disposiciones contengan una llegada en el nivel local, con la correspondiente oportunidad y pertinencia a las necesidades y características de los grupos de niños.


Este proyecto de ley, añadió, no contiene mención alguna a la llegada territorial de las políticas. Así, aseveró que es fundamental que la iniciativa defina en su articulado, acciones que permitan la coordinación y articulación entre los distintos sectores o Ministerios, y entre los distintos niveles de la Administración Pública, con el propósito que las políticas y programas sociales diseñados en el nivel central puedan ser implementados de manera intersectorial en el nivel local.


7. Prohibición de la violencia


A este respecto, manifestó que UNICEF valora la disposición, en el texto del proyecto, que regula la protección contra la violencia y declara que todo niño, niña y adolescente tiene derecho a ser tratado con respeto.


Sin perjuicio del reconocimiento normativo que hace el proyecto al derecho de los niños a ser protegidos contra toda forma de violencia y maltrato, recomendó incluir un artículo en el proyecto que prohíba explícitamente toda forma de violencia.


8. Recursos financieros y humanos adecuados


A su turno, expresó que los recursos financieros son un medio esencial y complementario a otras medidas, pero a su vez irremplazable, para la realización efectiva de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


Por último, describió los elementos claves de una Ley Marco de Derechos, que siente las bases del Sistema de Protección Integral de la Niñez en Chile:


- Principios estructurantes: la ley debe establecer los postulados generales dados por la CDN, los cuales permiten resolver diversos conflictos de derechos y constituir un límite a la discrecionalidad con que el Estado podría actuar respecto de los niños, niñas y adolescentes.


- Catálogo de derechos: junto con los principios, constituyen la base de toda regulación que intente otorgar un ámbito de protección para una persona o un grupo de personas.


- Garantías administrativas: se trata del primer nivel de mecanismos para asegurar el ejercicio de los derechos, ante situaciones que obstaculicen o derechamente impidan ejercerlos.


- Garantías judiciales específicas: son aquellos mecanismos a los cuales las personas pueden recurrir a efectos de reclamar la adjudicación de un derecho ante los tribunales de justicia, cuando las vías no judiciales no satisfacen dicha necesidad.


- Establecimiento de una institución autónoma de monitoreo y/o defensa de derechos de los niños, niñas y adolescentes: la experiencia comparada demuestra la ventaja de establecer un organismo que vele a todo nivel por el cumplimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. La figura que mayormente satisface esta exigencia, es el Defensor del Niño.


- Prohibición de toda forma de violencia en contra de los niños, niñas y adolescentes: la CDN, en su artículo 19 dispone la adopción por parte de los Estados, de "todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo". A su vez, la Observación General Nº 13 del Comité, sobre el Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de violencia hace presente a los Estados Partes la “alarmante magnitud e intensidad de la violencia ejercida contra los niños. Por lo que es preciso reforzar y ampliar masivamente las medidas destinadas a acabar con la violencia para poner fin de manera efectiva a esas prácticas, que dificultan el desarrollo de los niños y la posible adopción por las sociedades de medios pacíficos de solución de conflictos”. El Comité insta a los Estados a proteger a los niños desde un planteamiento centrado en sus derechos, dejando “de considerar al niño principalmente como “víctima” para adoptar un paradigma basado en el respeto y la promoción de su dignidad humana y su integridad física y psicológica como titular de derechos. El concepto de dignidad exige que cada niño sea reconocido, respetado y protegido como titular de derechos y como ser humano único y valioso con su personalidad propia, sus necesidades específicas, sus intereses y su privacidad”.


Señala el Comité, en la referida Observación General, que la prevención primaria de todas las formas de violencia mediante servicios de salud pública y educación y servicios sociales, entre otros, es de importancia capital.


Por su parte, la Observación General Nº 8 sobre las Medidas y Mecanismos requeridos para eliminar los castigos corporales y otras formas de castigos crueles o degradantes, deja en claro “que se necesitan medidas legislativas y de otro tipo para que los Estados cumplan las obligaciones de proteger a los niños contra toda forma de violencia”. El Comité “ha llegado a la conclusión, por su examen de los informes de los Estados, de que las disposiciones legislativas asumidas por los Estados no garantizan por lo general la protección del niño contra todo castigo corporal y otras formas de castigo crueles o degradantes, en la familia y en otros entornos”.


- Función policial: la referencia a la forma en que la policía debe relacionarse con la infancia es un eje central en la Ley Marco. La necesidad de contar con protocolos pertinentes y con enfoques de derechos para la actuación policial es un requisito esencial de un sistema de protección a la infancia.


- Garantías reforzadas: dirigidas a ciertos grupos de niños, que por su condición requieren una atención particular (indígenas, en situación de pobreza, en situación de discapacidad, LGTBI, migrantes y en situación de emergencias), implican la disposición de medidas específicas con la debida pertinencia, que permitan cumplir con el derecho a la igualdad y no discriminación.


- Llegada local de las políticas: esto guarda estricta relación con el principio de efectividad de los derechos y la necesidad de llegada territorial. Una ley para la infancia debe definir la forma en que sus disposiciones contengan una llegada local, con la correspondiente pertinencia para cada grupo de niños.


- Presupuesto y recursos: tal como lo ha planteado recientemente el Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas, en su Observación General 19, los niños deben ser visibilizados en los presupuestos nacionales y sectoriales. Diseñar políticas públicas de infancia sin considerar recursos prioritarios para ello, genera un evidente peligro de ineficiencia y escasas posibilidades de generar un cambio real.

Exposición de la señora Gloria Negroni


La Jueza del Tercer Juzgado de Familia de Santiago, señora Gloria Negroni, comenzó su presentación mencionando los siguientes datos de contexto acerca de los problemas que afectan a la niñez y adolescencia en Chile:
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Sobre este punto, indicó que las cifras de los años 2015 y 2016 fueron incrementándose por sobre los 80.000 ingresos.
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A su turno, y en el mismo sentido de la lámina anterior, explicó que el ingreso de causas por violencia intrafamiliar, en donde, habitualmente, se ve afectada, de alguna forma la integridad del menor, se ha elevado en la actualidad hasta la cifra aproximada de 160.000.


Posteriormente, señaló que los costos de intervención judicial, especialmente en los dos casos anteriores, revisten cifras considerables, mucho más altas que las que supondría tener una intervención administrativa, a cargo del Estado, en donde se aborden los problemas que pueda presentar el niño y su entorno en fases previas a afectaciones de envergadura, enfrentando la situación de manera represiva (administrativamente) y no exclusivamente de forma represiva (judicialmente).


En tal sentido, lamentó el rechazo por parte de la Honorable Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional de la iniciativa en estudio, del Título III (denominado “Sistema de protección administrativa y judicial”) contemplado originalmente en el texto del Mensaje Presidencial, el cual, precisamente, entre otros puntos, abordaba materias referentes a la cautela administrativa de parte de los órganos del Estado.


En la misma línea, indicó que dicha prevención administrativa debe ser desplegada coordinadamente a fin de que exista una bajada territorial efectiva de los planes y programas que se dispongan, con el objetivo de garantizar eficazmente los derechos de niños, niñas y adolescentes.


Reforzó la idea anterior, al señalar que los Juzgados de Familia, conociendo de una causa en donde existen menores cuyos derechos han sido afectados, y en caso de que no exista oferta programática por parte del Servicio Nacional de Menores (SENAME), el tribunal, al amparo del artículo 80 bis de la Ley N° 19.880, dicta una resolución en donde se dispone la incorporación del niño a un programa de un organismo colaborador.


Por tanto, agregó, la vía judicial viene a ser el camino en donde la problemática de la niñez y adolescencia es institucionalmente encauzada, sin existir mayores procedimientos preventivos que se hagan cargo de la situación antes de que la misma devenga en una verdadera afectación de los derechos del menor, debiendo recurrir el juez, en tales hipótesis, a la aplicación de preceptos como el anteriormente señalado, lo cual, en muchas ocasiones, no es del todo adecuado para el tratamiento efectivo del niño.


Sin perjuicio de lo señalado, expresó que en el año 2016, la derivación de los menores a organismo colaboradores a la luz de la aplicación del citado artículo 80 bis, implicó un costo de $10.337.055.357 (diez mil trescientos treinta y siete millones cincuenta y cinco mil trescientos cincuenta y siete pesos), lo que representa una cifra del todo considerable en este ámbito. De ese modo, prosiguió, la inexistencia de cautelas administrativas efectivas no hacen más que elevar los costos del sistema.


En efecto, afirmó que de seguir abordándose la problemática de infancia y adolescencia, fundamentalmente, a través de la vía judicial, ello implica que no existe una institucionalidad que se haga cargo de la lógica de garantía universal de los derechos de niños, niñas y adolescentes, sino que opera exclusivamente a la base de una protección especializada (judicial y frente a ciertas afectaciones de los derechos de los menores).


Así, añadió, se debe asumir, institucionalmente, a la infancia y adolescencia como tales, y no sólo intervenir frente a situaciones en donde los menores padezcan alguna vulneración.


De ese modo, agregó, de no contemplarse las medidas administrativas que se ocupen del particular, el proyecto contendrá sólo una declaración de derechos y principios, los que, básicamente, ya se encuentran recogidos por el ordenamiento jurídico, a través de la Convención de los Derechos del Niño y las Observaciones Nos 12 y 14 del Comité de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Niños. Disposiciones que, a la luz de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5° de la Constitución Política de la República, deben ser contemplados por los tribunales al momento de conocer de un caso en donde tales derechos entran en juego.


Por otro lado, no se mostró partidaria de la configuración que en el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados presenta el principio de interés superior del niño, en tanto existir elementos faltantes y contemplar aspectos ajenos a dicha máxima, como lo es, por ejemplo, el deber del juez de oír la opinión de los padres.


Este último elemento, añadió, ni siquiera guarda relación con lo contemplado en el artículo 225 N° 2 del Código Civil, referente a los criterios que debe tener en consideración el juez al momento de radicar el cuidado personal del menor.


A su vez, cuestionó la exclusión, en el primer trámite constitucional de la iniciativa en estudio, del deber general de inexcusabilidad de los órganos del Estado en esta materia, en tanto ser uno de los mecanismos que permiten reforzar la idea de garantías universales a los menores, así como facilitar la bajada local de la tutela administrativa. Su exclusión, añadió, sólo acentúa el carácter de declaración de principios del texto del proyecto en su fase actual.


En esa línea, subrayó que una modificación en los términos antes descritos constituye una decisión país, en la cual se debe definir si, por una parte, se prefiere que la problemática en referencia tenga preponderantemente una respuesta institucional a través de la actuación de los Tribunales de Justicia, o, por otra, se acuerde desplegar una red de organismos públicos, de carácter administrativo, para asumir estas materias de manera preventiva, priorizando los recursos del sistema en este ámbito.


De asumirse esta segunda posición, agregó, se debiesen consagrar los mecanismos de fiscalización y de control de gestión necesarios para velar por el adecuado funcionamiento del entramado institucional, debiendo estar presente en dicho esquema, además, el criterio adoptado por el inciso segundo del artículo 10 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, a saber, que los organismos del Estado deban emplear en tal diagrama el máximo de sus recursos disponibles, debiendo, en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional.


Asimismo, indicó que en esta segunda postura, la intervención jurisdiccional sólo tomaría parte frente a casos graves, como la separación del niño de sus padres, o como instancia de revisión de algunas de las decisiones adoptadas en sede administrativa. En esta última, agregó, se desplegarían medidas concretas que debiesen tratar, de manera integral, no sólo al niño, sino también a sus padres y entorno próximo con el cual el menor se relaciona.


En seguida, señaló que incluso de optarse por la primera vía, esto es, la intervención judicial represiva, en caso de afectaciones, se debiesen proveer los recursos suficientes para asegurar a los menores su derecho a defensa material, esto es, a la provisión de un abogado que tutele profesionalmente sus intereses en el juicio, a fin de hacer realidad lo dispuesto por el numeral 3° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, en lo concerniente al derecho fundamental a la igual protección en el ejercicio de los derechos de todas las personas.


Por otro lado, reiteró que la vía administrativa debe constituir la plataforma por la cual se establezca, de manera temprana, mecanismos de alerta frente a situaciones que eventualmente involucren algún riesgo o amenaza de vulneración de los derechos de los menores, instrumentos que, en su opinión, debiesen estar presentes, especialmente, en el plano comunal, coordinados con otros organismos del sector, como por ejemplo, las Oficinas de Protección de Derechos radicadas en ciertas Municipalidades. Dicho esquema, prosiguió, podría ser evaluado primeramente a través de la ejecución de planes piloto, que calificaran y brindaran experiencia práctica respecto de la aplicación concreta de tales ideas.


De ese modo, y a partir de lo previamente descrito, sugirió que se consagren acciones judiciales para casos calificados, que realmente ameriten la intervención jurisdiccional.


Posteriormente, y retomando nuevamente el concepto de interés superior del niño contemplado por el texto del proyecto en estudio, señaló que dicha máxima recoge, de algún modo, una mirada adultocéntrica del particular, en tanto, en el artículo 20 de la iniciativa se dispone que “sólo en caso de acreditarse vulneración de derechos, el niño podrá ser incorporado a una modalidad temporal de cuidado alternativo que se ajuste a su propio interés superior, o una solución definitiva de cuidad en familia adoptiva, en conformidad con lo dispuesto en la ley.”.


Dicho precepto, añadió, es particularmente riesgoso para el menor en contextos de abusos hacia este último, en tanto obligaría al tribunal, en conformidad a lo contemplado en la letra g) del artículo 10 del proyecto, a considerar la opinión de los padres o menores de aquél, antes de adoptar alguna medida, pudiendo ser estos últimos los que directa o indirectamente violenten al menor.


Así, sugirió nuevamente examinar el Mensaje Presidencial con el que se inició la tramitación legislativa del proyecto, a fin de recoger, nuevamente, algunos de los elementos allí contemplados, en línea con lo antes expuesto.


Luego de las presentaciones antes descritas, los Honorables Senadores miembros de la Comisión, efectuaron las siguientes preguntas y observaciones.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que independientemente del texto del proyecto aprobado en el primer trámite constitucional, a partir de las falencias institucionales que el sistema actualmente presenta y teniendo en consideración las demás iniciativas que abordan el particular, consultó qué cosas en concreto se podrían incorporar al proyecto de ley en estudio, entendiendo que el mismo se configura como una Ley Marco del sector.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que en iniciativas como la que se encuentra en examen es que debe existir la voluntad política suficiente para avanzar y hacer las transformaciones necesarias en el sistema. De ahí, es que manifestó su voluntad para reponer varios de los elementos contemplados originalmente en el texto del Mensaje Presidencial.


A su vez, coincidió que sin la reposición antes descrita, la iniciativa en estudio sería sólo una declaración de derechos y principios que ya se encuentran recogidos en el ordenamiento jurídico.


En seguida, consultó acerca de los avances concretos que el proyecto considera, consultando, a su vez, en qué áreas primordiales no debiese existir ausencia de garantías universales.


Por último, preguntó su sería viable un esquema en donde se asegurara la defensa jurídica material de los menores, en donde no se siguieran modelos como el que actualmente presenta la Corporación de Asistencia Judicial.


El Honorable Senador señor Quintana, señaló que, en su opinión, la presente iniciativa consagra un marco demasiado general y abstracto sobre el particular, por lo que sugirió abordar este último desde una perspectiva integral.


En tal sentido, expresó como necesario el establecimiento de una serie de garantías en materia educacional, siendo imprescindible la coordinación intersectorial en este ámbito.


Luego, manifestó que comparte la opinión de la señora Negroni sobre los vacíos presentados por la iniciativa, indicando que, actualmente, el ordenamiento jurídico presenta una densidad normativa escasa y anacrónica.


Por último, expresó sus dudas acerca de la idoneidad del Ministerio de Desarrollo Social, o alguno de sus organismos, para hacer frente a las materias en discusión, sugiriendo que ello se explicite de buena forma en el proyecto en estudio.


La Representante de Unicef en Chile, señora Hai Kyung Jun, respondiendo a las diversas interrogantes formuladas, respondió que nuestro país debe agrupar, a través del presente proyecto, a los distintos sistemas de protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes, a fin de que se ejerzan, efectivamente, las distintas garantías que se pretenden consagrar, debiendo para ello disponerse de reglas claras en materia de intersectorialidad institucional.


A su vez, sugirió que la consagración de los derechos presentes en la iniciativa sea debatida con una mirada prospectiva, a fin de que los mismos sean recogidos evolutivamente, teniendo en consideración que la Convención sobre los Derechos del Niño fue aprobada hace aproximadamente tres décadas. Lo anterior, a fin de situar a tales derechos en la realidad actual.


En seguida, sugirió asumir, como elementos en la discusión de la presente iniciativa, las eventuales modificaciones que se hagan en los distintos cuerpos legales que abordan el particular.


Por último, propuso desplegar políticas que asuman el problema de manera completa, generando esfuerzos concretos que permitan establecer medidas específicas que aborden a las familias de los menores, a fin de evitar posteriormente afectaciones a estos últimos.


La Jueza del Tercer Juzgado de Familia de Santiago, señora Gloria Negroni, sugirió fijar en el presente proyecto los distintos vasos comunicantes entre los distintos organismos que intervienen e intervendrán en materias de niñez, infancia y adolescencia, permitiendo su operacionalización efectiva, explicitando, para ello, las distintas reglas que se contemplen.


Por último, propuso que el entramado institucional verdaderamente asuma a los niñas y niñas como sujetos de derecho, confiando en lo que éstos señalan, para lo cual se requiere de una revisión del sistema educacional en este punto, como también la presencia de especialistas de los distintos sectores que abordan estas materias.

Exposición del Bloque por la Infancia


La Vocera del Bloque por la Infancia, señora Alejandra Riveros, comenzó su presentación subrayando lo difícil que ha sido, a través de los años y de varias iniciativas legales, el avance en la disposición de un sistema de protección efectiva de los derechos que se pretenden consagrar a niños, niñas y adolescentes.


En tal sentido, indicó que en la actualidad nuestra institucionalidad presenta un sistema de protección focalizado en la vulneración, desarrollado básicamente a través de la intervención de los Tribunales de Justicia y del Servicio Nacional de Menores (SENAME), el cual presenta, en su opinión, considerables déficits y complejidades.


Así, explicó que el Estado establece que sean las familias las que se hagan cargo de los distintos problemas que asisten a los menores, operando la actuación estatal de manera focalizada y ex post, es decir, luego de que la vulneración, en gran medida, ya se ha desarrollado.


En seguida, indicó que el proyecto de ley en estudio no cumple con los requisitos de protección necesarios para avanzar en la institucionalidad actual.


En efecto, destacó que si bien durante la discusión legislativa desarrollada, en primer trámite constitucional, en la Honorable Cámara de Diputados, se avanzó en mejorar los títulos I y II del Mensaje Presidencial original, en términos de definir la fundamentalidad de los derechos allí contemplados y el contenido protectivo de los mismos, no se avanzó en el establecimiento de mecanismos concretos que permitan la efectivización de aquéllos, estando ausente un dispositivo que lleve a cabo tal tarea.


A su vez, expresó que el esquema propuesto por el Ejecutivo, si bien puede resultar adecuado, no tendrá mayor imperatividad si no se recoge explícitamente en el texto de la iniciativa en examen.


Posteriormente, señaló que si bien en el referido diagrama se avanza en superar la situación de entender a la garantía de los derechos de la niñez como algo universal, y no sólo como algo focalizado en hipótesis de vulneración, se deben clarificar las distintas problemáticas que se presentan en este ámbito, a fin de darles a cada una de ellas el trato institucional que corresponda. Lo anterior, agregó, permitirá descongestionar, entre otras cosas, al SENAME o a los eventuales organismos que en el futuro le sucedan, facilitando la incorporación de un dispositivo universal que permita intervenir a tiempo las distintas situaciones que se presentan a lo largo del territorio.


Por último, a la luz de las observaciones antes efectuadas, indicó que la iniciativa debe discutirse tratando de responder a la pregunta de cómo garantizar derechos en todo el territorio, desde lo local, para todos los niños, niñas y adolescentes.


La Vocera del Bloque por la Infancia, señora Francis Valverde, inició su intervención destacando que la entidad que representa efectuó una presentación formal ante la Comisión de Familia de la Honorable Cámara de Diputados, respecto de los Títulos III y IV del texto del Mensaje original, en donde se explicitaban las distintas definiciones que se contemplaban allí.


Asimismo, agregó, se sugería avanzar progresivamente con el desarrollo de las Oficinas de Protección de Derechos OPD), tomando en consideración su existencia actual, por lo que se proponía robustecer su institucionalidad, aprovechando su cercanía con la población, a fin de que sirvieran, efectivamente, como dispositivos locales de protección, promoción y prevención de derechos, tal como actualmente las define la Ley N° 20.032.


En seguida, expresó que la propuesta, de igual forma, contemplaba en el Título IV una definición respecto del órgano rector del sistema, dejando tal labor en manos del Ministerio de Desarrollo Social.


Por último, manifestó que con la exclusión de los aludidos Títulos III y IV del texto de la iniciativa, no se contempla una institucionalidad adecuada para la garantía universal de los derechos en este ámbito, en tanto no existir prevención administrativa ni bajada territorial que permita abordar la problemática suscitada en este contexto.


Finalizó reiterando la necesidad de incorporar, de manera explícita, el esquema antes referido en el articulado del proyecto de ley en estudio.

Presentación del señor Hernán Fernández


El Abogado especialista en temas de niñez y familia, señor Hernán Fernández, comenzó su exposición señalando que la misma se centraría, principalmente, en la protección especial ante amenaza y vulneración de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y la forma de relacionar tal elemento en la lógica de un proyecto que pretende otorgar garantías universales en este contexto.


De ese modo, asentado lo anterior, inició subrayando la, en su opinión, considerable dispersión normativa en este ámbito, existiendo disposiciones atingentes en el Código Civil, La Ley de Filiación, la Ley N° 19.806, entre otros cuerpos legales. Tal dispersión agregó, genera una compleja aplicación e interpretación del Derecho, lo cual se acentúa considerando el verdadero monopolio judicial existente en términos de protección de derechos, frente a la falta de otras salidas institucionales.


Sin perjuicio de lo anterior, destacó que en este ámbito el mayor aporte en el avance de los derechos de los menores ha sido el efectuado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema, la cual ha incorporado el contenido proveniente del Derecho Internacional, de Legislación Comparada y del Derecho Constitucional para la resolución de diversos casos puestos en su conocimiento.


Así, indicó que tales precedentes judiciales deben ser un referente en el debate legislativo, con el objetivo de que exista un marco normativo coherente, con iguales estándares de protección entre ambas sedes, evitando efectos negativos ante vulneraciones y afectaciones de derechos.


Posteriormente, explicó que se debe diferenciar claramente el ámbito de aplicación de una Ley de Garantías, la que debe enfocarse en la prevención universal, del de una referente a Justicia Penal Adolescente, en donde se deben tipificar, de forma estricta, las conductas sancionadas y las medidas correctivas a aplicar.


Lo anterior, añadió, en tanto cifras extraídas del primer estudio de jóvenes infractores de ley arrojan que el 85% de estos últimos fueron víctimas de algún tipo de abuso o padecieron violencia intrafamiliar.


Por otra parte, subrayó que la legislación comparada ha avanzado hacia la protección y estabilidad de los vínculos familiares del menor, sean o no biológicos, por lo que se ha privilegiado la aplicación de medidas dentro de la propia familia. En efecto, afirmó que en Inglaterra se ha desarrollado una sólida red de familias de acogidas especializadas que acogen a los niños y niñas y velan adecuadamente por su desarrollo.


Tales medidas, agregó, no son del todo fáciles de aplicar en nuestro ordenamiento, en tanto existir oferta escasa y no existir un apoyo del Estado. De ahí, prosiguió, que, en su opinión, se haga necesario efectuar una innovación institucional que permita la dictación de medidas innominadas de protección, que permitan desplegar las acciones que se estimen necesarias, primeramente en el entorno cercano del menor, para evitar o prevenir afectaciones a este último.


En tal sentido, explicó que el texto original del proyecto en examen no orientaba con la evolución antes descrita, en tanto restringía la posibilidad de creación judicial de medidas de protección, siguiendo una lógica similar a la contenida en la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente. Por el contrario, añadió, una ley marco de garantías debe contemplar la exigibilidad de tales medidas, en todas las hipótesis que sean necesarias.


Por otra parte, en lo referente a los criterios que se deben seguir para con el menor, indicó que a la luz de las investigaciones efectuadas por la neurociencia, la falta de afecto genera en los niños y niñas un efecto similar al de la violencia, por la que un principio rector de la legislación debe ser la búsqueda de entornos y familias idóneas que permitan al niño desarrollarse adecuadamente. En efecto, indicó que un menor querido y protegido genera expectativas de buen trato, lo que puede provenir tanto de su familia biológica como de una de acogida, lo que debe conducir a establecer como parámetro el de la existencia de un adulto de confianza para aquél, determinado a la base del vínculo que este último tenga con el menor y la idoneidad para asumir su cuidado.


Tales medidas, prosiguió, deben ser institucionalmente contempladas, en tanto en la actualidad, básicamente el Estado sólo efectúa una oferta a través de los centros del SENAME, con los déficits que los mismos presentan.


A su turno, en lo relativo a la protección administrativa, destacó que la Ley N° 20.032 reconoció a las OPD y las faculta para efectuar una intervención no jurisdiccional, cuestión que se debe analizar y robustecer.


En esa línea, indicó que la legislación española del año 2015 ha explicitado las hipótesis y presupuestos de aplicación de medidas preventivas administrativas, frente a diversos riesgos para la niñez, tales como la cesantía o enfermedad de los padres, entre otras, distinguiendo claramente el ámbito administrativo del judicial. 


Así, la delineación entre uno u otro ámbito es la intensidad, entidad y persistencia de la vulneración, facultándose la intervención del órgano jurisdiccional ante situaciones de padres refractarios o que niegan la existencia de afectaciones hacia los niños. De esa forma, agregó, en los casos más graves, al existir un conflicto de derechos constitucionales, se opta por el conocimiento del asunto en sede jurisdiccional.


Posteriormente, resaltó lo necesario que resulta establecer, como derechos de los niños, niñas y adolescentes, el de la representación especializada y el derecho al diagnóstico. Respecto de este último, afirmó que el mismo tiene por objetivo advertir oportunamente la idoneidad de los miembros de la familia del menor para asumir su cuidado, previo a la adopción de cualquier medida de internación o de separación, situación que, en su opinión, ya ha presentado un avance jurisprudencial.


Por último, sugirió reflexionar sobre las medidas antes descritas, a fin de romper con los ciclos de afectación de los derechos de la niñez y adolescencia, avanzando de ese modo en una prevención administrativa sólida y con garantías universales claras.


Luego de las exposiciones antes descritas, los Honorables Senadores señores miembros de la Comisión, efectuaron las siguientes preguntas y observaciones.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que en atención a las exposiciones previamente desarrolladas, incluso con la reposición de los mencionados Títulos III y IV del texto del Mensaje Presidencial original, no se lograría el objetivo de clarificar la institucionalidad que garantizará los derechos contemplados en la presente iniciativa, cuestión que debe ser considerada en el debate.


En seguida, indicó que se deben explorar fórmulas para efectuar un fortalecimiento progresivo de las OPD, tomándolas como base, eventualmente, para el despliegue de mecanismos territoriales de protección de derechos.


A su vez, manifestó su respaldo a la idea de robustecer políticas tendientes a fomentar la existencia de familias de acogida idóneas para los menores, que ayuden, dentro de sus posibilidades, al desarrollo del menor, previo diagnóstico de la situación en el círculo familiar de este último. Lo anterior, agregó, a fin de evitar la internación del niño o niña.


En esa línea, destacó el caso de Alemania, en donde familias de acogida colaboran con el desarrollo del menor e, incluso, cooperan los familias biológicas respectivas, limitándose el Estado en estos casos a cumplir un rol de facilitación, lo que implica un gasto más racionalizado de los recursos.


Por último, en lo concerniente al despliegue de protección y prevención administrativa, resaltó que la creación de instituciones es iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por lo que sugirió que el Ejecutivo clarificase las posibilidades de avance en este punto.


El Honorable Senador señor Letelier, solicitó sincerar, en opinión del Ejecutivo, si existen resistencias culturales o presupuestarias que impiden avanzar sustancialmente en este contexto. Lo anterior, agregó, a fin de superar el esquema actual de subsidiariedad y focalización de las políticas de la niñez, las que sólo se operativizan en situaciones de vulneración, siendo prácticamente inexistente la respuesta institucional administrativa de prevención.


En efecto, señaló que políticas preventivas implican, en términos de recursos, un importante ahorro futuro, por lo que el punto debe ser considerado en el debate de la iniciativa.


Por último, subrayó que durante los últimos veinticinco años se han discutido una serie de proyectos, de diversa índole y origen, que han abordado el particular, por lo que en esta ocasión se debe avanzar seria y profundamente en este contexto, a fin de llevar a cabo las transformaciones que la institucionalidad requiere para la protección efectiva de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que el gran desafió del presente debate es definir la forma en que se recogerán las inquietudes referentes a la protección administrativa a desplegar, a fin de efectivizar las garantías propuestas por el proyecto, debiendo clarificarse las posibilidades reales de avance que existen.


En seguida, en lo relativo a las medidas innominadas señaladas por el señor Fernández, consultó a este último como aquéllas se enmarcan en una tradición jurídica continental, de carácter legalista y formal, entendiendo la lógica de las mismas en el contexto de países con la tradición del Common Law, en donde la creación jurisprudencial es la principal fuente del Derecho.


Luego, sugirió revisar en detalle las distintas fórmulas para trabajar adecuadamente con familias biológicas y de acogida, en pos del resguardo de los intereses del menor, examinando las variables de recursos necesarios y de idoneidad de los adultos que se hagan responsables. Asimismo, en este punto, propuso examinar la pertinencia o no de impedir que dichas familias de acogida luego no puedan adoptar al menor.


Finalmente, se mostró partidario de seguir una medida similar a la reseñada por el señor Fernández presente en la legislación española, diferenciando claramente el ámbito administrativo del judicial, impidiendo que el juez pueda internar a un niño o niña si este último cuenta con familia de confianza a su alrededor.


El Honorable Senador señor Quintana, cuestionó la inexistencia, en el actual texto del proyecto, de un dispositivo preventivo que garantice la universalidad de la protección de los derechos y viabilice su efectiva bajada territorial.


En esa línea, sugirió revisar la posibilidad de contemplar medidas que permitan uniformar los buenos estándares actualmente existentes en algunas OPD, a fin de robustecer su financiamiento y crear incentivos que fomenten el desempeño eficaz y eficiente de estos organismos.


Posteriormente, cuestionó lo que, en su opinión, parece un contrasentido, esto es, que se refuerce en el texto de la iniciativa el rol prioritario de los padres por sobre sus hijos, mientras se advierte que el mayor número de afectaciones a los niños y niñas se producen en entornos familiares.


En seguida, sugirió considerar el avance jurisprudencial en este ámbito en el rol que tiene la escuela en el desarrollo del niño, cuestión que a su parecer no se aborda de buena forma en el presente proyecto. En efecto, agregó, se deben contemplar mecanismos específicos que permitan el adecuado desenvolvimiento del menor en este ambiente, asegurándosele un entorno protectivo, en donde el mismo tenga derecho a la alimentación, a la objeción religiosa, al deporte, a la salud, entre otros. Lo anterior, añadió, en tanto la escuela debe ser un espacio en donde el menor se sienta protegido integralmente, en caso de que presente alguna falencia en este sentido al interior de su familia.


Por último, expresó que sin las medidas antes descritas se estaría legislando sólo en favor de una política meramente declarativa.


La Vocera del Bloque por la Infancia, señora Francis Valverde, se comprometió a remitir a la Comisión las propuestas sobre protección administrativa expuestas por la entidad que representa en la Comisión de Familia de la Honorable Cámara de Diputados durante la discusión de la iniciativa en el primer trámite constitucional.


En seguida, precisó que las OPD actualmente no constituyen el organismo territorial idóneo para hacerse cargo de la prevención administrativa antes comentada, por lo que sugirió sacar la lógica plasmada en la Ley N° 20.032 respecto de tales órganos, a fin de que aquéllas efectivamente puedan constituirse en dispositivos de bajada territorial sobre los cuales pueda erigirse, hacia los niveles jerárquicos superiores, una institucionalidad clara en donde se desplieguen distintas herramientas de protección administrativa.


Bajo ese esquema, resaltó, es que se encontraría la protección a los derechos antes enunciados por parte del Honorable Senador señor Quintana.


La Vocera del Bloque por la Infancia, señora Alejandra Riveros, expresó que hoy las OPD presentan una considerable asimetría de gestión y de recursos, dependiendo de la comuna en donde se sitúen. Por tal razón, sugirió que, a fin de uniformar los estándares que las mismas provean, tales organismos pasen a la dependencia de la Subsecretaría de la Niñez, relacionándose de esa forma con el Ministerio respectivo.


En tal sentido, indicó que si bien la ley le otorga a las OPD funciones de prevención y promoción de derechos, actualmente aquéllas realizan acciones de intervención, reparación y protección, como resultado de los déficits que presenta el sistema.


Posteriormente, subrayó que el despliegue de prevención administrativa no es sinónimo de exclusión judicial, sino sólo de la disposición de un marco jurídico que delimite adecuadamente las funciones de cada una de las sedes.


En esa línea, indicó que en un estudio realizado sobre la forma de proceder en medidas jurisdiccionales de protección, se detectaron 132 causas distintas por las que se decretaron aquéllas, advirtiéndose desde conflictos profesor-alumno, hasta abusos o maltratos graves. Por consiguiente, afirmó, se deben limitar los ámbitos administrativos y judicial, a fin de que a sede jurisdiccional sólo lleguen los casos más graves, que no son posibles de procesar administrativamente.


Por último, destacó que a nivel de legislación comparada, precisamente, se ha tendido a consagrar dispositivos de protección administrativa territorial y medidas de protección de la familia del menor, antes que judicializar los conflictos, a fin de evitar mayor sufrimiento a los menores.


El Abogado especialista en temas de niñez y familia, señor Hernán Fernández, señaló que al fijarse el despliegue de medidas preventivas de carácter administrativo se deben disponer, asimismo, las hipótesis en donde se habilita la intervención de los Tribunales de Justicia, con el objetivo de clarificar qué medios de impugnación existirán ante errores o faltas de los organismos públicos de la Administración que intervengan.


Asimismo, resaltó la necesidad de la intervención jurisdiccional en caso de conflicto de derechos, como lo son los derechos constitucionales de inviolabilidad del hogar y privacidad de la familia, el derecho preferente de crianza de los padres (artículo 222 del Código Civil y 18 de la Convención de los Derechos del Niño), con las prohibiciones de abuso físico contempladas en favor del menor y los presupuestos de internación de estos últimos (artículos 19 y 9 de la Convención de los Derechos del Niño).


Por último, señaló que para la configuración de medidas innominadas, se deben contemplar claramente, mediante una cláusula enunciativa no cerrada, los presupuestos de su aplicación, para luego otorgar al juez la flexibilidad necesaria para adoptar las acciones necesarias para proteger los derechos del menor. Dicha técnica legislativa, precisó, se encuentra presente en varios códigos latinoamericanos sobre el punto, como por ejemplo, en la legislación argentina.


La Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora María Estela Ortiz, respondiendo a la consulta efectuada por el Honorable Senador señor Letelier, señaló que, por cierto, existen dificultades culturales y presupuestarias para avanzar en esta materia. Ejemplo de las segundas, resaltó, es el hecho de que existe la obligación y convicción de que cada medida que se disponga cuente, a su vez, y de forma permanente, del financiamiento respectivo que permita desarrollarla a cabalidad.


Sin perjuicio de lo anterior, afirmó que, en su opinión, las mayores complejidades son de carácter cultural, en tanto entender que la separación de la familia de origen es la mejor medida hacia los intereses del menor, lo que ha conducido a la internación de niños que no deberían estarlo.


En efecto, prosiguió, dicha barrera cultural no ha permitido el objetivo de impedir la internación de todo niño menor de tres años, precisamente por el estigma social que se tiene de las familias de origen de los niños y niñas.


Por el contrario, aseveró que se ha demostrado que cuando existe un acompañamiento permanente, y hasta que sea necesario, de dichas familias, alrededor de un 60 o 70% de los casos han resultado exitosos, permitiendo la recomposición favorable del vínculo familiar hacia el menor.


Por último, expresó que el Ejecutivo se encuentra examinando indicaciones, para ser presentadas durante la discusión en particular de la iniciativa, en donde se aborde el tema de la intersectorialidad de los organismos que intervengan en el sistema de garantías, a fin de que exista coordinación en tres niveles, a saber, nacional, regional y local. Para ello, agregó, se hace necesario contar con un diagnóstico, programa, indicadores y presupuesto en común que permita asumir el particular de una forma integral y coherente.

Exposición de la señora Fabiola Lathrop


La Académica de Derecho Civil y de Familia, señora Fabiola Lathrop, efectuó una presentación sobre la iniciativa legal en examen desarrollada a través de los puntos que a continuación se indican, y en los siguientes términos:


“1. - Íter legislativo.


Ingresado a la Cámara de Diputados el 24 de septiembre de 2015, actualmente en Segundo Trámite Constitucional en el Senado. Obtuvo sus primeros informes de la Comisión de Familia y Adulto Mayor y de Hacienda, el 12 de diciembre de 2016 y 25 de enero de 2017, respectivamente. El proyecto recibió casi quinientas indicaciones de parte del Ejecutivo y de parlamentarios durante la discusión en Primer Trámite en la Comisión de Familia y Adulto Mayor; el 17 de marzo de 2017, la Comisión de Familia y Adulto Mayor despachó el segundo informe; el 2 de mayo de 2017, la sala de la Cámara de Diputados aprobó en particular su discusión; el 3 de mayo de 2017 pasó a la Comisión especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes; el 9 de mayo de 2017 se encontraba retirada la urgencia suma; desde el 30 de mayo de 2017 se celebran audiencias en esta Comisión especial para recibir la opinión de expertos. 


2. - Apreciación general.


El carácter de la ley que propone el proyecto es "marco", es decir, establece las bases de un sistema normativo -y también institucional- que se irá desarrollando en otras leyes nuevas o a través de modificaciones a las ya existentes. El objeto de este proyecto de ley es establecer, por primera vez en Chile, un sistema que proteja integralmente los derechos de los niños, niñas y adolescentes (NNA). Este sistema estaría integrado por políticas, instituciones y normas destinadas a velar por el pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social de los NNA.


La iniciativa tiene su origen en un anteproyecto contenido, a su vez, en una propuesta elaborada por un grupo académico encabezado por el profesor Dr. Miguel Cillero, de la Universidad Diego Portales; propuesta que fue fuertemente reducida, por razones fundamentalmente presupuestarias, antes de que se convirtiere en proyecto de ley.


A grandes rasgos, podría señalarse que durante la discusión en la Comisión de Familia y Adulto Mayor de la Cámara de Diputados, el proyecto recibió indicaciones que mejoraron y completaron su contenido, aunque su número y complejidad ralentizaron su tramitación (casi quinientas indicaciones). Podría afirmarse que la parte general del proyecto, es decir, su objeto, principios y derechos, votada hasta el momento, constituye un avance muy significativo. El proyecto aprobado por la Comisión de Familia y Adulto Mayor -contenido en el segundo informe- no solo refuerza los derechos consagrados en la Convención Sobre los Derechos del Niño sino que da mayor desarrollo a varios de ellos y adiciona otros que ella no contempla. Más adelante vuelvo sobre este punto.


Los Títulos III y IV, sin embargo, no siguieron la misma suerte. En efecto, el carácter marco de la ley propuesta no fue un argumento suficiente para explicar por qué el proyecto no detallaba el diseño del sistema de protección de derechos de NNA, en especial, sus componentes administrativos y locales. Dado que el proyecto no contemplaba las estructuras, órganos, naturaleza de los equipos a cargo a nivel local, ni indicios suficientes sobre el procedimiento administrativo a aplicar, entre otros aspectos, se levantaron suspicacias en torno a la efectividad del sistema propuesto. Esto, sumado a la falta de informe financiero del proyecto, redundó prácticamente en la desaparición de los mencionados títulos, cuyas normas fueron votadas en contra en la sala de la Cámara de Diputados el 2 de mayo pasado. De esta forma, de aprobarse el proyecto como se encuentra actualmente, la adopción de las medidas de protección de derechos del NNA seguiría radicada en los tribunales de familia y la nueva institucionalidad enunciada en el mensaje del proyecto, en especial sus instituciones participantes, se vería francamente reducida.


El proyecto introduce una reforma profunda al sistema normativo e institucional chileno, impactando estructuras de índole jurídica, política, judicial, familiar, social y cultural; recogiendo nuevos principios y creando nuevas reglas; proponiendo un lenguaje, abordaje y trato distinto hacia nuestros NNA. Por lo anterior, el proceso pre-legislativo y su tramitación en el Parlamento han sido complejos de desarrollar; no obstante, el proyecto logró avanzar como no lo hicieron iniciativas anteriores. Sin duda, el proyecto requiere mejoras importantes, en especial, en cuanto a visibilizar el diseño del sistema administrativo que protegería los derechos del NNA. Los proyectos que contienen la creación de nuevos servicios -en materia proteccional y de reinserción social-, así como la presentación del funcionamiento del sistema a nivel local mediante el denominado Organismo de Protección Administrativa, debieran disipar algunas de las dudas existentes y llenar ciertos vacíos que presenta el diseño del sistema contenido en el proyecto de Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (proyecto de "Ley de Garantías").


3.- Descripción y comentarios por Título.


3.1. - Título I.


El proyecto cuenta con un Título I, sobre "cuestiones preliminares", referido a sus objetivos y definiciones (párrafo 1°), y a las reglas de aplicación y de interpretación de toda la normativa nacional e internacional relativa a NNA (párrafo 2°); señala que los principales obligados al respeto, promoción y protección de los derechos de los NNA son los órganos del Estado, la familia y la sociedad y, preferentemente a sus padres y/o madres; determinando deberes específicos para la Administración. Fija adecuadamente los conceptos y elementos claves del proyecto.


3.2. - Título II.


El Título II, sobre "principios, derechos y garantías", desarrolla los principios párrafo 1°) que estructurarían el nuevo sistema: el reconocimiento del NNA como sujeto de derecho; el principio de autonomía progresiva; el derecho y deber preferente de los padres y/o madres a orientar y educar a sus hijos; el derecho a la igualdad y no discriminación arbitraria; el interés superior del NNA; la prioridad de que los NNA gozan en la formulación y ejecución de políticas públicas; la responsabilidad de la Administración; la protección social de la infancia; la progresividad y no regresividad; la efectividad de los derechos; y la participación.


Este Título desarrolla también los derechos y garantías de NNA son dieciocho en total): a la vida; nivel de vida, desarrollo y entorno adecuado; identidad; a vivir en familia; a ser oído; a la libertad de expresión y comunicación; a la libertad de pensamiento, conciencia y religión; a la participación; a la vida privada; a la honra y propia imagen; a la información; a la protección contra la violencia; a la salud; a la educación; a la recreación, participación en la vida cultural y las artes; a la protección contra la explotación económica y el trabajo infantil; a la libertad personal y ambulatoria; a la adopción de medidas de protección especial; y a la adopción de medidas de prevención y protección del embarazo, maternidad y paternidad de menores de dieciocho años.


Como se puede apreciar, además de reconocer los derechos establecidos en la Convención, el proyecto avanza en su desarrollo legal. Enseguida me detengo en algunos de estos aspectos:


- Derecho a tener un nivel de vida, desarrollo y entorno adecuado: además de reconocer que los padres y/o madres tienen obligaciones comunes en la crianza, establece que los órganos del Estado deberán adoptar medidas apropiadas para velar por la satisfacción de este derecho a través de políticas, servicios y programas de apoyo a la familia; establece obligaciones específicas para el diseño de las políticas de vivienda y urbanismo; y señala que el Ministerio de Desarrollo Social tiene la obligación de realizar mediciones para el seguimiento de las condiciones de vida de los NNA.


- Identidad: se avanza en la protección no sólo su origen e idiosincrasia, sino también de su identidad de género; reconociendo también la identidad cultural de NNA indígenas.


- No discriminación: se protege a NNA pertenecientes a minorías, en especial, NNA con discapacidad, migrantes o hijos de migrantes, LGTBI e indígenas.


- Interés superior: se fija por primera vez una definición clara de este principio y se dan criterios para determinarlo en el caso concreto.


- Derecho a vivir en familia: se establece expresamente que para separar a un NNA de su familia se requiere de autorización judicial, agregando expresamente que la mera carencia de recursos materiales no puede ser fundamento para tal separación; considera, además, que el Plan de Acción contenga un plan intersectorial para favorecer las funciones y responsabilidades de los padres y/o madres, en especial, la conciliación del trabajo con la vida familiar. Se establece un concepto amplio de familia, reconociendo el derecho del NNA a vivir, ser orientado, educado o criado por un padre o madre, por dos madres, dos padres, u otro tipo de familia.


- Derecho a ser oído: se establece una obligación directa para los establecimientos educacionales, de salud, o cualquier otra institución que provea servicios destinados a la protección de los derechos del NNA, de disponer los medios para oír efectivamente a los NNA cuyos derechos estén siendo afectados.


- Libertad de expresión y comunicación: existe la obligación para los prestadores de servicios de telecomunicaciones, de entregar información dirigida a los NNA para identificar situaciones de riesgo derivadas del uso de nuevas tecnologías, así como las habilidades y estrategias para afrontarlas y protegerse de ellas.


- Libertad de pensamiento, conciencia y religión: se reconoce tanto el derecho como la responsabilidad prioritaria de los padres y/o madres de guiar y orientar a los NNA en el ejercicio de este derecho, lo que debe ser respetado por el Estado.


- Participación: se establece que la Política y el Plan de Acción determinarán medidas concretas para promover la participación de los NNA y mecanismos para recoger sus opiniones sobre asuntos de su interés.


- Protección contra la violencia: se establece una prohibición absoluta de maltrato a los NNA siguiendo las recomendaciones internacionales en la materia (como la Observación General N° 8, de 2006). Se señala que el Comité Interministerial de Desarrollo Social establecerá mecanismos de coordinación, eficientes y eficaces en materia de maltrato, abuso sexual y toda forma de explotación, debiendo, asimismo, promover el buen trato hacia los NNA en todo ámbito. Se establece, además, que el Plan de Acción deberá establecer metas y medidas específicas para prevenir diversas formas de violencia especialmente respecto de los NNA que se encuentren separados de sus familias. El aspecto criticable de esta norma es incluir el maltrato prenatal -así como lo es la inclusión del desarrollo intrauterino como categoría sospechosa en el artículo sobre igualdad y no discriminación-, ya que pudiera abrir un debate sobre la protección del inicio de la vida que escapa el objeto y fin de este proyecto de ley.


- Salud: se refuerza que los NNA son titulares de los derechos y deberes reconocidos a los pacientes, debiendo los órganos de la Administración del Estado adoptar medidas para propender a la plena efectividad del sistema de salud, entre ellas, medidas de promoción de vida saludable, prevención, tratamiento y recuperación de las enfermedades. Se establece que los NNA tienen derecho a contar con la compañía de sus familias, tanto en atenciones ambulatorias como en hospitalizaciones, salvo que motivos clínicos aconsejen lo contrario. Los prestadores deben informar a los NNA sobre su estado de salud de acuerdo a su situación, edad y madurez, en concordancia con sus padres y/o madres. Se establece expresamente que la situación de discapacidad nunca puede emplearse para negar los derechos que reconocería la Ley de Garantías.


- Educación: se avanza en establecer la obligación de los órganos de la Administración del Estado de velar por que ningún NNA sea excluido del sistema educacional o vea limitado su derecho por motivos que puedan ser constitutivos de discriminación arbitraria; garantizando, además, expresamente el ingreso o continuidad en el sistema educacional a los NNA temporal o permanentemente privados de su entorno familiar. Se establece que las medidas pedagógicas y disciplinarias deben basarse en un procedimiento que garantice los derechos del NNA y sea compatible con los fines de la educación y dignidad del NNA.


- Cuenta pública: los órganos de la Administración del Estado deberán incluir en su cuenta pública la información relativa a la gestión de políticas, planes, programas, acciones y la ejecución presupuestaria de los recursos destinados a la niñez en el ejercicio de sus competencias cuenta que deban realizar de conformidad con el artículo 72 de la Ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Además, los órganos del Estado deberán entregar la debida prioridad a los NNA en la formulación y ejecución de las políticas públicas y en el acceso y atención de los servicios sociales, sean éstos públicos o privados, de lo que se deberá dar cuenta pública de conformidad a su normativa vigente.


3.3.- Título III.


El Título III, sobre "Sistema de Protección Administrativa y Judicial", ha quedado con solo dos artículos: sobre el derecho del NNA a la defensa jurídica y sobre el deber general de la Administración de proveer servicios sociales.


El texto del Título III propuesto originalmente modificaba radicalmente el modelo actual de protección de derechos del NNA. Establecía el deber general de los órganos de la Administración del Estado de proveer servicios sociales para la protección de derechos del NNA; esbozaba una redistribución de competencias entre lo administrativo y lo judicial, reservando a este último aspecto aquellos casos en que, como última ratio, se requiriere separar al NNA de su familia.


El proyecto debe contemplar este nuevo modelo. En un sistema de garantía de derechos de las personas, las garantías administrativas juegan un rol primario, sujetas siempre a control jurisdiccional secundario (recursos y acciones procesales). Un sistema administrativo debe contemplar la integración de las medidas universales y preventivas de una política nacional para la niñez, con las necesidades específicas de intervención para hipótesis de amenaza o vulneración grave a los derechos de los NNA en el ámbito familiar. En ambos casos, la integralidad de la intervención debe tener lugar a nivel territorial comunal, por medio de una eficaz red de servicios y de acciones coherentes y coordinadas entre sí.


La idea de prioridad de la actuación administrativa no implica discrecionalidad o falta de verificación de la legalidad de su actuar. Las decisiones adoptadas por la Administración deben estar siempre sujetas a criterios y reglas formales para la adopción de medidas de protección a favor de los NNA. Ello importa garantizar, a lo menos, tres aspectos fundamentales: 1) Que el órgano administrativo radicado a nivel local posea el poder legal, la capacidad y la idoneidad técnica para evaluar, dictar y supervisar las medidas de protección que se puedan dictar a favor de un NNA; 2) Que los administrados (los propios NNA y sus familiares, en especial) tengan el poder legal, acceso y asistencia legal para poder impugnar judicialmente toda medida adoptada por el órgano administrativo y; 3) Que, tratándose de toda medida que implique la separación de un NNA de su medio familiar, sea siempre un tribunal de justicia y no el órgano administrativo el que tenga el poder para dictar dicha especie de medida de protección ejemplo: ingreso a una familia de acogida o a una residencia, excepcionalmente.


Una correcta reorientación del rol prioritario que debiera jugar la Administración a nivel local debiera ir acompañada de una reforma estructural de las condiciones, recursos humanos y materiales y condiciones de instalación y monitoreo de un nuevo sistema de protección. Lo anterior implicaría contar con servicios locales de alta calidad, debidamente integrados al sistema de protección que crea la Ley de Garantías, y que cuenten con la orientación y supervisión técnica del Servicio Nacional de Protección Especializada.


El Título III del proyecto de ley original cumplía en general con estas exigencias, aunque teniendo en cuenta que la protección local y la defensa judicial no se visualizaban claramente en el diseño que presentaba su texto deficiencia que he referido al inicio de esta presentación. No obstante, luego de la votación en sala de la Cámara de Diputados de 2 de mayo de 2017, el texto proyectado de una Ley de Garantías es francamente deficitario: se reduce a un muy buen catálogo de derechos del NNA -a la luz de la Convención- pero carente de protección efectiva. La ausencia de un sistema de protección de derechos del NNA de componente eminentemente administrativo termina por consolidar un modelo en que los tribunales de familia gestionan la oferta de servicios especializados de protección de tales derechos.


Un modelo de protección de derechos que deje verdaderamente -y no sólo en el texto legal- la intervención judicial únicamente en los casos de vulneración grave de derechos del NNA, entregaría a la Administración un campo de actuación, de organización y coordinación de servicios especializados, para cuya gestión estaría, al menos teóricamente, mejor dotada. El proceso judicial no es el contexto más idóneo para la efectividad de intervenciones preventivas, psicosociales y restauradoras en materia familiar, ni para la prevención de la vulneración.


Lo siguiente es lo que, a mi juicio, debe reponerse mínimamente del proyecto original.


El proyecto de ley original contemplaba el deber de inexcusabilidad de los órganos de la Administración una vez requeridos sus servicios, prestaciones, acciones y medidas; el derecho del NNA a que la Administración y los tribunales adoptaren las medidas para restablecer el goce y ejercicio de sus derechos o evitar su afectación; así como la titularidad para ejercer acciones y medios de impugnación ante ellos para que las adoptaren.


El proyecto original presentaba los pilares principales del diálogo entre la Administración y la autoridad judicial. Se señalaban por primera vez en la ley chilena los principios de toda medida de protección de derechos del NNA, sea administrativa como judicial; así como el principio de colaboración que debía observar la Administración. Estaba claro el supuesto de adopción de la medida de protección; no se trataba de cualquier vulneración grave como señala hoy nuestra Ley de Menores: "privación o limitación en el ejercicio de los derechos garantizados por la Ley de Garantías, por cualquier circunstancia personal, familiar o social a causa de la falta o insuficiencia en el ejercicio de los deberes de orientación y cuidado de quienes los tienen a su cargo"; en este caso, el Ministerio de Desarrollo Social, de oficio o a petición de parte, realizaría las actuaciones y adoptaría las medidas administrativas establecidas en la Ley de Garantías, para asegurar el ejercicio de los derechos del NNA y su desarrollo. Estas medidas estaban señaladas en un catálogo no cerrado de las mismas por lo que sí podían existir medidas "innominadas", a cuya supuesta ausencia se refirió el abogado Hernán Fernández ante esta Comisión Especial, y se adoptaban conforme a un procedimiento administrativo cuyas premisas esenciales identificaba el propio proyecto y que deben desarrollarse legalmente. Asimismo, podía reclamarse judicialmente de la ilegalidad de estas medidas administrativas.


En caso de fracasar en este nivel primario de intervención colaborativa, la propia Administración debía solicitar al tribunal el cumplimiento forzado de la medida de protección de derechos o, en casos más graves, la dictación de una medida de protección de derechos más fuerte, es decir, la separación del NNA de su familia. No estaba claro en el texto del proyecto original si la intervención judicial podía producirse directamente en casos de especial gravedad; esta cuestión debía abordarse en la reforma adecuatoria a la Ley 19.968, que crea los Tribunales de Familia, incorporando una nueva acción de "tutela" de derechos del NNA. Los tribunales tenían facultades exclusivas para decretar la medida de protección que conllevare la separación de la familia, debiendo priorizarse especialmente las modalidades de acogimiento familiar. Si el tribunal estimaba que no concurrían las circunstancias que justificaren dicha separación, podía adoptar las medidas de protección de derechos del elenco al que me he referido antes.


La autoridad administrativa podía, excepcionalmente -y tal como se permite en algunas legislaciones comparadas- como medida cautelar, resolver fundadamente la separación del NNA de su familia cuando, de no adoptarse tal medida, su vida o integridad corriere grave riesgo. En este supuesto, la autoridad administrativa debía enviar de inmediato todos los antecedentes al tribunal con competencia en materias de familia.


En suma, ante un abuso o negligencia parental producida en el propio entorno familiar del NNA, que permitiere afirmar que no hay un adulto a cargo de su cuidado o que lo hay pero que no ejerce tal función responsablemente, la respuesta no debe ser siempre y necesariamente judicial. El elemento importante en este sentido es garantizar un "diálogo" entre la Administración y el tribunal, que configure un sistema de naturaleza mixta, no puramente judicial, más amigable y cercano a los NNA y sus familias.


Ahora bien, en cuanto al órgano administrativo que, lamentablemente, no estaba determinado en el proyecto original, puedo señalar lo siguiente. La intervención pública en la familia y en el entorno del NNA debe estar asociada a programas y metodologías flexibles y comunitarias. Así, un organismo administrativo de protección de derechos, con fuerte presencia local, competente para adoptar resoluciones y medidas de protección en casos no graves, intervendría colaborativamente en la situación del NNA, involucrando a su familia, entorno cercano y figuras relevantes para su desarrollo, proponiendo soluciones contextualizadas y pertinentes a su vida.


3.4.- Título IV.


El proyecto original establecía una nueva institucionalidad, privilegiando fortalecer organismos existentes. En el Ministerio de Desarrollo Social se radicaban las tareas de rectoría del sistema a través de un Comité Interministerial. La función de coordinación del sistema correspondería a una subsecretaría dependiente del Ministerio de Desarrollo Social, denominada "Subsecretaría de la Niñez". Además, en este Ministerio recaería la articulación de la prestación de servicios y de los programas ejecutables por el propio Ministerio o por otros órganos de la administración y los municipios. Especialmente, en este Ministerio se ubicaba la función de adopción de medidas de protección de derechos del NNA en sede administrativa, en caso de que el NNA hubiere sido privado del ejercicio o goce de sus derechos, o cuyo goce o ejercicio se encontrare amenazado. En concepto del proyecto, la institucionalidad que instalaba se completaría con un "Defensor de la Niñez", que contribuiría a la promoción, protección y defensa de los derechos de los NNA.


El Título IV del proyecto de ley original abordaba la institucionalidad del nuevo sistema, haciendo referencia a los tres niveles de competencia de los organismos públicos que contemplaba: estratégico, de articulación, y de prestación y adopción de medidas; detallando los órganos que formarían parte de cada uno de estos niveles y sus principales funciones, en especial, las del Ministerio de Desarrollo Social. Finalmente, en este Título se contemplaban normas para la actuación policial ( de Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones) y las referidas a la participación ciudadana y de los NNA, relevando la actuación de Organizaciones de la Sociedad Civil sin fines de lucro cuyos objetivos se relacionen con la protección y promoción de los derechos de los NNA. El Título IV, en su estado actual, solo se refiere a este último elemento, relativo a la participación; lo cual, desde luego, es deficitario y debe ser corregido.


3.5.- Título V.


El sistema establecido en el proyecto original descansaba en la generación de una Política Nacional de la Niñez, destinada a asegurar el pleno desarrollo de todos los NNA; señalaba sus fines, orientaciones y ejes de acción, los entes públicos y privados obligados a ponerla en práctica y sus dispositivos más importantes de planificación, control y seguimiento. Así, el Título V original hacía referencia a la Política Nacional de la Niñez que se encuentra aprobada actualmente para el periodo 2015-2025) y su Plan de Acción, estableciendo sus objetivos generales y contenido mínimo, destacando el carácter universal, coordinado, progresivo, integral e intersectorial que debía tener. El Título V, en su estado actual, contempla esta Política y Plan, aunque, extrañamente, se inicia en el contenido mínimo de la primera, sin identificar su existencia, como lo hacía el proyecto original.


4.- Otros elementos que el Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez debe contemplar.


4.1.- El mensaje del proyecto de ley prometía el establecimiento de una nueva acción judicial, especializada y de tramitación rápida -conocida como "acción de tutela"-, que permitiría exigir a los órganos de la Administración del Estado, dentro de sus competencias y con arreglo a sus disponibilidades presupuestarias, la prestación de los servicios que debían otorgar legalmente, cuando el acceso a ellos hubiese sido negado o limitado afectando los derechos del NNA.


Esta acción no fue desarrollada por las indicaciones del Ejecutivo. A mi juicio, esta acción es necesaria, pues completa el sistema; debe tener por objeto proteger de forma integral y específica los derechos de los NNA; debe tener como sujeto pasivo tanto a la Administración como a los particulares; debe ser conocida por el tribunal con competencia en materia de familia, en virtud de su especialidad y el procedimiento, estructura y personal que presentan para dar soporte a su tramitación; debe conformar una estructura coherente e integral con las demás acciones de tipo judicial a las que los NNA deben tener acceso; producto de su carácter de urgencia y de la especial situación en que se encuentran los NNA, debería interponerse de manera verbal o escrita; y considerar la vinculación con procedimientos administrativos de protección.


4.2.- El sistema que establece el proyecto debe completarse relevando la calidad de sujeto procesal del NNA. El proyecto reconoce el derecho del NNA al debido proceso y a contar con la debida asistencia jurídica. Sin embargo, las normas que ajusten el funcionamiento del sistema deben referirse necesariamente a la comparecencia del NNA en juicio, permitiendo que el NNA, por sí mismo, pueda ejercer sus derechos, reconociéndole su calidad de parte. La asistencia letrada no debiese admitir excepciones en materias de cuidado personal, relación directa y regular, procedimientos de protección de derechos, acción de tutela -de existir esta- y susceptibilidad de adopción. Asimismo, debe distinguirse entre abogado del NNA y curador ad litem, pues nuestra ley actual no contempla asistencia letrada para el NNA, lo que viola su calidad de sujeto de derecho en el ámbito procesal; el curador no es abogado del NNA. Debe crearse una institucionalidad adecuada para la defensa letrada e imparcial de los derechos del NNA, tanto en sede administrativa como judicial.


4.3.- Debe derogarse el procedimiento contravencional contemplado en el artículo 8 n° 9 de la Ley 19.968, que crea los Tribunales de Familia, debido a los vicios de inconstitucionalidad que presenta.


4.4.- La implementación del sistema que el proyecto propone depende de la existencia de una institucionalidad que ha sido diseñada por otras iniciativas legales. En este sentido, es esencial el éxito de los siguientes proyectos de ley:


- Otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente del mismo: Boletín 10314-06, ingresado al Senado el 29 de septiembre de 2015, actualmente en Primer Trámite Constitucional. Su objeto es crear una nueva institucionalidad para los NNA, estableciendo un rol de rectoría del nuevo Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez ejercido por el Ministerio de Desarrollo Social; función que se ejercerá sobre los nuevos servicios que, en el contexto del nuevo sistema, asumen las tareas de promoción y protección de los derechos de los NNA. El proyecto se hace cargo del área de gestión estratégica del sistema y de la articulación del mismo a nivel nacional, en especial, del diseño de la estrategia nacional contenida en la "Política Nacional de la Niñez", que establecerá las prioridades y directrices del mismo. Fue sometido a discusión general y aprobado en general; en abril de 2017 se encontraba abierto el periodo de indicaciones; el 17 de mayo de 2017 se encontraba con urgencia suma.


- Crea el Servicio Nacional de Protección Especializada de Niños y Niñas y modifica normas legales que indica: Boletín 11176-07, ingresado a la Cámara de Diputados el 4 de abril de 2017, actualmente en Primer Trámite Constitucional. Su objetivo es crear un servicio de protección especializada de derechos de NNA que asuma las funciones que actualmente desarrolla SENAME en materia proteccional. El proyecto concibe este nuevo servicio como público, descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, y sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Desarrollo Social. A su vez, por protección especializada entiende aquella provisión de prestaciones dirigidas a restituir el ejercicio de los derechos vulnerados de niños y niñas debido a abuso, maltrato y trata, según lo definan las leyes respectivas, debido a explotación sexual y laboral infantil, o a abandono cuando carezcan de cuidados maternales o paternales; asimismo, las destinadas a atender a los niños y niñas sujetos de adopción; finalmente, la protección especializada estará también dirigida a la reparación de las consecuencias de la vulneración de derechos de los NNA. El día 11 de mayo de 2017 este proyecto se encontraba con urgencia simple.


- Crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la Ley N°20.084, sobre Responsabilidad Penal Adolescente, y a otras normas que indica: Boletín 11174-07, ingresado al Senado el 4 de abril de 2017, actualmente en Primer Trámite Constitucional. Fue enviado a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso. El proyecto crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil como un servicio público descentralizado, que tiene por objeto la administración y ejecución de las medidas y sanciones contempladas por la Ley N°20.084. A este nuevo servicio le corresponderá la implementación de políticas de carácter intersectorial y el desarrollo de programas que contribuyan a la modificación de la conducta delictiva y la integración social de los jóvenes sujetos de su atención.


- Crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez: Boletín 10584-07, ingresado al Senado el 22 de marzo de 2016, ha sido conocido en Primer Trámite Constitucional por la Comisión especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes; el 31 de agosto de 2016 fue aprobado en la sala del Senado; actualmente en Segundo Trámite Constitucional: este proyecto crea tal Defensoría como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objeto es la difusión, promoción y protección de los derechos de los niños y niñas. En mayo de 2017 se encontraba en la Cámara de Diputados, pasando a la Comisión de Familia y Adulto Mayor, y a la Comisión de Hacienda, en lo pertinente; y con urgencia suma el día 17.


5.- Conclusiones.


En un Estado Democrático y Constitucional de Derecho, el pleno goce y ejercicio de los derechos solo se logra por medio de un complejo entramado de garantías, tanto políticas como jurisdiccionales, destinadas a actualizar los imperativos de igualdad social. Estas garantías actualmente también están representadas por la noción de derechos de la niñez.


Así, y en primer término, es necesario garantizar la provisión de partidas presupuestarias y programas adecuados, que -en la lógica de la división de poderes de la democracia republicana y representativa - se centren en la discusión y aprobación pública de las leyes de presupuesto (garantías primarias). La existencia de partidas presupuestarias y programas adecuados constituiría una demostración de la seriedad con la que los poderes políticos toman la implementación de las obligaciones establecidas a su respecto en el proyecto de ley que hoy se discute.


Tales garantías políticas o primarias deben ser debidamente complementadas por garantías jurisdiccionales administrativas y judiciales, las que otorgan a los titulares de derechos la capacidad de someter denuncias de incumplimiento de las obligaciones emanadas de esos derechos ante un poder independiente de los sujetos obligados -públicos o privados- y, dado el caso, confieren competencia a ese poder independiente para forzar el cumplimiento y establecer reparaciones o sanciones. Estas garantías secundarias hoy no existen en el proyecto de ley, por lo que deben ser repuestas, volviendo al menos, al texto original del proyecto y enriquecerlo de la misma forma que sucedió con los Títulos I y II.


Luego de la presentación antes descrita, los Honorables señores Senadores efectuaron las siguientes observaciones y preguntas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó acerca del modo de conciliar el carácter de ley marco de la presente iniciativa con los elementos de protección administrativa necesarios para la garantía de los derechos de los menores, en consideración de los recursos que se requieren para ello.


Asimismo, indicó que para establecer, efectivamente, que la intervención jurisdiccional será de última ratio, es necesario contar con organismos administrativos de protección de derechos, por lo que el punto nuevamente suscita la pregunta antes formulada.


En esa línea, y como ejemplo de medidas administrativas, consultó si el derecho a la defensa letrada debe ser contemplado en esta iniciativa o si, por el contrario, es más conveniente incorporarlo en el proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín Nº 10.584-07).


A su vez, preguntó si las materias referentes a acogimiento no residencial, a través de familias de acogida, y su fortalecimiento, sería un tema a tratar en este debate.


Por último, preguntó en concreto a qué se refieren las garantías secundarias en este ámbito y cómo se concilian las medidas innominadas en nuestro sistema, en tanto seguir la tradición del Derecho Civil continental y no la del Common Law.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, la institucionalidad actual, que se enmarca en un Estado Subsidiario y no en un Estado Social de Derecho, obsta al despliegue efectivo y pleno de las disposiciones originalmente contempladas en el proyecto de ley original.


En efecto, lo anterior implica que no haya un entendimiento transversal sobre los diversos mecanismos surgidos en el debate.


Posteriormente, indicó que las garantías secundarias, a su juicio, deben ser entendidas como el correlato necesario del catálogo de derechos que se pretenda desarrollar, siguiendo una lógica de protección universal, que dé cuenta de la mayoría de los niños, niñas y adolescentes, que no son vulnerados, pero que requieren de garantías efectivas y permanentes de sus derechos. Lo anterior, añadió, a fin de superar la lógica de entender los temas de la infancia con una lógica focalizada, esquema bajo el cual se actúa sólo en casos vulneratorios hacia los menores.


Para tal objetivo, prosiguió, se requiere la explicitación de procedimientos y medidas administrativas explícitas, como lo es la asistencia letrada, la cual debe ser configurada en modo tal de expresar las circunstancias concretas bajo las cuales operaría.


Por último, sugirió analizar la responsabilidad que le competa al Estado en aquellos casos en que no se detecta a tiempo vulneraciones de los derechos de los niños y niñas, debiéndose establecer límites claros en este contexto.


La Honorable Senadora señora Von Baer, consultó si la reposición del Título III del texto del proyecto original es suficiente para abordar adecuadamente el particular.


En seguida, señaló que la falta de un compromiso presupuestario para el despliegue territorial de las medidas administrativas fue lo que condujo al rechazo de tal Título en la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional de la iniciativa.


En esa línea, cuestionó que existan diversos proyectos que aborden el tema de los derechos de la infancia, pero sin que haya claridad sobre el modo en concreto en que comenzará a operar la institucionalidad que se pretende desarrollar.


La Académica de Derecho Civil y de Familia, señora Fabiola Lathrop, pasó a responder las preguntas antes formuladas.


De ese modo, indicó que una ley de carácter marco, como la que se propone, implica considerables transformaciones en el sistema jurídico, en tanto modificar y alterar diversas estructuras del ordenamiento. En tal sentido, agregó, en ella se deben contemplar los pilares del esquema, las garantías primarias y secundarias que se consagrarán, así como el despliegue institucional que se desarrollará en este ámbito. Ello, prosiguió, a la luz del catálogo de derechos que se incorpore.


Así, expresó que en legislaciones comparadas el avance en este ámbito se ha llevado a cabo a través de una edificación institucional gradual, pero progresiva.


Por tales razones, añadió, si bien no es necesario que todo se encuentre recogido en esta iniciativa, sí sería razonable incorporar en su articulado el diseño total del sistema, a fin de dilucidar de mejor forma la operatividad del mismo.


De ese modo, agregó, posteriormente se podría vislumbrar de mejor forma los esfuerzos presupuestarios necesarios para concretizar las medidas incorporadas en la ley marco.


Sin perjuicio de lo anterior, sostuvo que parece razonable que en la presente iniciativa se contemple la derogación de la Ley de Menores y las adecuaciones necesarias a la Ley de Tribunales de Familia.


Posteriormente, por otra parte, señaló que las garantías secundarias son las acciones y recursos, administrativos y jurisdiccionales, que hacen efectivos los derechos que se establecen. 


En tal sentido, expresó que si bien las modificaciones al Título II del proyecto implicaron un avance en el desarrollo de los derechos de niñas y niños, la inexistencia del Título III hace que estos últimos carezcan de garantías, con lo que el proyecto pierde coherencia en su estado actual.


En seguida, en lo referente a los sistemas anglosajones, señaló que en estos últimos, la protección e institucionalidad administrativa es considerablemente robusta, lo que se traduce, por ejemplo, en que sólo en casos extraordinarios y calificados los niños comparezcan en audiencias ante el juez, debiendo imponerse este último de la situación del menor a partir de un informe desarrollado por un equipo psicosocial que forma parte de un órgano administrativo.


Sin perjuicio de lo anterior, expresó que actualmente el ordenamiento dispone de medidas configuradas en términos muy vagos, manifestación de ello son las medidas de protección, que permiten la separación del niño con sus familias de manera relativamente fácil, con lo que se afectan los derechos de éste. 


Por las razones antes explicadas, es que sugirió la disposición y configuración de medidas taxativas pero no cerradas (cláusula apertus), a fin de que con ellas se puedan operativizar los distintos mecanismos que permitan la protección de los derechos del niño.


En seguida, por otra parte, en lo relativo a la incorporación en esta iniciativa de aspectos referidos a acogimiento no residencial, en el marco de medidas alternativas de cuidado, señaló que ello no es del todo conveniente, en tanto requerirse de un examen sustantivo del particular. En efecto, explicó que para la disposición de tales medidas es necesario primero atender la existencia de la denominada familia extensa del niño (familia no ajena), antes de considerar la radicación de su cuidado en familias externas o en madres adoptivas.


Posteriormente, en lo concerniente a la defensa letrada del menor, señaló que ello no se debe enmarcar en el debate legislativo del proyecto que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín Nº 10.584-07), en tanto esta última tratarse de una magistratura de opinión y de promoción de intereses colectivos.


De ese modo, señaló que tal derecho a defensa jurídica debe entenderse como la posibilidad de que todo niño cuente con la asistencia de un abogado que vele por sus intereses, compareciendo  en representación de sus derechos tanto en sede judicial como administrativa, debiendo el Estado proveer de tales servicios profesionales. Esta última figura, subrayó, es distinta a la del curador ad litem, que sigue una lógica distinta.


Por otra parte, en lo referente a la responsabilidad del Estado, indicó que, precisamente, ante la ausencia de defensa jurídica, se incumplen diversos compromisos internacionales en materia de derechos del niño. Sin perjuicio de lo anterior, a fin de evitar que la institucionalidad no detecte vulneraciones a los menores, sería recomendable, en su opinión, la consagración de una acción de tutela en estos casos.


Por último, y volviendo a lo relativo al contenido que debiese presentar el Título III, en comento, indicó que en este último se deben contemplar los pilares del sistema y la clara delimitación de los casos en que intervendrán los órganos administrativos y los jurisdiccionales, estableciéndose, asimismo, el diálogo institucional entre ellos, al menos en ciertas materias relevantes, como por ejemplo, la situación de separación del menor de su familia.


De igual modo, finalizó, sería conveniente, además, incluir en dicho Título, por las razones antes mencionadas, las adecuaciones pertinentes a la Ley de Tribunales de Familia y consagrar una acción de tutela en casos graves.


La Honorable Senadora señora Von Baer, hizo presente las complejidades existentes al momento de discutir acerca de ciertos pilares administrativos del sistema, antes de que los mismos propiamente existan o que haya alguna configuración concreta de ellos, por lo que consultó el modo de superar, en algún sentido, dicha dificultad.


La Académica de Derecho Civil y de Familia, señora Fabiola Lathrop, expresó que tal complejidad puede ser abordada, en términos de técnica legislativa, a través de disposiciones transitorias, que supediten la aplicación efectiva de algunos de los preceptos del proyecto hasta que se ejecuten los recursos financieros respectivos o que se cree la institucionalidad pertinente.


Lo anterior, resaltó, asumiendo la existencia de compromisos previos en tal sentido.


 La Honorable Senadora señora Von Baer, sin perjuicio de la respuesta antes expresada, consultó si hubiese sido más conveniente comenzar la discusión, en primer lugar, de los nuevos órganos administrativos que se insertarán.


La Académica de Derecho Civil y de Familia, señora Fabiola Lathrop, respondió que, en su opinión, es correcto comenzar el debate, primeramente, a través de una ley marco, precisamente por las considerables transformaciones institucionales que se proponen.


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que si bien considera lamentable el rechazo por parte de la Cámara de Diputados del Título III, entiende que tal decisión residió en no tener claridad respecto del compromiso financiero para con el sistema que se propone, por lo que solicitó al Ejecutivo clarificar el punto.


Sin perjuicio de lo anterior, no considera errado, por las razones señaladas por la señora Lathrop, la lógica de la ley marco, siempre y cuando existan compromisos claros en los términos antes reseñados.


Por otra parte, consultó a la Académica a qué se refiere al momento de sugerir la creación de una acción tutelar en este ámbito y en qué organismo jurisdiccional sería adecuado radicar su conocimiento.


La Académica de Derecho Civil y de Familia, señora Fabiola Lathrop, señaló que tal arbitrio judicial se orientaría a abordar a aquellos casos que, por su gravedad, requieren intervención jurisdiccional inmediata, por lo que no sería necesario, en estas hipótesis, el despliegue administrativo previo.


Dicha acción, agregó, debe ser pensada en términos más detallados que la tutela laboral o la acción de protección, a fin de establecer claramente los casos en que procedería. 


Por último, expresó que si se piensa a dicha acción como una de carácter cautelar, podría radicarse el conocimiento de la misma en las Cortes de Apelaciones, o en caso de asumirse como tutelas de emergencia, en los Juzgados de Familia con el respectivo procedimiento especial.

Exposición señora Yasna Otárola


La Académica de Derecho Civil y de Familia, señora Yasna Otárola, efectuó una presentación desarrollada a través de los puntos que a continuación se indican, y en los siguientes términos:

Introducción


En el año 1990, el Estado de Chile ratificó la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño (CDN), documento que marca un cambio fundamental en la manera de percibir al niño como sujeto de derechos y que ha planteado muchos desafíos a nuestro país en la manera de definir y aplicar sus políticas respecto a la protección de los niños y el respeto de sus derechos.


Desde hace un tiempo el Estado de Chile ha avanzado en el reconocimiento de los derechos de los niños a través de diversas reformas legales que han pretendido adecuar la legislación nacional a la Convención de los Derechos del Niño y ahora último por medio de la creación de un sistema Integral de garantías de los derechos de la infancia y la adolescencia.  Estas reformas legales han sido y son absolutamente necesarias, pues los derechos son mandatos que necesitan de leyes y regulaciones para constituirse en políticas.


Aunque las leyes por sí solas, no son suficientes y, al énfasis inicial en las reformas legales y normativas para adaptar la legislación nacional a la CDN y proteger los derechos de los niños, deben sumarse cambios en otras importantes áreas de la acción pública para fortalecer y mejorar la efectiva realización de los derechos a través de las políticas públicas. 


Sistema de Garantías


El proyecto de ley sobre el sistema de garantías de los derechos de la niñez pretende, según se deduce del texto, constituir el marco normativo de la Política Nacional de la Niñez chilena, mediante el establecimiento de los objetivos y las definiciones que caracterizan el proyecto; los principios, los derechos y los mecanismos de garantías, el sistema de protección administrativa y judicial y la institucionalidad que debiera abrigar dicho sistema. El Estado de Chile pretende dar el primer paso en la creación de un sistema integral de protección.


En este sentido, su contenido pretende construir un amplio marco jurídico de protección que vincula a todos los Poderes Públicos, a las instituciones relacionadas con la niñez, a los padres y a la comunidad en general.


Las transformaciones sociales y culturales operadas en nuestra sociedad han provocado un cambio en el estatus del niño y como consecuencia de ello, el proyecto intenta enfocar la ley desde los derechos. En ese empeño, establece un sistema de garantías, cuya base la constituye el reconocimiento pleno de la titularidad de derechos de los niños y de una capacidad progresiva para ejercerlos, según dan cuenta los artículos 6 y 7 del Título II que se refiere a los Principios, derechos y garantías.


El desarrollo legislativo postconstitucional refleja esta tendencia, introduciendo la condición de sujeto de derechos a los niños. Así, el concepto «ser escuchado si tuviere suficiente juicio» se ha ido trasladando al ordenamiento de familia e infancia en todas aquellas cuestiones que le afectan. Este concepto introduce la dimensión del desarrollo evolutivo en el ejercicio de sus derechos.


Así, el proyecto ley va desarrollando progresivamente una concepción de los niños como sujetos, participativos, y con capacidad de decidir sobre su propio medio personal y social; de participar en la búsqueda y satisfacción de sus necesidades. De modo tal, que incluye, según se verá, derechos de protección, provisión y participación.

Título I

Cuestiones preliminares


El Título I comienza enunciando las cuestiones preliminares, en particular los objetivos y definiciones de la ley. En ese sentido, dice que la ley tiene por objeto “la protección y garantía integral, el ejercicio efectivo y el goce pleno de los derechos de los niños, en especial, de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política […].


De ahí, que se sugiere conciliar tal objetivo con aquel dispuesto en la Convención de los Derechos del Niño, en términos que la ley debiera garantizar, proteger el ejercicio efectivo de los derechos de los niños, en especial los derechos y deberes contenidos en la Constitución de la Republica, los derechos fundamentales contenidos en la Convención, en los tratados, a fin de procurar su mayor realización espiritual y material posible.


Luego, el proyecto introduce la creación de un sistema de garantías, que ha sido definido de acuerdo con la política de la niñez e infancia establecida por el Gobierno de Chile para los años 2015-2025. Sin embargo, al momento de indicar quienes conforman el sistema incorpora al Congreso Nacional, órgano constitucional cuya función es ejercer la representación ciudadana, concurrir a la formación de las leyes junto con el Presidente de la República y fiscalizar los actos del gobierno. De ahí que resulta inapropiado considerarlo dentro del sistema.


En concordancia con lo anterior, se determinan los principales obligados por la ley y se anticipa el rol de los órganos del Estado, la familia y la sociedad en términos de que su actuación se  enfocará en lograr el respeto, promoción y protección de los derechos, sin embargo omite la referencia a la prevención de posibles vulneraciones a los mismos y la reparación en caso de producirse.


Acto seguido, se describe detalladamente la responsabilidad que compete a los padres o madres de acuerdo al principio de corresponsabilidad; a la sociedad civil y a los órganos de la administración del Estado. De ahí que se observa, en primer lugar, la adición de otro sujeto obligado y que no está enunciado en el inciso primero y que debiera suprimirse, esto es, toda persona, y secundariamente una diferencia entre el sujeto obligado familia y los padres o madres. En ese sentido, se sugiere incorporar, sólo la expresión “padres” a fin de concordar dichos obligados con aquellos que establece el Código Civil en el Titilo IX del Libro I, pues dichos deberes proceden respecto de ambos, vivan juntos o separados.


En cuanto a los deberes de los órganos del Estado, se sugiere continuar con la descripción e incorporar, en la letra g) del artículo 2°, el deber de tales órganos de “promover la defensa de los niños en situación de discapacidad […]”.


Por otra parte, en el párrafo 2° se incorporan las reglas de aplicación e interpretación del sistema de garantías. La regulación que se propone realiza un reconocimiento general de derechos contenidos en la Convención y en los Tratados Internacionales de los que Chile es parte, que además deben ser utilizados como mecanismo de interpretación de las distintas normas de aplicación a los niños. Además, establece otros tres principios destinados a determinar el sentido y alcance del sistema, en particular, la aplicación más favorable a la vigencia efectiva del derecho, la limitación excepcional de los derechos y la prohibición de afectar el núcleo duro.


Sin embargo, hacemos presente la necesidad de alterar el orden de la descripción o bien el título debido a que éste señala primeramente la aplicación y el cuerpo se refiere a la interpretación. Asimismo, se aconseja trasladar el artículo 5 a la parte que se refiere a los obligados por la ley (artículo 2) y que define las obligaciones de los órganos del Estado, o si se quiere de la administración del Estado.

Título II

Principios, derechos y garantías


En el Titulo II, el proyecto incorpora los principios, derechos y garantías. En particular, respecto de los principios rectores del sistema reconoce a los niños como sujetos de derechos desde una perspectiva integral, en otras palabras, los identifica a través de la expresión “goza plenamente”, como sujetos de plenos derechos, en oposición a la tesis que los consideraba como objeto de tutela por parte del Estado.


Todavía más, en correspondencia a la definición de niño contenida en el artículo 1°, reconoce el principio de autonomía progresiva con el objeto de que los niños, sujetos de derechos, puedan ejercerlos de acuerdo con la evolución de sus facultades, su edad y madurez. Al mismo tiempo, incorpora la responsabilidad de los padres y/o madres en la orientación y dirección en el ejercicio de esos derechos.


Luego se desvía, al referirse al derecho y deber preferente de los padres o madres a orientar y educar a sus hijos, en consideración que debiera haber proseguido con los principios que definen al sistema desde el niño, y luego abordar aquellos que se refieren al Estado, la familia (padres o madres) y la sociedad.


Desde esta mirada, el proyecto debiera continuar con el principio del interés superior del niño, su definición y los criterios para determinarlo. En ese sentido, por un lado, se sugiere revisar la definición de acuerdo a aquella que la doctrina chilena ha dado respecto del interés, objetivar los criterios, reformular la letra d) del artículo 2°, en términos de reemplazarlos por los parámetros de edad y madurez. Por otro lado, eliminar el inciso que se refiere a la labor de los órganos del Estado o bien corregir la redacción en el sentido de que tendrán en consideración en el diseño y ejecución de la normativa, políticas, servicios y prestaciones el interés superior del niño. También, se propone evitar la reiteración de la idea del “máximo de recursos disponibles” debido a que ha sido expresada claramente en las definiciones de la Ley. Finalmente, el proyecto se refiere al deber de los órganos del Estado en términos de reconocer y proteger los derechos de los niños en condiciones de igualdad y velar por su efectividad y adoptar las medidas que corresponden concretamente.


Acto seguido, debiera referirse a la participación y también al derecho a ser escuchado, debido a que desarrolla este último concepto y no el que dice. Tanto es así, que omite la referencia a que los niños han de ser considerados como personas cuyos derechos y responsabilidades (familiar, escolar y social) deben ser incorporados de manera progresiva en los diversos espacios de participación, de acuerdo con el desarrollo de sus facultades, considerando su edad y madurez. Asimismo, el proyecto debiera ser claro respecto de que el derecho a ser escuchado comprende la posibilidad de expresarse libremente y, del mismo modo, ser escuchado por quienes toman decisiones que afectarán su desarrollo en el curso de vida.  Este último aspecto incluye asegurar la entrega de la información necesaria para que los niños se formen su propia opinión en los asuntos que les afecten; crear las condiciones para la libre expresión de las opiniones; asegurar su consideración en la toma de decisiones de organismos judiciales o administrativos.


Una vez realizado aquello, el legislador podría abordar los principios que informan el sistema desde el rol que cumple, la familia, los órganos del Estado y la sociedad en la garantía de los derechos que luego se describen. Desde esta perspectiva, procede aquí la referencia al derecho deber preferente de los padres o madres a orientar y educar a sus hijos, en particular, como se ha señalado, es de su cargo la responsabilidad por el cuidado, asistencia, protección, desarrollo, formación y educación de los niños de acuerdo con lo establecido en el proyecto en correspondencia con el Código Civil.


De ahí, que se sugiere incorporar la idea de que la familia constituye el espacio para el desarrollo de niños y que en las decisiones de la autoridad deberá siempre respetarse el derecho a no ser separado de la familia, salvo que éste colisione con el interés superior del niño y por cierto incluir el apoyo que los órganos del Estado deben bridar a la familia para ejercer sus roles de protección (trasladar el inciso 1° del artículo 15).


También, en virtud del rol que corresponde a los órganos de la administración del Estado en torno a la protección de los derechos de los niños, se considera la inclusión de los principios de prioridad, efectividad de derechos, responsabilidad de la administración del Estado, protección social de la infancia y progresividad y no regresividad.


Finalmente, respecto a los principios que guían el quehacer de la sociedad civil y la comunidad en la protección de derechos del niño, podría incorporarse el rol controlador que ella posee respecto de la efectividad de los derechos a través de la denuncia de los hechos constitutivos de vulneraciones a estos derechos (artículo 2 inciso final).

Párrafo 2°


En el párrafo 2° se introducen los derechos y garantías, en este sentido, el sistema de garantías, desde el enfoque basado en los derechos, incorpora un conjunto de ellos, aunque a veces matizados, esto es, combinando, por una parte, la posibilidad de su ejercicio con la necesaria protección que, por razón de la edad, madurez y facultades de los niños, procede.


En primer lugar, el derecho a la vida, en línea con diversas normas internacionales (artículo 6 de la Convención de los Derechos del Niño).


Luego, el nivel de vida, desarrollo y entorno adecuado a través del derecho al desarrollo físico, espiritual, moral y social y dentro de éste el deber de los padres o madres de proporcionar, dentro de sus posibilidades, las condiciones de vida que sean necesarias para su pleno desarrollo (eliminar la referencia a la crianza porque está señalado en el deber preferente de los padres, artículo 8). Por último, el proyecto hace referencia al deber de los órganos del Estado en esta materia y en particular la alusión al Ministerio de Desarrollo Social en relación con que llevará a cabo mediciones para hacer seguimiento a las condiciones de vida de los niños.


En tercer lugar, el derecho a la identidad, incluidos el nombre, la nacionalidad, la lengua de origen, preservar sus relaciones familiares, entre otros. También, se reconoce este derecho a ciertos colectivos, lo anterior con el afán, seguramente, de respetar y promover el desarrollo integral e inclusivo de los niños a través de su ser propio.


Dentro de la labor que compete en este orden a ciertos servicios del Estado, se destaca al Servicio de Registro Civil. Sin embargo, resulta conveniente agregar que en el caso de que el niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de su identidad o de todos ellos, el Estado deberá prestar la asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente el imperio del derecho.


Cuarto, el derecho a vivir en familia. En efecto, desde la consideración de que la familia constituye uno de los espacios más relevantes para el desarrollo y ejercicio de los derechos de niños, niñas y adolescentes, destinado a la formación que posibiliten el respeto y la confianza como formas básicas de relación, atendiendo a la satisfacción de las necesidades de afecto, estimulación para el desarrollo de las capacidades,  se considera la inclusión de este derecho,  la labor que compete a los órganos del Estado y ciertos derechos complementarios, tales como: no ser separado de los padres, como tampoco entre hermanos y el interés superior del niño. De ahí, que se recomienda incorporar el derecho a mantener relación y contacto directo con ambos padres, salvo si ello es contrario al interés superior del niño, rememorar los derechos y deberes de los padres a guiar al niño en el ejercicio de sus derechos, conforme a la evolución de sus facultades y la responsabilidad de ambos padres en la crianza y desarrollo del niño. Además, de mejorar la coherencia del artículo distinguiendo la labor de los órganos de la administración del Estado de los derechos complementarios señalados precedentemente.


En quinto lugar, se incluye el derecho a la libertad de expresión y comunicación, en la descripción se contempla el ejercicio de este derecho sin censura, aunque sujeto a las restricciones que establezca la ley. También, se incluye a través de la vía legal la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones de acuerdo con el desarrollo del niño. Los deberes de los prestadores de servicios de telecomunicaciones, de los órganos del Estado y de los establecimientos educacionales.


Sexto, el derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión. En este sentido, el proyecto prescribe la libertad y establece la limitación a lo prescrito en la Constitución y en la ley. Enseguida, reconoce los deberes y derechos de los padres y, en su caso, de los representantes legales, de guiar al niño en el ejercicio de su derecho de modo conforme a la evolución de sus facultades, como también del deber del Estado en torno a respetar la autonomía para ejercer tal responsabilidad. Sin embargo, debe tenerse presente que la descripción incorpora a través de la vía legal derechos que no están reconocidos constitucionalmente.


Séptimo, la participación, respecto de dicho derecho. Se sugiere decidir si ésta va a quedar como principio, o bien, mantenerlo como derecho, debido a que su contenido se repite.


Octavo, el derecho a la vida privada, en cuanto a su protección. Se reconoce el ejercicio libre de injerencias arbitrarias ilegales en su vida privada y el derecho deber de los padres y/o madres o representantes legales de respetar, orientar, promover y proteger el derecho. Sin embargo, el proyecto omite la inclusión de los elementos que conforman la vida privada, tales como: la familia, domicilio y la correspondencia y por sobre todo se entromete en la relación filial en términos de que no considera la labor educativa de los padres.


Noveno, el derecho a la honra y propia imagen, en el proyecto se describe punto por punto el sentido y alcance, la comprensión, los deberes de las personas, de los medios de comunicación, las prohibiciones a la que están sujetos los funcionarios públicos y las organizaciones de la sociedad civil. Sin embargo, se reitera la pregunta respecto a la necesidad de regular estos derechos contemplados en la Constitución, y cuyo núcleo duro ha sido desarrollado por la doctrina y la jurisprudencia chilena.


Décimo, el derecho a la información. El proyecto describe detalladamente la comprensión del derecho, el deber del Estado. Sin embargo, no considera la supervisión de los padres y el deber de crianza que las disposiciones civiles les encargan, como también el artículo 8 y 28 del sistema de garantías.


Undécimo, el derecho de los niños a ser orientados y educados por sus padres o madres. Dicha disposición reitera en parte y desde el punto de vista de los derechos del niño, el alcance que el legislador pretende dar al derecho preferente de los padres conforme al principio de corresponsabilidad (artículo 8). En estrecha relación con lo anterior, se destaca el deber del Estado de respetar, promover y proteger el ejercicio de esta responsabilidad.


Duodécimo, se contempla el derecho a ser protegido contra la violencia. En nuestro concepto, este es un principio rector de la actuación de los órganos del Estado, en términos de dar protección a los niños contra cualquier forma de violencia, incluida la producida en su entorno familiar, de género, entre otras. De acuerdo con ello, los poderes públicos debieran desarrollar actuaciones de sensibilización, prevención, asistencia y protección frente a cualquier forma de maltrato infantil, estableciendo los procedimientos que aseguren la coordinación entre las Administraciones Públicas competentes. En este caso, dicha labor la desarrollará el Comité interministerial de desarrollo social. De ahí, que se sugiera trasladar la disposición al título de los principios.


Décimo tercero, el artículo 30 del proyecto se refiere al derecho a la salud. En este sentido, por una parte, se sugiere eliminar la expresión disfrute y solo destacar que el niño tiene derecho al más alto nivel posible de salud, debido a que el Estado no puede garantizar el disfrute de tal derecho de acuerdo con lo dispuesto constitucionalmente respecto de la salud. Por otra, si bien se expresan detalladamente los deberes de los órganos del Estado, de los prestadores de salud, entre otros.  Debe destacarse que la disposición avanza en el acceso equitativo, oportuno, pertinente y de calidad a la salud, generando ambientes propicios para el desarrollo de niños. En el caso de enfermedades, de acuerdo con la legislación vigente, facilitar el acceso a prestaciones que permitan enfrentar aquellas enfermedades y condiciones que impactan la salud de niños.

Título III

Sistema de protección administrativa y judicial


En el título III se incorpora el sistema de protección administrativa y judicial. Respecto de él, la ley no ofrece novedad alguna. Prosigue con los derechos de los niños, esta vez educación, luego recreación, participación en la vida cultural y en las artes, y tan sólo se refiere a la protección al abordar la explotación económica y el trabajo infantil. Enseguida regresa a los derechos por medio de la garantía de la libertad personal y ambulatoria, con límites de edad, madurez y desarrollo, entre otros elementos que considera profusamente y positivamente la descripción.  No obstante, nuevamente surge la pregunta sobre si es necesario incorporar derechos que la Constitución Política de la Republica regula y cuyo contenido ha sido desarrollado. Dicha situación, nos enfrenta a la posibilidad de estar regulando vía legal, garantías contempladas en la norma suprema, además de hacernos caer en contradicciones o conflictos innecesarios.


Este mismo criterio, sugerimos se tome en consideración al incorporar el debido proceso, en el artículo 36, del sistema de protección administrativa y judicial.


Así, puede observarse que el proyecto se aproxima a la protección administrativa y judicial, tan sólo cuando regula el deber de los órganos del Estado, las medidas de protección especial, las medidas de prevención y protección del embarazo y la defensa jurídica. Dicha situación pone de manifiesto la ausencia de una regulación que fije la competencia y las atribuciones de la administración respecto a la protección de los niños chilenos en situación de desprotección y vulneración de Derechos. Tampoco, normas que permitan agilizar y clarificar los trámites de los procedimientos administrativos y judiciales que afectan al niño, con la finalidad de que éste no quede indefenso o desprotegido en ningún momento. En fin, respecto a las medidas de protección judicial, no se hace referencia a aquellas que se pueden adoptar para evitar situaciones perjudiciales para los niños.

Título IV

Institucionalidad


En la institucionalidad se considera como parte de ésta la participación ciudadana en la protección de los derechos de los niños. Pero no se observa un desarrollo detallado de los organismos, estructuras y relaciones que condicionan el sistema de garantías, caracterizándola y ordenándola. La institucionalidad supone indicar los medios e instrumentos (organizaciones y normas) para alcanzar el respeto, la promoción y la garantía de los derechos de los niños.

Título V

De la Política de la niñez y su plan de acción


El proyecto describe el contenido mínimo de la política, las características del sistema de garantías, el plan de acción y su procedimiento de formulación y aprobación. Respecto de dicha inclusión se considera que ella no procede, atendido a que la política debe ser anterior a la formulación del sistema de garantías. Es más, el sistema de garantías da forma a la política que se ha definido previamente.


En definitiva, en nuestra opinión, tales elementos no forman parte del sistema de protección que se pretende regular. El Estado de Chile ha definido a lo largo de los años tres políticas y no se observa la necesidad y la razón de incluir en la ley los aspectos procedimentales y de construcción formal de la política.

Disposiciones transitorias


El proyecto señala que la política nacional deberá dictarse dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la ley. Sin embargo, ella está definida para los años 2015-2025. Adicionalmente, se indica que las normas del título III regirán a contar de la entrada en funcionamiento del Servicio Nacional de Protección a la infancia.

Comentarios finales


El proyecto no incluye:


- El principio de mínima intervención del Estado. 

Las obligaciones familiares, escolares y sociales de los niños.


- Un sistema de protección administrativa y judicial.


- La idea de Derechos Fundamentales, en vez de Humanos.


- Un concepto claro sobre interés superior del niño.


- Aspectos referentes a los órganos legislativos.


En conclusión, el proyecto de garantías avanza en el respeto, promoción y garantía de los derechos de los niños. No previene, así como tampoco repara toda vulneración de los mismos. Por tanto, constituye un programa valioso que se debe ajustar y mejorar.

Exposición del señor Pablo Egenau


El Director Ejecutivo de la Fundación Hogar de Cristo, señor Paulo Egenau, efectuó, a nombre de la organización que representa, la exposición que a continuación se indica, en el modo que se pasa a desarrollar:


I. Postura general


Como Hogar de Cristo valoramos el Proyecto de Ley que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez, cuyo objeto es la protección y garantía integral, el ejercicio efectivo y el goce pleno de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. Las normas que regulan las temáticas relativas a la infancia y la adolescencia en nuestro país se encuentran disgregadas, muchas veces no son armónicas entre sí y son anacrónicas, especialmente la Ley de Menores, que se basa en la teoría de los menores en situación irregular y no en la calidad de sujetos de derecho de los niños, niñas y adolescentes.


Creemos que corresponde al Estado asegurar una adecuada protección y cuidado de los niños, niñas y adolescentes. Asimismo, es obligación del Estado adoptar las medidas necesarias para dar efectividad a todos los derechos reconocidos en la Convención de Derechos del Niño ratificado por Chile en 1990.


Por lo tanto, apoyamos la idea de una ley marco de garantías de derechos de la niñez y que crea el sistema de protección integral.


Los problemas de la infancia son holísticos y están interconectados entre sí, por eso rescatamos que esta ley tenga una mirada integral. Nuestra experiencia en el Hogar de Cristo nos muestra a diario que la exclusión social de los niños es un problema que no puede ser resuelto fragmentadamente. En la fundación trabajamos con los niños y jóvenes a través de diversos programas: jardines infantiles y salas cuna, escuelas de reinserción, programas de prevención territorial comunitaria, programas terapéuticos para el consumo problemático de alcohol y drogas, entre otros.


Creemos que algunos artículos pueden ser mejorados, especialmente en cómo velamos que lo que la ley propone ocurra en la realidad. Para esto, tenemos sugerencias principalmente en relación a los artículos 9, 10 y 26 y a los títulos IV y V.


a. Postura Artículo 9: Igualdad y no discriminación


Creemos primordial destacar la importancia del artículo 9 que señala que los niños tienen derecho a la igualdad del goce, ejercicio y protección de sus derechos, sin discriminación arbitraria. Proponemos que se incorpore al artículo 9 el concepto de discriminación por pobreza multidimensional, ya que actualmente no se menciona de manera específica. El artículo da una serie de criterios de discriminación y dentro de ellos identifica la de situación socio-económica, concepto que no representa la gran vulneración y la injusticia que viven los niños que nacen y crecen en pobreza.


Creemos que la pobreza es la mayor vulneración de derechos. Al respecto, la encuesta Casen 2015 evidencia que en Chile un 34,4% de los niños, niñas y adolescente vive en algún tipo de pobreza, es decir, casi 1 millón y medio de personas.


La mayoría de las categorías de discriminación mencionadas por este artículo, al ser vividas en pobreza, resultan ser una doble discriminación grave a los derechos humanos. Por ejemplo, tener una discapacidad y ser pobre tiene consecuencias aún más negativas en la vida de las personas. Por lo tanto, creemos que es fundamental dar énfasis y recalcar la pobreza multidimensional como una grave forma de discriminación.


b. Postura Artículo 10: Interés superior del niño


El artículo 10 señala que todo niño tiene derecho a que sus derechos sean considerados en forma prioritaria. Queremos enfatizar la importancia de la letra e), que manifiesta que la autoridad administrativa o judicial deberá considerar cualquier situación de especial desventaja en la que se encuentre el niño que haga necesaria una protección reforzada para el goce y ejercicio efectivo de sus derechos.


Con respecto a este punto, queremos enfatizar que es necesario incorporar una operacionalización rigurosa de cómo se llevará a la práctica, es decir, implementar el diseño y ejecución de modelos basados en evidencia y buenas prácticas, que cuenten con estándares de calidad y evaluación de sus programas. Como Hogar de Cristo queremos recalcar la situación de dos segmentos que se encuentran en especial desventaja y que requieren de programas de alta calidad: los niños en cuidado alternativo residencial y los niños que han sido excluidos del sistema escolar. En ambos casos se evidencia la falta de presupuesto y coordinación intersectorial para hacer efectivo el derecho a vivir en un ambiente familiar y el derecho a la educación, respectivamente.


Es obligación del Estado proporcionar una adecuada protección alternativa al cuidado familiar, asegurando que los niños se beneficien de la estadía en un establecimiento de cuidado alternativo (residencias o familias de acogida). Actualmente, más de 13 mil niños se encuentran en centros residenciales que cuentan con precarios estándares de calidad; son establecimientos masivos, con equipos no calificados, con condiciones de infraestructura inadecuadas, que incumplen gravemente su mandato y que están totalmente invisibilizadas de las políticas sociales. Es importante destacar que el 86% de las familias que tienen sus niños en centros residenciales viven en situación de pobreza.


La exclusión escolar, por su parte, se plantea como un factor crítico de los niños, niñas y adolescentes en situación de pobreza, ya que además de la pérdida de la formación educativa, afecta su posibilidad de crear redes sociales, incorporar normas culturales e insertarse laboralmente en el futuro. Este contexto se complejiza considerando que la tasa de exclusión escolar es más alta cuanto mayor es la pobreza. Es así, como el 70% de los niños desescolarizados viven en pobreza, es decir 51.337 niños pobres no se encuentran dentro del sistema educacional formal. 


c. Postura Título V: Política de la Niñez y Plan de Acción


En relación a lo ya planteado para los artículos 9 y 10, junto al Título V sobre la Política Nacional de la Niñez y Plan de Acción, se debe incorporar la elaboración de un Informe sobre la Situación de la Niñez en general, que vele por el cumplimiento de estos enunciados. Este informe debe especificar la problemática de aquellos niños, niñas y adolescentes que viven en pobreza, para esto creemos importante crear un instrumento específico de caracterización en relación a la vulneración de derechos que miles de niños, niñas y adolescentes viven diariamente en nuestro país, ya que los existentes no dan cuenta en la profundidad requerida en relación a estas vulneraciones. Este informe debería entregar claridad sobre el tipo de vulneración de derechos que viven niños, niñas y adolescentes, principalmente en términos de derecho a vivienda, derecho a la educación, derecho a la salud, derecho a vivir en familia, derecho a seguridad social, derecho a la no discriminación, derecho al buen trato, entre otros. Creemos también que este informe debe mostrar quiénes son estos niños, cuántos son, cómo son y qué situaciones específicas viven. A su vez debe identificar cuáles son las causas y señalar  qué se está realizando para superar estas vulneraciones a nivel intersectorial y qué acciones específicas al corto, mediano y largo plazo se seguirán. De este modo, semestralmente este informe deberá mostrar los avances en los compromisos, de forma clara y entendible para toda la población. El Consejo de Infancia del Ministerio de Desarrollo Social, que creará el proyecto de ley de Subsecretaría de Infancia, le corresponderá conocer y revisar los resultados del informe y proponer un plan de acción concreto. 


d. Postura Artículo 26: Inexcusabilidad administrativa


Respecto al artículo 14 que se refiere a la responsabilidad de la Administración del Estado. Los órganos estatales, en el ámbito de sus competencias, tendrán la obligación indelegable de controlar y garantizar los programas públicos destinados a la satisfacción de los derechos del niño, sea que los ejecuten por sí mismos o a través de entidades privadas.


Para que este artículo se haga efectivo debe volver a incluirse el artículo 26 del proyecto de ley original presentado por el Ejecutivo, que fue eliminado en la discusión en la Cámara de Diputados, que señala que requerido un órgano de la Administración del Estado para que otorgue determinados servicios o prestaciones, acciones o medidas, no podrá excusarse de conocer y pronunciarse sobre el requerimiento. Este principio de inexcusabilidad es la forma de hacer efectiva la garantía de derecho.


Asimismo, nos parece relevante dar cumplimiento a lo planteado en el Mensaje de la Presidenta de la República en este proyecto, en cuanto a desarrollar un mecanismo de tutela judicial efectiva ante los incumplimientos de las actuaciones de la administración. Esta medida garantizaría a las personas la posibilidad de  exigir y recibir efectivamente las prestaciones comprometidas por el Estado.


e. Postura Título IV: Institucionalidad

Por último, el actual Titulo IV no detalla la institucionalidad que se hará cargo de garantizar los derechos de los niños. Luego de la discusión en la Cámara de Diputados, el Título IV quedó reducido al artículo 40 sobre la participación, que no se hace cargo de la institucionalidad como lo hacía la propuesta original del Ejecutivo. Proponemos que se repongan los artículos 37, 38, 39, 41, 42, 43 y 44, o en su defecto se regulen las mismas materias.


Dentro de esta nueva institucionalidad, SENAME   -o el organismo encargado de la protección especializada- debe enmarcarse en un sistema diferente que establezca un mejor vínculo con las leyes de garantía, así como crear servicios nuevos que converjan y se coordinen entre sí. Para esto, es fundamental que se garantice un despliegue territorial, con igualdad de condiciones para los niños de todas las regiones, comunas y localidades del país.

Exposición de la señora Delia del Gatto


La Directora Ejecutiva de la Fundación Mi Casa, señora Delia Del Gatto, realizó una intervención efectuada a través de los acápites que en seguida se señalan, del siguiente tenor:


1. El tiempo que se ha tomado nuestra sociedad y nuestro Estado (27 años a la fecha), en esta larga deliberación sobre el reconocimiento de niños y niñas como sujetos de derecho y sobre la implementación efectiva de los mismos, es a todas luces exagerada. Por lo mismo, a estas alturas sólo podemos proponernos configurar leyes, instituciones, políticas e iniciativas de mucho más alto estándar que el que nos podríamos haber imaginado el año 1990 o el 2000, y en ello incide, no sólo la obligación de cumplir un compromiso adquirido con la comunidad internacional sino que, el tener que hacernos cargo, responsablemente, del hecho evidente que algunos de los nudos a enfrentar en el campos de la infancia se han acumulado, otros se han hecho más complejos, otros se han transformado en realidades duramente vividas por demasiados niños, niñas y familias.


La larga dilación ha hecho de la necesidad de cambio una exigencia más difícil de concretar pero, al mismo tiempo, una urgencia del presente.


2. Este largo proceso ha implicado que, a pesar de los esfuerzos y avances en diversas iniciativas, las reformas fundamentales, las de base en el campo de la niñez no se realizaron y con ello el sistema existente se ha visto doblemente tensionado y fragilizado.


Tensionado, porque el enfoque tutelar y de la irregularidad social aún está presente en nuestro Estado pero, al mismo tiempo, el enfoque de derechos del niño pugna por todos lados por instalarse, en tanto un camino de reconocimiento y de transformación necesaria en nuestra sociedad.


Fragilizado, porque las estructuras legales, institucionales y organizacionales existentes ya no tienen capacidad para hacerse cargo del desafío y están sobrepasadas. Tensionados y fragilizados también porque, la realidad de los niños y niñas en los 27 años transcurridos no ha dejado de cambiar, la sociedad no ha dejado de transformarse y en muchos aspectos de complejizarse y, para enfrentar dichos procesos, las miradas y las prácticas requieren de un terreno fértil a la innovación, a la flexibilidad, a la participación, a sistemas articulados que dialogan entre sí, que se apoyan, generando sinergias y, todo ello, implementado con particular prioridad y foco en el nivel local, en los territorios, en las comunas y en los barrios donde habitan niños, niñas y familias.


Debemos reconocer que las bases, los cimientos que deben dar sustento a esta reforma, hoy no existen. Por lo mismo, los esfuerzos parciales y los avances que se han intentado, por muy loables que sean, terminan siempre por verse limitados, inadecuados, insuficientes, sobrepasados y las brechas parecen no poder cerrarse nunca.


3. ¿Qué es lo que consideramos fundamental a resolver con este proyecto de ley?, que el Estado debe asumir su rol de garante de los derechos de todos los niños en Chile.


Es importante aclarar que no estamos demandando un Padre-Estado, estamos planteando que el Estado se haga cargo del rol específico que le corresponde, desde el minuto mismo que aprobó por la unanimidad del Parlamento la Convención sobre los Derechos del Niño, vale decir que se haga cargo del reconocimiento de derechos y de materializar la institucionalidad, la organización y la gestión de todo lo requerido, para que ello sea realmente efectivo.


Además, dicho proceso debiese contemplar la participación real de la sociedad civil organizada de la cual como Fundación Mi Casa somos activos miembros, y en la medida de lo posible, se pueda escuchar directamente a los niños y niñas a través de sus organizaciones que para tal efecto existen, así será más efectiva, más eficiente y más democrática una Reforma compleja como ésta, y por lo mismo se hace más viable.


La Convención sobre los Derechos del Niño es explícita en lo relativo a la necesidad de la participación y el Comité de los Derechos del Niño instala también esta necesidad en todas sus Observaciones Generales, haciendo ver la urgencia por la colaboración y la asociación y alianza estratégica entre el mundo de los Organismos no Gubernamentales ONG's, las organizaciones de niños y niñas, con los Estados que han suscrito la mencionada Convención. Ellos ven allí la forma de potenciarse mutuamente para sacar adelante estas reformas, impactando en las sociedades.


4. Entonces, este es, ni más ni menos, el desafío que tenía este proyecto. Las expectativas creadas en los inicios de la actual administración estaban encaminadas en este sentido. No obstante, otra ha sido la historia desde el minuto que ingresó a la Cámara un proyecto de ley sin presupuesto y reducido, "podado" en sus contenidos, respecto de lo que previamente el Ejecutivo había dialogado con los organismos de la sociedad civil.


Por lo mismo, somos enfáticos en señalar que, para nosotros esta y no otra, debe ser la LEY DE BASES GENERALES (como la define el propio Mensaje Presidencial) que crea en Chile, el Sistema de Protección Integral de la Niñez.


Estamos convencidos que no corresponde confundirnos al hablar de ella como una "Ley Marco" primero, porque nuestra legislación no tiene regulada la existencia de tales leyes "marcos", como sí sucede en otros países (España o Colombia42, por ejemplo) y, en segundo lugar, porque detrás de tal expresión aparece la extraña idea de hacer de esta ley un instrumento sólo declarativo, que no crea nada de lo que enuncia desde su título; "Sistema de Garantías de Derechos de la Niñez".


5. Nosotros como Fundación hemos formado parte de todo el trabajo de propuestas que han realizado las ONG's asociadas en el Bloque por la Infancia, por lo tanto, compartimos todo lo que dicha alianza ha presentado ante esta Comisión.


Precisamos que consideramos correcto, partiendo desde los principios y derechos establecidos en la Convención, el elaborar y el concordar principios y derechos, adecuados a nuestro contexto de país, los que deben quedar estipulado en esta Ley. Consideramos que la existencia de los derechos, en la forma general en que están expresados en la Convención, no los hace de fácil y directo uso a la actuación y práctica administrativa o judicial en nuestro país.


Desde lo anterior, valoramos lo construido por la Comisión Familia de la Cámara de Diputados en los Títulos I y II aunque, hubiésemos considerado un enorme avance el que, además, como lo propusieron algunos Honorables señores Diputados, se hubiese hecho mención explícita en cada artículo donde se reconocían derechos, a la responsabilidad que le cabía al órgano respectivo de la Administración del Estado. Consideramos que por esa vía, se lograba superar, legalmente hablando, una enorme falencia que vemos al día de hoy, donde los sectores no se sienten responsables de garantizar los derechos de la niñez, más allá de las responsabilidades que deben tener hacia sus usuarios en general.


Con la inclusión de estas responsabilidades, se hubiera posibilitado hacer realidad la exigencia de la Convención de que los Estados-Partes, deben proporcionar al niño y niña una protección especial, ya se trate de servicios sociales generales o de servicios selectivos, de servicios focalizados, a la vez que se le hubiera puesto rostro concreto a lo señalado en el artículo 2 del proyecto, sobre los "principales obligados por esta ley".


6. Al tratarse de una ley de bases generales, el proyecto debe configurar la institucionalidad que se hará cargo de hacer efectivo los principios y derechos reconocidos en su Título II, así como del objeto y aplicación, establecido en su Título I. De igual manera, debe estipular los procedimientos, las atribuciones, las funciones, entre otros, de lo que se configure.



Esta ley, por tratarse de niños y niñas, no puede ser tratada, ni tramitada como si fuera una ley "menor" respecto de cualquier otra ley de bases generales. En rigor, si somos realmente coherentes con la Convención, sus exigencias debiesen ser mayores que cualquier otra ley.


No es por casualidad que las legislaciones comparadas, tanto en América Latina como en Europa, incluso cuando generan una Ley de Protección Integral de la Infancia y no un Código43 o un Estatuto, que son palabras aún mayores, buscan siempre abarcar la mayor cantidad de aspectos relativos a dicha protección, en la misma ley. Sin embargo, en nuestro país nos estamos contentando con un proyecto con cinco títulos, donde dos encaran los aspectos doctrinarios y el resto enuncia criterios muy generales respecto del modo de dar alguna estructura a esa doctrina.

I. 
7. Para entender la relevancia que debiesen tener los Títulos III y IV, debemos insistir en que lo fundamental de la reforma que se debía impulsar desde el año 1990 en adelante, decía relación con el reconocimiento del niño como sujeto de derecho y con la conformación legal e Institucional del Sistema de Protección Integral, el que debe hacer realidad dicho reconocimiento. Ese Sistema de Protección Integral, con base en lo local, y con estructuras de apoyo en lo Regional y lo nacional, es lo que debe quedar resuelto en los actuales Títulos III y IV.


Debemos agregar que, un Sistema tal requiere de la movilización activa y de la responsabilización de toda la Administración del Estado, así como de la Administración de Justicia, para poder ser coherente y efectivo.


Hablar de una NUEVA INSTITUCIONALIDAD, supone dar forma en esta ley a dicho Sistema de Protección Integral, y ello a su vez exige la generación de formas institucionales hasta ahora no existentes en nuestro país.


Concretamente, exige contar con estructuras territoriales (comunales y locales) dotadas legalmente de autoridad y capacidad, para gestionar la articulación de la acción pública y privada (esta última a través de los organismos de la sociedad civil existentes en el nivel local) en favor de la niñez en el territorio, para tomar acciones preventivas, para promover derechos y la participación de niños, niñas y familias en la consecución de los mismos, para detectar tempranamente situaciones que afecten a niños y niñas, para conocer de los casos, sean ellos de menor o mayor gravedad, para solicitar diagnósticos, para incorporar a las familias, a las comunidades y a los niños y niñas en la búsqueda de soluciones, para tomar medidas administrativas considerando la opinión de los niños y niñas al respecto, para derivar hacia los entes públicos o privados, para supervisar el cumplimiento de las medidas que toma, hacer exigibles los apoyos por parte de los sectores responsables, para coordinar acciones con los Tribunales respectivos, apoyando a su vez la labor de éstos, filtrando los casos, con el fin que lo que llegue al Tribunal sea lo que corresponde que dicha instancia conozca.


En un Sistema de Protección Integral, como lo muestra la experiencia de otros países, la mayoría de los casos de vulneraciones de derechos de los niños se resuelven ante una autoridad administrativa y sólo aquellos casos requeridos, dada su gravedad van a Tribunales (esto es lo que se denomina "desjudicializar" la protección de la niñez en Chile).


Precisamos que no postulamos "arrebatarle" funciones a los Tribunales de Familia, sino que la administración ocupe el lugar que no ha sido capaz de ocupar en estos 27 años, espacio que, si se aprobó la Convención y si se quiere realmente hacerse cargo de la protección de la niñez, está obligado a ocupar.


Por lo mismo, postulamos un Sistema de Protección Integral donde lo administrativo y lo judicial tienen sus roles, sus atribuciones y sus funciones definidas y claras, lo que permite movilizar como nunca antes a la Administración del Estado, al mismo tiempo que potenciar la acción de los Tribunales, al sacarles el peso de una gran cantidad de casos que no les corresponde cargar. Pero por sobre todo, permite que niños, niñas y familias cuenten con mecanismos mucho más efectivos, más cercanos, más directos, más flexibles para apoyarlos en su desarrollo.


8. Creemos en la necesidad de que, para hacer efectiva la Protección Integral de la Niñez, se configure una autoridad Rectora en la materia, a nivel de la más alta autoridad de la nación.


Concebimos tal autoridad a ese nivel, porque consideramos que esta es una reforma institucional de largo aliento y es, a la vez, una reforma profunda en la cultura de nuestra sociedad.


Por lo mismo, creemos que no corresponde dejarla librada a una instancia de poco relevancia en los hechos, como es el Comité de Ministros de Desarrollo Social, ni corresponde dejarla bajo el alero de una Subsecretaría de la Niñez, cuyos contenidos, siguiendo el proyecto de ley en trámite, es un reagrupamiento de parte de lo que hoy hace la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional de Infancia y de lo que hoy hace el Programa Chile Crece Contigo de la Subsecretaría de Servicios Sociales del Ministerio de Desarrollo Social (programa que sería trasladado a la Subsecretaría de Niñez). Lamentablemente esa Subsecretaría de la Niñez como está definida hasta ahora, no cumple a nuestro juicio, el estándar mínimo requerido para ser el ente rector de la nueva institucionalidad que se pretende crear.


Como se verá por lo expuesto, el desafío para la institucionalidad que se proyecte desde esta ley, es enorme y su foco debe ser el despliegue de la Autoridad del Sistema de Protección Integral en todas las comunas del país, configurando a nivel central y regional, las líneas de trabajo que hagan ello posible en un plazo a determinar explícitamente en la presente ley.


Dicho plazo no debiese exceder los 3 años, una vez ya tramitados totalmente los proyectos de ley de la nueva institucionalidad, y en consecuencia la implementación de esta iniciativa no debiese quedar condicionada a la creación del nuevo Servicio Nacional de la Infancia, proyecto que recién ingreso a la Cámara.


El condicionamiento al respecto es inexplicable porque el Servicio que sea tendrá que cumplir una función respecto del Sistema de Protección Integral y responder a los requerimientos de las autoridades administrativas que se generen y de las judiciales ya en ejercicio.


El llamado final es a NO dejar pasar la oportunidad para que esta Comisión Especial de Infancia logre dotar a los Títulos III, IV y V de los contenidos necesarios perfeccionando su articulado, lo que permitiría realmente abrir por fin el camino a la construcción de un Sistema de Protección Integral, para todos los niños y niñas que habitan en nuestro país.

Exposición señor Cristóbal Aguilera


El Coordinador del Área Legislativa de la Corporación Comunidad y Justicia, señor Cristóbal Aguilera, inició su presentación señalando que procedería a efectuar un análisis del íter legislativo de la iniciativa en comento, durante su tramitación en la Cámara de Diputados, indicando los argumentos sostenidos en su oportunidad, para luego explicar las razones de las sustantivas modificaciones que experimentó el proyecto para alcanzar su configuración actual.


En seguida, señaló que el punto central de la reflexión es determinar si el diagnóstico que sustenta el proyecto, en lo que respecta a la propuesta de solución que el mismo consagra, es correcto o no.


En esa línea, afirmó que tal diagnóstico identifica como problema y objetivo el actualizar los compromisos internacionales contraídos por Chile en materias relacionadas con los derechos de niños, niñas y adolescentes, especialmente de aquellos contemplados en la Convención sobre los Derechos del Niño, a fin de superar la visión tutelar sobre la niñez, y entender a esta última bajo una visión que asuma al niño como titular de derechos.


Sin perjuicio de lo anterior, agregó, es jurídicamente complejo sostener en la actualidad la vigencia actual de la primera mirada sobre la niñez (visión tutelar), en tanto haberse efectuado considerables modificaciones al ordenamiento en el sentido de, progresivamente, ir adoptando una visión del niño como sujeto de derecho.


En seguida, indicó que la iniciativa pretende efectuar una comprensión de la niñez no sólo desde la perspectiva de la vulnerabilidad, sino de manera universal, a fin de que los menores puedan ejercer libremente sus derechos de acuerdo a la evolución de sus facultades.


Posteriormente, y luego de la visión y diagnóstico general de la iniciativa antes reseñada, señaló que las críticas al proyecto han radicado en sostener que este último consistiría primordialmente sólo en una declaración de derechos, lo cual, sin perjuicio de lo importante de ello, no efectivizaría a los mismos a fin de que pudiesen ser concretamente aplicados en el plano práctico. Lo anterior, añadió, queda en mayor evidencia luego de ser rechazados, durante el primer trámite constitucional, los Títulos III y IV de la iniciativa, en donde se contemplaban medidas administrativas que pretendían dotar de efectividad a las medidas consideradas por la iniciativa.


Asentado lo anterior, expresó que, en su opinión, el diagnóstico que sustenta al proyecto no da cuenta de la priorización requerida para atender las graves deficiencias de la infancia vulnerada, detectadas con ocasión de la crisis que afecta al Servicio Nacional de Menores (SENAME), sin que se observen medidas concretas para hacerse cargo de tal situación. Ello puede deberse, añadió, entre otras razones, a que la redacción de la iniciativa en análisis fue anterior al surgimiento y difusión de la aludida crisis institucional.


Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que aun cuando se entienda que el proyecto pretende establecer medidas universales, no se advierte una articulación adecuada entre las distintas iniciativas que abordan el particular, siendo pertinente preguntarse si comenzar la tramitación del presente proyecto fue lo más adecuado o si, por el contrario, debió iniciarse la discusión legislativa de las iniciativas que contemplaban medidas hacia la niñez vulnerada, en tanto ser el problema de mayor complejidad y encontrarse actualmente en un estado precario y deficitario.


Por otra parte, cuestionó la falta de aterrizaje administrativo de los derechos contemplados por el proyecto.


En efecto, señaló que lo que pretende la iniciativa es la creación de un sistema de protección integral, que supere la visión tutelar sobre los niños, se deben desplegar medidas concretas que permitan a estos últimos ejercer efectivamente sus derechos, cuestión que la iniciativa no presenta en su estado actual.


Lo anterior, reiteró, en tanto durante la discusión legislativa, en primer trámite constitucional, en la Cámara de Diputados, se rechazó prácticamente la totalidad del Título III, en donde ciertas medidas administrativas eran consideradas para la protección y efectivización de los derechos en cuestión. 


Tal rechazo, agregó, en su opinión, se debió a tres razones:


i) Poco compromiso presupuestario para la ejecución de programas de protección de la niñez a nivel administrativo.


ii) Déficit de una baja territorial razonable, en lo referente al despliegue de las medidas administrativas contempladas.


iii) Excesivas atribuciones otorgadas a la Administración, especialmente al Ministerio de Desarrollo Social, para intervenir en conflictos familiares, lo cual pudiese generar afectaciones a derechos fundamentales tales como la privacidad de las familias o el derecho preferente de los padres a educar a sus hijos.


En esa línea, expresó que la causal que originalmente el proyecto contemplaba para que el referido Ministerio pudiere intervenir era considerablemente ambigua, por lo que no se encontraba del todo delimitado el alcance de tal atribución.


Asimismo, subrayó que en el primer informe evacuado por la Corte Suprema, respecto de la iniciativa en examen, advirtió cierta desarticulación de esta última con otros proyectos del sector, precisamente con ocasión del otorgamiento, en su opinión, de funciones cuasijurisdiccionales a los órganos de la administración, sin que ello conllevara las respectivas modificaciones a la legislación de Tribunales de Familia.


Posteriormente, señaló que, a su parecer, el enfoque de la iniciativa debe orientarse al rol fundamental de la familia en la protección y ejercicio efectivo de los derechos de los niños.


Así, indicó que si bien dicho criterio es enunciado en el Mensaje Presidencial con el que se inició la tramitación de la iniciativa en examen, ello, en su opinión, no se plasma coherentemente en el articulado.


En efecto, añadió, en el referido Mensaje Presidencial se señala que:


“El proyecto contempla programas, asistencia y apoyo a los padres y a la familia, con el objeto de propiciar oportunidades efectivas y adecuadas para cumplir el privilegio que implica el ejercicio de la responsabilidad parental.”.


Sin perjuicio de ello, agregó, en varias partes del proyecto se puede apreciar que se asume una noción del niño desvinculado de su familia, a fin de que pueda fortalecer el ejercicio de sus derechos, en vez de que tal proceso se desarrolle en el contexto familiar, lo que genera una compleja tensión entre la autonomía progresiva que se le debe reconocer al niño y la autoridad paterna, lo que complejiza la consagración del derecho preferente de los padres a educar a sus hijos.


En ese orden de ideas, sugirió que el Estado, más que efectuar medidas de intervención en el ámbito familiar, despliegue herramientas que permitan asistir y fortalecer la labor educativa de los padres, en el contexto de la familia del menor, para otorgar el ejercicio responsable de los derechos de los niños, asumiendo una mirada de la familia como un todo unitario.


En esa línea, expresó que los ordenamientos jurídicos de Colombia y Francia, enlazan directamente la protección de las familias con la protección de los derechos de los niños.


Por último, y sintetizando lo anteriormente expuesto, señaló que si bien es necesario consagrar medidas administrativas que otorguen protección a los referidos derechos, ello debe ser desplegado a través de una bajada territorial efectiva, en las cuales se contemplen herramientas que, más que otorgar potestades cuasijurisdiccionales a los órganos de la Administración, fomenten y fortalezcan el rol familiar en el desarrollo de los procesos de maduración del niño, a fin de que progresivamente pueda ejercer sus derechos.

Exposición de la señora Camila de la Maza


La Asesora de la Corporación Opción, señora Camila de la Maza, inició su presentación señalando que desde que se ratificara la Convención Internacional de los Derechos del Niño en 1990, tanto los operadores del sistema como las organizaciones de la sociedad civil, han demandado una restructuración de la institucionalidad en materia de infancia, para que ésta estuviera acorde con los desafíos impuestos por la Convención. 


Sería injusto, agregó, incluso falaz, decir que nada se ha hecho desde 1990 a la fecha. Muestra de lo anterior, es que en esa época el 63% de los niños que el Servicio Nacional de Menores asistía se encontraba en residencias, cifra que en la actualidad alcanza un 3%.


Sin perjuicio de lo anterior, añadió, las modificaciones que ha tenido el SENAME (que data desde la década del 70) no están a la altura de estándares mínimos de derechos humanos en materia de niñez. No sólo porque se trata de un servicio que únicamente atiende al 3% de los niños y niñas del país, sino porque los fundamentos normativos no se ajustan a la doctrina del enfoque de derechos que debiera inspirar nuestro sistema. Cuando cifras de UNICEF indican que el 74% de los niños y niñas del país -de manera transversal a su condición socioeconómica- reconocen haber sido víctimas de alguna forma de maltrato y que frente a ello carecemos de respuesta estatal, y por cierto, la permanente crisis del SENAME que arrastra ya varios años; la aprobación de la ley que crea el sistema de garantías de los derechos de la niñez se requiere con urgencia, para que bajo su alero se pueda articular un sistema de protección universal que prevenga, proteja, promueva y garantice los derechos fundamentales de los niños y niñas; y un sistema de protección especializado que logre restituir los derechos humanos vulnerados de niños, niñas y adolescentes. 


I. Situación actual 


En este punto, indicó que nuestro país carece de políticas universales de protección de los niños, niñas y adolescentes, articuladas bajo una ley marco que las elabore, coordine y ejecute. Sólo cuenta con un precario sistema de protección especial frente a vulneraciones graves de derechos, que es administrado -en la práctica- por el Poder Judicial, ya que casi la totalidad de la oferta programática con la que cuenta el país, a través del Servicio Nacional de Menores y sus organismos colaboradores, sólo es accesible a través de una medida de protección decretada por el Tribunal de Familia competente. 


El proyecto en discusión, prosiguió, viene a ser el primer peldaño para el diseño de una nueva institucionalidad, que verdaderamente proteja y promueva los derechos fundamentales de la niñez, y ahí radica la urgencia de su aprobación, toda vez que de esta norma depende la generación de un sistema institucional fundado en el enfoque de derechos humanos. 


II. Fortalezas 


A este respecto, expresó que el proyecto de ley presentado por el Ejecutivo en septiembre de 2015 fue objeto de serias críticas por parte de múltiples actores, como los Jueces de Familia y la Corte Suprema, la sociedad civil, académicos y expertos en materia de infancia.


Desde Corporación Opción, agregó, puntualizamos que nos parecía preocupante que el reconocimiento de derechos quedara sujeta a la disposición presupuestaria, la cual estaba mencionada alrededor de 18 veces a lo largo de todo el proyecto que se presentó a discusión en la Cámara de Diputados. Si bien ello mejoró, afirmó que permanece la preocupación que el reconocimiento de derechos haya quedado bajo el fraseo “hasta el máximo de recursos disponibles y de no ser suficiente, acudir a la cooperación internacional”; ello, porque reduce el estándar de la Convención. Lo anterior, afirmó, en tanto hay derechos que son de exigibilidad inmediata, como el derecho a ser oído, el derecho a no ser discriminado o el derecho a vivir en familia. Lo referente a los recursos disponibles, precisó, dice relación con los derechos económicos, sociales y culturales, que, por su contenido prestacional, se exige a los Estados su aseguramiento progresivo, de acuerdo con los recursos que el Estado dispone y sin regresión una vez que se han garantizados. 


En el primer trámite constitucional, continuó, se observó, además, que la definición otorgada en relación con el principio del interés superior era sumamente restrictiva y se formulaba desde una óptica tutelar, que contravenía lo establecido en la CDN y en la observación general número 14 del Comité de los Derechos del Niño. Por ello, estimó que la actual redacción dispuesta en el artículo 10 es correcta. Y al contrario de lo que la profesora Yasna Otárola expuso, entiende que el contenido del interés superior del niño debe quedar claramente establecido en la norma, ello, porque su interpretación jamás puede ir en el sentido contrario que éste tiene, que dice relación con la íntegra satisfacción de sus derechos. En efecto, manifestó que la jurisprudencia indica que, de no entregar esa definición con claridad, se pueden cometer grandes arbitrariedades como fue el caso de Karen Atala, que significó una condena por parte de la Corte Interamericana contra el Estado de Chile en el año 2012. Por ello, es que se considera que en el texto actual se entregan buenos elementos para efectos de poder determinar en el caso concreto el interés superior, saliendo de la lógica tutelar que el proyecto original contenía. 


A su vez, señaló que el proyecto de ley, luego de su tramitación en el primer trámite constitucional, tiene otras fortalezas que merecen ser destacadas. Ellas tienen que ver especialmente con los siguientes puntos: 


- Se reconoce expresamente que los niños y las niñas son sujetos de derecho y ello, sin lugar a duda, es un avance respecto de nuestra actual legislación, que tiene como norma fundante la Ley de Menores, la cual está regida por la doctrina de la situación irregular. Asimismo, valoramos la incorporación de la autonomía progresiva como principio fundante de la ley marco, ya que materializa la condición de sujetos de derecho de niños, niñas y adolescentes. 


- El establecimiento del deber de los órganos del Estado que en su cuenta pública –que por ley deben rendir año a año- deban incluir información relativa a la gestión de políticas, planes, programas, acciones y a la priorización y ejecución presupuestaria de los recursos destinados a la niñez, a las iniciativas destinadas a ella, aprobadas y en aplicación. Esto, es una norma que insta a los órganos públicos a acciones concretas que deben realizar, además de ser una norma que facilita la transparencia y el acceso a la información en materia de infancia que, en la actualidad, es compleja de conocer.


- En relación con el catálogo de derechos que el proyecto contempla, resultan valiosos los siguientes elementos: 


( El reconocimiento expreso al derecho a la protección social de la infancia, contemplado en el artículo 15. 


( El reconocimiento a la protección de la identidad de género dispuesto en el artículo 19, que viene a abordar un tema que en la actualidad no presenta mayor protección a niños y niñas cuya identidad de género es distinta a su sexo, generando situaciones de discriminación y violencia que hoy no es posible resolver por la vía normativa.


( La consagración del derecho a ser oído (artículo 21), como un derecho indispensable para materializar el interés superior del niño y el respeto a su autonomía progresiva. 


( El derecho a participar (artículo 24) en los asuntos que le conciernen, generando la obligación para el Estado de velar por la incorporación progresiva de los niños en el ejercicio de sus derechos y responsabilidades ciudadanas. 


( El derecho a la información (artículo 27), consagrando la obligación de los órganos del Estado de que la información relevante para el desarrollo de los niños sea fácilmente accesible y esté disponible en un formato y lenguaje apropiado, considerando especialmente a los niños en situación de discapacidad. 


( En relación con el derecho a la salud (artículo 29) en su inciso penúltimo se hace expresa mención sobre la imposibilidad de negarle derechos sexuales y reproductivos a los niños en situación de discapacidad. 


III. Preocupaciones y Desafíos 


En este último acápite, manifestó que sin perjuicio de los avances que el proyecto presentó en su extensa tramitación en la Cámara de Diputados, existen algunas disposiciones que, en opinión de la entidad que representa, desdibujan el objetivo central de una ley de esta naturaleza, cuyo principal propósito es generar un marco de promoción y protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes. Dicha preocupación, agregó, es compartida por la relatora para la niñez de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, señora Esmeralda Arosemena, y se refiere acerca del otorgamiento de titularidad de derechos, en forma análoga, a los niños y niñas y al feto, lo cual, a su parecer, es absolutamente inédito en nuestro ordenamiento jurídico y probablemente en la región. En efecto, explicó que otorgar exactamente el mismo reconocimiento a los niños y niñas y al nonato, en primer lugar, hace perder el foco de protección que tiene esta ley marco, que dice relación con el reconocimiento de derechos y establecimiento de garantías de niños, niñas y adolescentes. Ellos, en los hechos, no tienen las mismas condiciones que los nonatos, los cuales son objeto de protección de las leyes propias de la protección de la maternidad. De ahí, que si se insiste en igualarlos se presentan dificultades de orden práctico, como, por ejemplo, si deben pagar Isapre desde su concepción, si son beneficiarios de la asignación familiar, entre otros. 


De esa forma, manifestó que, a su parecer, si el legislador pretende regular materias relativas al nonato, debe hacerlo en virtud de las normas de protección a la maternidad, y no en una ley de garantías de la niñez; ya que desnaturaliza su finalidad. 


Por otra parte, estimó que el proyecto actual presenta un déficit importante en materia de institucionalidad que permita concretar efectivamente lo que el proyecto pretende, esto es, establecer un sistema de garantías de los derechos de la niñez. 


En primer término, agregó, la preocupación de la Corporación Opción dice relación con una dificultad orgánica, toda vez que los artículos referidos a la institucionalidad a cargo de materializar los derechos consagrados y garantías establecidas fueron rechazados por la Cámara de Diputados, lo cual deja al proyecto sin un área de concreción de sus disposiciones. 


Asimismo, añadió, el Título III, cuyo fin era establecer las normas referidas a la protección administrativa y judicial, quedó reducido a dos artículos, uno sobre el derecho de los niños a contar con defensa jurídica y otro que establece un deber general de los órganos de la administración de proveer servicios sociales. En tal sentido, afirmó que tal consagración del derecho a la defensa jurídica es poco clara, y cabe preguntarse qué significa ello en concreto: ¿los niños tendrán capacidad procesal para iniciar procesos?, ¿se les faculta para contratar a un abogado?, ¿quién materializa el derecho a contar con defensa especializada?, ¿ello aplica en procedimientos administrativos y judiciales? A su vez, dicho deber general de los órganos del Estado resulta considerablemente ambiguo, ya que no se expresa cómo se realiza esa tarea en los territorios. 


Tales artículos, subrayó, son insuficientes. En efecto, explicó que sin perjuicio de entender que el presente proyecto pretende ser una ley marco, que busca efectuar una regulación general de las materias relativas a la promoción y protección de los derechos de los niños y niñas, se estima necesario que a lo menos las definiciones básicas de protección administrativa y judicial deben estar mencionadas en esta iniciativa, como también la enunciación del despliegue territorial institucional que desarrollarán las disposiciones de esta ley. De lo contrario, aseveró, nos podemos ver enfrentados a un buen catálogo de derechos, que no tiene mecanismos para su materialización. 


Por último, indicó que en relación con la preocupación de algunos sectores de incorporar los deberes de los niños y niñas en esta ley, como también lo refirió la profesora Otárola, tal como lo hizo la legislación española en el año 2015, ello resulta, a su parecer, improcedente. Lo anterior, en tanto dicha norma regula aspectos tales como el deber de los menores a “participar y corresponsabilizarse en el cuidado del hogar y en la realización de las tareas domésticas” o “respetar y conocer el medio ambiente y los animales, y colaborar en su conservación dentro de un desarrollo sostenible” Así, añadió, cabe preguntarse con qué herramientas se le solicitará a los niños y niñas que cumplan con ese deber; entendiéndolos como sujetos en desarrollo, que requieren protección reforzada del Estado y tienen el derecho de ser orientados y educados preferentemente por las familias. 


Asimismo, resaltó que, en materia de derechos humanos, los deberes son para el Estado y no para los sujetos de protección de una norma de esta naturaleza. 


Finalmente, explicó que, a mayor abundamiento, entendiendo que a los niños y niñas les asiste el derecho preferente de ser educados y orientados en el ejercicio de sus derechos por sus familias, son éstas quienes impondrán los límites y deberes que estimen necesarios, no el Estado, por lo que se sitúa a este último como garante de derechos, estableciendo obligaciones a sus órganos en esa línea, y no como un ente formativo de las conductas de los niños, niñas y adolescentes, que además, en su condición de sujetos de derecho, están subordinados a la ley que norma las conductas sociales de todos quienes forman la comunidad política, con garantías reforzadas atendida su especial condición de vulneración al ser menores de edad.


Luego de las presentaciones antes descritas, los Honorables señores Senadores efectuaron las siguientes consultas y observaciones.


La Honorable Senadora señora Von Baer, expresó que si bien el proyecto pretende cambiar el enfoque de protección, desde sólo la infancia vulnerada a una lógica universal, advierte considerables deficiencias en la estructura de la iniciativa que no apuntan a tal objetivo.


En tal sentido, entiende que incluso con la reposición del mencionado Título III no sería suficiente para lograr los objetivos que se pretenden alcanzar.


Así, sugirió que el Ejecutivo explicitara de qué forma se va a efectuar el despliegue y llegada territorial efectiva de las medidas que el proyecto contempla y, asimismo, de qué modo la Administración se aproximará a las familias, a fin de asistirlas y no intervenirlas de forma indebida.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, solicitó a la señora de la Maza precisar la cifra de 63% aludida al inicio de su presentación.


La Asesora de la Corporación Opción, señora Camila de la Maza, expresó que, con ocasión de la ratificación, en el año 1990, de la Convención sobre los Derechos del Niño, se generó un desafío importante en la institucionalidad de infancia en nuestro país, especialmente en lo referente a la internación y desvinculación de los niños respecto de sus familias. En efecto, explicó que en esa fecha el 63% de los menores tratados por SENAME se encontraba en residencias.


De ahí, que se haya comenzado, a partir de esa época, a generar programas ambulatorios y a efectuar diagnósticos de los niños en el seno de sus familias, sin proceder a su desvinculación. En consecuencia, agregó, se comenzaron a desplegar ofertas programáticas y a desarrollar hogares residenciales menores, lo que sin restar gravedad alguna a la situación actual, condujo a que hoy sólo el 3% de los menores tratados se encuentre interno (adolescentes infractores de ley y niños vulnerados en sus derechos).


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó si los niños actualmente en residencias se encuentran en esa situación debido a la intervención de los Tribunales de Justicia.


La Asesora de la Corporación Opción, señora Camila de la Maza, respondió afirmativamente a tal interrogante, expresando que hoy prácticamente no exista demanda espontánea en ese sentido.


La Honorable Senadora señora Von Baer, preguntó por las cifras globales de niños, niñas y adolescentes sujetos o susceptibles a algún tipo de vulneración en sus derechos.


La Asesora de la Corporación Opción, señora Camila de la Maza, expresó que la cifra relevante al respecto es la otorgada por UNICEF, la que indica que el 74% de los menores presenta algún tipo de maltrato, independientemente del estrato socioeconómico.


En tal sentido, expresó que existe, precisamente un cierto sesgo de tal naturaleza en lo que respecta a internaciones de menores, en tanto según cifras del año 2014, alrededor de un 58% de los niños que contaban con información socioeconómica, un 56% de ellos pertenecían a los quintiles más bajos.


El Honorable Senador señor Quintana, preguntó si, a la luz de las cifras entregadas, es dable sostener que el régimen de niños internados no es el mayor problema de la institucionalidad de la niñez en nuestro país.


La Asesora de la Corporación Opción, señora Camila de la Maza, expresó que, más allá de la crisis de los establecimientos residenciales, ha existido un cambio de perspectiva respecto del tratamiento de los niños, pensándose que antes lo mejor para ello era la alienación de sus familias, para luego, en la actualidad, existir conciencia de que los menores deben ser examinados dentro de su entorno familiar.


Asentado lo anterior, indicó que tal proceso fue desarrollándose desde el año 90´hasta, aproximadamente, el año 2005, en donde existió, a su parecer, un estancamiento institucional.


A partir de tal fecha, las internaciones responden a una multiplicidad de factores, siendo una de las principales la violencia en los territorios (en los años 90´ era, básicamente, la pobreza). Muestra de ello, resaltó, es que muchas de las muertes ocurridas en tales centros son producto de ajustes entre bandas de narcotraficantes.


Por consiguiente, subrayó que tales problemas deben ser asumidos y remediados, a través de una institucionalidad que otorgue, por una parte, protección especial, y por otra, promoción y acción preventiva de los derechos de los niños.


El Honorable Senador señor Navarro, expresó que para avanzar en el particular es necesario reconocer que el Estado de Chile ha infringido derechos humanos con su actuar y proceder en este ámbito, por lo que es necesario disponer de un mecanismo que permita enjuiciar críticamente las acciones estatales en estas materias. Lo anterior, agregó, en tanto en la actualidad el Estado, en su opinión, ha sido juez y parte sobre sus responsabilidades en materia de derechos de niños, niñas y adolescentes.


Muestra de ello, agregó, han sido afirmaciones, del todo reprochables en su opinión, que rechazan tal reconocimiento en virtud de las consecuencias patrimoniales que ello generaría para el Estado.


Posteriormente, manifestó que sin una intención real de superar una lógica subsidiaria en este contexto, en la cual efectivamente el Estado pueda hacerse cargo de la situación precaria de la niñez en nuestro país, el proyecto puede presentar efectos limitados que sólo alcancen a una mera declaración de derechos. En ese sentido, cuestionó el hecho de que se deba recurrir, en caso de ser necesario, a la ayuda y cooperación internacional para salvaguardar los derechos de los niños, indicando que ello, precisamente, es muestra de un compromiso deficitario en este ámbito.


Por último, señaló que el hecho que refleja de mejor modo la crisis de la institucionalidad de la infancia, es que aproximadamente el 50% de la población penal en nuestro país pasó, en su oportunidad, por centros del SENAME o de sus organismos colaboradores.


El Honorable Senador señor Quintana, señaló que debe analizarse con profundidad la influencia y alcances que tiene el contexto familiar para el menor, en tanto si bien ser fundamental para su desarrollo se debe tener presente, además, que en este ámbito es donde se generan la mayor cantidad de abusos respecto de aquéllos.


A su vez, manifestó que si el diagnóstico y la internación del menor se efectúan en sede jurisdiccional, es propicio preguntarse por las responsabilidades que asisten a los jueces en este contexto.


Por último, sugirió que la discusión gire en torno a identificar qué aspectos centrales de la institucionalidad de la infancia deben priorizarse, a fin de establecer un norte a partir del cual se comiencen a desarrollar los avances.


La Honorable Senadora señora Von Baer, estimó que, en su opinión, se debe sopesar, equitativamente, el rol de las familias y las atribuciones de intervención del Estado, a fin de prever el alcance concreto que asumirán las medidas administrativas que se propongan.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, consultó acerca del modo de aterrizaje administrativo que debe plantearse para proteger efectivamente los derechos de los niños.


La Asesora de la Corporación Opción, señora Camila de la Maza, indicó que la propuesta de la entidad que representa es robustecer y otorgar mayores facultades a las Oficinas de Protección de Derechos, a fin de que estas últimas puedan articular las diversas ofertas programáticas que existan, así como disponer de una tutela judicial efectiva en caso de vulneración de derechos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, solicitó a la Corporación Opción la proporción de los datos exactos sobre el total de los niños tratados por el SENAME, diferenciando el número de menores que se encuentra a la fecha en residencias, ya sea a cargo directo de dicho servicio, como bajo el alero de organismos colaboradores.


El Coordinador del Área Legislativa de la Corporación Comunidad y Justicia, señor Cristóbal Aguilera, indicó que la bajada territorial de las medidas administrativas es una decisión de carácter político, la cual debe, en su opinión, contemplar prestaciones articuladas de asistencia para con las familias. Lo anterior, agregó, en vez de dotar a los organismos públicos de atribuciones cuasijurisdiccionales en este ámbito, que pueden conducir a vulneraciones constitucionales de derechos.


Se hace presente que en respuesta de la solicitud efectuada por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, la Corporación Opción, con fecha 17 de julio del año en curso, envió el documento que a continuación se indica, el que se dio Cuenta en la Comisión el día 1 de agosto de este año y que presenta el siguiente tenor:

Documento Corporación Opción


La señora Camila de la Maza Vent, en atención a que la información referida al número de niños, niñas y adolescentes que es atendido por el Servicio Nacional de Menores y su red de colaboradores fue de interés de los miembros de la Comisión, hizo llegar las cifras oficiales extraídas desde el último boletín estadístico publicado del SENAME, del año 2015; que es con el cual la Corporación Opción trabaja.

Niños y Niñas vigentes* en SENAME en 2015

	Adopción
	680
	0.6%

	Justicia Juvenil
	13.479
	12.4%

	Protección
	92.601
	87%

	Total
	106.760
	100%


Corresponde a los niños/as y jóvenes que se encuentran en centros o proyectos de la red Sename vigentes al 31 de diciembre de 2015.
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Total de atenciones* en 2015

	Centro de Reparación de administración directa (CREAD)
	2.753
	1.4%

	Residencias OCAS
	11.493
	5.8%

	Programas ambulatorios
	95.735
	48%

	Diagnóstico
	36.843
	18.5%

	OPD
	52.289
	26.3%

	Total
	199.113
	100%


*Corresponde a la cantidad de prestaciones que se entregan a los niños, niñas y adolescentes en la totalidad de programas y proyectos de Sename. Esto implica que un niño puede recibir una o más atenciones dentro del período 1 de enero - 31 de diciembre del 2015.

Presentación de la señora Carmen Domínguez


La Académica y Directora del Centro UC de la Familia, señora Carmen Domínguez, comenzó su intervención resaltando la necesidad de elaborar y desarrollar una política de infancia estatal, y no gubernamental, ante la realidad de que tenemos la que presenta las siguientes características: a) es una legislación dispersa, no coordinada, b) existe una proliferación de planes que revelan una ausencia de mirada de largo plazo (plan protege MINJU 2016, Plan RPA Minju 2015, planes presentados ya creada la Comisión Nacional de Infancia), lo que ha constituido, lamentablemente, una insuficiente reacción (1303 muertes de niños) y c) presenta un diagnóstico complejo, ya que envuelve a todos los poderes del Estado y al mundo privado.


a. Complejidad de análisis del Proyecto de Ley


En este punto, indicó que la presente iniciativa no puede juzgarse por sí sola, de forma aislada, sino en conexión con los otros proyectos en trámite y los demás que debiesen haberse enviado. Esa valoración conjunta, agregó, se hace dificultosa por la técnica legislativa adoptada, al enviarse los proyectos a distintas Cámaras, en donde han sido analizados, además, por diferentes Comisiones Legislativas. Por tales razones, es que, en su opinión, la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con niños, niñas y adolescentes de esta Corporación debiese estar viendo, en conjunto, todas las iniciativas, como única forma de hacer una revisión global y sistémica del particular.


Por todo lo anterior, agregó, de no estar conectada la iniciativa con los distintos proyectos relacionados, y en caso de que no se apruebe una institucionalidad precisa que procese los diversos derechos que se disponen en aquélla, el proyecto de ley en estudio puede resultar, en su opinión, en una declaración programática de buenas intenciones


Para evitar lo anterior, añadió, se deben analizar profundamente dos aspectos imprescindibles, los que deben ser examinados desde ya:


i) La disponibilidad de recursos destinados a financiar el sistema general. 


En este punto, si bien explicó que el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados avanza, al modificar la fórmula del proyecto original, en la que parecía que todo estaba condicionado a si se disponían de recursos, por lo que se la sustituye por el criterio dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño de "hasta el máximo de los recursos disponibles en el país, debiendo el Estado en caso de no ser suficientes, acudir a la cooperación internacional", la disposición financiera efectiva debe ser la primera cuestión a despejar.


ii) Responsabilidad directa de las autoridades encargadas de desarrollar la política. 


A este respecto, indicó que otro elemento esencial para que lo que se diseña y legisla sea efectivo es la determinación anticipada de responsabilidad en quienes están encargados de llevar a cabo los planes o programas acordados. Así lo revela la experiencia comparada.


En efecto, explicó que el texto aprobado en el primer trámite constitucional avanza en ese sentido, al incluir en las rendiciones de cuenta, por parte de los órganos de la administración del Estado (artículos 10 y 11), todo lo relativo al cumplimiento del principio de prioridad de los derechos de los niños en la gestión de políticas públicas, planes y otros instrumentos.


Sin perjuicio de lo anterior, esgrimió como necesario la asignación expresa de responsabilidad. 


Posteriormente, señaló que un ejemplo claro y muy importante de cómo puede legislarse al respecto, cubriendo los dos aspectos recién referidos, corresponde a un país con una realidad económica y social muy cercana a la nuestra, a saber, el del Estado de Colombia y su Código de la Infancia y de la Adolescencia de 2006 (Ley 1098 de Colombia de 2006), cuyo artículo 204 dispone que: 


“Son responsables del diseño, la ejecución y la evaluación de las políticas públicas de infancia y adolescencia en los ámbitos nacional, departamental, distrital y municipal, el Presidente de la República, los gobernadores y los alcaldes. Su cumplimiento será sancionado disciplinariamente como causal de mala conducta. La responsabilidad es indelegable y conlleva a la rendición pública de cuentas. En el nivel territorial se deberá contar con una política pública diferencial y prioritaria de infancia y adolescencia que propicie la articulación entre los Concejos Municipales, Asambleas y Congreso Nacional, para garantizar la definición y asignación de los recursos para la ejecución de la política pública propuesta.


El Departamento Nacional de Planeación, el Ministerio de la Protección Social y el Ministerio de Educación, con la asesoría técnica del ICBF deberá diseñar los lineamientos técnicos mínimos que deberán contener los planes de desarrollo, en materia de infancia y adolescencia teniendo en cuenta el ciclo de vida, el enfoque de garantía y restablecimiento de derechos.


El gobernador y el alcalde, dentro de los primeros cuatro (4) meses de su mandato, realizarán el diagnóstico de la situación de la niñez y la adolescencia en su departamento y municipio, con el fin de establecer las problemáticas prioritarias que deberán atender en su Plan de Desarrollo, así como determinar las estrategias a corto, mediano y largo plazo que se implementarán para ello.".


Esta norma, subrayó, ha determinado todo un sistema de medición permanente del estado de avance de las políticas de infancia, absolutamente original en el contexto latinoamericano.


b. Rápida revisión del proyecto 


En este acápite, señaló que la revisión de un proyecto que aspira a la protección integral o general, y que debe distinguirse, por consiguiente, del de protección especializada, obliga a escrutarlo desde los elementos que ella supone. 


i) Perspectiva de reconocimiento de sujeto de derechos del niño


A este respecto, indicó que el proyecto cumple con ello, intentando hacer una ordenación sistemática de derechos o principios. No obstante lo anterior, resaltó que la mayor parte de ellos ya forman parte de nuestro ordenamiento jurídico, sea mediante leyes (Código Civil, Ley Tribunales de Familia, Ley de Matrimonio Civil) o por la incorporación de la Convención sobre los Derechos del Niño. Por lo mismo, agregó, se podría preguntar la utilidad de reiterarlos, pero se entiende que lo que se pretende es sistematizarlos o llenar de contenido algunos derechos constitucionales en materia específica de infancia.


i.i) Avances del proyecto aprobado en la Honorable Cámara de Diputados


- Precisión de criterios para determinar el interés superior del niño, relevante al ser concepto jurídico indeterminado, sigue modelo de la ley española (art. 2 Ley Orgánica 8/2015 de 22 de julio de modificación del sistema de protección a la infancia y adolescencia) pero los altera, por lo que sería conveniente revisar si tales enmiendas se justifican a la luz de la experiencia española (los textos no deben copiarse sino previa revisión de su aplicación práctica).


- Introducción expresa del principio de no separación de los hermanos biológicos (art. 20).


- Incorporación del derecho a la representación, en especial a la judicial especializada, que es uno de los aspectos más relevados por los jueces de familia y de mayor urgencia para su aprobación (art. 35) En el contexto de ese marco de garantías, se apunta como una necesidad primordial la de garantizar de forma efectiva a los niños con una asesoría y defensa técnica para la representación de sus intereses en el juicio a fin de garantizar una adecuada defensa.


Ello, precisó, no se satisface con la posibilidad genérica de la designación por el juez de un curador ad litem, como sucede actualmente, pues ésta se traduce, en la mayoría de los casos, en una designación automática de un abogado de la Corporación de Asistencia Judicial sólo para casos en que los intereses del niño son independientes o contradictorios frente a sus representantes legales, obviándose el caso de que ellos carezcan de representante legal.


i.ii) Aspectos a mejorar


-  El proyecto, al ser uno de protección integral, plantea la complejidad de establecer una normativa que responda a las necesidades de las distintas realidades de infancia (niños que viven con sus padres comprometidos en su formación, niños que viven con padres enfrentados, niños que viven con uno solo de los padres y en el abandono del otro, niños cuyos derechos son vulnerados por sus padres o entorno familiar o que carecen de padres o familia). Debe entonces encontrarse un equilibrio en la intervención estatal pues, en la mayor parte de los casos, ella es injustificada y vulnera la soberanía familiar pero, en otros, es plenamente justificada.


En ese sentido, el proyecto debe ser perfeccionado para evitar que algunas de sus normas sean leídas como una vulneración del deber preferente de los padres de educar a sus hijos, garantizado constitucionalmente en el artículo 19 N°10 del Código Político.


En ese sentido, debe ser revisada la formulación de los siguientes preceptos:


- Artículo 22: libertad de expresión sin censura previa, expresión de opiniones por sí mismo salvo que esté impedido de hacerlo, búsqueda de información libre. En su opinión, en la redacción de esta disposición se inobserva el rol esencial de los padres en este punto, en tanto el ejercicio de tales libertades, de manera no orientada, pueden causar graves daños al niño y a otros, especialmente en el contexto actual de la utilización de medios y redes sociales por parte de los adolescentes.


- Artículo 23: libertad de pensamiento. En lo referente a este precepto, indicó que por la vía legal no se pueden modificar derechos constitucionales, en tanto en el proyecto se consagra, precisamente, la libertad de pensamiento, mientras que en la Constitución, en el numeral 6° de su artículo 19, se contempla la libertad de conciencia, ideas conceptualmente distintas y diferenciables.


- Artículo 25: derecho a la vida privada. Deben conciliarse de mejor forma ambos incisos de la disposición, en tanto siempre habilitar a los padres a poder promover y orientar su ejercicio.


- Artículo 27: derecho de acceso a la información pública. Se debe revisar la parte final de su inciso primero, en lo referente a la regla de capacidad allí contemplada.


- Artículo 28: derecho preferente de los niños a ser orientados y educados por sus padres y/o madres. La configuración del presente precepto modifica la garantía constitucional fijada en el artículo 19 N° 10 de la Carta, que es el derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos, por lo que este derecho se aleja y aparta del enunciado constitucional. 


- Artículo 34: libertad personal y ambulatoria. Se debe ajustar su ejercicio a las normas de capacidad del Código Civil, en tanto la disposición referirse a la autonomía en general, lo que no es correcto, por lo pronto, ya que no puede abarcar, por ejemplo, materias contractuales o sanitarias, sin entrar en contradicción con otros cuerpos legales


Posteriormente, enfatizó la necesidad de precisar que el legislador puede llenar de contenido las garantías constitucionales, pero no puede modificarlas ni afectarlas en su esencia. 


Luego, y sin perjuicio de lo señalado anteriormente, expresó que debe perfeccionarse la referencia del compromiso del Estado con las familias, mediante las modificaciones que se requieran en tal sentido al artículo 15 del proyecto. Lo anterior, agregó, en tanto este último sólo se refiere a ayudar a las familias a asumir su responsabilidad, cuando en realidad el aparataje estatal debe propender a darles las oportunidades para que ejerzan los derechos y deberes que les asiste. En efecto, subrayó que el gran problema de muchas familias en Chile y en Latinoamérica es que simplemente no disponen de los medios para poder cumplir con ese deber.


Lo mismo sucede, prosiguió, con el artículo 20. En efecto, señaló que de nada sirve consagrar un derecho a vivir en familia sin reforzar los medios para poder hacerlo, lo que tiene especial importancia respecto de la medida de separación familiar en caso de vulneración de derechos, la que debe ser una medida de última ratio y siempre que no se hayan verificado una serie de criterios anteriores.


- El proyecto debe ser concordado con el Código Civil, que es el cuerpo legal que, por esencia, consagra el estatuto de capacidad de la persona


A este respecto, indicó la necesidad de concordar el estatuto de capacidad del niño, niña o adolescente con el deber preferente de los padres, sin olvidar que los actos de los hijos comprometen civilmente a estos últimos. De este modo, añadió, no puede reconocerse plena libertad para actuar y luego pretender que los segundos respondan por ellos, sino habría que derogar el artículo 2320 del Código Civil en este punto, lo que constituiría summa injuria para la víctima del daño causado por los hijos.


En tal sentido, agregó, se pierde la oportunidad de contribuir a establecer principios que hagan más coherente la capacidad del adolescente que, en el presente, es completamente asistemática y sin fundamentos (sin evidencia científica). ¿Qué hace más capaz al adolescente para poder recibir la anticoncepción de emergencia, pero menos capaz para comprar cigarrillos? ¿Para ser considerado imputable, pero no para celebrar un contrato de compraventa? Son preguntas que carecen de respuesta coherente.


- Dado que ello supone entrar de lleno en el principio de autonomía progresiva que el proyecto pretende consagrar como eje rector, se hace necesario dotarlo de mayor contenido, al igual que como sucede con el principio del interés superior del niño.


b. Garantía y efectividad de sus derechos


En este punto, expresó que la iniciativa avanza en reformular la referencia a los aspectos presupuestarios y en introducir el deber de rendición de cuenta, sin perjuicio de estar ausente una regla expresa de atribución de responsabilidades.


No obstante lo anterior, además, debe perfeccionarse todo lo relativo al deber de representación judicial efectiva que debiese ser coherente con los principios que contiene la presente iniciativa.


c. Prevención de su amenaza o vulneración


A este respecto, resaltó que todos los actores coinciden en que la prevención es clave en esta materia. Sin embargo, agregó, en general las políticas públicas han sido sólo reactivas, debiendo estar enfocadas a la prevención.


La respuesta en Chile, en cambio, es siempre fragmentaria, lo que la convierte en inoportuna e incompleta, produciendo como consecuencia que los derechos de los niños que se intentan proteger se vean vulnerados igualmente.


En este esencial aspecto, aseveró, es donde el proyecto debe ser perfeccionado y debe desarrollarse el plan de prevención. Ese es uno de los ámbitos que corresponde a la sede administrativa propiamente tal.


En tal sentido, destacó que durante el primer trámite constitucional, se eliminó lo administrativo del proyecto por las críticas formuladas durante su tramitación, pero, en su opinión, ellas apuntaban a la atribución de facultades cuasijurisdiccionales a la Administración, lo que constituye una infracción constitucional, pero no a la tarea preventiva propiamente tal, que por definición  corresponde al ámbito administrativo. 


Asimismo, resaltó la necesidad de desarrollar todo el sistema que, en el plano territorial, permita detectar a tiempo al niño que se encuentra en situación de riesgo de forma de poder apoyar a su familia o red familiar y dotarla de capacidades y medios que le permitan efectivamente poder acompañar al niño en su desarrollo.


d. Seguridad de su restablecimiento


A este respecto, señaló que debe avanzarse profundamente en este aspecto, a fin de otorgar las garantías suficientes para que las vulneraciones sean efectivamente subsanadas, reestableciéndose en plenitud los derechos del niño.


e. Conclusiones


Finalmente, expresó que el proyecto requiere ser perfeccionado para que cumpla la utilidad que está llamado a tener, y no quede como una mera iniciativa programática, de buenas intenciones, pero que impida avanzar en regular adecuadamente la cruda realidad que afecta a tantos niños en nuestro país. 

Presentación de la señora Soledad Bertelsen


La Académica de la Universidad de los Andes, señora Soledad Bertelsen, inició su exposición señalando que la misma versaría sobre los puntos que a continuación se indican:


I. Objeto y aporte del proyecto de ley sobre sistema de garantías de los derechos de la niñez.


II. Vacíos que se detectan en el articulado del actual proyecto.


III. Áreas en que el proyecto de ley tiene gran potencial para resaltar centralidad de la familia.


Posteriormente, pasó a desarrollar dichos puntos en los términos que a continuación se indican.


I. Aporte del proyecto de ley. Relación con la Convención de Derechos del Niño


En este acápite, expresó que el artículo 1 del proyecto tiene por objeto la protección y garantía integral, el ejercicio efectivo y el goce pleno de los derechos de los niños, en especial, de los derechos humanos que les son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentran vigentes.


Sin perjuicio de lo anterior, añadió, en la práctica, la mayor parte de los artículos se dedican a reproducir la Convención de Derechos del Niño (en adelante CDN). Sin embargo, en virtud del artículo 5° de la Constitución, este tratado internacional ya es parte del derecho chileno y no es necesario que una ley incorpore el texto del tratado.


Por lo tanto, agregó, para que el proyecto no sea superfluo, es necesario que haga un aporte propio y vaya más allá de la CDN.


El proyecto ya hace esto respecto a algunos temas, como por ejemplo:


- Interés superior del niño (art. 10 proyecto/art.3 CDN) ( el proyecto es mucho más específico al establecer los elementos que se deben considerar para determinar el interés superior del niño.


- Nivel de vida, desarrollo y entorno adecuado (art.18  proyecto/art.6 CDN) ( el aspecto está más desarrollado en el proyecto de ley, al señalar medidas apropiadas para la satisfacción de los derechos.


Sin embargo, estimó que el aspecto en que el proyecto podría hacer un verdadero aporte es resaltando la importancia de la familia para la protección de estos derechos, y otorgándole las herramientas a la familia para la protección y desarrollo de los niños y prevenir situaciones de vulnerabilidad.


El mismo Mensaje, prosiguió, reconocía que “el proyecto enfatiza el papel de orientación y guía que les compete a los padres en el ejercicio de los derechos de los niños; fortaleciendo, además los deberes y derechos de los padres en relación con la crianza y cuidado de los niños.” Sin embargo, en varias ocasiones el proyecto se desvía de este propósito y trata al niño como un ente autónomo desvinculado de la familia, como un individuo aislado, o como un adulto en miniatura, lo cual le parece un error.


Posteriormente, indicó que la razón que justifica un tratado internacional especialmente dedicado a los niños, así como un proyecto de ley que consagre sus garantías, es precisamente que los niños están en una situación especial que requiere de mayor protección. Tratarlos de la misma manera que a los adultos es desconocer la naturaleza de los niños y, por tanto, no darles a ellos la protección adecuada a su realidad. Sería el equivalente a considerar que, como las personas con discapacidad tienen iguales derechos que las personas que no están en su situación, no es necesario tomar medidas especiales de accesibilidad universal.


En efecto, explicó que si bien es comprensible que el proyecto quiera alejarse de una visión paternalista y autoritaria de los padres, en la cual se proyecte a estos últimos no como dueños de sus hijo, el péndulo puede irse al otro extremo, creando desconfianza hacia los padres. Esta postura, afirmó, crea un vacío, ya que el niño no se transforma en un ser independiente por el hecho de sacar a los padres de en medio, sino que para poder hacer valer sus derechos necesita de otros adultos, de manera que ese rol termina siendo llenado por un tercero – el Estado o una institución privada – que no tiene por qué estar más capacitada o interesada en lograr el bienestar del niño (como la crisis del Sename nos lo ha demostrado). Como recuerda Marta Cartabia, agregó, Jueza de la Corte Constitucional italiana, se puede pasar de un paternalismo de los padres a un paternalismo estatal, por lo que la verdadera pregunta es de quién van a depender los niños, no de si deben ser autónomos o dependientes44.


En seguida, indicó que todos los seres humanos somos seres sociables que necesitamos relacionarnos con otros para desarrollarnos plenamente y satisfacer nuestras necesidades. Esto es aún más cierto al predicarse de los niños. La teoría sicológica del apego es una clara muestra de esto. El desarrollo de una sana independencia y seguridad en los niños no es fruto de una separación temprana, sino por el contrario, de la creación de fuertes lazos desde el momento del nacimiento.


La centralidad de la familia, subrayó, va más allá de posibles posturas filosóficas o sociológicas que se puedan tener, sino que está avalada por datos empíricos. 


En esa línea, afirmó que el artículo “The importance of Family and the deficiency of residential institutions”, de Katherine Taylor, resume muy bien varios de los estudios de distintos países en la materia.45 En estos últimos, se demuestra cómo los niños que permanecen más tiempo en instituciones, en vez de ser criados dentro de una familia, presentan problemas físicos de crecimiento – incluso afectando su estatura y circunferencia craneal – problemas de desarrollo cognitivo, cerebral, en el área de lenguaje,  en coeficiente intelectual, en la posibilidad de generar estrategias para resolución de problemas, en su inteligencia emocional y social, además de estar expuestos a mayor riesgo de abuso y tráfico de niños. Esta abrumadora lista demuestra que los niños necesitan naturalmente de una familia y que el problema de las instituciones que atienden a niños en situación de vulnerabilidad no tienen la estructura de una familia. El estudio continúa demostrando que, mientras más características propias de una familia tiene la institución, mejor resultado conlleva, aunque los niños que logran ser adoptados logran un mejor desarrollo en todos los aspectos mencionados en comparación con niños criados en instituciones.


Si bien el proyecto en torno al cual estamos conversando se aplica a todos los niños y no busca solo dar una solución a niños en situación de riesgo, cree que estas conclusiones son relevantes. De acuerdo a estos datos empíricos, si nuestras políticas públicas ponen el énfasis en proteger a la familia, hay mayores posibilidades que los niños se desarrollen adecuadamente y se eviten situaciones de vulnerabilidad.


Segundo, para niños que ya estén en situaciones inestables, el Estado debe brindar una protección lo más parecida a una familia, fomentando sobretodo la adopción. Por esto, conviene que el proyecto de garantías de los derechos de la niñez se centre en la protección de la familia, la cual, a su vez, es el contexto en que mejor se pueden desarrollar los niños.


No hay que tener miedo de apartarse de la Convención de Derechos del Niño al poner este énfasis en la familia. Por una parte, porque la misma convención resalta la importancia de los padres (por ejemplo, artículos 5, 7, 9, 10 y 18). Por otro lado, porque la redacción de los tratados de derechos humanos se caracteriza por utilizar términos amplios que requieren precisamente de mayor especificación para su efectiva implementación en el caso concreto. Los Estados gozan de cierto margen de apreciación para definir democráticamente y de forma participativa detalles sobre la implementación de los derechos humanos en un país concreto. 


I. Vacíos que se detectan en el articulado del proyecto: tratar al niño como ente aislado

En la línea propuesta de no considerar al niño como un ser aislado, sino inmerso idealmente en una familia, hay algunos artículos del proyecto que se podrían mejorar:


Art. 7 Autonomía progresiva: todo niño podrá ejercer sus derechos por sí mismo. Si bien el proyecto reconoce que este ejercicio depende de la evolución de sus facultades, edad y madurez, parece olvidarse que, en la práctica, el niño va a depender siempre de un tercero para hacer valer sus derechos, poder ir a un tribunal, para poder hacer un reclamo, etc. La regla general es que incluso los adultos necesitan de asesoría para poder ejercer sus derechos, con mayor razón los niños. Los derechos se caracterizan por incluir en su estructura posibles demandas o reclamaciones. El lenguaje de los derechos como autonomía puede amplificar conflictos existentes en una familia o favorecer actitudes antagonistas, lo que trae efectos negativos para los niños.


Art. 20 Vivir en familia: “sólo en caso de acreditarse vulneración de derechos, el niño podrá ser incorporado a una modalidad temporal de cuidado alternativo que se ajuste a su propio interés superior, o a una solución definitiva de cuidado de familia adoptiva, en conformidad con lo dispuesto en la ley”. El proyecto de ley establece una amplia gama de derechos, desde el derecho a la vida como el derecho a la recreación. Sería conveniente que el artículo 20 especificara qué tipo de vulneración de derechos justifica una modalidad de cuidado alternativo.


Art. 22 Libertad de expresión y comunicación ( “todo niño tiene derecho a expresar y difundir libremente sus opiniones, sin censura previa, a través de cualquier medio, con las restricciones que establezca la ley” ¿qué significa ‘sin censura previa’? ¿No puede un padre pedirle al hijo que no publique información privada en internet que puede poner en peligro su seguridad o la de su familia? ¿no se puede evitar que el niño haga comentarios en internet que estén al borde de considerarse acoso escolar o solo se pueden tomar medidas después que han ocurrido los hechos? ¿Qué hay de los riesgos de la pornografía infantil?


La ley española especifica que la libertad de expresión tiene como límite la protección de la intimidad y la propia imagen del propio niño.46 Sería interesante que la norma chilena agregue de forma explícita límites en aras de la protección de los otros derechos del niño.


Art. 27 información: “los niños tienen derecho a buscar, acceder y recibir contenidos informativos por cualquier medio. Los órganos del Estado sólo podrán establecer limitaciones o restricciones al ejercicio de este derecho mediante ley y siempre que vayan en beneficio (…) del niño” ( ¿los padres no podrían, en miras a la protección y educación de sus hijos, filtrar los sitios de internet que visitan? ¿en aras de la libertad de información no se les debería impedir que reciban pornografía o contenido excesivamente violento? ¿en aras de la libertad no puedo indicarles que fuentes de información son confiables para que no crean en el primer sitio que encuentren, hoy en día que está de moda el tema de las noticias falsas? ¿El Estado tiene más poder que los padres en esto?


La ley española específica que la alfabetización digital y mediática debe efectuarse adaptada a cada etapa evolutiva, para que los niños actúen en línea de manera segura identificando situaciones de riesgo.47 Sería útil agregar una aclaración de este tipo en la norma chilena.


II. Áreas en que el proyecto de ley tiene gran potencial para resaltar centralidad de la familia.

Retomando una actitud propositiva, este proyecto tiene un gran potencial de mejorar las garantías de los derechos de la niñez si resalta la centralidad de la familia y le entrega herramientas para que ésta pueda llevar a cabo su labor.


Volviendo al Mensaje del proyecto, éste señalaba que “el proyecto contempla programas, asistencia y apoyo a los padres y a la familia, con el objeto de propicias oportunidades efectivas y adecuadas para cumplir el privilegio que implica el ejercicio de la responsabilidad parental”.


La asistencia y programas de apoyo a los padres del artículo 15 deberían desarrollarse más en extenso, pensando que la inversión de recursos en esta área es además una forma de prevenir situaciones de vulnerabilidad más difíciles de solucionar y que también implicarán recursos al Estado posteriormente. Si bien es cierto que hay hogares en que los niños sufren abusos, la solución más profunda no pasa por sacar a los niños de ese contexto, sino evitar que esas situaciones ocurran.


Ejemplos (entendemos que algunos de estos están relacionados también con otros proyectos de ley, pero al tratarse de una ley marco, no se ve problema en que se mencionen):


- Desarrollar programas equivalentes a “Chile crece contigo” que vayan más allá de la primera infancia.


- Programas de orientación familiar para apoyar a los padres en la tarea de crianza.


- Fomentar la adopción, incluida la adopción internacional.


- Fomento de la educación parvularia y primera infancia.


III. Conclusión


Recapitulando, el proyecto puede constituir un gran aporte para la garantía de los derechos de la niñez si resalta la importancia de la familia en la protección de estos derechos. Para esto es necesario llenar algunos vacíos del articulado actual del proyecto y, sobretodo, crear programas de desarrollo integral de la primera infancia y que entreguen herramientas a los padres para llevar a cabo sus responsabilidades. De esta manera, aportaremos a un mejor desarrollo de los niños y se evitarán situaciones de vulnerabilidad y riesgo que es tan difícil remediar a posteriori.

Presentación de la señora María Teresa Urrutia


La Asesora Legislativa de la Fundación Jaime Guzmán, señora María Teresa Urrutia, comenzó su exposición presentando el siguiente esquema, el cual describe el modelo de institucionalidad que el Ejecutivo pretende crear.

Sistema de protección de la infancia
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Posteriormente, se refirió al contenido de la iniciativa en examen, a través de los puntos que a continuación se desarrollan:


I. Observaciones generales al proyecto


1. No se ha priorizado la infancia vulnerada: el proyecto no entrega herramientas concretas que solucionen los problemas más urgentes de la infancia.


Las más de 30 urgencias que el Gobierno ha dado a este proyecto y la demora en el ingreso de los proyectos que modifican el Sename (ambos ingresaron hace apenas 4 meses), dan cuenta que no ha priorizado la búsqueda de soluciones concretas para la infancia vulnerada y sus problemas más urgentes, los que son más propios de la protección especializada y no de la universal. 


En general, el proyecto de ley se limita a repetir derechos ya consagrados por nuestro ordenamiento jurídico y la Convención de los Derechos del Niño.


2. Falta un mayor apoyo a las familias (esto permite la prevención de vulneraciones de derechos)


Este no es un proyecto enfocado a los niños que no tienen familia sino que se dirige a protegerlos a todos, se encuentren estos en situación de vulnerabilidad o no. Es por esto que no se entiende que el articulado original se basara en una concepción del niño como una persona desvinculada de su familia, situación que se mantiene, por ejemplo, en el derecho a la vida privada del niño (art. 25 del proyecto).


Se requieren programas de apoyo a las familias: “el proyecto contempla programas, asistencia y apoyo a los padres y a la familia, con el objeto de propiciar oportunidades efectivas y adecuadas para cumplir el privilegio que implica el ejercicio de la responsabilidad parental” (Mensaje del proyecto). En el articulado del proyecto sólo se mencionan  estos programas (artículo 15) pero no se desarrollan.


El proyecto original no contemplaba el derecho preferente de los padres a educar a sus hijos (derecho que costó mucho incluir y cuya redacción actual no asegura su adecuado reconocimiento en el proyecto).


Concepto absoluto de autonomía progresiva del niño.


3. Protección administrativa e institucionalidad (títulos III y IV originales)


El proyecto original otorgaba un rol preponderante al Estado en materia de protección a la infancia, incluso, en desmedro de los padres.


Informe financiero del proyecto indica que por tratarse de una ley marco “no involucra un mayor gasto fiscal”.


Informe de la Corte Suprema, primer trámite constitucional:


“Que de acuerdo a lo señalado en el mensaje, al constituir una ley marco, la propuesta normativa no permite conocer el sistema completo de protección que se pretende someter a discusión en el Congreso Nacional, especialmente en lo relativo a su Institucionalidad y a cómo ésta va a funcionar e interactuar con el sistema de justicia, lo que claramente dificulta su análisis.”.


“El mensaje anuncia futuros cuerpos normativos que vendrán a complementar la institucionalidad proyectada y a poner en ejecución sus postulados. Sin embargo los lineamientos en algunas materias son extremadamente generales y producen más interrogantes que certezas.”.


“Parece indispensable que el sistema sobre el cual descansa su efectivización esté plenamente establecido, por lo que se estima adecuado que el Congreso considere la posibilidad de suspender la tramitación en aquellos aspectos de este proyecto de ley especialmente indeterminados, en particular los títulos III y IV, hasta que no se cuente con la totalidad de las propuestas legales que darán forma completa al sistema que se pretende incorporar en nuestro ordenamiento jurídico.”.


II. Artículos del proyecto


a. Padres y/o madres


Artículos Nos 2, 7, 8, 9, 10, 15, 18, 19, 20, 23, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 34, 35, 37 y 40.


Comentarios


La redacción de todos los artículos mencionados incluye la expresión "padres y/o madres" al referirse a los padres de un niño. Lo anterior genera los siguientes problemas:


• En la actualidad, las normas que regulan la materia, entienden que un niño puede tener un padre y/o una madre (por ejemplo, las normas relativas a la patria potestad). Con el proyecto de ley, esa concepción cambia ya que podría entenderse que un niño puede tener más de un padre y/o más de una madre.


Artículo 243 del Código Civil. "La patria potestad es el conjunto de derechos y deberes que corresponden al padre o a la madre sobre los bienes de sus hijos no emancipados.


La patria potestad se ejercerá también sobre los derechos eventuales del hijo que está por nacer."


• En la misma línea anterior, al dejarse explícitamente en una ley la posibilidad de que un niño pueda tener dos padres o dos madres, se podría estar obligando al legislador a clarificar, en otra ley, el contenido de esa nueva concepción de familia. Incluso, podría traducirse en una derogación tácita de normas existentes. Esta no es la idea matriz del proyecto por lo que el debate respecto a un cambio en la definición actual de familia debe darse en un proyecto distinto.


• Existe una incongruencia en la redacción de esta referencia a los padres entre los proyectos de ley de niñez que se tramitan actualmente en el congreso puesto que, por ejemplo, en el caso de la Subsecretaría de la Niñez sólo se habla de los "padres", no de los "padres y/o madres".

Derecho preferente de los padres a educar a sus hijos


Art. 8: "Derecho y deber preferente de los padres y/o madres a orientar y educar a sus hijos. La responsabilidad por el cuidado, asistencia, protección, desarrollo, formación y educación, así como la guía y orientación en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley, corresponde preferentemente a los padres y/o madres del niño, sus representantes legales o a quien lo tenga legalmente a su cuidado.

(...) Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de esta responsabilidad."


Comentario


El artículo 8° es la única instancia en que el proyecto habla de "derecho preferente de los padres a educar a sus hijos" y no de mera responsabilidad de éstos. Sin embargo, sólo utiliza la palabra "derecho" en el encabezado y la omite al momento de desarrollar su contenido.


Lo anterior genera sospechas puesto que al hacerse referencia al concepto de "responsabilidad" se está reconociendo únicamente la faz de "deber" de la garantía de los padres y no necesariamente se reconoce un derecho de éstos, por lo que la norma es confusa.


Por ello, resulta necesario ajustar su redacción a aquella contenida en la Constitución para evitar interpretaciones contradictorias que afecten tanto el contenido de esta garantía de los padres como el deber del Estado de protegerla:


Art. 19 N°10, inciso tercero, de la Constitución: "Los padres tienen el derecho preferente y el deber de educar a sus hijos. Corresponderá al Estado otorgar especial protección al ejercicio de este derecho."


Derecho a la vida privada


Art. 25: "Vida privada. Todo niño tiene derecho a desarrollar su vida privada, a gozar de intimidad y a mantener comunicaciones sin injerencias arbitrarias o ilegales.


Los padres y/o madres, o quienes tengan legalmente el cuidado del niño, o los que por cualquier motivo lo tengan a su cargo, la sociedad y las autoridades deben respetar este derecho, promover y orientar su ejercicio, y protegerlo de cualquier quebrantamiento arbitrario de

su intimidad."


Comentario

Sumado a la forma en que se consagra la autonomía progresiva del niño en el proyecto, este artículo podría entenderse como una excepción al principio del derecho y deber preferente de los padres a educar a sus hijos. Esto se manifiesta especialmente en el segundo inciso del artículo 25, en el que se exige que este derecho sea respetado, bajo el mismo estándar, tanto por el Estado y terceros como por los padres, eliminando el factor preferente de estos últimos frente al resto de la sociedad.


Por otra parte, teniendo en cuenta la forma en que el proyecto consagra el rol de los padres como orientadores de los niños, se podría generar un problema respecto del derecho de los padres a proteger a sus hijos (derecho-deber de cuidado)- que es distinto a su derecho a educarlos -.


Esto tiene una implicancia directa e inmediata: por ejemplo, en el caso de que un padre sospeche que su hijo se ha involucrado en el juego de la ballena azul, éste no podría revisar sus redes sociales para corroborarlo y protegerlo a tiempo, con plena certeza de que no será acusado luego de transgredir el derecho a la vida privada de su hijo. Así, un padre podría haber ejercido adecuadamente su derecho a educarlo, advirtiéndole previamente de los riesgos del juego, pero surgen dudas respecto de si queda protegido por el proyecto en el caso mencionado.


Identidad de género


Art. 9, inciso segundo: "Ningún niño podrá ser discriminado en forma arbitraria en razón de su (...) identidad de género, expresión de género, características sexuales (...)". Art. 19, inciso primero: "Todo niño tiene derecho, desde su nacimiento, a tener un nombre, una nacionalidad y una lengua de origen; a conocer la identidad de sus padres y/o madres; a preservar sus relaciones familiares de conformidad con la ley; a conocer y ejercer la cultura de su lugar de origen y, en general, a preservar y desarrollar su propia identidad e idiosincrasia, incluida su identidad de género."


Comentario


Existe una falta de consistencia entre este proyecto y el que reconoce el Derecho a la Identidad de Género y el cambio de sexo, que actualmente se encuentra en segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados. En la votación de este último en el Senado, deliberadamente se dejó fuera a los niños puesto que, entre otras razones, en la mayoría de los países donde hay legislación que permite el cambio de sexo existen requisitos para ello, y dentro de esos está la mayoría de edad.


De esta forma, se está incluyendo en el proyecto de Garantías de la Niñez un derecho a preservar y desarrollar su identidad de género. Cabe preguntarse, ¿qué implica la preservación y desarrollo de esa identidad de género? Al sólo nombrar este derecho sin desarrollar su contenido o forma de hacerse efectivo, se obliga al legislador a hacerlo posteriormente a través de otra ley.


Luego de las exposiciones antes descritas, los Honorables señores Senadores efectuaron las siguientes observaciones y preguntas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó su apoyo a establecer delimitaciones claras en los siguientes aspectos abordados por el proyecto:


- Responsabilidad de los órganos públicos con competencias en este ámbito.


- Atribuciones administrativas y jurisdiccionales en lo concerniente al conocimiento y resolución de las materias suscitadas en este contexto. Sin perjuicio de sostener, en su opinión, que la intervención jurisdiccional debiese ser configurada como medida de última ratio. Lo anterior, en tanto ser el paso por esta última, en muchos casos, traumática para el menor.


- Rol de las familias y derecho preferente de los padres a educar a sus hijos, y las atribuciones de los órganos estatales en la protección de los derechos de niños y niñas.


El Honorable Senador señor Letelier, señaló que se debe aproximarse al estudio del particular desde una visión no ideológica, evitando sobredimensionar aspectos que, sinceramente en su opinión, no revisten los aspectos ideológicos que se imputan.


En tal sentido, subrayó su compromiso con la idea de fortalecer el apoyo a las familias, así como la centralidad de ésta en la formación y desarrollo del niño o niña, cuestión que, a su parecer, no se cuestionan por parte del contenido de la iniciativa en examen.


Posteriormente, indicó que la noción de autonomía progresiva incorporada por el proyecto se enmarca en un contexto de otorgar a la universalidad de niños, niñas y adolescentes la protección de sus derechos, de ahí que se le reconozca, conforme al desarrollo de su madurez, mayor independencia en el ejercicio de sus derechos.


En efecto, y por tales razones, es que una lógica universal como la que propone la iniciativa permite superar, con las correcciones que se requieren en el articulado, la visión plasmada en la creación del Servicio Nacional de Menores en el año 1979, en la cual se privilegia la institucionalización del niño, sin perjuicio de que el Estado sólo colabora con la tercera parte de los recursos requeridos para ello, descansando en la iniciativa privada para solventar las dos terceras partes de lo restante.


Así, dicha transformación, agregó, pretende precisamente hacerse cargo de las hipótesis en las que, efectivamente, las familias fallan en la protección de los derechos de los niños.


Por último, respecto del caso colombiano, indicó que la realidad legal de dicho país, en ciertas oportunidades, dista bastante de la realidad material existente, por lo que sugirió analizar dicho ordenamiento con la prevención antedicha.

Intervención del señor Ministro de Desarrollo Social


El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza, comenzó su presentación señalando que la presentación del proyecto en examen, por parte del Ejecutivo, corresponde a una parte de la tarea asumida por Chile desde el año 1990, momento en el cual se ratificó por parte de nuestro país, la Convención sobre los Derechos del Niño, obligándose desde tal oportunidad el Estado chileno a disponer todas las medidas, de diversa índole, para el cumplimiento efectivo de la protección integral de los derechos de la niñez.


En ese marco, agregó, es que el Gobierno diseñó una agenda legislativa en la cual los niños, niñas y adolescentes fueran el centro de las políticas públicas, contemplándose cinco iniciativas legales, dentro de las cuales se encuentra el presente proyecto, junto con el de Subsecretaría de la Niñez, el de la Defensoría de la Niñez, el del Servicio de Protección Especializado y el de Reinserción Social Juvenil.


En seguida, y sumado a las iniciativas antes descritas, resaltó el despliegue de programas como el denominado “Chile Crece Contigo”, el cual cumple diez años desde su creación, habiéndose destinado más de $368.000.000.000.- (trescientos sesenta y ocho mil millones de pesos) para su desarrollo, destacando que $180.000.000.000.- (ciento ochenta mil millones de pesos) han sido desembolsados durante este mandato presidencial.


Posteriormente, señaló que el Ministerio que encabeza ha seguido atentamente las exposiciones de los invitados, subrayando que todos ellos han manifestado que Chile debe contar con una Ley de Garantías que proteja los derechos de los niños y niñas.


Para tal finalidad, prosiguió, es necesario contar con un Sistema de Protección Integral, el cual se define como el conjunto o sumatoria de un enfoque de políticas sociales con una perspectiva de derechos universales a niños, niñas y adolescentes, y de protección especializada en caso de vulneraciones. Lo anterior, coordinado de forma armónica, a fin de que se lleven a cabo acciones de prevención, promoción y protección de tales derechos.


Luego, indicó que las exposiciones antes descritas, enunciaron, como fortaleza de la presente iniciativa, el reconocimiento de la calidad de sujeto de derecho del niño y niña, visión que se ajusta con el paradigma de protección integral y que permite superar la lógica de la situación irregular del menor.


En esa línea, expresó que durante el primer trámite constitucional, quedaron plasmados en la iniciativa derechos que si bien ya se encuentran consagrados en la Convención, pero con una mayor profundización de su desarrollo, destacando el rol que el Ministerio de Desarrollo Social ocupa en su protección, el que se obliga a supervisar las condiciones de vida de niños y niñas, de modo tal de asegurar sus derechos en un nivel de desarrollo y entorno adecuados.


Asimismo, valoró la definición clara que se efectuó en dicho trámite constitucional respecto del concepto de interés superior del niño. En efecto, indicó que este último en la actualidad no se encuentra debidamente operacionalizado, por lo que el proyecto incorpora criterios objetivos para su concreción efectiva, sirviendo estos últimos como directrices orientadoras del ejercicio de la función administrativa y jurisdiccional al respecto, a fin de resguardar su adecuada aplicación práctica.


De igual modo, valoró, al igual que los expositores, la incorporación de la obligación, por parte de los órganos de la Administración del Estado, de rendir cuenta del funcionamiento y cumplimiento de políticas públicas y orientaciones desplegadas para la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, lo que implica realizar una constante vigilancia de las actuaciones de tales organismos.


Por otra parte, manifestó que los retrocesos constatados por los expositores, respecto del articulado actual de la iniciativa, en comparación al contenido original del Mensaje, se refieren, primordialmente, a la eliminación de normas fundamentales en los Títulos III y IV de la iniciativa, relativos a la protección administrativa y jurisdiccional, y a la institucionalidad, respectivamente.


Así, expresó el compromiso del Ejecutivo para retomar y mejorar los títulos antes expresados, a fin de que el diseño del sistema de garantías refleje una protección integral. Del mismo modo, manifestó la voluntad del Gobierno para que, junto con las respectivas indicaciones que se presenten de parte de este último, se incorpore un procedimiento jurisdiccional en donde se consagre una acción de tutela.


Por último, reiteró la disposición del Ejecutivo para mejorar el proyecto de ley en estudio, en tanto ser este último, en su opinión, la pieza fundamental e indispensable para crear una institucionalidad integral que vele por la protección efectiva de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, junto con agradecer la intervención de quien le antecedió en el uso de la palabra, señaló que, a la luz de las exposiciones efectuadas durante la presente discusión en general, es pertinente despejar luego, en la discusión en particular del proyecto, los siguientes aspectos:


- La noción de autonomía progresiva del niño, niña o adolescente, en el entendido de que, usualmente, dependerá de un tercero para hacer valer, de manera efectiva, sus derechos.


- Artículo 20, derecho a vivir en familia: determinar qué vulneraciones de derechos justifica la modalidad de cuidado alternativo o, en los casos más drásticos, la separación del menor de su núcleo familiar.


- Artículo 22, libertad de expresión y comunicación: delimitación de la idea de “sin censura previa” y cómo ello se vincula con el derecho preferente de los padres a la educación de sus hijos, especialmente en el acceso de éstos a contenidos que pueden ser perjudiciales para su desarrollo, así como la posibilidad de que aquéllos publiquen información privada, sea personal o familiar, de carácter sensible. Lo anterior, agregó, con estrecha relación respecto de lo contemplado en el artículo 27 del proyecto.


- Títulos III y IV: delimitación clara de los atribuciones de los órganos de la Administración en lo que se refiere a acciones de protección de los derechos de los niños y niñas, así como la clarificación de los trámites y procedimientos que se desplegarán en este ámbito.


- Precisión de las medidas de protección que se dispondrán: ámbito respecto del cual, en su opinión, debe privilegiarse, antes de la internación residencial, el cuidado del niño por parte de su familia extensa o por parte de familias de acogida.


- Delimitación de las funciones administrativas y jurisdiccionales en este ámbito: en el entendido de que las segundas serán medidas de última ratio, en atención a lo traumático que ello puede ser para el menor.


Finalmente, manifestó que confía que el Ejecutivo presentará las respectivas indicaciones en todo aquello que se encuentra sujeto a su iniciativa exclusiva, y que sea necesario para dotar al proyecto de las mejoras requeridas.


La Honorable Senadora señora Von Baer, indicó que el proyecto, en su estado actual, es, básicamente, una declaración de buenas intenciones, sin que exista una traducción institucional que permita efectivizar territorialmente los derechos contemplados.


En seguida, consultó al Ejecutivo si se pretende reponer, a través de las respectivas indicaciones, los mismos Títulos III y IV originalmente consagrados en el Mensaje. Lo anterior, en tanto, en su opinión, tales títulos no ser suficientes para dotar de una garantía efectiva a los derechos en comento. En efecto, agregó, aquellos acápites deben ser profundizados con acciones de prevención, promoción y protección de tales derechos en el ámbito familiar, brindando apoyos efectivos a éstas.


Por último, señaló que dicha pregunta es pertinente, en tanto ser ello materia de iniciativa exclusiva presidencial, quedando vedada dicha posibilidad de presentación de indicaciones a los parlamentarios.


El Honorable Senador señor Letelier, manifestó que la presente iniciativa constituye un avance en el marco de la creación de un sistema de garantías.


Sin perjuicio de lo anterior, solicitó al Ejecutivo explicitar su disposición de reponer los Títulos III y IV, antes expresados, en tanto ser ellos materias de iniciativa exclusiva presidencial.


Posteriormente, indicó que el proyecto de ley en estudio pretende establecer principios que constituyen un cambio cultural en el tratamiento de la infancia en nuestro país, en el entendido de que la institucionalidad actual, en su opinión, sólo opera frente a situaciones de vulneración, facilitando, además, la internación del niño o niña.


Por el contrario, agregó, se debe fomentar una política integral y universal que proteja los derechos de todos los niños, niñas y adolescentes, alejándose, asimismo, de la cultura de institucionalización del menor, haciendo prevalecer el derecho a vivir en familia de este último.


Por otro lado, sugirió que, durante la discusión en particular de la iniciativa, se clarifique de buena forma las atribuciones jurisdiccionales y administrativas en este ámbito, siendo indispensable para ello, a su parecer, un perfeccionamiento del contenido original del Título III del Mensaje.


Por otra parte, expresó que no se debe sobreideologizar el debate sobre el derecho preferente de los padres a educar a sus hijos, como tampoco sobre la autonomía progresiva que asiste al niño o niña, en tanto no existir cuestionamientos respecto de la procedencia y pertinencia de ellos. 


En efecto, subrayó, lo relevante es definir qué medidas se deben adoptar cuando existe disfuncionalidad en la familia nuclear del niño, por lo que se deben determinar obligaciones concretas a la familia extendida de este último en lo que respecta a su cuidado, a fin de que el menor permanezca en el ámbito familiar, evitando así su institucionalización.


A su vez, en lo referente a temáticas de identidad de género, indicó que si bien el punto es relevante, entiende que el desarrollo en extenso de estas materias de debe efectuar en una iniciativa distinta, por lo que el presente proyecto debe enfocarse, a este respecto, en evitar la formación educativa machista o clasista, en tanto luego ello, lamentablemente en su opinión, replicarse en el diseño y alcance de las políticas públicas.


Por último, manifestó que todos los puntos antes expresados deben ser abordados en el referido Título III, por lo que solicitó al Ejecutivo delinear cómo se contemplará su configuración en la discusión en particular del proyecto.


El Honorable Senador señor Ossandón, subrayó que si bien apoya la idea en general sostenida por el proyecto, comparte las aprehensiones sobre este último manifestadas por la Honorable Senadora señora Von Baer.


Así, indicó que si bien existen recomendaciones internacionales sobre la necesidad de contar con una institucionalidad similar a la propuesta por la iniciativa, resaltó que no siempre se deben asumir los estándares de organizaciones internacionales como mandatos imperativos sobre las distintas materias, sino que ellos deben ser analizados y contextualizados de acuerdo a la realidad de cada país.


Por otra parte, propuso evitar establecer criterios generales a partir de casos puntuales, señalando que la naturaleza humana y la naturalidad de sus conductas deben ser las pautas presentes en cualquier regulación que se pretenda, fortaleciendo el rol de las familias. Lo anterior, añadió, en tanto ser el núcleo familiar el mejor contexto para el desarrollo y ejercicio de los derechos de los niños y niñas, en tanto ser el ámbito en donde se genera la conciencia, además, para la fijación de normas de conducta, deberes y responsabilidades necesarias para que el menor en cuestión pueda luego desarrollarse adecuadamente hasta la adultez.


En la misma línea, sugirió que se debe evitar contemplar medidas en favor del Estado en desmedro del rol parental, en tanto, por las razones antedichas, a los padres asistir el derecho preferente de educar a sus hijos. De lo contrario, finalizó, se le restará eficacia práctica al proyecto de ley en estudio.


El Honorable Senador señor Quintana, comenzó su intervención subrayando que, en su opinión, la iniciativa en examen presenta una carga ideológica menor a la que se ha aludido en el debate.


En efecto, indicó que, a su parecer, más que sobrarle elementos de intervención al proyecto, este último carece de las herramientas necesarias para hacer realidad un sistema de protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


En la misma línea, señaló que lo fundamental es determinar de qué modo la vía administrativa se hará cargo de la garantía de los derechos de la infancia y adolescencia en su globalidad, y no sólo cuando ocurran situaciones de vulneración.


Por tales razones, agregó, es que existen recomendaciones internacionales al respecto, las que derivan nada menos que de la Organización de Naciones Unidas (ONU), en concreto, del Comité encargado para el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño, las que precisamente evidencian la falta de organismos y procedimientos administrativos que permitan evitar situaciones de vulneración, muchas veces graves, hacia los niños y niñas de nuestro país.


En tal contexto, añadió, se hace necesario que el Ministerio de Desarrollo Social genere un progresivo conocimiento y experiencia en materias de niñez, en tanto ser ámbitos no del todo familiares para esta Secretaría de Estado. 


Por ello, agregó, se hace indispensable explicitar los mecanismos de coordinación interinstitucional, especialmente con el área de salud y educación, que permitan al referido Ministerio velar y asegurar de manera integral los derechos de los niños y niñas, preferentemente generando todas las medidas y acciones preventivas que permitan evitar posteriores vulneraciones.


Por último, expresó que, junto con la coordinación antes señalada, se hace necesario configurar un despliegue territorial efectivo de las políticas públicas que se establezcan, independientemente del modelo en concreto que se adopte, de lo contrario, finalizó, se restará considerable eficacia normativa a la presente iniciativa.


El Ministro de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza, respondiendo las preguntas al respecto, explicitó la disposición del Ejecutivo para reponer los Títulos III y IV del Mensaje original, sin perjuicio de efectuar las demás modificaciones respectivas, a fin de subsanar los déficits que presenta el proyecto en su estado actual.


Posteriormente, señaló que la iniciativa no tiene por finalidad reducir el debate sólo a la situación que presentan los niños vulnerables, ya que ello implicaría postergar la discusión actual sobre la universalidad de protección requerida y propuesta por el presente proyecto, en términos de que Chile disponga una ley marco de derechos de la infancia y adolescencia, en donde se establezca claramente la operacionalización de la misma en su territorio, así como la fijación de contenidos claros de los cuales se deberán hacer cargo los respectivos órganos públicos.


En seguida, resaltó que el Gobierno pretende llevar a cabo el debate sobre el presente proyecto de la manera menos ideologizada posible, por lo que indicó la disposición del Ejecutivo para continuar el desarrollo de la iniciativa en tales términos.


Por otra parte, en lo que respecta a la preocupación sobre los efectos del articulado del proyecto sobre el rol parental, indicó que si bien ello es atendible, se debe tener presente que la iniciativa en estudio busca armonizar coherentemente diversos principios en este ámbito, sin llegar a cuestionar el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos, ni menos buscar su debilitamiento. Para ello, subrayó su disposición para arribar a redacciones que permitan arribar a ese propósito.


En esa línea, expresó que se debe evitar interpretar los principios y derechos presentes en la iniciativa en términos de colisión, sino que de manera coherente y armónica, teniendo como principal finalidad asegurar al niño o niña su derecho a vivir en familia, a fin de lograr su desarrollo adecuado y progresivo hasta la adultez.


Por otro lado, retomando el punto sobre el despliegue territorial de las medidas administrativas, señaló que, sin perjuicio de lo que se contemple finalmente en los Títulos III y IV, antes indicados, se debe considerar que las demás iniciativas del sector ya presentan elementos en tal dirección.


No obstante lo anterior, aseveró que si bien actualmente la institucionalidad territorial de prevención, promoción y protección de derechos de la infancia y adolescencia presenta una musculatura organizacional poco robusta, especialmente las Oficinas de Protección de Derechos (OPD), existen redes comunales desarrolladas al alero de programas como el denominado “Chile Crece Contigo”, las que permiten generar cierta experiencia en este ámbito, facilitando luego la implementación de las medidas que se plasmen en la iniciativa. Lo anterior, añadió, en el entendido de que no se parte de cero.


Sin perjuicio de lo señalado, advirtió que en dicho despliegue territorial se deben evitar generar duplicidades de políticas, a fin de invertir eficientemente los recursos, lo que sugirió consagrar en el proyecto.


Por último, afirmó que la iniciativa en examen avanza en la línea de lo necesario en materias de infancia y adolescencia, en atención a los déficits institucionales que actualmente presenta nuestro ordenamiento jurídico.

VOTACIÓN EN GENERAL


- En votación en general este proyecto de ley, fue aprobado, por tres votos a favor y dos abstenciones, votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio (Presidente), Letelier y Quintana, y se abstuvieron la Honorable Senadora señora Von Baer y el Honorable Senador señor Ossandón.


A continuación se describen los fundamentos del voto de cada uno de los miembros de la Comisión:


La Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que si bien ella aprobó en general y en particular el proyecto de ley que crea la Subsecretaría de la Niñez (Boletín N° 10.314-06), una de las razones de dicha determinación fue que el Ejecutivo manifestó que durante el análisis de la presente iniciativa se iba a dilucidar de buena forma el despliegue de la nueva institucionalidad de la niñez, así como la operatividad efectiva de las medidas administrativas en el territorio, situación que, en su opinión, no se advierte ni en la configuración original del Mensaje ni en el estado actual del proyecto.


En tal sentido, expresó que, a su parecer, no es suficiente el contenido original de los referidos Títulos III y IV. Muestra de ello, subrayó, es que fueron rechazados prácticamente en su totalidad en el primer trámite constitucional, precisamente por no dar cuenta de los aspectos territoriales antes mencionados.


Finalmente, manifestó que se requiere que el Ejecutivo presente, durante la discusión en particular del proyecto, indicaciones que aborden los temas previamente referidos, a fin de que las medidas administrativas respalden la labor de las familias en la protección de los derechos de los niños y niñas, efectivizándose a lo largo del territorio. De lo contrario, concluyó, la iniciativa en examen sólo es una declaración de buenas intenciones.


Por las razones expresadas, es que la Honorable Senadora señora Von Baer se abstuvo en la presente aprobación de la idea de legislar.


El Honorable Senador señor Quintana, manifestó su respaldo a la idea de legislar sobre el particular, en razón de los argumentos vertidos por su persona previamente en la discusión, de ahí que se remitió a ellos a la hora de votar favorablemente en general el proyecto.


El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que para efectos de marcar un punto sobre los déficits que, en su opinión, presenta la iniciativa, especialmente en lo referente al rol de las familias en la protección de los derechos de los niños y niñas, así como de su desarrollo integral en términos de deberes y responsabilidades, y en estrecha relación con el derecho preferente de los padres de educar a sus hijos, se abstendría en la aprobación en general de este proyecto.


Lo anterior, sin perjuicio de concordar con la idea de contar con una ley en este ámbito, la cual, a su parecer, debe velar por la protección de los niños


El Honorable Senador señor Letelier, expresó que sin este proyecto no es posible avanzar ni sostener una discusión seria y responsable sobre la infancia vulnerada en nuestro país. En efecto, agregó, que si lo que se pretende es una cambio del paradigma sobre la configuración del SENAME, fijado el año 1979, el cual sigue una lógica de institucionalización, es necesario la determinación de una ley marco en donde se fijen claramente los derechos universales que asistirán a niños, niñas y adolescentes, conjuntamente con la delimitación precisa de las obligaciones de la familia, nuclear y extendida, de aquéllos, como también de los órganos públicos competentes.


Lo anterior, concluyó, a fin de establecer las responsabilidades familiares, colectivas y sociales en este ámbito, sin perjuicio del derecho preferente de los padres a educar a sus hijos, a fin de construir espacios de protección más allá de la centralidad de la familia.


En virtud de los argumentos previamente vertidos, es que votó favorablemente la idea de legislar sobre la presente iniciativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que la presente iniciativa se enmarca en un avance legislativo claro en materias de infancia, tal como lo han hecho otros proyectos debatidos y aprobados por la Comisión.


Desde esa perspectiva, añadió, se hace necesario clarificar el despliegue territorial de las medidas que se contemplen, haciendo las conexiones presupuestarias con las respectivas leyes, entendiendo que a la presente iniciativa, por su carácter de ley marco, precisamente le cabe tal labor, más que disponer de forma directa de recursos públicos.


Lo anterior, prosiguió, debe permitir superar la visión paternalista sobre la niñez presente desde la Ley de Menores dictada el año 1967, a fin de entender a los niños, niñas y adolescentes como verdaderos sujetos de derecho, sin perjuicio de la autonomía progresiva con la que ejercerán sus facultades, y no obstante la fundamental labor orientadora efectuada por los padres a través de su derecho preferente a educarlos.


A su vez, se mostró partidario de apoyar la incorporación, durante la discusión en particular del proyecto, de la acción de tutela de derechos comprometida por el señor Ministro, en tanto dicho mecanismo enmarcarse en una visión sistémica de protección de los derechos de niños, niñas y adolescentes.


Posteriormente, reiteró la necesidad de delimitar con precisión las atribuciones administrativas y jurisdiccionales en este contexto, precisamente por tratarse de una iniciativa que pretende otorgar una visión integral en la materia.


Por tales razones, y sin perjuicio de las observaciones antes indicadas, manifestó su voto a favor de la idea de legislar sobre el proyecto en referencia.

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY:

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes os propone aprobar en general:
PROYECTO DE LEY:

“Título I

Cuestiones Preliminares

Párrafo 1°

Objetivos y definiciones


Artículo 1.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto la protección y garantía integral, el ejercicio efectivo y el goce pleno de los derechos de los niños, en especial, de los derechos humanos que les son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.


Créase el Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez, que estará integrado por el conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a respetar, promover y proteger el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, cultural y social de los niños, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país, debiendo el Estado en caso de no ser suficientes, acudir a la cooperación internacional, en especial, en su versión de colaboración institucional. 


Formarán parte de este Sistema, entre otros, los tribunales de justicia, el Congreso Nacional, los órganos de la Administración del Estado, el Defensor de los Derechos de la Niñez y las instituciones señaladas en el título IV, que en el ámbito de sus competencias deban ejecutar acciones de protección, promoción, prevención, restitución o reparación para el acceso, ejercicio y goce efectivo de los derechos del niño.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por niño todo ser humano menor de 18 años de edad. En caso de duda sobre si un niño es o no menor de 18 años, y siempre que vaya en beneficio de sus derechos, se presumirá que lo es.


Artículo 2.- Principales obligados por esta ley. Es deber de los órganos del Estado, de la familia y de la sociedad respetar, promover y proteger los derechos de los niños.


La responsabilidad por el cuidado, formación, asistencia, protección, desarrollo, orientación y educación corresponde preferentemente a los padres y/o madres del niño, quienes ejercerán esta responsabilidad activa, equitativa y permanentemente, sea que vivan o no en el mismo hogar. 


Toda persona debe respetar y facilitar el ejercicio de los derechos de los niños. Las organizaciones de la sociedad civil que lleven a cabo funciones relacionadas con el desarrollo de los niños deben respetar, promover y velar activamente por sus derechos, reciban o no financiamiento del Estado, debiendo respetar siempre el interés superior del niño.


Corresponde a los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país, debiendo, en caso de no ser suficientes, acudir a la cooperación internacional, en especial, en su versión de colaboración institucional, en particular:


a) Garantizar, en condiciones de igualdad, el libre y pleno goce y ejercicio de los derechos de los niños, para lo cual adoptarán las políticas, planes y acciones necesarias para esos fines.


b) Proveer programas, asistencia y apoyo a los padres y/o madres, y a las familias en el ejercicio de su responsabilidad sobre los niños.


c) Facilitar y promover la participación de la sociedad civil y sus organizaciones en el cumplimiento de los objetivos de esta ley.


d) Promover el restablecimiento de los derechos cuyo ejercicio se haya visto privado o limitado por la falta o insuficiencia del desarrollo de los derechos y deberes que competen a los padres y/o madres, y a las familias.


e) Dar prioridad a los niños vulnerados en sus derechos, sin discriminación alguna, en el acceso y uso a todo servicio, prestación y recursos de toda naturaleza, sean públicos o privados necesarios para su completa rehabilitación, en las debidas condiciones de seguridad y dignidad. El Estado tomará las medidas pertinentes, en caso de ser necesario, para el acceso y uso de recursos particulares y comunitarios, nacionales o convenidos en el extranjero.


f) Promover el restablecimiento de los derechos de los niños vulnerados por terceros distintos de los padres y/o madres, su familia, sus representantes legales o quienes los tuvieren legalmente a su cuidado.


Esta ley promoverá la defensa en particular de los derechos de los niños en situación de discapacidad o provenientes de grupos sociales o específicos, tales como niños inmigrantes, pertenecientes a comunidades indígenas o que se encuentren en situación de vulnerabilidad económica, garantizando su pleno desarrollo y respeto a las garantías especiales que les otorgan la Constitución Política de la República, la Convención sobre los Derechos del Niño, los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y las leyes.


La omisión en la observancia de los deberes que por esta ley corresponden a los órganos del Estado habilita a todo ciudadano a interponer las acciones administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio y goce de tales derechos, a través de los recursos y procedimientos más breves, sencillos, expeditos y eficaces que se encuentren actualmente vigentes por amenaza o vulneración de derechos fundamentales o que sean especialmente establecidos por una ley que no podrá desmejorar las garantías existentes en el momento de su regulación.

Párrafo 2°

Aplicación e interpretación


Artículo 3.- Reglas de interpretación. En la interpretación de las leyes y normas reglamentarias referidas a la garantía, restablecimiento, promoción, prevención o protección de los derechos del niño, se deberá atender especialmente a los derechos y principios contenidos en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en esta ley.


Dicha interpretación deberá fundarse primordialmente en el principio de la aplicación más favorable a la vigencia efectiva del derecho conforme al interés superior del niño, y se aplicará de forma prevaleciente y sistemática. 


Aquellas limitaciones de derechos que sean el resultado de una decisión de un órgano del Estado deben ser excepcionales, por el menor tiempo posible y tener una duración determinada; sólo podrán tener lugar cuando estén previstas en la ley y sean estrictamente necesarias y proporcionales en relación con los derechos que pretenden proteger.


Se prohíben las interpretaciones que afecten la esencia de los derechos de los niños.


Artículo 4.- Aplicación de la ley. Esta ley se aplicará a todo niño que se encuentre bajo la jurisdicción del Estado de Chile, sin perjuicio de las normas especiales que regulen estas materias.


Artículo 5.- Obligaciones de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado cumplirán con las obligaciones que esta ley establece, dentro del marco de sus competencias legales, asegurando el goce y ejercicio de los derechos, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país y en caso de no ser suficientes, acudiendo a la cooperación internacional, velando en todo caso por una aplicación eficaz, eficiente y equitativa de los recursos.

Título II

Principios, Derechos y Garantías

Párrafo 1°

De los principios


Artículo 6.- Sujetos de derecho. Los niños son sujetos de derecho. Todo niño es titular y goza plenamente de los derechos reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.


Artículo 7.- Autonomía progresiva. Todo niño, en conformidad a la ley, podrá ejercer sus derechos por sí mismo, en consonancia con la evolución de sus facultades, su edad y madurez.


Los padres y/o madres, representantes legales o las personas que los tengan legalmente a su cuidado deberán prestarles orientación y dirección en el ejercicio de sus derechos.


Artículo 8.- Derecho y deber preferente de los padres y/o madres a orientar y educar a sus hijos. La responsabilidad por el cuidado, asistencia, protección, desarrollo, formación y educación, así como la guía y orientación en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley, corresponde preferentemente a los padres y/o madres del niño, sus representantes legales o a quien lo tenga legalmente a su cuidado. 


Los padres y/o madres ejercerán esta responsabilidad activa, equitativa y permanentemente, sea que vivan o no en el mismo hogar.


Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de esta responsabilidad.


Artículo 9.- Igualdad y no discriminación arbitraria. Los niños tienen derecho a la igualdad en el goce, ejercicio y protección de sus derechos sin discriminación arbitraria.


Ningún niño podrá ser discriminado en forma arbitraria en razón de su raza, etnia, nacionalidad, cultura, estatus migratorio, carácter de refugiado o asilado, idioma, opinión política o ideología, afiliación o asociación, religión o creencia; situación de discapacidad, socioeconómica, de maternidad o paternidad; nacimiento, sexo, orientación sexual, identidad de género, expresión de género, características sexuales; estado civil, edad, desarrollo intrauterino, filiación, apariencia personal, salud, estar o haber sido imputado, acusado o condenado por aplicación de la ley N° 20.084, que Establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, o en razón de cualquier otra condición, actividad o estatus suyo o de sus padres y/o madres, familia, representantes legales o de quienes lo tengan legalmente a su cuidado.


Es deber de los órganos del Estado reconocer y proteger los derechos de los niños en condiciones de igualdad y velar por su efectividad. En particular, es deber de los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, hasta el máximo de los recursos disponibles en el país y en caso de no ser suficientes, acudiendo a la cooperación internacional, y de conformidad con lo dispuesto en el plan de acción establecido en el título V, adoptar medidas concretas para:


a) Identificar a aquellos niños o grupos de niños que requieran la adopción de medidas especiales o reforzadas para la reducción o eliminación de las causas que llevan a su discriminación arbitraria.


b) Eliminar las causas que llevan a la discriminación arbitraria de un niño o grupo de niños.


c) Contribuir a la adecuación del entorno físico y social, a las necesidades específicas de aquellos niños o grupos de niños que sean o puedan ser objeto de discriminación.

Artículo 10.- Interés superior del niño. Todo niño tiene derecho a que en las actuaciones y decisiones que le afecten, sea que provengan de autoridades legislativas, judiciales o administrativas, de las organizaciones de la sociedad civil, de instituciones privadas, o de los padres y/o madres, representantes legales o personas que los tengan legalmente a su cuidado, se considere primordialmente su interés superior, entendido como la máxima satisfacción, integral y simultánea de los principios, derechos y garantías reconocidos en virtud del artículo 1.


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, y hasta el máximo de los recursos disponibles, debiendo en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional, deben tener en especial consideración el diseño y ejecución de normativas, políticas, servicios y prestaciones destinadas a la promoción, protección y garantía de los derechos del niño; procurando priorizar su financiamiento en sus respectivos presupuestos. En la cuenta pública que deban realizar en conformidad con el artículo 72 de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los órganos de la Administración del Estado deberán incluir la información relativa a la gestión de políticas, planes, programas, acciones y a la priorización y ejecución presupuestaria de los recursos destinados a la niñez, a las iniciativas destinadas a ella, aprobadas y en ejecución.


Para efectos de determinar el interés superior del niño en el caso concreto, la autoridad administrativa o judicial deberá considerar conjuntamente los siguientes elementos:


a) Los derechos actuales o futuros del niño que deban ser respetados, promovidos o protegidos por la decisión de la autoridad.


b) La opinión que el niño exprese.


c) La identidad del niño y las necesidades que de ella se derivan, sean éstas físicas, emocionales, sociales, culturales o de origen étnico.


d) La autonomía del niño y su grado de desarrollo.


e) Cualquier situación de especial desventaja en la que se encuentre el niño que haga necesaria una protección reforzada para el goce y ejercicio efectivos de sus derechos.


f) La necesidad de estabilidad de las soluciones que se adopten para promover la efectiva integración y desarrollo del niño considerando su entorno de vida.


g) La opinión de los padres y/o madres, representantes legales o de quien lo tuviere legalmente a su cuidado, salvo que sea improcedente.


h) Otras circunstancias que resulten pertinentes en el caso concreto que se conoce, tales como los efectos probables que la decisión pueda causar en su desarrollo futuro.


Tratándose de actos o decisiones que se refieran a la totalidad de los niños o a un grupo de ellos, se deberá evaluar el interés superior del niño atendiendo a las circunstancias generales o a las específicas del grupo al que se refiera la decisión.


Artículo 11.- Prioridad. Los órganos del Estado deberán entregar la debida prioridad a los niños en la formulación y ejecución de las políticas públicas y en el acceso y atención de los servicios sociales, sean éstos públicos o privados, de lo que se deberá dar cuenta pública de conformidad a su normativa vigente.


Artículo 12.- Efectividad de los derechos. Es deber del Estado adoptar todas las medidas administrativas, legislativas y de cualquier otra índole, necesarias para dar efectividad a los derechos que le son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en las leyes.

Artículo 13.- Participación. Los órganos del Estado promoverán que las opiniones de los niños sean escuchadas a través de un proceso permanente de intercambio de ideas, las que deberán considerarse para detectar sus necesidades, adoptar decisiones, formular políticas, así como al realizar labores de evaluación, en todos los ámbitos en que se desarrollan los niños, sean público, familiar, comunitario, social, escolar, científico, cultural, deportivo o recreacional, entre otros.


Este principio se manifestará a través de los derechos a ser oído, de reunión, asociación, libertad de expresión e información.


Para la correcta aplicación de este principio, los órganos del Estado promoverán especialmente la inclusión de todos los niños o grupos de niños y la educación en sus derechos.


Artículo 14.- Responsabilidad de la Administración del Estado. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, tendrán la obligación indelegable de controlar y garantizar los programas públicos destinados a la satisfacción de los derechos del niño, sea que los ejecuten por sí mismos o a través de entidades privadas.


Artículo 15.- Protección social de la infancia. Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, deben asegurar políticas, programas y asistencia apropiados para que la familia pueda asumir y ejercer adecuadamente la responsabilidad del cuidado de los niños, y para que los padres y/o madres asuman, en igualdad de condiciones, sus responsabilidades y obligaciones.


Es deber del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, colaborar con las familias, especialmente ofreciendo a éstas la asistencia necesaria para desempeñar las labores de crianza del niño; ayudando a los padres y/o madres y a otras personas responsables a dar efectividad a sus derechos mediante el otorgamiento de asistencia y programas de apoyo que les permitan proveer debidamente la protección, el cuidado y el desarrollo de los niños, haciendo uso con ese fin del máximo de los recursos disponibles en el país, los recursos complementarios de la sociedad civil y, en caso de ser éstos insuficientes, acudir a la cooperación internacional.


Artículo 16.- Progresividad y no regresividad. Las obligaciones del Estado señaladas en el artículo 2 se cumplirán de manera progresiva procurando el desarrollo pleno e integral de los derechos de los niños. En casos de crisis económicas, catástrofes naturales u otras emergencias, se procurará no afectar los recursos destinados a los niños.

Párrafo 2°

De los derechos y garantías


Artículo 17.- Derecho a la vida. Todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida. El Estado garantizará en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño.


Artículo 18.- Nivel de vida, desarrollo y entorno adecuado. Todo niño tiene derecho a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural. 


Los padres y/o madres tienen obligaciones comunes en la crianza y el desarrollo del niño. Corresponderá a los padres y/o madres, o en su caso, a los representantes legales o a quienes tuvieren legalmente al niño a su cuidado, la responsabilidad preferente de la crianza y el desarrollo del niño. Deberán proporcionar, dentro de sus posibilidades, las condiciones de vida que sean necesarias para su pleno desarrollo. Su preocupación fundamental será el interés superior del niño. 


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, y hasta el máximo de los recursos disponibles, debiendo en caso de ser insuficientes, acudir a la cooperación internacional, adoptarán las medidas apropiadas para velar por la satisfacción de estos derechos, a través de políticas, servicios y programas de apoyo a las familias, salvo que no sea procedente. En particular, deberán promover el acceso a servicios sociales, nutrición, accesibilidad al agua potable y alcantarillado, recreación y a vivir en entornos seguros, inclusivos y adecuados a las especiales características de los niños. 


En la elaboración de las políticas de vivienda y urbanismo y en la dotación de equipamientos, instalaciones y mobiliario urbano y rural se tendrán en consideración las características de los niños, especialmente en situación de discapacidad, para efectos de promover que disfruten del entorno en condiciones de salud, seguridad y accesibilidad adecuadas. 


Los órganos del Estado promoverán el conocimiento, respeto y disfrute del medio ambiente por parte de los niños, fomentando la participación activa de éstos en la protección, conservación y mejora del entorno en el marco de un desarrollo sustentable, además de velar por que sus actividades se desarrollen en un ambiente libre de contaminación. 


El Ministerio de Desarrollo Social realizará mediciones socioeconómicas de conformidad a lo dispuesto en las letras e), t) y w) del artículo 3 de la ley N° 20.530, que Crea el Ministerio de Desarrollo Social. Un reglamento dictado por dicho Ministerio, suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará como se considerarán adaptaciones necesarias para la medición y seguimiento de las condiciones de vida de los niños.


Artículo 19.- Identidad. Todo niño tiene derecho, desde su nacimiento, a tener un nombre, una nacionalidad y una lengua de origen; a conocer la identidad de sus padres y/o madres; a preservar sus relaciones familiares de conformidad con la ley; a conocer y ejercer la cultura de su lugar de origen y, en general, a preservar y desarrollar su propia identidad e idiosincrasia, incluida su identidad de género.


Los niños que pertenezcan a colectivos étnicos, indígenas, religiosos o lingüísticos tienen derecho, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión, a emplear su propio idioma y a intervenir en los procedimientos de consulta cuando lo establezca la ley.


El Servicio de Registro Civil e Identificación dispondrá de procedimientos sencillos y rápidos que permitan la inscripción de nacimiento de los recién nacidos, su identificación oportuna y la de su nacionalidad, con independencia de su estatus migratorio o del de sus padres y/o madres. En el caso que se desconozca la identidad de éstos, el niño deberá ser registrado con nombre y dos apellidos convencionales, dejándose constancia en la partida correspondiente, y sin perjuicio del derecho a reclamar posteriormente la determinación de su identidad.


Artículo 20.- Vivir en familia. Todo niño tiene derecho a vivir en familia, preferentemente en la de origen y completar así su adecuado desarrollo.


Los órganos del Estado velarán por el ejercicio de este derecho cuando el niño no pudiere habitar con sus padres y/o madres, porque se encontrare privado de su libertad o sujeto a algún régimen de tratamiento residencial, en conformidad con la ley y de un modo acorde con dichas circunstancias especiales. De igual manera velarán por el ejercicio de este derecho ante la separación del niño de sus padres y/o madres, por situaciones de catástrofes, emergencias o conflictos que impidan su cuidado.


Ningún niño podrá ser separado de sus padres y/o madres o de quien lo tenga legalmente a su cuidado sin una orden judicial en la que se fundamente la necesidad y pertinencia de dicha medida de conformidad con las causales contempladas en la ley. La mera carencia de recursos materiales no podrá ser fundamento de la resolución que ordene la separación de un niño de su familia. Sólo en caso de acreditarse vulneración de derechos, el niño podrá ser incorporado a una modalidad temporal de cuidado alternativo que se ajuste a su propio interés superior, o a una solución definitiva de cuidado en familia adoptiva, en conformidad con lo dispuesto en la ley. 


Para cumplir con sus obligaciones de velar por el derecho a vivir en familia, los órganos del Estado en el ámbito de sus competencias podrán tomar en consideración las Directrices de Naciones Unidas sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, y los demás instrumentos internacionales de igual naturaleza. 


Para estos efectos, el plan de acción de la política nacional de la niñez contendrá un plan intersectorial que integrará políticas que favorezcan las funciones y responsabilidades que desarrollan respecto del niño los padres y/o madres y las personas a cuyo cuidado se encuentren legalmente y, en especial, la conciliación del trabajo con la vida familiar. En la adopción de acciones afirmativas para estos fines se deberá tener en especial consideración a los padres y/o madres que presenten alguna situación de discapacidad. La separación del niño de sus padres y/o madres no podrá fundarse en la sola situación de discapacidad de éstos. 


En los procesos de separación del niño respecto de sus padres y/o madres o de quien lo tenga legalmente a su cuidado, el Estado procurará la no separación de los hermanos biológicos, y la no separación de los padres y/o madres adolescentes respecto de su hijo o hija. Con todo, estas medidas deberán considerar el interés superior de todos los niños involucrados.

Artículo 21.- Derecho a ser oído. Todo niño tiene derecho a que sus opiniones sean oídas y debidamente consideradas, de acuerdo con el desarrollo de sus facultades, en los procedimientos o actuaciones administrativas o judiciales en que se decida sobre alguna cuestión particular cuya determinación pueda afectar sus derechos o intereses, especialmente en el ámbito familiar, escolar, sanitario, comunitario, administrativo y/o judicial. 


Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, velarán para que en los procedimientos en que participe directamente un niño existan medios adecuados a su edad y madurez, con el objeto que éste pueda formarse un juicio propio y pueda expresarlo. Especialmente, velarán por el empleo de un lenguaje y entrega de información necesaria de un modo adecuado a su capacidad de entendimiento y procurarán que se tengan en cuenta las necesidades lingüísticas de los niños pertenecientes a grupos que lo requieran.


Los órganos del Estado deberán establecer mecanismos efectivos para garantizar este derecho en los procedimientos administrativos y judiciales.


Los establecimientos educacionales, de salud o cualquier otra institución que provea servicios destinados a la protección o satisfacción de los derechos del niño deberán disponer los medios para oír efectivamente a los niños cuyos derechos estén siendo afectados. Cuando no sea posible atender a las opiniones del niño, la autoridad respectiva deberá explicarle de un modo comprensible las razones de ello y dejar constancia fundada de esta decisión, en la resolución respectiva.


Artículo 22.- Libertad de expresión y comunicación. Todo niño tiene derecho a expresar y difundir libremente sus opiniones, sin censura previa, a través de cualquier medio, con las restricciones que establezca la ley. Cuando se encuentre impedido de expresarlas por sí mismo podrá hacerlo mediante sus representantes legales o la persona que designe para tal efecto.


Los niños tienen derecho a buscar, recibir y utilizar la información en cualquier medio, especialmente aquella contenida en soportes digitales, de una forma adaptada a cada etapa de su desarrollo, que les permita actuar en estos medios de un modo seguro y responsable.


Los prestadores de servicios de telecomunicaciones entregarán información dirigida a los niños para identificar situaciones de riesgo derivadas del uso de las nuevas tecnologías de la información y comunicación, así como las habilidades, herramientas y estrategias para afrontarlas y protegerse de ellas.


Los órganos del Estado, velarán para que sus mensajes dirigidos a los niños promuevan los valores de libertad, igualdad, solidaridad, no discriminación arbitraria, solución pacífica de los conflictos, respeto a todas las personas, y se eviten imágenes de violencia, explotación, tratos degradantes, sexismo o discriminación.


Los órganos del Estado fomentarán la comunicación audiovisual para los niños en situación de discapacidad, así como el uso de buenas prácticas, con el fin de evitar cualquier discriminación o repercusión negativa a su respecto. Por su parte, los prestadores de servicios de telecomunicaciones, en sus diversas especies, fomentarán la comunicación audiovisual para los niños en situación de discapacidad en los medios.


Artículo 23.- Libertad de pensamiento, conciencia y religión. Todo niño tiene derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión, y podrá profesar cualquier religión, culto o creencia que no sea contraria a la Constitución Política de la República ni a las leyes, como también es libre de no profesar ninguna de ellas.


Los padres y/o madres, los representantes legales o quienes tengan al niño legalmente a su cuidado, tienen la responsabilidad prioritaria de guiar y orientar al niño en el ejercicio de esta libertad conforme al desarrollo de sus facultades. Sin perjuicio de respetar su autonomía, es deber del Estado respetar a los padres y/o madres, a los representantes legales o a quienes tengan al niño legalmente a su cuidado, en el debido ejercicio de dicha responsabilidad.

Artículo 24.- Participación. Todo niño tiene derecho a participar activamente en los asuntos que les conciernan o les afecten, de conformidad con la ley.


Los órganos del Estado velarán por incorporar progresivamente a los niños en el ejercicio de los derechos y responsabilidades ciudadanas. La política nacional de la niñez y su plan de acción, establecidos en el título V, determinarán las medidas concretas para promover la participación de los niños y los mecanismos que permitan recoger sus opiniones en relación a las políticas, proyectos, programas o decisiones que les afecten. Supletoriamente se aplicarán las disposiciones del título IV de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.


Todo niño tiene derecho a asociarse libremente y celebrar reuniones pacíficas con otras personas, con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos o de cualquier otra índole, sin otras restricciones que las previstas en la Constitución Política de la República y en las leyes. Este derecho incluye, especialmente, el derecho de crear asociaciones, de pertenecer a ellas y de formar parte de sus órganos directivos, de conformidad con la legislación vigente.


Artículo 25.- Vida privada. Todo niño tiene derecho a desarrollar su vida privada, a gozar de intimidad y a mantener comunicaciones sin injerencias arbitrarias o ilegales.


Los padres y/o madres, o quienes tengan legalmente el cuidado del niño, o los que por cualquier motivo lo tengan a su cargo, la sociedad y las autoridades deben respetar este derecho, promover y orientar su ejercicio, y protegerlo de cualquier quebrantamiento arbitrario de su intimidad.


Artículo 26.- Honra y propia imagen. Todo niño tiene derecho a su propia imagen, honra y reputación.


Toda persona, sea natural o jurídica, debe respetar este derecho. Los medios de comunicación y los profesionales de la comunicación, en el desempeño de su rol y ejercicio de sus funciones, deberán tener especial respeto por el interés superior del niño, resguardando su identidad, imagen, honra y reputación.


Los medios de comunicación deberán evitar la exhibición y divulgación de toda información que pueda estigmatizar a un niño o afectar su imagen, honra o reputación. Esta obligación deberá considerarse especialmente para la interpretación en sede judicial o administrativa del alcance de las obligaciones y la procedencia y gravedad de las sanciones administrativas, civiles o penales establecidas en las leyes para las violaciones a este derecho, ya sea que éstas se establezcan para todas las personas o para los niños en particular. 


Se prohíbe divulgar la imagen, la identidad o los datos necesarios para la identificación de todo niño, salvo su consentimiento expreso conforme a su edad y grado de madurez; y la autorización de sus padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tengan legalmente a su cuidado, cuando corresponda.


Se prohíbe divulgar la imagen, identidad o los datos necesarios para la identificación de todo niño que fuere imputado o condenado por la comisión de un delito como autor, cómplice o encubridor; que fuere víctima o testigo de un delito o que se encontrare sujeto a procedimientos administrativos o judiciales. Quienes intervengan en estos procedimientos estarán obligados a guardar reserva sobre la imagen, identidad y datos personales de los niños involucrados, a menos que su divulgación resulte indispensable para la protección de sus derechos y siempre que se tomen los resguardos necesarios para evitar un daño mayor. 


Los funcionarios públicos, las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez y su personal, deberán tener estricto apego a esta disposición, y deberán adoptar las medidas para proteger toda la información que pueda afectar a un niño, especialmente, la relativa a la participación de éstos en los procedimientos judiciales o administrativos.


Artículo 27.- Información. Todo niño tiene derecho a ser informado sobre cualquier actuación o medida que pueda afectar el ejercicio de sus derechos, cualquiera sea el soporte en que se encuentre. Todo niño tiene derecho a acceder a información pública, conforme a la ley, sin que a este respecto tenga aplicación incapacidad alguna. 


Los niños tienen derecho a buscar, acceder y recibir contenidos informativos, por cualquier medio. Los órganos del Estado sólo podrán establecer limitaciones o restricciones al ejercicio de este derecho mediante ley y siempre que vayan en beneficio del pleno desarrollo físico, mental, espiritual, moral, social y cultural del niño, de acuerdo con su interés superior. 


Los órganos de la Administración del Estado velarán por que la información relevante para el desarrollo de los niños sea fácilmente accesible y esté disponible en un formato y lenguaje apropiados para ellos, para lo cual tomará en consideración especialmente a los niños en situación de discapacidad. Los órganos de la Administración del Estado velarán, dentro del ámbito de su competencia, por la existencia de un mecanismo de calificación de los contenidos a los que puedan tener acceso los niños, de modo que los padres y/o madres, o quienes los tengan legalmente a su cuidado, puedan determinar la conveniencia o inconveniencia de que dichos contenidos sean percibidos por ellos, de acuerdo con su desarrollo y madurez.


El Estado promoverá, a través de la política nacional de la niñez y su plan de acción, que los medios de comunicación difundan información y materiales de interés social y cultural para los niños. Asimismo, promoverá la consideración de las distintas necesidades de los grupos de niños que lo requieran, especialmente las de carácter lingüístico.


Artículo 28.- Derecho preferente de los niños a ser orientados y educados por sus padres y/o madres. La responsabilidad por el cuidado, asistencia, protección, desarrollo, formación y educación del niño, así como la guía y orientación en el ejercicio de los derechos reconocidos en esta ley, corresponde preferentemente a sus padres y/o madres, a sus representantes legales o a quien lo tenga legalmente a su cuidado. 


Es deber del Estado respetar, promover y proteger el ejercicio de esta responsabilidad.

Artículo 29.- Protección contra la violencia. Todo niño tiene derecho a ser tratado con respeto. Ningún niño podrá ser sometido a violencia, malos tratos físicos o psíquicos, descuidos o tratos negligentes, abusos sexuales o de cualquier otra índole, venta, trata, explotaciones, castigos corporales, tortura o a cualquier otro trato ofensivo o degradante, especialmente en los ámbitos familiar, escolar, sanitario, institucional y social.


Toda forma de maltrato a un niño, incluido el maltrato prenatal, está prohibido y no puede justificarse por ninguna circunstancia.


Es deber de las familias, de los órganos del Estado, de la sociedad y especialmente de las organizaciones de la sociedad civil que se relacionen con la niñez, asegurar a los niños, la protección contra la violencia y los cuidados necesarios para su pleno desarrollo y bienestar. El cumplimiento de este deber corresponde prioritariamente a los padres y/o madres, a sus representantes legales o a quienes los tengan a su cuidado. 


El Comité Interministerial de Desarrollo Social establecerá mecanismos de coordinación institucional eficientes y eficaces en materia de maltrato infantil, abuso sexual y toda forma de explotación. Asimismo, deberá promover el buen trato hacia los niños en todo ámbito, especialmente en aquellos casos en que se encuentren de manera temporal o permanente bajo el cuidado de instituciones, de personas distintas de sus padres y/o madres o de quien tenga su cuidado personal en conformidad a la ley.


El plan de acción, en cada uno de los niveles que corresponda, deberá establecer metas y medidas específicas para prevenir las diversas formas de violencia contra los niños, especialmente en aquellos casos en que se encuentren de manera temporal o permanente bajo el cuidado de instituciones, de personas distintas de sus padres y/o madres o de quien tenga su cuidado personal en conformidad a la ley.


El Estado tomará las medidas conducentes a prevenir, prohibir y sancionar civil, penal y/o administrativamente, según corresponda, toda forma de castigo corporal o maltrato infantil.


Artículo 30.- Salud. Todo niño tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud y a los servicios, acciones y tratamientos que sean necesarios para la promoción, protección y recuperación de la salud y su rehabilitación. Todos los niños son titulares de los derechos establecidos en el título II de la ley Nº 20.584, que Regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud. Los órganos de la Administración del Estado adoptarán, dentro de su ámbito de competencia, las medidas para propender a su plena efectividad en el sistema público de salud, incluyendo aquellas que resulten necesarias para la promoción de una vida saludable, la prevención, tratamiento y recuperación de las enfermedades que afecten o puedan afectar a la población infantil, sea que las padezcan tanto en su desarrollo intrauterino como extrauterino. Asimismo, dentro del ámbito de sus competencias adoptarán las medidas para que el sistema privado de salud cumpla con dichos derechos. Todo niño tiene derecho a contar con la compañía de familiares, cuidadores o personas significativas para él, tanto en las atenciones ambulatorias como en las hospitalizaciones, salvo cuando motivos clínicos aconsejen lo contrario, debiendo el Estado velar por la efectividad de este derecho. 


Los prestadores de salud públicos y privados adoptarán las medidas pertinentes para que los niños sean debidamente informados sobre su estado de salud, acorde a su situación, edad y madurez, en concordancia con sus padres y/o madres, representantes legales o quienes los tengan legalmente a su cuidado, cuando corresponda, resguardando la confidencialidad de dicha información. Los órganos de la Administración del Estado velarán por el cumplimiento de esta obligación. Asimismo, todo niño que se encuentre internado en un establecimiento de salud será informado del tratamiento que recibe y de las demás circunstancias propias de su internación, en cada oportunidad que sea examinado.


Para el caso de que se requiera contar con el consentimiento establecido en el artículo 14 de la ley Nº 20.584, deberá dejarse constancia de que el niño ha sido informado y que se le ha oído, tomando en consideración su edad y madurez.


La situación de discapacidad de un niño nunca podrá emplearse como fundamento para negarle los derechos de que trata esta ley, en especial, se prohíbe toda práctica que tenga por finalidad la desinformación sobre su sexualidad, suspender la entrega de métodos anticonceptivos o la esterilización de niños confines contraceptivos. 


Las acciones dirigidas a la protección o tratamiento de la salud física o mental de un niño que se encuentre internado para dichos fines, no se podrán impedir, restringir, obstaculizar o interrumpir en virtud de motivos ideológicos, morales o religiosos.


Artículo 31.- Educación. Los niños tienen derecho a ser educados en el desarrollo de su personalidad, aptitudes y capacidades hasta el máximo de sus posibilidades. La educación tendrá como propósito inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales, así como el respeto de sus padres y/o madres, de su propia identidad cultural, de su idioma, sus valores y el medio ambiente.


Para el Estado es obligatorio promover la educación parvularia, para lo que financiará un sistema gratuito a partir del nivel medio menor, destinado a asegurar el acceso a éste y sus niveles superiores. El segundo nivel de transición es obligatorio, y es requisito para el ingreso a la educación básica. 


La educación básica y la educación media son obligatorias. El Estado deberá financiar un sistema gratuito con tal objeto, destinado a asegurar el acceso a ellas de toda la población. 


Los órganos de la Administración del Estado competentes velarán por que ningún niño sea excluido del sistema educacional o vea limitado su derecho a la educación por motivos que puedan ser constitutivos de discriminación arbitraria.


Es deber del Estado garantizar el ingreso al sistema educacional o su continuidad en el mismo, según corresponda, a los niños que estén temporal o permanentemente privados de su entorno familiar.


Las medidas pedagógicas y disciplinarias que puedan adoptarse en conformidad a la ley y los reglamentos, respecto de los niños en el contexto de la actividad educacional, deberán siempre basarse en un procedimiento que garantice el pleno respeto de sus derechos y ser compatibles con los fines de la educación y con la dignidad del niño.


En ningún establecimiento se podrá negar la constitución y funcionamiento de los centros de alumnos u otra forma de asociación y organización, en conformidad a la ley y al proyecto educativo del respectivo establecimiento. Asimismo, los reglamentos escolares deberán ajustarse a la legislación vigente y a las obligaciones legales emanadas de los tratados internacionales que hayan sido ratificados por Chile que se encuentren vigentes.


Artículo 32.- Recreación, participación en la vida cultural y en las artes. Los niños tienen derecho al descanso, al esparcimiento, al juego, al deporte y a las demás actividades recreativas propias de su ciclo vital, y a participar en la vida cultural y las artes. Igualmente, tienen derecho a que se les reconozca, respete y fomente el conocimiento y la vivencia de la cultura a que pertenezcan.


Es deber del Estado garantizar la libre elección del establecimiento educacional por parte de niños con necesidades educativas especiales, o de sus padres.


Artículo 33.- Protección contra la explotación económica y el trabajo infantil. Los niños tienen derecho a estar protegidos contra la explotación económica y contra las peores formas de trabajo infantil. Los órganos del Estado deberán adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otro tipo para erradicarlas.


Artículo 34.- Libertad personal y ambulatoria. Todo niño tiene derecho a ejercer su libertad personal y su autonomía según le permita su edad, grado de madurez y desarrollo. 


Ningún niño podrá ser privado de su libertad personal ni ésta restringida de manera ilegal o arbitraria.


En todo procedimiento en que interviene el Estado, este asegurará que todo niño cuente con un procedimiento breve, sencillo y expedito y con un defensor especializado que lo asista, para que por sí mismo o asistido por un adulto interesado pueda hacer valer los derechos y garantías que le confieren la Constitución Política de la República, los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes dictadas conforme a éstos.


Todo niño tiene derecho a transitar libremente por el territorio nacional, de conformidad con el progresivo desarrollo de sus facultades, salvo las restricciones legalmente establecidas.


Toda restricción o privación de libertad deberá llevarse a cabo conforme a la ley, durante el período más breve posible y será utilizada sólo como último recurso. La aplicación de la internación provisoria será excepcional.


Los padres y/o madres, los representantes legales o quienes tuvieren legalmente a su cuidado a un niño, tienen derecho a conocer su paradero y estado, cuando se le hubiere aplicado cualquier medida privativa de libertad. La autoridad correspondiente deberá siempre entregar esta información en la forma más expedita posible, velando asimismo por el contacto directo y regular entre los niños afectados por esta medida y los padres y/o madres, representantes legales o quienes lo tuvieran legalmente a su cuidado. En aquellos casos en que se produzca la separación del niño de su familia, el Estado velará por la pronta restitución de su libertad ambulatoria y por la inmediata reunión con su familia, de conformidad a la ley.


Las sanciones privativas de libertad deberán ir siempre acompañadas de programas de reinserción social en los que se procurará involucrar a la familia del niño. Los niños deberán cumplir estas sanciones en el establecimiento más cercano a su domicilio y de fácil acceso para sus padres y/o madres, representantes legales o quienes los tengan legalmente a su cuidado.


Artículo 35.- Debido proceso, tutela judicial efectiva y especialización. Todo niño tiene derecho a que en todos los procedimientos administrativos y judiciales se le respeten las garantías de un proceso racional y justo, y que se le garantice, entre otros, el derecho de tutela judicial, el derecho a ser oído, el derecho a ser informado del procedimiento aplicable y los derechos que le corresponden en él, el derecho a una representación distinta de la de sus padres y/o madres o representantes legales en caso de intereses incompatibles, el derecho a una representación judicial especializada, a presentar pruebas idóneas e independientes, a recurrir, así como los derechos y garantías que le confieren la Constitución Política de la República, los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y las leyes. 


Los órganos del Estado propenderán a una efectiva especialización de todos los funcionarios cuyas tareas tengan relación con la protección de los derechos del niño, asegurando la promoción de sus derechos, fomentando, difundiendo y capacitando en estos derechos a familias, comunidades, municipios, administración, organismos de la sociedad civil y otros órganos del Estado.


Artículo 36.- Medidas de protección especial. Los órganos de la Administración del Estado, en el ámbito de sus competencias, velarán por la recuperación física y psicológica y la reintegración social de todo niño vulnerado en sus derechos por ser víctima de cualquier forma de abandono, explotación o abuso; situación de discapacidad; situación de calle; tortura u otra forma de penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, o conflictos armados.


Artículo 37.- Medidas de prevención y protección del embarazo, maternidad y paternidad de menores de 18 años. El Estado protegerá y promoverá condiciones dignas y equitativas para el adecuado desarrollo durante el embarazo, nacimiento, lactancia, apego y crianza del hijo, así como también la corresponsabilidad de los padres y/o madres.


Se prohíbe especialmente en los establecimientos educacionales impedir el acceso o la permanencia en éstos en razón del embarazo, maternidad o paternidad.


Asimismo, los niños tienen derecho a una educación sexual integral y responsable que incorpore la prevención de embarazos no deseados.


La mujer privada de libertad será especialmente asistida durante el parto y se le proveerán los medios adecuados para la crianza de su hijo mientras permanezca en el medio carcelario, facilitándole, entre otros, la comunicación con su familia a efectos de propiciar su integración a ella.


Estas medidas respetarán siempre los principios consagrados en esta ley.


La política nacional de la niñez tendrá entre sus objetivos prioritarios la protección de lo señalado. El Estado deberá informar y orientar las acciones adecuadas para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.

Título III

Sistema de Protección Administrativa y Judicial.


Artículo 38.- Defensa jurídica. Todo niño tiene derecho a contar con la debida defensa jurídica especializada y autónoma ante los tribunales de justicia y entidades administrativas, para el ejercicio de sus derechos en conformidad a la ley.


Artículo 39.- Deber general. Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, deben proveer los servicios sociales que correspondan para propender a la plena satisfacción de los derechos de los niños en forma oportuna y eficaz.

Título IV

Institucionalidad

Párrafo 1º

Participación ciudadana y de los niños


Artículo 40.- Principio de participación, colaboración ciudadana y participación de los niños. Los órganos de la Administración del Estado propenderán a la creación de procedimientos que permitan la participación ciudadana en las materias relativas a la protección de la niñez y garantía de sus derechos, en cada uno de los niveles del Sistema. Especialmente, generarán mecanismos para que dicha participación se verifique por parte de los niños,  creando y fomentando las instancias para ello.


El Ministerio de Desarrollo Social dispondrá los instrumentos y procedimientos para asegurar la participación de la sociedad civil, expertos, padres y/o madres y niños para recoger sus opiniones sobre el funcionamiento del Sistema de Garantías.

Título V

De la Política Nacional de la Niñez y su Plan de Acción


Artículo 41.- Contenido mínimo de la política nacional de la niñez. La política que se formule deberá contener, a lo menos, sus objetivos y fines estratégicos, distinguiendo áreas y materias; orientaciones y ejes de acción dirigidos al cumplimiento de dichos objetivos y fines, considerando criterios de descentralización y desconcentración, según corresponda.


La política nacional de la niñez propenderá a que el Sistema de Garantías sea de carácter:


a) Universal, promoviendo el ejercicio de sus derechos a todos los niños dentro del territorio de la República.


b) Coordinado, propendiendo a la unidad de acción y evitando la interferencia de funciones.


c) Progresivo e integral, considerando el desarrollo de la niñez hasta el cumplimiento de la mayoría de edad, y atendiendo al ejercicio de los derechos en un marco de protección que incluya a las familias, la comunidad, la sociedad civil y, particularmente, a los órganos del Estado.


d) Intersectorial, relacionando en sus contenidos las diferentes dimensiones de las prestaciones públicas que se desarrollan en diferentes sectores, y generando la capacidad de incidir en las políticas de las entidades del sector público que presten servicios vinculados a los derechos de los niños.


Artículo 42.- Plan de acción. La política nacional de la niñez será implementada a través de un plan de acción.


Artículo 43.- Contenido mínimo del plan de acción. El plan de acción deberá contener, a lo menos:


a) Los programas o líneas programáticas que lo integran.


b) Las acciones y medidas específicas a ejecutar. 


c) Los plazos de ejecución.


d) Los órganos y cargos responsables.


e) Las metas para sus acciones y medidas.


f) Los indicadores necesarios para su evaluación.


Artículo 44.- Procedimiento de formulación y aprobación. La política nacional de la niñez y su plan de acción serán elaborados a través de un proceso coordinado por el Ministerio de Desarrollo Social, de acuerdo con esta ley y el reglamento respectivo. Este proceso deberá considerar la participación de las organizaciones de la sociedad civil.


La política nacional de la niñez tendrá una duración de diez años, y será revisada al menos cada cinco años. La política nacional de la niñez y su plan de acción serán aprobados mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Desarrollo Social a propuesta del Comité Interministerial de Desarrollo Social de la Niñez, y deberá ser suscrito, además, por aquellos secretarios de Estado con competencia en la materia respectiva.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La política nacional de la niñez deberá dictarse dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley.


Artículo segundo.- Las normas del título III regirán a contar de la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional de Protección de la Infancia, cualquiera sea su denominación legal.”.

- - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 30 de mayo de 2017; con asistencia de los Honorables Senadores señores Patricio Walker Prieto (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázabal, Jaime Quintana Leal y Ena Von Baer Jahn; 6, 13 y 20 de junio de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Patricio Walker Prieto (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Jaime Quintana Leal y Ena Von Baer Jahn; 4 de julio de 2017; con asistencia de los Honorables Senadores señores Patricio Walker Prieto (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázabal, Jaime Quintana Leal y Ena Von Baer Jahn; 11 de julio de 2017; con asistencia de los Honorables Senadores señores Patricio Walker Prieto (Presidente), Alejandro Navarro Brain (Manuel José Ossandón Irarrázabal), Jaime Quintana Leal y Ena Von Baer Jahn; 1 de agosto de 2017; con asistencia de los Honorables Senadores señores Patricio Walker Prieto (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Ena Von Baer Jahn y 8 de agosto de 2017; con asistencia de los Honorables Senadores señores Patricio Walker Prieto (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázabal, Jaime Quintana Leal y Ena Von Baer Jahn;


Sala de la Comisión, a 14 de agosto de 2017.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión
____________________________
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45 Katherine Taylor, The importance of the family and the Deficiency of Residential Institutions, International Journal of the Jurisprudence of the Family, Vol. 7, Forthcoming (2017). Disponible en SSRN: https://ssrn.com/abstract=2920656 

46 Biblioteca del Congreso Nacional de Chile, Informe Legislación comparada de protección integral de la infancia: España, Francia, Colombia y Argentina, mayo 2016, p.10.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LEY N° 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES
(9.369-03)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 20 de mayo de 2015, pasando a la Comisión de Economía, y a la de Hacienda, en su caso. 


Con fecha 11 de agosto de 2015 la Sala acuerda que, luego de ser informado por la Comisión de Economía, el proyecto sea informado también por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 


Posteriormente, con fecha 2 de septiembre la Sala acuerda que el proyecto sea informado en general sólo por la Comisión de Economía, y en la discusión particular sea considerado por la de Economía y luego por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Fue aprobado en general por el Senado en sesión de 29 de septiembre, fecha en la que se abrió un plazo para presentar indicaciones hasta el 9 de noviembre de 2015, plazo que fue ampliado hasta las 12 horas del 16 de noviembre del mismo año. El 14 de junio de 2016, la Sala abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 18 horas de ese mismo día.

____________


A una o más de las sesiones en que la Comisión conoció esta iniciativa asistió, además de sus integrantes, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes.

Además, asistieron las siguientes personas:

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Coordinador Legislativo del Ministro, señor Pablo Berazaluce; los asesores, señores Adrián Fuentes, David Henríquez, Cristián Torres, Mauricio Garetto, Jorge Grunberg y Tomás Valdivieso; y la Jefa de Comunicaciones, señora Claudia Betancourt.

Del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC): el Director Nacional, señor Ernesto Muñoz; el Jefe de División de Consumo Financiero, señor Rodrigo Romo; la Jefa de Unidad Jurídica Estratégica, señora Ivonne Valdivieso; las abogadas señoras Magdalena Lazcano y Ximena Soto; y el asesor señor Félix Mercado. 

De la Asociación de Funcionarios del SERNAC: el Presidente, señor Paul Laulié; el Secretario, señor Jerardo Lebuy; y el Tesorero, señor Francisco Bustamante.

El Abogado de la Biblioteca Nacional del Congreso, señor James Wilkins.

Otros asistentes, en calidad de oyentes:

De la Secretaría General de la Presidencia: las asesoras, señoras Tamara Gargieri, Tania Larraín, Vanesa Salgado y los asesores señores Luis Batallé, Hernán Campos, Guillermo Briceño, Sergio Herrera, Giovanni Semería y Héctor Valladares. 

Los asesores, señores Renato Rodríguez, Eduardo Faúndez y las periodistas señoras Tania Cabezas y Karen Unda, (Honorable Senadora señora Lily Pérez); Pablo Terrazas (Honorable Senador señor Iván Moreira); Eduardo Barros, Claudio Flores (Honorable Senador señor Eugenio Tuma); Alberto Jara, José Huerta, (Honorable Senador señor Manuel José Ossandón); Fabián Luengo, Guillermo Rioseco y Jaime Mondría (Honorable Senador señor Alejandro Navarro).

La Jefa de Gabinete, señora Kareen Herrera y la asesora de prensa, señora Andrea Gómez (Honorable Senador señor Jorge Pizarro).

La señora Alison Silva (invitada Honorable Senador señor Alejandro Navarro).

De la Biblioteca del Congreso Nacional (BCN), los analistas, señora Christine Weidenslaufer y el señor James Wilkins.

De Libertad y Desarrollo: el abogado, señor Jorge Avilés.

De la Fundación Jaime Guzmán: el asesor, señor Diego Vicuña.

Del Instituto Igualdad, Comisión Socialista; el asesor, señor Francisco González.

De Imaginacción Consultores; la Cientista Político,  señora Javiera Campos y la periodista María Soledad Carlini.

El asesor del Comité de Senadores UDI, abogado, señor Marcelo Alfaro.

La abogada, asesora de CPC, señora María José Acuña.

Asesora Legislativa del Comité DC, señora Constanza González.

De Igualdad el asesor legislativo, señor Francisco González.

De Bancada DC (asesoría externa): la señora María Jesús Mella.

La periodista del Senado, señora Karina Arancibia.

La analista de la Unidad Presupuestaria del Senado, señora María Soledad Larenas.

Los periodistas de El Mercurio, los señores Luis Musquiz y Sebastián Angulo; de diario El Pulso, la periodista señora Lucy Aravena.

_______________


NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL


El número 20), que pasa a ser número 23); el artículo 50 O contenido en el número 26), que pasa a ser número 31); el artículo 50 Q, contenido en el número 33, nuevo; la letra o) propuesta en la letra b) del número 40) que pasa a ser número 49); el literal ii) de la letra e) del número 40) que pasa a ser número 49); los incisos catorce a dieciséis del artículo 59 ter y el inciso quinto del artículo 59 quáter, ambos contenido en el número 43), que pasa a ser número 53), todos ellos del artículo 1° del proyecto contienen normas de carácter orgánico constitucional, de conformidad a lo establecido en el artículo 77 en relación con el inciso segundo de la Constitución Política de la República, y a lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


También tiene el carácter de norma orgánico constitucional la contenida en el inciso quinto del artículo 59 ter, contenido en el número 43), que pasa a ser número 53), en razón de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 8° de la Constitución Política de la República.

NORMAS DE QUÓRUM CALIFICADO


Tienen el carácter de normas de quórum calificado las contenidas los incisos primero y segundo del artículo 54 Ñ, contenido en el número 33), que pasa a ser número 42, y el inciso primero del artículo 59 sexies, contenido en el número 43) que pasa a ser número 53), en razón de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República; y los incisos tercero y cuarto del artículo 54 Ñ, contenido en el número 33), que pasa a ser número 42, y el inciso segundo del artículo 59 sexies, contenido en el número 43) que pasa a ser número 53), en atención a lo establecido en el inciso primero del número 12 del artículo 19 de la Carta Fundamental.

___________


OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo sustantivo, los objetivos del proyecto de ley despachado por la Comisión de Economía son los siguientes:


1. Fortalecimiento del SERNAC.


El proyecto propone un cambio en el rol que le corresponde al SERNAC, confiriéndole nuevas facultades:


a. Facultad de fiscalizar.


b. Facultad de sancionar.


c. Facultad para interpretar la ley.


d. Facultad para dictar instrucciones de carácter general.


En este orden de materias, el proyecto regula las de mediaciones colectivas, y también contempla un nuevo estatuto de nombramiento y remoción para el cargo de Director Nacional del SERNAC, así como la creación de un Consejo Normativo.


2. Modificación de la competencia de los Juzgados de Policía Local para resolver los conflictos en el ámbito del interés individual del consumidor.


3. Fortalecimiento de las Asociaciones de Consumidores.


4. Incremento de los montos correspondientes a las multas por infracción a la normativa de protección de los derechos de los consumidores.


5. Reparación íntegra de los daños causados a los consumidores.


6. Aumento en los plazos de prescripción extintiva de acciones que persigan la responsabilidad contravencional.

___________


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de siguiente:
1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: Los números 1; 11, que pasa a ser 14; 12, que pasa a ser 15; 14 y 15, que pasan a ser 17 y 18, respectivamente; 17 y 18, que pasan a ser 20 y 21; 31, que pasa a ser 29; 34, que pasa a ser 43; 36 a 38, que pasan a ser 45 a 47; y 42, que pasa a ser 51, del artículo 1°; el artículo 3°; los artículos primero y segundo transitorios, y los artículos quinto a undécimo transitorios, que pasan a ser artículos tercero a octavo transitorios, respectivamente. 

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las números 19, 21, 36, 51, 62, 68, 71, 72, 75, 77, 78, 80, 81, 82, 83, 84, 86, 87, 89, 90, 91, 93, 96, 97, 99, 102, 103, 105, 106, 107, 112, 114, 116, 118, 119, 128, 129, 130, 131, 141, 146, 150, 151, 152, 159, 164, 169, 174, 176, 178, 187, 188, 189, 191, 194, 195, 196, 197, 198, 199, 203, 206, 207 y 208.


3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: las números 5, 6, 7, 8, 9, 10, 13, 16, 17, 18, 23, 32, 37, 41,42, 43, 44, 45, 48, 69, 85, 95, 98, 100, 101, 108, 109, 111, 121, 122, 123, 132, 133, 138, 140, 143, 145, 147, 149, 161, 162, 172, 173, 175, 184, 200, 205, 211, 212 y 213, con excepción de la letra l), que fue rechazada.

4.- Indicaciones rechazadas: las números 1, 11, 14, 15, 28, 29, 30, 31, 33, 34, 35, 47, 49, 53, 54, 57, 59, 63, 66, 67, 76, 79, 88, 110, 120, 136, 165, 167, 168, 190 y 213, respecto de la letra l), relativa a la dieta de los consejeros.

5.- Indicaciones retiradas: las números 2, 3, 4, 22, 24, 25, 26, 27, 38, 39, 40, 46, 50, 52, 54bis, 55, 56, 58, 60, 61, 64, 65, 70, 73, 74, 92, 94, 104, 113, 115, 117, 124, 125, 126, 127, 134, 135, 137, 139, 142, 144, 148, 153, 154, 155, 156, 157, 158, 160, 163, 166, 170, 171, 177, 179, 182, 183, 185, 186 , 192, 193 y 204.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: las números 12, 20, 180, 181, 201, 202, 209 y 210.

_________________________

EXPOSICIÓN DEL MINISTRO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y TURISMO, SEÑOR LUIS FELIPE CÉSPEDES, RESPECTO DEL SENTIDO DE LAS INDICACIONES PRESENTADAS POR EL EJECUTIVO


Antes de iniciar la discusión particular de esta iniciativa, la Comisión escuchó la exposición del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes, respecto del sentido de las indicaciones presentadas por el Ejecutivo.


Al respecto, señaló que tales indicaciones consideran los siguientes 6 ejes temáticos:


1. Consejo Normativo.


2. Principio de especialidad en aplicación de multas.


3. Opción plena del consumidor para denunciar infracciones.


4. Robusto conjunto de reglas para graduar las multas que resultan aplicables en el caso concreto.


5. Mejoras a los procedimientos regulados en la ley de protección de los derechos de los consumidores.


6. Facilitación de la labor desarrollada por asociaciones de consumidores e incremento de la transparencia en su gestión.

________________

EJES TEMÁTICOS DE LAS INDICACIONES DEL EJECUTIVO


Luego, el señor Ministro se refirió en profundidad a cada uno de los ejes temáticos sobre los cuales se apoyan las indicaciones del Ejecutivo.


1. Consejo Normativo.


Las indicaciones del Ejecutivo plantean crear, introduciendo nuevos artículos en la ley de protección de los derechos de los consumidores, un Consejo Normativo, cuerpo colegiado de cuya aprobación depende el ejercicio de dos atribuciones del SERNAC:


(i) la atribución de interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores; y


(ii) la atribución de dictar normas e instrucciones de carácter general en materia de protección de derechos de los consumidores.


El Consejo Normativo estará conformado por 3 miembros (Consejeros), con altas credenciales técnicas.


- Cada Consejero deberá ser experto en materia de protección de los derechos de los consumidores y contar con relevantes méritos profesionales o académicos, cuya idoneidad garantice el debido funcionamiento del Consejo.


- Los Consejeros serán nombrados por el Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Economía, previo acuerdo del Senado.


El Consejo operará con alto grado de independencia política, como también de imparcialidad respecto de los sujetos afectados por las normas de la ley de protección de los derechos de los consumidores:


- Los consejeros durarán 4 años en sus cargos.


- Los miembros del Consejo serán inamovibles. Las causales de cesación anticipada en el cargo serán sumamente calificadas: término del período legal de su designación; renuncia voluntaria; negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones; incapacidad psíquica o física; incurrir en inhabilidades.


- El Consejo se renovará por parcialidades, según va terminando el período legal de cada consejero.


- Se configuran importantes incompatibilidades respecto de cargos en la administración del Estado, cargos de representación, integración de Tribunales de la República, etc., así como con cargos de administración o de director en sociedades anónimas que pueden ser objeto de fiscalización por el SERNAC.


- Se configuran, asimismo, inhabilidades para que los Consejeros participen en la propiedad de empresas que pueden ser objeto de fiscalización por el Servicio.


Proceso previo de consulta pública para el ejercicio de atribuciones normativas. Cualquier persona podrá opinar acerca del contenido y efectos de la propuesta del Director. Tanto la propuesta del Director como las observaciones planteadas por particulares son públicas y constituirán un antecedente que permitirá mejorar la propuesta del Director, así como enriquecer la evaluación de la misma que posteriormente realice el Consejo.


Medios de impugnación: reclamación por ilegalidad. Adicionalmente se contempla, como resguardo para los destinatarios del ejercicio de estas atribuciones, la posibilidad de que los afectados por un acto de aplicación de las normas o interpretaciones así dictadas puedan reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago en un término de 10 días.


Conclusiones:


-El establecimiento del Consejo Normativo profundiza las garantías del ejercicio imparcial de las nuevas atribuciones que el Servicio asume.


-Esta modificación dejará al Servicio en una posición de vanguardia respecto de las instituciones fiscalizadoras en nuestro país.


-Los procedimientos establecidos para la dictación de interpretaciones administrativas y normas de carácter general aumentan los niveles de transparencia, predictibilidad y diálogo con los posibles afectados por el ejercicio de tales atribuciones, lo cual importará una mejora sustantiva en la calidad de la normativa que se dicte.


2.- Principio de especialidad en aplicación de sanciones.


Las indicaciones del Ejecutivo plantean establecer que la sanción impuesta por la aplicación de una ley especial impedirá al Servicio aplicar una sanción adicional en razón de los mismos hechos, en la medida que, para la determinación de la sanción basada sobre una ley especial, se haya considerado la vulneración de los derechos de los usuarios o consumidores en los términos que los reconoce la ley de protección de los derechos de los consumidores.


Aun cuando el artículo 2º bis vigente de la ley sobre protección de los derechos de los consumidores ya soluciona este problema, esta norma reafirmará dicha solución, eliminando cualquier clase de incertidumbre en materia sancionatoria a la que podrían verse expuestas empresas que actúan en industrias reguladas, tales como servicios sanitarios, eléctricos, gas y telecomunicaciones.


3.- Opción plena del consumidor para denunciar infracciones.


Se permitirá la opción plena del consumidor para denunciar, en las causas de interés individual (es decir, en aquellas que afectan el interés del consumidor individualmente considerado), las infracciones a la ley.


Así, podrá hacerlo ante:


(a) el Servicio Nacional del Consumidor;


(b) los Juzgados de Policía Local (tal como sucede en la actualidad).


Con esta indicación el proyecto maximiza las alternativas para que el consumidor pueda hacer valer sus derechos.


4.- Reglas para graduar las multas que resultan aplicables en el caso concreto.


Propone agregar un completo catálogo de reglas para la determinación de las multas que proceden por infracciones a la ley de protección de los derechos de los consumidores (artículo 24 de la ley vigente).


En específico, establecer un sistema de graduación de las multas que procedería aplicar atendiendo a determinadas circunstancias atenuantes y agravantes.


Conforme a la concurrencia de circunstancias atenuantes y agravantes, se propone establecer rangos porcentuales acotados de la multa a aplicar en el caso concreto.

_________________

MESA DE ASESORES, O COMISIÓN TÉCNICA, 

FORMADA POR REPRESENTANTES 

DEL EJECUTIVO Y 

DE LOS SEÑORES PARLAMENTARIOS INTEGRANTES DE LA COMISIÓN.


Es del caso hacer presente que, con la finalidad de facilitar el despacho de las indicaciones presentadas a la iniciativa, la Comisión resolvió formar una mesa de asesores, o comisión técnica, formada por representantes del Ejecutivo y de los señores Parlamentarios integrantes de la Comisión.


Asimismo, la Comisión encomendó a tal instancia de trabajo formular un plan de trabajo para el análisis de las indicaciones.


Respondiendo a este último requerimiento, la mesa de asesores propuso a la Comisión un orden para ir abordando las materias, el cual fue acogido unánimemente. 

El referido plan de trabajo fue el siguiente:

	TEMA 
	SUBTEMA
	INDICACIONES 

RELACIONADAS 

	MULTAS 

(Y DAÑOS PUNITIVOS EN PROCEDIMIENTO PARA DEFENSA DE INTERÉS COLECTIVO O DIFUSO)
 
	MONTO DE MULTAS

	27, 28, 30, 32, 33, 34, 47, 48, 49, 57, 59, 167
 

	
	LÍMITES A MULTAS

	29, 31, 35, 41, 42, 43, 44, 45, 53, 168
 

	
	GRADUACIÓN DE MULTAS

	36, 37, 38, 39, 40

	
	DAÑOS PUNITIVOS

	50, 51, 52, 54


	PRESCRIPCIÓN

DE LA RESPONSABILIDAD CONTRAVENCIONAL

	PLAZO DE PRESCRIPCIÓN

	55

	
	CÓMPUTO DE PRESCRIPCIÓN

	56

	PROCEDIMIENTOS
	NORMAS GENERALES

	58, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, 89  

	
	CONCILIACIONES


	95

	
	PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO

	90, 91, 92, 93, 94, 98, 99, 100, 101, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 115, 116, 117, 118, 119, 120 

	
	PROCEDIMIENTO ANTE JUZGADO DE POLICÍA LOCAL
	128, 129

	
	PROCEDIMIENTO COLECTIVO

	130, 131, 132, 133, 134, 135, 136, 137, 138, 139, 140, 141, 142, 143, 144, 145, 147, 148, 149 

	
	MEDIACIONES COLECTIVAS

	150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, 157, 158, 159, 160, 161, 162, 163, 164, 165, 166 


	CONTRATOS DE ADHESIÓN

	25, 26, 186
 

	LIBRE COMPETENCIA

	204

	INDICACIONES MISCELÁNEAS

	2, 3, 4, 44, 22, 23, 24, 205


	ARTICULADO TRANSITORIO DEL PROYECTO

	206, 207, 208, 209, 210, 211, 212



Posteriormente, se agregó al señalado calendario las siguientes materias:

	PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD Y ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY

	INDICACIONES RELACIONADAS
1, 46, 121, 122, 123, 124, 125, 126, 127,  146, 170, 191
 

	FACULTAD FISCALIZADORA


	 

171, 172, 173, 174, 175, 188, 189 y 190
 



	ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES

	ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES COMO ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO

	5, 6, 7, 8, 9

	
	FACULTADES DE ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES


	10, 11, 12, 85, 96, 97

	
	PROHIBICIONES DE ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES

	13, 14, 15, 16, 17

	
	FONDO CONCURSABLE PARA ASOCIACIONES

	18, 19, 20, 21, 201, 202


	
	OTRAS


	137, 143, 144, 148, 14, 169.




	DAÑO MORAL
	136, 138, 61
 


	REFERIDAS A LA ORGANIZACIÓN DEL SERVICIO

CONSEJO NORMATIVO DEL SERNAC
	INDICACIONES RELACIONADAS

169, 176, 177, 178, 179 180, 181, 182, 183, 184, 185, 187, 192, 193, 194, 195, 196, 197, 198, 199, 200, 203




_________________

DISCUSIÓN PARTICULAR


Sobre la base de la propuesta formulada por la mesa de asesores respecto del orden para ir abordando las materias en las cuales inciden las indicaciones, la Comisión de Economía acordó, por unanimidad, discutir las indicaciones presentadas al proyecto aprobado en general en relación con el tema o subtema sobre el cual recaiga, y no en el orden correlativo utilizado en el boletín de las indicaciones.


Dado lo anteriormente expuesto, el presente segundo informe también contiene el debate recaído en las indicaciones en el orden en que la Comisión de Economía fue abordando las distintas materias y votando las indicaciones correspondientes.

__________

En sesión de fecha 9 de diciembre, la Comisión inició el análisis particular de las indicaciones presentadas al proyecto aprobado en general por el Senado.

De acuerdo a lo propuesto por la mesa de asesores, la Comisión de Economía se abocó, en primer término, al estudio y votación de las indicaciones referidas a las multas, como a su graduación; sus límites; su monto, y daños punitivos en procedimiento para defensa del interés colectivo o difuso.

También consideró la prescripción de la responsabilidad contravencional.

El Director del SERNAC, señor Ernesto Muñoz, expresó que se dará cuenta de los acuerdos alcanzados por la comisión de asesores en relación a estas materias. 

Puso de relieve que sobre la gran mayoría de estos temas existe acuerdo, y sólo restan algunos aspectos que es necesario perfeccionar.

________________

INDICACIONES REFERIDAS A LAS MULTAS

SISTEMA DE GRADUACIÓN DE MULTAS, 

CON AGRAVANTES Y ATENUANTES.

Indicaciones N°s 37, 42, 42, 43, 44, 45; 29, 31, 35, 168; 27, 29, 38, 39, 40.

NUMERAL 8)


El numeral 8), del artículo 1°, del texto aprobado en general por el Senado, introduce en sus letras a) a d), diversas modificaciones al artículo 24 de la ley N° 19.496, norma de cierre en materia de multas, y que, en lo sustantivo, dispone que las infracciones a lo dispuesto por la ley sobre protección de los derechos de los consumidores serán sancionadas con multa de hasta 50 unidades tributarias mensuales, si no tuvieren señalada una sanción diferente.


La asesora del SERNAC, señora Magdalena Lazcano, señaló que la indicación N° 37, de S.E. la Presidenta de la República, relativa a la determinación del monto de las multas, es el eje de los acuerdos alcanzados por la comisión de asesores en materia de multas. 

En consideración a lo anteriormente expresado, la Comisión aceptó la proposición de los representantes del Ejecutivo de iniciar el debate de esta materia con la referida indicación N° 37.

_______

Letra d)

Indicación N° 37

La indicación N° 37, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazarla por la que sigue:


“d) Reemplázase el inciso final por los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo:


“Para la determinación del monto de las multas señaladas en esta ley, el Servicio o el tribunal correspondiente deberán aplicar las reglas señaladas en los incisos siguientes, sin perjuicio de las reglas especiales establecidas para determinadas infracciones.


Se considerarán circunstancias atenuantes:


a) El haberse reparado el daño causado al consumidor, antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda.



b) Que el proveedor sea empresa de menor tamaño en los términos que se refiere el inciso segundo del artículo segundo de la ley N° 20.416.


c) La colaboración que el infractor haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante el procedimiento sancionatorio administrativo o judicial.


Se considerarán circunstancias agravantes: 


a) La reincidencia del proveedor cuando haya sido sancionado con anterioridad por la misma infracción. 


b) El haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores, o haber dañado su integridad física o su dignidad, o haber puesto en riesgo la seguridad e integridad física de los consumidores o de la comunidad aun no habiéndose causado daño.


La determinación de las multas se efectuará considerando las circunstancias atenuantes y agravantes señaladas en los incisos precedentes conforme a los siguientes parámetros:


a) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren tres atenuantes, se aplicará hasta el 40% del máximum de la multa que corresponda.


b) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren dos atenuantes, se aplicará hasta el 60% del máximum de la multa que corresponda.


c) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurre un atenuante, se aplicará hasta el 80% del máximum de la multa que corresponda.


d) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurre un agravante, se aplicará al menos el 60% del máximum de la multa que corresponda.


e) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren dos agravantes, se aplicará al menos el 80% del máximum de la multa que corresponda.


En caso de concurrir tanto circunstancias atenuantes como agravantes, el Servicio o el tribunal deberán ponderar racionalmente cada una de éstas, a fin de que, graduando el valor de unas y otras, al caso concreto se aplique una sanción proporcional a la intensidad de la afectación provocada en los derechos del consumidor. Sin perjuicio de lo anterior, la procedencia de un agravante determinará la aplicación de al menos el 40% del máximum de la multa, aun cuando concurran una o más circunstancias atenuantes. 


Dentro de los límites que se sigan de aplicar las reglas establecidas en los incisos precedentes, las multas se determinarán considerando prudencialmente los siguientes criterios: los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor; el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima; el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción; la cantidad de infracciones cometidas por parte del proveedor y su situación económica.


Tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará las multas de acuerdo al número de consumidores afectados, pudiendo aplicar una multa por cada uno de ellos, tomando en consideración la naturaleza de la infracción. Con todo, las multas que se impusieren en estos casos, no podrán exceder el 30% de las ventas del producto, línea de producto o servicio asociado a la infracción, efectuadas por el infractor durante el periodo en que ésta se haya prolongado o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción. En caso de tratarse de un proveedor que pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el inciso segundo del artículo segundo de la ley N° 20.416, la multa no podrá exceder el 10% de las ventas del producto o línea de producto o servicio asociado a la infracción efectuadas por el infractor durante el periodo en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


Para determinar las medidas que se adopten para prevenir o corregir infracciones, de conformidad a esta ley, el Servicio o el tribunal, según corresponda, deberán considerar especialmente los criterios referidos en los incisos cuarto, quinto y octavo del presente artículo.”.”.

___________

En discusión, el Director del SERNAC, señor Ernesto Muñoz, hizo presente que el trabajo realizado por la mesa de asesores recoge lo que, en su oportunidad, solicitó la Comisión respecto a especificar los criterios en materia de aplicación de multas. Por tal motivo, la indicación N° 37 contiene un sistema de graduación de multas con agravantes y atenuantes. También hizo presente que, en materia de reincidencia, la propuesta precisa que para que esta se configure debe tratarse de la misma infracción. 

La Comisión tuvo en consideración que la proposición de la mesa de asesores es aprobar la referida indicación, con modificaciones.

El texto modificado de la indicación N° 37 que la mesa de trabajo propone aprobar es el reemplazo de la letra d) por la siguiente:

“d) Reemplázase el inciso final por los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo:

“Para la determinación del monto de las multas señaladas en esta ley, el Servicio o el tribunal correspondiente deberán aplicar las reglas señaladas en los incisos siguientes, sin perjuicio de las reglas especiales establecidas para determinadas infracciones.

Se considerarán circunstancias atenuantes:

a) El haberse reparado el daño causado al consumidor, antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda.

b) Que el proveedor sea empresa de menor tamaño en los términos que se refiere el inciso segundo del artículo segundo de la ley N° 20.416.

c) La colaboración que el infractor haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante el procedimiento sancionatorio administrativo o judicial.

Se considerarán circunstancias agravantes: 

a) La reincidencia del proveedor cuando haya sido sancionado con anterioridad por la misma infracción. 

b) El haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores, o haber dañado su integridad física o psíquica o su dignidad, o haber puesto en riesgo la seguridad e integridad física de los consumidores o de la comunidad aun no habiéndose causado daño.

La determinación de las multas se efectuará considerando las circunstancias atenuantes y agravantes señaladas en los incisos precedentes conforme a los siguientes parámetros:

a) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren tres atenuantes, se aplicará hasta el 40% del máximum de la multa que corresponda.

b) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren dos atenuantes, se aplicará hasta el 60% del máximum de la multa que corresponda.

c) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurre un atenuante, se aplicará hasta el 80% del máximum de la multa que corresponda.

d) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurre un agravante, se aplicará al menos el 60% del máximum de la multa que corresponda.

e) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren dos agravantes, se aplicará al menos el 80% del máximum de la multa que corresponda.

En caso de concurrir tanto circunstancias atenuantes como agravantes, el Servicio o el tribunal deberán ponderar racionalmente cada una de éstas, a fin de que, graduando el valor de unas y otras, al caso concreto se aplique una sanción proporcional a la intensidad de la afectación provocada en los derechos del consumidor. Sin perjuicio de lo anterior, la procedencia de un agravante determinará la aplicación de al menos el 40% del máximum de la multa, aun cuando concurran una o más circunstancias atenuantes. 

Dentro de los límites que se sigan de aplicar las reglas establecidas en los incisos precedentes, las multas se determinarán considerando prudencialmente los siguientes criterios: los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor; el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima; el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción; la cantidad de infracciones cometidas por parte del proveedor y su situación económica.

Tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará las multas de acuerdo al número de consumidores afectados, pudiendo aplicar una multa por cada uno de ellos, tomando en consideración la naturaleza de la infracción. Con todo, el total de las multas que se impusieren en estos casos, no podrán exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas por el infractor durante el periodo en que ésta se haya prolongado o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción. En caso de tratarse de un proveedor que pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el inciso segundo del artículo segundo de la ley N° 20.416, el total de las multas no podrá exceder el 10% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción efectuadas por el infractor durante el periodo en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.

Para determinar las medidas que se adopten para prevenir o corregir infracciones, de conformidad a esta ley, el Servicio o el tribunal, según corresponda, deberán considerar especialmente los criterios referidos en los incisos cuarto, quinto y octavo del presente artículo.”.

El Honorable Senador señor Tuma destacó la graduación en la aplicación de multas, y que se avanzó bastante en detallar el sentido y significado de cada una de las atenuantes que consagra la norma.

La Honorable Senadora señora Pérez consideró que se ha logrado un buen acuerdo en la mesa técnica formada al efecto. Lo relevante del acuerdo era fijar criterios, sin perjuicio del perfeccionamiento de los mismos en el seno de la Comisión.

El Honorable Senador señor Tuma manifestó su inquietud por el monto de las multas, especialmente tratándose de las PYMES. La indicación señala que no se puede imponer una multa inferior al 40% del máximo, cifra que puede ser demoledora para una PYME, que en ocasiones no tienen 3 millones de pesos ni de capital.

El Honorable Senador señor Moreira valoró el trabajo de la comisión técnica. En relación con las PYMES, destacó que el ser una pyme es precisamente una circunstancia atenuante. Consultó por el modo en que se conjugan atenuantes y agravantes.

El Honorable Senador señor Pizarro mostró su acuerdo con la propuesta de la comisión técnica. En cuanto a la aprensión respecto del techo mínimo de la multa, llamó la atención que se trata de un monto calculado sobre las ventas de una determinada línea de productos y servicios.

El Honorable Senador señor Moreira hizo presente que, compartiendo el espíritu de lo expresado por el Honorable Senador señor Pizarro, no hay que olvidar que las PYMES no cuentan habitualmente con distintas líneas de producción.

El Honorable Senador señor Tuma agregó que el tope de un 30% por línea de productos o servicios se consagra sólo tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores.

El asesor del Honorable Senador señor Tuma, señor Eduardo Barros, consignó que en la comisión técnica no se ha logrado acuerdo en relación con la conveniencia de fijar un piso mínimo de las multas. También se encuentra pendiente el acuerdo sobre una propuesta respecto de las PYMES.

Los Honorables Senadores presentes estuvieron de acuerdo en la necesidad de dar una nueva mirada al tema “multas”, respecto del régimen especial de las PYMES y la existencia de un piso.

Se solicitó asimismo al Ejecutivo traer en una próxima sesión simulaciones que grafiquen el monto de las multas.

La Honorable Senadora señora Pérez solicitó que en las hipótesis concretas que se analicen, se consideren casos de PYMES de regiones, cuya realidad es distinta de las que están en Santiago.

En una nueva sesión, el Honorable Senador señor Tuma manifestó que, habiendo analizado nuevamente el tema de las PYMES, y consultado el parecer de CONAPYME, estaría de acuerdo en aprobar la propuesta sobre esta materia que el Ejecutivo dio a conocer la última sesión, con excepción de lo relativo al techo de las multas aplicables a las PYMES, que CONAPYME solicita se fijen en los siguientes montos: 72 UTM si existe una atenuante; 54 UTM con dos atenuantes, y 36 UTM si hay tres atenuantes. Solicitó al Ejecutivo considerar esta proposición.

Respecto del techo, si bien en su parecer sigue siendo bastante alto, en miras a llegar a un consenso lo aprobará.

El Director del SERNAC, señor Ernesto Muñoz, mostró su disposición de acoger la propuesta hecha por el Honorable Senador señor Tuma, sustituyendo en la indicación N° 11 el “50%” de rebaja por un “70%”.

Hizo un rápido repaso de las reglas propuestas para las PYMES, que fueron desarrolladas extensamente en una sesión anterior. 

La Comisión retomó el análisis de las indicaciones presentadas al proyecto aprobado en general.

El asesor del SERNAC, señor Rodrigo Romo, recordó que el eje de los acuerdos en esta materia se contiene en la indicación N° 37 del Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Tuma consultó en relación con la atenuante de la letra a), referida a la reparación del mal causado, si implícitamente implica reconocer que se cometió una falta y se causó un daño. Recordó que en muchas oportunidades el proveedor discute precisamente la existencia de estos elementos, y consultó quién es el encargado de dirimir. También preguntó cómo se mide la colaboración, de modo de evitar que se trate de algo subjetivo.

El señor Muñoz hizo presente, por una parte, que al hablar de atenuantes, temporalmente nos ubicamos al momento de imposición de una sanción: se trata de reglas de aplicación de la multa, por lo que ya se estableció en un procedimiento la existencia de la falta. Por otra parte, se contempla en el artículo 24 la dictación de normas de aplicación obligatoria para el Servicio, que especificarán los criterios para configurar las atenuantes y agravantes.

Dio algunos ejemplos de lo que se considera reparar el mal causado: entrega de información, disposición a concurrir a instancias respectivas, disposición a ofrecer soluciones al consumidor, entre otras.

Siguiendo con las reglas de aplicación de las multas, el Honorable Senador señor Tuma hizo presente que el acuerdo es que no exista un piso para las multas en el caso de la PYME. 

El señor Director precisó que las hipótesis en que existen pisos mínimos de multas son aquellas en que sólo se presentan agravantes. Lo anterior nunca ocurrirá respecto a una PYME, ya que el solo hecho de ser una empresa de menor tamaño constituye una atenuante, de manera que se cumple el acuerdo mencionado por el Honorable Senador señor Tuma. 

En relación con la rebaja del techo de la multa, recalcó que debe introducirse en la indicación N° 111 referida al artículo 50 N, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar como inciso segundo el siguiente: 

“Tratándose de las empresas proveedoras comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416 que infrinjan por primera vez las disposiciones de esta ley, las multas a que se refiere la letra b) precedente serán reemplazadas por una capacitación en los derechos y deberes de los consumidores, salvo que se hubiese configurado la agravante señalada en la letra b) del inciso quinto del artículo 24.”.

El Honorable Senador señor Moreira formuló diversos comentarios. En primer término, destacó la introducción como agravante el daño síquico, o haber afectado la dignidad del consumidor. En cuanto a la agravante “reincidencia”, hizo presente que se contempla un plazo para que se configure la reincidencia sólo en el caso de las PYMES, pero tratándose del resto de los proveedores no hay plazo, lo que parece excesivo; es importante que la infracción se repita en un marco de tiempo definido para hablar de reincidencia, por ejemplo dos años.

El Honorable Senador señor Tuma reiteró la importancia de la rebaja del techo de las multas en el caso de las PYMES. Respecto a la reincidencia, puso de relieve que este fue un tema de debate en la comisión técnica, y consultó qué ocurre tratándose del resto de los proveedores. Coincidió con el Honorable Senador señor Moreira en que no puede ser una situación eterna, que en cualquier momento que la empresa cometa una nueva infracción se configure reincidencia.

El Director del SERNAC, señor Ernesto Muñoz, informó que no se consideró en las discusiones en torno a esta disposición la fijación de un plazo para la reincidencia en casos distintos de la PYME. Ello ocurrió por dos motivos: una focalización del esfuerzo en las PYMES, y las propias políticas comerciales de las grandes empresas. 

La Honorable Senadora señora Pérez consideró que, atendida la naturaleza de las infracciones, parece razonable fijar un plazo similar al de prescripción de los delitos económicos, homologar ambas situaciones. Ese plazo es de 5 años. Esta ley debe contemplar sanciones fuertes y duras, de modo que las grandes empresas estén conscientes que las infracciones en este ámbito son gravísimas. Agregó que la incorporación como agravante del daño sicológico fue una propuesta de su equipo de trabajo y se mostró muy satisfecha por su aprobación. 

El Honorable Senador señor Pizarro estuvo por fijar un plazo. Lo importante es dejar claramente determinado qué se entiende por “la misma infracción”. Es plausible querer sancionar mediante una ley enérgica, pero hay que tener cuidado de no sobreactuar tratándose de las multas. Es contrario a la estigmatización de las grandes empresas como “malos”, ya que las malas prácticas pueden tener lugar tanto en una gran empresa como en una PYME. En ese sentido, le parece desproporcionado asimilar una infracción en este ámbito a un delito económico.

La Honorable Senadora señora Pérez puntualizó que la homologación que propuso es sólo en cuanto al plazo, no a consignar en la ley que una infracción a la ley de protección de los derechos del consumidor se considera un delito económico.

El Honorable Senador señor Moreira reiteró la necesidad de consagrar un plazo.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, propuso consagrar para proveedores que no sean PYMES un plazo de 36 meses, dentro del cual, si es sancionado por la misma infracción, se considera reincidente.

La Comisión estuvo de acuerdo con la propuesta del señor Presidente.

A continuación, el Honorable Senador señor Tuma se refirió a aquellas infracciones que afecten el interés colectivo o difuso. Pidió precisar algunos aspectos relativos al límite conforme al cual el total de las multas que se impusieren en estos casos no podrán exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, como el período de ventas sobre la base del cual se calcula el límite, y qué se entiende por línea de productos o servicios.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz recordó que hoy en día el juez ya cuenta con la facultad de imponer una multa por cada uno de los consumidores afectados. Esta disposición establece una guía, un límite, respecto de esta situación que ya está contemplada. La base de cálculo es el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas por el infractor durante el periodo en que ésta se haya prolongado. Puso de relieve que se trata del producto o servicio afectado por la infracción, no de todas las ventas del proveedor.

--En votación, la indicación N° 37 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Indicaciones N°s 41, 42, 43, 44 y 45

A continuación, a sugerencia del señor Rodrigo Romo, el señor Presidente propuso a la Comisión pronunciarse por las indicaciones cuyo propósito coincida con la indicación N° 37, en los términos recientemente aprobados, a saber, las indicaciones N°s 41 a 45, referidas a los límites de las multas, y, de ser aprobadas, se entiendan subsumidas en el texto ya sancionado, es decir, aprobadas con modificaciones.

--Puestas en votación, las indicaciones N°s 41, 42, 43, 44 y 45 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobadas, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Indicaciones N°s 29, 31, 35, 53, 57 letra b), 59 letra b) y 168

Seguidamente, y a proposición de los representantes del Ejecutivo, el señor Presidente de la Comisión puso en votación un conjunto de indicaciones que proponen fijar un límite a las multas distinto al aprobado, a saber, las indicaciones N°s 29; 31; 35; 53; 57 letra b); 59 letra b) y 168.

La Comisión estimó que tales indicaciones son contradictorias con la indicación N° 37, aprobada con modificaciones, por lo que correspondería rechazarlas. También tuvo en consideración que el artículo 24 se hace cargo, de manera genérica, de la situación de las empresas de menor tamaño. 

--Puestas en votación, las indicaciones N°s 29; 31; 35; 53; 57 letra b); 59 letra b); y 168 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Rechazadas; unanimidad, 4x0).


Finalmente, representaron a la Comisión que las indicaciones N° 27, 38, 39 y 40 también están relacionadas con el tema debatido.


--Las indicaciones N° 27, 38, 39 y 40 fueron retiradas por sus autores.

_____________

OTRAS INDICACIONES RELACIONADAS CON LAS MULTAS, 

TANTO EN LO RELATIVO A SU MONTO COMO A SUS LÍMITES
Indicaciones N°s 36, 28, 30, 47, 48, 49, 32, 33, 34, 167, 57, 58, 59


Luego, la Comisión estudió y se pronunció sobre otras indicaciones relacionadas con las multas, tanto en lo relativo a su monto, cuanto a sus límites. 

Indicación N° 36

La indicación N° 36, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituir la letra c) del numeral 8 del artículo 1° por la siguiente:


“c) Derógase el inciso tercero.”.

La señora Lazcano explicó que la mesa de asesores propone aprobar esta indicación del Ejecutivo, que elimina el concepto de reincidencia del artículo 24, el que es modificado en la indicación N° 37 del Ejecutivo, que recoge la reincidencia como una agravante.

--En votación la indicación N° 36 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Indicación N° 28


La indicación N° 28, del Honorable Senador señor García, propone reemplazar el numeral 6) del artículo 1° por el siguiente:


“6) Reemplázase en el artículo 17K las palabras “setecientas cincuenta unidades tributarias mensuales” por “mil quinientas unidades tributarias mensuales”.”.

La comisión técnica propuso el rechazo de la indicación N° 28, por referirse a un tema resuelto por la ya citada indicación N° 37 del Ejecutivo, manteniendo las multas y los topes. 

--En votación la indicación N° 28 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Rechazada; unanimidad 4x0).

Indicación N° 30


La indicación N° 30, del Honorable Senador señor García, es para reemplazar el numeral 7) del artículo 1° por el siguiente:


“7) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 23, la frase “cien a trescientas” por “100 a 600”.”.


El numeral 7), del artículo 1°, del texto aprobado en general por el Senado, prescribe:


“7) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 23, la frase “cien a trescientas” por “100 a 3.000”.”.

____

La comisión técnica propuso rechazar la indicación N° 30, ya que se acordó que se mantendrán los topes de las multas que contempla el texto aprobado en general por la Comisión, dado que con la indicación N° 37 del Ejecutivo se establece un sistema de graduación de las multas y se aclara el límite en los procedimientos colectivos. 

--En votación la indicación N° 30 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Rechazada; unanimidad 4x0).

La señora Lazcano hizo presente que lo planteado respecto de la indicación N° 30 también aplica respecto de las indicaciones N°s 33, 34, 47, 49, 57 letra a), 59 letra a) y 167, como se verá oportunamente.

Indicaciones N°s 47 y 48


Las indicaciones N°s 47 y 48 también están referidas al monto de las multas, y recaen en el  numeral 9) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, que introduce en sus letras a) a c) diversas modificaciones al artículo 25 de la ley N° 19.496, que contempla multas para quien suspendiere, paralizare o no prestare, sin justificación, un servicio previamente contratado y por el cual se hubiere pagado derecho de conexión, de instalación, de incorporación o de mantención.

Letra a)


La letra a) dispone:


“a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “150” por “750”.”.


La indicación N° 47, del Honorable Senador señor García, es para sustituir el guarismo “750” por “300”.

Letra b)


La letra b) dispone:


“b) En el inciso segundo, reemplázase el guarismo “300” por “1.500”.”.


La indicación N° 48, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para reemplazarla por la que sigue:


“b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Cuando el servicio de que trata el inciso anterior fuere de agua potable, gas, alcantarillado, energía eléctrica, telecomunicaciones, recolección de basura o elementos tóxicos, los responsables serán sancionados con multa de 300 hasta 1.500 unidades tributarias mensuales.”.

________________

La señora Lazcano informó que la mesa de asesores propone rechazar la indicación N° 47, ya que se acordó que se mantendrán los topes de las multas que contempla el texto aprobado en general por la Comisión, dado que con la indicación N° 37 del Ejecutivo se establece un sistema de graduación de las multas y se aclara el límite en los procedimientos colectivos.

Asimismo, propone aprobar, con modificaciones, la indicación N° 48, en el sentido de eliminar el piso de la multa, y de reemplazar “teléfono” por “telecomunicaciones”, pues se estima que “teléfono” es un concepto muy restrictivo. 

--En votación la indicación N° 47 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 4x0).

--En votación la indicación N° 48 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Indicación N° 49


La indicación N° 49, del Honorable Senador señor García, por su parte, también recaída en el numeral 9) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, propone reemplazar el guarismo “1500” por “600”.

La comisión técnica propone su rechazo, pues la propuesta es mantener los topes de las multas que contempla el texto aprobado en general por la Comisión, dado que con la indicación N° 37 del Ejecutivo se establece un sistema de graduación de las multas y se aclara el límite en los procedimientos colectivos.

--En votación la indicación N° 49 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 4x0).

Indicación N° 32


La indicación N° 32, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para sustituir en el numeral 7) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, que reemplaza, en el inciso segundo del artículo 23 de la L.P.C., la frase “cien a trescientas” por “100 a 3.000”, la expresión “100 a 3.000” por “300 a 3.000”.

La señora Lazcano expresó que la propuesta es acoger la idea contenida en la indicación, con modificaciones, en el sentido que en lugar de aumentar el piso de la multa, éste se eliminaría, considerando que esta era la única multa que mantenía un piso. 

--En votación la indicación N° 32 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Indicaciones N° 33 y 34

Ambas indicaciones también están referidas al numeral 8) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, el que, como ya se advirtió, introduce en sus letras a) a d), diversas modificaciones al artículo 24, norma de clausura en relación con las sanciones de la ley N° 19.496.


La indicación N° 33, del Honorable Senador señor García, es para reemplazar la letra a), que sustituye en el inciso primero de artículo 24 el guarismo “50” por “300”, el guarismo “300” por “100”.


A su vez, la indicación N° 34, también del Honorable Senador señor García, recae en la letra b) del numeral 8, que reemplaza en el inciso segundo del artículo 24, los guarismos “750” y “1.000” por “1.500” y “3.000”, respectivamente, y tiene por objeto reemplazar el guarismo “3.000” por “2.000”.

La mesa de asesores propuso rechazar las indicaciones N°s 33 y 34, ya que se acordó que corresponde mantener los topes de las multas que contempla el texto aprobado en general por la Comisión, dado que con la indicación N° 37 del Ejecutivo se establece un sistema de graduación de las multas y se aclara el límite en los procedimientos colectivos.

--En votación las indicaciones N°s 33 y 34 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Rechazadas; unanimidad 4x0).

o o o o o


La Comisión acogió una proposición de la mesa de asesores en orden a introducir una modificación al numeral 34, en el sentido de eliminar el inciso segundo del artículo 55 D.

----En votación, la proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación). (Aprobada; unanimidad 3x0).

o o o o o

Indicación N° 167

La indicación 167, del Honorable Senador señor García, recae en el número 35) del artículo 1° del proyecto, que modifica el artículo 56 de la L.P.C., para permitir que el Servicio Nacional del Consumidor sancione al proveedor con una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales. La indicación plantea sustituir el guarismo “150” por “100”.


La Comisión estuvo por rechazar la indicación N° 167, ya que se acordó que se mantendrán los topes de las multas que contempla el texto aprobado en general por la Comisión, dado que con la indicación N°37 del Ejecutivo se establece un sistema de graduación de las multas y se aclara el límite en los procedimientos colectivos.

--En votación la indicación N° 167 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 4x0).

Indicación N° 57 letra a)

La indicación N° 57 letra a) recae sobre el numeral 11) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado.


El numeral 11) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado modifica el artículo 29 de la ley N° 19.496, incrementando a 300 unidades tributarias mensuales la multa máxima a que podrá ser sancionado el que estando obligado a rotular los bienes o servicios que produzca, expenda o preste, no lo hiciere, o faltare a la verdad en la rotulación, la ocultare o alterare. La ley vigente fija un margen de entre 5 a 50 UTM para tal efecto.


La indicación N° 57, del Honorable Senador señor García, propone reemplazarlo por el siguiente:

“11) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 29:

a) Sustitúyese la frase “de cinco a cincuenta” por “de hasta 100”.

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo:

“Tratándose de proveedores de menor tamaño, la multa establecida en el inciso anterior será de hasta 50 unidades tributarias mensuales.”.”.


En la misma línea de indicaciones sobre la materia, la Comisión estuvo por rechazar la propuesta de la letra a), ya que se acordó que se mantendrán los topes de las multas que contempla el texto aprobado en general por la Comisión, dado que con la indicación N° 37 del Ejecutivo se establece un sistema de graduación de las multas y se aclara el límite en los procedimientos colectivos.


La Comisión había rechazado la letra b) de esta indicación, por considerarla contradictoria con la indicación N° 37, que fue aprobada.


--La indicación N° 57 letra a) fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Navarro, Moreira y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 4x0).
Indicación N° 58


La indicación N° 58 recae sobre el numeral 13) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, que reemplaza el artículo 34 de la ley N° 19.496 por el siguiente:


“Artículo 34.- En los casos de publicidad falsa o engañosa, podrá el Servicio o el tribunal competente, de oficio o a solicitud del denunciante, exigir del respectivo medio de comunicación utilizado en la difusión de los anuncios o de la correspondiente agencia de publicidad, la identificación del anunciante, su representante legal o responsable de la emisión publicitaria en los términos del artículo 50 D, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas contados desde el requerimiento formal.”.


La indicación N° 58, del Honorable Senador señor Moreira, propone sustituir la frase “podrá el Servicio o el tribunal competente, de oficio o a solicitud del denunciante,” por “el tribunal podrá, a solicitud del Servicio o del particular afectado,”.


En discusión, el señor Rodrigo Romo señaló que considera necesario que el Servicio pueda solicitar información que es general y sólo busca identificar al anunciante.


--La indicación N° 58 fue retirada por su autor.

Indicación N° 59 letra a)


La indicación N° 59 letra a) recae sobre el número 16) del artículo 1°, que reemplaza en el inciso tercero del artículo 45, el guarismo “750” por “3.000”, con el objetivo de incrementar el monto máximo de la multa con que podrá ser sancionado el que no cumpla con las obligaciones establecidas en el referido artículo.


La indicación N° 59, del Honorable Senador señor García,  es para reemplazarlo por el que sigue:

“16) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 45:

a) Sustitúyese en su inciso tercero el guarismo “750” por “1.500”.

b) Incorpórase el siguiente inciso cuarto:

“Tratándose de proveedores de menor tamaño, la multa establecida en el inciso anterior será de hasta 750 unidades tributarias mensuales.”.”.


En discusión, la Comisión estuvo por rechazar la propuesta de la letra a) ya que se acordó que se mantendrán los topes de las multas que contempla el texto aprobado en general por la Comisión, dado que con la indicación N° 37 del Ejecutivo se establece un sistema de graduación de las multas y se aclara el límite en los procedimientos colectivos.


La Comisión había rechazado la letra b) de esta indicación, por considerarla contradictoria con la indicación N° 37, que fue aprobada.


--La indicación N° 59 letra a) fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Moreira y Tuma. (Rechazada. Unanimidad, 4x0).

______________

INDICACIONES REFERIDAS AL DAÑO PUNITIVO

Indicaciones N°s 50, 51, 52, 54, 54 bis.

Luego, la Comisión se abocó al estudio de las indicaciones referidas al daño punitivo. 

Indicación N° 50

La indicación N° 50 recae sobre la letra c) del numeral 9), que modifica el artículo 25 de la L.P.C. 

La referida letra c) prescribe:


“c) Agréganse, a continuación del inciso segundo, los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto:


“En los casos señalados en el inciso anterior y, sin perjuicio del ejercicio del derecho establecido en el artículo 3°, inciso primero, letra e), de esta ley, el proveedor deberá indemnizar por vía punitiva al consumidor afectado, por cada día de suministro, con un monto equivalente al cobro efectuado por el consumo del mes anterior, con un tope máximo de doce días. Dicho monto deberá descontarse del o de los cobros siguientes al de la suspensión, paralización o no prestación del servicio. La indemnización punitiva de que trata este inciso tendrá lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una indemnización de esta naturaleza.


Se entenderá como un día sin suministro, cada vez que el servicio haya sido interrumpido, paralizado o no prestado por cuatro horas o más en forma continua.”.”.


La indicación N° 50, del Honorable Senador señor Moreira, es para suprimirla.

--La indicación N° 50 fue retirada por su autor.

Indicación N° 51


La indicación N° 51, de la Honorable Senadora señora Pérez, está referida al inciso tercero propuesto en la letra c), para sustituir la expresión “tendrá lugar” por “sólo tendrá lugar”.

--En votación la indicación N° 51 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Inciso cuarto propuesto

Indicación N° 52


La indicación N° 52, de la Honorable Senadora señora Pérez, está referida al inciso tercero propuesto por la letra c), para reemplazar la locución “cuatro horas” por “seis horas”.

--La indicación N° 52 fue retirada por su autora.

o o o o o

Indicación N° 54 Y 54 bis

La indicación N° 54, de los Honorables Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, y la N° 54 bis, de la Honorable Senadora señora Pérez, proponen consultar una letra nueva, del siguiente tenor:


“…) Agrégase el siguiente inciso final:


“Lo dispuesto en este artículo no se aplicará en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas regulen los efectos de la suspensión, paralización o no prestación de un servicio.”.

o o o o o

De acuerdo a la propuesta de la comisión técnica, la Comisión acordó el rechazo de la indicación N° 54, pues el efecto buscado se encuentra recogido en la norma aprobada en general por la Comisión, con la modificación incorporada por la indicación N° 51 de la Honorable Senadora señora Pérez.

--En votación la indicación N° 54 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 4x0).


--La indicación N° 54 bis fue retirada por su autora.

INDICACIONES REFERIDAS A LA PRESCRIPCIÓN 

DE LA RESPONSABILIDAD CONTRAVENCIONAL.

Indicaciones N°s 55 y 56


En relación con las indicaciones referidas a la prescripción de la responsabilidad contravencional, la señora Lazcano hizo presente que la propuesta de la mesa técnica es mantener la forma de cómputo del plazo actualmente vigente. En tal sentido, propuso el retiro o el rechazo de las indicaciones referidas este punto.


La materia es abordada en el numeral 10) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, que introduce en sus letras a) a e) diversas modificaciones al artículo 26 de la ley N° 19.496.

Letras a), b) y c)


Introducen diversas modificaciones a su inciso primero, que dispone lo siguiente:


“Artículo 26.- Las acciones que persigan la responsabilidad contravencional que se sanciona por la presente ley prescribirán en el plazo de seis meses, contado desde que se haya incurrido en la infracción respectiva.”.

Letra a)


Reemplaza las palabras “seis meses” por la expresión “dos años”.


La indicación N° 55, de la Honorable Senadora señora Pérez, propone reemplazar la expresión “dos años” por “un año”.


--La indicación N° 55 fue retirada por su autora.
Letra b)


Reemplaza la frase “se haya incurrido en” por “haya cesado”.


La indicación N° 56, de los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma, propone eliminarla.


En discusión, la señora Lazcano reiteró que la propuesta de la mesa técnica es mantener la forma de cómputo del plazo.

El Honorable Senador señor Tuma consultó si hay fecha cierta respecto del momento del cese, o se trata de una fecha difusa.

El asesor del SERNAC, señor Rodrigo Romo, se refirió a la lógica de la modificación. Puso de relieve que es claro en el caso de contratos en que se incorporan cláusulas abusivas: se trata del momento en que el contrato se firmó.

El Director del SERNAC hizo presente que es importante que se cambie el principio, en atención a los contratos de ejecución continuada en el tiempo.


--La indicación N° 56 fue retirada por sus autores.

___________

PROCEDIMIENTOS


La materia comprende los siguientes subtemas:


1.- NORMAS GENERALES EN MATERIA DE PROCEDIMIENTOS: Indicaciones N°s. 60, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, 89.  


2.- CONCILIACIONES: Indicación N° 95.


3.- PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO: Indicaciones N°s. 90, 91, 92, 93, 94, 98, 99, 100, 101, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 115, 116, 117, 118, 119 y 120.

4.- PROCEDIMIENTO ANTE JUZGADO DE POLICÍA LOCAL: Indicaciones N° 128.


5.- PROCEDIMIENTO COLECTIVO: Indicaciones N°s. 130, 131, 132, 133, 134, 135, 138, 139, 140, 141, 142, 145 y 147.


6.- MEDIACIONES COLECTIVAS: Indicaciones N°s. 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, 157, 158, 159, 160, 161, 162, 163, 164, 165 y 166.
_____________

INDICACIONES REFERIDAS A LAS 

NORMAS GENERALES EN MATERIA DE PROCEDIMIENTOS.

Indicaciones N°s. 60, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, 89.

Indicación N° 60

La indicación N° 60, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, propone intercalar en el inciso segundo del artículo 50, que reemplaza el número 19) del artículo 1° del proyecto, a continuación de la expresión “que corresponda” la siguiente: “, entre otras”.

A mayor abundamiento, el número 19) del artículo 1° del proyecto reemplaza el artículo 50 por el siguiente:

“Artículo 50.- Las denuncias y acciones que derivan de esta ley se ejercerán frente a actos, omisiones o conductas que afecten el ejercicio de cualquiera de los derechos de los consumidores.

El incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley dará lugar a las denuncias o acciones correspondientes, destinadas a sancionar al proveedor que incurra en infracción, a anular las cláusulas abusivas incorporadas en los contratos de adhesión, a obtener la prestación de la obligación incumplida, a hacer cesar el acto que afecte el ejercicio de los derechos de los consumidores, o a obtener la debida indemnización de perjuicios o la reparación que corresponda.

El ejercicio de las denuncias puede realizarse a título individual. El ejercicio de las acciones puede efectuarse tanto a título individual como en beneficio del interés colectivo o difuso de los consumidores.

Se considerarán de interés individual a las denuncias o acciones que se promueven exclusivamente en defensa de los derechos del consumidor afectado.

Se considerarán de interés colectivo a las acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o determinable de consumidores, ligados con un proveedor por un vínculo contractual. Son de interés difuso las acciones que se promueven en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus derechos.

Para los efectos de determinar las indemnizaciones o reparaciones que procedan con motivo de denuncias y acciones será necesario acreditar el daño. Asimismo, en el caso de acciones de interés colectivo se deberá acreditar el vínculo contractual que liga al infractor y a los consumidores afectados.”.

_____________


En discusión, la Comisión tuvo en consideración que no existen acciones en la L.P.C. adicionales a las enumeradas en el inciso segundo del artículo 50.


--La indicación N° 60 fue retirada por sus autores.

______________

A continuación, la Comisión abordó las indicaciones recaídas en el número 20) del artículo 1° del proyecto, que reemplaza el artículo 50 A. 


El numeral 20) del proyecto aprobado en general remplaza el artículo 50 A. En términos generales, dispone que las denuncias presentadas en defensa del interés individual serán de conocimiento de la Dirección Regional del Servicio Nacional del Consumidor que corresponda a la comuna del domicilio del consumidor, y que en las causas cuya cuantía exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales (25 UTM), así como en aquellas que versen sobre materias que no tienen una determinada apreciación pecuniaria, el consumidor podrá escoger entre denunciar ante el Servicio o ante el juzgado de policía local que corresponda a su domicilio


Es del caso recordar que el texto legal vigente dispone que los jueces de policía local conocerán de todas las acciones que emanan de esta ley, siendo competente aquel que corresponda a la comuna en que se hubiera celebrado el contrato respectivo, se hubiere cometido la infracción o dado inicio a su ejecución, a elección del actor.

El texto literal del artículo 50 A que el número 20) del artículo 1° reemplaza en la L.P.C. es del siguiente tenor:

“Artículo 50 A.- Las denuncias presentadas en defensa del interés individual serán de conocimiento de la Dirección Regional del Servicio Nacional del Consumidor que corresponda a la comuna del domicilio del consumidor.

En las causas cuya cuantía exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales, así como en aquellas que versen sobre materias que no tienen una determinada apreciación pecuniaria, el consumidor podrá escoger entre denunciar ante el Servicio o ante el juzgado de policía local que corresponda a su domicilio.

La cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo denunciado o demandado por el consumidor, sin que se considere para estos efectos el monto de la multa aplicable.

Lo dispuesto en los incisos anteriores no se aplicará a las acciones mencionadas en la letra b) del artículo 2° bis, emanadas de esta ley o de leyes especiales, incluidas las acciones de interés colectivo o difuso derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la presente ley, en que serán competentes los tribunales ordinarios de justicia, de acuerdo a las reglas generales.

El conocimiento de la acción para obtener la debida indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar con infracción a esta ley corresponderá a los juzgados de policía local, siendo competente aquel que corresponda al domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del primero, sin que sea admisible la prórroga de competencia por la vía contractual. El procedimiento se iniciará por demanda del consumidor, la que deberá presentarse por escrito y con el patrocinio de abogado habilitado.

En los casos en que no resulte posible practicar la primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia deje constancia de cuál es su habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y que se encuentra en el lugar del juicio, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos segundo y tercero del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil. El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2, 3 y 4 del inciso tercero del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.

En este procedimiento no será admisible la reconvención del proveedor demandado. Las excepciones que se hayan opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. En su comparecencia, las partes podrán realizar todas las gestiones procesales destinadas a acreditar la infracción y a probar su derecho, incluidas la presentación, examen y tacha de testigos, cuya lista podrá presentarse en la audiencia de contestación, conciliación y prueba.

El tribunal podrá en el aludido comparendo, distribuir la carga de la prueba conforme a la disponibilidad y facilidad probatoria que posea cada una de las partes en el litigio, lo que comunicará a ellas para que asuman las consecuencias que les pueda generar la ausencia o insuficiencia de material probatorio que hayan debido aportar o el no rendir la prueba correspondiente de que dispongan en su poder. Para efectos de rendir la prueba ordenada conforme a este inciso, el juez citará a una nueva audiencia con ese único fin, la que deberá ser citada a la brevedad posible.

Los incidentes deberán promoverse y tramitarse en la misma audiencia, conjuntamente con la cuestión principal, sin paralizar el curso de esta, cualquiera sea la naturaleza de la cuestión que en ellos se plantee. El tribunal deberá dictar sentencia definitiva dentro de los treinta días siguientes a aquel en que hubiere terminado la audiencia.

Las causas cuya cuantía, de acuerdo al monto de lo pedido por concepto de indemnización, no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales, se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables.

El mismo procedimiento señalado anteriormente se aplicará para el caso que el consumidor escoja perseguir la responsabilidad contravencional del proveedor ante el juzgado de policía local competente, de acuerdo a lo indicado en el inciso segundo.

Si se promueve un juicio de indemnización de perjuicios una vez que la resolución sancionatoria ha quedado firme, no se admitirán pruebas o alegaciones incompatibles con la declaración de existencia del hecho que constituyó la infracción y con el establecimiento de la participación del proveedor en la misma.”.

Indicaciones al inciso primero del artículo 50 A


Indicación N° 62

La indicación N° 62, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 50 A.- Las denuncias presentadas en defensa del interés individual podrán interponerse, a elección del consumidor, ante el Servicio Nacional del Consumidor o ante el Juzgado de Policía Local correspondiente a su domicilio o al domicilio del proveedor. Se prohíbe la prórroga de competencia por vía contractual.”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron presente que, recogiendo el parecer manifestado en el seno de la Comisión durante la discusión en general del proyecto, la indicación plantea sustituir el artículo 50 A del proyecto aprobado en general, para establecer la libre elección del consumidor para denunciar ante el SERNAC o el Juzgado de Policía Local.

Consideran más adecuado otorgar al consumidor la posibilidad de elegir, independientemente de la cuantía de la causa, la sede en que se verá su caso, permitiéndole presentar una denuncia ante el SERNAC o el Juzgado de Policía Local. 

El Director del Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC, señor Ernesto Muñoz, recordó que la norma original establecía que bajo cierta cuantía debía necesariamente recurrirse al Servicio Nacional del Consumidor. Pero se ha recogido también otro interés, en razón de política pública, de mejorar la cobertura. Por tal motivo, el Ejecutivo presentó esta indicación precisamente para ampliar la cobertura. 

El Honorable Senador Tuma se mostró partidario de concederle al consumidor la posibilidad de elegir dónde presenta la denuncia, si en el SERNAC o en el Juzgado de Policía Local. Y tratándose de este último caso, elegir también si lo hace en el domicilio del consumidor o en el del proveedor.

-La indicación N° 62 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 3x0).

Indicaciones N°s, 63, 64 y 70 


La Comisión acordó tratar en forma simultánea las indicaciones N° 63, 64 y 70, por estar vinculadas directamente con la indicación N° 62, que entrega libertad de elección al consumidor para presentar su denuncia al SERNAC o ante el Juzgado de Policía Local.

La indicación N° 63, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar después de la expresión “interés individual” la frase “menores de veinticinco unidades tributarias mensuales”.

La indicación N° 64, de los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma, es para intercalar a continuación de las palabras “interés individual” la frase “hasta por una cuantía de veinticinco unidades tributarias mensuales”.

La indicación N° 70, de los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma, es para reemplazar, en el inciso segundo, la frase “podrá escoger entre denunciar ante el Servicio o” por la frase “efectuará la respectiva denuncia”.

______


El Ejecutivo hizo presente que las tres indicaciones se refieren a lo mismo y de alguna manera son contradictorias con la indicación N° 62, que se aprobó, en términos que estas tres indicaciones postulan que el SERNAC conozca sólo aquellas causas de menos de 25 UTM y que los Juzgados de Policía Local conozca las causas que excedan de 25 UTM. 

El principio que se aprobó en la indicación anterior es de la libre elección del consumidor respecto de la sede y, por lo tanto, la propuesta de la mesa de asesores es que estas tres indicaciones sean retiradas.

-La indicación N° 63 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 3x0).


-Las indicaciones N°s 64 y 70 fueron retiradas por sus autores.
Indicaciones N°s. 65, 66 y 67

La Comisión adoptó el acuerdo de tratar conjuntamente las indicaciones N°s. 65, 66 y 67.

La indicación N° 65, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, plantea intercalar, después de la locución “domicilio del consumidor”, el siguiente texto: "cuando el consumidor sólo opte por la restitución. Para el caso en que demande daño moral, será competente para conocer el Juez de Policía Local de acuerdo a las normas generales".

La indicación N° 66, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar, luego del punto final que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “y éste opte por la devolución de la cantidad pagada.”.

o o o o o

La indicación N° 67, del Honorable Senador señor Navarro, es para incorporar a continuación del inciso primero el siguiente:

“En casos que el consumidor solicite la devolución de la cantidad pagada, la debida indemnización de los perjuicios y del daño moral, deberá recurrir directamente al Juzgado de Policía Local correspondiente al de su domicilio sin mediar reclamo ante el Servicio.”.

o o o o o

En discusión, El señor Romo hizo presente, por un lado, que sobre la materia la Comisión acogió el principio de la libertad de elección del consumidor respecto de la sede en la cual presentará su demanda y, por otro, que la indemnización de perjuicios es una materia propia de los Juzgados de Policía Local, por lo que la mesa de trabajo propone su retiro o rechazo.

-La indicación N° 65 fue retirada por sus autores.

-Las indicaciones N°s 66 y 67 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 3x0).

Indicaciones al inciso segundo del Artículo 50 A

Indicación N° 68

La indicación N° 68, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar el inciso segundo por el siguiente:

“Las denuncias presentadas ante el Servicio serán de conocimiento de la Dirección Regional que corresponda a la comuna del domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del consumidor.”.

En discusión, el señor Rodrigo Romo señaló que la finalidad de la indicación es entregar competencia a las Direcciones Regionales del Servicio para conocer denuncias, estableciendo que la Dirección Regional competente será la correspondiente a la comuna del domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del primero. Agregó que es consistente con lo que se aprobó en las otras indicaciones, porque ellas se referían a la competencia del Juzgado de Policía Local y con esta norma se están complementando las reglas de competencia, pero respecto a la Dirección Regional del SERNAC.

En respuesta a inquietudes planteadas por los Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma, el Director del Servicio Nacional del Consumidor,  señor Ernesto Muñoz, informó que SERNAC tiene convenios vigentes con municipalidades para recibir los reclamos de los consumidores a nivel comunal. Adicionalmente, las comunas disponen de medios para que los consumidores hagan llegar sus reclamos vía web y por medio de un portal para el consumidor. En el futuro tendrán más recursos e incentivos para fortalecer la descentralización con el apoyo de estas redes. 

Luego, el Honorable Senador Tuma celebró la presencia de SERNAC, a través de los municipios, en las distintas comunas con las que haya celebrado el convenio respectivo.

Ante una consulta de la Honorable Senadora señora Pérez, el señor Rodrigo Romo explicó que los recursos para poder proveer de los profesionales destinados a cumplir con esa función están considerados en el informe financiero del proyecto de ley. El Servicio Nacional del Consumidor deberá administrar tales recursos de manera desconcentrada en convenio con las municipalidades. Con ello no solamente se logra la extensión territorial, sino que también podrá contar con los recursos para que las municipalidades tengan los incentivos necesarios para celebrar los mencionados convenios

-La indicación N° 68 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 3x0).

Indicación N° 69

La indicación N° 69, del Honorable Senador señor Moreira, es para reemplazar en el inciso segundo la locución “cuya cuantía exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales, así como en aquellas que versen sobre materias que no tienen una determinada apreciación pecuniaria” por “en defensa del interés individual”.


En discusión, la Comisión tuvo en consideración que la indicación plantea modificar el inciso segundo del artículo 50 A, para establecer la libre elección del consumidor para denunciar ante el SERNAC o el Juzgado de Policía Local. Tal objetivo se cumple con la modificación ya aprobada por la indicación 62.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión estuvo por aprobarla, con modificaciones, subsumida en la indicación N° 62, aprobada en su oportunidad.

-La indicación N° 69 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

Inciso tercero del artículo 50 A

Indicaciones N° 71  y 72

Las indicaciones N° 71, de Su Excelencia la Presidenta de la República, y N° 72, del Honorable Senador señor Moreira, son para suprimirlo.

Es del caso tener presente que el inciso tercero del artículo 50 A del texto aprobado en general establece la forma de determinar la cuantía, de acuerdo al monto de lo denunciado o demandado por el consumidor.

Dado el criterio adoptado por la Comisión de consagrar el principio según el cual el consumidor podrá elegir entre denunciar ante el SERNAC o el Juzgado de Policía Local, se hace innecesario determinar la cuantía.

Por lo tanto, la Comisión estuvo por aprobar ambas indicaciones y eliminar el inciso que establecía la determinación de la cuantía.

-Las indicaciones N° 71 y 72 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Aprobadas; unanimidad, 3x0).

Inciso cuarto del artículo 50 A

Indicación N° 73

La indicación N° 73, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, plantea agregar, después de la expresión “16 B”, la locución “entre otras”.


El inciso cuarto del artículo 50 A aprobado en general establece que lo dispuesto en los incisos anteriores no se aplicará a las acciones mencionadas en la letra b) del artículo 2° bis, emanadas de esta ley o de leyes especiales, incluidas las acciones de interés colectivo o difuso derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la presente ley, en que serán competentes los tribunales ordinarios de justicia, de acuerdo a las reglas generales.


La indicación, al plantear la incorporación de la alocución “entre otras”, persigue lograr que el procedimiento en que es competente el juez civil, pueda originarse en cualquier disposición de la LPC.

El señor Romo hizo presente que no resulta necesario modificar el texto aprobado en general.

-La indicación N° 73 fue retirada por sus autores.

 ° ° ° °

Indicación N° 74

La indicación N° 74, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, postula intercalar, después del inciso cuarto del artículo 50 A, el siguiente inciso, nuevo:

“El conocimiento de las acciones para obtener: a) la nulidad de cláusulas, b) el cumplimiento de la obligación incumplida c) hacer cesar el acto que afecte el ejercicio de los derechos de los consumidores d) nulidad del acto o contrato,  contenidas en la presente ley y e) la debida indemnización de los perjuicios, que tuvieren lugar por vulneraciones a esta ley corresponderá a los juzgados de letras en lo civil, siendo competente aquel relativo al domicilio del demandado o del actor, a elección de este último. La acción se tramitará conforme al procedimiento establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.”.

° ° ° ° °

La indicación agrega un nuevo inciso al artículo 50 A que hace competente a los tribunales ordinarios en las causas de interés individual por cualquiera de las acciones establecidas en la LPC.

El señor Rodrigo Romo explicó que la indicación busca algo contradictorio con la decisión de la Comisión en cuanto a que  esta acciones fueran conocidas por los Juzgados de Policía Local. Es decir, se ha optado por que las causas individuales sean conocidas por los Juzgados de Policía Local.

En razón de lo anteriormente expuesto, indicó que la mesa de trabajo propone el retiro de la indicación.

--La indicación N° 74 fue retirada por sus autores.

Indicaciones N° 75, 77, 78 y 80.


Todas estas indicaciones de Su Excelencia la Presidenta de la República, eliminan los incisos quinto y otros que indican del artículo 50 A, que se refieren al procedimiento ante el Juzgado de Policía Local, para ubicarlos en un párrafo aparte. Así, la indicación N° 75 es para suprimir el inciso quinto; la N° 77 es para suprimir los incisos sexto, séptimo y octavo; la N° 78 es para suprimir el inciso noveno; y la indicación N° 80 es para suprimir los incisos décimo y undécimo.

En discusión, el señor Rodrigo Romo planteó que el sentido de este grupo de indicaciones es eliminar algunos de los incisos del artículo 50 A referidos al procedimiento que conocerán los Juzgados de Policía Local, toda vez que, por la vía de las indicaciones N°s 128 y 129, su contenido es llevado a un párrafo separado, para que no estén mezcladas cuestiones que tienen que ver con la tramitación ante el Servicio con aquellas relativas a la tramitación ante los Juzgados de Policía Local. 

Complementando la explicación anterior, el Director del Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC, señor Ernesto Muñoz señaló que dentro de los temas que surgieron durante la tramitación del proyecto está precisamente el de simplificar la tramitación ante los Juzgados de Policía Local, resguardando ciertas instituciones, todo lo cual se revisará en detalle más adelante.

La mesa de trabajo propuso a la Comisión aprobar las referidas indicaciones.

--Las indicaciones N° 75, 77, 78 y 80 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobadas; unanimidad, 4x0).

Inciso quinto del artículo 50 A

La indicación N° 76, del Honorable Senador señor Navarro, es para reemplazar la locución “El conocimiento de la” por “Toda”.

Representantes del Ejecutivo hicieron presente que, de aprobarse el cambio que plantea la indicación, podría entenderse que incluso las acciones colectivas que buscan la indemnización corresponden a los Juzgados de Policía Local, cuando son sólo las de interés individual.

Por su parte, el Director del SERNAC explicó que toda acción indemnizatoria es conocida por tribunales y no por el SERNAC. También señaló que la aprobación de la indicación puede generar ambigüedad respecto de la situación de las acciones colectivas, que no son conocidas por los Juzgados de Policía Local, sino que por los Juzgados Civiles. 

Por su parte, la propuesta de la mesa de trabajo respecto de la indicación es que sea retirada.

--La indicación 76 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 4x0).

Inciso noveno del artículo 50 A

Indicación N° 79

La indicación N° 79, del Honorable Senador señor Moreira, es para sustituir la expresión “veinticinco” por “diez”.

En otras palabras rebaja el límite de la cuantía de las causas de única instancia de 25 a 10 UTM.

En discusión, el señor Rodrigo Romo hizo presente que la indicación busca reducir de 25 a 10 unidades tributarias mensuales la cuantía de procedimientos de única instancia. Llamó a no innovar al respecto, dado que la norma del proyecto aprobado en general prescribe que aquellas causas de hasta 25 unidades tributarias mensuales serán conocidas en única instancia, de manera de proteger la economía procesal y no generar una carga excesiva para el consumidor a la hora de interponer su denuncia. Estima además que el cambio propuesto por esta indicación podría inhibir al consumidor de litigar, al aumentar los costos en segunda instancia. Esa es la idea de la norma del Ejecutivo.

Por su parte, la mesa de trabajo no llegó a acuerdo respecto de la indicación.

- La indicación N° 79 fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Pérez, Pizarro y Tuma. Votó por la aprobación de la indicación el Honorable Senador señor Moreira (Rechazada; mayoría, 3x1). 

Número 21)

Artículo 50 B


El numeral 21) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado, reemplaza el artículo 50 B actualmente vigente por el siguiente:


“Artículo 50 B.- En lo no previsto por el procedimiento establecido en el Párrafo 2° de este Título, se estará a lo dispuesto en la ley N°19.880. En lo no previsto por el procedimiento establecido en el inciso quinto del artículo 50 A, se estará a lo dispuesto en la ley N°18.287 y, en subsidio, a lo dispuesto en las normas contenidas en el Código de Procedimiento Civil. En el caso del procedimiento contemplado en el Párrafo 3° de este Título, en lo no previsto se estará a lo dispuesto en las normas del Código de Procedimiento Civil.”.

Indicaciones N°s 81, 82, 83

Estas indicaciones plantean efectuar correcciones en las referencias que hace el artículo e incorporar como norma supletoria la ley N° 15.231 sobre Organización y Atribuciones de los Juzgados de Policía Local, para hacer aplicables algunas normas procedimentales de cierre, cuya aplicabilidad podía estar en duda.

Las tres indicaciones son de Su Excelencia la Presidenta de la República: la N° 81 es para reemplazar la expresión “inciso quinto del artículo 50 A” por la siguiente frase: “Párrafo 3º de este Título”; la N° 82 es para sustituir la expresión “la ley N°18.287” por la siguiente frase: “las leyes N° 18.287 y N° 15.231”, y la N° 83 es para sustituir la locución “Párrafo 3º” por “Párrafo 4º”.

En discusión, el señor Romo explicó que la práctica ha dejado de manifiesto la necesidad de darle a la ley N° 15.231, sobre Organización de Atribuciones del Juzgado de Policía Local el carácter de supletoria, con la finalidad de llenar algunos espacios que quedan en la regulación sobre la tramitación de los juicios ante los Juzgados de Policía Local. 

La mesa de trabajo propone la aprobación de estas indicaciones.

--Las indicaciones N°s 81, 82 y 83 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobadas; unanimidad, 4x0).

Número 22)

Artículo 50 C


El artículo 50 C, contenido en el numeral 22) del artículo 1° del proyecto aprobado en general por el Senado, establece, en lo pertinente a la indicación, que la denuncia no requerirá patrocinio de abogado. Los interesados podrán comparecer personalmente, sin intervención de letrado, ante el Servicio Nacional del Consumidor. 

Inciso primero del artículo 50 C

Indicación N° 84

La indicación N° 84, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone sustituir el texto que señala: “La denuncia no requerirá patrocinio de abogado. Los interesados podrán comparecer personalmente, sin intervención de letrado, ante el Servicio Nacional del Consumidor”, por la siguiente oración: “La denuncia presentada ante el Servicio Nacional del Consumidor no requerirá de patrocinio de abogado, pudiendo los interesados comparecer personalmente ante el Servicio.”.

Representantes del Ejecutivo hicieron presente que la indicación sólo busca precisar que la comparecencia ante el Servicio puede hacerse de manera personal y sin abogado.

La mesa de trabajo propone la aprobación de la indicación.

--La indicación N° 84 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

o o o o

Indicación N° 86

La indicación N° 86, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para consultar un numeral nuevo, del tenor que se indica:

“…) Reemplázase en el artículo 50 D, la frase “Si la demandada fuera una persona jurídica, la demanda se notificará” por la siguiente: “En aquellos casos en los que en virtud de esta ley se interponga demanda en contra de una persona jurídica, su notificación se efectuará”.”.


El citado artículo 50 D de la ley vigente dispone lo siguiente:


“Artículo 50 D.- Si la demandada fuera una persona jurídica, la demanda se notificará al representante legal de ésta o bien al jefe del local donde se compró el producto o se prestó el servicio. Será obligación de todos los proveedores exhibir en un lugar visible del local la individualización completa de quien cumpla la función de jefe del local, indicándose al menos el nombre completo y su domicilio.”.

En discusión, el señor Rodrigo Romo expresó que la indicación busca clarificar quién debe ser notificado en caso que la denuncia deba ser presentada en contra de una persona jurídica. Para ello señala que se efectuará al representante legal de ésta o bien al Jefe del Local dónde se compró el producto o se prestó el servicio.

La mesa de trabajo propone su aprobación.

--La indicación N° 86 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

o o o o

Indicación N° 87

La indicación N° 87, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para incorporar un numeral nuevo, del tenor que se señala:

“…) Reemplázase en el artículo 50 E la frase “Cuando la denuncia, querella o demanda interpuesta” por la siguiente: “En aquellos casos en los que, en virtud de esta ley, se interponga ante tribunales una denuncia o demanda que”.”.

El señor Rodrigo Romo señaló que es una indicación formal del Ejecutivo para eliminar la referencia a la palabra “querella”, que existe en la norma actual y debe corregirse, porque en el sistema de la L.P.C. no existe este tipo de acciones. Se trata de un error de larga data, que no había sido enmendado. 

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La indicación N° 87 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Número 23)

Artículo 50 F


El número 23) reemplaza el artículo 50 F, el cual prescribe que si durante un procedimiento el Servicio o el juez que conoce del mismo tomare conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de causar daño, ordenará su custodia en dependencias del Servicio Nacional del Consumidor, del tribunal, o en algún otro lugar que señale al efecto, si lo estimare necesario; y regula además qué ocurriría de no ser ello factible.

Indicación N° 88

La indicación N° 88, del Honorable Senador señor Moreira, es para reemplazarlo por el que sigue:

“Artículo 50 F.- Si durante un procedimiento el juez que conoce del mismo tomare conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de causar daño, ordenará su custodia en dependencias, si lo estimare necesario. En caso de que ello no fuere factible, atendida la naturaleza y características de los bienes, el juez ordenará las pericias que permitan acreditar el estado, la calidad y la aptitud de causar daño y dispondrán las medidas que fueren necesarias para la seguridad de las personas o de los bienes.

En caso de ser el Servicio quien, durante un procedimiento, tomare conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de causar daño, podrá solicitar al juez su custodia en dependencias del Servicio Nacional del Consumidor. Asimismo, podrá solicitar al juez las pericias a que se refiere el inciso anterior.”.

En discusión, el señor Rodrigo Romo explicó que la indicación se refiere a una facultad tanto del Servicio como del Juez, de solicitar y ordenar, en aquellos casos en que se tome conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de causar daño, su custodia en dependencias del Servicio Nacional del Consumidor o del Tribunal, o en algún otro lugar que se señale al afecto.  El objetivo de la indicación es sujetar a control judicial previo tal atribución. 

La discusión en la mesa de trabajo tuvo en consideración que la norma alude a bienes que son susceptibles de causar daño, por lo que es muy relevante contar con una reacción rápida por parte del Servicio o del juez para impedir que estos bienes salgan al comercio. En tal sentido, la incorporación del requisito de un control judicial previo podría hacer ineficaz la acción del Servicio de impedir la comercialización de estos bienes. 

Por tanto, la propuesta de la mesa de trabajo es que se retire la indicación, y aprobar un inciso nuevo que permite al afectado, en caso que el Servicio no cumpla con los requisitos que establece la norma, reclamar ante el Juzgado de Policía Local competente. De esta manera se conjugan dos elementos relevantes: primero, la reacción rápida por parte del Servicio o del tribunal ante bienes que puedan causar daño; y segundo, la sujeción de esta atribución a control judicial posterior ante el Juzgado de Policía Local.

En consecuencia, la propuesta de la mesa de trabajo es el retiro de la indicación y la incorporación de un nuevo inciso al artículo 50 F, del siguiente tenor: 

“En el caso que el Servicio no cumpliere con los requisitos previstos en los incisos precedentes, el afectado podrá reclamar ante el Juzgado de Policía Local competente.”.

Destacaron que este nuevo inciso explicita que la atribución del SERNAC de custodiar bienes susceptibles de causar daño o disponer medidas para la seguridad de las personas está sujeta a control judicial ante el Juzgado de Policía Local competente.

--La indicación N° 88 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 4x0).
--Asimismo, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma, acordaron la incorporación de un nuevo inciso, que pasaría a ser inciso tercero, en los términos propuestos. (Aprobada; unanimidad, 4x0).
Indicación N° 89

La indicación N° 89, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar el siguiente inciso segundo en el artículo 50 F:

“Tratándose de servicios susceptibles de causar grave daño, el Servicio o el juez podrá ordenar la suspensión de su prestación a los consumidores.”.

Las mismas razones que justifican la orden de custodiar un bien determinado por ser susceptible de causar daño se aplican a la prestación de servicios también susceptibles de causar daño.

--La indicación N° 89 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

INDICACIÓN REFERIDA A CONCILIACIONES

Número 25)


Reemplaza el artículo 50 G por otro, referido al procedimiento administrativo sancionatorio.
Artículo 50 G

Inciso sexto

Indicación N° 95

La indicación N° 95, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar la siguiente oración: “Sin perjuicio de lo anterior, las conciliaciones podrán celebrarse en forma no presencial a través de los medios técnicos que el Servicio ponga a disposición de consumidores y proveedores, los que en cualquier caso deben permitir dejar registro fidedigno de la actuación.”.

El señor Romo explica que la finalidad de la indicación es permitir que las conciliaciones se lleven a cabo de manera no presencial, a través de medios tecnológicos que el Servicio ponga a disposición de consumidores y proveedores. 

Agregó que la indicación abre la posibilidad de que la conciliación se lleve a cabo por medios no presenciales, como se hace en varios países. 

Ante la petición del Honorable Senador Pizarro para que ilustrara sobre casos concretos, el Director del Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC, señor Ernesto Muñoz, explicó que están examinando experiencias. Con esta finalidad, el Servicio ha enviado funcionarios a México a conocer el sistema “concilia net”, en el cual un funcionario del Servicio tiene a disposición salas donde se hacen conciliaciones virtuales por vía de un chat especializado. Es una excelente forma de reducir casi al mínimo los costos de la solución. La indicación permitirá desarrollar el sistema en nuestro país.

La mesa de trabajo propuso su aprobación, con una modificación, consistente en emplear el término “tecnológico” en vez de “técnico”.

--La indicación N° 95 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

INDICACIONES REFERIDAS AL PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO

Indicaciones N°s. 90, 91, 92, 93, 94, 98, 99, 100, 101, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 115, 116, 117, 118, 119, 120 .

Número 24)

Párrafo 2°

Del procedimiento sancionatorio

Indicación N° 90

La indicación N° 90, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar la frase “Del procedimiento sancionatorio” por la siguiente: “De la mediación individual, la conciliación y el procedimiento sancionatorio instruido por el Servicio Nacional del Consumidor”.

El señor Rodrigo Romo explicó que ésta es una indicación más bien formal y lo que hace es precisar el epígrafe del Párrafo 2° por el siguiente: “De la mediación individual, la conciliación y el procedimiento sancionatorio instruido por el Servicio Nacional del Consumidor”.

En suma, la indicación modifica el nombre del Párrafo 2° para dar cuenta de la incorporación a éste de la regulación sobre mediación individual y conciliación.

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La indicación N° 90 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Número 25)


Reemplaza el artículo 50 G por otro, referido al procedimiento administrativo sancionatorio.

Artículo 50 G

Inciso segundo del artículo 50 G


El inciso segundo del artículo 50 G establece que el procedimiento administrativo sancionatorio se iniciará de oficio cuando el Servicio tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción dentro del ámbito de su competencia.

Indicación N° 91

La indicación N° 91, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar la siguiente oración final en el inciso segundo: “Se iniciará por denuncia cuando, interpuesta ésta en los términos señalados en el inciso siguiente, una vez que hayan fracasado las instancias de mediación y conciliación señaladas en este artículo, el Servicio estimare que existe mérito para ello, de conformidad a lo señalado en el inciso décimo tercero.”.

En discusión, representantes del Ejecutivo señalaron que lo propuesto por la indicación mejora la redacción de la norma, que no establecía con claridad el momento del inicio del procedimiento sancionatorio por denuncia.

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La indicación N° 91 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Inciso cuarto del artículo 50 G

Indicación N° 92


En lo concerniente al punto que aborda la indicación, el inciso cuarto establece que el proveedor denunciado dispondrá de siete días hábiles para proponer alternativas concretas de solución o corrección al hecho denunciado.

La indicación N° 92, del Honorable Senador señor Pizarro, es para reemplazar la expresión “siete días hábiles” por “diez días hábiles”.

En discusión, el señor Rodrigo Romo hizo notar que la finalidad de la indicación es aumentar el plazo del proveedor para responder a la denuncia de siete días hábiles, que es el que está contemplado en el proyecto, a diez días hábiles. 

En la lógica de contar con un procedimiento expedito, considerando que es la fase inicial de un proceso que tendrá distintas etapas, la propuesta de la mesa de trabajo es el retiro de esta indicación, porque el plazo dado por la norma aprobada en general es suficiente.

--La indicación N° 92 fue retirada por su autor.

Inciso quinto del artículo 50 G


Está referido a la audiencia obligatoria de conciliación. En lo que respecta a la indicación que recae sobre esta disposición, se establece que tal audiencia obligatoria de conciliación estará a cargo de la entidad que recibió la denuncia.

Indicación N° 93

La indicación N° 93, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para eliminar la frase “, a cargo de la entidad que recibió la denuncia”.

Representantes del Ejecutivo hicieron notar que la indicación elimina la frase “a cargo de la entidad que recibió la denuncia”, pues es posible que la conciliación se lleve a cabo sin involucrar necesariamente a la entidad que recibió la denuncia, como ocurriría, por ejemplo, en caso de denuncias recibidas por internet o de las conciliaciones no presenciales. De esta manera se evita amarrar la conciliación.

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La indicación N° 93 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Inciso sexto del artículo 50 G

Dispone que el funcionario a cargo de la conciliación citará inmediatamente al consumidor y al proveedor a una audiencia breve y desformalizada, que tendrá lugar en un plazo no inferior a siete días hábiles. Dicha citación podrá efectuarse mediante correo electrónico o carta certificada.

Indicación N° 94

La indicación N° 94, del Honorable Senador señor Pizarro, es para reemplazar la expresión “siete días hábiles” por “diez días hábiles”.

La indicación aumenta el plazo mínimo para citar a la audiencia de conciliación de siete a diez días hábiles.

Al respecto, los representes del Ejecutivo señalaron que, en el contexto de la búsqueda de un procedimiento lo más expedito posible, consideran que el plazo dado es suficiente.

--La indicación N° 94 fue retirada por su autor.

Inciso décimo tercero del artículo 50 G

Indicación N° 98

La indicación N° 98, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para intercalar, a continuación de la voz “seriedad”, la expresión “y gravedad”.

Modifica el inciso decimotercero del artículo 50 G, agregando como requisito la gravedad de la denuncia, además de la seriedad, para iniciar un procedimiento sancionatorio.

El equipo de trabajo consideró más pertinente señalar de manera explícita que el origen del procedimiento sancionatorio sólo tendrá lugar cuando, además de la seriedad que debe revestir la denuncia, los hechos objeto de la misma puedan ser infracciones a los derechos de los consumidores.

Por lo tanto, la propuesta de la mesa, es aprobarla con modificaciones, en el sentido de incorporar, como requisito, junto con la seriedad de la infracción, que los hechos denunciados puedan importar infracción a las disposiciones de esta ley o a las demás normas de protección de los derechos de los consumidores.

--La indicación N° 98 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Inciso décimo cuarto del artículo 50 G

Indicación N° 99

La indicación N° 99, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para intercalar, después de la frase “Todo el procedimiento”, la siguiente: “, incluidas las actuaciones previas a que se refiere este artículo,”.


Modifica el inciso décimo cuarto del artículo 50 G, aclarando que deben constar en un expediente las actuaciones referidas a la mediación individual y a la conciliación.

La Comisión tuvo en consideración que lo propuesto por la indicación aclara que tanto la mediación individual como la conciliación deben constar en expedientes, ya sean escritos o electrónicos.

Por su parte, el señor Rodrigo Romo señaló que todas las actuaciones en este procedimiento deben constar en un expediente, y la indicación clarifica que efectivamente también las actuaciones previas tienen que constar en un expediente, escrito o electrónico.

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La indicación N° 99 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Número 26)


El número 26) del artículo 1° del proyecto agrega a la ley sobre protección de los derechos de los consumidores, los artículos 50 H a 50 P.

Indicación N° 100

La indicación N° 100, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para consultar en la ley N° 19.496 un artículo 50 H del siguiente tenor:

“Artículo 50 H.- Admitida a tramitación la demanda, el juez a petición de parte debidamente fundada podrá ordenar como medida precautoria que el proveedor cese de manera inmediata el cobro de la deuda que está siendo controvertida por la demanda.”.

Representantes del Ejecutivo hicieron presente que el objetivo que busca la norma propuesta está suficientemente cubierto por las reglas generales sobre medidas precautorias contempladas en el Código de Procedimiento Civil. 

Para no generar un estatuto paralelo que pudiera dar lugar a dificultades interpretativas, proponen explicitar la medida pero haciendo referencia a las reglas generales existentes, a propósito del procedimiento colectivo, en el artículo 51, número 10). Establece la posibilidad que el Juez ordene el cese del cobro de la deuda como medida precautoria. 

El grupo de trabajo propone reemplazar el número 10) del artículo 51 por el que sigue: 

“10. De conformidad con lo dispuesto en el Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, en casos calificados y sólo una vez admitida a tramitación la demanda, el juez podrá ordenar como medida precautoria que el proveedor cese provisionalmente en el cobro de cargos cuya procedencia esté siendo controvertida en juicio. Para tal efecto, el demandante deberá acompañar antecedentes que constituyan a lo menos presunción grave del derecho que se reclama.”.

Así se recoge el sentido de la indicación, pero se ajusta su redacción de manera de hacerla concordante con lo que establece la norma general del Código de Procedimiento Civil.

--La indicación N° 100 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Artículo 50 H


El artículo 50 H está referido a la instrucción del procedimiento sancionatorio, que en lo sustantivo se realizará por un funcionario abogado del Servicio, a quien se le haya delegado la atribución.

Inciso primero del artículo 50 H

Indicación N° 101

La indicación N° 101, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para suprimir la siguiente oración: “Lo anterior se entenderá sin perjuicio del derecho del proveedor, en cualquier momento del procedimiento, de aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio, los que deberán ser tenidos en cuenta por el instructor al emitir el dictamen a que se refiere el artículo 50 L.”.

La Comisión tuvo en consideración que la indicación propone modificar el inciso primero del artículo 50 H, eliminando la posibilidad de que el proveedor, en cualquier momento del procedimiento, pueda aducir alegaciones y aportar documentos.

El señor Rodrigo Romo hizo presente que la mesa de trabajo acordó eliminar sólo parte de la frase de la norma aprobada en general, de manera de no restringir la posibilidad del proveedor de efectuar alegaciones, pero no obligando al instructor a tener necesariamente en cuenta dichas alegaciones al emitir el dictamen. Como esta posibilidad se le da en cualquier momento del proceso, podría obstaculizar el proceso que lleva a cabo el instructor, si es que estuviera obligado a hacerse cargo de alegaciones que llegan en momentos posteriores a aquellos en que ya se hizo una evaluación del caso. 

Lo que la mesa de trabajo propuso eliminar en el inciso primero del artículo 50 H la expresión “los que deberán ser tenidos en cuenta por el instructor al emitir el dictamen a que se refiere el artículo 50 L”.

--La indicación N° 101 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Inciso tercero del artículo 50 H

Indicación 102

La indicación N° 102, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para intercalar, entre la palabra “oficio” y el punto seguido (.), la siguiente expresión: “, pudiendo procederse, en tal caso, de conformidad a lo señalado en el inciso tercero del artículo 50 Q”.


La indicación propone modificar el inciso tercero del artículo 50 H, haciendo aplicable la notificación establecida para el procedimiento ante el Juzgado de Policía Local, al procedimiento sancionatorio.

El señor Rodrigo Romo indicó que es necesario contar con una notificación subsidiaria, y se hace aplicable la establecida para el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, que a su vez hace referencia a la norma del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.

De este modo, de no encontrarse personalmente a quien debe ser notificado, se recurre a la notificación supletoria, contemplada en el artículo 44 del Código de Procedimiento Civil. La indicación hace una referencia al artículo 50 Q, que es donde esta notificación está establecida, y la hace aplicable al procedimiento sancionatorio.

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La indicación N° 102 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 3x0). 

Inciso cuarto del artículo 50 H

Indicación 103

La indicación N° 103, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para intercalar entre la expresión “despacho de correos” y el punto y aparte (.), la siguiente frase: “al domicilio del notificado”.

Representantes del Ejecutivo señalaron que resulta necesario aclarar desde cuándo se debe contar el plazo para entender efectuada la notificación, en el sentido de indicar que éste tiene que  contarse desde que la carta sale despachada desde la oficina de correos hacia el domicilio del notificado, y no a partir del despacho desde donde se efectúa la notificación.

Por lo tanto, la indicación clarifica desde cuándo se cuenta ese tercer día hábil. Al parecer, en la práctica se han generado ciertas problemáticas y lo que busca esta indicación es que ese tercer día hábil se cuente desde el despacho de la oficina de correos que se dirige al domicilio del notificado.

Por su parte, el Honorable Senador Tuma hizo presente que respecto de una carta certificada la empresa de correos está obligada a estampar la fecha de salida, y desde ese momento se cuentan los tres días para entender practicada la notificación.


La mesa de trabajo propuso su aprobación.


--La indicación N° 103 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Artículo 50 I


Regula el término probatorio.

Inciso segundo del artículo 50 I


Se refiere a las medidas o diligencias probatorias que solicite el proveedor respectivo en sus descargos.

Indicación 104

La indicación N° 104, del Honorable Senador señor Moreira, es para suprimir la oración “Sin perjuicio de lo anterior, el instructor podrá rechazar las pruebas propuestas cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.”.


El señor Rodrigo Romo explicó que la mesa de trabajo estima que la eliminación de la atribución podría generar dilaciones innecesarias a través de solicitudes de prueba manifiestamente improcedentes o innecesarias.

La frase que la indicación plantea suprimir permite al instructor del procedimiento sancionatorio rechazar medidas probatorias que considera manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución fundada. La indicación lo que busca es eliminar esta posibilidad de rechazar las pruebas. 

La mesa de asesores decidió proponer el retiro de esta indicación, por considerar que la señalada atribución ayuda a la economía procesal, en la medida que permitirá que el instructor rechace, de manera fundada, aquellas diligencias probatorias solicitadas, que no tienen mayor relación con la controversia, y no aportan al proceso que se está llevando a cabo. 

--La indicación N° 104 fue retirada por su autor.

Indicación 105

La indicación N° 105, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para sustituir la palabra “pruebas” por “medidas o diligencias probatorias”.

La Comisión estimó que la indicación realiza una precisión necesaria para la mejor comprensión de la norma.

La mesa de trabajo propuso su aprobación.

--La indicación N° 105 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 3x0).

Artículo 50 L


En lo medular, dispone que cumplidos los trámites señalados en los artículos anteriores, el instructor del procedimiento emitirá, dentro del plazo fatal de cinco días, un dictamen, en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.

o o o o

Indicación N° 106

La indicación N° 106, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar el siguiente inciso tercero:

“En ningún caso el dictamen a que se refiere el inciso anterior podrá considerar como infracciones hechos que no guarden conexión con los descritos en la resolución que dio inicio al procedimiento.”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron presente que la indicación incorpora un nuevo inciso tercero al artículo 50 L, para que exista congruencia entre el dictamen del instructor y la resolución que dio inicio al procedimiento.

La finalidad es evitar que el dictamen que pone término a la instrucción se refiera a hechos distintos de aquellos que estaban contenidos en la resolución que dio origen al procedimiento sancionatorio. 

La propuesta de la mesa es aprobar la indicación.
--La indicación N° 106 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 3x0).

o o o o

Artículo 50 N


El artículo 50 N establece las medidas que puede contemplar la resolución que pone término al procedimiento, como el cese de la o las conductas infractoras y la imposición de multas, entre otras. 

Letra c)


La letra c) del artículo 50 N dispone que la resolución que ponga término al procedimiento, junto con resolver el asunto al que este se refiera, podrá ordenar una o más de las siguientes medidas: 


“c) Para las empresas proveedoras comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N°20.416, que no sean reincidentes, una capacitación en los derechos y deberes de los consumidores.”.

Indicaciones N°s 107 y 111


En relación a la letra c del artículo 50 N, la indicación 107) elimina la capacitación del listado de sanciones, y la indicación 111) la agrega como inciso final.

La indicación N° 107, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para suprimirla.

Por su parte, la indicación N° 111, también de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar como inciso segundo del artículo el siguiente:

“Tratándose de las empresas proveedoras comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416 que infrinjan por primera vez las disposiciones de esta ley, las multas a que se refiere la letra b) precedente serán reemplazadas por una capacitación en los derechos y deberes de los consumidores, salvo que se hubiese configurado la agravante señalada en la letra b) del inciso quinto del artículo 24.”.

La mesa de asesores propuso la aprobación de ambas indicaciones, con modificaciones en el caso de la indicación N° 111, con la finalidad de eliminar la capacitación del listado de medidas que se puede imponer, e incorporarlo como nuevo inciso segundo. Busca hacer obligatoria la aplicación de la capacitación en vez de la multa cuando se den las condiciones: esto es que se trate de una empresa de menor tamaño, que no sea reincidente (que no haya cometido la misma infracción dentro de los últimos doce meses). Adicionalmente, se señala que la primera multa efectivamente impuesta se rebajará en un 50%. 

Propuso aprobar la indicación N° 111, con modificaciones, como, incisos segundo a cuarto, nuevos, del artículo 50 M.


--La indicación N° 107 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).


--La indicación N° 111 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Indicaciones N°s. 108 y 109


A proposición de la mesa de asesores, la Comisión acordó tratar conjuntamente las indicaciones N°s 108 y 109, toda vez que la ideas que ambas contienen están presentes en la indicación N° 111, recientemente aprobada por la Comisión, con modificaciones.


En ambos casos, proponen su aprobación, con modificaciones, en el sentido que queden subsumidas la referida indicación N° 111, con modificaciones.

La indicación N° 108, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para sustituirla por la que sigue:

“c) En el caso de empresas proveedoras que no sean reincidentes, la resolución deberá ordenar la realización de capacitaciones en derechos y deberes de los consumidores. El imposición de esta medida es incompatible con la imposición de multas contemplada en la presente ley. Se entenderá como empresa proveedora no reincidente aquella que no sea sancionada por infracciones a esta ley dos veces o más dentro del mismo año calendario, de acuerdo al inciso tercero del artículo 24 de la presente ley.”.

Por su parte, la indicación N° 109, del Honorable Senador señor Navarro es, para agregar después de la palabra “consumidores” lo siguiente: “a sus trabajadores o a un grupo de consumidores, que será realizada por alguna Asociación de Consumidores de la zona legalmente constituida, asumiendo los costos de su ejecución por la empresa proveedora”.

--La indicaciones N°s 108 y 109 fueron aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobadas, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Letra e)


La letra e) contempla una norma de clausura que admite, en general, adoptar cualesquiera otras medidas que, de conformidad esta ley, tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida.

Indicación N° 110

La indicación N° 110, del Honorable Senador señor Moreira, es para eliminarla.

La mesa de trabajo hizo presente que el literal e) entrega al SERNAC la posibilidad de decretar medidas que no son necesariamente previsibles, pero que pueden ser necesarias para corregir una infracción cometida, como, por ejemplo, retirar carteles de limitación de responsabilidad. Los ajustes que se hacen apuntan a hacer la medida lo más específica posible, acotándola con claridad a su objetivo, que es prevenir o corregir la infracción cometida.

En este caso la indicación propone eliminar la letra e) del artículo 50 N. 

Destacó que lo que busca la letra e) es dar cuenta de situaciones que no son previsibles y por ello hace más flexible la norma. Por tales consideraciones proponen el retiro de la indicación. 

El Honorable Senador señor Moreira manifestó que no retiraría la indicación, por lo que la Comisión procedió a votarla.

--La indicación N° 110 fue rechazada por dos votos en contra y uno a favor. Votaron en contra los Senadores señora Pérez y señor Tuma, y votó a favor el Honorable Senador señor Moreira (Rechazada; mayoría, 2x1).

° ° ° ° °

Accediendo a una proposición de la mesa de trabajo en relación con el tema recién abordado, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión acordó considerar una modificación a la señalada letra e), con la finalidad de hacer más específica y más precisa la referencia a esta atribución.

En tal sentido, la mesa de trabajo propuso sustituir el literal e) del artículo 50 N por el siguiente:
“e) Otras medidas que, de conformidad a esta ley, tengan por objeto exclusivo prevenir y/o corregir la infracción cometida.”.

El Director del Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC, señor Ernesto Muñoz, señaló que los términos  “objeto exclusivo” usados en la redacción propuesta permiten precisar la pertinencia de la medida.

La Comisión, por la unanimidad de los Senadores presentes, acogió la enmienda propuesta porque, por las razones fundadas expuestas por el señor Director del SERNAC, la estimó necesaria. Lo anterior, en consideración a lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

--La modificación, consistente en sustituir el literal e) del artículo 50 N, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0). (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación).

° ° ° ° °

Inciso segundo

Indicación N° 112

La indicación N° 112, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar la frase “Lo señalado anteriormente” por la siguiente: “Lo señalado en este artículo”.

El señor Rodrigo Romo destacó que esta es una indicación más bien formal y reemplaza la expresión “lo señalado anteriormente” por la expresión “lo señalado en este artículo”, con la finalidad de acotar el efecto del inciso y para aclarar que es sin perjuicio de otras atribuciones del Servicio.

Agregó que, sobre la base de lo expuesto, la mesa propone la aprobación de la indicación, puesto que perfecciona la redacción de la disposición.

--La indicación N° 112 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Artículo 50 Ñ

Inciso primero

Indicación N° 113


El inciso primero del artículo 50 Ñ establece que las resoluciones del Servicio que apliquen multa, ordenen devoluciones o reintegros o dispongan otras medidas que tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida, tendrán mérito ejecutivo.

La indicación N° 113, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar la siguiente oración final: "El cumplimiento de dichas resoluciones se efectuará ante el mismo servicio.".

La Comisión tuvo en consideración el acuerdo de la mesa de trabajo, en el sentido que es más preciso modificar el inciso tercero del artículo 50 Ñ, que señala que el pago de las multas debe ser acreditado ante el servicio, y hacer ello aplicable al cumplimiento de todas las sanciones impuestas.

En suma, las propuestas de la mesa de trabajo fueron el retiro de la indicación N° 113 y la aprobación de una modificación propuesta al inciso tercero, para que su redacción quede como sigue:

“El cumplimiento de las resoluciones a que se refiere el inciso primero, incluido el pago de las multas, deberá ser acreditado ante el Servicio dentro de los 10 días siguientes a la fecha en que aquél fuere exigible.”.
--La indicación N° 113 fue retirada por sus autores.

--La modificación, consistente en modificar el inciso tercero del artículo 50 Ñ, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación). (Unanimidad, 4x0).

Artículo 50 O


El artículo 50 O regula lo que ocurre una vez que el Director Regional dicta una resolución, incluyendo también la que pone término al procedimiento administrativo.

Inciso primero del artículo 50 O


El inciso primero del artículo 50 O dispone que, en contra de las resoluciones que dicte el Director Regional, solo procederá el recurso de reposición contemplado en el artículo 59 de la ley N°19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado. El recurso jerárquico será improcedente.

Indicación N° 114 

La indicación N° 114, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para suprimir la frase “, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado”.

La mesa de asesores propuso acoger la indicación y, por lo tanto, eliminar la mención al nombre de la ley, de modo que la norma sólo haga referencia a la ley N° 19.880,  fundado en que eso es suficiente.

--La indicación N° 114 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

°°°°

Accediendo a una proposición de la mesa de trabajo, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión accedió  a considerar una modificación al inciso primero del artículo 50 O, del siguiente tenor:

“Para agregar en el inciso primero del artículo 50 O, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la frase “Todo otro recurso administrativo establecido en dicha ley será improcedente”.”.

Representantes del Ejecutivo y de la mesa de asesores señalaron que el sentido de la modificación propuesta es señalar inequívocamente que contra las resoluciones que dicte el Director Regional sólo procederá el recurso de reposición contemplado en el artículo 59 de ley N° 19.880, y todo otro recurso establecido en dicha ley será improcedente. 

Recordaron que la ley sobre procedimientos administrativos establece al menos tres recursos generales: el recurso de reposición; el recurso jerárquico y un recurso especial de revisión. La propuesta va en la línea de lo que ocurre en otros procedimientos administrativos, como los seguidos ante el Servicio Civil, ante Aduanas, o ante la Superintendencia del Medio Ambiente, acotando la presentación de  recursos administrativos solamente al de reposición. 

La justificación de eso es que el recurso jerárquico es conocido por el superior jerárquico del Director Regional, que es el Director Nacional, lo que atentaría en contra de la “muralla china” que se quieren establecer entre las funciones sancionatorias que se realizan a nivel de la Dirección Regional y la Dirección Nacional. De no excluir el recurso jerárquico esa “muralla china” se debilitaría. Ésta es una forma de fortalecer la separación de funciones.

El Honorable Senador Tuma pidió dejar expresa constancia que esto se refiere solamente a los recursos administrativos y que es sin perjuicio de los recursos judiciales que procedan en contra de la resolución del Director Regional. Es decir, sólo se refiere al ámbito administrativo y deja intacta la posibilidad de recurrir en contra de esa resolución judicialmente.

Haciéndose cargo de lo planteado, el señor Rodrigo Romo, precisó que la ley N° 19.880 sólo contempla recursos administrativos y no judiciales. La modificación propuesta aclara que sólo resulta procedente el recurso de reposición, sin perjuicio de los demás recursos judiciales procedentes.

--La modificación al inciso primero del artículo 50 O, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación). (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Inciso segundo del artículo 50 O

Regula el procedimiento de reclamo por ilegalidad respecto de la resolución que pone fin al procedimiento administrativo.
Indicación N° 115

La indicación N° 115, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar, a continuación de la locución “, contado desde la notificación de la resolución respectiva” lo siguiente: “, tratándose de causas cuya cuantía no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales. Todas las resoluciones que se dicten en estas causas serán inapelables”.

Luego de la discusión que se dio al interior de la mesa de asesores, ésta concluyó que es mejor permitir el recurso de ilegalidad respecto de toda resolución sancionatoria y no sólo de aquellas de menos de 25 UTM.

Por lo tanto, la propuesta es el retiro de la indicación, de manera de permitir que toda resolución sancionatoria pueda ser reclamada de ilegalidad.

-La indicación N° 115 fue retirada por sus autores.

Indicación N° 116

La indicación N° 116, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituir la oración “En la reclamación por ilegalidad el juez podrá revisar tanto aspectos formales como sustantivos.” por las siguientes: “Si el procedimiento administrativo fue iniciado de oficio por el Servicio, el proveedor podrá reclamar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente a la comuna de la Dirección Regional. La reclamación deberá presentarse por escrito y contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulan. Al conocer de la reclamación, el juez podrá, realizando un control sobre la legalidad de la resolución, revisar tanto aspectos formales como sustantivos.”.

Representantes del Ejecutivo hicieron presente que el objetivo de la indicación es clarificar cuál es el Juzgado de Policía Local competente para conocer del recurso de ilegalidad contra la resolución sancionatoria dictada por el Director Regional, y hacer una breve descripción de la forma de hacerlo.

Precisa cuál es el tribunal competente para conocer de la reclamación de ilegalidad. Si el procedimiento administrativo fue iniciado de oficio por el Servicio, el proveedor podrá reclamar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente a la comuna de la Dirección Regional. La reclamación deberá presentarse por escrito y contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya, y las peticiones concretas que se formulan. Al conocer de la reclamación de ilegalidad el juez podrá revisar tanto aspectos formales como sustantivos.

La mesa de asesores propuso la aprobación de la indicación.

El Director del Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC, señor Ernesto Muñoz, explicó que los Jueces de Policía Local han participado desde temprano y activamente en la tramitación de este proyecto, proponiendo distintas modificaciones y, por lo tanto, su criterio ha sido tomado en consideración en varias de las indicaciones que ha presentado el Ejecutivo.

--La indicación N° 116 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Inciso tercero del artículo 50 O


El inciso tercero del artículo 50 O regula el pago de la multa para el caso en que el  infractor no interponga reclamación en contra de las resoluciones del Servicio, y da la posibilidad de reducir el 25% de su valor si el infractor paga la respectiva multa dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de la resolución.

Indicación N° 117

La indicación Nº 117, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para reemplazar el guarismo “25%” por “30%”.

La Honorable Senadora señora Pérez hizo presente que el 25% es el descuento que por pago anticipado de multa se usa en otras normas, como la ley del tránsito. Su indicación busca aumentar de un 25% a un 30% la rebaja de la multa que se haya impuesto, por pagar dentro de los 5 días hábiles contados desde la notificación de la resolución.

El señor Rodrigo Romo hizo presente que el acuerdo de la mesa fue mantener el 25% por el pago oportuno y, en consecuencia, la propuesta es el retiro de la indicación que fue presentada por la Honorable Senadora señora Lily Pérez.

--La indicación Nª 117 fue retirada por su autora.

Inciso cuarto del artículo 50 O

El inciso cuarto del artículo 50 O establece que no podrá exigirse el cobro de la multa mientras la resolución que la aplica no se encuentre ejecutoriada.
Indicación N° 118

La indicación N° 118, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar el inciso cuarto del artículo 50 O, aclarando que el cumplimiento de la resolución sancionatoria sólo puede exigirse una vez que se encuentre firme.

Representantes del Ejecutivo señalaron que  la norma en análisis busca impedir que el cumplimiento de la resolución sancionatoria, cualquiera sea la sanción dispuesta, se exija antes de que se hayan fallado los recursos que pudieran haberse interpuesto contra la resolución.

El Honorable Senador Tuma hizo presente que, aunque no estuviese expresamente señalado en esta norma, la ley así lo establece como regla general.

--La indicación N° 118 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Inciso quinto del artículo 50 O
Indicación N° 119

La indicación N° 119, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituir la frase “contemplado en los incisos quinto y siguientes del artículo 50 A”, por la siguiente: “contemplado en el Párrafo 3º de este Título”.

Representantes del Ejecutivo explicaron que la indicación sólo propone una modificación formal, en el sentido de sustituir la referencia que la norma aprobada en general hace a los incisos 5° y siguientes del artículo 50 A, por “el procedimiento contemplado en el Párrafo 3° de este Título”, toda vez que se crea este nuevo párrafo donde estará contenida la regulación del procedimiento.

--La indicación N° 119 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).
Inciso sexto del artículo 50 O
Se refiere al monto que permite que las causas se tramiten en procedimientos de única instancia. El proyecto  aprobado en general establece que las causas cuya cuantía no exceda de 25 UTM, se tramitarán en única instancia. 

Indicación N° 120

La indicación Nº 120, del Honorable Senador señor Moreira, es para reemplazar la expresión “veinticinco” por “diez”.

Sobre el particular, el señor Rodrigo Romo señaló que no hubo acuerdo en la mesa de asesores, sin perjuicio de lo cual este tema fue zanjado de alguna manera por la Comisión a propósito de la  indicación N° 79, que buscaba el mismo objetivo y que fue rechazada.

El Honorable Senador señor Moreira explicó que su indicación tiene por objetivo permitir que exista una segunda instancia en todas las causas por sobre 10 UTM, tal como prescribe la ley.

--La indicación N° 120 fue rechazada por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores  Pizarro y Tuma, y uno a favor, del Honorable Senador señor Moreira (Rechazada; mayoría, 3x1).

_______________
INDICACIONES REFERIDAS AL PROCEDIMIENTO ANTE LOS JUZGADOS DE POLICÍA LOCAL

INDICACIONES N°s. 128 Y 129

º º º º

Indicación N° 128

La indicación Nº 128, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para consultar un numeral nuevo, del siguiente tenor:

“…) Agrégase a continuación del artículo 50 P el siguiente epígrafe:

“Párrafo 3°

Del procedimiento ante los Juzgados de Policía Local”.”.

Representantes del Ejecutivo señalaron que la indicación propone la creación de un nuevo párrafo, referido al procedimiento ante los Juzgados de Policía Local. 

Es del caso recordar que éste había sido eliminado por el artículo 50 A del texto aprobado en general, pero, como consecuencia de la aprobación de las  indicaciones Nº 62 y otras pertinentes, fue repuesto.

La propuesta de la mesa de asesores es la  aprobación de la indicación N° 128.

--La indicación N° 128 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Indicación N° 129

La indicación Nº 129, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para incorporar el siguiente nuevo numeral:

“…) Agréganse los siguientes artículos 50 Q, 50 R y 50 S, nuevos:

“Artículo 50 Q.- El conocimiento de la acción ejercida a título individual para obtener la debida indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar por infracción a esta ley corresponderá a los juzgados de policía local, siendo competente aquel que corresponda al domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del primero, sin que sea admisible la prórroga de competencia por la vía contractual.

El procedimiento se iniciará por demanda del consumidor, la que deberá presentarse por escrito y con el patrocinio de abogado habilitado.

En los casos en que no resulte posible practicar la primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia deje constancia  de cuál es la habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo a quien se va a notificar y éste se encuentre en el lugar del juicio, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos segundo y tercero del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil. El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2), 3) y 4) del inciso tercero del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.

En este procedimiento no será admisible la reconvención del proveedor demandado. Las excepciones que se hayan opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. En su comparecencia, las partes podrán realizar todas las gestiones procesales destinadas a acreditar la infracción y probar su derecho, incluidas la presentación y el examen de testigos, cuya lista podrá presentarse hasta el inicio de la audiencia de contestación, conciliación y prueba.

El tribunal podrá en el aludido comparendo, distribuir la carga de la prueba conforme a la disponibilidad y facilidad probatoria que posea cada una de las partes en el litigio, lo que comunicará a ellas para que asuman las consecuencias que les pueda generar la ausencia o insuficiencia de material probatorio que hayan debido aportar o el no rendir la prueba correspondiente de que dispongan en su poder. Para efectos de rendir la prueba ordenada conforme a este inciso, el juez citará a una nueva audiencia con ese único fin, la que deberá ser citada a la brevedad posible.

Los incidentes deberán promoverse y tramitarse en la misma audiencia, conjuntamente con la cuestión principal, sin paralizar el curso de esta, cualquiera sea la naturaleza de la cuestión que en ellos se plantee. El tribunal deberá dictar sentencia definitiva dentro de los treinta días siguientes a la última audiencia, a menos que exista un plazo pendiente para realizar diligencias.

Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales, se tramitarán como en procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables. La cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo denunciado o demandado por el consumidor, no considerándose para estos efectos el monto de la multa aplicable. Las causas que versen sobre materias que no tienen una determinada apreciación pecuniaria, se considerarán para estos efectos de cuantía superior a veinticinco unidades tributarias mensuales.

Artículo 50 R.- El mismo procedimiento señalado en el artículo precedente se aplicará en caso de que el consumidor escoja perseguir la responsabilidad contravencional del proveedor ante el juzgado de policía local competente, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 50 A. Si resultare procedente, regirá para la aplicación de multas lo dispuesto en el artículo 50 P.

Artículo 50 S.- Si, de conformidad a lo establecido en este Párrafo, se promueve un juicio de indemnización de perjuicios por los daños ocasionados a consecuencia de una infracción que ha sido sancionada por el Servicio Nacional del Consumidor mediante resolución firme, no se admitirán pruebas o alegaciones incompatibles con la declaración de existencia del hecho que constituyó la infracción, ni con el establecimiento de la participación del proveedor en la misma.”.”.

______________

En discusión, representantes del Ejecutivo señalaron que el objetivo de la indicación es incorporar los artículos 50 Q, 50 R y 50 S, nuevos, que contienen el procedimiento ante los juzgados de policía local.
Agregaron que este procedimiento es el establecido en el artículo 50 A de la ley vigente, que se elimina en dicho artículo, y se lleva a este párrafo nuevo. 

Destacaron las siguientes modificaciones respecto del procedimiento actual:

1. Elimina la tacha de testigos.

2. Aclara que la lista de testigos puede presentarse hasta el inicio de la audiencia.

3. Aclara el plazo en que la causa queda en estado de fallo.

4. Agrega la remisión al artículo 50 P, sobre especialidad de la sanción.

En suma, esta indicación incorpora los artículos que regulan este procedimiento.

En respuesta a una inquietud planteada por el Honorable Senador señor Tuma, el señor Rodrigo Romo señaló que la prórroga de competencia es una institución procesal que permite que el acuerdo de las partes le dé competencia a un tribunal distinto de aquel que naturalmente corresponde. La indicación busca evitar que se imponga al consumidor la competencia de un tribunal que pudiera estar en un lugar distinto de aquel de su  propio domicilio.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Lily Pérez celebró diversos aspectos procesales de las normas que incorpora la indicación, los que, en general, serán beneficiosos para los consumidores. Destacó la eliminación de la tacha de testigos, dado que  actualmente, en la práctica, es casi imposible encontrar gente tan neutra o tan alejada de la esfera del círculo más cercano del afectado; y el plazo para presentar la lista de testigos, que pasa de uno muy acotado a otro que se extiende hasta el inicio de la audiencia de contestación, conciliación y prueba. 

El Director del Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC, señor Ernesto Muñoz, hizo hincapié en que la indicación contiene varias recomendaciones formuladas por los Jueces de Policía Local. Las normas propuestas modifican mínimamente el procedimiento que los Jueces de Policía Local están acostumbrados a usar, pero con ciertas diferencias como las que señaló la Honorable Senadora señora Pérez.

Al respecto, destacó las siguientes:

1.- Siempre se ha señalado que cuando los consumidores están sometidos a la jurisdicción del Juzgado de Policía Local muchas veces están en una asimetría o desequilibrio muy importante respecto de los proveedores, porque no tienen asistencia jurídica. Esto cambia respecto del régimen actual, porque tendrán que concurrir representados. Por cierto, el proyecto contempla la forma de asistirlo jurídicamente.

2.- Otro punto que se recoge en las normas propuestas es la teoría dinámica de la prueba, algo muy sentido por los Jueces de Policía Local, porque muchas veces están restringidos para poder asignar la carga de la prueba en los procedimientos que se tramitan ante ellos. 

Recalcó que los dos puntos señalados fueron propuestos por los Jueces de Policía Local  y el Ejecutivo los ha recogido.

--La indicación N° 129 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).
º º º º
INDICACIONES REFERIDAS AL PROCEDIMIENTO COLECTIVO

Indicaciones N°s. 130, 131, 132, 133, 134, 135, 138, 139, 140, 141, 142, 145 y 147.

Número 27)

El numeral 27) reemplaza en el párrafo 2º, “Del Procedimiento Especial para Protección del Interés Colectivo o Difuso de los Consumidores”, la expresión “Párrafo 2°” por “Párrafo 3°”.
Indicación N° 130

La indicación Nº 130, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar la expresión “Párrafo 3º” por “Párrafo 4º”.

El señor Rodrigo Romo destacó que se trata  sólo de un ajuste formal.

El Director del Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC, señor Ernesto Muñoz, señaló que el proyecto no modifica en nada la competencia de los Tribunales Ordinarios de Justicia, tal como existe actualmente. En el contexto antes explicado, la indicación plantea una corrección de referencia meramente formal y de coherencia interna.

--La indicación N° 130 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Número 28) 

El número 28) modifica el artículo 51 de la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.

º º º º

Indicación N° 131

La indicación Nº 131, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone agregar el siguiente número nuevo:

“…) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto y así sucesivamente:

“Los consumidores afectados en cualquier caso podrán declarar como testigos sin que les sea aplicable la causal de inhabilidad establecida en el numeral 6° del artículo 358 del Código de Procedimiento Civil.

Los proveedores demandados estarán obligados a entregar al Tribunal todos los instrumentos que éste ordene de oficio o a petición de parte, siempre que tales instrumentos obren o deban obrar en su poder y que tengan relación directa con la cuestión debatida. En caso de que el proveedor se negare a entregar tales instrumentos y el Tribunal estimare infundada la negativa por haberse aportado pruebas acerca de su existencia o por ser injustificadas las razones dadas, el juez podrá tener por probado lo alegado por la parte contraria respecto del contenido de tales instrumentos.”.”.

El señor Rodrigo Romo destacó que la indicación agrega al artículo 51 un inciso tercero que establece la posibilidad de que los consumidores declaren como testigos en los juicios colectivos sin que sean tachados por tener interés en el juicio. Asimismo incorpora un inciso cuarto que establece la obligación del proveedor de acompañar los instrumentos que obren en su poder y le sean solicitados, bajo apercibimiento de tenerse por probado lo alegado por la parte contraria respecto de su contenido.
Añadió que es un problema usual en los juicios colectivos que los consumidores que declaran como testigos sean tachados por la contraparte en virtud del artículo 358 N° 6 del CPC, incluso cuando la parte demandante es el SERNAC o una Asociación de Consumidores.

La obligación de acompañar los antecedentes requeridos bajo apercibimiento de tener por probado lo alegado por la parte contraria respecto de su contenido responde a que los proveedores muchas veces alegan la inexistencia de ciertos antecedentes para excusarse de presentarlos en juicio.

Finalmente, señaló que la mesa de asesores propone a la Comisión su aprobación.

--La indicación N° 131 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).
Indicaciones N°s 132 y 133

La indicación 132, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para agregar los siguientes incisos, nuevos:

“Los consumidores afectados, en cualquier caso, podrán declarar como testigos, sin que les sea aplicable la causal de inhabilidad establecida en el numeral 6 del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil.

Los proveedores demandados estarán obligados a entregar al tribunal los antecedentes, ya sean documentos, instrumentos, registros u otros, cualquiera sea la denominación que ellos les otorguen, que solicite el tribunal de oficio o a petición de parte, bajo apercibimiento de tenerse por presumido legalmente lo alegado por la parte contraria.”.

Por su parte, la indicación Nº 133, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar los siguientes incisos tercero y cuarto:

“Los consumidores afectados, cualquier caso, podrán declarar como testigos sin que les sea aplicable la causal de inhabilidad establecida en el numeral 6 del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil.

Los proveedores demandados estarán obligados a entregar al Tribunal los antecedentes, documentos, instrumentos y otros, cualquiera sea la denominación que les otorguen, que decrete el tribunal de oficio o a solicitud de parte, bajo apercibimiento de tenerse por presumido legalmente lo alegado por la parte contraria.”.

En discusión, la Honorable Senadora señora Pérez hizo notar que los objetivos de su indicación son los mismos que los de la indicación N° 131, por lo que correspondería subsumirla en ésta.

En el mismo sentido se manifestó el Honorable Senador señor Tuma respecto de su indicación.

La mesa de asesores destacó que las indicaciones N°s 132 y 133 persiguen objetivos similares a aquéllos contemplados por la indicación N° 131,  motivo por el cual propone a la Comisión su aprobación, entendiéndolas subsumidas en ésta.

--Las indicaciones N°s 132 y 133 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobadas, con modificaciones; unanimidad, 4x0).
Indicación N° 134

La indicación Nº 134, de los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma, es para suprimir la letra c) del número 1) del artículo 51 de la ley N° 19.496, eliminando como legitimados activos a 50 o más consumidores. El número 1) del artículo 51 establece quiénes son los legitimados activos, es decir, quiénes pueden presentar demandas colectivas y, por lo tanto, iniciar el procedimiento colectivo.

Al eliminar la legitimación activa de 50 o más consumidores, sólo el SERNAC y las Asociaciones de Consumidores podrían iniciar juicios colectivos, y en caso de que éstos no lo hagan, los consumidores sólo podrían ejercer sus derechos en forma individual.

La propuesta de la mesa de asesores es el retiro de la indicación, porque excluir la posibilidad de que un grupo de ciudadanos  afectado pueda presentar una demanda colectiva resulta una limitación a la protección de sus derechos.

--La indicación Nº 134 fue retirada por sus autores.

Letra b)


La letra b) elimina en el numeral 2) la oración “Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento, no podrán extenderse al daño moral sufrido por el actor.”.

Indicación N° 135

La indicación Nº 135, del Honorable Senador señor Moreira, es para suprimirla.


Por tanto, restituye en el número 2) del artículo 51, la prohibición de la indemnización del daño moral en los juicios colectivos.

La mesa de asesores no alcanzó un acuerdo sobre la indicación.

--La indicación fue retirada por su autor.

Indicación N° 139

La indicación N° 139, de los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma, tiene por objeto eliminar el número 3) del artículo 51 de la ley N° 19.496.

En discusión, representantes del Ejecutivo explicaron que la indicación, al suprimir el número 3) del artículo 51, elimina la posibilidad de que cualquier legitimado activo o consumidor se haga parte en el juicio colectivo una vez iniciado.

La mesa de asesores propuso su retiro porque resulta incompatible con la indicación N° 140, respecto de la cual se propone su aprobación con modificaciones. Sostuvo que es mejor mantener el texto aprobado en general.


--La indicación N° 139 fue retirada por sus autores.

Indicación N° 140

La indicación N° 140, de los los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma, propone reemplazar el número 3 del artículo 51 de la ley N° 19.496 por el siguiente:

“3.- Iniciado el juicio señalado, sólo los legitimados activos Servicio Nacional de Consumidores o Asociaciones de Consumidores y los consumidores que hagan reserva de acciones, podrán hacerse parte en el juicio.”.

En discusión, los autores de la indicación explicaron que ésta propone reemplazar el número 3) del artículo 51, estableciendo que sólo el SERNAC, las Asociaciones de Consumidores y los consumidores que hagan reserva de acciones podrán hacerse parte en el juicio colectivo una vez iniciado.

La mesa de asesores propuso su aprobación, con modificaciones. Hizo presente que el objetivo de esta indicación es evitar que consumidores individuales se hagan parte en el juicio, entorpeciendo su tramitación, pero dejando a salvo la posibilidad de que éstos hagan reserva de derechos.

Por lo anterior, recomendó que, sobre esta materia, se adopte la siguiente redacción: 


“3.- Iniciado el juicio señalado, cualquier legitimado activo podrá hacerse parte en el juicio. Asimismo, podrá comparecer cualquier consumidor que se considere afectado para el solo efecto de hacer reserva de sus derechos.”.


--La indicación N° 140 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).
Número 29)


El numeral 29) del artículo 1° modifica la letra b) del artículo 52 de la ley N° 19.496, referido al examen que el tribunal debe realizar de la demanda, para declararla admisible y darle tramitación.

Indicación N° 141


La indicación N° 141, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazarlo por el siguiente:


“…) Modifícase el artículo 52 del siguiente modo:


a) Reemplázase el literal b) por el siguiente:


“b) Que la demanda cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, los que sólo se verificarán por el juez, sin que puedan discutirse en esta etapa.”.


b) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así sucesivamente:


“En contra de la resolución que acoja la reposición de aquella que declaró admisible la demanda, procederá el recurso de apelación en ambos efectos, el que deberá ser interpuesto dentro de cinco días fatales contados desde la notificación de la resolución respectiva.”.”.

Representantes del Ejecutivo explicaron que la indicación N° 141 propone modificar el artículo 52, en un doble sentido:

-Estableciendo que en la fase de admisibilidad sólo se revisarán los requisitos de la demanda, sin que puedan discutirse en esta etapa del juicio.

-Intercalando un inciso quinto, nuevo, que aclara que respecto de la resolución que acoge la reposición de aquella que declaró admisible la demanda colectiva, procede la apelación en ambos efectos en el plazo de 5 días.

La mesa de asesores propuso su aprobación, toda vez que la norma propuesta por esta indicación evitará la dilación del procedimiento en la fase de admisibilidad de la demanda, acotando esta etapa a la verificación de requisitos formales. Asimismo, precisa que el recurso que procede en caso que se declare inadmisible una demanda colectiva, al acogerse una reposición interpuesta en contra de la resolución que la declaraba admisible, es el recurso de apelación en ambos efectos.

--La indicación N° 141 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 3x0).
Indicación  N° 142

La indicación N° 142, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar al artículo 52 literal b) la siguiente oración: “Las excepciones contempladas en el artículo 303 y siguientes del Código de Procedimiento Civil no podrán oponerse en esta etapa.”

En discusión, el Honorable  Senador Tuma señaló que el objetivo de la indicación es agregar al artículo 52 literal b) la prohibición de presentar excepciones del artículo 303 y siguientes del Código de Procedimiento Civil en la fase de admisibilidad de la demanda colectiva.

La mesa de asesores propuso el retiro de la indicación, fundado en que si bien persigue el mismo objetivo que la indicación N° 141, esto es, evitar la dilación del procedimiento en la fase de admisibilidad de la demanda colectiva, no queda claro que no proceda ninguna de las excepciones dilatorias. 


--La indicación N° 142 fue retirada por sus autores.

Número 30)

El numeral 30) del artículo 1° del proyecto, modifica el artículo 53 B de la ley sobre protección de los consumidores, relativo a la conciliación, el avenimiento y la transacción.


         Letra b)
Indicación N° 145


La indicación N° 145, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituirla por la siguiente:


“b) Agrégase en el actual inciso tercero, que pasó a ser cuarto, a continuación del punto y aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “La aprobación se entenderá sin perjuicio de la eventual aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley. Con todo, el tribunal podrá considerar la reparación del daño causado por parte del proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el cincuenta por ciento. Previo a pronunciarse sobre el avenimiento, conciliación o transacción, el tribunal dará traslado al Servicio Nacional del Consumidor, quien podrá hacerse parte en el juicio dentro de quinto día.”.”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron presente que la indicación propone agregar, en el inciso tercero del artículo 53 B, la obligación del juez de oficiar al SERNAC antes de pronunciarse sobre el avenimiento, conciliación o transacción en un juicio colectivo en que éste no es parte, pudiendo hacerlo dentro de quinto día de recibido el oficio.

La mesa de asesores sugirió su aprobación, con modificaciones, fundado en que el objetivo de la indicación es garantizar que el juez verifique la conformidad del acuerdo con las normas de protección de los derechos de los consumidores.

En tal sentido, propuso sustituir el inciso tercero por el siguiente:

“Todo avenimiento, conciliación o transacción deberá ser sometido a la aprobación del juez. Para aprobarlo, el juez deberá verificar su conformidad con las normas de protección de los derechos de los consumidores. La aprobación se entenderá sin perjuicio de la eventual aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley. Con todo, el tribunal podrá considerar la reparación del daño causado por parte del proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el 50%.”.


--La indicación N° 145 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

Letra a)
Indicación 147


La indicación N° 147, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para agregar la siguiente oración a la propuesta para el literal c): “Dicho riesgo elevado para los consumidores deberá determinarse de acuerdo a los criterios contemplados en el artículo 24 inciso cuarto, entre otros que el juez considere.”.

La indicación establece en el artículo 53 C, relativo al contenido de la sentencia, la forma en que el juez debe determinar la gravedad del riesgo para los consumidores, a fin de aumentar la indemnización en un 25%.

La mesa de asesores propuso su aprobación, con modificaciones. De acuerdo a los cambios introducidos al sistema de multas, se hará referencia a las circunstancias agravantes para aumentar la indemnización en un 25%. 

Por lo anteriormente expuesto, sugirió la siguiente redacción para la letra c):

“c) Declarar la procedencia de las correspondientes indemnizaciones o reparaciones y el monto de la indemnización o la reparación a favor del grupo o de cada uno de los subgrupos, cuando corresponda. En aquellos casos que en que concurran las circunstancias a que se refiere el inciso quinto del artículo 24, el tribunal podrá aumentar en un 25% el monto de la indemnización correspondiente.”.

--La indicación N° 147 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

______________

INDICACIONES REFERIDAS A LAS MEDIACIONES COLECTIVAS

Indicaciones N°s. 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, 157, 158, 159, 160, 162, 163, 164, 165 y 166.
Número 32)

Este numeral agrega, a continuación del artículo 54 G, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 4°. El procedimiento de mediación colectiva.”.

Indicación N° 150


La indicación N° 150, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar la expresión “Párrafo 4º El” por la siguiente: “Párrafo 5º Del”.

Representantes del Ejecutivo señalaron que la indicación ajusta el número del párrafo 4° a 5°, ya que, como se indicó en su oportunidad,  el proyecto agrega un párrafo para el procedimiento ante los juzgados de policía local.

La mesa de asesores propuso su aprobación toda vez que se trata sólo de un ajuste formal.

--La indicación N° 150 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Número 33)


El número 33) del artículo 1° agrega los artículos 54 H a 54 R a la ley N° 19.496 sobre protección de los derechos de los consumidores. 


Todos estos artículos están referidos al procedimiento de mediación colectiva.

Artículo 54 H


El artículo 54 H introduce en la ley N° 19.496 la mediación colectiva para aquellos casos en que esté comprometido el interés colectivo o difuso de los consumidores.


La mediación colectiva es un procedimiento administrativo especial, a cargo de una unidad independiente y especializada dentro del Servicio, cuyo fin es cautelar el interés colectivo o difuso de los consumidores, mediante la obtención de una solución expedita, completa y transparente, en el caso de conductas que los afecten. Los principios básicos del procedimiento son la indemnidad del consumidor, la economía procesal, la publicidad y la integridad del proceso.

Inciso cuarto
Indicación N° 151


La indicación N° 151, de su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar la siguiente oración: “Asimismo, una vez iniciada una mediación colectiva, ni el Servicio ni quienes se encuentren legitimados para ello de conformidad a esta ley podrán ejercer acciones colectivas respecto de los mismos hechos mientras el procedimiento de mediación se encuentre abierto.”.

En discusión, representantes del Ejecutivo señalaron que la indicación agrega al inciso cuarto del artículo 54 H la prohibición del ejercicio de acciones colectivas mientras el procedimiento de mediación colectiva se encuentre abierto.

Por su parte, la mesa se asesores propuso  su aprobación. Esta norma permite evitar que se inicie un juicio colectivo en paralelo a un procedimiento de mediación colectiva, lo que eliminaría los incentivos de los proveedores para someterse a la mediación colectiva. 

--La indicación N° 151 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Artículo 54 I


Dispone que en la resolución que da inicio al procedimiento, el Servicio deberá ordenar la participación de la o las Asociaciones de Consumidores que hayan iniciado el procedimiento por denuncia.

Inciso primero

Indicación N° 152


La indicación N° 152, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituir la frase “En la resolución que da inicio al procedimiento, el Servicio deberá ordenar la participación de la o las Asociaciones de Consumidores que hayan iniciado el procedimiento por denuncia”, por el siguiente texto: “En la resolución que da inicio al procedimiento, cuando la mediación colectiva se haya iniciado a solicitud de una o más Asociaciones de Consumidores, el Servicio deberá ordenar su participación”.

En discusión, representantes del Ejecutivo señalaron que la indicación cambia en el artículo 54 I la referencia a “denuncia” por “solicitud”, respecto a la participación de las Asociaciones de Consumidores que hayan solicitado el inicio de la mediación colectiva.

La mesa de asesores propuso su aprobación. Una mediación colectiva puede ser iniciada por solicitud de una o más Asociaciones de Consumidores, pero no por denuncia de éstas.

--La indicación N° 152 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Artículo 54 J


El artículo 54 J establece que el plazo máximo de duración del procedimiento de mediación colectiva será de tres meses, contado a partir del tercer día de la notificación al proveedor de la resolución que da inicio al procedimiento. Este plazo podrá ser prorrogado por una sola vez, hasta por tres meses, por resolución fundada.

Inciso primero

Indicación  N° 153


La indicación N° 153,  del Honorable Senador señor Navarro, es para reemplazar, en la segunda oración, la expresión “tres meses” por “treinta días”.

En discusión, representantes del Ejecutivo destacaron que la indicación propone reducir de 3 meses a 30 días la prórroga del plazo de la mediación colectiva en el artículo 54 J.

La mesa de asesores propuso el retiro de la indicación, dado que existen mediaciones que por su complejidad requieren de un plazo más extenso. Reducir el plazo pone en riesgo el éxito de la mediación, ya que tendría que cerrarse desfavorablemente por haberse cumplido el plazo, aun existiendo posibilidades de acuerdo favorable en un plazo mayor. 

--La indicación N° 153 fue retirada por su autor.

Artículo 54 L

El artículo 54 L establece que, en la resolución que dé inicio a la mediación, el Servicio informará al proveedor y a las Asociaciones de Consumidores, en su caso, acerca de la naturaleza y los objetivos de la mediación, de su duración y etapas, y de los efectos jurídicos que produce.

Inciso primero
Indicación N° 154


La indicación N° 154, de la Honorable Senadora señora Pérez, tiene por objeto reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 54 L.- En la resolución que dé inicio a la mediación, el Servicio informará al proveedor, al grupo de consumidores potencialmente  afectados y a las Asociaciones de Consumidores, en su caso, acerca de la naturaleza y los objetivos de la mediación, de su duración y etapas, como también de los efectos jurídicos que esta produce.”.

La indicación ordena la notificación del inicio de la mediación colectiva “al grupo de consumidores potencialmente afectados”

En discusión, la mesa de asesores propuso su rechazo o retiro, debido a que, en muchos casos, resulta extremadamente complejo determinar a los consumidores afectados, particularmente al inicio de la mediación colectiva, ya que es algo que se determina durante  su desarrollo. Sin perjuicio de eso, el inicio de la mediación colectiva se publica en la página web del Servicio, durante el proceso se incorporan notificaciones a los consumidores afectados, y dentro del acuerdo se contempla su información y difusión para que esté en conocimiento de estos últimos. 

--La indicación N° 154 fue retirada por su autora.

Artículo 54 M

Inciso primero
Indicación N° 155


La indicación N° 155, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, propone intercalar, después de la expresión “del Servicio”, lo siguiente: “y en dos medios de circulación regional o nacional, según corresponda dicha publicaciones serán de cargo del proveedor.”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron presente que la indicación propone la publicación del inicio de la mediación colectiva en dos medios de circulación nacional o regional, según corresponda, de cargo del proveedor.

La mesa de asesores propuso su retiro, dado que el inicio de la mediación colectiva se publica en la página web del Servicio. La obligación de hacer las publicaciones puede convertirse en un desincentivo para el proveedor, por el costo que puede significar esta carga.

--La indicación N° 155 fue retirada por sus autores.

Inciso segundo

Indicación N° 156

La indicación N° 156, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para reemplazarlo por el siguiente:

“Durante el procedimiento de mediación colectiva, un grupo de consumidores afectados en un mismo interés, en número no inferior a 50 personas, debidamente individualizados y las Asociaciones de Consumidores podrán presentar las observaciones y peticiones que estimen pertinentes. Asimismo, cualquiera de ellos podrá, de manera fundada, dentro de los veinte días posteriores a la comunicación de la solución ofrecida por el proveedor, sugerir ajustes a las soluciones identificadas en el acuerdo, los que se tomarán en consideración citando a las partes.”.

En discusión, representantes del Ejecutivo resaltaron que la indicación reemplaza el inciso segundo del artículo 54 M, introduciendo las siguientes modificaciones:

1. Las observaciones durante la mediación colectiva deberán hacerse no por “consumidores potencialmente afectados”, sino por “un grupo de consumidores en número no inferior a 50 personas”.

2. Agrega la posibilidad de hacer peticiones además de observaciones.

3. Establece la posibilidad de que cualquier Asociación de Consumidores intervenga y no sólo las que solicitaron el inicio de la mediación colectiva.

4. El plazo para hacer observaciones a la propuesta se aumenta de 5 a 20 días. 

5. Obliga a tomar en consideración los ajustes propuestos, citando a las partes.

La mesa de asesores propuso su retiro, porque todas estas modificaciones implican el riesgo de entorpecer el desarrollo de la mediación colectiva, ya sea dilatando el procedimiento o permitiendo la intervención de actores que no son parte.

--La indicación N° 156 fue retirada por sus autores.

Inciso tercero

Indicación 157

La indicación N° 157, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, propone reemplazarlo por el siguiente:

"Tanto las observaciones y observaciones deberán presentarse por escrito o por vía electrónica, y acompañarse al expediente conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 18 de la ley N°19.880.".

En discusión, el señor Rodrigo Romo hizo notar que la indicación agrega la expresión “y observaciones” al inciso tercero del artículo 54 M, que se refiere a la forma en que deberán presentarse las observaciones en la mediación colectiva

La mesa de asesores propuso su retiro, debido a que no queda claro el sentido de la indicación.

--La indicación N° 157 fue retirada por sus autores.

Artículo 54 Ñ


Dispone que, a solicitud del proveedor, el Servicio decretará reserva, respecto de terceros ajenos al procedimiento de mediación, de aquellos antecedentes que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales, siempre que su revelación pueda afectar el desenvolvimiento competitivo de su titular.

Inciso cuarto


Se refiere a la sanción por la infracción del deber de reserva por parte de terceros que intervinieron en la mediación colectiva mediante la emisión de informes.

Indicación N° 158

La indicación N° 158, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para agregar, después de la expresión “emisión de informes”, la locución “comunicaciones o declaraciones públicas,”.

En discusión, la mesa de asesores propuso su rechazo o retiro, atendido que resulta excesivo aplicar las sanciones establecidas (pena de prisión en sus grados medio a máximo y multa de uno a cinco sueldos vitales) a los terceros que hayan intervenido en la mediación colectiva por la emisión de comunicaciones o declaraciones públicas.

--La indicación N° 158 fue retirada por su autora.

Inciso quinto

Indicación 159

La indicación N° 159, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazarlo por los siguientes:

“Las partes podrán requerir la devolución de los instrumentos acompañados una vez concluido el procedimiento de mediación.

El Servicio no podrá presentar en juicio instrumentos obtenidos durante el procedimiento de mediación a menos que haya tenido acceso a ellos por otro medio.”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron presente que la indicación reemplaza el inciso quinto del artículo 54 Ñ por los siguientes:

-Un inciso quinto que establece la obligación de devolver los instrumentos acompañados a la mediación colectiva, si el proveedor lo solicita.

-Un inciso sexto que establece la  prohibición para el Servicio de presentar en juicio instrumentos obtenidos durante la mediación colectiva, a menos que haya tenido acceso a ellos por otro medio. 

En discusión, la mesa de asesores propuso su aprobación, porque el objetivo de esta indicación es dar mayores garantías a los proveedores sobre el resguardo y el uso de la información entregada durante la mediación colectiva.

El Honorable Senador señor Navarro manifestó no compartir la limitación que impone la norma al Servicio, en cuanto a que no podrá presentar en juicio instrumentos obtenidos durante el procedimiento de mediación, a menos que haya tenido acceso a ellos por otro medio.

--La indicación N° 159 fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. Votó en contra el Honorable Senador señor Navarro. (Aprobada; mayoría, 4x1).

Artículo 54 P


El artículo 54 P establece que, en caso de llegar a acuerdo en la mediación, se dictará una resolución al efecto. Regula además, su contenido y publicidad.

Inciso primero

Indicación N° 160

La indicación N° 160, de la Honorable Senadora señora Pérez, tiene por objeto sustituirlo por el que sigue:

“Artículo 54 P.- En caso de llegar a acuerdo en la mediación, y sin perjuicio de encontrarse pendiente la ejecución del mismo, se dictará una resolución al efecto, la que tendrá el mérito de una transacción extrajudicial para todos los efectos legales, produciendo el efecto de cosa juzgada y extinguiendo la responsabilidad infraccional del proveedor. En ella se describirán los términos del acuerdo y las eventuales obligaciones que asume cada una de las partes.”.


En discusión, el señor Rodrigo Romo hizo presente que la indicación propone el reemplazo del inciso primero del artículo 54 P, eliminando la enumeración de los elementos que debe contemplar el acuerdo. 

La mesa de asesores propuso el rechazo o retiro de la indicación y, en consecuencia,  mantener el texto aprobado en general, toda vez que incorporar expresamente los elementos que debe contemplar el acuerdo reduce los grados de discrecionalidad de quien lleve a cabo la mediación colectiva.

--La indicación N° 160 fue retirada por su autora.

Inciso segundo


Regula a las consecuencias jurídicas de la resolución en que consta el acuerdo de la mediación colectiva.

Indicación N° 162

La indicación N° 162, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para reemplazar el vocablo “treinta” por “noventa”.

En discusión, representantes del Ejecutivo explicaron que la indicación modifica el inciso segundo del artículo 54 P, extendiendo de 30 a 90 días el plazo que debe transcurrir para que la resolución tenga mérito ejecutivo.

La mesa de asesores propuso su aprobación, con modificaciones, porque con esta norma se dilataría el cumplimiento del acuerdo. 

Se hizo presente que el plazo acordado para el cumplimiento del acuerdo o de alguna de las obligaciones que emanan de él podría ser inferior o superior a los 30 días señalados. 

Por lo anteriormente expuesto, la mesa de asesores propuso agregar, a continuación de la expresión “sitio web institucional del Servicio”, la siguiente frase: “en la medida en que cada una de las obligaciones emanadas del acuerdo sean exigibles”. 

--La indicación N° 162 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Inciso tercero


Dispone que el incumplimiento de los términos contenidos en el acuerdo constituye una infracción a la presente ley sobre protección de los derechos de los consumidores.

Indicación N° 163

La indicación N° 163, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar, después de la expresión “presente ley”, lo siguiente: “y dará derechos a solicitar a los consumidores afectados las compensaciones e indemnizaciones que correspondan”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron presente que la indicación agrega que el incumplimiento del acuerdo dará además derecho a solicitar las compensaciones e indemnizaciones que correspondan.

La mesa de asesores propuso su retiro, puesto que al tener el acuerdo los efectos de una transacción extrajudicial, los consumidores pueden exigir  las indemnizaciones estipuladas en él.

--La indicación N° 163 fue retirada por sus autores.

Número 1) del inciso primero

Indicación N° 164

La indicación N° 164, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para intercalar entre la expresión “consumidores afectados” y el punto y coma (;), lo siguiente: “, cuando procedan”.

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron presente que la indicación precisa, en el numeral 1) del inciso primero del artículo 54 P, que el acuerdo debe contemplar el cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados, cuando procedan.

Así, en caso de llegar a acuerdo en la mediación, se dictará una resolución al efecto, en la que se describirán los términos del acuerdo y las obligaciones que asume cada una de las partes. Para ser declarada suficiente por el Servicio, la solución propuesta debe contemplar, a lo menos: 

1) el cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados cuando procedan; 

2) el cese de la conducta que pudiere haber afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores; 

3) la forma en la que se harán efectivos los términos del acuerdo y el procedimiento por el que el proveedor efectuará las devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados, y 

4) los procedimientos por los que se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor. 

La solución propuesta por el proveedor no implicará su reconocimiento de los hechos constitutivos de la eventual infracción antecedente de la mediación.

La mesa de asesores propuso su aprobación en consideración a que existen mediaciones colectivas donde no hay consumidores afectados y sólo se persigue el cese de la conducta infractora. Un ejemplo de esto son los casos en que se inicia una mediación colectiva por cláusulas abusivas que no han sido aplicadas.

--La indicación N° 164 fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Moreira, Pizarro y Tuma. Votó en contra el Honorable Senador señor Navarro. (Aprobada; mayoría, 3x1).

Artículo 54 Q


Dispone que, sin perjuicio de la mediación regulada en este párrafo, durante la tramitación del procedimiento especial para protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, el proveedor siempre podrá realizar ofertas de avenimiento, de acuerdo a los parámetros del artículo 53 B.

Indicación N° 165

La indicación N° 165, de la Honorable Senadora señora Pérez, es para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 54 Q.- Sin perjuicio de la mediación regulada en este párrafo, y en caso de fracasar ésta, durante la tramitación del procedimiento especial para protección del interés colectivo o difuso de los consumidores que se desarrolle por los mismos hechos, el proveedor siempre podrá realizar ofertas de avenimiento, de acuerdo a los parámetros del artículo 53 B, las que podrán ser idénticas o similares a aquellas ofrecidas en un anterior procedimiento de mediación colectiva y que deberán ser analizadas por el tribunal teniendo a la vista los principios de economía procesal, de transparencia y  de protección efectiva y oportuna a los consumidores.”.

En discusión, el señor Rodrigo Romo señaló que la indicación reemplaza el artículo 54 Q, agregando que las ofertas de avenimiento en un juicio colectivo posterior a la mediación colectiva pueden ser idénticas o similares a las planteadas en ésta.

La mesa de asesores propuso a la Comisión su rechazo o retiro, porque, en la práctica, esto es posible. Sin embargo, se hizo presente que si se inicia un juicio colectivo posterior a la mediación colectiva, ello ocurre porque el acuerdo era insuficiente.

Al fundamentar su votación, el Honorable Senador señor Navarro destacó la conveniencia de que exista equilibrio.

--La indicación N° 165 fue rechazada por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Moreira, Pizarro y Tuma, y dos a favor, de los Honorables Senadores señora Pérez y señor Navarro. (Rechazada; mayoría, 3x2).

o o o o o

Indicación N° 166


La indicación N° 166, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para consultar en el numeral 33) un nuevo artículo, del siguiente tenor:


“Artículo 54 S.- En los casos en que a consecuencia de un procedimiento de mediación regulado en los artículos anteriores, se logre un resultado positivo, constando éste en un acta de mediación o en una transacción; y siempre que ellas se refieran a hechos que sean constitutivos de un ilícito infraccional sancionado por la presente ley, el cumplimiento por parte del proveedor del acta de mediación o la transacción judicial, extinguirá de pleno derecho la responsabilidad infraccional del proveedor. El cumplimiento íntegro del acuerdo o acta de mediación deberá ser acreditado por el proveedor ante el Servicio con audiencia a los consumidores afectados que fueron parte del acuerdo.”.

o o o o o

En discusión, representantes del Ejecutivo destacaron que la indicación agrega un artículo 54 S que establece que en caso de cumplirse el acuerdo, esta circunstancia extinguirá la responsabilidad infraccional de pleno derecho. Agrega que el cumplimiento deberá ser acreditado ante el SERNAC.

La mesa de asesores propuso su retiro en atención a que la introducción de una norma de este tenor genera incertidumbre respecto de qué ocurriría en aquellos casos en que los consumidores no hacen efectivos sus derechos que emanan del acuerdo de mediación colectiva. La redacción actual que le otorga al acuerdo el mérito de transacción extrajudicial (originando acción y excepción de cosa juzgada), así como el hecho de que el acuerdo tenga mérito ejecutivo, otorgan suficientes garantías para asegurar su cumplimiento y generar certeza jurídica para el proveedor respecto de la extinción de su responsabilidad contravencional y civil.

--La indicación N° 166 fue retirada por sus autores.

________________________

INDICACIONES REFERIDAS A LOS CONTRATOS DE ADHESIÓN

Indicaciones N°s. 25, 26 y 186.

o o o o o


La indicación N° 25, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, tiene por objeto agregar los siguientes incisos segundo y tercero al artículo 17 de la ley N° 19.496, que se refiere a los contratos de adhesión relativos a las actividades propias de la ley:


"El Servicio Nacional del Consumidor llevará un registro donde se depositarán los contratos de adhesión de los distintos proveedores, especialmente aquellos cuyas actividades estén reguladas por la presente ley, la ley número 20.448 y el DFL número 1 de 2006 del Ministerio de Salud.


La organización del Registro, el plazo para el depósito de los contratos de adhesión y demás información relevante se determinará en un reglamento.".

_______

La indicación agrega nuevos incisos segundo y tercero al artículo 17 de la L.P.C., creando un registro de contratos de adhesión que llevará el SERNAC.

En discusión, representantes del Ejecutivo señalaron que la propuesta de la mesa de trabajo fue retirar o rechazar la indicación, ya que se acordó revisarla conjuntamente con la moción parlamentaria que tiene específicamente el mismo propósito (Boletín N° 9916). 

El referido boletín N° 9916 es una moción parlamentaria de los Honorables Senadores señores Harboe, Pérez San Martín, Horvath, Pizarro y Tuma, que establece la obligación de estandarizar los contratos de adhesión de productos o servicios financieros y de salud. En particular, modifica el artículo 17 C de la L.P.C., agregando un inciso segundo que establece que “los contratos de adhesión de productos y servicios financieros, deberán estar estandarizados, es decir, contener formalmente cláusulas comunes e idénticas, por cada producto o servicio financiero ofrecido por los proveedores.” 

Fue aprobado en general por la Comisión de Economía del Senado y se presentaron indicaciones el día 2 de noviembre de 2015, dentro de las cuales están las indicaciones presentadas en este proyecto.

--La indicación N° 25 fue retirada por sus autores.

o o o o o

Indicación N° 26

La indicación N° 26, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, busca reemplazar el artículo 17 A de la ley N° 19.496 por el siguiente: 

"Artículo 17 A.- Los proveedores de bienes o servicios cuyas condiciones estén expresadas en contratos de adhesión, deberán informar al consumidor, de manera simple y comprensible, las condiciones generales del contrato, el cobro de bienes y servicios que se ofrecen, de manera tal que el consumidor pueda conocer el monto de los cobros, las condiciones, precios, cargos, costos, tarifas y comisiones descritos en el contrato, debiendo contar con una hoja resumen que incluya la información antes señalada y las principales cláusulas del contrato." 

El texto actual del artículo 17 A de la Ley N° 19.496 es el que se indica a continuación:

“Artículo 17 A.- Los proveedores de bienes y servicios cuyas condiciones estén expresadas en contratos de adhesión deberán informar en términos simples el cobro de bienes y servicios ya prestados, entendiendo por ello que la presentación de esta información debe permitir al consumidor verificar si el cobro efectuado se ajusta a las condiciones y a los precios, cargos, costos, tarifas y comisiones descritos en el contrato. Además, toda promoción de dichos bienes y servicios indicará siempre el costo total de la misma.” 

En discusión, representantes del Ejecutivo hicieron presente que esta indicación es para reemplazar el artículo 17 A por uno que agrega la obligación de informar las condiciones generales del contrato, y de contar con una hoja resumen que incluya la información requerida y las principales cláusulas del contrato.

De acuerdo a lo explicado por el señor Romo, la propuesta de la mesa técnica fue el retiro o rechazo de esta indicación, por los mismos motivos señalados a propósito de la indicación N° 25.

--La indicación N° 26 fue retirada por sus autores.

Indicación N° 186

La indicación N° 186, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, tiene por finalidad agregar un nuevo literal h) al inciso segundo del artículo 58 de la ley N° 19.496, del siguiente tenor: 

"h) Procurar y promover que los contratos de adhesión no vulneren lo dispuesto en el artículo 16 y cumplan con los requisitos y condiciones fijadas en el artículo 17A de tal manera de favorecer la estandarización, comparación, legibilidad y comprensión de las cláusulas que contengan."

____________

La indicación agrega un nuevo literal h) en el inciso segundo del artículo 58 de la L.P.C., que establece la función del SERNAC de promover que los contratos de adhesión no vulneren lo dispuesto en el artículo 16 y cumplan con lo dispuesto en el artículo 17 A. 
La propuesta de la mesa de asesores, según lo indicado por los representantes del Ejecutivo, fue el retiro o rechazo, en atención a los mismos argumentos entregados en relación con las indicaciones N° 25 y 26. 

--La indicación N° 186 fue retirada por sus autores.

___________________________
INDICACIÓN REFERIDA A LA LIBRE COMPETENCIA

Indicación N° 204

o o o o o

Indicación N° 204

La indicación N° 204, del Honorable Senador señor Navarro, propone introducir un artículo nuevo al proyecto, del siguiente tenor: 

“Artículo ….- Agrégase al inciso segundo del artículo 39 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, el siguiente número cuatro nuevo: 

“4.- En el caso de tratarse de un agente económico con participación en el mercado, proponer un plan de indemnización de los perjuicios ocasionados por la comisión de la conducta, el que deberá ser calificado como suficiente por el Fiscal Nacional Económico al momento de acceder al beneficio de exención o reducción de la disolución, multa o prohibición, en su caso.”.” 

o o o o o

La Comisión tuvo presente que la indicación modifica el artículo 39 bis del decreto ley N° 211 de 1973, agregando como requisito, para acceder al beneficio de la reducción o exención de multa en la delación compensada, la propuesta de un plan de indemnización de los perjuicios ocasionados por la comisión de la conducta, cuya suficiencia será determinada por el Fiscal Nacional Económico. 

La mesa de trabajo, según explicó el señor Romo, sugirió el retiro o rechazo de la indicación, debido a que este tema fue abordado en el proyecto de ley que modifica el decreto ley N° 211, sobre libre competencia.

--La indicación N° 204 fue retirada por su autor.

o o o o o

INDICACIONES MISCELÁNEAS

Indicaciones N°s. 2, 3, 4, 22, 23, 24 y 205
Indicación N° 2

Mediante la indicación N° 2, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, se busca intercalar en la letra b) del artículo 3° de la ley N° 19.496, a continuación de la expresión “de ellos”, la siguiente: “, y a que se le otorgue el bien o servicio efectivamente convenido”. 

La referida letra b) del artículo 3° de la ley N° 19.496 es del siguiente tenor:

“Artículo 3º.- Son derechos y deberes básicos del consumidor: 

b) El derecho a una información veraz y oportuna sobre los bienes y servicios ofrecidos, su precio, condiciones de contratación y otras características relevantes de los mismos, y el deber de informarse responsablemente de ellos;” 

En discusión, los autores de la indicación explicaron que ésta agrega en el artículo 3° de la L.P.C. el derecho del consumidor a que se le entregue el bien o servicio efectivamente convenido.

La propuesta de la mesa técnica fue retirar la indicación, debido a que se reitera la idea contenida en el artículo 12 de la misma ley. 
--La indicación N° 2 fue retirada por sus autores.

Indicación N° 3

La indicación N° 3, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro es para sustituir el artículo 3° bis de la ley N° 19.496, por el siguiente: 

“Artículo 3 bis.- El consumidor podrá poner término unilateralmente al contrato dentro del plazo de 10 días contados desde la recepción del producto o desde la contratación del servicio y antes de la prestación del mismo.”.

El mencionado artículo 3° bis de la L.P.C. tiene la siguiente redacción:

“Artículo 3º bis.- El consumidor podrá poner término unilateralmente al contrato en el plazo de 10 días contados desde la recepción del producto o desde la contratación del servicio y antes de la prestación del mismo, en los siguientes casos: 

a) En la compra de bienes y contratación de servicios realizadas en reuniones convocadas o concertadas con dicho objetivo por el proveedor, en que el consumidor deba expresar su aceptación dentro del mismo día de la reunión. 

El ejercicio de este derecho se hará valer mediante carta certificada enviada al proveedor, al domicilio que señala el contrato, expedida dentro del plazo indicado en el en el encabezamiento; 

b) En los contratos celebrados por medios electrónicos, y en aquéllos en que se aceptare una oferta realizada a través de catálogos, avisos o cualquier otra forma de comunicación a distancia, a menos que el proveedor haya dispuesto expresamente lo contrario. Para ello podrá utilizar los mismos medios que empleó para celebrar el contrato. En este caso, el plazo para ejercer el derecho de retracto se contará desde la fecha de recepción del bien o desde la celebración del contrato en el caso de servicios, siempre que el proveedor haya cumplido con la obligación de remitir la confirmación escrita señalada en el artículo 12 A. De no ser así, el plazo se extenderá a 90 días. No podrá ejercerse el derecho de retracto cuando el bien, materia del contrato, se haya deteriorado por hecho imputable al consumidor. 

En aquellos casos en que el precio del bien o servicio haya sido cubierto total o parcialmente con un crédito otorgado al consumidor por el proveedor o por un tercero previo acuerdo entre éste y el proveedor, el retracto resolverá dicho crédito. En caso de haber costos involucrados, éstos serán de cargo del consumidor, cuando el crédito haya sido otorgado por un tercero. 

Si el consumidor ejerciera el derecho consagrado en este artículo, el proveedor estará obligado a devolverle las sumas abonadas, sin retención de gastos, a la mayor brevedad posible y, en cualquier caso, antes de cuarenta y cinco días siguientes a la comunicación del retracto. Tratándose de servicios, la devolución sólo comprenderá aquellas sumas abonadas que no correspondan a servicios ya prestados al consumidor a la fecha del retracto. 

Deberán restituirse en buen estado los elementos originales del embalaje, como las etiquetas, certificados de garantía, manuales de uso, cajas, elementos de protección o su valor respectivo, previamente informado.” 

En discusión, sus autores señalaron que la indicación sustituye el artículo 3° bis que establece el derecho de retracto para el consumidor durante un plazo de 10 días contados desde la recepción del producto o desde la contratación del servicio, antes de su prestación, sin limitarlo a los casos taxativos que la disposición considera actualmente. 

La comisión de asesores propuso el retiro o rechazo de la indicación. Explicaron que este tema debe ser estudiado con mayor profundidad, dada su complejidad, por lo que resulta más conveniente analizarlo por separado. 

--La indicación N° 3 fue retirada por sus autores.
Indicación N° 4

La indicación N° 4, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, propone reemplazar el artículo 4° de la ley N° 19.496, por el siguiente: 

“Artículo 4°.- Los derechos establecidos por la presente ley son irrenunciables anticipadamente por los consumidores y cualquier estipulación en contrario se tendrá por no escrita para todos los efectos legales.”.

El texto del mencionado artículo 4° de la L.P.C. es el siguiente:

“Artículo 4º.- Los derechos establecidos por la presente ley son irrenunciables anticipadamente por los consumidores.”.

La indicación modifica el artículo 4° de la L.P.C., estableciendo que cualquier estipulación en contra de lo dispuesto en dicha norma se tendrá por no escrita para todos los efectos legales. Esto es manifestación de la irrenunciabilidad anticipada de los derechos de los consumidores.

El señor Romo señaló que la mesa de asesores recomendó el retiro de esta indicación, porque la idea propuesta ya está contenida en la redacción actual de la norma, de manera que no sería necesaria su incorporación expresa.
--La indicación N° 4 fue retirada por sus autores.

o o o o o

Indicación N° 22

La indicación N° 22, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar en el artículo 12 de la ley 19.496, después de la frase “Todo proveedor de bienes o servicios”, la siguiente: “deberá otorgar al consumidor el bien y/o servicio convenido, por lo que”. 

El texto actual del artículo 12 de la L.P.C. es el siguiente:

“Artículo 12.- Todo proveedor de bienes o servicios estará obligado a respetar los términos, condiciones y modalidades conforme a las cuales se hubiere ofrecido o convenido con el consumidor la entrega del bien o la prestación del servicio.”.

La indicación propone agregar en el artículo 12 de la L.P.C. una frase que explicita la obligación del proveedor de entregarle al consumidor el bien o servicio efectivamente convenido. 

La mesa de trabajo recomendó el retiro de la indicación, ya que reitera lo ya establecido en el artículo 12 y además podría acotar su alcance. 

--La indicación N° 22 fue retirada por sus autores.

o o o o o

Indicación N° 23

La indicación N° 23, de los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma, busca agregar el siguiente artículo 12 B en la ley N° 19.446: 

“Artículo 12 B.- Los proveedores que ofrezcan servicios de telecomunicación domiciliaria, tales como telefonía fija, internet o televisión por cable o satelital, no podrán condicionar la contratación de uno de estos servicios a la obligación de suscribir la prestación conjunta de dos o más de los productos ofrecidos por ella. 

A la vez deberán ofertar cada uno de sus servicios de forma separada, indicando claramente el valor de cada uno de ellos, sin que para el consumidor signifique un mayor precio el contratar solo uno de sus productos.” 
En discusión, los autores hicieron presente que la indicación agrega un artículo 12 B a la L.P.C. para prohibir la venta atada de servicios de telecomunicación domiciliaria. 
La mesa de asesores, según indicó el señor Romo, sugirió la aprobación de la indicación, con modificaciones. La propuesta de la mesa recoge la idea de impedir que las empresas de telecomunicaciones puedan obligar a los consumidores a contratar paquetes de servicios, pero permite que éstos puedan ser vendidos en forma conjunta a precios promocionales. 

La redacción propuesta es la siguiente:

“Artículo 12 B.- Los proveedores de servicios de telecomunicaciones que realicen ofertas conjuntas, deberán ofrecer individualmente cada uno de los servicios y planes que componen las mismas. De esta forma, no podrán atar, ligar o supeditar, bajo ningún modo o condición, la contratación de un servicio cualquiera a la contratación de otro”. 
--La indicación N° 23 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

o o o o o

Indicación N° 24

La indicación N° 24, de la Honorable Senadora señora Pérez, tiene por objeto agregar al artículo 16 de la ley N° 19.496 la siguiente letra h): 
“h) Establezcan como competente a un tribunal extranjero para conocer y resolver todas aquellas controversias que se produzcan con ocasión del contrato.”
Esta indicación agrega al artículo 16 una letra h), que establece como cláusula abusiva la delegación de competencia a un tribunal extranjero. 

La mesa técnica propuso su retiro, de acuerdo a lo señalado por los representantes del Ejecutivo, atendido que es posible declarar abusiva dicha cláusula en virtud del artículo 16 letra g) o del nuevo artículo 50 Q de la L.P.C. 
--La indicación N° 24 fue retirada por su autora.

o o o o o

Indicación N° 205

La indicación N° 205, de los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma, es para incorporar un artículo nuevo al proyecto, del siguiente tenor: 

“Artículo ….- Realizase la siguiente modificación al artículo 196 del Código Orgánico de Tribunales: 

1.-Agregase el siguiente inciso final al numeral 5º: 

“Tampoco tendrá aplicación la causal señalada en el presente número si una de las partes fuera una empresa de servicios básicos o monopólicos.” 

2.-Elimínanse los incisos segundo y tercero del número 18º.”. 

La indicación modifica el artículo 196 del Código Orgánico de Tribunales, eliminando la causal de recusación de los jueces consistente en ser deudor o acreedor de una de las partes, cuando se trate de servicios básicos o monopólicos. 

El señor Romo explicó que la mesa de asesores recomienda la aprobación, con modificaciones, del N° 1) del artículo propuesto. 

Señaló que se acordó recoger la idea contenida en el N° 1), pero incorporando en el inciso segundo del numeral 5) del artículo 196, la frase “o una compañía prestadora de un servicio básico domiciliario” a continuación de la frase “Servicios de Vivienda y Urbanización.”.

La redacción propuesta para la señalada norma quedaría como sigue:

“Artículo 196.- Son causas de recusación: 

….

5° Ser el juez deudor o acreedor de alguna de las partes o de su abogado; o serlo su cónyuge o conviviente civil o alguno de sus ascendientes, descendientes o parientes colaterales dentro del segundo grado. 
Sin embargo, no tendrá aplicación la causal del presente número si una de las partes fuere alguna de las instituciones de previsión fiscalizadas por la Superintendencia de Seguridad Social, la Asociación Nacional de Ahorro y Préstamo, o uno de los Servicios de Vivienda y Urbanización o una compañía prestadora de un servicio básico domiciliario, a menos que estas instituciones u organismos ejerciten actualmente cualquier acción judicial contra el juez o contra alguna otra de las personas señaladas o viceversa.”. 

Respecto al N° 2 del artículo propuesto, el acuerdo de la mesa fue hacer presente que, al tratarse de una norma general contenida en el C.O.T., resulta preferible abordar el tema sólo en el numeral 5), y no alterar el numeral 18). 
--La indicación N° 205 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad 3x0).
o o o o o

INDICACIONES REFERIDAS AL ARTICULADO TRANSITORIO

Indicaciones N°s 206, 207, 208, 209, 210, 211 y 212.

Indicación N° 206

Mediante la indicación N° 206, de Su Excelencia la Presidenta de la República, se propone sustituir el artículo 1° de las disposiciones transitorias del proyecto por el siguiente: 

“Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia transcurrido un año desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N° 19.496: 2°; 16; 24 incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo respecto a la facultad del Servicios para aplicar la multa; 26 inciso segundo; 31; 34; 35; 41; 49 inciso segundo; 50; 50 A; 50 B; 50 C; 50 F; 50 G; los nuevos artículos 50 H a 50 S; 56; 56 A; 56 C; 56 H sólo en cuanto a la facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la misma; 57, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores Regionales; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos incisos cuarto y quinto; 58 letra b); 58 letra c); 58 letra f); el nuevo 58 letra k); el nuevo 58 letra l); el nuevo 58 letra ñ); y 59 en cuanto a lo previsto en las nuevas letras e) y f) del nuevo inciso cuarto. Tales modificaciones comenzarán a regir de acuerdo al siguiente cronograma: 
a) En las regiones de Antofagasta, de Valparaíso y de Magallanes y de la Antártica Chilena, transcurridos dieciocho meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial; 

b) En las regiones Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Atacama, de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Bío Bío, de la Araucanía, de los Ríos y de Los Lagos, transcurridos veinticuatro meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial; y 
c) En las regiones Metropolitana de Santiago, del Maule y de Aisén del General Carlos Ibáñez, transcurridos treinta meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.

El texto actual del artículo 1° de las disposiciones transitorias del proyecto es el que sigue:

“Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia transcurrido un año desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N°19.496: 2°; 16; 24, inciso final, respecto a la facultad del Servicio para aplicar la multa; 26, inciso segundo; 31; 41; 49, inciso segundo; 50, con excepción de la derogación del actual inciso final; 50 A; 50 B; 50 C, con excepción de la oración final de su inciso primero; 50 F; 50 G; los nuevos artículos 50 H a 50 O; 56; 56 A; 56 C; 56 H, solo en cuanto a la facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la misma; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos párrafos cuarto y quinto; 58, letra b); 58, letra c); 58, letra f); 58, letra k); 58, letra l); 58, letra ñ); 59, en cuanto a lo previsto en las nuevas letras e) y f) del nuevo inciso cuarto, y 59 ter, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores Regionales. Tales modificaciones comenzarán a regir de acuerdo al siguiente cronograma: 

a) En las regiones de Antofagasta, de Valparaíso y de Magallanes y de la Antártica Chilena, desde el 1 de enero de 2016.

b) En las regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Atacama, de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O'Higgins, del Bío Bío, de la Araucanía, de Los Ríos y de Los Lagos, desde el 1 de julio de 2016. 
c) En las regiones Metropolitana de Santiago, del Maule y de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, desde el 1 de enero de 2017”.
En discusión, representantes del Ejecutivo resaltaron que la indicación modifica el artículo primero transitorio, ajustando las referencias a las normas que entran en vigencia de acuerdo al cronograma y corrigiendo éste, reemplazando las fechas de entrada en vigencia por plazos. 
Por su parte, la mesa técnica recomendó la aprobación de esta indicación. Manifestaron que, de acuerdo al cronograma, habría modificaciones que entrarían en vigencia antes de la aprobación del proyecto, por lo que se decidió poner plazos en vez de fechas. Agregaron que se han introducido modificaciones al proyecto desde su presentación, por lo que las referencias a ciertas normas están desactualizadas. 
En discusión, el Honorable Senador señor Tuma señaló que le parece excesivo el plazo considerado para que entren en vigencia plenamente las reformas a la ley sobre protección de los derechos de los consumidores. Por lo anterior, pidió a los representantes del Ejecutivo, encabezados por el señor Director del SERNAC, realizar un esfuerzo para disminuir los plazos para tal efecto. Sin perjuicio de lo anterior, comparte la gradualidad del proceso.

A su turno, la Honorable Senadora señora Pérez pidió que en la gradualidad de la entrada en vigencia de la ley se consideren sólo dos grupos de regiones, y, en todo caso, que las regiones del Maule y de Aisén no queden para el final, sino que integren el segundo grupo de regiones, junto con las de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Atacama, de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O'Higgins, del Bío Bío, de la Araucanía, de Los Ríos y de Los Lagos.

A este respecto, el señor Director del SERNAC señaló que tal sugerencia tiene un impacto financiero, pero se comprometió a estudiarla.

-- La indicación N° 206 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Indicación N° 207

La indicación N° 207, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para suprimir el artículo 3° transitorio del proyecto.

El referido artículo 3° transitorio es del siguiente tenor:

“Artículo tercero.- En las causas que se funden en hechos ocurridos con anterioridad a la entrada en vigencia de las modificaciones que comenzarán a regir de acuerdo al cronograma descrito en las letras a), b) y c) del artículo primero transitorio, serán competentes para conocer de ellas y resolver los tribunales señalados en el texto de la ley N°19.496 vigente en el momento de la ocurrencia de tales hechos, contando con todas las atribuciones que dicha ley les confería.”

o o o o o

En discusión, representantes del Ejecutivo sugirieron la aprobación de la indicación, según lo acordado por la mesa de trabajo, en atención a que el artículo 3° transitorio se refería al cambio de competencia de los Juzgados de Policía Local a los Juzgados Civiles, lo que no prosperó. 
La mayoría de los Honorables Senadores manifestaron concordar con la indicación y, por tanto, con mantener la competencia de los Juzgados de Policía Local para conocer de estos asuntos. Sin perjuicio de lo anterior, representaron su preocupación por la recarga de trabajo que los afecta, la necesidad de reforzarlos, así como también por el incremento de su presupuesto.

--La indicación N° 207 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

Indicación N° 208

La indicación N° 208, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone eliminar el artículo 4° transitorio del proyecto.

La redacción del referido artículo 4° transitorio es la que se señala a continuación: 

“Artículo cuarto.- Las facultades contempladas en los literales d) y e) del artículo 58 de la ley N°19.496, solo podrán ser ejercidas una vez publicado en el Diario Oficial el reglamento a que alude el artículo 4° permanente de esta ley.” 

En discusión, la Comisión tuvo en consideración que la indicación tiene por finalidad eliminar el artículo 4° transitorio del proyecto, sobre el Reglamento relativo al comité de coordinación creado por el artículo 4° del proyecto, eliminado por la indicación N° 203 del Ejecutivo.

La mesa de asesores propuso la aprobación de la indicación, y por ende, la eliminación del artículo 4° transitorio del proyecto.

--La indicación N° 208 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

Artículo undécimo

Indicación N° 209

A través de la indicación N° 209 del Honorable Senador señor Navarro se busca agregar, en el inciso primero del artículo undécimo transitorio del proyecto, después de la locución “asistencia jurídica gratuita de las” la frase “Asociaciones de Consumidores de la zona del consumidor afectado y”. 

La redacción actual del mencionado inciso primero del artículo undécimo transitorio del proyecto aprobado en general es la que sigue:

“Artículo undécimo.- La parte final del inciso primero del artículo 50 C de la ley N°19.496, en lo que corresponde a la asistencia jurídica gratuita de las Corporaciones de Asistencia Judicial, que se introduce por el artículo 1°, numeral 22), de la presente ley, entrará en vigencia una vez que esté en funcionamiento el servicio público de asistencia judicial que sucederá a las actuales Corporaciones de Asistencia Judicial.” 
La indicación N° 209 modifica el artículo 11 transitorio incorporando, en relación con la indicación N° 85, a las Asociaciones de Consumidores como instituciones que ejercen defensa judicial de manera gratuita. 

La propuesta de la mesa de trabajo, según señalaron representantes del Ejecutivo, fue el retiro o rechazo de esta indicación. Atendido que, a propósito de la discusión de la indicación N° 85, ya se descartó en el artículo 50 C la obligatoriedad para estas organizaciones de prestar asistencia jurídica gratuita a los consumidores, no cabe hacer referencia a ellas en esta disposición transitoria.

La finalidad de este artículo 11 transitorio es regular el financiamiento, mediante fondos fiscales, de las instituciones que prestan asistencia judicial gratuita a los consumidores, y esta indicación pretende que las Asociaciones de Consumidores también sean beneficiarias de esos recursos. En atención a que lo anterior vulnera el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República, ya que se trata de una materia asignada a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Moreira, declaró la inadmisibilidad de la indicación.
--La indicación N° 209 fue declarada inadmisible por recaer sobre una materia que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política, es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

o o o o o

Indicación N° 210

La indicación N° 210 del Honorable Senador señor Navarro tiene por finalidad agregar el siguiente inciso final al artículo 11 transitorio del proyecto: 

“En lo que dice relación con el financiamiento de las Asociaciones de Consumidores para asumir la representación jurídica de los consumidores, se suscribirán convenios entre éstas y los Ministerios de Economía, Fomento y Turismo, y de Justicia. Un reglamento del Ministerio de Justicia fijará los requisitos, obligaciones, transferencia de fondos y otros aspectos relevantes a regular.”.

_________

La indicación N° 210 modifica el artículo 11 transitorio estableciendo, en relación con la indicación N° 85, la obligatoriedad de establecer financiamiento del Estado para las asociaciones de consumidores que ejerzan defensa judicial. 

La señora Lazcano explicó que la sugerencia de la mesa de asesores consistió en el retiro o rechazo de la indicación. Se acordó, a propósito de la indicación N° 85, que la asistencia jurídica gratuita por parte de Asociaciones de Consumidores es voluntaria para éstas, de modo que no es obligatorio financiarla. Aquellas Asociaciones de Consumidores que quieran tener programas de asistencia jurídica gratuita podrán hacerlo a través de los Fondos Concursables u otras fuentes de financiamiento. 

Tomando en cuenta que esta indicación complementa la N° 209, en cuanto a la asignación de recursos estatales a las agrupaciones de consumidores, transgrediéndose igualmente el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución, se declaró la inadmisibilidad por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Moreira.
La indicación N° 210  fue declarada inadmisible por recaer sobre una materia que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política, es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 

o o o o o

o o o o o

Indicación N° 211

La indicación N° 211, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para consultar el siguiente artículo transitorio, nuevo:

“Artículo ….- A la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se le reconocerá el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas que a dicha fecha operen en tres o más regiones del país. Para mantener tal calidad, dichas asociaciones deberán cumplir con el requisito establecido en el artículo 11 ter en un plazo de cinco años contados desde la entrada en vigencia de esta ley.”.

La indicación permite ir subiendo de manera gradual la exigencia del número de regiones en las que la asociación debe operar para tener el carácter de nacional.

La mesa de trabajo sugirió su aprobación, con modificaciones. La redacción propuesta es la siguiente: “Por un período de un año a contar de la entrada en vigencia de la presente ley se reconocerá el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas que operen en tres o más regiones del país. Terminado el período anterior y hasta cumplidos cinco años a contar de su entrada en vigencia, dicho requisito se extenderá a cinco o más regiones. Terminado este último período, el reconocimiento del carácter de nacional de las Asociaciones de Consumidores quedará sujeto al requisito establecido en el artículo 11 ter.”

--La indicación N° 211 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

o o o o o

__________________________

INDICACIONES REFERIDAS AL PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD Y AL ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY.

Indicaciones N°s 1, 46, 121, 122, 123, 124, 125, 126, 127,  

146, 170 y 191

ARTÍCULO 1°

o o o o o


La indicación N° 1, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para reemplazar el artículo 2° bis de la ley N° 19.496 por el siguiente:


“Artículo 2° bis.- La presente ley será aplicable a todas las actividades de producción, fabricación, importación, construcción, distribución y comercialización de bienes o de prestación de servicios, incluso en aquellas reguladas por leyes especiales, sin perjuicio de las normas técnicas contenidas en esas mismas leyes.”.


El referido artículo 2° bis es del siguiente tenor:


“Artículo 2º bis.- No obstante lo prescrito en el artículo anterior, las normas de esta ley no serán aplicables a las actividades de producción, fabricación, importación, construcción, distribución y comercialización de bienes o de prestación de servicios reguladas por leyes especiales, salvo:


a) En las materias que estas últimas no prevean;


b) En lo relativo al procedimiento en las causas en que esté comprometido el interés colectivo o difuso de los consumidores o usuarios, y el derecho a solicitar indemnización mediante dicho procedimiento, y 


c) En lo relativo al derecho del consumidor o usuario para recurrir en forma individual, conforme al procedimiento que esta ley establece, ante el tribunal correspondiente, a fin de ser indemnizado de todo perjuicio originado en el incumplimiento de una obligación contraída por los proveedores, siempre que no existan procedimientos indemnizatorios en dichas leyes especiales.”.

o o o o o

El Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, introduciendo esta materia, explicó que el Ejecutivo propone mantener y reforzar el régimen que está establecido actualmente en los artículos 1°, 2° y 2°bis de la ley de protección de los derechos de los consumidores.

Para cumplir con lo anterior, en primer lugar, es necesario establecer claramente la supletoriedad de las normas sobre protección de los derechos de los consumidores. Esto significa que, cada vez que no exista una regulación especial, se aplica directamente la ley del consumidor, como ocurre en materias como cláusulas abusivas, deberes generales de información, publicidad engañosa, entre otras.

En segundo lugar, de existir una norma especial que regule las obligaciones entre consumidor y proveedor, se prefiere esa especialidad, porque reconoce realidades propias de los mercados regulados. Estas normas toman en consideración determinadas particularidades. 

Así es como ha estado hasta ahora la ley vigente. El proyecto de ley refuerza la aplicación y la implementación de las normas contenidas, haciéndolas más eficientes. Por ejemplo, se le da facultad al Servicio para fiscalizar y para sancionar, pero sin extender sustantivamente ese ámbito de control, sino que respetando la debida regulación sectorial y asegurándose que cada uno de los órganos reguladores tenga esta misma misión dentro de sus competencias en el ámbito de la ley especial.  

Tal es el contexto en el cual han estado trabajando. Hay normas de cierre que buscan reforzar lo que actualmente está vigente: un régimen de especialidad, con una aplicación subsidiaria de la ley del consumidor. Es el caso, por ejemplo, de las normas que refuerzan el principio conforme al cual no pueden aplicarse dos sanciones por los mismos hechos.

Luego, el señor Rodrigo Romo explicó que la indicación N° 1 plantea reemplazar el artículo 2° bis de la ley actual que, en conjunto con el artículo 2°, regula el ámbito de aplicación de la ley. 

Hizo presente también que en la discusión que se dio en la mesa de asesores, no hubo acuerdo sobre qué proponer a la Comisión.

El Honorable Senador Tuma señaló que la indicación en debate es una de las más importantes formuladas al proyecto. 

La materia que aborda es una preocupación que se viene arrastrando desde que se aprobó la ley del consumidor. Muchos consideran que esta ley contiene vacíos y que no es eficaz a la hora de responder integralmente en relación con la defensa de los derechos de los consumidores. 

Desde que se dictó la ley N° 19.496, se ha entregado a las superintendencias o a los servicios especializados la tuición de los derechos de los consumidores en las materias específicas propias de su competencia, sabiendo que en la mayoría de los casos, por no decir todos, esos servicios de fiscalización, subsecretarías o superintendencias tienen por objeto que la industria funcione.

Tales instituciones se crearon para prevenir que haya vulneración de las normas propias de su área. Después surgieron los derechos de los consumidores, una vez que ya estaban instalados tales superintendencias o servicios especializados. Sin embargo, la primera ley de protección del consumidor consagró determinadas áreas sobre las cuales el SERNAC tendría competencia y dejó fuera otros ámbitos regulados por leyes especiales. Pero claramente el fin de estas últimas es proteger la industria y su regulación, más que proteger los derechos a los consumidores.

Este es un tema que hay que resolver y, para ello, es pertinente introducir una modificación que permita entregar una protección integral a los consumidores.

Luego la Honorable Senadora Pérez dijo estar plenamente de acuerdo con el Ejecutivo. No es pertinente generar incertidumbre.  Existen leyes especiales y habría un choque entre organismos intersectoriales. Generaría judicialización. 

Le parece que debe mantenerse la situación actual, en que existen superintendencias e instituciones que velan por algunas especialidades dentro de los derechos de los consumidores, y respetar el principio de especialidad y especificidad de cada institución. 

En síntesis, reiteró estar de acuerdo con lo que plantea el Ejecutivo y, por lo tanto, anunció que rechazará la indicación.

Por su parte, el Honorable Senador Tuma agregó que patrocinó esta indicación en función de ciertas áreas sobre las cuales no existe norma de especialidad y en las cuales el SERNAC tampoco tiene facultades. Luego, hay un vacío que no se protege. Da el ejemplo de los servicios profesionales, respecto de los cuales no existe superintendencia que regule la actividad, pero tampoco está abarcada por las facultades del SERNAC. Entonces, a los consumidores que se sienten violentados por algún prestador de servicios profesionales, el Estado no les da explicación alguna respecto de cómo protegerá sus derechos. Esta es la oportunidad de modificar la legislación y darle amplias facultades al SERNAC para que entre efectivamente a resguardar los derechos de los consumidores.

Al respecto, el Honorable Senador Moreira indicó que la labor de la superintendencia, si bien consiste en fiscalizar, ordenar y hacer cumplir la ley, ello no significa que, por tales funciones, vaya a desconocer el derecho de los consumidores.

Adelantó que votará en contra de esta indicación, porque afecta el principio de especialidad de actividades que tienen una regulación sectorial. Lo lógico es que prime ésta por sobre la norma general de protección al consumidor.

El Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, hizo presente que si se quiere incluir a los servicios profesionales dentro del ámbito de aplicación de la ley, podría resolverse sin necesidad de modificar el artículo 2° bis. Actualmente el SERNAC se encuentra impedido de actuar sobre esta área, no sólo debido a que no existe una norma especial, sino porque esos servicios profesionales muchas veces se encuentran fuera de la definición de un acto de consumo, al tener el proveedor una definición determinada y el consumidor otra definición determinada. 

La relación que surge a partir de una prestación de servicios muchas veces no queda comprendida dentro del ámbito de aplicación de la L.P.C. Pero en algunos casos dicha relación sí podrá calificarse como un acto de consumo de acuerdo a los conceptos de proveedor y consumidor contemplados en el artículo 1°. Ello ocurre, por ejemplo, cuando este servicio profesional se presta a través de empresas o de proveedores.

Hay un ámbito en que efectivamente no hay subsidiariedad, pero eso no tiene que ver con el régimen establecido en el artículo 2° bis, sino con las definiciones de consumidor y de proveedor. Esto impide que la L.P.C. abarque ese tipo de situaciones. Por lo tanto, el punto planteado por el Honorable Senador señor Tuma podría resolverse fuera del ámbito de la aplicación de la ley. 

En suma, la prioridad del Ejecutivo es reforzar el principio de especialidad tal como se plantea en el proyecto. Eventualmente podrían incluirse algunas de las materias mencionadas, a través de otras modificaciones.

Por su parte, el Honorable Senador Pizarro, explicó que ésta fue una de las grandes discusiones y debates que tuvieron a lo largo del proceso legislativo primigenio. La indicación busca generar un debate más a fondo que permita el perfeccionamiento de la norma y garantizar la defensa de los consumidores, sobre todo en algunas áreas que presentan algunos vacíos.

Reconoció que la indicación causa gran revuelo, por lo que planteó modificar lo que ha sido la regulación especializada en determinados sectores, ya sea desde el punto de vista técnico o estratégico. 

Agregó que firmó la indicación buscando generar el debate más profundo y sobre todo aclarar la aplicación de las normas especiales en algunos campos donde los usuarios se ven afectados y no siempre son protegidos. La superintendencia y los organismos fiscalizadores, o aquella institucionalidad pública que tiene autoridad sobre determinadas áreas, a veces actúan sancionando a la empresa que infringe la actividad regulada, pero no resguardan debidamente los intereses que persigue este proyecto de ley. 

Del mismo modo, agregó que hace fuerza la explicación del Ejecutivo respecto a la magnitud del cambio propuesto y que incluso podría ser poco eficaz, porque producirá una superposición de normas. Consideró inapropiado que en una ley como la de protección de los derechos de los consumidores se modifiquen leyes especiales en áreas estratégicas. La intención que motiva la indicación es buena, pero puede provocar muchas complicaciones. 

Finalmente, puso de manifiesto que le cuesta votar en contra de la norma, pero cree que es más razonable después de las explicaciones que ha expuesto el Ejecutivo. 

El Honorable Senador Navarro destacó que este es un punto central del proyecto en debate, porque los servicios especiales están monopolizados y representan el mayor número de quejas de parte de los consumidores. Es la situación, por ejemplo, del agua potable y la electricidad, respecto a los cuales los consumidores sólo pueden denunciar ante un órgano que después sanciona, si es del caso, como las superintendencias. 

En lo concerniente a los servicios regulados, destacó su carácter monopólico, porque no hay mercado para comprar ni agua ni electricidad a algún otro oferente. Es necesario proteger los derechos de los consumidores que están sometidos a una sola opción y especialmente si son afectados por incumplimientos graves.

En su parecer, está bien mantener las facultades de las superintendencias, pero hay que permitir que la gestión ciudadana participativa de denuncia sea asociativa y acompañada por el SERNAC, dejando a las superintendencias como puntos intermedios. El tema de fondo es que se debería terminar con esto que es un privilegio arcaico, que sólo se explica en el marco del DFL 1 de la ley eléctrica y de un conjunto de leyes que no tuvieron discusión democrática, porque no había Parlamento cuando se generaron. 

Por lo anterior, anunció que votaría a favor de la indicación. No es pertinente argumentar que al existir una ley que fija un marco, éste no se puede cambiar. Esta es la instancia donde se modifican las leyes. Sostener otra posición resulta contradictorio y paradojal.

Por su parte, el Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, clarificó que el artículo 1°, por la vía de la definición de consumidor y proveedor, determina la aplicación de la ley de protección al consumidor. 

Luego, el artículo 2° establece varias instancias en las que se aplica. 

Finalmente, el artículo 2° bis dispone  que no se aplica a aquellas materias que estén reguladas por leyes especiales. Sin embargo, establece tres excepciones: 

-Primero, en todo aquello que estas últimas no prevean se aplica directamente la ley de protección al consumidor. Por lo tanto, si una obligación de una empresa respecto de un consumidor no está cubierta por la ley especial, la L.P.C. se aplica directamente en el mercado regulado. 

-Segundo, en el procedimiento colectivo para defender el interés de los consumidores afectados. No hay otro procedimiento colectivo en nuestra legislación, sea ésta general o especial. Por lo tanto, el procedimiento colectivo, siempre que esté comprometido el interés colectivo o difuso de los consumidores o usuarios, será aplicable y podrá exigirse la indemnización de perjuicios que corresponda.

-Finalmente, en cuanto al derecho para solicitar indemnización desde el punto de vista individual. Si la ley especial no establece procedimientos indemnizatorios ante el incumplimiento de una obligación del proveedor, el consumidor puede emplear el procedimiento contemplado en la L.P.C. 

Por lo tanto, la subsidiariedad rige para todas las instituciones, salvo que exista una regulación específica; en materia de procedimiento colectivo; y en cuanto al derecho a ser indemnizado por vía de procedimiento individual, si éste no está regulado en la ley sectorial. 

Manifestó que esta es la llave con que efectivamente la legislación cautela los derechos de los consumidores: por un lado, una ley especial; y, por otro lado, la aplicación de la ley del consumidor de manera intensa, cada vez que no exista una regulación especial.

Por eso sostuvo que el régimen actual está claramente delimitado. Si se quiere agregar una relación contractual que no está abarcada actualmente por la L.P.C., lo que habría que hacer es una modificación a la definición de consumidor y de proveedor, o buscar otra vía, pero no alterar la regulación relativa al ámbito de aplicación. No hay impedimentos para que el SERNAC utilice sus facultades para representar a los consumidores o fiscalizar en materias de esta ley o en cualquier otra materia relacionada con la protección de los consumidores, lo que se refuerza en este proyecto.

Finalmente, el Honorable Senador Tuma, valoró la propuesta formulada por el señor Director. Hizo presente que este tema amerita tomar un tiempo para redactar alguna indicación que abra espacio para que el SERNAC tenga competencia en otras actividades que no son reguladas por leyes especiales, pero que tampoco están reguladas en la ley de protección de los derechos de los consumidores, y abrir un espacio para nuevas indicaciones. 

--La indicación N° 1 fue rechazada por 3 votos contra 2. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Pérez, Moreira y Pizarro, y votaron a favor los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma. (Rechazada; mayoría, 3x2).

Número 8)

Artículo 24

o o o o o

Indicación N° 46


La indicación N° 46, de los Honorables Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, propone consultar una letra nueva, del siguiente tenor:


“…) Agrégase el siguiente inciso final:


“Las sanciones, multas, compensaciones y la indemnización punitiva de que trata esta Ley, sólo tendrán lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una sanción, indemnización punitiva o compensación que se funde en los mismos hechos.”.

o o o o o


La Comisión tuvo en consideración que la indicación agrega un inciso final al artículo 24, que permitiría aplicar sanciones, multas, compensaciones e indemnización punitiva sólo si la ley especial no la contempla respecto de los mismos hechos.


La mesa de asesores propuso que sea retirada, porque la materia se encuentra regulada a propósito de las indicaciones al artículo 50 P.


--La indicación N° 46 fue retirada por sus autores.

Artículo 50 P


En el texto aprobado en general, el inciso primero del artículo 50 P dispone que cuando por unos mismos hechos y fundamentos jurídicos el infractor pudiese ser sancionado con arreglo a esta ley y a otra u otras leyes, de las sanciones posibles se le impondrá la establecida en aquella que contemple una de mayor gravedad.


Por su parte, el inciso segundo, establece que en ningún caso se podrán aplicar al mismo infractor dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.

Inciso primero

Indicación N° 121 


La indicación N° 121, de Su Excelencia la Presidenta de la República, plantea reemplazarlo por los siguientes incisos primero y segundo:


“Artículo 50 P.- La sanción impuesta por la aplicación de una ley especial impedirá al Servicio aplicar en virtud de esta ley una sanción adicional en razón de los mismos hechos, en la medida que para la determinación de la primera se haya considerado la vulneración de los derechos de los usuarios o consumidores en los términos que reconoce esta ley.


Si el Servicio llegare a tomar conocimiento de hechos que pudieren constituir una infracción de disposiciones legales o reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores, deberá proceder a denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas y podrá hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, de conformidad a lo establecido en el artículo 58 letra i) de la presente ley.”.

________

La indicación modifica el artículo 50 P estableciendo que, en caso de haberse impuesto una sanción en virtud de una ley especial, el Servicio no podrá aplicar una sanción adicional por los mismos hechos, siempre que para la determinación de la primera se haya considerado la vulneración de los derechos de los usuarios o consumidores en los términos de la L.P.C. Asimismo, establece la obligación del Servicio de denunciar, ante los organismos o instancia jurisdiccionales respectivas, las infracciones de disposiciones legales o reglamentarias distintas a la L.P.C., relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores, de que tomare conocimiento. 

El señor Rodrigo Romo aclaró que la norma en análisis sólo se refiere a las sanciones que puedan imponerse en caso de infracción, y no a las compensaciones o indemnizaciones a que tengan derecho los consumidores, las que podrán ser perseguidas por el SERNAC de acuerdo a las reglas generales. Indicó que se propone por la mesa de trabajo la aprobación de la indicación, con modificaciones, ya que de esta forma se resuelve la correcta aplicación del principio de especialidad, a propósito del cual, en caso de haber sanción por el regulador sectorial, el SERNAC no podrá sancionar. 

Con las modificaciones propuestas por la mesa de trabajo, el tenor de los incisos primero y segundo, que reemplazarían al inciso primero del artículo 50 P del proyecto, es el siguiente:

“Artículo 50 P.- La sanción impuesta por la aplicación de una ley especial impedirá al Servicio aplicar en virtud de esta ley una sanción adicional en razón de los mismos hechos, en la medida que para la determinación de la primera se haya considerado la vulneración de los derechos de los usuarios o consumidores. 

Si el Servicio llegare a tomar conocimiento de hechos que pudieren constituir una infracción de disposiciones legales o reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley, relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores, deberá proceder a denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas y podrá hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, de conformidad a lo establecido en el artículo 58 letra i) de la presente ley.” 

El Honorable Senador señor Moreira señaló que la justificación de la norma descansaría en el principio de especialidad, de acuerdo al cual las leyes sectoriales tienen aplicación preferente respecto a la L.P.C. Si bien consideró que la indicación N° 121 pretende resguardar dicho  principio, manifestó su preocupación por el uso de la expresión “sanción impuesta” y propone sustituirla por “sanción contemplada”. De conservarse la actual redacción de la indicación, en su opinión, la sanción aplicable dependerá del organismo que actúa en primer lugar, que podrá ser la entidad especializada o el SERNAC, vulnerándose el principio de especialidad.

Ante la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Moreira, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, aclaró que es necesario distinguir entre el principio de especialidad y el principio non bis in idem. El primero se encuentra consagrado y protegido por el actual artículo 2° bis, que excluye la aplicación de la L.P.C. cuando alguna materia regulada por ésta se encuentra cubierta además por una norma especial. Manifestó que lo anterior no significa una reducción excesiva  del campo de actuación de la L.P.C., ya que muchas leyes sectoriales no contemplan una declaración de derechos de los consumidores, deberes de información ni un régimen de responsabilidad, entre otros aspectos que nombró a modo ejemplar. Debido a lo anterior, según señaló, la L.P.C. sí contribuye de manera efectiva a proteger los derechos de los consumidores. 

El segundo de los principios es el contemplado por el inciso primero del artículo 50 P propuesto por la indicación N° 121 y pretende evitar que se aplique una doble sanción sobre la base de unos mismos hechos. Atendido el principio protegido por la norma en comento, el señor Muñoz defendió la conservación de la expresión “sanción impuesta”. 

Recalcó que la imposición de una sanción por una institución fiscalizadora sectorial en ningún caso impedirá la persecución de compensaciones o indemnizaciones en favor de los consumidores, sea ésta individual o colectiva, y tampoco la participación del SERNAC en los casos que corresponda.

El Honorable Senador señor Pizarro consideró adecuada la modificación que pretende introducir la indicación N° 121, y destacó como algo positivo el establecimiento del deber del SERNAC de denunciar infracciones y eventualmente hacerse parte en las causas que corresponda, cuando sea otra la institución llamada a aplicar sanciones. Indicó que es importante tener claro que la aplicación de una ley especial no implica una desprotección de los derechos de los consumidores.

Luego, el Honorable Senador señor Tuma manifestó inquietud por la preocupación que existe en torno a aplicar multas y otras sanciones que benefician únicamente al Fisco, y destacó que los esfuerzos deberían centrarse en evitar la judicialización de los conflictos y en permitir la obtención de soluciones más rápidas para los consumidores en hipótesis de vulneración de sus derechos.

En respuesta, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, subrayó que en el proyecto se ha fortalecido la mediación colectiva como mecanismo de solución de conflictos alternativo a la vía judicial y con ello se ha acortado el tiempo de espera para recibir una compensación por parte de los consumidores. Aclaró además que la indicación que se está discutiendo sólo busca evitar la trasgresión del principio non bis in idem y no afecta en forma alguna la posibilidad de los consumidores de obtener la reparación correspondiente cuando existe una infracción de las normas protectoras de sus derechos.

El Honorable Senador señor Navarro pidió que se precisara si el SERNAC podría aplicar una sanción adicional, en caso de haberse ya impuesto una sanción en virtud de una ley especial, en la medida que no se haya considerado para esta última la vulneración de los derechos de usuarios o consumidores. 

Frente a la inquietud planteada, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz señaló que existen muchas sanciones que pueden imponer las instituciones sectoriales, que no se basan sobre la vulneración de derechos de los consumidores, y en esos casos el SERNAC sí está facultado para perseguir la aplicación de una sanción adicional, siempre que dicha vulneración se haya presentado. Explicó también que la aplicación de una sanción por parte de una entidad especializada, que tiene por fundamento la transgresión de los derechos de los consumidores, sirve como un importante antecedente para la obtención de una reparación en un posterior juicio o mediación colectivos.

La Honorable Senadora señora Pérez hizo referencia a un comentario efectuado por el Honorable Senador señor Navarro a través de la red social twitter, de acuerdo al cual por tres votos contra dos se rechazó la indicación para dar al SERNAC facultades para apoyar a los consumidores en los casos de abuso respecto de los servicios de agua, gas y luz. Le preguntó al Presidente de la Comisión si efectivamente se había votado alguna indicación en ese sentido, a lo que el Honorable Senador señor Tuma contestó que eso era correcto, de acuerdo a su interpretación y a la del Honorable Senador señor Navarro del actual artículo 2° bis de la LPC, que se mantuvo sin cambios. Frente a esta respuesta, la Honorable Senadora señora Pérez solicitó que se aclarara si esa era también la postura del Poder Ejecutivo. El señor Muñoz, si bien sostuvo que no era su tarea polemizar en torno a este tema con los Senadores, reiteró lo que ya había manifestado en torno a la discusión de la indicación N° 1, en el sentido que los derechos de los consumidores quedarían adecuadamente resguardados con la L.P.C. El Honorable Senador señor Moreira sostuvo no estar de acuerdo con el director del SERNAC y señaló que, en su calidad de representante del Gobierno, sí le corresponde defender la postura del Ejecutivo frente a los dichos ofensivos del Honorable Senador señor Navarro.


--La indicación N° 121 fue aprobada, con modificaciones, por tres votos a favor y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Navarro y Moreira. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; mayoría 3 x 2 abstenciones).

Indicaciones N°s 122 y 123


La indicación N° 122, de los Honorables Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, y  la N° 123, de la Honorable Senadora señora Pérez, son para suprimir la expresión “y fundamentos jurídicos”.

____________


Las indicaciones eliminan la referencia a los fundamentos jurídicos a que se refiere el inciso segundo del artículo 50 P.


La mesa de asesores propuso que ambas indicaciones fueran aprobadas con modificaciones, en el sentido que sean subsumidas en la indicación N° 121, toda vez que esta última modifica el artículo 50 P, haciéndose cargo del principio de especialidad en la aplicación de la sanción, que buscaban estas dos indicaciones.


--Las indicaciones N°s 122 y 123 fueron aprobadas, con modificaciones, por tres votos a favor y dos  abstenciones, de los Honorables Senadores señores Navarro y Moreira. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; mayoría 3 x 2 abstenciones).

Indicación N° 124


La indicación N° 124, de los Honorables Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, es para reemplazar la locución “impondrá la establecida en aquella que contemple una de mayor gravedad”, por “aplicarán aquellas que impongan la o las leyes especiales, en forma y de acuerdo a los procedimientos que en ellas se establezcan”.


La indicación modifica el artículo 50 P estableciendo que la sanción aplicable es la que establezca la ley especial de acuerdo a los procedimientos que en ella se contemplen.


La mesa de asesores propuso su retiro, toda vez que lo que plantea la indicación fue resuelto con la indicación N° 121, modificada en los términos en que se pronunció la Comisión.


--La indicación N° 124 fue retirada por sus autores.

Inciso segundo

Indicación N° 125


La indicación N° 125, de los Honorables Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, propone eliminar la palabra “administrativas”.


Elimina la expresión “administrativa” en el artículo 50 P respecto de la prohibición de aplicar dos o más sanciones por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.


La mesa de asesores propuso el retiro de la indicación, ya que lo planteado fue resuelto con la indicación N° 121, modificada.


--La indicación N° 125 fue retirada por sus autores.

Indicaciones N°s 126 y 127


La indicación N° 126, de los Honorables Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, y N° 127, de la Honorable Senadora señora Pérez, son para suprimir la expresión “y fundamentos jurídicos”.


Las indicaciones N°s 126 y 127 eliminan la expresión “y fundamentos jurídicos” en el artículo 50 P respecto de la prohibición de aplicar dos o más sanciones por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.


La mesa de asesores propuso el retiro de las indicaciones, toda vez que esta materia fue resuelta con la indicación N° 121, modificada.


--Las indicaciones N° 126 y 127 fueron retiradas por sus autores.

Número 31)

Modifica el artículo 53 C, relativo a la sentencia que acoja la demanda.

o o o
Indicación N° 146


La indicación N° 146, de Su Excelencia la Presidenta de la República, tiene por objeto anteponer el siguiente literal:


“…) Agrégase en el literal b), a continuación del punto y aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, se estará a lo dispuesto en el artículo 50 P, si resultare aplicable.”.”.


Representantes del Ejecutivo hicieron presente que la indicación hace aplicable lo dispuesto en el artículo 50 P al procedimiento colectivo.


Por su parte, la mesa de asesores propuso su aprobación, sobre la base que hace aplicable la norma del artículo 50 P, que se refiere a lo individual, también a lo colectivo.


Así, la norma sobre la cual recae, quedaría, en lo pertinente, como sigue:


 “Artículo 53 C.- En la sentencia que acoja la demanda, el juez, además de lo dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil, deberá:


[…]


b) Declarar la responsabilidad del o los proveedores demandados en los hechos denunciados y la aplicación de la multa o sanción que fuere procedente. La suma de las multas que se apliquen por cada consumidor afectado tomará en consideración en su cálculo los elementos descritos en el artículo 24 y especialmente el daño potencialmente causado a todos los consumidores afectados por la misma situación. Asimismo, se estará a lo dispuesto en el artículo 50 P, si resultare aplicable.”.

En discusión, el Honorable Senador señor Navarro expresó su preocupación por la redacción del literal b) del artículo 53 C, señalando que se está imponiendo por ley el contenido de las sentencias e indica que eso puede generar conflictos entre el legislador y la Corte Suprema. Expresó que sólo los tribunales de justicia pueden determinan dicho contenido.

Frente a lo anterior el señor Muñoz explicó que la indicación sólo hace referencia a la extensión del principio non bis in idem contenido en el artículo 50 P a los procedimientos colectivos, sin alterar el resto de la disposición. No obstante lo anterior, precisó que el artículo 53 C regula las menciones que debe contener la sentencia en este tipo de procedimientos, siendo un complemento del artículo 170 del Código de Procedimiento Civil, y una expresión del debido proceso.

--La indicación N° 146 fue aprobada por 3 votos a favor y 2 abstenciones. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Pizarro y Tuma. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Navarro y Moreira. (Aprobada. Mayoría; 3 x 2 abstenciones).

Número 40)

Indicación N° 170

o o o o o


La indicación N° 170, de los Honorables Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, es para anteponer una letra nueva, del siguiente tenor:


“…) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “que digan” por “, que no estando sometidas a leyes especiales, digan”.

o o o o o


La indicación postula modificar el inciso primero del artículo 58, estableciendo que el Servicio deberá velar por el cumplimiento de las disposiciones de la L.P.C. y demás normas, que no estando sometidas a leyes especiales, digan relación con el consumidor.


La mesa de asesores propuso el retiro de la indicación, toda vez que existen normas especiales que regulan cuestiones relacionadas con el consumidor, por lo que no corresponde su exclusión.


--La indicación N° 170 fue retirada por sus autores.

Indicación N° 191

o o o o o


La indicación N° 191, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para incorporar un numeral nuevo, del siguiente tenor:


“…) Intercálase en el inciso segundo del artículo 58 bis, entre las frases “organismos fiscalizadores” y “que tengan facultades”, la siguiente palabra: “sectoriales”.”.

o o o o o


La indicación agrega la palabra “sectoriales” a continuación de “organismos fiscalizadores” en el inciso segundo del artículo 58 bis, que establece la obligación de éstos de remitir copia al Servicio de las resoluciones que impongan sanciones.


La mesa de asesores propuso su aprobación, toda vez que  homogeniza la nomenclatura utilizada en otras leyes.


En lo pertinente, el inciso segundo del artículo 58 bis quedaría con el texto siguiente: 


“Asimismo, los organismos fiscalizadores sectoriales que tengan facultades sancionatorias respecto de sectores regulados por leyes especiales, según lo dispuesto en el artículo 2° bis de esta ley, deberán remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia de las resoluciones que impongan sanciones.”.

--La indicación N° 191 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Navarro, Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).
____________

INDICACIONES REFERIDAS A LA 

FACULTAD FISCALIZADORA DEL SERNAC

Indicaciones N°s 171, 172, 173, 174, 175, 188, 189 y 190.

Número 40)


El numeral 40) del artículo 1° del proyecto  introduce diversas modificaciones en el artículo 58, sobre la función del Servicio Nacional del Consumidor de velar por el cumplimiento de las disposiciones de la ley sobre protección de los derechos de los consumidores y demás normas que digan relación con el consumidor; difundir los derechos y deberes del consumidor; y realizar acciones de información y educación del consumidor.


Luego, la norma precisa en distintas letras las funciones que corresponden especialmente al Servicio Nacional del Consumidor.

Letra a)

Literal a) propuesto

Párrafo primero

Indicación N° 171


La indicación N° 171, de los Honorables Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, es para agregar después de la voz “consumidores” lo siguiente: “, que no esté sometida a la fiscalización especial de organismos sectoriales”.

_____________


La indicación modifica el artículo 58 letra a), estableciendo que el Servicio fiscalizará el cumplimiento de la L.P.C. y de toda la normativa de protección de los derechos de los consumidores que no esté sometida a la fiscalización especial de organismos sectoriales.


La mesa de asesores propuso su retiro sobre la base que existen normas especiales que regulan derechos de los consumidores, las que no debieran quedar fuera de la vigilancia del Servicio. Por ejemplo, se podría decir que los bancos están regulados por la SBIF y por ende no podrían ser fiscalizados por el SERNAC dentro de sus competencias.

El señor Romo señaló que la sola existencia de esas normas y organismos sectoriales excluirían al SERNAC del ejercicio de la facultad fiscalizadora, lo que podría perjudicar a los consumidores, ya que no siempre la regulación especial cubre todas las materias relativas a sus derechos.

El Honorable senador señor Moreira preguntó al Ejecutivo si esta indicación está relacionada con el tema del principio de especialidad y ámbito de aplicación de la ley.

En respuesta, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz aclaró que esta indicación aborda una materia diferente, que es la atribución de fiscalización que tiene el SERNAC. Ésta no podría ser ejercida en torno a ciertas materias, por el solo hecho de existir normas y organismos especiales.

Atendido el acuerdo alcanzado por la comisión de asesores, el Honorable Senador señor Moreira señaló que retirará la indicación.

El Honorable Senador señor Navarro declaró que esta indicación, junto a las relativas al principio de especialidad y al ámbito de aplicación de la ley, son manifestaciones de una intención de disminuir las facultades del SERNAC, en desmedro de los derechos de los consumidores.

Frente a lo anterior, el Honorable Senador señor Moreira le pidió que aclarara si él pensaba que existía mala fe y “mano blanda” respecto a los empresarios, de parte del Gobierno y de la Oposición.

El Honorable Senador señor Navarro respondió que esta indicación y las modificaciones propuestas al artículo 50 P son contradictorias con la idea de proteger a los consumidores. 


--La indicación N° 171 fue retirada por sus autores.

Párrafo tercero

Indicación N° 172


La indicación N° 172, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para intercalar entre las frases “Director Regional” y “que corresponda”, la siguiente expresión: “del Servicio”.

__________


La indicación modifica el párrafo tercero del artículo 58 letra a), aclarando que las denuncias por conductas abusivas de funcionarios fiscalizadores deberán hacerse ante el correspondiente Director Regional del Servicio.


La mesa de asesores propuso su aprobación, ya que aclara que la denuncia debe hacerse ante la Dirección Regional del SERNAC. Sólo se trata de una modificación formal.


Luego, de aprobarse la modificación, el párrafo tercero quedaría del siguiente tenor:


“En el ejercicio de la labor fiscalizadora, los funcionarios del Servicio deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, y dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Director Regional del Servicio que corresponda.”.

El Honorable Senador señor Navarro declaró estar de acuerdo con el contenido de este inciso, pero preguntó si es frecuente o no regular con tanto detalle el procedimiento fiscalizador de un organismo. 

Respondiendo a lo planteado, el Director Nacional del Servicio Nacional al Consumidor, señor Ernesto Muñoz explicó que se recurrió al modelo empleado a propósito de la facultad fiscalizadora de la Superintendencia del Medioambiente, porque se trata de la normativa más avanzada que existe en nuestra legislación en torno a este tipo de atribuciones. Agregó que, siendo la fiscalización una función nueva para el SERNAC, desde ya se quiere prevenir situaciones abusivas mediante esta regulación.

La Honorable Senadora señor Pérez dijo estar conforme con esta normativa, ya que da cuenta de un organismo moderno, en el que existe un adecuado equilibrio entre facultades y mecanismos de control.

En cuanto a la posibilidad de que sean los fiscalizadores quienes sufran algún tipo de agresión o abuso, el Honorable Senador señor Navarro preguntó si los derechos de los funcionarios también están resguardados por la ley.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz señaló que la ley prevé una sanción específica para los casos en que alguien se niegue a la práctica de actuaciones de fiscalización. Agregó que, en caso de algún tipo de agresión contra los funcionarios, se puede recurrir a los tipos establecidos en la legislación general.

El Honorable Senador señor Tuma propuso incorporar, al final de este inciso, el término “territorialmente”, para asegurar que la expresión “que corresponda” se entienda referida al Director Regional. Considera que sin esta modificación la mencionada expresión podría asociarse al Servicio y ello daría pie a confusiones respecto a la institución competente.


-La indicación N° 172 fue aprobada, con modificaciones, por tres votos a favor y una abstención, del Honorable Senador señor Navarro. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; mayoría, 3 x 1 abstención).

Párrafo cuarto

Indicación N° 173


La indicación N° 173, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar la siguiente oración: “Cuando se trate de fiscalización de sitios web, los proveedores estarán obligados a facilitar las bases de datos u otros antecedentes relativos a éste que sean solicitados por el respectivo funcionario del Servicio.”.

_______


La indicación modifica el párrafo cuarto del artículo 58 letra a), agregando que en caso de tratarse de fiscalización de sitios web, los proveedores deberán entregar las bases de datos y otros antecedentes relativos al sitio, si son solicitados.


La mesa de asesores propuso su aprobación, con modificaciones, porque busca facilitar el análisis de información que se encuentra en sitios web, autorizando la solicitud de información en formato digital.


De aprobarse la indicación, la redacción del párrafo cuarto quedaría como sigue:


“Los funcionarios del Servicio estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y, en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividades fiscalizadas. Cuando se trate de fiscalización de sitios web, los proveedores estarán obligados a facilitar los antecedentes relativos a éste que sean solicitados por el respectivo funcionario del Servicio, los que deberán ser entregados en formato digital en caso de estar disponibles.”.

El Honorable Senador señor Tuma manifestó su inquietud por la forma en que el SERNAC va a verificar si la información está disponible en formato digital o no.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz indicó que el proveedor deberá entregar una justificación razonable, porque en caso contrario su conducta podrá considerarse como obstrucción a la fiscalización y ser sancionada, de acuerdo a las normas de la L.P.C.

Los Honorables Senadores señor Tuma y señora Pérez indicaron que sería apropiado especificar ese deber de entregar una explicación razonable por parte del proveedor. Si no, nunca se van a poder obtener los datos en formato digital, ya que bastará con una simple negativa respecto a la disponibilidad de parte de los fiscalizados.

Pese a considerar que estas situaciones ya quedan cubiertas por las reglas generales en materia de fiscalización, los representantes del SERNAC propusieron agregar la siguiente oración al final del inciso: “En caso contrario, deberán acompañar antecedentes que lo justifiquen debidamente.”

Respecto a la ley vigente, el Honorable Senador Señor Navarro preguntó por la forma en que un consumidor puede hacer valer sus derechos frente a la publicación que hace una empresa en su página web.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz respondió que hoy se saca una foto a la página y se imprime, siendo ministros de fe algunos funcionarios del SERNAC. Lo que se pretende es extender esta función, que actualmente cumplen los ministros de fe, a los fiscalizadores. Los datos entregados en formato digital serían un antecedente más valioso para llevar adelante la fiscalización.

El Honorable Senador señor Tuma expresó que es difícil imaginar casos en que una empresa tenga un sitio web, pero no posea un respaldo digital de su página. Plantea que podría eliminarse la referencia a una eventual falta de disponibilidad.

Frente a lo planteado por el Honorable Senador señor Tuma, el Honorable Senador señor Moreira consultó al Ejecutivo si en el caso de empresas pequeñas o medianas el acceso al formato digital de la página web podría resultar complicado en algunas ocasiones o no.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz declaró que efectivamente es poco probable que una empresa que tenga un sitio web no pueda otorgar los datos contenidos en él de forma digital. Agregó que bastará con que se envíe un archivo al SERNAC con la información solicitada.

Se propuso por el Honorable Senador señor Tuma eliminar la expresión “en caso de estar disponible”, lo que contó con la aprobación de los miembros de la Comisión.

--La indicación N° 173 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Navarro, Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Párrafo quinto

Indicación N° 174


La indicación N° 174, de Su Excelencia la Presidenta de la República, tiene por objeto sustituir la palabra “inciso” por “párrafo”.

__________


La indicación reemplaza en el artículo 58 letra a) la palabra “inciso” por “párrafo”. 


La mesa de asesores propuso su aprobación, dado que se trata de una modificación formal que corresponde efectuar.

--La indicación N° 174 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Navarro, Moreira y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Indicación N° 175

o o o o o


La indicación N° 175, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar el siguiente párrafo final:


“El Servicio desarrollará sus actividades de fiscalización en conformidad a un plan que elaborará anualmente, priorizando aquellas áreas que involucren un mayor nivel de riesgo para los derechos de los consumidores.”.

o o o o o


La indicación postula agregar un párrafo final al artículo 58 letra a), para establecer que la fiscalización se elaborará sobre la base de un plan anual que priorice aquellas áreas que involucren un mayor nivel de riesgo para los derechos de los consumidores.


La mesa de asesores propuso su aprobación, con modificaciones formales, dado que obliga al Servicio a priorizar su actividad fiscalizadora por criterios de riesgo, debiendo además ser públicas las directrices del plan de fiscalización. 


“El Servicio desarrollará sus actividades de fiscalización en conformidad a un plan que elaborará anualmente, priorizando aquellas áreas que involucren un mayor nivel de riesgo para los derechos de los consumidores. Las directrices generales de dicho plan serán públicas.”.


La Comisión consideró que la publicidad de tales directrices es una manifestación del principio de publicidad y transparencia que rige todos los actos de la Administración.

El Honorable senador señor Tuma pidió a los representantes del Ejecutivo aclarar si está establecida la fecha exacta en que deberá efectuarse esa publicación anual y si ésta se realizará al comienzo o al final del plan de fiscalización.

En respuesta, el señor Romo indicó que las directrices generales deberán publicarse al inicio del plan de fiscalización. Señaló además que la fecha de la primera publicación dependerá del tiempo que tome al SERNAC implementar el programa de trabajo, pero siempre el plan durará un año.

El Honorable Senador señor Navarro, en primer lugar, planteó su preocupación por situaciones excepcionales que requieran tomar medidas no contempladas en el plan. Preguntó si la publicación de las directrices generales puede ser considerada como una limitación a las facultades de fiscalización o si existirá una flexibilidad necesaria para hacerse cargo de esos casos. En segundo lugar, manifestó su duda por la manera en que se va a determinar qué áreas son más riesgosas para los consumidores.

Respecto al primer tema, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Muñoz explicó que las facultades de fiscalización no se verán limitadas por el plan anual, de manera que las situaciones que requieran medidas diferentes igualmente serán controladas. En relación con la segunda materia, señaló que las áreas riesgosas se podrán establecer a partir del registro de infracciones a los distintos derechos contenidos en el artículo 3° de la L.P.C.

Destacó que el plan anual entregará una señal respecto de las actividades por las cuales existe especial preocupación de parte del SERNAC. Se puede generar un efecto disuasivo en los proveedores, que prevendrá futuras infracciones.

--La indicación N° 175 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Navarro, Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

Letra e)

Ordinal ii)

Indicación N° 188


La indicación N° 188, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazarlo por el siguiente:


“ii) Reemplázase la frase “el juez de policía local” por la expresión “el Juzgado de Policía Local del domicilio del fiscalizado”.

_______


La indicación modifica el inciso noveno del artículo 58, haciendo competente al Juzgado de Policía Local del domicilio del fiscalizado en vez del Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva, para sancionar la negativa o demora injustificada en la remisión de antecedentes requeridos por el Servicio.


La mesa de asesores propuso su aprobación, porque hace más accesible la sede para reclamar del incumplimiento de la obligación de entregar la información requerida.


Así, la redacción del inciso que modifica quedaría como sigue:


“La negativa o demora injustificada en la remisión de los antecedentes requeridos en virtud de este artículo será sancionada con multa de hasta cuatrocientas unidades tributarias mensuales, por el Juzgado de Policía Local del domicilio del fiscalizado.”.


-La indicación N° 188 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 3x0).
Letra f)

Indicación N° 189


La indicación N° 189, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituirlo por el que sigue:


“f) Agrégase, a continuación del inciso octavo, el siguiente inciso noveno, nuevo:


“Asimismo, el Juez de Policía Local podrá ordenar la incautación de la documentación requerida.”.”.

_____________


La indicación agrega un nuevo inciso noveno al artículo 58 que hace competente al Juez de Policía Local, en vez del Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva, para ordenar la incautación de la documentación requerida.


La mesa de asesores propuso su aprobación porque es concordante con la indicación N° 188 que hizo competente al Juzgado de Policía Local del domicilio del fiscalizado, en vez del Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva, para sancionar la negativa o demora injustificada en la remisión de antecedentes requeridos por el Servicio.


-La indicación N° 189 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 3x0).
Letra g)

Indicación N° 190


La indicación N° 190, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para intercalar en el primer inciso propuesto, a continuación de la locución “aplicar sanción”, lo siguiente: “, salvo dictar la resolución que da inicio al procedimiento”.

________


La indicación establece que, excepto dictar la resolución que da inicio al procedimiento, los Directores Regionales no podrán participar en la instrucción de procedimientos sancionatorios.


La mesa de asesores propuso a la Comisión rechazar la indicación para efectos de no generar confusiones respecto de la separación de funciones.  Se optó por mantener el texto aprobado en general. 


-La indicación N° 190 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 3x0).
______________________

INDICACIONES REFERIDAS A 

LAS ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES

SUB TEMAS: 

1.- ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES COMO ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO; 

2.- FACULTADES DE LAS ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES;

3.- PROHIBICIONES DE LAS ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES;

4.- FONDO CONCURSABLE PARA LAS ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES, Y

5.- OTRAS INDICACIONES.

_______________________

SUB TEMA: ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES COMO ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO

Indicaciones N°s. 5, 6, 7, 8 y 9

Indicación N° 5
La indicación N° 5 Del Honorable Senador señor Navarro, es para intercalar en el artículo 5° de la ley N° 19.496, después de la expresión “interés económico, comercial o político”, la frase “calificada de organización de interés público conforme al artículo 15° de la ley N° 20.500.” 

El texto del artículo cuya modificación se propone es el siguiente:

“Artículo 5.- Se entenderá por Asociación de Consumidores la organización constituida por personas naturales o jurídicas, independientes de todo interés económico, comercial o político, cuyo objetivo sea proteger, informar y educar a los consumidores y asumir la representación y defensa de los derechos de sus afiliados y de los consumidores que así lo soliciten, todo ello con independencia de cualquier otro interés”. 

° ° ° ° ° °

La indicación modifica el artículo 5°, calificando a las Asociaciones de Consumidores como organizaciones de interés público conforme al artículo 15 de la Ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública.

El señor Romo manifestó que la mesa de asesores propuso subsumir esta indicación en la N° 6, ya que a propósito de esta última se incorporaron modificaciones que recogen lo planteado por la indicación N° 5.

En la discusión de la indicación N° 6, como se señala más adelante en el presente informe, se acordó por unanimidad la subsunción propuesta por la mesa de trabajo.

-La indicación N° 5 fue aprobada, con modificaciones, por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

° ° ° ° ° °

Indicación N° 6
La indicación N° 6 de Su Excelencia la Presidenta de la República es para intercalar a continuación del número 1) del artículo 1° del proyecto en estudio, otro nuevo, del siguiente tenor:  

“…) Intercálase en el artículo 6º entre la frase “Ministerio del Trabajo” y el punto final (.), la siguiente frase: “, sólo respecto de su constitución y disolución. En lo demás, se regirán subsidiariamente por las normas contenidas en el Título II de la ley N° 20.500.”.” 

El contenido del referido artículo 6 de la Ley 19.496 es el siguiente:

“Artículo 6.- Las asociaciones de consumidores se regirán por lo dispuesto en esta ley, y en lo no previsto en ella por el decreto ley Nº 2.757, de 1979, del Ministerio del Trabajo.” 
La indicación modifica el artículo 6°, limitando la aplicación supletoria de la ley sobre asociaciones gremiales sólo a la constitución y disolución de las Asociaciones de Consumidores, y estableciendo que en las demás materias no previstas por la L.P.C. se regirán por las normas relativas a las organizaciones de interés público de la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública. 

La mesa de trabajo propuso aprobar la indicación, con modificaciones. Se acordó agregar a las normas sobre constitución y disolución, aquellas relativas a la publicidad de cuentas y la fiscalización del Ministerio de Economía. Asimismo se acordó explicitar que las asociaciones de consumidores serán consideradas organizaciones de interés público. 

La redacción propuesta por la mesa de asesores es la siguiente: 

“Artículo 6°.- Las asociaciones de consumidores se regirán por lo dispuesto en esta ley, y en lo no previsto en ella por el decreto ley N° 2.757, de 1979, del Ministerio del Trabajo, exclusivamente respecto de su constitución, su disolución y lo preceptuado en los artículos 16, 21, 22 y 23 de dicho cuerpo legal. En lo demás, se regirán subsidiariamente por las normas contenidas en el Título II de la ley N° 20.500 y serán consideradas como organizaciones de interés público en los términos que dispone el artículo 15 de la precitada ley.”. 

En discusión, el Honorable Senador señor Tuma manifestó estar de acuerdo con la declaración expresa del carácter de organizaciones de interés público de las Asociaciones de Consumidores, y solicitó que se ahondara en el contenido de las normas del decreto ley N° 2.757 de 1979 del Ministerio del Trabajo, que se citan en la redacción propuesta.

El señor Romo indicó que el señalado decreto ley regula las asociaciones gremiales y parte de su normativa sería aplicable a las asociaciones de consumidores de manera supletoria a la L.P.C. Dicha normativa, de acuerdo a lo expresado por él, se refiere a la constitución de estas organizaciones; a su disolución; al artículo 16, que establece el deber de llevar libros de contabilidad; al artículo 21, que  encomienda al Ministerio de Economía su fiscalización; y a los artículos 22 y 23, que fijan las sanciones en caso de infracción de esta reglamentación. 

Agregó que, de forma supletoria a la L.P.C., y a las normas mencionadas del decreto ley N° 2.757 de 1979 del Ministerio del Trabajo, sería aplicable el Título II de la Ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, recalcando que la calificación de organizaciones de interés público les permitirá a las asociaciones de consumidores acceder a los fondos concursables que esa ley establece.

Complementando lo anterior, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Muñoz añadió que la regulación propuesta tuvo su origen en las propias Asociaciones de Consumidores. Éstas, según señaló, buscaron conservar parte de la regulación del decreto ley N° 2.757, destacando que mostraron especial interés por la flexibilidad del proceso de constitución contenido en él. Advirtió que la aplicación plena de dicho decreto ley perjudicaba a estas organizaciones, ya que se les asimilaba a las asociaciones gremiales y ello les impedía acceder a algunos fondos. Expresó que lo anterior se soluciona mediante la aplicación parcial del decreto ley y la caracterización de las asociaciones de consumidores como organizaciones de interés público de acuerdo a la Ley 20.500.

-La indicación N° 6 fue aprobada, con modificaciones, por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad 3x0).

° ° ° ° ° °

Indicaciones N°s. 7 y 8
La indicación N° 7 de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, y la indicación N° 8 de los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma, son para intercalar en el artículo 6° de la ley N° 19.496, después de la expresión “Ministerio del Trabajo”, lo siguiente: “y para todos los efectos legales serán consideradas como organizaciones no gubernamentales similares a las reguladas por la Ley 20.500”. 

Las indicaciones modifican el artículo 6° de la Ley N° 19.496, estableciendo que las Asociaciones de Consumidores serán consideradas como organizaciones no gubernamentales similares a las reguladas en la Ley N° 20.500. 

El señor Romo indicó que la mesa de trabajo propuso subsumir esta indicación en la N° 6, ya que las modificaciones introducidas respecto de ésta cubren el objetivo de las indicaciones N°s 7 y 8.

Los Honorables Senadores miembros de la Comisión accedieron a lo planteado por la mesa de trabajo.


-Las indicaciones N° 7 y 8 fueron aprobadas, con modificaciones, por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma. (Aprobadas, con modificaciones; unanimidad 3x0).

Indicación N° 9
La indicación N° 9 del Honorable Senador señor Navarro es para agregar al artículo 6° de la ley N° 19.496 el siguiente inciso:

“Las disposiciones de la ley N° 20.500, de 2011, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, serán aplicables a estas asociaciones en lo que no esté regulado o sea contradictorio a los dos cuerpos normativos mencionados en el inciso precedente.”.

La indicación modifica el artículo 6°, estableciendo que se aplicará la Ley N° 20.500 a las Asociaciones de Consumidores, en lo que no sea incompatible con la L.P.C. y la Ley sobre Asociaciones Gremiales. 

La mesa de asesores propuso subsumir esta indicación en la N° 6, ya que las modificaciones planteadas en relación con ésta incorporan el contenido de la indicación N° 9.

Los Honorables Senadores integrantes de la Comisión estuvieron de acuerdo con lo recomendado a propósito de la subsunción.

-La indicación N° 9 fue aprobada, con modificaciones por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad 3x0).

SUB TEMA: FACULTADES DE LAS ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES

Indicaciones N°s. 10, 11, 12, 85, 96 Y 97

Número 2)


El número 2) del artículo 1° de proyecto de ley modifica el artículo 8° de la ley sobre protección de los derechos de los consumidores, relativo a las funciones de las asociaciones de consumidores.

_______________

Letra e)

Indicación N° 10
La indicación N° 10 del Honorable Senador señor Pizarro es para sustituir la letra e) del numeral 2) del artículo 1° del proyecto, por el que sigue: 

“e) Agréganse los siguientes literales g) y h): 

“g) Ejecutar y celebrar actos y contratos civiles y mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinar los frutos de dichos actos y contratos únicamente al financiamiento de sus actividades propias, con las limitaciones señaladas en el artículo 9°; y 

h) Realizar cualquier otra actividad destinada a proteger, informar y educar a los consumidores.”.”.

____________

La letra e) del numeral 2) del artículo 1° del proyecto, cuya modificación se propone mediante la indicación, es del siguiente tenor:

“2) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido: 

e) Agrégase el literal g) siguiente: 

“g) Ejecutar y celebrar actos y contratos civiles y mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinar los frutos de dichos actos y contratos al financiamiento de sus actividades propias”.”.

La indicación modifica la letra g) del artículo 8° de la Ley 19.496, restringiendo la ejecución y celebración de actos y contratos civiles y mercantiles con las limitaciones señaladas en el artículo 9°. Asimismo agrega una letra h) que establece la posibilidad de realizar cualquier otra actividad destinada a proteger, informar y educar a los consumidores. 

La propuesta de la mesa de trabajo fue la aprobación de esta indicación, con modificaciones. Se acordó por los asesores mantener la modificación a la letra g), invertir el orden de las letras h) e i) y agregar la frase “de conformidad a esta ley” en la nueva letra i). 

La redacción propuesta, una vez introducidas las modificaciones, es la siguiente:

“g) Ejecutar y celebrar actos y contratos civiles y mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinar los frutos de dichos actos y contratos únicamente al financiamiento de sus actividades propias, con las limitaciones señaladas en el artículo 9°; 

h) Realizar, a solicitud de un consumidor, mediaciones individuales; y 

i) Realizar, de conformidad a esta ley, cualquier otra actividad destinada a proteger, informar y educar a los consumidores.”. 

La Secretaria de la Comisión recomendó sustituir el término “realizar” por “efectuar” en la letra i) propuesta, a fin de evitar que se reitere la misma expresión en dos literales seguidos, lo que fue aceptado por los Honorables Senadores presentes.

-La indicación N° 10 fue aprobada, con modificaciones, por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad 3x0). 
Literal g) propuesto

Indicación N° 11
La indicación N° 11 del Honorable Senador señor Navarro es para intercalar en el literal g), propuesto por el proyecto, del artículo 8°, a continuación de la expresión “civiles y mercantiles”, la frase “, como la venta de productos o la prestación de servicios,”. 

La indicación modifica la letra g) del artículo 8°, señalando, como ejemplos de actos y contratos civiles y mercantiles, la venta de productos o la prestación de servicios. 
La mesa de trabajo propuso el rechazo o retiro de la indicación, dado que la actual redacción de la norma ya permite la celebración de dichos actos, sin necesidad de incorporarlos como ejemplos. 

-La indicación N° 11 fue rechazada por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Rechazada; unanimidad 3x0).

Indicación N° 12
La indicación N° 12, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar en la letra g) del artículo 8° propuesta por el proyecto, después de la locución “actividades propias”, el siguiente texto: “y del normal funcionamiento de la asociación. El Estado promoverá incentivos para que los servicios públicos, municipios e instituciones educativas contraten a las asociaciones en materias que sean de su conocimiento. En caso de celebrar contratos con empresas se observará lo dispuesto en la letra c) del artículo 9°;”. 
La indicación modifica la letra g) del artículo 8°, estableciendo que el Estado deberá promover incentivos para que los servicios públicos, municipios e instituciones educativas contraten a las Asociaciones de Consumidores en materias que sean de su conocimiento. 

El señor Romo indicó que la recomendación de la comisión de asesores fue el rechazo o retiro, atendido, por un lado, que la redacción de la letra g) del artículo 8 antes aprobada ya permite establecer los incentivos planteados en la indicación; y, por otro, que resulta improcedente imponer al Estado un deber de incentivar la contratación con Asociaciones de Consumidores.

El Honorable Senador Señor Tuma declaró inadmisible la indicación, por cuanto aborda una materia que es de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el artículo 65 de la Constitución Política de la República.

--La indicación N° 12 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, por abordar una materia que es de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Indicación N° 85

La indicación N° 85, del Honorable Senador señor Navarro, es para para intercalar en el artículo 50 C propuesto, a continuación de la expresión “será asistido por”, lo siguiente: “alguna Asociación de Consumidores del domicilio del consumidor afectado,”. 

El texto del artículo 50° C, propuesto en el artículo N° 1 numeral 22) del proyecto aprobado en general, es el que se indica:

“Artículo 50 C.- La denuncia no requerirá patrocinio de abogado. Los interesados podrán comparecer personalmente, sin intervención de letrado, ante el Servicio Nacional del Consumidor. Para comparecer ante los tribunales de justicia siempre se requerirá patrocinio de abogado habilitado. En caso que el consumidor no cuente con los medios para costear su defensa, será asistido por la Corporación de Asistencia Judicial correspondiente o por cualquier institución pública o privada que desarrolle programas de asistencia judicial gratuita.”.

o o o o o
La indicación N° 85  agrega a las Asociaciones de Consumidores como instituciones que deben prestar asistencia judicial gratuita. 

La propuesta de la mesa de trabajo que la aprobación de la indicación, con modificaciones. La redacción que se propone explicita que consumidores sin recursos también podrán ser asistidos jurídicamente en forma gratuita por Asociaciones de Consumidores, pero sin hacerlo obligatorio para éstas. 

El texto sugerido por la mesa es el siguiente:

“Artículo 50 C.- La denuncia no requerirá patrocinio de abogado. Los interesados podrán comparecer personalmente, sin intervención de letrado, ante el Servicio Nacional del Consumidor. Para comparecer ante los tribunales de justicia siempre se requerirá patrocinio de abogado habilitado. En caso que el consumidor no cuente con los medios para costear su defensa, será asistido por la Corporación de Asistencia Judicial correspondiente. Asimismo, podrá ser asistido por cualquier institución pública o privada, entre ellas las Asociaciones de Consumidores, que desarrolle programas de asistencia judicial gratuita.”. 

El Honorable Senador señor Navarro expresó entender que el término “asistido” empleado en la redacción propuesta hace referencia a la orientación jurídica que van a recibir los consumidores de parte de las instituciones que menciona, pero no a la defensa o representación en juicio.  Adicionalmente solicitó aclarar cómo iba a asumir el SERNAC su rol de orientación de los consumidores en el ámbito jurídico.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz precisó que la norma propuesta regula tanto la orientación como la representación judicial de los consumidores por parte de las instituciones señaladas ahí. Señaló además que la exigencia para los consumidores de comparecer representados ante tribunales por abogado habilitado busca evitar un escenario de desigualdad entre las partes en juicio. Agregó que el SERNAC seguirá desarrollando su labor cuando estén involucrados los intereses colectivos de los consumidores en denuncias de carácter general y que continuará orientando a los consumidores a través de las distintas plataformas con las que cuenta.

El Honorable Senador señor Navarro enfatizó en que la representación judicial de los consumidores debe fortalecerse especialmente en sectores aislados del país.  

-La indicación N° 85 fue aprobada, con modificaciones, por unanimidad de los miembros de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Navarro, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad 5x0).

o o o o o
Número 25)

Artículo 50 G

Inciso duodécimo

La indicación N° 96 de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para intercalar, en el inciso duodécimo del artículo 50 G propuesto, entre las frases “Fomento y Turismo,” y “una vez”, la siguiente: “tendrán carácter de transacción extrajudicial y,”. 

El inciso duodécimo del artículo 50 G propuesto por el artículo 1° numeral 25) del proyecto, es del siguiente tenor:

“Asimismo, los acuerdos que en representación de los consumidores alcanzaren las Asociaciones de Consumidores acreditadas, de conformidad a los requisitos que establezca un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, una vez cumplidas sus estipulaciones, extinguirán las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor.”.
_______

La indicación N° 96 modifica el inciso duodécimo del artículo 50 G, aclarando que las conciliaciones alcanzadas ante una Asociación de Consumidores acreditada tienen el carácter de transacción extrajudicial. 
La propuesta de la mesa de asesores, de acuerdo a lo expresado por el señor Romo, es la aprobación de esta indicación, debido a que iguala el efecto de las conciliaciones alcanzadas ante una Asociación de Consumidores al de aquellas celebradas ante el SERNAC. 

El Honorable Senador señor Navarro solicitó al Ejecutivo aclarar la extensión de estos acuerdos en cuanto a los consumidores que resultan abarcados por ellos, para determinar qué ocurre con quienes no prestan su consentimiento a lo pactado ante una Asociación de Consumidores. Además pidió profundizar respecto de la forma en que se generará la voluntad de la Asociación de Consumidores, ya que le interesa que ésta sea fruto de un debate interno y no sólo de la decisión del directorio. 

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz sostuvo que lo regulado por esta norma son las conciliaciones de carácter individual, que sólo afectan a quienes concurren con su voluntad a formar el acuerdo, de manera que nunca se producirá el supuesto planteado por el Honorable Senador señor Navarro, en que consumidores que no están de acuerdo sean afectados por la conciliación alcanzada. Subrayó que este tipo de normas busca disminuir la cantidad de casos que llegan a tribunales o a un procedimiento sancionatorio. Aclaró que el rol que asumirán las Asociaciones de Consumidores será el de un intermediario que propondrá bases de arreglo para el conflicto entre el consumidor individual y el proveedor. Agregó que el carácter individual al que hizo mención incluye también los casos en que existe más de un consumidor afectado, sin superar la cantidad de cincuenta, debiendo concurrir cada uno de esos consumidores a todas las instancias en que se genera el acuerdo.

El Honorable Senador señor Navarro manifestó su preocupación por aquellos casos en que, siendo más de uno los consumidores afectados, los acuerdos alcanzados contengan condiciones muy diferentes. Señaló que las empresas podrían buscar negociar con cada consumidor de manera separada, con la finalidad de ofrecer las condiciones menos favorables posibles, y ello podría generar acuerdos dispares entre los afectados. Agregó que los proveedores podrían usar las transacciones desfavorables para algunos consumidores como antecedente para ofrecer condiciones igualmente perjudiciales para otros consumidores.

Al respecto el Honorable Senador señor Tuma indicó que consideraba resguardados los derechos de los consumidores, ya que éstos pueden negociar debidamente representados y además el pacto arribado por algunos de ellos no afecta al resto. 

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz también resaltó el carácter inoponible que tiene un acuerdo celebrado con un consumidor respecto de otros que podrían encontrarse en una situación similar. Indicó además que las asociaciones de consumidores, en su rol de facilitadoras de acuerdos, velarán por los derechos de los consumidores y para ello cuentan con asesoría jurídica especializada.

-La indicación N° 96 fue aprobada por unanimidad de los miembros de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Navarro, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

Indicación N° 97 de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar, en el inciso duodécimo del artículo 50 G propuesto, a continuación del punto y aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “El Reglamento considerará entre los requisitos para acceder a la acreditación la antigüedad de la Asociación, así como su experiencia en asesoría y representación judicial de los consumidores.”. 

____

La indicación N° 97 modifica el inciso duodécimo del artículo 50° G, agregando una oración final que establece requisitos que el Reglamento deberá considerar para la acreditación de una Asociación de Consumidores. 

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz indicó que la mesa de asesores sugirió la aprobación de esta indicación, ya que se establecen los requisitos mínimos que se deben tomar en cuenta en el Reglamento para la acreditación de una Asociación de Consumidores. 

-La indicación N° 97 fue aprobada por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Navarro, Pizarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

o o o o o

SUB TEMA: PROHIBICIONES DE LAS ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES
Indicaciones N°s. 13, 14, 15, 16, 17

Número 3)

El texto del mencionado numeral 3) del artículo 1° del proyecto modifica el artículo 9°, relativo a las prohibiciones que afectan a las asociaciones de consumidores, en el siguiente sentido: 
a) Reemplaza la letra a) por la siguiente: 

“a) Repartir excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus miembros fundadores, directores, socios, personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley N°18.045, o trabajadores, sin perjuicio de las gratificaciones legales que le correspondan. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos;”. 

b) Intercala la siguiente letra e), nueva, pasando la actual letra e) a ser letra f): 

“e) Constituirse u operar con la principal finalidad de redistribuir sus fondos a sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de la ley N°18.045.”.”

Indicación N° 13

La indicación N° 13, del Honorable Senador señor Pizarro, es para sustituir el numeral 3) del artículo 1° del proyecto aprobado en general por el siguiente: 

“3) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido: 

a) Reemplázase la letra a) por la siguiente: 

“a) Repartir indemnizaciones, costas procesales y personales, excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus miembros fundadores, directores, socios, personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley N°18.045, o trabajadores, sin perjuicio de las gratificaciones legales que les correspondan. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos;”. 

b) Intercálase la siguiente letra e), nueva, pasando la actual letra e) a ser letra f): 

“e) Constituirse u operar con la finalidad de redistribuir sus fondos a sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de la ley N°18.045.”.”. 

La indicación modifica el artículo 9°, agregando en la letra a) la prohibición de repartir indemnizaciones y costas entre sus fundadores, socios, directores o personas relacionadas, y eliminando en la letra e) la palabra “principal” en la prohibición de constituirse u operar con la principal finalidad de redistribuir sus fondos a sus fundadores, socios, directores o personas relacionadas. 

La mesa de asesores propuso la aprobación de esta indicación, con modificaciones. La redacción recomendada recoge el sentido de la indicación, agregando la prohibición de repartir costas procesales y personales en la letra a) y eliminando la palabra “principal” en la letra e). 

Asimismo, como se verá oportunamente, la letra e) pasa a ser a), adecuándose la ordenación correlativa de los demás literales, y se agrega un párrafo en la letra a), que pasa a ser b), que cautela la posibilidad de remunerar a los trabajadores, fijar honorarios a quienes presten servicios a la asociación y reembolsar los gastos. 

De aprobarse las modificaciones recomendadas, las letras a) y b) del artículo 9 de la L.P.C. tendrían la siguiente redacción:

“Artículo 9.- Las organizaciones de que trata este párrafo en ningún caso podrían:

a) Constituirse u operar con la principal finalidad de redistribuir sus fondos a sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de la ley N°18.045.”.

b) Repartir costas procesales y personales, excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus miembros fundadores, directores, socios, personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley N°18.045, o trabajadores, sin perjuicio de las gratificaciones legales que le correspondan. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior es sin perjuicio de la remuneración de sus trabajadores y de la facultad del directorio para fijar una retribución adecuada a su representante legal, a sus miembros fundadores, socios o personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley N°18.045, por los servicios que prestaren a la asociación. Asimismo, las personas enumeradas en el párrafo anterior, tendrán derecho a ser reembolsadas de los gastos, autorizados por el directorio, que justificaren haber efectuado en el ejercicio de su función;”.

El Honorable Senador señor Tuma preguntó si los honorarios que se pagan a personas que prestan servicios profesionales a las Asociaciones de Consumidores se encuentran comprendidos dentro de la remuneración de los trabajadores a la que hace alusión el inciso segundo de la letra b) propuesta.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz respondió afirmativamente y agregó que la propuesta hecha por la mesa también se encarga de incluir la retribución adecuada del representante legal, miembros fundadores, socios y otras personas por los servicios prestados a la Asociación. Lo anterior, según señaló, tiende a lograr la profesionalización de las Asociaciones de consumidores, porque permite una dedicación exclusiva de sus integrantes a las funciones que realizan dentro de dichas organizaciones. 

El Honorable Senador señor Tuma planteó su preocupación por el establecimiento de una retribución adecuada a favor de ciertas personas, ya que a través de ella podrían infringirse las prohibiciones reguladas en la letra a) y el inciso primero de la letra b) del artículo 9 de la redacción propuesta. Preguntó además si esa retribución adecuada que pueda fijarse a favor de personas que presenten servicios a las Asociaciones de Consumidores debe entenderse como equivalente a la remuneración que recibe un trabajador dependiente.

Al respecto el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz expresó que no se está contradiciendo la prohibición, ya que las normas en análisis deben entenderse en forma armónica. Precisó además que en el inciso segundo de la letra b) del artículo 9 propuesto por la mesa se estarían cubriendo dos casos: uno de ellos es el de las remuneraciones que reciben los trabajadores dependientes; y el otro es el de las retribuciones adecuadas que pueden fijarse a favor del representante legal, miembros fundadores, socios y otras personas por los servicios que prestan a la asociación, debiendo éstos encontrarse en consonancia con los objetivos de la organización.

El Honorable Senador señor Tuma manifestó que debía quedar constancia en la historia fidedigna de la ley que está permitida la asignación de recursos a favor de personas que prestan servicios a la asociación de consumidores, pero que no necesariamente son trabajadores ni profesionales que realizan actividades dentro de estas entidades.

En relación con lo anterior, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz destacó que la regulación propuesta sobre esta materia fue aceptada por las asociaciones de consumidores, ya que asegura flexibilidad suficiente para un mejor desarrollo de las operaciones de esas organizaciones.

-La indicación N° 13 fue aprobada, con modificaciones, por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

Letra a)

Indicación N° 14
La indicación N° 14, del Honorable Senador señor Navarro es para suprimir la letra a), propuesta en el proyecto aprobado en general, del artículo 9°, que establece la prohibición de repartir excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus fundadores, socios, directores o personas relacionadas. 

La mesa de trabajo propuso el rechazo o retiro de esta indicación, en atención a que resulta incompatible con la indicación N° 13, ya aprobada.

-La indicación N° 14 fue rechazada por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 4x0).

o o o o o

Indicación N° 15
La indicación N° 15, del Honorable Senador señor Navarro es para reemplazar la letra c) del artículo 9° por la siguiente: 

“c) Percibir o ser destinatarias de ayudas, subvenciones o aportes directos de empresas o agrupaciones que suministren bienes o servicios a los consumidores; salvo en lo que diga relación con la contratación de algún servicio o la adquisición de algún bien que la asociación ofrezca, estableciéndose plazos definidos, trabajos a realizar y contraprestaciones comprometidas; y con los apoyos que se otorguen a las asociaciones con motivo de fortalecer la protección al consumidor y que no signifiquen una acto oneroso para las partes. 

La manera en cómo se realizarán estos contratos y las materias sobre las cuales podrán versar se establecerá en un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.”.

El texto de la referida letra c) del artículo 9° de la Ley 19.496 es el que sigue:

“Artículo 9º.- Las organizaciones de que trata este párrafo en ningún caso podrán: 

c) Percibir ayudas o subvenciones de empresas o agrupaciones de empresas que suministren bienes o servicios a los consumidores;”. 

___________

La indicación modifica el artículo 9° letra c) estableciendo excepciones a la prohibición de percibir ayudas o subvenciones de empresas que suministren bienes o servicios a los consumidores.

El señor Romo manifestó que la propuesta de la mesa de trabajo fue rechazar o retirar esta indicación. Se acordó por dicha mesa mantener esta prohibición de recibir ayudas por parte de proveedores con el objeto de resguardar la independencia e imparcialidad de las asociaciones. Asimismo se acordó modificar el literal, restringiendo todo tipo de ayuda por parte de proveedores, lo que se recoge en una indicación nueva  a la letra c) del artículo 9.

-La indicación N° 15 fue rechazada por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Rechazada; unanimidad, 4x0).

o o o o o

A continuación, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma, acordaron considerar una proposición de la mesa de asesores recaída en la letra c) del artículo 9 de la Ley 19.496, para reemplazar la expresión “ayudas o subvenciones” por la expresión “donaciones, subvenciones, subsidios o ayudas”.

La redacción propuesta es la siguiente: 

“Artículo 9°.- Las organizaciones de que se trata este párrafo en ningún caso podrán: 

c) Percibir donaciones, subvenciones, subsidios o ayudas de empresas o agrupaciones de empresas que suministren bienes o servicios a los consumidores.”

___________

La mesa de asesores recomendó la aprobación de esta indicación nueva, con la finalidad de restringir la recepción de todo tipo de ayudas por parte de proveedores a las Asociaciones de Consumidores y, de esta manera, resguardar la independencia de estas entidades. Precisó que lo regulado en esta letra c) es una limitación a los aportes de tipo gratuito y no al pago que pueden recibir las organizaciones de consumidores por la celebración de actos y contratos civiles y mercantiles en los términos que permite la propia L.P.C.

-La modificación fue aprobada por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro y Tuma, en virtud de lo establecido en el artículo 121 del Reglamento del Senado. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Letra b)

Indicación N° 16
La indicación N° 16, del Honorable Senador señor Moreira es para eliminar en el literal e) del artículo 9 propuesto la locución “Constituirse u operar con la principal finalidad de”. 

Modifica el artículo 9° letra e) propuesto, estableciendo la prohibición de redistribuir sus fondos a sus fundadores, socios, directores o personas relacionadas. 

La mesa de asesores propuso subsumir esta indicación en la N° 13, ya aprobada, atendido que ésta recoge el contenido de la indicación N° 16.

Los Honorables Senadores presentes accedieron a la subsunción propuesta.

-La indicación N° 16 fue aprobada, con modificaciones, por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

o o o o o

Indicación N° 17

La indicación N° 17 de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro es para agregar el siguiente inciso final al artículo 9° de la ley N° 19.496: 

“Repartir los beneficios pecuniarios que resulten como excedentes de sus actividades entre sus trabajadores, directores, socios, o parientes de estos hasta el segundo grado de consanguineidad o primer grado de afinidad, sin perjuicio de las gratificaciones legales que correspondan. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos.”
o o o o o

La indicación modifica el artículo 9°, agregando un inciso final que establece la prohibición de repartir los beneficios pecuniarios que resulten como excedentes de sus actividades entre sus trabajadores, directores, socios o personas relacionadas, sin perjuicio de las gratificaciones legales que correspondan. 

El señor Romo señaló que la mesa de trabajo recomendó subsumir esta indicación en la N° 13, ya aprobada, atendido que ésta recoge el contenido de la indicación N° 17.

Los Honorables Senadores presentes estuvieron de acuerdo con la subsunción planteada.

-La indicación N° 17 fue aprobada, con modificaciones, por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada con modificaciones. Unanimidad 4x0).

o o o o o

SUB TEMA: FONDO CONCURSABLE PARA ASOCIACIONES

Indicaciones N°s. 18, 19, 20, 21, 201, 202

Número 4)

El número 4 modifica el artículo 11 bis de la ley sobre protección de los derechos de los consumidores, que crea un fondo concursable destinado al financiamiento de las iniciativas de las asociaciones de consumidores.

Indicación N° 18
La indicación N° 18, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para consultar, a continuación de la letra a) del numeral 4) del artículo 1 del proyecto, la siguiente letra, nueva: 

“…) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 

“Un Reglamento suscrito por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo establecerá la constitución y composición del Consejo de Administración del Fondo, preservando la autonomía de las Asociaciones de Consumidores y de la gestión del Fondo. La Secretaría Ejecutiva de dicho Consejo estará a cargo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo de acuerdo a lo que se disponga en dicho Reglamento.”.”

El actual inciso tercero del artículo 11° bis de la Ley 19.496, cuya modificación se propone, es del siguiente tenor:

“Un reglamento establecerá la constitución y composición del Consejo de Administración del Fondo, preservando la autonomía de las Asociaciones de Consumidores y de la gestión del Fondo”. 
La indicación modifica el artículo 11 bis reemplazando el inciso tercero por uno que aclara que el Reglamento será suscrito por el Ministerio de Economía y establece que la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Administración del Fondo Concursable estará a cargo del mismo Ministerio. 

La propuesta de la mesa de trabajo es la aprobación de esta indicación, con modificaciones. Se acordó reemplazar el inciso segundo, agregando como componente del Fondo Concursable los remanentes no repartidos ni reclamados provenientes de soluciones alcanzadas a través de mediaciones o en el contexto de juicios colectivos.  Agregó que la modificación del inciso segundo responde a un tema en el que se profundizará más adelante. Además se acordó reemplazar en el inciso tercero la expresión “estará a cargo” por “estará radicada”, respecto de la Secretaría Ejecutiva del Consejo de Administración del Fondo. 

La redacción propuesta por la mesa de asesores para los incisos segundo y tercero del artículo 11° bis de la Ley 19.496 es la que sigue:

“Dicho Fondo estará compuesto por los aportes que cada año se contemplen en el presupuesto del Servicio Nacional del Consumidor, por las donaciones que realicen para dicho efecto organizaciones sin fines de lucro nacionales o internacionales y por los remanentes no transferidos ni reclamados provenientes de soluciones alcanzadas a través de mediaciones o en el contexto de juicios colectivos, de conformidad a lo establecido en los artículos 53 B, 53 C y 54 P. 

Un Reglamento suscrito por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo establecerá la constitución y composición del Consejo de Administración del Fondo, preservando la autonomía de las Asociaciones de Consumidores y de la gestión del Fondo. La Secretaría Ejecutiva de dicho Consejo estará radicada en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo de acuerdo a lo que se disponga en dicho Reglamento.”. 

-La indicación N° 18 fue aprobada, con modificaciones, por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 3x0).

o o o o o

Letra b)

Inciso quinto propuesto

Indicación N° 19
La indicación N° 19, de Su Excelencia la Presidenta de la República es para reemplazar en el inciso quinto del artículo 11° bis propuesto la frase: “Un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo” por la siguiente: “El Reglamento”. 

El artículo 1° numeral 4) literal b) del proyecto, que incorpora el mencionado inciso quinto al artículo 11° bis de la Ley 19.496, es del siguiente tenor:

“4) Modifícase el artículo 11 bis en el siguiente sentido: 

b) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto: 

“Las bases de los concursos que se lleven a efecto para asignar dichos fondos especificarán los medios de verificación del cumplimiento de las normas de este Párrafo 2°. 

Un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo establecerá los plazos, condiciones y modalidades conforme a las cuales se destinarán recursos del Fondo a aquellas Asociaciones de Consumidores que ejerzan las funciones señaladas en las letras d) y e) del artículo 8° de la ley.”.”

o o o o o

La indicación reemplaza en el inciso quinto del artículo 11 bis, la expresión “Un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo” por “El Reglamento”. 

El señor Romo señaló que la comisión de asesores propuso la aprobación de la indicación, a fin de adecuar la nomenclatura. 

-La indicación N° 19 fue aprobada por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 3x0).

o o o o o

Indicación N° 20

La indicación N° 20 del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar al artículo 11 bis un inciso final del siguiente tenor: 

“Además, por acuerdo unánime del Consejo de Administración del Fondo Concursable para Asociaciones de Consumidores, cada dos años se establecerán líneas específicas temáticas de financiamiento, además de la línea general para proyectos locales, regionales y nacionales.”

o o o o o

La indicación modifica el artículo 11 bis agregando un inciso final que establece una línea temática especial de financiamiento de proyectos locales, regionales y nacionales en el Fondo Concursable.

La mesa de trabajo propuso la subsunción de esta indicación en la N° 21, ya que en ésta se recoge lo planteado por la primera, al establecer una línea de financiamiento especial en el fondo concursable, orientada al desarrollo permanente de las labores de las Asociaciones Nacionales de Consumidores. 

Durante la posterior discusión de la indicación N° 21, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, consideró inadmisible la indicación N° 20, ya que se refiere a materias relativas a la administración financiera del Estado.

--La indicación N° 20 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, por abordar una materia que es de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el artículo 65 de la Constitución Política de la República.

o o o o o

Indicación N° 21

La indicación N° 21, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para consultar un numeral nuevo, del tenor que se indica: 

“…) Intercálase el siguiente artículo 11 ter, nuevo: 

“Artículo 11 ter.- Se reconocerá el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas asociaciones que operen en ocho o más regiones del país, lo que deberá ser debidamente acreditado ante el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo conforme al procedimiento que establezca el Reglamento. El Fondo concursable al que se refiere el artículo anterior considerará una línea especial de financiamiento permanente a dichas asociaciones para el desarrollo de sus funciones.”.” 
___________

La indicación N° 21 agrega un artículo 11° ter nuevo que reconoce el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas asociaciones que operen en ocho o más regiones del país y establece una línea de financiamiento especial en el fondo concursable, orientada al desarrollo permanente de las labores de esta clase de asociaciones. 

La propuesta de la mesa de trabajo es la aprobación de la indicación, atendido que busca mantener el funcionamiento permanente de aquellas asociaciones que tengan un mayor despliegue territorial, profesionalizando de esta manera su labor. 

Atendido que la propuesta de la mesa fue subsumir la indicación N° 20 en la N° 21, el Honorable Senador señor Tuma planteó que estas indicaciones no se referirían a un mismo tema, ya que la primera regula líneas específicas temáticas de financiamiento, y la segunda  la calificación de Asociación Nacional de Consumidores de ciertas agrupaciones. 

El señor Romo aclaró que en esta indicación, luego de abordar el tema de las Asociaciones Nacionales de Consumidores, incluye regulación sobre las líneas especiales de financiamiento de estas entidades. Indicó que, al menos respecto de las Asociaciones de carácter nacional, se recoge la idea planteada en la indicación N° 20.

Insistió el Honorable Senador señor Tuma en que el contenido de la regulación propuesta por estas dos indicaciones no era el mismo y solicitó al autor de la indicación N° 20, el Honorable Senador señor Navarro que explicara esta última.

El Honorable Senador señor Navarro expresó que los proyectos locales y regionales a los que se refiere la indicación N° 20 no necesariamente van a estar relacionados con una asociación nacional. Agregó que la idea de esa indicación, al hacer la distinción entre proyectos locales, regionales y nacionales, es lograr mayor equidad en la distribución de los recursos para las asociaciones de consumidores.

El Honorable Senador señor Tuma, reparó en que la indicación N° 20, al regular materias relacionadas con la administración financiera del estado, resultaba inadmisible, declarándola como tal. No obstante lo anterior manifestó estar de acuerdo con su contenido y propuso al Ejecutivo patrocinar una indicación en ese sentido.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz destacó que actualmente el sistema da preferencia a los proyectos regionales al momento de asignar los recursos y, a modo ejemplar, indicó que durante el año 2015 más de la mitad de los fondos disponibles se adjudicaron a proyectos de ese tipo. Señaló que las líneas específicas temáticas de financiamiento y la línea general para proyectos locales y regionales a las que se refiere la indicación N° 20 pueden ser recogidas en el Reglamento relativo a los fondos concursables, lo que sería coherente con la forma en que ya está operando el sistema. Agregó que la aprobación de la indicación N° 21 no afectaría lo anterior, sino que dejaría subsistir la manera en que ya está funcionando la asignación de recursos a nivel local y regional.

Al fundamentar su votación favorable, el Honorable Senador señor Navarro comentó que sería positivo fijar en el Reglamento el porcentaje de los fondos que pueden ser asignados a proyectos colectivos e individuales, y que se establezca que no resulta incompatible que una asociación reciba fondos en virtud de ambos tipos de proyectos simultáneamente.

El señor Grunberg recalcó que el actual Reglamento referido a los fondos concursables, en su artículo 4° inciso segundo, resguarda el equilibrio que debe existir en la adjudicación de los recursos para proyectos nacionales, por un lado, y regionales y locales, por otro.

-La indicación N° 21 fue aprobada por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Navarro y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

o o o o o

ARTÍCULO 2°

El artículo 2° del proyecto introduce modificaciones en el decreto ley N°2.757, que establece Normas sobre Asociaciones Gremiales.

Número 1)

El número 1 del artículo 2° del proyecto modifica el artículo 16 del referido decreto ley N°2.757, sobre los libros de actas y de contabilidad de las asociaciones de consumidores.

Inciso cuarto propuesto
Indicación N° 201

La indicación N° 201, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar la siguiente oración final al número 1) del inciso cuarto propuesto para el artículo 16 del Decreto Ley 2.757: “El costo asociado a dicha auditoría que cada asociación debe realizar será financiado por un fondo que fijará el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y será administrado por el Consejo de Administración del Fondo Concursable del artículo 11° bis de la ley N°19.496.”

El  referido numeral 1) del inciso cuarto del artículo 16 del Decreto Ley 2.757, propuesto en el proyecto en su artículo 2° número 1), tiene el siguiente tenor:

“1) Agrégase al artículo 16, el siguiente inciso cuarto: 

“Las organizaciones a que se refiere el Párrafo 2° del Título II de la ley N°19.496 estarán sometidas a las siguientes reglas sobre financiamiento, contabilidad y transparencia: 

1) Deberán declarar a través de sus revistas y páginas web institucionales sus fuentes de financiamiento certificadas por una auditoría independiente.”.” 

La indicación N° 201 modifica el artículo 16 del DL N° 2.757, estableciendo la creación de un fondo destinado a financiar las auditorias independientes que certifiquen las fuentes de financiamiento declaradas por las Asociaciones de Consumidores. 

La mesa de trabajo propuso el retiro o rechazo, ya que se acordó modificar dicho artículo, eliminando la obligación de certificar sus fuentes de financiamiento mediante auditoría independiente, estableciendo la posibilidad para el Ministerio de Economía de solicitarlo y sancionando la declaración de información falsa o incompleta. Estas ideas fueron recogidas en la indicación nueva que se sugiere al número 1) del inciso cuarto del artículo 16 del Decreto Ley 2.757.

Atendido que la creación de un fondo estatal para financiar las auditorías independientes está comprendida dentro de las materias que son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de acuerdo al inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Moreira, declaró inadmisible la indicación.
--La indicación N° 201 fue declarada inadmisible por recaer sobre una materia que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política, es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

o o o o o

Indicación N° 202

Mediante la indicación N° 202 del Honorable Senador señor Navarro se busca consultar el siguiente párrafo nuevo en el numeral 1) del inciso cuarto del artículo 16 propuesto para el Decreto Ley 2.757: 

“El funcionamiento de dicho fondo será determinado por un reglamento dictado por el Ministerio del ramo.”

La indicación N° 202 modifica el artículo 16° del DL N° 2.757, disponiendo que el funcionamiento del fondo a que hace referencia la indicación N° 201 será determinado por un reglamento del Ministerio de Economía. 

El acuerdo de la mesa de asesores, según explicó la señora Lazcano, fue proponer el retiro o rechazo, por los mismos motivos señalados a propósito de la indicación N° 201.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Moreira, declaró la inadmisibilidad de esta indicación, en atención a los mismos motivos expresados en relación con la indicación N° 201.

--La indicación N° 202 fue declarada inadmisible por recaer sobre una materia que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política, es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

o o o o o

OTRAS INDICACIONES RELATIVAS 

A LAS ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES

Indicaciones N°s 137, 143, 144, 148, 149 y 161.

Número 28

El número 28 del artículo 1° del proyecto, modifica el artículo 51 de la L.P.C.

La indicación N° 137, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar, en el numeral 2 del artículo 51 de la ley N° 19.496 el siguiente texto final: “En relación con la indemnización del daño moral colectivo el juez fijará prudencialmente el monto. El Juez determinará un monto equivalente hasta un 30% de las restituciones y/o indemnizaciones que será en beneficio de las organizaciones de los consumidores.".

_________

La indicación N° 137 modifica el numeral 2) del artículo 51°, agregando una oración que establece que el juez determinará prudencialmente el monto del daño moral a indemnizar en los juicios colectivos. Adicionalmente establece que el juez determinará un monto en beneficio de las Asociaciones de Consumidores equivalente hasta un 30% del monto de las restituciones y/o indemnizaciones. 

La mesa de trabajo recomendó el rechazo o retiro de esta indicación, debido a que se pactó recoger la propuesta de destinar los remanentes provenientes de mediaciones o juicios colectivos, no entregados a los consumidores ni reclamados por éstos, al Fondo Concursable del artículo 11bis. Indicó que la idea anterior se encuentra plasmada en las indicaciones N° 18, nueva al artículo 53° B y N° 161. Manifestó que, habiéndose ya resguardado de esa forma el financiamiento de las Asociaciones de Consumidores, esta indicación no sería necesaria.

El Honorable Senador señor Tuma sostuvo que el objetivo de esta indicación es asegurar el financiamiento de las Asociaciones de Consumidores, lo que, en su opinión, no se logra a través de la incorporación de los remanentes al fondo concursable. Consideró que a través de este último mecanismo, los ingresos para estas organizaciones sólo serán residuales, además de eventuales, y por ello no logran reemplazar lo establecido en esta indicación.

En relación con lo anterior, el señor Romo explicó que el contenido de esta indicación eventualmente perjudicaría a los consumidores, ya que, en la práctica, ese 30% que menciona la norma propuesta podría implicar la disminución del monto correspondiente a las indemnizaciones o restituciones. Señaló que, en cambio, la inclusión de los remanentes no entregados ni retirados al fondo concursable no afectaría los derechos de los consumidores.

El Honorable Senador señor Navarro planteó no estar de acuerdo con el retiro de la indicación propuesto por la mesa. Por una parte, podrían generarse disputas entre los consumidores que quieren recuperar sus indemnizaciones o restituciones, y las Asociaciones de Consumidores que reciben esos fondos. Por otra, podría generarse una falta de financiamiento para las Asociaciones, por la larga espera que implican los dos años de plazo para incorporar los remanentes a los fondos concursables. Propuso que no se retirara la indicación, pero que se redujera el porcentaje que beneficia a las organizaciones de consumidores a uno que no exceda el 5%, para cubrir, por lo menos, los gastos administrativos en que incurren cuando intervienen en la mediación o juicio colectivo.

El Honorable Senador señor Pizarro destacó como un aspecto positivo la adjudicación de fondos concursables para lograr el financiamiento de las organizaciones de consumidores. Consideró que este mecanismo evita que las asociaciones se puedan quedar con las indemnizaciones que corresponden a los reales beneficiarios. 

--La indicación N° 137 fue retirada por sus autores.

o o o o o

Indicación N° 143
La indicación N° 143, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para para intercalar en el inciso primero del artículo 53 de la ley N° 19.496, después de la frase “medio de circulación nacional”, la frase “que deberá ser gratuito para las Asociaciones de Consumidores”. 

___________

La indicación N° 143 establece en el artículo 53 la gratuidad de las publicaciones que deben efectuar las Asociaciones de Consumidores en medios de circulación nacional durante el procedimiento. 

La proposición de la mesa de asesores fue la aprobación de la indicación, con modificaciones. Explicó que la gratuidad habría implicado imponer una carga a los medios de comunicación, que no les pareció adecuada. La mesa sugirió ampliar los medios por los cuales se pueden efectuar las publicaciones a que hace referencia el artículo, lo que permite brindar una mayor flexibilidad y hacerse cargo de la realidad local del caso concreto. 

El inciso primero del artículo 53 dispone: “En la misma resolución en que se rechace la reposición interpuesta contra la resolución que declaró admisible la demanda y se ordene contestar o se tenga por contestada la demanda, cuando dicho recurso no se haya interpuesto, el juez ordenará al demandante que, dentro de décimo día, informe a los consumidores que puedan considerarse afectados por la conducta del proveedor demandado, mediante la publicación de un aviso en un medio de circulación nacional y en el sitio Web del Servicio Nacional del Consumidor, para que comparezcan a hacerse parte o hagan reserva de sus derechos. El aviso en el sitio Web del Servicio Nacional del Consumidor se deberá mantener publicado hasta el último día del plazo señalado en el inciso tercero de este artículo.”

La proposición de la mesa de asesores es sustituir “medio de circulación nacional” por “medio de circulación nacional, regional o local, escrito, electrónico o de otro tipo, que asegure su adecuada difusión”.
El Honorable Senador señor Navarro manifestó su preocupación por la elección del medio de publicación. Señaló que ciertos medios no aseguran que todos los consumidores puedan tomar conocimiento del juicio, lo que ocurriría, por ejemplo, si se elige un medio de cobertura local cuando los consumidores afectados se encuentran a lo largo de todo el territorio nacional, o si se elige un medio electrónico cuando los consumidores residen en sectores rurales sin tener acceso a internet.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz destacó que la amplitud de los medios de comunicación que contiene la norma propuesta otorga flexibilidad suficiente para abarcar todos los casos que puedan presentarse.

Agregó el señor Romo que será el juez quien decidirá el medio de publicación a utilizar, tomando en cuenta las circunstancias particulares de cada caso, de manera que los derechos de los consumidores quedarán adecuadamente protegidos.

El Honorable Senador señor Tuma manifestó estar de acuerdo con la redacción propuesta, atendidos los argumentos entregados por los señores Muñoz y Romo.

El Honorable Senador señor Navarro pidió que se aclarara si los diez días a los que hace referencia la norma en discusión es el plazo que tienen los demás consumidores para hacerse parte o hacer reserva de sus derechos. En caso afirmativo, le pareció que era un término demasiado breve para los casos en que el número de consumidores es muy elevado.

En respuesta, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz explicó que el plazo de diez días sólo está establecido para cumplir con la carga de la publicación en los medios de comunicación, sin afectar los derechos de otros consumidores, que luego pueden hacerlos valer durante el procedimiento.

El Honorable Senador señor Navarro expresó que la redacción propuesta no era lo suficientemente clara y que podría interpretarse que ese plazo de diez días también está dado para que los consumidores se hagan parte o hagan reserva de sus derechos. Sugirió separar el inciso en dos, uno referido a la publicación, y el otro a las facultades que pueden ejercer los consumidores.

Se preguntó al Ejecutivo, por parte del Honorable Senador señor Moreira, si existía alguna forma de recoger la inquietud del Honorable Senador señor Pizarro.

El señor Romo aclaró que la norma en discusión está actualmente vigente y hasta ahora no se han presentado problemas de interpretación en el sentido que señaló el Honorable Senador señor Navarro. No obstante lo anterior, propuso alterar el orden de las palabras en el texto que se había propuesto, de la siguiente forma: “el juez ordenará al demandante que informe, dentro de décimo día, a los consumidores”. Planteó que de esta manera queda aún más claro que el plazo sólo considera la carga de la publicación.

La Honorable Senadora señora Pérez expresó estar de acuerdo con la redacción propuesta, y consideró que separar el inciso en dos puede generar confusión.

Frente a la reiteración de su inquietud por el plazo de parte del Honorable Senador señor Navarro, el Secretario de la Comisión preguntó al Ejecutivo si el plazo que tienen los consumidores para hacerse parte o hacer reserva de sus derechos está establecido claramente en alguna norma diferente de la ley.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz explicó que ese plazo está contenido en el inciso cuarto del artículo 53. Señaló además que, una vez ejecutoriada la sentencia que declara la responsabilidad del demandado, el artículo 54 C otorga un nuevo plazo para que los consumidores ejerzan los derechos establecidos en dicha resolución o hagan reserva de los mismos. Indicó que, en atención a lo anterior, los consumidores pueden hacer valer sus derechos durante todo el procedimiento, incluso después de dictada la sentencia, de manera que sus intereses están suficientemente resguardados.

El Honorable senador señor Navarro planteó al Ejecutivo algunas dudas sobre la norma en discusión. En primer lugar, preguntó si la publicación podía efectuarse antes de los diez días de plazo y cuál era la consecuencia del incumplimiento de esa carga. En segundo lugar, pidió aclarar si las Asociaciones de Consumidores pueden recuperar en algún momento el gasto de la publicación y si pueden emplear los fondos que asigna el SERNAC para dar cumplimiento a este deber de información.

El Director del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz, respecto a la primera inquietud, indicó que se aplican las reglas generales. En cuanto a la segunda pregunta, señaló que, con la ampliación de los medios de comunicación a los que puede recurrirse, disminuyen considerablemente los costos para las asociaciones de consumidores y que, si bien los fondos adjudicados por el SERNAC no pueden ser destinados a este gasto, dichas organizaciones pueden recuperarlo a través de la condena en costas.

Manifestó el Honorable Senador señor Navarro su preocupación por los gastos que esta carga significa para las asociaciones de consumidores y expresó que debería permitirse su financiamiento mediante los fondos que asigna el SERNAC a estas organizaciones.

El Honorable Senador señor Pizarro indicó que los gastos que implica la demanda corresponden a quien la interpone. Aclaró que el proyecto tiene por objetivo aumentar la protección de los derechos de los consumidores y no resguardar el financiamiento de las organizaciones de consumidores.

-La indicación N° 143 fue aprobada, con modificaciones, por unanimidad de los miembros de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Navarro, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Indicación N° 144
La indicación N° 144 de los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma, es para agregar la siguiente letra f) al artículo 53 de la ley N° 19.496: 

“f) Ordenar el depósito en la cuenta bancaria de tribunal de los fondos destinados al pago de las compensaciones a los consumidores por parte del proveedor. En dicho caso, si transcurrido un año desde la fecha en que la demanda se encontrase ejecutoriada y el consumidor titular del derecho a exigir el pago de la compensación no ha concurrido a realizar el cobro correspondiente, los saldos no reclamados serán destinados al Fondo Concursable señalado en el artículo 11 bis.” 

______

La indicación N° 144  agrega un literal f) al artículo 53° en lo relativo al contenido del aviso, estableciendo que las restituciones e indemnizaciones deberán depositarse en la cuenta bancaria del tribunal. Asimismo establece que si después de un año de ejecutoriada la sentencia hay saldos no reclamados, éstos serán destinados al Fondo Concursable de las Asociaciones de Consumidores. 

La sugerencia de la mesa de asesores fue retirar esta indicación, atendido que la propuesta contenida en ella fue recogida en las indicaciones N° 18, nueva al artículo 53 B, N° 149 y N° 161. Manifestó que idealmente los montos correspondientes a restituciones e indemnizaciones deben entregarse a los consumidores afectados, pero cuando lo anterior no sea posible, las indicaciones mencionadas ordenan destinar al Fondo Concursable del artículo 11° bis los remanentes no repartidos ni reclamados.

--La indicación N° 144 fue retirada por sus autores.

o o o o o

A continuación, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión acordó considerar una sugerencia del Ejecutivo y de la mesa de asesores en orden a agregar el siguiente inciso quinto, nuevo, al artículo 53 B: 

“Los avenimientos, conciliaciones o transacciones que contemplen la entrega a los consumidores de sumas de dinero deberán establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes resulten alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su favor, facilitar su cobro y, en definitiva, conseguir la entrega efectiva del monto correspondiente a cada consumidor. Asimismo, estos acuerdos deberán designar a un tercero independiente mandatado a ejecutar, a costa del proveedor, las diligencias previamente señaladas, salvo que otros medios resulten preferibles, en el caso concreto, para lograr la transferencia efectiva del dinero que a cada consumidor corresponde. Estos acuerdos deberán establecer, a su vez, un plazo durante el cual las diligencias referidas en este inciso deberán ejecutarse. Transcurridos dos años desde que se cumpla dicho plazo, los remanentes que no hayan sido transferidos ni reclamados por los consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero a cargo de la entrega, enterar las cantidades correspondientes al fondo establecido en el artículo 11 bis.”.
La proposición agrega un inciso quinto nuevo al artículo 53 B que establece que los remanentes no repartidos ni reclamados deberán ser integrados al Fondo Concursable del artículo 11 bis. 

La mesa de trabajo se acordó recoger la propuesta de que los remanentes de acuerdos no entregados ni reclamados vayan al Fondo Concursable del artículo 11bis y, por lo tanto, se sugirió su aprobación.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz explicó que el inciso propuesto busca, por un lado, incentivar el cumplimiento de las obligaciones generadas para los proveedores a favor de los consumidores a partir de esos acuerdos. Destacó que del Derecho comparado se extrajo la idea de incorporar a terceros que se encargan exclusivamente de efectuar el pago de los montos pactados. Por otro lado, si pese a los incentivos que se establecen, hay remanentes no entregados ni reclamados, la norma permite aumentar el financiamiento de las asociaciones de consumidores mediante la incorporación de dichos remanentes al fondo concursable del artículo 11° bis.

El Honorable Senador señor Tuma manifestó su preocupación por el riesgo que corren los montos pactados si quedan en manos del proveedor durante los dos años de plazo que establece la norma y sugirió que, para todos los casos,  se establezca que los fondos deben ser transferidos a un tercero encargado de efectuar el pago a los consumidores.

La inquietud antes planteada fue compartida por el Honorable Senador señor Navarro y agregó que debería establecerse para el SERNAC el deber de difundir adecuadamente el contenido de los acuerdos, de manera que los consumidores que tengan derechos comprometidos puedan hacerlos. Lo anterior, según señaló, permite evitar que se pretenda financiar a las organizaciones de consumidores con fondos que corresponden a las personas afectadas.

La Honorable Senadora señora Pérez manifestó estar de acuerdo con la idea de dirigir la información correspondiente a los consumidores que puedan hacer valer derechos a partir de los acuerdos a que se refiere la norma.

Ante las inquietudes anteriores, el Director Nacional de la Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz señaló que en la norma propuesta ya está establecida como regla general la intervención de un tercero encargado de efectuar el pago a los consumidores de los montos a que se obliga el proveedor, destacando que los costos de esa intervención son de cargo del proveedor. Sin embargo, señaló que podría modificarse la redacción a fin de recalcar que los fondos deben ser transferidos a ese tercero. En cuanto a la difusión de los acuerdos, aclaró que en la práctica el SERNAC publica la información relativa a estos pactos y aclaró además que la ley establece el deber del proveedor de poner en conocimiento de los consumidores su contenido.

Para hacer frente a las críticas formulada por el Honorable Senador señor Tuma, los representantes del Ejecutivo propusieron incorporar, a continuación de la expresión “dinero que a cada consumidor corresponde.”, la siguiente oración: “Para el cumplimiento de dicho mandato, el proveedor deberá transferir la totalidad de los fondos al tercero encargado de su entrega a los consumidores.”.

El Honorable Senador señor Tuma manifestó estar de acuerdo con la redacción propuesta, ya que de esa manera se elimina, en algunas situaciones, el riesgo al que él hizo alusión. Sin embargo, advirtió que la norma aún permite que en ciertas ocasiones sea el proveedor quien pague a los consumidores, sin existir la intermediación de un tercero, y en esos casos subsiste el problema.

En respuesta, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz explicó que la regla general es la intervención de un tercero para efectuar el pago a los consumidores, pero que la norma admite excepciones, atendido que en algunos casos será más beneficioso para los afectados el cumplimiento directo del acuerdo por parte del proveedor. Aclaró que, sea el tercero o el proveedor quien deba realizar el pago, transcurrido el plazo contenido en este inciso, el dinero no transferido ni reclamado se destinará al Fondo Concursable.

--La incorporación de un inciso quinto, nuevo, al artículo 53 B, fue aprobada por unanimidad de los miembros de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma, en virtud de lo establecido en el artículo 121 del Reglamento del Senado. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Número 31

El número 31 introduce diversas modificaciones al artículo 53 C, relativo al contenido de la sentencia que acoja la demanda.

o o o o o

La indicación N° 148, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para introducir en el artículo 53 C de la ley N° 19.496, como letra e) nueva, la que sigue: 

“e) Declarar el porcentaje que corresponde a la o las Asociaciones de Consumidores demandantes conforme lo establecido en el artículo 51 numeral 2”. 

o o o o o
La indicación N° 148 agrega que en la sentencia debe declararse el porcentaje que corresponde a las Asociaciones de Consumidores. 

El señor Romo señaló que esta indicación es complementaria a la N° 137, que ya fue rechazada. Atendido lo anterior la mesa de trabajo sugirió el retiro o rechazo. 

El Honorable Senador señor Tuma planteó su interés por debatir a futuro los instrumentos mediante los cuales se puede asegurar a las Asociaciones de Consumidores su autofinanciamiento.

--La indicación N° 148 fue retirada por sus autores.

o o o o o

Indicación N° 149

La indicación N° 149, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para consultar en el artículo 53 C de la ley N° 19.496 una nueva letra, del siguiente tenor: 

“…) Ordenar el depósito en la cuenta bancaria del tribunal de los fondos destinados al pago de las compensaciones y o indemnizaciones a los consumidores por parte del proveedor. Transcurrido un año desde la fecha en que la demanda se encontrase ejecutoriada los saldos no reclamados correspondientes a las compensaciones y/o indemnizaciones serán destinados al fondo concursable señalado en el artículo 11 bis.”

___________

La indicación N° 149 propone agregar que la sentencia que se dicta en el juicio colectivo debe ordenar el depósito de las indemnizaciones en la cuenta del tribunal y que, transcurrido un año, los saldos no reclamados serán destinados al fondo concursable de las Asociaciones de Consumidores. 
En representación del Ejecutivo, la señora Lazcano hizo presente que el comité de asesores recomendó la aprobación de la indicación, con modificaciones. Se acordó agregar un párrafo, a continuación del inciso segundo en el artículo 53 C, que establece que los remanentes no repartidos ni reclamados deberán ser integrados al Fondo Concursable del artículo 11 bis, en consonancia con la indicación nueva al artículo 53 B, ya aprobada. 

La redacción propuesta es la que se indica a continuación:

“En todo caso, el juez podrá ordenar que algunas o todas las indemnizaciones, reparaciones o devoluciones que procedan respecto de un grupo o subgrupo, se efectúen por el demandado sin necesidad de la comparecencia de los interesados establecida en el artículo 54 C, cuando el juez determine que el proveedor cuenta con la información necesaria para individualizarlos y proceder a ellas. En este último caso, la sentencia deberá establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes resulten alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su favor, facilitar su cobro y, en definitiva, conseguir la entrega efectiva del monto correspondiente a cada consumidor, pudiendo establecerse al proveedor la carga de mandatar a un tercero independiente para la ejecución de dichas acciones, a su costa y con la aprobación del tribunal. El proveedor deberá transferir la totalidad de los fondos al tercero encargado de su entrega a los consumidores. La sentencia deberá establecer, además, un plazo durante el cual las diligencias referidas en este inciso deberán ejecutarse. Transcurridos dos años desde que se cumpla dicho plazo, los remanentes que no hayan sido transferidos ni reclamados por los consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero a cargo de la entrega, enterar las cantidades correspondientes al fondo establecido en el artículo 11 bis.” .

-La indicación N° 149 fue aprobada, con modificaciones, por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

o o o o o

Número 33)

Artículo 54 P

La indicación N° 161 de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro es para sustituir el artículo 54 P, propuesto en el numeral 33) del artículo 1° del proyecto, por el siguiente: 

“Artículo 54 P.- En caso de llegar a acuerdo en la mediación, se dictará una resolución al efecto. En ella se describirán los términos del acuerdo y las obligaciones que asume cada una de las partes. Para ser declarada suficiente por el Servicio, la solución propuesta debe contemplar, a lo menos: 1) el número de consumidores afectados o, en su caso la forma de determinación de los grupos o subgrupos de consumidores afectados; 2) el monto y el cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados o las formas alternativas de compensación cuando se infrinjan intereses difusos de los consumidores; 3) el cese de la conducta que pudiere haber afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores; 4) Las formas de cumplimiento de los términos del acuerdo por parte de los proveedores, 5) Los mecanismos que verificación de los consumidores afectados 6) los procedimientos y las personas encargadas de velar por el cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor, 7) el plazo destinado a cumplir las obligaciones derivadas de la mediación; 8) el destino de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones no reclamadas dentro del plazo fijado en el acuerdo, las que podrán incluir, entre otras, el traspaso de los fondos a algunas Asociaciones de Consumidores o cualquier clase de personas jurídicas sin fines de lucro, cursos de educación a los consumidores. Lo dispuesto en este artículo se aplicará, en lo que corresponda, a las menciones descritas en el artículo 53 C.”.

El tenor del referido artículo 54° P, contenido en el proyecto, es el siguiente:  

“Artículo 54 P.- En caso de llegar a acuerdo en la mediación, se dictará una resolución al efecto. En ella se describirán los términos del acuerdo y las obligaciones que asume cada una de las partes. Para ser declarada suficiente por el Servicio, la solución propuesta debe contemplar, a lo menos: 1) el cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados ; 2) el cese de la conducta que pudiere haber afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores; 3) la forma en la que se harán efectivos los términos del acuerdo y el procedimiento por el que el proveedor efectuará las devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados, y 4) los procedimientos por los que se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor. La solución propuesta por el proveedor no implicará su reconocimiento de los hechos constitutivos de la eventual infracción antecedente de la mediación.”.
___________

La indicación N° 161 modifica el artículo 54 P, agregando más aspectos que debe contemplar la propuesta de acuerdo de mediación colectiva: determinación del número de consumidores afectados o la forma de determinar los grupos o subgrupos; determinación de indemnizaciones o formas alternativas de compensación cuando se afecte el interés difuso de los consumidores; plazo en el que se cumplirá el acuerdo; destino de los montos no reclamados dentro de plazo, lo que podrá incluir traspaso de fondos a Asociaciones de Consumidores, otras personas sin fines de lucro o capacitaciones. 

La mesa técnica recomendó, según explicó la señora Lazcano, la aprobación de la indicación, con modificaciones. Se acordó recoger la propuesta de que los remanentes de acuerdos no entregados ni reclamados vayan al Fondo Concursable del artículo 11° bis, incorporando un inciso segundo nuevo al artículo 54 P, del siguiente tenor;

“Cuando se trate de acuerdos que contemplen la entrega a los consumidores de sumas de dinero, se estará a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 53 B.”. 
--La indicación N° 161 fue aprobada, con modificaciones, por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 4x0).

 INDICACIONES REFERIDAS AL DAÑO MORAL

Indicaciones N°s. 138, 136 y 61

Número 28)

El número 28 del artículo 1° del proyecto modifica el artículo 51 de la L.P.C., que encabeza el Párrafo referido al Procedimiento Especial para Protección del Interés Colectivo o Difuso de los Consumidores.

Letra b)


La letra b) elimina en el numeral 2 del artículo 51 la oración “Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento, no podrán extenderse al daño moral sufrido por el actor.”.

o o o o o

Indicación N° 138

La indicación N° 138, de Su Excelencia la Presidenta de la República, tiene por finalidad agregar la siguiente letra al numeral 28) del artículo 1° del proyecto: 

“…) Agrégase, en el numeral 2, el siguiente párrafo segundo, nuevo: 

“Para la determinación del daño moral, el juez ordenará un peritaje especial, que establecerá, de una muestra representativa de los grupos o subgrupos afectados, una avaluación aproximada del daño causado, determinando un monto referencial, el que podrá variar según cada grupo o subgrupo. El juez en su sentencia considerará, junto con los demás antecedentes probatorios que se aporten al proceso, el monto referencial así determinado. Dicho peritaje será de cargo del infractor en caso de haberse establecido su responsabilidad. De no ser así, se estará a lo que dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 411 del Código de Procedimiento Civil.”.”.

_____________

La indicación N° 138 propone que el juez ordenará un peritaje para la determinación del daño moral de los grupos y subgrupos de consumidores afectados en un juicio colectivo.

En relación con la regulación del daño moral en la L.P.C. vigente, el Director del SERNAC, señor Muñoz, recordó que actualmente la indemnización de ese tipo de perjuicios está excluida de los procedimientos colectivos. Explicó que, mediante las modificaciones que se están introduciendo a esta ley, se pretende volver al régimen general establecido en el artículo 3 letra e), que permite la indemnización de todo daño experimentado por los consumidores.

Señaló que, teniendo en vista el objetivo de permitir la reparación del daño moral en los juicios colectivos, el comité de asesores recomendó la aprobación de esta indicación, introduciendo algunas modificaciones que quedaron plasmadas en la siguiente redacción:

“Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento podrán extenderse al daño moral, siempre que se haya afectado la integridad física o síquica o la dignidad de los consumidores. El tribunal determinará si los hechos discutidos han podido provocar dicha afectación, en cuyo caso deberá incluirlo como hecho sustancial y controvertido en la resolución que recibe la causa a prueba. Tanto la afectación como el monto de los perjuicios, deberán ser debidamente acreditados por la parte que lo solicite. 
Para la acreditación del daño moral sufrido por los consumidores, el juez podrá ordenar un peritaje especial, que establecerá, de una muestra representativa de los grupos o subgrupos afectados, una avaluación aproximada del daño causado, determinando un monto referencial, el que podrá variar según cada grupo o subgrupo. El juez en su sentencia considerará, junto con los demás antecedentes probatorios que se aporten al proceso, el monto referencial así determinado. Dicho peritaje será de cargo del infractor en caso de haberse establecido su responsabilidad. De no ser así, se estará a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 411 del Código de Procedimiento Civil.”.

Afirmó que el texto sugerido busca disminuir los costos y barreras de la tramitación judicial para obtener la indemnización del daño moral, estableciendo un procedimiento claro y preciso, que permite un adecuado balance entre los derechos de los consumidores y de los proveedores.

Resaltó que gracias a las modificaciones  propuestas por la mesa de trabajo se incorporan múltiples mejoras: 1) se precisan las hipótesis en que corresponde reparar el daño moral, señalando como requisito la afectación de la integridad física o síquica, o la dignidad de los consumidores; 2) se establece el deber del juez de examinar si los hechos invocados pueden haber provocado la afectación mencionada y de incorporarlos en la resolución que recibe la causa a prueba; 3) se dispone que tanto la afectación como el monto de los perjuicios debe ser probado por la parte que solicite su reparación; 4) en concordancia con la indicación original, para tener una referencia de la avaluación de los daños, se faculta al juez para ordenar un peritaje especial respecto a muestras representativas, y no teóricas, de grupos o subgrupos que podrían haber sido afectados de diferentes formas y en distintos grados; y 5) se regula quién debe costear el peritaje antes mencionado.

Agregó que, si bien en su opinión la norma propuesta regula adecuadamente la reparación del daño moral solicitada en un juicio colectivo, no hubo acuerdo unánime en la mesa de asesores.

La Honorable Senadora señora Pérez, si bien valoró el esfuerzo hecho por el Ejecutivo para elaborar la norma propuesta, afirmó que la indicación N° 136 presentada por ella es una mejor opción para obtener la reparación de los daños extrapatrimoniales. Manifestó estar de acuerdo con la indemnización del daño moral experimentado por los consumidores, pero consideró que este tipo de perjuicios debe establecerse de manera individual, en un juicio posterior. 

Frente a lo planteado por la Honorable Senadora señora Pérez, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz señaló que el Ejecutivo no está de acuerdo con perseguir la reparación del daño moral en un juicio individual posterior, porque la extensión de tiempo y el aumento de gastos que eso implica resultan perjudiciales para los consumidores.

Agregó que hoy los consumidores ya tienen la opción de exigir la indemnización del daño moral vía individual, a través de la reserva de derechos para iniciar un juicio posterior en que se determine el monto de los perjuicios, una vez que ya comenzó el procedimiento colectivo, o a través de una denuncia ante el Juez de Policía Local, cuando ese procedimiento todavía no comienza.

Señaló que la norma propuesta busca hacerse cargo de las situaciones en que un número amplio de consumidores se ve afectado, facilitándoles el acceso a la justicia, y estableciendo requisitos y un procedimiento claros que permiten regular adecuadamente, dentro del juicio colectivo, la reparación de daños no patrimoniales.

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que el daño moral es por esencia individual y por eso resulta conflictiva su determinación dentro de un juicio colectivo. Afirmó que es posible que una misma infracción abarque a un número considerable de consumidores, generándose un daño moral que será diferente para cada persona o grupo de personas, dependiendo de la forma en que fueron afectados por los hechos. Señaló, como ejemplo, el corte del servicio de agua potable que tiene diferentes extensiones en el tiempo según el sector en que se presta dicho servicio. 

Consideró que la redacción propuesta determina de forma precisa los requisitos que deben cumplirse y el procedimiento que hay que seguir para que se establezca la existencia del daño moral y el monto de la indemnización en un procedimiento colectivo. La regulación que sugiere el Ejecutivo se hace cargo además de las particularidades que estos perjuicios pueden presentar según el consumidor o grupo de consumidores afectados.

En su opinión, mediante esta reglamentación se logra el adecuado equilibrio que permite a los consumidores ejercer sus derechos, sin que se generen situaciones de abuso por parte de quienes no han sido realmente perjudicados.

El tema del daño moral, según declaró el Honorable Senador señor Tuma, ha sido una preocupación central durante toda la tramitación de este proyecto de ley, porque se trata de un perjuicio que también existe en el contexto de los procedimientos colectivos y que debe poder repararse cuando se han infringido las normas de protección de los derechos de los consumidores.

Manifestó que la propuesta de perseguir la indemnización de este tipo de daño en un juicio individual posterior no resulta adecuada, ya que muchas veces los consumidores no se encuentran en condiciones de soportar los gastos y la postergación en el tiempo que eso significa.

En el mismo sentido que el Honorable Senador señor Pizarro, expresó estar de acuerdo con la formación de grupos o subgrupos de consumidores, y consideró que en la norma propuesta existe un adecuado balance entre derechos de los consumidores y de los proveedores.

La Honorable Senadora señora Pérez preguntó a los representantes del Ejecutivo qué ocurre cuando un consumidor considera que la indemnización del daño moral que se fija en un procedimiento colectivo no es la correcta.

En respuesta, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz señaló que, en caso que el consumidor crea que puede obtener mejores resultados en un juicio individual, puede hacer reserva de sus derechos en el contexto de un procedimiento colectivo, de acuerdo al nuevo artículo 54 C propuesto.

El Honorable Senador señor Moreira afirmó que resulta excesivo que en un juicio colectivo un proveedor sea condenado al pago de una indemnización de daño patrimonial, una indemnización punitiva y además una indemnización de daño moral. Consideró que la determinación de la indemnización del daño moral en un procedimiento colectivo no es posible y que cumplirá la misma función que la indemnización punitiva. Preguntó a los representantes del Ejecutivo si existe realmente alguna diferencia entre ambos tipos de indemnización.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor señor Muñoz aclaró que existen diferencias importantes entre ambas clases de indemnización. La indemnización punitiva tiene un carácter objetivo, ya que basta con que se presente el supuesto descrito en la norma para que se condene a un proveedor a pagarla, y tiene una finalidad sancionatoria, puesto que busca disuadir a este último para que no infrinja las normas que protegen a los consumidores. En cambio la indemnización del daño moral opera cuando efectivamente existe un vínculo causal entre la conducta del proveedor y el perjuicio experimentado por el consumidor, y su objetivo es reparar ese daño ocasionado. Entonces, los supuestos en que son aplicables y su finalidad son distintos.

Agregó que la idea que hay detrás de la norma propuesta es facilitar a los consumidores el acceso a la justicia, evitando los gastos y el tiempo que conlleva un juicio individual posterior, pero estableciendo reglas claras en cuanto a los requisitos, la oportunidad procesal en que deben considerarse, la prueba pericial, y el establecimiento de grupos y subgrupos según las particularidades que presenten. Todos estos límites introducidos acentúan las diferencias que existen entre la indemnización del daño moral y la indemnización punitiva.

El Honorable Senador señor Moreira manifestó que, de acuerdo a su interpretación, no existen diferencias de fondo entre ambos tipos de indemnización, de manera que condenar a un proveedor a pagar las dos sería un exceso.

Señaló que la L.P.C. actual prohíbe en el numeral 2) del artículo 51 que en el procedimiento por demanda colectiva pueda perseguirse la reparación del daño moral. La limita al daño patrimonial.

En su opinión, esta disposición legal es correcta, porque el daño moral no tiene una cuantificación exacta y depende de los intereses extrapatrimoniales que hayan sido lesionados, tomando en cuenta la situación específica e individual de cada persona afectada. Así, cada persona debe probar el daño que ha experimentado en su dimensión extrapatrimonial y no puede quedar entregado al arbitrio de un juez, o a peritajes que fijen un criterio general, atendiendo a elementos que no se conocen y, que son por lo tanto, arbitrarios y discrecionales. Lo que se debe buscar es la reparación real del daño y no crear bajo este mecanismo una nueva sanción, porque para eso está el régimen de sanciones que ya dispone la ley.

Agregó que, por lo demás, así lo dispondría el nuevo inciso final del artículo 50 de la ley, con las modificaciones que se han aprobado, que dispone: "para los efectos de determinar las indemnizaciones o reparaciones que procedan con motivo de denuncias y acciones será necesario acreditar el daño”. Pero cabe preguntarse ¿Cómo un juez podrá acreditar el daño extra patrimonial de cada uno de los individuos en un juicio colectivo en donde muchos de ellos ni siquiera presentarán pruebas para demostrar que existe? Se tendría, entonces, que presumir los daños, lo que va en contra de la tendencia general del derecho relativa a que los daños, para que sean indemnizados, se deben probar.

En su parecer, si se aprueba esta propuesta, se estaría desvirtuando lo que se entiende por daño moral o extrapatrimonial y pasaría a ser más bien una nueva sanción para el proveedor. Lo anterior se agrava cuando además en este mismo proyecto de ley se está aumentando las sanciones drásticamente.

Consideró que la situación empeora si se tiene en cuenta que además se ha incorporado al proyecto la indemnización punitiva para determinados proveedores. Esta indemnización punitiva se asemeja bastante a lo que sería el daño moral colectivo. Los proveedores, por lo tanto, quedarán expuestos, por una misma infracción, a pagar: una multa, que se está aumentado bastante; una indemnización de perjuicio patrimonial; una indemnización punitiva; y además una indemnización de perjuicio moral colectiva. Calificó lo anterior de un exceso.

Manifestó estar de acuerdo en que todo daño debe ser reparado, pero el daño moral debe probarse caso a caso y no debe dejarse al arbitrio de un juez. Si se aprueba la indicación planteada, se estaría más bien aplicando dos veces una indemnización punitiva por el mismo hecho.

Debido a los motivos señalados, recordó a la Comisión que presentó la indicación N° 135, para suprimir esta modificación. Declaró que sí está disponible para apoyar la indicación N° 136, de la Honorable Senadora señora Pérez, que mantiene tal como está la ley vigente en esta materia, pero agrega un procedimiento más expedito para que el afectado obtenga una pronta reparación del daño moral sufrido, que es lo que el Ejecutivo busca, pero mediante la demanda colectiva.

-La indicación N° 138 fue aprobada, con modificaciones, por tres votos a favor y dos votos en contra. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Pizarro, Quinteros y Tuma, y por la negativa los Honorables Senadores señora Pérez y señor Moreira. (Aprobada, con modificaciones; mayoría, 3x2).

o o o o o

Representantes del Ejecutivo plantearon a la Comisión introducir una modificación al inciso segundo del artículo 54 C de la ley N° 19.496, agregando la expresión “tanto por daño patrimonial como moral” a continuación de “responsabilidad civil”, e incorporando la oración “y se tramitará de acuerdo al procedimiento establecido en el Párrafo 3° del Título IV” luego de la frase “patrocinio de abogado”.

El tenor del inciso segundo del artículo 54 C de la ley N° 19.496 vigente es el que sigue:

“Dentro del mismo plazo, los interesados podrán hacer reserva de sus derechos, para perseguir la responsabilidad civil derivada de la infracción en un juicio distinto, sin que sea posible discutir la existencia de la infracción ya declarada. Esta presentación deberá contar con patrocinio de abogado. En este juicio, la sentencia dictada conforme al artículo 53 C producirá plena prueba respecto de la existencia de la infracción y del derecho del demandante a la indemnización de perjuicios, limitándose el nuevo juicio a la determinación del monto de los mismos.”. 

En parecer del Ejecutivo, lo propuesto aclara que la reserva de derechos para perseguir la responsabilidad civil en un juicio individual posterior se extiende tanto al daño patrimonial como moral, y establece que dicha acción se tramitará de acuerdo al procedimiento que se sigue ante los Juzgados de Policía Local. 

El señor Romo explicó que se trata de una indicación complementaria a la N° 138, ya aprobada. Las modificaciones aclaran la opción que tienen los consumidores de obtener la reparación de los daños en un juicio colectivo o en un juicio individual, sea ese daño patrimonial o moral.

La Honorable Senadora señora Pérez preguntó si esta era una redacción que proponía el Ejecutivo o la mesa de asesores.

En respuesta, el señor Romo indicó que se trata de una sugerencia del Ejecutivo. Si bien esta materia fue discutida con los asesores, no se logró acuerdo en la mesa.

-La modificación propuesta al artículo 54 C fue aprobada por tres votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Moreira, Pizarro y Quinteros, y se abstuvo la Honorable Senadora señora Pérez (Artículo 121 Reglamento del Senado. Aprobada, mayoría 3x1 abstención).

El Honorable Senador señor Moreira fundamentó su voto, señalando que, pese a no estar de acuerdo con la persecución de la indemnización del daño moral en sede colectiva, entregó su aprobación a la indicación, porque fue un tema tratado con la comisión de asesores.

Justificando su abstención, la Honorable Senadora señora Pérez aclaró que no se trata de una propuesta elaborada con el acuerdo de los asesores. Expresó además que su decisión de abstenerse guarda coherencia con su indicación N° 136, que aborda esta materia de forma diferente.

o o o o o

Indicación N° 136


La Comisión acordó debatir las indicaciones N°s 136 y 138 simultáneamente, toda vez que se refieren a la misma materia: el daño moral en los juicios colectivos.

En discusión, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC, señor Ernesto Muñoz, hizo presente que la indicación N° 138, de Su Excelencia la Presidenta de la República, plantea el reconocimiento de la indemnización del daño moral en los juicios colectivos. Lo más importante es ampliar la indemnización al daño moral, reconocerla. La propuesta considera ordenar un peritaje especial, que siempre debe realizarse.

Se refirió al principio de indemnidad, cuya finalidad es, en lo sustantivo, compensar todos los perjuicios. Muchas veces los temas colectivos corresponden a daño moral. Puso como ejemplo una interrupción del suministro de agua potable. En tales casos claramente se genera un daño patrimonial, pero el daño más importante que genera es la molestia y los inconvenientes de no contar con agua potable, lo que está comprendido en el daño moral.  

Un principio básico en el derecho de protección de los consumidores es que el consumidor debe ser indemnizado de todo daño. El hecho que este daño se represente a través de una demanda colectiva, en un procedimiento colectivo, no es una justificación suficiente para restringir el daño moral. Sí tienen que existir reglas especiales para su determinación. Esta indicación del Ejecutivo considera un peritaje especial, que establece a través de una muestra representativa de los grupos o subgrupos afectados una evaluación de los daños causado.

El señor Rodrigo Romo indicó que existe un grado de temor respecto a que el daño moral pudiera ser demasiado subjetivo. Sin embargo, la tendencia mundial es a objetivar el daño moral. Un ejemplo cercano es el Baremo Jurisprudencial Estadístico sobre Indemnización de Daño Moral, de la Corte de Apelaciones de Concepción, que realiza un esfuerzo concreto por objetivar los montos asociados a ciertos daños, por ejemplo, la pérdida de algún miembro del cuerpo se asocia a un determinado monto de indemnización del daño moral. Otro ejemplo lo encontramos en la situación que se vivió en la planta de agua de La Farfana, Región Metropolitana, en la que un grupo de vecinos se vio afectado por los malos olores provenientes de la mencionada Planta. La Corte graduó de manera objetiva el daño moral, basado sobre la distancia que tenía cada afectado de las fuentes de la emisión. Resaltó que en el caso de La Farfana sólo se produjo daño moral, entonces, si no existe la posibilidad de indemnizar el daño moral, esos vecinos habrían quedado sin reparación alguna.

La Honorable Senadora señora Lily Pérez, sugirió subsumir la indicación N° 136, de la que es autora, en la indicación N° 138, toda vez que buscan el mismo objetivo, aunque establecen un procedimiento distinto para la determinación del monto del daño moral.

Por su parte, el Honorable Senador señor Iván Moreira hizo presente que respecto de la indicación del Ejecutivo sobre la materia no hubo acuerdo en la mesa de asesores. Luego, señaló que no considera razonable que las demandas colectivas puedan perseguir el daño moral, porque, por definición, el daño moral es personal. El perjuicio por daño moral es distinto en cada individuo y no se puede crear una norma general, porque la indemnización pasaría a ser una multa adicional. El daño moral es subjetivo. Los ejemplos que se dan son de situaciones aisladas y casos especiales. 

Luego, el Honorable Senador señor Jorge Pizarro se manifestó de acuerdo con la propuesta de discutir el tema sobre la base de la indicación N° 138 del Ejecutivo. 

Resaltó que este punto es uno de los temas más complejos de resolver dentro del proyecto, porque efectivamente uno tiende a pensar que el daño moral se debe determinar respecto del afectado y que no todos sufren el mismo daño enfrentados a una misma situación. Pero también es verdad que, en algunos casos, es posible lograr cierto grado de aproximación objetiva en dinero. Postuló la conveniencia de combinar  ambas posturas. 

Luego planteó las siguientes interrogantes: ¿Cuándo se torna complejo determinar un daño moral? ¿Cómo se determina el daño moral en términos colectivos? 

Por ejemplo, cuando se produce una situación de interrupción de un servicio, como el teléfono. ¿Cómo se determina el daño moral colectivo? No todos los clientes sufrieron los mismos problemas. Por eso estima positivo lo propuesto por la indicación N° 138, en el sentido que el Juez pueda fijar el monto del daño moral en situaciones especiales, y de manera prudente. Sin perjuicio de lo anterior, es necesario determinar el marco dentro del cual el Juez podrá resolver, sin que implique el riesgo excesivo que planteó el Honorable Senador señor Moreira.

En relación con otros aspectos, manifestó diversas inquietudes, a  saber, ¿Por qué el tribunal sólo podrá recurrir a un peritaje especial? ¿Quién hará el peritaje, qué institución, qué organismo? ¿Quién confeccionará el listado de tales peritos para determinar los daños morales,  que son tan diversos?

La Honorable Senadora señora Lily Pérez señaló que hay que cautelar que el daño moral sea realmente una excepción y que el Juez aplique criterio, porque establecer un daño moral de carácter colectivo es muy complejo. Por naturaleza, el daño moral es individual y subjetivo, es distinto entre una persona y otra, y sólo excepcionalmente puede ser de carácter colectivo. Debe existir una vía para obtener un resarcimiento económico del daño moral, es decir, para ser indemnizado por ello. 

Le gustaría que las tres indicaciones sobre la materia en debate tuvieran éxito. Propuso no resolverlo sin que antes el equipo de asesores las revise según las opiniones expuestas por los Honorables señores Senadores.

El Director del Servicio Nacional del Consumidor, SERNAC, señor Ernesto Muñoz, manifestó que el Ejecutivo está disponible para buscar una redacción que se haga cargo de lo que los Honorables señores Senadores han opinado. 

Hizo presente nuevamente que el reconocimiento del daño moral colectivo es una tendencia mundial.  Además, en nuestra legislación existe un antecedente claro en la modificación de la ley de la calidad de la vivienda, que amplió el procedimiento colectivo a la indemnización del daño moral. 

El propósito de la indicación N° 138 va en la línea de todo lo debatido, ya que junto con reconocer el principio de la indemnidad, se extiende el procedimiento colectivo a la reparación de daños extra patrimoniales.

Destacó que tratándose de abusos masivos, respecto de los cuales los consumidores no tienen la capacidad de encontrar una alternativa para que se reconozca su daño, el procedimiento colectivo es la instancia más efectiva. Dentro de éste se debe reconocer el daño moral, que es un daño real que se causa a la familia, y cuya reparación tiene que ser exigible judicialmente.

Se puede articular en qué circunstancias excepcionales se puede aplicar, pero siempre dejando la puerta abierta a que este daño sea reconocido y fijado en un procedimiento colectivo.


--La indicación N° 136 fue rechazada por la mayoría de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Pizarro, Quintana y Tuma. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Pérez y señor Moreira. (Rechazada; mayoría, 3x2).

Número 19

Artículo 50 

Inciso quinto

Indicación N° 61

La indicación N° 61, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para agregar en el inciso quinto del artículo 50 propuesto en el proyecto, después del vocablo “afectados”, lo siguiente: "excepto en lo que dice relación con el daño moral colectivo en que el juez deberá sujetarse a lo dispuesto en el artículo 51 numeral 2". 

La redacción del inciso quinto del artículo 50, contenido en el artículo 1° numeral 19) del proyecto, es la siguiente:

“Se considerarán de interés colectivo a las acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o determinable de consumidores, ligados con un proveedor por un vínculo contractual. Son de interés difuso las acciones que se promueven en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus derechos.”.

o o o o o

Esta indicación modifica el inciso quinto del artículo 50 propuesto, exceptuando de las acciones de interés difuso lo que diga relación con el daño moral colectivo. 

El señor Romo comentó que no hubo acuerdo en la mesa técnica en relación con esta materia. Agregó que el Ejecutivo la considera incompatible con la indicación N° 138 que ya fue aprobada, por lo que recomienda su retiro.

--La indicación N° 61 fue retirada por sus autores.

o o o o o

INDICACIONES REFERIDAS A LA ORGANIZACIÓN DEL SERVICIO

Indicaciones N°s 169, 176, 177, 178, 179, 180, 181, 182, 183, 184, 185, 187, 192, 193, 194, 195, 196, 197, 198, 199, 200, 203 y 213

Número 39


El número 39 del artículo 1° incorpora un inciso segundo al artículo 57, referido al SERNAC en cuanto servicio público.

Indicación N° 169

La indicación N° 169 de de Su Excelencia la Presidenta de la República es para reemplazar el numeral 39) del artículo 1° del proyecto por el siguiente: 

“…) Reemplázase el artículo 57 por el siguiente: 

“Artículo 57.- El Servicio Nacional del Consumidor, en adelante e indistintamente el “Servicio”, será un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, sujeto a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. 

El Servicio será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1981, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882 y se someterá al decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado. 
El Servicio se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales. En cada región del país habrá un Director Regional, quién estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley N° 19.882 y deberá acreditar título de abogado. También estará afecto a dicho sistema el segundo nivel jerárquico del Servicio Nacional del Consumidor. 

Adicionalmente, dichas Direcciones Regionales se considerarán funcionalmente desconcentradas para efectos de ejercer las funciones señaladas en las letras b), c), f), y ñ) del artículo 58 de la presente ley.”.”. 

La actual redacción del numeral 39) del artículo 1° del proyecto es la que se indica a continuación:

“39) Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 57: 

“El Servicio será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N°3.551, de 1981, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N°19.882 y estará sometido al decreto ley N°1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.”

La indicación N° 169 reemplaza el artículo 57 por otro, estableciendo respecto a los Directores Regionales del SERNAC la sujeción al sistema de Alta Dirección Pública y la exigencia de poseer título de abogado. Asimismo establece la desconcentración funcional de las Direcciones Regionales en relación con la facultad sancionatoria.

La recomendación del comité de asesores fue la aprobación de esta indicación. La sujeción al sistema de Alta Dirección Pública garantiza el nivel técnico y la independencia de los Directores Regionales, y la exigencia del título de abogado dice relación con la resolución de los procedimientos sancionatorios que se tramiten ante el SERNAC. La desconcentración territorial de las funciones relativas a la facultad sancionatoria asegura una adecuada separación de atribuciones, toda vez que la mencionada facultad será ejercida exclusivamente a nivel regional, a través de las Direcciones Regionales.

--La indicación N° 169 fue aprobada por unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro y Quinteros. (Aprobada; unanimidad, 4x0).

Número 40)

Literal a)

Indicación N° 176

La indicación N° 176 de Su Excelencia la Presidenta de la República es para sustituir la letra d) propuesta para el inciso 2° del artículo 58 de la L.P.C., por la que sigue: 

“d) Interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar, atribución que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59 ter de la presente ley.”

La referida letra d) propuesta para el inciso 2° del artículo 58 en el proyecto tiene el siguiente tenor:

“d) Aplicar e interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar. La atribución interpretativa será ejercida de forma exclusiva por el Director Nacional del Servicio.” 
La indicación busca armonizar la regulación de las funciones del Servicio con la normativa introducida en relación con el Consejo Normativo.

-- La indicación N° 176 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Indicación N° 177

La indicación N° 177, del Honorable Senador señor Moreira, es para agregar la siguiente oración final a la letra d) propuesta para el inciso 2° del artículo 58 de la L.P.C.: 

“Si el ejercicio de esta facultad incide en sectores regulados, se requerirá además la concurrencia de la superintendencia o autoridad respectiva.”

La indicación propone la participación de las entidades sectoriales en el ejercicio de la facultad interpretativa.

-- La indicación N° 177 fue retirada por su autor.

o o o o o

Indicación N° 178

La indicación N° 178, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar el primer párrafo de la letra e) propuesto para el inciso 2° del artículo 58 de la L.P.C. por el siguiente: 
“e) Dictar normas e instrucciones de carácter general en materia de protección de los derechos de los consumidores, atribución que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59 ter. La normativa que emane del Servicio será obligatoria y deberá ser sistematizada de forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general.”

El primer párrafo mencionado, contenido en el proyecto, tiene la redacción que se indica:

“e) Dictar normas e instrucciones de carácter general en el ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley. La normativa que emane de este Servicio será obligatoria y deberá ser sistematizada de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general. Esta atribución será ejercida de forma exclusiva por el Director Nacional del Servicio.” 

Esta indicación pretende hacer concordar las normas sobre las funciones del Servicio con la regulación referida al Consejo Normativo.
-- La indicación N° 178 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Indicación N° 179

La indicación N° 179, de los Honorables Senadores señores Moreira, Coloma, García, Larraín y Pérez Varela, es para intercalar, en el primer párrafo del literal e) propuesto para el inciso 2° del artículo 58, a continuación del vocablo “ley” lo siguiente: “, las que en todo caso no producirán efecto en materias reguladas por leyes especiales”. 

Esta indicación propone excluir a los sectores regulados de la aplicación de las normas e instrucciones generales dictadas por el Servicio.

-- La indicación N° 179 fue retirada por sus autores.

o o o o o

Indicación N° 180

La indicación N° 180, del Honorable Senador señor Navarro, busca intercalar, en el párrafo segundo de la letra e) propuesta para el inciso 2° del artículo 58 de la L.P.C., a continuación de la expresión “los derechos de los consumidores,”, la siguiente: “donde uno de los consejeros será elegido entre las asociaciones de consumidores legalmente constituidas, que serán”. 

El mencionado párrafo segundo es del siguiente tenor:

“Al ejercer esta facultad, el Director Nacional deberá solicitar el pronunciamiento previo de un Consejo Técnico que evaluará la propuesta de normas e instrucciones. Dicho Consejo estará integrado por tres miembros, expertos en materia de protección de los derechos de los consumidores, designados por el Presidente de la República a través del procedimiento de selección de Altos Directivos Públicos previsto en el Título VI de la ley N°19.882. En caso de que la unanimidad de los miembros del Consejo considere que la propuesta de normas e instrucciones resulta manifiestamente ilegal, se lo representará así por escrito al Director Nacional del Servicio.” 

La indicación dispone que uno de los consejeros deberá pertenecer a una asociación de consumidores.

Teniendo presente, por un lado, que la creación de empleos públicos es materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de acuerdo al N° 2 del inciso 4° del artículo 65 de la Constitución, y que la indicación contiene una modificación que incide directamente en el nombramiento de los consejeros; y, por otro, que la determinación de las atribuciones de los funcionarios públicos también es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, según la norma antes citada, y esta indicación limita las facultades de este último y del Senado en cuanto a la designación de los consejeros, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Moreira, declaró su inadmisibilidad.

-- La indicación N° 180 fue declarada inadmisible.

o o o o o

Indicación N° 181

La indicación N° 181, del Honorable Senador señor Navarro, tiene por objeto reemplazar, en el párrafo cuarto de la letra e) propuesta para el inciso 2° del artículo 58, la oración “Las precitadas respuestas no serán vinculantes ni estará el Director obligado a pronunciarse respecto de ellas.” por “Las precitadas respuestas no serán vinculantes y el Director estará obligado a pronunciarse respecto de ellas en un plazo no mayor a 10 días hábiles desde su recepción.”

El texto del párrafo cuarto señalado es el siguiente:

“En la dictación de estas normas e instrucciones se podrá llevar a cabo un proceso de consulta pública con el fin de que los consumidores y proveedores opinen sobre su contenido y efectos, o formulen propuestas sobre los mismos. Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas a que se refiere este literal serán de carácter público y deberán ser enviadas al Servicio a través de los medios que disponga en su oficina virtual, disponible a través de la web institucional. Las precitadas respuestas no serán vinculantes ni estará el Director obligado a pronunciarse respecto de ellas.” 

La indicación establece el deber para el Director Nacional de pronunciarse acerca de las opiniones y propuestas formuladas durante la consulta pública relativa a la dictación de normas e instrucciones generales.

En atención a que la determinación de las atribuciones de los cargos públicos es materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, según lo dispuesto en el N° 2 del inciso 4° del artículo 65 de la Constitución Política, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Moreira, declaró inadmisible la indicación.

-- La indicación N° 181 fue declarada inadmisible.

o o o o o

Indicación N° 182

La indicación N° 182, del Honorable Senador señor Moreira es para reemplazar, en el párrafo quinto de la letra e) propuesta para el inciso 2° del artículo 58 de la L.P.C., la frase “deberá oficiarse por el Servicio a la superintendencia o autoridad respectiva a fin de que ésta emita su opinión técnica” por “éstas deberán ser suscritas además por la superintendencia o autoridad respectiva”. 

El tenor del referido párrafo quinto es el siguiente:

“En el caso en que las normas e instrucciones de carácter general incidan en sectores regulados, deberá oficiarse por el Servicio a la superintendencia o autoridad respectiva a fin de que esta emita su opinión técnica.” 

Esta indicación impone, como requisito para la dictación de normas e instrucciones generales referidas a sectores regulados, la suscripción por parte de la superintendencia o autoridad que corresponda.
-- La indicación N° 182 fue retirada por su autor.

o o o o o

Indicación N° 183

La indicación N° 183, de la Honorable Senadora señora Pérez es para agregar, en el párrafo quinto de la letra e) propuesta para el inciso 2° del artículo 58 de la L.P.C., la siguiente oración final: “Dicha opinión técnica será vinculante para el Servicio.”

La indicación propone hacer vinculante para el Servicio la opinión técnica emitida por los organismos sectoriales.
-- La indicación N° 183 fue retirada por su autora.

o o o o o

Indicación N° 184

La indicación N° 184, del Honorable Senador señor Pizarro es, para reemplazar, en el párrafo sexto del literal e) propuesto para el inciso 2° del artículo 58, la locución “de décimo día” por “del plazo de quince días hábiles judiciales, contado desde la notificación del acto de aplicación o de la publicación si se tratare de una interpretación”. 

El párrafo sexto señalado tiene la siguiente redacción:

“Cualquier persona afectada por un acto de aplicación de normas o instrucciones de carácter general o de interpretaciones administrativas de la normativa de protección de los derechos de los consumidores, podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de décimo día.” 

La indicación amplía y aclara el plazo para presentar una reclamación por ilegalidad frente a las normas o instrucciones generales emanadas del Servicio.

Teniendo presente lo debatido y aprobado a propósito del Consejo Normativo, la Comisión entendió que el contenido de esta indicación se encuentra subsumido en la indicación N° 200.

-- La indicación N° 184 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada, con modificaciones; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Indicación N° 185

La indicación N° 185, del Honorable Senador señor Pizarro es para incorporar el siguiente párrafo final a la letra e) propuesta para el inciso 2° del artículo 58 de la L.P.C.: 
“El reclamo de ilegalidad señalado en el inciso anterior será sustanciado conforme lo dispuesto en el artículo 151 letra d) y siguientes de la ley N° 18.695, en todo lo que no sea contrario a las disposiciones de esta ley.”

La indicación hace referencia a la normativa procedimental aplicable a la reclamación por ilegalidad.
-- La indicación N° 185 fue retirada por su autor.

o o o o o

Literal b)

Indicación N° 187

La indicación N° 187, de Su Excelencia la Presidenta de la República es para sustituir, en la letra h) propuesta para el inciso 2° del artículo 58, la expresión “Párrafo 4°” por la siguiente: “Párrafo 5°”. 

La indicación propone una adecuación formal.

-- La indicación N° 187 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Número 41)

Indicación N° 192

La indicación N° 192, de la Honorable Senadora señora Pérez, propone reemplazar el numeral 41) del artículo 1° del proyecto por el que sigue: 

“41) Reemplázase el artículo 59 por los siguientes artículos 59 A a 59 I: 

“Artículo 59 A.- Existirá un Consejo del Servicio Nacional del Consumidor, encargado de ejercer las facultades normativas e interpretativas, integrado por el Director Nacional del Servicio y cuatro consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. 
Para efectos de la proposición, el Presidente de la República deberá atender al grado de conocimientos y experiencia que sobre la materia tengan las personas propuestas, la que deberá ser tenida en cuenta como un requisito para su designación. 

Los consejeros durarán seis años en sus cargos pudiendo ser designados sólo por un período. Se renovarán por parcialidades de tres años. 

El Consejo elegirá de entre sus miembros a su Presidente. Para el caso de que no haya acuerdo, la designación del Presidente se hará por sorteo. 

La presidencia del Consejo será rotativa. El Presidente durará dos años en el ejercicio de sus funciones y no podrá ser reelegido durante su período como consejero. 

Artículo 59 B.- No podrán ser designados consejeros los diputados y los senadores, los Ministros del Tribunal Constitucional, los Ministros de la Corte Suprema, los Consejeros del Banco Central, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, ni las personas que conforman el alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública. 

Los cargos de consejeros son incompatibles con los de Ministros de Estado, subsecretarios, jefes de servicio, intendentes y gobernadores; alcaldes y concejales; consejeros regionales; miembros del Escalafón Primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscales del Ministerio Público; miembros del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembros de los tribunales electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás tribunales creados por ley; funcionarios de la Administración del Estado, miembros de los órganos de dirección de los Partidos Políticos y directores de asociaciones de consumidores reconocidas por ley. 

Artículo 59 C.- Los consejeros serán removidos por el Presidente de la República, por requerimiento de la Cámara de Diputados mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, en ejercicio de sus facultades fiscalizadoras, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. 

Además de la remoción, serán causales de cesación en el cargo de consejero, las siguientes: 

a. Expiración del plazo por el que fue designado.

b. Renuncia ante el Presidente de la República. 

c. Postulación a un cargo de elección popular u otro cuyo nombramiento. 

d. Incompatibilidad sobreviniente, circunstancia que será calificada por el Consejo de Alta Dirección Pública a solicitud de la mayoría de los consejeros con exclusión del afectado. 

En caso que uno o más consejeros cesare por cualquier causa, procederá la designación de un nuevo consejero, mediante una proposición unipersonal del Presidente de la República, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 59 A, por el período que restare. 

Artículo 59 D.- Los consejeros, a excepción del Presidente del Consejo, percibirán una dieta equivalente a 15 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 100 unidades de fomento por mes calendario. 

Artículo 59 E.- El Consejo adoptará sus decisiones por la mayoría de sus miembros y, en caso de empate, resolverá su Presidente. El quórum mínimo para sesionar será de tres consejeros. Un reglamento establecerá las demás normas necesarias para su funcionamiento. 

Artículo 59 F.- Los Consejeros podrán proponer al Presidente de la República por, a lo menos, la mayoría de sus miembros, las modificaciones que estimen pertinentes; en caso que sean aprobadas por el Presidente de la República, se dictará un nuevo reglamento al efecto.

Artículo 59 G.- El Consejo tendrá las siguientes funciones: 

a) Interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores de acuerdo a lo dispuesto en la letra d) del artículo 58. 

b) Dictar normas e instrucciones de carácter general de acuerdo a lo dispuesto en la letra e) del artículo 58. 

El ejercicio de estas funciones se efectuará a partir de las propuestas que sean presentadas al Consejo por su Presidente. Para ser adoptadas, dichas propuestas deberán recibir el voto conforme de tres de sus integrantes. 

En el caso en que las interpretaciones, normas o instrucciones de carácter general incidan en mercados regulados o fiscalizados por un organismo administrativo de carácter sectorial, el Consejo, antes de emitir pronunciamiento, oficiará al organismo respectivo a fin de que éste emita su opinión técnica. Esta opinión será vinculante en la adopción definitiva de la normativa. 

Cualquier persona afectada por un acto de aplicación de normas o instrucciones de carácter general o de interpretaciones administrativas de la normativa de protección de los derechos de los consumidores podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de décimo día. 

Artículo 59 H.- A efectos de coordinar a las superintendencias y servicios públicos de la Administración del Estado con competencias relativas a las relaciones de consumo, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo deberá disponer de mecanismos permanentes para una adecuada coordinación. 

Artículo 59 I.- Este órgano de Coordinación funcionará en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo la que le proveerá su Secretaría Técnica, y los recursos humanos y materiales necesarios para su adecuado funcionamiento.”.”

La indicación sustituye de manera íntegra la regulación propuesta en el proyecto para el Consejo Normativo por otra.

-- La indicación N° 192 fue retirada por su autora.

o o o o o

Indicación N° 193

La indicación N° 193, de los Honorables Senadores señores Tuma, Lagos y Pizarro, es para reemplazar el numeral 41 del artículo 1° del proyecto por el que sigue: 

“41) Reemplázase el artículo 59 por los siguientes artículos 59 A a 59 I: 

“Artículo 59 A.- Existirá un Consejo del Servicio Nacional del Consumidor, encargado de ejercer las facultades normativas e interpretativas, que estará integrado por 3 consejeros que serán designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. El Presidente hará la proposición en un solo acto y el Senado deberá pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad. 

Para efectos de la proposición que deberá hacer el Presidente de la República, se deberá atender al grado de conocimientos y experiencia que sobre la materia tengan las personas propuestas, la que deberá ser tenida en cuenta como un requisito para su designación. 

Los consejeros durarán seis años en sus cargos pudiendo ser designados sólo para un nuevo período. Se renovarán por parcialidades de tres años. 

El Consejo Directivo elegirá de entre sus miembros a su Presidente. Para el caso de que no haya acuerdo, la designación del Presidente se hará por sorteo. 

La presidencia del Consejo será rotativa. El Presidente durará veinticuatro meses en el ejercicio de sus funciones, y no podrá ser reelegido por el resto de su actual período como consejero. 

Artículo 59 B.- No podrán ser designados consejeros los diputados y los senadores, los miembros del Tribunal Constitucional, los Ministros de la Corte Suprema, consejeros del Banco Central, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, ni las personas que conforman el alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública. 

Los cargos de consejeros son incompatibles con los de ministros de Estado, subsecretarios, intendentes y gobernadores; alcaldes y concejales; consejeros regionales; miembros del Escalafón Primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscales del Ministerio Público; miembros del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembros de los tribunales electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás tribunales creados por ley; funcionarios de la Administración del Estado, y miembros de los órganos de dirección de los Partidos Políticos. 

Artículo 59 C.- Los consejeros serán removidos por el Presidente de la República, por requerimiento de la Cámara de Diputados mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, en ejercicio de sus facultades fiscalizadoras, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. 

Además de la remoción, serán causales de cesación en el cargo de consejero, las siguientes: 

a. Expiración del plazo por el que fue designado. 

b. Renuncia ante el Presidente de la República. 

c. Postulación a un cargo de elección popular. 

d. Incompatibilidad sobreviniente, circunstancia que será calificada por el Consejo de Alta Dirección Pública a solicitud de la mayoría de los consejeros con exclusión del afectado. 

En caso que uno o más consejeros cesare por cualquier causa, procederá la designación de un nuevo consejero, mediante una proposición unipersonal del Presidente de la República, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 59 A, por el período que restare. 

Artículo 59 D.- Los consejeros, a excepción del Presidente del Consejo, percibirán una dieta equivalente a 15 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 100 unidades de fomento por mes calendario. 

Artículo 59 E.- El Consejo Directivo adoptará sus decisiones por la mayoría de sus miembros y, en caso de empate, resolverá su Presidente. El quórum mínimo para sesionar será de dos consejeros. Un reglamento establecerá las demás normas necesarias para su funcionamiento. 

Artículo 59 F.- Un reglamento establecerá sus normas de funcionamiento. Los Consejeros podrán proponer al Presidente de la República por, a lo menos, una mayoría de sus miembros, las modificaciones que estimen pertinentes; en caso que sean aprobadas por el Presidente de la República, se dictará un nuevo reglamento al efecto. 

Artículo 59 G.- El Consejo tendrá las siguientes funciones: 

a) Interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores de acuerdo a lo dispuesto en la letra d) del artículo 58. 

b) Dictar normas e instrucciones de carácter general de acuerdo a lo dispuesto en la letra e) del artículo 58. 

El ejercicio de estas funciones se efectuará a partir de las propuestas que sean presentadas al Consejo por su Presidente. Para ser adoptadas, dichas propuestas deberán recibir el voto conforme de tres de sus integrantes. 

En el caso en que las interpretaciones, normas o instrucciones de carácter general incidan en mercados regulados o fiscalizados por un organismo administrativo de carácter sectorial, el Consejo, antes de emitir pronunciamiento, oficiará al organismo respectivo a fin de que éste emita su opinión técnica. Esta opinión deberá ser tomada en consideración en la adopción definitiva de la normativa. 

Cualquier persona afectada por un acto de aplicación de normas o instrucciones de carácter general o de interpretaciones administrativas de la normativa de protección de los derechos de los consumidores podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de décimo día. 

Artículo 59 H.- A efectos de coordinar a las superintendencias y servicios públicos de la Administración del Estado con competencias relativas a las relaciones de consumo, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo deberá disponer de las medidas para una adecuada coordinación. 

Artículo 59 I.- Este órgano de Coordinación funcionará en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo la que le proveerá su Secretaría Técnica, y los recursos humanos y materiales necesarios para su adecuado funcionamiento.”.” 
La indicación reemplaza de manera íntegra la regulación propuesta para el Consejo Normativo en el proyecto por otra.

-- La indicación N° 193 fue retirada por sus autores.

o o o o o

Indicación N° 194

La indicación N° 194, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para intercalar como incisos segundo a sexto, en el artículo 59 propuesto, los siguientes: 

“El cargo de Director Nacional será incompatible con el de diputado, senador, integrante del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, consejero del Banco Central, fiscal del Ministerio Público, miembro de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, ministro de Estado, subsecretario, intendente, gobernador, alcalde, concejal, consejero regional, miembro del Tribunal Calificador de Elecciones, funcionario de la Administración del Estado, miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, y con el de representante de asociaciones gremiales, organizaciones sindicales y asociaciones de consumidores. 

El Director Nacional no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley. Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente civil y a sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad. 

Una vez que el Director Nacional haya cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley, por el plazo de seis meses después de haber expirado en funciones. El Director Nacional no podrá ser candidato a cargos de elección popular hasta un año después de haber cesado en su cargo. 

El ex Director Nacional afecto a la prohibición contenida en el inciso anterior deberá informar, durante el tiempo que ésta dure, al Servicio Nacional del Consumidor sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. Esta obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de la precitada prohibición. 

Las inhabilidades e incompatibilidades establecidas en los incisos segundo a cuarto, así como la obligación establecida en el inciso anterior, todas del presente artículo, serán también aplicables a los Directores Regionales.”. 

La indicación establece un régimen de incompatibilidades y prohibiciones para el Director Nacional y los Directores Regionales del Servicio. 

Representantes del Ejecutivo señalaron que estas limitaciones son similares a las ya aprobadas para los integrantes del Consejo Normativo, pero tienen un carácter más estricto.

-- La indicación N° 194 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Indicación N° 195

La indicación N° 195, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar, en la letra c) del inciso 2° originalmente propuesto en el proyecto para el artículo 59 de la LPC, la expresión “Destitución por negligencia”, por la siguiente palabra: “Negligencia”. 

La referida letra c) tiene el siguiente tenor:

c) Destitución por negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, faltas a la probidad administrativa y por cualquier inobservancia a los deberes y obligaciones establecidos por ley. 

La indicación propone un ajuste formal a propósito de las causales de cesación en el cargo del Director Nacional del Servicio.

-- La indicación N° 195 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Indicación N° 196

La indicación N° 196, de Su Excelencia la Presidenta de la República, tiene por objeto intercalar, en la letra d) del inciso 2° originalmente propuesto para el artículo 59, a continuación del vocablo “Incapacidad” la frase “psíquica o física sobreviniente para el desempeño de su cargo”. 

La redacción de la letra d) mencionada es la que se indica:

“d) Incapacidad.”

La indicación propone complementar esta causal de cesación en el cargo del Director Nacional, aclarando el tipo de incapacidad a que se refiere.

-- La indicación N° 196 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Indicación N° 197

La indicación N° 197, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar, en el inciso 2° originalmente propuesto para el artículo 59 de la LPC, el siguiente literal, nuevo: 
“e) Incurrir en una causal de inhabilidad de las indicadas en los incisos segundo y tercero del presente artículo.”

La indicación agrega una nueva causal de cesación en el cargo para el Director Nacional de Servicio, relativa a las incompatibilidades y prohibiciones del cargo.

-- La indicación N° 197 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Indicación N° 198

La indicación N° 198, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar el inciso 3° originalmente propuesto para el artículo 59 por los siguientes: 

“Si se verificare alguna causal de las contenidas en los literales d) o e) del inciso anterior, cesará automáticamente en su cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Presidente de la República. De igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República de conformidad al literal b). 
El Presidente de la República podrá remover al Director Nacional sólo si concurre alguna de las conductas señaladas en la letra c) del inciso séptimo.”

El inciso 3° señalado tiene el siguiente tenor:

“La remoción por las causales señaladas en las letras c) y d) será dispuesta por el Presidente de la República.”

La indicación especifica el momento a partir del cual el Director cesa en sus funciones y delimita los casos en que el Presidente de la República puede removerlo. 
-- La indicación N° 198 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

o o o o o

Indicación N° 199

La indicación N° 199, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para incorporar en el inciso 4° originalmente propuesto para el artículo 59 de la L.P.C., a continuación del literal g) el siguiente, nuevo:

“…) Presentar al Consejo establecido en el artículo 59 ter, la propuesta de interpretación administrativa de la normativa, así como la propuesta de normas e instrucciones de carácter general, ambas relativas a la protección de los derechos de los consumidores.”

La indicación busca armonizar la regulación de las atribuciones del Director Nacional y del Consejo Normativo.

-- La indicación N° 199 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

o o o o o

ARTÍCULO 4°

Indicación N° 203

La indicación N° 203, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone suprimir el artículo 4° del proyecto.

El referido artículo 4° tiene la siguiente redacción:  

“Artículo 4°.- Con el objeto de promover un ejercicio coherente de las atribuciones de los órganos del Estado con competencia en materia de protección de los derechos de los consumidores o usuarios y la existencia de diálogo regulatorio, deberá propenderse a la coordinación entre dichos órganos. 

Para el cumplimiento del fin señalado en el inciso anterior, existirá un comité de coordinación integrado por las autoridades que determine un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Asimismo, dicho reglamento, que deberá llevar la firma de los Ministros de Hacienda y de la Secretaría General de la Presidencia, determinará las normas que sean necesarias para el funcionamiento del comité.” 

El señor Rodrigo Romo planteó que la propuesta del Ejecutivo es la aprobación de esta indicación. Explicó que existe un proyecto relativo a la creación de la Comisión de Valores y Seguros (Boletín N° 9.015-05), que introduce un artículo 37 bis a ley N° 19.880 sobre procedimiento administrativo, estableciendo un sistema general de coordinación normativa. El proyecto se encuentra en etapa de segundo trámite constitucional y la parte mencionada ya fue aprobada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado. 

Si va a existir un régimen general de coordinación regulatoria, el artículo 4° del proyecto se vuelve innecesario y podría generar problemas de colisión de normas.
-- La indicación N° 203 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobada; unanimidad, 5x0).

INDICACIONES REFERIDAS A 

LAS FACULTADES INTERPRETATIVA Y NORMATIVA DEL SERNAC Y

A LA CREACIÓN DE UN CONSEJO NORMATIVO


Antes de dar inicio al debate sobre las indicaciones relativas a las facultades interpretativa y normativa del SERNAC y a la creación de un Consejo Normativo en el SERNAC, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Moreira, explicó que no se logró acuerdo en torno a este tema en la mesa de trabajo. 


Señaló que, debido a las grandes diferencias entre la postura del Ejecutivo y la de algunos integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Tuma, representados por sus asesores en la señalada mesa de trabajo, no fue posible elaborar una propuesta en conjunto. Representantes de cada uno de ellos realizará una breve exposición, a fin de aclarar cada una de esas posiciones, para luego proceder a discutir y votar las indicaciones presentadas sobre esta materia.


El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, efectuó una presentación referida a la evolución de las facultades normativa e interpretativa en el Boletín 9.369-03. Para introducir este tema, manifestó que el Ejecutivo propone un modelo de gobierno corporativo del SERNAC que busca balancear, por un lado, las facultades nuevas que se le entregan y, por otro, los mecanismos de resguardo necesarios para evitar un ejercicio abusivo, arbitrario o ilegal de ellas.


Agregó que ese equilibrio se ve reflejado, en primer lugar, en la estructura que se ha planteado para el Servicio. Se contempla el establecimiento de subdirecciones para el ejercicio de cada una de las facultades, cuyos integrantes serán elegidos de acuerdo al sistema de Alta Dirección Pública.


En segundo lugar, en la separación de funciones del SERNAC. La fiscalización corresponderá a una subdirección y el aspecto sancionatorio quedará entregado a los Directores Regionales del Servicio de manera exclusiva, ya que no está contemplado el recurso jerárquico. La facultad normativa se ejercerá por el Director Nacional junto al Consejo Normativo.


En tercer lugar, en el control jurisdiccional de las facultades del Servicio. Este control opera, por ejemplo, respecto de la facultad fiscalizadora y también de la facultad para interponer demandadas colectivas, ya que éstas sólo se pueden presentar ante el tribunal competente.


Destacó que este diseño comprende resguardos más enérgicos que los establecidos a propósito de otras instituciones como las superintendencias. En éstas, las facultades fiscalizadora, sancionatoria y normativa se concentran en el superintendente. En cambio, en relación con el SERNAC se imponen limitaciones mucho mayores en torno al ejercicio de esas mismas atribuciones.


Añadió que el modelo elaborado contempla una facultad ejecutiva, que es ejercida de acuerdo a la estructura ya señalada; y una facultad normativa, respecto de la cual se estimó valiosa la participación de un órgano colegiado. Esto debe tomarse en cuenta al momento de analizar las propuestas de los asesores parlamentarios que expondrán a continuación, ya que en ellas claramente se identifica un Consejo  de carácter directivo, que ejerce facultades que, en opinión del Ejecutivo, deben conservarse en manos del Director Nacional.


Luego se refirió propiamente a la evolución experimentada por las facultades normativa e interpretativa del Servicio durante la tramitación del proyecto.


En cuanto al proyecto original, explicó que éste entrega al SERNAC la facultad para interpretar la ley y para dictar instrucciones de carácter general.


- No contempla consulta pública previa de la normativa.


- No contempla control en el ejercicio de la facultad.


- No contempla control judicial de la normativa


Luego, respecto al texto aprobado por la Cámara de Diputados, indicó que en él se mantiene la facultad del SERNAC para interpretar la ley y para dictar instrucciones de carácter general, y se incorporan nuevos elementos a través de las indicaciones del Ejecutivo:


- Estas facultades serán ejercidas exclusivamente por el Director Nacional.


- Se contempla la posibilidad de llevar a cabo un proceso de consulta pública, previa a la dictación de la normativa.


- Se establece el control del ejercicio de la facultad a través de un Consejo Técnico, al cual el Director del SERNAC deberá solicitar su pronunciamiento, antes de la dictación de la normativa.


- Se establece el control judicial de la normativa a través de la reclamación de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago.


Después se refirió a las indicaciones de la Presidenta de la República, que están siendo analizadas por la Comisión. Ellas establecen la participación de un Consejo Normativo en el ejercicio de las atribuciones del SERNAC de interpretar administrativamente la ley y dictar normas e instrucciones de carácter general. Hizo referencia a ciertos puntos contemplados en dichas indicaciones:


- El Consejo se integra por 3 consejeros, expertos en materia de protección al consumidor, elegidos por el Presidente de la República con acuerdo del Senado. Duran 4 años en sus cargos, renovándose por parcialidades.


- Se establecen inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones para el cargo de Consejero.


- Se establecen causales de cesación en el cargo, forma de remoción y reemplazo de los Consejeros.


- El Consejo Normativo podrá aprobar o rechazar, con fundamento, las propuestas de interpretación o normativas que haga el Director Nacional del SERNAC.


- El Director Nacional sólo podrá emitir la respectiva interpretación, norma o instrucción de carácter general, si es aprobada por el Consejo. En caso de rechazo podrá someter nuevamente a consideración del Consejo la propuesta, recogiendo los comentarios que han fundamentado su rechazo.


- Se establece un período de consulta pública previa y obligatoria de la propuesta, ante el SERNAC, el que deberá ser informado al Consejo.


- Se mantiene el control judicial de la normativa a través de la reclamación de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago.


Finalmente hizo presente las modificaciones que el Ejecutivo propone realizar a las indicaciones presentadas por la Presidenta de la República.


- Se aclara que el nombramiento de los Consejeros se efectúa con acuerdo del Senado, adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio.


- Se flexibilizan las incompatibilidades y prohibiciones de los Consejeros.


- Se aclara que las propuestas sobre las que deberá pronunciarse el Consejo Normativo pueden referirse entre otros a los parámetros de abusividad de las cláusulas de los contratos de adhesión; los lineamientos generales para la aplicación de los criterios de determinación de las multas; los criterios para la determinación del riesgo a considerar en la elaboración del plan anual de fiscalización. Este tema es importante, ya que se delimita el carácter del Consejo: éste siempre cumple una función normativa. Si bien el Consejo realiza una labor de apoyo en relación con otras atribuciones del Servicio, no las ejerce directamente, porque ello escaparía al ámbito de su competencia. Por ejemplo, puede pronunciarse acerca de ciertos criterios o parámetros relativos a la fiscalización, pero no tiene la facultad de ordenar una fiscalización en un caso determinado o aprobar un plan de fiscalización.


- Se establece que las propuestas de normativa deberán contener los fundamentos que hagan necesaria su dictación, incluyendo la definición del problema que se pretende abordar, y la justificación de la intervención regulatoria.


- Se establece la posibilidad de que los Consejeros soliciten por unanimidad, por escrito y en forma debidamente fundada la presentación de propuestas de interpretación administrativa o de normas e instrucciones de carácter general en determinadas materias de protección de los derechos de los consumidores al Director Nacional, pudiendo éste formular una propuesta o fundar su decisión de no hacerlo.


- Se establece que un Reglamento establecerá las normas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo Normativo.


Concluyó que se pasó de un modelo en que simplemente se le entregaban facultades interpretativas y normativas al Director Nacional a otro en que se regula detalladamente el ejercicio de estas facultades, pero siempre dentro del marco planteado por el Ejecutivo: se incorpora la deliberación colectiva y se establecen reglas que aseguran la objetividad de las decisiones del Consejo. Éste va a tener un rol muy importante, porque va más allá del Consejo Técnico aprobado por la Cámara de Diputados: va a haber un procedimiento, los integrantes estarán adecuadamente capacitados, etc. Todo lo anterior se llevará a cabo dentro de un contexto de transparencia y apertura a la ciudadanía, ya que se incorpora la figura de la consulta pública.


Agregó que este modelo contrasta con las modificaciones que los asesores parlamentarios quieren introducir. Éstas implican prácticamente el establecimiento de un gobierno corporativo colegiado del SERNAC, porque se le atribuyen facultades que van más allá de lo normativo, como aprobar la Política Nacional de Fiscalización del Servicio, aprobar la propuesta de interponer demandas colectivas, aprobar la propuesta para nombrar y remover personal, entre otras. Todo lo anterior se ve reflejado en el nombre propuesto por dichos asesores para este órgano: “Consejo Nacional del Consumo”. El problema es que al exceder las facultades simplemente normativas, se está modificando demasiado la estructura del Servicio, limitando el ejercicio de sus nuevas facultades, lo que es contrario a la finalidad de fortalecer a esta institución para proteger adecuadamente los derechos de los consumidores.


El motivo que invocan los asesores que proponen cambios a la indicación de la Presidenta de la República es la necesidad de aumentar los controles relativos al ejercicio de las nuevas facultades del Servicio. Sin embargo, consideró que ya están incorporados a la regulación en estudio suficientes mecanismos de resguardo.


Explicó que antes han recogido las propuestas de los Senadores respecto de otras materias, en la medida que respetaban el marco propuesto por el Ejecutivo. Incluso en cuanto al Consejo Normativo hay algunas modificaciones sugeridas por miembros de la Comisión que fueron consideradas. Pero los cambios sustanciales que plantean algunos a través de sus asesores legislativos, implican una alteración estructural del Servicio, y por eso no fue posible lograr una propuesta común de parte de la mesa de trabajo. El Ejecutivo sigue teniendo disposición de dialogar y trabajar en conjunto, pero en esta materia las diferencias entre las dos posiciones son tan significativas, que resultan incompatibles, por lo que se prefirió exponer por separado las distintas posiciones.


Antes de dar la palabra a los asesores parlamentarios, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Moreira, señaló que estima que muchas de las modificaciones propuestas no son incompatibles con el marco definido por el Ejecutivo. Hizo referencia a aquellas que no fueron consideradas:


1. Aumentar de 3 a 4 miembros del Consejo Normativo e incorporación de 2 suplentes.


2. Elevar el quórum de aprobación de los consejeros por el Senado a 4/7 de sus miembros en ejercicio.


3. Presidente del Consejo normativo elegido por sus pares.


4. Incompatibilidad para ejercer el cargo de consejero respecto de quienes sean candidatos a cargos de elección popular, quienes hayan dejado de ser Director Nacional del SERNAC hace menos de 2 años y quienes hayan sido condenados a pena aflictiva.


5. Crear causales de abstención en la votación en hipótesis de conflicto de intereses.


6. Imposibilidad para los ex consejeros de prestar asesorías en materias sobre las cuales hayan debido pronunciarse, hasta 18 meses después de dejar sus cargos.


7. Aumentar la remuneración de los consejeros para asegurar su idoneidad, lo que habría resultado insignificante dentro del presupuesto total contemplado para este proyecto.


8. Declaración jurada de patrimonio de los consejeros.


9. Nuevas atribuciones para el Consejo, como la facultad para aprobar la Política Nacional de Fiscalización, aprobar la propuesta de interponer demandas colectivas o hacerse parte en juicios colectivos, y aprobar la propuesta para nombrar y remover al personal que ejercen ciertas funciones.


Luego hicieron sus exposiciones los asesores de los integrantes de la Comisión que consideran adecuado introducir modificaciones a la propuesta del Ejecutivo.


El señor Pablo Terrazas, asesor del Honorable Senador señor Moreira, manifestó que resulta necesario que el Consejo asuma un rol más activo que el planteado por el Ejecutivo, toda vez que las nuevas atribuciones del SERNAC le confieren amplias posibilidades de intervención en diferentes mercados. Esta es una situación que no se da a propósito de las superintendencias, ya que sus actuaciones sólo inciden en una única actividad.


Reconoció que se han logrado avances, por ejemplo, en materia de aumento de multas o de indemnización del daño moral en juicios colectivos. El aumento de facultades fortalece al Servicio y ello es beneficioso para los consumidores. Sin embargo, hizo presente que, respecto de materias especialmente sensibles, es necesario que intervenga un órgano colegiado. Evitar el ejercicio de estas facultades extraordinarias de forma unipersonal disminuye las posibilidades de incurrir en decisiones arbitrarias o contradictorias y en errores.


Hizo hincapié en que la preocupación del Ejecutivo se centra en las nuevas atribuciones que se quieren entregar al Consejo, que pueden cambiar el carácter normativo que se le asigna a este órgano. En atención a lo anterior, destacó que la facultad de aprobar criterios generales para ciertas áreas igualmente podría englobarse dentro de la función normativa. Hizo referencia a tres ámbitos que considera especialmente importantes: aplicación de sanciones, mediación colectiva y demandas colectivas.


Explicó que se propuso la participación del Consejo en el ejercicio de las facultades más importantes del SERNAC a través de dos alternativas. La primera es una intervención caso a caso, lo que, según reconoció, se aparta más del espíritu de la indicación del Ejecutivo. La segunda consiste en pronunciarse sobre los criterios generales de acuerdo a los cuales se emplean esas facultades. Lamentó que esta segunda opción tampoco fuera aceptada por el Ejecutivo.


En cuanto a los consejeros señaló que evidentemente el objetivo es que éstos cuenten con suficiente experiencia y preparación. Para ello es necesario aumentar su remuneración, aumentar el quórum para la aprobación de su designación, flexibilizar las incompatibilidades e inhabilidades y hacer más estrictos los requisitos relativos a la probidad.


A continuación se dirigió a la Comisión el asesor del Honorable Senador señor Tuma, señor Eduardo Barros. Hizo presente que en proyectos anteriores el Ejecutivo y los asesores parlamentarios ya han trabajado en conjunto, debatiendo los diferentes puntos de vista, llegando a acuerdos y obteniendo buenos resultados.


Destacó que hasta ahora se había respetado esa forma de trabajo y durante la tramitación de este proyecto hubo varias materias que no fueron consideradas inicialmente por el Ejecutivo y que fueron reguladas gracias a los aportes de los asesores. Sin embargo, respecto al Consejo normativo, el Ejecutivo cerró las puertas para continuar trabajando en la mesa técnica y prefirió plantear las distintas posiciones en términos de “blanco y negro”. Consideró que lo anterior resulta muy negativo, ya que se tensionó innecesariamente la tramitación del proyecto, y se impidió llegar a acuerdos que eran factibles.


Explicó que los asesores, por medio de sus propuestas, buscan lograr certeza jurídica en el ejercicio de las facultades del SERNAC, de acuerdo a las recomendaciones de la OCDE. Para ello es importante que el Consejo Normativo participe en la determinación de los criterios generales de fiscalización y de aplicación de los procedimientos de mediación colectiva, entre otros, para evitar decisiones contradictorias y poco uniformes.


Atendidas las nuevas atribuciones que se entregan al Servicio, es necesario fortalecer el rol del Consejo, para que éste represente un contrapeso suficiente.


Lamentó la falta de flexibilidad de parte del Ejecutivo en torno a este asunto y consideró que, pese a las diferencias de las posturas, se podría haber generado un debate constructivo y llegar a acuerdos.


El asesor de la Honorable Senadora señora Pérez, señor Renato Rodríguez, señaló que desde el comienzo hubo dos materias en torno a las cuales las distintas posiciones se alejaban bastante: el daño moral colectivo y el Consejo Normativo. Fue complejo llegar a acuerdos en relación con estos temas, debido a la diversidad de posturas jurídicas y políticas que hay entre los asesores.


En cuanto al Consejo Normativo, el grupo de asesores que representa una postura distinta a la del Ejecutivo propone, por un lado, que los consejeros tengan mayores facultades normativas, que no se limiten a proponer normas, sino que les permitan participar en su dictación. Por otro lado, el aumento del número de consejeros y un sistema de suplencia.


Aclaró que no se pretende otorgar al Consejo facultades de fiscalización ni de interpretación, porque consideran que esas atribuciones deben permanecer en la Dirección Nacional.


Reconoció la labor y la buena disposición de parte de los representantes del Ejecutivo, salvo en lo relativo a este tema. Instó a seguir trabajando en conjunto, ya que aún se pueden lograr acuerdos.

o o o o o

Número 43)

Indicación N° 200


La indicación N° 200, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazarlo por otro, que agrega los artículos 59 ter, 59 quáter, 59 quinquies y 59 sexies, nuevos.


Esta indicación contiene una regulación completa del Consejo Normativo. En atención a la extensión de las normas propuestas, la Comisión decidió debatir y votar separadamente la indicación, a fin de abordar cada tema en forma adecuada.

o o o o o

Nuevo artículo 59 ter

Inciso 1°: Creación del Consejo Normativo


El tenor del inciso 1° del nuevo artículo 59 ter propuesto es el que sigue:


“Artículo 59 ter.- Créase un cuerpo colegiado, denominado Consejo Normativo, al que corresponderá ejercer las funciones y atribuciones señaladas en esta ley.”


Este primer inciso contiene la creación del Consejo normativo.


En discusión, el Honorable Senador señor Tuma preguntó por qué este órgano debe llamarse  “Consejo Normativo” y no “Consejo Nacional del Consumo” como lo habían propuesto algunos asesores. Consideró que esta última denominación da mayores señales a la ciudadanía en cuanto a la protección de sus derechos.


En respuesta, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, indicó que el nombre “Consejo Normativo” apunta al modelo propuesto por el Ejecutivo en cuanto a las facultades de este órgano, que sólo se refieren a aprobar o rechazar las propuestas de interpretación administrativa, o de normas e instrucciones de carácter general.


La Honorable Senadora señora Pérez y el Honorable Senador Moreira señalaron que votarán favorablemente, pese a que no están de acuerdo con la propuesta hecha por el Ejecutivo, con el objetivo de introducir mejoras al Consejo durante la discusión de esta indicación. Pidieron mayor flexibilidad sobre la materia.


-- El inciso 1° del nuevo artículo 59 ter fue aprobado por dos votos a favor y una abstención, del Honorable Senador señor Tuma. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Pérez y señor Moreira. (Aprobado; mayoría, 2x1 abstención).

o o o o o

Incisos 2°, 3° y 4°: Integración del Consejo Normativo


Los incisos 2°, 3° y 4° del nuevo artículo 59 ter contenido en la indicación N° 200 tienen la siguiente redacción: 


“El Consejo Normativo estará integrado por tres miembros denominados “Consejeros”, nombrados por el Presidente de la República mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, previo acuerdo del Senado. 


Los integrantes que así se designen deberán ser expertos en materia de protección de los derechos de los consumidores y contar con relevantes méritos profesionales o académicos, cuya idoneidad garantice el debido funcionamiento del Consejo. 


Los Consejeros durarán 4 años en sus cargos, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez. El Consejo se renovará parcialmente cada vez.” 


Los incisos 2°, 3° y 4° se refieren a la integración del Consejo Normativo.


El señor Rodrigo Romo explicó que la propuesta del Ejecutivo es aprobar estos incisos, con modificaciones. Se recomendó incorporar en el inciso 2°, después de la frase “previo acuerdo del Senado”, la expresión “, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros”.


En discusión, la Honorable Senadora señora Pérez planteó que hay varios integrantes de la Comisión interesados en incorporar la figura de los suplentes, para evitar la paralización de funciones cuando los consejeros titulares no pueden sesionar. Aclaró que la propuesta de incluir suplentes no aumenta los costos del proyecto, puesto que a los consejeros, titulares o suplentes, se les pagará sólo por las sesiones a las que asistan. Es decir, si asiste el suplente, se le paga sólo a él y no al titular que faltó.


El Honorable Senador señor Tuma, en apoyo de lo anterior, señaló que los suplentes evitarán que se detenga el funcionamiento de este órgano por ausencia o inhabilidad de sus miembros. Expresó que otras instituciones han estado paralizadas mucho tiempo debido a la falta de quórum y se refirió, a modo ejemplar, al Tribunal de Propiedad Industrial, que estuvo sin funcionar por un año y medio.


Agregó que considera insuficiente el número de consejeros, ya que sólo tres personas no pueden encargarse de  resolver temas que serán muy complejos. Por eso los asesores de los Honorables Senadores señora Pérez y señor Moreira, y el suyo propusieron en la mesa de trabajo que el Consejo se integre por 4 consejeros y 2 suplentes.

Planteó que es importante fortalecer el Consejo Normativo, porque con este proyecto se le están entregando poderosas herramientas al SERNAC y es necesario que exista balance dentro de esta institución al momento de utilizarlas.


Luego, el Honorable Senador señor Quinteros manifestó que prefiere un número impar de consejeros, puesto que ello permite tomar decisiones. Afirmó que la inclusión de suplentes le parece razonable, toda vez que no implica nuevos gastos y facilitará un funcionamiento continuo del Consejo. 


En el mismo sentido opinó el Honorable Senador señor Pizarro.


El Honorable Senador señor Moreira agregó que la inclusión de suplentes, con la que está de acuerdo, no altera el modelo propuesto por el Ejecutivo. Planteó el caso en que 2 integrantes estén inhabilitados por un conflicto de intereses para pronunciarse sobre algún caso: ¿Sólo un consejero tomará las decisiones?


Frente a las inquietudes de los integrantes de la Comisión, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, explicó que el propósito del Consejo es ejercer una función deliberativa y no ejecutiva. Al tener sus atribuciones ese carácter, los tiempos que tiene para cumplir con su labor son más amplios. Se reunirá una o dos veces al mes y los temas complejos requerirán de varias sesiones, por lo que habrá tiempo para una organización suficiente y, entonces, será difícil que el Consejo interrumpa su funcionamiento. 


Si, pese a lo anterior, alguno de los consejeros no puede concurrir a una sesión, agregó que basta con la concurrencia de dos consejeros para sesionar.


Subrayó que las incompatibilidades y prohibiciones son muy detalladas y, por tanto, no existe la posibilidad de que un consejero no pueda participar respecto de una materia particular. La idea de tener una lista de incompatibilidades y prohibiciones extensa es solucionar el problema de manera general y previa. Por lo tanto, no se presentará el caso que preocupa a los Honorables Senadores de la Comisión.


Respecto al número de integrantes consideró que tres personas bastan para cumplir con una función que es normativa.


La Comisión insistió en su postura en cuanto a la incorporación de suplentes, puesto que le parece una medida sensata, que no implica nuevos gastos, no altera el diseño planteado por el Ejecutivo y permitirá solucionar importantes problemas de funcionamiento.


La Honorable Senadora señora Pérez propuso mantener los tres miembros titulares del Consejo e incluir un suplente. 


En cuanto al quórum de aprobación del Senado para el nombramiento de los consejeros, tanto titulares como suplentes, el Honorable Senador señor Pizarro sugirió votar favorablemente el quórum de mayoría absoluta de miembros en ejercicio y no aumentarlo, para no dificultar demasiado la designación de los miembros del Consejo. 


Los integrantes de la Comisión solicitaron al Ejecutivo que se presentara una indicación de la Presidenta de la República, que contenga la introducción de un miembro suplente, al que serán aplicables las mismas reglas de nombramiento, incompatibilidades y prohibiciones de los titulares. El Ejecutivo accedió a esta petición y, en atención a ello, los Honorables Senadores comprometieron sus votos favorables para los incisos del artículo 59 ter referidos a la integración del Consejo Normativo.


-- Los incisos 2°, 3° y 4° del nuevo artículo 59 ter fueron aprobados, con modificaciones, por unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobados, con modificaciones; unanimidad 5x0).

o o o o o

Incisos 5°, 6°, 7°, 8° y 9°: Incompatibilidades y prohibiciones


El texto del inciso 5° del nuevo artículo 59 ter propuesto es el que se indica a continuación:


“El cargo de Consejero será incompatible con el de diputado, senador, integrante del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, consejero del Banco Central, fiscal del Ministerio Público, miembro de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, Ministro de Estado, subsecretario, intendente, gobernador, alcalde, concejal, consejero regional, miembro del Tribunal Calificador de Elecciones, funcionario de la Administración del Estado, miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, y con el de representante de asociaciones gremiales, organizaciones sindicales y asociaciones de consumidores.”


El señor Rodrigo Romo explicó que este inciso contiene una lista habitual de incompatibilidades que se emplea en relación con cargos públicos. Añadió que la propuesta del Ejecutivo es que se apruebe este inciso, agregando la expresión “o miembros del directorio”, luego de la expresión “representante”.


En discusión, el Honorable Senador señor Pizarro manifestó su preocupación por la dificultad que existirá para encontrar personas idóneas para el cargo. No será fácil encontrar profesionales preparados y de experiencia, que no incurran en ninguna de las incompatibilidades ni prohibiciones contempladas en el largo listado propuesto, y que estén dispuestos a asumir el rol de consejeros a cambio de una remuneración que no es muy alta. Preguntó a los representantes del Ejecutivo por el perfil de las personas que están considerando.


En relación con lo anterior, el Honorable Senador señor Moreira señaló que, en la propuesta conjunta que elaboraron los asesores de los Honorables Senadores señora Pérez y señor Tuma, y el suyo, se recomendaban modificaciones para enfrentar ese problema, como la disminución de incompatibilidades y prohibiciones, el aumento de la remuneración, regulación de la abstención en votaciones, etc. Sin embargo, indicó que esas sugerencias no fueron recogidas por el Ejecutivo.


En respuesta, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, expresó que el perfil en que se piensa es el de un académico, ya que se trata de un profesional que cumple con la idoneidad requerida y además tiene actividades que se pueden desarrollar de manera simultánea a las del Consejo. Si bien se trata de un grupo acotado de personas, cree que la regulación propuesta no significará grandes dificultades en el sentido que se planteó.


El Honorable Senador señor Pizarro hizo presente que está en desacuerdo con incluir a los funcionarios de la Administración del Estado dentro de la lista de incompatibilidades. Indicó que se trata de un concepto demasiado amplio, que impedirá la participación de académicos de universidades estatales, y también de funcionarios que tengan cargos técnicos y que podrían ser expertos en el área.


También manifestó su opinión contraria a incluir dentro de las incompatibilidades a los miembros de los órganos de dirección  de los partidos políticos, porque hay algunos militantes, especialmente en ámbito comunal, que tienen bastante experiencia en el trabajo a favor de los consumidores.


La Comisión acordó por unanimidad excluir a los funcionarios de la Administración del Estado y a los miembros de los órganos de dirección de los partidos políticos de la lista de incompatibilidades. 


El Honorable Senador señor Tuma se refirió al caso de los representantes o miembros del directorio de organizaciones sindicales, y propuso mantenerlos dentro del conjunto de incompatibilidades. Indicó que los miembros de un sindicato podrían favorecer los intereses de su empleador a cambio de mejoras en sus condiciones laborales.


Estuvieron de acuerdo con el Honorable Senador señor Tuma, los Honorables Senadores señora Pérez y señor Moreira, y en contra los Honorables Senadores señores Pizarro y Quinteros.


Todos sus miembros destacaron la importancia de mantener a los representantes o miembros del directorio de las asociaciones gremiales y asociaciones de consumidores, puesto que en ambos casos podría presentarse un conflicto de intereses, que se traduciría en un eventual beneficio indebido para proveedores o consumidores, respectivamente.


-- El inciso 5° del nuevo artículo 59 ter fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma. (Aprobado, con modificaciones; unanimidad, 5x0).

El tenor del inciso 6° del nuevo artículo 59 ter contenido en la indicación N° 200 es el siguiente: 

“Los miembros del Consejo no podrán ser gerentes, administradores o directores, ni podrán tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2 de la presente ley. Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente civil y a sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad.”.

El señor Rodrigo Romo expresó que, al igual que el inciso anterior, éste pretende evitar de manera anticipada eventuales conflictos de intereses que puedan afectar a los consejeros. Agregó que el Ejecutivo recomienda aprobar la indicación, eliminando la oración “Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente civil y a sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad”, a fin de restringir la incompatibilidad.

El Honorable Senador señor Tuma manifestó su preocupación por el equilibrio que debe existir entre proveedores y consumidores y, en esa línea, planteó que tal vez sería adecuado hacer referencia a las asociaciones de consumidores en este inciso.

Al respecto, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, señaló que ese equilibrio ya está resguardado por el inciso quinto de este artículo, que comprende la incompatibilidad entre el cargo de consejero y el de representante o miembro del directorio de las asociaciones de consumidores. 

Luego, el Honorable Senador señor Moreira explicó que los asesores de los Honorables Senadores señora Pérez y señor Tuma, y el suyo, propusieron en la mesa de trabajo algunas modificaciones:

- Incluir al ejecutivo principal de la empresa o sociedad, que es una terminología ya empleada en el decreto ley N° 211, de manera de no restringir la incompatibilidad al gerente general. 

- Limitar la incompatibilidad a quienes tienen una participación superior al 10% en empresas o sociedades proveedoras, ya que poseer una cantidad mínima de acciones no resulta suficiente para establecer una incompatibilidad. En esta hipótesis sugieren excluir el caso de las micro y pequeñas empresas a que se refiere el artículo 2° de la ley N° 20.146.

- Ampliar las causales a quien ha sido condenado por delito que merezca pena aflictiva, de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos.

Manifestaron su apoyo los Honorables Senadores señora Pérez y señor Tuma, y se refirieron especialmente al tema del grado de participación que debe tener un consejero para quedar comprendido en la norma.

En cuanto a la inclusión de los “ejecutivos principales”, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz indicó que esa es una terminología relativa a la libre competencia, que es lo regulado por el decreto ley N° 211. Lo que impide esa regulación es que un sujeto detente esa calidad en dos o más empresas de un mismo rubro. Siendo un concepto propio de otra materia, prefirió no efectuar cambios en ese sentido.

Manifestó estar de acuerdo con fijar un porcentaje mínimo de participación en empresas o sociedades para incurrir en una incompatibilidad. Sin embargo, propone rebajarlo a un 5%, ya que en empresas de gran tamaño un 10% de participación puede significar que hay una gran cantidad de dinero involucrada. Agregó que relativizar esta incompatibilidad, permitiendo algún grado de participación, facilitará encontrar postulantes idóneos, que estén dispuestos a asumir el rol de consejeros a cambio de una remuneración que no es muy alta. Expresó también su opinión favorable respecto a exceptuar a las micro y pequeñas empresas.

La referencia a quienes han sido condenados a pena aflictiva fue considerada innecesaria por la Comisión, en atención a que se trata de una situación ya contemplada por las reglas generales.

Teniendo presente lo expuesto anteriormente, la Comisión acordó agregar la expresión “superior al 5%” después del término “participación” y añadir lo siguiente, después del punto aparte, que pasa a ser seguido: “La incompatibilidad a que se refiere el presente inciso no se aplicará en el caso de las micro y pequeñas empresas a que se refiere el artículo segundo de la ley N° 20.416.”.

-- El inciso 6° del nuevo artículo 59 ter fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro y Quinteros. (Aprobado, con modificaciones; unanimidad, 4x0). 

o o o o o

El inciso 7° del nuevo artículo 59 ter propuesto por la indicación es el que se indica:

“Una vez que los miembros del Consejo hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ser gerentes, administradores o directores de una empresa o sociedad que sea proveedora en los términos del artículo 1º numeral 2 de la presente ley ni podrán tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2 de la presente ley, por el plazo de  seis meses después de haber expirado en sus funciones.”

Representantes del Ejecutivo indicaron que se trata de una prohibición que busca evitar posibles conflictos de intereses una vez que los consejeros dejen sus cargos. Indicaron que esto es coherente con otras normas y que el plazo de seis meses no resulta excesivo. Añadieron que se sugiere la eliminación de la expresión “ni podrán tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2 de la presente ley”.

El Honorable Senador señor Moreira explicó que los asesores de los Honorables Senadores señora Pérez y señor Tuma, y el suyo, elaboraron una propuesta relativa a este tema, que implica la incorporación del deber de los futuros consejeros de prestar declaración jurada sobre el cumplimiento de los requisitos para asumir el cargo y sobre el hecho de no incurrir en inhabilidades. De esta manera se configurará el delito de perjurio si ocultan maliciosamente esa información. Destacó que se trata de una medida que tiende a proteger los principios de probidad y transparencia.

Opinó en el mismo sentido la Honorable Senadora señora Pérez y agregó que este tipo de medidas son señales que se deben enviar a la ciudadanía. El SERNAC cobrará mayor protagonismo público gracias a sus nuevas atribuciones y por eso deben elevarse las exigencias éticas a que estarán sometidos sus integrantes.

El Honorable Senador señor Tuma también respaldó la idea.

Al respecto, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, señaló que el Ejecutivo está de acuerdo con el espíritu de la propuesta, pero al mismo tiempo manifestó su inquietud por el aumento de barreras de entrada que esta declaración jurada significa. Incorporar un nuevo requisito aumenta la dificultad para encontrar candidatos aptos para ocupar el cargo de consejero, tema que se abordó con anterioridad. 

A su vez, el Honorable Senador señor Pizarro apoyó lo expuesto a propósito del problema para hallar postulantes idóneos. Afirmó además que es deber de las autoridades que proponen y eligen a los consejeros verificar el cumplimiento de los requisitos, y que no es correcto traspasar esta responsabilidad a los candidatos.

Luego, el Honorable Senador señor Quinteros sugirió que los consejeros queden afectos al deber de efectuar declaración de patrimonio e intereses de la nueva ley de probidad N° 20.880 que en su art. 4 N° 2) incluye a los miembros de algunos cuerpos colegiados.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, indicó estar de acuerdo con la declaración de patrimonio e intereses, ya que tiende a resguardar la probidad. No obstante, aclaró que se trata de algo diferente de lo que se había estado analizando hasta ahora, que es una declaración jurada sobre el cumplimiento de requisitos, y ausencia de inhabilidades.

El señor Adrián Fuentes estimó pertinente resaltar la diferencia que existe entre incompatibilidades e inhabilidades. Las primeras buscan evitar conflictos de intereses de manera anticipada, es decir, tienen una finalidad preventiva, debido a que impiden a una persona asumir un cargo, si tiene alguna posición que eventualmente creará dicho conflicto. En cambio, las inhabilidades se refieren a un conflicto de intereses en un caso concreto, en que un funcionario está llamado a intervenir, dictar una resolución, fiscalizar, etc. Finalmente aclaró que el régimen contemplado en este proyecto es uno de incompatibilidades.

En relación con la distinción planteada, el Honorable Senador señor Pizarro subrayó que lo propuesto por algunos miembros de la Comisión es una declaración referida a la ausencia de inhabilidades, lo que resulta mucho más complejo en comparación con las incompatibilidades. Es difícil que una persona pueda saber de manera previa si en alguna actuación que le corresponda realizar en ejercicio de sus funciones existirá un conflicto de intereses.

El Honorable Senador señor Moreira preguntó al Ejecutivo si había alguna forma de recoger lo debatido. Propuso incorporar la declaración de patrimonio e intereses a que hizo referencia el Honorable Senador señor Quinteros.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, manifestó su opinión contraria a introducir el deber de efectuar una declaración jurada en el sentido planteado originalmente, ya que el régimen de incompatibilidades y prohibiciones es lo suficientemente fuerte para evitar conflictos de intereses. Recordó que incurrir en alguna de las situaciones contempladas por la ley constituye una causal de remoción del cargo.

Sí estuvo de acuerdo en incorporar el deber de realizar una declaración jurada de patrimonio e intereses. Propuso introducir el siguiente inciso 7°:

“Antes de asumir su cargo los consejeros deberán realizar una declaración jurada de patrimonio e intereses.”

Como consecuencia de lo anterior, el inciso 7° propuesto por la indicación N° 200 pasa a ser el 8°.

--En virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro y Quinteros, acordaron la incorporación de un nuevo inciso, que pasaría a ser inciso 7°, en los términos propuestos. (Aprobado; unanimidad, 4x0).
-- El inciso 7°, que ahora pasa a ser inciso 8° del nuevo artículo 59 ter, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro y Quinteros. (Aprobado, con modificaciones; unanimidad, 4x0).
o o o o o

El tenor del inciso octavo del nuevo artículo 59 ter contemplado por la indicación N° 200 es el siguiente:

“Los ex Consejeros afectos a la prohibición contenida en el inciso anterior deberán informar al Consejo establecido en este artículo, durante el tiempo que ésta dure, sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. Esta obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de dicha prohibición.”

Representantes del Ejecutivo señalaron que se trata de una medida de transparencia relacionada con la prohibición del inciso anterior. Recomendaron su aprobación, excluyendo la siguiente parte, atendido que ya se hace mención al plazo en el mismo artículo: “Esta obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de dicha prohibición.”

Tanto el Honorable Senador señor Pizarro como el Honorable Senador señor Quinteros plantearon sus dudas respecto a las consecuencias de esta norma: ¿Qué ocurre si el Consejo toma conocimiento de esta información? ¿Hay alguna sanción para el ex consejero? 

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor explicó que sólo se trata de una medida de transparencia.

La Honorable Senadora señora Pérez manifestó estar de acuerdo con este deber de información, ya que facilitará el control público y la protección de la transparencia.

El Honorable Senador señor Pizarro consideró que con esto se aumentan las dificultades para encontrar postulantes idóneos, puesto que implica un nuevo requisito que se agrega al largo listado que ya existe.

En atención a la incorporación de un nuevo inciso 7° en el artículo 59 ter, el inciso 8° propuesto pasa a ser inciso 9°.

-- El inciso 8°, que ahora pasa a ser inciso 9° del nuevo artículo 59 ter, fue aprobado, con modificaciones, por tres votos a favor y una abstención, del Honorable Senador señor Pizarro. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Quinteros. (Aprobado, con modificaciones; mayoría, 3 x 1 abstención).
o o o o o

El señor Rodrigo Romo señaló que el Ejecutivo recomienda la introducción de un inciso 10° al nuevo artículo 59 ter, que establece la prohibición para los consejeros de prestar asesorías mientras ejercen el cargo y hasta los seis meses posteriores. 

La redacción propuesta es la que sigue:

“Mientras se desempeñen en su cargo, los Consejeros no podrán ejercer asesoría profesional a proveedores que puedan ser objeto de fiscalización por parte del Servicio en las materias reguladas por esta ley. Tampoco podrán ejercer asesoría profesional, hasta seis meses luego de haber cesado en su cargo, a proveedores que hayan sido destinatarios de las propuestas de interpretación administrativa de la normativa o de dictación de normas e instrucciones generales respecto de las cuales hayan tenido que pronunciarse.” 

Los Honorables Senadores señora Pérez, y señores Pizarro y Quinteros plantearon sus dudas respecto a las consecuencias que implica trasgredir la prohibición después de haber cesado en el cargo. Si se prestan las asesorías descritas en la norma durante el ejercicio de sus funciones, el consejero puede ser removido, pero no se establece una sanción en caso que ello ocurra con posterioridad.

El señor Adrián Fuentes explicó que en la Ley sobre Bases Generales de la Administración del Estado existe una norma similar referida a los directivos de servicios y tampoco tiene asignada una sanción frente al incumplimiento. La consecuencia es que los funcionarios quedan expuestos al escrutinio de la ciudadanía y disminuyen sus posibilidades de asumir nuevos cargos públicos.

Luego, la Honorable Senadora señora Pérez propuso agregar a este inciso la prohibición de prestar asesorías a las asociaciones de consumidores para lograr el equilibrio adecuado, lo que contó con la aprobación de los miembros de las Comisión.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, aclaró que ello procede sólo en relación con la primera parte de la norma y no la segunda, debido a que las asociaciones de consumidores no son destinatarias de interpretaciones administrativas de normas, ni de normas o instrucciones generales.

Se acordó por la Comisión añadir la expresión “ni a asociaciones de consumidores” después de la frase “materias reguladas por esta ley”.
--En virtud de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Quinteros, acordaron la incorporación de un nuevo inciso, que pasaría a ser inciso 10°, en los términos propuestos. (Aprobado; unanimidad, 4x0).
o o o o o

Incisos 9° y 10°: Causales de cesación

El inciso 9° del nuevo artículo 59 ter propuesto por la indicación N° 200 tiene la siguiente redacción:

“Los Consejeros serán inamovibles en sus cargos. Sin perjuicio de lo anterior, serán causales de cesación del cargo, las siguientes:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

c) Negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, faltas a la probidad administrativa y cualquier inobservancia a los deberes y obligaciones establecidos por ley. 

d) Incapacidad psíquica o física sobreviniente para el desempeño de su cargo.

e) Incurrir en una causal de inhabilidad de las indicadas en los incisos quinto, sexto y noveno del presente artículo.” 

Este inciso establece las causales de cesación en el cargo de consejero.

Representantes del Ejecutivo sugirieron reemplazar la palabra “inhabilidad” por la expresión “incompatibilidad o prohibición”, a fin de armonizar la terminología empleada anteriormente en el mismo artículo.

El Honorable Senador señor Moreira explicó que, junto a los Honorables Senadores señora Pérez y señor Tuma, hicieron una propuesta en la mesa de trabajo a través de sus asesores, de acuerdo a la cual se introduce la figura del conflicto de intereses, que prohíbe a los consejeros participar en la deliberación y concurrir a los acuerdos cuando existe dicho conflicto, y que agrega como causal de cesación la infracción de lo anterior.

Al respecto, el señor Rodrigo Romo destacó que las normas que contemplan incompatibilidades y prohibiciones impedirán que el conflicto de intereses se produzca. Si el postulante al cargo no cumple con esa regulación, no será nombrado como consejero. Y si una vez asumidas sus funciones, incurre en alguna causal de incompatibilidad o prohibición, será removido.

Considerando la introducción de modificaciones efectuada con anterioridad, el inciso 9° pasa a ser inciso 11° del nuevo artículo 59 ter.

-- El inciso 9°, que ahora pasa a ser inciso 11° del nuevo artículo 59 ter, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira, Pizarro y Quinteros. (Aprobado, con modificaciones; unanimidad, 4x0).
El inciso 10 del artículo 59 ter nuevo es el que sigue:

“Si se verificare alguna de las causales contenidas en los literales d) o e), el Consejero afectado cesará automáticamente en su cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Consejo. De igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República, de conformidad al literal b).” 

El inciso regula el momento a partir del cual las causales de cesación del cargo contempladas en las letras b), d) y e) del inciso anterior producen sus efectos.

El inciso 10 pasa a ser inciso 12, como consecuencia de algunas modificaciones realizadas anteriormente.

-- El inciso 10, que ahora pasa a ser inciso 12 del nuevo artículo 59 ter, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Walker. (Aprobado; unanimidad, 3x0).
o o o o o

Incisos 11, 12 y 13

Procedimiento de remoción

Los incisos 11, 12 y 13 del artículo 59 ter propuesto tienen el siguiente tenor:

“Si alguno de los Consejeros incurre en la causal del literal c), podrá ser acusado ante la Corte Suprema, la que resolverá en pleno y en única instancia sobre la concurrencia de la causal. La acusación deberá ser fundada y deberá ser interpuesta por el Presidente de la República o al menos dos miembros del Consejo.

La Corte dará traslado por seis días hábiles al acusado, pudiendo dictar, igualmente, medidas para mejor resolver. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días. La causa tendrá preferencia para su vista y fallo, y la sentencia se dictará en un plazo de treinta días contado desde la vista.

La Corte, mientras se encuentre pendiente su resolución, podrá disponer la suspensión temporal del Consejero acusado. Ejecutoriada la sentencia, el Consejero afectado cesará de inmediato en su cargo, sin que pueda ser designado nuevamente.” 

Estos incisos contemplan el procedimiento de remoción aplicable cuando un consejero incurra en la causal de remoción de la letra c) del inciso anterior.

El Ejecutivo propone su aprobación, eliminando del inciso 11 la expresión “al menos”.

El Abogado Secretario de la Comisión recomendó incorporar la expresión “condenatoria” luego del término “sentencia” en el inciso 13, a fin de aclarar el contenido de la resolución que determinará la cesación en el cargo de consejero. La Comisión estuvo de acuerdo con la modificación propuesta.

La Honorable Senadora señora Pérez sugirió agregar que el Consejo seguirá funcionando normalmente integrado por el suplente, si la Corte dispone la suspensión temporal del consejero acusado durante el procedimiento o mientras no haya reemplazo del consejero ya removido.

El señor Rodrigo Romo consideró que no hay inconvenientes con lo señalado, pero estará comprendido por las indicaciones que la Presidenta de la República presentará a futuro.

Los incisos 11, 12, y 13 pasan a ser incisos 13, 14 y 15 respectivamente, luego de los cambios efectuados antes por la Comisión.

-- Los incisos 11, 12 y 13, que ahora pasan a ser incisos 13, 14 y 15 del nuevo artículo 59 ter, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Walker. (Aprobados; unanimidad, 3x0).
o o o o o

Incisos 14, 15 y 16

Reemplazo de consejeros

Los incisos 14, 15 y 16 del nuevo artículo 59 ter propuesto por la indicación N° 200 tienen la siguiente redacción:

“Producida una vacante, el Presidente de la República propondrá al Senado su reemplazante dentro de un plazo que no podrá exceder de 30 días hábiles. 

Los Consejeros reemplazantes de aquéllos que cesaron en sus cargos por las causales b), c), d) o e), durarán en su cargo hasta el término del período que restaba por cumplir al Consejero que produjo la vacante. 
Mientras se desempeñen en su cargo y hasta un año luego de haber cesado en él, los consejeros no podrán ejercer cargos directivos ni de asesoría profesional a proveedores que puedan ser objeto de fiscalización por parte del Servicio en las materias reguladas por esta ley.”

Los incisos regulan la forma en que opera el mecanismo de reemplazo de los consejeros en caso de vacancia.

Representantes del Ejecutivo sugirieron la aprobación de los incisos 14 y 15, y el rechazo del inciso 16.

En consideración a las modificaciones ya aprobadas, los incisos 14 y 15 pasan a ser incisos 16 y 17. 

-- Los incisos 14, y 15, que ahora pasan a ser incisos 16 y 17 del nuevo artículo 59 ter, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Walker. (Aprobados; unanimidad, 3x0).
-- El inciso 16 propuesto originalmente fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Moreira y Walker. (Rechazado; unanimidad, 3x0).
o o o o o

Inciso 17

Dieta de los consejeros

El texto del inciso 17 del nuevo artículo 59 ter contenido en la indicación N° 200 es el que se indica:

“Los Consejeros percibirán una dieta equivalente a diecisiete unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de treinta y cuatro de dichas unidades por cada mes calendario.” 

El inciso regula las remuneraciones que percibirán los consejeros.

En discusión, el Honorable Senador señor Moreira recordó que junto a los Honorables Senadores señora Pérez y señor Tuma propusieron un aumento de la dieta, a fin de fomentar el ingreso de mejores profesionales al Consejo Normativo. La idea es aumentar la remuneración a 30 UTM por sesión, con un máximo de 68 UTM por mes. Consideró que el impacto de esta medida es mínimo en relación con el elevado presupuesto con que cuenta este proyecto.

En respuesta, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz destacó que el Ejecutivo ya flexibilizó su postura en cuanto a las incompatibilidades y prohibiciones, lo que permitirá que los consejeros reciban ingresos adicionales por su dedicación a otras actividades. Así se cumple con el objetivo de facilitar el ingreso de personas mejor calificadas al Consejo.

No se puede aumentar las remuneraciones, toda vez que el presupuesto del proyecto es fijado por el Ministerio de Hacienda.

El Honorable Senador señor Moreira señaló que no se pide aumentar el presupuesto para el proyecto, sino que se pretende elevar las remuneraciones de los consejeros a través de una redistribución del presupuesto que ya está fijado.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz aclaró que existe un informe financiero separado que se elaboró especialmente respecto al Consejo Normativo, por lo que no sería posible hacer esa redistribución.

-- El inciso 17 propuesto originalmente fue rechazado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votó a favor el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, y en contra los Honorables Senadores señora Pérez y señor Moreira. (Rechazado; mayoría, 2x1).
o o o o o

Nuevo artículo 59 quáter

Inciso 1°: Atribuciones del Consejo Normativo

El inciso 1° del artículo 59 quáter nuevo es del siguiente tenor:

“Artículo 59 quáter.- El Consejo Normativo tendrá las siguientes funciones y atribuciones: 

a) Aprobar la propuesta, formulada por el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, de interpretación administrativa de la normativa de protección de los derechos de los consumidores. 

b) Aprobar la propuesta, formulada por el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, de dictación de normas e instrucciones de carácter general en materia de protección de los derechos de los consumidores.”

El inciso 1° contiene las facultades del Consejo Normativo, una de carácter interpretativo, y la otra de tipo normativo.

Representantes del Ejecutivo explicaron que su propuesta es eliminar, en ambos literales, la expresión “del Servicio Nacional del Consumidor”, para no extender la redacción innecesariamente.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, explicó que las nuevas atribuciones conferidas al SERNAC están suficientemente controladas a través de distintos mecanismos.

Por un lado, hay que tener presente la organización interna del Servicio: existirán subdirecciones para el ejercicio de cada una de sus atribuciones.

Por otro, se debe tomar en cuenta una serie de contrapesos establecidos a propósito de cada facultad:

- Fiscalización: los tribunales podrán intervenir para proteger a eventuales personas afectadas por su ejercicio.

- Sanciones: sólo pueden ser aplicadas por el Director Regional.

- Demandas colectivas: son conocidas por los tribunales.

- Mediación colectiva: existe una regulación detallada relativa al procedimiento, que protege  las partes.

- Facultad normativa: el Consejo debe aprobar las propuestas interpretativas y normativas del Director Nacional, es decir, se está limitando a este último en el ejercicio de sus atribuciones.

En discusión, el Honorable Senador señor Quinteros preguntó si no resulta exagerado que cada vez que se quiera dictar una norma, se deba realizar una consulta pública, luego esperar la aprobación del Consejo y eventualmente pasar por un procedimiento de reclamación por ilegalidad ante tribunales.

En respuesta, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, indicó que efectivamente se trata de una facultad muy restringida. Agregó que no ocurre lo mismo en el caso de las superintendencias.

El Honorable Senador señor Tuma señaló que la idea del proyecto es fortalecer al Servicio para asegurar una adecuada protección de los derechos de los consumidores. Es contrario a ese objetivo que el Consejo dependa tanto del Director Nacional, porque si éste no hace propuestas, ese nuevo órgano estará inactivo. Hizo un llamado a flexibilizar la regulación propuesta, ya que piensa que, de no introducirse modificaciones, el Consejo Normativo no funcionará.

Luego, la Honorable Senadora señora Pérez sostuvo que el Ejecutivo quiere darle al Consejo un carácter meramente normativo, pero, en su opinión, debería poder participar en otros ámbitos, como en el ejercicio de la facultad fiscalizadora o de las atribuciones relacionadas con la mediación colectiva, por ejemplo.  Hay que evitar que este órgano sea simplemente decorativo.

Los consejeros serán personas de grandes conocimientos y experiencia, a quienes se les impondrá un listado largo de requisitos, por lo tanto, deberían cumplir un rol más importante. Además su intervención se traduciría en un mejor control de las nuevas atribuciones que se le están entregando al Servicio.

En la misma línea, el Honorable Senador señor Moreira expresó su interés por la participación del Consejo en el ejercicio de las facultades del Servicio, cuyo ejercicio puede resultar más conflictivo: las facultades sancionatoria, fiscalizadora, las relativas a las demandas colectivas y las que se refieren a la mediación colectiva. 

Si se permite que los consejeros tengan una mayor intervención en estas atribuciones, se disminuye la discrecionalidad de parte del Director Nacional; se aseguran políticas y criterios de mayor duración, ya que no dependerán del jefe del Servicio de turno; y se generará mayor confianza en el funcionamiento del sistema, siendo esto último es especialmente importante a propósito de la mediación colectiva.

Frente a lo planteado por estos integrantes de la Comisión, el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, destacó que la intención del Servicio es proteger a los consumidores y el diseño que se ha presentado recoge de manera efectiva esa idea. Expresó que permitir al Consejo operar respecto de otras facultades debilitará al Servicio: su ejercicio se verá entorpecido si queda en manos de un órgano colegiado. Por ello el ejercicio individual de las demás atribuciones resguarda de mejor forma los derechos de los consumidores.

Las facultades a las que hacen alusión los miembros de la Comisión ya están suficientemente reguladas y controladas a través de los mecanismos que ya se explicaron, por lo que no es necesario agregar nuevas limitaciones.

Subrayó la relevancia que tienen las facultades normativa e interpretativa, que no es menor en comparación con las demás atribuciones. En ningún caso el rol del Consejo será decorativo. Explicó que, a diferencia de lo que ocurre en otros países, en Chile la regulación protectora de los consumidores es muy acotada y general, y en consecuencia, necesita ser complementada e interpretada. A través de estas facultades se “aterrizarán” las normas legales a sectores específicos, a empresas determinadas.

Manifestó que el Ejecutivo está abierto a realizar modificaciones que se enmarquen dentro de las atribuciones normativa e interpretativa. Por ejemplo, están dispuestos a permitir que la iniciativa en la creación de normas la tenga también el Consejo, recogiendo al inquietud planteada por el Honorable Senador señor Tuma. Agregó que se podría especificar que las normas propuestas por el Consejo podrán ser las que regulan las materias sensibles acerca de las cuales los integrantes de la Comisión han expresado sus preocupaciones.

Si bien los Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira y Tuma valoraron la intención de efectuar modificaciones, insistieron en que no es suficiente.

La Comisión acordó que la mesa de trabajo vuelva a reunirse para analizar posibles modificaciones relativas a esta materia y dejar pendiente la votación de este inciso.

  A propuesta de la Honorable Senadora señora Pérez la Comisión además acordó solicitar a la Biblioteca del Congreso Nacional un informe sobre la forma en que operan los órganos colegiados en los sistemas de protección de los consumidores en otros países. 

o o o o o

Inciso 2° 

Consulta pública

La redacción del inciso 2° del nuevo artículo 59 quáter propuesto es la que se indica:

“Antes de remitir al Consejo las propuestas señaladas en las letras a) y b) de este artículo, el Director deberá someterlas a un proceso de consulta pública disponible a través del sitio web del Servicio, con el fin de que cualquier persona opine sobre su contenido y efectos, o formule sugerencias sobre la misma. El Director informará al Consejo de la apertura de este proceso y lo mantendrá al tanto de su desarrollo. Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas serán de carácter público y deberán ser incluidas en un informe anexo a la propuesta remitida al Consejo. Sin perjuicio de lo anterior, las precitadas opiniones y sugerencias en ningún caso serán vinculantes ni estará el Consejo obligado a pronunciarse en particular respecto de ellas.” 
Este inciso dispone que debe realizarse un proceso de consulta pública, de manera previa al envío de las propuestas normativa o de interpretación al Consejo Normativo.

El señor Rodrigo Romo explicó que el Ejecutivo propone la aprobación de este inciso, con modificaciones. Sugiere sustituir el término “someter” por “remitir”; y la expresión “ni estará el Consejo obligado” por “ni estarán el Director Nacional ni el Consejo obligados”.

En atención a la relación que tiene este inciso con las atribuciones del Consejo Normativo, y dado que la mesa de trabajo se reunirá para tratar este tema, la Comisión acordó dejar pendiente la votación.
o o o o o

Inciso 3°

Ejercicio de las atribuciones del Consejo Normativo
El texto propuesto para el inciso 3° del nuevo artículo 59 quáter es el siguiente:

“Recibidas por el Consejo las propuestas a que se refieren los literales a) y b) del inciso primero de este artículo, acompañadas de los informes respectivos, deliberará sobre éstas, pudiendo aceptar o rechazar la propuesta. Para adoptar su decisión, el Consejo podrá solicitar información adicional al Director y todo otro antecedente necesario para resolver. El Consejo deberá adoptar su decisión de manera fundada, pudiendo representar al Director los aspectos que estime pertinentes relativos a las propuestas. El Director Nacional sólo podrá emitir la respectiva interpretación, norma o instrucción de carácter general, si es aprobada por el Consejo. En caso contrario, podrá el Director someter nuevamente a consideración del Consejo la propuesta, recogiendo los comentarios que han fundamentado su rechazo.” 

El inciso regula el ejercicio de las facultades del Consejo Normativo.

Por la misma razón que en el caso anterior, la Comisión acordó dejar pendiente la votación de este inciso.

o o o o o

Inciso 4°

Reclamación de ilegalidad

El inciso 4° del artículo 59 quáter nuevo es del siguiente tenor:

“Cualquier persona afectada por un acto de aplicación de normas o instrucciones de carácter general o de interpretaciones administrativas de la normativa de protección de los derechos de los consumidores podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de décimo día.”

Este inciso contiene un mecanismo de control del ejercicio de las facultades normativa e interpretativa del Servicio.

En discusión, la Honorable Senadora señora  Pérez preguntó por qué sólo la Corte de Apelaciones de Santiago puede conocer la reclamación. 

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, respondió que, atendido que las facultades normativa e interpretativa se ejercen de manera centralizada en Santiago, sólo la Corte competente en ese territorio puede conocer la reclamación. 

Agregó el señor Rodrigo Romo que además esto evita que se tomen decisiones contradictorias respecto a materias que son de aplicación general y que afectan a todo el territorio.

El señor Adrián Fuentes aclaró que, en materia de reclamación por ilegalidad, la regla general es que la competencia corresponda al tribunal del domicilio del recurrido: en este caso es el Servicio, cuyo domicilio se encuentra en Santiago.

El inciso regula la reclamación contra la dictación de una norma. Sólo la Dirección Nacional tiene facultad normativa, no las Direcciones Regionales, por lo que las actuaciones de éstas no son recurribles. Es diferente la etapa de dictación de una norma y la de su aplicación, siendo esta última la concreción del ejercicio de otras atribuciones.

El Honorable Senador señor Tuma expresó que la posibilidad de tomar decisiones contradictorias es algo propio de los tribunales de justicia. No corresponde que desde todo el territorio nacional tengan que viajar a Santiago si quieren presentar la reclamación, porque es contrario a la idea de la descentralización. Deberían ser competentes las Cortes de Apelaciones de cada lugar y el SERNAC podría actuar a través de sus Directores Regionales.

En la misma línea opinó el Honorable Senador señor Quinteros.

El Honorable Senador señor Moreira hizo presente que la norma habla de “persona afectada”, o sea, será la víctima, la que tendrá que trasladarse a Santiago.

Luego, la Honorable Senadora señora Pérez señaló que los afectados no siempre serán grandes empresas de Santiago, sino que también serán pequeños proveedores de regiones. El Servicio es el que debe acercarse a cada lugar.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, destacó que se trata de normas que regulan la conducta de las empresas. La idea es proteger a eventuales afectados, pero sin dificultar excesivamente la entrada en vigencia de esas normas. 

Propuso efectuar dos modificaciones a la norma: aclarar que se reclama en contra de la dictación de la norma y que quien puede reclamar es el sujeto pasivo de esa norma, es decir, el proveedor; y establecer una regla de prevención, de acuerdo a la cual, si la reclamación relativa a una norma es presentada ante una Corte de Apelaciones, las demás Cortes dejan de tener competencia para conocer el mismo asunto.

La Comisión acordó dejar pendiente la votación de este inciso para que la mesa técnica trabaje en una nueva propuesta, que recoja las inquietudes de los Honorables Senadores.

o o o o o

Indicación N° 212

La indicación N° 212 de Su Excelencia la Presidenta de la República tiene por objeto introducir un artículo transitorio nuevo, del siguiente tenor: 

“Artículo undécimo.- Para efectos de lo señalado en el inciso tercero del artículo 59 ter, uno de los miembros del Consejo nombrado por primera vez durará en el cargo 2 años.”

Teniendo presente la relación de esta indicación con la N° 200, la Comisión acordó dejar pendiente su votación hasta la presentación de la propuesta de la mesa de trabajo.

____________________

En cumplimiento de un acuerdo en tal sentido, la Comisión escuchó al analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor James Wilkins, sobre el trabajo “Institucionalidad protectora del consumidor. Legislación extranjera.”.

Señaló que las legislaciones revisadas, (España, Estados Unidos de América, Argentina, Brasil y Perú), sin excepción, disponen de una institucionalidad pública destinada a la protección de los consumidores. Sus funciones y ámbito de atribuciones varían en cada una de las legislaciones de acuerdo a diversos factores, principalmente referidos a la organización territorial de cada nación. Así, en los países federados (España, Brasil, Argentina y  EE.UU) las facultades de los órganos de aplicación de los respectivos estatutos de protección al consumidor se distribuyen al menos en dos niveles: órganos nacionales y órganos locales. Además, en el caso de España, por ejemplo, existe otro nivel de aplicación asociado a los ayuntamientos.

La naturaleza de las facultades y atribuciones dependen de las funciones reconocidas por las respectivas legislaciones para cada órgano. En principio, los órganos nacionales de aplicación cumplen funciones principalmente referidas a regulación, coordinación, fomento, educación e información. Por el contrario, los órganos estatales o locales de aplicación, cumplen mayoritariamente funciones de control, que se traducen en atribuciones de fiscalización, conocimiento de infracciones, sanción y, en algunos casos, de compensación.

Perú se diferencia de las legislaciones anteriores por disponer de un sistema nacional integrado de aplicación del estatuto protector del consumidor. Éste se organiza por medio de un órgano de aplicación que se desconcentra territorialmente por medio de delegaciones de competencia a entidades locales. La autoridad de control peruana goza de atribuciones para disponer de medidas cautelares y correctivas, entre otras.

El informe original se encuentra disponible en la página web del Senado, en el link documentos de la ficha de tramitación del boletín N° 9936-03. http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion 

o o o o o


Seguidamente, el Director del SERNAC, señor Ernesto Muñoz, informó de manera general los acuerdos adoptados en reuniones de fechas 23, 26 y 30 de mayo sobre la materia en debate en torno al Consejo Normativo, indicación N° 200 y relacionadas, a la cual asistieron asesores de todos los parlamentarios de la Comisión y representantes del Ministerio de Economía y de SERNAC. Dicho trabajo se realizó en cumplimiento del cometido encargado por la Comisión, y el ánimo es que darán cuerpo a una indicación que el Ejecutivo presentaría oportunamente.


Tales acuerdos fueron los siguientes:

1. Nombramiento de los Consejeros. 

Será por el Presidente de la República con acuerdo del Senado adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio.

2. Suplentes.

El Consejo contará con dos Consejeros suplentes que reemplazarán a los titulares que estén suspendidos, inhabilitado temporalmente o decidan abstenerse por conflicto de interés.

Su nombramiento que será por el mismo mecanismo a utilizar respecto de los Consejeros titulares; tendrán el mismo plazo de duración en sus cargos, y les afectarán incompatibilidades y prohibiciones especiales.

3. Incompatibilidades y prohibiciones.

Eliminación de incompatibilidad de ser funcionario de la administración del Estado, miembros de los órganos de dirección de los partidos políticos.

Prohibición de participación de más de 5% en la propiedad de una empresa proveedora. 

Excepción respecto de micro y pequeñas empresas.

Prohibición de ejercer asesoría profesional a Asociaciones de Consumidores mientras se desempeñen en su cargo y hasta seis meses después de haber cesado en él.

Prohibición de ejercer asesoría profesional, hasta seis meses luego de haber cesado en su cargo, sólo a proveedores que hayan sido destinatarios de las propuestas respecto de las de que se pronunció.


4. Declaración jurada.


Antes de asumir su cargo, los Consejeros deberán hacer una declaración jurada de intereses y patrimonio.

5. Atribuciones del Consejo.

Se aclaran aspectos a los que pueden referirse las propuestas de interpretación administrativa o de normas e instrucciones de carácter general que sean sometidas al Consejo:

Parámetros de abusividad de cláusulas de contratos de adhesión

Lineamientos generales para la aplicación de los criterios de determinación de las multas en los procedimientos sancionatorios.

Criterios para la determinación del riesgo a considerar en la elaboración del plan de fiscalización.

Criterios generales para la observancia de los principios del procedimiento y para la determinación del interés colectivo o difuso en las mediaciones colectivas

6. Iniciativa del Consejo.

Los Consejeros podrán solicitar por unanimidad en las sesiones ordinarias la presentación de propuestas de interpretación o normas al Director Nacional, para que este las elabore y presente al consejo.

7. Dictación de normas de funcionamiento interno.

El Consejo podrá dictar normas propias de funcionamiento, en el marco del Reglamento.

8. Reclamación de ilegalidad.

Se aclara que es respecto de la dictación de una norma de carácter general o interpretación administrativa de normas de protección de los derechos de los consumidores.

Se establece que el plazo para reclamar es de quince días contados desde su dictación.

____________


En sesión de 14 de junio, y a petición del señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Moreira, el Senado abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión.

Dentro del referido plazo, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó una indicación, que por orden correlativo le correspondió el N° 213.

____________

INDICACIÓN N° 213


La indicación N° 213, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es del siguiente tenor:

“AL ARTÍCULO 1°


1) Para modificar el artículo 59 ter, incorporado por el actual numeral 50), de la siguiente forma:


a) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la expresión “miembros denominados “Consejeros””, por la siguiente: “Consejeros titulares y dos Consejeros suplentes”.


ii) Intercálase entre la frase “del Senado” y el punto y aparte (.), la siguiente expresión: “, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio”.


b) Intercálase en el inciso cuarto, entre la expresión “por una sola vez” y el punto seguido (.), la siguiente expresión: “en la misma calidad”.

c) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así sucesivamente:


“A los Consejeros le será aplicable el artículo 2° de la ley N° 20.880 y deberán realizar la declaración de intereses y patrimonio en los términos del Título II de la precitada ley.”. 


d) Modifícase su actual inciso quinto, que pasó a ser sexto, en el siguiente sentido:


i) Intercálase entre la frase “Administración del Estado” y la coma (,), la siguiente expresión: “, con exclusión de los cargos docentes”.


ii) Reemplázase la expresión “de dirección” por la siguiente: “internos de alcance nacional”.

iii) Intercálase entre la palabra “representante” y la expresión “de asociaciones gremiales”, la expresión: “o miembro del directorio”.


e) Modifícase su actual inciso sexto, que pasó a ser séptimo, en el siguiente sentido:


i) Intercálase, entre las frases “Los miembros” y “del Consejo”, la siguiente palabra: “titulares”. 


ii) Intercálase, entre las frases “tener participación” y “en la propiedad”, la siguiente expresión: “superior al 5%”.

iii) Agrégase a continuación del punto y aparte (.), que pasa a ser seguido, la frase: “Esta incompatibilidad no se aplicará en el caso de las micro y pequeñas empresas a que se refiere el artículo segundo de la ley N° 20.416.”.


f) Modifícase el actual inciso séptimo, que pasó a ser octavo, del siguiente modo:


i) Intercálase entre las frases “los miembros” y “del Consejo”, la siguiente palabra: “titulares”.


ii) Reemplázase la siguiente expresión: “, ni podrán tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas” por la siguiente frase: “de una empresa o sociedad”.  


g) Elimínase en el actual inciso octavo, que pasó a ser noveno, la siguiente frase: “Esta obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de dicha prohibición.”.


h) Intercálanse los siguientes incisos décimo y undécimo, nuevos, pasando el actual inciso décimo a ser undécimo y así sucesivamente: 


“Mientras se desempeñen en su cargo, los Consejeros no podrán ejercer asesoría profesional a proveedores que puedan ser objeto de fiscalización por parte del Servicio en las materias reguladas por esta ley, ni a asociaciones de consumidores. Tampoco podrán ejercer asesoría profesional, hasta seis meses luego de haber cesado en su cargo, a proveedores que hayan sido afectados o podido ser afectados en forma directa por las propuestas de interpretación administrativa de la normativa o de dictación de normas e instrucciones generales respecto de las cuales hayan tenido que pronunciarse.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso decimonoveno, los suplentes no podrán pronunciarse respecto de propuestas que afecten de manera directa a empresas proveedoras en los términos del artículo 1° de la presente ley en las cuales tengan participación superior al 5%  en su propiedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley Nº 18.046 sobre sociedades anónimas. Una vez cesados en el cargo y hasta seis meses después, los ex suplentes deberán informar al Consejo las actividades laborales y de prestación de servicios que realicen, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas.”.


i) Modifícase la letra e) del actual inciso noveno, que pasó a ser decimosegundo, del siguiente modo:


i) Reemplázase la expresión “causal de inhabilidad” por la palabra “incompatibilidad”.


ii) Reemplázase la frase “cuarto y quinto del presente artículo” por la siguiente: “sexto y séptimo del presente artículo, respecto de los Consejeros titulares, o del inciso sexto respecto de los suplentes”.


j) Elimínase el actual inciso decimosexto.


k) Intercálanse, a continuación del actual inciso decimoquinto, que pasó a ser decimoctavo, los siguientes incisos decimonoveno y vigésimo, nuevos:  


“Un Consejero suplente reemplazará al Consejero que se encontrare impedido de asistir a una o más sesiones del Consejo por una razón de fuerza mayor; por encontrarse suspendido en el cargo, de conformidad a lo dispuesto en el inciso decimosexto de este artículo; o por haberse abstenido de emitir pronunciamiento sobre un asunto sometido a conocimiento del Consejo, de conformidad a lo dispuesto en  el artículo 12 de la ley Nº 19.880 y el numeral 6 del artículo 62 del decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Asimismo, un Consejero suplente asistirá a las sesiones en lugar del miembro titular que hubiere cesado en el cargo de conformidad a lo dispuesto en este artículo, hasta el nombramiento del respectivo Consejero titular.  


Para la determinación del Consejero suplente que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, deberá reemplazar a un integrante titular, se preferirá, en primer lugar, el suplente de nombramiento más antiguo.”.


l) Para reemplazar el inciso final por el siguiente:


“Los Consejeros percibirán una dieta equivalente a diecisiete unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de treinta y cuatro de dichas unidades por cada mes calendario. Los Consejeros suplentes percibirán, por los reemplazos que realicen, la dieta que hubiere  correspondido percibir al Consejero titular.”.


1) Para modificar el artículo 59 quáter, incorporado por el actual numeral 50), de la siguiente forma:


a) Elimínase en la letra a) del inciso primero la expresión “del Servicio Nacional del Consumidor”.


b) Elimínase en la letra b) del inciso primero la expresión “del Servicio Nacional del Consumidor, de dictación”.


c) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente: 


“Las propuestas de interpretación administrativa o de normas e instrucciones de carácter general de competencia del Servicio que sean sometidas al Consejo podrán referirse, entre otros aspectos, a los parámetros de abusividad señalados en la letra g) del artículo 16, los lineamientos generales para la aplicación de los criterios referidos en el inciso octavo del artículo 24, así como los criterios para la determinación del riesgo a que se refiere la letra a) del artículo 58. Asimismo, podrán establecer criterios generales para la observancia de los principios establecidos en el inciso segundo del artículo 54 H y criterios generales para determinar, de acuerdo a la definición del inciso quinto del artículo 50, la existencia de interés colectivo o difuso comprometido, para efectos de los señalado en el inciso primero del artículo 54 H.”.


d) Modifícase su actual inciso segundo, que pasó a ser tercero, en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la palabra “someter” por “remitir”.


ii) Intercálase entre las frases “web del Servicio” y “con el fin de que”, la siguiente expresión: “, por un plazo no inferior a 20 días corridos”.


iii) Reemplázase la expresión “ni estará el Consejo obligado a” por la siguiente: “ni estarán el Director Nacional ni el Consejo obligados a”.


3) Para modificar el artículo 59 quinquies, incorporado por el actual numeral 50), de la siguiente forma:


a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “la totalidad de sus miembros en ejercicio” por la siguiente: “tres Consejeros”.


b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:


i) Intercálase entre la palabra “sesionará” y la frase “una vez”, la siguiente palabra: “ordinariamente”.


ii) Agrégase a continuación del punto y aparte (.), que pasa a ser seguido, lo siguiente:


“Con todo, en estas sesiones se abrirá un espacio para que los consejeros soliciten por unanimidad la presentación de propuestas de interpretación administrativa o de normas e instrucciones de carácter general en determinadas materias de protección de los derechos de los consumidores. Dichas solicitudes deberán presentarse por escrito ante el Director Nacional y estar debidamente fundadas. El Director se pronunciará sobre las respectivas solicitudes, formulando una propuesta en la materia o fundando su decisión en contrario.”. 


c) Agrégase el siguiente inciso quinto, nuevo: 


“Un Reglamento evacuado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo determinará las normas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo. El Consejo podrá dictar normas de funcionamiento interno en cuanto no resulten contrarias a lo establecido en dicho Reglamento o la ley.”.

AL ARTÍCULO UNDÉCIMO TRANSITORIO PROPUESTO


4) Para reemplazar el artículo undécimo transitorio agregado por el numeral 33), por el siguiente: 


“Artículo undécimo.- Para efectos del nombramiento de los miembros del Consejo Normativo creado en virtud del artículo 59 ter de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, y para efectos de la renovación por parcialidades de sus integrantes a que se refiere el inciso cuarto de la precitada disposición, en la primera propuesta que efectúe el Presidente de la República al Senado, presentará uno de los Candidatos titulares y uno de los Candidatos suplentes con una duración en su cargo de dos años a contar de la fecha de su nombramiento. Asimismo, para efectos de determinar el orden de prelación de los Consejeros suplentes referido el inciso vigésimo de dicho artículo, la primera propuesta individualizará el candidato que se considerará a este respecto como más antiguo. 


Lo dispuesto en el inciso anterior deberá quedar así también consignado en el primer decreto de nombramiento.”.”.

_______________


En discusión, el Director del SERNAC, señor Ernesto Muñoz procedió a explicar los aspectos en los cuales la nueva indicación del Ejecutivo, signada como N° 213, contiene ciertas diferencias con lo acordado con la Comisión en una sesión anterior.

1. Incompatibilidades de los Consejeros. 


Por razón de consistencia en la presentación de proyectos similares, y por motivos de orden práctico el Ejecutivo ha solicitado mantener la incompatibilidad de ser funcionario de la Administración del Estado, pero con exclusión de los cargos docentes, recogiendo de esta forma la discusión sobre el punto en la Comisión.


Por la misma razón el Ejecutivo solicita mantener la incompatibilidad de ser miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, pero se acota a los órganos de dirección internos de alcance nacional, recogiendo también la discusión en la Comisión.


2. Prohibiciones de los Consejeros.


Se aclara que la prohibición de participación de más de 5% en la propiedad de una empresa proveedora se aplica sólo a los miembros titulares.


El Ejecutivo solicita, por ser estándar común en las normas de probidad, hacer extensiva dicha prohibición a los cónyuges, convivientes civiles y parientes hasta en primer grado de consanguinidad.


Se aclara que la prohibición de ser gerente, administrador o director de una empresa proveedora sólo rige para los miembros titulares.


Se aclara que la prohibición de ejercer asesoría profesional hasta seis meses de haber cesado en el cargo sólo se aplica respecto de proveedores que hayan sido afectados o podido ser afectados en forma directa por las propuestas respecto de las cuales el Consejero haya tenido que pronunciarse.


3. Declaración jurada.


Se aclara que los Consejeros están sujetos al principio de probidad establecido en el artículo 2° de la Ley N° 20.880 sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses.


Se mantiene la obligación de hacer una declaración jurada de intereses y patrimonio.


4. Dieta.


Se vuelve a incorporar la dieta de los Consejeros. Esto fue parte de los requisitos para la evaluación del impacto financiero de estas indicaciones.


Se especifica que la dieta de los suplentes será aquella que correspondería al titular que no asiste a la sesión.


5. Suplentes.


Se aclara que los suplentes no podrán pronunciarse sólo respecto de propuestas que afecten directamente a empresas proveedoras en las cuales tengan participación mayor al 5% en su propiedad.


Se aclara que también se aplica a los suplentes la obligación de informar al Consejo, hasta seis meses después de haber cesado en el cargo,  sobre sus actividades laborales y de prestación de servicios y se hace extensiva la prohibición de prestar asesoría a empresas proveedoras en materia de protección al consumidor.


Se ajusta la redacción y se cambia la ubicación del inciso que se refiere a los casos en que opera la suplencia.


Se aclara que el suplente que debe reemplazar al Consejero es el de mayor antigüedad.


6. Consulta pública.


Se fija un plazo mínimo de 20 días corridos para la consulta pública. 


7. Norma transitoria.


Se ajusta la redacción del artículo transitorio que permite la renovación parcial de los miembros del Consejo, estableciendo una duración más corta en el cargo respecto de algunos de los primeros miembros.


Luego, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Moreira, Quinteros y Tuma se manifestaron conformes con la indicación y con las explicaciones del señor Director del SERNAC respecto de aquellos puntos en que hubo diferencias, con excepción de lo relativo a la dieta de los consejeros, toda vez que la consideran insuficiente para el perfil del cargo y sus responsabilidades, así como también, por las exigencias derivadas de las incompatibilidades y prohibiciones.


Por tal motivo, el señor Presidente propuso proceder a votar por separado el punto relativo a la dieta de los consejeros.


--En votación, la indicación N° 213, con excepción de la letra l), relativa a la dieta de los consejeros, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Moreira, Quinteros y Tuma (Aprobada; unanimidad, 3x0).


--En votación, la letra l) del número 1) de la indicación N° 213, relativa a la dieta de los consejeros, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Moreira, Quinteros y Tuma (Rechazada; unanimidad, 3x0).

--Finalmente, la Comisión aprobó las indicaciones N° 200 y 212, respecto de las materias sobre las cuales no se había pronunciado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Moreira, Quinteros y Tuma. (Aprobadas; unanimidad, 3x0).
________________


Es del caso consignar que, como consecuencia de la aprobación de las indicaciones N° 200 y 213, con modificaciones, ambas de S.E. la Presidenta de la República, sobre el Consejo Normativo del SERNAC, se entienden rechazados los párrafos 4 a 8 del literal a), de la letra a), del número 40), que pasa a ser número 49), que introduce modificaciones al artículo 58 de la ley sobre protección de los derechos de los consumidores, y que la materia que regulaban tales párrafos respecto del Consejo Técnico, se entiende subsumida en las normas aprobadas posteriormente por la Comisión en relación al referido Consejo Normativo, particularmente los artículos 59 ter y 59 quáter.

_______________


Se deja especial constancia que en sesión de fecha 16 de mayo de 2016, la Comisión escuchó la opinión sobre el proyecto de ley en análisis de la Asociación Nacional de Funcionarios del SERNAC.


El Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del SERNAC, señor Paul Laulié, efectuó una exposición acerca de las principales inquietudes de la organización relativas al proyecto de ley y, en especial, a su artículo 5° transitorio.


Luego de realizar una introducción referida a los orígenes, grado de representatividad y finalidades de la Asociación, profundizó en tres ámbitos que preocupan especialmente a la agrupación: 


-el empleo principal de planta; 


-la estructura orgánica del Servicio, y


-las remuneraciones.


La presentación se encuentra disponible en la página web del Senado, en el link documentos de la ficha de tramitación del boletín N° 9936-03. http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion 

_______________

MODIFICACIONES

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Economía propone aprobar el proyecto con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO 1°

o o o o o

--Intercalar a continuación del número 1) otro, nuevo, del siguiente tenor:


“2) Intercálase en el artículo 6º entre la frase “Ministerio del Trabajo” y el punto final (.), lo siguiente: “, exclusivamente respecto de su constitución, su disolución y lo preceptuado en los artículos 16, 21, 22 y 23 de dicho cuerpo legal. En lo demás, se regirán subsidiariamente por las normas contenidas en el Título II de la ley N° 20.500 y serán consideradas como organizaciones de interés público en los términos que dispone el artículo 15 de la precitada ley.”.”. (Indicaciones N° 5, 6, 7, 8 y 9, con modificaciones). (Unanimidad. 3x0).

o o o o o

Número 2)

Pasa a ser número 3)

Letra e)

--Intercálase en el artículo 8º antes del punto y coma (;), lo siguiente: “, con las limitaciones señaladas en el artículo 9°”. (Indicación N° 10, con modificaciones). (Unanimidad, 3x0).

Letra f)


--Sustituirla por la siguiente:

“f) Agréganse los siguientes literales h) e i):

“h) Realizar, a solicitud de un consumidor, mediaciones individuales, y

i) Efectuar, de conformidad a esta ley, cualquier otra actividad destinada a proteger, informar y educar a los consumidores.”. (Indicación N° 10, con modificaciones). (Unanimidad, 3x0).

Número 3)

Pasa a ser número 4)

o o o o o


--Contemplar como letra a), nueva, la siguiente:

“a) Constituirse u operar con la finalidad de redistribuir sus fondos a sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de la ley N°18.045.”.

o o o o o

Letra a)

Pasa a ser letra b)

-- Introducir las siguientes modificaciones:


i.- Intercalar entre “Repartir” y “excedentes”, lo siguiente: “costas procesales y personales,”;


ii.- Sustituir el punto y coma (;) por un punto seguido (.), y agregar, a continuación, lo siguiente: “Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos.”, y


iii.- Incorporar el siguiente inciso segundo:


“Lo dispuesto en el párrafo anterior es sin perjuicio de la remuneración de sus trabajadores y de la facultad del directorio para fijar una retribución adecuada a su representante legal, a sus miembros fundadores, socios o personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley N°18.045, por los servicios que prestaren a la asociación. Asimismo, las personas enumeradas en el párrafo anterior, tendrán derecho a ser reembolsadas de los gastos, autorizados por el directorio, que justificaren haber efectuado en el ejercicio de su función;”. Indicaciones N°s. 13, 16 y 17, con modificaciones). (Unanimidad, 3x0).

o o o o o

--Incorporar a continuación de la letra a), que pasa a ser letra b) la siguiente letra c, nueva:

“c) En la letra c), que pasa a ser letra d), sustituir los términos “ayudas o subvenciones” por “donaciones, subvenciones, subsidios o ayudas”. (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación). (Unanimidad, 4x0). 

o o o o o

--Elimínese la letra b (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación). (Unanimidad, 4x0). 

Número 4)

Pasa a ser número 5)

o o o o o

--Consultar a continuación de la letra a), las siguientes letras, nuevas:

“b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la palabra “internacionales”, lo siguiente: “y por los remanentes no transferidos ni reclamados provenientes de soluciones alcanzadas a través de mediaciones o en el contexto de juicios colectivos, de conformidad a lo establecido en los artículos 53 B, 53 C y 54 P.”.

c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“Un Reglamento suscrito por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo establecerá la constitución y composición del Consejo de Administración del Fondo, preservando la autonomía de las Asociaciones de Consumidores y de la gestión del Fondo. La Secretaría Ejecutiva de dicho Consejo estará radicada en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo de acuerdo a lo que se disponga en dicho Reglamento.”.”. (Indicación N° 18, con modificaciones). (Unanimidad. 3x0).
o o o o o

Letra b) 

Pasa a ser letra d)

Inciso quinto propuesto

--Reemplazar la frase: “Un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo” por la siguiente: “El Reglamento”. (Indicación N° 19). (Unanimidad. 3x0).
o o o o o

--Consultar un numeral nuevo, del tenor que se indica:

“6) Intercálase el siguiente artículo 11 ter, nuevo:

“Artículo 11 ter.- Se reconocerá el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas asociaciones que operen en ocho o más regiones del país, lo que deberá ser debidamente acreditado ante el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo conforme al procedimiento que establezca el Reglamento. El Fondo concursable al que se refiere el artículo anterior considerará una línea especial de financiamiento permanente a dichas asociaciones para el desarrollo de sus funciones.”.”. (Indicación N° 21). (Unanimidad. 3x0).
o o o o o

o o o o o

--Consultar un numeral nuevo, del tenor que se indica:


“7) Agrégase el siguiente artículo 12 B, nuevo:

“Artículo 12 B.- Los proveedores de servicios de telecomunicaciones que realicen ofertas conjuntas, deberán ofrecer individualmente cada uno de los servicios y planes que componen las mismas. De esta forma, no podrán atar, ligar o supeditar, bajo ningún modo o condición, la contratación de un servicio cualquiera a la contratación de otro.”. (Indicación N° 23, con modificaciones). (Unanimidad. 3x0).
o o o o o

Números 5 y 6

Pasan a ser números 8 y 9, sin modificaciones

Número 7)

Pasa a ser número 10)

--Sustituirlo por el siguiente:

“10) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 23, la frase “cien a trescientas” por “hasta 3.000”. (Indicación N° 32, con modificaciones). (Unanimidad. 3x0).
Número 8)

Pasa a ser número 11)

Letra c)

--Sustituirla por la siguiente:

“c) Derógase el inciso tercero.”. ”. (Indicación N° 36). (Unanimidad. 3x0).
Letra d)

--Reemplazarla por la que sigue:

“d) Reemplázase el inciso final por los siguientes incisos tercero y siguientes:


“Para la determinación del monto de las multas señaladas en esta ley, el Servicio o el tribunal correspondiente deberán aplicar las reglas señaladas en los incisos siguientes, sin perjuicio de las reglas especiales establecidas para determinadas infracciones.

Se considerarán circunstancias atenuantes:

a) El haberse reparado el daño causado al consumidor, antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda.

b) Que el proveedor sea empresa de menor tamaño en los términos a que se refiere el inciso segundo del artículo segundo de la ley N° 20.416.

c) La colaboración que el infractor haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante el procedimiento sancionatorio administrativo o judicial.

Se considerarán circunstancias agravantes: 

a) La reincidencia del proveedor. Se entenderá por reincidencia el haber sido sancionado con anterioridad por la misma infracción dentro de los treinta y seis meses anteriores. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, sólo se considerará reincidente si ha sido sancionada por la misma infracción dentro de los doce meses anteriores.

b) El haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores, o haber dañado su integridad física o psíquica o su dignidad, o haber puesto en riesgo la seguridad e integridad física de los consumidores o de la comunidad aun no habiéndose causado daño.

La determinación de las multas se efectuará considerando las circunstancias atenuantes y agravantes señaladas en los incisos precedentes conforme a los siguientes parámetros:

a) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren tres atenuantes, se aplicará hasta el 40% del máximum de la multa que corresponda.

b) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren dos atenuantes, se aplicará hasta el 60% del máximum de la multa que corresponda.

c) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurre un atenuante, se aplicará hasta el 80% del máximum de la multa que corresponda.

d) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurre un agravante, se aplicará al menos el 60% del máximum de la multa que corresponda.

e) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren dos agravantes, se aplicará al menos el 80% del máximum de la multa que corresponda.

En caso de concurrir tanto circunstancias atenuantes como agravantes, el Servicio o el tribunal deberán ponderar racionalmente cada una de éstas, a fin de que, graduando el valor de unas y otras, al caso concreto se aplique una sanción proporcional a la intensidad de la afectación provocada en los derechos del consumidor. Sin perjuicio de lo anterior, la procedencia de un agravante determinará la aplicación de al menos el 40% del máximum de la multa, aun cuando concurran una o más circunstancias atenuantes. Este último límite no aplicará en caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del artículo segundo de la ley N° 20.416.

Dentro de los límites que se sigan de aplicar las reglas establecidas en los incisos precedentes, las multas se determinarán considerando prudencialmente los siguientes criterios: los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor: el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima: el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción: la cantidad de infracciones cometidas por parte del proveedor y su situación económica.

Tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará las multas de acuerdo al número de consumidores afectados, pudiendo aplicar una multa por cada uno de ellos, tomando en consideración la naturaleza de la infracción. Con todo, el total de las multas que se impusieren en estos casos, no podrán exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas por el infractor durante el periodo en que ésta se haya prolongado o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción. En caso de tratarse de un proveedor que pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el inciso segundo del artículo segundo de la ley N° 20.416, el total de las multas no podrá exceder el 10% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción efectuadas por el infractor durante el periodo en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.

Para determinar las medidas que se adopten para prevenir o corregir infracciones, de conformidad a esta ley, el Servicio o el tribunal, según corresponda, deberán considerar especialmente los criterios referidos en los incisos cuarto, quinto y octavo del presente artículo.”. (Indicaciones N° 37, 41, 42, 43, 44 y 45, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).

Número 9)

Pasa a ser número 12)

Letra b)

--Intercalar entre “segundo,” y “reemplázase”, lo siguiente: “agregar, a continuación de “energía eléctrica,”, lo siguiente: “telecomunicaciones,” y”. (Indicación N° 48, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).
Letra c)

Inciso tercero propuesto

--Sustituir la expresión “tendrá lugar” por “sólo tendrá lugar”. (Indicación N° 51). (Unanimidad, 4x0).
Números 10 a 19

Pasan a ser números 13 a 22, sin modificaciones

Número 20)

Pasa a ser número 23)

Artículo 50 A

Inciso primero

--Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 50 A.- Las denuncias presentadas en defensa del interés individual podrán interponerse, a elección del consumidor, ante el Servicio Nacional del Consumidor o ante el Juzgado de Policía Local correspondiente a su domicilio o al domicilio del proveedor. Se prohíbe la prórroga de competencia por vía contractual.”. (Indicaciones N°s. 62 y 69, esta última con modificaciones). (Unanimidad, 3x0).
Inciso segundo

--Reemplazarlo por el siguiente:

“Las denuncias presentadas ante el Servicio serán de conocimiento de la Dirección Regional que corresponda a la comuna del domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del consumidor.”. (Indicación N° 68). (Unanimidad, 4x0).
Inciso tercero

--Suprimirlo. (Indicaciones N°s 71 y 72). (Unanimidad, 4x0).
Inciso quinto

--Suprimirlo. (Indicación N° 75). (Unanimidad, 4x0).
Incisos sexto a undécimo

--Suprimirlos. (Indicaciones N°s. 77, 78 y 80). (Unanimidad, 4x0).
Inciso duodécimo


--Suprimirlo. (Indicación N° 129). (Unanimidad, 4x0).
Número 21)

Pasa a ser número 24)

Artículo 50 B

--Reemplazar la expresión “inciso quinto del artículo 50 A” por la siguiente frase: “Párrafo 3º de este Título”. (Indicación N° 81). (Unanimidad, 4x0).
--Sustituir la expresión “la ley N°18.287” por la siguiente frase: “las leyes N° 18.287 y N° 15.231”. (Indicación N° 82). (Unanimidad, 4x0).
--Sustituir la locución “Párrafo 3º” por “Párrafo 4º”. (Indicación N° 83). (Unanimidad, 4x0).
Número 22) 

Pasa a ser número 25)

Artículo 50 C

Inciso primero

-- Sustituir el texto que señala: “La denuncia no requerirá patrocinio de abogado. Los interesados podrán comparecer personalmente, sin intervención de letrado, ante el Servicio Nacional del Consumidor.”, por la siguiente oración: “La denuncia presentada ante el Servicio Nacional del Consumidor no requerirá de patrocinio de abogado, pudiendo los interesados comparecer personalmente ante el Servicio.”. (Indicación N° 84). (Unanimidad, 4x0).
--Agregar, a continuación de las expresiones “será asistido por la Corporación de Asistencia Judicial correspondiente”, lo siguiente, antecedido por un punto seguido (.): “Asimismo, podrá ser asistido por cualquier institución pública o privada, entre ellas las Asociaciones de Consumidores, que desarrolle programas de asistencia judicial gratuita.”, y eliminar lo siguiente: “o por cualquier institución pública o privada que desarrolle programas de asistencia judicial gratuita.”. (Indicación N° 85, con modificaciones). (Unanimidad, 5x0).
o o o o o

--Consultar un numeral nuevo, del tenor que se indica:

“26) Reemplázase en el artículo 50 D, la frase “Si la demandada fuera una persona jurídica, la demanda se notificará” por la siguiente: “En aquellos casos en los que en virtud de esta ley se interponga demanda en contra de una persona jurídica, su notificación se efectuará”.”. (Indicación N° 86). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o

--Incorporar un numeral nuevo, del tenor que se señala:

“27) Reemplázase en el artículo 50 E la frase “Cuando la denuncia, querella o demanda interpuesta” por la siguiente: “En aquellos casos en los que, en virtud de esta ley, se interponga ante tribunales una denuncia o demanda que”.”. (Indicación N° 87). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o

Número 23)

Pasa a ser número 28)

Artículo 50 F

o o o o o

--Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Tratándose de servicios susceptibles de causar grave daño, el Servicio o el juez podrá ordenar la suspensión de su prestación a los consumidores.”. (Indicación N° 89). (Unanimidad, 4x0).
o o o o o

--Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor: 

“En el caso que el Servicio no cumpliere con los requisitos previstos en los incisos precedentes, el afectado podrá reclamar ante el Juzgado de Policía Local competente.”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado) (Unanimidad, 4x0).
o o o o o

Número 24)

Pasa a ser número 29)

Párrafo 2°

Del procedimiento sancionatorio

--Reemplazar la frase “Del procedimiento sancionatorio” por la siguiente: “De la mediación individual, la conciliación y el procedimiento sancionatorio instruido por el Servicio Nacional del Consumidor”. (Indicación N° 90). (Unanimidad, 4x0).
Número 25)

Pasa a ser número 30)

Artículo 50 G

Inciso segundo

--Agregar la siguiente oración final: “Se iniciará por denuncia cuando, interpuesta ésta en los términos señalados en el inciso siguiente, una vez que hayan fracasado las instancias de mediación y conciliación señaladas en este artículo, el Servicio estimare que existe mérito para ello, de conformidad a lo señalado en el inciso décimo tercero.”. (Indicación N° 91). (Unanimidad, 4x0).
Inciso quinto

--Eliminar lo siguiente: “, a cargo de la entidad que recibió la denuncia”. (Indicación N° 93). (Unanimidad, 4x0).
Inciso sexto

--Agregar la siguiente oración: “Sin perjuicio de lo anterior, las conciliaciones podrán celebrarse en forma no presencial a través de los medios tecnológicos que el Servicio ponga a disposición de consumidores y proveedores, los que en cualquier caso deben permitir dejar registro fidedigno de la actuación.”. (Indicación N° 95, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).
Inciso duodécimo

--Intercalar entre las frases “Fomento y Turismo,” y “una vez”, la siguiente: “tendrán carácter de transacción extrajudicial y,”. (Indicación N° 96). (Unanimidad, 5x0).
--Agregar a continuación del punto y aparte (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “El Reglamento considerará entre los requisitos para acceder a la acreditación la antigüedad de la Asociación, así como su experiencia en asesoría y representación judicial de los consumidores.”. (Indicación N° 97). (Unanimidad, 4x0).
Inciso décimo tercero

--Intercalar, a continuación de la frase “revestida de seriedad”, lo siguiente: “y los hechos denunciados pueden importar infracción a las disposiciones de esta ley o las demás normas de protección de los derechos de los consumidores”. (Indicación N° 98, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).
Inciso décimo cuarto

--Intercalar después de la frase “Todo el procedimiento” lo siguiente: “, incluidas las actuaciones previas a que se refiere este artículo,”. (Indicación N° 99). (Unanimidad, 4x0).
Número 26)

Pasa a ser número 31)

Artículo 50 H

Inciso primero

--Suprimir lo siguiente. “, los que deberán ser tenidos en cuenta por el instructor al emitir el dictamen a que se refiere el artículo 50 L”. (Indicación N° 101, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).
Inciso tercero

--Intercalar entre la palabra “oficio” y el punto seguido (.), lo siguiente: “, pudiendo procederse, en tal caso, de conformidad a lo señalado en el inciso tercero del artículo 50 Q”. (Indicación N° 102). (Unanimidad, 3x0).
Inciso cuarto

--Intercalar entre la expresión “despacho de correos” y el punto y aparte (.), la siguiente frase: “al domicilio del notificado”. (Indicación N° 103). (Unanimidad, 4x0).
Artículo 50 I

Inciso segundo

--Sustituir la palabra “pruebas” por “medidas o diligencias probatorias”. (Indicación N° 105). (Unanimidad, 3x0).
Artículo 50 L

o o o o o

--Agregar el siguiente inciso tercero:

“En ningún caso el dictamen a que se refiere el inciso anterior podrá considerar como infracciones hechos que no guarden conexión con los descritos en la resolución que dio inicio al procedimiento.”. (Indicación N° 106). (Unanimidad, 3x0).
o o o o o

Artículo 50 N

Inciso primero

Letra c)

--Suprimirla. (Indicación N° 107). (Unanimidad, 4x0).
Letra d

Pasa a ser letra c), sin modificaciones

o o o o o

--Sustituir el literal e) del artículo 50 N, que pasa a ser d), por el siguiente:
“d) Otras medidas que, de conformidad a esta ley, tengan por objeto exclusivo prevenir y/o corregir la infracción cometida.”. (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación). (Aprobada; unanimidad, 4x0).
o o o o o

--Intercalar los siguiente incisos segundo a cuarto, nuevos:

“Tratándose de las empresas proveedoras comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416 y siempre que no se hubieren configurado las agravantes señaladas en las letras a) y b) del inciso quinto del artículo 24, las multas a que se refiere la letra b) de este artículo serán reemplazadas por la participación obligatoria del titular o representante legal de la empresa de menor tamaño, y/o de uno o más de sus trabajadores, en un programa de capacitación sobre derechos y deberes de los consumidores realizado por el Servicio Nacional del Consumidor.

Sustituida la multa de conformidad a lo dispuesto en el inciso precedente, si el obligado, no participare en el programa de capacitación correspondiente, procederá el aumento de la multa originalmente determinada, el que no podrá exceder de un 25% de su valor.

Tratándose de micro o pequeñas empresas en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, la primera multa efectivamente impuesta será rebajada en un 70%.”. (Indicaciones N°s 108 y 109, con modificaciones, y 111). (Unanimidad, 4x0).
o o o o o

Inciso segundo

Pasa a ser inciso quinto

--Reemplazar la frase “Lo señalado anteriormente” por la siguiente: “Lo señalado en este artículo”. (Indicación N° 112). (Unanimidad, 4x0).
Artículo 50 Ñ

Inciso tercero


--Sustituirlo por el siguiente:

“El cumplimiento de las resoluciones a que se refiere el inciso primero, incluido el pago de las multas, deberá ser acreditado ante el Servicio dentro de los 10 días siguientes a la fecha en que aquél fuere exigible.”. (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación). (Unanimidad, 4x0). 
Artículo 50 O

Inciso primero

--Suprimir lo siguiente “, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado”. ”. (Indicación N° 114). (Unanimidad, 4x0).
--Sustituir “será improcedente”, por lo siguiente: “y todo otro recurso administrativo establecido en dicha ley serán improcedentes.”. (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación). (Unanimidad, 4x0). 
Inciso segundo

--Sustituir la oración “En la reclamación por ilegalidad el juez podrá revisar tanto aspectos formales como sustantivos.” por lo siguiente: “Si el procedimiento administrativo fue iniciado de oficio por el Servicio, el proveedor podrá reclamar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente a la comuna de la Dirección Regional. La reclamación deberá presentarse por escrito y contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulan. Al conocer de la reclamación, el juez podrá, realizando un control sobre la legalidad de la resolución, revisar tanto aspectos formales como sustantivos.”. (Indicación N° 116). (Unanimidad, 4x0).
Inciso cuarto

--Reemplazarlo por el que sigue:

“No podrá exigirse el cumplimiento de la resolución mientras ésta no se encuentre firme.”. (Indicación N° 118). (Unanimidad, 4x0).
Inciso quinto

--Sustituir la frase “contemplado en los incisos quinto y siguientes del artículo 50 A”, por la siguiente: “contemplado en el Párrafo 3º de este Título”. (Indicación N° 119). (Unanimidad, 4x0).
Artículo 50 P

Inciso primero

--Reemplazarlo por los siguientes incisos primero y segundo:

“Artículo 50 P.- La sanción impuesta por la aplicación de una ley especial impedirá al Servicio aplicar en virtud de esta ley una sanción adicional en razón de los mismos hechos, en la medida que para la determinación de la primera se haya considerado la vulneración de los derechos de los usuarios o consumidores. 

Si el Servicio llegare a tomar conocimiento de hechos que pudieren constituir una infracción de disposiciones legales o reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley, relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores, deberá proceder a denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas y podrá hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, de conformidad a lo establecido en el artículo 58 letra i) de la presente ley.”. (Indicaciones N°s. 121, 122 y 123, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).
o o o o o

--Consultar un numeral nuevo, del siguiente tenor:

“32) Agrégase a continuación del artículo 50 P el siguiente epígrafe:

“Párrafo 3°

Del procedimiento ante los Juzgados de Policía Local”.”.

(Indicación N° 128). (Unanimidad, 4x0).
o o o o o

o o o o o

--Incorporar el siguiente numeral, nuevo:

“33) Agréganse los siguientes artículos 50 Q, 50 R y 50 S, nuevos:

“Artículo 50 Q.- El conocimiento de la acción ejercida a título individual para obtener la debida indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar por infracción a esta ley corresponderá a los juzgados de policía local, siendo competente aquel que corresponda al domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del primero, sin que sea admisible la prórroga de competencia por la vía contractual.

El procedimiento se iniciará por demanda del consumidor, la que deberá presentarse por escrito y con el patrocinio de abogado habilitado.

En los casos en que no resulte posible practicar la primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia deje constancia de cuál es la habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo a quien se va a notificar y éste se encuentre en el lugar del juicio, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos segundo y tercero del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil. El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2), 3) y 4) del inciso tercero del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.

En este procedimiento no será admisible la reconvención del proveedor demandado. Las excepciones que se hayan opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. En su comparecencia, las partes podrán realizar todas las gestiones procesales destinadas a acreditar la infracción y probar su derecho, incluidas la presentación y el examen de testigos, cuya lista podrá presentarse hasta el inicio de la audiencia de contestación, conciliación y prueba.

El tribunal podrá en el aludido comparendo, distribuir la carga de la prueba conforme a la disponibilidad y facilidad probatoria que posea cada una de las partes en el litigio, lo que comunicará a ellas para que asuman las consecuencias que les pueda generar la ausencia o insuficiencia de material probatorio que hayan debido aportar o el no rendir la prueba correspondiente de que dispongan en su poder. Para efectos de rendir la prueba ordenada conforme a este inciso, el juez citará a una nueva audiencia con ese único fin, la que deberá ser citada a la brevedad posible.

Los incidentes deberán promoverse y tramitarse en la misma audiencia, conjuntamente con la cuestión principal, sin paralizar el curso de esta, cualquiera sea la naturaleza de la cuestión que en ellos se plantee. El tribunal deberá dictar sentencia definitiva dentro de los treinta días siguientes a la última audiencia, a menos que exista un plazo pendiente para realizar diligencias.

Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales, se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables. La cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo denunciado o demandado por el consumidor, no considerándose para estos efectos el monto de la multa aplicable. Las causas que versen sobre materias que no tienen una determinada apreciación pecuniaria, se considerarán para estos efectos de cuantía superior a veinticinco unidades tributarias mensuales.

Artículo 50 R.- El mismo procedimiento señalado en el artículo precedente se aplicará en caso de que el consumidor escoja perseguir la responsabilidad contravencional del proveedor ante el juzgado de policía local competente, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 50 A. Si resultare procedente, regirá para la aplicación de multas lo dispuesto en el artículo 50 P.

Artículo 50 S.- Si, de conformidad a lo establecido en este Párrafo, se promueve un juicio de indemnización de perjuicios por los daños ocasionados a consecuencia de una infracción que ha sido sancionada por el Servicio Nacional del Consumidor mediante resolución firme, no se admitirán pruebas o alegaciones incompatibles con la declaración de existencia del hecho que constituyó la infracción, ni con el establecimiento de la participación del proveedor en la misma.”.”. (Indicación N° 129). (Unanimidad, 4x0).
o o o o o

Número 27)

Pasa a ser número 34)

-- Reemplazar la expresión “Párrafo 3º” por “Párrafo 4º”.”. (Indicación N° 130). (Unanimidad, 4x0).
Número 28)

Pasa a ser número 35)

o o o o o

--Consultar como letra a), nueva, la siguiente:

“a) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto y así sucesivamente:

“Los consumidores afectados en cualquier caso podrán declarar como testigos sin que les sea aplicable la causal de inhabilidad establecida en el numeral 6° del artículo 358 del Código de Procedimiento Civil.

Los proveedores demandados estarán obligados a entregar al Tribunal todos los instrumentos que éste ordene de oficio o a petición de parte, siempre que tales instrumentos obren o deban obrar en su poder y que tengan relación directa con la cuestión debatida. En caso de que el proveedor se negare a entregar tales instrumentos y el Tribunal estimare infundada la negativa por haberse aportado pruebas acerca de su existencia o por ser injustificadas las razones dadas, el juez podrá tener por probado lo alegado por la parte contraria respecto del contenido de tales instrumentos.”.”. (Indicaciones N°s. 131, y 132 y 133, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).
o o o o o

Letras a) y b)

Pasan a ser letras b) y c), sin modificaciones

o o o o o

--Agregar la siguiente letra, nueva:

“d) Agrégase en el numeral 2, los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:

“Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento podrán extenderse al daño moral, siempre que se haya afectado la integridad física o síquica o la dignidad de los consumidores. El tribunal determinará si los hechos discutidos han podido provocar dicha afectación, en cuyo caso deberá incluirlo como hecho sustancial y controvertido en la resolución que recibe la causa a prueba. Tanto la afectación como el monto de los perjuicios, deberán ser debidamente acreditados por la parte que lo solicite.

Para la acreditación del daño moral sufrido por los consumidores, el juez podrá ordenar un peritaje especial, que establecerá, de una muestra representativa de los grupos o subgrupos afectados, una avaluación aproximada del daño causado, determinando un monto referencial, el que podrá variar según cada grupo o subgrupo. El juez en su sentencia considerará, junto con los demás antecedentes probatorios que se aporten al proceso, el monto referencial así determinado. Dicho peritaje será de cargo del infractor en caso de haberse establecido su responsabilidad. De no ser así, se estará a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 411 del Código de Procedimiento Civil.”.”. (Indicación N° 138, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o

o o o o o

--Agregar la siguiente letra, nueva:

“e) Reemplazar el numeral 3 por el siguiente:

“3. Iniciado el juicio señalado, cualquier legitimado activo podrá hacerse parte en el juicio, Asimismo, podrá comparecer cualquier consumidor que se considere afectado para el solo efecto de hacer reserva de sus derechos.”. (Indicación N° 140, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o

o o o o o

--Agregar la siguiente letra, nueva:

“f) Consultar como numeral 10, nuevo, el siguiente:

“10. De conformidad con lo dispuesto en el Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, en casos calificados y sólo una vez admitida a tramitación la demanda, el juez podrá ordenar como medida precautoria que el proveedor cese provisionalmente en el cobro de cargos cuya procedencia esté siendo controvertida en juicio. Para tal efecto, el demandante deberá acompañar antecedentes que constituyan a lo menos presunción grave del derecho que se reclama.”.”. (Indicación N° 100, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).
o o o o o

Número 29)

Pasa a ser número 36)

--Reemplazarlo por el siguiente:

“36) Modifícase el artículo 52 del siguiente modo:

a) Reemplázase el literal b) por el siguiente:

“b) Que la demanda cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, los que sólo se verificarán por el juez, sin que puedan discutirse en esta etapa.”.

b) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así sucesivamente:

“En contra de la resolución que acoja la reposición de aquella que declaró admisible la demanda, procederá el recurso de apelación en ambos efectos, el que deberá ser interpuesto dentro de cinco días fatales contados desde la notificación de la resolución respectiva.”.”. (Indicación Nº 141) (Unanimidad, 3x0).

o o o o o


--Intercalar, a continuación del numeral 29, que pasa a ser 36, el siguiente numeral, nuevo:

“37) Modifícase el inciso primero del artículo 53 del siguiente modo:

a.- Sustitúyase la frase “se tenga por contestada la demanda”, por “se tenga por contestada la misma”; 

b.-  Sustitúyase la frase “medio de circulación nacional”, por lo siguiente: “medio de comunicación nacional, regional o local, escrito, electrónico o de otro tipo, que asegure su adecuada difusión”, y

c.- Reemplázase la palabra “cuarto” por “tercero”.”. (Indicación Nº 143, con modificaciones). (Unanimidad, 5x0).
o o o o o

Número 30)

Pasa a ser número 38)

Letra b)

--Sustituirla por la siguiente:

“b)  Reemplázase el actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:

“Todo avenimiento, conciliación o transacción deberá ser sometido a la aprobación del juez. Para aprobarlo, el juez deberá verificar su conformidad con las normas de protección de los derechos de los consumidores. La aprobación se entenderá sin perjuicio de la eventual aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley. Con todo, el tribunal podrá considerar la reparación del daño causado por parte del proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el 50%.”.”. (Indicación Nº 145, con modificaciones). (Unanimidad, 3x0).
o o o o o


--Considerar como letra c), nueva, la siguiente:


“c) Agregar el siguiente inciso final:


“Los avenimientos, conciliaciones o transacciones que contemplen la entrega a los consumidores de sumas de dinero deberán establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes resulten alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su favor, facilitar su cobro y, en definitiva, conseguir la entrega efectiva del monto correspondiente a cada consumidor. Asimismo, estos acuerdos deberán designar a un tercero independiente mandatado a ejecutar, a costa del proveedor, las diligencias previamente señaladas, salvo que otros medios resulten preferibles, en el caso concreto, para lograr la transferencia efectiva del dinero que a cada consumidor corresponde. Para el cumplimiento de dicho mandato, el proveedor deberá transferir la totalidad de los fondos al tercero encargado de su entrega a los consumidores. Estos acuerdos deberán establecer, a su vez, un plazo durante el cual las diligencias referidas en este inciso deberán ejecutarse. Transcurridos dos años desde que se cumpla dicho plazo, los remanentes que no hayan sido transferidos ni reclamados por los consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero a cargo de la entrega, enterar las cantidades correspondientes al fondo establecido en el artículo 11 bis.”. (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación). (Unanimidad, 5x0).

o o o o o

Número 31)

Pasa a ser número 39)

o o o o o

--Anteponer el siguiente literal a), nuevo:

“a) Agrégase en el literal b), a continuación del punto y aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, se estará a lo dispuesto en el artículo 50 P, si resultare aplicable.”.”. (Indicación Nº 146) (Mayoría, 3 x 2 abstenciones).
o o o o o

Letra a)

Pasa a ser letra b

--Agregar en el literal c), a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En aquellos casos que en que concurran las circunstancias a que se refiere el inciso quinto del artículo 24, el tribunal podrá aumentar en un 25% el monto de la indemnización correspondiente.”. (Indicación Nº 147, con modificaciones) (Unanimidad, 3x0).
o o o o o

--Consultar la siguiente letra c, nueva, del siguiente tenor:

“c) Agrégase al final del inciso segundo, lo siguiente:

“En este último caso, la sentencia deberá establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes resulten alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su favor, facilitar su cobro y, en definitiva, conseguir la entrega efectiva del monto correspondiente a cada consumidor, pudiendo establecerse al proveedor la carga de mandatar a un tercero independiente para la ejecución de dichas acciones, a su costa y con la aprobación del tribunal. El proveedor deberá transferir la totalidad de los fondos al tercero encargado de su entrega a los consumidores. La sentencia deberá establecer, además, un plazo durante el cual las diligencias referidas en este inciso deberán ejecutarse. Transcurridos dos años desde que se cumpla dicho plazo, los remanentes que no hayan sido transferidos ni reclamados por los consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero a cargo de la entrega, enterar las cantidades correspondientes al fondo establecido en el artículo 11 bis.”.”. (Indicación Nº 149, con modificaciones) (Unanimidad, 4x0).
o o o o o

Letra b)

Pasa a ser letra d), sin modificaciones.

o o o o o


--Intercalar, a continuación del numeral 31), que pasa a ser numeral 39), el siguiente numeral, nuevo:


“40) En el artículo inciso segundo del artículo 54 C, agregar las expresiones “tanto por daño patrimonial como moral” a continuación de “responsabilidad civil”, e incorporar la oración “y se tramitará de acuerdo al procedimiento establecido en el Párrafo 3° del Título IV”, luego de la frase “patrocinio de abogado”.”. (Artículo 121 del Reglamento de la Corporación. Mayoría, 3x1 abstención). 
Número 32)

Pasa a ser número 41)

--Reemplazar la expresión “Párrafo 4º El” por la siguiente: “Párrafo 5º Del”. (Indicación Nº 150). (Unanimidad, 4x0).
Número 33)

Pasa a ser número 42)

Artículo 54 H

Inciso cuarto

--Agregar la siguiente oración final: “Asimismo, una vez iniciada una mediación colectiva, ni el Servicio ni quienes se encuentren legitimados para ello de conformidad a esta ley podrán ejercer acciones colectivas respecto de los mismos hechos mientras el procedimiento de mediación se encuentre abierto.”. (Indicación Nº 151). (Unanimidad, 4x0).
Artículo 54 I

Inciso primero

--Sustituir las oraciones siguientes: “En la resolución que da inicio al procedimiento, el Servicio deberá ordenar la participación de la o las Asociaciones de Consumidores que hayan iniciado el procedimiento por denuncia”, por el siguiente texto: “En la resolución que da inicio al procedimiento, cuando la mediación colectiva se haya iniciado a solicitud de una o más Asociaciones de Consumidores, el Servicio deberá ordenar su participación”. (Indicación Nº 152). (Unanimidad, 4x0).
Artículo 54 Ñ

Inciso quinto

--Reemplazarlo por los siguientes:

“Las partes podrán requerir la devolución de los instrumentos acompañados una vez concluido el procedimiento de mediación.

El Servicio no podrá presentar en juicio instrumentos obtenidos durante el procedimiento de mediación a menos que haya tenido acceso a ellos por otro medio.”. (Indicación Nº 159) (Mayoría, 4x1).
Artículo 54 P

Inciso primero

Número 1)

--Intercalar entre la expresión “consumidores afectados” y el punto y coma (;), lo siguiente: “, cuando procedan”. (Indicación Nº 164). (Unanimidad, 4x0). 
o o o o o


--Considerar como inciso segundo, el siguiente, nuevo:


“Cuando se trate de acuerdos que contemplen la entrega a los consumidores de sumas de dinero, se estará a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 53 B.”. (Indicación Nº 161, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0). 

o o o o o

Inciso segundo

Pasa a ser inciso tercero

 
--Para intercalar entre el punto seguido (.) que figura después de la palabra “Servicio”, lo siguiente: “, en la medida en que cada una de las obligaciones emanadas del acuerdo sean exigibles”. (Indicación Nº 162, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0). 

Número 34)

Pasa a ser número 43)


--Reemplazar el punto final (.) por un punto y coma (;), y agregar lo siguiente: “y elimínase el inciso segundo.”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (Unanimidad, 3x0).

Números 35 a 38

Pasan a ser números 44 a 47, sin modificaciones

Número 39)

Pasa a ser número 48)

--Reemplazarlo por el siguiente:

“48) Reemplázase el artículo 57 por el siguiente:

“Artículo 57.- El Servicio Nacional del Consumidor, en adelante e indistintamente el “Servicio”, será un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sujeto a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

El Servicio será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1981, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882 y se someterá al decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado.

El Servicio se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales. En cada región del país habrá un Director Regional, quién estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley N° 19.882 y deberá acreditar título de abogado. También estará afecto a dicho sistema el segundo nivel jerárquico del Servicio Nacional del Consumidor.

Adicionalmente, dichas Direcciones Regionales se considerarán funcionalmente desconcentradas para efectos de ejercer las funciones señaladas en las letras b), c), f), y ñ) del artículo 58 de la presente ley.”.”. (Indicación Nº 169). (Unanimidad, 4x0). 

Número 40)

Pasa a ser número 49)

Letra a)

Literal a) propuesto

Párrafo tercero

--Sustituir las expresiones “que corresponda”, por las siguientes: “del Servicio que corresponda territorialmente”. (Indicación Nº 172, con modificaciones). (Mayoría, 3x1 abstención).

Párrafo cuarto

--Agregar la siguiente oración final: “Cuando se trate de fiscalización de sitios web, los proveedores estarán obligados a facilitar los antecedentes relativos a éste que sean solicitados por el respectivo funcionario del Servicio, los que deberán ser entregados en formato digital.”. (Indicaciones Nº 173, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).
Párrafo quinto

--Sustituir la palabra “inciso” por “párrafo”. (Indicación Nº 174). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o


--Incorporar el siguiente párrafo séptimo, nuevo:


“Cuando con ocasión de una fiscalización, el Servicio constate respecto de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la Ley Nº 20.416, que no haya sido sancionada por la misma infracción en los últimos doce meses, una infracción legal o reglamentaria en que no concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 24, podrá conceder un plazo de hasta diez días hábiles para dar cumplimiento a las normas respectivas, lo que deberá ser acreditado ante el Servicio.”. (Artículo 121 del Reglamento del Senado). (Unanimidad, 4X0).
o o o o o

o o o o o

--Agregar el siguiente párrafo final, nuevo:

“El Servicio desarrollará sus actividades de fiscalización en conformidad a un plan que elaborará anualmente, priorizando aquellas áreas que involucren un mayor nivel de riesgo para los derechos de los consumidores. Las directrices generales de dicho plan serán públicas.”. (Indicación Nº 175, con modificaciones). (Unanimidad, 4x0).

o o o o o

Literal d) propuesto

Párrafo 1°

--Sustituirlo por el que sigue:

“d) Interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar, atribución que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59 ter de la presente ley.”. (Indicación N° 176. Unanimidad, 5x0).
Literal e) propuesto

--Reemplazarlo por el siguiente:

“e) Dictar normas e instrucciones de carácter general en materia de protección de los derechos de los consumidores, atribución que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59 ter. La normativa que emane del Servicio será obligatoria y deberá ser sistematizada de forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general.”. (Indicación N° 178. Unanimidad, 5x0).
Párrafos segundo a sexto

--Eliminarlos (Indicaciones 200 y 213, con modificaciones. (Unanimidad, 3x0).

Letra b)

Literal h) propuesto

--Sustituir la expresión “Párrafo 4°” por la siguiente: “Párrafo 5°”. (Indicación N° 187). (Unanimidad, 5x0).

Letra e)

Ordinal ii)

--Reemplazarlo por el siguiente:

“ii) Reemplázase la frase “el juez de policía local” por la expresión “el Juzgado de Policía Local del domicilio del fiscalizado”. (Indicación Nº 188) (Unanimidad, 3x0).
Letra f)

--Sustituirlo por el que sigue:

“f) Agrégase, a continuación del inciso octavo, el siguiente inciso noveno, nuevo:

“Asimismo, el Juez de Policía Local podrá ordenar la incautación de la documentación requerida.”.”. (Indicación Nº 189) (Unanimidad, 3x0).
o o o o o

--Incorporar a continuación del numeral 40), que pasa a ser 49), un numeral nuevo, del siguiente tenor:

“50) Intercálase en el inciso segundo del artículo 58 bis, entre las frases “organismos fiscalizadores” y “que tengan facultades”, la siguiente palabra: “sectoriales”.”. (Indicación Nº 191). (Unanimidad, 5x0).

o o o o o

Número 41

Pasa a ser número 51

Artículo 59

--Intercalar como incisos segundo a sexto, en el artículo 59 propuesto, los siguientes: 

“El cargo de Director Nacional será incompatible con el de diputado, senador, integrante del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, consejero del Banco Central, fiscal del Ministerio Público, miembro de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, ministro de Estado, subsecretario, intendente, gobernador, alcalde, concejal, consejero regional, miembro del Tribunal Calificador de Elecciones, funcionario de la Administración del Estado, miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, y con el de representante de asociaciones gremiales, organizaciones sindicales y asociaciones de consumidores. 

El Director Nacional no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley. Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente civil y a sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad. 

Una vez que el Director Nacional haya cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley, por el plazo de seis meses después de haber expirado en funciones. El Director Nacional no podrá ser candidato a cargos de elección popular hasta un año después de haber cesado en su cargo. 

El ex Director Nacional afecto a la prohibición contenida en el inciso anterior deberá informar, durante el tiempo que ésta dure, al Servicio Nacional del Consumidor sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. Esta obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de la precitada prohibición. 

Las incompatibilidades y prohibiciones establecidas en los incisos segundo a cuarto, así como la obligación establecida en el inciso anterior, todas del presente artículo, serán también aplicables a los Directores Regionales.”. (Indicación N° 194; unanimidad, 5x0).

Inciso segundo

Pasa a ser inciso séptimo

Literal c)

--Reemplazar la expresión “Destitución por negligencia”, por la siguiente palabra: “Negligencia”. (Indicación N° 195). (Unanimidad, 5x0).
Literal d)

--Intercalar a continuación del vocablo “Incapacidad” la frase “psíquica o física sobreviniente para el desempeño de su cargo”. (Indicación N° 196). (Unanimidad, 5x0).
o o o o o

--Agregar el siguiente literal, nuevo:

“e) Incurrir en una causal de incompatibilidad y prohibiciones de las indicadas en los incisos segundo y tercero del presente artículo.”. (Indicación N° 197). (Unanimidad, 5x0).

o o o o o

Inciso tercero

Pasa a ser inciso octavo

--Reemplazarlo por los siguientes:

“Si se verificare alguna causal de las contenidas en los literales d) o e) del inciso anterior, cesará automáticamente en su cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Presidente de la República. De igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República de conformidad al literal b).

El Presidente de la República podrá remover al Director Nacional sólo si concurre alguna de las conductas señaladas en la letra c) del inciso séptimo.”. (Indicación N° 198). (Unanimidad, 5x0).
Inciso cuarto

Pasa a ser inciso noveno

o o o o o

--Incorporar a continuación del literal g) el siguiente, nuevo, pasando el literal h) a ser i):

“…) Presentar al Consejo establecido en el artículo 59 ter, la propuesta de interpretación administrativa de la normativa, así como la propuesta de normas e instrucciones de carácter general, ambas relativas a la protección de los derechos de los consumidores.”. (Indicación N° 199) (Unanimidad, 5x0).
o o o o o

Número 42

Pasa a ser número 52, sin modificaciones

Número 43)

Pasa a ser número 53


--Reemplazarlo por el siguiente:


53) Agréganse los siguientes artículos 59 ter, 59 quáter, 59 quinquies y 59 sexies:

“Artículo 59 ter.- Créase un cuerpo colegiado, denominado Consejo Normativo, al que corresponderá ejercer las funciones y atribuciones señaladas en esta ley.

El Consejo Normativo estará integrado por tres Consejeros titulares y dos Consejeros suplentes nombrados por el Presidente de la República mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, previo acuerdo del Senado, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio. 

Los integrantes que así se designen deberán ser expertos en materia de protección de los derechos de los consumidores y contar con relevantes méritos profesionales o académicos, cuya idoneidad garantice el debido funcionamiento del Consejo. 

Los Consejeros durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez en la misma calidad. El Consejo se renovará parcialmente cada vez.

A los Consejeros le será aplicable el artículo 2° de la ley N° 20.880 y deberán realizar la declaración de intereses y patrimonio en los términos del Título II de la precitada ley.

El cargo de Consejero será incompatible con el de diputado, senador, integrante del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, consejero del Banco Central, fiscal del Ministerio Público, miembro de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, Ministro de Estado, subsecretario, intendente, gobernador, alcalde, concejal, consejero regional, miembro del Tribunal Calificador de Elecciones, funcionario de la Administración del Estado, con exclusión de los cargos docentes, miembro de los órganos de dirección internos de alcance nacional de los partidos políticos, y con el de representante o miembro del directorio de asociaciones gremiales, organizaciones sindicales y asociaciones de consumidores.

Los miembros titulares del Consejo no podrán ser gerentes, administradores o directores, ni podrán tener participación superior al 5% en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2 de la presente ley. Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente civil y a sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad. La incompatibilidad a que se refiere el presente inciso no se aplicará en el caso de las micro y pequeñas empresas a que se refiere el artículo segundo de la Ley N° 20.416.

Una vez que los miembros titulares del Consejo hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ser gerentes, administradores o directores de una empresa o sociedad que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2 de la presente ley, por el plazo de  seis meses después de haber expirado en funciones.

Los ex Consejeros afectos a la prohibición contenida en el inciso anterior deberán informar al Consejo establecido en este artículo, durante el tiempo que ésta dure, sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. Esta obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de dicha prohibición.

Mientras se desempeñen en su cargo, los Consejeros no podrán ejercer asesoría profesional a proveedores que puedan ser objeto de fiscalización por parte del Servicio en las materias reguladas por esta ley, ni a asociaciones de consumidores. Tampoco podrán ejercer asesoría profesional, hasta seis meses luego de haber cesado en su cargo, a proveedores que hayan sido afectados o podido ser afectados en forma directa por las propuestas de interpretación administrativa de la normativa o de dictación de normas e instrucciones generales respecto de las cuales hayan tenido que pronunciarse.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso decimonoveno, los suplentes no podrán pronunciarse respecto de propuestas que afecten de manera directa a empresas proveedoras en los términos del artículo 1° de la presente ley en las cuales tengan participación superior al 5%  en su propiedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley Nº 18.046 sobre sociedades anónimas. Una vez cesados en el cargo y hasta seis meses después, los ex suplentes deberán informar al Consejo las actividades laborales y de prestación de servicios que realicen, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas.”.

Los Consejeros serán inamovibles en sus cargos. Sin perjuicio de lo anterior, serán causales de cesación del cargo, las siguientes:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

c) Negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, faltas a la probidad administrativa y cualquier inobservancia a los deberes y obligaciones establecidos por ley. 

d) Incapacidad psíquica o física sobreviniente para el desempeño de su cargo.

e) Incurrir en una incompatibilidad o prohibición de las indicadas en los incisos sexto y séptimo del presente artículo, respecto de los Consejeros titulares, o del inciso sexto respecto de los suplentes.

Si se verificare alguna de las causales contenidas en los literales d) o e), el Consejero afectado cesará automáticamente en su cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Consejo. De igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República, de conformidad al literal b).

Si alguno de los Consejeros incurre en la causal del literal c), podrá ser acusado ante la Corte Suprema, la que resolverá en pleno y en única instancia sobre la concurrencia de la causal. La acusación deberá ser fundada y deberá ser interpuesta por el Presidente de la República o al menos dos miembros del Consejo. 

La Corte dará traslado por seis días hábiles al acusado, pudiendo dictar, igualmente, medidas para mejor resolver. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días. La causa tendrá preferencia para su vista y fallo, y la sentencia se dictará en un plazo de treinta días contado desde la vista.

La Corte, mientras se encuentre pendiente su resolución, podrá disponer la suspensión temporal del Consejero acusado. Ejecutoriada la sentencia, el Consejero afectado cesará de inmediato en su cargo, sin que pueda ser designado nuevamente.

Producida una vacante, el Presidente de la República propondrá al Senado su reemplazante dentro de un plazo que no podrá exceder de 30 días hábiles. 

Los Consejeros reemplazantes de aquéllos que cesaron en sus cargos por las causales b), c), d) o e), durarán en su cargo hasta el término del período que restaba por cumplir al Consejero que produjo la vacante.

Un Consejero suplente reemplazará al Consejero que se encontrare impedido de asistir a una o más sesiones del Consejo por una razón de fuerza mayor; por encontrarse suspendido en el cargo, de conformidad a lo dispuesto en el inciso decimosexto de este artículo; o por haberse abstenido de emitir pronunciamiento sobre un asunto sometido a conocimiento del Consejo, de conformidad a lo dispuesto en  el artículo 12 de la ley Nº 19.880 y el numeral 6 del artículo 62 del decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Asimismo, un Consejero suplente asistirá a las sesiones en lugar del miembro titular que hubiere cesado en el cargo de conformidad a lo dispuesto en este artículo, hasta el nombramiento del respectivo Consejero titular.  

Para la determinación del Consejero suplente que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, deberá reemplazar a un integrante titular, se preferirá, en primer lugar, el suplente de nombramiento más antiguo.

Artículo 59 quáter.- El Consejo Normativo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) Aprobar la propuesta, formulada por el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, de interpretación administrativa de la normativa de protección de los derechos de los consumidores.

b) Aprobar la propuesta, formulada por el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, de normas e instrucciones de carácter general en materia de protección de los derechos de los consumidores

Las propuestas de interpretación administrativa o de normas e instrucciones de carácter general que sean sometidas al Consejo podrán referirse, entre otros aspectos, a los parámetros de abusividad señalados en la letra g) del artículo 16, los lineamientos generales para la aplicación de los criterios referidos en el inciso octavo del artículo 24, así como los criterios para la determinación del riesgo a que se refiere la letra a) del artículo 58. Asimismo, podrán establecer criterios generales para la observancia de los principios establecidos en el inciso segundo del artículo 54 H y criterios generales para determinar, de acuerdo a la definición del inciso quinto del artículo 50, la existencia de interés colectivo o difuso comprometido, para efectos de los señalado en el inciso primero del artículo 54 H.

Antes de remitir al Consejo las propuestas señaladas en las letras a) y b) de este artículo, el Director deberá someterlas a un proceso de consulta pública disponible a través del sitio web del Servicio, por un plazo no inferior a 20 días corridos, con el fin de que cualquier persona opine sobre su contenido y efectos, o formule sugerencias sobre la misma. El Director informará al Consejo de la apertura de este proceso y lo mantendrá al tanto de su desarrollo. Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas serán de carácter público y deberán ser incluidas en un informe anexo a la propuesta remitida al Consejo. Sin perjuicio de lo anterior, las precitadas opiniones y sugerencias en ningún caso serán vinculantes ni estarán el Director Nacional ni el Consejo obligados a pronunciarse en particular respecto de ellas. 

Recibidas por el Consejo las propuestas a que se refieren los literales a) y b) del inciso primero de este artículo, acompañadas de los informes respectivos, deliberará sobre éstas, pudiendo aceptar o rechazar la propuesta. Para adoptar su decisión, el Consejo podrá solicitar información adicional al Director y todo otro antecedente necesario para resolver. El Consejo deberá adoptar su decisión de manera fundada, pudiendo representar al Director los aspectos que estime pertinentes relativos a las propuestas. El Director Nacional sólo podrá emitir la respectiva interpretación, norma o instrucción de carácter general, si es aprobada por el Consejo. En caso contrario, podrá el Director someter nuevamente a consideración del Consejo la propuesta, recogiendo los comentarios que han fundamentado su rechazo.

Cualquier persona afectada por la dictación de normas o instrucciones de carácter general o de interpretaciones administrativas de la normativa de protección de los derechos de los consumidores dictadas conforme a este artículo, podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de quince días contados desde su dictación.

Artículo 59 quinquies.- El Consejo sólo sesionará con tres Consejeros y adoptará sus acuerdos por mayoría de los presentes. 

El Consejo sesionará ordinariamente una vez al mes y su Tabla será formada exclusivamente por las materias que el Director Nacional someta a su aprobación. Con todo, en estas sesiones se abrirá un espacio para que los consejeros soliciten por unanimidad la presentación de propuestas de interpretación administrativa o de normas e instrucciones de carácter general en determinadas materias de protección de los derechos de los consumidores. Dichas solicitudes deberán presentarse por escrito ante el Director Nacional y estar debidamente fundadas. El Director se pronunciará sobre las respectivas solicitudes, formulando una propuesta en la materia o fundando su decisión en contrario.

El Director Nacional del Servicio podrá asistir de forma permanente a las sesiones del Consejo, sólo con derecho a voz.

El Consejo contará con un Secretario Técnico, el que será responsable de las actas de las sesiones. El Servicio Nacional del Consumidor deberá otorgar el apoyo administrativo necesario para su adecuado funcionamiento.

Un Reglamento suscrito por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo determinará las normas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo. De igual forma, el Consejo podrá dictar normas de funcionamiento interno en el en el marco de lo que establezca el Reglamento.

Artículo 59 sexies.- Los funcionarios y demás personas que presten servicios en el Servicio Nacional del Consumidor estarán obligados a guardar reserva sobre toda información, dato o antecedente de que puedan imponerse con motivo u ocasión del ejercicio de sus labores, incluso después de haber dejado el cargo. Sin perjuicio de lo anterior, tales antecedentes podrán utilizarse para el cumplimiento de las funciones del Servicio y el ejercicio de las acciones ante los tribunales de justicia.

La infracción a esta prohibición se castigará con las penas indicadas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880; en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; y en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.”. (Indicación N°s 200, con modificaciones (respecto del artículo 59 ter: inciso primero, mayoría 2x1 abstención; incisos segundo a quinto, unanimidad, 5x0; inciso sexto, unanimidad 3x0; incisos séptimo y octavo, unanimidad, 4x0; inciso noveno, mayoría, 3x1 abstención; incisos 10 y 11, unanimidad 3x0; inciso duodécimo, unanimidad, 4x0; incisos decimotercero a decimoctavo, unanimidad, 3x0// respecto de los artículos 59 quáter; quinquies y sexties, indicación N°s 200, con modificaciones); indicación N° 213, unanimidad, 3x0, e indicación N° 184, con modificaciones, unanimidad, 5x0). 
ARTÍCULO 4°

--Suprimirlo. (Indicación N° 203). (Unanimidad, 5x0).
o o o o o

Incorporar un artículo nuevo, del tenor que se señala:

“Artículo 4°.- Intercálese en el inciso segundo del numeral 5º del artículo 196 del Código Orgánico de Tribunales, después de los términos “Servicios de Vivienda y Urbanización”, lo siguiente: “o una compañía prestadora de un servicio básico domiciliario”. (Indicación Nº 205, con modificaciones). (Unanimidad 3x0). 

o o o o o

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

--Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia transcurrido un año desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N° 19.496: 2°; 16; 24 incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo respecto a la facultad del Servicios para aplicar la multa; 26 inciso segundo; 31; 34; 35; 41; 49 inciso segundo; 50; 50 A; 50 B; 50 C; 50 F; 50 G; los nuevos artículos 50 H a 50 S; 56; 56 A; 56 C; 56 H sólo en cuanto a la facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la misma; 57, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores Regionales; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos incisos cuarto y quinto; 58 letra b); 58 letra c); 58 letra f); el nuevo 58 letra k); el nuevo 58 letra l); y el nuevo 58 letra ñ); 59 en cuanto a lo previsto en las nuevas letras e) y f) del nuevo inciso cuarto. Tales modificaciones comenzarán a regir de acuerdo al siguiente cronograma:

a) En las regiones de Antofagasta, de Valparaíso y de Magallanes y de la Antártica Chilena, transcurridos dieciocho meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial;

b) En las regiones Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Atacama, de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Bío Bío, de la Araucanía, de los Ríos y de Los Lagos, transcurridos veinticuatro meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial; y

c) En las regiones Metropolitana de Santiago, del Maule y de Aisén del General Carlos Ibáñez, transcurridos treinta meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”. (Indicación Nº 206). (Unanimidad, 4x0).
Artículo tercero

--Suprimirlo. (Indicación Nº 207). (Unanimidad, 5x0).

Artículo cuarto

--Eliminarlo. (Indicación Nº 208). (Unanimidad, 5x0).

Artículo quinto

Pasa a ser artículo 3°, sin modificaciones.

Artículo sexto

Pasa a ser artículo 4°


--Sustituir “El reglamento señalado en el artículo cuarto transitorio y los demás”, por “Los reglamentos”. (Indicación Nº 208). (Unanimidad, 5x0).

Artículos séptimo a undécimo

Pasan a ser artículos quinto a noveno, sin modificaciones

o o o o o

--Consultar el siguiente artículo transitorio nuevo:

“Artículo décimo- Por un período de un año a contar de la entrada en vigencia de la presente ley se reconocerá el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas que operen en tres o más regiones del país. Terminado el período anterior y hasta cumplidos cinco años a contar de su entrada en vigencia, dicho requisito se extenderá a cinco o más regiones. Terminado este último período, el reconocimiento del carácter de nacional de las Asociaciones de Consumidores quedará sujeto al requisito establecido en el artículo 11 ter.”. (Indicación Nº 211, con modificaciones). (Unanimidad, 3x0).

o o o o o

o o o o o

--Introducir un artículo transitorio nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo undécimo.- Para efectos del nombramiento de los miembros del Consejo Normativo creado en virtud del artículo 59 ter de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, y para efectos de la renovación por parcialidades de sus integrantes a que se refiere el inciso cuarto de la precitada disposición, en la primera propuesta que efectúe el Presidente de la República al Senado, presentará uno de los Candidatos titulares y uno de los Candidatos suplentes con una duración en su cargo de dos años a contar de la fecha de su nombramiento. Asimismo, para efectos de determinar el orden de prelación de los Consejeros suplentes referido el inciso vigésimo de dicho artículo, la primera propuesta individualizará el candidato que se considerará a este respecto como más antiguo.


Lo dispuesto en el inciso anterior deberá quedar así también consignado en el primer decreto de nombramiento.”. (Indicaciones N°s 212, con modificaciones, y 213). (Unanimidad, 3x0).

o o o o o

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores:

1) Reemplázase en la letra d) del artículo 2°, la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios para recurrir ante los tribunales correspondientes” por la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios para recurrir ante el Servicio o los tribunales correspondientes”.

2) Intercálase en el artículo 6º entre la frase “Ministerio del Trabajo” y el punto final (.), lo siguiente: “, exclusivamente respecto de su constitución, su disolución y lo preceptuado en los artículos 16, 21, 22 y 23 de dicho cuerpo legal. En lo demás, se regirán subsidiariamente por las normas contenidas en el Título II de la ley N° 20.500 y serán consideradas como organizaciones de interés público en los términos que dispone el artículo 15 de la precitada ley.”.

3) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el encabezado, la frase “solo podrán ejercer las siguientes funciones” por “podrán realizar las siguientes actividades”.

b) Reemplázase en el literal d), la expresión “, y” por “;”.

c) Agrégase al literal e) a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto aparte, el párrafo siguiente:

“El ejercicio de esta actividad incluye la representación individual de los consumidores en las causas que ante los tribunales de justicia se inicien para la determinación de la indemnización de perjuicios;”.

d) Reemplázase en el literal f) el punto final por un punto y coma.

e) Agrégase el literal g) siguiente:

“g) Ejecutar y celebrar actos y contratos civiles y mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinar los frutos de dichos actos y contratos al financiamiento de sus actividades propias, con las limitaciones señaladas en el artículo 9°;”.

f) Agréganse los siguientes literales h) e i):

“h) Realizar, a solicitud de un consumidor, mediaciones individuales, e

i) Efectuar, de conformidad a esta ley, cualquier otra actividad destinada a proteger, informar y educar a los consumidores.”.

4) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

--Contemplar como letra a), nueva, la siguiente:

“a) Constituirse u operar con la finalidad de redistribuir sus fondos a sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de la ley N°18.045.”.

b) Reemplázase la letra a), que pasa a ser letra b), por la siguiente:

“b) Repartir costas procesales y personales, excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus miembros fundadores, directores, socios, personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley N°18.045, o trabajadores, sin perjuicio de las gratificaciones legales que le correspondan. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior es sin perjuicio de la remuneración de sus trabajadores y de la facultad del directorio para fijar una retribución adecuada a su representante legal, a sus miembros fundadores, socios o personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley N°18.045, por los servicios que prestaren a la asociación. Asimismo, las personas enumeradas en el párrafo anterior, tendrán derecho a ser reembolsadas de los gastos, autorizados por el directorio, que justificaren haber efectuado en el ejercicio de su función;”.

c) En la letra c), que pasa a ser letra d), sustituir los términos “ayudas o subvenciones” por “donaciones, subvenciones, subsidios o ayudas”.

5) Modifícase el artículo 11 bis en el siguiente sentido:

a) Elimínase en el inciso primero la frase: “, con exclusión de las actividades a que se refieren las letras d) y e) del artículo 8°”.

b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la palabra “internacionales”, lo siguiente: “y por los remanentes no transferidos ni reclamados provenientes de soluciones alcanzadas a través de mediaciones o en el contexto de juicios colectivos, de conformidad a lo establecido en los artículos 53 B, 53 C y 54 P.”.

c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“Un Reglamento suscrito por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo establecerá la constitución y composición del Consejo de Administración del Fondo, preservando la autonomía de las Asociaciones de Consumidores y de la gestión del Fondo. La Secretaría Ejecutiva de dicho Consejo estará radicada en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo de acuerdo a lo que se disponga en dicho Reglamento.”.

d) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto:

“Las bases de los concursos que se lleven a efecto para asignar dichos fondos especificarán los medios de verificación del cumplimiento de las normas de este Párrafo 2°.

El Reglamento establecerá los plazos, condiciones y modalidades conforme a las cuales se destinarán recursos del Fondo a aquellas Asociaciones de Consumidores que ejerzan las funciones señaladas en las letras d) y e) del artículo 8° de la ley.”.

6) Intercálase el siguiente artículo 11 ter, nuevo:

“Artículo 11 ter.- Se reconocerá el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas asociaciones que operen en ocho o más regiones del país, lo que deberá ser debidamente acreditado ante el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo conforme al procedimiento que establezca el Reglamento. El Fondo concursable al que se refiere el artículo anterior considerará una línea especial de financiamiento permanente a dichas asociaciones para el desarrollo de sus funciones.”. 

7) Agrégase el siguiente artículo 12 B, nuevo:

“Artículo 12 B.- Los proveedores de servicios de telecomunicaciones que realicen ofertas conjuntas, deberán ofrecer individualmente cada uno de los servicios y planes que componen las mismas. De esta forma, no podrán atar, ligar o supeditar, bajo ningún modo o condición, la contratación de un servicio cualquiera a la contratación de otro.”.

8) Reemplázase en el artículo 16 inciso final, la frase “Lo que se entiende sin perjuicio del derecho que tiene el consumidor de recurrir siempre ante el tribunal competente” por “Lo que se entiende sin perjuicio del derecho que tiene el consumidor de recurrir siempre ante el Servicio o el tribunal competente”.

9) Reemplázase en el artículo 17 K, la parte final, a continuación de la frase “para la ejecución de estas normas,” y hasta el punto aparte, por lo siguiente: “será sancionado con una multa de hasta mil quinientas unidades tributarias mensuales.”.

10) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 23, la frase “cien a trescientas” por “hasta 3.000”.

11) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:

a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “50” por “300”.

b) En el inciso segundo, reemplázanse los guarismos “750” y “1.000” por “1.500” y “3.000”, respectivamente.

c) Derógase el inciso tercero.

d) Reemplázase el inciso final por los siguientes incisos tercero y siguientes:

“Para la determinación del monto de las multas señaladas en esta ley, el Servicio o el tribunal correspondiente deberán aplicar las reglas señaladas en los incisos siguientes, sin perjuicio de las reglas especiales establecidas para determinadas infracciones.

Se considerarán circunstancias atenuantes:

a) El haberse reparado el daño causado al consumidor, antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda.

b) Que el proveedor sea empresa de menor tamaño en los términos a que se refiere el inciso segundo del artículo segundo de la ley N° 20.416.

c) La colaboración que el infractor haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante el procedimiento sancionatorio administrativo o judicial.

Se considerarán circunstancias agravantes: 

a) La reincidencia del proveedor. Se entenderá por reincidencia el haber sido sancionado con anterioridad por la misma infracción dentro de los treinta y seis meses anteriores. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, sólo se considerará reincidente si ha sido sancionada por la misma infracción dentro de los doce meses anteriores.

b) El haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores, o haber dañado su integridad física o psíquica o su dignidad, o haber puesto en riesgo la seguridad e integridad física de los consumidores o de la comunidad aun no habiéndose causado daño. 

La determinación de las multas se efectuará considerando las circunstancias atenuantes y agravantes señaladas en los incisos precedentes conforme a los siguientes parámetros:

a) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren tres atenuantes, se aplicará hasta el 40% del máximum de la multa que corresponda.

b) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren dos atenuantes, se aplicará hasta el 60% del máximum de la multa que corresponda.

c) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurre un atenuante, se aplicará hasta el 80% del máximum de la multa que corresponda.

d) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurre un agravante, se aplicará al menos el 60% del máximum de la multa que corresponda.

e) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren dos agravantes, se aplicará al menos el 80% del máximum de la multa que corresponda.

En caso de concurrir tanto circunstancias atenuantes como agravantes, el Servicio o el tribunal deberán ponderar racionalmente cada una de éstas, a fin de que, graduando el valor de unas y otras, al caso concreto se aplique una sanción proporcional a la intensidad de la afectación provocada en los derechos del consumidor. Sin perjuicio de lo anterior, la procedencia de un agravante determinará la aplicación de al menos el 40% del máximum de la multa, aun cuando concurran una o más circunstancias atenuantes. Este último límite no aplicará en caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del artículo segundo de la ley N° 20.416.

Dentro de los límites que se sigan de aplicar las reglas establecidas en los incisos precedentes, las multas se determinarán considerando prudencialmente los siguientes criterios: los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor: el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima: el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción: la cantidad de infracciones cometidas por parte del proveedor y su situación económica.

Tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará las multas de acuerdo al número de consumidores afectados, pudiendo aplicar una multa por cada uno de ellos, tomando en consideración la naturaleza de la infracción. Con todo, el total de las multas que se impusieren en estos casos, no podrán exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas por el infractor durante el periodo en que ésta se haya prolongado o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción. En caso de tratarse de un proveedor que pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el inciso segundo del artículo segundo de la ley N° 20.416, el total de las multas no podrá exceder el 10% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción efectuadas por el infractor durante el periodo en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.

Para determinar las medidas que se adopten para prevenir o corregir infracciones, de conformidad a esta ley, el Servicio o el tribunal, según corresponda, deberán considerar especialmente los criterios referidos en los incisos cuarto, quinto y octavo del presente artículo.”.

12) Modifícase el artículo 25 del siguiente modo:

a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “150” por “750”.

b) En el inciso segundo, agregar, a continuación de “energía eléctrica,”, lo siguiente: “telecomunicaciones,” y reemplázase el guarismo “300” por “1.500”.

c) Agréganse, a continuación del inciso segundo, los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto:

“En los casos señalados en el inciso anterior y, sin perjuicio del ejercicio del derecho establecido en el artículo 3°, inciso primero, letra e), de esta ley, el proveedor deberá indemnizar por vía punitiva al consumidor afectado, por cada día de suministro, con un monto equivalente al cobro efectuado por el consumo del mes anterior, con un tope máximo de doce días. Dicho monto deberá descontarse del o de los cobros siguientes al de la suspensión, paralización o no prestación del servicio. La indemnización punitiva de que trata este inciso sólo tendrá lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una indemnización de esta naturaleza.

Se entenderá como un día sin suministro, cada vez que el servicio haya sido interrumpido, paralizado o no prestado por cuatro horas o más en forma continua.”.

13) Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:

a) En el inciso primero, reemplázanse las palabras “seis meses” por la expresión “dos años”.

b) En el inciso primero, reemplázase la frase “se haya incurrido en” por “haya cesado”.

c) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Con todo, las acciones civiles prescribirán conforme a las normas establecidas en el Código Civil o leyes especiales.”.

d) En el inciso segundo, intercálanse las expresiones “denuncia ante” entre las palabras “mediador o” y “el Servicio”, y, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, agrégase la siguiente oración: “Asimismo, dicho plazo se suspenderá por la intervención del Servicio, entendiendo por esta la comunicación formal del acto a través del cual se efectúe el primer requerimiento referido a la infracción en cuestión, el que en todo caso deberá ser suscrito por el funcionario competente, por requerir el afectado la intervención del Servicio o por el inicio de oficio de un procedimiento administrativo sancionatorio.”.

e) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“Las multas impuestas por dichas contravenciones prescribirán en el término de un año, contado desde que hubiere quedado a firme la resolución administrativa o la sentencia condenatoria, en su caso.”.

14) Reemplázase en el artículo 29, la frase “de cinco a cincuenta” por “de hasta 300”.

15) Reemplázase el artículo 31 por el siguiente:

“Artículo 31.- En las denuncias que se formulen por publicidad falsa, el tribunal competente, de oficio o previa solicitud del Servicio o del particular afectado, podrá disponer la suspensión de las emisiones publicitarias cuando la gravedad de los hechos y los antecedentes acompañados lo ameriten. Podrá, asimismo, exigir al anunciante que, a su propia costa, realice la publicidad correctiva que resulte apropiada para enmendar errores o falsedades, dentro del plazo fatal de diez días hábiles.

Previo a que el tribunal competente, actuando de oficio o a petición de parte interesada o del Servicio, aplique la suspensión de una publicidad por ser denunciada esta como falsa, tendrá el denunciado la oportunidad para hacer valer sus alegaciones en una audiencia citada para tal efecto, dentro de tercero día.

En caso de que el denunciado no concurra a dicha audiencia y el tribunal acogiere la denuncia, la resolución que así lo determine será inapelable y se notificará por el estado diario. Si el tribunal la acogiere habiendo concurrido el denunciado a la audiencia, la resolución que así lo determine será apelable en el solo efecto devolutivo y se notificará de la misma forma.”.

16) Reemplázase el artículo 34 por el siguiente:

“Artículo 34.- En los casos de publicidad falsa o engañosa, podrá el Servicio o el tribunal competente, de oficio o a solicitud del denunciante, exigir del respectivo medio de comunicación utilizado en la difusión de los anuncios o de la correspondiente agencia de publicidad, la identificación del anunciante, su representante legal o responsable de la emisión publicitaria en los términos del artículo 50 D, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas contados desde el requerimiento formal.”.

17) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 35, la frase “juez competente” por “Servicio o el juez competente, en su caso,”.

18) Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 41, las oraciones “Si el tribunal estimare procedente el reclamo dispondrá se preste nuevamente el servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo pagado por este al proveedor. Sin perjuicio de lo anterior, quedará subsistente la acción del consumidor para obtener la reparación de los perjuicios sufridos.” por las siguientes: “Si el Servicio o el juez competente estimaren procedente el reclamo, dispondrán que se preste nuevamente el servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo pagado por este al proveedor. Sin perjuicio de lo anterior, quedará subsistente la acción del consumidor para obtener la reparación de los perjuicios sufridos.”.

19) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 45, el guarismo “750” por “3.000”.

20) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 49, la frase “El juez podrá” por “El Servicio o el juez, según corresponda, podrán”.

21) Reemplázase el epígrafe del TÍTULO IV, por el siguiente: “De los procedimientos a que da lugar la aplicación de esta ley”.

22) Reemplázase el artículo 50, por el siguiente:

“Artículo 50.- Las denuncias y acciones que derivan de esta ley se ejercerán frente a actos, omisiones o conductas que afecten el ejercicio de cualquiera de los derechos de los consumidores.

El incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley dará lugar a las denuncias o acciones correspondientes, destinadas a sancionar al proveedor que incurra en infracción, a anular las cláusulas abusivas incorporadas en los contratos de adhesión, a obtener la prestación de la obligación incumplida, a hacer cesar el acto que afecte el ejercicio de los derechos de los consumidores, o a obtener la debida indemnización de perjuicios o la reparación que corresponda.

El ejercicio de las denuncias puede realizarse a título individual. El ejercicio de las acciones puede efectuarse tanto a título individual como en beneficio del interés colectivo o difuso de los consumidores.

Se considerarán de interés individual a las denuncias o acciones que se promueven exclusivamente en defensa de los derechos del consumidor afectado.

Se considerarán de interés colectivo a las acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o determinable de consumidores, ligados con un proveedor por un vínculo contractual. Son de interés difuso las acciones que se promueven en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus derechos.

Para los efectos de determinar las indemnizaciones o reparaciones que procedan con motivo de denuncias y acciones será necesario acreditar el daño. Asimismo, en el caso de acciones de interés colectivo se deberá acreditar el vínculo contractual que liga al infractor y a los consumidores afectados.”.

23) Reemplázase el artículo 50 A, por el siguiente:

“Artículo 50 A.- Las denuncias presentadas en defensa del interés individual podrán interponerse, a elección del consumidor, ante el Servicio Nacional del Consumidor o ante el Juzgado de Policía Local correspondiente a su domicilio o al domicilio del proveedor. Se prohíbe la prórroga de competencia por vía contractual.

Las denuncias presentadas ante el Servicio serán de conocimiento de la Dirección Regional que corresponda a la comuna del domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del consumidor.

Lo dispuesto en los incisos anteriores no se aplicará a las acciones mencionadas en la letra b) del artículo 2° bis, emanadas de esta ley o de leyes especiales, incluidas las acciones de interés colectivo o difuso derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la presente ley, en que serán competentes los tribunales ordinarios de justicia, de acuerdo a las reglas generales.”.

24) Reemplázase el artículo 50 B por el siguiente:

“Artículo 50 B.- En lo no previsto por el procedimiento establecido en el Párrafo 2° de este Título, se estará a lo dispuesto en la ley N°19.880. En lo no previsto por el procedimiento establecido en el Párrafo 3º de este Título, se estará a lo dispuesto en las leyes N° 18.287 y N° 15.231 y, en subsidio, a lo dispuesto en las normas contenidas en el Código de Procedimiento Civil. En el caso del procedimiento contemplado en el Párrafo 4° de este Título, en lo no previsto se estará a lo dispuesto en las normas del Código de Procedimiento Civil.”.

25) Reemplázase el artículo 50 C por el siguiente:

“Artículo 50 C.- La denuncia presentada ante el Servicio Nacional del Consumidor no requerirá de patrocinio de abogado, pudiendo los interesados comparecer personalmente ante el Servicio. Para comparecer ante los tribunales de justicia siempre se requerirá patrocinio de abogado habilitado. En caso que el consumidor no cuente con los medios para costear su defensa, será asistido por la Corporación de Asistencia Judicial correspondiente. Asimismo, podrá ser asistido por cualquier institución pública o privada, entre ellas las Asociaciones de Consumidores, que desarrolle programas de asistencia judicial gratuita. 

Las partes podrán realizar todas las gestiones destinadas a acreditar la infracción y a probar su derecho, pudiendo valerse de cualquier medio de prueba admisible en derecho.

Para los efectos previstos en esta ley, se presume que representa al proveedor la persona que ejerce habitualmente funciones de dirección o administración por cuenta o representación del proveedor a que se refiere el artículo 50 D.

La prueba se apreciará siempre conforme a las reglas de la sana crítica.”.

26) Reemplázase en el artículo 50 D, la frase “Si la demandada fuera una persona jurídica, la demanda se notificará” por la siguiente: “En aquellos casos en los que en virtud de esta ley se interponga demanda en contra de una persona jurídica, su notificación se efectuará”.

27) Reemplázase en el artículo 50 E la frase “Cuando la denuncia, querella o demanda interpuesta” por la siguiente: “En aquellos casos en los que, en virtud de esta ley, se interponga ante tribunales una denuncia o demanda que”.

28) Reemplázase el artículo 50 F por el siguiente:

“Artículo 50 F.- Si durante un procedimiento el Servicio o el juez que conoce del mismo tomare conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de causar daño, ordenará su custodia en dependencias del Servicio Nacional del Consumidor, del tribunal, o en algún otro lugar que señale al efecto, si lo estimare necesario. En caso de que ello no fuere factible, atendida la naturaleza y características de los bienes, el Servicio o el juez ordenará las pericias que permitan acreditar el estado, la calidad y la aptitud de causar daño y dispondrá las medidas que fueren necesarias para la seguridad de las personas o de los bienes.

Tratándose de servicios susceptibles de causar grave daño, el Servicio o el juez podrá ordenar la suspensión de su prestación a los consumidores.

En el caso que el Servicio no cumpliere con los requisitos previstos en los incisos precedentes, el afectado podrá reclamar ante el Juzgado de Policía Local competente.”.

29) Agrégase, a continuación del artículo 50 F, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 2°

De la mediación individual, la conciliación y el procedimiento sancionatorio instruido por el Servicio Nacional del Consumidor”.

30) Reemplázase el artículo 50 G por el siguiente:

“Artículo 50 G.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse de oficio o por denuncia.

Se iniciará de oficio cuando el Servicio tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción dentro del ámbito de su competencia. Se iniciará por denuncia cuando, interpuesta ésta en los términos señalados en el inciso siguiente, una vez que hayan fracasado las instancias de mediación y conciliación señaladas en este artículo, el Servicio estimare que existe mérito para ello, de conformidad a lo señalado en el inciso décimo tercero.
Las denuncias de infracciones a la presente ley deberán ser formuladas al Servicio por escrito, incluyendo para tales efectos la vía electrónica, señalando lugar y fecha de presentación, y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberán contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión e identificando al proveedor respectivo a lo menos por medio de la indicación de la denominación con que aquel es conocido en el comercio.

Las denuncias formuladas conforme al inciso anterior se pondrán en conocimiento del proveedor a fin de que este proponga alternativas concretas de solución o corrección al hecho denunciado, respuesta que deberá efectuar por escrito dentro de los siete días hábiles siguientes de recibida la comunicación. Aceptada la propuesta por el denunciante, el acuerdo voluntario deberá constar por escrito y tendrá el carácter de transacción extrajudicial, extinguiéndose las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor una vez cumplidas sus estipulaciones. Lo acordado entre las partes deberá ser certificado por el funcionario encargado de tramitar la denuncia. El acta de la transacción, debidamente certificada, tendrá mérito ejecutivo.

En el evento que el consumidor no aceptare la propuesta del proveedor, o si este no propusiere alternativas de solución o corrección, tendrá lugar una audiencia obligatoria de conciliación. Sin perjuicio de ello, el consumidor siempre podrá renunciar a dicha audiencia ratificando su denuncia, lo cual podrá originar un procedimiento sancionatorio.

El funcionario a cargo de la conciliación citará inmediatamente al consumidor y al proveedor a una audiencia breve y desformalizada, que tendrá lugar en un plazo no inferior a siete días hábiles. Dicha citación podrá efectuarse mediante correo electrónico o carta certificada. Sin perjuicio de lo anterior, las conciliaciones podrán celebrarse en forma no presencial a través de los medios tecnológicos que el Servicio ponga a disposición de consumidores y proveedores, los que en cualquier caso deben permitir dejar registro fidedigno de la actuación.

A la audiencia deberán asistir consumidor y proveedor, ya sea personalmente, o a través de terceros con poder suficiente para transigir.

En la audiencia, el funcionario a cargo llamará a las partes a una conciliación para lo cual formulará bases concretas de acuerdo, las que deberán ser respondidas por las partes.

De lo obrado en la audiencia y de la eventual conciliación alcanzada se levantará un acta por el funcionario a cargo de la conciliación, que será suscrita por todos los comparecientes. En caso de acuerdo, el acta deberá expresar las obligaciones contraídas por el proveedor y la forma y plazo de cumplimiento de las mismas. El acta de la conciliación, debidamente certificada, tendrá mérito ejecutivo.

Una vez cumplidas las estipulaciones del acuerdo se extinguirán las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor. 

Si el proveedor no da respuesta dentro de plazo, incumple la solución o corrección propuesta en su respuesta, o incumple las obligaciones contraídas en la conciliación, será sancionado con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24 de esta ley.

Asimismo, los acuerdos que en representación de los consumidores alcanzaren las Asociaciones de Consumidores acreditadas, de conformidad a los requisitos que establezca un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, tendrán carácter de transacción extrajudicial y, una vez cumplidas sus estipulaciones, extinguirán las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor. El Reglamento considerará entre los requisitos para acceder a la acreditación la antigüedad de la Asociación, así como su experiencia en asesoría y representación judicial de los consumidores.

El acta que declara fallida la conciliación o la ratificación de la denuncia originará un procedimiento sancionatorio si, a juicio del Servicio, la denuncia está revestida de seriedad y los hechos denunciados pueden importar infracción a las disposiciones de esta ley o las demás normas de protección de los derechos de los consumidores. Para realizar esta calificación, podrá solicitar información adicional a fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la procedencia de iniciar un procedimiento sancionatorio. En todo caso, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el proveedor respectivo y, si no existiere siquiera mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al interesado.

Todo el procedimiento, incluidas las actuaciones previas a que se refiere este artículo, deberá constar en un expediente, escrito o electrónico.”.

31) Agréganse los artículos 50 H a 50 P:

“Artículo 50 H.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario abogado del Servicio, que recibirá el nombre de instructor, a quien se le haya delegado la atribución. Dicho procedimiento se iniciará por resolución de la Dirección Regional competente, la cual le conferirá al proveedor el plazo de diez días para formular los descargos y los medios de prueba precisos y determinados que estime pertinente rendir. Lo anterior se entenderá sin perjuicio del derecho del proveedor, en cualquier momento del procedimiento, de aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio.

La resolución que dé inicio al procedimiento resumirá el contenido de la denuncia. Si el procedimiento se inicia de oficio se señalará una descripción clara y precisa de los hechos de que tomó conocimiento el Servicio, la fecha de su verificación y la norma eventualmente infringida.

La resolución que dé inicio al procedimiento deberá notificarse al proveedor, su representante legal o administrador, por carta certificada o por correo electrónico, ambos previamente registrados ante el Servicio. De no existir tal registro, deberá notificarse personalmente al domicilio que señale en la denuncia o en la resolución que dé inicio al procedimiento de oficio, pudiendo procederse, en tal caso, de conformidad a lo señalado en el inciso tercero del artículo 50 Q. Esta actuación debe constar en el expediente administrativo.

La notificación por carta certificada se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos al domicilio del notificado.

La notificación por correo electrónico deberá enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.

Artículo 50 I.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Servicio examinará el mérito de los antecedentes y abrirá término probatorio por un plazo no superior a quince ni inferior a cinco días. Durante dicho término, podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan.

En todo caso, se dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el proveedor respectivo en sus descargos. Sin perjuicio de lo anterior, el instructor podrá rechazar las medidas o diligencias probatorias propuestas cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.

Artículo 50 J.- Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

Los hechos constatados por los funcionarios a los que se reconoce la calidad de ministro de fe y que se formalicen en el expediente respectivo constituirán presunción legal, sin perjuicio de los demás medios de prueba que se aporten o generen en el procedimiento.

Artículo 50 K.- Durante la instrucción del procedimiento sancionatorio, el Servicio podrá requerir los informes de otros organismos sectoriales que estime pertinentes para fundar su resolución.

Artículo 50 L.- Cumplidos los trámites señalados en los artículos anteriores, el instructor del procedimiento emitirá, dentro del plazo fatal de cinco días, un dictamen en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.

Dicho dictamen deberá contener la individualización del o de los infractores, la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobar las infracciones precisas imputables al autor, y la proposición al Director Regional de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores, en su caso.

En ningún caso el dictamen a que se refiere el inciso anterior podrá considerar como infracciones hechos que no guarden conexión con los descritos en la resolución que dio inicio al procedimiento.

Artículo 50 M.- Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Director Regional, quien resolverá en el plazo fatal de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.

No obstante, el Director Regional podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo que no podrá superar los quince días, dando audiencia al investigado.

Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos que no le hubiesen sido imputados en el dictamen del instructor.

Artículo 50 N.- La resolución que ponga término al procedimiento, junto con resolver el asunto al que este se refiera, podrá ordenar una o más de las siguientes medidas:

a) El cese de la o las conductas infractoras.

b) La imposición de las multas contempladas en la presente ley.

c) La restitución de los cobros que hubieren tenido lugar con infracción a la presente ley, con reajustes e intereses. En la misma resolución deberá señalarse la modalidad en que el infractor deberá realizar las restituciones que correspondan y los plazos de que dispondrá al efecto. Una vez producida la restitución, no será procedente el ejercicio de acciones judiciales que tengan por finalidad el mismo propósito, sin perjuicio de las acciones de indemnización de perjuicios por los daños causados.

d) Otras medidas que, de conformidad a esta ley, tengan por objeto exclusivo prevenir y/o corregir la infracción cometida.
Tratándose de las empresas proveedoras comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416 y siempre que no se hubieren configurado las agravantes señaladas en las letras a) y b) del inciso quinto del artículo 24, las multas a que se refiere la letra b) de este artículo serán reemplazadas por la participación obligatoria del titular o representante legal de la empresa de menor tamaño, y/o de uno o más de sus trabajadores, en un programa de capacitación sobre derechos y deberes de los consumidores realizado por el Servicio Nacional del Consumidor.

Sustituida la multa de conformidad a lo dispuesto en el inciso precedente, si el obligado, no participare en el programa de capacitación correspondiente, procederá el aumento de la multa originalmente determinada, el que no podrá exceder de un 25% de su valor.

Tratándose de micro o pequeñas empresas en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, la primera multa efectivamente impuesta será rebajada en un 70%.
Lo señalado en este artículo es sin perjuicio del ejercicio de otras facultades entregadas al Servicio por esta ley o por leyes especiales.

Artículo 50 Ñ.- Las resoluciones del Servicio que apliquen multa, ordenen devoluciones o reintegros o dispongan otras medidas que tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida, tendrán mérito ejecutivo.

El monto de las multas impuestas por el Servicio será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 50 O.

El cumplimiento de las resoluciones a que se refiere el inciso primero, incluido el pago de las multas, deberá ser acreditado ante el Servicio dentro de los 10 días siguientes a la fecha en que aquél fuere exigible.

Si el infractor fuere una persona jurídica, responderán solidariamente del pago de las multas sus directores, administradores y aquellas personas que se hayan beneficiado directamente de la infracción respectiva, siempre que hubieren participado en la realización de esta.

El cumplimiento de las resoluciones que decreten las medidas señaladas en el artículo 50 N, con excepción de las multas, se llevará a efecto en conformidad al procedimiento establecido en el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, ante el juzgado de policía local correspondiente al domicilio del consumidor.

Artículo 50 O.- Contra las resoluciones que dicte el Director Regional solo procederá el recurso de reposición contemplado en el artículo 59 de la ley N°19.880. El recurso jerárquico y todo otro recurso administrativo establecido en dicha ley serán improcedentes. 

Respecto de la resolución que pone fin al procedimiento administrativo, y una vez resuelto el recurso de reposición, si es que este hubiere sido interpuesto, el afectado, sea el proveedor o el consumidor, podrá reclamar por ilegalidad ante el juzgado de policía local que corresponda al domicilio del consumidor, dentro del plazo fatal e individual de diez días, contado desde la notificación de la resolución respectiva. Si el procedimiento administrativo fue iniciado de oficio por el Servicio, el proveedor podrá reclamar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente a la comuna de la Dirección Regional. La reclamación deberá presentarse por escrito y contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulan. Al conocer de la reclamación, el juez podrá, realizando un control sobre la legalidad de la resolución, revisar tanto aspectos formales como sustantivos.
Para el caso que el infractor no interponga reclamación en contra de las resoluciones del Servicio que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de la resolución, se le reducirá el 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado ante la Dirección Regional respectiva del Servicio, presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuada en la Tesorería General de la República.

No podrá exigirse el cumplimiento de la resolución mientras ésta no se encuentre firme.

La reclamación se substanciará conforme al procedimiento contemplado en el Párrafo 3º de este Título. La resolución que admita a tramitación la reclamación será notificada por carta certificada al Director Regional y a los demás intervinientes en los respectivos domicilios fijados ante el Servicio en el procedimiento sancionatorio. En dicha resolución se deberá indicar la posibilidad de ejercer ante el mismo tribunal las acciones indemnizatorias que correspondieren. El procedimiento al que se sujete el conocimiento de tales acciones se acumulará de oficio a la reclamación, substanciándose ambas conforme al mismo procedimiento.

Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables. Para estos efectos la cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo pedido por indemnización de perjuicios o, en su defecto, en base a la multa impuesta por el Servicio.

En los casos en que no sea aplicable lo indicado en el inciso anterior, contra la sentencia que resuelva la reclamación, y en su caso la acción indemnizatoria, procederá el recurso de apelación, el que se interpondrá dentro del plazo de diez días. La apelación se resolverá en cuenta, salvo solicitud fundada de alguna de las partes. Si se diere lugar a dicha solicitud, la Corte de Apelaciones ordenará traer los autos en relación y dispondrá agregar extraordinariamente la causa a la tabla del día subsiguiente, previo sorteo, en las Cortes de Apelaciones de más de una Sala.

La apelación a que se refiere este artículo gozará de preferencia para su vista y fallo, y no procederá la causal de suspensión contemplada en el artículo 165, N°5, del Código de Procedimiento Civil.

En contra de la sentencia que resuelva el recurso de apelación, no procederá recurso alguno.

Artículo 50 P.- La sanción impuesta por la aplicación de una ley especial impedirá al Servicio aplicar en virtud de esta ley una sanción adicional en razón de los mismos hechos, en la medida que para la determinación de la primera se haya considerado la vulneración de los derechos de los usuarios o consumidores. 

Si el Servicio llegare a tomar conocimiento de hechos que pudieren constituir una infracción de disposiciones legales o reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley, relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores, deberá proceder a denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas y podrá hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, de conformidad a lo establecido en el artículo 58 letra i) de la presente ley.

En ningún caso se podrán aplicar al mismo infractor dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.”.

32) Agrégase a continuación del artículo 50 P el siguiente epígrafe:

“Párrafo 3°

Del procedimiento ante los Juzgados de Policía Local”.”.

33) Agréganse los siguientes artículos 50 Q, 50 R y 50 S, nuevos:

“Artículo 50 Q.- El conocimiento de la acción ejercida a título individual para obtener la debida indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar por infracción a esta ley corresponderá a los juzgados de policía local, siendo competente aquel que corresponda al domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del primero, sin que sea admisible la prórroga de competencia por la vía contractual.

El procedimiento se iniciará por demanda del consumidor, la que deberá presentarse por escrito y con el patrocinio de abogado habilitado.

En los casos en que no resulte posible practicar la primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia deje constancia de cuál es la habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo a quien se va a notificar y éste se encuentre en el lugar del juicio, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos segundo y tercero del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil. El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2), 3) y 4) del inciso tercero del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.

En este procedimiento no será admisible la reconvención del proveedor demandado. Las excepciones que se hayan opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. En su comparecencia, las partes podrán realizar todas las gestiones procesales destinadas a acreditar la infracción y probar su derecho, incluidas la presentación y el examen de testigos, cuya lista podrá presentarse hasta el inicio de la audiencia de contestación, conciliación y prueba.

El tribunal podrá en el aludido comparendo, distribuir la carga de la prueba conforme a la disponibilidad y facilidad probatoria que posea cada una de las partes en el litigio, lo que comunicará a ellas para que asuman las consecuencias que les pueda generar la ausencia o insuficiencia de material probatorio que hayan debido aportar o el no rendir la prueba correspondiente de que dispongan en su poder. Para efectos de rendir la prueba ordenada conforme a este inciso, el juez citará a una nueva audiencia con ese único fin, la que deberá ser citada a la brevedad posible.

Los incidentes deberán promoverse y tramitarse en la misma audiencia, conjuntamente con la cuestión principal, sin paralizar el curso de esta, cualquiera sea la naturaleza de la cuestión que en ellos se plantee. El tribunal deberá dictar sentencia definitiva dentro de los treinta días siguientes a la última audiencia, a menos que exista un plazo pendiente para realizar diligencias.

Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales, se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables. La cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo denunciado o demandado por el consumidor, no considerándose para estos efectos el monto de la multa aplicable. Las causas que versen sobre materias que no tienen una determinada apreciación pecuniaria, se considerarán para estos efectos de cuantía superior a veinticinco unidades tributarias mensuales.

Artículo 50 R.- El mismo procedimiento señalado en el artículo precedente se aplicará en caso de que el consumidor escoja perseguir la responsabilidad contravencional del proveedor ante el juzgado de policía local competente, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 50 A. Si resultare procedente, regirá para la aplicación de multas lo dispuesto en el artículo 50 P.

Artículo 50 S.- Si, de conformidad a lo establecido en este Párrafo, se promueve un juicio de indemnización de perjuicios por los daños ocasionados a consecuencia de una infracción que ha sido sancionada por el Servicio Nacional del Consumidor mediante resolución firme, no se admitirán pruebas o alegaciones incompatibles con la declaración de existencia del hecho que constituyó la infracción, ni con el establecimiento de la participación del proveedor en la misma.”.

34) Reemplázase en el Párrafo 2° del Título IV, la expresión “Párrafo 2°” por “Párrafo 4°”.

35) Modifícase el artículo 51 de la siguiente manera:

a) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto y así sucesivamente:

“Los consumidores afectados en cualquier caso podrán declarar como testigos sin que les sea aplicable la causal de inhabilidad establecida en el numeral 6° del artículo 358 del Código de Procedimiento Civil.

Los proveedores demandados estarán obligados a entregar al Tribunal todos los instrumentos que éste ordene de oficio o a petición de parte, siempre que tales instrumentos obren o deban obrar en su poder y que tengan relación directa con la cuestión debatida. En caso de que el proveedor se negare a entregar tales instrumentos y el Tribunal estimare infundada la negativa por haberse aportado pruebas acerca de su existencia o por ser injustificadas las razones dadas, el juez podrá tener por probado lo alegado por la parte contraria respecto del contenido de tales instrumentos.”.

b) Reemplázase, en la letra b) del numeral 1, la palabra “asamblea” por “directorio”.

c) Elimínase en el numeral 2 la oración “Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento, no podrán extenderse al daño moral sufrido por el actor.”.

d) Agrégase en el numeral 2, los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:

“Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento podrán extenderse al daño moral, siempre que se haya afectado la integridad física o síquica o la dignidad de los consumidores. El tribunal determinará si los hechos discutidos han podido provocar dicha afectación, en cuyo caso deberá incluirlo como hecho sustancial y controvertido en la resolución que recibe la causa a prueba. Tanto la afectación como el monto de los perjuicios, deberán ser debidamente acreditados por la parte que lo solicite.

Para la acreditación del daño moral sufrido por los consumidores, el juez podrá ordenar un peritaje especial, que establecerá, de una muestra representativa de los grupos o subgrupos afectados, una avaluación aproximada del daño causado, determinando un monto referencial, el que podrá variar según cada grupo o subgrupo. El juez en su sentencia considerará, junto con los demás antecedentes probatorios que se aporten al proceso, el monto referencial así determinado. Dicho peritaje será de cargo del infractor en caso de haberse establecido su responsabilidad. De no ser así, se estará a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 411 del Código de Procedimiento Civil.”.

e) Reemplazar el numeral 3 por el siguiente:

“3. Iniciado el juicio señalado, cualquier legitimado activo podrá hacerse parte en el juicio, Asimismo, podrá comparecer cualquier consumidor que se considere afectado para el solo efecto de hacer reserva de sus derechos.”.

f) Consultar como numeral 10, nuevo, el siguiente:

“10. De conformidad con lo dispuesto en el Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, en casos calificados y sólo una vez admitida a tramitación la demanda, el juez podrá ordenar como medida precautoria que el proveedor cese provisionalmente en el cobro de cargos cuya procedencia esté siendo controvertida en juicio. Para tal efecto, el demandante deberá acompañar antecedentes que constituyan a lo menos presunción grave del derecho que se reclama.”.

36) Modifícase el artículo 52 del siguiente modo:

a) Reemplázase el literal b) por el siguiente:

“b) Que la demanda cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, los que sólo se verificarán por el juez, sin que puedan discutirse en esta etapa.”.

b) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así sucesivamente:

“En contra de la resolución que acoja la reposición de aquella que declaró admisible la demanda, procederá el recurso de apelación en ambos efectos, el que deberá ser interpuesto dentro de cinco días fatales contados desde la notificación de la resolución respectiva.”. 

37) Modifícase el inciso primero del artículo 53 del siguiente modo:

a.- Sustitúyase la frase “se tenga por contestada la demanda”, por “se tenga por contestada la misma”; 

b.- Sustitúyase la frase “medio de circulación nacional”, por lo siguiente: “medio de comunicación nacional, regional o local, escrito, electrónico o de otro tipo, que asegure su adecuada difusión”, y

c.- Reemplázase la palabra “cuarto” por “tercero”.”.
38) Modifícase el artículo 53 B en el siguiente sentido:

a) Intercálase un nuevo inciso tercero, adecuándose la ordenación correlativa de los demás:

“Estas ofertas deberán entregar, a lo menos, antecedentes suficientes sobre el hecho que las motiva, el monto global del daño causado a los consumidores y las bases objetivas utilizadas para su determinación, la individualización de los grupos o subgrupos de consumidores afectados, los montos de las indemnizaciones y devoluciones, y la forma como se harán efectivas las indemnizaciones, devoluciones y reparaciones. Asimismo, deberá indicar cómo acreditará el cálculo íntegro del monto global del daño causado a los grupos y subgrupos de consumidores así como la ejecución de las indemnizaciones, devoluciones y reparaciones equivalentes a dicho monto global.”.

b) Reemplázase el actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:

“Todo avenimiento, conciliación o transacción deberá ser sometido a la aprobación del juez. Para aprobarlo, el juez deberá verificar su conformidad con las normas de protección de los derechos de los consumidores. La aprobación se entenderá sin perjuicio de la eventual aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley. Con todo, el tribunal podrá considerar la reparación del daño causado por parte del proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el 50%.”.

c) Agregar el siguiente inciso final:

“Los avenimientos, conciliaciones o transacciones que contemplen la entrega a los consumidores de sumas de dinero deberán establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes resulten alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su favor, facilitar su cobro y, en definitiva, conseguir la entrega efectiva del monto correspondiente a cada consumidor. Asimismo, estos acuerdos deberán designar a un tercero independiente mandatado a ejecutar, a costa del proveedor, las diligencias previamente señaladas, salvo que otros medios resulten preferibles, en el caso concreto, para lograr la transferencia efectiva del dinero que a cada consumidor corresponde. Para el cumplimiento de dicho mandato, el proveedor deberá transferir la totalidad de los fondos al tercero encargado de su entrega a los consumidores. Estos acuerdos deberán establecer, a su vez, un plazo durante el cual las diligencias referidas en este inciso deberán ejecutarse. Transcurridos dos años desde que se cumpla dicho plazo, los remanentes que no hayan sido transferidos ni reclamados por los consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero a cargo de la entrega, enterar las cantidades correspondientes al fondo establecido en el artículo 11 bis.”.

39) Modifícase el artículo 53 C en el siguiente sentido:

a) Agrégase en el literal b), a continuación del punto y aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, se estará a lo dispuesto en el artículo 50 P, si resultare aplicable.”.

b) Agrégase en el literal c), a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En aquellos casos que en que concurran las circunstancias a que se refiere el inciso quinto del artículo 24, el tribunal podrá aumentar en un 25% el monto de la indemnización correspondiente.”.

c) Agrégase al final del inciso segundo, lo siguiente:

“En este último caso, la sentencia deberá establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes resulten alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su favor, facilitar su cobro y, en definitiva, conseguir la entrega efectiva del monto correspondiente a cada consumidor, pudiendo establecerse al proveedor la carga de mandatar a un tercero independiente para la ejecución de dichas acciones, a su costa y con la aprobación del tribunal. El proveedor deberá transferir la totalidad de los fondos al tercero encargado de su entrega a los consumidores. La sentencia deberá establecer, además, un plazo durante el cual las diligencias referidas en este inciso deberán ejecutarse. Transcurridos dos años desde que se cumpla dicho plazo, los remanentes que no hayan sido transferidos ni reclamados por los consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero a cargo de la entrega, enterar las cantidades correspondientes al fondo establecido en el artículo 11 bis.”.
d) Agrégase el siguiente inciso final:

“Los recursos que se dedujeren en contra de la sentencia definitiva gozarán de preferencia para su vista y fallo.”.

40) En el artículo inciso segundo del artículo 54 C, agregar las expresiones “tanto por daño patrimonial como moral” a continuación de “responsabilidad civil”, e incorporar la oración “y se tramitará de acuerdo al procedimiento establecido en el Párrafo 3° del Título IV”, luego de la frase “patrocinio de abogado”.

41) Agrégase, a continuación del artículo 54 G, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 5º Del procedimiento de mediación colectiva”.

42) Agréganse los siguientes artículos 54 H a 54 R:

“Artículo 54 H.-. En aquellos casos en que esté comprometido el interés colectivo o difuso de los consumidores podrá iniciarse una mediación colectiva, conforme a las reglas señaladas en este párrafo.

La mediación colectiva es un procedimiento administrativo especial, a cargo de una unidad independiente y especializada dentro del Servicio, cuyo fin es cautelar el interés colectivo o difuso de los consumidores, mediante la obtención de una solución expedita, completa y transparente, en el caso de conductas que los afecten. Los principios básicos del procedimiento son la indemnidad del consumidor, la economía procesal, la publicidad y la integridad del proceso. En lo no dispuesto por este párrafo, se estará a las normas contempladas en la ley N°19.880.

La mediación colectiva se iniciará, de oficio o a petición de los interesados, por resolución del Servicio, la que será notificada al proveedor o proveedores involucrados. Dicha resolución indicará los antecedentes que fundamentan la posible afección del interés colectivo o difuso de los consumidores y las normas potencialmente infringidas.

El Servicio Nacional del Consumidor no podrá iniciar un procedimiento de mediación colectiva una vez que se hayan ejercido acciones colectivas respecto de los mismos hechos, y mientras estas se encuentren pendientes. Asimismo, una vez iniciada una mediación colectiva, ni el Servicio ni quienes se encuentren legitimados para ello de conformidad a esta ley podrán ejercer acciones colectivas respecto de los mismos hechos mientras el procedimiento de mediación se encuentre abierto.
Artículo 54 I.- En la resolución que da inicio al procedimiento, cuando la mediación colectiva se haya iniciado a solicitud de una o más Asociaciones de Consumidores, el Servicio deberá ordenar su participación, salvo manifestación en contrario de estas. Sin perjuicio de lo anterior, las Asociaciones de Consumidores podrán solicitar ser partes del procedimiento en cualquier estado, hasta la publicación de la solución ofrecida por el proveedor.

Durante el plazo que dure la mediación se suspenderá el término de prescripción de las denuncias y acciones que se establecen en la presente ley, así como de las acciones criminales a que hubiere lugar.

Artículo 54 J.- El plazo máximo de duración del procedimiento de mediación colectiva será de tres meses, contado a partir del tercer día de la notificación al proveedor de la resolución que da inicio al procedimiento. Este plazo podrá ser prorrogado por una sola vez, hasta por tres meses, por resolución fundada.

Si dentro del plazo original o prorrogado no hubiere acuerdo, se entenderá fracasada la mediación, circunstancia que será certificada por el Servicio en la resolución de término del procedimiento.

Artículo 54 K.- Durante el procedimiento, el Servicio podrá solicitar los antecedentes que sean necesarios para el cumplimiento de los fines de la mediación, especialmente aquellos que se requieran para determinar el monto de las compensaciones que procedieren para los consumidores.

Luego de notificada la resolución que da inicio al procedimiento, el proveedor tendrá un plazo de cinco días para indicar por escrito al Servicio si acepta participar en la mediación colectiva. Este plazo podrá prorrogarse, por una sola vez, si el proveedor lo solicita fundadamente antes de su vencimiento. Si al término del plazo original o prorrogado, el proveedor no expresa su voluntad, la mediación se entenderá fallida, y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.

Artículo 54 L.- En la resolución que dé inicio a la mediación, el Servicio informará al proveedor y a las Asociaciones de Consumidores, en su caso, acerca de la naturaleza y los objetivos de la mediación, de su duración y etapas y de los efectos jurídicos que esta produce.

Las partes, en cualquier momento de la mediación, podrán expresar su voluntad de no perseverar en el procedimiento, lo que será certificado por el Servicio en la resolución de término respectiva.

Artículo 54 M.- Una vez iniciado un procedimiento de mediación colectiva, esta circunstancia será informada en el sitio web del Servicio, dentro de quinto día contado desde la comunicación por la que el proveedor acepta someterse al procedimiento. A través de dicho medio se informará también el estado de la mediación y la solución ofrecida por el proveedor.

Durante el procedimiento de mediación colectiva, los consumidores potencialmente afectados y las Asociaciones de Consumidores mencionadas en el artículo anterior podrán presentar las observaciones que estimen pertinentes. Asimismo, cualquiera de ellos podrá, de manera fundada, dentro de los cinco días posteriores a la comunicación de la solución ofrecida por el proveedor, sugerir ajustes a las soluciones identificadas en el acuerdo.

Tanto las observaciones como las sugerencias de ajustes deberán presentarse por escrito o por vía electrónica, y acompañarse al expediente conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 18 de la ley N°19.880.

Artículo 54 N.- La comparecencia de los proveedores a las audiencias que se fijen deberá realizarse por un apoderado facultado expresamente para transigir. En el caso de que el apoderado del proveedor no contare con facultades suficientes, el Servicio citará a una nueva audiencia que deberá tener lugar dentro de quinto día. Si en dicha nueva audiencia no se subsanare la situación, la mediación se entenderá fallida y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.

Artículo 54 Ñ.- A solicitud del proveedor, el Servicio decretará reserva, respecto de terceros ajenos al procedimiento de mediación, de aquellos antecedentes que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales, siempre que su revelación pueda afectar el desenvolvimiento competitivo de su titular.

En conformidad a lo establecido en el inciso anterior, tanto los funcionarios encargados de la tramitación del procedimiento como las partes involucradas deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que hayan conocido con ocasión del procedimiento de mediación. Asimismo, este deber de reserva alcanza a los terceros que intervinieren en el procedimiento a través de la emisión de informes.

El funcionario del Servicio que infringiere el deber de reserva del inciso precedente, descubriendo en perjuicio del proveedor aquellos antecedentes, fórmulas, estrategias o secretos que haya conocido con ocasión del procedimiento de mediación y respecto de los cuales se haya decretado reserva respecto de terceros ajenos a la mediación, será sancionado con las penas de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.

Si la infracción la cometiere cualesquiera de las partes involucradas, o terceros intervinientes en el procedimiento mediante la emisión de informes, sufrirán la pena de prisión en sus grados medio a máximo o multa de uno a cinco sueldos vitales.

Las partes podrán requerir la devolución de los instrumentos acompañados una vez concluido el procedimiento de mediación.

El Servicio no podrá presentar en juicio instrumentos obtenidos durante el procedimiento de mediación a menos que haya tenido acceso a ellos por otro medio.

Artículo 54 O.- La notificación de las resoluciones que este párrafo establece se efectuará por carta certificada, entendiéndose practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos. Asimismo, también podrá efectuarse por correo electrónico, debiendo enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.

Artículo 54 P.- En caso de llegar a acuerdo en la mediación, se dictará una resolución al efecto. En ella se describirán los términos del acuerdo y las obligaciones que asume cada una de las partes. Para ser declarada suficiente por el Servicio, la solución propuesta debe contemplar, a lo menos: 1) el cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados, cuando procedan; 2) el cese de la conducta que pudiere haber afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores; 3) la forma en la que se harán efectivos los términos del acuerdo y el procedimiento por el que el proveedor efectuará las devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados, y 4) los procedimientos por los que se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor. La solución propuesta por el proveedor no implicará su reconocimiento de los hechos constitutivos de la eventual infracción antecedente de la mediación.

Cuando se trate de acuerdos que contemplen la entrega a los consumidores de sumas de dinero, se estará a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 53 B.

La copia autorizada por el Director Nacional de la resolución en la que conste el acuerdo surtirá los efectos de una transacción extrajudicial respecto de todos los consumidores potencialmente afectados, con excepción de aquellos que hayan hecho valer sus derechos ante los tribunales con anterioridad al acuerdo en la mediación, o que hayan acordado en forma particular con el proveedor, y tendrá mérito ejecutivo transcurridos treinta días desde la publicación de un extracto de la resolución en el Diario Oficial y en un medio de circulación nacional, a costa del proveedor, así como en el sitio web institucional del Servicio, en la medida en que cada una de las obligaciones emanadas del acuerdo sean exigibles. Durante dicho término, los consumidores afectados que no estén de acuerdo con la solución alcanzada, para efectos de no quedar sujetos a esta, deberán hacer presente su disconformidad al Servicio, reservándose sus acciones individuales que emanen de la posible infracción. Las publicaciones deberán efectuarse a más tardar dentro de quinto día desde la fecha de la resolución en la que conste el acuerdo.

El incumplimiento de los términos contenidos en el acuerdo constituye una infracción a la presente ley.

Artículo 54 Q.-. Sin perjuicio de la mediación regulada en este párrafo, durante la tramitación del procedimiento especial para protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, el proveedor siempre podrá realizar ofertas de avenimiento, de acuerdo a los parámetros del artículo 53 B.

Artículo 54 R.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo establecerá las normas que sean necesarias para la sustanciación de cada una de las etapas del procedimiento de mediación colectiva, la forma de resolver las incidencias que se planteen por las partes y, en general, todas las demás materias que resulten necesarias para la adecuada aplicación del procedimiento a que se refiere este párrafo.”.

43) Reemplázase en el inciso primero del artículo 55 D, la frase “mil unidades tributarias mensuales” por la frase “2.000 unidades tributarias mensuales”; y elimínase el inciso segundo.

44) Reemplázase, en el inciso final del artículo 56, la frase “el Servicio Nacional del Consumidor deberá denunciar al proveedor ante el juez de policía local competente, para que, si procediere, se le sancione con una multa de hasta cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio del derecho del consumidor afectado para denunciar el incumplimiento de las obligaciones referidas.” por la frase “el Servicio Nacional del Consumidor podrá sancionar al proveedor con una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales.”.

45) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 56 A, la frase “y que no hubiere ejercido las acciones que le confiere esta ley ante el tribunal competente” por “y que no hubiere ejercido las denuncias o acciones que le confiere esta ley ante el Servicio o el tribunal competente, respectivamente”.

46) Modifícase el artículo 56 C en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el número 2 del inciso tercero por el siguiente: 

“2.- Los que han sido previamente sometidos al conocimiento del Servicio o de un juez competente por el consumidor o por alguna Asociación de Consumidores.”.

b) Derógase el inciso cuarto.

47) Reemplázase, en el artículo 56 H, la frase “el Servicio Nacional del Consumidor deberá denunciarlo ante el juez competente para que se le sancione con una multa de hasta setecientas cincuenta unidades tributarias mensuales” por la frase “el Servicio Nacional del Consumidor deberá sancionarlo con una multa de hasta 1.500 unidades tributarias mensuales”.

48) Reemplázase el artículo 57 por el siguiente:

“Artículo 57.- El Servicio Nacional del Consumidor, en adelante e indistintamente el “Servicio”, será un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sujeto a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

El Servicio será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1981, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882 y se someterá al decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado.

El Servicio se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales. En cada región del país habrá un Director Regional, quién estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley N° 19.882 y deberá acreditar título de abogado. También estará afecto a dicho sistema el segundo nivel jerárquico del Servicio Nacional del Consumidor.

Adicionalmente, dichas Direcciones Regionales se considerarán funcionalmente desconcentradas para efectos de ejercer las funciones señaladas en las letras b), c), f), y ñ) del artículo 58 de la presente ley.”.
49) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 58:

a) Reemplázanse, en su inciso segundo, las letras a), b), c), d), e), f) y g) por las siguientes:

“a) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y de toda la normativa de protección de los derechos de los consumidores.

Durante los procedimientos de fiscalización, los proveedores y sus representantes deberán otorgar todas las facilidades para que estos se lleven a efecto y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la fiscalización.

En el ejercicio de la labor fiscalizadora, los funcionarios del Servicio deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, y dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Director Regional del Servicio que corresponda territorialmente.

Los funcionarios del Servicio estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y, en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividades fiscalizadas. Cuando se trate de fiscalización de sitios web, los proveedores estarán obligados a facilitar los antecedentes relativos a éste que sean solicitados por el respectivo funcionario del Servicio, los que deberán ser entregados en formato digital.
Para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, los funcionarios del Servicio podrán solicitar, previa autorización del juez competente, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador.

Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, la negativa a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 1.000 unidades tributarias mensuales.

Cuando con ocasión de una fiscalización, el Servicio constate respecto de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la Ley Nº 20.416, que no haya sido sancionada por la misma infracción en los últimos doce meses, una infracción legal o reglamentaria en que no concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 24, podrá conceder un plazo de hasta diez días hábiles para dar cumplimiento a las normas respectivas, lo que deberá ser acreditado ante el Servicio.

El Servicio desarrollará sus actividades de fiscalización en conformidad a un plan que elaborará anualmente, priorizando aquellas áreas que involucren un mayor nivel de riesgo para los derechos de los consumidores. Las directrices generales de dicho plan serán públicas.

b) Tramitar y resolver los procedimientos sancionatorios consagrados en el Párrafo 2° del Título IV de esta ley.

c) Imponer las sanciones correspondientes por infracción a la normativa de protección de los derechos de los consumidores en el marco del procedimiento sancionatorio consagrado en el Párrafo 2° del Título IV de esta ley.

d) Interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar, atribución que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59 ter de la presente ley.

e) Dictar normas e instrucciones de carácter general en materia de protección de los derechos de los consumidores, atribución que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59 ter. La normativa que emane del Servicio será obligatoria y deberá ser sistematizada de forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general.

f) Citar a declarar a los representantes legales, administradores, asesores y dependientes de las entidades sometidas a su fiscalización, así como a toda persona que haya tenido participación o conocimiento respecto de algún hecho que estime necesario para resolver un procedimiento sancionatorio, o tomar la declaración respectiva por medios que permitan asegurar su fidelidad.

Si el citado debidamente apercibido no comparece, sin mediar justificación plausible, el juzgado de policía local competente podrá ordenar su arresto hasta su comparecencia.

g) Proporcionar información y absolver las consultas del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, de la Fiscalía Nacional Económica y demás organismos relacionados con la protección de los derechos de los consumidores.”.

b) Agréganse en el inciso segundo los siguientes literales h), i), j), k), l), m), n), ñ), o), p), q) y r):

“h) Llevar a cabo el procedimiento de mediación colectiva consagrado en el Párrafo 5° del Título IV de esta ley.

i) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores y hacerse parte en aquellas causas que comprometan los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en leyes especiales. La facultad de velar por el cumplimiento de normas establecidas en leyes especiales que digan relación con la protección de los derechos de los consumidores, incluye la atribución del Servicio Nacional del Consumidor de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas y de hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en esas leyes especiales.

j) Formular, realizar y fomentar programas de información y educación al consumidor.

k) Realizar, a través de laboratorios o entidades especializadas, de reconocida solvencia, análisis selectivos de los productos que se ofrezcan en el mercado en relación a su composición, contenido neto y otras características.

Aquellos análisis que excedan en su costo de 250 unidades tributarias mensuales, deberán ser efectuados por laboratorios o entidades elegidas en licitación pública.

En todo caso el Servicio deberá dar cuenta detallada y pública de los procedimientos y metodología utilizada para llevar a cabo las funciones contenidas en esta letra.

l) Reunir, elaborar, procesar, divulgar y publicar información para facilitar al consumidor un mejor conocimiento de las características de la comercialización de los bienes y servicios que se ofrecen en el mercado. En el ejercicio de esta facultad, se deberá tener especial consideración con lo establecido en el decreto ley N°211, de 1973, que fija normas sobre la defensa de la libre competencia.

m) Realizar y promover estudios en el área del consumo.

n) Llevar el registro público a que se refiere el artículo 58 bis.

ñ) Tratándose del procedimiento contemplado en el Párrafo 2° del Título IV de la ley, recibir denuncias de consumidores que consideren lesionados sus intereses, iniciar investigación a causa de esas denuncias y, en su caso, ponerlas en conocimiento del proveedor a fin de que este proponga alternativas concretas de solución o corrección del hecho denunciado en conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 50 G.

o) Requerir de los organismos del Estado los antecedentes que estime necesarios para el cumplimiento de sus funciones. Dichos organismos deberán entregar al Servicio toda la información que este les solicite y obre en su poder respecto de las personas reguladas o fiscalizadas. En caso de estar dicha información protegida por el deber de reserva o secreto, se requerirá la autorización previa de un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva que corresponda de acuerdo al turno.

p) Solicitar la entrega de cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, procurando no alterar el desenvolvimiento normal de las actividades del afectado.

q) Celebrar convenios con municipalidades para que estas coordinen y gestionen las audiencias de conciliación obligatorias contempladas en el artículo 50 G respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual.

r) Las demás funciones y atribuciones que le asigne esta ley u otras.”.

c) Derógase el inciso tercero.

d) Reemplázase su inciso séptimo por el siguiente:

“El requerimiento de documentación que se ejerza de acuerdo al inciso anterior podrá contener todas aquellas solicitudes de información y datos que sean necesarios para el debido cumplimiento de las funciones del Servicio Nacional del Consumidor, de conformidad a lo señalado en la presente ley.”.

e) Modifícase su inciso noveno en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la frase “cuatrocientas unidades tributarias mensuales” por “mil unidades tributarias mensuales”.

ii) Reemplázase la frase “el juez de policía local” por la expresión “el Juzgado de Policía Local del domicilio del fiscalizado”.

f) Agrégase, a continuación del inciso octavo, el siguiente inciso noveno, nuevo:

“Asimismo, el Juez de Policía Local podrá ordenar la incautación de la documentación requerida.”.

g) Reemplázase el inciso final por los siguientes:

“Los funcionarios que realicen labores de fiscalización no podrán asumir como responsables de la instrucción de procedimientos sancionatorios. Del mismo modo, los Directores Regionales no podrán intervenir en funciones de fiscalización, ni participar de ningún modo en la instrucción de procedimientos sancionatorios en relación a hechos respecto de los cuales después pudieran aplicar sanción.

Asimismo, las funciones señaladas en el inciso anterior y las de mediación colectiva y demanda para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores estarán a cargo de unidades diferentes e independientes entre sí, cada una de las cuales será dirigida por un Subdirector del Servicio.

Los Subdirectores referidos en el inciso precedente estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley N°19.882.

Los funcionarios que infrinjan los deberes asociados a la división estricta de funciones a la que se refiere este artículo incurrirán en una infracción grave a sus deberes funcionarios.

El Director Nacional dictará las normas de orden interno que sean necesarias a fin de que en los distintos procedimientos en que participen funcionarios del Servicio se garantice la división estricta de funciones que ordena esta ley, especialmente en lo que se refiere al resguardo y traspaso de la información obtenida por los funcionarios en el ejercicio de sus funciones.”.

50) Intercálase en el inciso segundo del artículo 58 bis, entre las frases “organismos fiscalizadores” y “que tengan facultades”, la siguiente palabra: “sectoriales”.”. 

51) Reemplázase el artículo 59 por el siguiente:

“Artículo 59.- El Director Nacional será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación judicial y extrajudicial. Será nombrado por el Presidente de la República a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. Durará cuatro años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.

El cargo de Director Nacional será incompatible con el de diputado, senador, integrante del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, consejero del Banco Central, fiscal del Ministerio Público, miembro de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, ministro de Estado, subsecretario, intendente, gobernador, alcalde, concejal, consejero regional, miembro del Tribunal Calificador de Elecciones, funcionario de la Administración del Estado, miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, y con el de representante de asociaciones gremiales, organizaciones sindicales y asociaciones de consumidores. 

El Director Nacional no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley. Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente civil y a sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad. 

Una vez que el Director Nacional haya cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley, por el plazo de seis meses después de haber expirado en funciones. El Director Nacional no podrá ser candidato a cargos de elección popular hasta un año después de haber cesado en su cargo. 

El ex Director Nacional afecto a la prohibición contenida en el inciso anterior deberá informar, durante el tiempo que ésta dure, al Servicio Nacional del Consumidor sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. Esta obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de la precitada prohibición. 

Las incompatibilidades y prohibiciones establecidas en los incisos segundo a cuarto, así como la obligación establecida en el inciso anterior, todas del presente artículo, serán también aplicables a los Directores Regionales.

El Director Nacional cesará en sus funciones por las siguientes causales:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

c) Negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, faltas a la probidad administrativa y por cualquier inobservancia a los deberes y obligaciones establecidos por ley.

d) Incapacidad psíquica o física sobreviniente para el desempeño de su cargo.

e) Incurrir en una causal de incompatibilidad y prohibición de las indicadas en los incisos segundo y tercero del presente artículo.

Si se verificare alguna causal de las contenidas en los literales d) o e) del inciso anterior, cesará automáticamente en su cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Presidente de la República. De igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República de conformidad al literal b).

El Presidente de la República podrá remover al Director Nacional sólo si concurre alguna de las conductas señaladas en la letra c) del inciso séptimo.

Le corresponderá especialmente al Director Nacional:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento del Servicio y ejercer las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.

b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento del Servicio.

c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio.

d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a esta ley y a las normas estatutarias.

e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley, salvo las materias señaladas en las letras d) y e) del inciso segundo del artículo 58.

f) Conocer y resolver los recursos que la ley establece, pudiendo en su caso aplicar las sanciones que correspondan.

g) Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos a través de la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por el Servicio.
h) Presentar al Consejo establecido en el artículo 59 ter, la propuesta de interpretación administrativa de la normativa, así como la propuesta de normas e instrucciones de carácter general, ambas relativas a la protección de los derechos de los consumidores.
i) Las demás que establezcan las leyes.

En todo lo no previsto en los incisos anteriores, y en cuanto no sea contradictorio con aquéllos, le serán aplicables al cargo de Director Nacional las normas establecidas en el Título VI de la ley N°19.882.

En conformidad con lo establecido en la ley N°18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1/19.353, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Director Nacional, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna y determinará las denominaciones y funciones que corresponda a cada una de las unidades del Servicio.”.

52) Reemplázase el artículo 59 bis por el siguiente:

“Artículo 59 bis.- El personal del Servicio habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe respecto de los hechos constitutivos de infracciones que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos establecidos por dicho ministro de fe constituirán presunción legal en cualquiera de los procedimientos contemplados en los párrafos 2° y 3° del Título IV de esta ley.”.

53) Agréganse los siguientes artículos 59 ter, 59 quáter, 59 quinquies y 59 sexies:

“Artículo 59 ter.- Créase un cuerpo colegiado, denominado Consejo Normativo, al que corresponderá ejercer las funciones y atribuciones señaladas en esta ley.

El Consejo Normativo estará integrado por tres Consejeros titulares y dos Consejeros suplentes nombrados por el Presidente de la República mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, previo acuerdo del Senado, adoptado por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio. 

Los integrantes que así se designen deberán ser expertos en materia de protección de los derechos de los consumidores y contar con relevantes méritos profesionales o académicos, cuya idoneidad garantice el debido funcionamiento del Consejo. 

Los Consejeros durarán cuatro años en sus cargos, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez en la misma calidad. El Consejo se renovará parcialmente cada vez.

A los Consejeros le será aplicable el artículo 2° de la ley N° 20.880 y deberán realizar la declaración de intereses y patrimonio en los términos del Título II de la precitada ley.

El cargo de Consejero será incompatible con el de diputado, senador, integrante del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, consejero del Banco Central, fiscal del Ministerio Público, miembro de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, Ministro de Estado, subsecretario, intendente, gobernador, alcalde, concejal, consejero regional, miembro del Tribunal Calificador de Elecciones, funcionario de la Administración del Estado, con exclusión de los cargos docentes, miembro de los órganos de dirección internos de alcance nacional de los partidos políticos, y con el de representante o miembro del directorio de asociaciones gremiales, organizaciones sindicales y asociaciones de consumidores.

Los miembros titulares del Consejo no podrán ser gerentes, administradores o directores, ni podrán tener participación superior al 5% en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2 de la presente ley. Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente civil y a sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad. La incompatibilidad a que se refiere el presente inciso no se aplicará en el caso de las micro y pequeñas empresas a que se refiere el artículo segundo de la Ley N° 20.416.

Una vez que los miembros titulares del Consejo hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ser gerentes, administradores o directores de una empresa o sociedad que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2 de la presente ley, por el plazo de  seis meses después de haber expirado en funciones.

Los ex Consejeros afectos a la prohibición contenida en el inciso anterior deberán informar al Consejo establecido en este artículo, durante el tiempo que ésta dure, sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. 

Mientras se desempeñen en su cargo, los Consejeros no podrán ejercer asesoría profesional a proveedores que puedan ser objeto de fiscalización por parte del Servicio en las materias reguladas por esta ley, ni a asociaciones de consumidores. Tampoco podrán ejercer asesoría profesional, hasta seis meses luego de haber cesado en su cargo, a proveedores que hayan sido afectados o podido ser afectados en forma directa por las propuestas de interpretación administrativa de la normativa o de dictación de normas e instrucciones generales respecto de las cuales hayan tenido que pronunciarse.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso decimonoveno, los suplentes no podrán pronunciarse respecto de propuestas que afecten de manera directa a empresas proveedoras en los términos del artículo 1° de la presente ley en las cuales tengan participación superior al 5%  en su propiedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley Nº 18.046 sobre sociedades anónimas. Una vez cesados en el cargo y hasta seis meses después, los ex suplentes deberán informar al Consejo las actividades laborales y de prestación de servicios que realicen, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas.

Los Consejeros serán inamovibles en sus cargos. Sin perjuicio de lo anterior, serán causales de cesación del cargo, las siguientes:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

c) Negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, faltas a la probidad administrativa y cualquier inobservancia a los deberes y obligaciones establecidos por ley. 

d) Incapacidad psíquica o física sobreviniente para el desempeño de su cargo.

e) Incurrir en una incompatibilidad o prohibición de las indicadas en los incisos sexto y séptimo del presente artículo, respecto de los Consejeros titulares, o del inciso sexto respecto de los suplentes.

Si se verificare alguna de las causales contenidas en los literales d) o e), el Consejero afectado cesará automáticamente en su cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Consejo. De igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República, de conformidad al literal b).

Si alguno de los Consejeros incurre en la causal del literal c), podrá ser acusado ante la Corte Suprema, la que resolverá en pleno y en única instancia sobre la concurrencia de la causal. La acusación deberá ser fundada y deberá ser interpuesta por el Presidente de la República o al menos dos miembros del Consejo. 

La Corte dará traslado por seis días hábiles al acusado, pudiendo dictar, igualmente, medidas para mejor resolver. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días. La causa tendrá preferencia para su vista y fallo, y la sentencia se dictará en un plazo de treinta días contado desde la vista.

La Corte, mientras se encuentre pendiente su resolución, podrá disponer la suspensión temporal del Consejero acusado. Ejecutoriada la sentencia, el Consejero afectado cesará de inmediato en su cargo, sin que pueda ser designado nuevamente.

Producida una vacante, el Presidente de la República propondrá al Senado su reemplazante dentro de un plazo que no podrá exceder de 30 días hábiles. 

Los Consejeros reemplazantes de aquéllos que cesaron en sus cargos por las causales b), c), d) o e), durarán en su cargo hasta el término del período que restaba por cumplir al Consejero que produjo la vacante.

Un Consejero suplente reemplazará al Consejero que se encontrare impedido de asistir a una o más sesiones del Consejo por una razón de fuerza mayor; por encontrarse suspendido en el cargo, de conformidad a lo dispuesto en el inciso decimosexto de este artículo; o por haberse abstenido de emitir pronunciamiento sobre un asunto sometido a conocimiento del Consejo, de conformidad a lo dispuesto en  el artículo 12 de la ley Nº 19.880 y el numeral 6 del artículo 62 del decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Asimismo, un Consejero suplente asistirá a las sesiones en lugar del miembro titular que hubiere cesado en el cargo de conformidad a lo dispuesto en este artículo, hasta el nombramiento del respectivo Consejero titular.  

Para la determinación del Consejero suplente que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, deberá reemplazar a un integrante titular, se preferirá, en primer lugar, el suplente de nombramiento más antiguo.

Artículo 59 quáter.- El Consejo Normativo tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

a) Aprobar la propuesta, formulada por el Director Nacional, de interpretación administrativa de la normativa de protección de los derechos de los consumidores.

b) Aprobar la propuesta, formulada por el Director Nacional, de normas e instrucciones de carácter general en materia de protección de los derechos de los consumidores

Las propuestas de interpretación administrativa o de normas e instrucciones de carácter general que sean sometidas al Consejo podrán referirse, entre otros aspectos, a los parámetros de abusividad señalados en la letra g) del artículo 16, los lineamientos generales para la aplicación de los criterios referidos en el inciso octavo del artículo 24, así como los criterios para la determinación del riesgo a que se refiere la letra a) del artículo 58. Asimismo, podrán establecer criterios generales para la observancia de los principios establecidos en el inciso segundo del artículo 54 H y criterios generales para determinar, de acuerdo a la definición del inciso quinto del artículo 50, la existencia de interés colectivo o difuso comprometido, para efectos de los señalado en el inciso primero del artículo 54 H.

Antes de remitir al Consejo las propuestas señaladas en las letras a) y b) de este artículo, el Director deberá someterlas a un proceso de consulta pública disponible a través del sitio web del Servicio, por un plazo no inferior a 20 días corridos, con el fin de que cualquier persona opine sobre su contenido y efectos, o formule sugerencias sobre la misma. El Director informará al Consejo de la apertura de este proceso y lo mantendrá al tanto de su desarrollo. Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas serán de carácter público y deberán ser incluidas en un informe anexo a la propuesta remitida al Consejo. Sin perjuicio de lo anterior, las precitadas opiniones y sugerencias en ningún caso serán vinculantes ni estarán el Director Nacional ni el Consejo obligados a pronunciarse en particular respecto de ellas. 

Recibidas por el Consejo las propuestas a que se refieren los literales a) y b) del inciso primero de este artículo, acompañadas de los informes respectivos, deliberará sobre éstas, pudiendo aceptar o rechazar la propuesta. Para adoptar su decisión, el Consejo podrá solicitar información adicional al Director y todo otro antecedente necesario para resolver. El Consejo deberá adoptar su decisión de manera fundada, pudiendo representar al Director los aspectos que estime pertinentes relativos a las propuestas. El Director Nacional sólo podrá emitir la respectiva interpretación, norma o instrucción de carácter general, si es aprobada por el Consejo. En caso contrario, podrá el Director someter nuevamente a consideración del Consejo la propuesta, recogiendo los comentarios que han fundamentado su rechazo.

Cualquier persona afectada por la dictación de normas o instrucciones de carácter general o de interpretaciones administrativas de la normativa de protección de los derechos de los consumidores dictadas conforme a este artículo, podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de quince días contados desde su dictación.

Artículo 59 quinquies.- El Consejo sólo sesionará con tres Consejeros y adoptará sus acuerdos por mayoría de los presentes. 

El Consejo sesionará ordinariamente una vez al mes y su Tabla será formada exclusivamente por las materias que el Director Nacional someta a su aprobación. Con todo, en estas sesiones se abrirá un espacio para que los consejeros soliciten por unanimidad la presentación de propuestas de interpretación administrativa o de normas e instrucciones de carácter general en determinadas materias de protección de los derechos de los consumidores. Dichas solicitudes deberán presentarse por escrito ante el Director Nacional y estar debidamente fundadas. El Director se pronunciará sobre las respectivas solicitudes, formulando una propuesta en la materia o fundando su decisión en contrario.

El Director Nacional del Servicio podrá asistir de forma permanente a las sesiones del Consejo, sólo con derecho a voz.

El Consejo contará con un Secretario Técnico, el que será responsable de las actas de las sesiones. El Servicio Nacional del Consumidor deberá otorgar el apoyo administrativo necesario para su adecuado funcionamiento.

Un Reglamento suscrito por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo determinará las normas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo. De igual forma, el Consejo podrá dictar normas de funcionamiento interno en el en el marco de lo que establezca el Reglamento.

Artículo 59 sexies.- Los funcionarios y demás personas que presten servicios en el Servicio Nacional del Consumidor estarán obligados a guardar reserva sobre toda información, dato o antecedente de que puedan imponerse con motivo u ocasión del ejercicio de sus labores, incluso después de haber dejado el cargo. Sin perjuicio de lo anterior, tales antecedentes podrán utilizarse para el cumplimiento de las funciones del Servicio y el ejercicio de las acciones ante los tribunales de justicia.

La infracción a esta prohibición se castigará con las penas indicadas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880; en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; y en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N°2.757, que establece Normas sobre Asociaciones Gremiales:

1) Agrégase al artículo 16, el siguiente inciso cuarto:

“Las organizaciones a que se refiere el Párrafo 2° del Título II de la ley N°19.496 estarán sometidas a las siguientes reglas sobre financiamiento, contabilidad y transparencia:

1) Deberán declarar a través de sus revistas y páginas web institucionales sus fuentes de financiamiento certificadas por una auditoría independiente.

2) Deberán informar, a lo menos semestralmente, y de acuerdo a las instrucciones generales que les imparta el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, sus balances y demás estados financieros, aplicando estándares de transparencia y presentación comunes, previamente definidos por el referido Ministerio.”.

2) Agrégase al artículo 21 el siguiente inciso segundo:

“Tratándose de las organizaciones a que se refiere el Párrafo 2° del Título II de la ley N°19.496, el Ministerio podrá, en todo caso, requerir la precisión y aclaración de las fuentes de financiamiento, sus balances y estados financieros.”.

Artículo 3°.- Agrégase al artículo 5° del decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el siguiente literal m):

“m) Gestionar las audiencias de conciliación obligatorias señaladas en la ley N°19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual. Para tal efecto, las municipalidades deberán celebrar convenios con el Servicio Nacional del Consumidor de conformidad al artículo 58 de dicha ley.”.

Artículo 4°.- Intercálese en el inciso segundo del numeral 5º del artículo 196 del Código Orgánico de Tribunales, después de los términos “Servicios de Vivienda y Urbanización”, lo siguiente: “o una compañía prestadora de un servicio básico domiciliario”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia transcurrido un año desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N° 19.496: 2°; 16; 24 incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo respecto a la facultad del Servicios para aplicar la multa; 26 inciso segundo; 31; 34; 35; 41; 49 inciso segundo; 50; 50 A; 50 B; 50 C; 50 F; 50 G; los nuevos artículos 50 H a 50 S; 56; 56 A; 56 C; 56 H sólo en cuanto a la facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la misma; 57, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores Regionales; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos incisos cuarto y quinto; 58 letra b); 58 letra c); 58 letra f); el nuevo 58 letra k); el nuevo 58 letra l); y el nuevo 58 letra ñ); 59 en cuanto a lo previsto en las nuevas letras e) y f) del nuevo inciso cuarto. Tales modificaciones comenzarán a regir de acuerdo al siguiente cronograma:

a) En las regiones de Antofagasta, de Valparaíso y de Magallanes y de la Antártica Chilena, transcurridos dieciocho meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial;

b) En las regiones Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Atacama, de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Bío Bío, de la Araucanía, de los Ríos y de Los Lagos, transcurridos veinticuatro meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial; y

c) En las regiones Metropolitana de Santiago, del Maule y de Aisén del General Carlos Ibáñez, transcurridos treinta meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.Artículo segundo.- Los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley seguirán tramitándose conforme a sus normas hasta su total tramitación.

Artículo segundo.- Los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley seguirán tramitándose conforme a sus normas hasta su total tramitación.

Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor y el régimen de remuneraciones que le resulte aplicable.

2) Dictar las normas para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como la bonificación de la ley N°19.528 y la asignación dispuesta en los artículos 9°, 10, 11 y 12 de la ley N°20.212, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8° de la ley N°18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, en el ejercicio de esta facultad podrá establecer normas distintas o complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije. Igualmente determinará los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley N°19.882.

Los funcionarios que, a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública o de carrera, acorde con las referidas normas, mantendrán su nombramiento mientras no se produzca la vacancia, por cualquier causa, de los cargos de los que son titulares.

3) Ordenar el traspaso, en las condiciones que determine, sin alterar la condición jurídica de la designación y sin solución de continuidad, de los funcionarios titulares de planta y a contrata del Servicio Nacional del Consumidor y de otras instituciones que se desempeñen en dicho servicio a la fecha de la publicación de la presente ley.

Para el encasillamiento del personal que se encuentre en funciones en el Servicio Nacional del Consumidor a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, no serán exigibles los requisitos que se establezcan para el ingreso en los cargos de planta. A igual norma se sujetarán los funcionarios que tengan la calidad de contratados, para los efectos de su asimilación.

4) El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que sirven se efectuará al grado de la Escala de Fiscalizadores cuya remuneración total mensualizada sea la más cercana a la que percibía el funcionario traspasado. La remuneración más cercana corresponderá a aquella cuya diferencia con la que percibía en el grado de origen, positiva o negativa, sea la menor. Para su determinación se considerará la suma del total de haberes brutos mensualizados, excluidas las remuneraciones por horas extraordinarias.

5) En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que deberá llevarse a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

6) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijar la dotación máxima de personal del Servicio Nacional del Consumidor.

7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal.

c) No podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios encasillados y traspasados mantendrán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para su reconocimiento.

Artículo cuarto.- Los reglamentos que resulten necesarios para la implementación de esta ley, deberán dictarse dentro del plazo de un año desde su publicación.

Artículo quinto.- Mediante decreto del Ministerio de Hacienda, expedido por “Orden del Presidente de la República”, se fijará el porcentaje de asignación de alta dirección pública a que se refiere el artículo sexagésimo quinto de la ley N°19.882, en razón del cambio de escala de remuneraciones a que estarán afectos los altos directivos públicos que continúen desempeñando funciones conforme a lo señalado en el numeral 2) del artículo cuarto transitorio.

Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Nacional del Consumidor, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.

Artículo octavo.- Quienes se encuentren desempeñando el cargo de Director Regional a la época de entrada en vigencia de la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor a que se refiere el artículo quinto transitorio anterior, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la época de su designación.

Artículo noveno.- La parte final del inciso primero del artículo 50 C de la ley N°19.496, en lo que corresponde a la asistencia jurídica gratuita de las Corporaciones de Asistencia Judicial, que se introduce por el artículo 1°, numeral 22), de la presente ley, entrará en vigencia una vez que esté en funcionamiento el servicio público de asistencia judicial que sucederá a las actuales Corporaciones de Asistencia Judicial.

En el período intermedio entre la publicación de la presente ley y la condición señalada en el inciso anterior, la prestación de asistencia jurídica gratuita a los consumidores que no puedan costearla por sí mismos, se financiará a través de convenios suscritos específicamente entre el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y el Ministerio de Justicia, debiendo este último transferir los fondos aportados, a las Corporaciones de Asistencia Judicial, de acuerdo a las reglas generales.

Cada convenio suscrito deberá indicar los requisitos bajo los cuales se realizará el traspaso, la destinación especial de los fondos, las condiciones y características específicas de la prestación de asistencia jurídica, las facultades y obligaciones de las Corporaciones de Asistencia Judicial y cualquier otra especificación que permita delimitar claramente los servicios que se prestan y los recursos necesarios para financiarlos debidamente.

Además, durante el mismo lapso señalado en el inciso segundo, se habilita expresamente para comparecer ante los juzgados de policía local, en la realización de todas las actuaciones, gestiones y audiencias que sean necesarias para poder brindar la asistencia jurídica gratuita a que se refiere este artículo, a las personas señaladas en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N°18.120.

Artículo décimo.- Por un período de un año a contar de la entrada en vigencia de la presente ley se reconocerá el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas que operen en tres o más regiones del país. Terminado el período anterior y hasta cumplidos cinco años a contar de su entrada en vigencia, dicho requisito se extenderá a cinco o más regiones. Terminado este último período, el reconocimiento del carácter de nacional de las Asociaciones de Consumidores quedará sujeto al requisito establecido en el artículo 11 ter.

Artículo undécimo.- Para efectos del nombramiento de los miembros del Consejo Normativo creado en virtud del artículo 59 ter de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, y para efectos de la renovación por parcialidades de sus integrantes a que se refiere el inciso cuarto de la precitada disposición, en la primera propuesta que efectúe el Presidente de la República al Senado, presentará uno de los Candidatos titulares y uno de los Candidatos suplentes con una duración en su cargo de dos años a contar de la fecha de su nombramiento. Asimismo, para efectos de determinar el orden de prelación de los Consejeros suplentes referido el inciso vigésimo de dicho artículo, la primera propuesta individualizará el candidato que se considerará a este respecto como más antiguo.”

Lo dispuesto en el inciso anterior deberá quedar así también consignado en el primer decreto de nombramiento.

_________________

 Acordado en sesiones de 18, 23 y 25 de noviembre, 9 y 23 de diciembre de 2015, 6 y 20 de enero, 2, 7, 9, 14, 16, 21 y 23 de marzo de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Eugenio Tuma Zedán (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores Alejandro Navarro Brain, Iván Moreira Barros y Jorge Pizarro Soto (Manuel Antonio Matta Aragay); y de 6 y 11 de abril, 2, 4, 11, 16 y 18 de mayo, 1, 8 y 15 de junio de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Iván Moreira Barros (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores Rabindranath Quinteros Lara, Jorge Pizarro Soto (Patricio Walker Prieto) y  Eugenio Tuma Zedán.

Sala de la Comisión, a 21 de junio de 2016.
(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario De La Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LEY N° 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES

(9.369-03)
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentar su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje dirigido por Su Excelencia la señora Presidenta de la República a la Honorable Cámara de Diputados, con urgencia calificada de “suma”.

En algunas de las oportunidades en que la Comisión trató este asunto, estuvieron presentes, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Prokurica.

A las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el Ministro, señor Luis Felipe Céspedes; los Coordinadores Legislativos señores Adrián Fuentes y Andrés Pennycook; los asesores señores Pablo Berazaluce, Mauricio Garetto, Jorge Grunberg, David Henríquez, Tomás Silva, Diego Jerez y Cristián Torres, y los periodistas, señoras Rossana Chávez y Pamela Fierro y señor Juan Carlos Moraga.





En representación del Servicio Nacional del Consumidor, concurrieron el Director Nacional, señor Ernesto Muñoz; el Subdirector Jurídico, señor Andrés Herrera; el Director Regional Metropolitano, señor Juan Carlos Luengo; el Jefe de la División de Consumo Financiero, señor Rodrigo Romo; la Jefa del Departamento de Protección, señora Carolina Norambuena; el Jefe de Gabinete del Director Nacional, señor Félix Mercado; la Jefa de Comunicaciones, señora Catalina Huidobro, y los abogados asesores señoras Magdalena Lazcano, Daniela Torres, Paola Jhon y Alejandra Vega y señor Marcelo Drago.





Por el Ministerio de Hacienda, participó la abogada Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos.





Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, asistieron los asesores señoras María Jesús Mella, Elvira Oyanguren, Verónica Pinilla, Florine Guerrero, María Paz Barriga y Constanza González y señores Nicolás Gatica, Renato Valenzuela, Guillermo Briceño, Giovanni Semería y Hernán Campos.





Especialmente invitados asistieron, por la Confederación de la Producción y el Comercio, el Gerente General, señor Fernando Alvear, y el Presidente de la Comisión de Consumidores, señor Christian Acuña. Por la Asociación de Telefonía Móvil A.G., concurrieron los Directores señores Cristián Aninat y Cristián Sepúlveda.





En nombre de la Asociación Nacional de Funcionarios del SERNAC, participaron el Presidente, señor Paul Laulié; el Secretario, señor Jerardo Lebuy, y el Tesorero, señor Francisco Bustamante.





En representación de la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios, ANDESS, concurrieron el Presidente, señor Víctor Galilea; el Director, señor Julio Reyes, y el asesor legal, señor Mario Mira.





Por la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios, CONADECUS, asistieron el Presidente, señor Hernán Calderón, y la abogada asesora, señora María Jimena Orrego.





En nombre de la Organización de Consumidores y Usuarios de Chile, ODECU, concurrieron el Presidente, señor Stefan Larenas, y el asesor, señor Edgardo Seballos.




En representación de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, asistieron los abogados asesores, señores Cristian Acuña y Daniel Montalva.





Por la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras de Chile participaron su Presidente, señor Segismundo Schulin-Zeuthen; el Fiscal, señor Juan Esteban Laval, y el asesor de comunicaciones, señor Joseph Jara.





En nombre del Comité de Retail Financiero concurrieron el Vicepresidente Ejecutivo, señor Claudio Ortiz; el Gerente de Asuntos Corporativos, señor Javier Vega, y el asesor legal, señor Eduardo Escalona.





En representación de la Sociedad de Fomento Fabril asistió la abogada de la Gerencia de Políticas Públicas y Desarrollo, señorita Cecilia Flores.





Especialmente invitados, participaron los profesores señores Jorge Correa, Arturo Fermandois, Alejandro Ferreiro, Juan Pablo Olmedo, Mauricio Tapia, Francisco Agüero y Germán Concha.





Por la Fundación Jaime Guzmán, participaron los asesores señora Marcia Chacón y señores Héctor Mery, Diego Vicuña y Benjamín Rug. Por el Instituto Libertad y Desarrollo lo hizo el abogado don Jorge Avilés.





Por la Biblioteca del Congreso Nacional participó el asesor legislativo, señor Juan Pablo Cavada. 





En calidad de lobbistas o de gestores de intereses particulares, estuvieron presentes la señora María Soledad Carlini, de la Consultora Asuntos Públicos; la señora Beatriz Sanhueza, de Imaginacción Consultores; la señora Javiera Campos, de Ernesto Evans Consultores, y el señor Alejandro Arriagada, de Hermann Consultores. Igualmente, estuvo presente el académico señor Hernán Quiroz.





Asistieron, además, el asesor del Honorable Senador señor Araya, señor Robert Angelbeck; los asesores del Comité PPD, señora Catalina Wildner y señor Sebastián Abarca; los asesores del Honorable Senador señor Espina, señores Pablo Urquízar, Nicolás Duhalde, Freddy Vásquez y Lucas del Villar; los asesores del Honorable Senador señor De Urresti, señora Melissa Mallega y señores Claudio Rodríguez y Francisco González; los asesores del Honorable Senador señor Larraín, señora Carolina Matta y señor Juan Pablo Olmedo; la asesora del Honorable Senador señor Prokurica, señora Carmen Castañaza; los asesores del Comité PS, señores Juan Peña y Francisco Aedo, y los asesores del Comité RN, señores Alexis Acevedo, Paul Krohmer y Gonzalo Rojas. Igualmente, estuvieron presentes los periodistas del diario El Mercurio, señora Mariana Perforte y señor Rienzi Franco; la periodista del Comité UDI, señora Daniela Lazo, y la periodista del Honorable Senador señor Pizarro, señora Andrea Gómez.

- - -
OBJETIVO DEL PROYECTO





La iniciativa en estudio tiene como propósito fortalecer la protección de los derechos de los consumidores, por la vía de robustecer tanto la estructura organizacional del Servicio Nacional del Consumidor como los procedimientos por los cuales la ciudadanía puede hacer efectivas sus pretensiones en este ámbito.

- - -

TRÁMITE DEL PROYECTO


Cabe hacer presente que la iniciativa en estudio ingresó a tramitación en el Senado con fecha 20 de mayo de 2015, pasando a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso. Posteriormente, en sesión del 2 de septiembre del mismo año, la Sala resolvió que en la discusión en particular fuera considerada por la Comisión Economía y, luego, por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.




Debe consignarse que en sesión del día 19 de julio de 2017, la Sala de la Corporación abrió un plazo para presentar indicaciones a esta iniciativa, recibiéndose un total de 31 Del contenido de las mismas y de las votaciones registradas se dará cuenta más adelante.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



Cabe señalar que las normas que se indican a continuación tienen el carácter de orgánicas constitucionales, por las razones que en cada caso se consignan:



Artículo 1° del proyecto de ley: 



- inciso tercero del artículo 31, contenido en el numeral 17); inciso tercero del artículo 50 A, contenido en el numeral 26); inciso tercero del artículo 50 F, contenido en el numeral 31); inciso final del artículo 50 Ñ, contenido en el numeral 34); el artículo 50 O, contenido en el numeral 34); el artículo 50 Q, contenido en el numeral 36); el párrafo cuarto del número 2 del artículo 51, contenido en el numeral 38); el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, del artículo 53 B, contenido en el numeral 41); el artículo 54 Q, contenido en el numeral 45); el párrafo final del literal e) de la letra a), el literal p) de la letra b) y la letra e), todos del numeral 52), y el artículo 58 bis, contenido en el numeral 53), de conformidad con lo establecido en el artículo 77 de la Constitución Política de la República. 



- Artículo 59, contenido en el numeral 54), por incidir en el sistema de incompatibilidades propio de los cargos de las instituciones allí mencionadas. 



Artículo 3°, por incidir en materias propias de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior.



Artículo 4°, dado que modifica una norma del Código Orgánico de Tribunales.



Asimismo, debe hacerse presente que las siguientes disposiciones del proyecto deben aprobarse con quórum calificado:



Incisos primero y segundo del artículo 31, contenido en el numeral 17), en virtud de lo dispuesto en el ordinal 12° del artículo 19 de la Constitución Política de la República. 



Artículo 54 O, contenido en el numeral 45), y la letra p) del literal b) del numeral 52), respecto de la reserva de la información prevista en dichas normas, de conformidad con lo establecido en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República. 

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones o modificaciones: las disposiciones comprendidas en los numerales 1); 2), 3); 4); 5); 6), 7); 8); 9); 13), que pasa a ser 15); 14), que pasa a ser 16); 15), que pasa a ser 17); 16), que pasa a ser 18); 17), que pasa a ser 19); 18), que pasa a ser 20); 20), que pasa a ser 22); 21), que pasa a ser 24); 22), que pasa a ser 25); 23), que pasa a ser 26); 24), que pasa a ser 27), 26), que pasa a ser 29); 27), que pasa a ser 30); 28), que pasa a ser 31); 29), que pasa a ser 32); 30), que pasa a ser 33); 32), que pasa a ser 35); 34), que pasa a ser 37); 36), que pasa a ser 39); 38), que pasa a ser 41); 45), que pasa a ser 48); 46), que pasa a ser 49), y 52), que pasa a ser 55), todos del artículo 1° permanente, y el artículo 4° permanente. Tampoco tuvieron modificaciones ni fueron objeto de indicaciones los artículos segundo; octavo,  que pasa a ser sexto; noveno, que pasa a ser séptimo; décimo, que pasa a ser octavo, y décimo transitorios.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: N°s 1 a 31, del Ejecutivo.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hubo.


4.- Indicaciones rechazadas: no hubo.


5.- Indicaciones retiradas: no hubo.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.

- - -

SEGUNDO INFORME EVACUADO POR LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA RECAÍDO EN ESTA INICIATIVA





Para el cumplimiento de su cometido, la Comisión tuvo a la vista el oficio remitido por la Excma. Corte Suprema a la Comisión de Economía del Senado, signado como N° 90-2016, de fecha 6 de julio de 2016. Este documento contiene el segundo pronunciamiento emitido por el Máximo Tribunal en relación a esta iniciativa y se pronuncia específicamente sobre el texto despachado por la señalada Comisión de Economía de esta Corporación.





Su tenor es el que sigue:



“Santiago, seis de julio de dos mil dieciséis.



Vistos y teniendo presente:



Primero: Que por Oficio N° 1.039/E-2016, el Presidente de la Comisión de Economía del Senado, don Iván Moreira Barros, remitió a la Corte Suprema el proyecto de ley -iniciado por mensaje-, que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, asociado al Boletín N° 9.369-03.


Lo anterior se requiere al tenor de lo dispuesto por los artículos 77 de Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



Segundo: Que el presente proyecto de ley ingresó a tramitación legislativa el 3 de junio de 2014, siendo objeto de estudio tanto por la Comisión de Economía como por la de Constitución, Legislación y Justicia, ambas de la Cámara de Diputados, en lo tocante a sus respectivas competencias. Durante su discusión en la Cámara Baja el Ejecutivo formuló diversas indicaciones al proyecto. Luego de su aprobación general se envió al Senado, en segundo trámite constitucional, pasando a la Comisión de Economía, la que a la fecha ha emitido dos informes y se abrió plazo hasta el 14 de junio para nuevas indicaciones. Cabe hacer presente que la Corte ha informado este proyecto en dos ocasiones anteriores. La primera, con fecha 31 de julio de 2014, a través del oficio N° 67-2014, y la segunda, con fecha 15 de mayo de 2015, por medio del oficio N° 65-2015.



Tercero: Que la iniciativa legal sobre la cual se informa está orientada a procurar una protección de los derechos de los consumidores más moderna, ágil y eficiente.



En dicho contexto, el proyecto propone un cambio en el rol que le corresponde al Servicio Nacional del Consumidor –en adelante SERNAC- orientado a su fortalecimiento, confiriéndole facultades para fiscalizar, sancionar, interpretar la ley y dictar normas de carácter general.



Se proponen, también, modificaciones a la forma de operación y financiamiento de las Asociaciones de Consumidores, considerando el papel fundamental que desarrolla la sociedad civil en la materia, en forma independiente del Gobierno y del sector privado.



El proyecto, en su versión original, proponía trasladar la competencia que actualmente tienen los Juzgados de Policía Local para conocer de los conflictos de interés individual que surgen del incumplimiento de la ley 19.496, y muy particularmente de las indemnizaciones de perjuicios, a los Juzgados de letras en lo civil, dejando entregado el conocimiento de las denuncias por infracciones al Sernac. Sin embargo, posteriores indicaciones y discusiones parlamentarias, dieron lugar a la reposición de dichas competencias a los Juzgados de Policía Local, sin perjuicio de mantener las facultades del Sernac para conocer de lo infraccional, como se explicará al analizar el proyecto en su estado actual.



Finalmente, y con el objeto de preparar debidamente la implementación práctica de la modificación legislativa, el proyecto propone un artículo transitorio que precisa que las normas contenidas en el proyecto entrarán en vigencia transcurrido un año desde la fecha de su publicación, salvo ciertas normas excepcionales cuya vigencia se hace depender de un cronograma diferido por regiones.



Cuarto: Que la versión actual del proyecto de ley emanado de la Comisión de Economía del Senado, consta de 4 artículos permanentes (el primero de ellos dividido en 53 numerales que modifican la ley N° 19.496; el segundo, contempla dos números que modifican el decreto ley N° 2.757, que establece Normas sobre Asociaciones Gremiales; el tercero, que agrega un literal al artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; y el cuarto, que modifica el numeral 5° del artículo 196 del Código Orgánico de Tribunales) y 11 disposiciones transitorias.



Quinto: Que la solicitud en estudio no indica el articulado consultado, por lo que corresponde informar las modificaciones que –en conformidad con el artículo 77 de la Constitución Política- el proyecto introduce y que conciernen a disposiciones sobre la organización y atribuciones de los tribunales.



En consecuencia, en el presente informe se abordará únicamente el análisis de los artículos 50 B, 50 C, 50 Ñ, 50 O, 50 Q, 53 C, 58, 59 ter, 59 quáter y 196 N° 5 del Código Orgánico de Tribunales, por tratar materias de orden orgánico y procedimental.



Sexto: Que como observaciones previas, ha de mencionarse que esta nueva iniciativa sometida al conocimiento de la Corte Suprema recoge parte de los pronunciamientos realizados en el informe anterior emitido el 2015 por dicho tribunal (Oficio N° 65-2015). En este contexto, por ejemplo, el considerando séptimo del oficio de la Corte señaló que la regulación del reclamo de ilegalidad en contra de las normas o instrucciones de carácter general, o las interpretaciones administrativas de la normativa de protección de los derechos de los consumidores, previsto en el artículo 58 letra e) inciso final de la ley N° 19.496, “podría encontrarse incompleta, en tanto (…) no identifica el día a quo, hito que dará inicio al cómputo del plazo de 10 días”. Esta sugerencia se recoge en la versión actual del referido precepto, que modificando su contenido, formuló una institucionalidad en la que el afectado “podrá reclamar por ilegalidad (…) dentro del plazo de quince días hábiles judiciales, contado desde la notificación del acto de aplicación o de la publicación si se tratare de una interpretación”.



Por su parte, en el considerando décimo (remitiéndose en lo pertinente al noveno), se hizo presente que la multa que -conforme con el inciso noveno del artículo 58- debía ser aplicada por un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva al proveedor que se negara o demorara en entregar información al Servicio Nacional del Consumidor, es una “atribución (…) [que] parece excesiva en el contexto del funcionamiento de los Tribunales Unipersonales de Excepción”, pues “En general, su actuación radica en causas que, por su naturaleza o la calidad de las partes que intervienen en ellas, requieran de una autoridad superior que las resuelva” lo que “no concurre en el caso propuesto por la modificación en comento”. Tal observación también fue acogida por el Legislativo, plasmándose en el nuevo texto de dicho inciso, una competencia para tales efectos que se radica en el “Juzgado de Policía Local del domicilio del fiscalizado”.



Se acogió, asimismo, la observación que hacía notar el primer informe emitido por esta Corte (Oficio 67-2014), de cierta ambigüedad respecto de quienes serían los legitimados para reclamar ante los tribunales ordinarios de lo resuelto por el Sernac al conocer de las denuncias por infracciones, precisándose en la actual versión del proyecto que “…el afectado, sea el proveedor o el consumidor, podrá reclamar de ilegalidad ante el Juzgado de Policía Local que corresponda…” (artículo 50 O, inciso 2°).



Séptimo: Que el artículo 50 B establece que en lo no previsto por el procedimiento establecido en el párrafo 3° de ese título (procedimiento ante los Juzgados de Policía Local), se estará a lo dispuesto en las leyes 18.287 y 15.231 y, en subsidio, a lo dispuesto en las normas del Código de Procedimiento Civil. Sobre el particular, esta Corte hace presente que debe tenerse en consideración la aplicación de esta regla subsidiaria que remite al Código de Procedimiento Civil, luego de la dictación de la ley 20.886 sobre Tramitación Electrónica, que termina con la materialidad de los procesos, modificando el cuerpo legal citado. Dicha norma ha entrado en vigencia recientemente para las jurisdicciones de trece Cortes de Apelaciones y a fines de año se prevé su implementación en las cuatro restantes.



Octavo: Que en materia de procedimiento, la norma del inciso final del artículo 50 Ñ dispone que para el cumplimiento de las medidas contempladas por el artículo 50 N1, dispuestas en la resolución del Sernac que ponga término al procedimiento sancionatorio iniciado por denuncia o de oficio -con excepción de las multas- será aplicable el procedimiento incidental previsto en el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, el que se desarrollará ante el Juzgado de Policía Local correspondiente al domicilio del consumidor. Complementa dicho precepto el inciso 1° del artículo 50 Ñ, que dota de mérito ejecutivo a las resoluciones del Sernac que apliquen multas, ordenen devoluciones o reintegros o dispongan otras medidas que tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida, pudiendo perseguirse su cumplimiento por medio del juicio ejecutivo contenido en los Títulos I y II del Libro Tercero del referido Código, esta vez, ante el tribunal civil respectivo.



Llama la atención la asignación del procedimiento incidental para la ejecución de las medidas dispuestas por el Sernac, en la medida que, habiéndose tramitado un procedimiento ante un organismo distinto del juzgado llamado a conocer del referido procedimiento, no existe ante dicho tribunal una causa a la que el incidente acceda, no existiendo contexto alguno que ilustre al juez sobre la ejecución de la medida, y oponiéndose –por sobre todo- a la naturaleza propia de los actos administrativos, que son esencialmente ejecutables. De esta manera, el tratamiento de la ejecución de las medidas a través del tribunal se asimila más a la solicitud de autorización para su realización (y en este sentido opuesta a la autoejecutabilidad) que a un proceso judicial propiamente tal.



Noveno: Que por su parte, los incisos 2° y 5° del nuevo artículo 50 O, disponen que una vez resuelto el recurso de reposición administrativa, el proveedor o el consumidor podrán reclamar por ilegalidad ante el Juzgado de Policía Local que corresponda, dentro del plazo de 10 días contados desde la notificación, debiendo sustanciarse en conformidad al procedimiento fijado en el Párrafo 3° (“procedimiento ante los Juzgados de Policía Local”). Con respecto a esta materia, cabe realizar las siguientes observaciones:



- la norma proyectada prevé una diferenciación en el sistema recursivo, dependiendo de la cuantía de la causa. En efecto, el inciso 7° del citado artículo establece que “Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables”. Sin perjuicio de la existencia de procedimientos de este tipo en la legislación chilena y asumiendo que la ley 19.496 actualmente vigente también contempla una situación similar en el artículo 50 G, en opinión de esta Corte dicha regulación podría resultar contraria a las normas de la Constitución y los Tratados Internacionales que regulan el debido proceso, en cuanto las exigencias de éste demandan que todas las causas tengan la posibilidad de revisión de las decisiones adoptadas por el juez competente, sin hacer diferencias respecto de la cuantía de la materia tratada, lo que se ha denominado como derecho al recurso.



La presente observación debe hacerse extensiva a lo dispuesto en el artículo 50 Q, inciso 7°, que propone idéntica cuestión respecto de los procedimientos en que se conozca de acciones de interés individual, para obtener la debida indemnización de perjuicios.



- por otra parte, cabe reiterar lo observado en el primer informe emitido por esta Corte (Oficio 67-2014), respecto de la apelación que se prevé en contra de la resolución que resuelve la reclamación y, en su caso, de la acción indemnizatoria que se ventile conjuntamente, en cuanto se mantiene la regla de que junto con ordenar traer los autos en relación, “se dispondrá agregar extraordinariamente la causa en tabla del día subsiguiente, previo sorteo”, y que la “apelación gozará de preferencia para su vista y fallo”.  En dicha oportunidad la Corte señaló, como ha hecho en otras ocasiones, que “pudiera resultar inconveniente, toda vez que la materia no es de tal relevancia como para retrasar la vista de las demás causas en las Cortes de Apelaciones, cuya carga de trabajo es considerable”.



- por último, se sugiere incorporar al inciso final de la disposición en comento, que señala “En contra de la sentencia que resuelve el recurso de apelación, no procederá recurso alguno”, una oración que precise que esta limitación opera “cualquiera sea su naturaleza”, como una manera de dejar sentado que aquello comprende también el recurso de queja, mecanismo de impugnación que constituye una fase jurisdiccional dentro del sistema recursivo de nuestro ordenamiento procesal.  Al efecto, se hace presente que la proposición que se formula no afecta las facultades correctivas de los tribunales como tampoco las de esta Corte, toda vez que ellas quedan a salvo por la vigencia de la queja disciplinaria propiamente tal, que no resulta afectada por la sugerencia planteada.



Décimo: Que, asimismo, esta Corte estima que exigir el patrocinio de abogado habilitado, como requisito para denunciar la infracción a las normas de la ley 19.496 (artículo 50 C, inciso 1°) así como para iniciar las demandas en que el consumidor persiga la indemnización de perjuicios que tuviere lugar por dicha causa (artículo 50 Q, inciso 2°) ante los tribunales de justicia, puede transformarse en una carga para el consumidor que desea reclamar, especialmente por infracciones o daños de bajo monto. Es por ello que, aun cuando este tribunal celebra que el artículo 50 C vele porque en su comparecencia sea asistido por instituciones como la Corporación de Asistencia Judicial o similar, entiende que lo anterior es sin perjuicio de la aplicación en estos casos, de lo dispuesto en el artículo 7° de la ley 18.287, que regula el Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.



Undécimo: Que posteriormente, el inciso 3° del artículo 50 Q dispone que la primera notificación de la acción de indemnización de perjuicios a título individual ante los Juzgados de Policía Local, podrá realizarse de conformidad al artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, sin necesidad de nueva orden del tribunal. Para ello, el ministro de fe2 deberá dar aviso de la notificación a ambas partes, dirigiéndoles una carta certificada. La omisión de esta última le hará responsable de los daños y perjuicios causados, así como le significará la imposición de alguna de las medidas contempladas en los números 2, 3 y 4 del inciso 3° del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.3


Dicho régimen de sanciones impuesto a los funcionarios notificadores parece olvidar que los encargados de realizar las notificaciones en los Juzgados de Policía Local, por lo general, son empleados municipales que, en virtud del artículo 40 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, poseen un estatuto administrativo especial regido por la Ley N° 18.883.  De esta manera, la modificación propuesta se aleja de las medidas disciplinarias aplicables por el artículo 120 de dicho cuerpo legal,4 acercándose más a aquellas contempladas por el Código Orgánico de Tribunales para los integrantes del Poder Judicial.



Duodécimo: Que adicionalmente, se observa que la incorporación de la institución denominada “carga dinámica” de la prueba, en el inciso 5° del artículo 50 Q, parece sensata, en tanto confiere al juez la facultad de distribuir la carga de la prueba como medio de lograr la igualdad dentro del proceso, sobre todo en contextos en que el acceso a la información resulta inequitativa para las partes, tales como aquellos que se desarrollan en las relaciones entre proveedores y consumidores.



Décimo tercero: Que el artículo 53 C, que se encuentra en el párrafo 24° sobre Procedimiento Especial para Protección del Interés Colectivo o Difuso de los Consumidores, regula el contenido de la sentencia, estableciendo en la letra c) que debe declarar la procedencia de las correspondientes indemnizaciones o reparaciones y el monto de las mismas, a favor del grupo o sub grupo según corresponda. Agrega que “En aquellos casos en que concurran las circunstancias a que se refiere el inciso 5° del artículo 24, el tribunal podrá aumentar en un 25% el monto de la indemnización correspondiente”.  Al respecto, dos observaciones:



- No resulta claro si la remisión al artículo 24 inciso 5° -relativo a las circunstancias agravantes para la determinación de una multa al infractor– alude a ambos literales o sólo a la letra b). En efecto, mientras la letra a) del artículo 24 contempla la reincidencia del proveedor, como factor de agravación, la letra b) se refiere a haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores, o haber dañado su integridad física o síquica o su dignidad, o haber puesto en riesgo la seguridad e integridad física de los consumidores o de la comunidad aun no habiéndose causado daño.



Cualquiera sea la intención de la propuesta, es menester dejar consignado que si bien la reincidencia es un elemento adecuado para ponderar el monto de una multa, no parece serlo para la determinación de la cuantía de la indemnización de perjuicios, que de acuerdo al ordenamiento jurídico chileno, tradicionalmente se ha circunscrito al daño. De otra forma, se le otorga un carácter punitivo. Por esta misma razón, sí parece pertinente la eventual remisión a la letra b).



- En opinión de esta Corte, no cabe limitar la facultad del juez para aumentar la indemnización de perjuicios en una suma determinada (25%), desde que dicha definición es propia del ejercicio de sus facultades exclusivas y que, en una materia como ésta, habrá de ejercer de manera prudencial.



Décimo cuarto: Que en cuanto a la función fiscalizadora del SERNAC, se dispone -en el artículo 58 inciso 2° letra a)- que para el cumplimiento de sus facultades inspectivas, como el ingreso a inmuebles y la toma de registros, se requerirá de autorización previa del juez competente. Sin embargo, la norma no identifica quién es el juez competente para estos efectos, pudiendo conducir a equívocos respecto de si será el Juez de Policía Local o el Juez Civil que corresponda en cada caso, el que debe ordenar el auxilio de la fuerza pública.



Décimo quinto: Que el artículo 58, que regula las funciones del Sernac, en su letra e) inciso final, contempla un reclamo de ilegalidad dirigido a objetar las normas o instrucciones de carácter general, o las interpretaciones administrativas de la normativa de protección de los derechos de los consumidores efectuadas por el ente administrativo, que se tramitará ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro del plazo de 15 días hábiles judiciales, contado desde la notificación del acto de aplicación o de la publicación de la interpretación.  Si bien se estima que es un avance la fijación del hito que da inicio al cómputo del plazo, se debe reiterar -tal como se hiciera en el Oficio 65-2015 de la Corte Suprema- que la regulación se encuentra incompleta, por cuanto no determina el procedimiento aplicable a la reclamación.



Décimo sexto: Que se puede advertir en la letra f) del artículo 58, la ausencia de algún elemento que explique la forma en que entrará a participar el Juzgado de Policía Local en materia de fiscalización. Así, sería aconsejable delimitar si se requerirá de solicitud del Servicio para efectos de decretar el arresto de las personas que han sido citadas a declarar y que no han comparecido o, de lo contrario, manifestar expresamente que los Juzgados de Policía Local podrían actuar de oficio en estos casos, independientemente de la existencia de un proceso legalmente tramitado.



Décimo séptimo: Que cabe, además, reproducir las observaciones formuladas en los informes precedentes de esta Corte5, respecto de la facultad del Servicio para requerir de los organismos del Estado la información que le permita cumplir sus funciones, de acuerdo al artículo 58 letra o).  Agrega la norma que en caso de estar la información protegida por el deber de reserva o secreto, “se requerirá la autorización previa de un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva que corresponda de acuerdo al turno”.  De esta manera, la regla que se propone crea un procedimiento para un asunto que ya se encuentra regulado en nuestro sistema jurídico a través de la ley N° 20.285, sobre transparencia y acceso a la información pública, la que, en sus artículos 25 a 28 fijó un procedimiento de reclamo para las negativas o retrasos en la entrega de información que se desarrolla ante el Consejo para la Transparencia y, con posterioridad, ante la Corte de Apelaciones respectiva. Particularmente, dicha ley regula el actuar de los organismos públicos que se encuentran en la misma situación que los que se incluyen en el proyecto de reforma, de manera que debiese evaluarse la conveniencia de utilizar ese mecanismo, sin perjuicio de prevenir, como se hizo en el primer informe aludido, que dicho procedimiento pudiera no ser una buena alternativa, por la latitud en su tramitación.



En todo caso, conferir esta competencia a un Ministro de la Corte de Apelaciones, parece -nuevamente- excesivo en el contexto general del funcionamiento de los Tribunales Unipersonales de Excepción.  Corrientemente, su actuación concierne a causas que, por su naturaleza o la calidad de las partes que intervienen en ellas, requieren de una autoridad superior que las resuelva.  Así lo dispone, a modo ejemplar, el artículo 50 del Código Orgánico de Tribunales, situación que no concurre en el caso propuesto por la modificación en comento.



Décimo octavo: Que en lo que se refiere a los incisos 14°, 15° y 16° del artículo 59 ter, se crea un mecanismo judicial de verificación de la concurrencia de los supuestos de una causal de cesación del cargo de los Consejeros que integran el Consejo Normativo del Sernac, denominada acusación, que se radica en la Corte Suprema, que conocerá en Pleno y única instancia.  Tal causal es la prevista en la letra c) del inciso 12° del citado artículo, y corresponde a “Negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, faltas a la probidad administrativa y cualquier inobservancia a los deberes y obligaciones establecidos por ley”. En tal procedimiento, la Corte debe dar traslado al acusado por un plazo de 6 días hábiles y puede, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio, sin perjuicio de poder dictar medidas para mejor resolver.



A este respecto, resulta pertinente considerar que, comparando las funciones asignadas por el Código Orgánico de Tribunales al Pleno de la Corte Suprema,6 en relación con aquella que se analiza, se observa cierta disparidad en la gravedad de las materias que se le pretenden entregar a su conocimiento, constituyéndose esta sede en una inadecuada para los efectos pretendidos.



Décimo noveno: Que el inciso final del artículo 59 quáter, que regula las atribuciones del Consejo Normativo del Sernac, reitera la reclamación de ilegalidad prevista en el artículo 58 letra e) inciso final, en términos casi idénticos, salvo en cuanto fija como plazo para interponerlo “quince días contados desde su dictación”, olvidando los elementos empleados en la norma especial precitada, que se encuentra correctamente lograda, toda vez que caracteriza el tipo de plazo (días hábiles judiciales) y el acto desde el cual inicia (notificación o publicación, según se trate). Valgan sin embargo aquí los mismos comentarios emitidos en relación a la otra reclamación, en el sentido que se omite toda reglamentación de su procedimiento.



Vigésimo: Que por último, esta Corte manifiesta su conformidad con la modificación introducida al inciso 2° del numeral 5° del artículo 196 del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto incorpora entre las excepciones a la causal de recusación allí contemplada, el hecho de ser una de las partes una compañía prestadora de un servicio básico domiciliario.



Vigésimo primero: Que las precedentemente anotadas son las observaciones que a esta Corte merece el texto consultado.



Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expresados el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, asociado al Boletín N° 9.369-03.



Acordada la primera observación contenida en el considerando noveno con el voto en contra de la ministra señora Muñoz, quien fue del parecer de no formularla, en atención a que la propuesta que se analiza en dicho apartado resulta coherente con las contenidas en otros procedimientos de este tipo en la legislación chilena, sin perjuicio de que la ley N° 19.496 actualmente vigente también contempla una situación similar a la regulada en el artículo 50 G.



Acordada también la sugerencia contenida en la parte final del mismo considerando noveno, por la que se propone una redacción que excluya el recurso de queja en las materias que trata, con el voto en contra de los ministros señores Dolmestch, Valdés y Brito, señoras Maggi y Muñoz y señor Pfeiffer, en atención a que la consagración del referido mecanismo de impugnación en la ley orgánica constitucional respectiva es manifestación de la superintendencia correccional que la Constitución Política de la República entrega a este tribunal, susceptible de ser ejercida además -en la forma y casos que prevé la referida ley orgánica- por las Cortes de Apelaciones, de manera que consideran que no es posible limitar su procedencia de la forma propuesta.



Acordado, asimismo, lo informado en el motivo 12° con el voto en contra de los ministros señores Juica, Valdés y Künsemüller y señoras Maggi y Sandoval, quienes fueron del parecer de emitir opinión desfavorable respecto de la modificación contenida en el inciso quinto del artículo 50 Q del proyecto de distribución de la carga probatoria, porque en su concepto dicho precepto contraría derechos procesales de las partes en cuanto en un procedimiento contravencional, en el que se debe determinar responsabilidades de carácter punitivo, el texto habla de acreditar la infracción, debe operar siempre como principio el de inocencia, de modo que quien es el denunciado por contravenciones o faltas punitivas, como son las que pretende sancionar la ley que se modifica, no puede aceptarse un cambio en orden a quien le corresponde el peso de la prueba para determinar la falta sancionable, aunque se trate de acciones indemnizatorias, puesto que se trata de obtener resarcimiento de perjuicios que tuvieron lugar por infracción de ley, lo que en el derecho penal sancionatorio impone siempre el deber de probar los hechos a aquellos que denuncian una infracción punitiva.



Creen, además, los disidentes que no cabe hacer una distinción entre lo infraccional y la acción civil, consecuente del hecho punible, ya que el artículo 50 de la ley presupone, sin distinguir, que las denuncias y acciones que derivan de la ley se ejercerán frente a actos, omisiones o conductas que afecten el ejercicio de cualquiera de los derechos de los consumidores, agregándose que “el incumplimiento de las normas contenidas en la misma ley dará lugar a las denuncias o acciones correspondientes, destinadas a sancionar al proveedor que incurra en la infracción, anular las cláusulas abusivas incorporadas en los contratos de adhesión, obtener la prestación de la obligación incumplida, hacer cesar el acto que afecte el ejercicio de los derechos de los consumidores”, y además “a obtener la debida indemnización de perjuicios o la reparación que corresponda”, de modo que entre ambas posibilidades se produce una unidad procesal que obliga al respeto de garantías procesales, entre ellas, la obligatoria de probar a quien se siente afectado por un acto ilícito.”.

- - -

PRESENTACIÓN DEL PROYECTO A LA COMISIÓN





El entonces Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, dio por iniciado el estudio del proyecto en los términos precisados por la Sala del Senado, ofreciendo la palabra al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, don Luis Felipe Céspedes, para que efectuara la presentación de la iniciativa.





El Ministro señor Céspedes planteó que la idea de fortalecer el Servicio Nacional del Consumidor, en adelante "SERNAC", corresponde a un compromiso programático de la señora Presidenta de la República, la que, en cumplimiento con la promesa hecha a la ciudadanía en este sentido, ingresó este proyecto de ley a la Cámara de Diputados.





Recordó que en esa Corporación la iniciativa fue revisada concienzudamente por las Comisiones de Economía, Constitución y Hacienda, instancias en las que se recibió y escuchó la opinión de diversos actores interesados, tales como asociaciones de consumidores, gremios empresariales y académicos. Señaló que sobre la base de esta discusión amplia, se hicieron diversos aportes que fortalecieron el proyecto, concitando una gran adhesión durante su paso por la Sala de la Cámara, instancia que despachó la mayor parte de las modificaciones por unanimidad de votos.





Explicó que la iniciativa se funda en un diagnóstico consensuado acerca de las deficiencias del actual sistema de protección del consumidor, entre las cuales destacan las siguientes:





a) Las casi nulas facultades de fiscalización del SERNAC, que son ostensiblemente menores a las de las Superintendencias. Explicó que el rol actual de la institución se centra, básicamente, en la mediación, instancia en la que se permite a la empresa reclamada no emitir ninguna respuesta, tras lo cual al consumidor afectado sólo le resta seguir su reclamo ante los juzgados de policía local.





Seguidamente, expuso un cuadro con los diversos resultados de los reclamos interpuestos ante el SERNAC el año 2015.
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Explicó que los datos anteriores demuestran que 120.264 casos conocidos por el SERNAC no fueron acogidos o ni siquiera respondidos por el proveedor, lo que representa el 44,5% de la cifra total. Añadió que de estos casos desatendidos, sólo 10.212 pasaron a Policía Local, lo que representa apenas un 3,57% del total ingresado al sistema.





Manifestó que este escaso nivel de procesamiento judicial parece tener múltiples explicaciones. Por una parte, hay un alto costo asociado al reclamo en tribunales, pues de partida es necesario pagar la notificación correspondiente, que muchas veces es de una cuantía superior al objeto del mismo reclamo. Por otra, el estudio Mori/SERNAC en que se efectúa una "radiografía del consumidor", realizado en el año 2014, revela una preocupante realidad que consiste en que hasta un 30% de los encuestados se muestra escéptico frente a la posibilidad de siquiera presentar su reclamo.





b) El bajo poder de disuasión del sistema, pues las escasas facultades de fiscalización y el rango menor de las multas establecidas en la ley configuran ante una infracción un escenario escasamente disuasivo.





c) La existencia de diversos obstáculos jurídicos para que los derechos del consumidor sean satisfechos. Entre ellos se cuenta el reducido plazo de prescripción de sólo 6 meses y diversas reglas de procedimiento que entorpecen la marcha de los juicios o impiden la reparación íntegra de los daños al consumidor.





e) La desconfianza de la legislación en las asociaciones de consumidores, que se expresan en un marco legal particularmente restrictivo y la inexistencia de mecanismos adecuados de financiamiento.





Manifestó que para hacer frente a estos problemas, el proyecto de ley en discusión enfrenta el asunto sobre la base de los siguientes cuatro ejes fundamentales:





1) Fortalecimiento del Servicio Nacional del Consumidor. A este respecto, planteó que el elenco de atribuciones vigentes del SERNAC en comparación con las que ostentan otros órganos de la Administración que realizan labores similares, como las Superintendencias, es claramente deficiente, tal como se muestra en el siguiente cuadro:
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Frente a esta situación, señaló que el panorama del derecho comparado exhibe muchos modelos institucionales posibles para la protección de los derechos de los consumidores, que van desde un sistema de sanciones impuestas a través de un procedimiento penal a otro extremo, que se basa en acuerdos directos entre consumidores y proveedores a través del ejercicio de derechos en el ámbito privado.





Expresó que el proyecto elige un punto intermedio, consistente en un sistema de sanciones impuestas por una agencia gubernamental de protección al consumidor, que supone la facultad de imponer multas y otras medidas correctivas, la de fiscalización y la posibilidad interpretar y dictar normas de aplicación general.





A continuación, explicó la idea anterior exponiendo las principales líneas de desarrollo institucional que plantea la iniciativa, que son:





i) Nuevas atribuciones normativas del SERNAC. Se considera la facultad de dictar normas e instrucciones de carácter general obligatorias para los proveedores y la de interpretar administrativamente la preceptiva de protección de los derechos de los consumidores para garantizar la aplicación uniforme de la normativa sancionatoria; se establece un cuerpo colegiado especial -el Consejo Normativo- que coadyuvará al Director del Servicio en el ejercicio de esta nueva potestad, y se considera un procedimiento previo de consulta pública, así como un mecanismo de control judicial expost a través de un recurso de ilegalidad;





ii) Modificación de la orgánica del SERNAC para el adecuado ejercicio de las nuevas atribuciones. En este ámbito, se plantea que el Director Nacional sea electo por los 4/5 de los miembros del Consejo de Alta Dirección Pública y se lo sujeta a un estricto régimen de incompatibilidades para evitar conflictos de interés. También se propone la desconcentración funcional al interior de la entidad y la separación interna estricta de las funciones de fiscalización, la instrucción de procedimientos sancionatorios, la resolución, la mediación colectiva y la demanda para la protección del interés colectivo o difuso. Igualmente, se contemplan controles jurisdiccionales y administrativos múltiples y una sanción penal en caso de infracción del deber de reserva de los funcionarios, y





iii) Aumento de la dotación y presupuestos del SERNAC. Al respecto, se considera un aumento de la dotación de funcionarios que va de los 296 actuales a 714, destinados en un 80% a regiones. También se aumenta su presupuesto en régimen del total actual de $ 9.877 millones a $ 24.594 millones; se crean 10 nuevas oficinas regionales y se fomentan los convenios de interoperabilidad con las municipalidades, para expandir la cobertura territorial del Servicio.





2) Enseguida, se procura una mejora sustantiva en la forma en que los consumidores pueden hacer valer sus derechos. En éste ámbito, destacó las siguientes innovaciones:





i) Se propone la opción plena del consumidor para elegir entre denunciar individualmente al proveedor ante el SERNAC, o ejercer una acción judicial ante un Juzgado de Policía Local. Además, se contempla que toda resolución de término dictada por el Servicio será reclamable ante el Juez de Policía Local competente, cuyo fallo será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva si la cuantía es superior a 25 UTM.





ii) Se considera la asistencia obligatoria de un abogado habilitado para evitar los actuales desequilibrios que se observan cuando el consumidor se presenta sin asesoría ante tribunales, para lo cual se plantea un programa especial de defensa que entregará la Corporación de Asistencia Judicial u otras entidades públicas o privadas que presten este servicio.





iii) Se establecen nuevas reglas de carga dinámica de la prueba, conforme a la disponibilidad y facilidad probatoria de las partes en el litigio.





iv) Hay un aumento del plazo de prescripción de 6 meses a dos años, que se contará desde que haya cesado la conducta infraccional.





v) Se consideran mejoras en el procedimiento para la defensa del interés colectivo o difuso de los consumidores, entre las que se cuenta la eliminación de la prohibición del cobro del daño moral y su reemplazo por una regla que impone la reparación integral de los daños causados a los consumidores. Igualmente, se contemplan modificaciones al régimen de recursos en materia de admisibilidad y la posibilidad de que los consumidores afectados declaren como testigos.





3) El tercer eje fundamental del proyecto se vincula a la disuasión efectiva. Explicó que en este ámbito, se considera un aumento general de los techos de las diversas multas que establece la ley para las distintas infracciones, tal como se muestra en el siguiente cuadro:
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Hasta 3.000 UTM

Hasta 2.000 UTM. EL doble
en caso de reincidencia

Hasta 150 UTM

Hasta 1.500 UTM

Hasta 1.000 UTM

(*) En caso de afectacion de salud, seguridad o medio ambiente.

(**) En el caso de servicios basicos.

El tope maximo de la
multa aplicable a la
generalidad de
infracciones a la LPC
(regla  supletoria  del
articulo 24) sera de 300
UTM, equivalentes a
$132,7 millones aprox.

El techo de la multa mas
alta contemplada en la
ley sera de 3000 UTM,
equivalentes a $137
millones aprox.








Añadió que también se proponen nuevas reglas para la determinación de los castigos pecuniarios, con el propósito de establecer incentivos adecuados para el cumplimiento de las sanciones y el resguardo de la proporcionalidad. Con este fin, se considera un elenco preciso de circunstancias atenuantes y agravantes, cuya configuración establece límites mínimos y máximos para la multa a aplicar, y reglas especiales para empresas de menor tamaño, respecto de las cuales se otorga la posibilidad de sustituir la multa por asistencia obligatoria a cursos sobre derechos del consumidor. A la vez, el proyecto afirma el criterio de la primacía de la ley especial a la hora de aplicar las sanciones, prefiriendo las que se configuren en la legislación especial que rija la actividad del infractor.





4) El cuarto eje de la iniciativa se refiere al fortalecimiento de las asociaciones de consumidores. Sobre el punto, destacó tres áreas de avances en el proyecto:





i) Mejoramiento de la viabilidad financiera y de gestión de las asociaciones. En éste ámbito, se considera duplicar el aporte estatal a estas instituciones y darles el carácter de organizaciones de interés público a efectos de que accedan a líneas de financiamiento complementario; también se plantea incorporar la categoría de asociación nacional de consumidores y se introducen diversas reglas para resguardar el correcto destino del financiamiento público dispensado.





ii) Se contemplan nuevas atribuciones para las asociaciones, en virtud de las cuales se les faculta para desarrollar mediaciones y conciliaciones individuales; se les permite prestar asesoría jurídica a los consumidores ante los juzgados de policía local, y se les reconoce un rol específico en las mediaciones colectivas.





En otro orden de materias, informó que la iniciativa considera una regla especial de entrada en vigencia gradual, la que tendría lugar según el siguiente calendario:





- un año general de vacancia desde la publicación de la ley, y





- entrada en vigencia gradual de la nueva regulación sancionatoria: 18 meses después en las regiones de Antofagasta, Valparaíso y Magallanes; 24 meses después en todo el resto del país, con excepción del Maule, Aysén y la Región Metropolitana, y 30 meses después en todo Chile.





Completó su primera intervención en la discusión del proyecto expresando que en un mercado donde prima el beneficio de los consumidores, se maximiza el bienestar social disponible.





En seguida, usó de la palabra el Director Nacional del SERNAC, señor Ernesto Muñoz.




El señor Muñoz expresó que este proyecto ha sido ampliamente debatido, pues aborda un tema-país que responde al estado de desarrollo alcanzado por Chile. Indicó que, en ese escenario, no se concibe que la principal agencia estatal de protección de los derechos de los consumidores no tenga facultades de fiscalización de situaciones que están tipificadas como infracciones por la ley.





Señaló que en lo que va de la tramitación legislativa, se ha avanzado a un modelo donde se potencia el rol del SERNAC, pero a la vez se reconoce que no es el único actor relevante en esta área, por lo cual hay menciones especiales a las asociaciones de consumidores. También, dijo, se introduce de forma transversal en el proyecto una distinción entre proveedores que son pequeñas o medias empresas y aquellos que no lo son, estableciendo un régimen sancionatorio distinto y proporcional.





Manifestó que el diagnóstico compartido apunta a que el SERNAC adolece de graves falencias a la hora de vigilar las conductas desviadas de los estándares establecidos en la ley que le corresponde aplicar. Igualmente, hay insuficiencias en cuanto a incentivar las conductas que se apegan a ella y a resolver los conflictos entre proveedores y consumidores.





Destacó, a continuación, la destinación regional de los nuevos recursos que el proyecto considera, ejemplificando que hasta el 87% del aumento en ciertos rubros va dirigido a las direcciones regionales del Servicio. Añadió que también tiene un lugar relevante el fortalecimiento de la instancia de la conciliación, individual o colectiva.





Expresó que el proyecto refuerza el procedimiento administrativo especial del derecho del consumidor en sus distintas etapas, introduciendo mecanismos especiales que tutelan el derecho a reserva. Manifestó que este procedimiento reforzado está dirigido a solucionar los problemas y no necesariamente a imponer sanciones y, en paralelo, pretende sortear los altos costos de tiempo y dinero que debe enfrentar el consumidor, quien, en la actualidad, no recibe una respuesta del proveedor denunciado. Expuso que también se enfrentan de manera decidida ciertos aspectos relevantes en la protección de los derechos de los consumidores, que en la actualidad no son objeto de reclamaciones formales por diversas razones. Es el caso de las acciones por cláusulas abusivas y por seguridad de productos, que afectan intereses colectivos, generan desequilibrios contractuales y atentan contra la buena fe.





Finalmente, puntualizó que este reforzamiento procedimental también tiene una contrapartida orgánica para lograr una solución balanceada, ya que se propone reconfigurar el Servicio en subdirecciones independientes dedicadas a las distintas tareas que le asigna este proyecto. Además, añadió, se regula pormenorizadamente la nueva potestad normativa de la repartición, creándose para ello un Consejo Normativo especial, y se establece una regla general de revisión de las decisiones administrativas por la justicia.





A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín, quien planteó las siguientes inquietudes:





- Indicó que, en materia de multas, el proyecto contempla un alza significativa. Al respecto, recordó que en la iniciativa sobre colusión la reforma a las sanciones pecuniarias se explicaba porque el comportamiento perseguido era fácil de ocultar y tenía lugar siempre entre unos pocos competidores; en cambio, la conducta que acá se persigue tiene lugar a vista y paciencia de todos y son potenciales infractores una amplia variedad de proveedores y prestadores de servicios, por lo que se requiere una explicación extra para fundamentar la decisión que en este aspecto toma el proyecto, que debería también considerar cual es la práctica actual en esta materia.





- Respecto de las potestades actuales del SERNAC, observó que en este momento el escenario es muy exiguo, porque, en principio, el Servicio sólo está en posición de requerir cierta información a los sujetos fiscalizados. Sobre el particular, consultó qué lógica se tuvo en vista para adoptar el criterio vigente y por qué se desechó la idea de dotarlo de atribuciones similares a las de una superintendencia.





- En relación al nuevo Consejo que se propone introducir, sostuvo que el proyecto le asigna un rol meramente normativo, sin tenerse en consideración la modalidad adoptada hace poco tiempo por el Senado al discutir el proyecto sobre Comisión de Valores y Seguros, en que se introdujo una instancia colectiva con más funciones, que es la contrapartida del fiscal y que tiene la última palabra en el proceso sancionatorio. Agregó que tampoco se observa una justificación plausible para que este Consejo sólo esté compuesto por tres consejeros.





- Opinó que la nueva configuración del procedimiento parece tender a la conciliación y a las formas alternativas, al procedimiento judicial. Al respecto, expresó que si se quiere profundizar en este aspecto, podría explorarse la idea del arbitraje.





- En último término, sostuvo que aunque se considera positivo el esfuerzo por la descentralización, se nota que la mayor destinación está localizada en las capitales regionales, lo que importa cierto incentivo a que la litigación se concentre en esos lugares y se propenda a la representación de intereses colectivos, en desmedro del caso particular de poca cuantía que no tiene un amparo claro.





En respuesta a las inquietudes antes planteadas, el señor Director Nacional del SERNAC planteó que el artículo 24 del proyecto despachado por la Comisión de Economía del Senado establece la regla base sobre las multas. Explicó que esta disposición eleva el tope superior del castigo pecuniario que se aplica a las infracciones que no tienen una sanción específica asociada (de 50 a 300 UTM), pero mantiene la regla actual, que no fija un mínimo. Además, establece un régimen muy específico de circunstancias atenuantes y agravantes que deben considerarse a la hora de apreciar la gravedad de la infracción, además de excepciones para empresas de tamaño pequeño o mediano y de pautas claras para compensar unas y otras y establecer su efecto final en la sanción específica que corresponda. Precisó que por lo anterior, no hay una elevación pareja de estos castigos, sino sólo una regla para sancionar de manera más rigurosa los casos más graves.





En relación a la observación sobre el diseño orgánico de la entidad, recordó que el actual SERNAC es el heredero de la DIRINCO, institución que en 1990 tenía facultades muy reducidas y una exigua planta de personal, acorde a las pocas funciones que cumplía. Señaló que después de un lustro de tramitación en el Congreso Nacional, fue aprobada la ley Nº 19.496, del 7 de marzo de 1997, que incorporó el actual régimen de protección al consumidor, en el que el rol del SERNAC está centrado en la mediación, contando con escasas facultades de fiscalización. Explicó que en esa oportunidad no se revisó la planta, porque la institución no asumió nuevas funciones significativas. Por ello, agregó que ahora era necesario hacer la primera revisión orgánica, acorde a los nuevos desafíos que se plantean para la entidad.





Respecto a la observación relativa a la representación de intereses colectivos, señaló que no hay que perder de vista que en la economía moderna los actos de consumo son actos masivos en los que están involucrados intereses públicos. Indicó que es por eso que la reforma de 2011 incorporó reglas especiales para amparar procesalmente las pretensiones de colectivos afectados por una infracción de un proveedor o prestador de servicios que ha dañado a una gran cantidad de personas.





En relación con las inquietudes vinculadas al Consejo Normativo, observó que instituciones con potestades normativas relevantes como la Dirección del Trabajo o el Servicio de Impuestos Internos, no asignan esta tarea a un ente colegiado, sino que la contemplan como una de las funciones de la jefatura nacional unipersonal. Añadió que en las labores de fiscalización no se vislumbra un mejor desempeño si ellas se emprenden colectivamente; en cambio, en la función de generar normas generales se aprecia el beneficio de contar con una instancia que pueda deliberar y ponderar entre posturas distintas.





Sostuvo que la labor normativa no es tan demandante como las actividades relativas a la fiscalización, la recepción y tramitación de reclamos y la conciliación, pero resulta muy gravitante en todas ellas, pues establece los parámetros generales que deben cumplirse, así como las interpretaciones autorizadas de la ley vigente que deben aplicarse en cada caso.





Tocante al arbitraje, manifestó que el proyecto hace un esfuerzo consistente en que la mayor parte de los reclamos sean solucionados por la vía del acuerdo entre el afectado y el proveedor, para lo cual se contempla un sistema de conciliación que operará en todo el país, con convenios con distintas municipalidades. Expresó que el arbitraje es una vía de solución de controversias que opera una vez que las tratativas directas con las partes fallan, agregando que podría ser considerada como una herramienta extra, en conjunto con la intervención judicial y la intervención del propio servicio.





A su turno, el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo planteó que la percepción general actual es que el bajo nivel de las multas no impone un nivel de disuasión creíble entre los infractores, razón por la cual se opta por elevar los techos superiores, pero manteniendo los mínimos actuales. Expresó que una situación similar de falta de disuasión se observa en el ámbito de la libre competencia, por lo que se adoptó un camino similar al proyecto de ley despachado por el Senado en ese tema. Por otra parte, observó que el sistema que se propone permite al SERNAC instruir procesos infraccionales sólo en caso de situaciones individuales, pues las multas por infracciones colectivas siempre serán de competencia judicial. Precisó que en uno y otro caso la resolución podrá revisarse ante los tribunales.





Añadió que el proyecto hace una apuesta decisiva respecto de la conciliación, dado que el actual sistema de mediación importa, únicamente, que el Servicio traspase el reclamo al infractor -para que él decida si quiere hacer un arreglo- y provee de un cierto grado de presión por medio de la presencia mediática de que dispone la institución. Señaló que el problema en este caso es que la exposición de la situación a la luz pública se transforma en una suerte de sustituto de la recomposición de los derechos infringidos. En cambio, el nuevo esquema planteado por el proyecto se centra en la reparación del mal causado y en disuadir futuros comportamientos lesivos por parte de los proveedores y prestadores de servicios.





Finalizada la presentación del proyecto y tal como se acordara precedentemente, la Comisión procedió a llevar a cabo un conjunto de audiencias, con la finalidad de escuchar a representantes de distintas instituciones vinculadas a la materia en estudio y a académicos especialistas en la misma.





A continuación, se da cuenta de las exposiciones escuchadas y del intercambio de pareceres producidos a su respecto.

- - -

AUDIENCIAS REALIZADAS POR LA COMISIÓN

Sesión del 9 de agosto de 2016





En sesión de la señalada fecha, la Comisión recibió a representantes de la Asociación de Telefonía Móvil A.G., ATELMO, y de la Confederación de la Producción y el Comercio, CPC.





En primer lugar, usó de la palabra el señor Cristián Aninat, Director de la Asociación de Telefonía Móvil, ATELMO.





En nombre de dicha entidad, el señor Aninat manifestó, como primer asunto, que aquella considera muy adecuado fortalecer las atribuciones y la orgánica del SERNAC, para para poder fiscalizar y sancionar las infracciones de los derechos de los consumidores, las que, en la actualidad, no son consideradas por los órganos especializados, lo que hace pertinente establecer un aumento adecuado y proporcional del actual marco sancionatorio.





Con todo, manifestó que el marco general de reforma debe tener en consideración las regulaciones específicas de los órganos gubernamentales sectoriales que norman y fiscalizan ciertas industrias. En el caso de ATELMO, este órgano es la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que fiscaliza y sanciona los incumplimientos de las empresas que prestan servicios de telefonía. En razón de lo anterior, planteó como primera observación general, que las modificaciones que propone el proyecto deberían abarcar todos los asuntos en los cuales no hay una regulación u organismo técnico fiscalizador específico.





Expresó que ATELMO tiene algunas observaciones respecto a cuatro temas tratados por el proyecto de ley. Son las siguientes:

1.- Acumulación de funciones del SERNAC





Sobre el punto, reconoció que durante la discusión parlamentaria el proyecto ha mejorado, sobre todo en lo que dice relación con el gobierno corporativo del SERNAC. Ello ha valido la creación de un Consejo Normativo abocado a la generación de normas, interpretaciones e instructivos generales, lo que importa una desconcentración de las facultades que tiene actualmente el Director Nacional. Señaló, sin embargo, que aunque ello es un avance, es necesario considerar que ciertas regulaciones de alcance muy general deberían quedar entregadas a la ley y no a la potestad reglamentaria. Añadió que igualmente debería tenerse en vista en esta materia lo que se ha avanzado en el proyecto de ley sobre Comisión de Valores y Seguros, que reemplazará a la Superintendencia de Valores y Seguros.





En otra faceta vinculada con este tema, manifestó que se observa con cierta preocupación la nueva atribución para mediar que se prevé para el Director Nacional del SERNAC. Expresó que según el proyecto, esa autoridad concentraría sobre sí todas las atribuciones relativas a la fiscalización y la sanción, por lo que parece excesivo que además pueda mediar, pues esa función debería corresponder a un órgano imparcial, que no tenga interés de ningún tipo en el asunto que conoce, por lo que idealmente debería recaer en una instancia externa al SERNAC.





Sobre el particular, hizo notar que se han considerado algunas cortapisas institucionales para evitar los inconvenientes de centralizar en una sola mano las facultades de mediación con las de fiscalización o instrucción de procedimientos sancionatorios. Es el caso de las reglas de operación compartimentalizada de las divisiones internas que tramitan cada materia ("murallas chinas"), lo que en todo caso se estima insuficiente a la hora de asegurar la independencia e imparcialidad del funcionario que interviene en una mediación, pues finalmente ese mediador depende jerárquicamente del Director Nacional.

2.- Vulneración del principio de especialidad, régimen sancionatorio e indemnización del daño moral





Este aspecto fue explicado por el abogado de ATELMO, señor Cristián Sepúlveda.




El señor Sepúlveda sostuvo que es evidente que el SERNAC debe tener todas las atribuciones necesarias para dar la debida protección de los derechos de los consumidores. En ese contexto, manifestó que la institución que representa comparte la idea de hacer todos los reforzamientos institucionales que sean necesarios para tal fin.





Con todo, recordó que la institución que representa agrupa a un conjunto de empresas que realizan una actividad profusamente regulada por normativa especial y que es fiscalizada continuamente por órganos públicos sectoriales, que aplican habitualmente procedimientos sancionatorios e indemnizatorios propios. Esta situación, dijo, constituye el llamado "principio de especialidad", que debe ser considerado en esta discusión.





Manifestó que los representantes del Ejecutivo han reiterado en varias instancias durante la tramitación de esta iniciativa que la formulación que acá se discute tiene en cuenta y respeta aquel principio de especialidad. Pero, añadió, esa afirmación se pone en duda cuando se analiza de forma más detallada la formulación específica de algunas disposiciones claves del proyecto, lo que genera incertidumbre y riesgo para su sector.





Ejemplificó lo anterior recordando que el articulado despachado en el trámite reglamentario anterior prevé -en su artículo 50 K- que durante el procedimiento sancionatorio incoado por el SERNAC, se podrán requerir informes a otros organismos públicos para fundar sus resoluciones, y que en el encabezado de su artículo 50 P se indica que la sanción impuesta por un órgano sectorial especial podrá impedir que el SERNAC aplique una sanción adicional, pero siempre y cuando en la primera se haya considerado la vulneración de los derechos de los usuarios o los consumidores.





Sostuvo que lo anterior importa una apariencia de respeto al principio de especialidad, no obstante que si se hace un análisis más profundo del asunto se concluye otra cosa. Advirtió que detrás de la idea del principio de la especialidad está la prohibición constitucional del ne bis in idem, que prohíbe que una misma persona sea juzgada y sancionada dos veces por el mismo hecho.





Señaló que la cortapisa que imponen las disposiciones antes citadas no impide al SERNAC iniciar un proceso infraccional por los mismos hechos. Además, supone que el procedimiento ante el órgano técnico sectorial será previo a la acción incoada por el SERNAC. Asimismo, supone que la resolución del primero debería tener un parágrafo especial que trate sobre la eventual vulneración de los derechos de los consumidores a causa de la falla técnica que provocó el inicio del procedimiento sancionatorio por el órgano especializado, aunque se trate de un asunto que no es propio de su competencia.





Observó que el esquema anterior permite que tanto el SERNAC como el órgano técnico especializado sustancien, en paralelo, dos procesos independientes enderezados a sancionar la misma conducta, lo que importa una falta grave al principio del ne bis in idem, a la vez que puede generar sentencias contradictorias e ir contra la economía procesal.





En segundo término, connotó que el mecanismo establecido en las disposiciones anteriores, que impide al SERNAC aplicar una multa cuando el órgano sectorial sanciona previamente al infractor por el mismo hecho, opera sobre la base de que dicho órgano sectorial emita esa sanción antes que el SERNAC. Pero si este último apura el paso en su procedimiento e impone una multa antes que la entidad especializada, en la práctica esa multa no será oponible al órgano sectorial, el cual perfectamente puede imponer una segunda sanción por la misma causa.





Sostuvo que la norma en comento tampoco considera la posibilidad que el órgano sectorial absuelva al fiscalizado, caso en el cual igual habría que esperar la resolución del SERNAC, la que perfectamente podría ser condenatoria. Añadió que el panorama anterior se complica aún más si se tiene en cuenta que la regla del artículo 50 K sólo se aplica al SERNAC y no considera que el proyecto también permite que ciertas infracciones a los derechos de los consumidores sean conocidas directamente por la justicia, respecto de la cual no hay ninguna posibilidad de excepcionarse argumentando que el hecho ya fue conocido y sancionado previamente por una entidad especializada.





Hizo notar que otro punto de vulneración al principio del ne bis in idem se desprende del inciso tercero del artículo 50 P. Esta disposición establece que la prohibición de aplicar al mismo infractor dos o más sanciones, requiere la verificación de tres condiciones copulativas: que se trate de sanciones administrativas, que se sancionen los mismos hechos y que asistan iguales fundamentos jurídicos. Indicó que la primera y la tercera condición son particularmente problemáticas. Respecto de la primera, recordó que el artículo 50 P no se aplica a los procedimientos sancionatorios seguidos ante los tribunales de justicia, por lo que el juez que conoce el asunto perfectamente podría aplicar al infractor previamente sancionado por la autoridad administrativa, una nueva multa por los mismos hechos y fundamentos jurídicos. Respecto de la tercera, manifestó que la expresión "mismos fundamentos jurídicos" debe interpretarse como la aplicación de la misma norma jurídica en los dos procedimientos sancionatorios paralelos, lo que virtualmente dejaría sin aplicación práctica a esta prohibición. En efecto, añadió, es evidente que el órgano sectorial técnico que conoce un procedimiento para sancionar a un proveedor de servicios regulado -por ejemplo, la Subsecretaría de Telecomunicaciones respecto de las empresas de telefonía celular-, está llamado a aplicar sus propias normas técnicas y no las reglas generales relativas a la protección de los derechos del consumidor, lo que a la postre deja la puerta abierta para que el SERNAC sancione posteriormente a ese proveedor de servicios regulados por infracción a la ley del consumidor, aunque ello se fundamente en la verificación de los mismos hechos ya conocidos y sancionados por el ente público especializado que fiscaliza a esa industria.





Enseguida, pasó a revisar el artículo 25 del proyecto de ley despachado en el trámite reglamentario anterior. Esta norma establece que en caso de suspensión, paralización o no prestación de servicios públicos, el proveedor deberá indemnizar por vía punitiva al consumidor afectado por cada día de suministro, con un monto equivalente al cobro efectuado por el consumo del mes anterior, con un tope máximo de doce días. Al respecto, planteó que la regla presenta varios problemas. En primer lugar, connotó que para el caso de ATELMO, este asunto está profusamente regulado en la ley general de telecomunicaciones y en un vasto cuerpo reglamentario que regula los aspectos técnicos de la materia. Explicó que esas reglas especiales establecen que el afectado tendrá derecho a una indemnización equivalente al triple del costo de cada día de infracción, pero a renglón seguido el artículo 25 del proyecto prevé, respecto de la misma infracción, una indemnización completa de los perjuicios efectivos al consumidor afectado, más la sanción punitiva antes explicada, que en la práctica equivale a 30 veces el costo de cada día de infracción.





Afirmó que las dos normas identificadas tratan exactamente el mismo supuesto y establecen sanciones paralelas y desproporcionadamente distintas, pues en el caso del nuevo artículo 25 que se propone, la multa sería 10 veces superior a la sanción establecida en la ley general de telecomunicaciones, la que por lo demás seguiría vigente.





Manifestó que en materia de indemnizaciones también se observa una infracción al principio de especialidad. Explicó que aunque la disposición citada prevé que el resarcimiento que establece la norma hará improcedente otra indemnización de similar naturaleza en virtud de las normas especiales que rijan al sector, ello debe ser analizado con más atención. Expresó que el problema de esta regla radica en que impide el cúmulo sólo cuando se trata de indemnizaciones de igual naturaleza, pero la del artículo 25 tiene una calidad especial, pues la institución de los daños punitivos es ajena a nuestra cultura jurídica.





A su turno, reparó que las reglas que establecen indemnizaciones en la ley general de telecomunicaciones se inscriben dentro del marco general de la responsabilidad civil chilena de indemnización por daños, específicamente bajo la idea de una cláusula penal legal que avalúa anticipadamente los perjuicios, por lo que es perfectamente discutible que tenga la misma naturaleza de la que se propone en el artículo 25 del proyecto. En definitiva, dijo, sería completamente procedente el cúmulo.





Connotó que a la situación anterior hay que sumar el hecho de que la letra e) del artículo 3º de la Ley de Protección al Consumidor establece el derecho del consumidor a la indemnización de todos los daños morales provenientes de la infracción de sus derechos, lo que a la postre dibuja un escenario de virtual enriquecimiento sin causa por la suma de distintas indemnizaciones de diversa naturaleza que procederían a partir de una misma infracción, que sobrepasan por largo la reparación del patrimonio afectado.





Siguiendo con el desarrollo del punto, planteó que otra regulación que atenta gravemente contra la prohibición del ne bis in idem es el régimen sancionatorio de las infracciones que afectan a un colectivo de personas. Expresó que hay dos reglas distintas que tienen este mismo fundamento de hecho para agravar la sanción final. Por un lado, el artículo 24 del texto en estudio prevé que esta circunstancia será considerada una agravante a la hora de graduar la aplicación concreta de la multa que corresponda. Y por otro lado, esa misma disposición establece la posibilidad de aplicar una sanción distinta por cada uno de los consumidores afectados. Ello, coligió, importa que la pluralidad de perjudicados puede ser apreciada dos veces a la hora de determinar una multa.





Opinó que lo anterior puede ser matizado si se considera que el proyecto establece un tope máximo para la multa que proceda, hasta por el 30% de las ventas del producto, línea del producto o servicio asociado a la infracción, o al doble del beneficio de obtenido. Señaló que este parámetro fue copiado en forma literal de la disposición recientemente aprobada por el Congreso Nacional con ocasión de la revisión completa del sistema de protección de la libre competencia. Expresó que es complejo hacer intercalaciones de este tipo, pues hay notorias diferencias entre ambos ordenamientos.





Explicó que, por un lado, los bienes jurídicos en juego son completamente distintos. En segundo lugar, detrás de la infracción de la ley de libre competencia siempre hay una conducta dolosa y encubierta por parte de los perpetradores; en cambio, en la ley de protección al consumidor el asunto puede ser una mera negligencia e incluso puede no haber culpa de ningún tipo. En tercer lugar, es imposible determinar en la práctica cual fue la venta del servicio afectado o la utilidad percibida, pues se trata de un caso en que hubo interrupción del servicio y en ese lapso no se devengó a favor del prestador que incumplió su obligación suma alguna por la venta de un servicio que no pudo prestar, ni menos puede establecerse que haya habido algún tipo de utilidad en el período. En razón de lo anterior, connotó que no hay una forma práctica de establecer cuál es el tope superior de la indemnización que procederá en caso de interrupción de servicios que se presten al público.





En seguida, presentó un ejercicio hipotético que compara el resultado en aplicación de multas que se deriva de una misma infracción si se aplica la ley general de telecomunicaciones y la normativa que prevé este proyecto de ley. Explicó que el caso hipotético consiste en una falla del enlace de telefonía móvil en una gran ciudad por un lapso de 8 horas, que afecte a 300.000 clientes suscritos (con una cuenta promedio mensual de $ 20.500) y 700.000 de prepago (con una recarga promedio mensual de $ 3.400), y se compara el descuento o devolución que procede por el servicio no prestado, la indemnización por daño puntivio, la multa por no servicio y la sanción por infracción al interés colectivo. El cuadro que resulta es el siguiente:
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Planteó que en el ejemplo anterior, el proyecto establece reglas que, en la práctica y con un criterio conservador, permiten multiplicar por 26 la multa más alta que permite la ley general de telecomunicaciones vigente, lo que a todas luces resulta desproporcionado.

3.- Indemnización por el daño moral





Retomando el uso de la palabra, el Director de ATELMO, señor Aninat, planteó que el proyecto modifica el artículo 51 de la ley vigente, referido al procedimiento por infracción de intereses colectivos o difusos, para incluir entre los ítems de la indemnización el daño moral.





Recordó que el daño moral considera el dolor, el pesar y las molestias que efectivamente produce una infracción. Sostuvo que el marco general en el que opera el daño moral es la prohibición del enriquecimiento sin causa y el hecho de que su resarcimiento supone que se acredite en el proceso que se trata de un perjuicio directo, efectivo y probado. Planteó que ninguno de estos parámetros generales se cumple en este caso, porque la formulación propuesta no entrega ninguna herramienta para acreditar en forma individual ese daño, lo que en la práctica producirá que quien efectivamente lo sufrió va a ser indemnizado con un monto menor, en tanto que quien no tuvo ese detrimento recibirá un resarcimiento injustificado.





Para acreditar su aserto, planteó como ejemplo un corte en el funcionamiento de una red de telefonía. Expresó que en ese caso, la situación de los afectados puede ser muy diversa, desde los que estaban comunicándose con otro usuario en el momento en que se inició la falla, hasta los que durante todo el período de corte tuvieron su celular apagado o estuvieron fuera del área de cobertura de la red que presentó problemas.





Manifestó que el proyecto despachado por la Comisión de Economía permite que el juez construya subgrupos entre los consumidores afectados y autorice que se prueben los daños que habrían afectado a cada uno. Señaló que estas reglas atentan contra los principios antes expresados, en cuanto a que el daño moral debe acreditarse de manera efectiva para cada individuo afectado en un momento determinado.





Señaló que la ya referida Comisión de Economía introdujo algunas cortapisas y reglamentaciones en esta materia, las que, a su juicio, son insuficientes. En esa condición está la mención expresa al peritaje, medio probatorio útil en este caso para determinar el monto de la indemnización a pagar, pero no el daño. A la vez, planteó que aún no se establecen reglas claras para que el juez construya los subgrupos de consumidores afectados.





A continuación, se ofreció la palabra al Gerente General de la Confederación de la Producción y el Comercio, señor Fernando Alvear.





El señor Alvear expresó que esa entidad comparte los objetivos del proyecto en cuanto a la preocupación por avanzar y modernizar el amparo de los derechos de los consumidores y el diseño de soluciones más rápidas a los conflictos que los afectan.





Consideró que la confianza es una pieza clave entre consumidores y empresas y que ella se construye sobre la base del reconocimiento y respeto de los derechos y obligaciones mutuas. En esa línea, observó que cuando una de las partes privilegia sus intereses por sobre los derechos de la otra, es menester que la sociedad brinde herramientas al afectado que le permitan alcanzar una solución efectiva y rápida de la controversia, que junto con restablecer el equilibrio perdido, sancione el actuar desviado.





Expresó que preocupa que la solución a los planteamientos anteriores se enfrente a través del único expediente de otorgar más competencias al SERNAC, el cual estando ya en régimen con la regulación propuesta, se transformará en una repartición gubernamental plenipotenciaria. Manifestó que se considera adecuado mejorar sus capacidades actuales, pero no llegar al extremo de concentrar en ella las facultades fiscalizadoras, sancionatorias, interpretativas, normativas y mediadoras, lo que va más allá de lo recomendable.





Expresó que el amplio alcance del proyecto genera una formulación positiva con problemas de coherencia interna, que atenta gravemente contra la simpleza que debe caracterizar las disposiciones que regulen el tráfico comercial. Como ejemplo de la observación anterior, se refirió a la reformulación propuesta respecto de la facultad fiscalizadora. Expresó que, en principio, este ámbito de atribuciones no debería suscitar problemas porque se trata de la función común del SERNAC, pero el foco que se da a la reformulación de atribuciones en esta área no parece el indicado.





Explicó que uno de las mejores cualidades del sistema de denuncia de presuntas infracciones a los derechos del consumidor que la actual regulación provee es la inmediatez, pues se contemplan los medios para que cualquier consumidor que se sienta afectado pueda realizar un requerimiento de forma remota. Recordó que hasta el 70% de los reclamos que en la actualidad tramita SERNAC se formulan por esta vía. Manifestó que esta herramienta es muy apreciada por los usuarios, por lo que debería fortalecérsela por medio, por ejemplo, de la posibilidad de que el consumidor que reclama conozca la identidad del funcionario asignado para conocer su caso y los pasos que se han dado para encontrar una solución, de modo que ese afectado pueda constatar de manera directa que el Estado se está ocupando de su problema.





En este contexto, observó que parece claro que los esfuerzos del proyecto no debieran estar enfocados a dotar al SERNAC de más personal que realice fiscalizaciones en terreno, dado que estas son efectuadas de manera muy eficiente por los propios consumidores, los que hoy día, haciendo uso de sus teléfonos celulares y de otros medios tecnológicos a su alcance, las realizan por sí mismos.





Señaló que el acento errado que se coloca en la fiscalización en terreno da pie a nuevas facultades que son muy poco atendibles, como la de incautar actas de directorio o la contabilidad de una empresa en el marco de un proceso de fiscalización. Estas prerrogativas, dijo, parecen ser más propias de un tribunal o de un fiscal instructor en el marco de un proceso jurisdiccional o administrativo sancionador, pero son excesivas en el contexto de la pura fiscalización. Manifestó que lo anterior impone la urgencia de revisar las nuevas facultades que se otorgan en el marco del fortalecimiento de la función de fiscalización y revisar si ello se hace a costa de mejorar los estándares de eficiencia en la respuesta a los requerimientos de los consumidores afectados, donde debería estar el verdadero foco de la reforma.





En otro orden de materias, planteó que comparte el reproche que se hace a las empresas que infringen los derechos de los consumidores. Expresó que esta situación debería enfrentarse con el auxilio de dos principios básicos: la igualdad ante la ley o no discriminación arbitraria, y la proporcionalidad o racionalidad de la sanción aplicable.





Sostuvo que, sin embargo, cuando se revisan las diversas disposiciones que propone esta iniciativa, no parece que los criterios rectores antes señalados estén debidamente recogidos. Explicó que incluso sin entrar en la dilucidación jurídica de la naturaleza compensatoria o punitiva del nuevo régimen sancionatorio previsto, parece que la falta de consideración a la intencionalidad del infractor expone a la misma sanción al que actúa con dolo y a quien lo hace por error, lo que importa una infracción al principio de igualdad y a la consiguiente prohibición de la discriminación arbitraria, pues resulta evidente que en ambos casos la situación no es la misma y no se justifica una homologación de sanciones. Por otro lado, si se considera que el acento que parece colocarse en el nuevo régimen pasa por el elemento punitivo, la no consideración de la intención del infractor sustrae de la fórmula de determinación de la sanción el elemento central de la proporcionalidad o racionalidad.





En la misma línea, sostuvo que una vez satisfecha la pretensión indemnizatoria de los consumidores afectados por una infracción específica, es cuestionable que procedan a continuación los criterios punitivos que plantea la ley de protección de la libre competencia, pues en esa sede el dolo es un presupuesto básico del tipo infraccional. Por el contrario, observó que en materias de consumo el aspecto subjetivo de la conducta infraccional común no es el dolo, sino la negligencia, por lo que es muy importante que la ley haga la distinción.





Otro elemento que plantea distorsiones en este ámbito son los mecanismos de multiplicación que se proponen para infracciones colectivas. Ellos no respetan el criterio de proporcionalidad o racionalidad antes planteado, al confundir la infracción con el número de afectados que la misma genera. Puntualizó que lo anterior no importa desconocer que una sanción que afecte el interés difuso o colectivo merece un reproche mayor que la que afecta a un único consumidor, pero ello no puede imponerse por el simple expediente de multiplicar en el primer caso las multas individuales por los consumidores afectados, pues ello desconoce la naturaleza unitaria de la infracción.





Seguidamente, pasó revista a la preocupación sobre la posibilidad que se plantea de incorporar el daño moral en los procedimientos para la reparación por infracción al interés colectivo o difuso. Planteó que sin lugar a dudas cada consumidor afectado tiene derecho a una reparación integral de daño sufrido, incluso aunque accione por medio de las reglas que protegen el interés colectivo. Con todo, el daño moral que afligió a cada uno de los perjudicados por una infracción determinada es un elemento de suyo personal, que solo se puede establecer en el contexto de un proceso individual. Puntualizó que no hay forma plausible de considerar que los daños morales puedan tener una condición supraindividual, por lo que forzar una solución distinta impondrá una situación de enriquecimiento sin causa pues dará pie a que consumidores que no sufrieron este tipo de daños sean indemnizados por el simple hecho que el tribunal establezca un monto genérico de indemnización.





Instó a la Comisión a revisar las modificaciones a los regímenes indemnizatorios y sancionatorios con el propósito de incorporar los criterios de gravedad y racionalidad que permitan someter a los potenciales infractores al justo temor de verse expuestos a estas sanciones. Igualmente, apoyó la no consagración de homologaciones a conductas que son distintas entre sí y que implican una exposición constante a penas ruinosas e indemnizaciones indeterminadas.





En otro orden de materias, se refirió a las facultades normativas o interpretativas que el proyecto otorga al SERNAC. Al respecto, recordó que se ha dicho que otras instituciones también poseen similares facultades a las que hoy se le pretende otorgar a este servicio. Pero, dijo, es necesario recordar que en la gran mayoría de esos casos se trata de facultades otorgadas en razón de la especialidad y complejidad de la materia, situación que no se avizora en lo relativo a la regulación del consumo.





Por su parte, añadió, esta potestad proyectada incumbe a todos los consumidores del país, conjunto que representa a la totalidad de la población, y por ello es imprescindible introducir mecanismos que regulen este asunto. Manifestó que el camino adecuado parece ser una redefinición del modelo de gobierno corporativo del SERNAC, en la senda previamente trazada por la discusión del proyecto de ley sobre la nueva Comisión de Valores y Seguros, que establece un modelo que considera un sistema de control personal único de una larga serie de funciones y atribuciones. Al respecto, indicó que a la hora de garantizar el ejercicio eficiente e imparcial de estas nuevas facultades parecen no ser suficientes los esfuerzos incorporados durante la tramitación del proyecto tendientes a imponer murallas chinas entre las distintas dependencias que se abocarán al desarrollo de cada una de las funciones. Ello, agregó, impone la necesidad de avanzar en pos de un modelo de gobierno corporativo que a futuro garantice el adecuado funcionamiento del servicio.





Expresó que alternativamente podría explorarse la vía de un Consejo Normativo, advirtiendo que en su formulación actual está aún lejos de cumplir con la función de garantizar el sentido y correcto ejercicio de las nuevas funciones encomendadas al servicio. En efecto, su función es complementaria a aquella que desempeña el director y en la generalidad de los casos no tiene la iniciativa para proponer por sí mismo la dictación de regulaciones, limitándose a esperar la propuesta que sobre el particular pueda formular el director. A su turno, el director del servicio no forma parte de esa entidad.





Manifestó que la vía anterior podría ser más plausible si se brindan al Consejo Normativo los medios suficientes para el debido ejercicio de sus atribuciones, garantizando la adecuada remuneración de sus consejeros, sobre los cuales recaerá una enorme responsabilidad para contrapesar adecuadamente las numerosas facultades que de lo contrario tendría el director del servicio.





Señaló que no hay que perder de vista que sobre el Consejo recae una labor que es fundamental que es el control en manos de una sola persona -el Director Nacional-, de funciones que en algunos casos resultan contradictorias o al menos cuestionables. Ello, dijo, debe dar paso a la consolidación de un modelo de organización técnico, encabezado por una estructura colegiada o en que esta tenga un rol preponderante y principal.





En último término, dirigió su atención al análisis de una nueva función que el proyecto otorga al SERNAC y que requiere de mayor análisis. Se trata de la facultad mediadora en el marco de los procedimientos de infracción del interés colectivo o difuso. Recordó que la mediación por definición es ejercida por un tercero imparcial y tiene por objeto acercar las posiciones de las partes en conflicto, con el propósito de evitar un juicio y obtener una solución rápida y satisfactoria para los intereses de ambas partes. Al respecto, sostuvo que una institución que por ley defiende los intereses de los consumidores -que son una de las partes en el conflicto-, no puede erigirse como un mediador imparcial, conclusión que se confirma si se considera que esa repartición también tiene la facultad de demandar en juicio a una de las partes sometidas a su mediación.





Planteó que la institución de la mediación es muy importante y sería de una gran ayuda, pero debe ser hecha por un organismo imparcial, pues de lo contrario esta vía valedera para solucionar controversias caerá en descrédito y desuso, considerando los legítimos temores que provocará someterse a un mediador que en cuestión de un par de semanas, tras ese procedimiento, puede transformarse de un amigable componedor a un tenaz contendor.





A continuación, intervino el señor Director Nacional del SERNAC, quien expresó que las exposiciones anteriores comparten el requerimiento de fortalecer la protección al consumidor, para lo cual no se descarta en principio otorgar más facultades al mencionado servicio.





Enseguida, se refirió a las observaciones levantadas sobre la nueva regulación de la mediación colectiva que el proyecto propone. Manifestó que no se trata de un asunto nuevo, pues hace más de una década la institución realiza esfuerzos en esa área. Planteó que desde el año 2010 a la fecha ha participado en 441 mediaciones colectivas, que han significado compensaciones por sobre los 12.000 millones de pesos para los consumidores afectados. Manifestó que esta labor fue cuestionada en su momento ante la Contraloría General de la República, ente que la validó, planteando que se enmarca dentro de la función general del SERNAC de velar por los derechos de los consumidores establecidos en la ley, lo que incluye el resguardo de los intereses colectivos o difusos y la ejecución de los principios generales de eficiencia y eficacia que rigen el actuar de toda la Administración.





Expresó que en ese entendido, el propósito de la propuesta del proyecto es buscar introducir mejores garantías para los involucrados, pues sin la necesidad de ningún cambio legal, la repartición que representa podría perfectamente seguir desarrollando mediaciones colectivas.





Explicó que la propuesta consiste en introducir en la ley que se trata de un procedimiento administrativo especial, guiado por reglas precisas. Además, se prevé la incorporación de un tipo penal que sanciona al funcionario a cargo de un procedimiento que revele informaciones sensibles para las partes.





En relación con las observaciones respecto de la supuesta infracción del principio de especialidad, indicó que la columna central del proyecto afirma y reitera la regla esencial contenida en el artículo 2° bis, que, en resumen, prevé que la ley del consumidor no se aplica cuando existen normas especiales que regulan directamente la materia y se aplica subsidiariamente cuando se trata de asuntos relativos a procedimientos individuales o colectivos que no estén especialmente tratados. Puntualizó que las demás normas del proyecto que tratan materias vinculadas refuerzan este principio general, como es el caso de la regla establecida en el artículo 50 P.





Respecto de la preocupación por la introducción de los daños punitivos, sostuvo que se trata de normas nuevas, que se han ido perfeccionado durante de la discusión parlamentaria, añadiendo que el Ejecutivo está abierto a hacer las aclaraciones que sean necesarias para efectos de despejar dudas. Con todo, observó que la norma vigente permite a los jueces aplicar multas por cada uno de los consumidores afectados en los procedimientos colectivos y que en lo que el proyecto de ley innova es en ponerles un límite máximo, similar a las enmiendas aprobadas sobre libre competencia. Además, se introduce un régimen de atenuantes y agravantes que impone al juez guías claras, de manera que la determinación de la cuantía de las multas sea un asunto más predecible.





Tocante a la regla sobre la similar naturaleza de la indemnización que contempla el artículo 25 para evitar el cúmulo de resarcimientos, planteó que ese asunto ha quedado claro en etapas anteriores de la tramitación. Como ejemplo, recordó que la Ley General de Telecomunicaciones establece una norma de similar naturaleza, razón por la cual las indemnizaciones establecidas en ese ordenamiento impiden la aplicación de la ley del consumidor al respectivo caso.





En relación con el daño moral, planteó que es evidente que éste nunca es colectivo. Explicó que lo que hace el proyecto es establecer un procedimiento colectivo para bajar los costos de transacción para el cobro de daños de esta naturaleza, lo que importa facilitar el acceso a la justicia, sin que por eso varíe la naturaleza del daño moral.





Sentenció además que las normas introducidas en el trámite reglamentario anterior precisan que el cobro de daño moral en el contexto de procedimientos colectivos sólo podrá exigirse cuando se haya afectado la integridad física, psíquica o la dignidad de las personas, agregando que siempre será determinado por el juez en base a una prueba que provea la parte que lo solicite, además de facultársele para solicitar un peritaje especial.





En cuanto al esfuerzo de fiscalización, puntualizó que el informe financiero que acompaña el proyecto contempla fondos para la contratación de 70 fiscalizadores, de los cuales 20 se destinan a la Región Metropolitana. Planteó que si ese número se compara con los 136 fiscalizadores de la Dirección del Trabajo que laboran en la misma área, se advierte que éste importa un impacto más limitado.





Respecto a las razones antes anotadas sobre el rol fiscalizador que ejerce por sí mismo el consumidor, planteó que se olvida que la razón de ser de la protección a éste es la existencia de asimetrías graves de información entre ellos y los proveedores de bienes y servicios, lo que implica, entre otras cosas, que en la mayoría de los casos los consumidores no saben cuándo existe una infracción a la ley. Ello, precisó, es común en el caso de las cláusulas abusivas, que motivan casi la mitad de las mediaciones colectivas sostenidas hasta el momento por el SERNAC. Explicó que la presencia de estas cláusulas es un ejemplo claro de una infracción que produce un efecto perjudicial e inadvertido para la mayor parte de los consumidores y que puede ser solucionada en la etapa de la mediación enmendando la disposición en cuestión.





En relación con las observaciones sobre el diseño del gobierno corporativo del SERNAC, planteó que hay que tener en vista un asunto que no se aprecia en su justa medida y que ha sido una parte relevante de la discusión parlamentaria previa. Se trata del esfuerzo por establecer una orgánica interna que separe de manera estricta las distintas funciones que ejerce SERNAC. De esa forma, las facultades fiscalizadoras, sancionadoras, mediadoras y normativas están en distintas manos, y el servicio se organiza por ley en subdirecciones independientes entre sí para cada área de acción. A su turno, las potestades sancionatorias también quedarán especialmente reguladas para que no haya posibilidad de llegar al Director Nacional a través del recurso especial jerárquico que contempla la Ley sobre Procedimientos Administrativos y para que su forma de operar quede delimitada por instrucciones generales sancionadas por un Consejo Normativo independiente de la Dirección del Servicio, que también tiene la facultad de proponer nuevas normas.





Profundizando en este último aspecto, planteó, en último término, que el ejercicio colectivo de la función pública se aviene bien con la facultad de dictar normas generales y directrices interpretativas, pero no con labores como la fiscalización y la instrucción de procedimientos sancionatorios y que es por ello que se reserva el primer ámbito de competencia para el Consejo Normativo, quedando en manos de subdirecciones individuales e independientes entre sí las otras dos funciones.

Sesión del 16 de agosto de 2016

En esta oportunidad, la Comisión escuchó a representantes de la Asociación de Funcionarios del SERNAC, de la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios, CONADECUS, y de la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios, ANDESS.


En primer lugar, usó de la palabra el Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del SERNAC, señor Paul Laulié.


El señor Laulié inició su presentación manifestando que este proyecto es fundamental para los funcionarios de la institución, pues su estructura orgánica actual data del 22 de febrero de 1990. Recordó que el servicio es el continuador legal de la antigua DIRINCO, repartición que perdió una gran cantidad de atribuciones por el cambio del sistema político y económico que vivió el país en los años 80, razón por la cual una parte importante de su planta fue reducida. Expresó que con la vuelta a la democracia, el Gobierno de don Patricio Aylwin presentó un proyecto de ley para modificar el estatuto del consumidor, que tuvo una larga tramitación legislativa -cerca de 6 años-, la que culminó con la actual ley Nº 19.496. Indicó que en esa oportunidad no se consideró un aumento de la dotación de personal, ni tampoco en las modificaciones posteriores que incorporaron las reglas sobre gastos de cobranza, administración de fondos concursables y regulación del consumo financiero. Señaló que las modificaciones antes indicadas han generado un problema estructural de falta de personal, que este proyecto considera en parte.





Planteó que la organización que representa es la heredera de la agrupación que lideró el dirigente mártir Tucapel Jiménez Alfaro y que en la actualidad tiene 215 asociados, que representan el 72,63% de los trabajadores del servicio. Manifestó que las principales preocupaciones de su agrupación apuntan a los siguientes tres focos:





- Empleo principal. Explicó que en el último decenio ha habido una disminución paulatina de la proporción total del personal de planta, que en la actualidad sólo representa un 15,75% de la dotación total. Manifestó que esto ha sido un proceso continuo, que debería revertirse.





- Estructura orgánica. Manifestó que en esta área es imprescindible mejorar la estructura, amplitud y densidad de cada uno de los grados disponibles por estamento.





Recordó que, en la actualidad, el 73,3% de la dotación de la institución es menor de 45 y el 60% es de sexo femenino, por lo que debe hacerse un esfuerzo por mejorar la retención de los funcionarios ofreciéndoles una carrera con oportunidades de ascenso. Este punto es particularmente delicado para el escalafón de fiscalizadores, pues luego de pocos años de servir en el cargo, son tentados por la empresa privada con mejores oportunidades laborales.





En esta misma línea, expresó que debería revisarse la exigencia de que al cargo de director regional sólo puedan optar las personas que tienen título de abogado. Además, debería incorporarse alguna solución para los funcionaros que no tienen un título profesional y que tras largos años en la institución han ascendido por sus propios méritos al escalafón directivo. Expresó que para esos casos debería establecerse un escalafón especial de extinción y buenos incentivos al retiro.





- Remuneraciones. En este ámbito, señaló que es importante introducir las compatibilizaciones necesarias entre la estructura remuneracional actual y el nuevo esquema que propone la iniciativa, de modo de considerar asignaciones por fiscalización, asignaciones de modernización y de incentivo al desempeño y también un proceso de reencasillamiento que nivele hacia arriba las actuales asignaciones.





Complementando su exposición, recordó que su institución ha debido enfrentar dictámenes de la Contraloría General de la República que son dispares y perjudiciales en esta materia, de modo que es importante hacer ahora las correcciones necesarias para enfrentar tales dificultades, de forma tal de evitar la continua fuga de los funcionarios más calificados al sector privado.





A continuación, se ofreció el uso de la palabra al Presidente de la Corporación Nacional de Consumidores y Usuarios, CONADECUS, señor Hernán Calderón.





El señor Calderón expresó que la institución que representa ha tenido una larga trayectoria que parte con su constitución en el año 1996, agregando que en la actualidad existen 120 asociaciones de consumidores a lo largo del país.





Manifestó que el proyecto en estudio ha tenido avances significativos en cuestiones relativas a los procedimientos, focalizándose también en el fortalecimiento institucional del SERNAC. Opinó que, con todo, no se observa el mismo grado de avance respecto de las organizaciones de consumidores.





Explicó que en el mundo desarrollado, las asociaciones de consumidores juegan un rol relevante y que incluso el Estado deja que la protección de los usuarios quede en manos de acuerdos directos de estas entidades y las empresas. Planteó que también se puede optar por un esquema mixto, en el que tengan relevancia las organizaciones de la sociedad civil.





Expresó que la experiencia muestra que las asociaciones de consumidores de nuestro país actúan en forma correcta y han tenido un rol determinante para mejorar las condiciones del mercado, denunciando los abusos no sólo en el ámbito de la ley del consumidor, sino también en la protección de la libre competencia.





Planteó que pese a la evidencia anterior, el fondo concursable para el financiamiento directo las asociaciones no aumenta en este proyecto y sólo se consideran sumas específicas destinadas a financiar la defensa de los consumidores ante los tribunales. Expuso que la cantidad de reclamos que se presentan en sede judicial por infracción a la ley del consumidor no han variado en los últimos años. A la vez, dijo que el proyecto también considera que las Corporaciones de Asistencia Judicial y las Municipalidades podrán representar al consumidor que no tenga medios para pagar a un abogado, por lo que la nueva línea de financiamiento ya mencionada viene a resultar más teórica que efectiva.





Otro punto del proyecto observado por el representante de los consumidores fue la nueva regulación para las asociaciones de consumidores con carácter nacional. Notó que se prevé que, en principio, sólo podrán optar a esa calidad las agrupaciones con presencia en tres regiones distintas y que después se exigirá que sea en ocho. Observó que no se proveen recursos para que pueda financiarse el despliegue territorial exigido y, sobre todo, no se tiene en consideración que los Estados que ostentan un nivel alto de respeto a los derechos de los consumidores proveen a sus organizaciones un financiamiento basal que les permite subsistir. A su vez, la exigencia de presencia territorial múltiple no tiene en cuenta que varias de las asociaciones de consumidores chilenas disponen de plataformas de atención y seguimiento de reclamos de los consumidores por vía telefónica e informática, lo que permite prescindir de las instalaciones físicas.





Señaló que estos puntos se resuelven si se considera la creación de un Consejo Nacional del Consumidor, que esté integrado por 10 asociaciones ya establecidas y sea coordinado por el SERNAC, que provea una línea de financiamiento basal para proyectos anuales que permitan el financiamiento de profesionales y equipos de apoyo general y que permitan el funcionamiento de múltiples plataformas de atención de reclamos integradas para evitar duplicaciones, precisándose también el momento en que se tiene por suspendida la prescripción.





En otro orden de materias, planteó observaciones al procedimiento de mediación colectiva que contiene el proyecto despachado en el trámite constitucional anterior, en los casos en que esté comprometido el interés colectivo o difuso de los consumidores. Expresó que el problema estriba en la posibilidad de que el SERNAC inicie procedimientos de mediación colectiva respecto de asuntos que conciernen a grupos de consumidores que por sí mismos o a través de una asociación de consumidores, han interpuesto un procedimiento judicial colectivo o viceversa. Señaló que este asunto ha sido considerado en las etapas anteriores de la discusión parlamentaria de esta iniciativa, aun cuando todavía es necesario introducirle más precisiones.





Añadió que también es discutible que el SERNAC pueda asumir el rol de mediador en estos casos, puesto que ello puede ser contraproducente en consideración a la función institucional de esa repartición y a las nuevas atribuciones que le otorga el proyecto, como la de interpretar con efectos generales la ley, fiscalizar y sancionar. Recordó que el mediador es un tercero ajeno que interviene para ayudar a las partes a que solucionen por sí mismas sus problemas y que no imposibilita de forma directa que se acuda a la vía jurisdiccional. Distinto es el caso de la justicia arbitral, que sí reemplaza a la vía ordinaria, o la etapa de conciliación dentro de los procedimientos judiciales, que han tenido un rol muy destacado en cuanto a la protección del interés difuso o colectivo de los consumidores.





Indicó que en vez de las reglas sobre mediación que se proponen, parece preferible que el SERNAC mantenga la posibilidad de ejercer la legitimación activa en los procedimientos colectivos y, sobre todo, que no pierda su carácter de servicio público que protege a los consumidores.





Propuso, finalmente, que se estudien mecanismos externos de arbitraje y mediación en materias de consumo, considerando los requisitos de independencia y neutralidad que deben regir en esta área.





A continuación, se ofreció la palabra al Director de la Asociación Nacional de Empresas de Servicios Sanitarios A.G., ANDESS, señor Julio Reyes.





El señor Reyes planteó que es imprescindible que el SERNAC tenga atribuciones efectivas para cumplir su rol institucional, dado que la protección de los derechos de los consumidores es un pilar fundamental en la sociedad actual.





Expresó que ANDESS opera desde el año 1990 y representa a casi la totalidad de las empresas que prestan este servicio a lo largo de todo el país. Manifestó que sus asociados desarrollan una actividad que está profusamente regulada por normas internas, cuya fiscalización se encuentra en manos de un órgano administrativo especializado, que es la Superintendencia de Servicios Sanitarios. Ésta dispone de un variado abanico de atribuciones, que le permite supervisar el ciclo completo del servicio que prestan las entidades fiscalizadas tanto en la parte técnica como en la comercial, desde una óptica centrada en la protección del interés del consumidor, como se observa en el siguiente cuadro:
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Manifestó que atendida la profusa regulación a la que ya está sometido el sector de empresas que representa, se plantean diversas observaciones respecto del proyecto en estudio, las que pasó a desarrollar en el siguiente orden:

Indemnización punitiva prevista por el artículo 25





Planteó que surgen dudas respecto de la naturaleza de esta norma, pues no es posible dilucidar si se trata de una sanción destinada a disuadir al infractor o de una suerte de compensación legal tasada de los eventuales perjuicios que pueda sufrir el consumidor.





Expresó que esta institución tiene claros visos discriminatorios, pues no se aplica a todos los infractores, sino sólo a cierto tipo de empresas, que no tengan contempladas en sus normativas sectoriales reglas sobre estas materias. Además, aparece como desproporcionada, porque se suma a las demás indemnizaciones que prevé el ordenamiento para el consumidor afectado, además de que no distingue la gravedad de los hechos, la intencionalidad del autor o el grado de negligencia con el que actuó, ni las ulteriores acciones de mitigación del daño causado que puso en práctica.





Explicó que lo anterior resulta patente si se hace un ejercicio hipotético con las normas despachadas en el trámite anterior para un caso de corte de agua por un día y fracción superior a 4 horas. En esa situación, dijo, el escenario que podrían enfrentar tres empresas sanitarias distintas de nuestro país sería el siguiente:
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Manifestó que el cuadro anterior demuestra que el nuevo mecanismo de multas que se propone impone sanciones que llegan a ser descomunales. Añadió que frente a empresas sanitarias más pequeñas con facturaciones menores, éstas podrían implicar incluso un riesgo para la continuidad del giro.

Daño moral colectivo





Explicó que esta figura se incorpora en el artículo 51 del proyecto y prevé una indemnización extra de este tipo cuando se ha afectado la integridad física o síquica o la dignidad de los consumidores. Señaló que el problema de dicha regla estriba en considerar daños de este tipo, que por su propia naturaleza son individuales, a aquellos que se infligen a conjuntos o subconjuntos indeterminados de personas. Indicó que este punto va más allá incluso de la evidente complejidad probatoria del asunto.

Multiplicidad de multas





Recordó que las disposiciones sectoriales que rigen a las empresas sanitarias establecen tipos infraccionales agravados cuando se trata de fallas que afectan a la generalidad de los clientes de una determinada zona geográfica o localidad, criterios que se reiteran en los artículos 24 y 25 del proyecto, antes analizados.





Manifestó que el principio ne bis in ídem supone que no puede juzgarse en dos o más ocasiones un mismo hecho. Pese a ello, el proyecto considera que por regla general sería posible volver a considerar, en procesos sancionatorios distintos, los elementos antes señalados, pues sólo se prevé la incompatibilidad de la imposición de sanciones administrativas sucesivas -y no de juzgamientos-, y nada se dice de las que se impongan por sentencia judicial. Se exige que se haya tenido en consideración la vulneración de los derechos de los usuarios, lo cual también puede provocar conflictos interpretativos pues no se contempla un parámetro que la ley exija apreciar cuando se trata de un órgano contralor técnico. Manifestó que ello deja abierta la posibilidad de resoluciones contradictorias, pues perfectamente el organismo técnico especializado puede exculpar a una empresa sanitaria por considerar que una falla del servicio no le es imputable y que, posteriormente, por el mismo hecho, el SERNAC juzgue y sancione al mismo sujeto por el mismo hecho. Además, desconoce los mecanismos de atribución de competencia, porque también es perfectamente posible que la agencia de protección del consumidor proceda a juzgar y sancionar a una empresa sanitaria antes de que lo haga el organismo técnico respectivo.





A manera de colofón, explicó que las empresas de servicios sanitarios de Chile cuentan con altas exigencias en materia de normativa y sancionatoria, con una autoridad sectorial activa -la Superintendencia de Servicios Sanitarios- que fiscaliza constantemente el cumplimiento con una visión de resguardo al cliente. A la vez, agregó, debe tenerse en vista que la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor tiene un carácter general y supletorio a las normas sectoriales de las industrias cada área, por lo que cualquier modificación a la primera debe evitar situaciones de conflicto con las reglas técnicas, procedimientos y regímenes sancionatorios de la regulación sectorial.





Expresó que una norma general que regule los derechos del consumidor debe evitar confusiones normativas y problemas interpretativos, porque a la larga ello torna más gravoso para el propio consumidor obtener la adecuada compensación cuando sus derechos han sido vulnerados de cualquier manera.





El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo planteó que este proyecto constituye un esfuerzo significativo en favor de las asociaciones de consumidores, a la vez que considera los resguardos necesarios para asegurar el buen uso de los recursos fiscales.





Puntualizó que el SERNAC es un organismo estatal que debe velar por el interés público comprometido en su área de acción. Ello, precisó, supone proteger los derechos de los consumidores establecidos en la ley y no sólo la posición de ellos, cualquiera sea la pretensión que levanten.





Manifestó que esta iniciativa se funda en el respeto al principio de especialidad y en impedir que existan procedimientos administrativos o sanciones dobles por una misma conducta. Expresó que estos mecanismos fueron debatidos y desarrollados en la discusión previa que tuvo lugar en la Comisión de Economía y que el Gobierno está abierto a introducir en este trámite las modificaciones que sean necesarias para asegurar dichas reglas.





A continuación, se ofreció el uso de la palabra al asesor legal de ANDESS, señor Mario Mira, quien planteó que el problema de este proyecto de ley no estriba en la existencia de reglas supletorias que se aplicarán a casos de compensación de las molestias típicas que sufren las personas a causa de una interrupción indebida del servicio, sino en la arbitrariedad que, a su juicio, se produce porque las normas sectoriales establecen reglas precisas de compensación a raíz de interrupciones indebidas, que en general multiplican por dos el costo de falla. En cambio, continuó, en la formulación actual del proyecto una interrupción de más de 4 horas se sanciona con un mes de suministro. Explicó que esa diferencia es casi de 100 veces, lo que supone una desproporcionalidad manifiesta y constituye una de las preocupaciones de la asociación que representa.





El señor Director Nacional de SERNAC observó que, como contrapartida a la afirmación planteada por las empresas de telecomunicaciones en una sesión pasada, acá representantes acreditados de otra industria regulada reconocen el carácter supletorio de las multas e indemnizaciones establecidas por el proyecto.





Expresó que para los casos de infracciones que afecten el interés colectivo no existe la posibilidad de aplicar sanciones que, además, tengan en consideración la multiplicidad de los afectados, por el juego de referencias internas que plantea el proyecto.





Respecto del tema de las mediaciones colectivas, manifestó que las observaciones formuladas podrían derivar de un problema conceptual, en cuanto a que no se observa que en la actualidad el SERNAC aplica en forma masiva un procedimiento que resuelve de manera rápida y eficiente los reclamos de los consumidores, que supone la participación voluntaria de las empresas mencionadas. Éstas, dijo, comparecen fuera del ámbito judicial, sin reconocer su responsabilidad, sin multas y ofreciendo soluciones en contextos colectivos. Explicó que más allá de los nombres que se utilicen, las reglas propuestas sobre mediación colectiva tienen por finalidad regular de mejor forma algo que ya existe y que funciona en la práctica.

Sesión del 5 de septiembre de 2016

En la sesión siguiente, la Comisión escuchó a un conjunto de académicos especialistas en la materia en estudio, integrado por los profesores señores Jorge Correa, Mauricio Tapia, Alejandro Ferreiro, Juan Pablo Olmedo y Arturo Fermandois.





En primer término, se ofreció la palabra al abogado señor Jorge Correa Sutil, quien manifestó que su exposición corresponde a un trabajo desarrollado a requerimiento de la Confederación de la Producción y el Comercio, el cual aborda dos de los temas que se desarrollan en el proyecto en análisis, que son el nuevo régimen indemnizatorio y las sanciones que se prevén por interrupción de servicios básicos.





En relación con el primer tema, centró su análisis en la nueva indemnización punitiva que establece el inciso tercero del artículo 25. Explicó que la ley prevé que frente a una infracción, además de las multas que procedan, deberán indemnizarse de manera individual o colectiva los perjuicios efectivos que se hayan provocado y además procederá un título nuevo de resarcimiento, contemplado en la disposición antes citada. Señaló que esta norma no estaba contemplada en el texto original de la iniciativa y fue introducida en el trámite constitucional anterior, en el examen que hizo en su momento la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados.





Manifestó que la redacción adoptada en su oportunidad, que ha pasado sin modificaciones a los trámites reglamentarios posteriores, no es clara. Expresó que después de una primera lectura de la norma, parece que en el caso de suspensión, paralización o no prestación sin causa justificada de un servicio de agua potable, gas, alcantarillado, energía eléctrica, telecomunicaciones, teléfono o recolección de basura o elementos tóxicos, el proveedor deberá indemnizar al consumidor afectado por cada día de infracción, con un monto equivalente al cobro efectuado en el mes anterior, con un tope máximo de 12 días. Señaló que aunque la redacción es confusa, del tenor literal de la disposición y de la historia fidedigna de su establecimiento podría entenderse que es un día de indemnización por cada día de no prestación del servicio, con un tope máximo de 12 días. Con todo, planteó que es evidente que la disposición se presta para confusión, razón por la cual sería mejor reformularla en este trámite para aclarar el punto.





En otro orden de materias, destacó que el inciso primero del artículo 25 prevé que la regla anterior procederá cuando la no prestación del correspondiente servicio tenga lugar "sin justificación". Manifestó que esta cláusula es de uso corriente en el resto del ordenamiento, de modo que no siendo posible exigir que la ley agote su significado estableciendo un grupo cerrado de circunstancias de hecho en que ello se aprecia, al menos deberían darse ejemplos a título ilustrativo, como sería el caso de los cortes de suministro ordenados por la autoridad.





Retomando el análisis del inciso tercero de la disposición, planteó que la oración final prevé que la nueva indemnización punitiva sólo tendrá lugar en los casos en que las leyes especiales que regulen la industria afectada no contemplen una indemnización de la misma naturaleza. Explicó que el quid del asunto está, entonces, en desentrañar la naturaleza jurídica de este nuevo título de resarcimiento, a efectos de compararlo con la normativa sectorial vigente. Añadió que una derivación de lo anterior es que la incompatibilidad antes anotada se predica respecto de la normativa especial sectorial y no de la ley del consumidor, por lo que en principio se puede afirmar que la nueva indemnización punitiva es plenamente acumulable a la indemnización individual o colectiva por los perjuicios efectivos que haya sufrido el consumidor en el régimen común.





Volviendo al análisis del significado de la expresión "indemnización de la misma naturaleza", planteó que en diversas leyes especiales atingentes a esta materia hay ejemplos de normas que establecen indemnizaciones legalmente tasadas -por ejemplo, el duplo o triple del precio del plazo que duró la interrupción-, y surge entonces la pregunta de si la idea de "daño punitivo" equivale a ello o tiene una naturaleza similar. Explicó que a favor de esa conclusión se anota el hecho de que en ambos casos se trata de un mecanismo establecido en la ley para calcular el monto de la indemnización y, en contra, el hecho de que, al parecer, detrás de la idea del daño punitivo parece estar la voluntad de sancionar una conducta y no sólo de indemnizar.





Expresó que otra perspectiva de análisis es la constitucionalidad de la indemnización punitiva. Sostuvo que, en principio, las cláusulas legales de avaluación anticipada de perjuicios considerando un rol punitivo se pueden considerar compatibles con el texto constitucional vigente, tal como ya fue validado por el Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en los roles 694 y 695, refundidos. Con todo, expresó se trata de un punto que puede ser discutido en el futuro en esa sede, teniendo en vista el enriquecimiento ilícito que ello importa y, sobre todo, considerando que la actual redacción permitiría concluir también que el cálculo que corresponde es un mes de indemnización por cada día de interrupción, lo que sumado a la posible demanda por los perjuicios individuales y colectivos, termina en un resultado a todas luces irracional, que retrotrae el asunto a la regla constitucional que proscribe la arbitrariedad.





Por otra parte, sostuvo que la situación anterior es un asunto sensible, pues los artículos 2º bis y 50 P de la ley establecen la improcedencia de la doble imposición de multas por el mismo hecho, una por infracción de la ley sectorial y otra por la infracción de la Ley de Protección de los Derechos de los Consumidores. No obstante, continuó, no existe una regla de ese tipo respecto de las indemnizaciones por uno u otro estatuto, las que entonces son perfectamente son acumulables. Por ello, debería precaverse la objeción anterior de constitucionalidad y cuidarse también de la apreciación de un reproche por discriminación arbitraria, pues cálculos legales muy distintos para determinar una indemnización dependiendo de la industria de donde provenga el infractor podría considerarse que tienen el defecto antes anotado.





Enseguida, centró su análisis en la nueva regla que hace procedente el daño moral en las demandas colectivas. Expresó que la primera cuestión que llama la atención en esta materia es que el daño moral lo padecen las personas de forma distinta, atendiendo a sus características individuales. Manifestó que el proyecto considera una serie de resguardos para acreditar vías de prueba efectivas de estos perjuicios, pero subsiste el problema inicial de dilucidar si colectivos indeterminados y no personas individuales pueden sufrirlos.





A continuación, se refirió al segundo tema anunciado, esto es, el nuevo régimen sancionatorio previsto por el proyecto. Como primera cuestión, expresó que la reglamentación que se introduce establece una posibilidad cierta de aplicar una multiplicidad de sanciones, lo que contradice abiertamente la prohibición constitucional del ne bis in idem, o la prohibición de sancionar dos veces la misma conducta, que el Tribunal Constitucional advierte en el número 3º del artículo 19, haciéndolo extensible desde el derecho penal al derecho administrativo sancionatorio, con ciertos matices.





Expresó que tanto en las hipótesis contempladas en las tipificaciones infraccionales de las leyes sectoriales como en las nuevas reglas contempladas por el proyecto hay una misma conducta material sancionada y en ambos casos se imponen castigos amparados en una misma finalidad preventiva. Esto, dijo, configura abiertamente el ne bis in ídem y torna en inconstitucionales las reglas introducidas en esta materia. Añadió que también hay que tener en vista que el proyecto prevé la posibilidad de sumar la sanción de la ley del consumidor y la nueva indemnización punitiva del inciso tercero del artículo 25 -que a lo menos en parte tiene carácter sancionatorio-, lo que, en la práctica, supone una triple sanción.





Con todo, expresó que la Excma. Corte Suprema ha tenido una lectura más restringida de esto, pues a lo menos en un fallo ha aceptado que un mismo hecho sea sancionado por la ley del consumidor y por la normativa especial, observando que se trata de tipos infraccionales distintos sometidos a diversos procedimientos.





Hizo notar que, en teoría, el proyecto intenta salvar la posibilidad de la triple sanción antes señalada a través del nuevo artículo 50 P, que lamentablemente tiene una redacción confusa. Expresó que esa disposición discurre sobre la base de impedirle al SERNAC y no a otro ente administrativo o judicial proceder con la citada acumulación de imposición de sanciones y no imposibilita que se incoen procedimientos simultáneos, lo que incentiva una suerte de carrera entre jurisdicciones paralelas que intentan sancionar la misma infracción.





Además, señaló, la norma citada requiere que se haya tenido en cuenta la vulneración de los derechos de los usuarios o consumidores, lo que importa una exigencia extra para el razonamiento de la autoridad paralela que conoce del procedimiento y aplica la sanción, que no necesariamente está considerada en el tipo infraccional.





Observó que el artículo 50 P cierra la regulación del tema con una disposición restringida, porque impide las dobles sanciones en sede administrativa que cumplan las condiciones anteriores, pero nada dice de las resoluciones judiciales dictadas con el mismo fin.





Expresó que la formulación de la disposición citada fue modificada por la Comisión de Economía del Senado. En efecto, el texto despachado en primer trámite constitucional era menos estricto, ya que permitía limitar la actividad sancionadora del SERNAC en caso de que existiera la posibilidad de que la misma conducta fuere objeto de un procedimiento paralelo incoado por otra autoridad. Ahora, añadió, se exige que la sanción paralela haya tenido lugar.





Concluyendo su intervención, señaló que el proyecto en estudio requiere, a lo menos, tres correcciones mayores referidas a los siguientes aspectos:





- Si se insiste en mantener una indemnización con el carácter de punitiva, a lo menos debería contemplarse algún baremo que considere el nivel de responsabilidad del infractor o la extensión del daño, en forma similar a lo que se considera para el resto de las sanciones;





- Cabría introducir alguna regla que permita compatibilizar mejor las indemnizaciones en procedimientos colectivos con la indemnización punitiva, y





- También procedería contemplar criterios que eviten la doble sanción de las leyes especiales y de la ley del consumidor, o que a lo menos las compatibilicen, evitando discriminaciones arbitrarias.





A continuación, se ofreció el uso de la palabra al profesor señor Mauricio Tapia, quien inició su intervención poniendo de manifiesto la necesidad de contextualizar esta discusión legislativa.





Expresó que en términos comparados, Chile adoptó tardíamente la protección de los derechos de los consumidores, la que fue acogida a regañadientes, tal como lo demuestra la escasa aplicación práctica que tuvo hasta la reforma del año 2004. Explicó que, entre otras cosas, dicha reforma eliminó cosas incomprensibles como la posibilidad de que el proveedor impusiera a su voluntad un árbitro para resolver los pleitos en los que se viera envuelto con sus clientes e incorporó una versión muy restringida de las acciones colectivas, que planteaban una formulación original inoperable hasta que se reformaron los requisitos de admisibilidad. Recordó que, posteriormente, en el año 2011 se introdujo una nueva reforma que originalmente se anunció como un paso relevante, pero que a la postre se tradujo en meras obligaciones de información para el mercado financiero, las que fueron notoriamente debilitadas en el correspondiente reglamento. Como contrapartida, no se introdujeron reformas orgánicas al SERNAC ni se establecieron nuevas vías para controlar los abusos en ese ámbito crítico.





Connotó que las modificaciones legales anteriores configuran el panorama actual de la protección de los consumidores, que es particularmente insuficiente, sobre todo en comparación a las jurisdicciones comparadas. Manifestó que esta afirmación tiene múltiples manifestaciones, como es la virtual inexistencia de jurisprudencia relevante sobre cláusulas abusivas. Indicó que ese es un problema grave, porque la jurisprudencia es la llamada a extraer las consecuencias prácticas de las leyes en base al análisis de los correspondientes casos.





Planteó que el fenómeno anterior se debe a que el diseño legislativo consideró que los pleitos sobre consumo serían conocidos por una jurisdicción que no es la técnicamente adecuada para ello, como son los juzgados de policía local. Manifestó que la versión original de esta iniciativa introducía un importante cambio a ese respecto, trasladando la competencia para conocer de estas materias a los juzgados de letras en lo civil. Lamentablemente, continuó, los trámites reglamentarios posteriores retrotrajeron este planteamiento a la sede jurisdiccional actual, que es deficitaria.





Postuló que la norma actual contenida en el artículo 2º bis, que exceptúa la aplicación de las normas de protección al consumidor en todos aquellos sectores que tienen una regulación propia, es una originalidad chilena que va contra el sentido común, pues la lógica básica indica que las reglas sobre protección de los consumidores están destinadas, precisamente, a proteger a los consumidores y no buscan regular la economía. Expresó que tras esta disposición hay un error de conceptos pues el consumo es la matriz de regulación de la actividad económica.





Explicó que la regla anteriormente citada ha dado lugar a innumerables problemas en la práctica y retrasa en promedio 6 meses los juicios, puesto que termina siendo una suerte de defensa de estilo de todos los proveedores demandados, dado que no existe un área de la economía que no esté sujeta a alguna clase de regulación.





En otro orden de materias, planteó que es patente la insuficiencia del esquema sancionatorio vigente, tal como quedó demostrado hace poco tiempo con el fallo SERNAC CENCOSUD, en el que se acreditó una defraudación a los consumidores cercana a los USD $ 70.000.000, y se impuso una multa que alcanzó la modesta suma de $ 2.000.000.





En relación con la modificación que se propone a las facultades del SERNAC, planteó que la discusión debe partir por considerar que nuestra agencia de protección del consumidor es la que tiene menos facultades en la región, distando mucho de otros estándares comunes en las jurisdicciones comparadas, que coinciden en otorgar a sus organismos internos especializados facultades en materia de mediación, pesquisa, fiscalización y sanción.





Tocante a las nuevas facultades que el proyecto plantea, opinó que las atribuciones relativas a la fiscalización parecen ser las adecuadas y que las referidas a interpretación resultan particularmente necesarias, pues en base a ellas podrán establecerse normas generales que simplificarán las relaciones de consumo. En efecto, tanto proveedores como consumidores tendrán acceso de antemano a estándares claros que permitirán dilucidar lo que está prohibido y lo que es lícito en cuestiones tan importantes como las cláusulas abusivas o los criterios de aplicación de multas. Planteó que también es muy positivo que esta nueva atribución de competencias se desarrolle con el apoyo de un consejo normativo independiente, abocado a este propósito particular, que en ningún caso se transformará en una instancia de dirección colectiva del SERNAC, lo que sería una receta segura para tornarlo en inoperante.





Respecto de las nuevas facultades de sancionar, anotó que son muy relevantes, pues amén de la rapidez que provee el procedimiento administrativo, éste resuelve asuntos relativos a sumas mal habidas respecto de las cuales procede la restitución, sin requerir un pronunciamiento judicial antecedido de un trámite de lato conocimiento. Expresó que tal esquema existe en el presente en la regulación de algunas Superintendencias, que pueden declarar que un cobro por un servicio regulado fue mal efectuado, por lo que procede la devolución a los consumidores de las sumas incorrectamente percibidas, dejando siempre abierta la posibilidad de que la empresa solicite la revisión de la decisión administrativa ante la instancia judicial que corresponda.





Manifestó que otro aspecto que releva la importancia del nuevo esquema sancionatorio es el hecho de que la imposición de una sanción administrativa tiene valor probatorio, porque acredita la existencia de culpa infraccional, que es un antecedente para la procedencia de la indemnización que declarará el juez en el procedimiento para perseguir la responsabilidad civil. Expresó que uno de los mayores problemas que enfrenta el consumidor en los juicios que desea llevar adelante es que se ve en la necesidad de probar todo, dado que hay una aplicación equivocada de la legislación, pues la regla general establecida en el artículo 1547 del Código Civil expresa que la prueba de la diligencia o cuidado incumbe al que ha debido emplearlo, o sea, al proveedor.





En este contexto, explicó que la idea de introducir una carga probatoria dinámica que plantea el proyecto debería estudiarse con más cuidado. Recordó que esta institución sólo opera en España y en algunas provincias argentinas y que, en resumidas cuentas, establece que la carga de la prueba le corresponde a quien el juez considere que está en mejores condiciones de asumirla. Expresó que esta regulación genera inseguridad jurídica, añadiendo que en el caso del consumo, la respuesta alternativa es mucho más plausible y consistirá en invertir derechamente la carga de la prueba y establecer que el proveedor, que se supone que es un profesional de su área, tendrá que acreditar que empleó el cuidado debido.





Vinculado con lo anterior, volvió al punto relativo a la competencia. Expresó que, en la actualidad, la competencia de los tribunales civiles se centra en tres materias: las cobranzas, que ocupan casi el 90% de la capacidad actual; los contratos y la responsabilidad civil. Manifestó que hay cierto consenso en que la tramitación de las cobranzas debe salir de la competencia habitual de los tribunales. Explicó que la competencia relacionada a contratos se refiere a casos medianos y pequeños, pues las disputas relativas a grandes contratos quedan entregadas al arbitraje. Expresó que los problemas típicos que enfrentan las relaciones de consumo son, justamente, contratos y responsabilidad.





Planteó que todavía hay problemas con la duración de los procedimientos comunes en materia civil, pero se supone que hay un proyecto de reforma procesal civil en marcha, además de que en paralelo se ha avanzado en la elaboración de procedimientos especiales para los juicios de consumo. Estos últimos, dijo, son problemas contractuales masivos que interesan a las personas, que hoy no se resuelven de manera adecuada pues los juzgados de policía local no disponen de la infraestructura y la profundidad suficiente.





A continuación, se refirió a los aspectos infraccionales e indemnizatorios del proyecto. Recordó que las multas están regidas por el derecho administrativo sancionatorio, que tiene varios puntos de contacto con el derecho penal y que, en general, se someten a las garantías propias de ese ordenamiento. Por su parte, las indemnizaciones son compensaciones para las víctimas.





Expresó que tanto las multas como las indemnizaciones buscan generar efectos disuasivos.





Señaló que la opción por las multas impone varios desafíos relativos al debido proceso y al cumplimiento de las garantías vinculadas a la pena. Con todo, advirtió, hay que tener cierta precaución con traslapar en forma automática la prohibición del ne bis in ídem penal, porque en materia infraccional muchas veces distintos ordenamientos cautelan bienes jurídicos de la más diversa índole.





Por su parte, añadió, las indemnizaciones tienen la ventaja de ir directamente a las víctimas, aun cuando en materia de consumo tienen la desventaja de que los perjuicios que sufre cada cliente son comparativamente bajos como para que individualmente se incentive la litigación, aunque se trate de una gran cantidad de afectados. En razón de ello, se establecen las acciones colectivas y se permite la participación de asociaciones de consumidores. Indudablemente, argumentó, el interés por litigar mejora si aumentan los montos indemnizables.





Relacionado con lo anterior, planteó el problema de los daños punitivos. En cuanto indemnización destinada a las víctimas, tiene en parte un carácter reparatorio, al cual se agrega un rol sancionatorio, pero con la precisa salvedad de que, a diferencia de las multas, no termina en el erario fiscal. Expresó que la naturaleza punitiva de la indemnización es un asunto conocido en las legislaciones comparadas y que incluso en nuestro ordenamiento jurídico tiene un importante punto de contacto con la indemnización por el daño moral, que por su propia naturaleza no repara el patrimonio de las víctimas, sino que las compensa por medio de una pena privada. Dijo que así lo consignó el tratadista francés George Ripert al referirse a la regla moral en las obligaciones civiles y que así también lo ha considerado invariablemente la jurisprudencia nacional.





Manifestó que la apreciación jurisprudencial de este tipo de daños atiende a la gravedad de la culpa, aplicando una regla clásica del Código Civil, contenida en su artículo 1558, que permite extender el ámbito de perjuicios indemnizables cuando la conducta es dolosa.





Expresó que el único inconveniente práctico de la indemnización punitiva es el cálculo de los montos involucrados. Señaló que lo que parece más adecuado es establecer una regla numérica simple y no una disposición abierta que deba ser apreciada para cada situación, lo que en ningún caso puede considerarse como una fuente de enriquecimiento ilícito para las víctimas, de la misma forma que no lo es la indemnización por el daño moral.





Respecto del daño moral en las acciones colectivas, manifestó que en el año 2004 deliberadamente fue excluido, sin que se expresara una razón clara para ello. Expresó que en el último caso de daños colectivos de grandes proporciones que conoció la Corte Suprema, relativo a la colusión de precios de las farmacias, fue evidente que hubo importantes daños morales para todas las personas que dependían de medicamentos para el tratamiento de enfermedades crónicas, derivados de la angustia vivida a causa del importante aumento de precios que se registraron en cortos períodos de tiempo. Indicó que la práctica uniforme de nuestros tribunales indica que esa angustia es reparable por la vía de los daños morales, porque se trata de una afectación injusta de intereses extrapatrimoniales.





Señaló no se observa ningún inconveniente práctico o constitucional para que se establezcan vías para indemnizar colectivamente los daños morales, por lo que resta al legislador optar por dos vías para su concreción, que son exigir para cada consumidor la acreditación del daño sufrido, lo que torna impracticable la institución, o elaborar una regla que permita una suerte de estandarización por criterios fijados por el juez. Recordó que el daño moral nunca ha estado sujeto en Chile a parámetros estrictos de cálculo y que, por el contrario, siempre ha regido entre nosotros una regla de apreciación judicial prudencial.





Finalizando su intervención observó que, con todo, deben revisarse las reglas que se introdujeron para este tema en la Comisión de Economía de la Corporación. Observó que la modificación al artículo 51 establece que el daño moral debe ser probado, pero a renglón seguido permite que el juez, prudencialmente, construya las categorías de perjudicados a efectos de asignarles indemnizaciones diferenciadas. Expresó que ambas reglas son incompatibles y pasan por encima de la jurisprudencia asentada por nuestros tribunales, que pregona que el daño moral no se prueba, sino que se infiere de antecedentes acreditados. De esa forma, no es necesario probar el sufrimiento que significó la muerte repentina de un pariente directo, sino que ello se infiere de la pura cercanía cotidiana entre la víctima y el fallecido.





A continuación, la Comisión escuchó al abogado señor Alejandro Ferreiro.




El señor Ferreiro planteó que su presentación se dedicaría a los elementos de gobierno corporativo que considera el proyecto de ley en discusión, en base a un informe que le fuera solicitado por la Cámara de Comercio de Santiago.





Como consideración de índole general, manifestó que no tiene mayores cuestionamientos a las nuevas facultades que se le confieren al SERNAC, las que obedecen a una tendencia mundial y a la pertinencia de llenar un vacío institucional existente en esta materia.





Expresó que el punto está en dilucidar si el gobierno corporativo con el que el proyecto dota a la institución asegura que las nuevas atribuciones se ejerzan de manera idónea. Indicó que la iniciativa considera cuatro grupos de nuevas atribuciones, a saber, la posibilidad de imponer sanciones; la capacidad de interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores; la de dictar normas de carácter general, y la de llevar a cabo el procedimiento de mediación colectiva asociado al resguardo de intereses difusos o colectivos.





Precisó que a mayor cantidad de nuevas atribuciones que se otorguen, mayor cuidado habrá que tener con los mecanismos necesarios para ejercerlas.





En relación con el titular de estas atribuciones, planteó que parece relevante reflexionar sobre el mérito de transitar a modelos que establezcan el ejercicio de las mismas por órganos colegiados, como se consideró en el proyecto de ley que introduce una Comisión de Valores, que tendrá a su cargo el ejercicio de las facultades normativas y sancionadoras de la actual Superintendencia de Valores y Seguros.





Respecto de la forma como se ejercen estas atribuciones, sostuvo que en la doctrina comparada se ha identificado un conjunto de buenas prácticas, que son recogidas en parte por el proyecto.





Planteó que un punto a favor de la actual formulación es considerar, como trámite obligatorio previo para ejercer la facultad de dictar normas, la consulta pública. Con todo, añadió que no se contempla -debiendo establecerse-, una evaluación ex ante del impacto de la regulación que se propone adoptar, pues es una forma de que la consulta pública previa sea informada. Expresó que en este ítem se encuentran la definición adecuada que se quiere enfrentar con la nueva norma; la justificación de la intervención del órgano; la evaluación de costos y beneficios que se esperan, etc. Manifestó que este punto es particularmente importante, debido a que los actos que regularía el SERNAC tienen un ámbito de aplicación masivo, por lo que la correspondiente normativa podría abarcar casi cualquier área.





Otro punto relativo a la facultad de dictar normas generales, continuó, es mejorar el estándar de apertura de la consulta pública. Explicó que el proyecto prevé un plazo común de 20 días, que en principio es muy limitado y, sobre todo, no tiene en consideración la necesaria distinción que hay que hacer entre consultas relativas a proyectos de normas breves o con poco impacto y las que -en cambio-, se refieren a asuntos complejos y de amplia trascendencia. Señaló que el plazo base debería ampliarse si de verdad quiere establecerse la posibilidad de que la comunidad allegue datos útiles para la adopción final de la norma propuesta.





Como tercer aspecto de este nuevo campo de atribuciones, planteó que el resultado del ejercicio la nueva facultad interpretativa debe ser entendido como una actividad que en último término sólo obliga a la Administración. Ello, porque tiene por finalidad estandarizar los criterios de entendimiento de las reglas generales frente al ejercicio de las demás funciones del SERNAC, como la fiscalización o la aplicación de sanciones por parte de una agencia que tiene 15 direcciones regionales. Manifestó que el particular afectado puede someterse de buena fe a la interpretación propuesta por esa autoridad, caso en el cual su actuación debería considerarse per se lícita. Como contrapartida, debería siempre quedar la opción de desafiar la interpretación dictada por la autoridad recurriendo a los tribunales, pues esa instancia es la que tiene en su mano la función de determinar, con efectos obligatorios, el sentido o alcance de una norma para un caso concreto.





En relación con la forma como se establecen las sanciones, adujo que el proyecto considera una elevación relevante de las multas que se pueden imponer, reservando para el SERNAC la aplicación de la mayoría de éstas. Expresó que ante ello, cabe preguntarse si supera las exigencias del debido proceso el hecho de que se reserve al director regional la atribución de imponer un castigo pecuniario y si ello importa una efectiva separación de las funciones de instrucción y decisión sobre la materia. Planteó que hay un conjunto de infracciones de escaso monto donde esta separación podría no ser gravitante, pero cuando se trata de sanciones de mayor entidad podría considerarse que la decisión final sobre el asunto esté en manos de un órgano colegiado que no dependa de la estructura jerárquica del servicio, pues además del mayor grado de independencia que importa un cuerpo colegiado paralelo a la línea jerárquica, ello permitirá establecer una cuota de estandarización de la aplicación de criterios sancionatorios. Con todo, manifestó que si se opta por este camino es necesario ampliar la cantidad de consejeros y revisar su forma de nombramiento.





Connotó que un tema pendiente es incorporar una regulación similar a la que contenía el artículo cuarto transitorio que la Comisión de Economía desechó. Indicó que frente a la nueva competencia para dictar normas generales, es importante considerar en el proyecto alguna regla que resuelva los posibles conflictos de competencia con otros órganos reguladores o que tengan facultades de fiscalización o de sanción en áreas vinculadas al campo de acción del SERNAC. Indicó que ante la debilidad del diseño orgánico original de esa institución, muchas superintendencias y órganos reguladores asumieron la protección de los usuarios de las empresas que están bajo su supervisión. Expresó que en materia sancionatoria no es un buen criterio que el que castigue sea siempre el que primero actúe.





Recordó, finalmente, que en el ámbito normativo siempre está la posibilidad de que el órgano sectorial sea escuchado, pero al final de cuentas hay que establecer un mecanismo para dirimir las legítimas diferencias que puedan surgir entre el SERNAC y un organismo sectorial que quieran regular la misma área de la economía.





A continuación, se ofreció el uso de la palabra al abogado señor Juan Pablo Olmedo.




El señor Olmedo planteó que su presentación también abordaría el diseño orgánico del SERNAC, pero desde la perspectiva de los derechos humanos, puesto que los derechos del consumidor son derechos humanos de tercera generación. Anunció que consideraría también la necesidad de establecer declaraciones de intereses y un código de conducta para las organizaciones de consumidores y de revisar los estatutos de transparencia de esas instancias y del propio SERNAC.





Desde el punto de vista de la coordinación gubernativa, sostuvo que una alternativa a la anteriormente planteada sobre el artículo cuarto transitorio que rechazó la Comisión de Economía, es considerar la incorporación del SERNAC en el Comité Interministerial Especial de la ley Nº 20.885, que permite hacer definiciones de política nacional.





En seguida, abordó la nueva regulación que se propone para las asociaciones de consumidores. Explicó que el artículo 9º establece nuevas prohibiciones para esas agrupaciones relativas a la distribución de fondos y las vincula a los términos del artículo 100 de la ley Nº 18.045, que establece un listado muy exhaustivo de entes que se consideran relacionados con uno principal. Manifestó que esto es un avance, aun cuando parece ser de difícil fiscalización, a menos que se incorpore la obligación de que los directivos de esas agrupaciones hagan declaración de intereses y se sometan a un código de conducta. Planteó que estas ideas no son nuevas, pues el artículo 12 de la Convención de Naciones Unidas sobre la Corrupción regula una serie de obligaciones para el sector privado, entre las que se considera este tipo de instituciones.





Respecto de las obligaciones de transparencia que el proyecto contempla para estos entes de la sociedad civil, planteó que es interesante lo que prescribe el artículo 2° del proyecto, que modifica el artículo 16 del decreto ley Nº 2.757, sobre asociaciones gremiales. Allí se impone una obligación de transparencia activa para las asociaciones de consumidores, consistente en la publicación electrónica de declaraciones sobre sus fuentes de financiamiento certificadas por auditoras independientes y la obligación de comunicar esta información al Ministerio de Economía, el que deberá elaborar estándares de transparencia al efecto.





Expresó que el ámbito natural de ampliación de las obligaciones de transparencia son un tipo de organizaciones privadas como las asociaciones de consumo, por lo que las modificaciones planteadas al respecto en el proyecto de ley son positivas. Con todo, sostuvo que hay ciertos puntos que aún deben ser mejorados, como el hecho de que la sede natural para fijar estándares de transparencia es el Consejo para la Transparencia y no el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, tal como se hizo en la reciente modificación de la ley de partidos políticos, que dejó en manos de aquel Consejo la regulación sobre un punto muy similar. Por otra parte, no se establecen responsables definidos de estas obligaciones ni acciones populares para exigir su cumplimiento.





Respecto de las obligaciones de transparencia activa que incumben al SERNAC, se refirió a dos puntos. En primer término, llamó la atención sobre la idea del artículo 58 A, que impone a la agencia la obligación de elaborar un plan anual de fiscalización cuyas directrices generales serán públicas, lo que se considera una buena medida, debiendo complementarse con otra regla que ampare esta obligación en las normas generales de transparencia activa del SERNAC. También procedería considerarla como parte de la cuenta pública anual que le corresponde a esta agencia. En segundo lugar, en lo relativo a la nueva atribución general para la aplicación de sanciones que establece el artículo 58 C del proyecto, postuló que deberían considerarse también obligaciones de transparencia activa en lo relativo a la revelación de información estadística general sobre el uso de esta atribución y sus resultados.





En seguida, pasó a revisar el sistema de fondos concursables previsto para las referidas organizaciones de consumidores y el esquema para asignación de financiamiento destinado a la asistencia legal de los afectados. Sobre el primer elemento, hizo tres observaciones: en primer término, expresó que el esquema general de fondos concursables para actividades privadas es un mecanismo que está en retirada en el ordenamiento administrativo nacional, por lo que resulta necesario un esfuerzo argumentativo mayor para plantear su justificación. En segundo lugar, indicó que es extraño que la secretaría abocada a la administración de estos recursos se radique en el Ministerio de Economía y no en el SERNAC, que se supone que es la agencia que sostiene la relación cotidiana con las asociaciones de consumidores. Y en tercer término, opinó que es muy importante que se visibilice la gestión de estos fondos para evitar malas prácticas y desconfianza pública, para lo cual resultaría muy útil que la secretaría a cargo se sujetara a obligaciones de transparencia activa fuertes.





En relación con el esquema propuesto para financiar la asistencia legal de los afectados, afirmó que el proyecto propone una regulación confusa, porque por una parte se le da una competencia amplia a las Corporaciones de Asistencia Judicial, pero a renglón seguido ella se suspende hasta que se establezca el nuevo sistema de asistencia judicial, que es una iniciativa proyectada pero que no tiene un horizonte fijo para su creación. Mientras esa condición suspensiva no se cumpla, observó, esta tarea sería abordada mediante programas especiales suscritos entre el Ministerio de Justicia y el Ministerio de Economía, que implicarán transferencias de fondos entre ambas carteras y la colaboración de las organizaciones de la sociedad civil.





Explicó que el mecanismo ya bosquejado merece algunos comentarios. Señaló que es muy llamativo que esta línea de financiamiento, que incide en un aspecto vital de la defensa de los consumidores, no pase por el sistema de fondos concursables, con los alcances que anteriormente se hicieron al respecto. Agregó que tampoco se releva la importancia de la responsabilidad individual que cabe en este esquema a los abogados que en definitiva asumen el patrocinio y poder, asunto que es central en este tipo de prestaciones. Con ese propósito, instó a considerar la posibilidad de que estas asignaciones no pasen por acuerdos con instituciones públicas o privadas que no tengan como principal labor la defensa judicial o la representación legal profesional y que, en cambio, se incorpore la idea de convenios con agrupaciones de abogados, colegios profesionales regionales de abogados o clínicas jurídicas que funcionen al alero de escuelas de derecho universitarias. Manifestó que un mecanismo similar de tercerización, con las correcciones antes planteadas, podría adoptarse para llevar a cabo la función de mediación.





En otro ámbito, recomendó tener cierto cuidado con la adopción de organismos colegiados autónomos en materias regulatorias, tal como lo demuestra la experiencia en las diversas áreas en que se ha incorporado este sistema. Expresó que no se puede seguir estableciendo institucionalidades ad hoc fundadas en la naturaleza del sector. Planteó que mecanismos como la presidencia rotativa del Consejo para la Transparencia no son eficientes, porque atentan contra el liderazgo, y que tampoco lo es que el jefe de servicio sea un funcionario que no integre el respectivo Consejo, como sucede con el Consejo Normativo que se propone para el SERNAC. Añadió que la práctica también ha demostrado que el sistema de consejeros part time no funciona, por los problemas de funcionamiento interno y porque significa una fuente evidente de conflictos de interés.





Opinó, finalmente, que el modelo que en este caso se debiera seguir es el del proyecto de ley que crea el Consejo de Valores, que establece un nombramiento de dedicación exclusiva comprometido con la misión institucional.





Seguidamente, hizo uso de la palabra el abogado señor Arturo Fermandois.




El señor Fermandois explicó que concurría a la Comisión a título individual y que su exposición se enfocaría en la perspectiva constitucional de la iniciativa en estudio.





Expresó que las observaciones que le merece el proyecto se centrarán en considerar si las nuevas atribuciones que se otorgan al SERNAC son puramente administrativas o si incluyen componentes jurisdiccionales, además del rol que cumple la mediación en el proceso relativo a los consumidores.





En primer término, postuló que diferenciar entre lo administrativo y lo jurisdiccional ofrece cierta complicación, aun cuando resaltan tres criterios de distinción: el monto de las sanciones cursadas; la gravedad de la conducta que se debe apreciar para cursar la infracción (si se trata de un quebrantamiento importante del ordenamiento jurídico o si sólo importa una conducta leve), y si la calificación que se debe hacer comprende una dilucidación jurídica o se trata de una mera constatación de hechos.





Manifestó que en este aspecto el proyecto tiende a contradecir la tendencia relativa a la creación de tribunales especiales que conocen conflictos en áreas específicas de la economía. Sostuvo que muchas de las nuevas atribuciones que se le confieren al SERNAC en el área del consumo quedan en manos de esos nuevos tribunales especiales en el área de su especialidad, por ejemplo, el margen que se otorga para aplicar multas de alto monto. Además, muchas de ellas importan la apreciación de conceptos jurídicos y no las meras constataciones de hecho, como la indemnización por daños punitivos, la verificación de si se está frente a una discriminación arbitraria, la calificación de abusiva de una cláusula contractual dada, etc.





Precisó que los puntos anteriores, según el proyecto, quedan en manos de la apreciación de los funcionarios a cargo y no de los tribunales. Añadió que todas estas atribuciones son más que razonables en el ámbito de la regulación del consumo, pero –precisó- su conocimiento y fallo debería quedar entregado a una instancia jurisdiccional independiente y no al Administrador.





Recordó que históricamente el Tribunal Constitucional ha permitido que ciertas funciones jurisdiccionales queden radicadas en la Administración, imponiendo en todo caso las garantías propias del ejercicio judicial. Sin embargo, añadió, crecientes votos de minoría en resoluciones más cercanas en el tiempo han dejado entrever una suerte de cambio de este criterio, en dirección a la idea de que todos los conflictos de relevancia jurídica deben ser resueltos por instancias que formen parte del Poder Judicial -ya sea como tribunales ordinarios o especiales-, y no por la Administración. Planteó que los criterios generales detrás de este cambio radican en la afirmación del principio de independencia objetiva de la instancia llamada a dirimir y de imparcialidad subjetiva del resolutor. Expresó que estas directrices no se pueden predicar de manera simple y directa cuando se trata de funcionarios del SERNAC llamados a resolver dichas controversias.





Sostuvo que si se quiere legislar para lograr una institucionalidad poderosa en el ámbito del consumo, los problemas antes anotados deben superarse a la luz de los criterios jurisprudenciales actuales del Tribunal Constitucional.





En otro orden de materias, se refirió a las nuevas funciones relativas a la mediación. Expresó que la mediación es un fenómeno nuevo que se está imponiendo en nuestro ámbito y que facilita la solución de controversias pues genera un equivalente jurisdiccional que es eficaz y sobre todo porque impone a las partes revelar sus pretensiones contradictorias. Estos puntos, dijo, suponen la necesidad de asegurar el carácter neutral del órgano llamado a mediar y, como contrapartida, de aplicar la prohibición de que pueda asumir la defensa de una de las partes.





Expresó que el proyecto adolece de problemas en esta área, los que, sin embargo, tienen vías de solución expeditas. Por ejemplo, sacando la mediación de la orgánica de la institución, radicándola en una instancia externa neutral -como muchas regulaciones sectoriales actualmente vigentes-, o por la vía de dejar el asunto como está, pero limitando la posibilidad de que el SERNAC se haga parte en un procedimiento judicial ulterior contra alguno de los que fueron llamados a una mediación previa.





Consideró, en último término, que las aseveraciones y recomendaciones anteriormente expresadas también deben ser recibidas a la luz del comportamiento actual del Tribunal Constitucional, que se ha mostrado más sensible para apreciar estas cuestiones, no sólo en el trámite de control preventivo, sino también en la tramitación de inaplicabilidades por inconstitucionalidad incoadas durante los procedimientos que lleva a cabo el SERNAC.





Luego, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín, quien valoró las intervenciones anteriores, agregando que muchos de los conceptos vertidos provocan que el proyecto en estudio le despierte preocupaciones. En primer lugar, señaló que se han manifestado opiniones muy disímiles respecto del problema del ne bis in ídem y de la procedencia y regulación del daño moral en casos de afectaciones colectivas. Como segundo punto, observó que no se ha abordado la plétora de nuevas atribuciones que esta iniciativa confiere al Director Nacional del SERNAC, ni el hecho de si los contrapesos institucionales que para ese fin se diseñan son adecuados.





Manifestó que la tendencia actual es subrayar la importancia de los derechos de los consumidores, siendo este proyecto una buena respuesta a tal inquietud. En efecto, señaló, no cabe duda que es necesario robustecer las atribuciones del SERNAC y mejorar la condición de los usuarios ante los abusos; entonces, añadió, el problema radica en cómo hacerlo de la manera más efectiva.





Expresó que también parece relevante dar un rol más preponderante al Consejo Normativo, existiendo cierta sombra de duda respecto a si la estructura que se le confiere asegura la operatividad y efectividad de este nuevo ente.





Por otro lado, sostuvo que podría haber ciertos puntos de contacto entre funciones administrativas comunes y atribuciones que parecen ser de corte más bien jurisdiccional en el nuevo esquema que se propone para las facultades sancionatorias, lo que debería dilucidarse en una forma más fina.





A continuación, intervino el Honorable Senador señor De Urresti, quien adujo que frente a las diversas observaciones que se han planteado y a la magnitud de las nuevas atribuciones que se le confieren al SERNAC -que consideró necesarias, dado el escenario actual-, no parece apropiada la opción de insistir por que la competencia para conocer de estas causas siga radicada en los juzgados de policía local sin que se explore la posibilidad de recurrir a la justicia civil ordinaria, que es la sede más evidente para abocarse a estos asuntos.





A su turno, el Honorable Senador señor Araya expresó que en las exposiciones anteriores se perfilan cuatro temas que deben ser resueltos en la discusión subsiguiente de la Comisión. Éstos son:





- La nueva regulación de las multas e indemnizaciones y la forma como se compatibilizan;





- Las fórmulas sobre gobierno corporativo y la manera de precisar cómo se ejercerán las nuevas atribuciones que el proyecto considera para la Administración;





- La regulación y procedencia del principio de especialidad, el que, a la luz de la forma como ha operado el artículo 2º bis vigente de la ley, parece ser más una restricción que una solución, y





- La necesidad de aplicar medidas de transparencia activa a las organizaciones de consumidores y a las entidades que liciten programas de defensa judicial en esta materia.





El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo sostuvo que tras este proyecto está la reformulación de una institucionalidad orientada a fortalecer los derechos de los consumidores, dando cuenta del retraso que existe en nuestro medio respecto a este tema. Planteó que la voluntad del Ejecutivo es que ello se logre con las mayores garantías posibles para todos los involucrados, de manera que a cada uno de ellos le asista el convencimiento que será tratado de manera justa.





Recordó que en el caso de la reforma de la institucionalidad sobre libre competencia se tomaron de manera exitosa todos los resguardos anteriores, añadiendo que en ello a la Comisión de Constitución del Senado le cupo una participación destacada.





Manifestó, enseguida, que el Ejecutivo no comparte las objeciones de constitucionalidad que ha esbozado el profesor señor Fermandois. Ello, señaló, a la larga importa una posición contraria a la existencia de organismos administrativos con facultades sancionatorias, lo que no se condice con el estado actual de nuestro ordenamiento jurídico administrativo, con el funcionamiento cotidiano del mismo ni con las reformas y modernizaciones que en ese sentido ha aprobado el Parlamento en el último tiempo. En dichas reformas, añadió, se ha tenido especial cuidado con el resguardo del debido proceso administrativo y la regla de control judicial de las decisiones.





Refiriéndose al problema del ne bis in ídem que plantea el proyecto, el abogado don Jorge Correa expresó que en las legislaciones sectoriales de nuestro ordenamiento jurídico se admiten sanciones por infracciones que no importan una interrupción del servicio para el usuario, es decir, una pena sin daño. Expresó que es evidente que esas sanciones son compatibles con las indemnizaciones o multas por transgresiones a los derechos de los consumidores, no obstante que es mucho más difícil sostener la misma compatibilidad cuando en la tipificación de esas infracciones contenidas en leyes sectoriales se tiene en vista, justamente, el interés del usuario frente a una interrupción, suspensión o paralización del servicio regulado. Planteó que en el último supuesto, irremediablemente tendrá lugar una suerte de carrera entre el SERNAC y el órgano sectorial que regule el servicio afectado, lo que a todas luces es inconveniente, amén de la evidente infracción de la prohibición constitucional del ne bis in ídem.





Por su parte, el profesor señor Tapia opinó que el punto anterior requiere de más precisiones, porque en la práctica hay tipos infraccionales en la ley que no tienen en vista, para su configuración, el perjuicio de los consumidores, sino intereses de otra índole que a la ley le corresponde defender. Expresó que si, además, los usuarios sufren daños por ello, es perfectamente posible que se apliquen en paralelo dos sanciones, porque se han afectado bienes jurídicos de diversa índole. Manifestó que ese esquema se repite en múltiples regulaciones vigentes y trajo a colación lo que se establece en el ámbito de la protección de la libre competencia, que utiliza tipos infraccionales que tienen en vista la protección de ese bien jurídico, aunque evidentemente los mismos hechos también pueden afectar a los consumidores o a la competencia deslealmente tratada a causa de ello. En este último caso, agregó, en paralelo procede un resarcimiento a favor de los perjudicados, quienes tienen acción para reclamar en la jurisdicción que estimen mejor para la defensa de sus intereses.





Expuso que los daños punitivos son una cuestión distinta e independiente de las multas que en provecho del erario público se determinen, asunto que en el derecho comparado es un dato pacífico. Puntualizó que detrás de este esquema está la represión a lo que se denomina "culpas lucrativas", que es el fenómeno que se produce cuando una persona o empresa, al emprender un curso de acción determinado, no sólo daña a los particulares -surgiendo la obligación de indemnizarlos-, sino que además se enriquece justamente a causa del daño que genera, en una proporción superior. Indicó que es evidente que ello debe ser sancionado, siendo la vía extra de los daños punitivos una buena herramienta a favor de las víctimas, porque además de ser justa, es un mecanismo eficiente que incentiva a las víctimas a actuar, sobre todo en ámbitos donde los daños son tan fragmentados que el costo de litigar es mayor a la pretensión que se enarbola.





Respecto de la observación sobre la sede jurisdiccional, planteó que el problema estriba en el virtual punto de paralización que afecta a la reforma de la justicia procesal civil. Expresó que al parecer el asunto se debe a que hubo un esfuerzo por avanzar en la reformulación completa del procedimiento que descuidó la parte orgánica, lo cual es particularmente pertinente para los conflictos del consumo. Reiteró, al respecto, que hay pleno consenso en cuanto a que la tramitación de las causas de cobranza salga de la competencia de los juzgados de letras en lo civil, lo que genera el espacio suficiente de capacidad institucional para que esos tribunales asuman la tarea de solucionar los conflictos del consumo, que son parte de su ámbito natural de competencia.





En relación con el principio de especialidad, planteó que la aproximación académica al tema le permite concluir que detrás de la defensa de esa directriz no parece haber más que una estrategia de defensa de los proveedores y prestadores de servicios, por medio de la cual intentan zafarse de la aplicación de las reglas de la ley de protección de los derechos de los consumidores. Expresó que esa defensa indefectiblemente es desechada por los tribunales superiores de justicia, sin que ello evite la consiguiente pérdida de tiempo y el desgaste de la defensa de los consumidores. En razón de lo anterior, planteó que el artículo 2º bis tantas veces citado, termina siendo una forma de desprotección a los consumidores.





El abogado señor Fermandois connotó que el voto de minoría de la sentencia del Tribunal Constitucional rol 2042 plantea un juicio crítico a la posibilidad de que funcionarios de la Administración emprendan procesos de mediación. Afirmó que esto es una expresión del dinamismo constitucional y permite prever posibles contingencias constitucionales.





A su turno, el abogado señor Ferreiro planteó que la función de mediación que el proyecto otorga al SERNAC en casos que afectan el interés difuso o colectivo y la posibilidad subsecuente de que esa repartición pueda recurrir a los tribunales si el proceso de composición falla, presenta algunos bemoles. Añadió que así lo considera el propio proyecto, el que prevé un grado de independencia funcional entre la unidad del SERNAC que llevará a cabo la mediación y la que se encargará de la denuncia judicial ulterior y también una regla que sanciona el mal uso de la información reservada que haya proporcionado el proveedor en la correspondiente mediación. Sobre el particular, planteó que la pregunta que surge es si estas cortapisas son suficientes.





Expresó que la solución a este complicado problema parece estar a la mano, porque la ley vigente prevé la existencia de un cuerpo externo e independiente de árbitros financieros para regular los conflictos que tengan lugar en materia crediticia. Indicó que esa opción no ha tenido mucha aplicación práctica, pero existe y podría aplicarse para la mediación de estos intereses colectivos o difusos.





A continuación, el señor Director Nacional del SERNAC formuló algunas aclaraciones respecto de lo expuesto anteriormente. En primer lugar, se refirió a la nueva regulación que se propone sobre mediaciones colectivas. Sobre ese particular, reiteró que no se trata de una función nueva, sino de una actividad que en la actualidad el SERNAC ejerce regularmente. Planteó que la idea es regular lo que existe, siendo ello completamente distinto a todos los otros mecanismos de arbitraje presentes en la ley del consumidor y en el resto del ordenamiento, pues todos parten de la base de conflictos que afligen a un único consumidor y a un único proveedor de servicios regulados. Puntualizó que acá se trata de casos masivos, que han llegado a abarcar a 500.000 consumidores por un lado y a toda una industria por otro, por lo que no son aplicables los mecanismos que se han mencionado.





Puso de relieve que tanto en el sistema actual como en la nueva regulación que se propone, se prevé un mecanismo que es estrictamente voluntario para las partes y que es más garantista para el proveedor o prestador de servicios que lo que actualmente opera. Planteó que desde el año 2010 se han desarrollado más de 470 procesos de mediación, en los que se han logrado soluciones consensuadas entre las partes que han significado 12 mil millones de pesos de devoluciones a los consumidores y ningún juicio colectivo ulterior, lo que demuestra que se trata de un mecanismo de arreglo efectivo para esta clase de conflictos.





En otro orden de materias, planteó que tanto el artículo 50 P como el 50 R establecen reglas que impiden que ante un mismo hecho se imponga más de una sanción, regla que también es oponible a los tribunales. Por ello, afirmó que deberían entenderse salvadas las observaciones que al respecto se han planteado.





Por otra parte, señaló que la opción por los juzgados de policía local es deliberada, porque con eso se busca la inmediatez y la cercanía con los consumidores. Expresó que en un principio se supuso que -reforma procesal civil mediante-, los tribunales civiles serían la sede adecuada, pero lamentablemente esa reforma no ha avanzado, por lo que se retomó la idea de mantener la competencia donde actualmente está radicada. A la vez, planteó que los órganos gremiales que agrupan a los jueces de policía local están contestes en esta materia.





El Honorable Senador señor De Urresti dio a conocer su desacuerdo en relación con el último asunto planteado por el señor Director Nacional, pues, según expresó, la práctica habitual de los juzgados de policía local dista mucho de representar un estándar de cercanía e inmediatez desde el punto de vista de la infraestructura que ofrecen, de los procedimientos que aplican y de la especialización de quienes ejercen esas funciones. Manifestó que entiende que hay una reforma procesal civil pendiente, lo que, sin embargo, no debería ser óbice para avanzar ni tampoco pretexto para incorporar soluciones que se anuncien como provisionales y que, en definitiva, se eternicen.





El señor Director Nacional del SERNAC compartió los conceptos generales expresados en favor de que estos asuntos deben ser conocidos en definitiva por los tribunales civiles, pues ello sería parte de su competencia natural. Con todo, observó que teniendo en vista la pausa que se ha producido en la tramitación de la reforma procesal civil, lo que corresponde es comparar el estado actual de la justicia de policía local y el nivel de atochamiento y demora en la tramitación de causas que exhiben los tribunales de letras en lo civil, operación que permite apreciar que hay mejores argumentos para optar por policía local.

Sesión del 6 de septiembre de 2016

En la sesión siguiente, la Comisión escuchó a representantes de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile y de la Organización de Consumidores y Usuarios de Chile, ODECU, y a los profesores señores Francisco Agüero y Germán Concha.


En primer término, usó de la palabra el abogado de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, señor Cristián Acuña.


En nombre de dicha institución, el señor Acuña agradeció la invitación a participar en este debate e inició su presentación manifestando que esa entidad comparte la idea de perfeccionar el sistema nacional de protección de derechos de los consumidores, de manera que sea más ágil y eficiente. Con todo, observó que causa preocupación el hecho de que no se reconozca el esfuerzo que a diario realizan los asociados de dicha Cámara, sobre todo los que tienen la condición de pequeñas y medianas empresas, para las cuales la relación con los clientes es asunto de preocupación constante.





Consideró necesario que la actividad comercial se desarrolle en un marco de respeto de los derechos y obligaciones de las partes, señalando que si bien el fortalecimiento de la capacidad sancionatoria parece una consecuencia lógica frente al comportamiento de algunas personas, ello no debería ser el centro del proyecto en discusión.





Observó que su institución preferiría analizar medidas que tuvieran por objeto fortalecer la relación comercial entre consumidores y empresas, brindar una adecuada información y capacitación y reforzar la calidad de hecho esencial que tienen las relaciones de consumo en cuanto base de una economía sana, las que deben regirse por los principios de reciprocidad y buena fe.





Manifestó que en ese marco, se extraña que el proyecto no contemple la implementación de programas de cumplimiento o capacitación en materia de derechos de los consumidores y que no fortalezca un mecanismo de mediación independiente como manera efectiva de avanzar en la solución de las denuncias que se plantean. Sostuvo que, en cambio, la vía elegida incrementa de manera muy significativa las multas, lo que no contribuye a reparar el eventual perjuicio a los consumidores.





Expresó que la institución que representa estima que este es un proyecto de extraordinaria importancia para el debido desarrollo de las relaciones comerciales en el futuro y confía que en que esta Comisión le introducirá los ajustes necesarios para garantizar que las relaciones comerciales se desarrollen en un ambiente de respeto y equilibrio. Agregó que también espera que el proyecto erija un Servicio Nacional del Consumidor con una estructura corporativa moderna y eficiente, que colabore activamente en la solución de los conflictos que puedan presentarse en las materias de su competencia.





Seguidamente, anunció que el resto de su exposición abarcaría los siguientes dos tópicos: los criterios sancionatorios que propone esta iniciativa y el nuevo régimen indemnizatorio.

1.- Criterios sancionatorios





En este ámbito, afirmó que desde una perspectiva puramente legal llama la atención la aparente falta de consideración jurídica respecto de la vinculación entre la gravedad de la conducta reprochada y la sanción aparejada. Como ejemplo, señaló que el proyecto considera de la misma gravedad, a la hora de establecer un tope de multa, la sobreventa de entradas a espectáculos y la publicidad realizada a través de medios de comunicación social cuando ella pone en riesgo la vida de los consumidores, previendo, en el primer caso, una multa hasta 10 veces superior a otros cobros indebidos o a la no prestación de un servicio contratado.





Expresó que las conductas anteriormente descritas no tienen la misma naturaleza ni merecen el mismo reproche, por lo que su tratamiento legislativo debería ser diferenciado.





Respecto de las nuevas circunstancias atenuantes y agravantes que se contemplan, connotó que no contribuye a reparar el daño la circunstancia de que el juez o el Servicio, cuando aplica la sanción, no tenga la obligación de velar porque ella sea proporcional a la afectación provocada a los derechos de los consumidores o a la gravedad de la conducta.





A su vez, puntualizó que también se echa de menos la consideración jurídica de la responsabilidad y la culpa que se asigna al proveedor en la conducta reprochable. Justificó esa apreciación señalando que el proyecto consulta los siguientes parámetros para la aplicación de multas:





- Parámetros objetivos que definen el deber de profesionalidad del proveedor.





- Grado de asimetría de información de las partes.





- Beneficio económico obtenido.





- Cantidad de infracciones cometidas.





- Situación económica del proveedor.





Expresó que la aplicación de los criterios anteriores genera un sinnúmero de problemas prácticos. En primer lugar, observó que la asimetría de información entre las partes deriva del deber de profesionalidad del proveedor, razón por la cual no se le puede dar la calidad de ponderar a una circunstancia que es propia de la relación comercial entre proveedores y consumidores.





En segundo lugar, adujo que los criterios antes anotados permitirían que si una infracción es descubierta con rapidez sin que, por consiguiente, genere beneficio económico, sea considerada de forma más benigna, aunque se trate de una negligencia temeraria del proveedor que ha puesto en serio riesgo la salud de los consumidores.





Señaló que un contrasentido similar se produce si se compara la situación del proveedor que comete un error formal que genera la ocurrencia de numerosas infracciones antes de ser detectado y la de otro comerciante que, actuando de mala fe, perjudica a sabiendas a un número pequeño de consumidores porque es sorprendido en forma temprana. Explicó que para el primer caso, la sanción es mayor.





A continuación, abordó el sistema de determinación de multas en caso de infracciones que afecten el interés difuso o colectivo. En este ámbito, observó que el criterio de multiplicación de multas por el número de consumidores afectados presenta variados problemas. Indicó que aunque se trata de una situación más grave que la que puede aquejar a un solo consumidor, lo que en principio justificaría aplicar una agravante o imponer el máximo de la sanción, no por ello deja de ser un comportamiento único que no permite que sea sancionado varias veces, en virtud del principio ne bis in ídem.





En la misma línea, explicó que la multiplicación de la sanción por el número de personas afectadas impide que el tribunal pueda utilizar los criterios comunes de determinación de multas, que consideran de nuevo la cantidad de afectados y la naturaleza de la infracción.





En seguida, se refirió al sistema de atenuantes y agravantes. En primer término, expresó que la atenuante principal en el proyecto debería ser la de procurar la reparación del mal causado y no la de repararlo de forma íntegra, pues lo segundo importa una virtual aceptación de la demanda. Además, no debería considerarse en esa condición el hecho de que una empresa sea de mayor tamaño. Por otra parte, la redacción de la causal de reincidencia se presta para confusión, pues se aprecia de forma automática cuando se dictan dos o más resoluciones administrativas contra una misma empresa, aunque se trate del mismo hecho.





A la vez, indicó que el método para construir el tope sigue el modelo recientemente introducido en la Ley de Defensa de la Libre Competencia para sancionar la colusión o el abuso de posición dominante, que es una conducta consustancialmente dolosa. Observó, además, que en las infracciones a los derechos del consumidor la regla es la culpa y no el dolo.





Sostuvo que las observaciones anteriores ameritan una revisión de los nuevos criterios sancionatorios que propone el proyecto, añadiendo que, en su reemplazo, debería avanzarse en las siguientes líneas:





- Establecer un catálogo que permita diferenciar entre infracciones graves y menos graves;





- Consagrar como criterio básico de aplicación de multas la existencia de dolo o culpa en la conducta del proveedor;





- Perfeccionar el régimen de atenuantes y agravantes, y





- Establecer un criterio de gravedad como base para la infracción al interés colectivo o difuso, eliminándose la referencia al número de consumidores como factor de multiplicación y el techo de las mismas.





Para finalizar este acápite, afirmó que la falta de consideración respecto de la actuación previa y posterior del proveedor como elementos para graduar la multa resta razonabilidad al proyecto y lo hace blanco de ataques en cuanto a su constitucionalidad, tanto desde el punto de vista de la prohibición de establecer diferencias arbitrarias, como por la exigencia de la proporcionalidad.

2.- Régimen indemnizatorio





Manifestó que en esta área hay tres temas que destacan:





- El establecimiento de indemnizaciones punitivas respecto de servicios básicos;





- La introducción de los daños punitivos en los procedimientos colectivos, y





- Permitir la indemnización del daño moral en los procedimientos colectivos.





Expresó que el proyecto mantiene el sistema actual de la ley, que distingue entre acciones indemnizatorias individuales, colectivas y de interés difuso. Añadió que la compatibilidad entre demandas colectivas e individuales se justifica en razón de que algunos consumidores pueden haber padecido daños especiales, explicando que el problema que se aprecia en la modificación propuesta por el proyecto no dice relación con ello, sino con la entidad de la indemnización que se obtenga, pues las normas despachadas en el trámite reglamentario anterior permiten:





- Procurar una mayor reparación que el daño efectivamente sufrido para el caso de una indemnización compensatoria;





- Contemplar dos o más reparaciones para un mismo hecho, si la indemnización es punitiva y





- Que el alcance de las dos anteriores exceda los límites que impone el respeto al principio del enriquecimiento sin causa.





En seguida, pasó a referirse a la introducción de la institución de los daños punitivos, consagrada en el artículo 53 C del proyecto. En primer término, señaló que por medio de esa nueva regla se permite sancionar dos veces por la mayor gravedad del hecho, pues por un lado se configuran dos agravantes -reincidencia y daño o riesgo de daño grave-, lo que aumenta los pisos mínimos de las multas aplicables, a la vez que se aumenta en un 25% las indemnizaciones que proceden.





Expresó que lo anterior es claramente contrario a la institución anglosajona de los "punitive damages" en que se basa la propuesta, pues en el derecho comparado tal indemnización tiene por objeto servir de elemento disuasorio suficiente para evitar ciertas conductas especialmente graves, lo que en nuestro ordenamiento se logra mediante el aumento sustantivo de las multas.





Consideró que incluir este tipo de indemnización no sólo es innecesario, sino que se traduce en una doble sanción, a todas luces excesiva y contraria a nuestro ordenamiento, sobre todo considerando el alto monto de las multas en juego.





A continuación, se refirió al daño moral en las acciones colectivas. Recordó que en nuestro ordenamiento civil el daño moral es el dolor, pesar o molestia que sufre una persona en su sensibilidad física, en sus sentimientos o afectos o en su calidad de vida. A su turno, la indemnización del daño, cualquiera sea su naturaleza, responde a elementos de justicia y busca evitar un enriquecimiento indebido mediante el respeto de principios que buscan que el resarcimiento sea completo y que comprenda los daños directos, ciertos y probados.





Connotó que el proyecto modifica el artículo 51 de la Ley de Protección de los Derechos de los Consumidores, permitiendo extender las acciones colectivas al daño moral, el que, por su naturaleza -la afectación de la integridad física o síquica de las personas-, y por su magnitud, no es idéntico para un colectivo de personas.





Expresó que, por definición, los daños o dolores morales son personales, agregando que no se avizora la forma en que podría generalizarse una cuantía para reparar los daños de un grupo indeterminado de personas, sin pasar a llevar un criterio mínimo de justicia y de respeto al principio de enriquecimiento sin causa.





Reconoció que el proyecto adopta algunos resguardos en esta área, entre los que se cuentan los siguientes:





- Que la existencia de estos padecimientos conste entre los puntos de prueba;





- Que quien alega la existencia de los daños y su monto los acredite, y





- Que se permita al juez valerse de pericias para acreditar los puntos anteriores.





Explicó que estos resguardos parecen entender que la complejidad radica en la prueba y no en el hecho previo de que este tipo de daños no se padecen por igual por los consumidores, no existiendo un modo racional de acreditarlos en forma pareja o idéntica para un colectivo. Expresó que los argumentos anteriores permiten afirmar que el daño moral no puede ser objeto de una avaluación en el marco de un proceso colectivo, por lo que su resarcimiento debería quedar reservado para los procedimientos individuales.





Finalmente y a manera de conclusiones, sintetizó su presentación en los siguientes puntos:





a) La entidad que representa comparte los fundamentos de esta iniciativa legal en cuanto a la necesidad de avanzar en una protección moderna y ágil de los derechos de los consumidores;





b) Se comparte también la necesidad de sancionar de manera severa las infracciones a la ley;





c) Con todo, se estima que el proyecto equivoca el camino en materia sancionatoria e indemnizatoria, pues la aplicación de las reglas que propone introducir redunda en la aplicación de sanciones enormes a los proveedores por infracciones en las que no se realiza un análisis de gravedad de la conducta o un reproche fundado en el proceder del infractor;





d) Se considera que se está perdiendo la oportunidad de generar un modelo de solución de conflictos sobre la base de modelos de composición efectivos e independientes y, en su reemplazo, se insiste en acentuar un sistema de imposición de sanciones y de pago de indemnizaciones, y





e) Se estima que una solución justa a los conflictos no es aquella que destruye a una de las partes, sino la que equilibra las relaciones entre ellas.





A continuación, se ofreció la palabra al Presidente de la Organización de Consumidores y Usuarios de Chile, ODECU, señor Stefan Larenas.





El señor Larenas expresó que esa organización ya viene operando en la capital y en algunas ciudades del país por casi 20 años, lapso en el que han trabajado por dar visibilidad a esta ley y a la protección de los consumidores, lo que, dijo, ha contribuido a la gobernabilidad de la nación.





Sostuvo que en su labor continua de los últimos años, han tomado contacto con organizaciones de consumidores que funcionan en otros países y que esa experiencia comparada les ha mostrado que los procesos de fortalecimiento de las agencias estatales de proyección al consumidor no reemplazan a la sociedad civil organizada. Señaló que esta circunstancia también es reconocida por el Mensaje de este proyecto, que aclara que la protección de los derechos de los consumidores no sólo es una tarea del Estado, sino también de las organizaciones intermedias de la sociedad. Señaló que lo anterior se logra estableciendo mecanismos flexibles de financiamiento para las organizaciones de la sociedad civil y para la defensa de los consumidores ante los juzgados de Policía Local.





Señaló que el punto anterior es muy destacable, porque ésta es la primera oportunidad en la que oficialmente se reconoce que la protección del consumidor es un asunto que trasciende la acción de las agencias estatales.





Opinó que el financiamiento de la operación habitual de las asociaciones de consumidores siempre ha sido un tema acuciante. Expresó que en parte este asunto es encarado por el proyecto levantando los obstáculos legales odiosos que atentaban directamente contra la supervivencia económica de instituciones como la que preside.





Planteó que otro hito en esta línea es el reconocimiento de una labor habitual de las organizaciones de consumidores, consistente en la representación de los afectados en juicio. En este aspecto, valoró que el Estado haya optado por crear líneas de externalización de ese servicio, financiando la labor de las organizaciones de la sociedad civil que se abocan al tema.





Expresó que, en esta línea, también caben algunos reparos al proyecto. En primer lugar, aludió a la nueva regla que se propone incluir en la ley, que requiere que una organización de consumidores tenga presencia en a lo menos 8 regiones del país para que se le reconozca su carácter de organización nacional. Planteó que junto con ADECUS, la institución que él preside encabeza el grupo de entidades privadas que se dedican a este tema, conviviendo con otras en un contexto de mucha precariedad. Por tanto, estimó que la regla en comento parece excesiva. Manifestó que el estándar que se propone para estos efectos podría igualarse a lo que se requiere en la Ley de Asociaciones Gremiales, que exige para la constitución de una federación la reunión de 3 o más asociaciones. Señaló que también deberían incorporarse normas que tiendan a la reunión de las asociaciones de consumidores, evitando su atomización.





Enseguida, se refirió a la nueva regulación que se propone para los juicios colectivos. Manifestó que la experiencia de su organización demuestra que estos procedimientos son particularmente arduos, citando, como ejemplo, algunos juicios que ya llevan más de 10 años de vigencia. Expresó que la regla de carga dinámica de la prueba que se propone -en la parte que obliga al proveedor a entregar todos los antecedentes relevantes para el caso que obren en su poder-, es particularmente útil y relevante, igual que la nueva disposición que permite cobrar daños morales en estos procedimientos, pues por esta vía se asegura que el resarcimiento sea completo para cada uno de los subgrupos que identifique el juez.





En la misma línea, indicó que debería incluirse un nuevo criterio de titularidad activa, que exija que la asociación de consumidores que intente una acción de este tipo tenga más experiencia previa que la que el proyecto requiere, pues de esa forma se asegura que la defensa de los consumidores en tales procedimientos tenga un buen desempeño.





En relación con la nueva figura del Consejo Normativo, expresó que a su institución le preocupa la discusión que se ha levantado sobre este punto, porque una configuración final sobredimensionada de esta instancia puede ser muy contraproducente para el ejercicio de las nuevas facultades de fiscalización y sanción que este proyecto propone para el SERNAC.





Añadió que este Consejo debería preocuparse por los desarrollos sectoriales, pues muchas veces en esas áreas se observan situaciones prácticas de desprotección, como lo que ocurre en la industria de los servicios básicos domiciliarios.





En otro orden de materias, explicó que le extraña mucho la fuerte queja que se ha levantado contra la regulación de la mediación colectiva, pues estas instancias desarrolladas por el SERNAC en un contexto absolutamente voluntario, han resultado útiles para los consumidores.





Concluyó su presentación manifestando que el momento político que vive nuestro país en la actualidad (septiembre de 2016) puede tornar riesgoso que el Parlamento adopte una decisión que debilite los derechos de los ciudadanos y la institucionalidad pública y privada de protección al consumidor.





A continuación, se concedió la palabra al profesor señor Francisco Agüero.





El señor Agüero agradeció la invitación a participar en la discusión de esta iniciativa e inició su presentación manifestando que ha seguido la correspondiente tramitación desde su presentación en la Cámara de Diputados. A su juicio, el proyecto ha sido objeto de mejoras sustanciales, aun cuando hay ciertos puntos que requieren perfeccionamientos.





Expresó que el esquema regulatorio del consumo y la competencia en Chile comparten un carácter netamente judicial, en el que el modelo básico indica que cada vez que la agencia estatal encargada detecta una infracción, debe formular la correspondiente denuncia ante los tribunales de justicia, instancia que es la que efectivamente ejerce la potestad sancionadora.





Planteó que el esquema anterior es uno de los varios posibles en el derecho comparado, donde se observan sistemas alternativos en los que todo el mecanismo de control queda en manos de entes de la Administración, con algunas vías específicas de control judicial posterior.





Expresó que, en paralelo, en la operación del sistema de protección del consumidor en nuestro medio, actúan algunas organizaciones de la sociedad que con las limitaciones propias del estado de desarrollo de nuestra economía, complementan el esfuerzo público.





Manifestó que la institucionalidad actual proviene de un esquema de control eminentemente administrativo, encabezado por la antigua DIRINCO. Relató que ese esquema fue completamente reestructurado en la reforma de 1991, que creó el actual SERNAC. Señaló que, en esa oportunidad, el Congreso Nacional optó por una institucionalidad con facultades muy disminuidas, lo que resultó patente en la última reforma -conocida como SERNAC Financiero-, en la que pese a que el foco estaba en la fiscalización, se terminó estableciendo un esquema de atribuciones para requerir información que dejó al SERNAC como la institución pública con menos facultades en comparación con las demás que también ejercen labores fiscalizadoras.





Como contrapartida, explicó que ha habido un aumento constante de reclamos por parte de la ciudadanía, que incluso canaliza a través del SERNAC asuntos que tienen una regulación sectorial, como, por ejemplo, los que debería conocer la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. En este sentido, añadió, el proyecto de ley en discusión responde a una necesidad real.





Recordó que durante la discusión de esta iniciativa se han escuchado críticas destempladas que señalan que el nuevo esquema que se propone constituiría una suerte de ente omnímodo, que tendría facultades arbitrarias para actuar como juez y parte. Puntualizó que apreciaciones de esa índole desconocen la larga tradición chilena de ejercicio de atribuciones administrativas en ámbitos de fiscalización, que ha sido conformado de manera muy precisa por décadas de jurisprudencia de nuestros tribunales superiores de justicia y por el Tribunal Constitucional.





Refiriéndose al contenido del proyecto, afirmó que las modificaciones que se plantean conservan el sistema básico actual de operación consecutiva del SERNAC, los Juzgados de Policía Local y los Tribunales de Justicia, y un esquema de control judicial expost y no preventivo a través de una herramienta amplia de revisión de la legalidad de las decisiones administrativas.





Sostuvo que la principal novedad es la creación de una instancia orientada exclusivamente a la dictación de normas e interpretaciones de carácter general. Señaló que en materia de fiscalización se instauran procedimientos administrativos que comprenden de forma apropiada el debido proceso administrativo, con medidas que reprimen el abuso y el exceso funcionario. En esta misma línea observó que la iniciativa propone una regulación muy completa del proceso de instrucción sancionatoria, separando orgánicamente el ejercicio de las facultades de investigación y la potestad de aplicar la sanción. Expresó que sin lugar a dudas las normas que se introducen pueden ser mejoradas, sin perjuicio de que la regulación desarrollada en el estado actual del proyecto es muy superior a lo que hoy se observa en otros estatutos similares de nuestro ordenamiento jurídico.





Indicó que el proyecto faculta a los particulares que denuncian una infracción para optar entre la justicia ordinaria o el SERNAC, lo que es destacable. Además, cuando la competencia corresponde al ente administrativo, la iniciativa se preocupa de precisar con mucha rigurosidad cuándo se puede actuar de oficio y en qué condiciones debe operar primero la denuncia del afectado. También establece como regulación supletoria la ley de procedimientos administrativos, la que ha sido considerada por nuestros tribunales de justicia y por el Tribunal Constitucional como rasero legal suficiente a la hora de respetar el debido proceso.





Advirtió que el proyecto muestra una elevación sustantiva de la entidad de las multas que se pueden aplicar, a la par con lo que ha pasado con la regulación nacional de otros sectores de la economía. Con todo, como contrapartida se contempla un catálogo importante de circunstancias atenuantes y agravantes y una regulación muy pormenorizada de la forma como se determina la multa concreta en cada caso, la que limita mucho la discrecionalidad en esta área.





También destacó el tratamiento diferenciado que en materia de multas se concede a la pequeña y mediana empresa, que reconoce la diferencia real entre la gran empresa y las pymes. Al respecto, apuntó que el proyecto prevé en estos casos una sanción muy destacable cuando no se trata de una conducta reiterada, que consiste en que el sancionado deberá asistir a una capacitación que proporcionará el Estado en la materia vinculada a la infracción del derecho del consumidor de que se trate.





Destacó que otro punto importante es el procedimiento administrativo para el conocimiento y la sanción de reclamos. Observó que, por una parte, estas reglas contienen una regulación muy detallada que da plenas garantías a los afectados y, al mismo tiempo, provee herramientas efectivas para resguardar los derechos amagados.





En la misma línea, hizo notar que el proyecto incorpora a la ley el mecanismo de los daños punitivos, que ya rebasó las dudas de constitucionalidad que hubo con ocasión de su inclusión previa en la regulación sobre telecomunicaciones y distribución de energía eléctrica. De la misma forma, indicó que se considera un novedoso sistema sobre carga dinámica de la prueba y se incorporan avances relevantes en el procedimiento colectivo.





A continuación, pasó revista a los cambios que se proponen en materia de mediación colectiva. Señaló que en la actualidad no hay una regulación clara al respecto, agregando que sobre la base del ya citado dictamen de la Contraloría General de la República, se ha desarrollado una actividad informal en esta área, que ha mostrado un muy buen rendimiento para los consumidores. Ante ello, el proyecto considera una regulación muy detallada, que es particularmente avanzada en comparación a lo que hoy opera en materia medioambiental y de libre competencia. Observó que estas nuevas normas especifican plazos, el efecto de suspensión de la prescripción para la interposición de la acción colectiva y una instancia formal para que participen las asociaciones de consumidores Indicó que este último punto merece una discusión más profunda, que dilucide si la participación de más actores en un proceso de negociación coadyuva o dificulta a la generación de un acuerdo. Además, comentó que debe tenerse en vista que el procedimiento de negociación que se plantea establece reglas para la develación de información confidencial del proveedor de bienes y servicios y sólo considera normas penales que sancionan la obligación de reserva por parte de los funcionarios públicos comprometidos y no respecto de los demás actores privados que participan en la mediación, que, como ya se indicara, aumentan considerablemente en número.





Expresó que una regulación muy pormenorizada de un procedimiento de mediación que considere plazos fijos -como hace el proyecto-, puede ser contraproducente ante situaciones complejas que requieren de una negociación más larga.





Seguidamente, pasó revista a las normas que se proponen para delimitar la operación de una nueva potestad reguladora. Recordó que, en este ámbito, el Tribunal Constitucional ha requerido algunos estándares, como la existencia de una instancia de participación y algún mecanismo de control judicial. Señaló que ambos puntos son considerados en el proyecto y también las mejores prácticas en esta materia, como reglas de notificación y publicidad y plazos predeterminados para que tenga lugar la participación de los afectados. Con todo, opinó que aún se podría avanzar en esa materia, incorporando algún sistema de análisis sobre costo y beneficio para proyectos de nueva regulación.





Connotó que también destaca la creación de un Comité Normativo, pues indudablemente un proceso de deliberación formal mejora el resultado. Observó que, en todo caso, el proyecto debería contemplar algunos parámetros más claros para plantear una revisión judicial a través del reclamo de ilegalidad, en la misma línea de lo que hoy está establecido para controlar la generación de normas sobre calidad ambiental.





Manifestó que desde una perspectiva más general, es muy positivo este cambio, porque introduce un mecanismo global de certeza jurídica respecto de la forma como el SERNAC ejercerá sus potestades y sobre el sistema completo de protección de los derechos de los consumidores.





En otro orden de materias, consideró muy positivo que de una vez por todas la ley reconozca el carácter fiscalizador del SERNAC, lo que permitirá que la institución se especialice en una función pública particular. En esta área, destacó que se introduzcan mecanismos que minimicen la captura de funcionarios por parte de los entes fiscalizados, como lamentablemente se observa como práctica generalizada en algunas industrias. Con todo, planteó que la regulación propuesta para los funcionarios de altos cargos de la institución que dejan sus puestos parece demasiado drástica, porque incorpora una serie de obligaciones de informar y prohibiciones que no tienen en cuenta, como contrapartida, una indemnización. Observó, finalmente, que reglas de ese tipo pueden operar como desincentivo a la hora de fomentar el ingreso de nuevos profesionales capacitados a esos cargos.





A continuación, se ofreció la palabra al profesor señor Germán Concha.





El señor Concha agradeció la oportunidad de participar en esta discusión e inició su exposición planteando que la orientación original del Mensaje que dio inicio a este proyecto es reforzar la protección de los derechos de los consumidores, pero, en seguida, las nuevas normas que se proponen apuntan básicamente a reforzar las atribuciones fiscalizadoras y sancionadoras del SERNAC. Indicó que esa finalidad y los medios considerados no van necesariamente de la mano.





Recordó que la OCDE emitió en el año 2007 un conjunto de lineamientos generales sobre resolución de disputas y reparación a los consumidores, los cuales ponen énfasis en la solución de las diferencias a través del acuerdo entre las partes. Indicó que ese parámetro es particularmente relevante para la ley chilena porque el SERNAC, a diferencia de las superintendencias, tiene por función principal fiscalizar la relación de las partes en un tipo de contrato y no el cumplimiento de la ley general. Explicó que esta perspectiva impone al Estado la necesidad de actuar como facilitador de la relación contractual y no la de reemplazar a una de las partes comprometidas, como se observa en las distintas normas del proyecto, que excluyen al consumidor de su conflicto, transformándolo en una pugna entre el SERNAC y la empresa prestadora del bien o servicio en cuestión.





Sostuvo que en las normas que se proponen también se observa cierta confusión respecto de los nuevos roles con que se inviste al SERNAC, que en muchos aspectos interfieren con potestades que son propiamente legislativas o judiciales, sobre todo en lo que dice relación con la nueva facultad para interpretar la ley con efecto general.





Comentó que el proyecto hace ciertos traslados de estándares sancionatorios desde el ámbito de la regulación de la libre competencia al de la protección al consumidor. Planteó que lo anterior genera problemas, porque el objetivo central del ordenamiento que trata el proyecto es la reparación y no la sanción. En este último aspecto, señaló que la opinión pública ha tomado conocimiento en el último tiempo de ciertos ilícitos en materia de libre competencia que generaron un perjuicio directo para el consumidor, tal como claramente se observa en las prácticas de colusión. También, afirmó, debe tenerse en vista que conductas que también afectan claramente a la libre competencia, como las prácticas predatorias destinadas a expulsar a actores pequeños del mercado, pueden tener en principio efectos benéficos para los consumidores, pero deben ser reprimidas por la autoridad, porque socavan las bases de una economía de mercado sana.





En otro orden de materias, aseveró que la interpretación de derechos en el marco de un contrato es una atribución esencialmente judicial, añadiendo que si ello opera como imposición de criterios que deben aplicarse a todos los casos similares, se trata entonces de una atribución propia del legislador que tiene el carácter de privativa en virtud de la regla general de reserva de ley para la regulación de la actividad económica, pues los derechos de los consumidores son aspectos esenciales del ordenamiento jurídico que regula nuestra economía. Citó, al respecto, los numerales 21 del artículo 19 y 20 del artículo 63, ambos de nuestra Carta Fundamental.





Hizo presente que el Tribunal Constitucional ha permitido que el Administrador asuma aspectos puntuales de algunas regulaciones, pero partiendo de la base que el grueso de la actividad de creación de normas le corresponde al legislador, que está constitucionalmente llamado a establecer por ley los derechos y obligaciones de las personas. Expresó que el mecanismo de la consulta pública no necesariamente permite sortear en todos los casos el marco general anterior, y sobre todo porque aquel tiene lugar en un contexto institucional en que no están claramente diferenciadas las funciones de fiscalización y regulación y se mantiene un sistema de dirección unipersonal de la institución, que va en contra de la tendencia general actual.





Respecto a la nueva normativa sobre mediación colectiva, aseguró que el proyecto se aleja de los avances que han tenido lugar en materia del SERNAC financiero o de la Superintendencia de Salud, donde se ha optado por mediadores externos independientes. En cambio, observó que la iniciativa propone un esquema en que el mediador es un funcionario que tiene acceso a información confidencial del proveedor y depende jerárquicamente de una institución que tiene la facultad de llevar posteriormente a dicho proveedor a juicio o iniciar contra él un procedimiento sancionatorio.





Tocante a la regulación de la potestad sancionadora, el expositor pasó revista crítica a la posibilidad que extiende el proyecto para sancionar por omisiones del proveedor, sin establecer criterios previos de cuidado debido y estándares mínimos de conducta para que se pueda apreciar la negligencia en la situación concreta. En la misma línea, recordó que una de las principales críticas que se hacía en la discusión de la reforma procesal penal era que el esquema básico que el Código de Procedimiento Penal establecía como mecanismo central consistía en la figura de un juez instructor, que posteriormente juzgaba sobre la base de los antecedentes recopilados por él mismo. Explicó que justamente ese mecanismo superado es el que se propone para desarrollar la potestad sancionatoria.





Respecto del régimen de recursos, indicó que aún resulta insuficiente el reclamo de ilegalidad contra la resolución del SERNAC, pues aunque comprende aspectos de forma y fondo, no alcanza a constituir una doble instancia en la que efectivamente se pueda controlar judicialmente todo lo que pasó en el procedimiento sancionatorio contra el cual se recurre.





En cuanto a la indemnización punitiva, explicó que es efectivo que este mecanismo se ha introducido en la regulación de las telecomunicaciones y de la distribución eléctrica, pero en ambos casos se trata de reglamentaciones en que lo que está en juego es el incumplimiento de normativas generales y no la infracción de un contrato particular. Subrayó que la incorporación de estos sistemas punitivos va un poco a contrapelo con el resto de nuestro ordenamiento jurídico, restando aún saber qué tipo de ajustes generales sería necesario hacer para que no haya problemas de aplicación como los que fácilmente se pueden prever en las materias que aborda este proyecto.





En relación con la carga dinámica de la prueba, adujo que se trata de un asunto que aún está en el tapete de la discusión de la reforma procesal civil, por lo que su incorporación a la regulación indemnizatoria del consumidor puede ser muy apresurada. Expresó que también en términos prácticos presenta problemas de previsibilidad, porque tal como están redactadas las normas es difícil que un proveedor pueda entender a priori qué antecedentes debe guardar para poder acreditar el cumplimiento de sus obligaciones frente a la posibilidad de un futuro proceso, a menos que decida adoptar un nivel de resguardo que lo cubra ante cualquier escenario hipotético, lo que claramente rebasa las exigencias del debido proceso.





Finalmente, en lo concerniente a la regulación del daño moral, planteó que la postura que el proyecto asume en esta materia en los procedimientos colectivos tiene múltiples complejidades. Por una parte, soslaya la tensión que tuvo lugar en la dogmática civil cuando esa institución fue trasladada de su ámbito natural de aplicación -la responsabilidad extracontractual-, al ámbito contractual, donde opera una lógica distinta porque, en general, es posible elegir si se contrata o no y quien será la contraparte. Además, no tiene en cuenta que por su propia naturaleza los daños morales son sufridos particularmente y no son trasladables de un caso a otro, por lo que los baremos jurisprudenciales que han intentado avaluar de forma pareja ciertas afectaciones a estos bienes personalísimos han sido objeto de muchas críticas. Afirmó que pese a lo anterior, este proyecto hace tabla rasa e impone criterios fijos de distribución grupal, que son muy cuestionables.

Sesión del 12 de septiembre de 2016

En sesión celebrada con esta fecha, la Comisión escuchó a representantes de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras de Chile, del Comité de Retail Financiero y de la Sociedad de Fomento Fabril, SOFOFA.


En primer término, se ofreció la palabra al Presidente de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, señor Segismundo Schulin-Zeuthen.


El señor Schulin-Zeuthen valoró, en nombre de la entidad que preside, la oportunidad de participar en la discusión de este proyecto y manifestó que dicha institución comparte plenamente la necesidad de modernizar la regulación de protección al consumidor.





Expresó que, tal como en su momento lo indicara durante la discusión de este proyecto en las Comisiones de Economía de la Cámara de Diputados y del Senado, a la Asociación que preside le preocupan tópicos como las normas sobre gobierno corporativo del Servicio Nacional del Consumidor, la coordinación regulatoria en materia de consumo para evitar efectos financieros no deseados y también la mediación colectiva.





A continuación, usó de la palabra el Fiscal de la referida Asociación, señor Juan Esteban Laval.





El señor Laval enunció, en primer término, las nuevas facultades que este proyecto confiere al SERNAC, que son:





- Dictar normas e instrucciones de carácter general.





- Aplicar e interpretar administrativamente la ley de protección al consumidor.





- Fiscalizar el cumplimiento de la ley, pudiendo solicitar auxilio de la fuerza pública a través del juez competente.





- Aplicar sanciones en el marco del procedimiento administrativo sancionatorio (acciones de interés individual).





- Llevar a cabo el procedimiento de mediación colectiva.





- Requerir documentación y declaraciones a los representantes de las entidades sometidas a su fiscalización.





Señaló que en el marco de estas nuevas atribuciones se plantean los tres temas que anteriormente identificara el señor Presidente de la entidad, los que a continuación pasó a desarrollar.

1.- Gobierno corporativo y Consejo Normativo





Informó que preocupa en particular la arista relativa al Consejo Normativo. Recordó que esta entidad no estaba considerada en la formulación original del proyecto y fue introducida durante la discusión habida en la Comisión de Economía. Expresó que aunque se estima que su inclusión es un avance, las facultades que se contemplan para esa instancia aún son insuficientes.





Sostuvo que en el estado actual de la formulación del proyecto de ley en discusión (a septiembre de 2016), el Consejo sólo está autorizado para aprobar o rechazar las propuestas de normas que le formule el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, relativas a interpretación administrativa de la normativa de protección de los derechos de los consumidores y a la dictación de normas e instrucciones de carácter general.





Lo anterior, observó, importa que la nueva instancia no estará en condiciones de impulsar de oficio el estudio de nuevas normativa en esas áreas y sólo podrá solicitar -por la unanimidad de sus integrantes-, que el Director Nacional presente una propuesta de norma, de instrucción de carácter general o de interpretación administrativa, ante lo cual esa autoridad podrá negarse o no hacer nada, sin requerirse una decisión fundada al respecto. Además, si el Consejo Normativo rechaza de manera fundada una proposición normativa presentada para su aprobación, el Director Nacional no tiene la obligación de considerar las observaciones formuladas para un futuro proyecto de norma.





Señaló que frente a la situación anterior, se propone introducir las siguientes modificaciones al proyecto:





- Facultar al Consejo Normativo para interpretar administrativamente la ley y dictar normas e instrucciones de carácter general de oficio;





- Establecer como obligación del Director Nacional la de incorporar los comentarios que motivaron el rechazo del Consejo Normativo a su propuesta;





- Requerir la autorización previa del Consejo Normativo para presentar demandas en defensa del interés colectivo o difuso de los consumidores por parte del Director Nacional, y





- Garantizar la eficacia del diálogo regulatorio.





Agregó que también es importante reducir el riesgo de efectos financieros no deseados a causa de la dictación de normas o interpretaciones regulatorias en materia de consumo. Consideró que para ello es muy relevante que las nuevas modificaciones incorporen una referencia al futuro estatuto de la Comisión de Valores (cuyo proyecto de ley -Boletín Nº 9.015-05-, aún estaba en discusión en el Parlamento cuando tuvo lugar esta exposición), estableciendo que todas las normas que se sometan al Consejo Normativo y que tengan incidencia en los ámbitos de competencia de esa Comisión deban contar con el informe favorable de ésta. Además, se propone que también sean consideradas por esa instancia sectorial las sanciones que puedan poner en riesgo la solvencia o la liquidez de un ente financiero regulado.

2.- Mediación colectiva





Hizo presente que la nueva regulación que se propone para esta área entra en conflicto con la multiplicidad de roles que se le asignan al Servicio en el proyecto en estudio. Señaló que con esta medida, el SERNAC asume en plenitud la calidad de juez y parte, pues adquiere competencias plenas como fiscalizador, instructor, regulador, mediador y sancionador. Añadió que establecer la mediación colectiva a cargo de una unidad independiente y especializada dentro del SERNAC no garantiza que sea un tercero imparcial el llamado a promover una solución alternativa al conflicto.





Estimó que las consideraciones anteriores conducen a una posibilidad discreta de resultado efectivo de la mediación. Como contrapartida, planteó que para propender a una mediación eficaz se debe recurrir a una entidad verdaderamente imparcial y neutral, que asegure a los intervinientes unas bases fundamentales del procedimiento para que sea exitoso, que se funden en la confianza de las partes respecto de la calidad del mediador y de su falta de interés en el asunto.





Finalizando su intervención y con el objetivo de operativizar esta salida, sugirió las siguientes vías:





- Establecer una Cámara Nacional de Mediación compuesta por una lista de mediadores inscritos en un registro que lleve el Consejo Normativo, cuya organización, funcionamiento y secretaría se regulará a través de un reglamento contenido en un decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y





- Recurrir al mecanismo que opera en el Consejo de Defensa del Estado para el caso de las acciones indemnizatorias por responsabilidad civil de los proveedores de salud.





A continuación, se ofreció el uso de la palabra al Vicepresidente Ejecutivo del Comité de Retail Financiero, señor Claudio Ortiz.





El señor Ortiz agradeció la oportunidad de participar de esta discusión e introdujo su presentación expresando que el consumidor chileno cambió, pues ahora es más exigente y utiliza las redes sociales como herramienta preferente de fiscalización y denuncia. Indicó que por ello, es necesario adaptar nuestra regulación mirando hacia las nuevas tendencias y no con la lógica del pasado.





Consideró importante avanzar en la modernización de la institucionalidad que cautela los derechos de los consumidores. En esa línea, observó que esta iniciativa, que se hace cargo del punto anterior, tiene alcance horizontal y afecta a todos los sectores ligados al consumo final, por lo que tendrá grandes repercusiones que deben evaluarse para lograr una ley equilibrada para todos. Expresó que el proyecto ha pasado por varias etapas legislativas, pese a lo cual aún subsisten problemas estructurales que se deben resolver.





En seguida, expuso tres cuadros que muestran la actual dimensión del problema en materia de reclamos de los consumidores:
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Sostuvo que los datos antes expuestos demuestran que se trata de un problema contenido y con tendencia a la baja; que la mayor parte de los reclamos son acogidos por la empresa reclamada y que el canal crecientemente preferido para hacerlos es la plataforma de internet.





Señaló que los datos anteriores plantean las siguientes dudas sobre el proyecto:





- ¿El fortalecimiento del SERNAC considera los cambios de las tendencias de los consumidores?





- ¿El proyecto busca poner énfasis en la reparación o en la sanción?





- ¿Qué atribuciones debiera tener el nuevo SERNAC?





- ¿Qué tipo de gobierno corporativo se debe impulsar?





Manifestó que las dudas anteriores conducen a una definición crucial del proyecto, consistente en determinar si la configuración futura del SERNAC apunta a establecer un órgano parcial o imparcial. Expresó que ello tiene numerosas implicaciones en la reformulación de las competencias de la institución, tal como se observa en el cuadro que se transcribe a continuación:
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Expresó que el interés de la entidad que representa es avanzar en la discusión de los siguientes puntos:





1.- Gobierno corporativo óptimo, en particular explorar la posibilidad de un órgano directivo colegiado.





2.- Facultades de los mediadores.





3.- Alcance de las facultades normativas e interpretativas.





4.- Configuración de la facultad sancionadora.





En seguida, hizo uso de la palabra el abogado de la misma entidad, señor Eduardo Escalona.





El señor Escalona se refirió, en primer término, a la nueva configuración de atribuciones del SERNAC. Expresó que cuando el Gobierno presentó el proyecto ante esta Comisión, comparó las atribuciones que actualmente tiene el Servicio con las de otras instituciones públicas. Explicó que en esa oportunidad, la comparación se hizo contra una muestra seleccionada de reparticiones que no han sido objeto de modernizaciones relevantes en materia de gobierno corporativo. Observó que si, en cambio, se compara el nuevo esquema de atribuciones con las que en la actualidad tienen las instituciones que han sido objeto de modernizaciones legislativas, se observa el siguiente cuadro:
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Manifestó que una consideración similar se puede hacer respecto del modelo que se propone para el SERNAC en comparación con lo que existe en el derecho comparado. Señaló que un cotejo con las agencias de México, España y Estados Unidos demuestra que los esquemas de competencias en el extranjero no son tan amplios como lo que acá se proponen, tal como se observa en el siguiente cuadro:
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Ilustró el punto anterior citando la siguiente declaración de Edith Ramírez, US Federal Trade Commision Chairwoman:




“La FTC no entabla demandas colectivas y, generalmente, no se involucra en las privadas. Conforme a la Ley de la FTC, podemos procurar que el tribunal expida una orden que prohíba prácticas comerciales engañosas o desleales o métodos de competencia desleal. En lo posible, la FTC busca obtener resarcimiento para los consumidores damnificados.





Alternativamente, puede sugerir que el tribunal expida una orden exigiéndole a la empresa que restituya sus ganancias mal habidas al Tesoro de los Estados Unidos.”. (Cita del sitio web "ámbito jurídico", https://www.ambitojuridico.com/BancoConocimiento/Mercantil-Propiedad-Intelectual-y-Arbitraje/noti-141112-06-edith-ramirez-la-cooperacion-internacional)





A continuación, pasó a revisar la nueva regulación que se propone sobre la facultad de mediación. Expresó que esa nueva facultad debe entenderse en el contexto en que tiene lugar, esto es, como un paso previo en una instancia en la que el SERNAC puede actuar como parte. Observó que vistas las cosas desde esa perspectiva, la supuesta mediación es realmente una negociación prejudicial, porque no se trata de mediar entre intereses de partes ajenas previamente identificadas, sino de un proceso dirigido contra el prestador de bienes o servicios a nombre de un colectivo indeterminado que no ha formulado una pretensión propia. Explicó que en esta etapa, realmente quien plantea el requerimiento es el SERNAC y el problema es que si en ese lapso no se llega a acuerdo, el propio organismo puede emprender la acción colectiva ante el tribunal competente. Expresó que una situación similar se plantea en los casos de mediaciones individuales, con el agravante que además el Servicio podría, ante sí mismo, incoar en paralelo un procedimiento sancionatorio. Explicó que esta situación se refleja en el siguiente cuadro:
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Luego, se abocó a las facultades interpretativas y normativas.





Manifestó que preocupa el esquema que se propone, que deja en manos de un órgano unipersonal la generación de normas de carácter general. Subrayó que no se trata de reglas que sólo operarán hacia el interior de la institución, sino que tendrán aplicación general para toda la industria de que se trate, lo que tiene incidencia directa en las nuevas atribuciones normativas para regular la abusividad de las cláusulas de adhesión y los lineamientos generales para la aplicación de los criterios que servirán para determinar las multas. Opinó que esta función le debería corresponder al legislador y no a un ente administrativo. Añadió que el Consejo Normativo previsto que el proyecto prevé no logra conjurar los problemas anteriores, pues la formulación actual de esa entidad la deja en un rol secundario frente a la iniciativa de aquella autoridad unipersonal.





Observó, enseguida, que la elaboración de los criterios de riesgo para elaborar los planes de fiscalización, aplicar los principios del procedimiento y determinar el interés colectivo o difuso en las mediaciones colectivas son labores que según la Ley General de Bases de Administración del Estado corresponden al Ministerio respectivo y no a un Servicio que de él depende, como acá se propone.





En relación con las facultades sancionadoras, presentó una serie de interrogantes e inquietudes de su gremio, que dicen relación con los siguientes puntos:





- El hecho de que las multas estén establecidas por consumidor afectado y no por infracción, aunque se trate de un solo acto que termine afectando a un cúmulo de consumidores.





- Las atenuantes suponen reconocer la pretensión de la contraparte, renunciando de antemano a la contrapretensión y a la posibilidad de contraargumentar. Además, por anticipado queda fuera de la posibilidad de aminorar su responsabilidad aquel contratante que es un oferente masivo de productos o servicios, pues no cabe dentro de la definición de pequeña o mediana empresa.





- A su turno, las agravantes comprenden asuntos ajenos al hecho materia de la infracción, como la circunstancia de ser reincidente, la cual ya fue sancionada en su momento. Una situación igual de cuestionable tiene lugar con la agravación relativa a poner en riesgo la integridad física de los consumidores o de la comunidad, pues ella podría configurarse aunque en la práctica ningún daño hubiese tenido realmente lugar. Explicó que esta última figura supone una hipótesis de ilícito administrativo de peligro abstracto, lo que requiere una justificación especial que no se observa en el proyecto.





- Se establecen reglas particularmente rígidas para apreciar el valor comparado de las circunstancias atenuantes y agravantes a la hora de determinar su efecto en la sanción final.





- En materia colectiva, expresó que el proyecto opta por la sanción antes que por la reparación de los afectados, al establecer un sistema de multas particularmente elevado, que hace equivalente el ilícito en materia de consumidores y el de colusión en libre competencia.





- Además de lo anterior, se extiende la indemnización colectiva al daño moral, proponiendo un sistema de compleja aplicación práctica relativo al cálculo de ese perjuicio, basado en una distinción potencialmente arbitraria entre grupos y subgrupos de consumidores.





A manera de síntesis final, especificó los siguientes aspectos que, según su parecer, deben ser revisados en el curso de la discusión de este proyecto:





- No cabe duda de que el SERNAC debe tener un rol fiscalizador porque los derechos de los consumidores deben garantizarse. Pero ello no debe hacerse por medio de una institucionalidad que exceda las atribuciones razonables y cree importantes espacios de discrecionalidad que puedan afectar la imparcialidad de sus decisiones.





- El hecho de revisar el esquema propuesto no debilita los derechos del consumidor, sino que permite lograr una buena ley, que sea equilibrada.





- La modernización del Estado debe continuar, pero asegurando el debido proceso y estableciendo frenos y contrapesos al ejercicio de las atribuciones de este importante servicio público.





- La concentración de atribuciones que se propone para el SERNAC, que le reserva la legitimación activa y le asigna el rol de mediador, amerita un análisis de constitucionalidad. Como solución a este problema, propuso dos vías alternativas: a) si se privilegia mantener una autoridad unipersonal, debieran revisarse las nuevas atribuciones junto con aquellas que existen actualmente. Una instancia de real contrapeso es indispensable, pero preocupa la falta de coherencia frente a otra legislación reciente; b) si, en cambio, se privilegia la creación de un auténtico gobierno corporativo colegiado, se podrían adicionar algunas atribuciones, salvo aquellas que son propias del legislador. Esta opción daría mayores garantías de un debido proceso e imparcialidad de parte del Servicio.





Enseguida, se ofreció el uso de la palabra a la representante de la Sociedad de Fomento Fabril, SOFOFA, señora María Cecilia Flores.





En nombre de la entidad gremial que representa, la señora Flores agradeció la posibilidad participar en la discusión de este proyecto e inició su presentación expresando que dicha institución comparte la necesidad de avanzar en la modernización de la normativa sobre cautela los derechos de los consumidores. Sin embargo, agregó, atendidos los efectos que implica modificar la ley N° 19.496, esta modernización debe ser realizada de manera justa y equilibrada. Enseguida, pasó a revisar los diversos temas que toca el proyecto. 





En primer término, se refirió al nuevo Consejo Normativo que crea la iniciativa, destinado a aceptar o rechazar las propuestas normativas e interpretativas formuladas por el Director Nacional del SERNAC.





Explicó que este diseño tiene un error estructural que no se soluciona con la creación de un órgano colegiado a cargo de esta función. Señaló que por muy independiente y profesional que este órgano pueda ser, no corresponde que el SERNAC, que está llamado esencialmente a velar por la protección de los consumidores, asuma competencias que recaen en el Parlamento, en los Tribunales de Justicia y en otros órganos de la Administración. Con todo, observó que un órgano colegiado mitigaría los riesgos anteriormente señalados, los cuales tendrían lugar si se trata de una atribución exclusiva del Director.





A continuación, abordó las nuevas atribuciones que el proyecto contempla para el Servicio, que ahora se pretende que actúe en ámbitos relativos a la creación de normas, a su interpretación con efectos generales, a la inspección y a la sanción. Al respecto, señaló que resulta riesgoso que las funciones de supervisar, regular, defender el interés público, sancionar y mediar queden concentradas en un órgano único, dependiente del poder político. Añadió que, a su turno, el Congreso Nacional y el Poder Judicial no pueden renunciar a su responsabilidad constitucional de establecer las bases generales del ordenamiento jurídico, de interpretar la ley en los casos particulares y de ejercer la función jurisdiccional, respectivamente.





Añadió que esta nueva función normativa podría ofrecer problemas de constitucionalidad si se le considerara como una forma de invadir el campo propio de la ley, contraviniendo el artículo 63 Nº 20 de la Constitución. El mismo problema tendría lugar respecto de la posibilidad de establecer las reglas generales que han de ser cumplidas por quienes desarrollen actividades económicas, pues ello infringe el artículo 19 Nº 21 de la Carta Fundamental, que establece que esta competencia es del legislador.





A renglón seguido, atendido que el ámbito de aplicación de las nuevas atribuciones es de una extensión que supera el perímetro sectorial de la regulación especial, explicó que surgen las siguientes dos dudas:





1) ¿Cómo se conciliarán estas funciones con las facultades sectoriales que competen a otros órganos del Estado, por ejemplo, en materia bancaria, de seguros o salud?





2) ¿Resultaría aplicable en esta materia lo dispuesto en el artículo 2° bis de la Ley de Protección al Consumidor, en cuanto a que no resultaría procedente el ejercicio de la facultad normativa e interpretativa del SERNAC a las actividades de producción, fabricación, importación, construcción, distribución y comercialización de bienes o de prestación de servicios regulados por leyes especiales?





A continuación, se refirió a la reformulación de la función sancionadora que el proyecto considera. Observó que se propone regular en un único procedimiento el reclamo y la instrucción sancionatoria propiamente tal. Esto implica, dijo, que ante una denuncia en el SERNAC, el proveedor se verá presionado a otorgar una solución satisfactoria al consumidor, ya que de lo contrario se iniciará un procedimiento sancionatorio con eventuales multas de montos considerables. Al respecto, planteó que la regla general en esta materia debería ser que el procedimiento administrativo de reclamo se inicie a través de una denuncia y culmine con un dictamen del órgano administrativo en el cual se constate o no la infracción del ente fiscalizador y el hecho de si las partes llegaron a conciliación. Expresó que en esta etapa, parece razonable que el órgano fiscalizador tenga facultades de mediación o conciliación entre las partes.





Afirmó que el problema estriba en que, una vez ponderada la gravedad de la infracción por parte del órgano fiscalizador, eventualmente se debería iniciar un procedimiento sancionatorio. Expresó que a lo anterior debe sumarse la posibilidad de iniciar dicho procedimiento cuando el órgano fiscalizador, luego de realizar labores de inspección, presumiere la ocurrencia de ciertos hechos que pudieren ser constitutivos de infracciones graves. En caso de constatarse infracciones que no revistieren tal carácter, ello debería ser representado al infractor.





Para solucionar este incordio, afirmó que alternativamente debería considerarse que en caso que se quiera dotar de esta facultad al SERNAC, el procedimiento sancionatorio se debería iniciar únicamente cuando se presume que los hechos son constitutivos de infracciones graves considerando el bien jurídico protegido.





En seguida, se abocó a la reconfiguración del régimen de multas e indemnizaciones. Al respecto, señaló que el considerable aumento de multas que contempla el proyecto no se condice con los bienes jurídicos protegidos y con el espíritu de reparación del consumidor. Añadió que también debe tenerse en vista que la indemnización por daño moral supone sufrimiento y, por ende, es personal y no resulta razonable que se la pueda generalizar respecto de grupos, tal como la iniciativa propone.





A manera de conclusión, planteó que una revisión del proyecto debería observar los siguientes criterios orientadores:





1) Que el SERNAC se mantenga como una entidad que forma parte de la Administración del Estado, con la misión de aplicar la ley pero no de dictarla, y





2) En caso que se decida otorgarle atribuciones jurisdiccionales, estas deben circunscribirse a la resolución administrativa de reclamos con facultad de mediar y a la aplicación de multas acotadas en caso de infracciones graves, considerando el bien jurídico protegido, el grado de responsabilidad del proveedor, la conducta anterior del mismo, etc.





El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo expresó algunos reparos en relación a la exposición realizada por los representantes del retail financiero. Observó que no es posible afirmar que de la constatación fáctica de la paulatina disminución del número de reclamos se pueda concluir que no es necesaria una mayor institucionalidad de protección al consumidor.





Sostuvo que, por el contrario, el análisis efectuado por la consultora MORI demuestra que esa disminución de reclamos se debe a la desafección que sufren los consumidores, que observan que tras su presentación inicial no se logran resultados tangibles y que la solución al problema que les aqueja requiere invertir tiempo y recursos de que no disponen. Por ello, luego de un segundo o tercer problema del mismo tipo, simplemente optan por no reclamar.





En conclusión, afirmó que la caída del número de reclamos se debe a los defectos de la institucionalidad de protección a los consumidores y no a una disminución de las infracciones que los aquejan.





Añadió que tampoco se tiene en vista que la disminución agregada de dichos reclamos se explica, básicamente, por la notoria baja de presentaciones contra los prestadores de servicios bancarios, pues en el lapso que postula la señalada exposición, han aumentado los incidentes que involucran al retail financiero.





Connotó, además, que los datos previamente expuestos demuestran que más del 10% de los proveedores reclamados no emite respuesta alguna ante una presentación en su contra. Observó que una cosa es que el reclamado se defienda y contraargumente la posición del consumidor, pero otra cosa muy distinta es que ni siquiera se digne responder, lo que muestra crudamente la asimetría en la que están las partes en la relación de consumo.





Precisó que la respuesta institucional a la situación previamente descrita debe ser balanceada y que por ello el Ejecutivo está abierto a revisar la proporcionalidad del nuevo esquema de multas que el proyecto propone, el cual debe estar en función de los bienes jurídicos que se quieren defender.





En la misma línea, se mostró abierto a revisar la institucionalidad del gobierno corporativo del SERNAC, para asegurar que todas las partes involucradas en un conflicto que ataña a su competencia sean tratadas de la misma forma. Señaló que la idea no es desequilibrar la relación de consumo, sino rebalancear las asimetrías actuales para lograr un punto medio justo.





En otro orden de materias, aludió al alegato de los expositores que le antecedieron respecto de que no es procedente usar el sistema de límite de multas del decreto ley Nº 211, de 1973, porque está establecido únicamente para casos de colusión. Adujo que ello no se funda en un hecho verdadero, porque la última modificación hecha a ese estatuto de protección de la libre competencia hizo una revisión exhaustiva de todas las sanciones previstas para las distintas formas de vulneración a la misma, dentro de las cuales la colusión es sólo una más.





El señor Director Nacional del SERNAC puso de relieve la comparación expuesta por quienes intervinieron previamente respecto de la situación de las agencias de protección al consumidor que operan en otras latitudes. Expresó que el caso de México, la Procuraduría de Protección al Consumidor (PROFECO) es una institución con una dirección unipersonal. Añadió que en el caso español, las instituciones que se dedican a la protección del consumidor están presentes desde el nivel ministerial, pasando por las distintas autonomías, hasta el espacio local.





Precisó que el caso norteamericano es digno de destacar. Expresó que la Comisión Federal de Comercio de ese país carece de facultades para iniciar acciones colectivas o class actions, pero como contrapartida la regla 23 de la Federal Rules of Civil Procedures extiende una amplia facultad para que los privados utilicen ese mecanismo. Añadió que en todo caso esa agencia reserva para sí la facultad de interponer ante un juez federal una acción llamada "injuction", que busca la suspensión inmediata de una actividad desarrollada por un vendedor o prestador de servicios que implique una violación de los derechos de los consumidores e impone la obligación de resarcir a los perjudicados.





Refiriéndose a lo que se planteara anteriormente respecto al contenido del proyecto por los expositores escuchados en esta oportunidad, efectuó las siguientes puntualizaciones:





1) Todas las nuevas facultades que se proponen para el SERNAC y su Consejo Normativo son revisables por los tribunales ordinarios de justicia.





2) El proyecto no innova sobre la regulación de las acciones colectivas. Sobre el punto, destacó que las normas propuestas no permiten que el Servicio imponga administrativamente multas en casos que afecten a varios y se limita a perfeccionar las normas actuales que sí permiten que la institución intervenga en las mediaciones colectivas.





3) La iniciativa tampoco innova sobre la facultad que hoy tienen los jueces para fijar una multa por cada afectado por una misma situación y sólo se limita a establecer un tope global para ese caso.





4) Del mismo modo, el proyecto no innova respecto a la regla de especialidad que contempla el artículo 2 bis de la ley vigente y sólo se limita a establecer reglas para impedir decisiones contradictorias por parte de distintos órganos públicos respecto de un mismo asunto, cuidando siempre de respetar la competencia del regulador sectorial.





El señor Claudio Ortiz, representante del retail financiero, expresó que llama la atención que el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo no dé crédito a las cifras oficiales que muestran una paulatina disminución de los reclamos. Añadió que la supuesta alza de reclamaciones contra el sector que representa no es tan significativa como el mencionado Secretario de Estado lo indica, pues las cifras oficiales señalan que éstas han pasado de 10.359 a 10.827.





En respuesta a lo anterior, el señor Director Nacional del SERNAC adujo que el punto observado por el ya referido señor Ministro indica que no hay una reducción de reclamos en el retail financiero, sino que, por el contrario, los datos demuestran un alza paulatina, tal como dicha autoridad lo planteara.





En otro orden de materias, resaltó la disposición demostrada por el Ejecutivo para acoger los cambios que puedan perfeccionar esta iniciativa. Observó que el texto que la Comisión está revisando no es el que originalmente presentó el Gobierno en el año 2014, el cual ha tenido modificaciones fundamentales, como la incorporación de un Consejo Normativo, como fruto de la discusión parlamentaria. Añadió que un punto importante a destacar como objetivo de este proyecto que no ha sido suficientemente cubierto en las exposiciones anteriores, es la necesidad de reconstruir la confianza de los consumidores en el mercado, la que ha sido muy vapuleada tras los últimos casos de colusión.





El señor Eduardo Escalona, representante del retail financiero, sostuvo que lo que preocupa del cambio normativo que se propone es el cúmulo inédito de atribuciones legales que el proyecto entrega al SERNAC. 
Recordó que las entidades unipersonales de la Administración del Estado chileno operan en forma coordinada, inspirada en un principio de unidad de acción y sobre la base de una regla jerárquica.





En esa línea, expresó que es difícil considerar la suficiencia de los contrapesos institucionales que se establezcan frente a directivas que provienen de un nivel jerárquico superior que tiene en sus manos la evaluación final de las reparticiones internas que teóricamente operarían en forma independiente y autónoma. Observó que, finalmente, las entidades controladas tendrán que comparecer ante un mismo órgano público.





Respondiendo a lo expuesto, el señor Director Nacional del SERNAC puntualizó que en la intervención anterior se observan varios errores de hecho. Explicó que el proyecto establece que cada una de las funciones que se refuerzan estará a cargo de una división especializada del Servicio, bajo el mando de un Subdirector Nacional. Ello implica que los funcionarios a cargo de áreas sensibles, como los destinados a la fiscalización, a los procesos de mediación y los instructores de los procesos para determinar la responsabilidad infraccional, no estarán bajo la tuición jerárquica de un mismo Director Regional, sino que responderán directamente ante un Subdirector Nacional especializado, que operará de forma independiente de las demás áreas del Servicio.





Precisó que esa es la idea que subyace bajo el concepto de "murallas chinas", esto es, imponer una separación vertical y otra horizontal en el Servicio, lo que supone un diseño con división de funciones, especialización de procedimientos para cada caso y una distribución equilibrada para la adopción de decisiones, en la cual no se contempla el recurso jerárquico, justamente para evitar la cooptación interna que teme el representante del retail financiero.





El Honorable Senador señor Harboe consideró relevante reencausar esta discusión de manera de enfocarla hacia una política pública general. Expresó que se contrapone a ello la utilización de un criterio casuístico, que establezca un esquema distinto de regulación para cada situación. Sostuvo que esta iniciativa debe enmarcarse, más bien, en un esfuerzo general de “nivelación de la cancha” para todas las partes en todos los sectores de la economía.





Recordó que hace poco tiempo, esta Comisión estudió y despachó un esquema nuevo de gobierno corporativo para la agencia de regulación del mercado de valores, en el que se puso en el tapete de la discusión la importancia de variar del esquema de dirección unipersonal a cuadros de dirección colegiada. A la vez, la Comisión también discutió y despachó una iniciativa que fortalece y reorganiza el esfuerzo estatal de protección de la libre competencia, en la que se incorporó como mecanismo basal un esquema sofisticado de división de funciones preventivas, persecutorias y de resolución de la instancia contenciosa administrativa, a cargo de la adjudicación de las disputas sectoriales.





Subrayó que estas experiencias y diseños deben ser recogidos y, en paralelo, abandonarse las posturas voluntaristas que no están sometidas por la evidencia y que atentan contra la vocación de estabilidad de la ley, lo que se logra si se adoptan mecanismos comunes y probados.





Expresó que una muestra de este enfoque errado es lo que pasó con el proyecto sobre SERNAC Financiero y con la incorporación del Sello SERNAC. Recordó que, a la fecha, no hay ninguna empresa que haya adoptado el sello en cuestión, lo que demuestra el fracaso de los esquemas de autorregulación. Manifestó que si dicho mecanismo hubiera funcionado no estaríamos discutiendo hoy una elevación importante de las multas por infracción a los derechos de los consumidores, como se observa en esta iniciativa.





En la misma línea, observó que sin duda alguna el sistema de multas que se proponga será un elemento importante para disuadir comportamientos reñidos con la ley y sancionar las malas prácticas. Pero, dijo, es muy importante que ellas no se sobredimensionen y terminen afectando a una industria completa.





Recordó que hace poco, la Comisión reformuló completamente el sistema de sanciones pecuniarias para la colusión, con el claro objetivo de impedir que ese tipo de operaciones sea económicamente realizable. No obstante, añadió, en ese caso lo que se perseguía era una maquinación dolosa, a diferencia de la mayor parte de las infracciones a los derechos de los consumidores, que son producto de comportamientos meramente negligentes.





En otro orden de materias, planteó que a lo menos debe estudiarse un cambio de nombre para el nuevo esquema que se sugiere para la mediación, porque indudablemente aquel supone la participación de un tercero imparcial no comprometido, lo que, por definición, no corresponde al SERNAC.





Finalmente, consideró muy importante que en el diseño institucional que se postule se consignen los principios de descentralización y desconcentración, de manera de imponer un criterio de equidad territorial.





El Honorable Senador señor Espina manifestó que la primera aproximación que debe hacerse a este proyecto es reconocer la necesidad de fortalecer el SERNAC y transformarlo en una institución sólida, independiente y autónoma del Gobierno de turno. Expresó que esas características requieren de un diseño apropiado de gobierno corporativo.





Manifestó que este proyecto de ley debe cimentarse definitivamente en la idea de que la función principal del SERNAC es la defensa de los derechos de los consumidores. En la misma línea, sostuvo que si el SERNAC es por definición parte interesada en los conflictos que atañen a los consumidores, no puede ser juez o componedor en los mismos, por lo que hay que volver a analizar el mecanismo de mediación que se está proponiendo. Al respecto, recordó la experiencia de la instauración de la reforma procesal penal, en cuyas bases se estableció la absoluta prescindencia del juez frente a la oposición de posturas representadas institucionalmente en cada proceso por la Fiscalía y la Defensoría Penal Pública. Añadió que también es necesario estudiar la experiencia comparada en esta materia.





Sostuvo que es necesario tener cuidado en esta discusión, porque la ciudadanía tiene una sensación de abuso generalizado que termina afectando a todo el sistema, porque nuestra economía social de mercado opera en la medida en que sus actores se comporten de manera leal. Sobre el punto, compartió la visión del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo respecto a la causa real de la disminución de la cantidad de denuncias que ha recibido el sistema de protección al consumidor en el último tiempo, porque ello más bien revela un nivel importante de desafección institucional de la ciudadanía y no una supuesta mejora de la situación de los consumidores, como algunos quisieran leer. Observó que el mismo fenómeno se repite en materia de seguridad ciudadana, en que la gente percibe que denunciar no sirve para nada.





Connotó que cualquiera que sea el modelo que se adopte, hay que evitar que se mantengan o incorporen a la ley resquicios que permitan eternizar los juicios, pues eso va en directo perjuicio de los consumidores.





En otro orden de materias, recordó que la experiencia asentada en esta Comisión demuestra que el diseño de cualquier escala de sanciones debe establecerse en función justa, directa y proporcionada al daño causado. Observó que si se opta por un rasero sobredimensionado, se crea un riesgo cierto de que los jueces eviten su aplicación, tal como sucedió con el microtráfico de drogas. A su turno, añadió, si el nivel de multas resulta demasiado bajo, no se logra el objetivo de restaurar la confianza quebrantada, tal como ocurría con los casos de colusión antes de la última reforma.





El señor Presidente de la Comisión expresó que las intervenciones anteriores cierran la etapa de las exposiciones en la tramitación de esta iniciativa, con lo que se da paso al estudio pormenorizado de las disposiciones del proyecto. Hizo notar que, en principio, dos puntos que presentan diferencias dicen relación con la nueva que regulación que se propone para el gobierno corporativo y el régimen de multas.

DEFINICIÓN DEL COMETIDO DE LA COMISIÓN Y DISCUSIÓN EN PARTICULAR DE LA NORMATIVA DEL PROYECTO





Una vez finalizadas las audiencias de que se ha dado cuenta, la Comisión se abocó al estudio de aquellas disposiciones del proyecto que dicen relación con su ámbito de competencia, basándose, para estos efectos, en los textos despachados previamente por la Comisión de Economía de la Corporación.





Como consecuencia de esta definición, no hubo pronunciamiento sobre las restantes normas de la iniciativa.





En atención a la diversidad de inquietudes que fueron surgiendo en relación a los referidos preceptos al realizarse las audiencias ya consignadas, se le pidió al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo conformar una Mesa de Trabajo con asesores de los señores Senadores que integran la Comisión, de manera de recoger dichos planteamientos, analizarlos y buscar fórmulas para solucionarlos.





Una vez identificadas tales materias y las correspondientes proposiciones de solución, se acordó revisarlas y estructurar, posteriormente, las indicaciones que resulten pertinentes para introducir los correspondientes ajustes al texto de la iniciativa.


De este modo, en una sesión posterior, el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo presentó el trabajo desarrollado por la Mesa Técnica de asesores que se conformara para atender y solucionar las observaciones planteadas por los expositores escuchados por la Comisión.


Señaló, en primer término, que la labor de dicho grupo se concentró en los siguientes cinco temas:

1.- Multas


- Límite máximo de multas correspondientes a cada infracción.


- Modo de determinación de la multa o sanción aplicable.


- Límite de multa aplicable en caso de afectación del interés colectivo o difuso de los consumidores.

2.- Principio ne bis in idem y daños punitivos en caso de interrupción de servicios básicos

3.- Procedimiento de mediación colectiva


Expresó que en los 3 primeros aspectos se logró consenso o amplia mayoría en la mesa técnica.

4.- Daño moral en procedimientos colectivos


Informó que en esta materia no se alcanzó acuerdo en la referida mesa de trabajo, aun cuando el Ejecutivo está dispuesto a hacer un nuevo esfuerzo para concitar consenso.

5.- Consejo normativo del SERNAC


Hizo presente que el Gobierno también realizará una nueva propuesta en relación a este aspecto.


A continuación, intervino el señor Director Nacional del SERNAC, quien profundizó en cada uno de los tópicos enunciados por el señor Ministro.


En materia de multas, expresó que en la instancia técnica se consensuó un grupo de infracciones en función de sus características y gravedad y que sobre esa base se propone una multa máxima proporcionada. Lo anterior se observa en el siguiente cuadro:
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Observó que las categorías anteriores no tienen un mínimo de multa preestablecido.


Respecto del modo de determinación de las multas aplicables, recordó que en el trámite reglamentario anterior se estableció una serie de tramos porcentuales aplicables al límite de cada multa según la configuración de un conjunto de circunstancias atenuantes y agravantes, lo que limita la discrecionalidad judicial o administrativa para su aplicación. Al respecto, connotó que se introdujeron los siguientes perfeccionamientos:


- Se aclara la redacción de algunas circunstancias atenuantes y agravantes.


- Se incorpora la duración de la conducta como criterio adicional para la determinación de las multas.


Para el caso de las multas aplicables cuando se afecta el interés difuso o colectivo, manifestó que el texto aprobado por la Comisión de Economía incorpora un límite respecto de la suma de las multas aplicables. Observó que, en la actualidad, ese límite no existe en la legislación vigente, la que faculta para imponer una sanción por cada consumidor afectado, sin tope superior. Como contrapartida, el proyecto propone un tope superior equivalente al 30% de las ventas de la línea del producto o servicio objeto de la infracción durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio obtenido por esa misma causa. Además, se considera una regla especial para las empresas de menor tamaño, que limita ese tope superior al 10% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción.


Explicó que en esta área se propuso establecer una regla que haga expresamente aplicable el sistema de determinación de multas antes anotado y también se resguarda la proporcionalidad en la aplicación de la sanción. Manifestó que en la mesa técnica se consideraron diversas propuestas alternativas, las que tenían dos factores en común: por una parte, establecer parámetros objetivos que le permitan al juez discernir la gravedad de las conductas que, por ejemplo, afectan a un millón de personas. Por otra, el sistema de determinación en este caso también tiene en cuenta el necesario elemento disuasivo que debe estar presente cuando se trata de decisiones de las empresas que generan un extenso daño.


A continuación, planteó que un tercer aspecto analizado fue el tema del principio del ne bis in idem. En relación a esta materia, recordó que el Ejecutivo ha subrayado en distintas sesiones de esta Comisión y también ante la Mesa de Trabajo, que este proyecto no cambia la regla base de aplicación subsidiaria de la Ley de Protección al Consumidor descrita en el artículo 2º bis vigente. En ese entendido, la Mesa Técnica produjo una proposición que busca cerrar la posibilidad de una doble sanción por parte del órgano sectorial y del SERNAC, además de evitar la sustanciación de procedimientos paralelos y lograr la coordinación de los diversos órganos del Estado que intervienen en estos casos. Expresó que los tres tópicos anteriores fueron recogidos por la unanimidad de la instancia.


En seguida, revisó las conclusiones de la Mesa Técnica respecto de los daños punitivos en caso de interrupción de servicios básicos. Al respecto, explicó que la Cámara de Diputados incorporó una norma supletoria que se aplica a las interrupciones de servicios básicos cuando sus regulaciones sectoriales ya lo contemplan, como es el caso de las telecomunicaciones y la distribución eléctrica domiciliaria. Agregó que una regla similar se está discutiendo en el Congreso Nacional en paralelo, en el proyecto de ley que modifica la ley de servicios de gas y otras disposiciones legales que indica, Boletín Nº 9.890-087.


Indicó que, a ese respecto, la Mesa Técnica propone que la indemnización punitiva sea proporcional a la infracción y que guarde relación con las reglas establecidas en leyes especiales, que típicamente consideran un monto igual a 10 veces del valor promedio diario de lo facturado en el estado de cuenta anterior. Además, esa instancia acordó -por mayoría de sus miembros-, precisar lo que se entenderá por interrupción de servicio para estos efectos, lo que corresponderá a 4 horas continuas o más, dentro de un período de 24 horas.


A continuación, se refirió al procedimiento de mediación colectiva. Sobre el particular, la Mesa Técnica realizó un estudio exhaustivo de las disposiciones aprobadas por la Comisión de Economía y propuso las siguientes modificaciones:


- Cambiar su denominación a "procedimiento voluntario para la protección del interés público difuso o colectivo de los consumidores", y


- Reorganizar la redacción de algunas disposiciones contenidas en ese título y hacer algunos ajustes en las definiciones para evitar ambigüedades y problemas de interpretación.


Finalmente, hizo presente que no hubo acuerdo respecto de la introducción y redacción de una regla sobre daños morales en juicios colectivos.


En seguida, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina, quien agradeció que el Ejecutivo integrara una instancia técnica con participación de los asesores de los Parlamentarios miembros de la Comisión, para discutir aquellos aspectos puntuales de la iniciativa que motivan diferencias.


Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín planteó que la Comisión debería abocarse primero a los asuntos que han concitado acuerdo en la mencionada instancia técnica y tratar posteriormente los puntos en que se mantienen las diferencias.


Explicó que, al parecer, las visiones contrapuestas se concentran, hasta el momento, en el daño moral en los procedimientos colectivos y en el sistema de creación normativa que el proyecto incorpora. Respecto de esos puntos, sugirió levantar un punteo con las modificaciones específicas del proyecto que los consideran.


A su turno, el Honorable Senador señor Harboe indicó que este proyecto es de suma importancia para la ciudadanía, razón por la cual es imprescindible avanzar con toda la celeridad que sea necesaria para sacar una buena ley.


Expresó que de las intervenciones anteriores ha quedado claro que la mayor parte de las modificaciones contempladas por el proyecto suscitan el consenso de la Comisión; por tanto, dijo, se podría avanzar rápidamente en ellas y dejar para el final los puntos precisos respecto de los cuales no hay acuerdo.


El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo señaló que el Gobierno está confeccionando una propuesta sustitutiva para la regulación del daño moral en los procedimientos colectivos y un nuevo esquema institucional para desarrollar la competencia normativa que esta iniciativa confía al SERNAC. Recordó el resto de las modificaciones que fueron consensuadas por la Mesa Técnica figuran en un acta de sesiones levantada por la secretaría de la misma.


En la sesión siguiente, el señor Muñoz, Director Nacional del SERNAC, abundó sobre los aspectos analizados hasta entonces por la Mesa Técnica, desarrollando su presentación en torno a los siguientes cuatro temas:

1) Multas


Expresó que los acuerdos de la ya indicada instancia giraron en torno a tres aspectos vinculados al tema, que son los siguientes:

a) Límites de las multas establecidas para cada infracción


Sobre el particular, explicó que la mesa técnica agrupó las distintas infracciones de la ley según el bien jurídico que establece la infracción y la intensidad de la afectación de los derechos de los consumidores que se produce. Agregó que esta clasificación condujo a cuatro grupos de infracciones, tal como se observa en el siguiente cuadro:
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Monto multa maxima

Infracciones variadas de baja gravedad y sancion supletoria

Hasta 300 U.TM.

Infracciones con impacto potencial en un nimero acotado de
consumidores / entorpecimiento al ejercicio de facultades del
Servicio

Hasta 750 U.TM.

Infracciones con impacto potencial en un nimero masivo de
consumidores Hasta 1500 U.TM.

Infracciones que pueden afectar la salud, seguridad y medio
ambiente o derechos fundamentales Hasta 2250 U.TM.






Como consideración general, observó que el esquema de multas establecidas en el cuadro contempla, para cada caso, topes máximos pero no mínimos, por lo que el juez -guiado por las reglas de determinación que más adelante se expondrán-, podría transitar por toda la extensión de la sanción. Además, indicó que la agrupación propuesta brinda una distribución coherente de infracciones y sanciones.


En seguida, detalló las infracciones que corresponden a cada grupo:

Primer grupo: infracciones variadas de baja gravedad y sanción supletoria (multa propuesta por la Mesa Técnica: hasta 300 UTM)

i) Artículo 24, inciso primero: sanción supletoria

- multa actual: hasta 50 UTM.

- multa del proyecto: hasta 300 UTM.

- ejemplo: proveedor que no cumple con la garantía legal.

ii) Artículo 29: rotulación defectuosa

- multa actual: de 5 a 50 UTM.

- multa del proyecto: hasta 300 UTM.

- ejemplo: producto alimenticio importado cuya información nutricional se encuentra en un idioma distinto al castellano.

iii) Artículo 56, inciso final: no contar con servicio al cliente en contratos de adhesión financieros o incumplimiento de condiciones del servicio al cliente en el contexto del Sello SERNAC

- multa actual: hasta 50 UTM.

- multa del proyecto: hasta 150 UTM.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Espina consultó cuántas empresas han sido sancionadas por infracción a las disposiciones del Sello SERNAC.


El señor Director Nacional del SERNAC informó que a la fecha ninguna empresa ha sido sancionada por ese motivo por la sencilla razón de que todavía no hay ningún proveedor de servicios que se haya acogido a ese sistema. Añadió que la institución no tiene una respuesta definitiva que explique este fenómeno, pero, al parecer, las empresas consideran que los costos y riesgos involucrados en la certificación voluntaria son mayores a los beneficios. Expresó que, en términos más generales, este asunto da cuenta del escaso resultado que tuvo la política de autorregulación en materia de derechos de los consumidores emprendida por la Administración anterior, lo cual fundamenta la necesidad de este proyecto.

Segundo grupo: infracciones con impacto potencial en un número acotado de consumidores/entorpecimiento del ejercicio de las facultades del SERNAC (multa propuesta por la Mesa Técnica: hasta 750 UTM)

i) Artículo 25, inciso primero: corte de servicio no básico

- multa actual: hasta 150 UTM.

- multa del proyecto: hasta 750 UTM).

- ejemplo: suspensión de envío de una publicación periódica cuya suscripción se encuentra vigente.


El Honorable Senador señor Espina consultó si la multa que se prevé en esta disposición se aplica por cada afectado.


El señor Director Nacional del SERNAC explicó que si se trata de un procedimiento infraccional administrativo seguido a raíz del ejercicio de la facultad fiscalizadora, sólo se puede imponer una multa por infracción, aunque haya varios afectados.


El Honorable Senador señor Espina observó que no encuentra en la ley vigente una norma de cierre que tenga el efecto antes señalado por el mencionado señor Director Nacional.


Este último indicó que, teóricamente, la letra b) del artículo 53 C de la ley vigente considera una hipótesis de imposición de multa por cada afectado, pero ello sólo tiene lugar en procedimientos colectivos respecto de los cuales ni la ley vigente ni el presente proyecto otorgan acción al SERNAC. Además, por regla general los jueces que conocen los procedimientos colectivos no emplean esta norma.


Planteó que el proyecto agrega procedimientos mucho más estrictos para que el juez recorra la multa establecida en la ley, de forma tal que el efecto final sea proporcional y disuasivo.


A continuación, usó de la palabra el asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Lucas del Villar, quien expresó que la norma indicada por el señor Director Nacional fue incorporada a nuestro ordenamiento jurídico en el año 2010, y fue utilizada de forma muy exitosa como argumento para incentivar a las empresas infractoras a someterse a un procedimiento voluntario de mediación colectiva.


El señor Director Nacional del SERNAC continuó su exposición, proporcionando los siguientes antecedentes:

ii) Artículo 56 H: no cumplir un acuerdo de mediación individual en el contexto del Sello SERNAC

- multa actual: hasta 750 UTM.

- multa del proyecto: 1.500 UTM.


Indicó que esta situación es de aplicación teórica mientras no exista alguna empresa que se acoja a este sistema.

iii) Artículo 58, letra a), incisos quinto y sexto: negativa a dar cumplimiento a los requerimientos de los funcionarios del SERNAC durante las acciones de fiscalización

- multa actual: actualmente la multa no existe porque la institución no tiene facultades fiscalizadoras.

- multa del proyecto: hasta 1.000 UTM.

iv) Artículo 58, inciso noveno (que pasa a ser octavo): no entregar información requerida por el SERNAC en el marco de la ley, por ejemplo, no contestar un oficio de fiscalización

- multa actual: hasta 400 UTM.

- multa del proyecto: hasta 1.000 UTM.

Tercer grupo: infracciones con impacto potencial en un número masivo de consumidores (multa propuesta por la Mesa Técnica: hasta 1500 UTM)

i) Artículo 17 K: infracción a los artículos 17B a 17 K (contratos de adhesión financieros)

- multa actual: hasta 750 UTM.

- multa del proyecto: hasta 1.500 UTM.

- ejemplos: banco modifica unilateralmente las condiciones en relación a los cargos y comisiones a propósito del cambio de una tarjeta de crédito; banco ofrece un crédito de consumo con obligación de contratar un seguro de desgravamen asociado (venta atada).

ii) Artículo 24, inciso segundo, primera parte: publicidad engañosa que no compromete la salud, la seguridad o el medio ambiente

- multa actual: hasta 750 UTM.

- multa del proyecto: hasta 1.500 UTM.

- ejemplo: publicidad de zapatillas "shape-ups" de Skechers, que prometían tonificación muscular y pérdida de peso con su uso.


Explicó que detrás de esta norma está el propósito de la legislación de que la información publicitaria sea veraz y verificable y que no induzca a error o engaño.

iii) Artículo 25, inciso segundo, segunda parte: corte de servicio básico

- multa actual: hasta 300 UTM.

- multa proyecto: hasta 1.500 UTM.

- ejemplo: corte injustificado y no informado de suministro de agua potable.


Sobre el particular, explicó que esta sanción sólo tiene lugar en forma supletoria, pues al respecto operaría primero el principio de especialidad establecido en el artículo 2º bis.


El Honorable Senador señor Larraín consultó qué sentido tiene una norma de este tipo si la regulación sectorial siempre considera una multa en tales casos.


En respuesta, el señor Director Nacional señaló que hay ciertas materias ampliamente desarrolladas por la ley del consumidor que no son consideradas por la legislación sectorial aún en aquellos casos relativos a infracciones propias de su competencia, como la publicidad engañosa asociada a la infracción, los procedimientos colectivos y las reglas sobre resguardo de las indemnizaciones. Explicó que estas normas de la ley del consumidor se aplicarían además de la sanción que imponga la agencia sectorial.


A su turno, el Honorable Senador señor Araya consultó cómo se regula la situación del inicio del procedimiento si el órgano sectorial competente no ejerce sus facultades.


En respuesta, el señor Director Nacional del SERNAC expresó que la Mesa Técnica visualizó un mecanismo de solución para la situación recién planteada, que más adelante se presentará.

iv) Artículo 55 D: publicitar que se cuenta con sello SERNAC sin tenerlo

- multa actual: hasta 1.000 UTM.

- multa proyecto: hasta 2.000 UTM.

Cuarto grupo: infracciones que pueden afectar la salud, la seguridad, el medio ambiente o los derechos fundamentales (multa propuesta por la Mesa Técnica: hasta 2.250 UTM)

i) Artículo 23, inciso segundo: venta de sobrecupo en espectáculos o transporte de pasajeros (excepto transporte aéreo)

- multa actual: de 100 a 300 UTM.

- multa del proyecto: hasta 3.000 UTM.

ii) Artículo 24, inciso segundo, segunda parte: publicidad engañosa que compromete la salud, la seguridad o el medio ambiente

- multa actual: hasta 1.000 UTM.

- multa del proyecto: hasta 3.000 UTM.

- ejemplo: publicidad de "Osteoartrit", producto con supuestas propiedades tonificantes de los huesos y las articulaciones, cuya eficacia, calidad y seguridad no estaban comprobadas (fuente: "Informe sobre productos milagro" del Departamento de Estudios e Inteligencia del SERNAC).

iii) Artículo 45, inciso final: información defectuosa de productos o servicios riesgosos

- multa actual: hasta 750 UTM.

- multa proyecto: hasta 3.000 UTM.

- ejemplo: venta de estufa a parafina sin instrucciones de uso, advertencias o indicaciones de seguridad.


Sobre este grupo de infracciones, el Honorable Senador señor Larraín observó que cuando expresamente la ley introduce una competencia sancionadora para el SERNAC en un ámbito que ya está cubierto por una agencia especializada -como sucede en este último caso-, se está generando, de manera innecesaria, una posible contienda de competencia entre agentes del Estado que persiguen objetivos distintos. Peor aún, añadió, se está también creando un incentivo para que tenga lugar una suerte de carrera de fiscalización para incoar cuanto antes un procedimiento y prevenir a la competencia, pese a que no disponerse de todos los antecedentes del caso.


En segundo lugar, manifestó que el esquema de agrupación de multas antes expuesto puede resultar equívoco en razón de que ninguno de los tramos que considera tiene un mínimo asegurado. Explicó que ello puede ser interpretado como si el piso de cada grupo de ilícitos parte del máximo del grupo previo, lo que implica que frente a un caso puntual que esté comprendido dentro del grupo más grave, pero que por las características particulares de su comisión resultó poco lesivo, el juez se verá en la disyuntiva de aplicar una sanción desproporcionadamente alta o exculpar al causante. Manifestó que una situación de este tipo tuvo lugar con la legislación original sobre microtráfico, añadiendo que la solución es establecer sanciones más moduladas, lo que para este proyecto implicaría tramos más acotados de multas con pisos predefinidos.


En respuesta a las inquietudes previamente formuladas, el señor Director Nacional del SERNAC señaló que el problema del ejercicio conjunto de competencias se resuelve mediante la siguiente propuesta sustitutiva que la Mesa Técnica hace respecto del artículo 50 P:


"Artículo 50 P.- Cuando un organismo sectorial inicie un procedimiento sancionatorio por infracción a una norma legal especial que establezca derechos específicos para los consumidores o usuarios, comunicará esta circunstancia al Servicio, el que no podrá desde la recepción de dicha comunicación iniciar otro procedimiento sancionatorio por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.


En el caso anterior, una vez resueltos los recursos administrativos que procedan respecto de la resolución que pone término al procedimiento sancionatorio iniciado por el organismo sectorial, o transcurridos los plazos correspondientes sin que aquellos se hubieran interpuesto, el Servicio podrá iniciar un procedimiento sancionatorio en el ámbito de su competencia de conformidad con la presente ley, en la medida que existieren antecedentes suficientes que así lo justifiquen. Con este fin, el organismo sectorial deberá comunicar dicha resolución al Servicio dentro del plazo de 5 días hábiles.


Cuando el Servicio inicie un procedimiento sancionatorio por infracción a la presente ley, pudiendo los mismos hechos constituir infracción a las normas legales a que se refiere el inciso primero, el Servicio notificará al organismo sectorial de dicho inicio con el fin de precaver la existencia de procedimientos paralelos. Si el organismo sectorial inicia con posterioridad otro procedimiento sancionatorio por los mismos hechos y fundamentos jurídicos, deberá notificar al Servicio la resolución respectiva, suspendiéndose con ello la tramitación del procedimiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo.


Si el Servicio llegare a tomar conocimiento de hechos que pudieren constituir una infracción de disposiciones legales o reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley, relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores o usuarios, deberá denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos sectoriales o instancias jurisdiccionales respectivas y podrá hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores o usuarios, de conformidad a lo establecido en el artículo 58 letra i) de la presente ley.


Si un organismo sectorial llegare a tomar conocimiento de hechos que pudieren constituir una infracción a disposiciones contenidas en la presente ley, deberá denunciar dicha circunstancia al Servicio.


En ningún caso se podrá aplicar al mismo infractor dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.


Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2 bis y no afectará en modo alguno el inicio de los demás procedimientos contemplados en este Título.".

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Larraín subrayó que es muy importante que se especifique nítidamente el principio de especialidad, pues también cabe la posibilidad de considerar que operaría una suerte de derogación tácita de las normas sectoriales especiales anteriores por las nuevas reglas generales posteriores que este proyecto contempla. Para evitar lo anterior y para los efectos de la historia de la ley, dejó expresa constancia de que los nuevos estatutos que ahora se postulan siempre tendrán un carácter supletorio -y no derogatorio- respecto de la norma sectorial previa.


El señor Director Nacional del SERNAC informó que el Ejecutivo coincide plenamente con la interpretación anterior, añadiendo que así lo ha hecho ver en todos los trámites legislativos previos. Enfatizó que el centro de este proyecto es modificar los aspectos funcionales, orgánicos y operativos del SERNAC y no el ámbito de aplicación de la ley de protección de los consumidores.


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina expresó que hay unanimidad de pareceres respecto a que la aplicación de las sanciones por diversas infracciones a los derechos de los consumidores ha sido proporcionalmente menor al daño que aquellas han causado en la ciudadanía, de manera que, sin lugar a dudas, ello debe modificarse por la vía de una elevación general del marco punitivo. Teniendo claro lo anterior, postuló que el problema entonces radica en no generar aumentos excesivos de marcos sancionatorios, para no introducir incentivos indeseados a que el juez de la causa, ante una potencial sanción desproporcionada frente al daño efectivamente causado, se ampare en el subterfugio y no aplique la ley.


En segundo lugar, recomendó evitar al máximo la posibilidad de llegar a contiendas de competencia entre distintas agencias gubernamentales con atribuciones sancionatorias respecto de la misma materia, porque ello también entorpecerá la aplicación de esta ley.


A continuación, retomó el uso de la palabra el señor Director Nacional del SERNAC, quien se refirió a la inquietud relativa a los tramos de sanciones. Manifestó que el propósito declarado de quienes participaron en la Mesa Técnica como asesores parlamentarios fue levantar una clasificación de infracciones según su gravedad y un rango de pena proporcional para cada grupo, añadiendo que eso es lo que precisamente se expuso. Agregó que ese esfuerzo clasificatorio se materializó adecuando una por una las distintas infracciones de la ley, por lo que no es posible, en base al tenor literal del texto, llegar a la conclusión a la que arriba el Honorable Senador señor Larraín. Con todo, manifestó que el Gobierno está de acuerdo en aclarar ese punto en la historia de la ley.

2) Formas de determinación de la multa aplicable


El mencionado señor Director Nacional manifestó que la propuesta modifica el sistema de graduación de las multas que corresponde aplicar en cada caso concreto de infracción, en función de tres aspectos:

Primer aspecto: circunstancias atenuantes y agravantes (artículo 24, incisos cuarto y quinto)

a) Circunstancias atenuantes


i) Haber adoptado medidas de mitigación sustantivas, tales como la reparación efectiva del daño causado al consumidor, antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria.


ii) Que el proveedor sea una empresa de menor tamaño.


iii) Colaboración sustancial prestada por el infractor ante el SERNAC antes o durante el procedimiento sancionatorio administrativo, o la que ha prestado en el procedimiento judicial.


iv) No haber sido sancionado anteriormente por la misma infracción durante los 36 meses anteriores contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa, este plazo se amplía a 18 meses.

b) Circunstancias agravantes


a) Reincidencia del proveedor: haber sido sancionado con anterioridad por la misma infracción durante los últimos 24 meses contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa, durante los últimos 12 meses.


b) Haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores.


c) Haber dañado la integridad física o psíquica de los consumidores o, en forma grave, su dignidad.


d) Haber puesto en riesgo la seguridad de los consumidores o de la comunidad, aunque no se haya causado daño.

Segundo aspecto: determinación de tramos porcentuales de multa según las circunstancias atenuantes y agravantes que se verifiquen (artículo 24, incisos sexto y séptimo)
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Circunstancias atenuantes y/o agravantes al maximo de la multa
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Tercer aspecto: otros aspectos adicionales de determinación de multas (artículo 24, inciso octavo)
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A continuación, intervino el Honorable Senador señor Larraín, quien centró su atención en el tratamiento que el proyecto proporciona a las empresas de menor tamaño a la hora de fijar reglas sobre determinación de multas.


Observó que de la exposición anterior se desprende que este criterio opera únicamente como una atenuante, que puede ser compensada o eliminada en presencia de otras circunstancias de efecto opuesto. Sostuvo que el tratamiento anterior resulta insuficiente, pues no tiene en cuenta que una sanción por una infracción grave puede eliminar completamente la viabilidad económica de una PYME, además de que es mucho más probable que, en razón de su falta de recursos, las empresas de menor tamaño sean más propensas a cometer errores. Como forma de solucionar este aspecto, planteó la posibilidad de que el tamaño de la empresa no sea un elemento que sirva para atenuar la responsabilidad, sino derechamente un corrector de la cuantía final de la multa.


En segundo lugar, comentó que el sistema de compensación entre atenuantes y agravantes que se propone es estrictamente mecánico y no considera un criterio racional de apreciación que considere cada circunstancia según su peso específico. Expresó que una visión alternativa permitiría que en casos particularmente graves se imponga una multa máxima, aunque haya muchas atenuantes, o que, viceversa, una circunstancia excepcional de gran envergadura pueda exculpar al infractor, aunque sólo se trate de una.


En tercer lugar, connotó que en la enumeración anterior de las agravantes se considera como tal el hecho de haber puesto en riesgo la seguridad de los consumidores. Puntualizó que, previamente, ese mismo criterio se utilizó para graduar el tramo de la pena asignada. Explicó que lo anterior supone emplear el mismo criterio dos veces, una para determinar el tramo superior que corresponde y otro para agravar, dentro de ese tramo, la sanción final.


Por su parte, el Honorable Senador señor Espina observó que la circunstancia de haber adoptado medidas de mitigación sustantivas que dejen indemne al consumidor afectado se considera sólo como una atenuante simple, que a lo más rebajaría en un 20% la multa que corresponda. Consideró que ello es insuficiente, además de que desincentiva las deseables conductas espontáneas de reparación y rompe el principio de lesividad que rige en la práctica actual. Añadió que extrañamente la reparación del mal causado tiene el mismo efecto que la colaboración sustancial con la investigación, que es un elemento muy discutido en el foro y que sólo beneficia al ente público que investiga el caso y no al consumidor afectado.


El señor del Villar, asesor del Honorable Senador señor Espina, puntualizó que esta iniciativa propone también una nueva regulación para la mediación colectiva, según la cual la empresa que se somete a ese procedimiento, reconoce su participación en la conducta infraccional y repara sus efectos, con lo que queda exenta de multa. Ello, añadió, difiere notoriamente de la misma situación cuando ésta tiene lugar en un procedimiento infraccional individual.


Haciéndose cargo de los planteamientos anteriores, el señor Director Nacional del SERNAC expresó, en primer término, que la Comisión de Economía del Senado -que conoció este proyecto en el trámite reglamentario anterior-, introdujo un estatuto completo para las PYMES en materia infraccional, que no solo comprende elementos específicos de atenuación y graduación de la reincidencia, sino también un mecanismo especial de cumplimiento alternativo de la sanción, que tiene en cuenta la asimetría que existe en cuanto al conocimiento del propio ordenamiento jurídico vigente, aspecto en el cual a menudo esos actores económicos están en desventaja. En razón de ello, añadió, el proyecto considera la posibilidad de conmutar una primera sanción pecuniaria por la participación en un programa de capacitación vinculada al área de la infracción.


En cuanto a la observación del asesor del Honorable Senador señor Espina, informó que se está considerando una norma que somete a todos los procedimientos infraccionales a una etapa previa de conciliación, en la que si el infractor cesa la conducta y repara a los perjudicados, precluirá directamente la posibilidad de incoar un procedimiento sancionatorio posterior, porque el propósito general de este proyecto es propender por todos los medios a la más pronta reparación del perjuicio causado al consumidor. Explicó que esta etapa previa de conciliación no solo se traduce en las modificaciones pertinentes del procedimiento legal, sino también en la inclusión de nuevos recursos para dotar territorialmente al SERNAC de la capacidad funcionaria para llevar a cabo este propósito.





En la sesión siguiente, el señor Muñoz, Director Nacional del SERNAC, presentó a la Comisión un documento en que se explica en forma actualizada el trabajo desarrollado por la mesa de trabajo coordinada por el Ejecutivo y se plantean ciertas ideas que servirán de base para la redacción de las indicaciones que se presentarán oportunamente.





La Comisión consideró oportuno revisar estas proposiciones y pronunciarse en forma preliminar acerca de su pertinencia, sin perjuicio de que, una vez que concluya esta primera etapa de revisión de la normativa del proyecto y de las ideas que se vayan presentando, se solicite a la Sala abrir un plazo para presentarlas formalmente como indicaciones.





El texto del referido documento es el que sigue:

“Proyecto de ley que fortalece la institucionalidad de protección de los derechos de los consumidores

(Boletín N° 9.369-03)

Indicaciones del Ejecutivo

Comisión de Constitución del Senado 10.05.2017

Temas abordados


Las indicaciones presentadas son el resultado de lo siguiente:


1.- Acuerdos de la Mesa Técnica conformada por los asesores de los Senadores de la Comisión y asesores del Ejecutivo (SERNAC y Ministerio de Economía).


2.- Otras modificaciones que recogen propuestas de los asesores de los Senadores o a iniciativa del Ejecutivo.

Acuerdos de la Mesa Técnica (Ejecutivo y asesores de los Senadores)


I. Multas


II. Principio ne bis in ídem


III. Daños punitivos en caso de interrupción de servicios básicos


IV. Mediación colectiva

I. Multas


1.- Límite de multas correspondientes a cada infracción.


Se propone una sistematización de las infracciones de acuerdo a su gravedad y se homologan las multas asociadas a cada categoría.


2.- Modo de determinación de la multa o sanción aplicable.


Se modifican las atenuantes y agravantes.


Como consecuencia del aumento de atenuantes y agravantes, se ajusta la determinación de los tramos para la aplicación de las multas.


Se agrega la duración de la conducta infraccional que se sanciona, como criterio adicional a ser considerado en la determinación de la multa.


3.- Límite de la multa aplicable en casos de afectación del interés colectivo o difuso.


Se explicita que también rigen los criterios de determinación señalados en los incisos tercero a octavo del artículo 24.


Se establece que en caso de aplicarse una multa por cada consumidor afectado, no serán aplicables los porcentajes mínimos determinados por la concurrencia de agravantes.


Se establece que la aplicación de multas por cada consumidor afectado es alternativa y no adicional a la aplicación de una multa única.


II. Principio ne bis in ídem


La propuesta modifica el artículo 50 P en dos sentidos:


Impide la doble sanción administrativa.


Evita la tramitación de procedimientos paralelos por el organismo sectorial y por el SERNAC, cuando los hechos constituyen infracción a una norma legal especial que establece derechos específicos para los consumidores.

III. Daños punitivos en caso de interrupción de servicios básicos


Se regulan en un artículo separado de la LPC (25 A).


Se homologa la forma de cálculo de la indemnización a las establecidas en leyes especiales (devolución de 10 veces el valor diario).


Se precisa el concepto de interrupción del servicio tanto para prestaciones continuas (ej.: agua potable) como periódicas (ej.: recolección de basura).


No hubo acuerdo respecto de la expresión “punitivos”.

IV.  Mediación colectiva


Se cambia el nombre del procedimiento a “Procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores”.


Se reordenan algunos incisos.


Se realizan algunos ajustes en el contenido.

Otras indicaciones

I. Clarificación del alcance de la facultad interpretativa.

II. Adecuaciones en el ejercicio de la facultad normativa.

III. Facultad propositiva.

IV. Consejo Normativo.

V. Precisión del alcance de las medidas preventivas y correctivas que puede dictar el Servicio en el procedimiento sancionatorio.

VI. Establecimiento de montos mínimos comunes para la indemnización del daño moral.

VII. Establecimiento de un registro ante el SERNAC para facilitar el acceso a la indemnización por daño moral.

VIII. Comparecencia personal ante los Juzgados de Policía Local.

IX. Ajuste al régimen de atenuantes.

X. Incorporación de una multa al régimen de multas acordado en la Mesa Técnica.

XI. Límite global absoluto de 45.000 UTA a las multas aplicables en los juicios colectivos.

XII. Ratificación judicial del acuerdo del procedimiento prejudicial colectivo para que tenga efecto erga omnes.

XIII. Reforzamiento de la separación de funciones.

XIV. Transparencia de las asociaciones de consumidores.

I.  Clarificación del alcance de la facultad interpretativa


Se explicita que las interpretaciones administrativas obligan sólo a los funcionarios del SERNAC y no a los proveedores.

II.  Adecuaciones al ejercicio de la facultad normativa

1.  Delimitación sustantiva de la facultad normativa

Se restringe su ejercicio únicamente a instituciones y materias propias y especiales del derecho del consumidor, que digan directa relación con los derechos básicos del consumidor y con los deberes y obligaciones generales de los proveedores.  Asimismo, se efectúa un listado taxativo de estas materias.

2.  Impulso bidireccional


Se establece de manera precisa a través de una nueva función del Consejo la posibilidad que éste solicite la presentación de una propuesta de normativa dentro de los ámbitos de su competencia, imponiéndole al Director Nacional la obligación de formular la propuesta, quien podrá efectuar las sugerencias que estime del caso.

3. Deber de fundamentación para la dictación de normativa


A fin de garantizar un proceso de formulación normativo trasparente y eficiente, se establece la obligación de que la propuesta normativa contenga los fundamentos de la norma propuesta, el problema abordado por la misma, la justificación de la intervención regulatoria y los estudios e informes en que se apoye.

4.- Omisión de ciertos trámites

Con el fin de evitar que un margen excesivo de discrecionalidad pueda afectar la calidad del proceso regulatorio, se incorporan causales específicas que permitirán eximirse de ciertos trámites del proceso de dictación de la normativa, equiparando la propuesta a la recientemente aprobada en la ley N° 21.000, con ocasión de la creación de la Comisión para el Mercado Financiero.

III.  Facultad propositiva


Se incorpora la posibilidad de que el SERNAC proponga al Presidente de la República, a través del Ministro de Economía, modificaciones legales, acompañando un informe técnico que respalde y justifique su propuesta.

IV.  Consejo Normativo

1. Incompatibilidades, inhabilidades y prohibiciones

Se efectúan ajustes que apuntan a no hacer exigente el régimen en exceso, pero manteniendo un adecuado control de eventuales conflictos de interés.


Ejemplos: se aumenta de un 5% a un 10% la participación que pueden tener los consejeros en la propiedad de empresas proveedoras; respecto de las limitaciones luego de cesar en el cargo, se acotan a trabajar como gerentes, administradores o directores de proveedores a los que haya afectado la normativa en cuya dictación o discusión haya participado el Consejero.

2.-  Dieta

Se triplica la dieta originalmente contemplada a 50 UTM por sesión, con un máximo de 100 UTM mensuales.

V.   Precisión del alcance de las medidas preventivas y correctivas que puede dictar el servicio en el procedimiento sancionatorio


Se precisa que la facultad del SERNAC de ordenar medidas preventivas y correctivas en el procedimiento sancionatorio, se refiere exclusivamente a la infracción específica de que trata dicho procedimiento.

VI.  Establecimiento de montos mínimos comunes para la indemnización del daño moral


Se establece la posibilidad de que el juez determine un monto mínimo común de indemnización.


Si dicho monto mínimo no es suficiente para el consumidor, éste podrá perseguir la diferencia en un juicio individual posterior.


Se contempla la posibilidad de que el proveedor haga propuestas de indemnización del daño moral en el procedimiento colectivo, considerando un monto mínimo común.

VII.  Establecimiento de un registro ante el SERNAC para facilitar el acceso a la indemnización por daño moral


Se crea un registro expedito para facilitar a los consumidores en un juicio colectivo determinado, el acceso a la correspondiente indemnización.

VIII.  Comparecencia personal ante los juzgados de policía local


Con el objeto de fortalecer el acceso a la justicia:


Se restablece la posibilidad de comparecer sin patrocinio de abogado ante los Juzgados de Policía Local.


Se mantiene la posibilidad de acceder a la asesoría jurídica gratuita.

IX.  Ajuste al régimen de atenuantes


En el caso de la atenuante de adopción de medidas de mitigación sustantiva, cuando se trate de la reparación del daño causado y ésta sea la única atenuante, el tope de la multa baja de 80% a 60%.


Se elimina la atenuante aplicable por el hecho de ser Empresa de Menor Tamaño y se reemplaza por la autodenuncia, debiendo proporcionarse antecedentes precisos, veraces y comprobables que permitan el inicio de un procedimiento sancionatorio.  En caso que la autodenuncia sea efectuada por una Empresa de Menor Tamaño y ésta sea la única atenuante, el tope de la multa baja de 80% a 60%.

X.  Incorporación de una multa al régimen de multas acordado en la Mesa Técnica


Se ajusta la multa contenida en el artículo 49 bis y se elimina el inciso relativo a la reincidencia en el artículo 49 bis, de acuerdo a los criterios concordados en la Mesa.  Esta multa no fue trabajada en la Mesa pues fue incorporada a la LPC con posterioridad al ingreso del proyecto.

XI.  Límite global absoluto de 45.000 UTA a las multas aplicables en los juicios colectivos


Se incorpora un límite global absoluto de 45.000 UTA a las multas aplicables en los juicios colectivos.


Asimismo, los incisos que se refieren al límite a las multas aplicables en los juicios colectivos se llevan a un artículo nuevo separado signado como 24 bis, para mayor claridad.

XII.  Ratificación judicial del acuerdo del procedimiento prejudicial colectivo para que tenga efecto erga omnes


Se incorpora la exigencia de aprobación judicial del acuerdo alcanzado para que tenga efecto erga omnes.


Será competente el Juez de Letras correspondiente al domicilio del proveedor.


El juez verificará el cumplimiento de los requisitos mínimos que fija la ley.

XIII.  Reforzamiento de la separación de funciones al interior del SERNAC


Con el objeto de garantizar una estricta separación de funciones, se aclara que las funciones de fiscalización, sanción, dictación de normas de carácter general, llevar a cabo el procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores y la de demandar para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, estarán a cargo de distintas Subdirecciones, independientes entre sí.


Para evitar conflictos de interés, se establece la prohibición para los funcionarios de intervenir en otras funciones distintas de las que realicen (ej.: fiscalización y sanción; procedimiento voluntario y demanda).

XIV.  Transparencia de las asociaciones de consumidores


Se incorporan exigencias de transparencia en relación al financiamiento de las Asociaciones de Consumidores, particularmente en lo que se refiere a las costas que se obtengan en juicios colectivos, ya sea a propósito de una sentencia o a propósito de transacciones o avenimientos, las que deberán ser informadas en sus páginas web.”.

- - -





En la sesión siguiente, la Comisión dio inicio al estudio de las proposiciones elaboradas por la ya mencionada Mesa de Trabajo.


A continuación, se consignan las disposiciones del proyecto sobre las cuales la Comisión centró su análisis, basando su análisis en el texto aprobado por la Comisión de Economía en su segundo informe.

ARTÍCULO 1°

Número 10

Artículo 23, inciso segundo


Este precepto sanciona con multa de hasta 3.000 unidades tributarias mensuales a los organizadores de espectáculos públicos, incluidos los artísticos y deportivos, que pongan en venta una cantidad de localidades que supere la capacidad del respectivo recinto. Igual sanción se aplicará a la venta de sobrecupos en los servicios de transporte de pasajeros, con excepción del transporte aéreo.


De acuerdo a los ajustes planteados a los montos de las multas correspondientes a cada infracción, la propuesta en este caso consiste en disminuir el techo de la multa aplicable a los señalados casos de 3.000 a 2.250 UTM.


- Revisado este planteamiento, los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Harboe, Moreira y Pizarro estuvieron por acogerlo ad referéndum.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 1, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 11, letra b)

Artículo 24

Inciso segundo


Esta disposición prescribe que la publicidad falsa o engañosa difundida por medios de comunicación social, en relación a cualquiera de los elementos indicados en el artículo 28, hará incurrir al infractor en una multa de hasta 1.500 unidades tributarias mensuales. En caso de que incida en las cualidades de productos o servicios que afecten la salud o la seguridad de la población o el medio ambiente, hará incurrir al anunciante infractor en una multa de hasta 3.000 unidades tributarias mensuales.


De acuerdo a los ajustes planteados a los montos de las multas correspondientes a cada infracción, se propuso disminuir el techo de la multa aplicable a la publicidad engañosa que compromete la salud o la seguridad de la población o el medio ambiente de 3.000 a 2.250 UTM.


- Analizado este planteamiento, los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Harboe, Moreira y Pizarro, lo acogieron ad referéndum.

Incisos tercero a octavo y final


Estos incisos regulan la forma de determinación de la multa aplicable a cada caso concreto, contemplando normas para el juez o para el Servicio.


Se propuso reemplazarlos por los siguientes, quedando el artículo 24, en definitiva, con ocho incisos:


“Para la determinación del monto de las multas señaladas en esta ley el Servicio o el tribunal correspondiente deberá aplicar las reglas señaladas en los incisos siguientes, sin perjuicio de las reglas especiales establecidas para determinadas infracciones.


Se considerarán circunstancias atenuantes:


a) El haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas, tales como la reparación efectiva del daño causado al consumidor, antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda, lo que deberá ser debidamente acreditado.


b) La auto denuncia ante el Servicio Nacional del Consumidor, debiendo proporcionarse antecedentes precisos, veraces y comprobables que permitan el inicio de un procedimiento sancionatorio.


c) La colaboración sustancial que el infractor haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante el procedimiento sancionatorio administrativo o aquella que haya prestado en el procedimiento judicial.


d) No haber sido sancionado anteriormente por la misma infracción durante los últimos treinta y seis meses, contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, no haber sido sancionada por la misma infracción durante los últimos dieciocho meses contados de la misma manera.


Se considerarán circunstancias agravantes:


a) Haber sido sancionado con anterioridad por la misma infracción durante los últimos veinticuatro meses, contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, si ha sido sancionada por la misma infracción durante los últimos doce meses contados de la misma manera.


b) El haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores.


c) El haber dañado la integridad física o psíquica de los consumidores o, en forma grave, su dignidad.


d) El haber puesto en riesgo la seguridad de los consumidores o de la comunidad, aun no habiéndose causado daño.


La determinación de las multas se efectuará considerando las circunstancias atenuantes y agravantes señaladas en los incisos precedentes conforme a los siguientes parámetros:


a) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren cuatro atenuantes, se aplicará hasta el 20% del límite máximo de la multa que corresponda.


b) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren tres atenuantes, se aplicará hasta el 40% del límite máximo de la multa que corresponda.


c) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren dos atenuantes, se aplicará hasta el 60% del límite máximo de la multa que corresponda.


d) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurre un atenuante, se aplicará hasta el 80% del límite máximo de la multa que corresponda. Dicho límite será del 60% cuando, tratándose de la atenuante contemplada en la letra a del inciso cuarto, ésta consista en la reparación efectiva del daño causado al consumidor antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda, o cuando se trate de la atenuante contemplada en la letra b del inciso cuarto, respecto de una empresa de menor tamaño en los términos a que se refiere el inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416.


e) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurre una agravante, se aplicará al menos el 20% del límite máximo de la multa que corresponda.


f) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren dos agravantes, se aplicará al menos el 40% del límite máximo de la multa que corresponda.


g) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren tres agravantes, se aplicará al menos el 60% del límite máximo de la multa que corresponda.


h) En aquellas infracciones respecto de las cuales concurren cuatro agravantes, se aplicará al menos el 80% del límite máximo de la multa que corresponda.


En caso de concurrir tanto circunstancias atenuantes como agravantes, el Servicio o el tribunal, según corresponda, deberá ponderar racionalmente cada una de éstas, a fin de que, graduando el valor de unas y otras, al caso concreto se aplique una sanción proporcional a la intensidad de la afectación provocada en los derechos del consumidor.


Dentro de los límites que se sigan de aplicar las reglas establecidas en los incisos precedentes, las multas se determinarán considerando prudencialmente los siguientes criterios: los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima, el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la duración de la conducta, la cantidad de infracciones cometidas por parte del proveedor y su situación económica.”.


Refiriéndose a la regulación de las circunstancias atenuantes y agravantes, el Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, explicó que en esta proposición se precisa que la reparación del daño causado es una de las medidas de mitigación sustantiva que se consideran como atenuantes. Además, se reemplaza la atenuante relativa a las empresas de menor tamaño por la auto denuncia; se detalla que la colaboración de un infractor debe ser sustancial para poder calificar como atenuante, y se agrega la atenuante consistente en no haber sido sancionado anteriormente por la misma infracción.


En cuanto a las agravantes, sostuvo que se considera como tal el haber sido sancionado anteriormente por la misma infracción durante los últimos veinticuatro meses contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria.


Hizo presente, además, que con esta propuesta se estructura un sistema para determinar los tramos para la aplicación de las correspondientes multas.


El Honorable Senador señor Larraín consultó cómo se puede establecer que las medidas de mitigación sustantivas serán adecuadas e instó a establecer un criterio más objetivo para estos efectos.


El señor Director Nacional expresó que en el artículo 24, letra a), se incorpora una guía para poder objetivar esta mitigación efectiva al hacer que la reparación del daño causado al consumidor sea una de las principales medidas. Enfatizó que ello debe corresponder a un estándar para poder evaluar las demás medidas.


- Revisados los incisos tercero a quinto que se han propuesto, fueron aprobados ad referéndum por mayoría de 3 votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores De Urresti, Espina y Harboe. Se abstuvo el Honorable Senador señor Larraín.


Enseguida, refiriéndose a los restantes incisos del artículo 24, el Director Nacional del SERNAC, señor Muñoz, explicó que en ellos se busca establecer simétricamente el juego entre atenuantes y agravantes. En el caso de las primeras, bajando los techos de cada una de las infracciones paulatinamente y fijando un criterio inverso en el caso de las agravantes. Informó que al buscarse una regla para definir la concurrencia de agravantes y atenuantes, se procuró establecer la ponderación racional de cada una de éstas, lo que reducirá sustantivamente la discrecionalidad del sancionador.


El Honorable Senador señor De Urresti preguntó al señor Director Nacional si existirá la capacidad de armonizar adecuadamente las reglas señaladas e inquirió, además, de dónde proviene la construcción de atenuantes o agravantes propuesta.


El Honorable Senador señor Larraín compartió el espíritu de lo planteado por el señor Director Nacional, en el sentido de tratar de objetivar el juego de las atenuantes y agravantes, lo que, sin embargo, consideró complejo y engorroso. Hizo notar que se equiparan las atenuantes como si éstas tuvieran el mismo peso, añadiendo que la reparación efectiva del daño causado tendría un mayor valor que la auto denuncia.


En atención a las inquietudes expresadas, recomendó al Ejecutivo verificar la posibilidad de revisar el último inciso propuesto e incorporar allí los criterios ya indicados.


El Honorable Senador señor Espina coincidió con lo expresado por el Honorable Senador señor Larraín y recomendó consagrar criterios generales en lugar de porcentajes.


Respondiendo al Honorable Senador señor De Urresti, el señor Director Nacional del referido Servicio hizo presente que la construcción de estas reglas surgió en la Comisión de Economía del Senado con el objetivo de dotar de claridad a la determinación de las multas y restringir la actuación del Servicio a ciertos parámetros objetivos.


Sin perjuicio de lo anterior, manifestó su disponibilidad para reconsiderar los términos de la disposición en estudio de manera de recoger, en lo pertinente, las inquietudes planteadas.


La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Macarena Lobos, compartió la idea de establecer ciertos criterios, cuidando que la autoridad correspondiente aplique la debida discrecionalidad al momento de determinar las multas.


El Honorable Senador señor Espina abogó por que se considere especialmente la situación quien reparó el daño causado en su totalidad.


Los incisos sexto a octavo quedaron pendientes, al no producirse acuerdo en relación al régimen de determinación de las multas y a la necesidad de buscar una reformulación de estas normas.


En la sesión siguiente, el Ejecutivo propuso la siguiente nueva redacción para estos incisos:


“El Servicio o tribunal, según corresponda, deberá ponderar racionalmente cada una de las atenuantes y agravantes a fin de que se aplique al caso concreto una multa proporcional a la intensidad de la afectación provocada en los derechos del consumidor.


Efectuada dicha ponderación y para establecer el monto de la multa, se considerarán prudencialmente los siguientes criterios: la gravedad de la conducta; los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor; el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima; el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, en caso que lo hubiese; la duración de la conducta y la capacidad económica del infractor.


La circunstancia contemplada en la letra a) del inciso cuarto, cuando consista en la reparación efectiva del daño causado al consumidor antes de dictarse la resolución o sentencia que imponga sanción, se considerará como una atenuante calificada para efectos de la imposición de la multa que corresponda.”.


El señor Director del Servicio Nacional del Consumidor explicó que esta propuesta viene a eliminar los porcentajes que guían la determinación de la multa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, hizo notar que el texto sugerido otorga la categoría de atenuante calificada a la reparación del daño y permite al Servicio ponderar las atenuantes, lo que no ocurría con anterioridad.


El Honorable Senador señor Larraín señaló que la expresión “capacidad económica del infractor” incluye el concepto de tamaño de la empresa, razón por la cual se estaría tomando en consideración dicho factor.


- Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo para estos incisos, fue aprobada ad referéndum con algunos ajustes de redacción, por la unanimidad de los Honorables Senadores de la Comisión, señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


Posteriormente, se propuso agregar al artículo 24 el siguiente inciso noveno, nuevo:


“La resolución o sentencia, según corresponda, señalará los fundamentos que sirvan de base para la determinación de la misma.”.


- Analizado este inciso, fue también aprobado ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


Posteriormente, las proposiciones antes transcritas fueron recogidas por la indicación N° 2, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

° ° °

Artículo 24 A, nuevo


A continuación, se propuso intercalar, como artículo 24 A, nuevo, el siguiente:


“Artículo 24 A.- Tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará la multa de acuerdo a lo señalado en el artículo precedente y al número de consumidores afectados.


El tribunal podrá, alternativamente, aplicar una multa por cada uno de los consumidores afectados, siempre que se tratare de infracciones que, por su naturaleza, se produzcan respecto de cada uno de ellos.


En los casos en que, de conformidad a lo señalado en el inciso anterior, el juez decida imponer una multa por cada consumidor afectado, no serán aplicables los porcentajes mínimos establecidos en el inciso sexto del artículo 24.


Con todo, el total de las multas que se impusieren en estos casos no podrá exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


En caso de tratarse de un proveedor que pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el inciso segundo del Artículo Segundo de la ley Nº 20.416, el total de las multas no podrá exceder el 10% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


Con todo, el monto de la multa a que se refieren los dos incisos anteriores se determinará tomando en consideración el número de consumidores afectados y los criterios a que se refiere el inciso octavo del artículo precedente y no podrán exceder de cuarenta y cinco mil unidades tributarias anuales.


Para determinar las medidas que se adopten para prevenir o corregir infracciones de conformidad a esta ley, el Servicio o el tribunal, según corresponda, deberán considerar especialmente los criterios referidos en los incisos cuarto, quinto y octavo del artículo anterior.”.


Revisado este precepto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, sugirió aprobar los incisos cuarto, quinto y séptimo y, luego, analizar los restantes incisos.


Hubo acuerdo en relación a esta propuesta.


- En consecuencia, los incisos precedentemente mencionados fueron preliminarmente aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín, sin perjuicio de que posteriormente hubo un pronunciamiento distinto en relación al texto completo de esta norma.


A continuación, el Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Muñoz, explicó que la disposición en estudio se refiere al caso específico de los juicios colectivos, fijándose una serie de reglas para determinar cómo se aplicarán las multas.


Agregó que se incorpora una norma que establece un límite absoluto para las multas, a saber, 45.000 UTA. Subrayó que ese límite no existe actualmente en la legislación y tampoco hay guías específicas respecto a cómo los tribunales tienen que aplicar dichas multas en el caso que se trate de juicios colectivos.


Sostuvo que con la norma propuesta se solucionan varias de las dudas que pueden surgir a este respecto.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, precisó que el inciso primero del precepto en estudio se refiere a la posibilidad que tiene el tribunal de graduar la multa cuando se afecta el interés colectivo o difuso de los consumidores.


- Puesto en votación el inciso primero, fue aprobado ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.


Enseguida, refiriéndose al inciso segundo, el Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Muñoz, apuntó que en este caso el tribunal puede alternativamente aplicar una multa por cada uno de los consumidores afectados, lo que corresponde a una disposición que se encuentra vigente.


El asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Lucas del Villar, hizo presente que el inciso segundo del artículo 24 A que se ha propuesto se refiere a la naturaleza de las infracciones. Destacó que si se analizan las contravenciones descritas en la ley N° 19.496, de protección de los derechos de los consumidores, solo en un caso se describe que ellas pueden tener una afectación masiva, que corresponde al artículo 24, inciso segundo, relativo a la publicidad falsa o engañosa difundida por medios de comunicación social. Añadió que en el resto de las infracciones, éstas se pueden verificar de manera individual o colectiva.


Sostuvo que la distinción que se hace sobre la base de la naturaleza de la infracción requeriría de una aclaración.


El Honorable Senador señor Larraín reconoció no comprender cabalmente el criterio establecido en el inciso en estudio, sobre todo en aquella parte en que señala que el tribunal podrá, alternativamente, aplicar una multa por cada uno de los consumidores afectados. Subrayó que la indemnización debe estar referida a la totalidad de los consumidores afectados, añadiendo que necesariamente existe una relación entre la indemnización y el número de afectados. Preguntó por qué la multa ha de aplicarse por cada uno de los consumidores, cuando ella corresponde a una sanción genérica que se le aplica a la empresa que ha incurrido en alguna infracción.


Afirmó que debe asegurarse que se paguen las indemnizaciones correspondientes a los consumidores, indicando que la multa no tiene la misma relevancia. Por otra parte, expresó que el nuevo inciso tercero está estableciendo un tope extraordinariamente alto para la multa, correspondiente al 30% de las ventas de la línea del producto o servicio objeto de la infracción. Consideró que lo anterior puede causar un daño a la continuidad de la empresa.


El Director Nacional del SERNAC, señor Muñoz, recordó que la norma actual permite la aplicación por cada consumidor afectado de las multas que se establecen a propósito de las infracciones, añadiendo que lo que se busca es instalar parámetros de evaluación concretos y objetivos para que ello no quede entregado a la discrecionalidad del tribunal. Agregó que en este propósito de avanzar en criterios que sean cada vez más precisos, uno de los cuales es el de la capacidad económica del proveedor.


Respecto al inciso segundo, destacó que la expresión utilizada es “se tratare de infracciones que, por su naturaleza, se produzcan respecto de cada uno de ellos.”. Por lo tanto, aseguró que si se emplease la frase “se puedan producir” se abriría un abanico incierto.


Subrayó que en el curso de este estudio se ha ido circunscribiendo cada vez más la facultad del tribunal de aplicar las multas y destacó que se han ido identificando elementos objetivos bastante certeros para guiar al tribunal en la aplicación de la multa, con lo que disminuirán de manera radical los espacios de discrecionalidad para el tribunal.


El Honorable Senador señor Larraín comprendió que uno de los criterios a considerar puede ser el número de consumidores efectivamente afectado, pero –añadió- aplicar una multa por cada uno de ellos corresponde a un concepto distinto. Consultó si la disposición que se encuentra vigente se aplica.


Por otra parte, consideró que el 30% de las ventas es un techo muy alto, habida consideración de que lo que se debe asegurar es que los consumidores sean indemnizados, es decir, que les sea compensado el mal causado.


El Honorable Senador señor Espina hizo presente que actualmente existe una norma que establece la posibilidad de aplicar multas por consumidor afectado, la cual se ha aplicado excepcionalmente. Indicó que si el proveedor indemniza a todos los afectados, además estará sujeto a que se le aplique una multa. Consultó si en la práctica se exige la multa mencionada cuando se ha indemnizado a los consumidores afectados.


El Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Muñoz, reconoció que esta regla se ha aplicado escasamente y declaró que no existe una jurisprudencia alineada respecto de cómo puede entenderse la norma ni en qué casos puede aplicarse. A la vez, sostuvo que el proyecto no puede quedar sin una regulación específica para la posibilidad de aplicar esa multa por cada uno de los consumidores afectados.


El Honorable Senador señor Espina consultó si se prevé la aplicación de multas en el procedimiento voluntario colectivo.


El Director del SERNAC, señor Muñoz, respondió que en dicho procedimiento no hay multas. Agregó que el balance tiene que encontrarse en una ecuación que permita que la gran mayoría de estos casos se resuelva antes de llegar a los tribunales de justicia y que con esa finalidad se refuerza el procedimiento voluntario colectivo, incluyendo la norma que establece que no se podrá iniciar acciones colectivas una vez que comience dicho procedimiento.


El Honorable Senador señor Larraín reiteró que aplicar una multa por cada uno de los consumidores no constituye un buen criterio.


El Honorable Senador señor Espina remarcó que si se indemniza a todos los afectados, no se puede, además, cobrar una multa por cada uno de ellos. Aseveró que lo correcto es que en ese caso se aplique una multa global.


El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Muñoz, se mostró disponible para modificar la redacción de la norma en estudio, connotando que es partidario de eliminar la multa por cada consumidor afectado siempre que cada uno de ellos sea indemnizado y que también se pueda aplicar una multa global.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, advirtió que hay que determinar qué es lo que se busca en el presente proyecto. Sostuvo que éste debe contener normas que actúen como disuasivo para infringir la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, así como otras que aseguren que el consumidor afectado será indemnizado. Atendido lo anterior, recalcó que debe mantenerse una multa general.


El Honorable Senador señor Larraín ratificó que el espíritu del proyecto de ley es proteger al consumidor, lo que se obtiene si se logra que las indemnizaciones sean reales para cada uno de los consumidores afectados. Agregó que si ello se alcanza, carece de sentido aplicar una multa que se determine por cada una de las personas efectivamente afectadas, señalando que lo correcto es imponer una multa general.


El Honorable Senador señor De Urresti se mostró contrario al precepto propuesto y sugirió revisar el texto que esta norma tenía anteriormente.


El Honorable Senador señor Larraín sugirió esperar una nueva redacción, solicitando que también se evaluara el techo de las multas, a saber, el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción. Precisó que si los consumidores son indemnizados, no se debe aplicar este monto máximo.


Instó al Ejecutivo a examinar si los montos máximos ya referidos son equivalentes a los que se fijaron en la ley N° 20.945, que perfecciona el sistema de defensa de la libre competencia, y si los montos son adecuados en relación al objetivo que se persigue. 


En la sesión siguiente, se presentó la siguiente nueva redacción:


“Artículo 24 A.- Tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará la multa de acuerdo a lo señalado en el artículo precedente y al número de consumidores afectados.


El tribunal podrá, alternativamente, aplicar una multa por cada uno de los consumidores afectados, siempre que se tratare de infracciones que, por su naturaleza, se produzcan respecto de cada uno de ellos. No procederá esta opción en los casos en que conste en el proceso que el proveedor ha reparado de manera íntegra y efectiva el daño causado a todos los consumidores afectados, supuesto en el cual se aplicará, por concepto de multa, un monto global, conforme a lo señalado en el inciso anterior.


Con todo, el total de las multas que se impusieren en estos casos no podrá exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


En caso de tratarse de un proveedor que pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el inciso segundo del Artículo Segundo de la ley Nº 20.416, el total de las multas no podrá exceder el 10% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


Con todo, el monto de la multa a que se refieren los dos incisos anteriores se determinará tomando en consideración el número de consumidores afectados y los criterios a que se refiere el inciso séptimo del artículo precedente y no podrá exceder de cuarenta y cinco mil unidades tributarias anuales.”.


La abogada señora Lobos adujo que esta nueva proposición recoge la idea de que el juez no podrá aplicar multas por cada uno de los consumidores afectados, en la medida en que se hubiese indemnizado apropiadamente a cada uno de ellos. Lo anterior, agregó, supone un adecuado equilibrio entre el cobro de multas y el resarcimiento de los detrimentos causados.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, explicó que ello incentivará la reparación a los consumidores perjudicados.

- Los dos primeros incisos fueron aprobados por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín. Se abstuvo el Honorable Senador señor De Urresti.


Acerca del contenido del inciso final, el Jefe de la División de Consumo Financiero del Servicio Nacional del Consumidor, señor Romo, expuso que aquel ha perdido relevancia dado lo aprobado recientemente en relación con el artículo 50 N, que, a propósito de las medidas preventivas o correctivas, incorpora una referencia expresa a los incisos atingentes del artículo 24.


El Honorable Senador señor Larraín trajo a colación los reparos que formuló en su oportunidad sobre el alto rango de las multas dispuestas, en el ánimo de incorporar el concepto de justicia en su determinación y de que no impliquen finalmente un impedimento al funcionamiento de las empresas, especialmente para aquellas que no son de gran tamaño o que enfrentan mercados difíciles.


Preguntó si la multa de 45.000 unidades tributarias anuales representa un cambio fundamental de la situación actualmente existente.


El señor Director Nacional connotó que la proposición del Ejecutivo para este artículo tiene como finalidad el establecimiento de parámetros máximos y criterios de guía al tribunal. Sobre este último punto, puso como ejemplo la regla que señala que en el caso de que se repare efectivamente el daño causado a los consumidores, la multa se determinará mediante un monto global.


Otro caso particular, agregó, es que el total de las multas no podrá exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, pero que en el evento de que esté involucrada una pequeña o mediana empresa, dicho monto no podrá superar el 10%. Sin perjuicio de ello, se mantiene el techo de la multa en el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


En último término, planteó que el tope máximo que se consigna en el inciso quinto no se aplicará de forma directa, sino que para que se determine una multa de esa entidad debe haberse aplicado previamente una serie de criterios diversos, como el parámetro de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información entre el infractor y la víctima, el beneficio económico obtenido, la duración de la conducta, la cantidad de infracciones y la capacidad económica. Ese sistema, a su juicio, permitirá que en cada caso se fije de forma justa la multa que corresponda aplicar.


En torno a la situación actual, el personero de Gobierno señaló que en materia de asuntos colectivos un tribunal puede, en teoría, imponer una multa por cada afectado, sin tope alguno.


El Honorable Senador señor Larraín consultó si el criterio de viabilidad de la empresa se ha considerado para estos efectos, ya que no necesariamente está comprendido dentro de la capacidad económica del proveedor. Es decir, lo que se pretende es evitar que una multa sea tan significativa que arriesgue su quiebra.


En ese mismo orden de ideas, el Honorable Senador señor De Urresti estimó que si una empresa se colude o afecta de manera relevante a los consumidores tendrá que aceptar la posibilidad de que se ponga en riesgo su propia existencia. De consiguiente, si las reglas han sido claras y previamente establecidas, quien las quebrante y obtenga beneficios y lucro por esa infracción deberá asumir las consecuencias de sus actos.


Postuló que nadie promueve el cierre de empresas que actúan en el marco de la legalidad por consideraciones arbitrarias, pero sí es pertinente actuar de forma decidida ante conductas gravemente atentatorias contra los consumidores. De hecho, connotó, es preciso contar con estándares que tengan como eventual consecuencia la afectación de la viabilidad de la empresa, para que la multa no se transforme en un simple costo económico que será posteriormente sorteado por el infractor con créditos o endeudamiento.


Seguidamente, observó que es necesario asegurar que coexistirá tanto la multa por el hecho contravencional como la debida indemnización de los consumidores perjudicados, puesto que no se debe obviar que si bien hay una dimensión punitiva, el derecho del consumidor está orientado al resarcimiento personal de quien ha sido dañado por un proveedor. Al no tener claro que ese postulado se hará efectivo en el texto legal, se ha abstenido en la votación previa, indicó.


Por su lado, el Honorable Senador señor Larraín puso de manifiesto que la consideración de la viabilidad de la empresa apunta, más allá de la sanción a quien ha damnificado los intereses de los consumidores, a tener en vista la pretensión de la sociedad de contar con fuentes de trabajo que operen y desarrollen actividades y que se vinculan con trabajadores que no han estado involucrados con los hechos infraccionales y que, por tanto, no deberían ser lesionados por sus efectos.


Acotó que no descarta de plano que en ciertas hipótesis una de las sanciones fuere la disolución de la empresa; empero, si no se opta por un castigo de ese tipo, subyace la idea de que no se ha buscado la disolución de la empresa. En ese contexto, la multa no debería instituirse como un factor de inviabilidad ni como un castigo terminal para el trasgresor de la institucionalidad.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, coincidió con la postura expresada por el Honorable Senador señor De Urresti en cuanto a la necesidad de garantizar que la infracción a la ley N° 19.496 no solamente importará una multa a beneficio fiscal, sino que también otorgará un adecuado resarcimiento a los consumidores lesionados en sus derechos. En ese escenario, manifestó que no se justifica el hecho de abstenerse en la votación precedente, pues el artículo sancionado es la disposición que precisamente se encarga de dilucidar la aprensión manifestada.


Añadió que la redacción refrendada por la Comisión de Economía planteaba que el infractor podía ser objeto de una multa por cada uno de los consumidores afectados, situación que no incentivaba la reparación del daño que se les había provocado. En sentido opuesto, el texto propuesto a la Comisión constituye un beneficio para los consumidores, al promover su derecho a indemnización.


Estimó adecuado el régimen de multas sugerido, pues, en su percepción, la instauración de un monto elevado evita que la sanción pecuniaria forme parte del modelo de negocios de la empresa e incluso pueda resultarle conveniente incurrir en una infracción. Además, el hecho de que tenga un tope máximo y pueda graduarse permite que se tome en consideración la capacidad económica de la empresa.


De modo de aunar un consenso al respecto, el Honorable Senador señor Larraín pidió que se explicite qué se comprenderá por la capacidad económica de la empresa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, se mostró contrario a ese ejercicio, de manera de no limitar su acepción. Consideró suficiente su sola enunciación.


El Honorable Senador señor Larraín postuló que entre los componentes de esa expresión cabe señalar no sólo la capacidad de pago, sino que también el tamaño de la empresa, su situación económica y financiera y su viabilidad. Sostuvo que dichas nociones generales deben tenerse en cuenta para evitar que las sanciones desemboquen finalmente en la desaparición del proveedor.


El señor Director Nacional confirmó que los conceptos mencionados están incluidos en la idea en comento. No obstante, acotó que en su oportunidad se reemplazó la noción de “situación económica” por “capacidad económica”, con el objeto de incorporar un elemento de mayor amplitud que no aludiera únicamente a la condición precisa en que se encuentre la empresa.


Adujo que la intención que subyace en esta proposición, así como en el procedimiento voluntario prejudicial, es la debida protección del consumidor. En ese contexto, la multa se erige como un elemento disuasivo para prevenir y corregir conductas negativas.


Volviendo sobre el debate acerca de la concepción de la capacidad económica, el Honorable Senador señor De Urresti destacó que es preciso tener presente que puede darse el caso de empresas que montan una importante maquinaria para incumplir las disposiciones legales en detrimento de los consumidores y, por lo mismo, ante el alegato de que ciertas sanciones podrían resultar en la quiebra de la empresa o en el despido de sus trabajadores, será necesario impedir que esa argumentación sea utilizada como amenaza para tratar de incumplir la sanción.


A continuación, preguntó cómo se vincula el tema debatido con la responsabilidad penal de las personas jurídicas, en el entendido de que la comisión de ilícitos de gran magnitud podría derivar en la disolución de la empresa.


En lo que atañe al efecto disuasivo de la multa, consignó es probable que las sanciones recientemente aplicadas a las grandes empresas que han incurrido en hechos de colusión no hayan afectado en demasía sus estados financieros y, por ello, cabe tener la precaución de que el monto de la multa no resulte fácilmente internalizado por el infractor y, por el contrario, se instituya como una herramienta eficaz para precaver futuros ilícitos.


Finalmente, requirió que al igual como se evaluará la capacidad económica para la determinación de la multa, también se atienda al ánimo y los fines pretendidos por los infractores y a los beneficios obtenidos a partir de la contravención a las normas legales.


El Honorable Senador señor Espina planteó que de la discusión sostenida resurge con más fuerza la necesidad de contar con modelos preventivos, discutidos al instaurarse legislativamente la responsabilidad penal de las personas jurídicas y que consisten en el establecimiento de una serie de procedimientos debidamente certificados para evitar el acaecimiento de hechos reñidos con la normativa. En efecto, añadió, si igualmente ocurre alguna infracción, el hecho de haber previsto esa figura podría constituirse como una atenuante al momento de fijarse el castigo.


Aseguró que el número de sanciones en virtud de la preceptiva aludida es reducido y generalmente se constataron en casos de inexistencia de modelos preventivos en las empresas.


Pidió a las autoridades revisar la pertinencia de incorporar un precepto en ese sentido.


Luego, haciendo un pequeño resumen de lo aprobado por la Comisión en esta materia, expuso que si el infractor indemniza a cada uno de los perjudicados afectados la multa aplicable será un monto global, en tanto que, si no lo hace, el tribunal podría aplicar una sanción pecuniaria por cada uno de los consumidores afectados. Asimismo, el total de las multas que se impusieren no podrá exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción y si se trata de una pequeña o mediana empresa, esa cifra no podrá ser superior a un 10%.


En la misma línea, el señor Director Nacional precisó que, en principio, los límites rigen para todas las multas. Sin embargo, cuando se hace referencia a un monto global ello aplica a la multa de la infracción contemplada en el artículo 24 o a cualquiera de las otras sanciones definidas, por lo que la pena pecuniaria máxima por cada una de las infracciones no podrá superar las 2.250 unidades tributarias mensuales. De consiguiente, afirmó que al no disponerse una multa por cada consumidor afectado, resulta inalcanzable el tope máximo de 45.000 unidades tributarias anuales.


El Honorable Senador señor Espina reiteró que si el infractor propone una reparación integral, no habrá una multa por cada uno de los consumidores concernidos, sino que una sanción única y global, de conformidad con lo prescrito en el artículo 24. En consecuencia, será imposible alcanzar el tope antes señalado, puesto que ese elevado monto se aplicará a quien no ha querido indemnizar, porque no tenía incentivos para ello.


Al concedérsele nuevamente la pablara, el señor Director Nacional, ratificó que el objetivo de la disposición es incentivar a los proveedores a resarcir apropiadamente los daños causados.


- El resto de los incisos fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín. Se abstuvo el Honorable Senador señor De Urresti.


De modo de aclarar la duda expresada por el Honorable Senador señor De Urresti, la abogada señora Lobos mencionó que el artículo 8° de la ley N° 20.3938 contempla como una de las penas la disolución de la persona jurídica en situaciones de lavado de activos, terrorismo y cohecho. Por lo tanto, se aparta de las materias que se regulan en la presente iniciativa.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 3, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín. Se abstuvo el Honorable Senador señor De Urresti.

° ° °

Número 13

Artículo 25


Según el texto aprobado por la Comisión de Economía, el inciso primero de esta norma castiga al que suspendiere, paralizare o no prestare, sin justificación, un servicio previamente contratado y por el cual se hubiere pagado derecho de conexión, de instalación, de incorporación o de mantención, con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales.




Enseguida, la Comisión de Economía introdujo algunas enmiendas a los incisos segundo y tercero y mantuvo en sus mismos términos el inciso cuarto.





Al respecto, se propuso sustituir los incisos segundo a cuarto por los siguientes dos incisos:





“Cuando el servicio de que trata el inciso anterior fuere de agua potable, gas, alcantarillado, energía eléctrica, telecomunicaciones, teléfono o recolección de basura, residuos o elementos tóxicos, los responsables serán sancionados con multa de hasta 1.500 unidades tributarias mensuales.





El proveedor no podrá efectuar cobro alguno por el servicio durante el tiempo en que se encuentre interrumpido y, en todo caso, estará obligado a descontar o reembolsar al consumidor el precio del servicio en la proporción que corresponda.”.


Se explicó que esta proposición viene a ajustar la redacción de la disposición en lo relativo al servicio de recolección de basura, residuos o elementos tóxicos y elimina los nuevos incisos tercero y cuarto, referentes a la indemnización punitiva en caso de interrupción de servicios básicos, lo que se regulará en un artículo separado signado como nuevo artículo 25 A.


- Esta propuesta fue aprobada en forma preliminar y ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe, Moreira y Pizarro.


Posteriormente, se propuso reemplazar el texto de estos incisos tercero y cuarto por un artículo 25 A, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 25 A.- En los casos de suspensión, paralización o no prestación injustificada de uno de los servicios señalados en el inciso segundo del artículo 25, y sin perjuicio del ejercicio del derecho establecido en el artículo 3°, inciso primero, letra e), de esta ley, el proveedor deberá indemnizar por vía punitiva al consumidor afectado, por cada día sin suministro, con un monto equivalente a diez veces el valor promedio diario de lo facturado en el estado de cuenta anterior al de la respectiva suspensión, paralización o no prestación del servicio. Dicho monto deberá descontarse del siguiente estado de cuenta. La indemnización punitiva de que trata este artículo sólo tendrá lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una indemnización de esta naturaleza.


Se entenderá como un día sin suministro cada vez que el servicio haya sido suspendido, paralizado o no prestado por cuatro horas continuas o más dentro de un período de veinticuatro horas contado a partir del inicio del evento.


En el caso del servicio de recolección de basura, residuos o elementos tóxicos, el proveedor deberá indemnizar por vía punitiva al consumidor afectado cada vez que incumpla el servicio con la periodicidad pactada en el contrato respectivo, con un monto equivalente a diez veces el valor que representa cada una de las recolecciones, lo que se calculará en base al monto total facturado en el período anterior al de la respectiva suspensión, paralización o no prestación del servicio, dividido por el número de recolecciones pactadas para dicho período.”.

El Honorable Senador señor Larraín manifestó que la utilización de la expresión “indemnización punitiva” en esta redacción puede provocar confusiones, añadiendo que todas las indemnizaciones establecidas en el texto propuesto por el Ejecutivo son de la misma naturaleza. A la vez, indicó que si hay indemnizaciones determinadas por leyes especiales no se debería aplicar esta norma, porque carece de sentido sancionar dos veces al infractor.


Por otra parte, llamó la atención acerca de la entidad del monto según el cual se fija el criterio de la indemnización y preguntó por qué se estableció. Hizo presente que en ciertas normativas, como es el caso de la que dice relación con las telecomunicaciones, la indemnización corresponde a tres veces el valor promedio facturado en el estado de cuenta anterior.


El Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Muñoz, acotó que el objeto de la presente norma no radica en aplicar dos indemnizaciones cuando éstas son de similar naturaleza, añadiendo que el artículo 25 A constituye una norma supletoria frente a aquellos casos donde no exista ley especial.


El Honorable Senador señor Larraín consultó el motivo por el cual la indemnización tendría el carácter de punitiva.


El Director señor Muñoz expresó que con ello se ha tratado de mantener el espíritu de la norma que fue aprobada en la Cámara de Diputados, donde se contemplaba la expresión “punitiva”, agregando que de este modo se establece una distinción respecto a otro tipo de indemnizaciones.


Por otra parte, informó que lo que se hace con esta redacción es disminuir la indemnización contemplada por el texto aprobado por la Comisión de Economía.


El Honorable Senador señor Espina consideró pertinente eliminar la expresión “punitiva”, puesto que en las leyes especiales no se utiliza el mencionado término.


El Honorable Senador señor Larraín insistió en que la calificación de punitiva confunde y que es preferible eliminarla, bastando con que la frase final del inciso primero señale que la indemnización sólo tendrá lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una indemnización de esta naturaleza. Sostuvo que, además, es el juez el llamado a interpretar la norma.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, señaló que será la Superintendencia respectiva la que aplicará las multas cuando se corte el suministro de agua potable, no procediendo que el SERNAC lo haga. Añadió que aparte de las ya referidas multas, el consumidor podrá reclamar una indemnización punitiva por la no prestación del suministro, cuya avaluación será legal.


El Director del SERNAC, señor Muñoz, aseveró que lo expresado por el señor Presidente de la Comisión es exacto, añadiendo que no se aplican dos multas respecto de unos mismos hechos o fundamentos jurídicos.


El Honorable Senador señor Espina manifestó extrañeza en cuanto a que respecto de una misma infracción existan dos indemnizaciones paralelas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, precisó que se trata de conductas que pueden tener potencialmente dos consecuencias. Agregó que lo que se sanciona en la ley especial es no proveer el suministro contratado, explicando que si la normativa especial no lo contempla, se pagará la multa que establece la disposición en estudio. Connotó que una situación distinta es que la suspensión haya ocasionado un daño, circunstancia en la cual el ciudadano afectado podrá demandar una indemnización.


El Honorable Senador señor Espina se mostró partidario de que si el infractor se ve obligado a pagar ambas indemnizaciones, éstas deben imputarse.


El Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Muñoz, sostuvo que lo planteado existe respecto de las demás normas sectoriales, haciendo notar que lo que se propone no es una innovación legislativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, reiteró que se trata de responsabilidades de diferente naturaleza. Añadió que una de ellas deriva del incumplimiento del contrato y la otra, del eventual daño que genera la suspensión, paralización o no prestación injustificada de un servicio.


El Honorable Senador señor Larraín remarcó que en este punto habría un error de conceptos, porque lo que establece la disposición propuesta es el derecho a indemnizar por el daño material y moral que se produzca por el incumplimiento de las obligaciones del proveedor. Luego, añadió, si se han incumplido injustificadamente los deberes de parte del referido proveedor, éste pagará la multa que corresponda. Enfatizó que lo de la indemnización punitiva viene a constituir una mezcla de ambas, porque tiene naturaleza sancionatoria. Aseguró, finalmente, que en ninguna legislación existe una tercera indemnización, tal como acá se propondría.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, recordó que las multas son a beneficio fiscal. Destacó que si se pretende eliminar la indemnización punitiva, se estaría privando al consumidor de la posibilidad de recibir un pago por la no prestación del servicio contratado, con lo que se terminaría beneficiando a las empresas infractoras.


El Honorable Senador señor Espina sugirió establecer que para los efectos de la indemnización del artículo 3°, inciso primero, letra e), el juez tomará en consideración la indemnización ya pagada al consumidor.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, compartió lo señalado por el Honorable Senador señor Espina, reiterando que se trata de una indemnización por no proveer el suministro y de otra distinta en caso que se produzca un daño como consecuencia del corte o suspensión del servicio contratado. Reiteró que la primera será tasada legalmente, mientras que la segunda deberá ser probada ante el juez correspondiente.


El Honorable Senador señor Larraín subrayó que el corte y el daño provienen del incumplimiento de la obligación de otorgar un servicio, haciendo presente, una vez más, que no hay dos títulos o causas que justifiquen dos indemnizaciones diferentes. Manifestó que al consumidor se le deben pagar todos los daños derivados del corte del suministro, sean materiales o morales.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, aclaró que la indemnización que corresponde a la interrupción del servicio será legalmente tasada, en tanto que la otra tendrá que ser demandada en tribunales. Añadió que si se elimina la indemnización punitiva, el consumidor solo podrá acudir a los tribunales a demandar y, en consecuencia, la ley no le otorgará un valor a la interrupción del suministro.


El Honorable Senador señor Larraín sugirió establecer que en los casos de suspensión, paralización o no prestación injustificada de uno de los servicios a que alude al inciso primero, el proveedor deberá indemnizar al consumidor, añadiendo que, sin perjuicio de lo anterior, toda vez que un consumidor presente daños específicos en los términos señalados por el artículo 3°, tendrá también derecho a esa indemnización.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, propuso al Ejecutivo elaborar una nueva redacción para el inciso en estudio, tomando en consideración lo que se ha expresado.


A continuación, refiriéndose al inciso final de este precepto, el Director Nacional del SERNAC, señor Muñoz, precisó que éste se refiere a la hipótesis del no cumplimiento del servicio de recolección de basura, el cual, dadas sus características especiales, requiere de una fórmula para determinar la correspondiente indemnización.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, hizo presente que existe un porcentaje importante de ciudadanos que está exento del pago de derechos de aseo. Agregó que la relación contractual en este caso se produce entre la empresa de basura y el respectivo municipio, por lo que el consumidor afectado sería este último.


El mencionado señor Director Nacional aseveró que la norma se aplica respecto a aquellos que tienen un contrato.


El Honorable Senador señor Larraín puso de manifiesto que la recolección de basura corresponde a una obligación municipal que es satisfecha por el municipio directamente o por el servicio que éste contrate. Aseveró que, en consecuencia, no hay un contrato entre un consumidor y una empresa recolectora de basura.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, reiteró que el consumidor afectado sería el municipio.


El asesor del Honorable Senador señor Larraín, señor Héctor Mery, manifestó que los contratos de retiro de residuos domiciliarios sólidos se celebran entre las municipalidades y las empresas que llegan a través de las licitaciones correspondientes. Por ello, sostuvo que la hipótesis que se propone podría referirse a otro tipo de situaciones, como por ejemplo, las que ocurren en un condominio.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, consignó que la industria del residuo sólido domiciliario abarca la recolección, la transferencia y la disposición final de dichos residuos, aclarando que solo la etapa de la recolección considera una relación contractual entre el municipio y la empresa. En consecuencia, sostuvo que cuando se habla de indemnización punitiva se entiende que el consumidor corresponde a la municipalidad.


El Honorable Senador señor Larraín constató que, según lo que se ha expuesto, es el municipio el que deberá indemnizar al consumidor cuando no reciba el servicio señalado. Por ello, si la empresa no cumple lo indicado en el contrato, la municipalidad deberá accionar en su contra.


El Honorable Senador señor De Urresti ratificó que, en definitiva, se trata de una prestación de índole municipal.


El Honorable Senador señor Espina se mostró partidario de rechazar la disposición en análisis, porque la relación contractual se produce entre el municipio y la empresa recolectora, razón por la cual el inciso en estudio no tendrá aplicación práctica.


El Director señor Muñoz sostuvo que la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, no se aplica a las relaciones de los ciudadanos como administrados y el Estado. Afirmó que el inciso en discusión busca lograr una norma de cierre a propósito de una hipótesis contemplada en el artículo 25 vigente.


Expuso que si atiende a la aplicación práctica de la regla, se requiere que haya un contrato previo, lo que no ocurre tratándose de las relaciones entre la empresa de recolección de basura y los consumidores.


- Por las razones expuestas, sometido a votación el inciso final del artículo 25 A, se optó por eliminarlo. Este acuerdo contó con el voto en contra de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


- Los demás incisos fueron preliminarmente aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


En la sesión siguiente, el Ejecutivo presentó la siguiente nueva redacción para esta norma:


“Artículo 25 A.- En los casos de suspensión, paralización o no prestación injustificada de uno de los servicios señalados en el inciso segundo del artículo 25, el proveedor deberá indemnizar por vía punitiva al consumidor afectado, por cada día sin suministro, con un monto equivalente a diez veces el valor promedio diario de lo facturado en el estado de cuenta anterior al de la respectiva suspensión, paralización o no prestación del servicio. Dicho monto deberá descontarse del siguiente estado de cuenta.


La indemnización de que trata este artículo sólo tendrá lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una indemnización de esta naturaleza.


Se entenderá como un día sin suministro cada vez que el servicio haya sido suspendido, paralizado o no prestado por cuatro horas continuas o más dentro de un período de veinticuatro horas contado a partir del inicio del evento.


La indemnización señalada en los incisos anteriores se entenderá sin perjuicio del ejercicio por parte de los consumidores del derecho contenido en el artículo 3°, inciso primero, letra e). Con todo, en la determinación de esta última, se tomará en consideración lo obtenido por el consumidor por aplicación del presente artículo.”.


El señor Director Nacional expresó que la propuesta de redacción recoge los comentarios recibidos en una anterior sesión para disponer una referencia al derecho que tiene el consumidor a la reparación completa y oportuna que se contiene en la letra e) del inciso primero del artículo 3°. Asimismo, se establece que en el proceso indemnizatorio se tomarán en cuenta las reglas que se disponen en la disposición debatida.


El Honorable Senador señor Espina sostuvo que, para efectos de una mayor precisión jurídica, corresponde reemplazar en el inciso final la forma verbal “recibido” por “obtenido”. La Comisión concordó con esa apreciación.


En segundo lugar, Su Señoría puntualizó que en el entendido de que el mismo inciso final dispone que la indemnización señalada se aplicará sin perjuicio del ejercicio por parte de los consumidores del derecho contenido en la letra e) del inciso primero del artículo 3°, correspondería suprimir la expresión “por vía punitiva” que se especifica en el inciso primero del artículo 25 A.


Sobre este último asunto, el señor Director Nacional arguyó que la indemnización por vía punitiva se ha dispuesto con el objeto de que actúe como un desincentivo a la suspensión, paralización o no prestación de algún servicio básico. Indicó que a pesar de constituir una sanción, irá en directo beneficio del consumidor y no de las arcas fiscales.


De conformidad con lo expuesto, enfatizó que la expresión discutida aclara el origen y naturaleza de la sanción preceptuada.


El Honorable Senador señor Larraín coincidió con el reparo hecho valer por el Honorable Senador señor Espina, toda vez que el inciso segundo permite aclarar que se trata de una indemnización especial, distinta del resarcimiento que pueden solicitar los consumidores por los daños que se les hubiesen ocasionado.


Agregó que la expresión “por vía punitiva” tiende a confundir, pues corresponde a una indemnización a todo evento y no a una sanción.


A su turno, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, preguntó por qué se ha fijado un plazo de cuatro horas en lo que atañe a la suspensión o paralización del servicio en el inciso tercero. Observó que para una persona electrodependiente o para quien dirige un local de abarrotes un término bastante menor de corte de los servicios básicos puede tener consecuencias dramáticas. Connotó que en el ámbito de la regulación sectorial respectiva ese tiempo podría ser apropiado, pero no necesariamente en el ámbito de la protección de los derechos de los consumidores.


El señor Director Nacional hizo notar que el término de cuatro horas no obedece a algún parámetro técnico, sino que simplemente se consideró razonable. Recordó, no obstante, que la norma en que incide es de carácter supletorio, puesto que operará únicamente si la ley especial no contiene alguna forma de indemnización.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, manifestó comprender que la ley sectorial, para los efectos de los cálculos de las multas, pueda disponer un término determinado de horas, en base a criterios de orden técnico. Sin embargo, opinó que desde la perspectiva del consumidor sólo se debería atender a su afectación efectiva.


Por tanto, recomendó reducir el plazo señalado en el inciso tercero.


El Honorable Senador señor Larraín connotó que las dos indemnizaciones que se contemplan en el precepto debatido aseguran un adecuado resarcimiento de los perjuicios y la sanción del infractor. En ese contexto, estimó prudente el término de cuatro horas.


A su vez, el Honorable Senador señor Espina expuso que la norma no impide que se indemnicen los perjuicios efectivamente causados, sino que solamente se plantea que se entenderá como un día sin suministro si el servicio ha sido suspendido o paralizado por cuatro horas o más. Es decir, no significa que el infractor quede exento de responsabilidad si la falta de prestación del servicio es por un tiempo menor al indicado previamente.


La abogada señora Lobos mencionó que, de la forma en que se ha redactado el precepto, podría interpretarse que un tiempo menor a cuatro horas, que no alcanzaría a entenderse como un día sin suministro, no daría lugar a la indemnización por vía punitiva que se contempla en el inciso primero.


A fin de subsanar esa observación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, propuso incorporar una frase final en el inciso tercero, precedida de una coma, del siguiente tenor:


“sin perjuicio del derecho que asiste al consumidor a ser indemnizado por el corte del servicio, por el tiempo efectivo de su duración.”.


A modo de ejemplo, adujo que en la provincia de Ñuble es de común ocurrencia la interrupción del servicio eléctrico, de televisión por cable y de telefonía por períodos cortos de tiempo, lo que impide acreditarlos para los efectos de requerir posteriormente un resarcimiento.


A mayor abundamiento, recalcó que la contratación de ese tipo de servicios busca una prestación continua de los mismos y, por lo tanto, si ello no se asegura por parte de la empresa proveedora, debería existir una compensación para los usuarios, más allá de las multas que se impongan por parte de las autoridades sectoriales.


En igual sentido, el señor Director Nacional propuso incluir en la norma una prevención que señale que también se compensará, en los mismos términos del inciso primero, cualquier tipo de interrupción, sin limitaciones.


El Honorable Senador señor Espina observó complejidades en la forma de calcular la forma de resarcimiento si no se hace por un día sin suministro. En su opinión, se debe indemnizar al consumidor por todo el tiempo efectivo en que no ha gozado del servicio comprometido.


Insistió, seguidamente, en su proposición de eliminar la expresión “por vía punitiva”, que no aporta al texto en debate y que sólo llamará a confusión conceptual en el futuro. Además, estimó que es preciso otorgar coherencia a la norma, dado el acuerdo de la Comisión para eliminar en el inciso segundo la voz “punitiva”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, puso de manifiesto que la tendencia actual en materia del derecho de daños considera una dimensión punitiva. De hecho, el profesor Hernán Corral ha abordado de forma profunda ese asunto, indicó.


Así, el Legislador puede establecer una función punitiva del derecho, tanto en materia penal como en sanciones de carácter pecuniario.


Preguntó a los representantes del Ejecutivo si tiene alguna incidencia la supresión de la expresión.


El señor Director Nacional estimó relevante su mantención en el texto legal, pues reafirma la intención de desincentivar conductas que atenten contra los consumidores, en este caso mediante una sanción en beneficio del consumidor.


El Honorable Senador señor Larraín se mostró partidario de modificar la redacción propuesta, con el propósito de garantizar la efectiva indemnidad del consumidor.


En sentido opuesto, opinó que no comparte el razonamiento expresado por el señor Director Nacional, puesto que la inclusión de la expresión observada no será lo que desincentive conductas infraccionales, sino que ello será consecuencia de las dos indemnizaciones que se derivan del artículo 25 A en debate.


En último término, alegó que la citada expresión provocará confusión en la determinación de la naturaleza jurídica de la indemnización, al transformarla en una multa.


Por su parte, el Honorable Senador señor Araya manifestó compartir la argumentación del personero de Gobierno, ya que la proposición incorpora en el texto legal la doctrina moderna en lo que atañe al derecho de daños. En definitiva, se entiende claramente que se trata de una indemnización y que no constituye una multa; en la especie, equivaldría a una cláusula penal anticipada.


El Honorable Senador señor Espina llamó la atención sobre el hecho de que si se concluye que corresponde a una indemnización no puede tener la calidad de punitiva. Advirtió que la confusión jurídica que producirá podría incluso ser aprovechada por las defensas de los infractores para cuestionar el resarcimiento de los consumidores.


Resaltó que el concepto de indemnización por vía punitiva no existe en el ordenamiento jurídico.


La abogada señora Lobos acotó que de acuerdo a la Real Academia Española, el concepto “punitivo” equivale a “castigo”, que es lo que se pretende establecer ante la no prestación de un servicio básico, esto es, una indemnización que castiga esa conducta.


- La exclusión de la expresión “por ´vía punitiva” fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe. Votaron a favor los Honorables Senadores Espina y Larraín.


- De consiguiente, el inciso primero resultó aprobado ad referéndum por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe. Votaron en contra los Honorables Senadores Espina y Larraín.


- El resto de los incisos fue aprobado ad referéndum, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


Posteriormente, esta redacción fue recogida por la indicación N° 5, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

- - -


Como consecuencia de la introducción de este artículo 25 A, nuevo, en relación al artículo 25 la Comisión acordó mantener las enmiendas de la Comisión de Economía, modificando únicamente el inciso segundo de esta disposición en la siguiente forma: agregar, a continuación de la expresión “energía eléctrica,”, la palabra “telecomunicaciones”; intercalar el vocablo “residuos, antecedido de una coma, después del término “basura”, y reemplazar el guarismo “300” por “1.500”.


- Estas enmiendas fueron aprobadas ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe, Moreira y Pizarro.


Posteriormente, fueron recogidas por la indicación N° 4, del Ejecutivo, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

- - -

Número 21

Artículo 45, inciso tercero





Esta regla castiga el incumplimiento de las obligaciones establecidas en los dos incisos precedentes, relativas a la información defectuosa que se preste respecto de productos o servicios riesgosos, con multa de hasta 3.000 unidades tributarias mensuales.


Al respecto, se propuso disminuir el techo de la multa aplicable en este caso de 3.000 a 2.250 UTM, de acuerdo a los ajustes planteados a los montos de las multas correspondientes a las diversas infracciones.


- Dicha proposición fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe, Moreira y Pizarro.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 6, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

° ° °

Número 23, nuevo

Artículo 49 bis


El artículo 49 bis de la ley N° 19.496 no tuvo enmiendas en la Comisión de Economía. Su objetivo es regular la obligación de los fabricantes de videojuegos de hacer determinadas advertencias en el producto y fijar otras obligaciones para su comercialización, estableciendo una multa de 1 a 50 UTM para sancionar las respectivas contravenciones.


Al respecto, se propuso sustituir, en su inciso tercero, la expresión “multa de 1 a 50” por “multa de hasta 300” y eliminar su inciso final.


El Honorable Senador señor Larraín expuso que, efectivamente, con estas enmiendas no solo hay un incremento de la multa, sino que también se elimina la reincidencia. Expresó que lo razonable sería bajar el tope de la multa inicial, por ejemplo, hasta 150 unidades tributarias mensuales, y conservar la figura de la reincidencia, porque ésta permite aumentar al doble la multa. Consideró muy elevado el monto que se propone.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, indicó que cuando se habla de videojuegos, se trata de un producto dirigido principalmente a menores de edad, añadiendo que lo que se exige es que se advierta en el envase el nivel de violencia contenida en él. Consideró que si el nivel máximo de la multa es muy bajo, éste sea asumido como parte del costo del producto.


El Honorable Senador señor Espina compartió lo señalado por el señor Presidente de la Comisión, haciendo presente que los videojuegos violentos producen un efecto negativo en los jóvenes. Adujo que, en todo caso, si el tope de la multa será de 300 UTM, dependiendo de las circunstancias podría aplicarse una suma inferior.


- Analizadas estas propuestas, fueron aprobadas ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.

Posteriormente, dichas enmiendas fueron recogidas por la indicación N° 7, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

° ° °

Número 28

Artículo 50 C, inciso primero


El texto del inciso primero de este precepto, según fuera despachado por la Comisión de Economía, dispone que la denuncia presentada ante el SERNAC no requerirá de patrocinio de abogado, lo que sí se exigirá para hacerlo ante los tribunales de justicia.


Revisada esta disposición, se propuso complementarla con el objeto de explicitar que, sin perjuicio de lo anterior, las partes siempre podrán comparecer personalmente ante los juzgados de policía local.


Su texto quedaría como sigue:


“Artículo 50 C.- La denuncia presentada ante el Servicio Nacional del Consumidor no requerirá de patrocinio de abogado, pudiendo los interesados comparecer personalmente ante el Servicio. Para comparecer ante los tribunales de justicia se requerirá patrocinio de abogado habilitado. Sin perjuicio de lo anterior, las partes siempre podrán comparecer personalmente ante los Juzgados de Policía Local. En caso que el consumidor no cuente con los medios para costear su defensa, será asistido por la Corporación de Asistencia Judicial correspondiente. Asimismo, podrá ser asistido por cualquier institución pública o privada, entre ellas las Asociaciones de Consumidores, que desarrolle programas de asistencia judicial gratuita.”.


El Honorable Senador señor Espina manifestó su acuerdo con la disposición propuesta.


El asesor del mismo señor Senador, don Lucas Del Villar, destacó que no se debe excluir la posibilidad de que un consumidor pueda efectuar reserva de acciones, sin necesidad de contar con el patrocinio de abogado.


El Honorable Senador señor Larraín constató que hay numerosas disposiciones que les otorgan competencia a los juzgados de policía local. Preguntó si se ha pensado generar normas de transparencia activa para los mencionados tribunales, de manera que la ciudadanía tenga certeza de cuáles son las materias que deben ser conocidas por ellos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, valoró la modificación propuesta, añadiendo que en zonas aisladas, donde la infracciones que afectan a los consumidores no son cuantiosas, la obligación de comparecer con abogado encarece de tal manera el acceso a la justicia que las personas terminan desistiendo de acudir a ella.


El Honorable Senador señor De Urresti recordó que se aprobó en el Parlamento una ley para que la cobertura de los juzgados de policía local se extendiera a todas las comunas, la que no se ha aplicado. Constató, a la vez, que existen por lo menos veinte municipios en los que no se han creado dichos tribunales.


El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Muñoz, recordó que la norma vigente permite la comparecencia personal; por lo tanto, añadió, actualmente se realiza una labor de difusión respecto del mencionado derecho que les asiste a los consumidores. Añadió que con la implementación del proyecto de ley en discusión, se iniciará una campaña de información que difunda el nuevo rol del SERNAC y señale las materias que deban conocer los juzgados de policía local.


- En principio, esta redacción fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

En una sesión posterior, se planteó a la Comisión la siguiente redacción alternativa para este inciso primero:


“Artículo 50 C.- La denuncia presentada ante el Servicio Nacional del Consumidor o la denuncia, querella o demanda ante el Juzgado de Policía Local no requerirán de patrocinio de abogado habilitado. Las partes o interesados podrán comparecer personalmente, sin intervención de letrado. Tratándose del procedimiento contemplado en el Párrafo 4° del presente Título, las partes deberán comparecer representadas por abogado habilitado, sin perjuicio de la comparecencia de los consumidores interesados en las instancias que correspondan, en cuyo caso podrán comparecer personalmente. En caso que el consumidor no cuente con los medios para costear su defensa, será asistido por la Corporación de Asistencia Judicial correspondiente. Asimismo, podrá ser asistido por cualquier institución pública o privada, entre ellas las Asociaciones de Consumidores que desarrollen programas de asistencia judicial gratuita.”.


El Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Muñoz, explicitó que a propósito de la revisión del artículo 54 Q, inciso 5°, se advirtió la pertinencia de clarificar lo concerniente a la comparecencia personal colectiva respecto a aquellas instancias en que se puede hacer reserva de derechos en el procedimiento colectivo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, sostuvo que la fórmula propuesta recoge adecuadamente las observaciones surgidas en sesiones anteriores respecto a esta materia.


- En consecuencia, esta proposición fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.


Posteriormente, esta enmienda fue recogida por la indicación N° 8, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 34

Artículo 50 N

Inciso primero

Letra d)


El artículo 50 N regula las medidas que puede adoptar el SERNAC en la resolución que pone término al procedimiento sancionatorio. En particular, el inciso primero, en su letra d), establece que dicho Servicio podrá ordenar medidas preventivas y correctivas.


Al respecto, se propuso complementar este literal, de manera que quede como sigue:


“d) Otras medidas que, de conformidad a esta ley, tengan por objeto exclusivo prevenir y/o corregir la infracción específica de que se trate el procedimiento sancionatorio correspondiente.”.

El Director Nacional del SERNAC, señor Muñoz señaló que la propuesta presentada persigue acotar las medidas que buscan prevenir o corregir la infracción dentro de un procedimiento sancionatorio.


El Honorable Senador señor Larraín sostuvo que esta redacción es muy amplia, añadiendo que la indefinición acerca de estas medidas puede permitir eventuales abusos discrecionales de parte de la autoridad administrativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, manifestó que la indicación dispone que se podrá adoptar otro tipo de medidas o corregir infracciones específicas, agregando que es la ley la que las consagrará.


Con el objeto de restringir tales medidas, el asesor del Honorable Senador señor Larraín, señor Héctor Mery, sugirió reemplazar la expresión inicial “Otras” por “Las”.


El Jefe de la División de Consumo Financiero del SERNAC, señor Romo, propuso la siguiente redacción: “Las medidas que, de conformidad a esta ley, tengan por objeto exclusivo prevenir y/o corregir la infracción específica en relación a los hechos de que se trate el procedimiento sancionatorio correspondiente.”.


El Honorable Senador señor Espina sugirió utilizar la expresión “proporcionales” a continuación de “medidas”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, recordó que la norma en estudio tiene como principio general la proporcionalidad, no siendo necesario ni conveniente consignarlo.


El Honorable Senador señor Larraín reiteró la pertinencia de acotar la norma lo más posible.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, preguntó al señor Director del Sernac si incorporar la expresión “proporcionales” generaría un impacto negativo en las facultades del Servicio, a lo que el mencionado señor Director respondió que no.


El Honorable Senador señor De Urresti opinó que incorporar el término sugerido significaría que se está desconfiando de la autoridad que debe aplicar las medidas y que, asimismo, podría generarse una asimetría respecto de otras normas.


El Honorable Senador señor Larraín advirtió que en otras reglas no existe una discrecionalidad tan amplia. Se preguntó, a la vez, cómo se puede reclamar si no hay criterios que puedan ser objetados.


La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Macarena Lobos, señaló que se puede recoger el principio de la proporcionalidad, pero no explicitándolo como tal, sino disponiendo, por ejemplo, que se tomará en consideración la gravedad de la situación de que se trate. Sostuvo que con una fórmula como esta puede lograrse el mismo objetivo.


El Honorable Senador señor Larraín aseveró que siguiendo lo planteado por la señora Lobos, podría elaborarse una norma general que fije los criterios de la proporcionalidad.


La señora Macarena Lobos advirtió que la Comisión ya aprobó una disposición que establece los criterios generales para la aplicación de sanciones, específicamente en el artículo 24. Sugirió hacer una remisión a esa disposición.


En definitiva, se estimó necesario introducir algunos ajustes a la norma en estudio, los que fueron recogidos en una nueva formulación que el Ejecutivo presentó en una sesión posterior. Es la siguiente:


“d) Las medidas que, de conformidad a esta ley, tengan por objeto exclusivo prevenir o corregir la infracción específica, vinculada a los hechos concretos de que trate el procedimiento sancionatorio correspondiente. Para la determinación de estas medidas, se deberán tomar en consideración los criterios contenidos en los incisos sexto y siguientes del artículo 24.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, hizo presente que la nueva redacción viene a superar la dificultad señalada por los Honorables Senadores, señores Espina y Larraín, en cuanto a que la expresión “otras medidas” que utilizaba la fórmula anterior era muy amplia y podía generar un grado de discrecionalidad.


El Honorable Senador señor Larraín, hizo presente que en esta nueva redacción se vuelve a aludir a la capacidad económica del infractor. Al respecto, puntualizó que deberá entenderse que cada vez que se utilice esa expresión se estará tomando en consideración el tamaño de la empresa.


- En definitiva, esta disposición fue aprobada ad referéndum, con algunos ajustes de redacción, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


Posteriormente, esta enmienda fue recogida por la indicación N° 9, letras a) y b), del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 50 P


El texto aprobado por la Comisión de Economía para los incisos primero y segundo de este precepto, dispone que la sanción impuesta por la aplicación de una ley especial impedirá al Servicio aplicar en virtud de este cuerpo legal una sanción adicional en razón de los mismos hechos, en la medida en que para la determinación de la primera se haya considerado la vulneración de los derechos de los usuarios o consumidores. Agrega que si el Servicio llegare a tomar conocimiento de hechos que pudieren constituir una infracción de disposiciones legales o reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley, relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores, procederá a denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas y a hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, de conformidad a lo establecido en el artículo 58 letra i) de la presente ley. Dispone, asimismo, que en ningún caso se podrán aplicar al mismo infractor dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.


En relación a esta norma, se propuso reemplazar su texto por el que sigue:


“Artículo 50 P.- Cuando un organismo sectorial inicie un procedimiento administrativo sancionatorio por infracción a una norma legal especial que establezca derechos específicos para los consumidores o usuarios, comunicará esta circunstancia al Servicio, el que desde la recepción de dicha comunicación no podrá iniciar otro procedimiento administrativo sancionatorio por los mismos hechos y fundamentos jurídicos. El proveedor siempre podrá hacer presente esta circunstancia al Servicio, el que, de verificarlas, suspenderá la tramitación del procedimiento iniciado, interrumpiéndose la prescripción de la acción respectiva.


Una vez resueltos los recursos administrativos que procedan respecto de la resolución que pone término al procedimiento administrativo sancionatorio iniciado por el organismo sectorial, o transcurridos los plazos correspondientes sin que aquéllos se hubieran interpuesto, el Servicio podrá iniciar un procedimiento administrativo sancionatorio en el ámbito de su competencia de conformidad con la presente ley, en la medida que no se hubiere aplicado una sanción por el organismo sectorial. Con este fin, dicho organismo deberá comunicar al Servicio que se resolvieron los recursos administrativos que se hubieren presentado o que transcurrieron los plazos para presentarlos sin que lo hubieran sido, dentro del plazo de 5 días hábiles contado desde dicha circunstancia.


Cuando el Servicio inicie un procedimiento administrativo sancionatorio por infracción a la presente ley, pudiendo los mismos hechos constituir infracción a las normas legales a que se refiere el inciso primero, el Servicio notificará al organismo sectorial de dicho inicio con el fin de precaver la existencia de procedimientos administrativos paralelos. Si el organismo sectorial inicia con posterioridad otro procedimiento administrativo sancionatorio por los mismos hechos y fundamentos jurídicos, deberá notificar al Servicio la resolución respectiva, suspendiéndose con ello la tramitación del procedimiento iniciado por éste, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo. En todo caso, el proveedor podrá poner en conocimiento del Servicio la circunstancia de haberse iniciado el procedimiento por parte del organismo sectorial. El Servicio, habiendo verificado dicha circunstancia, deberá suspender el procedimiento hasta la terminación del proceso realizado por la autoridad sectorial. La resolución que se dicte en este procedimiento deberá ser incorporada en el expediente del procedimiento llevado por el Servicio y considerada en la resolución que ponga término a éste.


Si el Servicio tomare conocimiento de hechos que únicamente pudieren constituir una infracción de disposiciones legales o reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores o usuarios, deberá denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos sectoriales o instancias jurisdiccionales respectivas y podrá hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores o usuarios, de conformidad a lo establecido en el artículo 58 letra j de la presente ley.


Si un organismo sectorial llegare a tomar conocimiento de hechos que pudieren constituir una infracción a disposiciones contenidas en la presente ley deberá denunciar dicha circunstancia al Servicio.


En ningún caso se podrá aplicar al mismo infractor dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.


Lo dispuesto en este artículo debe entenderse sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2 bis y no afectará en modo alguno el inicio de los demás procedimientos contemplados en este título.”.

El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Muñoz, expuso que el origen de esta disposición dice relación con la intención de explicitar en el proyecto el principio del ne bis in ídem respecto del procedimiento sancionatorio establecido por esta ley para el Servicio, reforzando, a la vez, el principio de especialidad cuando se da el caso en que dos órganos distintos ejercen facultades sancionatorias sobre una misma situación. Explicó que la norma que se propone resguarda con claridad la facultad sancionadora del Servicio y, a la vez, regula el inicio, la continuación y el término de dichos procedimientos paralelos.


La inquietud que subyace bajo este precepto, agregó, es evitar que por unos mismos hechos y fundamentos jurídicos se apliquen dos multas distintas, una por un organismo sectorial y otra por el SERNAC.


Añadió que, conjuntamente con resguardarse el principio de especialidad, esta disposición viene a resolver las hipótesis que se han planteado durante el debate respecto del inicio, la continuación y la aplicación eventual de una sanción, recurriéndose a los principios que ya se han mencionado.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que lo que se pretende con la norma en estudio es evitar que actúen en paralelo dos distintas instancias que tienen competencia sobre una misma materia e impedir que se sancione dos veces la ocurrencia de unos mismos hechos.


Constató que esta norma operará cuando un organismo sectorial inicia un procedimiento administrativo sancionatorio y consultó qué sucede si son los tribunales los que están conociendo del asunto que da origen al procedimiento.


Luego, hizo notar que la disposición en estudio se refiere al procedimiento derivado de la infracción a una norma legal especial que establezca derechos específicos para los consumidores o usuarios. Preguntó por qué se utiliza el término “específicos”, habida circunstancia que también pueden surgir derechos generales que surgen del propio proyecto.


Igualmente, inquirió sobre los alcances de la expresión “por los mismos hechos y fundamentos jurídicos”.


El Honorable Senador señor Espina consideró que el tenor de la disposición propuesta no es claro, puesto que, según su parecer, si un órgano sectorial conoce de un procedimiento administrativo y lo resuelve, ello debería inhibir al SERNAC para intervenir en el mismo asunto.


Por otra parte, sugirió emplear en el inciso primero el término “bienes jurídicos”, en reemplazo de “fundamentos jurídicos”.


En relación a uno de los planteamientos del Honorable Senador señor Larraín, el señor Director Nacional del SERNAC informó que la regla en estudio supone que se está en presencia de procedimientos sancionatorios administrativos, los que, por lo tanto, no constituyen asuntos sometidos a los tribunales de justicia.


El Honorable Senador señor Larraín sostuvo que el SERNAC bien puede iniciar un proceso judicial y preguntó cómo operaría este precepto en ese caso, respecto a los procedimientos administrativos que pudieren aplicarse.


El Director Nacional, señor Muñoz, connotó que en esa eventualidad se aplicarán las reglas generales y primará el conocimiento que ya hayan asumido los tribunales de justicia.


El Honorable Senador señor Espina informó que han existido casos en que los tribunales están conociendo de una determinada situación y, paralelamente, también lo hace el órgano sectorial respectivo. Solicitó, en consecuencia, especificar y aclarar la redacción de la regla en análisis, explicitando que una de dichas instancias se inhibirá de conocer el caso si éste ya se encuentra dentro del ámbito de competencia de la otra.


El Director Nacional, señor Muñoz, manifestó estar disponible para afinar la redacción del precepto en estudio.


A la vez, atendiendo a otras de las observaciones planteadas, agregó que cuando se habla de derechos específicos, se alude a aquella hipótesis en que pueden existir acciones concurrentes.


En relación al empleo de la expresión “fundamentos jurídicos” en desmedro de “bienes jurídicos”, expresó que esta última es muy amplia y podría llegar a entorpecer la acción del Servicio en lo que se refiere al ejercicio de su potestad sancionatoria.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, aseveró que la expresión “bien jurídico” parece muy genérica, añadiendo que en este debate no corresponde abrir la discusión de ese tema.


El asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Lucas Del Villar, destacó que la descripción de los tipos infraccionales no es idéntica, lo que podría dar lugar a figuras muy distintas. No obstante, destacó que lo esencial es que ellos apunten a un mismo fin. En cuanto a los bienes jurídicos involucrados, añadió que estén ellos descritos o no, se encontrarán siempre implícitos.


El Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Muñoz, ofreció revisar la redacción de esta disposición tomando en consideración las distintas observaciones recibidas, aunque recalcó que no contar con una norma como la propuesta podría significar una limitación para las facultades del Servicio.


La Coordinadora legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Macarena Lobos, señaló que originalmente esta disposición solo contemplaba el principio general de que no debe sancionarse dos veces por la ocurrencia de los mismos hechos, por lo que bien podría examinarse la posibilidad de obviar las reglas procedimentales contenidas en el precepto en análisis.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, propuso rechazar la proposición en estudio, encomendando al Ejecutivo la elaboración de una nueva redacción.


- Hubo acuerdo en cuanto al criterio propuesto, desechándose, en principio, la regla propuesta por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina y Harboe.


En la sesión siguiente, el Ejecutivo presentó la siguiente nueva redacción:


“Artículo 50 P.- Cuando un organismo sectorial aplique una sanción por infracción a una norma legal especial que establezca derechos específicos para los consumidores o usuarios, el Servicio no podrá aplicar una sanción adicional basada en los mismos hechos y fundamentos.


Si el Servicio llegare a tomar conocimiento de hechos que únicamente pudieren constituir una infracción de disposiciones legales o reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley, relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores, procederá a denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos sectoriales o instancias jurisdiccionales respectivas y podrá hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, de conformidad a lo establecido en el artículo 58, letra i), de la presente ley.


En ningún caso se podrá aplicar al mismo infractor dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.


Lo dispuesto en este artículo debe entenderse en conformidad con lo establecido en el artículo 2° bis y no afectará en modo alguno el inicio de los demás procedimientos contemplados en este título.”.


- Por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, la Comisión aprobó ad referéndum esta propuesta.


Posteriormente, esta enmienda fue recogida por la indicación N° 9, letra c), del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 36

Artículo 50 Q


Este precepto, según el texto aprobado por la Comisión de Economía, encabeza el párrafo 3°, que regula el procedimiento ante los juzgados de policía local. En su inciso segundo, prescribe que el mismo se iniciará por demanda del consumidor, la que se presentará por escrito y con el patrocinio de abogado habilitado.


Se propuso, en este caso, eliminar la exigencia del patrocinio de dicho profesional.


- Al igual que en el caso de la comparecencia personal prevista en el artículo 50 C, esta modificación fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.


Posteriormente, fue acogida por la indicación N° 10, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 38

Artículo 51


Esta disposición regula detalladamente la sustanciación del procedimiento especial para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores.


En relación al encabezado de su inciso primero, que no tuvo enmiendas en la Comisión de Economía, se propuso reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 51.- El procedimiento señalado en este Párrafo se aplicará cuando se vea afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores. En este procedimiento especial la prueba se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica y se sujetará a las siguientes normas:”.

- Esta propuesta fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín.
Numeral 2 del inciso primero


El texto aprobado por la Comisión de Economía para este numeral 2 es el que sigue:


“2.- Sin perjuicio de los requisitos generales de la demanda, en lo que respecta a las peticiones relativas a perjuicios, bastará señalar el daño sufrido y solicitar la indemnización que el juez determine, conforme al mérito del proceso, la que deberá ser la misma para todos los consumidores que se encuentren en igual situación. Con este fin, el juez procederá de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 53 A. No habrá lugar a la reserva prevista en el inciso segundo del artículo 173 del Código de Procedimiento Civil.”.


La propuesta del Ejecutivo en este caso fue sustituir el texto del numeral en estudio por el que sigue:


“2.- Sin perjuicio de los requisitos generales de la demanda, en lo que respecta a las peticiones relativas a perjuicios, bastará señalar el daño sufrido y solicitar la indemnización que el juez determine, conforme al mérito del proceso, la que deberá ser la misma para todos los consumidores que se encuentren en igual situación. Con este fin, el juez procederá de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 53 A. No habrá lugar a la reserva prevista en el inciso segundo del artículo 173 del Código de Procedimiento Civil.


Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento podrán extenderse al daño moral siempre que se haya afectado la integridad física o síquica o la dignidad de los consumidores. Si los hechos invocados han podido provocar dicha afectación, será un hecho sustancial, pertinente y controvertido en la resolución que recibe la causa a prueba.


Con el objeto de facilitar el acceso a la indemnización por daño moral en este procedimiento, el Servicio pondrá a disposición de los consumidores potencialmente afectados un sistema de registro rápido y expedito, que les permita acogerse al mecanismo de determinación de los mínimos comunes reglamentados en los incisos siguientes. Lo anterior sin perjuicio del ejercicio del derecho consagrado en el inciso quinto.


En la determinación del daño moral sufrido por los consumidores, el juez podrá establecer un monto mínimo común, para lo cual, de oficio o a petición de parte, podrá ordenar un peritaje, sin perjuicio de poder considerarse otros medios de prueba. Dicho peritaje será de cargo del infractor en caso de haberse establecido su responsabilidad. De no ser así, se estará a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 411 del Código de Procedimiento Civil.


En caso que se estableciere un monto mínimo común, aquellos consumidores que consideren que su afectación supera dicho monto mínimo, podrán perseguir la diferencia en un juicio posterior que tendrá como único objeto dicha determinación, sin que pueda discutirse en él la procedencia de la indemnización. Este procedimiento se llevará a cabo ante el mismo tribunal que conoció de la causa principal, de acuerdo a las normas del procedimiento sumario, en el que no será procedente la reconvención; o ante el juzgado de policía local competente de acuerdo a las reglas generales, a elección del consumidor.


El proveedor podrá efectuar una propuesta de indemnización o reparación del daño moral, la que, de conformidad a los incisos anteriores, considerará un monto mínimo común para todos los consumidores afectados. Dicha propuesta podrá diferenciar por grupos o subgrupos de consumidores, en su caso, y podrá realizarse durante todo el juicio.”.


Adicionalmente, se propuso suprimir los párrafos segundo y tercero, nuevos, que la Comisión de Economía había agregado a este numeral 2).


Al iniciarse el debate de la propuesta reseñada, el señor Director Nacional del SERNAC explicó que para su elaboración se recogieron las observaciones que se han hecho presente durante la tramitación del proyecto de ley, en el ánimo de lograr consensos en cuanto al fortalecimiento de los principios de indemnidad del consumidor y de economía procesal.


Sobre el primero de ellos, expuso que en numerosos casos colectivos el daño fundamental que se produce al consumidor corresponde a perjuicios de tipo moral. Puso como ejemplo las interrupciones del suministro de agua potable, una discriminación arbitraria a un grupo determinado de consumidores o el detrimento que sufrieron quienes estudiaron en su oportunidad la carrera de Criminalística.


En ese sentido, explicó que se pretende vincular esa máxima con la economía procesal, de manera de facilitar el acceso de los consumidores a resarcimientos en casos de afectaciones colectivas. Señaló que dado que el menoscabo sufrido debe probarse apropiadamente, se genera una serie de elementos orientadores para actuar en el procedimiento judicial en que se enmarcará la acción indemnizatoria.


Uno de los aspectos destacables, arguyó el personero de Gobierno, se relaciona con la acotación de que el daño debe estar referido a la afectación de la integridad física o psíquica o la dignidad de los consumidores. Además, se impone al Servicio Nacional del Consumidor la exigencia de crear un sistema de registro rápido y expedito que se pondrá a disposición de los consumidores potencialmente afectados, a objeto de que puedan acogerse a mecanismos de determinación del daño moral. Indicó que con ese fin, también se contempla la posibilidad de que el juez, mediante peritajes u otros medios de prueba, establezca un monto mínimo común de indemnización, sin perjuicio del derecho a reclamo de un resarcimiento más abultado por parte de quienes estimen que los perjuicios sufridos son mayores a esa suma. Esa fijación individual, precisó, no incidirá en la discusión de la infracción previamente dispuesta.


En definitiva, recalcó que la propuesta planteada por el Ejecutivo cumple con el encargo de acercar las posturas que se han hecho valer en el debate, junto con dar preeminencia a los principios de indemnidad del consumidor y de economía procesal.


El Honorable Senador señor Larraín consignó que los daños morales son, por naturaleza, subjetivos, es decir, afectan a las personas de distinta manera. Por lo tanto, sostuvo que no es posible extrapolar el perjuicio sufrido por una persona a los demás consumidores.


Si bien comprendió que el Ejecutivo ha hecho el esfuerzo de cambiar la idea original de otorgar rango legal a la figura del daño moral colectivo, adujo que el concepto general que hay tras de la proposición es errado, pues en su parecer no hay espacios para objetivar una situación que no tiene ese carácter.


Agregó que aunque la tendencia general del derecho es la objetivación de las culpas, en materia de daño moral ello no es factible. En efecto, dijo, de ratificarse esa noción se generaría un precedente complejo para futuras iniciativas de ley.


De conformidad con lo expresado previamente, consideró adecuado desechar la proposición de las autoridades ministeriales.


- Puesta en votación esta proposición, fue aprobada ad referéndum por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe y Quinteros. Se pronunciaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Larraín y Prokurica.


Al concluir la votación, los Honorables Senadores señores Larraín y Prokurica manifestaron que también son contrarios al texto que sobre este punto emanó de la Comisión de Economía.


Con posterioridad, todas estas proposiciones posterioridad fueron recogidas por la indicación N° 11, del Ejecutivo, cuyas letras a) y c) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, en tanto que la letra b) lo fue por mayoría de 3 votos a favor de los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe, y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.

Número 42


Este numeral introduce modificaciones al artículo 53 C. La Comisión de Economía le introdujo algunas enmiendas que fueron acogidas por la Comisión de Constitución, salvo en lo relativo a su literal a), en el cual hizo dos modificaciones destinadas a permitir una mejor comprensión de su texto y a actualizar algunas referencias internas a otras normas.


Estos ajustes fueron recogidos por la indicación N° 12, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 43

Artículo 54 C





El texto aprobado por la Comisión de Economía para los incisos primero y segundo de esta disposición es el siguiente:


“Artículo 54 C.- Los interesados deberán presentarse a ejercer sus derechos establecidos en la sentencia, ante el mismo tribunal en que se tramitó el juicio, dentro del plazo de noventa días corridos, contados desde el último aviso.





Dentro del mismo plazo, los interesados podrán hacer reserva de sus derechos, para perseguir la responsabilidad civil, tanto por daño patrimonial como moral, derivada de la infracción en un juicio distinto, sin que sea posible discutir la existencia de la infracción ya declarada. Esta presentación deberá contar con patrocinio de abogado y se tramitará de acuerdo al procedimiento establecido en el Párrafo 3° del Título IV. En este juicio, la sentencia dictada conforme al artículo 53 C producirá plena prueba respecto de la existencia de la infracción y del derecho del demandante a la indemnización de perjuicios, limitándose el nuevo juicio a la determinación del monto de los mismos.”.


Respecto al inciso segundo de este precepto, se propuso sustituirlo por el que sigue:


“Dentro del mismo plazo, los interesados podrán hacer reserva de sus derechos para perseguir la responsabilidad civil tanto por daño patrimonial como moral, derivada de la infracción en un juicio distinto, sin que sea posible discutir la existencia de la infracción ya declarada. Esta presentación se tramitará de acuerdo al procedimiento establecido en el Párrafo 3° del Título IV. En este juicio, la sentencia dictada conforme al artículo 53 C producirá plena prueba respecto de la existencia de la infracción y del derecho del demandante a la indemnización de perjuicios, limitándose el nuevo juicio a la determinación del monto de éstos.”.”.


- Dicha proposición fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Espina, Harboe y Larraín.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 13, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 44

Epígrafe del Párrafo 5°


Dicho epígrafe es el siguiente: “Del procedimiento de mediación colectiva”.


Se propuso reemplazarlo por el siguiente: “Del procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores”.


- Esta enmienda fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe, Moreira y Pizarro.


Posteriormente, fue recogida por la indicación N° 14, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 45

Artículo 54 H


El texto aprobado por la Comisión de Economía contempla las reglas a las cuales se someterá la mediación colectiva.


Al respecto, se propuso reemplazarlo por otro que describe la finalidad del procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, sus principios básicos y el modo en que se dará inicio al mismo. A la vez, establece la suspensión del plazo de prescripción de las acciones establecidas en la ley de protección de los derechos de los consumidores durante el curso de éste.


Su texto quedaría como sigue:


“Artículo 54 H.- El procedimiento a que se refiere este párrafo tiene por finalidad la obtención de una solución expedita, completa y transparente, en caso de conductas que puedan afectar el interés colectivo o difuso de los consumidores. Estará a cargo de una Subdirección independiente y especializada dentro del Servicio, de conformidad a lo dispuesto en inciso noveno del artículo 58. Los principios básicos que lo regulan son la indemnidad del consumidor, la economía procesal, la publicidad y la integridad del proceso.





Se iniciará por resolución del Servicio, la que será dictada de oficio, a solicitud del proveedor, o en virtud de una denuncia fundada de una asociación de consumidores, y será notificada al proveedor involucrado. Esta resolución indicará los antecedentes que fundamentan la posible afectación del interés colectivo o difuso de los consumidores y las normas potencialmente infringidas.





En la resolución que da inicio al procedimiento, el Servicio informará al proveedor y a la asociación de consumidores, en su caso, acerca del carácter voluntario del procedimiento, los hechos que le dan origen y la finalidad del mismo.





El Servicio no podrá iniciar este procedimiento una vez que se hayan ejercido acciones colectivas respecto de los mismos hechos y mientras éstas se encuentren pendientes. Asimismo, una vez iniciado el procedimiento, ni el Servicio ni quienes se encuentren legitimados para ello de conformidad a esta ley podrán ejercer acciones para proteger el interés colectivo o difuso de los consumidores respecto de los mismos hechos mientras el procedimiento se encuentre en tramitación.





Se suspenderá el plazo de prescripción de las denuncias y acciones establecidas en la presente ley durante el tiempo que medie entre la notificación al proveedor de la resolución que da inicio al procedimiento, y la notificación de la resolución de término.”.


El señor Director Nacional del SERNAC explicó que esta nueva redacción presenta solamente adecuaciones formales respecto de la anterior, de manera de regular con claridad y coherencia el procedimiento que aquí se contempla y evitar ambigüedades y dificultades de interpretación.


En cuanto a las Subdirecciones a que alude el inciso primero, aclaró, a instancias del Honorable Senador señor De Urresti, que ellas son independientes respecto del Director Nacional desde el punto de vista funcional y obedecen a una estructura que es elegida por el sistema de Alta Dirección Pública.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, destacó la importancia del señalado grado de autonomía que se ha comentado, lo que consideró un avance.


El Honorable Senador señor Espina puso de manifiesto que las acciones colectivas a que se hace referencia en el inciso cuarto y que impiden al Servicio iniciar un procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, son aquellas de orden judicial.


Por su parte, el Honorable Senador señor Moreira preguntó cuál es la diferencia entre lo que se aprobó en la Comisión de Economía y el contenido de la proposición del Ejecutivo que se ha puesto en conocimiento de la Comisión.


En seguida, el Honorable Senador señor De Urresti consultó qué unidad independiente y especializada estará a cargo de esta materia y si esa estructura organizativa se replicará en otros asuntos que deberá conocer el Servicio. Asimismo, inquirió sobre el grado de independencia y especialidad que se sugiere para esa repartición.


En respuesta a las inquietudes formuladas, el señor Director Nacional del SERNAC expuso que la propuesta contempla adecuaciones formales para garantizar que el procedimiento esté reglamentado claramente. Así, se modifica su denominación y se establece un reordenamiento del contenido de algunas disposiciones para una mayor coherencia y con el objeto de evitar ambigüedades y problemas de interpretación; empero, no se proponen enmiendas de fondo a lo sancionado precedentemente en la Comisión de Economía.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, connotó que la noción de mediación no es apropiada, en el contexto de las nuevas facultades que se otorgan al Servicio. Lo anterior, por cuanto el nuevo rol fiscalizador del organismo lo convierte, en cierto sentido, en parte interesada en el conflicto.


Coincidió con esa apreciación el señor Director Nacional del SERNAC, pues el establecimiento del régimen de independencia a que se hace referencia pretende que el asunto esté a cargo de unidades especializadas, a saber, Subdirecciones. Agregó que se busca que ejecuten sus funciones bajo un esquema de “muralla china”, lo cual se demuestra de forma nítida en este procedimiento voluntario, que incluso dispone un tipo penal ante la violación del deber de reserva de información. De hecho, las empresas podrán tener certeza de que si entregan antecedentes para que se compense a los consumidores, ello no será posteriormente utilizado en juicio, si falla la mediación colectiva.


El Honorable Senador señor De Urresti reiteró su pregunta en cuanto a si la independencia que se plantea para la Subdirección será de carácter administrativa, política o jerárquica del jefe superior del Servicio. De igual manera, pidió mayor información acerca de si la citada unidad especializada requerirá ser creada o mutará a partir de alguna que ya tiene consagración en la estructura actual del SERNAC. 


El Honorable Senador señor Moreira hizo notar que la norma en comento no consigna plazos definidos para la instancia de mediación, situación que podría dilatar los procesos en demasía, desprotegiendo al consumidor. Consultó, por tanto, por qué no se ha prescrito un término acotado a ese respecto.


El señor Director Nacional del SERNAC, en primer lugar, destacó que se contempla una organización distribuida en Subdirecciones, a cargo de jefaturas elegidas mediante el sistema de Alta Dirección Pública, De consiguiente, la independencia mencionada es de tipo funcional, es decir, ninguna Subdirección podrá abocarse al ejercicio de las atribuciones de otra.


Luego, precisó que el artículo 54 J preceptúa que el plazo máximo de duración del procedimiento será de tres meses, prorrogable por una sola vez por el mismo lapso de tiempo.


En el mismo orden de materias, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, explicó que los Subdirectores, a diferencia de lo que ocurre actualmente, serán seleccionados por el sistema de Alta Dirección Pública, lo que ya les otorgará cierto nivel de independencia respecto de la autoridad máxima.


Finalmente, el Honorable Senador señor Espina propuso incorporar entre los principios mencionados en el inciso primero la integridad y el debido proceso.


El señor Director Nacional del SERNAC recalcó que el procedimiento contenido en la propuesta del Ejecutivo es de carácter voluntario y que, en ese entendido, la reglamentación completa apunta al respeto del debido proceso. Por lo mismo, recomendó analizar la pertinencia de incluir algún concepto más restringido, ya que, por ejemplo, dado que la empresa puede retirarse en cualquier momento del procedimiento, la noción de proceso podría entenderse de una forma más amplia que la tradicionalmente se comprende en una tramitación voluntaria.


El Honorable Senador señor Espina adujo que su recomendación tiene por finalidad que en el procedimiento dispuesto se resguarden estrictamente los principios que componen el debido proceso.


En igual sentido, el abogado señor Mery recordó que la Corte Suprema ha dictaminado que el debido proceso no solamente está encaminado a influir en decisiones administrativas o jurisdiccionales, sino que también en instancias de aproximación de las posturas de las partes para arribar a un acuerdo alternativo. Desde esa perspectiva, dijo, es de absoluta pertinencia su incorporación en el texto legal.


Sin perjuicio de mostrarse dispuesto a aceptar la inclusión del principio en cuestión, el señor Director Nacional del SERNAC observó que la interpretación del debido proceso no es similar si se aplica a un procedimiento sancionatorio o a otro de orden voluntario.


Finalizado el análisis de la redacción propuesta, ante una proposición del Honorable Senador señor Espina, se acordó reemplazar la frase final del inciso primero, de manera de aludir a la indemnidad del consumidor, a la economía procesal, a la publicidad, a la integridad y también al debido proceso.


- En consecuencia, con la enmienda ya indicada, aparte de otras meramente formales y de referencias normativas internas, le señalada redacción fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Moreira.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 15, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 54 I





Esta disposición se refiere al caso en que la mediación colectiva se haya iniciado a solicitud de una o más asociaciones de consumidores.





Al respecto, se propuso reemplazar su tenor de manera que la norma regule la participación de las asociaciones de consumidores en el procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores cuando éste se ha iniciado a solicitud de aquellas. Por otra parte, se reubica en el artículo 54 H el inciso segundo, que se refería a la suspensión de la prescripción.





- Esta modificación fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Moreira.


Posteriormente, esta modificación fue recogida por la indicación N° 15, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 54 J





Esta disposición regula el plazo de duración del procedimiento de mediación colectiva.





Al respecto, se propuso reemplazar su texto por el que sigue:





“Artículo 54 J.- El plazo máximo de duración del procedimiento será de tres meses, contado a partir del tercer día de la notificación al proveedor de la resolución que le da inicio. Este plazo podrá ser prorrogado por una sola vez, de oficio o a solicitud del proveedor, hasta por tres meses, por resolución fundada.





Si dentro del plazo original o prorrogado no hubiere acuerdo, se entenderá fracasado el procedimiento, circunstancia que será certificada por el Servicio en la resolución de término.”.





- Esta modificación fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Moreira.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 15, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 54 K





Esta disposición, según fuera despachada por la Comisión de Economía, permite que durante el procedimiento, el Servicio solicite los antecedentes que necesite para el cumplimiento de los fines de la mediación. En su inciso segundo aborda la aceptación del proveedor a participar en dicho procedimiento y la facultad de las partes de no perseverar en el mismo.





El ejecutivo propuso sustituir dicho artículo por el siguiente:





“Artículo 54 K.- Notificada la resolución que da inicio al procedimiento, el proveedor tendrá un plazo de cinco días para manifestar por escrito su voluntad al Servicio de participar en éste. Este plazo podrá prorrogarse por igual término, por una sola vez, si el proveedor lo solicita fundadamente antes de su vencimiento. Si al término del plazo original o prorrogado, el proveedor no expresa su voluntad, el procedimiento se entenderá fallido y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.





El proveedor en cualquier momento podrá expresar su voluntad de no perseverar en el procedimiento. Por su parte, el Servicio podrá no perseverar en el procedimiento en cualquier momento, fundando su decisión. Estas circunstancias serán certificadas por el Servicio en la resolución de término respectiva.”.





El Director Nacional del SERNAC, señor Muñoz, sostuvo que la modificación propuesta al inciso segundo del artículo en estudio tiene por fundamento la necesidad de que cuando el Servicio inicie un procedimiento y resuelva no perseverar en el mismo, esté obligado a fundar su decisión. Recordó que el hecho de comenzar un procedimiento genera un conjunto de efectos, como por ejemplo, el de suspender la interposición de acciones colectivas por los mismos hechos. Añadió que, desde ese punto de vista, es razonable que el Servicio deba fundamentar su decisión.





- Esta modificación fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 15, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 54 L





Esta disposición regula el contenido de la resolución que da inicio a la mediación. Se propuso sustituir su texto por otro que se refiere a la información sobre la aceptación por el proveedor a someterse al procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores y a la información de la solución ofrecida por éste. El tenor de la norma quedaría como sigue:





“Artículo 54 L.- La manifestación por la que el proveedor acepta someterse al procedimiento, será informada en el sitio web del Servicio en el plazo de cinco días contados desde que ella hubiere tenido lugar. A través del mismo medio se informará el estado en que se encuentra el procedimiento y se publicará la solución ofrecida por el proveedor.”.





- Esta enmienda fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Moreira.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 15, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 54 M





La disposición aprobada por la Comisión de Economía regula los antecedentes requeridos por el SERNAC en el marco de la sustanciación del procedimiento de mediación colectiva.





Se propuso sustituirla por otra del siguiente tenor:





“Artículo 54 M.- Durante el procedimiento, el Servicio podrá solicitar los antecedentes que sean necesarios para el cumplimiento de los fines de éste, especialmente aquellos que se requieran para determinar el monto de las compensaciones que procedieren para los consumidores. La negativa en la entrega de los antecedentes antes mencionados por parte del proveedor no generará sanción, incluso si en virtud de dicha negativa se declara fallido el procedimiento.





Una vez concluido el procedimiento, cada parte podrá requerir la devolución de todos los instrumentos que hayan sido presentados por ella.





El Servicio no podrá presentar en juicio los instrumentos requeridos en virtud de este artículo y que hayan sido entregados por el proveedor cuando el procedimiento hubiese concluido por falta de acuerdo entre las partes o por haber ejercido el Servicio su derecho a no perseverar en el proceso.”.




- Revisados los dos primeros incisos, fueron aprobados ad referéndum con algunos ajustes meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.





En relación al inciso tercero, se advirtió la necesidad de establecer también que el Servicio podrá presentar en juicio instrumentos que haya obtenido por un medio distinto al regulado en esta disposición.


El Honorable Senador señor Espina señaló que la disposición consiste en impedir que el Servicio utilice en juicio los antecedentes entregados por el proveedor cuando no se haya producido acuerdo en el procedimiento regulado en este artículo o cuando el mismo Servicio decida no perseverar en el proceso. 
Destacó, a la vez, que una situación corresponde a la entrega de la información por parte del proveedor y otra distinta es que ella no pueda ser utilizada en juicio por el SERNAC.


El Honorable Senador señor Larraín afirmó que la norma es restrictiva, ya que si el Servicio utiliza en juicio los antecedentes que le entregó el proveedor, no se producirá la mediación. Subrayó que debe procurarse que se produzca mediación y que el proveedor aporte los antecedentes de buena fe.


El Honorable Senador señor Espina consignó que cuando los mencionados antecedentes son obtenidos por otra vía pueden ser utilizados en el juicio. Connotó que así se señala expresamente en el inciso sexto del artículo 54 letra Ñ del texto aprobado por la Comisión de Economía.





En una sesión posterior, se planteó su reemplazo por el que sigue:





“El Servicio no podrá presentar en juicio los instrumentos requeridos en virtud de este artículo y que hayan sido entregados por el proveedor, a menos que haya tenido acceso a ellos por otro medio, cuando el procedimiento hubiese concluido por falta de acuerdo entre las partes o por haber ejercido el Servicio su derecho a no perseverar en el proceso.”.





- Esta redacción fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Harboe y Larraín.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 15, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 54 N





Esta norma regula la comparecencia de los proveedores a las audiencias que se fijen en el procedimiento de mediación colectiva.





La propuesta consiste en reemplazar su texto por otro relativo a la posibilidad de que las asociaciones de consumidores y los consumidores potencialmente afectados planteen sugerencias u observaciones durante el curso del procedimiento que este párrafo ha pasado a desarrollar.





Su texto quedaría como sigue:





“Artículo 54 N.- Durante la tramitación del procedimiento, las asociaciones de consumidores que participen y los consumidores potencialmente afectados podrán formular las observaciones que estimen pertinentes. Asimismo, cualquiera de ellos podrá, de manera justificada, sugerir ajustes a la solución ofrecida por el proveedor, dentro de los cinco días posteriores a la publicación a que se refiere el artículo 54 L.”.





Esta modificación fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Moreira.


Posteriormente, tal proposición fue recogida por la indicación N° 15, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 54 Ñ





Esta disposición regula la posibilidad de que, a solicitud del proveedor, el Servicio decrete la reserva de determinados antecedentes en el procedimiento de mediación respecto de terceros.





La propuesta sustituye su texto de manera que la regla aborde el modo de comparecencia del proveedor a las audiencias de dicho procedimiento.





Su texto quedaría como sigue:





“Artículo 54 Ñ.- La comparecencia de los proveedores a las audiencias que se fijen deberá realizarse por un apoderado facultado expresamente para transigir. En el caso de que el apoderado del proveedor no contare con facultades suficientes, el Servicio citará a una nueva audiencia que deberá tener lugar dentro de quinto día. Si en dicha nueva audiencia no se subsanare la situación, el procedimiento se entenderá fallido y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.”.





- Dicha sustitución fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Moreira.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 15, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 54 O





Este precepto regula la forma en que se efectuarán las notificaciones en el procedimiento de mediación colectiva.





La propuesta consiste en reemplazarlo por otro relativo al deber de reserva respecto de los antecedentes aportados durante el procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso y a las sanciones que se aplicarán a los funcionarios y terceros informantes que pudieren infringirlo.





Su tenor quedaría como sigue:





“Artículo 54 O.- A solicitud del proveedor, el Servicio decretará reserva de aquellos antecedentes que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales, siempre que su revelación pueda afectar el desenvolvimiento competitivo de su titular. Los demás participantes del procedimiento no podrán acceder a estos antecedentes, sino a través de los documentos que contengan el análisis general que de ellos haga el Servicio, los que en ningún caso podrán comprometer la reserva decretada a su respecto.





Los funcionarios encargados de la tramitación deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que hayan conocido con ocasión del procedimiento y hayan sido declarados reservados de acuerdo al inciso primero. Asimismo, este deber de reserva alcanza a los terceros que intervinieren a través de la emisión de informes.





El funcionario del Servicio que infringiere el deber de reserva, descubriendo en perjuicio del proveedor aquellos antecedentes, fórmulas, estrategias o secretos que haya conocido con ocasión del procedimiento y respecto de los cuales se haya decretado reserva, será sancionado con las penas indicadas en el artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que corresponda.





Si la infracción la cometieren terceros que intervinieren en el procedimiento mediante la emisión de informes, sufrirán la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a cinco unidades tributarias mensuales.”.





Revisada esta disposición, el Honorable Senador señor Espina destacó la pertinencia de diferenciar las sanciones aplicables dependiendo de si la infracción al deber de reserva lo comete un funcionario público o un tercero.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, coincidió con este criterio diferenciador, recordando que sobre el empleado público pesa, desde ya, una obligación genérica de guardar la fe pública.





El señor Director Nacional del SERNAC connotó que las modificaciones sugeridas apuntan a reforzar el nivel de reserva. Así, a modo de ejemplo, el referido deber alcanzará a los terceros ajenos al Servicio que intervinieren a través de la emisión de informes.





El abogado señor Mery puntualizó que en la norma análoga que sancionó en su oportunidad en la Comisión de Economía, se exigía la restitución de los antecedentes aportados y la proscripción de utilizar los documentos proporcionados por la empresa en un juicio posterior. Preguntó por qué la norma propuesta no contiene esas prevenciones.





A su turno, el Honorable Senador señor Espina señaló que la conducta que se sanciona en el inciso tercero es la revelación de información reservada que se entregue en virtud de un proceso de mediación. En ese contexto, no advirtió razones para diferenciar la pena que se asigna a un funcionario público de la que se impone a un tercero que interviniere en el procedimiento mediante la emisión de informes. Postuló la uniformidad de las sanciones, según el castigo impuesto para los funcionarios estatales.





En el entendido de que el bien jurídico protegido por el precepto es la reserva de la información, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, hizo hincapié en que en el caso de que un servidor público lo viole también se afectará la fe pública. Ello, enfatizó, justifica una distinción en la pena aplicable.


Coincidiendo con ese razonamiento, el Honorable Senador señor Espina llamó a revisar la sanción dispuesta para los terceros, que consideró demasiado baja. Además, solicitó no restringir el castigo a quienes emitan informes, pues debería ser sancionado cualquier persona que devele algún tipo de información reservada.


El señor Director Nacional del SERNAC planteó que la única forma en que pueden intervenir terceros en el procedimiento es, precisamente, mediante informes.


La Comisión convino en la aprobación del precepto debatido, solicitando al Ejecutivo revisar la pena a los terceros y una mayor amplitud en su aplicación.





El Honorable Senador señor Espina sugirió reemplazar, en el inciso tercero, la forma verbal “descubriendo” por “revelando”.





- Con esta última modificación, la propuesta fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Moreira.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 15, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 54 P





Esta norma se refiere al contenido mínimo de la resolución que da cuenta del acuerdo alcanzado en el procedimiento.





Se propuso sustituir su texto por el que sigue:





“Artículo 54 P.- En caso de llegar a un acuerdo, el Servicio dictará una resolución que establecerá los términos de éste y las obligaciones que asume cada una de las partes.





La resolución señalada en el inciso anterior deberá contemplar, al menos, los siguientes aspectos:





1) El cese de la conducta que pudiere haber afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores.





2) El cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados, cuando proceda.





3) Una solución que sea proporcional al daño causado, alcance a todos los consumidores afectados y esté basada en elementos objetivos.





4) La forma en la que se harán efectivos los términos del acuerdo y el procedimiento por el cual el proveedor efectuará las devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados.





5) Los procedimientos a través de los cuales se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor.





La solución propuesta por el proveedor no implicará su reconocimiento de los hechos constitutivos de la eventual infracción.





Cuando el acuerdo contemple la entrega a los consumidores de sumas de dinero se estará a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 53 B.”.





En primer lugar, se examinaron los incisos primero y segundo de la norma propuesta.


El Director Nacional, señor Muñoz, indicó que estas reglas vienen a introducir un elemento que dará contenido a la solución y que recoge la práctica que el SERNAC ha estado instalando en todas sus mediaciones colectivas. En efecto, dijo, las soluciones que allí se alcanzan deben tener ciertos estándares, como son acoger un arreglo que sea proporcional al daño que se ha causado, que incluya a todos los consumidores afectados y que esté basada en elementos objetivos.


El Honorable Senador señor Espina preguntó si está contemplada en la presente ley la posibilidad de tener modelos de cumplimiento, tal como se hizo en ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica.


El señor Director Nacional adujo que aun cuando los modelos de cumplimiento pueden insertarse en el acuerdo, actualmente ello no se encuentra especificado.


El Honorable Senador señor Larraín sostuvo que lo que se está fijando en el número 3) del inciso segundo, dice relación con lo preceptuado en el número anterior, vale decir, que las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones sean proporcionales al daño causado, alcancen a todos los consumidores afectados y estén basadas en elementos objetivos. Para una mejor comprensión, sugirió fusionar ambos numerales.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, discrepó de esta propuesta, atendiendo a que puede ocurrir que el cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones no sea la única alternativa de solución.


Respecto a lo planteado por el Honorable Senador señor Espina, recomendó aprobar la indicación, incorporando la mención a los modelos de cumplimiento en el precepto respectivo.





- Los señalados incisos primero y segundo fueron aprobados ad referéndum con ajustes meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


El Honorable Senador señor Larraín justificó su votación favorable en el entendido que la solución que se señala en el número 3) está en directa relación con lo dispuesto en el numeral anterior.





El señor Muñoz, Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, manifestó que el artículo 53 B se refiere a los avenimientos, conciliaciones o transacciones. Agregó que la norma antes mencionada, que está establecida respecto a las acciones colectivas, se incorpora en el artículo 54 P cuando el acuerdo contemple la entrega a los consumidores de sumas de dinero.





- Con la misma votación ya indicada, fueron aprobados ad referéndum los incisos tercero y cuarto.





En una sesión posterior, se propuso intercalar, como inciso tercero, el siguiente:





“La resolución podrá contemplar la presentación por parte del proveedor de un plan de cumplimiento, el que contendrá, como mínimo, la designación de un oficial de cumplimiento, la identificación de acciones o medidas correctivas o preventivas y los plazos de implementación de éstas, así como un protocolo destinado a evitar los riesgos de incumplimiento.”.





- Dicha propuesta fue aprobada ad referéndum con algunas enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 15, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo 54 Q





Este precepto dispone que sin perjuicio de la mediación, durante el procedimiento especial para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, el proveedor siempre podrá realizar ofertas de avenimiento.





En relación a esta norma, se propuso reemplazar su texto por el siguiente:





“Artículo 54 Q.- Para que el acuerdo contenido en la resolución dictada por el Servicio produzca efecto erga omnes, aquél deberá ser aprobado por el juez de letras en lo civil correspondiente al domicilio del proveedor.





El tribunal sólo podrá rechazar el efecto erga omnes si el acuerdo no cumple con los aspectos mínimos establecidos en el inciso segundo del artículo precedente. El tribunal fallará de plano y sólo será procedente el recurso de reposición con apelación en subsidio en contra de la resolución que rechace el acuerdo.





Ejecutoriada la resolución judicial señalada en el inciso anterior y efectuada la publicación indicada en el inciso siguiente, el acuerdo surtirá los efectos de una transacción extrajudicial respecto de todos los consumidores potencialmente afectados, con excepción de aquéllos que hayan hecho valer sus derechos ante los tribunales con anterioridad, hayan suscrito avenimientos o transacciones de carácter individual con el proveedor, o hayan efectuado reserva de sus acciones de acuerdo al inciso penúltimo.





La copia autorizada de la resolución del Servicio en que conste el acuerdo tendrá mérito ejecutivo transcurridos treinta días desde la publicación del extracto de la resolución en el Diario Oficial y en un medio de circulación nacional, a costa del proveedor, así como en el sitio web institucional del Servicio, contándose el plazo desde la última publicación. Las publicaciones deberán efectuarse a más tardar dentro de décimo día desde la fecha de la resolución administrativa en la que conste el acuerdo o desde que quede ejecutoriada la resolución judicial que aprueba el acuerdo, según sea el caso.





En aquellos casos en que el acuerdo tenga efecto erga omnes, durante el plazo a que hace referencia el inciso anterior los consumidores afectados que no estén de acuerdo con la solución alcanzada, para no quedar sujetos a ésta, deberán efectuar reserva expresa de sus acciones individuales ante el tribunal que aprobó el acuerdo.





El incumplimiento de los términos del acuerdo constituye una infracción a la presente ley.”.

El Director Nacional, señor Muñoz, explicó que con esta redacción se busca reglamentar las mediaciones colectivas, las que, en general, producirán el efecto disuasivo de no iniciar acciones colectivas luego de producido un acuerdo entre el SERNAC y la empresa respectiva.


Añadió que en la Comisión de Economía del Senado, se asignó efecto erga omnes a los acuerdos que se alcanzaren en la mediación colectiva, con el objeto de someter ese efecto a los tribunales de justicia, el que podrá rechazarlo si no se reúnen ciertos requisitos.

El Honorable Senador señor Larraín aseveró que la propuesta buscaría resguardar los derechos de los consumidores que no han sido parte del acuerdo, lo que el señor Director Nacional ratificó.


El Honorable Senador señor Espina observó que en el inciso quinto se debe dejar constancia que se podrá recurrir sin abogado a efectuar la reserva de derechos y consultó cómo un consumidor que vive en una zona alejada del tribunal podría hacer expresa reserva de sus acciones individuales.


El Director Nacional del SERNAC, señor Muñoz destacó que la norma actual no entrega facilidades a los consumidores para que hagan dicha reserva y sugirió permitir que se realice por vía electrónica.

El Honorable Senador señor Larraín consignó que se trata de un procedimiento voluntario que busca tener efecto en quienes no han participado en él. Destacó que es importante que se faculte a los consumidores a efectuar la reserva, permitiendo que ella se realice sin requerir de un abogado. A la vez, hizo presente la necesidad de contar con una mayor transparencia en relación al rol que les compete a los jueces de policía local.





Atendiendo a lo recién planteado, en la sesión siguiente se propuso reemplazar el inciso quinto de esta disposición por el siguiente:





“En aquellos casos en que el acuerdo tenga efecto erga omnes, durante el plazo a que hace referencia el inciso anterior, los consumidores afectados que no estén de acuerdo con la solución alcanzada, para no quedar sujetos a ésta, deberán efectuar reserva expresa de sus acciones individuales ante el tribunal que aprobó el acuerdo, pudiendo para ello comparecer personalmente.”.


El Honorable Senador señor Espina pidió dejar establecido que la reserva de derechos a que alude la norma podrá hacerse por medios electrónicos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, hizo presente que, en ocasiones, los jueces de policía local o los abogados interpretan la ley de manera literal, lo que puede generar afectación de derechos. Añadió que lo anterior podría llevar a judicializar distintas situaciones, al no haber precisión en esta disposición en cuanto al medio para comparecer ante el tribunal.


En cuanto a la posibilidad de establecer en este precepto el uso de mecanismos tecnológicos, el Jefe de la División de Consumo Financiero del Servicio Nacional del Consumidor, señor Romo, consignó que la Corporación Administrativa del Poder Judicial ha confirmado que el sistema de litigación electrónica que existe actualmente permite que un consumidor, solo con la clave única que otorga el Registro Civil, pueda acceder al expediente respectivo y presentar un escrito sin necesidad de patrocinio de abogado.


El Honorable Senador señor Larraín propuso reformular la parte final del inciso quinto, de manera de establecer que el consumidor afectado que desee hacer expresa reserva de sus acciones individuales ante el tribunal que aprobó el acuerdo, podrá hacerlo por medios electrónicos o digitales, pudiendo adicionalmente comparecer en forma personal.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, prefirió evitar la expresión “adicionalmente”, porque lo que se autoriza es que el referido consumidor comparezca personalmente sin abogado.





En definitiva, se optó por sustituir la frase final de la redacción propuesta que reza “pudiendo para ello comparecer personalmente.”, por otra que disponga que ello podrá realizarse sin patrocinio de abogado, concurriendo personalmente al tribunal o ingresando a la Oficina Judicial Virtual del Poder Judicial o al sistema que lo reemplace.





Posteriormente, el Ejecutivo sometió a consideración de la Comisión la siguiente redacción para este inciso quinto:





“En aquellos casos en que el acuerdo tenga efecto erga omnes, durante el plazo a que hace referencia el inciso anterior, los consumidores afectados que no estén conformes con la solución alcanzada, para no quedar sujetos a ésta, deberán efectuar reserva expresa de sus acciones individuales ante el tribunal que aprobó el acuerdo, lo que podrán realizar sin patrocinio de abogado, concurriendo personalmente al tribunal o ingresando a la Oficina Judicial Virtual del Poder Judicial o al sistema que lo reemplace.”.


El señor Director Nacional manifestó que la nueva redacción presentada a la Comisión se hace cargo de las inquietudes formuladas por sus miembros, en el sentido de que la comparecencia personal podrá hacerse por medios electrónicos a través de la Oficina Judicial Virtual del Poder Judicial o del sistema que lo reemplace.


El Honorable Senador señor Harboe planteó que esa medida beneficiará principalmente a quienes residen en regiones.





- Puestos en votación los incisos propuestos con excepción del quinto, fueron aprobados ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.





- El señalado inciso quinto fue aprobado ad referéndum con las enmiendas ya señaladas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


Posteriormente, dichos textos fueron recogidos por la indicación N° 15, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

° ° °

Artículo 54 R, nuevo





Para regular el sistema de notificaciones de las resoluciones a que dará lugar la aplicación de este procedimiento, se acordó incorporar un artículo 54 R, nuevo, del siguiente tenor:





“Artículo 54 R.- La notificación de las resoluciones que este párrafo establece se efectuará por carta certificada, entendiéndose practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos. Podrá también efectuarse por correo electrónico, debiendo enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, entendiéndose practicada al día hábil siguiente de su despacho.





El procedimiento deberá constar en un expediente, escrito o electrónico, en el que se asentarán todos los documentos que lo conformen, con expresión de la fecha y hora de su recepción o envío, respetando su orden de ingreso o egreso respectivamente.”.





- Este precepto fue aprobado ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.





Posteriormente, esta disposición fue recogida por la indicación N° 15, del Ejecutivo, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

° ° °

Artículo 54 R





La disposición despachada por la Comisión de Economía prevé la dictación de un reglamento por parte del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, destinado a regular la sustanciación de los procedimientos de mediación colectiva.





La propuesta consiste en reemplazar su texto por el siguiente, pasando este artículo a ser 54 S, en atención a la incorporación del nuevo artículo 54 R, nuevo, anteriormente consignado:





“Artículo 54 R.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo establecerá las normas que sean necesarias para la adecuada aplicación del procedimiento a que se refiere este párrafo.”.





- Esta modificación fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Moreira.


Posteriormente, tal proposición fue recogida por la indicación N° 15, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 46

Artículo 55 D





Esta norma fija una multa de hasta 2.000 UTM para los proveedores que hagan promoción de productos como si tuvieran Sello SERNAC sin tenerlo.





De acuerdo a los ajustes planteados a los montos de las multas correspondientes a cada infracción, en este caso se propuso disminuir el techo de la multa aplicable de 2.000 a hasta 1.500 UTM.





El texto de la disposición quedaría como sigue:





“Artículo 55 D.- Los proveedores que promocionen o distribuyan un contrato de adhesión de un producto o servicio financiero sin sello SERNAC como si lo tuviere, o que no cumplan las obligaciones establecidas en el inciso final del artículo 55 C, serán sancionados con multa de hasta 1.500 unidades tributarias mensuales.”.




El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, consideró que la conducta que se sanciona a través de esta norma reviste gravedad, razón por la cual prefirió mantener el tope de 2.000 UTM.





Considerada esta proposición, en definitiva se optó por establecer que esta multa tendrá un monto máximo de hasta 2.250 UTM.





- Con la enmienda ya explicada, esta modificación fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Moreira.


Posteriormente, la referida proposición fue recogida por la indicación N° 16, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 47

Artículo 56, inciso final





Esta norma sanciona con multa de 150 UTM el incumplimiento de determinadas obligaciones por parte del servicio de atención al cliente y del proveedor.





Al respecto, y de acuerdo a los ajustes planteados a los montos de las multas correspondientes a cada infracción, se propuso aumentar el máximo aplicable para el caso de no contarse con servicio al cliente tratándose de contratos de adhesión financieros o de incumplirse las condiciones de éstos, pasando de 150 a 300 UTM.





El texto de dicho inciso quedaría como sigue:





“En caso de incumplimiento de las obligaciones indicadas en los dos incisos anteriores, el Servicio Nacional del Consumidor podrá sancionar al proveedor con una multa de hasta 300 unidades tributarias mensuales.”.




- La modificación propuesta fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Moreira.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 17, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 50

Artículo 56 H





Esta disposición, según el texto aprobado por la Comisión de Economía, sanciona con multa de hasta 1.500 UTM al proveedor no cumpla con la propuesta de acuerdo de un mediador debidamente aceptada por las partes, o con la sentencia definitiva de un árbitro financiero.





De acuerdo a los ajustes planteados a los montos de las multas correspondientes a las distintas infracciones, se propuso disminuir el nivel máximo de la multa aplicable en este caso, de 1.500 a 750 UTM.





El texto de la norma quedaría como sigue:





“Artículo 56 H.- En caso de que el proveedor no cumpla con la propuesta de acuerdo de un mediador debidamente aceptada por las partes, o con la sentencia definitiva de un árbitro financiero en el plazo establecido en los artículos 56 D o 56 E, según corresponda, el Servicio Nacional del Consumidor deberá sancionarlo con una multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales. Además, el Servicio podrá revocar el Sello SERNAC otorgado al proveedor de productos y servicios financieros, sin que pueda éste solicitarlo nuevamente antes de transcurridos tres meses desde la revocación. El deber de denuncia del Servicio Nacional del Consumidor no obsta al derecho del consumidor afectado para denunciar el incumplimiento, por parte del proveedor, de la propuesta de acuerdo o sentencia definitiva, según corresponda.”.


El señor Director Nacional del SERNAC adujo que por tratarse de una práctica abusiva con impacto en un número acotado de consumidores, se propone una multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales.


El abogado señor Mery indicó que el asunto debatido constituye uno de los puntos en que no hubo acuerdo en la mesa de trabajo conformada para estos efectos, puesto que se consideró que el incumplimiento de lo dispuesto en el procedimiento de mediación por parte del proveedor no puede constituirse como una infracción independiente a la ley N° 19.496 y, al mismo tiempo, se contemple exigir compulsivamente su acatamiento.


Al respecto, el señor Director Nacional del SERNAC hizo notar que la divergencia se suscitó a raíz de la discusión sobre el proceso de mediación colectiva; sin embargo, este caso se motiva a propósito del Sello SERNAC en que participan mediadores y árbitros individuales. Además, una norma similar ya se contiene en la preceptiva vigente.


El Honorable Senador señor De Urresti pidió una explicación por la rebaja de la multa. 


En otro aspecto, estimó demasiado reducido el plazo de tres meses para volver a solicitar el Sello SERNAC, a contar de su revocación. Una sanción de esa naturaleza no posee un componente disuasivo, sentenció.


El señor Director Nacional del SERNAC expuso que la entidad de la multa prescita se relaciona con la que se consigna para aquellas infracciones que impactan a un número acotado de consumidores.


En segundo término, postuló que el plazo de tres meses a que se ha hecho mención se estipula en la disposición atingente actualmente en vigor.


El Honorable Senador señor De Urresti reiteró la necesidad de analizar derechamente el aumento de ese término, en el afán de precaver futuras conductas ilícitas.


Coincidió con esa opinión el Honorable Senador señor Espina, pues en la forma establecida incluso podría convenir a una empresa seguir incurriendo en faltas, para luego recuperar en poco tiempo el Sello SERNAC.


En otro asunto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, preguntó si se ha previsto la situación que podría acontecer si en el plazo que media entre el incumplimiento material y la respectiva sentencia se produce la prescripción. Lo anterior, en el ánimo de que el consumidor no quede en indefensión.


El señor Director Nacional del SERNAC, junto con concordar en que el plazo de tres meses podría ser exiguo, se mostró llano a estudiar la pertinencia de modificarlo.


Por su lado, el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, observó que la experiencia revela que la asignación del Sello SERNAC beneficiaría a los consumidores. Ello, en su opinión, explica que no sea utilizado por las empresas.


No obstante, comprometió el estudio de la norma para analizar posibles enmiendas en su redacción.





En la sesión siguiente y teniendo en consideración las observaciones planteadas, se sometió a consideración de la Comisión el siguiente nuevo texto:





“Artículo 56 H.- En caso de que el proveedor no cumpla con la propuesta de acuerdo de un mediador debidamente aceptada por las partes, o con la sentencia definitiva de un árbitro financiero en el plazo establecido en los artículos 56 D o 56 E, según corresponda, el Servicio Nacional del Consumidor lo sancionará con una multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales. Además, el Servicio podrá revocar el Sello SERNAC otorgado al proveedor de productos y servicios financieros, sin que pueda éste solicitarlo nuevamente antes de transcurrido un año desde la revocación. El deber de denuncia del Servicio Nacional del Consumidor no obsta al derecho del consumidor afectado para denunciar el incumplimiento, por parte del proveedor, de la propuesta de acuerdo o sentencia definitiva, según corresponda.”.


El señor Director Nacional explicó que en anteriores sesiones se plantearon aprensiones por el hecho de que la pérdida del sello SERNAC por tres meses parecía ser un período demasiado reducido. Por esa razón, la nueva proposición incrementa ese plazo a un año.


La Comisión concordó con ese planteamiento y aprobó, por la unanimidad de sus miembros, los nuevos términos propuestos.


- Concurrieron a esa decisión los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, quienes aprobaron ad referéndum esta proposición.


Posteriormente, esta propuesta fue recogida por la indicación N° 18, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 51

Artículo 57





En atención a la pertinencia de introducir algunos ajustes a las referencias normativas internas del proyecto, se acordó reemplazar, en el inciso final del artículo 57, la alusión a las letras f) y ñ) del artículo 58, por otra a las letras g) y o), respectivamente.





Esta modificación quedó contenida en la indicación N° 19, del Ejecutivo, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 52

Artículo 58





Esta disposición regula la misión y las funciones que corresponderán al Servicio Nacional del Consumidor. A su respecto, se propuso un conjunto de enmiendas.

Inciso segundo

Letra a)

Párrafo quinto





El texto aprobado por la Comisión de Economía dispone que para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, los funcionarios del Servicio podrán solicitar, previa autorización del juez competente, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador.





Respecto de este párrafo, únicamente se acordó aclarar que la expresión “juez competente” corresponde al “juez de policía local correspondiente al local objeto de la fiscalización”.





Esta propuesta fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Moreira.




Con posterioridad, esta enmienda fue contemplada por la indicación N° 20, letra a), del Ejecutivo, que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Párrafo sexto





La norma aprobada por la Comisión de Economía dispone que sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior de este literal, la negativa a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 1.000 unidades tributarias mensuales




Al respecto, se propuso establecer que para dar lugar a la infracción, la negativa a cumplir los requerimientos durante las acciones de fiscalización deberá ser injustificada, lo que será calificado por el Servicio. Asimismo, de acuerdo a los ajustes planteados a los montos de las multas correspondientes a cada infracción, se disminuye el techo de la multa aplicable en este caso de 1.000 a 750 UTM.





El texto del señalado párrafo sexto quedaría como sigue:





“Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, la negativa injustificada a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales. La procedencia de la justificación de la negativa será calificada por el Servicio.”.

El Director Nacional del SERNAC, señor Muñoz, expuso que el inciso propuesto es una norma de adecuación. Recordó que existían cuatro tramos de multas, una genérica que ascendía a 300 UTM; otra de 750 UTM que se refería a prácticas abusivas con impacto potencial a un número acotado de consumidores o entorpecimiento en el ejercicio de las facultades; y otros dos tramos mayores, de 1.500 hasta 2.250 UTM. Destacó que lo que el inciso hace es uniformar al segundo de los mencionados tramos, que tiene un impacto acotado.


El Honorable Senador señor Espina se mostró contrario a que el SERNAC califique la negativa a dar cumplimiento a los requerimientos que se formulan en el curso de las acciones de fiscalización.


El Jefe de la División de Consumo Financiero del mencionado Servicio, señor Romo, precisó que este fue uno de los temas abordados por la mesa de trabajo, añadiendo que la calificación la hace el Servicio Nacional del Consumidor en el contexto del procedimiento sancionatorio que se está regulando.


El señor Director Nacional del SERNAC acotó que la multa disminuye porque también se trata de una práctica abusiva con afectación en un número limitado de consumidores.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, connotó que, dadas las facultades fiscalizadoras que tendrá el SERNAC, la disposición sanciona a quienes se opongan a ella.


Por su parte, el Honorable Senador señor De Urresti sugirió revisar el monto de la multa establecida.


A su vez, el Honorable Senador señor Espina manifestó que si bien está a favor de que el Servicio posea atribuciones fiscalizadoras, éstas deben estar claramente demarcadas.





- En definitiva, esta modificación fue aprobada ad referéndum por mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señores De Urresti y Harboe. En contra lo hizo el Honorable Senador señor Espina.





Dicha propuesta fue recogida posteriormente por la indicación N° 20, letra b), del Ejecutivo, que fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.

Párrafo séptimo





El texto aprobado por la Comisión de Economía dispone lo que sigue:





“Cuando con ocasión de una fiscalización, el Servicio constate respecto de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la Ley Nº 20.416, que no haya sido sancionada por la misma infracción en los últimos doce meses, una infracción legal o reglamentaria en que no concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 24, podrá conceder un plazo de hasta diez días hábiles para dar cumplimiento a las normas respectivas, lo que deberá ser acreditado ante el Servicio.”.





En relación a esta norma, se propuso intercalar el vocablo “agravantes” entre las palabras “circunstancias” y “previstas”.





Esta proposición resultó aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.





Dicha propuesta fue recogida posteriormente por la indicación N° 20, letra c), del Ejecutivo, que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Letras d) y e)


Entre las atribuciones que el proyecto entrega al Servicio Nacional del Consumidor según el texto despachado por la Comisión de Economía, se encuentran las dos siguientes:


“d) Interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar, atribución que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59 ter de la presente ley.


e) Dictar normas e instrucciones de carácter general en materia de protección de los derechos de los consumidores, atribución que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59 ter. La normativa que emane del Servicio será obligatoria y deberá ser sistematizada de forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general.”.

La Comisión inició el estudio de estos literales en forma conjunta, recibiendo, de parte del Ejecutivo una proposición para reemplazar el texto de los mismos por los que siguen:


“d) Interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar. Dichas interpretaciones sólo serán obligatorias para los funcionarios del Servicio.

e) Dictar normas e instrucciones de carácter general con la finalidad de lograr una adecuada protección de los derechos de los consumidores. La normativa que emane del Servicio será obligatoria y deberá ser sistematizada de forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general.


Las normas e instrucciones de carácter general solo podrán referirse a las normas contenidas en los artículos 3° inciso primero literales a), b), c) y d) en lo referido a la seguridad en el consumo de bienes y servicios, e inciso segundo literales a), b) y c); 16 letra g); 21; 28; 30; 32 y en el Párrafo 5 del Título III.

En el ejercicio de esta potestad, el Servicio deberá promover la coherencia regulatoria con el fin de evitar y precaver eventuales conflictos entre normas. Tratándose de normas e instrucciones generales que establezcan obligaciones respecto de proveedores regulados sometidos a la supervisión de órganos sectoriales, el Servicio, previo a su dictación, solicitará informe favorable al regulador respectivo.


Las normas e instrucciones de carácter general deberán contener los fundamentos que hagan necesaria su dictación, incluyendo la definición del problema que se pretende abordar, la justificación técnica, y los estudios e informes en que se apoye, en caso que corresponda o sea posible.


Antes de su dictación, el Servicio deberá someter las normas e instrucciones de carácter general a un proceso de consulta pública disponible a través su sitio web, por un plazo no inferior a 20 días corridos, disponiéndose los mecanismos necesarios para que los interesados puedan formular observaciones a ésta. Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas serán de carácter público y deberán ser incluidas en un informe anexo.


Podrán omitirse algunos de los trámites a que se refieren los dos párrafos anteriores tratándose de regulaciones urgentes, aunque deberán reunirse los antecedentes que señala el párrafo cuarto con posterioridad; o cuando el Director estime fundadamente que éstos resultan impracticables, innecesarios o contrarios al interés público.


Cualquier persona afectada por la dictación de normas o instrucciones de carácter general podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de quince días contados desde su dictación.”.

Puestos en debate estos preceptos, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Céspedes, indicó que en el afán de alcanzar los mayores grados de consenso posibles acerca del proyecto de ley en estudio, se está efectuando esta nueva proposición sobre la facultad normativa del Servicio Nacional del Consumidor, que restringe su ejercicio a algunas de las materias que regula la ley N° 19.496. Asimismo, se suprime el Consejo Normativo, preceptuándose que cada reglamentación del Servicio en ese ámbito deberá contar con un informe favorable del organismo regulador del mercado en que la preceptiva incida, lo que garantizará contar con una estructura balanceada y con altos niveles de coordinación intersectorial.


En forma complementaria, el señor Director Nacional del SERNAC mencionó que en el texto sometido a la consideración de la Comisión se contempla una atribución normativa más liviana, por cuanto podrá ejercerse exclusivamente en ciertos asuntos específicos contenidos en la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores y con pleno respeto al principio de especialidad –que cruza todo el proyecto de ley-, lo que fluye de la necesidad de contar con un informe favorable del regulador sectorial, requisito que convergerá en la generación de estándares conocidos para los actores del mercado.


En torno a las materias que podrán ser abordadas sobre la base de la referida facultad, nombró el derecho a la información y la libre elección de bienes y servicios por parte de los consumidores; el derecho a la información veraz y oportuna; el derecho a no ser discriminado arbitrariamente; normas de información básica del consumidor financiero, y la cláusula general de abusividad consignada en la letra g) el artículo 16. En lo que atañe a este último punto, recordó que el régimen nacional contempla dos tipos de regulación en cuanto a las cláusulas desmedidas que emanan de los contratos de adhesión, a saber, lo que en el derecho comparado se denomina “listas negras” y una cláusula general de abusividad. Sin embargo, enfatizó, no se ha incursionado en la instauración de “listas grises”, esto es, la posibilidad de generar criterios objetivos respecto de los comportamientos de los proveedores en la redacción de contratos que, si bien no se encuentran prohibidos, podrían eventualmente serlo.


Por último, explicó que el proceso en que se fundará la facultad normativa será público, técnicamente motivado y sujeto a la posibilidad de que se presente en su contra un recurso de ilegalidad ante las Cortes de Apelaciones por parte de quien se sienta afectado por su dictación.


En resumen, informó que se sugiere un balance adecuado para regular ciertos aspectos necesarios para el buen desempeño de la industria en lo que se refiere a los derechos de los consumidores, en ciertas materias debidamente acotadas.


Enseguida, abordó la atribución interpretativa que se confiere al Servicio a través del literal d).


Al respecto, explicó que en la nueva propuesta del Ejecutivo se contempla que la interpretación de la normativa que haga el Servicio Nacional del Consumidor obligará exclusivamente a los funcionarios de la repartición y no a los proveedores.


El Honorable Senador señor Larraín dio cuenta de la complejidad de la materia debatida, toda vez que la forma en que se propugna el proyecto de ley importa un cambio fundamental al modelo institucional de la repartición. Por una parte, dijo, se le otorgan atribuciones interpretativas, que por definición competen a los tribunales de justicia, y, por otra, se le conceden facultades normativas con el objeto de fijar derechos y obligaciones para los consumidores, las que, por su naturaleza, son propias del Poder Legislativo.


A pesar del nuevo alcance que se le pretende dar a la referida potestad interpretativa, hizo notar que quienes estarán encargados de la aplicación de las tareas del Servicio deberán hacerlo bajo las directrices que el Director dispondrá. En ese sentido, planteó que si bien es posible que la máxima autoridad de un organismo dicte instrucciones con el propósito de llevar a la práctica una preceptiva legal de conformidad con las reglas generales que rigen a Administración Pública, otra cosa distinta es otorgarle expresamente una facultad de interpretación que, aunque se acote, prescribirá la forma en que se actuará en un determinado ámbito, ya que, por lo demás, la jurisprudencia administrativa que emane de ella será de carácter inapelable.


Advirtió que lo más probable es que aumente la judicialización de los asuntos abordados, en caso de que alguien estime que la interpretación efectuada no es la más apropiada.


En conclusión, a su juicio, la disposición en comento excede en demasía las capacidades ordinarias que tienen los servicios públicos para la aplicación de las disposiciones normativas. Además, potencia al Director Nacional de una manera extremadamente poderosa. Añadió, por tanto, que se trata de un precedente inadecuado que originará una especie de “Estado” dentro del aparato estatal, que tendrá facultades ejecutivas, al velar por su aplicación; jurisdiccionales, al determinar su interpretación, y legislativas, al tener la capacidad de dictar preceptos de orden general sobre una serie de áreas altamente relevantes para la vida económica y comercial.


Por su lado, el Honorable Senador señor Prokurica sostuvo que las atribuciones en estudio afectan el principio básico de la separación de poderes. Asimismo, se posibilita que eventualmente una autoridad pueda sobrepasarse en sus atribuciones en beneficio de los consumidores, sino que también podría suscitarse justamente lo contrario. Advirtió, de consiguiente, rasgos de inconstitucionalidad a su respecto.


Adujo que el hecho de que un ente dicte normas para luego fiscalizarlas e interpretarlas constituye una figura errónea, que puede generar abusos en contra del bien jurídico que se pretende proteger con la legislación discutida.


A su vez, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, hizo presente algunos reparos a la facultad interpretativa sugerida, por cuanto, a su juicio, es demasiado limitado que únicamente sea vinculante para los funcionarios de la institución.


Recalcó, en otro aspecto, que en la disposición sugerida por las autoridades ministeriales no se insinúa algún tipo de afectación del principio de separación de poderes, dado que la facultad de interpretar normas existe en otros órganos ejecutivos. Citó a modo de ejemplo los casos de las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras, de Pensiones, de Educación y de Medio Ambiente; la Comisión del Mercado Financiero; el Servicio de Impuestos Internos; el Servicio de Aduanas, y la Dirección del Trabajo. Argumentó que todas esas entidades poseen atribuciones de interpretación y que, incluso, algunas de ellas también tienen aquellas de orden normativo.


Reiteró que, en virtud de la relevancia de que ciertas autoridades posean, no es comprensible que la potestad para interpretar normativas sea tan delimitada en su ámbito de aplicación. Por el contrario, añadió, si producto del ejercicio de esa atribución se constata una diferencia legítima entre el consumidor o el proveedor con el Servicio, siempre quedará la posibilidad de requerir la actuación de los órganos jurisdiccionales para dirimir la divergencia, esto es, el tercero imparcial que la Carta Política prevé para zanjar el ámbito de acción de un determinado derecho.


En definitiva, dijo, no se perturba la separación de poderes ni hay vicios de constitucionalidad en su formulación.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que en este debate es preciso tener en consideración la disposición contenida en el artículo 76 de la Constitución Política de la República en cuanto a las facultades que le corresponden a los tribunales de justicia. Lo anterior, en el entendido de que la labor de interpretación es parte de la función judicial y, por lo mismo, cada vez que los órganos administrativos realizan esa tarea deben hacerlo de manera restringida y circunscrita.


Afirmó que quien no esté de acuerdo con la interpretación de una norma efectuada por el Director Nacional podrá recurrir ante los tribunales, lo que implicará una judicialización excesiva de las funciones del Servicio Nacional del Consumidor, institución que se ha transformado en un auxilio fundamental para los consumidores. Ese aspecto negativo, razonó, podría entrabar la actividad económica y la fluidez que requiere el comercio.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, puso especial acento en que, en su parecer, no caben reparos de constitucionalidad basados en lo reglado por el artículo 76 del Texto Fundamental, toda vez que este precepto se refiere a causas civiles y criminales sometidas al conocimiento de los tribunales, por lo que toda actuación previa que está fuera de esa esfera -como las de corte administrativo- no está incluida.


En el mismo orden de ideas, el Honorable Senador señor Araya expresó que la norma constitucional citada se remite expresamente a causas civiles y penales, en tanto que lo que se entrega al Servicio Nacional del Consumidor es la capacidad de interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar. En ese orden de ideas, sostuvo que si alguien considera que el ejercicio de dicha atribución no se ha ajustado a derecho, podrá requerir la actuación de los tribunales de justicia. Abundó al respecto señalando que ciertas circulares emitidas por el Servicio de Impuestos Internos incluso son obligatorias para los contribuyentes, sin que se haya cuestionado su constitucionalidad.


Postuló, asimismo, que otros organismos públicos también cuentan con la facultad en comento, como la Contraloría General de la República, que interpreta de manera general la norma administrativa que eventualmente también podría ser reclamada ante los órganos jurisdiccionales. Enfatizó que igualmente hay otros entes públicos con esa potestad, como los ya señalados previamente en este debate.


A la vez, consideró lógico que la interpretación sea vinculante para quienes ejerzan labores en el Servicio, puesto que lo que se busca es uniformar los criterios de actuación del mismo.


Sobre lo argumentado por el señor Senador que le antecedió en el uso de la palabra, el Honorable Senador señor Larraín puso de manifiesto que el máximo organismo contralor posee reconocimiento constitucional.


Luego, expuso que si el ánimo es que los funcionarios de la institución actúen de manera común, bastaría que el texto legal recogiera esa inquietud, señalando que en el ejercicio de sus cargos ellos obrarán en consonancia con las disposiciones legales que los obligan. Eso, dijo, haría redundante incorporar una disposición como la que ocupa a la Comisión.


A mayor abundamiento, aseguró que la labor de señalar cómo deben aplicarse las normas que rigen a una determinada institución corresponde a su jefe superior, situación que relativiza la necesidad de cualquier innovación legal en esta materia.


La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Lobos, adujo que la regla general de todas las instituciones fiscalizadoras –carácter que tendrá el Servicio Nacional del Consumidor- es que posean potestades para interpretar administrativamente la normativa, no sólo de forma restringida como se propone en el texto del Ejecutivo. En tal sentido, aseveró que el hecho de que sólo sea exigible para los funcionarios del Servicio denota una restricción a la reglamentación ordinaria que rige a los organismos fiscalizadores.


Insistió, consiguientemente, en que no se avizoran vicios de constitucionalidad sobre la potestad normativa que poseen ciertos entes públicos, inclusive en aquella que no tiene limitaciones en su ejercicio.


A la luz de lo expuesto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, hizo presente su disconformidad con las restricciones antedichas, pues se constatan vastos servicios públicos que cuentan con esa atribución, la que incluso es obligatoria para los regulados y no sólo para sus funcionarios.


En ese escenario, planteó que no comprende por qué ello no se contemplará también para el Servicio Nacional del Consumidor. Sostuvo, a modo de ejemplo, que si la interpretación de la Dirección del Trabajo sólo obligara a los organismos fiscalizadores, no tendría utilidad práctica.


Se inclinó, por tanto, por el texto que sobre esta materia propuso la Comisión de Economía.


Con el propósito de lograr un consenso al respecto, el Honorable Senador señor Larraín, sugirió la siguiente redacción:


“d) La aplicación de las normas de protección de los derechos de los consumidores será definida por el Servicio Nacional del Consumidor y será obligatoria para los funcionarios del Servicio.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, la consideró igualmente restrictiva.


- Puesta en votación ad referéndum la proposición del Ejecutivo para la letra d), fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe y Quinteros. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Larraín y Prokurica.


- De conformidad con ese resultado, se optó por someter a votación el texto sancionado por la Comisión de Economía, el cual resultó aprobado también ad referéndum, con modificaciones, quedando como sigue:


“d) Interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar.”.

Este acuerdo contó con el voto favorable de la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe y Quinteros. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Larraín y Prokurica.





Con posterioridad, esta proposición fue recogida por la indicación N° 20, letra d), del Ejecutivo, que fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.


Al culminar la votación, el Honorable Senador señor Larraín hizo reserva de constitucionalidad sobre la redacción finalmente aprobada.


A continuación, se procedió a examinar la redacción propuesta para el literal e), sobre facultades normativas.


El señor Director Nacional del SERNAC expuso que en este ámbito, la potestad normativa que se somete a la consideración de la Comisión estará referida a facultades propias de la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, mediante la especificación de las instituciones que podrán ser objeto de la dictación de la preceptiva general y, por otra parte, haciendo mención a qué es lo que se hará respecto de la coordinación regulatoria a propósito de obligaciones que puedan establecerse en sectores regulados. Hizo presente que en este último caso, se contempla la exigencia de un informe favorable del organismo sectorial respectivo, lo que restringe de forma clara la posibilidad de que se generen diferencias en el arbitraje regulatorio.


Asimismo, observó que la propuesta presidencial hace prevalecer el principio de la calidad regulatoria, pues se establece una serie de requisitos que es preciso cumplir al momento de la dictación de la preceptiva, como la consignación de los fundamentos que hacen necesaria su disposición sobre la base de la definición del problema abordado; la justificación y los estudios e informes que la avalan, y la realización de una consulta pública obligatoria. Añadió que en casos calificados se podrán obviar algunos de los requerimientos precitados.


Por último, enfatizó, que siempre se reservará el derecho para que quienes se sientan afectados por la correspondiente normativa a reclamar en contra de ella ante la Corte de Apelaciones de Santiago.


Hizo notar que, con todo, se sugiere el establecimiento de una atribución balanceada que promueve la coherencia normativa, la coordinación con los demás entes sectoriales y la mantención de la calidad de esa regulación.


En ese mismo orden de ideas, el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo aseveró que el objetivo de la proposición es avanzar en una institucionalidad que otorgue total garantía de que su aplicación será la apropiada. En efecto, dijo, la citada propuesta también contempla la supresión del Consejo Normativo -que en el anterior diseño se constituyó como el elemento de contrapeso a la facultad de generación de preceptos-, dado que ahora se formula la exigencia de contar con el informe favorable del organismo sectorial correspondiente, entes que abarcan gran parte del área de acción del Servicio Nacional del Consumidor.


Llamó a evitar caricaturas acerca de la nueva configuración organizacional del Servicio, tal como se ha apreciado en diversas columnas de opinión en medios de comunicación, que no se condicen con lo que se ha puesto en conocimiento de la Comisión.


Manifestó que en esta materia se ha pretendido contemplar todos los resguardos necesarios para contar con una institucionalidad que aporte al desarrollo del mercado, sin dañar las confianzas en la actividad económica. En sentido opuesto, añadió, lo que sí puede afectar el normal desenvolvimiento del mercado es la falta de equilibrio entre los proveedores y los consumidores, situación que fomenta la generación de escenarios de abuso y de afectación de la fe pública.


El Honorable Senador señor Larraín observó dificultades en la estructura propuesta para el Servicio, puesto que, tal como se ha hecho presente en la discusión de otras iniciativas legales, es posible advertir una serie de diseños institucionales diferentes, sin que se constate una línea común entre ellos. Subrayó que en entidades que no cumplen un rol preponderantemente político y que abordan cuestiones que escapan a la coyuntura de corto plazo debería plasmarse una línea común en su ordenación organizacional, sin que se promueva un esquema particular según cada circunstancia específica.


En ese contexto, consideró una anomalía el establecimiento de diseños institucionales inarmónicos, frente a problemas que requieren de una solución similar. Al efecto, planteó que un modelo adecuado es el que se utilizó en la creación del Consejo para la Transparencia, esto es, un órgano autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propios que permiten el cumplimiento de sus funciones de forma independiente y con una visión de largo plazo. Postuló, por tanto, la necesidad de que el Servicio Nacional del Consumidor se conforme como una entidad autónoma con el propósito de impedir la discrecionalidad con que podría actuar su jefe superior en el futuro, incluso en perjuicio de los consumidores o en defensa de intereses económicos torcidos. Entonces, abundó Su Señoría, el trabajo legislativo debe propender a poner cerrojo a los resquicios que posteriormente contraríen el espíritu de la ley.


Así las cosas, consideró que no es aconsejable la disposición de una jefatura con atribuciones jurisdiccionales y legislativas que exceden el esquema propio de las autoridades administrativas.


En otro aspecto, trajo a colación el artículo 63 de la Constitución Política de la República, que prescribe las materias de ley, ya que en su numeral 20) dispone que también lo será toda otra norma de carácter general y obligatoria que estatuya las bases esenciales de un ordenamiento jurídico, lo cual claramente pareciera concordar con la facultad que ahora se sugiere para el Director del Servicio Nacional del Consumidor. Ello, en su opinión, demuestra las atribuciones legislativas que tendrá esa autoridad.


Apuntó que, de otorgarse esa potestad, al menos debería hacerse a un órgano colegiado autónomo y neutral, que no esté sujeto a presiones de autoridades administrativas o de la contingencia política.


En síntesis, consideró indispensable que la preceptiva constitucional contemple un estatuto general de órganos autónomos que fije los criterios esenciales en que este tipo de instituciones debería desenvolverse. Asimismo, puntualizó que la estructura que se prevé para el Servicio Nacional del Consumidor no se aviene a la legislación actual ni al tipo de entes públicos que se han creado recientemente.


Consignó, por tanto, que la disposición en comento es nítidamente contraria al ordenamiento constitucional y generará una distorsión que no será beneficiosa.


La discusión de este literal e) continuó en la sesión siguiente de la Comisión, oportunidad en la cual el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo mencionó algunas enmiendas que se ha considerado promover respecto del texto de su párrafo tercero, sometido a la consideración de la Comisión.


La primera de ellas sugiere suprimir la locución “que establezcan obligaciones”, en tanto que la segunda reemplaza la contracción “al” por la expresión “al o a los”.


Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, efectuó algunos planteamientos acerca del debate que se ha suscitado.


En primer lugar, manifestó no compartir las voces que alegan una supuesta inconstitucionalidad de la potestad de un servicio público para generar normas de alcance general, tal como la que poseen diversas instituciones estatales. De hecho, agregó, es la propia ley la que establece la posibilidad de conceder facultades normativas, puesto que los incisos segundo y tercero del artículo 22 de la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado otorgan esa prerrogativa a los ministerios y, en circunstancias excepcionales, también a otros servicios públicos.


En consecuencia, postuló Su Señoría, el precepto en comento no resiste cuestionamientos sobre su constitucionalidad, lo que se suma a los distintos precedentes que es posible encontrar en el ordenamiento jurídico.


Al culminar su alocución, pidió mayor precisión sobre si el hecho de que la facultad normativa esté limitada por las directrices que en otro sentido emitan los organismos regulatorios, significará, por tanto, que en aquellos mercados no regulados la opinión prevalente será la del Servicio Nacional del Consumidor.


El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo corroboró los dichos antes expuestos y agregó que sólo en los casos en que exista un ente sectorial regulador se requerirá su informe favorable antes de que se decrete un precepto en esa área de la economía.


De consiguiente, en el entendido de que el ámbito de acción es amplio, se asegura un balance adecuado en beneficio de los consumidores y el predominio de una lógica de coordinación y colaboración entre las distintas instituciones.


A modo de complemento, el señor Director Nacional del SERNAC expuso que el requerimiento precitado tiende a equilibrar la atribución de dictar normas, objetivo que se reafirma con la instalación del proceso de consulta pública obligatorio y el recurso de ilegalidad que se contempla para el que se sienta afectado por aquélla.


En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor Araya pidió a los personeros de Gobierno explicar qué naturaleza jurídica tendrá la potestad normativa del Servicio.


Sobre ese punto, el ya mencionado señor Director Nacional puntualizó que ella tiene un carácter infra legal y reglamentario, asimilándose, por ejemplo, a la emisión de circulares por parte de otros órganos de la administración estatal.


El Honorable Senador señor Larraín expresó que la consulta antes formulada y la consiguiente respuesta confirman las aprensiones explicitadas, puesto que el artículo 62 de la ley N° 19.496 otorga al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo prerrogativas para dictar reglamentos que regulen las disposiciones de esa ley. Al efecto, sostuvo que es evidente que los preceptos de rango legal requieren de otras disposiciones de grado inferior para su implementación, para lo cual se faculta a los Secretarios de Estado con ese fin. Indicó que, sin embargo, en la presente iniciativa de ley esa prerrogativa descansa en el jefe superior de un servicio, con una amplitud mucho mayor que la que tienen las máximas autoridades de los ministerios.


Subrayó que el contenido de la disposición contemplada en el párrafo segundo de la letra e) del artículo 58 excede esa atribución, dado que el Director Nacional podrá dictaminar normas e instrucciones de tipo general, sin que se delimite un área determinada de actuación, tal como ocurre en otras entidades públicas. Insistió, por tanto, que se trata de mandatos que invaden el campo legal, ya que no se trata de preceptos que explicitan derechos o deberes de los consumidores, sino que de principios generales que inspiran la legislación y que caben en el ámbito de aplicación del numeral 20) del artículo 63 de la Carta Fundamental.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, señaló que no es totalmente correcto que los ministros puedan impartir normas en la generalidad de los asuntos de las reparticiones a su cargo. Citó como ejemplo de lo anterior la imposibilidad de que el titular de Hacienda decrete directrices en materias propias del Servicio de Impuestos Internos, del Servicio de Aduanas o de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. De hecho, recordó que al discutirse la nueva institucionalidad ambiental se instauró claramente una separación entre la potestad fiscalizadora y normativa de la Superintendencia respectiva, la dictación de políticas públicas por parte del Ministerio del Ramo y el estudio de proyectos a través del sistema de evaluación ambiental.


Sostuvo, en otro orden de ideas, que la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado establece expresamente en el artículo 22 que excepcionalmente se dispondrán competencias normativas para los servicios públicos.


Entonces, resumió, hay amparo constitucional, legal y administrativo para obrar de la manera que se propone en el proyecto de ley.


Al retomar la palabra, el Honorable Senador señor Larraín precisó que no ha sido su intención postular que el Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor no pueda tener facultades de orden normativo, sino que lo que ha querido destacar es que las que se sugieren en la iniciativa de ley sobrepasan largamente las que normalmente se han dispuesto en otros entes estatales.


Como ejemplo de lo anteriormente prevenido, citó la disposición que contempla la letra a) del inciso segundo del artículo 3° de la ley N° 19.496, que se vincula con los deberes precontractuales de información y las exigencias que se imponen a quienes suscribirán el contrato respectivo. Al respecto, evocó lo señalado por el profesor don Íñigo De La Maza, en el sentido de que “es erróneo afirmar que la buena fe impone siempre o al menos en términos extremadamente amplios a las partes el deber de suministrarse recíprocamente información mientras negocian un contrato, por lo que es necesario precisar bajo qué condiciones surgen deberes precontractuales de informar para las partes mientras negocian un contrato, ya que comprende derechos subjetivos del consumidor”. A ello, enfatizó, cabe agregar que el profesor Pérez Royo ha establecido que “los derechos que se deriven del reconocimiento de los principios rectores de la política social y económica serán, según lo dispuesto en la norma legal española, siempre de configuración legal. Lo anterior quiere decir que siempre requerirán de intervención legislativa para poder ser reclamados ante la judicatura”.


Manifestó que los antecedentes doctrinarios precitados avalan la postura que indica que la amplitud de la referida potestad normativa invade el campo legal, cuya configuración está reservada al Poder Legislativo. En ese contexto, añadió que el hecho de que se plantee un recurso de ilegalidad para reclamar un precepto emanado del Director Nacional del Servicio que se contraponga a una disposición de carácter legal, parece indicar que no se está frente a preceptos de naturaleza puramente administrativa.


Acotó que resulta preocupante la invasión de la potestad legislativa que se constata en el primer párrafo del literal e) y la excesiva extensión del segundo, ante lo cual dejó constancia de su inquietud por la evidente contradicción con el ordenamiento jurídico vigente.


Puso de manifiesto que es compartido el ánimo de que los consumidores tengan una adecuada protección, pero ello no justifica que se disponga un ente administrativo de tipo discrecional que se transforme en un supra organismo que dicta, interpreta y fiscaliza normas. A su juicio, esa situación podría configurarse como una traba al libre flujo del comercio.


- En definitiva, puesto en votación el párrafo primero de la letra e) del artículo 58, fue aprobado ad referéndum por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Araya y Harboe. Votó en contra el Honorable Senador señor Larraín.


Posteriormente, esta enmienda fue recogida por la indicación N° 20, letra e), del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.


Al concluir la votación, el Honorable Senador señor Larraín hizo reserva de constitucionalidad sobre la disposición previamente aprobada, por los argumentos que ya ha expresado en la discusión.


Seguidamente, se sometió a debate el contenido del párrafo segundo.


Sobre ese asunto, el señor Director Nacional hizo mención, primeramente, a las materias que no serán abarcadas por la facultad normativa. Entre ellas, destacó las disposiciones contempladas en los artículos 12 y 23 de la ley N° 19.496, que tratan deberes genéricos, como el de profesionalidad de la empresa, puesto que la intención del proyecto de ley no es que se pueda reglamentar obligaciones generales, sino que únicamente determinados derechos de los consumidores e instituciones particulares.


Aclaró que los preceptos de categoría infra legal que emanarán de la prerrogativa en cuestión son distintos de los reglamentos que se autoriza dictar en el artículo 62 de la ley N° 19.496 o de la facultad propositiva que se consignará en la letra f) del mismo artículo 58. Asimismo, el control de legalidad que se ha propuesto por la vía jurisdiccional impedirá que se exceda el marco legal que se ha prescrito.


Luego, hizo un detallado análisis de cada una de los asuntos que podrán ser regulados a través de la atribución normativa del jefe superior del Servicio.


En primer término, mencionó las normas contenidas en los literales a), b), c) y d) del inciso primero del artículo 3° de la ley que Establece Normas Sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, en lo tocante a la libre elección de los bienes y servicios, el derecho a una información veraz y oportuna sobre los bienes y servicios ofrecidos, el no ser discriminado arbitrariamente por parte de los proveedores y la seguridad en el consumo de bienes o servicios, respectivamente.


Además, en lo tocante a los derechos del consumidor financiero, aludió a la exigencia de recibir la información del costo total del producto o servicio, a conocer las condiciones objetivas que el proveedor establece previa y públicamente para acceder al crédito y para otras operaciones financieras y la oportuna liberación de las garantías constituidas para asegurar el cumplimiento de sus obligaciones, una vez extinguidas éstas, que se regulan en los literales a), b) y c), respectivamente, del inciso segundo del mismo artículo.


La letra g) del artículo 16, por su parte, concierne a la cláusula general de abusividad, en el sentido de que no producirán efecto alguno en los contratos de adhesión las cláusulas o estipulaciones que, en contra de las exigencias de la buena fe, causen en perjuicio del consumidor un desequilibrio importante en los derechos y obligaciones que para las partes se deriven del contrato. Dicha disposición pretende establecer de una manera eficiente la posibilidad de generar “listas grises” mediante parámetros objetivos, que servirán de guía para la posterior intervención de los tribunales de justicia.


Informó que, a su vez, los artículos 21, 28, 30 y 32 del mismo cuerpo legal abordan el derecho a la garantía legal –correspondiente al segundo motivo más reclamado por los consumidores-, la publicidad engañosa y la información básica comercial y de precios. Finalmente, el Párrafo 5° del Título III apunta a la regulación de la seguridad de los productos y servicios.


En seguida, el Honorable Senador señor Larraín connotó que las explicaciones ofrecidas confirman la colisión de las atribuciones reglamentarias del Ministro de Economía, Fomento y Turismo con las que se proponen en la iniciativa de ley para el Servicio Nacional del Consumidor. En efecto, dijo, se presentan dos autoridades con competencia para dictar normas sobre materias similares, lo que no resulta razonable.


En lo relativo a las potestades estipuladas, recomendó oír la opinión de especialistas, pues las informaciones recibidas dan cuenta de que las materias mencionadas no pueden ser reguladas por disposiciones de tipo infra legal. Consignó al respecto que de conformidad con lo preceptuado por el artículo 32 de la Carta Fundamental, al Presidente de la República le corresponde ejercer la potestad reglamentaria en todas aquellas materias que no sean propias del dominio legal, sin perjuicio de la facultad de dictar los demás reglamentos, decretos e instrucciones que crea convenientes para la ejecución de las leyes. Expuso que, a su vez, el numeral 3) del artículo 63 del mismo Texto prescribe que son materias de ley las que son objeto de codificación, sea civil, comercial, procesal, penal u otra.


Connotó que, en ese entendido, el profesor Soto Kloss ha señalado que la potestad normativa presidencial de ejecución sólo podrá desarrollar lo que se ha legislado en el Congreso Nacional, pero jamás podrá complementar o innovar lo regulado por la ley, pues se incurriría en un exceso reglamentario y, por ende, nulo. Ha postulado también que tales reglamentos de ejecución no pueden sobrepasar la ley que dicen desarrollar, alterando sus disposiciones, modificando su sentido o alcance, restringiendo sus efectos, fijando nuevos requisitos o condiciones para el ejercicio de derechos o beneficios que la ley ha creado u otorgado o dejándolos sin efecto, creando o ampliando el contenido de sus preceptos, sustituyendo procedimientos o trámites estatuidos, creando disposiciones nuevas al margen de la ley que dice reglamentar o contrariándola o despojándola, al establecer normas que le son contradictorias.


Recordó que, por su lado, el profesor Silva Bascuñán ha indicado que el reglamento no puede colocarse en pugna con la Carta Fundamental o la ley, de manera que nada podrá instituirse que contradiga o establezca requisitos no señalados en esas ordenaciones de superior categoría.


En último término, evocó un fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago que dictaminó que frente a una antinomia o contradicción entre una ley y su reglamento, el sentenciador debe hacer primar aquélla, toda vez que la potestad reglamentaria se traduce sólo en la facultad de dictar un reglamento, decreto o instrucción tendiente a la correcta y expedita aplicación de la ley, pero nunca podrá establecer nuevos requisitos o limitaciones, derogándola o haciéndola inoperante en la práctica, lo que no es sino la aplicación del principio jerárquico del sistema jurídico, en que el decreto o reglamento deben subordinarse a la ley y ésta a la Carta Fundamental.


Sobre la base de lo expuesto, insistió en que resulta equivocado conceder prerrogativas exorbitantes al Servicio Nacional del Consumidor, que pueden constituirse como una fuente de contradicción con la ley.


En lo que respecta a los artículos 16 y siguientes de la ley N° 19.496, afirmó que el Legislador tuvo la claridad de contemplar normas legales que resguardan una adecuada entrada en vigencia de las disposiciones de orden público –que rigen in actum- sin afectar los derechos adquiridos en el régimen anterior, lo cual también pugna con la facultad normativa que podrá decretar un jefe de servicio.


Asimismo, continuó Su Señoría, la garantía legal de los productos, contenida en el artículo 21 del referido cuerpo legal, no puede ser regulada por un órgano administrativo. En efecto, se trata de una disposición auto ejecutable que opera por el solo ministerio de la ley y sin que se requiera o se exija que sea decretada por un órgano jurisdiccional, sin perjuicio de que exista la posibilidad de recurrir a ellos en caso de incumplimiento. Lo anterior, a su juicio, imposibilita que se incluya entre aquellas materias que podrán ser normadas por el Director Nacional.


En otro ámbito, se refirió a los derechos de los consumidores financieros y los correlativos deberes específicos para los proveedores de ese mercado que se disponen en los preceptos de las letras a), b) y c) del inciso segundo del artículo 3°. Al efecto, puso de manifiesto que dichas limitaciones o imposiciones de conducta se dan en el marco de relaciones contractuales libremente convenidas por las partes, por lo que únicamente pueden reglarse por mandatos de rango legal, que es el mismo que se exige para consagrar una excepción al principio de intangibilidad de los contratos.


Acerca de la letra g) del artículo 16 de la ley N° 19.496, que preceptúa una causal legal de nulidad absoluta ante la estipulación de cláusulas abusivas, observó que el asunto tratado es propio de una ley, al representar una norma de codificación civil.


En definitiva, razonó, se ha puesto en conocimiento de la Comisión una cuestión extremadamente delicada y que desborda lo razonable en el esquema que propone la estructura jurídica nacional. En efecto, resumió, se le otorgan al Director Nacional del Servicio facultades que no le incumben, si se atiende estrictamente a nuestro ordenamiento constitucional.


Aportó un documento escrito que engloba la totalidad de los argumentos antes reseñados9.


- Finalmente, sometido a votación el párrafo segundo de la letra e) del artículo 58, fue aprobado ad referéndum por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Araya y Harboe. Se pronunció negativamente el Honorable Senador señor Larraín.


Posteriormente, esta enmienda fue recogida por la indicación N° 20, letra e), del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.


El Honorable Senador señor Larraín hizo reserva de constitucionalidad sobre el precepto aprobado y lamentó que el Ejecutivo no se hiciera cargo de los contundentes argumentos formulados en su contra.


En respuesta a ese comentario, el Honorable Senador señor Araya recalcó que en el derecho civil rige el principio de que las partes pueden hacer todo lo que no esté prohibido por el Legislador. Es decir, si la ley concede la potestad de fijar marcos regulatorios, quienes resulten reglados por ellos deberán adaptarse a lo que determine la autoridad administrativa, tal como acontece, por ejemplo, en materia de pensiones o de impuestos.


Consiguientemente, no advirtió algún problema de constitucionalidad respecto a esta disposición, sin perjuicio de que por la vía jurisdiccional se pueda reclamar la ilegalidad de la normativa dictada.


En ese mismo orden de ideas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, postuló que no se avizoran vicios de constitucionalidad en la norma sancionada, toda vez que se establece un mandato legal circunscrito a un ámbito infra legal que busca corregir ciertos elementos que en la práctica pueden afectar el ejercicio de los derechos garantizados en la ley N° 19.496. Además, recordó que se constatan diversos precedentes en otras instituciones públicas.


Agregó que los actores económicos agradecen la generación de preceptivas que otorguen certeza a los mercados y que les permitan desarrollarse de buena forma. En ese contexto, opinó que el establecimiento de normas regulatorias coopera con el fortalecimiento de los buenos proveedores, al clarificar el escenario jurídico en que deben desenvolverse.


Puntualizó, asimismo, que las atribuciones en comento son menores si se compara con la tendencia internacional denominada “dirigismo contractual” que, entre otros aspectos, obliga al establecimiento de ciertas cláusulas en los contratos o el derecho de los consumidores a comparar entre ellas. 

Seguidamente, se analizó el párrafo tercero del literal e).


En lo que atañe a este párrafo tercero, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, explicó que lo que aquí se sugiere representa un acotamiento de la potestad normativa cuando ella se enfrenta a mercados regulados.


El Honorable Senador señor Larraín, aunque consideró razonable la proposición, manifestó que al estar en contra de la idea general contenida en el literal e), se abstendría en la votación.


- En votación el párrafo tercero de la letra e) del artículo 58, fue aprobado ad referéndum, con modificaciones meramente formales. Esta aprobación contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Araya y Harboe. Se abstuvo el Honorable Senador señor Larraín.


Posteriormente, esta enmienda fue recogida por la indicación N° 20, letra e), del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.


A continuación, se revisó el párrafo cuarto del mismo literal e).


Al iniciarse el debate sobre dicho párrafo, el Honorable Senador señor Larraín consultó qué debe entenderse por la frase “en caso que corresponda o sea posible”.


El señor Director Nacional connotó que el párrafo en análisis impone la obligación de que las normas e instrucciones de carácter general cuenten con los fundamentos que acompañen su dictación, requerimiento que podrá obviarse en ciertos casos específicos. Ello, dijo, hace que sea pertinente consignar la frase antedicha.


Ante esa ilustración, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, consideró demasiado amplia la expresión “o sea posible”, por lo que sugirió su supresión.


La abogada señora Lobos expresó que el Ejecutivo no tiene inconvenientes en aceptar esa enmienda, ya que de todas maneras el párrafo sexto establece los casos en que se podrá omitir algunos de los trámites necesarios para decretar preceptos normativos.


El Honorable Senador señor Larraín propuso, por lo tanto, la eliminación de la frase completa a que hizo mención previamente.


- Con la supresión de la ya indicada frase final, el párrafo cuarto de la letra e) del artículo 58, fue aprobado ad referéndum por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Araya y Harboe. Se abstuvo el Honorable Senador señor Larraín.


- Del mismo modo, el párrafo quinto de la letra e) del artículo 58, fue aprobado ad referéndum con la misma votación y sin modificaciones.


Posteriormente, estas enmiendas fueron recogidas por la indicación N° 20, letra e), del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.


Enseguida, en relación al párrafo sexto, el Honorable Senador señor Larraín dejó constancia de que la redacción dispuesta favorece una mayor discrecionalidad en el ejercicio de la atribución, lo que agrava la inquietud que reiteradamente se ha planteado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, sostuvo que en ciertos casos, como el referido a la ley N° 20.967, que regula el cobro de servicios de estacionamiento, si se hubiera contado con la potestad de emitir instrucciones a su respecto se podría haber disminuido el impacto negativo que generó las diversas interpretaciones que se hicieron de aquélla.


En este caso, agregó, sólo se preceptúa como una excepción a la regla general.


- En definitiva, el párrafo sexto de la letra e) del artículo 58, fue aprobado ad referéndum y sin modificaciones, por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Araya y Harboe. Se abstuvo el Honorable Senador señor Larraín.


Posteriormente, esta enmienda fue recogida por la indicación N° 20, letra e), del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.


A continuación, respecto del párrafo final de la letra e), el abogado señor Mery hizo presente que la Corte Suprema ha instado por evitar que cada ley instale tramitaciones judiciales especiales, añadiendo que, en ese sentido, la remisión que se hace en el párrafo final al reclamo de ilegalidad no permite clarificar cuál será el procedimiento por el que se hará efectivo.


Compartió esa duda el Honorable Senador señor Araya, ya que se vincula a la observación que efectuó precedentemente en torno a la naturaleza jurídica de la facultad normativa. En efecto, expuso que quizás una alternativa a ese recurso sería el establecimiento de una solicitud de nulidad tramitada bajo la fórmula de un juicio sumario.


Por otro lado, consideró demasiado acotado el término de 15 días que se propone para impetrar el reclamo de ilegalidad. Incluso, añadió, podría ser pertinente que dicho plazo se contare desde que se ha tomado conocimiento de la norma respectiva.


El señor Director Nacional del SERNAC expresó que si bien no se ha hecho una referencia explícita sobre la tramitación del citado reclamo de ilegalidad, se ha tenido a la vista el procedimiento fijado al efecto en el artículo 70 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero. Por lo tanto, si para una mayor precisión se requiere una referencia a esa normativa, se mostró dispuesto a incorporar una enmienda en ese sentido.


En cuanto al contenido del recurso, indicó que se promueve el control de legalidad de las normas administrativas que emanen del Director del Servicio en caso de que se exceda en el marco que se ha dispuesto para el ejercicio de esa atribución, se extienda a materias que no le competen o se detecte algún tipo de omisión en el proceso de su dictación.


El Honorable Senador señor Araya connotó que una situación compleja que puede presentarse es que si una persona no reclama dentro del plazo de 15 días desde que se dictamine la preceptiva, en la práctica las normas e instrucciones de carácter general adquirirán un rango de ley, pues será imposible discutir su eventual ilegalidad. De consiguiente, le pareció más sensato que quien se sienta afectado por la correspondiente regla pueda reclamar desde que tome conocimiento de la misma. Postuló que no conoce otro caso en que se considere un plazo extintivo como el que se propone.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, pidió mayores antecedentes sobre sistemas recursivos que contemple la legislación para reclamar sobre normas dispuestas por otras entidades públicas.


En respuesta a esa inquietud, la abogada señora Lobos consignó que los precedentes a que se puede hacer mención son el artículo 8510 de la ley N° 20.529, sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización; el artículo 5611 de la ley N° 20.417, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente, y el artículo 7012 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.


Postuló, en ese entendido, que no hay inconvenientes en que se haga una referencia expresa a algunos de los preceptos mencionados para clarificar el procedimiento pretendido y para que, por otro lado, se incremente el plazo para reclamar la ilegalidad de la norma o instrucción de carácter general a 30 días, contados desde su publicación.


La Comisión coincidió con la sugerencia de aumentar el plazo en esos términos y de hacer una remisión explícita al procedimiento contemplado por el artículo 70 de la ley 21.000.


- Con esas modificaciones, el párrafo final de la letra e) del artículo 58 resultó aprobado ad referéndum por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Araya y Harboe. Votó en contra el Honorable Senador señor Larraín.


Posteriormente, esta enmienda fue recogida por la indicación N° 20, letra e), del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.

° ° °

Letra f), nueva


El Ejecutivo propuso insertar como tal, la siguiente:


“f) Proponer fundadamente al menos una vez al año al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, la dictación, modificación o derogación de preceptos legales o reglamentarios en la medida que ello sea necesario para la adecuada protección de los derechos de los consumidores. El Servicio acompañará a la propuesta un informe técnico en que se expresen los antecedentes y razones en que ésta se funda.”.


El Honorable Senador señor Harboe connotó que el precepto sometido a debate es similar a la atribución que se contempló para el Fiscal Nacional Económico en la ley N° 20.945, que perfecciona el sistema de defensa de la libre competencia.


El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, junto con confirmar esa apreciación, propuso eliminar la frase “al menos una vez al año”, con el fin de otorgar mayor libertad para la proposición de dictación, modificación o derogación de preceptos legales o reglamentarios.


Hubo acuerdo en torno a esta sugerencia.


- El literal f) del artículo 58 fue aprobado ad referéndum suprimiéndose la frase ya señalada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Araya, Harboe y Larraín.


Posteriormente, esta enmienda fue recogida por la indicación N° 20, letra f), del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


Como consecuencia de su introducción, la letra f) pasó a ser g) y así sucesivamente.

° ° °

Letra h), que pasa a ser i)





En relación a esta letra h), que queda como letra i) se propuso modificar la referencia al procedimiento de mediación colectiva que allí se efectúa, para hacerla coherente con el cambio de nombre de éste.





Como consecuencia, su texto diría lo siguiente:





“i) Llevar a cabo el procedimiento consagrado en el Párrafo 5° del Título IV de esta ley.”.





- Esta enmienda fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina y Harboe.


Posteriormente, la modificación fue acogida por la indicación N° 20, letra i), del Ejecutivo, que fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Inciso noveno


El Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, explicó que el Ejecutivo está presentando una enmienda a este inciso, que sanciona la negativa o la demora injustificada en la remisión de los antecedentes requeridos en virtud de este artículo 58. Dicha enmienda viene a adecuar la multa que aquí se contempla con el resto de los montos asignados a las distintas infracciones, en lo que atañe a prácticas abusivas con impacto potencial en un número acotado de consumidores o entorpecimiento del ejercicio de las facultades del Servicio. Lo que se propone es rebajar el tope de la sanción de 1.000 unidades tributarias mensuales acordado por la Comisión de Economía a 750.


- Esta proposición fue aprobada ad referéndum con el voto unánime de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Larraín, Prokurica y Quinteros.


Posteriormente, tal modificación quedó recogida en la indicación N° 20, letra j) del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.





Este inciso noveno pasó a ser octavo.

Incisos décimo a final





Se propuso reemplazarlos por los siguientes:





“Las funciones de fiscalización, sanción, dictación de normas de carácter general, llevar a cabo el procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores y la función de demandar para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, estarán a cargo de distintas Subdirecciones, independientes entre sí.





Los Subdirectores a cargo de las Subdirecciones referidas en el inciso precedente estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el título VI de la ley N° 19.882.





Los funcionarios que realicen labores de fiscalización no podrán asumir como responsables de la instrucción de procedimientos sancionatorios. Del mismo modo, los Directores Regionales no podrán intervenir en funciones de fiscalización, ni participar de ningún modo en la instrucción de procedimientos sancionatorios en relación a hechos respecto de los cuales después pudieran aplicar sanción.





Asimismo, los funcionarios que realicen labores relativas al procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores no podrán intervenir en las demandas para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores y viceversa.





Los funcionarios que infrinjan los deberes asociados a la división estricta de funciones a la que se refiere este artículo incurrirán en una infracción grave a sus deberes funcionarios.





El Director Nacional dictará las normas de orden interno que sean necesarias a fin de que en los distintos procedimientos en que participen funcionarios del Servicio se garantice la división estricta de funciones que ordena esta ley, especialmente en lo que se refiere al resguardo y traspaso de la información obtenida por los funcionarios en el ejercicio de sus funciones.”.


Refiriéndose al inciso final que se ha propuesto, que regula la separación de funciones entre los distintos procedimientos en que participen empleados del Servicio, 
el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, recordó que la discusión acerca de este tema se motivó a propósito de las sugerencias de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, sobre la necesidad de establecer una separación entre las tareas administrativa y fiscalizadora.


Dado que la proposición del Ejecutivo recoge esa inquietud, sugirió la aprobación de los criterios generales que la informan, dejando para una discusión posterior la atribución normativa que se contempla para el Director Nacional del Servicio.


Para una mayor concordancia con los términos utilizados en el artículo 62 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 200113, el asesor de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery, sugirió sustituir en el inciso décimo quinto la voz “infracción” por “contravención”.


El asesor del Honorable Senador señor Larraín, señor Juan Pablo Olmedo, acotó que el inciso final del artículo 59 establece la facultad del Director Nacional para determinar vía instrucciones la organización interna del Servicio, dentro de lo cual se incluye la atribución para fijar las denominaciones y funciones que corresponda a cada una de las unidades. Entonces, atendiendo lo dispuesto en el inciso final del artículo 58 y al hecho de que la intención del Legislador es hacer una estricta separación de las labores administrativas y fiscalizadoras, opinó que no parecería correcto que la citada autoridad pudiera utilizar esa potestad de forma discrecional.


El señor Director Nacional observó que el principio de separación de funciones tendrá un origen legal y, por ese motivo, las disposiciones de orden interno que la referida autoridad dictará deberán reflejar de manera efectiva la exigencia recién reseñada.


Sobre el mismo punto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, manifestó que las instrucciones que emanan de la máxima autoridad del Servicio tienen relación con asuntos administrativos, pero en ningún caso pueden contravenir la ley. Por lo tanto, privar de esa atribución a jefe superior de la repartición podría dificultar la eficiencia y eficacia de su funcionamiento, así como la adecuada resolución de cualquier dificultad sobreviniente.


Reiteró, en todo caso, que las referidas instrucciones no podrán transgredir los términos de la separación de funciones establecidos legalmente.


El Honorable Senador señor Prokurica hizo presente que no es necesario que una norma específica en este proyecto establezca la posibilidad de que el Director Nacional emita instructivos, pues esas facultades provienen de la aplicación de las reglas generales que regulan el adecuado ejercicio de las labores de la Administración Pública.


El Honorable Senador señor Larraín, por su lado, expresó su preferencia por explicitar en el texto legal que el Director Nacional estará facultado para la dictación de instrucciones, puesto que la forma en que se propone su redacción podría interpretarse como una potestad reglamentaria de mayor espectro que la pretendida. Si no fuese posible, instó a sujetarse a las disposiciones que en materia de órdenes internas poseen las autoridades superiores de los órganos administrativos.


El señor Director Nacional, si bien concordó en que las reglas generales permiten al jefe del servicio coadyuvar en el ejercicio normal de la gestión interna, explicó que lo que se pretende en esta disposición es connotar que dicha autoridad estará obligada a dictar las normas de orden interno necesarias y no que sólo estará facultado para hacerlo, ya que, en la práctica, ello podría dificultar una efectiva división estricta de funciones.


En definitiva, la Comisión acogió la proposición del Honorable Senador señor Larraín en orden a sustituir, en el inciso final, la palabra “normas” por la voz “instrucciones”. Igualmente, se acogió el reemplazo de la palabra “infracción” por “contravención” en el inciso penúltimo.


- Con esas modificaciones, la proposición fue aprobada ad referéndum con el voto unánime de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Larraín, Prokurica y Quinteros.


Posteriormente, esta propuesta fue recogida por la indicación N° 20, letra k), del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

°°°





Una vez finalizado el estudio del artículo 58, el Honorable Senador señor Larraín hizo presente que, además de los argumentos expresados en un documento en el cual plantea reparos a la facultad normativa que se entrega al Servicio Nacional del Consumidor -que se adjunta al presente informe como Anexo N° 1-, formularía reserva de constitucionalidad respecto de todas las disposiciones del proyecto de ley en estudio que atribuyen facultades interpretativas y reguladoras de la ley N° 19.496 al ya referido Servicio, toda vez que inciden en materias de ley, al tenor del artículo 63 de la Constitución Política de la República.


Del mismo modo, planteó sus reparos sobre la constitucionalidad de las normas que otorgan facultades al Servicio para calificar jurídicamente contratos, cláusulas abusivas o nulas y toda otra calificación que envuelva un pronunciamiento jurídico, pues abordan asuntos jurisdiccionales y vulneran, por lo tanto, lo dispuesto en el Texto Fundamental en su artículo 76, referido a las atribuciones de los tribunales de justicia, y en el ordinal 3° del artículo 19, en cuanto no garantiza el debido proceso a los afectados y a quienes puedan verse afectados por el ejercicio de esas potestades.


Finalmente, manifestó que los preceptos que conceden al Director Nacional del SERNAC atribuciones para aplicar multas cuantiosas y otras medidas, como prestar nuevamente el servicio, restituir el bien, el cumplimiento forzado de la oferta, la incautación de ciertos bienes, así como la disposición que le otorga mérito ejecutivo a la resolución respectiva, son de discutible constitucionalidad, por contrariar las mismas normas a que se ha hecho mención previamente.

°°°

Número 53

Artículo 58 bis


El texto aprobado por la Comisión de Economía es el que sigue:


“Artículo 58 bis.-  Los jueces de letras y de policía local deberán remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia autorizada de las sentencias definitivas que se pronuncien sobre materias propias de la presente ley y de las sentencias interlocutorias que fallen cuestiones de competencia, una vez que se encuentren ejecutoriadas. Un reglamento determinará la forma en que será llevado el registro de estas sentencias.





Asimismo, los organismos fiscalizadores sectoriales que tengan facultades sancionatorias respecto de sectores regulados por leyes especiales, según lo dispuesto en el artículo 2° bis de esta ley, deberán remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia de las resoluciones que impongan sanciones.”.


Se propuso reemplazarlo por otro del siguiente tenor:


“Artículo 58 bis.-  Los jueces de letras y de policía local deberán remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia autorizada de las sentencias definitivas que se pronuncien sobre materias propias de la presente ley y de las sentencias interlocutorias que fallen cuestiones de competencia. Adicionalmente, deberán remitir un listado con información referente a las causas iniciadas por infracción a la presente ley, que contenga, como mínimo, el rol o número de ingreso de la causa, el proveedor denunciado, los artículos que fundan la denuncia y las sentencias cuya multa no ha sido pagada por el proveedor. La información señalada será remitida cada dos meses, debiendo el Servicio llevar un registro de aquélla, el que deberá ponerse a disposición del público. Un reglamento determinará la forma en que será llevado el registro por parte del Servicio.





Asimismo, los organismos fiscalizadores sectoriales que tengan facultades sancionatorias respecto de sectores regulados por leyes especiales, según lo dispuesto en el artículo 2° bis de esta ley, deberán remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia de las resoluciones que impongan sanciones.”.


El Honorable Senador señor Larraín, aunque en lo medular se mostró partidario de la redacción sugerida, estimó pertinente que la información sobre las sanciones aplicadas, además de ser remitida al Servicio Nacional del Consumidor, sea publicada por el propio tribunal, a efectos de que cualquier consumidor pueda acceder a ella.

El Honorable Senador señor De Urresti, si bien consideró atingente la medida, acotó que en atención a la diversidad de juzgados de policía local en el país y los medios con que cuentan, sería preferible consultar su factibilidad práctica con las asociaciones que reúnen a esos jueces.


Al respecto, el asesor del Honorable Senador señor Larraín, señor Juan Pablo Olmedo, expuso que aunque muchos de los tribunales mencionados no cuentan con sitios web institucionales, al ser dependientes de los municipios, la carga de publicar la información podría ser asumida por los propios gobiernos comunales. En ese contexto, el cumplimiento de esa exigencia podría ser supervisada por el Consejo para la Transparencia, si se incorpora una enmienda en ese sentido en el artículo 7° de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.


El señor Director Nacional clarificó que será la repartición a su cargo la que tendrá la obligación de poner a disposición del público esa información, de forma consolidada y sistematizada, en la página web institucional.


El Honorable Senador señor Harboe se inclinó por esa última opción, dado que imponer una obligación de ese tipo a juzgados de policía local de menor tamaño la hará impracticable.


En la misma línea se pronunció el Honorable Senador señor Larraín.


- Con esa modificación, la nueva propuesta del Ejecutivo resultó aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


Posteriormente, dicha norma fue recogida por la indicación N° 21, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Número 54

Artículo 59

Inciso décimo

Letra h)


El artículo 59 contempla las funciones que corresponderán al Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor. La letra h) aprobada por la Comisión de Economía lo faculta para presentar al Consejo establecido en el artículo 59 ter, la propuesta de interpretación administrativa de la normativa, así como la propuesta de normas e instrucciones de carácter general, ambas relativas a la protección de los derechos de los consumidores.


El Ejecutivo propuso reemplazar el texto de dicho literal por el que sigue:


“h) Ejercer a través de la Subdirección respectiva las funciones señaladas en las letras d) y e) del artículo 58.”.


El Honorable Senador señor Larraín cuestionó que las potestades de orden normativo –que ha impugnado reiteradamente- incluso sean delegables a los subdirectores del Servicio.


El señor Director Nacional del SERNAC observó que la intención de la norma no es la referida, sino solamente hacer prevalecer la separación de funciones, de modo que la facultad normativa se ejerza con grados de experiencia y estructura apropiados. Añadió que dado que la dictación de un precepto será consecuencia de un proceso complejo, se requerirá que dentro del Servicio haya una especialización al respecto, aunque el responsable de su dictación seguirá siendo el jefe superior.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, coincidió con ese razonamiento, pues entendió que no se trata de una delegación propiamente tal. En efecto, dijo, lo que se considera en realidad es una adecuada separación de las funciones, máxima que fue ampliamente debatida en la tramitación en general de la iniciativa de ley, lo que no obsta a que el ejecutor sea el Director Nacional.


A su turno, el Honorable Senador señor Larraín se mostró convencido de que la construcción jurídica que se propone en esta disposición resulta anómala, compleja y engorrosa, puesto que plantea que las prerrogativas de crear e interpretar preceptos normativos también sea competencia de las subdirecciones del Servicio. Sobre la base de esa argumentación, hizo reserva de constitucionalidad del precepto sometido a votación.


- La letra h) del inciso décimo del artículo 59 fue aprobada ad referéndum por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Araya y Harboe. Se pronunció negativamente el Honorable Senador señor Larraín.

Con posterioridad, esta modificación fue acogida por la indicación N° 22, del Ejecutivo, que fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.

Número 56


Este numeral incorporaba a la ley N° 19.496 los artículos signados como 59 ter, 59 quáter y 59 quinquies, que se ocupaban de la creación del Consejo Normativo, de sus funciones y atribuciones y de distintos aspectos relativos a su funcionamiento.


El Ejecutivo propuso eliminarlos.

El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo explicó que la supresión de estas disposiciones está en línea con la generación de un nuevo mecanismo de dictación de normas e instrucciones, que en la propuesta que se somete a la consideración de la Comisión requerirá del informe favorable del organismo regulador respectivo. Señaló que, por el contrario, un Consejo Normativo que se entrometiese en esas áreas del mercado podría originar conflictos de competencia.


El Honorable Senador señor Larraín hizo hincapié en que, tal como lo ha manifestado insistentemente, es inconveniente plantear estructuras institucionales distintas en diversos órganos administrativos. Así, se mostró partidario de que los entes estatales tengan una identidad común que otorgue cierta sistematicidad al sistema de administración.


En lo tocante a la supresión del Consejo Normativo, afirmó que resultaba valioso contar con un cuerpo colegiado que pudiera servir de contrapeso a autoridades unipersonales. En sentido opuesto, opinó que de eliminarse, el Director del Servicio tendrá un exceso de fuerza para el ejercicio de sus funciones, especialmente en sus atribuciones normativas y jurisdiccionales.


En ese contexto, razonó Su Señoría, el objetivo de darle mayor vigor a esa autoridad que acompañe un sistema de protección efectivo y eficaz de los derechos de los consumidores no justifica que no se contemple algún tipo de limitación o equilibrio institucional. Ello, en su opinión, redundará en una mayor judicialización por parte de quienes se sientan perjudicados por las decisiones del Director Nacional.


- La proposición del Ejecutivo fue aprobada ad referéndum por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, los Honorables Senadores señores Araya y Harboe. Votó en contra el Honorable Senador señor Larraín.


Al fundamentar su voto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, coincidió en que el nivel de desarrollo de la estructura pública requiere terminar con la casuística y generar ciertos estándares comunes para los diferentes órganos o servicios que se crean, con independencia de su naturaleza específica. En efecto, no resulta adecuado que en un proyecto de ley se establezcan órganos colegiados y en otros autoridades unipersonales o que se determine autonomía constitucional para algunos y simples categorías de divisiones o departamentos para otros.


Sostuvo que las iniciativas que en ese sentido ha debido conocer el Congreso Nacional no poseen coherencia en relación con las funciones que se les encomiendan.


En otro aspecto, subrayó que el desarrollo del mercado está íntimamente ligado a que los oferentes tengan meridiana claridad acerca de los marcos regulatorios en los que actuarán. Así las cosas, las inversiones en los países no consideran exclusivamente el volumen del mercado al cual accederán, sino que también cuál es la normativa a la que se sujetarán y la certeza jurídica que de ella derivará.


En el caso nacional, agregó, se constatan recurrentes cuestionamientos, pues no existe una autoridad administrativa con potestades suficientes para sancionar conductas que vulneran abiertamente los derechos de los consumidores. Por tanto, es positivo que se cuente con un marco que otorgue certidumbre a los proveedores y un sistema recursivo que ampare a los regulados ante un eventual uso inadecuado de las atribuciones del organismo.


Puso especial acento en que las facultades que propone el proyecto de ley no contravendrán la legalidad y que no está en su espíritu la posibilidad de que se ejerzan de forma discrecional en contra de algún proveedor. Por otro lado, las instrucciones que se podrán dictar incidirán en una mejor aplicación práctica de la ley y llenarán los supuestos “vacíos legales” a los que continuamente hacen referencia quienes desconocen el real alcance de un precepto de orden general.


Todo lo anterior, concluyó, dará mayor certeza jurídica a los actores económicos.


El Honorable Senador señor Larraín acotó que su voto contrario no implica que haya estado de acuerdo con la estructura específica que en su momento se propuso para el Consejo Normativo, sino por el hecho de que no se advierte una estructura armónica con otras iniciativas de ley tramitadas por el Congreso Nacional.


Como consecuencia de la supresión de estas normas, el artículo 59 sexies pasa a ser artículo 59 ter, sin otras modificaciones.


Con posterioridad, estas modificaciones fueron recogidas por la indicación N° 23, letras a) y b), del Ejecutivo, la que fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.

ARTÍCULO 2°


Este precepto introduce dos modificaciones al decreto ley N° 2.757, sobre Asociaciones Gremiales, la primera de las cuales recae en su artículo 16.


La Comisión de Economía introdujo a ese artículo 16 el siguiente inciso cuarto:


“Las organizaciones a que se refiere el Párrafo 2° del Título II de la ley N° 19.496 estarán sometidas a las siguientes reglas sobre financiamiento, contabilidad y transparencia:


1) Deberán declarar a través de sus revistas y páginas web institucionales sus fuentes de financiamiento certificadas por una auditoría independiente.


2) Deberán informar, a lo menos semestralmente, y de acuerdo a las instrucciones generales que les imparta el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, sus balances y demás estados financieros, aplicando estándares de transparencia y presentación comunes, previamente definidos por el referido Ministerio.”.


En relación a esta norma, se propuso reemplazar su numeral 1) por el que sigue:


“1) Deberán informar sus fuentes de financiamiento a través de los canales de difusión de que dispongan, incluyendo revistas o páginas web institucionales, cuando las tengan. El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en el ejercicio de la función fiscalizadora señalada en el artículo 21 de esta ley, podrá realizar revisiones o auditorías sobre dichas fuentes de financiamiento. La información regulada en este numeral se extenderá a todos los montos percibidos en las causas colectivas de que participen, incluyendo las costas procesales y personales percibidas, tanto aquellas que se determinen por sentencia judicial como aquellas que sean producto de transacciones, avenimientos o conciliaciones. La declaración de información falsa o incompleta constituirá un incumplimiento grave en los términos del número 2, letra c), del artículo 18 de la presente ley.”.


El Director Nacional del Servicio Nacional del Servicio del Consumidor, señor Muñoz, consignó que esta disposición tiene el propósito de reforzar el principio de transparencia. Añadió que la redacción anterior podía imponer costos innecesarios a determinadas asociaciones de consumidores, explicando que esta nueva propuesta viene a adecuar la redacción para bajar sustantivamente tales costos, manteniendo los requerimientos relativos a la ya mencionada transparencia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, manifestó que es fundamental cuidar de la transparencia en el funcionamiento de las mencionadas asociaciones, a la vez que le preocupó que se les imponga un conjunto de obligaciones cuando se carece del financiamiento que existe en otros países para esta área. Por otra parte, hizo notar que las referidas entidades han planteado que una de las exigencias que se les impone consiste en transparentar las costas derivadas de los honorarios de los abogados, lo que podría violentar la relación cliente-abogado y también generar un incentivo perverso para que las empresas proveedoras de mayor tamaño recluten a esos profesionales con estímulos económicos mayores.


El Director Nacional del SERNAC, señor Muñoz, ratificó que en este caso se intenta preservar la aplicación del principio de la transparencia, explicando que la intención consiste en que ésta no se vea afectada en las causas colectivas, a causa de eventuales costos que podrían perturbar la legitimidad de las asociaciones de consumidores. Indicó que lo que se impone es una norma de transparencia mínima, para que las señaladas asociaciones den a conocer las costas procesales y personales que afrontan. A la vez, manifestó que el espíritu de la ley no se orienta a afectar la relación de las asociaciones con sus abogados, como tampoco a impedir a las primeras que reciban la asesoría jurídica que requieren.


El Honorable Senador señor Espina se mostró partidario de la transparencia exigida, haciendo presente que cualquier organismo que de algún modo tenga influencia en las políticas públicas debe precisar cuáles son sus fuentes de financiamiento. En este sentido, abogó por que las mencionadas asociaciones dispongan de una fuente pública para solventar sus necesidades.


El señor Director Nacional del SERNAC sostuvo que la disposición en estudio viene a flexibilizar la posibilidad que tienen dichas asociaciones para obtener medios de financiamiento.


- En definitiva, la enmienda propuesta fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina y Harboe.


Posteriormente, esta proposición fue recogida por la indicación N° 24, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

ARTÍCULO 3°





En atención a las recientes modificaciones que ha experimentado el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, se reemplazó la mención que su artículo 5° hace al literal m) por otro al literal p).


- Esta enmienda se acordó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio


Este precepto fija un calendario diferenciado para la entrada en vigor de esta ley, fijando un cronograma que depende de las distintas regiones del territorio.


Al respecto, el Ejecutivo propuso reemplazar el texto de esta norma por el siguiente:


“Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N° 19.496: 2°; 16; 24 incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo respecto a la facultad del Servicios para aplicar la multa; 26 inciso segundo; 31; 34; 35; 41; 49 inciso segundo; 50; 50 A; 50 B; 50 C; 50 F; 50 G; los nuevos artículos 50 H a 50 S; 56; 56 A; 56 C; 56 H sólo en cuanto a la facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la misma; 57, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores Regionales; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos incisos cuarto y quinto; 58 letra b); 58 letra c); 58 letra f); el nuevo 58 letra k); el nuevo 58 letra l); y el nuevo 58 letra ñ), excepto en lo relativo al ejercicio de la facultad contenida en el artículo 58 f) que esta ley deroga; 59 en cuanto a lo previsto en las nuevas letras e) y f) del nuevo inciso cuarto. Tales modificaciones comenzarán a regir de acuerdo al siguiente cronograma: 





a) En las regiones de Antofagasta, Copiapó, Valparaíso, Maule, Aysén y Magallanes y Antártica Chilena, transcurridos doce meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial; 





b) En las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Atacama, Coquimbo, Libertador General Bernardo O’Higgins, Bío Bío, Araucanía, Los Ríos y Los Lagos, transcurridos dieciocho meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial; y 





c) En la Región Metropolitana de Santiago, transcurridos veinticuatro meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.

Revisadas las modificaciones que se introducen al texto aprobado por la Comisión de Economía, 
el Honorable Senador señor Prokurica hizo notar que la propuesta del Ejecutivo consigna en su letra a) una mención a la región de “Copiapó”, nomenclatura que es incorrecta.


A su vez, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, advirtió que, por otra parte, en la letra b) también se evidencia una alusión a la región de Atacama. Consiguientemente, preguntó si la intención es que el grupo de modificaciones a la ley N° 19.496 a que se hace mención en la norma transitoria comiencen a regir en esa zona doce o dieciocho meses después de la publicación de esta preceptiva en el Diario Oficial.


El señor Director Nacional del SERNAC, junto con reconocer la inexactitud antes referida, expresó que la intención real de la propuesta es que la región de Atacama se sume al grupo de regiones contenido en la letra a) del texto sugerido para el artículo primero transitorio.


En cuanto al contenido del precepto, expuso que se dispone el acortamiento del plazo de entrada en vigor de la ley de un año a seis meses, desde su publicación en el Diario Oficial, manteniendo la gradualidad de su aplicación en materias específicas. Sostuvo que ese principio fue adoptado por la necesidad de que en ciertas regiones las nuevas atribuciones respondan a un proceso de aprendizaje institucional para su mejor implementación. Por su parte, en la Región Metropolitana el plazo de vacancia legal de esas enmiendas será de 24 meses.


Sostuvo, a la vez, que la distribución zonal que se contempla distingue entre regiones pequeñas, medianas y grandes, desde el punto de vista de la actual disposición corporativa del Servicio.


Sobre el mismo tema, el Honorable Senador señor Larraín comentó que en la disposición transitoria se hace una referencia al artículo 58 f), que constituye uno de los asuntos que no había sido todavía resuelto por la Comisión, por lo que propuso discutir esa norma antes de pronunciarse sobre el precepto en estudio.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, recomendó sancionar los criterios aludidos sobre el acortamiento de los términos de la entrada en vigencia de la ley, sin incluir en esa determinación aquellos aspectos que aún no han sido sometidos al conocimiento de la Comisión.


- Con las modificaciones referidas a la incorporación de la región de Atacama en la letra a) del precepto y a los plazos sobre entrada en vigor, esta disposición transitoria fue aprobada ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Larraín, Prokurica y Quinteros.


Con posterioridad, dichas propuestas fueron recogidas por las indicaciones N°s 25, 26 y 27, del Ejecutivo, las cuales fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


La Comisión hizo presente que en el caso de la mención a la región de Ñuble, aun cuando no se ha concluido la tramitación del proyecto de ley que crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata., es pertinente su mantención por el hecho de que la iniciativa en debate se transformará en ley con posterioridad a la entrada en vigor de la primera.

Artículo tercero transitorio


En su encabezado, esta disposición faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular el establecimiento de la nueva planta, el traspaso de personal y su encasillamiento, además de la dictación de otras normas orgánicas de transición.


El Ejecutivo propuso reducir el plazo de un año contemplado en esta disposición, por otro de seis meses.


El Honorable Senador señor Prokurica observó que un plazo de seis meses para dictar las normas reglamentarias relacionadas con el establecimiento de la nueva planta, el traspaso y encasillamiento del personal y la dictación de las demás reglas orgánicas de transición podría ser demasiado escueto. Preguntó la opinión de las autoridades gubernamentales al respecto.


El señor Director Nacional afirmó que durante la tramitación de la iniciativa en debate se ha trabajado de forma simultánea en la elaboración de los borradores de las normas reglamentarias que acompañarán a la normativa de rango legal.


A su turno, el Honorable Senador señor Larraín se sumó a la preocupación explicitada, puesto que si la culminación del trámite legislativo del proyecto se dilata por algunos meses más, lo más probable es que sea el próximo Gobierno el que deba dictar tales normas reglamentarias. Opinó que, en ese caso, un plazo de seis meses puede resultar breve para el adecuado estudio y resolución de estas reglas por parte de la nueva administración y propuso al efecto un plazo de hasta nueve meses, lo que fue aceptado por los demás integrantes de la Comisión.


- Con esa enmienda, el artículo tercero transitorio fue aprobado ad referéndum con el voto unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Larraín, Prokurica y Quinteros.


Con posterioridad, esta enmienda fue reflejada por la indicación N° 28, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.


La Comisión analizó la fórmula esgrimida en la norma en comento suscita cierto debate, por el hecho de eventualmente incidir en preceptos respecto de las cuales no procede la delegación de facultades. No obstante, constató que se trata de un sistema de ordinaria utilización en diferentes textos legales, de manera que, en definitiva, no divisó obstáculos para mantenerla en los términos propuestos –salvo la enmienda antedicha- y para considerar que aborda materias propias de ley común.

Artículo cuarto transitorio


Esta disposición contempla también un plazo de un año contado desde la publicación de esta ley para la dictación de los reglamentos a que dé lugar su implementación, lapso que el Ejecutivo propuso acortar a seis meses.


Al igual que en el caso anterior, la Comisión prefirió establecer un término de hasta nueve meses para los fines ya indicados.


- En consecuencia, con la ya citada modificación referida al plazo, el artículo cuarto transitorio resultó aprobado ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Larraín, Prokurica y Quinteros.


Al igual que en los casos anteriores, esta enmienda fue recogida posteriormente por la indicación N° 29, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo quinto transitorio


En relación a esta disposición, se modificó la referencia que se hace al artículo cuarto transitorio por otra al artículo tercero transitorio.


- En consecuencia, con la ya citada modificación referida al plazo, el artículo cuarto transitorio resultó aprobado ad referéndum por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Larraín, Prokurica y Quinteros.


Esta enmienda fue recogida posteriormente por la indicación N° 30, del Ejecutivo, la cual fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.

Artículo undécimo transitorio


Esta disposición fue eliminada.


- La proposición del Ejecutivo fue aprobada ad referéndum por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, los Honorables Senadores señores Araya y Harboe. Votó en contra el Honorable Senador señor Larraín.


Lo anterior fue recogido por la indicación N° 31, del Ejecutivo, que fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti y Harboe. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina y Larraín.

- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS AL TEXTO DESPACHADO POR LA COMISIÓN DE ECONOMÍA

ARTÍCULO 1°

Número 10)

Inciso segundo


- Reemplazar la expresión “hasta 3.000” por “hasta 2.250”.

(Indicación N° 1, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 11)


- Aprobar la proposición de la Comisión de Economía, con las siguientes enmiendas:

Letra b)


- Sustituir el guarismo “3.000” por “2.250”.

Letra d)


- Sustituirla por la siguiente:


“d) Reemplázase el inciso final por los incisos tercero y siguientes:


“Para la determinación del monto de las multas señaladas en esta ley el Servicio o el tribunal correspondiente deberá aplicar las reglas señaladas en los incisos siguientes, sin perjuicio de las reglas especiales establecidas para determinadas infracciones.


Se considerarán circunstancias atenuantes:


a)
El haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas, tales como la reparación efectiva del daño causado al consumidor, antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda, lo que deberá ser debidamente acreditado.


b) La auto denuncia ante el Servicio Nacional del Consumidor, debiendo proporcionarse antecedentes precisos, veraces y comprobables que permitan el inicio de un procedimiento sancionatorio.


c) La colaboración sustancial que el infractor haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante el procedimiento sancionatorio administrativo o aquella que haya prestado en el procedimiento judicial.


d) No haber sido sancionado anteriormente por la misma infracción durante los últimos treinta y seis meses, contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, no haber sido sancionada por la misma infracción durante los últimos dieciocho meses contados de la misma manera.


Se considerarán circunstancias agravantes:


a) Haber sido sancionado con anterioridad por la misma infracción durante los últimos veinticuatro meses, contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, si ha sido sancionada por la misma infracción durante los últimos doce meses contados de la misma manera.


b) El haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores.


c) El haber dañado la integridad física o psíquica de los consumidores o, en forma grave, su dignidad.


d) El haber puesto en riesgo la seguridad de los consumidores o de la comunidad, aun no habiéndose causado daño.


El Servicio o tribunal, según corresponda, deberá ponderar racionalmente cada una de las atenuantes y agravantes a fin de que se aplique al caso concreto una multa proporcional a la intensidad de la afectación provocada en los derechos del consumidor.


Efectuada dicha ponderación y para establecer el monto de la multa, se considerarán prudencialmente los siguientes criterios: la gravedad de la conducta; los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor; el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima; el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, en caso que lo hubiese; la duración de la conducta y la capacidad económica del infractor.


Cuando la circunstancia contemplada en la letra a) del inciso cuarto consista en la reparación efectiva del daño causado al consumidor antes de dictarse la resolución o sentencia que imponga sanción, se considerará como una atenuante calificada para efectos de la imposición de la multa que corresponda.


La resolución o sentencia, según corresponda, señalará los fundamentos que sirvan de base para la determinación de la misma.”.”.

(Indicación N° 2, letras a) y b), del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 
5 x 0).

Número 12), nuevo


- Insertar el siguiente número 12), nuevo:


“12) Agrégase el siguiente artículo 24 A, nuevo:


“Artículo 24 A.- Tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará la multa de acuerdo a lo señalado en el artículo precedente y al número de consumidores afectados.


El tribunal podrá, alternativamente, aplicar una multa por cada uno de los consumidores afectados, siempre que se tratare de infracciones que, por su naturaleza, se produzcan respecto de cada uno de ellos. No procederá esta opción en los casos en que conste en el proceso que el proveedor ha reparado de manera íntegra y efectiva el daño causado a todos los consumidores afectados, supuesto en el cual se aplicará, por concepto de multa, un monto global, conforme a lo señalado en el inciso anterior.


Con todo, el total de las multas que se impusieren en estos casos no podrá exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


En caso de tratarse de un proveedor que pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el inciso segundo del Artículo Segundo de la ley Nº 20.416, el total de las multas no podrá exceder el 10% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


Con todo, el monto de la multa a que se refieren los dos incisos anteriores se determinará tomando en consideración el número de consumidores afectados y los criterios a que se refiere el inciso séptimo del artículo precedente y no podrá exceder de cuarenta y cinco mil unidades tributarias anuales.”.”.

(Indicación N° 3 del Ejecutivo, de 19.07.17, mayoría 4 x1 abst.).

Número 12), que pasa a ser 13)


- Aprobar la proposición de la Comisión de Economía, con las siguientes enmiendas.

Letra b)


- Sustituirla por la siguiente:


“b) En el inciso segundo, agregar, a continuación de “energía eléctrica,”, lo siguiente: “telecomunicaciones,”, intercalar  el vocablo “residuos”, antecedido de una coma, después de la palabra “basura” y reemplazar el guarismo “300” por “1.500”.”.

Letra c)


c) Suprimirla.

(Indicación N° 4, letras a) y b), del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 
5 x 0).

Número 14), nuevo


- Insertar el siguiente número 14), nuevo:


“14) Agrégase el siguiente artículo 25 A, nuevo:


“Artículo 25 A.- En los casos de suspensión, paralización o no prestación injustificada de uno de los servicios señalados en el inciso segundo del artículo 25, el proveedor deberá indemnizar por vía punitiva al consumidor afectado, por cada día sin suministro, con un monto equivalente a diez veces el valor promedio diario de lo facturado en el estado de cuenta anterior al de la respectiva suspensión, paralización o no prestación del servicio. Dicho monto deberá descontarse del siguiente estado de cuenta. 


Se entenderá como un día sin suministro cada vez que el servicio haya sido suspendido, paralizado o no prestado por cuatro horas continuas o más dentro de un período de veinticuatro horas contado a partir del inicio del evento. En los demás casos, el cálculo indicado en el inciso anterior, se hará de manera proporcional al tiempo de la suspensión, paralización o no prestación del servicio.


La indemnización de que trata este artículo sólo tendrá lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una indemnización de esta naturaleza y se entenderá sin perjuicio del ejercicio por parte de los consumidores del derecho contenido en la letra e) del inciso primero del artículo 3°. Con todo, en la determinación de esto último, se tomará en consideración lo obtenido por el consumidor por aplicación del presente artículo”.”.

(Indicación N° 5, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 19), que pasa a ser 21)


- Reemplazar la cifra “3.000” por “2.250”.

(Indicación N° 6, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 23), nuevo


- Insertar el siguiente número 23), nuevo:


“23) Modifícase el artículo 49 bis de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “multa de 1 a 50” por “multa de hasta 300”.


b) Elimínase el inciso final.”.

(Indicación N° 7, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 25), que pasa a ser 28)

Artículo 50 C

Inciso primero


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 50 C.- La denuncia presentada ante el Servicio Nacional del Consumidor o la denuncia, querella o demanda ante el juzgado de policía local no requerirán de patrocinio de abogado habilitado. Las partes o interesados podrán comparecer personalmente, sin intervención de letrado. Tratándose del procedimiento contemplado en el Párrafo 4° del presente Título, las partes deberán comparecer representadas por abogado habilitado, sin perjuicio de la comparecencia de los consumidores interesados en las instancias que correspondan, en cuyo caso podrán comparecer personalmente. En caso que el consumidor no cuente con los medios para costear su defensa, será asistido por la Corporación de Asistencia Judicial correspondiente. Asimismo, podrá ser asistido por cualquier institución pública o privada, entre ellas las Asociaciones de Consumidores que desarrollen programas de asistencia judicial gratuita.”.

(Indicación N° 8, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 31), que pasa  ser 34)

- Aprobar la proposición de la Comisión de Economía, con las siguientes enmiendas:

Artículo 50 N


- Acoger la proposición de la Comisión de Economía, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Letra d)


- Reemplazarla por la siguiente:


“d) Las medidas que, de conformidad a esta ley, tengan por objeto exclusivo prevenir o corregir la infracción específica, vinculada a los hechos concretos de que trate el procedimiento sancionatorio correspondiente. Para la determinación de estas medidas, se deberá tomar en consideración lo establecido en los incisos cuarto, quinto y séptimo del artículo 24.”.

Inciso segundo


- Sustituir la frase “las agravantes señaladas en las letras a) y b) del inciso quinto” por “las agravantes señaladas en el inciso quinto”.

(Indicación N° 9, letras a) y b), del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo 50 P


- Reemplazarlo por otro del siguiente tenor:


“Artículo 50 P.- Cuando un organismo sectorial aplique una sanción por infracción a una norma legal especial que establezca derechos específicos para los consumidores o usuarios, el Servicio no podrá aplicar una sanción adicional basada en los mismos hechos y fundamentos o fines jurídicos.


Si el Servicio llegare a tomar conocimiento de hechos que únicamente pudieren constituir una infracción de disposiciones legales o reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley, relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores, procederá a denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos sectoriales o instancias jurisdiccionales respectivas y podrá hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, de conformidad a lo establecido en el artículo 58, inciso segundo, letra j), de la presente ley. Por su parte, si un organismo sectorial llegare a tomar conocimiento de hechos que pudieren constituir una infracción a disposiciones contenidas en la presente ley, deberá denunciar dicha circunstancia al Servicio.


En ningún caso se podrá aplicar al mismo infractor dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos o fines jurídicos.


Lo dispuesto en este artículo debe entenderse en conformidad con lo establecido en el artículo 2° bis y no afectará en modo alguno el inicio de los demás procedimientos contemplados en este título.”.

(Indicación N° 9, letra c), del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).
Número 33), que pasa a ser 36)


- Aprobar la proposición de la Comisión de Economía, con la siguiente enmienda:

Artículo 50 Q

Inciso segundo


- Eliminar la frase “y con el patrocinio de abogado habilitado”.

(Indicación N° 10, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 35), que pasa a ser 38)

Artículo 51

Letra a), nueva


- Consultar como letra a), nueva, la siguiente:


“a) Reemplázase el inciso primero por el que sigue:


“Artículo 51.- El procedimiento señalado en este Párrafo se aplicará cuando se vea afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores. En este procedimiento especial la prueba se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica y se sujetará a las siguientes normas:”.”.

Letra a) 


Pasa a ser letra b), sin modificaciones.

Letra b), que pasa a ser c) 


- Sustituirla por la siguiente:


“c)  Reemplázase el texto del número 2 por otro del siguiente tenor:


“2.- Sin perjuicio de los requisitos generales de la demanda, en lo que respecta a las peticiones relativas a perjuicios, bastará señalar el daño sufrido y solicitar la indemnización que el juez determine, conforme al mérito del proceso, la que deberá ser la misma para todos los consumidores que se encuentren en igual situación. Con este fin, el juez procederá de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 53 A. No habrá lugar a la reserva prevista en el inciso segundo del artículo 173 del Código de Procedimiento Civil.


Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento podrán extenderse al daño moral siempre que se haya afectado la integridad física o síquica o la dignidad de los consumidores. Si los hechos invocados han podido provocar dicha afectación, será un hecho sustancial, pertinente y controvertido en la resolución que recibe la causa a prueba.


Con el objeto de facilitar el acceso a la indemnización por daño moral en este procedimiento, el Servicio pondrá a disposición de los consumidores potencialmente afectados un sistema de registro rápido y expedito, que les permita acogerse al mecanismo de determinación de los mínimos comunes reglamentados en los párrafos siguientes. Lo anterior, sin perjuicio del ejercicio del derecho consagrado en el párrafo quinto. 


En la determinación del daño moral sufrido por los consumidores, el juez podrá establecer un monto mínimo común, para lo cual, de oficio o a petición de parte, podrá ordenar un peritaje, sin perjuicio de poder considerarse otros medios de prueba. Dicho peritaje será de cargo del infractor en caso de haberse establecido su responsabilidad. De no ser así, se estará a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 411 del Código de Procedimiento Civil.


En caso que se estableciere un monto mínimo común, aquellos consumidores que consideren que su afectación supera dicho monto mínimo, podrán perseguir la diferencia en un juicio posterior que tendrá como único objeto dicha determinación, sin que pueda discutirse en él la procedencia de la indemnización. Este procedimiento se llevará a cabo ante el mismo tribunal que conoció de la causa principal, de acuerdo a las normas del procedimiento sumario, en el que no será procedente la reconvención; o ante el juzgado de policía local competente de acuerdo a las reglas generales, a elección del consumidor. 


El proveedor podrá efectuar una propuesta de indemnización o reparación del daño moral, la que, de conformidad a los incisos anteriores, considerará un monto mínimo común para todos los consumidores afectados. Dicha propuesta podrá diferenciar por grupos o subgrupos de consumidores, en su caso, y podrá realizarse durante todo el juicio.”.”.

Letra d)


- Suprimirla.

Letra e), que pasa a ser d)


- Sustituir la forma verbal “Reemplazar” por “Reemplázase”. 

Letra f), que pasa a ser e)


- Sustituir la forma verbal “Consultar” por “Consúltase”.

Letra a), que pasa a ser f)


- Reubicar la letra a) aprobada por la Comisión de Economía como letra f), con el siguiente texto:


“f) Agréganse los siguientes dos incisos finales:


“Los consumidores afectados en cualquier caso podrán declarar como testigos sin que les sea aplicable la causal de inhabilidad establecida en el numeral 6° del artículo 358 del Código de Procedimiento Civil.


Los proveedores demandados estarán obligados a entregar al Tribunal todos los instrumentos que éste ordene de oficio o a petición de parte, siempre que tales instrumentos obren o deban obrar en su poder y que tengan relación directa con la cuestión debatida. En caso de que el proveedor se negare a entregar tales instrumentos y el Tribunal estimare infundada la negativa por haberse aportado pruebas acerca de su existencia o por ser injustificadas las razones dadas, el juez podrá tener por probado lo alegado por la parte contraria respecto del contenido de tales instrumentos.”.”.

(Indicación N° 11,, letras a), b) y c), del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 37), que pasa a ser 40)


- Aprobar la proposición de la Comisión de Economía, con las siguientes enmiendas:

Letra a


- Sustituir el punto y coma (;) por la conjunción “y”, precedida de una coma (,).

Letra b


- Reemplazar la coma (,) y la conjunción “y”, por un punto y aparte.

Letra c


- Suprimirla. 

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).

Número 39), que pasa a ser 42)


- Aprobar la proposición de la Comisión de Economía, sustituyendo el literal a) por el siguiente:


“a) Modifícase el literal b) del siguiente modo:


i) Reemplázase la expresión “artículo 24” por “artículo 24 A”.


ii) Agrégase a continuación del punto y aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, se estará a lo dispuesto en el artículo 50 P, si resultare aplicable.”.”.

(Indicación N° 12, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 40), que pasa a ser 43)


- Sustituirlo por el siguiente:


“43) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 54 C por el siguiente:


“Dentro del mismo plazo, los interesados podrán hacer reserva de sus derechos para perseguir la responsabilidad civil tanto por daño patrimonial como moral, derivada de la infracción en un juicio distinto, sin que sea posible discutir la existencia de la infracción ya declarada. Esta presentación se tramitará de acuerdo al procedimiento establecido en el Párrafo 3° del Título IV. En este juicio, la sentencia dictada conforme al artículo 53 C producirá plena prueba respecto de la existencia de la infracción y del derecho del demandante a la indemnización de perjuicios, limitándose el nuevo juicio a la determinación del monto de éstos.”.”.

(Indicación N° 13, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 41), que pasa a ser 44)


- Sustituir el epígrafe del Párrafo 4°, que pasa a ser Párrafo 5°,por otro del siguiente tenor:


“Del procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores”

(Indicación N° 14, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 42), que pasa a ser 45)


- Reeemplazar en su encabezado la locución “54 H a 54 R” por “54 H a 54 S”.

Artículo 54 H


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 54 H.- El procedimiento a que se refiere este párrafo tiene por finalidad la obtención de una solución expedita, completa y transparente, en caso de conductas que puedan afectar el interés colectivo o difuso de los consumidores. Estará a cargo de una Subdirección independiente y especializada dentro del Servicio, de conformidad a lo dispuesto en inciso décimo del artículo 58. Los principios básicos que lo regulan son la indemnidad del consumidor, la economía procesal, la publicidad, la integridad y el debido proceso.


El procedimiento se iniciará por resolución del Servicio, la que será dictada de oficio, a solicitud del proveedor, o en virtud de una denuncia fundada de una asociación de consumidores, y será notificada al proveedor involucrado. Esta resolución indicará los antecedentes que fundamentan la posible afectación del interés colectivo o difuso de los consumidores y las normas potencialmente infringidas.


En la resolución que da inicio al procedimiento, el Servicio informará al proveedor y a la asociación de consumidores, en su caso, acerca del carácter voluntario del procedimiento, los hechos que le dan origen y su finalidad.


El Servicio no podrá iniciar este procedimiento una vez que se hayan ejercido acciones colectivas respecto de los mismos hechos y mientras éstas se encuentren pendientes. Asimismo, una vez iniciado el procedimiento, ni el Servicio ni quienes se encuentren legitimados para ello de conformidad a esta ley podrán ejercer acciones para proteger el interés colectivo o difuso de los consumidores respecto de los mismos hechos mientras el procedimiento se encuentre en tramitación.


Se suspenderá el plazo de prescripción de las denuncias y acciones establecidas en la presente ley durante el tiempo que medie entre la notificación al proveedor de la resolución que da inicio al procedimiento, y la notificación de la resolución de término.”.

(Indicación N° 15, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo 54 I


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 54 I.- La resolución que da inicio al procedimiento, cuando haya sido dictada en virtud de una denuncia fundada de una Asociación de Consumidores, ordenará su participación, salvo manifestación en contrario de ésta en la misma denuncia.”.

(Indicación N° 15, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo 54 J


- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 54 J.- El plazo máximo de duración del procedimiento será de tres meses, contado a partir del tercer día de la notificación al proveedor de la resolución que le da inicio. Este plazo podrá ser prorrogado por una sola vez, de oficio o a solicitud del proveedor, hasta por tres meses, por resolución fundada.


Si dentro del plazo original o prorrogado no hubiere acuerdo, se entenderá fracasado el procedimiento, circunstancia que será certificada por el Servicio en la resolución de término.”.

(Indicación N° 15, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo 54 K


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 54 K.- Notificada la resolución que da inicio al procedimiento, el proveedor tendrá un plazo de cinco días para manifestar por escrito su voluntad al Servicio de participar en éste. Este plazo podrá prorrogarse por igual término, por una sola vez, si el proveedor lo solicita fundadamente antes de su vencimiento. Si al término del plazo original o prorrogado, el proveedor no expresa su voluntad, el procedimiento se entenderá fallido y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.


El proveedor en cualquier momento podrá expresar su voluntad de no perseverar en el procedimiento. Por su parte, el Servicio podrá no perseverar en el procedimiento en cualquier momento, fundando su decisión. Estas circunstancias serán certificadas por el Servicio en la resolución de término respectiva.”.

(Indicación N° 15, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo 54 L


- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 54 L.- La manifestación por la que el proveedor acepta someterse al procedimiento, será informada en el sitio web del Servicio en el plazo de cinco días contados desde que ella hubiere tenido lugar. A través del mismo medio se informará el estado en que se encuentra el procedimiento y se publicará la solución ofrecida por el proveedor.”.

(Indicación N° 15, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo 54 M


- Sustituirlo por otro del siguiente tenor:


“Artículo 54 M.- Durante el procedimiento, el Servicio podrá solicitar los antecedentes que sean necesarios para el cumplimiento de los fines del primero, especialmente aquellos que se requieran para determinar el monto de las compensaciones que procedieren para los consumidores. La negativa en la entrega de los antecedentes antes mencionados por parte del proveedor no generará sanción, incluso si en virtud de dicha negativa se declarare fallido el procedimiento.


Una vez concluido el procedimiento, cada parte podrá requerir la devolución de todos los instrumentos que haya presentado.


El Servicio no podrá presentar en juicio los instrumentos requeridos en virtud de este artículo y que hayan sido entregados por el proveedor, a menos que haya tenido acceso a ellos por otro medio, cuando el procedimiento hubiese concluido por falta de acuerdo entre las partes o por haber ejercido el Servicio su derecho a no perseverar en el proceso.”.

(Indicación N° 15, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo 54 N


- Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 54 N.- Durante la tramitación del procedimiento, las asociaciones de consumidores que participen y los consumidores potencialmente afectados podrán formular las observaciones que estimen pertinentes. Asimismo, cualquiera de ellos podrá, de manera justificada, sugerir ajustes a la solución ofrecida por el proveedor, dentro de los cinco días posteriores a la publicación a que se refiere el artículo 54 L.”.

(Indicación N° 15, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo 54 Ñ


- Sustituir su texto por otro del siguiente tenor:


“Artículo 54 Ñ.- La comparecencia de los proveedores a las audiencias que se fijen deberá realizarse por un apoderado facultado expresamente para transigir. En el caso de que el apoderado del proveedor no contare con facultades suficientes, el Servicio citará a una nueva audiencia que deberá tener lugar dentro de quinto día. Si en dicha nueva audiencia no se subsanare la situación, el procedimiento se entenderá fallido y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.”.

(Indicación N° 15, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo 54 O


- Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 54 O.- A solicitud del proveedor, el Servicio decretará reserva de aquellos antecedentes que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales, siempre que su revelación pueda afectar el desenvolvimiento competitivo de su titular. Los demás participantes del procedimiento no podrán acceder a estos antecedentes, sino a través de los documentos que contengan el análisis general que de ellos haga el Servicio, los que en ningún caso podrán comprometer la reserva decretada a su respecto.


Los funcionarios encargados de la tramitación deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que hayan conocido con ocasión del procedimiento y hayan sido declarados reservados de acuerdo al inciso primero. Asimismo, este deber de reserva alcanza a los terceros que intervinieren a través de la emisión de informes.


El funcionario del Servicio que infringiere el deber de reserva, revelando en perjuicio del proveedor aquellos antecedentes, fórmulas, estrategias o secretos que haya conocido con ocasión del procedimiento y respecto de los cuales se haya decretado reserva, será sancionado con las penas indicadas en el artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que corresponda.


Si la infracción la cometieren terceros que intervinieren en el procedimiento mediante la emisión de informes, sufrirán la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a cinco unidades tributarias mensuales.”.

(Indicación N° 15, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo 54 P


- Sustituir su texto por el que sigue:


“Artículo 54 P.- En caso de llegar a un acuerdo, el Servicio dictará una resolución que establecerá los términos de éste y las obligaciones que asume cada una de las partes.


La resolución señalada en el inciso anterior deberá contemplar, al menos, los siguientes aspectos:


1) El cese de la conducta que pudiere haber afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores.


2) El cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados, cuando proceda.


3) Una solución que sea proporcional al daño causado, que alcance a todos los consumidores afectados y que esté basada en elementos objetivos.


4) La forma en la que se harán efectivos los términos del acuerdo y el procedimiento por el cual el proveedor efectuará las devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados.


5) Los procedimientos a través de los cuales se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor.


La resolución podrá contemplar la presentación por parte del proveedor de un plan de cumplimiento, el que contendrá, como mínimo, la designación de un oficial de cumplimiento, la identificación de acciones o medidas correctivas o preventivas, los plazos de implementación de éstas, así como un protocolo destinado a evitar los riesgos de incumplimiento.


La solución propuesta por el proveedor no implicará su reconocimiento de los hechos constitutivos de la eventual infracción.


Cuando el acuerdo contemple la entrega a los consumidores de sumas de dinero se estará a lo dispuesto en el inciso final del artículo 53 B.”.

(Indicación N° 15, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo 54 Q


- Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 54 Q.- Para que el acuerdo contenido en la resolución dictada por el Servicio produzca efecto erga omnes, aquél deberá ser aprobado por el juez de letras en lo civil correspondiente al domicilio del proveedor.


El tribunal sólo podrá rechazar el efecto erga omnes si el acuerdo no cumple con los aspectos mínimos establecidos en el inciso segundo del artículo precedente. El tribunal fallará de plano y sólo será procedente el recurso de reposición con apelación en subsidio en contra de la resolución que rechace el acuerdo.


Ejecutoriada la resolución judicial señalada en el inciso anterior y efectuada la publicación indicada en el inciso siguiente, el acuerdo surtirá los efectos de una transacción extrajudicial respecto de todos los consumidores potencialmente afectados, con excepción de aquéllos que hayan hecho valer sus derechos ante los tribunales con anterioridad, hayan suscrito avenimientos o transacciones de carácter individual con el proveedor, o hayan efectuado reserva de sus acciones de acuerdo al inciso penúltimo.


La copia autorizada de la resolución del Servicio en que conste el acuerdo tendrá mérito ejecutivo transcurridos treinta días desde la publicación del extracto de la resolución en el Diario Oficial y en un medio de circulación nacional, a costa del proveedor, así como en el sitio web institucional del Servicio, contándose el plazo desde la última publicación. Las publicaciones deberán efectuarse a más tardar dentro de décimo día desde la fecha de la resolución administrativa en la que conste el acuerdo o desde que quede ejecutoriada la resolución judicial que lo aprueba, según sea el caso.


En aquellos casos en que el acuerdo tenga efecto erga omnes, durante el plazo a que hace referencia el inciso anterior, los consumidores afectados que no estén conformes con la solución alcanzada, para no quedar sujetos a ésta, deberán efectuar reserva expresa de sus acciones individuales ante el tribunal que aprobó el acuerdo, lo que podrán realizar sin patrocinio de abogado, concurriendo personalmente al tribunal o ingresando a la Oficina Judicial Virtual del Poder Judicial o al sistema que lo reemplace.


El incumplimiento de los términos del acuerdo constituye una infracción a la presente ley.”.

(Indicación N° 15, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo 54 R, nuevo



- Incorporar como tal el siguiente:


“Artículo 54 R.- La notificación de las resoluciones que este párrafo establece se efectuará por carta certificada, entendiéndose practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos. Podrá también efectuarse por correo electrónico, debiendo enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, entendiéndose practicada al día hábil siguiente de su despacho.


El procedimiento deberá constar en un expediente, escrito o electrónico, en el que se asentarán todos los documentos que lo conformen, con expresión de la fecha y hora de su recepción o envío, respetando su orden de ingreso o egreso respectivamente.”.

(Indicación N° 15, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo 54 R


- Pasa a ser Artículo 54 S, con el siguiente texto:


“Artículo 54 S.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo establecerá las normas que sean necesarias para la adecuada aplicación del procedimiento a que se refiere este párrafo.”.

(Indicación N° 15, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 43), que pasa a ser 46)


- Sustituirlo por el siguiente:


46) Reemplázase el artículo 55 D por otro del siguiente tenor:


“Artículo 55 D.- Los proveedores que promocionen o distribuyan un contrato de adhesión de un producto o servicio financiero sin sello SERNAC como si lo tuviere, o que no cumplan las obligaciones establecidas en el inciso final del artículo 55 C, serán sancionados con multa de hasta 2.250 unidades tributarias mensuales.”.

(Indicación N° 16, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 44), que pasa a ser 47)


- Sustituirlo por el siguiente:


47) Reemplázase el inciso final del artículo 56 por el siguiente:


“En caso de incumplimiento de las obligaciones indicadas en los dos incisos anteriores, el Servicio Nacional del Consumidor podrá sancionar al proveedor con una multa de hasta 300 unidades tributarias mensuales.”.

(Indicación N° 17, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 47), que pasa a ser 50)


- Sustituirlo por otro del siguiente tenor:


“50) Reemplázase el artículo 56 H por el que sigue:


“Artículo 56 H.- En caso de que el proveedor no cumpla con la propuesta de acuerdo de un mediador debidamente aceptada por las partes, o con la sentencia definitiva de un árbitro financiero en el plazo establecido en los artículos 56 D o 56 E, según corresponda, el Servicio Nacional del Consumidor lo sancionará con una multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales. Además, el Servicio podrá revocar el Sello SERNAC otorgado al proveedor de productos y servicios financieros, sin que pueda éste solicitarlo nuevamente antes de transcurrido un año desde la revocación. El deber de denuncia del Servicio Nacional del Consumidor no obsta al derecho del consumidor afectado para denunciar el incumplimiento, por parte del proveedor, de la propuesta de acuerdo o sentencia definitiva, según corresponda.”.”.

(Indicación N° 18, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 48), que pasa a ser 51)


- Aprobar la proposición de la Comisión de Economía, reemplazando en el inciso final del artículo 57 la referencia a las letras f) y ñ) por g) y o).

(Indicación N° 19, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 49), que pasa a ser 52)


- Aprobar la proposición de la Comisión de Economía, con las siguientes modificaciones:

Artículo 58

Inciso segundo

Letra a) propuesta

Párrafo quinto


- Reemplazar en el párrafo quinto del literal a), la expresión “juez competente” por la expresión “juez de policía local correspondiente al local objeto de la fiscalización”.

(Indicación N° 20, letra a), del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Párrafo sexto


- Sustituirlo por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, la negativa injustificada a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales. La procedencia de la justificación de la negativa será calificada por el Servicio.”.

(Indicación N° 20, letra b), del Ejecutivo, de 19.07.17, mayoría 3 x 2).

Párrafo séptimo


- Intercalar el vocablo “agravantes” entre las palabras “circunstancias” y “previstas”.

(Indicación N° 20, letra c), del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Literal d) propuesto


- Aprobar el texto sancionado por la Comisión de Economía, eliminando la frase final, precedida de una coma, “atribución que será ejercida de conformidad a lo dispuesto en el artículo 59 ter de la presente ley”.

(Indicación N° 20, letra d), del Ejecutivo, de 19.07.17, mayoría 3 x 2).

Literal e) propuesto


--Reemplazarlo por el que sigue:


“e) Dictar normas e instrucciones de carácter general con la finalidad de lograr una adecuada protección de los derechos de los consumidores. La normativa que emane del Servicio será obligatoria y deberá ser sistematizada de forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general.

(Indicación N° 20, letra e), del Ejecutivo, de 19.07.17, mayoría 3 x 2).


Las normas e instrucciones de carácter general solo podrán referirse a las disposiciones contenidas en los artículos 3°, inciso primero, literales a), b), c) y d) en lo referido a la seguridad en el consumo de bienes y servicios, e inciso segundo, literales a), b) y c); 16 letra g); 21; 28; 30; 32 y en el Párrafo 5° del Título III.  

(Indicación N° 20, letra e), del Ejecutivo, de 19.07.17, mayoría 3 x 2).


En el ejercicio de esta potestad, el Servicio deberá promover la coherencia regulatoria con el fin de evitar y precaver eventuales conflictos entre normas. Tratándose de disposiciones e instrucciones generales dictadas respecto de proveedores regulados sometidos a la supervisión de órganos sectoriales, el Servicio, previo a su dictación, solicitará informe favorable al o a los reguladores respectivos. 

(Indicación N° 20, letra e), del Ejecutivo, de 19.07.17, mayoría 3 x 2 abst.).


Las normas e instrucciones de carácter general contendrán los fundamentos que hagan necesaria su dictación, incluyendo la definición del problema que se pretende abordar, la justificación técnica y los estudios e informes en que se apoye.

(Indicación N° 20, letra e), del Ejecutivo, de 19.07.17, mayoría 3 x 2 abst.).


Antes de su dictación, el Servicio  someterá las normas e instrucciones de carácter general a un proceso de consulta pública disponible a través su sitio web institucional, por un plazo no inferior a 20 días corridos, disponiéndose los mecanismos necesarios para que los interesados puedan formular observaciones a ésta. Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas serán de carácter público y deberán ser incluidas en un informe anexo.

(Indicación N° 20, letra e), del Ejecutivo, de 19.07.17, mayoría 3 x 2 abst.).


Podrán omitirse algunos de los trámites a que se refieren los dos párrafos anteriores tratándose de regulaciones urgentes, aunque deberán reunirse los antecedentes que señala el párrafo cuarto con posterioridad; o cuando el Director estime fundadamente que éstos resultan impracticables, innecesarios o contrarios al interés público.

(Indicación N° 20, letra e), del Ejecutivo, de 19.07.17, mayoría 3 x 2 abst.).


Cualquier persona afectada por la dictación de normas o instrucciones de carácter general podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de treinta días contados desde su publicación. El procedimiento se sustanciará de acuerdo a las normas establecidas en los incisos tercero, quinto, sexto y séptimo del artículo 70 de la ley N° 21.000, en lo que resulte aplicable.”.

(Indicación N° 20, letra e), del Ejecutivo, de 19.07.17, mayoría 3 x 2).

Letra f), nueva


--Insertar como tal la que sigue, pasando el actual literal f) a ser g) y así sucesivamente:


“f) Proponer fundadamente al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, la dictación, modificación o derogación de preceptos legales o reglamentarios en la medida que ello sea necesario para la adecuada protección de los derechos de los consumidores. El Servicio acompañará a la propuesta un informe técnico en que se expresen los antecedentes y razones en que ésta se funda.”.

(Indicación N° 20, letra f), del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Literal g) propuesto, que pasa a ser h)

Letra b)


- Reemplazar su encabezado por el siguiente:


“b) Agréganse, en el inciso segundo, los siguientes literales i), j), k), l), m), n), ñ), o), p), q), r) y s):”.

(Indicación N° 20, letras g) y h), del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Literal h) propuesto, que pasa ser i)


- Reemplazar su texto por otro del siguiente tenor:


“i) Llevar a cabo el procedimiento consagrado en el Párrafo 5° del Título IV de esta ley.”.

(Indicación N° 20, letra i), del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Letra e)


- Reemplazarla por la siguiente:


e) Sustitúyese el inciso octavo por el que sigue:


“La negativa o demora injustificada en la remisión de los antecedentes requeridos en virtud de este artículo, será sancionada con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales, por el Servicio.”.

(Indicación N° 20, letra j), del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Incisos décimo a final

Letra g)


- Sustituirla por otra del siguiente tenor:


“g) Reemplázase el inciso final por los siguientes:


“Las funciones de fiscalización, sanción, dictación de normas de carácter general, llevar a cabo el procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores y la función de demandar para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, estarán a cargo de distintas Subdirecciones, independientes entre sí.


Los Subdirectores a cargo de las Subdirecciones referidas en el inciso precedente estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el título VI de la ley N° 19.882.


Los funcionarios que realicen labores de fiscalización no podrán asumir como responsables de la instrucción de procedimientos sancionatorios. Del mismo modo, los Directores Regionales no podrán intervenir en funciones de fiscalización, ni participar de ningún modo en la instrucción de procedimientos sancionatorios en relación a hechos respecto de los cuales después pudieran aplicar sanción. 


Asimismo, los funcionarios que realicen labores relativas al procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores no podrán intervenir en las demandas para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores y viceversa.


Los funcionarios que infrinjan los deberes asociados a la división estricta de funciones a la que se refiere este artículo incurrirán en una contravención grave a sus deberes funcionarios.


El Director Nacional dictará las instrucciones de orden interno que sean necesarias a fin de que en los distintos procedimientos en que participen funcionarios del Servicio se garantice la división estricta de funciones que ordena esta ley, especialmente en lo que se refiere al resguardo y traspaso de la información obtenida por los funcionarios en el ejercicio de sus funciones.”.”.

(Indicación N° 20, letra k), del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 50), que pasa a ser 53)


- Sustituirlo por el que sigue:


“53) Reemplázase el artículo 58 bis por otro del siguiente tenor:


“Artículo 58 bis.-  Los jueces de letras y de policía local deberán remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia autorizada de las sentencias definitivas que se pronuncien sobre materias propias de la presente ley y de las sentencias interlocutorias que fallen cuestiones de competencia una vez que se encuentren ejecutoriadas. Adicionalmente, deberán remitir un listado con información referente a las causas iniciadas por infracción a la presente ley, que contenga, como mínimo, el rol o número de ingreso de la causa, el proveedor denunciado, los artículos que fundan la denuncia y las sentencias cuya multa no ha sido pagada por el proveedor. La información señalada será remitida cada dos meses, debiendo el Servicio llevar un registro de aquélla, el que deberá ponerse a disposición del público a través de su sitio web institucional. Un reglamento determinará la forma en que será llevado el registro por parte del Servicio.


Asimismo, los organismos fiscalizadores sectoriales que tengan facultades sancionatorias respecto de sectores regulados por leyes especiales, según lo dispuesto en el artículo 2° bis de esta ley, deberán remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia de las resoluciones que impongan sanciones.”.”.

(Indicación N° 21, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Número 51), que pasa a ser 54)


- Aprobar la proposición de la Comisión de Economía, salvo en lo referido al reemplazo del literal h) del inciso décimo.

Inciso décimo

Letra h)


- Reemplazarla por la que sigue:


“h) Ejercer a través de la Subdirección respectiva las funciones señaladas en las letras d) y e) del artículo 58.”.

(Indicación N° 22, del Ejecutivo, de 19.07.17, mayoría 3 x 2).

Número 53), que pasa a ser 56)


- Sustituirlo por el siguiente, suprimiéndose, por tanto, los artículos 59 ter, 59 quáter y 59 quinquies, y pasando el artículo 59 sexies a ser artículo 59 ter:


“56) Agrégase el siguiente artículo 59 ter, nuevo:”.

(Indicación N° 23, letras a) y b), del Ejecutivo, de 19.07.17, mayoría 3 x 2).

ARTÍCULO 2°

Número 1)


- Sustituir el numeral 1) del inciso cuarto, agregado por el número 1), por el siguiente:


“1) Deberán informar sus fuentes de financiamiento a través de los canales de difusión de que dispongan, incluyendo revistas o páginas web institucionales, cuando las tengan. El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en el ejercicio de la función fiscalizadora señalada en el artículo 21 de esta ley, podrá realizar revisiones o auditorías sobre dichas fuentes de financiamiento. La información regulada en este numeral se extenderá a todos los montos percibidos en las causas colectivas de que participen, incluyendo las costas procesales y personales percibidas, tanto aquéllas que se determinen por sentencia judicial como aquéllas que sean producto de transacciones, avenimientos, o conciliaciones. La declaración de información falsa o incompleta constituirá un incumplimiento grave en los términos del número 2 letra c) del artículo 18 de la presente ley.”.

(Indicación N° 24, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

ARTÍCULO 3°


- Aprobar la proposición de la Comisión de Economía, reemplazando la referencia al literal m) por “literal p)”, las dos veces que aparece.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero


- Reemplazarlo por otro del siguiente tenor:


“Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N° 19.496: 2°; 16; 24 incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, respecto a la facultad del Servicio para aplicar la multa; 26 inciso segundo; 31; 34; 35; 41; 49 inciso segundo; 50; 50 A; 50 B; 50 C; 50 F; 50 G; los nuevos artículos 50 H a 50 S; 56; 56 A; 56 C; 56 H sólo en cuanto a la facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la misma; 57, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores Regionales; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos incisos cuarto y quinto; 58 letra b); 58 letra c); 58 letra f); y el nuevo 58 letra o), excepto en lo relativo al ejercicio de la facultad contenida en el artículo 58 f) que esta ley deroga; 59 en cuanto a lo previsto en las nuevas letras e) y f) del nuevo inciso décimo. Tales modificaciones comenzarán a regir de acuerdo al siguiente cronograma: 


a) En las regiones de Antofagasta, Atacama, Valparaíso, Maule, Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y Magallanes y Antártica Chilena, transcurridos doce meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial; 


b) En las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Coquimbo, Libertador General Bernardo O’Higgins, Ñuble, Bío Bío, Araucanía, Los Ríos y Los Lagos, transcurridos dieciocho meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial; y 

c) En la Región Metropolitana de Santiago, transcurridos veinticuatro meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.

(Indicaciones N°s 25, 26 y 27, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo quinto, que pasa a ser artículo tercero

Inciso primero


- Aprobar la proposición de la Comisión de Economía, sustituyendo la expresión “un año” por “hasta nueve meses”.

(Indicación N° 28, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo sexto, que pasa a ser artículo cuarto


- Aprobar la proposición de la Comisión de Economía, sustituyendo la expresión “un año” por “hasta nueve meses”.

(Indicación N° 29, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículos séptimo a undécimo, que pasan a ser artículos quinto a noveno


- Aprobar la proposición de la Comisión de Economía, con las siguientes enmiendas:

Artículo séptimo, que pasa a ser quinto


- Reemplazar la referencia al artículo cuarto transitorio por “artículo tercero transitorio”.

(Indicación N° 30, del Ejecutivo, de 19.07.17, unanimidad 5 x 0).

Artículo undécimo, que pasa a ser noveno


- Sustituir la expresión “numeral 22)” por “numeral 28)”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5 x 0).

Artículo undécimo, nuevo


- Suprimirlo.

(Indicación N° 31, del Ejecutivo, de 19.07.17, mayoría 3 x 2).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En caso de aprobarse las modificaciones propuestas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el texto de la iniciativa quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores:


1) Reemplázase en la letra d) del artículo 2°, la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios para recurrir ante los tribunales correspondientes” por la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios para recurrir ante el Servicio o los tribunales correspondientes”.


2) Intercálase en el artículo 6º entre la frase “Ministerio del Trabajo” y el punto final (.), lo siguiente: “, exclusivamente respecto de su constitución, su disolución y lo preceptuado en los artículos 16, 21, 22 y 23 de dicho cuerpo legal. En lo demás, se regirán subsidiariamente por las normas contenidas en el Título II de la ley N° 20.500 y serán consideradas como organizaciones de interés público en los términos que dispone el artículo 15 de la precitada ley.”.”.


3) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el encabezado, la frase “solo podrán ejercer las siguientes funciones” por “podrán realizar las siguientes actividades”.


b) Reemplázase en el literal d), la expresión “,y” por “;”.


c) Agrégase al literal e) a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto aparte, el párrafo siguiente:


“El ejercicio de esta actividad incluye la representación individual de los consumidores en las causas que ante los tribunales de justicia se inicien para la determinación de la indemnización de perjuicios;”.


d) Reemplázase en el literal f) el punto final por un punto y coma.


e) Agrégase el literal g) siguiente:


“g) Ejecutar y celebrar actos y contratos civiles y mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinar los frutos de dichos actos y contratos al financiamiento de sus actividades propias“, con las limitaciones señaladas en el artículo 9°;”.


f) Agréganse los siguientes literales h) e i):


“h) Realizar, a solicitud de un consumidor, mediaciones individuales, y


i) Efectuar, de conformidad a esta ley, cualquier otra actividad destinada a proteger, informar y educar a los consumidores.”.

4) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:


1. Contémplase como letra a), nueva, la siguiente:


a) Constituirse u operar con la finalidad de redistribuir sus fondos a sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de la ley N°18.045.


2. Reemplázase la letra a) por la siguiente, que pasa a ser letra b):


“b) Repartir costas procesales y personales, excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus miembros fundadores, directores, socios, personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley N°18.045, o trabajadores, sin perjuicio de las gratificaciones legales que le correspondan. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior es sin perjuicio de la remuneración de sus trabajadores y de la facultad del directorio para fijar una retribución adecuada a su representante legal, a sus miembros fundadores, socios o personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley N°18.045, por los servicios que prestaren a la asociación. Asimismo, las personas enumeradas en el párrafo anterior, tendrán derecho a ser reembolsadas de los gastos, autorizados por el directorio, que justificaren haber efectuado en el ejercicio de su función;


3. Incorpórase como letra c), la siguiente:


c) En la letra c), que pasa a ser letra d), sustituir los términos “ayudas o subvenciones” por “donaciones, subvenciones, subsidios o ayudas.


5) Modifícase el artículo 11 bis en el siguiente sentido:


a) Elimínase en el inciso primero la frase: “, con exclusión de las actividades a que se refieren las letras d) y e) del artículo 8°”.


b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la palabra “internacionales”, lo siguiente: “y por los remanentes no transferidos ni reclamados provenientes de soluciones alcanzadas a través de mediaciones o en el contexto de juicios colectivos, de conformidad a lo establecido en los artículos 53 B, 53 C y 54 P.”.


c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“Un Reglamento suscrito por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo establecerá la constitución y composición del Consejo de Administración del Fondo, preservando la autonomía de las Asociaciones de Consumidores y de la gestión del Fondo. La Secretaría Ejecutiva de dicho Consejo estará radicada en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo de acuerdo a lo que se disponga en dicho Reglamento.”.


d) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto:


“Las bases de los concursos que se lleven a efecto para asignar dichos fondos especificarán los medios de verificación del cumplimiento de las normas de este Párrafo 2°.


El Reglamento establecerá los plazos, condiciones y modalidades conforme a las cuales se destinarán recursos del Fondo a aquellas Asociaciones de Consumidores que ejerzan las funciones señaladas en las letras d) y e) del artículo 8° de la ley.”.


6) Intercálase el siguiente artículo 11 ter, nuevo:


“Artículo 11 ter.- Se reconocerá el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas asociaciones que operen en ocho o más regiones del país, lo que deberá ser debidamente acreditado ante el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo conforme al procedimiento que establezca el Reglamento. El Fondo concursable al que se refiere el artículo anterior considerará una línea especial de financiamiento permanente a dichas asociaciones para el desarrollo de sus funciones.”.


7) Agrégase el siguiente artículo 12 B, nuevo:


“Artículo 12 B.- Los proveedores de servicios de telecomunicaciones que realicen ofertas conjuntas, deberán ofrecer individualmente cada uno de los servicios y planes que componen las mismas. De esta forma, no podrán atar, ligar o supeditar, bajo ningún modo o condición, la contratación de un servicio cualquiera a la contratación de otro.”.


8) Reemplázase en el artículo 16 inciso final, la frase “Lo que se entiende sin perjuicio del derecho que tiene el consumidor de recurrir siempre ante el tribunal competente” por “Lo que se entiende sin perjuicio del derecho que tiene el consumidor de recurrir siempre ante el Servicio o el tribunal competente”.


9) Reemplázase en el artículo 17 K, la parte final, a continuación de la frase “para la ejecución de estas normas,” y hasta el punto aparte, por lo siguiente: “será sancionado con una multa de hasta 1.500 unidades tributarias mensuales.”.


10) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 23, la frase “cien a trescientas” por “hasta 2.250”.


11) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “50” por “300”.


b) En el inciso segundo, reemplázanse los guarismos “750” y “1.000” por “1.500” y “2.250”, respectivamente.


c) Derógase el inciso tercero.


d) Reemplázase el inciso final por los incisos tercero y siguientes:


“Para la determinación del monto de las multas señaladas en esta ley el Servicio o el tribunal correspondiente deberá aplicar las reglas señaladas en los incisos siguientes, sin perjuicio de las reglas especiales establecidas para determinadas infracciones.


Se considerarán circunstancias atenuantes:


a)
El haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas, tales como la reparación efectiva del daño causado al consumidor antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda, lo que deberá ser debidamente acreditado.


b) La autodenuncia ante el Servicio Nacional del Consumidor, debiendo proporcionarse antecedentes precisos, veraces y comprobables que permitan el inicio de un procedimiento sancionatorio.


c) La colaboración sustancial que el infractor haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante el procedimiento sancionatorio administrativo o aquella que haya prestado en el procedimiento judicial.


d) No haber sido sancionado anteriormente por la misma infracción durante los últimos treinta y seis meses, contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, no haber sido sancionada por la misma infracción durante los últimos dieciocho meses contados de la misma manera.


Se considerarán circunstancias agravantes:


a) Haber sido sancionado con anterioridad por la misma infracción durante los últimos veinticuatro meses, contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, si ha sido sancionada por la misma infracción durante los últimos doce meses contados de la misma manera.


b) El haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores.


c) El haber dañado la integridad física o psíquica de los consumidores o, en forma grave, su dignidad.

d) El haber puesto en riesgo la seguridad de los consumidores o de la comunidad, aun no habiéndose causado daño.


El Servicio o tribunal, según corresponda, deberá ponderar racionalmente cada una de las atenuantes y agravantes a fin de que se aplique al caso concreto una multa proporcional a la intensidad de la afectación provocada en los derechos del consumidor.


Efectuada dicha ponderación, y para establecer el monto de la multa, se considerarán prudencialmente los siguientes criterios: la gravedad de la conducta; los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor; el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima; el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, en caso que lo hubiese; la duración de la conducta y la capacidad económica del infractor.


Cuando la circunstancia contemplada en la letra a) del inciso cuarto consista en la reparación efectiva del daño causado al consumidor antes de dictarse la resolución o sentencia que imponga sanción, se considerará como una atenuante calificada para efectos de la imposición de la multa que corresponda.


La resolución o sentencia, según corresponda, señalará los fundamentos que sirvan de base para la determinación de la misma.”.


12) Agrégase el siguiente artículo 24 A, nuevo:


“Artículo 24 A.- Tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará la multa de acuerdo a lo señalado en el artículo precedente y al número de consumidores afectados.


El tribunal podrá, alternativamente, aplicar una multa por cada uno de los consumidores afectados, siempre que se tratare de infracciones que, por su naturaleza, se produzcan respecto de cada uno de ellos. No procederá esta opción en los casos en que conste en el proceso que el proveedor ha reparado de manera íntegra y efectiva el daño causado a todos los consumidores afectados, supuesto en el cual se aplicará, por concepto de multa, un monto global, conforme a lo señalado en el inciso anterior.


Con todo, el total de las multas que se impusieren en estos casos no podrá exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


En caso de tratarse de un proveedor que pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el inciso segundo del Artículo Segundo de la ley Nº 20.416, el total de las multas no podrá exceder el 10% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


Con todo, el monto de la multa a que se refieren los dos incisos anteriores se determinará tomando en consideración el número de consumidores afectados y los criterios a que se refiere el inciso séptimo del artículo precedente y no podrá exceder de cuarenta y cinco mil unidades tributarias anuales.”.


13) Modifícase el artículo 25 del siguiente modo:


a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “150” por “750”.


b) En el inciso segundo, agregar, a continuación de “energía eléctrica,”, lo siguiente: “telecomunicaciones,”, intercalar  el vocablo “residuos”, antecedido de una coma, después de la palabra “basura” y reemplazar el guarismo “300” por “1.500”.


14) Agrégase el siguiente artículo 25 A, nuevo:


“Artículo 25 A.- En los casos de suspensión, paralización o no prestación injustificada de uno de los servicios señalados en el inciso segundo del artículo 25, el proveedor deberá indemnizar por vía punitiva al consumidor afectado, por cada día sin suministro, con un monto equivalente a diez veces el valor promedio diario de lo facturado en el estado de cuenta anterior al de la respectiva suspensión, paralización o no prestación del servicio. Dicho monto deberá descontarse del siguiente estado de cuenta. 


Se entenderá como un día sin suministro cada vez que el servicio haya sido suspendido, paralizado o no prestado por cuatro horas continuas o más dentro de un período de veinticuatro horas contado a partir del inicio del evento. En los demás casos, el cálculo indicado en el inciso anterior, se hará de manera proporcional al tiempo de la suspensión, paralización o no prestación del servicio.


La indemnización de que trata este artículo sólo tendrá lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una indemnización de esta naturaleza y se entenderá sin perjuicio del ejercicio por parte de los consumidores del derecho contenido en la letra e) del inciso primero del artículo 3°. Con todo, en la determinación de esto último, se tomará en consideración lo obtenido por el consumidor por aplicación del presente artículo.”.

15) Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero, reemplázanse las palabras “seis meses” por la expresión “dos años”.


b) En el inciso primero, reemplázase la frase “se haya incurrido en” por “haya cesado”.


c) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Con todo, las acciones civiles prescribirán conforme a las normas establecidas en el Código Civil o leyes especiales.”.


d) En el inciso segundo, intercálanse las expresiones “denuncia ante” entre las palabras “mediador o” y “el Servicio”, y, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, agrégase la siguiente oración:


“Asimismo, dicho plazo se suspenderá por la intervención del Servicio, entendiendo por esta la comunicación formal del acto a través del cual se efectúe el primer requerimiento referido a la infracción en cuestión, el que en todo caso deberá ser suscrito por el funcionario competente, por requerir el afectado la intervención del Servicio o por el inicio de oficio de un procedimiento administrativo sancionatorio.”.


e) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“Las multas impuestas por dichas contravenciones prescribirán en el término de un año, contado desde que hubiere quedado a firme la resolución administrativa o la sentencia condenatoria, en su caso.”.


16) Reemplázase en el artículo 29, la frase “de cinco a cincuenta” por “de hasta 300”.


17) Reemplázase el artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- En las denuncias que se formulen por publicidad falsa, el tribunal competente, de oficio o previa solicitud del Servicio o del particular afectado, podrá disponer la suspensión de las emisiones publicitarias cuando la gravedad de los hechos y los antecedentes acompañados lo ameriten. Podrá, asimismo, exigir al anunciante que, a su propia costa, realice la publicidad correctiva que resulte apropiada para enmendar errores o falsedades, dentro del plazo fatal de diez días hábiles.


Previo a que el tribunal competente, actuando de oficio o a petición de parte interesada o del Servicio, aplique la suspensión de una publicidad por ser denunciada esta como falsa, tendrá el denunciado la oportunidad para hacer valer sus alegaciones en una audiencia citada para tal efecto, dentro de tercero día.


En caso de que el denunciado no concurra a dicha audiencia y el tribunal acogiere la denuncia, la resolución que así lo determine será inapelable y se notificará por el estado diario. Si el tribunal la acogiere habiendo concurrido el denunciado a la audiencia, la resolución que así lo determine será apelable en el solo efecto devolutivo y se notificará de la misma forma.”.


18) Reemplázase el artículo 34 por el siguiente:


“Artículo 34.- En los casos de publicidad falsa o engañosa, podrá el Servicio o el tribunal competente, de oficio o a solicitud del denunciante, exigir del respectivo medio de comunicación utilizado en la difusión de los anuncios o de la correspondiente agencia de publicidad, la identificación del anunciante, su representante legal o responsable de la emisión publicitaria en los términos del artículo 50 D, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas contados desde el requerimiento formal.”.


19) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 35, la frase “juez competente” por “Servicio o el juez competente, en su caso,”.


20) Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 41, las oraciones “Si el tribunal estimare procedente el reclamo dispondrá se preste nuevamente el servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo pagado por este al proveedor. Sin perjuicio de lo anterior, quedará subsistente la acción del consumidor para obtener la reparación de los perjuicios sufridos.” por las siguientes: “Si el Servicio o el juez competente estimaren procedente el reclamo, dispondrán que se preste nuevamente el servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo pagado por este al proveedor. Sin perjuicio de lo anterior, quedará subsistente la acción del consumidor para obtener la reparación de los perjuicios sufridos.”.


21) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 45, el guarismo “750” por “2.250”.


22) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 49, la frase “El juez podrá” por “El Servicio o el juez, según corresponda, podrán”.


23) Modifícase el artículo 49 bis de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “multa de 1 a 50” por “multa de hasta 300”.


b) Elimínase el inciso final.


24) Reemplázase el epígrafe del TÍTULO IV, por el siguiente: 

“De los procedimientos a que da lugar la aplicación de esta ley”.


25) Reemplázase el artículo 50, por el siguiente:


“Artículo 50.- Las denuncias y acciones que derivan de esta ley se ejercerán frente a actos, omisiones o conductas que afecten el ejercicio de cualquiera de los derechos de los consumidores.


El incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley dará lugar a las denuncias o acciones correspondientes, destinadas a sancionar al proveedor que incurra en infracción, a anular las cláusulas abusivas incorporadas en los contratos de adhesión, a obtener la prestación de la obligación incumplida, a hacer cesar el acto que afecte el ejercicio de los derechos de los consumidores, o a obtener la debida indemnización de perjuicios o la reparación que corresponda.


El ejercicio de las denuncias puede realizarse a título individual. El ejercicio de las acciones puede efectuarse tanto a título individual como en beneficio del interés colectivo o difuso de los consumidores.


Se considerarán de interés individual a las denuncias o acciones que se promueven exclusivamente en defensa de los derechos del consumidor afectado.


Se considerarán de interés colectivo a las acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o determinable de consumidores, ligados con un proveedor por un vínculo contractual. Son de interés difuso las acciones que se promueven en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus derechos.


Para los efectos de determinar las indemnizaciones o reparaciones que procedan con motivo de denuncias y acciones será necesario acreditar el daño. Asimismo, en el caso de acciones de interés colectivo se deberá acreditar el vínculo contractual que liga al infractor y a los consumidores afectados.”.


26) Reemplázase el artículo 50 A, por el siguiente:


“Artículo 50 A.- Las denuncias presentadas en defensa del interés individual podrán interponerse, a elección del consumidor, ante el Servicio Nacional del Consumidor o ante el Juzgado de Policía Local correspondiente a su domicilio o al domicilio del proveedor. Se prohíbe la prórroga de competencia por vía contractual.


Las denuncias presentadas ante el Servicio serán de conocimiento de la Dirección Regional que corresponda a la comuna del domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del consumidor.


Lo dispuesto en los incisos anteriores no se aplicará a las acciones mencionadas en la letra b) del artículo 2° bis, emanadas de esta ley o de leyes especiales, incluidas las acciones de interés colectivo o difuso derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la presente ley, en que serán competentes los tribunales ordinarios de justicia, de acuerdo a las reglas generales.”.


27) Reemplázase el artículo 50 B por el siguiente:


“Artículo 50 B.- En lo no previsto por el procedimiento establecido en el Párrafo 2° de este Título, se estará a lo dispuesto en la ley N°19.880. En lo no previsto por el procedimiento establecido en el Párrafo 3º de este Título, se estará a lo dispuesto en las leyes N° 18.287 y N° 15.231 y, en subsidio, a lo dispuesto en las normas contenidas en el Código de Procedimiento Civil. En el caso del procedimiento contemplado en el Párrafo 4° de este Título, en lo no previsto se estará a lo dispuesto en las normas del Código de Procedimiento Civil.”.


28) Reemplázase el artículo 50 C por el siguiente:


“Artículo 50 C.- La denuncia presentada ante el Servicio Nacional del Consumidor o la denuncia, querella o demanda ante el juzgado de policía local no requerirán de patrocinio de abogado habilitado. Las partes o interesados podrán comparecer personalmente, sin intervención de letrado. Tratándose del procedimiento contemplado en el Párrafo 4° del presente Título, las partes deberán comparecer representadas por abogado habilitado, sin perjuicio de la comparecencia de los consumidores interesados en las instancias que correspondan, en cuyo caso podrán comparecer personalmente. En caso que el consumidor no cuente con los medios para costear su defensa, será asistido por la Corporación de Asistencia Judicial correspondiente. Asimismo, podrá ser asistido por cualquier institución pública o privada, entre ellas las Asociaciones de Consumidores que desarrollen programas de asistencia judicial gratuita.

Las partes podrán realizar todas las gestiones destinadas a acreditar la infracción y a probar su derecho, pudiendo valerse de cualquier medio de prueba admisible en derecho.


Para los efectos previstos en esta ley, se presume que representa al proveedor la persona que ejerce habitualmente funciones de dirección o administración por cuenta o representación del proveedor a que se refiere el artículo 50 D.


La prueba se apreciará siempre conforme a las reglas de la sana crítica.”.

29) Reemplázase en el artículo 50 D, la frase “Si la demandada fuera una persona jurídica, la demanda se notificará” por la siguiente: “En aquellos casos en los que en virtud de esta ley se interponga demanda en contra de una persona jurídica, su notificación se efectuará”.


30) Reemplázase en el artículo 50 E la frase “Cuando la denuncia, querella o demanda interpuesta” por la siguiente: “En aquellos casos en los que, en virtud de esta ley, se interponga ante tribunales una denuncia o demanda que”.


31) Reemplázase el artículo 50 F por el siguiente:


“Artículo 50 F.- Si durante un procedimiento el Servicio o el juez que conoce del mismo tomare conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de causar daño, ordenará su custodia en dependencias del Servicio Nacional del Consumidor, del tribunal, o en algún otro lugar que señale al efecto, si lo estimare necesario. En caso de que ello no fuere factible, atendida la naturaleza y características de los bienes, el Servicio o el juez ordenará las pericias que permitan acreditar el estado, la calidad y la aptitud de causar daño y dispondrá las medidas que fueren necesarias para la seguridad de las personas o de los bienes.


Tratándose de servicios susceptibles de causar grave daño, el Servicio o el juez podrá ordenar la suspensión de su prestación a los consumidores.


En el caso que el Servicio no cumpliere con los requisitos previstos en los incisos precedentes, el afectado podrá reclamar ante el Juzgado de Policía Local competente.”.

32) Agrégase, a continuación del artículo 50 F, el siguiente epígrafe:

“De la mediación individual, la conciliación y el procedimiento sancionatorio instruido por el Servicio Nacional del Consumidor”.


33) Reemplázase el artículo 50 G por el siguiente:


“Artículo 50 G.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse de oficio o por denuncia.


Se iniciará de oficio cuando el Servicio tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción dentro del ámbito de su competencia. Se iniciará por denuncia cuando, interpuesta ésta en los términos señalados en el inciso siguiente, una vez que hayan fracasado las instancias de mediación y conciliación señaladas en este artículo, el Servicio estimare que existe mérito para ello, de conformidad a lo señalado en el inciso décimo tercero.


Las denuncias de infracciones a la presente ley deberán ser formuladas al Servicio por escrito, incluyendo para tales efectos la vía electrónica, señalando lugar y fecha de presentación, y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberán contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión e identificando al proveedor respectivo a lo menos por medio de la indicación de la denominación con que aquel es conocido en el comercio.


Las denuncias formuladas conforme al inciso anterior se pondrán en conocimiento del proveedor a fin de que este proponga alternativas concretas de solución o corrección al hecho denunciado, respuesta que deberá efectuar por escrito dentro de los siete días hábiles siguientes de recibida la comunicación. Aceptada la propuesta por el denunciante, el acuerdo voluntario deberá constar por escrito y tendrá el carácter de transacción extrajudicial, extinguiéndose las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor una vez cumplidas sus estipulaciones. Lo acordado entre las partes deberá ser certificado por el funcionario encargado de tramitar la denuncia. El acta de la transacción, debidamente certificada, tendrá mérito ejecutivo.


En el evento que el consumidor no aceptare la propuesta del proveedor, o si este no propusiere alternativas de solución o corrección, tendrá lugar una audiencia obligatoria de conciliación. Sin perjuicio de ello, el consumidor siempre podrá renunciar a dicha audiencia ratificando su denuncia, lo cual podrá originar un procedimiento sancionatorio.


El funcionario a cargo de la conciliación citará inmediatamente al consumidor y al proveedor a una audiencia breve y desformalizada, que tendrá lugar en un plazo no inferior a siete días hábiles. Dicha citación podrá efectuarse mediante correo electrónico o carta certificada. Sin perjuicio de lo anterior, las conciliaciones podrán celebrarse en forma no presencial a través de los medios tecnológicos que el Servicio ponga a disposición de consumidores y proveedores, los que en cualquier caso deben permitir dejar registro fidedigno de la actuación.


A la audiencia deberán asistir consumidor y proveedor, ya sea personalmente, o a través de terceros con poder suficiente para transigir.


En la audiencia, el funcionario a cargo llamará a las partes a una conciliación para lo cual formulará bases concretas de acuerdo, las que deberán ser respondidas por las partes.


De lo obrado en la audiencia y de la eventual conciliación alcanzada se levantará un acta por el funcionario a cargo de la conciliación, que será suscrita por todos los comparecientes. En caso de acuerdo, el acta deberá expresar las obligaciones contraídas por el proveedor y la forma y plazo de cumplimiento de las mismas. El acta de la conciliación, debidamente certificada, tendrá mérito ejecutivo.


Una vez cumplidas las estipulaciones del acuerdo se extinguirán las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor. 


Si el proveedor no da respuesta dentro de plazo, incumple la solución o corrección propuesta en su respuesta, o incumple las obligaciones contraídas en la conciliación, será sancionado con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24 de esta ley.


Asimismo, los acuerdos que en representación de los consumidores alcanzaren las Asociaciones de Consumidores acreditadas, de conformidad a los requisitos que establezca un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, tendrán carácter de transacción extrajudicial y, una vez cumplidas sus estipulaciones, extinguirán las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor. El Reglamento considerará entre los requisitos para acceder a la acreditación la antigüedad de la Asociación, así como su experiencia en asesoría y representación judicial de los consumidores.


El acta que declara fallida la conciliación o la ratificación de la denuncia originará un procedimiento sancionatorio si, a juicio del Servicio, la denuncia está revestida de seriedad y los hechos denunciados pueden importar infracción a las disposiciones de esta ley o las demás normas de protección de los derechos de los consumidores. Para realizar esta calificación, podrá solicitar información adicional a fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la procedencia de iniciar un procedimiento sancionatorio. En todo caso, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el proveedor respectivo y, si no existiere siquiera mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al interesado.


Todo el procedimiento, incluidas las actuaciones previas a que se refiere este artículo, deberá constar en un expediente, escrito o electrónico.”.


34) Agréganse los artículos 50 H a 50 P:


“Artículo 50 H.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario abogado del Servicio, que recibirá el nombre de instructor, a quien se le haya delegado la atribución. Dicho procedimiento se iniciará por resolución de la Dirección Regional competente, la cual le conferirá al proveedor el plazo de diez días para formular los descargos y los medios de prueba precisos y determinados que estime pertinente rendir. Lo anterior se entenderá sin perjuicio del derecho del proveedor, en cualquier momento del procedimiento, de aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio.


La resolución que dé inicio al procedimiento resumirá el contenido de la denuncia. Si el procedimiento se inicia de oficio se señalará una descripción clara y precisa de los hechos de que tomó conocimiento el Servicio, la fecha de su verificación y la norma eventualmente infringida.


La resolución que dé inicio al procedimiento deberá notificarse al proveedor, su representante legal o administrador, por carta certificada o por correo electrónico, ambos previamente registrados ante el Servicio. De no existir tal registro, deberá notificarse personalmente al domicilio que señale en la denuncia o en la resolución que dé inicio al procedimiento de oficio, pudiendo procederse, en tal caso, de conformidad a lo señalado en el inciso tercero del artículo 50 Q. Esta actuación debe constar en el expediente administrativo.


La notificación por carta certificada se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos al domicilio del notificado.


La notificación por correo electrónico deberá enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.


Artículo 50 I.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Servicio examinará el mérito de los antecedentes y abrirá término probatorio por un plazo no superior a quince ni inferior a cinco días. Durante dicho término, podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan.


En todo caso, se dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el proveedor respectivo en sus descargos. Sin perjuicio de lo anterior, el instructor podrá rechazar las medidas o diligencias probatorias propuestas cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.


Artículo 50 J.- Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.


Los hechos constatados por los funcionarios a los que se reconoce la calidad de ministro de fe y que se formalicen en el expediente respectivo constituirán presunción legal, sin perjuicio de los demás medios de prueba que se aporten o generen en el procedimiento.


Artículo 50 K.- Durante la instrucción del procedimiento sancionatorio, el Servicio podrá requerir los informes de otros organismos sectoriales que estime pertinentes para fundar su resolución.


Artículo 50 L.- Cumplidos los trámites señalados en los artículos anteriores, el instructor del procedimiento emitirá, dentro del plazo fatal de cinco días, un dictamen en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.


Dicho dictamen deberá contener la individualización del o de los infractores, la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobar las infracciones precisas imputables al autor, y la proposición al Director Regional de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores, en su caso.


En ningún caso el dictamen a que se refiere el inciso anterior podrá considerar como infracciones hechos que no guarden conexión con los descritos en la resolución que dio inicio al procedimiento.


Artículo 50 M.- Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Director Regional, quien resolverá en el plazo fatal de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.


No obstante, el Director Regional podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo que no podrá superar los quince días, dando audiencia al investigado.


Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos que no le hubiesen sido imputados en el dictamen del instructor.


Artículo 50 N.- La resolución que ponga término al procedimiento, junto con resolver el asunto al que este se refiera, podrá ordenar una o más de las siguientes medidas:


a) El cese de la o las conductas infractoras.


b) La imposición de las multas contempladas en la presente ley.


c) La restitución de los cobros que hubieren tenido lugar con infracción a la presente ley, con reajustes e intereses. En la misma resolución deberá señalarse la modalidad en que el infractor deberá realizar las restituciones que correspondan y los plazos de que dispondrá al efecto. Una vez producida la restitución, no será procedente el ejercicio de acciones judiciales que tengan por finalidad el mismo propósito, sin perjuicio de las acciones de indemnización de perjuicios por los daños causados.


d) Las medidas que, de conformidad a esta ley, tengan por objeto exclusivo prevenir o corregir la infracción específica, vinculada a los hechos concretos de que trate el procedimiento sancionatorio correspondiente. Para la determinación de estas medidas, se deberá tomar en consideración lo establecido en los incisos cuarto, quinto y séptimo del artículo 24.


Tratándose de las empresas proveedoras comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416 y siempre que no se hubieren configurado las agravantes señaladas en el inciso quinto del artículo 24, las multas a que se refiere la letra b) de este artículo serán reemplazadas por la participación obligatoria del titular o representante legal de la empresa de menor tamaño, y/o de uno o más de sus trabajadores, en un programa de capacitación sobre derechos y deberes de los consumidores realizado por el Servicio Nacional del Consumidor.


Sustituida la multa de conformidad a lo dispuesto en el inciso precedente, si el obligado, no participare en el programa de capacitación correspondiente, procederá el aumento de la multa originalmente determinada, el que no podrá exceder de un 25% de su valor.


Tratándose de micro o pequeñas empresas en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, la primera multa efectivamente impuesta será rebajada en un 70%.


Lo señalado en este artículo es sin perjuicio del ejercicio de otras facultades entregadas al Servicio por esta ley o por leyes especiales.


Artículo 50 Ñ.- Las resoluciones del Servicio que apliquen multa, ordenen devoluciones o reintegros o dispongan otras medidas que tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida, tendrán mérito ejecutivo.


El monto de las multas impuestas por el Servicio será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 50 O.


El cumplimiento de las resoluciones a que se refiere el inciso primero, incluido el pago de las multas, deberá ser acreditado ante el Servicio dentro de los 10 días siguientes a la fecha en que aquél fuere exigible.


Si el infractor fuere una persona jurídica, responderán solidariamente del pago de las multas sus directores, administradores y aquellas personas que se hayan beneficiado directamente de la infracción respectiva, siempre que hubieren participado en la realización de esta.


El cumplimiento de las resoluciones que decreten las medidas señaladas en el artículo 50 N, con excepción de las multas, se llevará a efecto en conformidad al procedimiento establecido en el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, ante el juzgado de policía local correspondiente al domicilio del consumidor.


Artículo 50 O.- Contra las resoluciones que dicte el Director Regional solo procederá el recurso de reposición contemplado en el artículo 59 de la ley N° 19.880. El recurso jerárquico y todo otro recurso administrativo establecido en dicha ley serán improcedentes.


Respecto de la resolución que pone fin al procedimiento administrativo, y una vez resuelto el recurso de reposición, si es que este hubiere sido interpuesto, el afectado, sea el proveedor o el consumidor, podrá reclamar por ilegalidad ante el juzgado de policía local que corresponda al domicilio del consumidor, dentro del plazo fatal e individual de diez días, contado desde la notificación de la resolución respectiva. Si el procedimiento administrativo fue iniciado de oficio por el Servicio, el proveedor podrá reclamar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente a la comuna de la Dirección Regional. La reclamación deberá presentarse por escrito y contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulan. Al conocer de la reclamación, el juez podrá, realizando un control sobre la legalidad de la resolución, revisar tanto aspectos formales como sustantivos.


Para el caso que el infractor no interponga reclamación en contra de las resoluciones del Servicio que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de la resolución, se le reducirá el 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado ante la Dirección Regional respectiva del Servicio, presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuada en la Tesorería General de la República.


No podrá exigirse el cumplimiento de la resolución mientras ésta no se encuentre firme.


La reclamación se substanciará conforme al procedimiento contemplado en el Párrafo 3º de este Título. La resolución que admita a tramitación la reclamación será notificada por carta certificada al Director Regional y a los demás intervinientes en los respectivos domicilios fijados ante el Servicio en el procedimiento sancionatorio. En dicha resolución se deberá indicar la posibilidad de ejercer ante el mismo tribunal las acciones indemnizatorias que correspondieren. El procedimiento al que se sujete el conocimiento de tales acciones se acumulará de oficio a la reclamación, substanciándose ambas conforme al mismo procedimiento.


Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables. Para estos efectos la cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo pedido por indemnización de perjuicios o, en su defecto, en base a la multa impuesta por el Servicio.


En los casos en que no sea aplicable lo indicado en el inciso anterior, contra la sentencia que resuelva la reclamación, y en su caso la acción indemnizatoria, procederá el recurso de apelación, el que se interpondrá dentro del plazo de diez días. La apelación se resolverá en cuenta, salvo solicitud fundada de alguna de las partes. Si se diere lugar a dicha solicitud, la Corte de Apelaciones ordenará traer los autos en relación y dispondrá agregar extraordinariamente la causa a la tabla del día subsiguiente, previo sorteo, en las Cortes de Apelaciones de más de una Sala.


La apelación a que se refiere este artículo gozará de preferencia para su vista y fallo, y no procederá la causal de suspensión contemplada en el artículo 165, N°5, del Código de Procedimiento Civil.


En contra de la sentencia que resuelva el recurso de apelación, no procederá recurso alguno.


Artículo 50 P.- Cuando un organismo sectorial aplique una sanción por infracción a una norma legal especial que establezca derechos específicos para los consumidores o usuarios, el Servicio no podrá aplicar una sanción adicional basada en los mismos hechos y fundamentos o fines jurídicos.


Si el Servicio llegare a tomar conocimiento de hechos que únicamente pudieren constituir una infracción de disposiciones legales o reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley, relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores, procederá a denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos sectoriales o instancias jurisdiccionales respectivas y podrá hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, de conformidad a lo establecido en el artículo 58, inciso segundo, letra j), de la presente ley. Por su parte, si un organismo sectorial llegare a tomar conocimiento de hechos que pudieren constituir una infracción a disposiciones contenidas en la presente ley, deberá denunciar dicha circunstancia al Servicio.

En ningún caso se podrá aplicar al mismo infractor dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos o fines jurídicos.


Lo dispuesto en este artículo debe entenderse en conformidad con lo establecido en el artículo 2° bis y no afectará en modo alguno el inicio de los demás procedimientos contemplados en este título.”.


35) Agrégase a continuación del artículo 50 P el siguiente epígrafe:

“Párrafo 3°

Del procedimiento ante los Juzgados de Policía Local”.”.


36) Agréganse los siguientes artículos 50 Q, 50 R y 50 S, nuevos:


“Artículo 50 Q.- El conocimiento de la acción ejercida a título individual para obtener la debida indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar por infracción a esta ley corresponderá a los juzgados de policía local, siendo competente aquel que corresponda al domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del primero, sin que sea admisible la prórroga de competencia por la vía contractual.


El procedimiento se iniciará por demanda del consumidor, la que deberá presentarse por escrito.


En los casos en que no resulte posible practicar la primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia deje constancia de cuál es la habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo a quien se va a notificar y éste se encuentre en el lugar del juicio, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos segundo y tercero del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil. El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2), 3) y 4) del inciso tercero del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.


En este procedimiento no será admisible la reconvención del proveedor demandado. Las excepciones que se hayan opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. En su comparecencia, las partes podrán realizar todas las gestiones procesales destinadas a acreditar la infracción y probar su derecho, incluidas la presentación y el examen de testigos, cuya lista podrá presentarse hasta el inicio de la audiencia de contestación, conciliación y prueba.


El tribunal podrá en el aludido comparendo, distribuir la carga de la prueba conforme a la disponibilidad y facilidad probatoria que posea cada una de las partes en el litigio, lo que comunicará a ellas para que asuman las consecuencias que les pueda generar la ausencia o insuficiencia de material probatorio que hayan debido aportar o el no rendir la prueba correspondiente de que dispongan en su poder. Para efectos de rendir la prueba ordenada conforme a este inciso, el juez citará a una nueva audiencia con ese único fin, la que deberá ser citada a la brevedad posible.


Los incidentes deberán promoverse y tramitarse en la misma audiencia, conjuntamente con la cuestión principal, sin paralizar el curso de esta, cualquiera sea la naturaleza de la cuestión que en ellos se plantee. El tribunal deberá dictar sentencia definitiva dentro de los treinta días siguientes a la última audiencia, a menos que exista un plazo pendiente para realizar diligencias.


Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales, se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables. La cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo denunciado o demandado por el consumidor, no considerándose para estos efectos el monto de la multa aplicable. Las causas que versen sobre materias que no tienen una determinada apreciación pecuniaria, se considerarán para estos efectos de cuantía superior a veinticinco unidades tributarias mensuales.


Artículo 50 R.- El mismo procedimiento señalado en el artículo precedente se aplicará en caso de que el consumidor escoja perseguir la responsabilidad contravencional del proveedor ante el juzgado de policía local competente, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 50 A. Si resultare procedente, regirá para la aplicación de multas lo dispuesto en el artículo 50 P.


Artículo 50 S.- Si, de conformidad a lo establecido en este Párrafo, se promueve un juicio de indemnización de perjuicios por los daños ocasionados a consecuencia de una infracción que ha sido sancionada por el Servicio Nacional del Consumidor mediante resolución firme, no se admitirán pruebas o alegaciones incompatibles con la declaración de existencia del hecho que constituyó la infracción, ni con el establecimiento de la participación del proveedor en la misma.”.


37) Reemplázase en el Párrafo 2° del Título IV, la expresión “Párrafo 2°” por “Párrafo 4°”.


38) Modifícase el artículo 51 de la siguiente manera:


a) Reemplázase el inciso primero por el que sigue:


“Artículo 51.- El procedimiento señalado en este Párrafo se aplicará cuando se vea afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores. En este procedimiento especial la prueba se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica y se sujetará a las siguientes normas:”.


b) Reemplázase, en la letra b) del numeral 1, la palabra “asamblea” por “directorio”.


c)  Reemplázase el texto del número 2 por otro del siguiente tenor:


“2.- Sin perjuicio de los requisitos generales de la demanda, en lo que respecta a las peticiones relativas a perjuicios, bastará señalar el daño sufrido y solicitar la indemnización que el juez determine, conforme al mérito del proceso, la que deberá ser la misma para todos los consumidores que se encuentren en igual situación. Con este fin, el juez procederá de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 53 A. No habrá lugar a la reserva prevista en el inciso segundo del artículo 173 del Código de Procedimiento Civil.


Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento podrán extenderse al daño moral siempre que se haya afectado la integridad física o síquica o la dignidad de los consumidores. Si los hechos invocados han podido provocar dicha afectación, será un hecho sustancial, pertinente y controvertido en la resolución que recibe la causa a prueba.


Con el objeto de facilitar el acceso a la indemnización por daño moral en este procedimiento, el Servicio pondrá a disposición de los consumidores potencialmente afectados un sistema de registro rápido y expedito, que les permita acogerse al mecanismo de determinación de los mínimos comunes reglamentados en los párrafos siguientes. Lo anterior, sin perjuicio del ejercicio del derecho consagrado en el párrafo quinto. 


En la determinación del daño moral sufrido por los consumidores, el juez podrá establecer un monto mínimo común, para lo cual, de oficio o a petición de parte, podrá ordenar un peritaje, sin perjuicio de poder considerarse otros medios de prueba. Dicho peritaje será de cargo del infractor en caso de haberse establecido su responsabilidad. De no ser así, se estará a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 411 del Código de Procedimiento Civil.


En caso que se estableciere un monto mínimo común, aquellos consumidores que consideren que su afectación supera dicho monto mínimo, podrán perseguir la diferencia en un juicio posterior que tendrá como único objeto dicha determinación, sin que pueda discutirse en él la procedencia de la indemnización. Este procedimiento se llevará a cabo ante el mismo tribunal que conoció de la causa principal, de acuerdo a las normas del procedimiento sumario, en el que no será procedente la reconvención; o ante el juzgado de policía local competente de acuerdo a las reglas generales, a elección del consumidor. 


El proveedor podrá efectuar una propuesta de indemnización o reparación del daño moral, la que, de conformidad a los incisos anteriores, considerará un monto mínimo común para todos los consumidores afectados. Dicha propuesta podrá diferenciar por grupos o subgrupos de consumidores, en su caso, y podrá realizarse durante todo el juicio.”.


d) Reemplázase el numeral 3 por el siguiente:


“3. Iniciado el juicio señalado, cualquier legitimado activo podrá hacerse parte en el juicio, Asimismo, podrá comparecer cualquier consumidor que se considere afectado para el solo efecto de hacer reserva de sus derechos.”.


e) Consúltase como numeral 10, nuevo, el siguiente:


“10. De conformidad con lo dispuesto en el Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, en casos calificados y sólo una vez admitida a tramitación la demanda, el juez podrá ordenar como medida precautoria que el proveedor cese provisionalmente en el cobro de cargos cuya procedencia esté siendo controvertida en juicio. Para tal efecto, el demandante deberá acompañar antecedentes que constituyan a lo menos presunción grave del derecho que se reclama.”.


f) Agréganse los siguientes dos incisos finales:


“Los consumidores afectados en cualquier caso podrán declarar como testigos sin que les sea aplicable la causal de inhabilidad establecida en el numeral 6° del artículo 358 del Código de Procedimiento Civil.


Los proveedores demandados estarán obligados a entregar al Tribunal todos los instrumentos que éste ordene de oficio o a petición de parte, siempre que tales instrumentos obren o deban obrar en su poder y que tengan relación directa con la cuestión debatida. En caso de que el proveedor se negare a entregar tales instrumentos y el Tribunal estimare infundada la negativa por haberse aportado pruebas acerca de su existencia o por ser injustificadas las razones dadas, el juez podrá tener por probado lo alegado por la parte contraria respecto del contenido de tales instrumentos.”.


39) Modifícase el artículo 52 del siguiente modo:


a) Reemplázase el literal b) por el siguiente:


“b) Que la demanda cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, los que sólo se verificarán por el juez, sin que puedan discutirse en esta etapa.”.


b) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así sucesivamente:


“En contra de la resolución que acoja la reposición de aquella que declaró admisible la demanda, procederá el recurso de apelación en ambos efectos, el que deberá ser interpuesto dentro de cinco días fatales contados desde la notificación de la resolución respectiva.”.


40) Modifícase el inciso primero del artículo 53 del siguiente modo:


a.- Sustitúyese la frase “se tenga por contestada la demanda”, por “se tenga por contestada la misma”, y

b.-  Sustitúyese la frase “medio de circulación nacional”, por lo siguiente: “medio de comunicación nacional, regional o local, escrito, electrónico o de otro tipo, que asegure su adecuada difusión”.

41) Modifícase el artículo 53 B en el siguiente sentido:


a) Intercálase un nuevo inciso tercero, adecuándose la ordenación correlativa de los demás:


“Estas ofertas deberán entregar, a lo menos, antecedentes suficientes sobre el hecho que las motiva, el monto global del daño causado a los consumidores y las bases objetivas utilizadas para su determinación, la individualización de los grupos o subgrupos de consumidores afectados, los montos de las indemnizaciones y devoluciones, y la forma como se harán efectivas las indemnizaciones, devoluciones y reparaciones. Asimismo, deberá indicar cómo acreditará el cálculo íntegro del monto global del daño causado a los grupos y subgrupos de consumidores así como la ejecución de las indemnizaciones, devoluciones y reparaciones equivalentes a dicho monto global.”.


b)  Reemplázase el actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:


“Todo avenimiento, conciliación o transacción deberá ser sometido a la aprobación del juez. Para aprobarlo, el juez deberá verificar su conformidad con las normas de protección de los derechos de los consumidores. La aprobación se entenderá sin perjuicio de la eventual aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley. Con todo, el tribunal podrá considerar la reparación del daño causado por parte del proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el 50%.”.


c) Agregar el siguiente inciso final:


“Los avenimientos, conciliaciones o transacciones que contemplen la entrega a los consumidores de sumas de dinero deberán establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes resulten alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su favor, facilitar su cobro y, en definitiva, conseguir la entrega efectiva del monto correspondiente a cada consumidor. Asimismo, estos acuerdos deberán designar a un tercero independiente mandatado a ejecutar, a costa del proveedor, las diligencias previamente señaladas, salvo que otros medios resulten preferibles, en el caso concreto, para lograr la transferencia efectiva del dinero que a cada consumidor corresponde. Para el cumplimiento de dicho mandato, el proveedor deberá transferir la totalidad de los fondos al tercero encargado de su entrega a los consumidores. Estos acuerdos deberán establecer, a su vez, un plazo durante el cual las diligencias referidas en este inciso deberán ejecutarse. Transcurridos dos años desde que se cumpla dicho plazo, los remanentes que no hayan sido transferidos ni reclamados por los consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero a cargo de la entrega, enterar las cantidades correspondientes al fondo establecido en el artículo 11 bis.”.

42) Modifícase el artículo 53 C en el siguiente sentido:


a) Modifícase el literal b) del siguiente modo:


i) Reemplázase la expresión “artículo 24” por “artículo 24 A”.


ii) Agrégase a continuación del punto y aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, se estará a lo dispuesto en el artículo 50 P, si resultare aplicable.”.


b) Agregar en el literal c), a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En aquellos casos que en que concurran las circunstancias a que se refiere el inciso quinto del artículo 24, el tribunal podrá aumentar en un 25% el monto de la indemnización correspondiente.”.


c) Agrégase al final del inciso segundo, lo siguiente:


“En este último caso, la sentencia deberá establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes resulten alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su favor, facilitar su cobro y, en definitiva, conseguir la entrega efectiva del monto correspondiente a cada consumidor, pudiendo establecerse al proveedor la carga de mandatar a un tercero independiente para la ejecución de dichas acciones, a su costa y con la aprobación del tribunal. El proveedor deberá transferir la totalidad de los fondos al tercero encargado de su entrega a los consumidores. La sentencia deberá establecer, además, un plazo durante el cual las diligencias referidas en este inciso deberán ejecutarse. Transcurridos dos años desde que se cumpla dicho plazo, los remanentes que no hayan sido transferidos ni reclamados por los consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero a cargo de la entrega, enterar las cantidades correspondientes al fondo establecido en el artículo 11 bis.”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“Los recursos que se dedujeren en contra de la sentencia definitiva gozarán de preferencia para su vista y fallo.”.


43) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 54 C por el siguiente:


“Dentro del mismo plazo, los interesados podrán hacer reserva de sus derechos para perseguir la responsabilidad civil tanto por daño patrimonial como moral, derivada de la infracción en un juicio distinto, sin que sea posible discutir la existencia de la infracción ya declarada. Esta presentación se tramitará de acuerdo al procedimiento establecido en el Párrafo 3° del Título IV. En este juicio, la sentencia dictada conforme al artículo 53 C producirá plena prueba respecto de la existencia de la infracción y del derecho del demandante a la indemnización de perjuicios, limitándose el nuevo juicio a la determinación del monto de éstos.”.


44) Agrégase, a continuación del artículo 54 G, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 5°

“Del procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores”.


45) Agréganse los siguientes artículos 54 H a 54 S:


“Artículo 54 H.- El procedimiento a que se refiere este párrafo tiene por finalidad la obtención de una solución expedita, completa y transparente, en caso de conductas que puedan afectar el interés colectivo o difuso de los consumidores. Estará a cargo de una Subdirección independiente y especializada dentro del Servicio, de conformidad a lo dispuesto en inciso décimo del artículo 58. Los principios básicos que lo regulan son la indemnidad del consumidor, la economía procesal, la publicidad, la integridad y el debido proceso.


El procedimiento se iniciará por resolución del Servicio, la que será dictada de oficio, a solicitud del proveedor, o en virtud de una denuncia fundada de una asociación de consumidores, y será notificada al proveedor involucrado. Esta resolución indicará los antecedentes que fundamentan la posible afectación del interés colectivo o difuso de los consumidores y las normas potencialmente infringidas.


En la resolución que da inicio al procedimiento, el Servicio informará al proveedor y a la asociación de consumidores, en su caso, acerca del carácter voluntario del procedimiento, los hechos que le dan origen y su finalidad.


El Servicio no podrá iniciar este procedimiento una vez que se hayan ejercido acciones colectivas respecto de los mismos hechos y mientras éstas se encuentren pendientes. Asimismo, una vez iniciado el procedimiento, ni el Servicio ni quienes se encuentren legitimados para ello de conformidad a esta ley podrán ejercer acciones para proteger el interés colectivo o difuso de los consumidores respecto de los mismos hechos mientras el procedimiento se encuentre en tramitación.


Se suspenderá el plazo de prescripción de las denuncias y acciones establecidas en la presente ley durante el tiempo que medie entre la notificación al proveedor de la resolución que da inicio al procedimiento, y la notificación de la resolución de término.

Artículo 54 I.- La resolución que da inicio al procedimiento, cuando haya sido dictada en virtud de una denuncia fundada de una Asociación de Consumidores, ordenará su participación, salvo manifestación en contrario de ésta en la misma denuncia. 


Artículo 54 J.- El plazo máximo de duración del procedimiento será de tres meses, contado a partir del tercer día de la notificación al proveedor de la resolución que le da inicio. Este plazo podrá ser prorrogado por una sola vez, de oficio o a solicitud del proveedor, hasta por tres meses, por resolución fundada.


Si dentro del plazo original o prorrogado no hubiere acuerdo, se entenderá fracasado el procedimiento, circunstancia que será certificada por el Servicio en la resolución de término.

Artículo 54 K.- Notificada la resolución que da inicio al procedimiento, el proveedor tendrá un plazo de cinco días para manifestar por escrito su voluntad al Servicio de participar en éste. Este plazo podrá prorrogarse por igual término, por una sola vez, si el proveedor lo solicita fundadamente antes de su vencimiento. Si al término del plazo original o prorrogado, el proveedor no expresa su voluntad, el procedimiento se entenderá fallido y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.


El proveedor en cualquier momento podrá expresar su voluntad de no perseverar en el procedimiento. Por su parte, el Servicio podrá no perseverar en el procedimiento en cualquier momento, fundando su decisión. Estas circunstancias serán certificadas por el Servicio en la resolución de término respectiva.


Artículo 54 L.- La manifestación por la que el proveedor acepta someterse al procedimiento, será informada en el sitio web del Servicio en el plazo de cinco días contados desde que ella hubiere tenido lugar. A través del mismo medio se informará el estado en que se encuentra el procedimiento y se publicará la solución ofrecida por el proveedor.


Artículo 54 M.- Durante el procedimiento, el Servicio podrá solicitar los antecedentes que sean necesarios para el cumplimiento de los fines del primero, especialmente aquellos que se requieran para determinar el monto de las compensaciones que procedieren para los consumidores. La negativa en la entrega de los antecedentes antes mencionados por parte del proveedor no generará sanción, incluso si en virtud de dicha negativa se declarare fallido el procedimiento.


Una vez concluido el procedimiento, cada parte podrá requerir la devolución de todos los instrumentos que haya presentado.


El Servicio no podrá presentar en juicio los instrumentos requeridos en virtud de este artículo y que hayan sido entregados por el proveedor, a menos que haya tenido acceso a ellos por otro medio, cuando el procedimiento hubiese concluido por falta de acuerdo entre las partes o por haber ejercido el Servicio su derecho a no perseverar en el proceso.

Artículo 54 N.- Durante la tramitación del procedimiento, las asociaciones de consumidores que participen y los consumidores potencialmente afectados podrán formular las observaciones que estimen pertinentes. Asimismo, cualquiera de ellos podrá, de manera justificada, sugerir ajustes a la solución ofrecida por el proveedor, dentro de los cinco días posteriores a la publicación a que se refiere el artículo 54 L.


Artículo 54 Ñ.- La comparecencia de los proveedores a las audiencias que se fijen deberá realizarse por un apoderado facultado expresamente para transigir. En el caso de que el apoderado del proveedor no contare con facultades suficientes, el Servicio citará a una nueva audiencia que deberá tener lugar dentro de quinto día. Si en dicha nueva audiencia no se subsanare la situación, el procedimiento se entenderá fallido y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.


Artículo 54 O.- A solicitud del proveedor, el Servicio decretará reserva de aquellos antecedentes que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales, siempre que su revelación pueda afectar el desenvolvimiento competitivo de su titular. Los demás participantes del procedimiento no podrán acceder a estos antecedentes, sino a través de los documentos que contengan el análisis general que de ellos haga el Servicio, los que en ningún caso podrán comprometer la reserva decretada a su respecto.


Los funcionarios encargados de la tramitación deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que hayan conocido con ocasión del procedimiento y hayan sido declarados reservados de acuerdo al inciso primero. Asimismo, este deber de reserva alcanza a los terceros que intervinieren a través de la emisión de informes.


El funcionario del Servicio que infringiere el deber de reserva, revelando en perjuicio del proveedor aquellos antecedentes, fórmulas, estrategias o secretos que haya conocido con ocasión del procedimiento y respecto de los cuales se haya decretado reserva, será sancionado con las penas indicadas en el artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que corresponda.


Si la infracción la cometieren terceros que intervinieren en el procedimiento mediante la emisión de informes, sufrirán la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a cinco unidades tributarias mensuales.


Artículo 54 P.- En caso de llegar a un acuerdo, el Servicio dictará una resolución que establecerá los términos de éste y las obligaciones que asume cada una de las partes.


La resolución señalada en el inciso anterior deberá contemplar, al menos, los siguientes aspectos:


1) El cese de la conducta que pudiere haber afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores.


2) El cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados, cuando proceda.


3) Una solución que sea proporcional al daño causado, que alcance a todos los consumidores afectados y que esté basada en elementos objetivos.


4) La forma en la que se harán efectivos los términos del acuerdo y el procedimiento por el cual el proveedor efectuará las devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados.


5) Los procedimientos a través de los cuales se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor.


La resolución podrá contemplar la presentación por parte del proveedor de un plan de cumplimiento, el que contendrá, como mínimo, la designación de un oficial de cumplimiento, la identificación de acciones o medidas correctivas o preventivas, los plazos de implementación de éstas, así como un protocolo destinado a evitar los riesgos de incumplimiento.


La solución propuesta por el proveedor no implicará su reconocimiento de los hechos constitutivos de la eventual infracción.


Cuando el acuerdo contemple la entrega a los consumidores de sumas de dinero se estará a lo dispuesto en el inciso final del artículo 53 B.


Artículo 54 Q.- Para que el acuerdo contenido en la resolución dictada por el Servicio produzca efecto erga omnes, aquél deberá ser aprobado por el juez de letras en lo civil correspondiente al domicilio del proveedor.


El tribunal sólo podrá rechazar el efecto erga omnes si el acuerdo no cumple con los aspectos mínimos establecidos en el inciso segundo del artículo precedente. El tribunal fallará de plano y sólo será procedente el recurso de reposición con apelación en subsidio en contra de la resolución que rechace el acuerdo.


Ejecutoriada la resolución judicial señalada en el inciso anterior y efectuada la publicación indicada en el inciso siguiente, el acuerdo surtirá los efectos de una transacción extrajudicial respecto de todos los consumidores potencialmente afectados, con excepción de aquéllos que hayan hecho valer sus derechos ante los tribunales con anterioridad, hayan suscrito avenimientos o transacciones de carácter individual con el proveedor, o hayan efectuado reserva de sus acciones de acuerdo al inciso penúltimo.


La copia autorizada de la resolución del Servicio en que conste el acuerdo tendrá mérito ejecutivo transcurridos treinta días desde la publicación del extracto de la resolución en el Diario Oficial y en un medio de circulación nacional, a costa del proveedor, así como en el sitio web institucional del Servicio, contándose el plazo desde la última publicación. Las publicaciones deberán efectuarse a más tardar dentro de décimo día desde la fecha de la resolución administrativa en la que conste el acuerdo o desde que quede ejecutoriada la resolución judicial que lo aprueba, según sea el caso.


En aquellos casos en que el acuerdo tenga efecto erga omnes, durante el plazo a que hace referencia el inciso anterior, los consumidores afectados que no estén conformes con la solución alcanzada, para no quedar sujetos a ésta, deberán efectuar reserva expresa de sus acciones individuales ante el tribunal que aprobó el acuerdo, lo que podrán realizar sin patrocinio de abogado, concurriendo personalmente al tribunal o ingresando a la Oficina Judicial Virtual del Poder Judicial o al sistema que lo reemplace.


El incumplimiento de los términos del acuerdo constituye una infracción a la presente ley.

Artículo 54 R.- La notificación de las resoluciones que este párrafo establece se efectuará por carta certificada, entendiéndose practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos. Podrá también efectuarse por correo electrónico, debiendo enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, entendiéndose practicada al día hábil siguiente de su despacho.


El procedimiento deberá constar en un expediente, escrito o electrónico, en el que se asentarán todos los documentos que lo conformen, con expresión de la fecha y hora de su recepción o envío, respetando su orden de ingreso o egreso respectivamente.


Artículo 54 S.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo establecerá las normas que sean necesarias para la adecuada aplicación del procedimiento a que se refiere este párrafo.”.


46) Reemplázase el artículo 55 D por otro del siguiente tenor:


“Artículo 55 D.- Los proveedores que promocionen o distribuyan un contrato de adhesión de un producto o servicio financiero sin sello SERNAC como si lo tuviere, o que no cumplan las obligaciones establecidas en el inciso final del artículo 55 C, serán sancionados con multa de hasta 2.250 unidades tributarias mensuales.”.


47) Reemplázase el inciso final del artículo 56 por el siguiente:


“En caso de incumplimiento de las obligaciones indicadas en los dos incisos anteriores, el Servicio Nacional del Consumidor podrá sancionar al proveedor con una multa de hasta 300 unidades tributarias mensuales.”.


48) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 56 A, la frase “y que no hubiere ejercido las acciones que le confiere esta ley ante el tribunal competente” por “y que no hubiere ejercido las denuncias o acciones que le confiere esta ley ante el Servicio o el tribunal competente, respectivamente”.


49) Modifícase el artículo 56 C en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el número 2 del inciso tercero por el siguiente: 


“2.- Los que han sido previamente sometidos al conocimiento del Servicio o de un juez competente por el consumidor o por alguna Asociación de Consumidores.”.


b) Derógase el inciso cuarto.


50) Reemplázase el artículo 56 H por el que sigue:


“Artículo 56 H.- En caso de que el proveedor no cumpla con la propuesta de acuerdo de un mediador debidamente aceptada por las partes, o con la sentencia definitiva de un árbitro financiero en el plazo establecido en los artículos 56 D o 56 E, según corresponda, el Servicio Nacional del Consumidor lo sancionará con una multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales. Además, el Servicio podrá revocar el Sello SERNAC otorgado al proveedor de productos y servicios financieros, sin que pueda éste solicitarlo nuevamente antes de transcurrido un año desde la revocación. El deber de denuncia del Servicio Nacional del Consumidor no obsta al derecho del consumidor afectado para denunciar el incumplimiento, por parte del proveedor, de la propuesta de acuerdo o sentencia definitiva, según corresponda.”.

51) Reemplázase el artículo 57 por el siguiente:


“Artículo 57.- El Servicio Nacional del Consumidor, en adelante e indistintamente el “Servicio”, será un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sujeto a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


El Servicio será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1981, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882 y se someterá al decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado.


El Servicio se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales. En cada región del país habrá un Director Regional, quién estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley N° 19.882 y deberá acreditar título de abogado. También estará afecto a dicho sistema el segundo nivel jerárquico del Servicio Nacional del Consumidor.


Adicionalmente, dichas Direcciones Regionales se considerarán funcionalmente desconcentradas para efectos de ejercer las funciones señaladas en las letras b), c), g) y o) del artículo 58 de la presente ley.”.


52) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 58:


a) Reemplázanse, en su inciso segundo, las letras a), b), c), d), e), f) y g) por las siguientes:


“a) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y de toda la normativa de protección de los derechos de los consumidores.


Durante los procedimientos de fiscalización, los proveedores y sus representantes deberán otorgar todas las facilidades para que estos se lleven a efecto y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la fiscalización.


En el ejercicio de la labor fiscalizadora, los funcionarios del Servicio deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, y dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Director Regional del Servicio que corresponda territorialmente.


Los funcionarios del Servicio estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y, en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividades fiscalizadas. Cuando se trate de fiscalización de sitios web, los proveedores estarán obligados a facilitar los antecedentes relativos a éste que sean solicitados por el respectivo funcionario del Servicio, los que deberán ser entregados en formato digital.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, los funcionarios del Servicio podrán solicitar, previa autorización del juez de policía local correspondiente al local objeto de la fiscalización, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador.


Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, la negativa injustificada a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales. La procedencia de la justificación de la negativa será calificada por el Servicio.


Cuando con ocasión de una fiscalización, el Servicio constate respecto de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la Ley Nº 20.416, que no haya sido sancionada por la misma infracción en los últimos doce meses, una infracción legal o reglamentaria en que no concurra alguna de las circunstancias agravantes previstas en el artículo 24, podrá conceder un plazo de hasta diez días hábiles para dar cumplimiento a las normas respectivas, lo que deberá ser acreditado ante el Servicio.


El Servicio desarrollará sus actividades de fiscalización en conformidad a un plan que elaborará anualmente, priorizando aquellas áreas que involucren un mayor nivel de riesgo para los derechos de los consumidores. Las directrices generales de dicho plan serán públicas.

b) Tramitar y resolver los procedimientos sancionatorios consagrados en el Párrafo 2° del Título IV de esta ley.


c) Imponer las sanciones correspondientes por infracción a la normativa de protección de los derechos de los consumidores en el marco del procedimiento sancionatorio consagrado en el Párrafo 2° del Título IV de esta ley.”.


d) Interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar.


e) Dictar normas e instrucciones de carácter general con la finalidad de lograr una adecuada protección de los derechos de los consumidores. La normativa que emane del Servicio será obligatoria y deberá ser sistematizada de forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general.


Las normas e instrucciones de carácter general solo podrán referirse a las disposiciones contenidas en los artículos 3°, inciso primero, literales a), b), c) y d) en lo referido a la seguridad en el consumo de bienes y servicios, e inciso segundo, literales a), b) y c); 16 letra g); 21; 28; 30; 32 y en el Párrafo 5° del Título III.  


En el ejercicio de esta potestad, el Servicio deberá promover la coherencia regulatoria con el fin de evitar y precaver eventuales conflictos entre normas. Tratándose de disposiciones e instrucciones generales dictadas respecto de proveedores regulados sometidos a la supervisión de órganos sectoriales, el Servicio, previo a su dictación, solicitará informe favorable al o a los reguladores respectivos. 


Las normas e instrucciones de carácter general contendrán los fundamentos que hagan necesaria su dictación, incluyendo la definición del problema que se pretende abordar, la justificación técnica y los estudios e informes en que se apoye.


Antes de su dictación, el Servicio someterá las normas e instrucciones de carácter general a un proceso de consulta pública disponible a través su sitio web institucional, por un plazo no inferior a 20 días corridos, disponiéndose los mecanismos necesarios para que los interesados puedan formular observaciones a ésta. Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas serán de carácter público y deberán ser incluidas en un informe anexo.


Podrán omitirse algunos de los trámites a que se refieren los dos párrafos anteriores tratándose de regulaciones urgentes, aunque deberán reunirse los antecedentes que señala el párrafo cuarto con posterioridad; o cuando el Director estime fundadamente que éstos resultan impracticables, innecesarios o contrarios al interés público.


Cualquier persona afectada por la dictación de normas o instrucciones de carácter general podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de treinta días contados desde su publicación. El procedimiento se sustanciará de acuerdo a las normas establecidas en los incisos tercero, quinto, sexto y séptimo del artículo 70 de la ley N° 21.000, en lo que resulte aplicable.

f) Proponer fundadamente al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, la dictación, modificación o derogación de preceptos legales o reglamentarios en la medida que ello sea necesario para la adecuada protección de los derechos de los consumidores. El Servicio acompañará a la propuesta un informe técnico en que se expresen los antecedentes y razones en que ésta se funda.


g) Citar a declarar a los representantes legales, administradores, asesores y dependientes de las entidades sometidas a su fiscalización, así como a toda persona que haya tenido participación o conocimiento respecto de algún hecho que estime necesario para resolver un procedimiento sancionatorio, o tomar la declaración respectiva por medios que permitan asegurar su fidelidad.


Si el citado debidamente apercibido no comparece, sin mediar justificación plausible, el juzgado de policía local competente podrá ordenar su arresto hasta su comparecencia.


h) Proporcionar información y absolver las consultas del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, de la Fiscalía Nacional Económica y demás organismos relacionados con la protección de los derechos de los consumidores.


b) Agréganse, en el inciso segundo, los siguientes literales i), j), k), l), m), n), ñ), o), p), q), r) y s):


i) Llevar a cabo el procedimiento consagrado en el Párrafo 5° del Título IV de esta ley.


j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores y hacerse parte en aquellas causas que comprometan los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en leyes especiales. La facultad de velar por el cumplimiento de normas establecidas en leyes especiales que digan relación con la protección de los derechos de los consumidores, incluye la atribución del Servicio Nacional del Consumidor de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas y de hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en esas leyes especiales.


k) Formular, realizar y fomentar programas de información y educación al consumidor.


l) Realizar, a través de laboratorios o entidades especializadas, de reconocida solvencia, análisis selectivos de los productos que se ofrezcan en el mercado en relación a su composición, contenido neto y otras características.


Aquellos análisis que excedan en su costo de 250 unidades tributarias mensuales, deberán ser efectuados por laboratorios o entidades elegidas en licitación pública.


En todo caso el Servicio deberá dar cuenta detallada y pública de los procedimientos y metodología utilizada para llevar a cabo las funciones contenidas en esta letra.


m) Reunir, elaborar, procesar, divulgar y publicar información para facilitar al consumidor un mejor conocimiento de las características de la comercialización de los bienes y servicios que se ofrecen en el mercado. En el ejercicio de esta facultad, se deberá tener especial consideración con lo establecido en el decreto ley N°211, de 1973, que fija normas sobre la defensa de la libre competencia.


n) Realizar y promover estudios en el área del consumo.


ñ) Llevar el registro público a que se refiere el artículo 58 bis.


o) Tratándose del procedimiento contemplado en el Párrafo 2° del Título IV de la ley, recibir denuncias de consumidores que consideren lesionados sus intereses, iniciar investigación a causa de esas denuncias y, en su caso, ponerlas en conocimiento del proveedor a fin de que este proponga alternativas concretas de solución o corrección del hecho denunciado en conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 50 G.


p) Requerir de los organismos del Estado los antecedentes que estime necesarios para el cumplimiento de sus funciones. Dichos organismos deberán entregar al Servicio toda la información que este les solicite y obre en su poder respecto de las personas reguladas o fiscalizadas. En caso de estar dicha información protegida por el deber de reserva o secreto, se requerirá la autorización previa de un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva que corresponda de acuerdo al turno.


q) Solicitar la entrega de cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, procurando no alterar el desenvolvimiento normal de las actividades del afectado.


r) Celebrar convenios con municipalidades para que estas coordinen y gestionen las audiencias de conciliación obligatorias contempladas en el artículo 50 G respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual.


s) Las demás funciones y atribuciones que le asigne esta ley u otras.”.


c) Derógase el inciso tercero.


d) Reemplázase su inciso sexto por el siguiente:


“El requerimiento de documentación que se ejerza de acuerdo al inciso anterior podrá contener todas aquellas solicitudes de información y datos que sean necesarios para el debido cumplimiento de las funciones del Servicio Nacional del Consumidor, de conformidad a lo señalado en la presente ley.”.


e) Sustitúyese el inciso octavo por el que sigue:


“La negativa o demora injustificada en la remisión de los antecedentes requeridos en virtud de este artículo, será sancionada con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales, por el Servicio.”.


f) Agrégase, a continuación del inciso octavo, el siguiente inciso noveno, nuevo:


“Asimismo, el Juez de Policía Local podrá ordenar la incautación de la documentación requerida.”.


g) Reemplázase el inciso final por los siguientes:


“Las funciones de fiscalización, sanción, dictación de normas de carácter general, llevar a cabo el procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores y la función de demandar para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, estarán a cargo de distintas Subdirecciones, independientes entre sí.


Los Subdirectores a cargo de las Subdirecciones referidas en el inciso precedente estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el título VI de la ley N° 19.882.


Los funcionarios que realicen labores de fiscalización no podrán asumir como responsables de la instrucción de procedimientos sancionatorios. Del mismo modo, los Directores Regionales no podrán intervenir en funciones de fiscalización, ni participar de ningún modo en la instrucción de procedimientos sancionatorios en relación a hechos respecto de los cuales después pudieran aplicar sanción. 


Asimismo, los funcionarios que realicen labores relativas al procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores no podrán intervenir en las demandas para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores y viceversa.


Los funcionarios que infrinjan los deberes asociados a la división estricta de funciones a la que se refiere este artículo incurrirán en una contravención grave a sus deberes funcionarios.


El Director Nacional dictará las instrucciones de orden interno que sean necesarias a fin de que en los distintos procedimientos en que participen funcionarios del Servicio se garantice la división estricta de funciones que ordena esta ley, especialmente en lo que se refiere al resguardo y traspaso de la información obtenida por los funcionarios en el ejercicio de sus funciones.”.

53) Reemplázase el artículo 58 bis por otro del siguiente tenor:


“Artículo 58 bis.-  Los jueces de letras y de policía local deberán remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia autorizada de las sentencias definitivas que se pronuncien sobre materias propias de la presente ley y de las sentencias interlocutorias que fallen cuestiones de competencia una vez que se encuentren ejecutoriadas. Adicionalmente, deberán remitir un listado con información referente a las causas iniciadas por infracción a la presente ley, que contenga, como mínimo, el rol o número de ingreso de la causa, el proveedor denunciado, los artículos que fundan la denuncia y las sentencias cuya multa no ha sido pagada por el proveedor. La información señalada será remitida cada dos meses, debiendo el Servicio llevar un registro de aquélla, el que deberá ponerse a disposición del público a través de su sitio web institucional. Un reglamento determinará la forma en que será llevado el registro por parte del Servicio.


Asimismo, los organismos fiscalizadores sectoriales que tengan facultades sancionatorias respecto de sectores regulados por leyes especiales, según lo dispuesto en el artículo 2° bis de esta ley, deberán remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia de las resoluciones que impongan sanciones.”.

54) Reemplázase el artículo 59 por el siguiente:


“Artículo 59.- El Director Nacional será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación judicial y extrajudicial. Será nombrado por el Presidente de la República a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. Durará cuatro años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.


El cargo de Director Nacional será incompatible con el de diputado, senador, integrante del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, consejero del Banco Central, fiscal del Ministerio Público, miembro de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, ministro de Estado, subsecretario, intendente, gobernador, alcalde, concejal, consejero regional, miembro del Tribunal Calificador de Elecciones, funcionario de la Administración del Estado, miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, y con el de representante de asociaciones gremiales, organizaciones sindicales y asociaciones de consumidores. 


El Director Nacional no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley. Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente civil y a sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad. 


Una vez que el Director Nacional haya cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley, por el plazo de seis meses después de haber expirado en funciones. El Director Nacional no podrá ser candidato a cargos de elección popular hasta un año después de haber cesado en su cargo. 


El ex Director Nacional afecto a la prohibición contenida en el inciso anterior deberá informar, durante el tiempo que ésta dure, al Servicio Nacional del Consumidor sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. Esta obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de la precitada prohibición. 


Las incompatibilidades y prohibiciones establecidas en los incisos segundo a cuarto, así como la obligación establecida en el inciso anterior, todas del presente artículo, serán también aplicables a los Directores Regionales.


El Director Nacional cesará en sus funciones por las siguientes causales:


a) Término del período legal de su designación.


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.


c) Negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, faltas a la probidad administrativa y por cualquier inobservancia a los deberes y obligaciones establecidos por ley.


d) Incapacidad psíquica o física sobreviniente para el desempeño de su cargo.


e) Incurrir en una causal de incompatibilidad y prohibiciones de las indicadas en los incisos segundo y tercero del presente artículo.


Si se verificare alguna causal de las contenidas en los literales d) o e) del inciso anterior, cesará automáticamente en su cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Presidente de la República. De igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República de conformidad al literal b).


El Presidente de la República podrá remover al Director Nacional sólo si concurre alguna de las conductas señaladas en la letra c) del inciso séptimo.


Le corresponderá especialmente al Director Nacional:


a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento del Servicio y ejercer las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.


b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento del Servicio.


c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio.


d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a esta ley y a las normas estatutarias.


e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley, salvo las materias señaladas en las letras d) y e) del inciso segundo del artículo 58.


f) Conocer y resolver los recursos que la ley establece, pudiendo en su caso aplicar las sanciones que correspondan.


g) Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos a través de la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por el Servicio.


h) Ejercer a través de la Subdirección respectiva las funciones señaladas en las letras d) y e) del artículo 58.


i) Las demás que establezcan las leyes.


En todo lo no previsto en los incisos anteriores, y en cuanto no sea contradictorio con aquéllos, le serán aplicables al cargo de Director Nacional las normas establecidas en el Título VI de la ley N°19.882.


En conformidad con lo establecido en la ley N°18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1/19.353, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Director Nacional, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna y determinará las denominaciones y funciones que corresponda a cada una de las unidades del Servicio.

55) Reemplázase el artículo 59 bis por el siguiente:


“Artículo 59 bis.- El personal del Servicio habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe respecto de los hechos constitutivos de infracciones que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos establecidos por dicho ministro de fe constituirán presunción legal en cualquiera de los procedimientos contemplados en los párrafos 2° y 3° del Título IV de esta ley.”.


56) Agrégase el siguiente artículo 59 ter, nuevo:


“Artículo 59 ter.- Los funcionarios y demás personas que presten servicios en el Servicio Nacional del Consumidor estarán obligados a guardar reserva sobre toda información, dato o antecedente de que puedan imponerse con motivo u ocasión del ejercicio de sus labores, incluso después de haber dejado el cargo. Sin perjuicio de lo anterior, tales antecedentes podrán utilizarse para el cumplimiento de las funciones del Servicio y el ejercicio de las acciones ante los tribunales de justicia.


La infracción a esta prohibición se castigará con las penas indicadas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880; en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; y en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.757, que establece Normas sobre Asociaciones Gremiales:


1) Agrégase al artículo 16, el siguiente inciso cuarto:


Las organizaciones a que se refiere el Párrafo 2° del Título II de la ley N°19.496 estarán sometidas a las siguientes reglas sobre financiamiento, contabilidad y transparencia:


1) Deberán informar sus fuentes de financiamiento a través de los canales de difusión de que dispongan, incluyendo revistas o páginas web institucionales, cuando las tengan. El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en el ejercicio de la función fiscalizadora señalada en el artículo 21 de esta ley, podrá realizar revisiones o auditorías sobre dichas fuentes de financiamiento. La información regulada en este numeral se extenderá a todos los montos percibidos en las causas colectivas de que participen, incluyendo las costas procesales y personales percibidas, tanto aquéllas que se determinen por sentencia judicial como aquéllas que sean producto de transacciones, avenimientos, o conciliaciones. La declaración de información falsa o incompleta constituirá un incumplimiento grave en los términos del número 2 letra c) del artículo 18 de la presente ley.


2) Deberán informar, a lo menos semestralmente, y de acuerdo a las instrucciones generales que les imparta el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, sus balances y demás estados financieros, aplicando estándares de transparencia y presentación comunes, previamente definidos por el referido Ministerio.


2) Agrégase al artículo 21 el siguiente inciso segundo:


“Tratándose de las organizaciones a que se refiere el Párrafo 2° del Título II de la ley N°19.496, el Ministerio podrá, en todo caso, requerir la precisión y aclaración de las fuentes de financiamiento, sus balances y estados financieros.”.


Artículo 3°.- Agrégase al artículo 5° del decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el siguiente literal p):


“p) Gestionar las audiencias de conciliación obligatorias señaladas en la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual. Para tal efecto, las municipalidades deberán celebrar convenios con el Servicio Nacional del Consumidor de conformidad al artículo 58 de dicha ley.”.


Artículo 4°.- Intercálase en el inciso segundo del numeral 5º del artículo 196 del Código Orgánico de Tribunales, después de los términos “Servicios de Vivienda y Urbanización”, lo siguiente: “o una compañía prestadora de un servicio básico domiciliario”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N° 19.496: 2°; 16; 24 incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, respecto a la facultad del Servicio para aplicar la multa; 26 inciso segundo; 31; 34; 35; 41; 49 inciso segundo; 50; 50 A; 50 B; 50 C; 50 F; 50 G; los nuevos artículos 50 H a 50 S; 56; 56 A; 56 C; 56 H sólo en cuanto a la facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la misma; 57, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores Regionales; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos incisos cuarto y quinto; 58 letra b); 58 letra c); 58 letra f), y el nuevo 58 letra o), excepto en lo relativo al ejercicio de la facultad contenida en el artículo 58 f) que esta ley deroga; 59 en cuanto a lo previsto en las nuevas letras e) y f) del nuevo inciso décimo. Tales modificaciones comenzarán a regir de acuerdo al siguiente cronograma: 


a) En las regiones de Antofagasta, Atacama, Valparaíso, Maule, Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y Magallanes y Antártica Chilena, transcurridos doce meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial; 


b) En las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Coquimbo, Libertador General Bernardo O’Higgins, Ñuble, Bío Bío, Araucanía, Los Ríos y Los Lagos, transcurridos dieciocho meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial; y 

c) En la Región Metropolitana de Santiago, transcurridos veinticuatro meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- Los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley seguirán tramitándose conforme a sus normas hasta su total tramitación.


Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de hasta nueve meses contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor y el régimen de remuneraciones que le resulte aplicable.


2) Dictar las normas para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como la bonificación de la ley N° 19.528 y la asignación dispuesta en los artículos 9°, 10, 11 y 12 de la ley N° 20.212, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, en el ejercicio de esta facultad podrá establecer normas distintas o complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije. Igualmente determinará los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


Los funcionarios que, a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública o de carrera, acorde con las referidas normas, mantendrán su nombramiento mientras no se produzca la vacancia, por cualquier causa, de los cargos de los que son titulares.


3) Ordenar el traspaso, en las condiciones que determine, sin alterar la condición jurídica de la designación y sin solución de continuidad, de los funcionarios titulares de planta y a contrata del Servicio Nacional del Consumidor y de otras instituciones que se desempeñen en dicho servicio a la fecha de la publicación de la presente ley.


Para el encasillamiento del personal que se encuentre en funciones en el Servicio Nacional del Consumidor a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, no serán exigibles los requisitos que se establezcan para el ingreso en los cargos de planta. A igual norma se sujetarán los funcionarios que tengan la calidad de contratados, para los efectos de su asimilación.


4) El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que sirven se efectuará al grado de la Escala de Fiscalizadores cuya remuneración total mensualizada sea la más cercana a la que percibía el funcionario traspasado. La remuneración más cercana corresponderá a aquella cuya diferencia con la que percibía en el grado de origen, positiva o negativa, sea la menor. Para su determinación se considerará la suma del total de haberes brutos mensualizados, excluidas las remuneraciones por horas extraordinarias.


5) En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que deberá llevarse a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


6) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijar la dotación máxima de personal del Servicio Nacional del Consumidor.


7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal.


c) No podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios encasillados y traspasados mantendrán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para su reconocimiento.


Artículo cuarto.- Los reglamentos que resulten necesarios para la implementación de esta ley, deberán dictarse en el plazo de hasta nueve meses desde su publicación.


Artículo quinto.- Mediante decreto del Ministerio de Hacienda, expedido por “Orden del Presidente de la República”, se fijará el porcentaje de asignación de alta dirección pública a que se refiere el artículo sexagésimo quinto de la ley N° 19.882, en razón del cambio de escala de remuneraciones a que estarán afectos los altos directivos públicos que continúen desempeñando funciones conforme a lo señalado en el numeral 2) del artículo tercero transitorio.


Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Nacional del Consumidor, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la ley de Presupuestos del Sector Público.


Artículo séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.


Artículo octavo.- Quienes se encuentren desempeñando el cargo de Director Regional a la época de entrada en vigencia de la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor a que se refiere el artículo quinto transitorio anterior, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la época de su designación.


Artículo noveno.- La parte final del inciso primero del artículo 50 C de la ley N° 19.496, en lo que corresponde a la asistencia jurídica gratuita de las Corporaciones de Asistencia Judicial, que se introduce por el artículo 1°, numeral 28), de la presente ley, entrará en vigencia una vez que esté en funcionamiento el servicio público de asistencia judicial que sucederá a las actuales Corporaciones de Asistencia Judicial.


En el período intermedio entre la publicación de la presente ley y la condición señalada en el inciso anterior, la prestación de asistencia jurídica gratuita a los consumidores que no puedan costearla por sí mismos, se financiará a través de convenios suscritos específicamente entre el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y el Ministerio de Justicia, debiendo este último transferir los fondos aportados, a las Corporaciones de Asistencia Judicial, de acuerdo a las reglas generales.


Cada convenio suscrito deberá indicar los requisitos bajo los cuales se realizará el traspaso, la destinación especial de los fondos, las condiciones y características específicas de la prestación de asistencia jurídica, las facultades y obligaciones de las Corporaciones de Asistencia Judicial y cualquier otra especificación que permita delimitar claramente los servicios que se prestan y los recursos necesarios para financiarlos debidamente.


Además, durante el mismo lapso señalado en el inciso segundo, se habilita expresamente para comparecer ante los juzgados de policía local, en la realización de todas las actuaciones, gestiones y audiencias que sean necesarias para poder brindar la asistencia jurídica gratuita a que se refiere este artículo, a las personas señaladas en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 18.120.


Artículo décimo- Por un período de un año a contar de la entrada en vigencia de la presente ley se reconocerá el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas que operen en tres o más regiones del país. Terminado el período anterior y hasta cumplidos cinco años a contar de su entrada en vigencia, dicho requisito se extenderá a cinco o más regiones. Terminado este último período, el reconocimiento del carácter de nacional de las Asociaciones de Consumidores quedará sujeto al requisito establecido en el artículo 11 ter.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 1°, 9 y 16 de agosto; 5, 6 y 12 de septiembre, y 21de diciembre de 2016, y 11 de enero; 21 de marzo, 10 y 31 de mayo; 5 y 7 de junio y 11, 12 y 31 de julio de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero (Jorge Pizarro Soto), Alfonso De Urresti Longton (Rabindranath Quintero Lara), Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Alberto Espina Otero y Hernán Larraín Fernández (Iván Moreira Barros).

Sala de la Comisión, a 1 de agosto de 2017.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria de la Comisión. 
_________
1 Las medidas del referido artículo 50 N son:

a) El cese las conductas infractoras;

b) La imposición de las multas contempladas en la presente ley;

c) La restitución de los cobros que hubieren tenido lugar con infracción a la presente ley, con reajustes e intereses, y

d) Otras medidas que tengan por objeto exclusivo prevenir y/o corregir la infracción cometida.

2 El artículo 18 de la Ley N° 15.231 establece que son ministros de fe para efectos de las notificaciones personales y audiencias testimoniales ante los Juzgados de Policía Local, un carabinero o un empleado municipal.

3 2) Censura por escrito; 3) Multa de uno a quince días de sueldo o de una cantidad que no exceda de ocho y media Unidades Tributarias Mensuales, y 4) Suspensión de sus funciones hasta por un mes, gozando del cincuenta por ciento de sus remuneraciones, cuando procediere.

4 Las medidas disciplinarias consideradas para estos funcionarios son las siguientes: a) Censura; b) Multa; c) Suspensión del empleo desde treinta días a tres meses, y d) Destitución.

5 Oficios N°s 67-2014 y 65-2015. Informes proyecto de ley que modifica la Ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores (Bol. 9369-03).

6 Estas materias están reguladas en el artículo 96 del Código Orgánico de Tribunales y se refieren a las siguientes:

a) Conocer de la apelación de las causas por desafuero;

b) Conocer de la apelación de los juicios de amovilidad fallados en primera instancia por las Cortes de Apelaciones o por el Presidente de la Corte Suprema, seguidos contra jueces de letras o Ministros de Cortes de Apelaciones, respectivamente;

c) Ejercer las facultades administrativas, disciplinarias y económicas que las leyes le encomiendan;

d) Informar al Presidente de la República, a su solicitud, sobre cualquier punto relativo a la administración de justicia sobre el que no exista cuestión que la Corte deba conocer;

e) Informar las modificaciones propuestas a la ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales;

f) Conocer y resolver la concesión o revocación de la libertad condicional en los casos en que se hubiere impuesto presidio perpetuo calificado; y

g) Conocer de todos aquellos asuntos que las leyes especiales le encomienden.

7 Ley N° 20.999.

8 Establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica.

9 Dicho documento consta como Anexo N° 1 al final de este informe

10 Artículo 85.- Los afectados que estimen que las resoluciones del Superintendente no se ajustan a la normativa educacional, podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro de un plazo de quince días, contado desde la notificación de la resolución que se impugna, para que las deje sin efecto.

La Corte deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del recurso.

Admitido el recurso, la Corte de Apelaciones dará traslado de éste a la Superintendencia, notificándola por oficio, y ésta dispondrá del plazo de quince días, contado desde que se notifique la apelación interpuesta, para evacuar el informe respectivo.

Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para emitir su informe, la Corte ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala.

La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días, la cual podrá ser  apelada ante la Corte Suprema dentro del plazo de diez días hábiles, la que resolverá en cuenta.

11 Artículo 56.- Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o demás disposiciones que le corresponda aplicar, podrán reclamar de las mismas, dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la notificación, ante el Tribunal Ambiental.

Las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables y aquéllas no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta.

Para el caso que el infractor no interponga reclamo de ilegalidad ante el Tribunal Ambiental en contra de las resoluciones de la Superintendencia que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa, dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de la resolución, se le reducirá un 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado en el plazo señalado presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuado en la Tesorería General de la República.

12 Artículo 70.- Las personas que estimen que una norma de carácter general, instrucción, comunicación, resolución o cualquier otro acto administrativo emanado del Consejo, del presidente de la Comisión o del fiscal, según corresponda, distinto de aquellos a los que se refiere el artículo siguiente, es ilegal y les causa perjuicio, podrán presentar reclamo de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago.

Procederá el mismo reclamo de ilegalidad para la impugnación de las resoluciones, órdenes o instrucciones que impongan a la persona o entidad fiscalizada una medida correctiva o preventiva en el ejercicio de la facultad consagrada en el numeral 30 del artículo 5.

Interpuesto el reclamo, la corte deberá pronunciarse previamente sobre la admisibilidad de éste, para lo cual el reclamante señalará en su escrito, con precisión, el acto reclamado, la disposición que supone infringida, la forma en que se ha producido la infracción y las razones por las cuales ésta lo perjudica. Cuando corresponda, el reclamante deberá acompañar el certificado que acredite que el recurso de reposición no ha sido resuelto dentro de plazo legal en los términos del artículo 65 de la ley Nº 19.880 o, en su defecto, copia del escrito por medio del cual se solicita la expedición de dicho certificado. La corte rechazará de plano el reclamo de ilegalidad si la presentación no cumple con las condiciones señaladas en el inciso precedente.

El reclamo de ilegalidad deberá interponerse dentro del plazo de diez días hábiles computado de acuerdo a lo establecido en el artículo 66 del Código de Procedimiento Civil, contado desde la notificación o publicación del acto que rechaza total o parcialmente el recurso de reposición o desde que ha operado el silencio negativo al que se refiere el inciso tercero del artículo 69.

Si la Corte de Apelaciones declarare admisible el reclamo, dará traslado de éste por seis días hábiles notificando esta resolución por oficio.

Evacuado el traslado, o acusada la rebeldía, la corte dictará sentencia en el término de quince días. La sentencia que rechace el reclamo de ilegalidad será susceptible de apelación ante la Corte Suprema dentro del plazo de diez días hábiles computado de acuerdo a lo establecido en el artículo 66 del Código de Procedimiento Civil, contado desde su notificación. La apelación será conocida en la forma prevista en los incisos anteriores y gozará de preferencia para su vista y fallo.

La sola interposición del reclamo de ilegalidad a que se refiere el presente artículo no suspenderá los efectos del acto impugnado.

13 Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

7
INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LEY N° 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES

(9.369-03)
HONORABLE SENADO:
La Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio de Economía, el Ministro, señor Luis Felipe Céspedes; los asesores del Ministro, señores Adrián Fuentes, David Henríquez y Diego Jerez; del Departamento de Comunicaciones, el señor Cristián Torres, y el fotógrafo, señor Oscar Ordenes.

Del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC), el Director Nacional, señor Ernesto Muñoz; el Jefe de Gabinete, señor Félix Mercado; el Jefe de la División de Consumo Financiero, señor Rodrigo Romo, y los asesores, señores Marcelo Drago e Ignacio Soto.

Del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

En representación de la Confederación de la Producción y el Comercio (CPC), el Académico de la Universidad Mayor, señor Tomás Flores.

De la Cámara Nacional de Comercio (CNC), el Secretario General, señor Daniel Montalva.

De la Asociación Gremial Retail Financiero, el Vicepresidente Ejecutivo, señor Claudio Ortiz; el Gerente de Asuntos Corporativos, señor Javier Vega; el asesor legal, señor Eduardo Escalona, y la cientista política, señora Javiera Campos.

De Entel, el Gerente de Relaciones Institucionales y Estratégicas de la Gerencia Legal, señor Cristián Sepúlveda.

De la Oficina del Honorable Senador Coloma, el asesor, señor Álvaro Pillado, y la secretaria, señora María Teresa González.

De la Oficina del Honorable Senador García, los asesores, señores Marcelo Estrella y Felipe Cox.

De la Oficina del Honorable Senador Lagos, la asesora, señora Leslie Sánchez, y el asesor de prensa, señor Claudio Luna.

De la Oficina del Honorable Senador Montes, los asesores, señores Luis Díaz y Hernán Calderón.

El Asesor Legislativo del Honorable Senador Moreira, señor Héctor Mery.

De la Oficina del Honorable Senador Pizarro, la Jefa de Gabinete, señora Kareen Herrera, y la Asesora de Prensa, señora Andrea del Pilar Gómez.

Del Comité Demócrata Cristiano, el asesor legislativo, señor Robert Angelbeck.

Del Comité Partido Socialista, el Coordinador de Asesores, señor Héctor Valladares, y el asesor, señor Francisco Aedo.

Del Comité Renovación Nacional, la periodista, señora Andrea González.

De la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, la señora María Soledad Larenas.

De la Fundación Jaime Guzmán, los asesores, señores Diego Vicuña y Benjamín Rug.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, la abogada, señora Cristina Torres.

De Radio ADN, la Periodista, señora Camila Jara.

DE Radio Bío Bío, la Periodista, señora Gabriela Segura.

De CNN Chile, el Periodista, señor Ivo Goic.

Del Diario El Mercurio, la Periodista, señora Valentina González.

- - -

Cabe señalar que el proyecto ingresó al Senado el día 20 de mayo de 2015. En esa oportunidad, la Sala de la Corporación dispuso que fuera considerado por la Comisión de Economía y por la de Hacienda, en su caso. 

Posteriormente, con fecha 11 de agosto del mismo año, la misma Sala acordó que luego de la Comisión de Economía, el proyecto fuera también informado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Dicho acuerdo fue modificado por otro del día 2 de septiembre del mismo año, en virtud del cual la Sala dispuso que el proyecto fuera informado en general sólo por la Comisión de Economía, y en particular por la misma Comisión y por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

Corresponde a la Comisión de Hacienda, en consecuencia, pronunciarse acerca de las disposiciones de su competencia contenidas en el texto despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Fortalecer la protección de los derechos de los consumidores, por la vía de robustecer tanto la estructura organizacional del Servicio Nacional del Consumidor como los procedimientos por los cuales la ciudadanía puede hacer efectivas sus pretensiones en este ámbito.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Las normas que se indican a continuación tienen el carácter de orgánicas constitucionales, por las razones que en cada caso se consignan:



Artículo 1° del proyecto de ley: 

- Inciso tercero del artículo 31, contenido en el numeral 17); inciso tercero del artículo 50 A, contenido en el numeral 26); inciso tercero del artículo 50 F, contenido en el numeral 31); inciso final del artículo 50 Ñ, contenido en el numeral 34); el artículo 50 O, contenido en el numeral 34); el artículo 50 Q, contenido en el numeral 36); el párrafo cuarto del número 2 del artículo 51, contenido en el numeral 38); el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, del artículo 53 B, contenido en el numeral 41); el artículo 54 Q, contenido en el numeral 45); el párrafo final del literal e) de la letra a), el literal p) de la letra b) y la letra e), todos del numeral 52), y el artículo 58 bis, contenido en el numeral 53), de conformidad con lo establecido en el artículo 77 de la Constitución Política de la República. 

- Los nuevos incisos décimo y undécimo del  artículo 58, que incorpora la letra g) del numeral 52), de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 38 de la Constitución Política de la República.

- Artículo 59, contenido en el numeral 54), por incidir en el sistema de incompatibilidades propio de los cargos de las instituciones allí mencionadas. 

Artículo 3°, por incidir en materias propias de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior.

Artículo 4°, dado que modifica una norma del Código Orgánico de Tribunales.

Asimismo, debe hacerse presente que las siguientes disposiciones del proyecto deben aprobarse con quórum calificado:

Incisos primero y segundo del artículo 31, contenido en el numeral 17), en virtud de lo dispuesto en el ordinal 12° del artículo 19 de la Constitución Política de la República. 

Artículo 54 O, contenido en el numeral 45), y la letra p) del literal b) del numeral 52), respecto de la reserva de la información prevista en dichas normas, de conformidad con lo establecido en el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República. 



Cabe señalar que en relación con las normas de quórum especial precedentemente señaladas, sólo las de los nuevos incisos décimo y undécimo del  artículo 58 (que incorpora la letra g) del numeral 52)), han sido agregadas a las reseñadas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su segundo informe.

- - -

INFORME DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA



Durante el trámite reglamentario seguido ante la Comisión de Hacienda, fue recibido el oficio N° 129-2017, de 16 de agosto de 2017, del  Máximo Tribunal, dirigido al señor Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado. Su tenor es el que sigue:

“Santiago, catorce de agosto de dos mil diecisiete.

Vistos y teniendo presente:

Primero: Que mediante Oficio N° CL/270-2017, de 2 de agosto de 2017, y al tenor de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del H. Senado, remitió a esta Corte Suprema el proyecto de ley, iniciado por Mensaje, que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para recabar su opinión sobre el contenido del artículo 54 Q, previsto en el artículo 1° numeral 45) del proyecto, cuyo texto fue aprobado por la Comisión de Economía (Boletín N° 9.369-03).
Cabe mencionar que la Corte Suprema ha informado previamente en tres oportunidades la iniciativa legal en análisis. La primera de ellas, se materializó mediante Oficio N° 67-2014, de fecha 31 de julio de 2014, la segunda mediante el Oficio N°65-2015, de 15 de mayo de 2015, ambos durante su primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados y la tercera oportunidad en que el máximo tribunal emitió su opinión sobre el proyecto, se produjo por Oficio N° 90-2016, de fecha 06 de julio de 2016, ya en segundo trámite constitucional en el Senado;

 Segundo: Que de acuerdo a lo consignado en el Mensaje, la iniciativa legal está orientada a procurar una protección de los derechos de los consumidores más moderna, ágil y eficiente, a través de la introducción de modificaciones que tienen por objeto generar los incentivos adecuados, a fin de que los conflictos que afectan a una gran cantidad de ciudadanos en el tráfico económico se resuelvan dentro de plazos razonables.

 En dicho contexto, el proyecto propone un cambio en el rol que le corresponde al Servicio Nacional del Consumidor –en adelante SERNAC-, confiriéndole facultades para fiscalizar, sancionar, interpretar la ley y dictar normas de carácter general.

Se proponen también modificaciones a la forma de operación y financiamiento de las Asociaciones de Consumidores, considerando el papel fundamental que desarrolla la sociedad civil en la materia, en forma independiente del Gobierno y del sector privado. El proyecto toma como base el estado actual de la materia, en el que existen rigideces regulatorias que pesan sobre las referidas Asociaciones, amenazando la viabilidad financiera y el cumplimiento de las funciones de las mismas.

Si bien originalmente se proponía reemplazar la competencia de los Juzgados de Policía Local para resolver las infracciones e indemnizaciones en materia de conflictos de interés individual e indemnización de perjuicios, entregando esta última a los Tribunales Ordinarios de Justicia,  modificaciones introducidas durante el curso de su tramitación restituyeron dicha competencia a los primeros.

Finalmente, y con el objeto de poder preparar debidamente la implementación práctica de la modificación legislativa, el proyecto propone un artículo transitorio que precisa que las normas contenidas en el proyecto entrarán en vigencia transcurridos seis meses desde la fecha de su publicación, salvo ciertas normas excepcionales cuya vigencia se hace depender de un cronograma diferido por regiones;

Tercero: Que el proyecto de ley sometido a informe de la Corte Suprema consta de cuatro artículos permanentes. El artículo 1°, integrado por 56 numerales, introducen modificaciones a la Ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores; el artículo 2° modifica el Decreto Ley N° 2.757, que establece Normas sobre Asociaciones Gremiales; el artículo 3° reforma el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior (que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; mientras que el artículo 4° modifica el Código Orgánico de Tribunales. A ello se agregan por la iniciativa diez disposiciones transitorias;

 Cuarto: Que el artículo 54 Q consultado se enmarca en el contexto del “Procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores”, regulado en un nuevo párrafo 5° del Título IV del cuerpo legal cuya modificación se propone; el objeto declarado “es la obtención de una solución expedita, completa y transparente, en caso de conductas que puedan afectar el interés difuso o colectivo de los consumidores”. Su conocimiento estará a cargo de una Subdirección independiente y especializada del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC) y el procedimiento previsto se iniciará por resolución del Servicio, la que será dictada de oficio, a solicitud del proveedor, o en virtud de una denuncia fundada de una asociación de consumidores. Durante el curso de la tramitación también podrán formular observaciones los consumidores potencialmente afectados. 

En el referido procedimiento, si las partes llegasen a un acuerdo, el Servicio deberá dictar una resolución que establezca los términos y las obligaciones que asume cada parte. Como mínimo, la resolución deberá indicar, según dispone la iniciativa en estudio1:

· El cese de la conducta que afecte el interés colectivo o difuso;

· El cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones correspondientes a cada consumidor, cuando fuere procedente;

· Una solución proporcional al daño causado, que alcance a todos los consumidores afectados y esté basada en elementos objetivos;

· La forma en que se harán efectivos los términos del acuerdo y el procedimiento que utilizará el proveedor para efectuar las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones; y

· Los procedimientos con los que se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor.

 En conformidad con ello, el artículo 54 Q en análisis, fija un procedimiento para otorgar efecto erga omnes a los acuerdos arribados a través de dicha instancia administrativa, el que -en lo sustancial- consiste en su aprobación por parte del juez civil competente;

Quinto: Que en términos generales, ha de señalarse que la doctrina se cuestiona la utilización de los mecanismos alternativos de resolución de conflictos por la significación de la ausencia del poder del Estado aplicado a través de los tribunales. Sin embargo, en las materias tratadas por este proyecto de ley, es decir, en casos civiles y comerciales, el asunto parece ser bastante claro. “Cuando se resuelve un conflicto de esa naturaleza, declarándose nulo un contrato u obligándose a pagar una indemnización o una deuda, es quien ganó en ese juicio el que se beneficia con su resultado. Es cierto que a la comunidad toda le interesa que quien es moroso en sus obligaciones pueda ser obligado a pagarlas, pero le es bastante indiferente que esto se logre a través de una acción directa del Estado o por otros medios. El uso de la fuerza para compeler al cumplimiento de una obligación, como sabemos, es sólo un recurso residual y bien podría pensarse que sólo ante esa eventualidad nace la necesidad de proveer servicios judiciales estatales. En otros términos, en el común de los casos civiles y comerciales se estaría ante bienes puramente privados y, existiendo en el mercado otras alternativas para proveer ese bien (mediación y arbitraje, este último ya sea directamente o ante el caso de no haber acuerdo), no existiría razón alguna para que el Estado en forma indiscriminada lo produjera y proveyera. Es decir, no habría razones para que el Estado colocara funcionarios públicos para resolver estos casos y para que financiara el funcionamiento de este sistema, estableciendo su gratuidad”2
Sexto: Que por lo demás, la propia Organización de Naciones Unidas, a propósito del Estado de Derecho, ha reconocido que “los mecanismos oficiosos de justicia, cuando son compatibles con las normas internacionales de derechos humanos, tienen un papel positivo en la solución de controversias, y que todas las personas, en particular las mujeres y las personas que pertenecen a grupos vulnerables, deben disfrutar de un acceso pleno y equitativo a esos mecanismos de justicia”3.  Es decir, su utilización se trata de una medida de acceso a la justicia.

De allí surge, entonces, la duda respecto a la necesidad de que estos mecanismos cuenten con homologación judicial de los acuerdos arribados en su contexto; situación en que la doctrina se encuentra dividida.

Parte de ella considera que “los mecanismos autocompositivos de resolución de controversias están pensados únicamente para resolver el conflicto en fase declarativa, pero necesitarán ser complementados por la jurisdicción para la ejecución forzosa, y la adopción de medidas cautelares ejecutivas, además de otro tipo de colaboración, respecto al nombramiento de árbitros, prueba, acción de anulación, exequátur, etc. (…) Por lo anterior, se podría decir que el arbitraje, la mediación y la conciliación, más que sistemas alternativos a la jurisdicción, son sistemas complementarios a la misma”4  

Sin embargo, también se ha señalado que “si partimos de los principios constitucionales de libertad y de autonomía de la voluntad, y tenemos en cuenta que la justicia no se consigue en exclusiva por la jurisdicción, sino a través de estos otros mecanismos de solución de controversias, podemos considerar estos métodos de solución de conflictos como mecanismos autónomos de pacificación social, y por tanto, como sistemas independientes de acceso a la justicia”5. 

 Este modelo carente de mecanismos de imperio, fue el que primó en la implementación de las Unidades de Justicia Vecinal (UJV), en que “Dada la carencia de imperio propia de los órganos judiciales, el sistema funciona sobre la base de la voluntariedad tanto en cuanto a la comparecencia de las partes a la unidad, en cuanto a la posibilidad de acceder a un acuerdo en el caso de la mediación o conciliación o acceder a someterse al arbitraje y, finalmente en cuanto al cumplimiento de lo acordado”6.  Para soslayar esa carencia, las UJV contaban con un procedimiento de seguimiento de los casos consistente en una serie de tareas como visitas, llamadas telefónicas y otras formas de comunicación, previéndose incluso diversos niveles de intervención7;  mecanismo que de un total de 5.032 casos con solución acordada, resultó efectivo en términos de cumplimiento, en un 65% de los casos8, sin requerir intervención del sistema judicial.

Sin embargo, y a pesar de las mediciones, expertos que analizaron esta experiencia sostuvieron que “en cuanto a los incumplimientos se manifiesta la falencia de la carencia del acceso a un proceso judicial que pueda generar resoluciones ejecutables o dar ejecución a los acuerdos alcanzados por medio de la utilización de los sistemas alternativos a la solución de conflictos”9. Lo anterior, se atribuye a que el carácter voluntario de la participación de las partes se manifiesta finalmente en que, ante la negativa de cumplimiento, el sistema no tiene respuesta10.

 A su turno, a nivel comparado, en general, la ley le otorga mérito ejecutivo directo a los acuerdos arribados, permitiendo su exigibilidad directa, sin requerirse de una homologación del acta respectiva. Así sucede por ejemplo en Perú, donde la Ley de Conciliación Extrajudicial, “Le da a las actas de conciliación título de ejecución de sentencia, pudiendo ser llevada directamente ante el juez civil en caso de incumplimiento”11;  o en Panamá, donde el “acuerdo al que arriben tendrá carácter de título ejecutivo, pudiendo ser elevado a laudo arbitral cuando así las partes lo requieran (…). De otro modo, en caso de incumplimiento, se dará intervención a los tribunales ordinarios para que se efectivice la ejecución del título, de acuerdo al procedimiento normado para dicha materia”12. Misma situación ocurre en Colombia, donde “de acuerdo a la Ley 446, los acuerdos a los que lleguen las partes con ayuda de un conciliador tienen calidad de cosa juzgada, en tanto que al acta que recoge estos acuerdos se le reconoce mérito ejecutivo, pudiendo ser llevada ante un juez para obligar a su cumplimiento. Asimismo, los acuerdos impulsados por el conciliador en equidad surten efectos similares a los de un contrato de transacción”13. 

Sin embargo, la experiencia chilena difiere de aquéllas. En efecto, la Ley N° 19.968 (que crea los tribunales de familia), que introdujo el mecanismo de la mediación familiar, señala en su artículo 111, que el acta de mediación “deberá ser remitida por el mediador al tribunal para su aprobación en todo aquello que no fuere contrario a derecho, pudiendo el juez en todo caso, subsanar los defectos formales que tuviera, respetando en todo momento la voluntad de las partes expresada en dicha acta. Aprobada por el juez, tendrá valor de sentencia ejecutoriada”, regla que se introdujo con la intención de fomentar el cumplimiento de los acuerdos mediados14.

A la luz de los antecedentes antes reseñados, en opinión de esta Corte resulta adecuado el criterio de homologación de los acuerdos que propone el proyecto en análisis;

Séptimo: Que entrando al análisis concreto de la norma consultada, veremos que el inciso 1° del artículo 54 Q señala:

“Artículo 54 Q.- Para que el acuerdo contenido en la resolución dictada por el Servicio produzca efecto erga omnes, aquél deberá ser aprobado por el juez de letras en lo civil correspondiente al domicilio del proveedor”.

Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, cabe recordar que tanto la actual Ley N° 19.496 como el proyecto de ley en estudio, fijan la competencia de los juzgados de letras en lo civil para conocer de las demandas de protección del interés colectivo o difuso de los consumidores. En consecuencia, si los tribunales civiles son los órganos competentes para conocer de la tramitación de las demandas colectivas, y se acepta la postura respecto a que los acuerdos a los que arriben las partes deben ser aprobados por los tribunales de justicia, lo cierto es que los tribunales civiles parecen ser la sede adecuada para estos efectos.

Respecto de la competencia territorial del juez de letras, atendido a que se trata de demandas colectivas, en que la notificación individual de las personas no se realiza, sino a través del SERNAC, las asociaciones de consumidores o un procurador común, parece razonable que el tribunal que deba conocer sea aquel correspondiente al domicilio del proveedor, tal como lo pretende el proyecto;

Octavo: Que por su parte, y en la hipótesis de aceptarse la necesidad del control jurisdiccional sobre las decisiones autocompositivas, debe analizarse el alcance de las potestades que se le entregarán al juez, para atribuirle los efectos erga omnes al acuerdo.

Al respecto, señala el inciso 2° del artículo 54 Q: “El tribunal sólo podrá rechazar el efecto erga omnes si el acuerdo no cumple con los aspectos mínimos establecidos en el inciso segundo del artículo precedente”.

Dichos aspectos mínimos son los que se han reseñado en el numeral 3 de este informe, y se refieren al cese de las conductas infractoras, el cálculo de las compensaciones, y el modo en que se ejecutará el acuerdo, entre otros términos. De allí que, en conformidad con la letra del proyecto, la revisión que debe efectuar el juez es un análisis meramente formal, en tanto sólo deberá indagar si el acuerdo cumple o no con presentar dichos aspectos mínimos, sin efectuar una calificación mayor.

Si bien parece razonable que el tribunal no entre en la calificación de las circunstancias particulares que las partes han acordado, no es menos cierto que los tribunales y las resoluciones que éstos dicten, no pueden avalar conductas que vulneren las garantías mínimas establecidas por la Constitución y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos o disposiciones de orden público. De esta manera, más allá del mero análisis formal sobre la existencia de los requisitos identificados en el artículo 54 P, el tribunal a quien corresponda el análisis de los acuerdos, debería tener las facultades para analizar dichos aspectos;

Noveno: Que más adelante, el mismo inciso 2° del artículo 54 Q señala:

“El tribunal fallará de plano y sólo será procedente el recurso de reposición con apelación en subsidio en contra de la resolución que rechace el acuerdo”. 

Como un primer aspecto a resaltar, llama la atención la forma en que el proyecto de ley faculta a los tribunales para conocer de los acuerdos recaídos en estas causas. En efecto, la forma de ordenar una actuación judicial “de plano”, no es una vía prevista ordinariamente por nuestra legislación15, limitándose su utilización para casos específicos y sin mayor relevancia, lo que pareciera no corresponder a este caso.

En efecto, tratándose de la única intervención del tribunal en estas causas, y considerando el análisis de garantías mínimas que el tribunal debiese efectuar en conformidad con lo señalado en el acápite anterior, las actuaciones del tribunal debieran realizarse, al menos, con conocimiento de las partes, en conformidad con lo señalado en el artículo 69 inciso 2° del Código de Procedimiento Civil; sobre todo, en consideración a los efectos que se siguen de la dictación de esta resolución aprobatoria, como por ejemplo, el inicio del cálculo del plazo para publicar el extracto del acuerdo en los medios que correspondan.

Ahora bien, sin perjuicio de lo anterior, sería aconsejable revisar la redacción del inciso en referencia, de manera de dejar en absoluta claridad el procedimiento al que se someterá la presentación del acuerdo contenido en la resolución del Servicio Nacional del Consumidor, en el sentido que éste se resolverá de plano por el tribunal, sea para darle aprobación o para rechazarlo. Si bien, esa forma de conocer y resolver ya es posible de colegir del tenor actual del acápite en mención, lo cierto es que la alusión expresa al rechazo del acuerdo y del régimen recursivo asociado a ello en que ahora se centra ese párrafo, hacen necesario perfeccionarlo, con la finalidad de evitar eventuales incertezas o dificultades en su interpretación; 

Décimo: Que una vez aprobado el acuerdo por parte del tribunal, y publicado su extracto en el Diario Oficial, en un medio de circulación nacional y en el sitio web institucional del Servicio, el inciso 3° del artículo 54 Q otorga efectos al acuerdo, disponiendo que: 

“(…) el acuerdo surtirá los efectos de una transacción extrajudicial respecto de todos los consumidores potencialmente afectados (…)”. 

Sin perjuicio de lo anterior, caben dudas sobre el plazo fijado para la publicación del extracto del acuerdo en los medios correspondientes, y que repercuten sobre la naturaleza que el legislador quiere asignarle a la aprobación judicial. En efecto, señala el inciso 4° del artículo en análisis:

“Las publicaciones deberán efectuarse a más tardar dentro de décimo día desde la fecha de la resolución administrativa en la que conste el acuerdo o desde que quede ejecutoriada la resolución judicial que lo aprueba, según sea el caso”. 

De lo anterior, no es claro si el artículo en su integridad permite que existan acuerdos colectivos sin efectos erga omnes (es decir, sólo respecto de quienes han sido efectivamente representados en el acuerdo), requiriendo para ello la sola publicación de la resolución del Servicio en los diarios y medios que la ley señala; o, si por el contrario, la aprobación judicial se requerirá en todos los casos de acuerdos colectivos, incorporándose, incluso, los acuerdos arribados en casos donde los consumidores afectados sean determinables (afectaciones colectivas) o indeterminados (afectaciones difusas), lo que hace aconsejable precisar este punto;

Undécimo: Que en materia de reserva de derechos, el inciso 5° del artículo 54 Q dispone:

“En aquellos casos en que el acuerdo tenga efecto erga omnes, durante el plazo a que hace referencia el inciso anterior, los consumidores afectados que no estén conformes con la solución alcanzada, para no quedar sujetos a ésta, deberán efectuar reserva expresa de sus acciones individuales ante el tribunal que aprobó el acuerdo, lo que podrán realizar sin patrocinio de abogado, concurriendo personalmente al tribunal o ingresando a la Oficina Judicial Virtual del Poder Judicial o al sistema que lo reemplace”.

Esta disposición se condice con el espíritu de los acuerdos colectivos voluntarios en tanto facilita a los consumidores que, sin tener intenciones de quedar amparados por el efecto expansivo de la aprobación judicial, hagan reserva judicial de sus derechos, dentro del plazo de 30 días contados desde la publicación del extracto del acuerdo en el Diario Oficial y un medio de circulación nacional, así como en el sitio web institucional del Servicio.

Así entonces, parece darse pie al logro de acuerdos colectivos, con pleno respeto de los derechos individuales;

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expresados el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para recabar su opinión sobre el contenido del artículo 54 Q, previsto en el artículo 1° numeral 45) del proyecto.

Se previene que las Ministras señoras Maggi, Egnem y Chevesich no concurren al párrafo final del fundamento octavo, ni a los motivos noveno y décimo, toda vez que fueron de opinión de informar favorablemente el artículo 54 Q que motiva la consulta materia de los antecedentes, tal como viene planteado en la iniciativa de ley que se examina.”.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de que la Comisión de Hacienda efectuó enmiendas respecto de las siguientes disposiciones del texto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: número 23), artículo 54 O del número 45) y artículo 55 D del número 46), todos del artículo 1°; y artículo tercero transitorio. En todos los casos, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.


Se hace presente que esta  constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, tuvo lugar una presentación general del proyecto de ley, a cargo de los representantes del Ejecutivo. Del mismo modo, expusieron sus planteamientos los representantes de la Asociación Gremial Retail Financiero, de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, de la Confederación de la Producción y el Comercio y de Entel.


En primer término, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes, y el Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, desarrollaron la siguiente exposición:

Proyecto de Ley que Fortalece la Institucionalidad de Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín 9369-03)

El señor Ministro destacó que mediante el proyecto se aborda la situación de desbalance que en la actualidad existe entre los derechos de los consumidores, por una parte, y las empresas proveedoras de bienes y servicios, por otra. En la práctica, graficó, de un universo aproximado de 300 mil reclamos, persiste un porcentaje que ni siquiera es respondido por las empresas, lo que muchas veces se traduce en que el consumidor afectado deba ejercer, a su costa y cargo, acciones ante los juzgados de policía local.

Reestablecer una relación de equilibrio entre dichos actores, por consiguiente, es el propósito de la iniciativa en estudio. 

Proyecto de Ley

[image: image43.png]1.~ ) Nuevas atribuciones del Servicio Nacional del Consumidor

2.-) Fortalecimiento del SERNAC a nivel organico

ento efectivo de la ley y la proteccion de los

Regulacién y perfeccionamiento del Procedimiento de mediacion colectiva
desarrollado por el Servicio Nacional del Consumidor

Estatuto especial para las PYMES

Servicio Nacional del Consumidor




1. Nuevas atribuciones del Servicio Nacional del Consumidor

Facultades Fiscalizadoras

- Plan de Fiscalización por Riesgo.

- En caso de oposición a la Fiscalización - Auxilio Fuerza Pública con autorización Judicial.

- Información al proveedor (objetivo y normas aplicables).

- Proveedor puede perseguir responsabilidad administrativa del funcionario.

El señor Ministro subrayó que hasta ahora el SERNAC no cuenta con facultades fiscalizadoras. Que son necesarias, manifestó, ha quedado una vez más demostrado recientemente durante la implementación de la ley de estacionamientos, donde se llegó a dar el caso de empresas que en los avisos expuestos a la clientela incluyeron falsas referencias a disposiciones que, en rigor, no formaban parte del articulado de la ley.

Facultades Sancionatorias

- Consumidor podrá elegir libremente: SERNAC o Juzgado de Policía Local (JPL).

- Mecanismos de terminación alternativa (valor de cosa juzgada, sin imposición de sanciones).

- Conciliación obligatoria.

- Término del Procedimiento (condenar pago multa, ordenar cese conducta, disponer medidas correctivas o preventivas, restitución cantidades pagadas en exceso).

- Resolución de término está sujeta a control jurisdiccional. Se puede reclamar ante JPL.

- Ejercicio Facultad sujeta a control: reposición administrativa y recurso de ilegalidad (judicial).

- Juicio indemnizatorio posterior ante JPL.

Facultades interpretativas y normativas

- Interpretar administrativamente la normativa.

- Dictar normas e instrucciones de carácter general.

- Atribución del Director Nacional.

- Apoyo técnico Subdirección.
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. 

- Facultades acotadas a ciertas normas propias del derecho del consumidor (artículos 3 inciso 1 y 2; 16; 21; 28; 30 y 32).

- Deben contener fundamentos que hagan necesaria su dictación, incluyendo la definición del problema que se pretende abordar, la justificación técnica y los estudios e informes en que se apoyen.

- Periodo consulta pública previa (elaboración informe).

- Sistematización para facilitar acceso.

- Reclamo por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago.

En relación con la coherencia regulatoria, el señor Ministro hizo hincapié en que se trata de que en aquellos casos en los que existe un regulador especializado (como la Comisión para el Mercado Financiero u otros), el SERNAC deba solicitar un informe favorable previo a la emisión de cualquier normativa sobre la materia pertinente.

Por otra parte, la Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Macarena Lobos, consignó que mediante el presente proyecto de ley se están confiriendo al SERNAC todas las atribuciones de las que, típicamente, gozan las Superintendencias de otros ramos, a saber: interpretación normativa, dictación de normas, fiscalización y sanción.

2. Fortalecimiento del SERNAC a nivel orgánico

Nuevo estatuto de nombramiento y remoción Director Nacional

- Consejo de Alta Dirección Pública.

- Terna 4/5 votos favorables.

- Régimen inhabilidades estricto.

- Se extiende duración incompatibilidades: 6 meses siguientes a cesación en cargo.

- Se prohíbe candidatura a cargos de elección popular hasta un año después de cesación en el cargo.

Separación de funciones al interior del Servicio

- Subdirecciones independientes.

- Facultad sancionatoria radica en Direcciones Regionales (no existe recurso jerárquico, excluyendo así la intervención del Director Nacional).

- Sanciones a funcionarios en caso de incumplimiento de deberes asociados a separación funciones.

Nuevas oficinas, aumento de presupuesto y de dotación

- Direcciones Regionales con nueva dotación para cumplir nuevas funciones.

- 15 nuevas oficinas regionales, 10 nuevas oficinas provinciales.

- Nuevos funcionarios Conciliación.

- Nuevos funcionarios para efectos de constituir “murallas chinas”.

El señor Ministro consignó que el gasto fiscal asociado al proyecto de ley es del orden de $ 24.000 millones, de acuerdo con los informes financieros emitidos por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda -de los que se da cuenta más adelante en el presente informe-. Es necesario dejar constancia de ello, sostuvo, toda vez que algunos actores interesados han pregonado, equivocadamente, que los costos involucrados no son esos, sino otros muy superiores.

Remuneraciones

- Nueva Escala de Remuneraciones, acorde al rol fiscalizador

- Bonificaciones serán determinadas mediante un decreto con fuerza de ley (bonificación de la Ley de Modernización y de la ley de incentivo al desempeño de funcionarios públicos).

- Encasillamiento/traspaso de 100% funcionarios, según corresponda (planta / contrata).

3. Mejoras para el cumplimiento efectivo de la ley y una protección efectiva de los Derechos de los Consumidores
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El Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz, explicó que en el proyecto se establecen diversos topes, y no pisos, de multas, en función de la naturaleza de los distintos tipos de infracciones. Fruto del trabajo mancomunado durante su tramitación en el Congreso Nacional, resaltó, se ha configurado un esquema racional y objetivo para la aplicación de aquellas.

Incorporación de un robusto sistema de graduación de la multa aplicable al caso concreto

Criterios para determinar el valor de la multa:

- Cuantía de lo disputado.

- Grado de asimetría de información consumidor-proveedor.

- Situación económica del infractor, etc.

Duración de la conducta como criterio adicional.

Juicios colectivos - juez puede aplicar multa por cada consumidor afectado o una multa única. Se incorpora límite absoluto de 45.000 UTA

El señor Director expuso que conforme a esta propuesta, las facultades sancionatorias del Servicio se aplican única y exclusivamente a casos individuales. Para la imposición de multas en juicios colectivos, en cambio, la atribución se radica en los jueces de letras. Para esto último, se establece un criterio claro de que la multa debe ser aplicada cuando la infracción de que se trate perjudique a todos los consumidores. Esto significa, por ejemplo, que en un caso de publicidad engañosa, si bien es cierto que genéricamente resultan afectados todos los consumidores, ello no ocurre con cada uno de ellos específicamente. Tal especificidad sólo tiene lugar cuando, en virtud de dicha publicidad, se ha suscrito un contrato o se ha verificado un cobro indebido. Es para estos casos, entonces, que se ha definido, primero, un límite absoluto de 45.000 UTA y, segundo, que no será aplicable una multa por cada consumidor afectado si cada uno de ellos ha sido reparado efectiva e íntegramente.

Con esto, resaltó, se demuestra que el fin último de la ley no es el cobro de multas, sino colocar los incentivos adecuados para la obtención de soluciones en forma previa a la intervención de los tribunales de justicia. 

Tratándose de juicios individuales, en efecto, se generan instancias de conciliación obligatoria anteriores al procedimiento sancionatorio, gracias a convenios con las municipalidades. En juicios colectivos, en tanto, se da forma a un procedimiento prejudicial voluntario colectivo, reglado, en el que opera una verdadera muralla china entre quienes participan de él y quienes se encuentren llamados a demandar colectivamente. Esta nueva figura, manifestó, resulta relevante porque viene a replicar el esquema de delación compensada con que cuenta la Fiscalía Nacional Económica.

Adicionalmente, complementó, se propone todo un sistema de atenuantes y agravantes.

Atenuantes:

- (i) haber reparado el daño producido al consumidor. Se precisa que es una medida de mitigación sustantiva.

- (ii) la colaboración prestada por el infractor al Servicio Nacional del Consumidor, que debe ser sustancial.

- (iii) autodenuncia.

- (iv) no haber sido sancionado anteriormente por la misma infracción durante los últimos 24 meses.

Agravantes:

- (i) haber causado un daño patrimonial grave o haber puesto en grave riesgo la seguridad o integridad física de los consumidores, o haber afectado su dignidad, y

- (ii) la reincidencia del proveedor, por la misma infracción.

El señor Director del SERNAC puso de relieve que se está generando un procedimiento sancionatorio de los más reglados del Derecho Administrativo chileno, con una serie de cortapisas orientadas a reducir los espacios de discrecionalidad en el actuar de la autoridad.

Reafirmación principio especialidad en la aplicación de multas

- Se ha propuesto reafirmar la primacía de la ley especial (“principio de especialidad”).

- La sanción impuesta por la aplicación de una ley especial impedirá al SERNAC aplicar, en virtud de la ley de protección al aconsumidor, una sanción adicional.

- Obligación de coordinación con organismo sectorial.

El señor Director del SERNAC afirmó que el artículo 2° bis vigente de la ley de protección al consumidor consagra el rol subsidiario de esta legislación, que no se aplica donde hay una legislación especial. El proyecto de ley, enfatizó, no innova al respecto.
Incorporación de daños punitivos en casos de interrupción injustificada de servicios básicos

- Indemnizar por vía punitiva al consumidor afectado.

- Monto equivalente a 10 días del consumo del mes anterior por cada día sin suministro.

- Sólo tendrá lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una indemnización de esta naturaleza (servicios sanitarios, gas de red).

4. Remoción de obstáculos que impiden una protección efectiva de los consumidores afectados en sus derechos

Modificaciones

- Incorporación de reglas de carga dinámica de la prueba juicios individuales.

- Aumento de plazo de prescripción (6 meses a 2 años).

- Se mantiene comparecencia sin patrocinio de abogado ante juzgados de policía local y mecanismos de asistencia judicial.

5. Regulación y perfeccionamiento del procedimiento de mediación colectiva desarrollado por el Servicio Nacional del Consumidor

Procedimientos Voluntarios Colectivos

- Regular a nivel legal los procesos de mediación colectiva desarrollados por SERNAC.

- Procedimiento reglado, con plazos máximos de duración (tres meses prorrogables por una sola vez).

- Unidad independiente y especializada del Servicio

- Principios básicos: indemnidad del consumidor, economía procesal, publicidad e integridad del proceso.

- Asociaciones de Consumidores y los consumidores afectados pueden efectuar apreciaciones a soluciones.

- Se suspende la posibilidad de iniciar juicios colectivos mientras el procedimiento está en curso.

El señor Director del SERNAC dio a conocer que el procedimiento de mediación colectiva ha demostrado ser el mecanismo más eficiente con que cuenta el Servicio en la actualidad. Ha permitido la obtención de alrededor de $4.000 millones en compensaciones para los consumidores, sin la aplicación de multas.

Solución

(i) cese de la conducta;

(ii) cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas;

(iii) solución proporcional al daño causado; 

(iv) forma en la que se harán efectivos los términos del acuerdo, y 

(v) los procedimientos por los que se cautelará.

- Pondrá término al caso con fuerza de cosa juzgada, otorgando certeza jurídica a todas las partes.

- Exigencia de aprobación judicial del acuerdo alcanzado para que tenga efecto erga omnes.

- Prohibición de utilizar en juicio la información que ha sido obtenida previamente en el contexto de una mediación colectiva.

6.  Mejoras en el procedimiento especial para defensa del interés colectivo o difuso de los consumidores

Reparación íntegra de los daños causados al consumidor

- Se elimina la prohibición de reclamar la indemnización del daño moral en juicios de interés colectivo o difuso.

- Principio reparación integral de los daños.

- Tribunal podrá indemnizar el daño moral en los juicios colectivos, estableciendo un mínimo común a todos ellos.

El señor Director del SERNAC explicó que de acuerdo con la legislación vigente, el daño moral sólo puede ser reclamado individualmente. Sin embargo, tanto el análisis de la realidad local como el del derecho comparado indican que el procedimiento colectivo constituye la única manera de reducir las barreras de entrada y los costos de transacción asociados a la vía judicial. La restricción del daño moral puramente a reclamaciones individuales, en consecuencia, no resulta económica ni jurídicamente justificada. 

Es claro, agregó, que ante situaciones de interrupciones de servicios sanitarios o eléctricos, por ejemplo, los daños están muy asociados a las molestias ocasionadas por la falta de agua o luz eléctrica. Tal afectación no podría ser hoy representada colectivamente, por lo que se hace necesario establecer un procedimiento que la recoja. En dichos casos, entonces, el rol del Servicio será propiciar una reparación íntegra de los daños, generando estándares mínimos comunes para todos los consumidores. Si por sobre dichos estándares un consumidor aspira a probar un daño mayor, podrá hacerlo, pero de manera individual. 

Se establecen criterios y límites máximos para imposición de multas en estos juicios

- Se imponen límites máximos en razón de las ventas o del beneficio económico obtenido por el infractor.

- En caso de repararse efectivamente el daño causado, no procederá la aplicación de una multa por cada consumidor.

7. Fortalecimiento de las Asociaciones de Consumidores

Promoción y facilitación de la viabilidad financiera y gestión de las asociaciones
- A través del Fondo Concursable se les asignarán recursos.

- Carácter de organizaciones de interés público.

- Categoría de asociación nacional de consumidores (financiamiento especial).

- Se permite que los remanentes no transferidos ni reclamados provenientes de soluciones alcanzadas a través de mediaciones o en el contexto de juicios colectivos, integren el Fondo Concursable

- Posibilidad de que ejecuten y celebren actos y contratos civiles y mercantiles para cumplir sus objetivos.

- Posibilidad de pagar honorarios profesionales a sus socios y reembolsar los gastos de representación.

- Prohibición de repartir excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre los miembros fundadores, directores, socios, personas relacionadas con los anteriores o trabajadores de las asociaciones.

- Exigencias de transparencia en relación al financiamiento de las asociaciones de consumidores (costas).

- Se propone una reforma al decreto ley N° 2757, que establece normas sobre asociaciones gremiales.

Nuevas atribuciones y tareas de las Asociaciones de Consumidores

- Desarrollar mediaciones individuales entre consumidores y proveedores (valor de transacción extrajudicial).

- Posibilidad de brindar asesoría jurídica a consumidores ante los JPL.

- Rol específico en el procedimiento de mediación colectiva que desarrollará el SERNAC (formular observaciones y realizar aportes en todas las instancias pertinentes).

8. Estatuto Especial para las Pymes

Modificaciones 

- Plazos más beneficiosos al considerar sanciones anteriores como agravantes o atenuantes.

- Tope de multa en juicio colectivo, en relación a las ventas de la línea de producto o servicio, es inferior.

- Primera multa impuesta a una micro o pequeña empresa se rebajará en un 70%.

- La multa podrá ser reemplazada por una capacitación.

- Procedimientos de fiscalización: podrá el Servicio dar un plazo a las micro y pequeñas empresas para dar cumplimiento a las normas. 

Al finalizar la presentación del Ejecutivo, el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo expresó el especial interés del Gobierno porque la implementación de la ley, una vez que el proyecto sea aprobado, se lleve a cabo de manera gradual. Esto, con miras a que la próxima Administración cuente con el plazo necesario para hacerlo. En tal sentido, hizo ver que el texto en su momento aprobado por la Comisión de Economía del Senado resulta preferible, en lo pertinente, al despachado por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

Enseguida, el Honorable Senador señor García consultó si las nuevas facultades fiscalizadoras con que se dotará al Servicio, aparejarán un incremento en las rentas de sus funcionarios.

La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Lobos, afirmó que será aplicable al SERNAC la escala de remuneraciones prevista en el decreto ley N° 3.551, de 1981, del Ministerio de Hacienda, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público.

El Honorable Senador señor Coloma planteó sus dudas acerca de la conveniencia de entregar a una sola autoridad, en la especie el Director del SERNAC, atribuciones para dictar normas, interpretarlas, fiscalizar su cumplimiento e imponer sanciones. Es evidente, observó, que el consumo moderno exige una actualización de la legislación y esquemas nuevos que se hagan cargo de la realidad. No obstante, la concepción misma del Estado de Derecho descansa sobre la separación de poderes y la repartición de las distintas funciones entre una serie de instituciones, cuestión que en este caso no estaría aconteciendo.

A lo anterior, añadió, se suma lo discutible que resulta la constitucionalidad de algunas de las disposiciones del proyecto. Por ejemplo, aquella que permite al SERNAC denunciar una infracción y, al mismo tiempo, instruir un procedimiento administrativo para sancionar directamente.

En lo que importa al sistema de sanciones, solicitó mayores antecedentes respecto de la regulación del daño moral colectivo que se ha enunciado, habida cuenta que, tradicionalmente al menos, se ha sostenido que ese tipo de daño es por naturaleza personalísimo. Reparó, asimismo, en que los topes de las multas parecen ser demasiado elevados. 

El señor Ministro expuso que con miras a resguardar preocupaciones como las precedentemente señaladas, se ha diseñado un modelo que reúne ciertas características. Entre ellas, que el ejercicio de las facultades normativas ha sido acotado a una serie determinada de materias, y siempre en función de un informe favorable de un regulador especializado (la CMF o una Superintendencia) que cuenta, asimismo, con facultades normativas.

En relación con las multas, recordó que en su momento, cuando se modificó la institucionalidad de libre competencia, se creó el tribunal del ramo y aquéllas fueron aumentadas, hubo voces que vaticinaron un virtual colapso en el funcionamiento de la economía. Claramente, consignó, no fue así. Muy por el contrario, a poco andar se pudo constatar que esas multas resultaban en muchos casos marginales en comparación con las utilidades obtenidas por las empresas infractoras. Fruto de ello, incluso, recientemente se ha aprobado un nuevo incremento de las multas. 

El Ejecutivo, prosiguió, considera adecuados los límites de multas que en esta ocasión se están proponiendo, los que, destacó, contienen gradualidades para su aplicación. De este modo será posible asegurar que la función fiscalizadora cumpla un papel activo y efectivo en la garantía de derechos que ya están consagrados en la ley del consumidor, pero que no logran ser cautelados precisamente por la ausencia de instrumentos idóneos.

A su turno, la señora Lobos observó que a lo largo de la tramitación del proyecto de ley el debate se ha centrado, fundamentalmente, en torno a las facultades interpretativas y normativas del SERNAC.

Sobre el particular, puso de relieve que todas las instituciones fiscalizadoras y otras como el Servicio de Impuestos Internos o la Dirección del Trabajo, tienen una larga tradición reuniendo dichas facultades, sin que su constitucionalidad haya sido objetada. Ahora bien, siendo efectivo que el ámbito competencial del SERNAC es más amplio que el de las Superintendencias, se ha establecido una serie de resguardos que permiten enmarcar el ejercicio de la facultad normativa, a saber:

- Sólo el Director Nacional puede ejercerla, y respecto de las siguientes taxativas materias: libre elección del consumidor, información veraz y oportuna, publicidad y promociones, garantía legal, seguridad de productos y cláusulas abusivas. 

- En aquellos ámbitos en los que existe un regulador especial, se requerirá el informe favorable de éste. Esta obligación, subrayó, es superior al deber de mera coordinación regulatoria que opera en otros cuerpos legales. 

- Consulta pública de las normas que se pretende dictar.

- Estudios de impacto regulatorio.     

Complementando lo expuesto, el señor Director del SERNAC expresó que se está en presencia de un diseño de política pública que comprende un diagnóstico compartido acerca de una relación que, por asimétrica, se presta para abusos sobre los consumidores. Para cambiar esa realidad, es preciso contar con una institucionalidad robusta encabezada por una agencia administrativa. El SERNAC, afirmó, no es nada de eso hoy en día, pues ni siquiera cuenta con una planta funcionaria propia. De ahí la importancia del presente proyecto de ley, que se hace cargo de lo imperioso que resulta fortalecer al Servicio desde una doble perspectiva. Orgánica, en primer lugar, con carrera funcionaria, niveles de remuneración apropiados y separación estricta de funciones. Y de atribuciones, en segundo término, fundamentalmente de carácter normativo (restringidas, como ya se expresara), de fiscalización (por riesgo), y de sanción (delegada en los directores regionales).

En relación con las acciones de daño moral colectivo, por otra parte, resaltó que se trata de una respuesta novedosa, en el marco de la evolución permanente del Derecho, para temas que también son nuevos. Basada en las mismas consideraciones tenidas en cuenta cuando, en su oportunidad, se incorporaron las acciones de clase en la ley del consumidor: que el costo de reclamar es mayor a los beneficios que se obtienen del reclamo. En tal predicamento, con el daño moral colectivo se apunta a evitar que ciertos daños mínimos no sean compensados, como ocurre hoy cuando, por ejemplo, producto de las barreras de entrada, el consumidor que ha sufrido el corte de un servicio desiste de su derecho a ejercer acciones. 

En cuanto a las multas, manifestó que además de su graduación, topes y sistemas de atenuantes y agravantes, es digno de destacar la posibilidad de que no sean aplicadas en los juicios colectivos cuando la empresa repare el mal causado.

Puso de relieve que el parámetro para analizar, en el futuro, si la nueva institucionalidad resultó o no exitosa, deberá ser la constatación de si las empresas han realizado las inversiones y prevenciones necesarias para evitar la imposición de las sanciones a las que se exponen. No se debe perder de vista, recordó, que ya ha habido intentos en el pasado que no han dado resultados. Fue el caso del denominado “Sello SERNAC”, que daba a las empresas financieras la opción de adoptar una serie de medidas contractuales o de atención al cliente. Si bien la creación de un “SERNAC Financiero” fue muy exitosa, por cuanto reconoció de manera expresa los derechos de los consumidores en ese ámbito y elevó los niveles de protección, lo cierto es que el sello, propiamente tal, no prosperó ni fue bien evaluado por las empresas. Al punto, graficó, que ninguna de estas cuenta con él al día de hoy. 

Con base en dicha experiencia y en todo el bagaje adquirido, se persigue ahora establecer incentivos correctos, adecuados y consistentes con el nivel de desarrollo de nuestro país.       

El Honorable Senador señor Montes planteó las siguientes consultas o inquietudes:

- Si se ha evaluado la posibilidad de que, en vez de un director unipersonal, sea un Consejo o algún otro cuerpo colegiado el encargado de la dirección del Servicio. 

- A la fecha de la primera sesión celebrada por la Comisión de Hacienda, no se cuenta con un informe financiero de la Dirección de Presupuestos que consolide y actualice el gasto fiscal que el proyecto de ley va a irrogar.

- En relación con la primacía de las legislaciones especiales por sobre la del consumidor, en general aquellas son más débiles y precarias que ésta, y en consecuencia menos favorables para los consumidores..

- Cuál ha sido la opinión manifestada por las organizaciones de consumidores sobre las diversas temáticas del proyecto de ley.

El señor Director del SERNAC afirmó que fue objeto de análisis la posibilidad de establecer, en relación con las facultades normativas, un gobierno corporativo mixto. Se desestimó, no obstante, en atención a que habría significado restringir severamente su ejercicio. Por lo demás, complementó, en general la dirección de este tipo de instituciones, como la Fiscalía Nacional Económica, es unipersonal. 

A mayor abundamiento, puso de manifiesto que las políticas de protección al consumidor y libre competencia son complementarias. Así, en el futuro, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia será el encargado de sustanciar el procedimiento para establecer compensaciones e indemnizaciones por los daños causados a los consumidores en el ámbito de la libre competencia. 

En lo que respecta a la primacía de las leyes especiales, observó que se trata de una concesión normativa que sirve para relevar el equilibrio que el proyecto de ley se ha puesto como objetivo. Si bien ha habido voces demandando que los derechos y garantías de la ley del consumidor tengan preferencia a todo evento, el Ejecutivo ha optado por una solución intermedia que permita asegurar ciertos estándares, pero sin pasar por encima de dichas leyes especiales. Esto, por cierto, en caso alguno supone la existencia de niveles de desprotección, toda vez que determinadas instituciones (como la seguridad en la publicidad o las cláusulas abusivas) sólo se encuentran reguladas en la ley del consumidor, lo que tiene como efecto que deben ser desde luego aplicadas. Concurre, en consecuencia, un mínimo común de protección en las áreas de vivienda, telecomunicaciones, servicios, etc., que se verá reforzado por la definición de parámetros comunes, a los que será posible propender en virtud del informe favorable que, en ejercicio de sus facultades normativas, el SERNAC deberá requerir a los reguladores sectoriales.

El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo sostuvo que las adecuaciones de que ha sido objeto la  iniciativa de ley se hacen cargo, asimismo, de las observaciones formuladas por las asociaciones de consumidores en el sentido de introducir mayor flexibilidad a sus actuaciones. Incorporando, hizo hincapié, adecuados niveles de transparencia de cara a la ciudadanía.

Complementando lo anterior, el señor Director del SERNAC reseñó las materias respecto de las cuales los planteamientos de buena parte de las asociaciones de consumidores fueron acogidos: reconocimiento del carácter de organizaciones de interés público; duplicación del Fondo Concursable (si bien la demanda de las organizaciones era contar con fondos basales en la ley de presupuesto, a lo que no se accedió); eliminación de la prohibición de desarrollar actividades lucrativas; posibilidad de que sus socios puedan recibir honorarios profesionales; profesionalización de sus funciones; facultades para celebrar contratos civiles y mercantiles; listado no taxativo de actividades que pueden realizar; facultad de realizar mediaciones individuales, a solicitud de los consumidores; facultad de brindar asesorías a los consumidores en los juzgados de policía local; participación en mediaciones colectivas; establecimiento de una categoría de asociación nacional de consumidores; integración al Fondo de los remanentes no transferidos, procedentes de soluciones colectivas; mejoras al procedimiento colectivo en relación con tacha de testigos, daño moral o carga dinámica de la prueba, entre otros.

---


A continuación, hicieron uso de la palabra, a nombre de la Asociación Gremial Retail Financiero, su Vicepresidente Ejecutivo, señor Claudio Ortiz, y el asesor legal, señor Eduardo Escalona. Desarrollaron la siguiente presentación:

Antecedentes del proyecto de ley para el fortalecimiento del SERNAC

El señor Ortiz expresó que el propósito de la institución a la que representa es contribuir a dar forma a un proyecto de ley equilibrado. Siendo varios los aspectos positivos del mismo, restan otros, sin embargo, susceptibles de ser corregidos.

Dimensión del Problema
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El señor Ortiz indicó que el peak de reclamos se produjo el año 2012, asociado al denominado “Caso La Polar”. Sostuvo que desde entonces el problema se encuentra contenido y con tendencia a la baja.

Evolución de Reclamos Anuales
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Total de reclamos mercado financiero
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Reclamos del Retail Financiero cada 10 mil operaciones 
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Respuesta de los Proveedores – año 2016 
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Entre los años 2014 y 2016:

- El comportamiento en general de las empresas se ha mantenido constante.

- Los reclamos resueltos favorablemente por parte de las empresas nunca han superado el 60% y las respuestas negativas se han mantenido siempre cercanas al 40%.
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Presupuesto Sernac
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1 Para 2017 considera el IPC de la Actualización de Proyecciones 2017 del Ministerio de Hacienda

2 Informe Financiero que incorpora Consejo Normativo, eliminado por la Comisión de Constitución

Presupuesto Sernac comparado
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1 Informe Financiero que incorpora Consejo Normativo, eliminado por la Comisión Constitución

Costo Real del Proyecto

- Presupuesto Anual en régimen M$ 38.459, aproximadamente US$ 59,2 millones (actualizado a moneda 2017). Esto incluye presupuesto incremental futuro y actual gasto corriente.

- 106.341 reclamos no son respondidos o acogidos por los proveedores, según estadísticas 2016 del SERNAC, para toda la economía.

- El costo unitario para el Estado de solución de estos reclamos es de US$556 o $362 mil aprox.

- El promedio de la cuantía de los reclamos: $ 300 a $ 400 mil.

Problema estructural del Proyecto

El asesor legal de Retail Financiero A.G., señor Eduardo Escalona, enfatizó que el punto de partida desde el cual se entregan nuevas atribuciones al SERNAC es diferente al de todas las otras Superintendencias, por cuanto ya cuenta con legitimación activa para presentar acciones colectivas. De esta manera, el problema será no sólo que reunirá los roles de juez y parte, sino también el de abogado defensor o representante judicial en relación con las materias sobre las que, más tarde, deberá juzgar. 

- Concentración de atribuciones sin precedentes.

- Se fortalece SERNAC, con facultades para dictar normas e instrucciones de carácter general, interpretar, fiscalizar y sancionar.

- Lo anterior, manteniendo las facultades de mediar (a través del rebautizado “procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores”), y la legitimación activa en acciones colectivas.

- Y olvidando que SERNAC, igual que la Fiscalía Nacional Económica (“FNE”) no es un órgano imparcial, a diferencia de las Superintendencias (“Ss”):
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- Director Nacional podrá dictar normas e instrucciones de carácter general sobre: (1) libre elección del bien o servicio y el silencio del consumidor en los actos de consumo; (2) información veraz y oportuna; (3) no discriminación; (4) seguridad en el consumo de bienes y servicios; (5) productos financieros, en relación al costo total del crédito, carga anual equivalente, condiciones objetivas de rechazo del crédito y liberación de garantías; (6) buena fe en los contratos de adhesión; (7) ejercicio del derecho de garantía; (8) publicidad; (9) exhibición de precios y características de los bienes; (10) información básica comercial; y (11) seguridad de productos y servicios.

- Director Nacional ejercerá las facultades normativa e interpretativa, con evidentes conflictos de interés que no se solucionan con supuestas “murallas chinas”, incompatibles con un servicio público jerárquico.

- Consulta ciudadana previa y opinión del regulador sectorial competente. Aunque sean obligatorias, no solucionan los conflictos de interés.

Inconstitucionalidad del Proyecto

Al respecto, el señor Escalona expuso que al establecer separaciones al interior de un mismo Servicio, mediante la creación de Subdirecciones que no podrán comunicarse entre ellas, el proyecto de ley contraviene diversas disposiciones constitucionales y legales.
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---

A continuación, hizo uso de la palabra el Secretario General De la Cámara Nacional de Comercio Servicios y Turismo de Chile (CNC), señor Daniel Montalva, quien dio lectura a la siguiente minuta:
“Observaciones de la Cámara Nacional de Comercio al proyecto de ley que propone fortalecer el SERNAC.

El proyecto de ley que fortalece al SERNAC genera gran inquietud al interior de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile F.G.N., en consideración a que, entre otras materias, permite la indemnización del daño moral en juicios colectivos e incluye las indemnizaciones y daños punitivos en nuestro ordenamiento jurídico. Sin embargo, entendemos que tales materias exceden el mandato de la presente Comisión de Hacienda, por lo que únicamente nos referiremos a las nuevas funciones del SERNAC a que hace referencia el informe financiero del proyecto y que se traducen en un mayor gasto fiscal. 

Es necesario recordar que el mandato legal del SERNAC es la representación de los consumidores, pudiendo incluso interponer demandas en defensa de los intereses colectivos, difusos y generales de éstos. Pues bien, esto se traduce en que se trata de un órgano parcial, a diferencia de las superintendencias, servicios y direcciones fiscalizadoras, condición esencial para que pueda ejercer de forma adecuada su función de protección de los consumidores. 

Es en este contexto que el proyecto de ley en análisis, además de mantener la facultad de representación, radica en el servicio las facultades de fiscalizar, sancionar, interpretar la ley, dictar normas de carácter general y obligatorias, establecer indemnizaciones en beneficio de los consumidores bajo la figura del cobro de intereses, mediar, exigir restituciones, incautar bienes y dictar medidas correctivas y preventivas, sólo por nombrar algunas. Como se puede apreciar, estas nuevas facultades que se otorgan al SERNAC son excesivas y terminan transformando al servicio en una verdadera superagencia sin comparación en nuestro ordenamiento y, a la vez, desnaturalizan al SERNAC al otorgarle facultades incompatibles entre sí.

Más grave aún es que se le otorgan todas estas nuevas facultades manteniendo su actual diseño institucional, con una máxima autoridad unipersonal y dependiente del Ministerio de Economía, lo que se traduce en una autoridad con excesiva discrecionalidad y sujeto a las presiones políticas del gobierno de turno. Es necesario tener también en consideración que todos los chilenos somos constantemente parte, sea como consumidores o proveedores, de un sinnúmero de actos de consumo, por lo que se trata de un órgano con amplísimas funciones y un enorme ámbito de competencia.

Así, en resumen, se trata de un órgano al que se le entregarían un número de facultades nunca antes vistas en nuestro ordenamiento, que debe actuar como ente parcial e imparcial a la vez y con el mayor ámbito de competencia en la actualidad. Todo lo anterior radicado en una autoridad unipersonal que se encuentra sujeto a las presiones del gobierno de turno.

El cúmulo de facultades ya señalado es a lo menos cuestionable desde el punto de vista constitucional, entre otros motivos, porque la dictación de normas de carácter general y obligatoria que establecen bases esenciales de un ordenamiento jurídico son necesariamente materia de ley; debido a que sería contrario a la división de poderes y necesidad de contrapesos que rige nuestro ordenamiento jurídico, y a la falta de imparcialidad e independencia objetiva que exige todo procedimiento administrativo o judicial, necesario para la objetividad al imponer sanciones.

Pero más allá de la posible inconstitucionalidad del proyecto, avanzar de la manera propuesta se traduce en la concentración en un ente administrativo de atribuciones propias del legislador y de los tribunales de justicia, en la desnaturalización del objetivo principal del SERNAC que es la defensa de los consumidores y a su vez, es contrario a la tendencia internacional en la creación de agencias independientes con autoridades máximas colegiadas y de separar la figura del fiscalizador de la del juzgador, con objeto de garantizar la debida imparcialidad para el sancionado.

Si bien en la Comisión de Constitución se aprobaron determinadas modificaciones al texto del proyecto de ley, con objeto de resolver todas las observaciones antes señalas, éstas son a todas luces insuficientes. Lo anterior, debido a que se mantienen todas las facultades en el SERNAC, rechazando la idea de transformarlo en un ente colegiado a pesar de ser así propuesto en su minuto por el propio Ejecutivo y debido a que a pesar de haberse restringido la facultad normativa, circunscribiéndola a un listado específico de temas, estos temas son de excesiva amplitud que reflejan principios generales y normas sustantivas en materia de consumo, como son la regulación de la libre elección del bien o servicio, los efectos del silencio en los actos de consumo, la garantía legal y el derecho a una información veraz y oportuna sobre los bienes y servicios ofrecidos, sólo por nombrar algunos.

Es por todo lo anterior que solicitamos a esta Honorable Comisión de Hacienda, tener a bien revisar en detalle las facultades que se proponen radicar en el SERNAC con objeto de transformar al servicio en un ente moderno y con una institucionalidad acorde a los estándares tanto nacionales como internacionales, que le permita proteger adecuadamente los intereses de los consumidores pero sin afectar el desarrollo de los mercados, tomando en especial consideración el aumento sustantivo de las multas y los topes máximos establecidos para éstas por cada consumidor afectado, ya que son desproporcionadas y pueden traducirse en cargas insalvables para los proveedores, sobre todo las micro, pequeñas y medianas empresas de nuestro país.”.

---

Enseguida, en representación de la Confederación de la Producción y el Comercio (CPC), el académico de la Universidad Mayor, señor Tomás Flores, desarrolló la siguiente presentación.

Presentación Comisión Sernac CPC

Proyecto del Ley que modifica la Ley N°19.469 sobre protección de los derechos de los consumidores

Bernardita Silva (CPC)

Tomás Flores (Universidad Mayor)
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El señor Flores sostuvo que tras el “Caso La Polar”, probablemente se produjo un cambio en la actitud de las empresas hacia los consumidores, toda vez que ha sido posible apreciar mayores esfuerzos en dar solución a los reclamos de estos últimos, antes de que sean puestos en conocimiento del SERNAC.

Reclamos versus Transacciones
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El señor Flores indicó que en la lámina precedente, el cuadro “PIB sectores seleccionados” da cuenta de la situación de los sectores de vivienda, telecomunicaciones y comercio, entre otros, que son aquellos en los que los reclamos de los consumidores tiene lugar. En ellos, el nivel de transacciones se ha incrementado, por lo que mirado en relación con la evolución de reclamos, se puede constatar una curva a la baja. Esto permite concluir que no se está en presencia de una explosión de reclamos ni de un aumento sostenido de ellos. Por el contrario, ajustada por unidad de PIB, hoy la situación es mejor de lo que era el año 2010. 

Efecto multa de 30% de las ventas
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El señor Flores llamó la atención sobre que, de acuerdo con los escenarios que muestra el cuadro precedente, una multa del 30% sobre las ventas significaría, prácticamente, la quiebra de varias empresas.





Consignó, asimismo, que lo que se está haciendo es homologar los topes previstos en la legislación de libre competencia. Al hacerlo, sin embargo, se está obviando que desde un punto de vista económico no es lo mismo una infracción a la ley del consumidor que una atentatoria contra la libre competencia. En este último ámbito, lo característico es la existencia de una confabulación o coordinación para extraer rentas económicas. En el primero, en cambio, puede simplemente ocurrir que se caiga la señal de una antena celular y cuatro millones de personas queden sin servicio. El tamaño de las multas, por consiguiente, no parece consistente.





Además, al obligar a las empresas a pagar multas tan elevadas, el patrimonio disponible para el pago de compensaciones a los consumidores es, necesariamente, menor.





En general, razonó, cuando se aplican multas altas queda entre los consumidores la sensación de que es el Estado, y no ellos, quien se lleva gran parte de la renta económica que la empresa sancionada podría aportar. Por lo mismo, sería tal vez más apropiado destinar mayores recursos a las compensaciones que a las multas. 

Aumento de 246% en el presupuesto fiscal
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Fuente: Informes Financieros del Proyecto de Ley





Una vez finalizadas las presentaciones precedentemente expuestas, se verificaron las siguientes intervenciones.





El Honorable Senador señor Lagos observó que cabe preguntarse si la tendencia a la baja de los reclamos de los consumidores, se explica al menos en parte porque la gente, luego de constatar que sus presentaciones no suelen tener éxito, prefiere no volver a hacerlo.





Preguntó, por otra parte, cuál es la estadística de reclamos contra las micro empresas en nuestro país por concepto de derechos del consumidor. 





El Honorable Senador señor García insistió en la necesidad de contar con un informe financiero actualizado y consolidado sobre los gastos del proyecto de ley. Al tenor de los que hasta ahora ha puesto a disposición del Ejecutivo, indicó, no queda claro si dan cuenta de un límite de gasto total.





El Honorable Senador señor Coloma reiteró que, existiendo pleno consenso sobre la necesidad de abordar la modernización de los derechos de los consumidores en el marco de una sociedad más empoderada, debe haber especial cuidado en que las enmiendas que se proponen no acaben siendo contraproducentes. En tal sentido, la configuración de una autoridad habilitada para dictar e interpretar normas, fiscalizar su cumplimiento e imponer sanciones debiera ser reevaluada.





Solicitó antecedentes sobre la experiencia en el derecho comparado de, primero, instituciones análogas al SERNAC que permitan apreciar si el modelo que aquí se está proponiendo tiene correlato en otras jurisdicciones o es más bien original; y, segundo, en relación con la figura jurídica que permite demandar el daño moral en juicios colectivos.





El Vicepresidente Ejecutivo de Retail Financiero A.G., señor Ortiz, expresó que el debate que debiera realizarse es sobre qué tipo de SERNAC es el que la sociedad quiere para el futuro. Si acaso uno parcial o imparcial, pues a partir de esa definición deben consagrarse las facultades que sean procedentes.





A juicio de la entidad a la que representa, agregó, el Servicio debe ser derechamente parcial, porque su rol es actuar en defensa de los consumidores para la reducción de las asimetrías en sus relaciones con los proveedores. El problema, empero, es que en el presente proyecto de ley la primera definición no está clara.





En relación con la inquietud planteada por el Senador señor Lagos, hizo presente que el uso de internet como canal de formulación de reclamos, que al día de hoy es mayoritario, tiene un costo transaccional cercano a cero. No es por los costos, en consecuencia, que la gente desiste de reclamar.





Finalmente, volvió a resaltar la tendencia sostenida a la baja del número de reclamos de los consumidores. Ello da cuenta, estimó, de que tanto el SERNAC como las asociaciones de consumidores y las empresas –sobre todo las más grandes- han hecho bien su trabajo.





El Honorable Senador señor Montes hizo hincapié en que, de cualquier forma, no se puede desconocer la permanente sensación de desventaja de los consumidores en las diversas áreas de la economía. Es por eso que la iniciativa legal en estudio constituye un elemento de suyo relevante en el proceso de introducir un cambio cultural que tienda a equilibrar esa realidad. 

---

En la siguiente sesión celebrada por la Comisión fueron escuchados, en primer lugar, los planteamientos de la empresa Entel, representada por su Gerente de Relaciones Institucionales y Estratégicas, señor Cristián Sepúlveda, quien desarrolló la siguiente presentación:

POSICIÓN DE ENTEL RESPECTO AL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA SERNAC

APOYO AL PROYECTO

ENTEL apoya en general el proyecto 

- Fortalecimiento de algunas competencias del SERNAC. 
- SERNAC como órgano competente para fiscalizar aquellas actividades que no requieran un órgano especializado para su conocimiento y sanción. 

- Aumentar sanciones en proporción adecuada. 
- Proyecto sin incentivos y contrapesos adecuados perjudicará correcto funcionamiento del mercado 

PUNTOS DE PREOCUPACIÓN CONTENIDOS EN EL PROYECTO

1. Vulneración Principio de especialidad.

2. Régimen Sancionatorio desproporcionado. 

1. VULNERACIÓN AL PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD 
- No existe cuestionamiento alguno en que SERNAC sea la autoridad encargada de proteger los derechos de los consumidores.

- SE HA SEÑALADO QUE SE RESPETA EL PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD

- Creemos fundamental que esta ley consagre principio de especialidad y quede establecida en forma clara la competencia y el carácter técnico de los organismos sectoriales en determinadas materias, con el objeto de resguardar el hecho que ciertos casos son reguladas, interpretadas, fiscalizadas y sancionadas por el organismo técnico sectorial, en nuestro caso la SUBTEL.

Lo anterior es sin perjuicio de la aplicación del art. 2 bis.

- Sólo APARIENCIA DE ESPECIALIDAD QUE NO ES TAL. En los hechos habrá dos agencias reguladoras paralelas. 

Falta de certeza jurídica. El proveedor no tiene claro cuál es la normativa aplicable, cuál es el órgano que lo fiscaliza y sanciones que puede recibir. 

Efecto económico. El proveedor sobredimensiona o sobre invierte en su modelo de negocio, dada toda esa incertidumbre, volviéndose más caro, menos competitivo; lo que en una economía de mercado se traslada al consumidor a través de mayores costos. 

Deteriora la eficiencia del Estado. 

Materias donde el principio de especialidad no se verifica:

- Art. 50 K: “Durante la instrucción del procedimiento sancionatorio, el Servicio podrá requerir los informes de otros organismos sectoriales que estime pertinentes para fundar su resolución en un procedimiento sancionatorio”.
El señor Sepúlveda indicó que el principio en cuestión parece diluirse si el Servicio puede pedir información precisamente a los órganos sectoriales.

- Art. 25 inciso 1°: “El que suspendiere, paralizare o no prestare…”.

- Art. 25 inciso 2°: “Cuando el servicio que trata el inciso anterior fuere de agua potable, gas, alcantarillado, telecomunicaciones, los responsables serán sancionados con multas de 300 a 1.500 UTM”.

Misma infracción, regulada y sancionada con multa en la LGT, artículos 27 y 36. (Art 27. Toda suspensión, alteración o interrupción de un servicio público de telecomunicaciones). 

- Art. 25 A: En los casos de suspensión, paralización o no prestación injustificada de uno de los servicios señalados en el inciso segundo del artículo 25, y sin perjuicio del ejercicio del derecho establecido en el artículo 3 inciso primero letra e) de esta ley, el proveedor deberá indemnizar por vía punitiva al consumidor afectado, por cada día sin suministro, con un monto equivalente a diez veces el valor promedio diario de lo facturado en el estado de cuenta anterior al de la respectiva suspensión, paralización o no prestación del servicio(..)”. 

- Misma infracción establece una indemnización especial a los usuarios, artículo 27 LGT. 

- Se señala que esta norma “consagraría” el principio de especialidad, sin embargo, es sólo una “apariencia” de especialidad. 

- Art. 50 P inciso 1°: “Cuando un organismo sectorial aplique una sanción por infracción a una norma legal especial que establezca derechos específicos para los consumidores o usuarios, el Servicio no podrá aplicar una sanción adicional basada en los mismos hechos y fundamentos o fines jurídicos.”(..)

- Incierto… exigencias para NO DOBLE SANCIÓN.

- Norma legal especial que establezca “derechos específicos para los consumidores o usuarios…”.

- Debieran bastar sólo “MISMO HECHOS” para que opere correctamente principio Non Bis in Ídem. 

- Al agregar “MISMO FUNDAMENTOS JURÍDICOS” hace aplicable ambas normas (especial y SERNAC) y, por tanto, dos sanciones. INFRACCIÓN NON BIS IN IDEM. 

Ejemplo: frente a un corte de servicio, SUBTEL iniciará un proceso de cargos e instará a que se apliquen los descuentos e indemnizaciones del artículo 27 de la LGT. El fundamento del proceso es el correcto funcionamiento del sistema público de telecomunicaciones y el art. 27 LGT. Por esos mismos hechos, y teniendo como fundamento jurídico la falta de prestación de servicio del art. 25 y el art. 50 P de LPC, SERNAC podrá iniciar un proceso sancionador paralelo.

- “El Servicio no podrá”. La prohibición del 50 P alcanza solo al SERNAC y no al JUEZ en la misma LPC 

REGLAS DE NOTIFICACIONES Y DENUNCIAS ENTRE FISCALIZADORES SECTORIALES Y SERNAC 

Art. 50 P inciso 2°: “Si el Servicio llegare a tomar conocimiento de hechos que únicamente pudieren constituir una infracción de disposiciones legales o reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley, relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores, procederá a denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos sectoriales o instancias jurisdiccionales respectivas y podrá hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, de conformidad a lo establecido en el artículo 58, letra i), de la presente ley. Por su parte, si un organismo sectorial llegare a tomar conocimiento de hechos que pudieren constituir una infracción a disposiciones contenidas en la presente ley, deberá denunciar dicha circunstancia al Servicio. 

- CONTRADICCIÓN: solo infracción a ley especial… meramente técnica y no afecta a consumidores… relacionadas con protección al consumidor… sin embargo podrá demandar afectados intereses generales de consumidores…

- En los sectores regulados por leyes especiales (como telecomunicaciones), por su carácter de servicio masivo las infracciones generalmente afectarán a los consumidores. Ejemplo: interrupción de servicio. 

- Las notificaciones entre agencias generarán costos administrativos, incertidumbre y dificultades de administración de esa información. Si rigiera el principio de especialidad, no tendría sentido.

VULNERACIÓN AL PRINCIPIO DE NON BIS IN ÍDEM EN RELACIÓN AL PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD.

- Art. 50 P inciso 3°: “En ningún caso se podrán aplicar al mismo infractor dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos jurídicos. Lo dispuesto en este artículo debe entenderse en conformidad con lo establecido en el artículo 2° bis y no afectará en modo alguno el inicio de los demás procedimientos contemplados en este título”. 

- “…sanciones administrativas...”. O sea, si una es administrativa y la otra judicial, sí puede haber duplicidad. 

- Debieran bastar sólo “MISMO HECHOS” para que opere correctamente el principio Non Bis in Ídem. 

- Al agregar “MISMO FUNDAMENTOS JURÍDICOS”, hace aplicable ambas normas (especial y SERNAC) y, por tanto, dos sanciones. INFRACCIÓN NON BIS IN ÍDEM. 

-…Y sentencia absolutoria non bis in idem. no solo no sancionar …tampoco no juzgar dos veces mismo hecho. y si la sentencia es absolutoria por parte de la SUBTEL, entonces ¿si se puede imponer la sanción por parte del SERNAC y sí se pueden tramitar y concluir ambos procedimientos?

- Art. 25 A. Suspensión, paralización o no prestación de servicios públicos (Ejemplo, telecomunicaciones). “En los casos de suspensión, paralización o no prestación injustificada de uno de los servicios señalados en el inciso segundo del artículo 25, y sin perjuicio del ejercicio del derecho establecido en el artículo 3 inciso primero letra e) de esta ley, el proveedor deberá indemnizar por vía punitiva al consumidor afectado, por cada día sin suministro, con un monto equivalente a diez veces el valor promedio diario de lo facturado en el estado de cuenta anterior al de la respectiva suspensión, paralización o no prestación del servicio”. 
- DESPROPORCIÓN DE LA INDEMNIZACIÓN: la misma situación ya se encuentra regulada en el LGT, la indemnización equivale a 10 veces del costo de cada día de la infracción. Establecida por la LGT. 

- Indemnización. LPC por la misma interrupción equivale a 10 veces la indemnización de la LGT. LEY ESPECIAL= DESPROPORCIÓN. 

- Se topa con art. 27 de LGT. ¿Se aplican ambas? 

- Apariencia del Principio de especialidad. Exigencia de “indemnizaciones de la misma naturaleza”. 

- (...) La indemnización punitiva de que trata este inciso sólo tendrá lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una indemnización de esta naturaleza (…). O sea, ESPECIALIDAD sólo si se trata de la MISMA NATURALEZA. 

- Restringe el principio de especialidad sólo cuando las indemnizaciones sean de la misma naturaleza –incertidumbre. 

- Daño punitivo: institución perteneciente al Common Law. Por sus particulares características, se considera ajena a los propósitos que debería tener un sistema de responsabilidad civil en general. Han sido definidos como “los montos indemnizatorios adicionales a aquellos que buscan compensar a la víctima”. (CANE, Peter. Tort law and economic interests. Oxford, Claredon Press, 1996, pp. 300.) 

- ¿Cuándo la indemnización es punitiva? ¿Art. 27 de LGT cláusula penal legal? O sea, conforme a arts. 25 LPC y 27 LTG, ¿debiesen aplicarse ambas, por ser de naturaleza distinta? Incertidumbre - apariencia de especialidad. 

2. RÉGIMEN DE MULTAS Y SANCIONES. FALTA DE PROPORCIONALIDAD Y MULTAS 

a) Multa por consumidor afectado: 

Art. 24 A “Tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará las multas de acuerdo a lo señalado en el artículo precedente y al número de consumidores afectados (..) El tribunal podrá, alternativamente, aplicar una multa por cada uno de los consumidores afectados, siempre que se tratare de infracciones que, por su naturaleza, se produzcan respecto de cada uno de ellos (.)” 

Esto significa que si hubo una interrupción de servicio que afectó a 1MM de usuarios x 4 horas, ¿se aplicará 1 MM de multas? 

- Aplicación de multas por hecho infraccional y no por cada uno de los consumidores. No corresponde en un procedimiento administrativo sancionador aplicar una multa por cada uno de los consumidores afectados por el mismo hecho infraccional. 

- Distinto que sea agravante o se aplique multa en parte alta. 

- Infracción a los principios de CAUSALIDAD, NON BIS IN ÍDEM, TIPICIDAD Y PROPORCIONALIDAD. 

Tribunal Constitucional, sentencias roles N°s 2.254 y 2.045:

- La doble condena por un mismo hecho infringe el principio del Non Bis in Ídem y Tipicidad, pues no existe una nueva conducta que dé pie a una nueva consecuencia punitiva.

- Presume de derecho la responsabilidad penal, ya que se impide al infractor probar su inocencia, en razón de la inexistencia de la conducta sancionada.

- No se aviene con la proporcionalidad de las penas, pues no existe una retribución justa entre conducta y sanción. 

b) Incremento en 15 veces de multa sectores regulados: 

- Art. 25: Multas por no prestación de servicios de telecomunicaciones: 300 – 1500 UTM. 

- Incremento de multa en caso de infracción de servicio en casos de prestación de servicio regulados por leyes espaciales en 15 veces. 
- LIMITE A MULTAS DE 30% O DOBLE DEL BENEFICIO A MULTAS TOTALES (Art 24 LPC): 

Art. 24 A (...) “Con todo, el total de las multas que se impusieren en estos casos no podrá exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción (…).

Inciso final: “Con todo, el monto de la multa a que se refieren los dos incisos anteriores se determinará tomando en consideración el número de consumidores afectados y los criterios a que se refiere el inciso séptimo del artículo precedente y no podrán exceder de cuarenta y cinco mil unidades tributarias anuales”(MMUS$38 aprox.).

- El proyecto actual tiene un tratamiento de las sanciones aplicables a las acciones colectivas más grave que el del Mensaje Presidencial, y asimilado a la nueva Ley de Libre Competencia.

- Bienes jurídicos distintos. Este límite se aplica para sanciones de colusión- delito penal.

- Bien jurídico fe pública y orden público económico en DL 211 –ACTUAR CON DOLO.

- Proveedor infringe la normativa por negligencia- bien jurídico “Derechos consumidores”. 

- Inaplicabilidad de este limite a la suspensión o no prestación de servicio en telecomunicaciones: 

No hay ventas de productos. INCERTIDUMBRE. 

Nuevo límite 45 mil UTA (MM US$38,5) es totalmente DESPROPORCIONADO y RUINOSO. 

Ejemplos
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2. Pago por Maulta (con tope)

$25.177.980.000 (38,7 millones de ddlares) $46.600.000
(Veinticinco mil ciento setenta y ocho millones) (Cuarenta y seis millones)
TOTAL ﬂ 85\ TOTAL
$28.116.091.111 (43,2 millones de dé6lares) $330.933.333

(veintiocho mil ciento diex y seis millones) (Trescientos treinta y un millones)

Equivale al 26% de lo que Entel invirti6 en su red mévil durante todo el 2016.

En 4 eventos, el total a pagar equivale a toda la inversién del 2016 (167 millones USD)





CONCLUSIONES

- Agradecemos oportunidad de plantear nuestras opiniones sobre el proyecto de ley.

- Manifestamos abiertamente nuestras discrepancias y preocupaciones por problemas que consideramos graves del proyecto, en particular que se vulnera el principio de ESPECIALIDAD, y se establece un régimen indemnizatorio y de multas DESPROPORCIONADO y que eventualmente afectará la VIABILIDAD FINANCIERA DE LAS EMPRESAS. 

- Creemos que todo esto genera incertidumbre normativa, contingencias financieras de alto impacto por multas desproporcionadas, afectará el dinamismo de los mercados y, en consecuencia el nivel de competencia de estos, todo lo que en definitiva redunda en perjuicio de los consumidores. 

- Dado lo anterior, creemos que es urgente el que se subsanen los reparos indicados. 

Una vez finalizada la exposición del representante de Entel, el Honorable Senador señor García consultó qué clase de evento debiera ocurrir para que sean un millón los usuarios afectados por un corte de servicio en el área de las telecomunicaciones, en el ejemplo que se ha venido entregando. Habrá casos en los que la razón sea una causal de fuerza mayor, apuntó. Sin embargo, habrá otros en los que la falta de previsión e inversión sea la explicación. 

En la discusión que el presente proyecto de ley posibilita, argumentó desde una perspectiva general, lo esperable sería que las empresas se pusieran en el lugar de los usuarios que se ven expuestos a diversos problemas. Es sabido que en diversas zonas a lo largo del país la caída de determinados servicios se explica por falta de inversión de las empresas, a lo que luego se suma, también hay que decirlo, la ausencia de fiscalización por parte de la autoridad. 

El Honorable Senador señor Montes reiteró que lo que se sabe de las legislaciones sectoriales es que, en general, son  incompletas y no alcanzan a cubrir la variedad de casos que en la práctica se verifican. Así, por ejemplo, ocurre con la instalación de antenas celulares en condominios de viviendas sociales. Desde ese punto de vista, sostuvo, resulta relevante que exista otro organismo, con un enfoque más general, habilitado para concurrir a la protección de los clientes o usuarios.

El señor Sepúlveda manifestó que para las empresas lo más importante es la prestación contínua de sus servicios, más allá de que la causal de interrupción de los mismos sea un evento imprevisible o un error propiamente tal. 

De cualquier modo, añadió, lo importante es que sea la normativa especializada la que se aplique, porque por algo se ha hecho necesaria su existencia. Así ocurre en el sector de las telecomunicaciones, donde hay todo un desarrollo técnico plasmado en leyes, reglamentos y planes técnicos de encaminación, entre otros. Allí, si la normativa especial ha regulado que la infracción se comete sólo cuando una falla excede las 6 horas, por ejemplo, es porque técnicamente resulta admisible que las redes tengan un grado de falibilidad, particularmente las inalámbricas o móviles. Esto, no obstante, se desdibuja con el proyecto de ley, que estaría fijando dicho límite en 4 horas. Del mismo modo, conforme al proyecto puede tratarse de, enfatizó, fallas en cualquier servicio, en circunstancias que muchas veces pueden ser imperceptibles para los usuarios y que, en las telecomunicaciones (que incluyen los servicios de telefonía, internet y sms), muchas veces se debe dirimir técnicamente si se está o no en presencia de una infracción.     

Por otra parte, consignó que, desde luego, el SERNAC debe ser competente respecto de aquellas materias que, afectando los derechos del consumidor, no estén reguladas en leyes especiales. De eso, hizo hincapié, no cabe duda alguna. El punto es, precisamente, que el principio de especialidad sea debidamente resguardado cuando se trate de materias técnicas sectoriales.

El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Céspedes, expresó que el Ejecutivo tiene una opinión discrepante de la expuesta por el representante de Entel, toda vez que, a su juicio, el proyecto de ley sí cautela adecuadamente el principio de especialidad y ha quedado meridianamente claro que el concepto de daños punitivos no es aplicable a las telecomunicaciones.

Agregó que desde una perspectiva sistémica, es fundamental que las multas a las que se exponen las empresas guarden relación con los daños que causan. Al mismo tiempo, se debe tener en cuenta que actúan como incentivos para que las empresas velen por la calidad de los servicios que brindan. 
- - -

DISCUSIÓN

De conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció respecto de las siguientes disposiciones del proyecto de ley: artículo 1°, números 5); 6); 9); 10); 11); 12); 13); 16); 21); 23); 34), artículos 50 N, incisos segundo, tercero y cuarto, 50 Ñ y 50 O, inciso tercero; 41), letra b); 45), artículo 54 O, inciso final; 46); 47); 50); 51); 52), letra a) (literal a), párrafo sexto), letra b) (literales j), k), l), m), n), ñ) y r)), letra e) y letra g) (incisos primero y segundo), y 54); y artículo 3°, ambos permanentes; y artículos primero, tercero, quinto, sexto y noveno transitorios. Lo hizo en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con el artículo 41 del Reglamento del Senado.

Artículo 1°


Introduce, mediante, 56 numerales, diversas enmiendas en la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.

Número 5)


Modifica el artículo 11 bis (que crea un Fondo Concursable para el financiamiento de iniciativas que desarrollen las Asociaciones de Consumidores), mediante cuatro letras.

Letra a)


Elimina, en el inciso primero la frase: “, con exclusión de las actividades a que se refieren las letras d) y e) del artículo 8°”.

Letra b)


Intercala, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “internacionales”, lo siguiente: “y por los remanentes no transferidos ni reclamados provenientes de soluciones alcanzadas a través de mediaciones o en el contexto de juicios colectivos, de conformidad a lo establecido en los artículos 53 B, 53 C y 54 P.”.

Letra c)


Reemplaza el inciso tercero por el siguiente:


“Un Reglamento suscrito por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo establecerá la constitución y composición del Consejo de Administración del Fondo, preservando la autonomía de las Asociaciones de Consumidores y de la gestión del Fondo. La Secretaría Ejecutiva de dicho Consejo estará radicada en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo de acuerdo a lo que se disponga en dicho Reglamento.”.

Letra d)


Agrega los siguientes incisos cuarto y quinto:


“Las bases de los concursos que se lleven a efecto para asignar dichos fondos especificarán los medios de verificación del cumplimiento de las normas de este Párrafo 2°.


El Reglamento establecerá los plazos, condiciones y modalidades conforme a las cuales se destinarán recursos del Fondo a aquellas Asociaciones de Consumidores que ejerzan las funciones señaladas en las letras d) y e) del artículo 8° de la ley.”.


El Director del SERNAC, señor Muñoz explicó que las enmiendas que se proponen se enmarcan dentro del objetivo de fortalecimiento de las asociaciones de consumidores, particularmente en relación con la composición del Fondo Concursable y de las actividades que pueden desarrollar. Reconociendo el rol que tales organizaciones cumplen, destacó, el proyecto de ley duplica los recursos disponibles en el Fondo, que constituye una de sus líneas de financiamiento más importante. Para eso, incluso, se contempla que los remanentes de acciones y mediaciones colectivas que no sean percibidos por los consumidores, sean enterados al Fondo una vez transcurridos dos años desde que se han encontrado a disposición de aquellos. 


El Honorable Senador señor García consignó que en la medida que exista la debida difusión y publicidad, el plazo señalado parece razonable, pues no se debe perder de vista que, originalmente, se trata de dineros destinados a los consumidores afectados por alguna infracción. Disponer de ellos para otros fines, en consecuencia, no deja de ser complejo. Recordó, al efecto, lo que actualmente ocurre con el caso de la denominada “Colusión del confort”, en el que hace ya un tiempo se acordó una cifra de compensación (de $7.000) que, sin embargo, hasta el día de hoy no ha sido enterada a los consumidores por no haberse definido el mecanismo.  


El señor Director del SERNAC precisó que los necesarios resguardos de transparencia y publicidad de la información, han sido debidamente adoptados.


El Honorable Senador señor Montes constató que al permitir el desarrollo de más actividades a las asociaciones de consumidores, el proyecto levanta una serie de restricciones a que estaban sometidas. Consultó en base a qué fundamentos se adoptó este nuevo criterio.  


El señor Director del SERNAC explicó que el fortalecimiento y profesionalización de las asociaciones de consumidores, trae aparejadas mayores exigencias de transparencia respecto de por ejemplo, la publicidad de sus fuentes de financiamiento, los presupuestos que manejan y el sometimiento a la fiscalización de la División de Asociaciones Gremiales del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

Puesto en votación el número 5), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro. 

Número 6)


Intercala el siguiente artículo 11 ter, nuevo:


“Artículo 11 ter.- Se reconocerá el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas asociaciones que operen en ocho o más regiones del país, lo que deberá ser debidamente acreditado ante el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo conforme al procedimiento que establezca el Reglamento. El Fondo concursable al que se refiere el artículo anterior considerará una línea especial de financiamiento permanente a dichas asociaciones para el desarrollo de sus funciones.”.


El señor Director del SERNAC expuso que la iniciativa legal reconoce la existencia de dos tipos de asociaciones de consumidores: las de larga tradición (como CONADECUS o ADECUS, por ejemplo), y otras más bien de base. A diferencia de lo que acontece en la legislación vigente, donde a ambos tipos se les da el mismo tratamiento, se propone ahora diferenciar entre las que operan a lo largo de todo el país, y que por tanto requieren un financiamiento separado, de las otras.  


El número 6) fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro. 

Número 9)


Reemplaza en el artículo 17 K (relativo, en general, a incumplimientos por parte de un proveedor), la parte final, a continuación de la frase “para la ejecución de estas normas,” y hasta el punto aparte, por lo siguiente: “será sancionado con una multa de hasta 1.500 unidades tributarias mensuales.”.


Respecto del régimen de multas que el proyecto de ley consulta, el Honorable Senador señor Coloma preguntó cuál es el fundamento de que la recaudación que de ellas se obtiene, particularmente tratándose de aquellas vinculadas a falta de servicio, deba ser de beneficio fiscal y no de los usuarios que resultan afectados.


El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo puso a disposición de la Comisión el siguiente cuadro resumen sobre el régimen de multas que se propone: 

Sistematización y montos de multas en el proyecto de ley de fortalecimiento del Sernac (Boletín 9369).

	Clase de infracciones /bien jurídico protegido por la infracción
	Monto multa máxima

	Infracciones variadas de baja gravedad y sanción supletoria
	Hasta 300 U.T.M.

	Prácticas abusivas con impacto potencial en un número acotado de consumidores / entorpecimiento al ejercicio de facultades del Servicio
	Hasta 750 U.T.M.

	Prácticas con impacto potencial en un número masivo de consumidores
	Hasta 1500 U.T.M.

	Prácticas que pueden afectar la salud, seguridad y medio ambiente o derechos fundamentales
	Hasta 2250 U.T.M.


	Artículo
	Multa actual
	Multa Propuesta

	Artículo 17 K

Infracción a los artículos 17 B a 17 J (Contratos de Adhesión Financieros)
	Hasta 750 U.T.M.
	Hasta 1500 U.T.M.

	Artículo 23 inciso segundo

Venta de sobrecupo en espectáculos o transporte de pasajeros (excepto transporte aéreo)
	De 100 a 300 U.T.M.
	Hasta 2250  U.T.M.

	Artículo 24 inciso primero

Sanción supletoria
	Hasta 50 U.T.M.
	Hasta 300 U.T.M.

	Artículo 24 inciso segundo

Publicidad engañosa que no compromete salud, seguridad o medioambiente
	Hasta 750 U.T.M.
	Hasta 1500 U.T.M.

	Artículo 24

Inciso segundo

Publicidad engañosa que compromete salud, seguridad o medioambiente
	Hasta 1000 U.T.M.
	Hasta 2250 U.T.M.

	Artículo 25 

Corte de servicio no básico
	Hasta 150 U.T.M.
	Hasta 750 U.T.M.

	Artículo 25

Corte de servicio básico
	Hasta 300 U.T.M.
	Hasta 1500 U.T.M.

	Artículo 29

Rotulación defectuosa
	Desde 5 U.T.M. hasta 50  U.T.M.
	Hasta 300 U.T.M.

	Artículo 45 inciso final

Información defectuosa productos o servicios riesgosos
	Hasta 750 U.T.M.
	Hasta 2250 U.T.M.

	Artículo 49 bis

Incumplimiento de obligaciones respecto de venta y arriendo de videojuegos
	Desde 1 U.T.M. hasta 50  U.T.M.
	Hasta 300 U.T.M.

	Artículo 55 D

Publicitar tener sello Sernac sin tenerlo
	Hasta 1000 U.T.M.
	Hasta 2250 U.T.M.

	Artículo 56 inciso final

No contar con servicio al cliente en contratos de adhesión financieros o incumplimiento de condiciones del servicio al cliente
	Hasta 50 U.T.M.
	Hasta 300 U.T.M.

	Artículo 56 H

No cumplir acuerdo de mediación
	Hasta 750 U.T.M.
	Hasta 750 U.T.M.

	Artículo 58 letra a) incisos quinto y sexto

Negativa a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización
	No existe
	Hasta 750 U.T.M.

	Artículo 58 inciso noveno (que pasa a ser octavo)

No entrega información requerida por Sernac
	Hasta 400 U.T.M.
	Hasta 750 U.T.M.






El señor Ministro indicó que una de las características del nuevo régimen es el establecimiento de un tope máximo -sin un mínimo- de multas, que son adecuadamente graduadas.





Explicó que la lógica de que sean de beneficio fiscal descansa, desde una perspectiva general, en que es el Estado el que debe garantizar, a través de la fiscalización que lleva a cabo, el cumplimiento de la normativa vigente. Ello, por cierto, no supone proscribir las indemnizaciones para los consumidores afectados, cuya determinación en todo caso corresponde a los tribunales de justicia.





Con las multas, entonces, se busca generar un comportamiento ex ante respecto de la prestación de un servicio, pues el proveedor sabe a qué se expone si incurre en un determinado comportamiento. Si, por el contrario, fueran establecidas en base al consumidor, correspondería determinar una serie de características del mismo. Esto, a su vez, podría provocar asimetrías entre grupos de consumidores que cuentan con mayores recursos económicos para litigar o esperar la resolución de un caso, versus otros de menores ingresos. Las empresas, en un escenario como este, podrían verse incentivadas a favorecer a unos en desmedro de otros.

El Honorable Senador señor Coloma sostuvo que, en su opinión, en materia de multas debiera operar una distinción entre aquellas infracciones a cuestiones más bien generales, de un lado, y aquellas que son propiamente del ámbito de los derechos de los consumidores y tiene que ver con falta de servicio, del otro. Respecto de estas últimas, sería razonable que fueran los afectados quienes accedan a lo que las empresas se vean obligadas a pagar.

Es obvio, agregó, que en diversas áreas y actividades el Estado tiene un importante rol que cumplir, de manera directa. Sin embargo, en relación con los derechos de los consumidores lo que ejerce es más bien un rol de fiscalización, por lo que no resulta del todo comprensible que sea el que finalmente perciba las multas.  


El Honorable Senador señor Lagos observó que el Fisco se hace de las multas en tanto encargado de velar por el interés general. Para daños específicos, en cambio, cabe ejercer las acciones pertinentes para perseguir las indemnizaciones que correspondan. Advirtió que si se aceptara que las multas son a beneficio particular, cabría entonces a las personas renunciar a ese beneficio, de modo tal que si, en el extremo, todas lo hicieran, no habría entonces multas. 


El Honorable Senador señor Montes consignó que el punto planteado por el Senador señor Coloma supone, conceptualmente, discutir sobre cuál es el papel que desempeña el Estado, y con qué instrumentos se le dota, en la organización del marco social y en el cumplimiento de ciertas normas generales. Cosa distinta, subrayó, es el derecho a exigir una indemnización. 


El Honorable Senador señor Coloma manifestó que cuando se elevan las multas, el mensaje que se envía es que las empresas van a ser sancionadas para que los recursos que se obtengan sean percibidos por el Estado. A su juicio, en cambio, lo ideal sería contar con una estructura en la que lo más relevante sea la indemnización que se entrega a los consumidores. No se puede desconocer que si se fijan multas elevadas, no va a ser posible entregar indemnizaciones altas, porque los recursos no son ilimitados.


Ante una consulta del Honorable Senador señor García, el señor Director del SERNAC explicó que las infracciones a los contratos de adhesión financiera se enmarcan, en la nueva regulación, en las prácticas con impacto potencial en un número masivo de consumidores, sancionables con hasta 1.500 UTM. Se relacionan esencialmente con la ley 20.555, que estableció obligaciones específicas para las instituciones financieras que ofrecen crédito al público.


El señor Ministro insistió en que el propósito de la multa es generar un adecuado comportamiento respecto de la prestación de un determinado servicio. Por eso, en cuanto sanción supone no sólo resolver para el caso particular de que se trate, sino también dar una señal para que la conducta en cuestión no se vuelva a repetir a futuro. Es esto último lo que explica, además, que las multas sean elevadas, pues operan como un incentivo para disuadir a las empresas de incurrir en situaciones que puedan ser objeto de reproche.  


Puesto en votación el número 9), fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Pizarro. 

Número 10)


Reemplaza en el inciso segundo del artículo 23 (que establece una multa a los organizadores de espectáculos públicos que pongan en venta una cantidad de localidades superior a la capacidad del respectivo recinto), la frase “cien a trescientas” por “hasta 2.250”.


La Comisión tuvo presente que en el texto legal vigente, la multa máxima asciende a 300 UTM. Dicho guarismo fue incrementado a 3.000 UTM en el texto aprobado en general por el Senado y en el despachado por la Comisión de Economía, y finalmente fijado en 2.250 UTM por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


El señor Director del SERNAC indicó que esta multa se inserta en aquellas prácticas que pueden afectar la salud, seguridad y medio ambiente o derechos fundamentales. En la especie, la seguridad de las personas.


El Honorable Senador señor Coloma preguntó en función de qué criterios debiera un juez determinar la multa respecto de las conductas que cubre el artículo 23, teniendo en consideración el amplio margen con el que va a contar.


El señor Director del SERNAC expuso que el proyecto de ley contempla un listado de circunstancias atenuantes y agravantes para la aplicación de las multas, entre las cuales se encuentran la colaboración, el grado de profesionalidad, la reparación, la entrega de información, el beneficio económico obtenido, etc. 


Si, a modo de ejemplo, el organizador de un espectáculo no cumple la normativa, no responde ante los consumidores y además pone en riesgo su integridad, lo esperable sería que la multa fuera alta.


El Honorable Senador señor Coloma acotó que el inciso segundo del artículo 23 se pone en dos casos bastantes distintos entre sí: primero, la organización de espectáculos públicos que expendan localidades por sobre la capacidad del respectivo recinto, y segundo, la venta de sobrecupos en servicios de transportes de pasajeros, con excepción del transporte aéreo. Preguntó cuál es la razón de que se les trate en forma conjunta.


El Honorable Senador señor Pizarro coincidió con la inquietud del Senador señor Coloma. Sacando los casos de transporte en tren o barco, que no son los más usuales, el artículo en análisis sería más aplicable al transporte de buses, que no exceden las 45 personas por viaje.


El señor Director del SERNAC recordó que esta normativa se aplica supletoriamente a la regulación sectorial del transporte terrestre y aéreo.


   De cualquier modo, hizo presente que en las dos hipótesis del inciso segundo del artículo 23 se pone en riesgo la integridad física de las personas.


El Honorable Senador señor Coloma consultó de qué manera opera, en presencia de una regulación sectorial, la aplicación supletoria de la ley de protección de los derechos de los consumidores. 


El señor Director del SERNAC expresó que, a juicio del Ejecutivo, el principio de especialidad está debidamente resguardado por el hecho de que el ámbito de aplicación de la ley está fijado en los artículos 1°, 2° y 2° bis, que dan cuenta de lo que se entiende por consumidor y proveedor, establecen ciertos contratos que se encuentran incluidos y declaran su carácter supletorio. 


El artículo 2° bis, en concreto, declara de manera expresa que las normas de la ley del consumidor no son aplicables a la comercialización de bienes o la prestación de servicios reguladas por leyes especiales, con tres excepciones: que se trate de materias que dichas leyes especiales no prevean, que no contemplen el derecho a solicitar indemnización o que no exista un procedimiento colectivo, cuando corresponda, para pedir indemnización.   


Todo lo anterior, prosiguió, se profundiza en el proyecto de ley en estudio, bajo la premisa de que previo a la utilización de la ley del consumidor, corresponde hacer la pregunta sobre cómo está regulada la situación de que se trate en la legislación especial. Es así como, en el artículo 50 P, se deja muy claro que nunca se van a aplicar dos sanciones por los mismos hechos y fines o fundamentos; o, en materia de facultades normativas, se ordena recabar el informe favorable del regulador sectorial pertinente.


El Honorable Senador señor Montes se mostró de acuerdo con que el proyecto fije sólo topes elevados para las multas y con que se dote al SERNAC de atribuciones para actuar. El problema, reiteró, es que muchas veces le regulación especial es confusa y ambigua. Así acontece, graficó, con las redes de servicios de gas que no llegan a las viviendas sociales, donde además los balones de gas están prohibidos, simplemente porque a las compañías no les resulta rentable hacerlo.


Solicitó al Ejecutivo el acompañamiento de una minuta explicativa sobre la aplicación supletoria de la ley de protección al consumidor.


El Honorable Senador señor Pizarro hizo hincapié en que los ejemplos de servicios deficientes por parte de diferentes  compañías, como las del área de las telecomunicaciones, se repiten a lo largo del país. En un caso reciente en una localidad del norte, de hecho, han completado cuarenta y cinco días esperando por la reposición de un servicio, sin respuesta hasta ahora. El impacto es menor, podría alguien decir, porque sólo se trata de unos pocos afectados. El punto, sin embargo, es que el daño para esas personas y sus actividades comerciales es enorme.


De lo que se trata, en definitiva, es que el proyecto de ley establezca los incentivos necesarios y correctos para que las empresas, cualesquiera sean, entreguen productos o presten servicios adecuados. Y en eso, la aplicación de multas juega sin lugar a dudas un papel relevante.  


El Presidente de la Comisión (Honorable Senador señor Montes), puso en votación el numeral 10).


El Honorable Senador señor Coloma, que votó a favor, resaltó que debe haber plena claridad sobre la primacía del principio de especialidad. Del mismo modo, solicitó al Ejecutivo separar el tratamiento de las dos hipótesis contempladas en el inciso segundo del artículo 23 de la ley del consumidor.


El número 10) resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro. 

Número 11)


Mediante cuatro literales, modifica el artículo 24 en el siguiente sentido:

Letra a)


Reemplaza, en el inciso primero (que fija una regla general de multa para todos los casos que no tengan señalada una sanción diferente), el guarismo “50” por “300”.


Letra b)


Reemplaza en el inciso segundo (que establece una multa para el caso de publicidad falsa o engañosa por medios de comunicación social, y se pone en el caso que incida en las cualidades de productos o servicios que afecten la salud o la seguridad de la población o el medioambiente), los guarismos “750” y “1.000” por “1.500” y “2.250”, respectivamente.

Letra c)


Deroga el inciso tercero (que faculta al juez para elevar las multas en el evento de reincidencia).

Letra d)


Reemplaza el inciso final por los incisos tercero y siguientes:


“Para la determinación del monto de las multas señaladas en esta ley el Servicio o el tribunal correspondiente deberá aplicar las reglas señaladas en los incisos siguientes, sin perjuicio de las reglas especiales establecidas para determinadas infracciones.


Se considerarán circunstancias atenuantes:


a)
El haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas, tales como la reparación efectiva del daño causado al consumidor antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda, lo que deberá ser debidamente acreditado.


b) La autodenuncia ante el Servicio Nacional del Consumidor, debiendo proporcionarse antecedentes precisos, veraces y comprobables que permitan el inicio de un procedimiento sancionatorio.


c) La colaboración sustancial que el infractor haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante el procedimiento sancionatorio administrativo o aquella que haya prestado en el procedimiento judicial.


d) No haber sido sancionado anteriormente por la misma infracción durante los últimos treinta y seis meses, contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, no haber sido sancionada por la misma infracción durante los últimos dieciocho meses contados de la misma manera.


Se considerarán circunstancias agravantes:


a) Haber sido sancionado con anterioridad por la misma infracción durante los últimos veinticuatro meses, contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, si ha sido sancionada por la misma infracción durante los últimos doce meses contados de la misma manera.


b) El haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores.


c) El haber dañado la integridad física o psíquica de los consumidores o, en forma grave, su dignidad.


d) El haber puesto en riesgo la seguridad de los consumidores o de la comunidad, aun no habiéndose causado daño.


El Servicio o tribunal, según corresponda, deberá ponderar racionalmente cada una de las atenuantes y agravantes a fin de que se aplique al caso concreto una multa proporcional a la intensidad de la afectación provocada en los derechos del consumidor.


Efectuada dicha ponderación, y para establecer el monto de la multa, se considerarán prudencialmente los siguientes criterios: la gravedad de la conducta; los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor; el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima; el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, en caso que lo hubiese; la duración de la conducta y la capacidad económica del infractor.


Cuando la circunstancia contemplada en la letra a) del inciso cuarto consista en la reparación efectiva del daño causado al consumidor antes de dictarse la resolución o sentencia que imponga sanción, se considerará como una atenuante calificada para efectos de la imposición de la multa que corresponda.


La resolución o sentencia, según corresponda, señalará los fundamentos que sirvan de base para la determinación de la misma.”.


En relación con el régimen de circunstancias atenuantes y agravantes, el señor Director del SERNAC expuso que el texto despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento perfecciona lo inicialmente aprobado en general por el Senado y más tarde por la Comisión de Economía. Se ha configurado, sostuvo, un estatuto de aplicación de sanciones que considera, también, criterios adicionales como la gravedad de la conducta, los parámetros objetivos sobre profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de la información, el beneficio económico obtenido, la duración de la conducta y la capacidad económica del infractor. Estos criterios, aclaró, serán utilizables en casos de infracciones individuales. Para los eventos de infracciones colectivas, donde las multas son impuestas por el juez de letras competente, los criterios son otros.


El Honorable Senador señor García solicitó conocer un ejemplo de una infracción a la que sea aplicable el tope de 300 UTM de la sanción genérica de la letra a) del número 11). Advirtió que podría correrse el riesgo de sancionar infracciones más bien menores.


Por otra parte, hizo ver que en el literal d) de las atenuantes se contemplan los últimos treinta y seis meses sin haber sido sancionado por la  misma infracción, mientras que en el literal a) de las agravantes se incluye el haber sido sancionado durante los últimos veinticuatro meses por la misma infracción. Preguntó a qué se debe la exigencia de plazos distintos.


El Honorable Senador señor Montes consultó cuál es el sentido y alcance del deber de consideración prudencial de los criterios adicionales a que hace referencia el artículo, que deberán tenerse en cuenta luego de ponderar las circunstancias atenuantes y agravantes. ¿Qué ocurre si esa consideración no es llevada a cabo prudencialmente?, inquirió.


El señor Director del SERNAC afirmó que subsiste una serie de infracciones, vinculadas a las cláusulas abusivas, que no cuentan con una multa específica y a las que será aplicable el tope de 300 UTM.


En cuanto al plazo de las conductas que se señalan en los literales d) y a) de la circunstancias atenuantes y agravantes, respectivamente, indicó que se ha estimado necesario dejar un interregno. Esto, en el entendido que no es razonable que un proveedor pase, de un día al otro, de tener una conducta muy buena (que haría aplicable la atenuante) a otra muy mala (en cuyo caso operaría la agravante). Lo lógico es que exista un período de tiempo de conducta normal.


Respecto de las decisiones que se adopten en el procedimiento sancionatorio, explicó que se ha previsto una separación de funciones que opera no sólo horizontalmente, sino también verticalmente. Se elimina, en efecto, el recurso jerárquico, de modo que el Director Nacional del SERNAC no se pronuncia sobre casos particulares. Adicionalmente, se ha contemplado la existencia de instructores abogados encargados de llevar adelante dicho procedimiento. Finalmente, se ha consultado el control judicial ante el juez de policía local competente.


El Honorable Senador señor Montes consultó de qué manera se espera que exista una aplicación prudencial de los criterios señalados, que se traduzca en la configuración de una jurisprudencia administrativa más o menos uniforme. Las circulares de la Dirección del Trabajo o el Servicio de Impuestos Internos, o la Ordenanza General de Urbanismo y Construcción, apuntó, son buenos ejemplos de cuerpos normativos que uniforman criterios y constituyen fuentes de Derecho.


No es posible obviar, por otra parte, que entre los mismos juzgados de policía local existe muchas veces disparidad de criterios. 


El señor Director del SERNAC manifestó que, por una parte, las nuevas Subdirecciones que en virtud del proyecto de ley se crean, van a instar y propender a esa uniformidad. La facultad interpretativa del Servicio, por otra, asegura que los criterios tiendan a estar alineados y uniformados a lo largo del tiempo.


El Honorable Senador señor Coloma observó que, de cualquier manera, lo que se entienda por prudencial puede variar entre la sede administrativa y la sede judicial. No es difícil imaginar, planteó, que para casos similares las resoluciones de un Director Regional sean diametralmente opuestas a las de un juez de policía local de la misma comuna, lo que desde el punto de vista de la coherencia del ordenamiento jurídico no deja de resultar complejo.


 Preguntó, asimismo, por el alcance del nuevo inciso séptimo que se propone, que indica que la reparación del daño causado podrá ser considerada como una atenuante calificada. 


El señor Director del SERNAC efectuó una distinción entre la facultad interpretativa y la normativa. La primera solamente obliga a los funcionarios del Servicio, mas no a los juzgados de policía local,  que se encuentran bajo la tuición de los tribunales superiores de justicia, al amparo de los cuales la uniformidad de criterios se va logrando de acuerdo a la dinámica propia del Poder Judicial. Las Cortes de Apelaciones, de hecho, han tendido gradualmente a uniformar la jurisprudencia de los precitados juzgados en materia de responsabilidad por hurtos en estacionamientos.


Con arreglo a la facultad normativa, en tanto, las circulares que se dicten, que son obligatorias para los proveedores, si permitirán ir configurando la pretendida uniformidad.  


El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo observó que uno de los aportes del diseño del presente proyecto de ley es, justamente, que contiene incentivos para generar uniformidad de criterios. La nueva institucionalidad posibilitará que el Director dicte normativa que, además, servirá como referencia para los juzgados de policía local.


Enseguida, ante una consulta del Honorable Senador señor Coloma, el Jefe de la División de Consumo Financiero del SERNAC, señor Rodrigo Romo, explicó en caso de una infracción de sus derechos, es el consumidor quien elige radicarlo en sede administrativa o en el juzgado de policía local competente.


El Honorable Senador señor Coloma preguntó qué ocurriría si un proveedor acude a autodenunciarse ante el SERNAC mientras, más o menos simultáneamente, un consumidor concurre a denunciarlo ante un juzgado de policía local. La jurisdicción, en su opinión, debiera quedar fijada por el primer acto que tenga lugar. 


El señor Romo precisó que la atenuante de autodenuncia sólo opera si se realiza ante el SERNAC, que queda desde entonces habilitado para iniciar un proceso sancionatorio. No obstante, si en forma previa ya ha habido una denuncia en un juzgado de policía local, la competencia estará radicada en éste y ya no operará la atenuante de autodenuncia.  


El Honorable Senador señor Coloma acotó que es evidente que el hecho de que sean dos las sedes en las que se pueda radicar el asunto, supone un grado de complejidad. Cuestión que no es menor porque el efecto es que una circunstancia que debería servir como atenuante, en el marco de un rango sancionatorio amplio y elevado, puede devenir en inutilizable.


El Presidente de la Comisión (Honorable Senador señor Montes) puso en votación el número 11).


El Honorable Senador señor Coloma, quien votó a favor, dejó constancia que la circunstancia atenuante de autodenuncia ante el SERNAC debe ser entendida en una lógica de buena fe. No debiera, en consecuencia, tornarse ineficaz si ocurriera que, casi simultáneamente, la misma conducta se denuncia ante un juzgado de policía local.


El Honorable Senador señor Montes, que también votó a favor, hizo presente la conveniencia de dar forma a un instrumento que permita uniformar los criterios jurisprudenciales que se apliquen en materia de protección de los consumidores.


El número 11) resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro. 

Número 12)


Agrega el siguiente artículo 24 A, nuevo:


“Artículo 24 A.- Tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará la multa de acuerdo a lo señalado en el artículo precedente y al número de consumidores afectados.


El tribunal podrá, alternativamente, aplicar una multa por cada uno de los consumidores afectados, siempre que se tratare de infracciones que, por su naturaleza, se produzcan respecto de cada uno de ellos. No procederá esta opción en los casos en que conste en el proceso que el proveedor ha reparado de manera íntegra y efectiva el daño causado a todos los consumidores afectados, supuesto en el cual se aplicará, por concepto de multa, un monto global, conforme a lo señalado en el inciso anterior.


Con todo, el total de las multas que se impusieren en estos casos no podrá exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


En caso de tratarse de un proveedor que pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el inciso segundo del Artículo Segundo de la ley Nº 20.416, el total de las multas no podrá exceder el 10% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


Con todo, el monto de la multa a que se refieren los dos incisos anteriores se determinará tomando en consideración el número de consumidores afectados y los criterios a que se refiere el inciso séptimo del artículo precedente y no podrá exceder de cuarenta y cinco mil unidades tributarias anuales.”.


El señor Director del SERNAC explicó que el artículo 24 A aborda la imposición de sanciones por infracciones que afecten el interés difuso o colectivo de los consumidores. Puso de relieve que se trata de una facultad ya contemplada en la ley vigente (en el artículo 53 C), que habilita al tribunal para aplicar una multa por cada consumidor afectado.


Tal facultad, agregó, es objeto de una mayor regulación en esta oportunidad, para lo que se fijan criterios y límites. Ellos son:


- Que será posible aplicar una multa por cada uno de los consumidores afectados, siempre que se tratare de infracciones que, por su naturaleza, se produzcan respecto de cada uno de ellos. Esto permitirá distinguir, por ejemplo, aquellas infracciones que no afectan específicamente a cada consumidor, como las originadas en publicidad engañosa, de aquellas que sí lo hacen, como las emanadas de un contrato que contiene cláusulas abusivas.


- Que no se podrá aplicar dicha multa cuando conste que el proveedor ha reparado íntegra y efectivamente el daño a todos los consumidores. 


Lo que en general se persigue, sostuvo, es que existan incentivos para que este tipo de casos sean solucionados antes de que deban ser conocidos por los tribunales de justicia, y que los afectados vean compensado el daño sufrido.


- Que el monto global de las multas no podrá exceder el 30% de las ventas de la línea, producto o servicio objeto de la infracción (como podría ser el cobro de un seguro abusivo), o el doble del beneficio económico obtenido. Dicho límite porcentual se reduce al 10% tratándose de pequeñas y medianas empresas.  


- Que el monto final de la multa no podrá exceder de 45.000 UTA anuales.
 


El Honorable Senador señor Coloma consignó que los topes de los incisos tercero y quinto del artículo 24 A parecen demasiado elevados, al punto que podrían significar un riesgo para la competitividad de las empresas.


El Honorable Senador señor Pizarro expresó que la inquietud planteada por el Senador señor Coloma ha sido ampliamente debatida durante la tramitación de la iniciativa legal. Es la razón, de hecho, por la que el tope de 30% ha sido establecido en función de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, porque de otro modo sí darían lugar a multas demasiado elevadas. Si se considera que la empresa en cuestión podrá, cuando repare el daño causado, evitar la multa por cada uno de los consumidores afectados, se está en presencia de un modelo, a su juicio, adecuado.


Añadió que, a este respecto, el proyecto de ley cumple con establecer un incentivo necesario para que conductas no deseadas, pero que lamentablemente han tenido lugar a los largo de los años, sean evitadas.


El Honorable Senador señor García advirtió que en los incisos tercero y cuarto no se establece una regla sobre cuál de los dos límites (el 30% o 10%, según corresponda, o el doble del beneficio económico obtenido), deberá ser preferido por el juez.  


Del mismo modo, expresó que existe pleno acuerdo sobre la necesidad de establecer sanciones rigurosas a las infracciones sobre los derechos de los consumidores. Ello, empero, no puede llegar el extremo de poner en riesgo la continuidad de las empresas, más aún considerando el tamaño de nuestra economía. 


El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo refirió dos casos que dan cuenta, a su juicio, de la necesidad de reformar el sistema sancionatorio vigente. Uno en el ámbito del derecho del consumidor, relativo a contratos de adhesión en tarjetas de crédito del retail, ya fallado por la Corte Suprema, que afectó a 700 mil consumidores y dio lugar a una multa de tan solo 50 UTM. El otro, en el campo del derecho de la libre competencia, donde, en lo que se ha conocido como “la colusión de los pollos”, mientras los beneficios económicos de los coludidos alcanzaron los US$1.500 millones, las multas sólo se empinaron hasta los US$55 millones. 


El señor Director del SERNAC afirmó que será el tribunal el que decida si aplicar, como multa, el porcentaje de las ventas o el doble del beneficio económico. Se optó por esta modalidad en vista de la dificultad que pueda existir para reunir los antecedentes que permitan determinar uno u otro parámetro. 


El Presidente de la Comisión (Honorable Senador señor Montes), puso en votación el numeral 12). 

El Honorable Senador señor Coloma fundamentó su voto en contra en que el inciso tercero del artículo 24 A establece un tope de multas igual al de la ley 20.945 para el delito de colusión. Esto, en circunstancias que los bienes jurídicos protegidos son distintos y que el ilícito anticompetitivo es doloso, mientras que la infracción a la normativa del consumidor es generalmente culpable.





En cuanto al inciso quinto, manifestó que el tope de 45.000 UTA (aproximadamente US$40 millones), resulta demasiado elevado y puede generar problemas en las empresas. Da cuenta, en definitiva, de falta de proporcionalidad en la sanción respecto de la infracción cometida.


El número 12) fue aprobado por tres votos a favor (de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro), un voto en contra (del Honorable Senador señor Coloma) y una abstención (del Honorable Senador señor García).

Número 13)


Modifica, mediante dos literales, el artículo 25 (relativo a una multa derivada de la suspensión, paralización o no prestación injustificada de servicios contratados, por los que se hubiera pagado un derecho previo).

Letra a)


Reemplaza, en el inciso primero, el guarismo “150” por “750”.

Letra b)


Agrega en el inciso segundo, a continuación de “energía eléctrica,”, la palabra “telecomunicaciones,”; intercala  el vocablo “residuos”, antecedido de una coma, después de la palabra “basura”, y reemplaza el guarismo “300” por “1.500”.


El Jefe de la División de Consumo Financiero del SERNAC, señor Romo, explicó que la letra a) incide en servicios que no son básicos. La letra b), en aquellos que sí lo son (agua potable, gas, alcantarillado, gas, energía eléctrica, teléfono o recolección de basura o elementos tóxicos). Se incorporan, entre estos últimos, los servicios de telecomunicaciones y residuos. 

El Honorable Senador señor García preguntó si esta modificación podría tener impacto sobre las municipalidades. Al menos en la Región de la Araucanía, señaló, son los municipios los encargados del retiro domiciliario de basura, en ocasiones directamente y en otras por intermedio de empresas contratadas. ¿Podrían ser multados los municipios en virtud de esta nueva disposición?, inquirió.


El señor Director del SERNAC precisó que el encabezado del artículo 25, que no se modifica en esta oportunidad, se refiere a servicios previamente contratados por los que se paga un derecho, lo que supone la presencia de una empresa.


El señor Romo agregó que para que se configure la aplicación de la ley del consumidor, deben concurrir los requisitos generales que configuran una relación de consumo, entre ellos el pago de un precio. En el caso de las municipalidades, no se configura una relación de consumo.


El Honorable Senador señor García expresó que debe quedar claramente consignado que a las municipalidades no les resultan aplicables las multas del artículo 25, pues no celebran contratos con los usuarios para el retiro de basura.


Este artículo, entonces, debiera ser aplicable en los casos en que los clientes particulares contratan dicho servicio de retiro con otros particulares. 


La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Macarena Lobos, acotó que un debate similar se tuvo en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado. Allí quedó claro que las municipalidades están fuera del ámbito de la ley de protección de los derechos de los consumidores.


El Presidente de la Comisión (Honorable Senador señor Montes), puso en votación el numeral 13). 


Al expresar su voto favorable, indicó que de todos modos es una realidad que, ante la ausencia de proveedores, los municipios prestan una serie de servicios mercantiles. Esto genera una problemática que sería resuelta si se les otorgara la facultad de constituir empresas municipales.

El número 13) resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro. 


Con posterioridad a la precedente votación, la Comisión tomó conocimiento de la presentación de un informe financiero sustitutivo por parte del Ejecutivo, de 14 de agosto de 2017, del que se da cuenta más adelante en el presente informe. 


Sobre el particular, la señora Lobos destacó que se da cuenta del gasto total del proyecto de ley, no incremental, que en régimen ascenderá a $25.078.610 miles. Respecto de los informes financieros que habían sido presentados anteriormente (de los que también se da cuenta más adelante en este informe), indicó que son dos las diferencias principales. La primera, la eliminación del Consejo Normativo que se había planteado para el ejercicio de la facultad normativa del SERNAC, toda vez que se ha juzgado conveniente que su ejercicio corresponda exclusivamente al Director. Y la segunda, el adelantamiento de la vacancia de la ley, de doce a seis meses, que importa una distribución distinta del gasto.

Número 16)


Reemplaza en el artículo 29 (que fija multa a quien cometa faltas en relación con la rotulación de bienes a que se encuentra obligado), la frase “de cinco a cincuenta” por “de hasta 300”.


El señor Director del SERNAC expresó que el concepto rotulación engloba advertencias, instrucciones de uso, información sobre ingredientes de productos, fecha de vencimiento, etc.


El número 16) resultó aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes.
Número 21)


Reemplaza en el inciso tercero del artículo 45 (que fija multas en relación con productos cuyo uso resulte potencialmente peligroso o la prestación de servicios riesgosos), el guarismo “750” por “2.250”.


El señor Director del SERNAC hizo ver que se está en presencia de conductas atentatorias contra la salud, seguridad y medioambiente o derechos fundamentales. 


El Honorable Senador señor Coloma consultó cómo opera, en este caso, la aplicación supletoria de la normativa del consumidor.


El señor Director del SERNAC explicó que conforme al artículo 2° de la ley del consumidor, forman parte de su marco de aplicación los actos ejecutados con ocasión de la contratación de servicios en el ámbito de la salud, con excepción, entre otras, de las materias relativas a la calidad de las prestaciones de salud. Enseguida, en relación con el Código Sanitario, la autoridad del ramo está facultada para fiscalizar, de manera que la ley del consumidor opera supletoriamente solamente a falta de regulación especial. Una situación así se daría, por ejemplo, en relación con el servicio de arriendo de castillos inflables para juegos infantiles que preste una empresa, por tratarse de una actividad que no cuenta con una regulación específica.
 Adicionalmente, está también presente la regulación del sector eléctrico, cuya fiscalización corresponde la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, que lleva a cabo un proceso de certificación de los productos que pretenden ser comercializados en nuestro país.


Agregó que no obstante lo anterior, Chile no cuenta con una agencia especializada en la certificación de la calidad de los productos, como sí existe en otras jurisdicciones. Es en el margen que ahí se produce, entonces, que la ley del consumidor puede llenar vacíos de fiscalización y regulación, con normas de cierre como las del artículo 45.   


El Honorable Senador señor Coloma observó que el artículo 45 aborda dos situaciones distintas. La primera es el deber, tratándose de productos cuyo uso sea potencialmente peligroso, de incluir advertencias en español sobre su uso. Una multa de 2.250 UTM parece, allí, demasiado elevada. La segunda es la prestación de servicios riesgosos, donde sí parece más justificada la inclusión de una sanción así de alta.


Preguntó, asimismo, a quién cabe definir lo que es “potencialmente peligroso”. El factor de potencialidad, argumentó, relativiza la certeza de lo que se puede considerar peligroso, porque lo que para algunos puede ser potencial, para otros puede no serlo. En el extremo, graficó, puede sostenerse que cualquier cosa es potencialmente peligrosa.


El señor Director del SERNAC aseveró que se trata de dos situaciones similares, porque el bien jurídico tutelado es, en ambas, la seguridad e integridad física de las personas.


Añadió que la definición sobre lo potencialmente peligroso debe ser hecha por quien determina la aplicación de una multa, que puede ser el Servicio, un juez de policía local o un juez de letras, según corresponda. Será, desde luego, materia de prueba.


El Honorable Senador señor García solicitó antecedentes sobre el eventual incremento en el precio final de estos productos que, por el riesgo que representan, se encuentran expuestos a multas elevadas.


El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo sostuvo que la lógica de las multa es que el proveedor internalice su existencia de una manera tal que, por ejemplo, evite no rotularlos en español. 


El Honorable Senador señor Montes expresó que no se puede obviar la existencia de actividades per se riesgosas, particularmente en el área de la medicina, donde, por lo demás, la regulación sectorial suele ser más pro médico que pro paciente.


El asesor del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Adrián Fuentes, acotó que lo concerniente a materiales o servicios peligrosos se encuentra regulado en distintas normas sectoriales. Así, por ejemplo, los explosivos están normados por el Ministerio de Defensa, los medicamentos por el Instituto de Salud Pública y las sustancias químicas por el Ministerio de Salud. El transporte de todos esos productos, a su vez, está sujeto a una regulación del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


El señor Director del SERNAC hizo hincapié en que la sanción que el artículo 45 consulta no cubre la hipótesis del uso que haga un consumidor de un determinado producto, sino, simplemente, la del deber de advertencia en la rotulación del mismo. 


Agregó que actualmente el SERNAC cuenta con un Departamento de Seguridad de Productos y participa de una Mesa de Seguridad del Sector Público, que integra las distintas perspectivas de los reguladores y la autoridad sanitaria. Carece, empero, de facultades fiscalizadoras. Sin estas últimas no es posible velar por el cumplimiento de las obligaciones en los puntos de venta. 


El Honorable Senador señor García preguntó cuántas veces y a quiénes se ha aplicado la multa supletoria del artículo 45. ¿Ha ocurrido en juegos de entretención, por ejemplo?, consultó.


El Honorable Senador señor Montes apuntó que la mayor capacidad de fiscalización implica, por una parte, tener que intervenir en ciertos procesos, y, por otra, asumir la responsabilidad por no hacerlo cuando corresponda.


El señor Director del SERNAC señaló que el Servicio está disponible para sumir las responsabilidades que le corresponda, como, en la especie, prevenir que las advertencias estén presentes en la comercialización de productos potencialmente peligrosos.


Adicionalmente, el Servicio podrá también trabajar en la elaboración de normativa a aplicar. Así, por ejemplo, en el caso del canopy, actividad cuyo riesgo inherente exige la existencia de una regulación que incluya deberes de advertencias y requisitos de formalidad a los proveedores. 


El Presidente de la Comisión (Honorable Senador señor Montes), puso en votación el numeral 21). 


El Honorable Senador señor García, que votó a favor, manifestó que aunque se está en presencia de un tope de multa muy elevado, el hecho de tratarse de productos potencialmente peligrosos y de servicios riesgosos, hace justificable un aumento en la sanción.


El Honorable Senador señor Coloma se abstuvo, fundado en que, a su juicio, sólo la sanción del inciso segundo del artículo 45 resulta razonable, y que la referencia a algo “potencialmente peligroso” asoma como ambigua.


El Honorable Senador señor Montes dio su voto favorable, si bien estimó deseable poder contar con mayores antecedentes sobre los criterios que justifican la aplicación de las multas a las hipótesis del artículo 45.


El número 21) resultó aprobado por cuatro votos a favor (de los Honorables Senadores señores Araya, García, Lagos y Montes) y una abstención (del Honorable Senador señor Coloma).

Número 23)


Modifica, por medio de dos literales, el artículo 49 bis (que establece multas en relación con el deber, para fabricantes e importadores de videojuegos, de señalar en sus productos el nivel de violencia que contienen).

Letra a)


Reemplaza, en el inciso tercero, la expresión “multa de 1 a 50” por “multa de hasta 300”.

Letra b)


Elimina el inciso final (que habilita al juez para doblar la multa en el evento de reincidencia).


El Honorable Senador señor Coloma preguntó cómo ha operado en la práctica la imposición de multas en relación con la industria de los videojuegos.


El señor Director del SERNAC indicó que, en general, no son muchos los reclamos que el Servicio recibe a dicho respecto. Y como no cuenta actualmente con facultades fiscalizadoras, no hay posibilidad de verificar el cumplimiento en terreno.


El Honorable Senador señor Coloma observó que es llamativo que no obstante no haber una constatación objetiva de la existencia de denuncias, igualmente se decida el aumento del tope de la multas desde 50 a 300 UTM. Si se va a optar por elevarlas, apuntó, sería deseable contar con mayores antecedentes.


El Honorable Senador señor Montes sostuvo que, de cualquier modo, la del nivel de violencia constituye un grave problema no sólo en relación con los videojuegos, sino también con lo que se exhibe en la televisión o en otras plataformas, tales como las aplicaciones que se descargan electrónicamente. 


Desde una óptica más general, consultó si el incremento de las multas ha surtido efectos en la experiencia internacional del derecho del consumidor, habida consideración de que, en otros campos, la realidad demuestra que no ha sido una política exitosa.


El señor Director del SERNAC explicó que el efecto disuasivo es perseguido por dos vías: fiscalización (y consiguiente prevención) y elevación de multas.


Por otra parte, puntualizó que el artículo 49 bis de la ley del consumidor sólo aborda la hipótesis de los videojuegos, en particular la rotulación de sus envases. No cubre, por tanto, aplicaciones online u otras descargas.


El Honorable Senador señor Araya acotó que, en realidad, la demanda por videojuegos está siendo superada por el desarrollo tecnológico. Se sabe, en todo caso, de ciertos países que han abordado este asunto mediante el establecimiento del deber de advertencia previo a la descarga de un juego electrónico a un teléfono, por ejemplo.


El Honorable Senador señor Coloma planteó que, entonces, el desafío es ajustar la legislación nacional a dichas nuevas realidades. Al parecer, lo que se está haciendo ahora es modificar la ley en relación con productos que están en extinción, sin aprovechar de hacer lo propio respecto de otros cuyo uso va en ascenso. Si el objetivo es proteger a los menores de la violencia, concluyó, debiera procederse en la línea señalada.  


El Honorable Senador señor Montes formuló un llamado al Ejecutivo para que analice la situación que se ha venido planteando, pues lo que se está pidiendo en esta oportunidad es el pronunciamiento del Poder Legislativo sobre el aumento de multas para un tipo de infracción sobre productos en franco desuso.


El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, comprometió el estudio de esta materia por parte del Ejecutivo, con miras a la elaboración de una propuesta que la aborde. Puso de relieve que, en todo caso, los videojuegos de consola se siguen comercializando masivamente.


El Honorable Senador señor Lagos estuvo de acuerdo con que, sin perjuicio de lo deseable que sería avanzar en la regulación de nuevas tecnologías, sancionar las infracciones respecto de videojuegos sigue siendo pertinente.


 Seguidamente, el Jefe de la División de Consumo Financiero del SERNAC, señor Romo, efectuó una propuesta que permitiría superar la inquietud precedentemente planteada. En mérito de ella, los dos primeros incisos del artículo 49 bis de la ley del consumidor quedarían como sigue:


"Artículo 49 bis.- Los fabricantes e importadores de videojuegos deberán colocar en los envases, soportes o plataformas en que comercialicen dichos productos leyendas que señalen claramente el nivel de violencia contenida en el videojuego respectivo, según lo dispuesto en el presente artículo. En el caso de los envases, tal advertencia deberá ocupar, a lo menos, el 25% del espacio de ambas caras del envoltorio del videojuego respectivo.


Los fabricantes, importadores, proveedores y comerciantes sólo podrán vender y arrendar videojuegos que fueren calificados como no recomendados para menores de una determinada edad, a quienes acrediten cumplir la edad requerida.  En el caso de cada venta o arriendo por medios físicos se deberá exigir la cédula de identidad respectiva.

 
La Comisión estuvo de acuerdo con la propuesta que supone introducir enmiendas en los dos primeros incisos del artículo 49 bis. La aprobó por la unanimidad de sus miembros (Honorables Senadores señores Araya, Coloma, García, Lagos y Montes), con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. 


Enseguida, puesta en votación la letra a), resultó aprobada con la misma unanimidad precedentemente señalada.


En relación con la letra b) del número 23), en tanto, el Honorable Senador señor García manifestó discrepar de que se elimine la facultad del juez para doblar la multa e caso de reincidencia. Entre otras cosas, porque el mismo inciso que se propone suprimir define lo que se entiende por reincidencia.


El señor Director del SERNAC expuso que el fundamento de la supresión propuesta estriba en el objetivo de uniformar el criterio de reincidencia, que es recogido, recordó, en el régimen de circunstancias agravantes que el proyecto incorpora.


Puesta en votación la letra b), fue aprobada por cuatro votos a favor (de los Honorables Senadores señores Araya, Coloma, Lagos y Montes) y uno en contra (del Honorable Senador señor García). 

Cabe señalar que en virtud de la aprobación de las enmiendas relativas a los dos primeros incisos del artículo 49 bis de la ley de protección de los derechos de los consumidores, el tenor del número 23) del artículo 1° del proyecto de ley debe ser adecuado. En consecuencia, tal como se consigna en el capítulo de modificaciones del presente informe, las actuales letras a) y b) pasaron a ser c) y d), respectivamente.

Número 34)


Agrega los artículos 50 H a 50 P.


Correspondió a la Comisión de Hacienda pronunciarse sobre los artículos 50 N (incisos segundo, tercero y cuarto), 50 Ñ y 50 O (inciso tercero).

Artículo 50 N


Prescribe que la resolución que ponga término al procedimiento sancionatorio, junto con resolver el asunto al que este se refiera, podrá ordenar una o más de las siguientes medidas:


a) El cese de la o las conductas infractoras.


b) La imposición de las multas contempladas en la presente ley.


c) La restitución de los cobros que hubieren tenido lugar con infracción a la presente ley, con reajustes e intereses. En la misma resolución deberá señalarse la modalidad en que el infractor deberá realizar las restituciones que correspondan y los plazos de que dispondrá al efecto. Una vez producida la restitución, no será procedente el ejercicio de acciones judiciales que tengan por finalidad el mismo propósito, sin perjuicio de las acciones de indemnización de perjuicios por los daños causados.


d) Las medidas que, de conformidad a esta ley, tengan por objeto exclusivo prevenir o corregir la infracción específica, vinculada a los hechos concretos de que trate el procedimiento sancionatorio correspondiente. Para la determinación de estas medidas, se deberá tomar en consideración lo establecido en los incisos cuarto, quinto y séptimo del artículo 24.


Agrega, en el inciso segundo, que tratándose de las empresas proveedoras comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416 y siempre que no se hubieren configurado las agravantes señaladas en el inciso quinto del artículo 24, las multas a que se refiere la letra b) del inciso primero, serán reemplazadas por la participación obligatoria del titular o representante legal de la empresa de menor tamaño, y/o de uno o más de sus trabajadores, en un programa de capacitación sobre derechos y deberes de los consumidores realizado por el Servicio Nacional del Consumidor.


Sustituida la multa de conformidad a lo dispuesto en el inciso anterior, prosigue el artículo, si el obligado no participare en el programa de capacitación correspondiente, procederá el aumento de la multa originalmente determinada, el que no podrá exceder de un 25% de su valor.


Añade el inciso tercero que en el caso de micro o pequeñas empresas (en los términos definidos en el inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416), la primera multa efectivamente impuesta será rebajada en un 70%.


El inciso final, en tanto, previene que lo previsto en el presente artículo es sin perjuicio del ejercicio de otras facultades entregadas al Servicio, en esta misma ley o en leyes especiales.


El señor Director del SERNAC expresó que el contenido de este artículo apunta a la eficiencia del procedimiento sancionatorio, el que podrá determinar las medidas que en él se señalan. De tal forma, por ejemplo, podrá ordenarse a una empresa que deje de exhibir el cartel mediante el cual comunica que se exime de responsabilidad, o que cambie el producto defectuoso que ha sido objeto de reclamo.


El  Jefe de la División de Consumo Financiero del SERNAC, señor Romo, agregó que los incisos segundo, tercero y cuarto dan cuenta de un tratamiento especial para las micro y pequeñas empresas. En concreto, se posibilita que cuando una multa sea impuesta por primera vez a una microempresa, pueda ser remplazada por la participación de los representantes de aquella en una capacitación. Asimismo, que la primera multa cursada a micro o pequeñas empresas sea rebajada en un 70%.

Puestos en votación los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 50 N, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, García, Lagos y Montes.
Artículo 50 Ñ


Es del siguiente tenor:


“Artículo 50 Ñ.- Las resoluciones del Servicio que apliquen multa, ordenen devoluciones o reintegros o dispongan otras medidas que tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida, tendrán mérito ejecutivo.


El monto de las multas impuestas por el Servicio será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 50 O.


El cumplimiento de las resoluciones a que se refiere el inciso primero, incluido el pago de las multas, deberá ser acreditado ante el Servicio dentro de los 10 días siguientes a la fecha en que aquél fuere exigible.


Si el infractor fuere una persona jurídica, responderán solidariamente del pago de las multas sus directores, administradores y aquellas personas que se hayan beneficiado directamente de la infracción respectiva, siempre que hubieren participado en la realización de esta.


El cumplimiento de las resoluciones que decreten las medidas señaladas en el artículo 50 N, con excepción de las multas, se llevará a efecto en conformidad al procedimiento establecido en el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, ante el juzgado de policía local correspondiente al domicilio del consumidor.”.


El Honorable Senador señor García preguntó en qué caso una resolución puede ordenar devoluciones o reintegros, y si acaso no resulta algo breve el plazo de 10 días para acreditar el pago de las multas.


El señor Director del SERNAC señaló que cuando la infracción consiste en un cobro excesivo, se puede ordenar la devolución del dinero.


En cuanto al plazo, explicó que parece adecuado si se toma en cuenta que la multa sólo se aplica en virtud y con posterioridad a todo un procedimiento sancionatorio que debe tener lugar.


El artículo 50 Ñ fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, García, Lagos y Montes.
Artículo 50 O


Dispone lo que sigue:


“Artículo 50 O.- Contra las resoluciones que dicte el Director Regional solo procederá el recurso de reposición contemplado en el artículo 59 de la ley N° 19.880. El recurso jerárquico y todo otro recurso administrativo establecido en dicha ley serán improcedentes.


Respecto de la resolución que pone fin al procedimiento administrativo, y una vez resuelto el recurso de reposición, si es que este hubiere sido interpuesto, el afectado, sea el proveedor o el consumidor, podrá reclamar por ilegalidad ante el juzgado de policía local que corresponda al domicilio del consumidor, dentro del plazo fatal e individual de diez días, contado desde la notificación de la resolución respectiva. Si el procedimiento administrativo fue iniciado de oficio por el Servicio, el proveedor podrá reclamar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente a la comuna de la Dirección Regional. La reclamación deberá presentarse por escrito y contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulan. Al conocer de la reclamación, el juez podrá, realizando un control sobre la legalidad de la resolución, revisar tanto aspectos formales como sustantivos.


Para el caso que el infractor no interponga reclamación en contra de las resoluciones del Servicio que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de la resolución, se le reducirá el 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado ante la Dirección Regional respectiva del Servicio, presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuada en la Tesorería General de la República.


No podrá exigirse el cumplimiento de la resolución mientras ésta no se encuentre firme.


La reclamación se substanciará conforme al procedimiento contemplado en el Párrafo 3º de este Título. La resolución que admita a tramitación la reclamación será notificada por carta certificada al Director Regional y a los demás intervinientes en los respectivos domicilios fijados ante el Servicio en el procedimiento sancionatorio. En dicha resolución se deberá indicar la posibilidad de ejercer ante el mismo tribunal las acciones indemnizatorias que correspondieren. El procedimiento al que se sujete el conocimiento de tales acciones se acumulará de oficio a la reclamación, substanciándose ambas conforme al mismo procedimiento.


Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables. Para estos efectos la cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo pedido por indemnización de perjuicios o, en su defecto, en base a la multa impuesta por el Servicio.


En los casos en que no sea aplicable lo indicado en el inciso anterior, contra la sentencia que resuelva la reclamación, y en su caso la acción indemnizatoria, procederá el recurso de apelación, el que se interpondrá dentro del plazo de diez días. La apelación se resolverá en cuenta, salvo solicitud fundada de alguna de las partes. Si se diere lugar a dicha solicitud, la Corte de Apelaciones ordenará traer los autos en relación y dispondrá agregar extraordinariamente la causa a la tabla del día subsiguiente, previo sorteo, en las Cortes de Apelaciones de más de una Sala.


La apelación a que se refiere este artículo gozará de preferencia para su vista y fallo, y no procederá la causal de suspensión contemplada en el artículo 165, N°5, del Código de Procedimiento Civil.


En contra de la sentencia que resuelva el recurso de apelación, no procederá recurso alguno.”.


Ante una consulta del Honorable Senador señor García, el señor Director del SERNAC expuso que el consumidor opta si radica su caso en el Servicio o en el Juzgado de Policía Local. Ante estos últimos, que cuentan con cobertura cercana al total de las comunas del país, se establece la posibilidad de que los consumidores puedan concurrir con la asesoría de la Corporación de Asistencia Judicial.


En el caso del SERNAC, en tanto, el procedimiento sancionatorio se inicia en el evento de que fallen dos instancias previas (mediación y conciliación), para las cuales se prevé la posibilidad de suscribir convenios con las municipalidades para que abogados del Servicio propicien acercamientos y soluciones. Sólo si no prosperan, el procedimiento queda a cargo de un abogado instructor y es posteriormente resuelto por el Director Regional que corresponda. De esta última resolución se puede reclamar ante el juzgado de policía local, que resolverá en única instancia si la cuantía de lo reclamado asciende hasta 25 UTM; si la cuantía es superior, se podrá recurrir posteriormente a la Corte de Apelaciones respectiva.


Destacó la importancia de tres novedades que se introducen: las instancias de mediación y conciliación, que permitirán abordar las situaciones en que, de acuerdo con la normativa vigente, si el proveedor no responde la única opción del consumidor es ir directamente a policía local;  el aludido procedimiento sustanciado por un instructor y resuelto por un Director Regional, que no incluye recurso jerárquico; y el mérito ejecutivo de las resoluciones el Servicio. 


Ante una consulta del Honorable Senador señor Coloma, la Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Lobos, aclaró que aplica en este caso la regla general de que para recurrir ante la Corte de Apelaciones, no es necesaria consignación.


Puesto en votación el inciso tercero del artículo 50 O, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Coloma, García, Lagos y Montes.
Número 41)


Modifica, mediante tres literales, el artículo 53 B, relativo al llamado a conciliación que puede formular el juez en el marco del procedimiento especial para protección del interés colectivo o difuso de los consumidores.


La Comisión de Hacienda sólo se pronunció sobe la letra b), que reemplaza el actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:


“Todo avenimiento, conciliación o transacción deberá ser sometido a la aprobación del juez. Para aprobarlo, el juez deberá verificar su conformidad con las normas de protección de los derechos de los consumidores. La aprobación se entenderá sin perjuicio de la eventual aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley. Con todo, el tribunal podrá considerar la reparación del daño causado por parte del proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el 50%.”.


El señor Director del SERNAC subrayó que esta propuesta debe entenderse en el marco de los procedimientos colectivos, que siempre están a cargo de un juez de letras, nunca el SERNAC. En ellos, aunque se llegue a un acuerdo, el juez podrá en todo caso imponer una multa (en el tope de 2.250 UTM), la que podrá ser rebajada hasta en un 50% si el daño ha sido adecuadamente reparado.


El Honorable Senador señor Coloma advirtió que si lo que se quiere es incentivar los avenimientos, conciliaciones y transacciones, parece contraproducente que se contemple la posibilidad de que un tercero ajeno a las partes, el juez, imponga de todos modos una multa.


El Honorable Senador señor Montes preguntó cuál es el sentido de que se le confiera esa facultad al juez.


El señor Director del SERNAC aclaró que la ley ya contempla la facultad de imponer una multa cuando las partes alcanzan una conciliación, avenimiento o transacción. Teniendo en cuenta que una cosa es la infracción, propiamente tal, y otra la reparación que los afectados puedan obtener, resulta lógico que el juez de letras ejerza un rol de control del acuerdo.


El incentivo, enfatizó, está puesto en que si la reparación a los consumidores es total y efectiva, no procederá la aplicación de la multa por cada uno de los consumidores afectados, lo que implica que no se llegará al tope máximo de 45.000 UTA.


El Honorable Senador señor Coloma estimó preferible que la ley contemple un mecanismo en virtud del cual, al momento  de la conciliación, avenimiento o transacción, el proveedor sepa cuál es la multa que se le va a aplicar. De lo contrario, no es difícil predecir que habrá menos incentivos para alcanzar dichos acuerdos.


El punto, se explayó, no es que no exista la posibilidad de multa, sino que esta sea determinada dentro del mismo proceso en el que se persigue llegar a una conciliación, avenimiento o transacción, de manera que se configure un todo integrado. El hecho de que a la hora de lograr un acuerdo no se sepa cuál es la multa que se va a aplicar, explicó, podría ser muy decisivo para que el proveedor decida no llegar a aquel.


El Honorable Senador señor Araya consignó que se trata de dos cuestiones distintas. De un lado, la reparación que buscan las asociaciones de consumidores; del otro, la infracción en sí misma, que debe ser resuelta por el juez y no puede, en consecuencia, entrar a formar parte de la negociación que sostienen las partes. En ese esquema, la vía de salida, que opera además como incentivo, es la rebaja de la multa que el juez puede dictaminar.


Por lo demás, apuntó, el proveedor o empresa involucrada ya conoce cuál es el tope máximo de multa a que expone. Si, por otra parte, supiera el monto exacto que se le va a aplicar, tendría un incentivo menos para alcanzar un acuerdo, porque es precisamente la incertidumbre acerca del monto final lo que lo lleva a buscar una solución previa. 


El señor Director del SERNAC expuso que en el contexto de las mediaciones colectivas, que incluso pueden comenzar por autodenuncia, todos los incentivos están puestos para que los acuerdos entre las partes (SERNAC, empresa, asociaciones de consumidores involucradas) se verifiquen antes de llegar a juicio.


Añadió que, en la práctica, cuando estos acuerdos son llevados a los tribunales, las partes sugieren una multa que, en general, es acogida.


Profundizando el argumento, el señor Ministro de Economía Fomento y Turismo señaló que no se puede pretender que una etapa posterior tenga exactamente los mismos incentivos que la anterior. Como lo primordial es que los consumidores sean rápidamente remediados, se torna especialmente relevante el proceso inicial de mediación colectiva, cuyo éxito pone fin al problema y no da lugar a multas. 


En relación con el destino que tienen las multas, por otra parte, el Honorable Senador señor García señaló haber tomado conocimiento de que instituciones de beneficencia tales como los hogares de adultos mayores, obtienen parte de los recursos con que se financian a partir de las medidas de reparación o salidas alternativas que tienen lugar en el marco de la justicia penal. Solicitó el acuerdo de la Comisión para oficiar sobre el particular al Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, para que informe sobre la cantidad de juicios, tipo y montos de las medidas así adoptadas. Señaló que puede tratarse de un mecanismo útil que podría ser aplicable a la disposición del proyecto de ley que se está discutiendo.


El Honorable Senador señor Araya acotó que, efectivamente, en virtud de los acuerdos reparatorios del proceso penal se fijan montos de indemnizaciones a favor de terceros.


La unanimidad de los miembros de la Comisión (Honorables Senadores señores Araya, Coloma, García, Lagos y Montes) estuvo de acuerdo en enviar el oficio solicitado.


Puesta en votación la letra b) del número 41), resultó aprobada por dos votos a favor (de los Honorables Senadores señores Araya y Montes) y una abstención (del Honorable Senador señor Coloma). 

Número 45)


Agrega los artículos 54 H a 54 S.


Correspondió a la Comisión de Hacienda pronunciarse respecto del inciso final del artículo 54 O.

Artículo 54 O


Es del siguiente tenor:


“Artículo 54 O.- A solicitud del proveedor, el Servicio decretará reserva de aquellos antecedentes que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales, siempre que su revelación pueda afectar el desenvolvimiento competitivo de su titular. Los demás participantes del procedimiento no podrán acceder a estos antecedentes, sino a través de los documentos que contengan el análisis general que de ellos haga el Servicio, los que en ningún caso podrán comprometer la reserva decretada a su respecto.


Los funcionarios encargados de la tramitación deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que hayan conocido con ocasión del procedimiento y hayan sido declarados reservados de acuerdo al inciso primero. Asimismo, este deber de reserva alcanza a los terceros que intervinieren a través de la emisión de informes.


El funcionario del Servicio que infringiere el deber de reserva, revelando en perjuicio del proveedor aquellos antecedentes, fórmulas, estrategias o secretos que haya conocido con ocasión del procedimiento y respecto de los cuales se haya decretado reserva, será sancionado con las penas indicadas en el artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que corresponda.


Si la infracción la cometieren terceros que intervinieren en el procedimiento mediante la emisión de informes, sufrirán la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a cinco unidades tributarias mensuales.”.


El Honorable Senador señor Coloma preguntó por qué se circunscribe a la emisión de informes la infracción al deber de reserva por parte de terceros. Advirtió que puede haber otras vías por las que la información sea transmitida, por lo que tal vez sea más razonable establecer un tipo más amplio.


El señor Director del SERNAC precisó que un tercero solamente tiene acceso a la información del procedimiento  cuando emite un informe. No puede, en consecuencia, intervenir de otra manera.


El Honorable Senador señor Araya expresó que el inciso segundo del artículo en análisis aclara que el deber de reserva alcanza, justamente, a los terceros que intervienen a través de la emisión de informes.


El Honorable Senador señor García apuntó que, conforme a lo expuesto, debiera entenderse que se es tercero sólo en la medida que se emite un informe.


La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Lobos, afirmó que este último es el correcto alcance de la disposición en comento: se está señalando quién es el sujeto que comete la infracción, no cómo se materializa la misma.


El Honorable Senador señor Coloma sugirió intercalar en el inciso final, entre “cometieren” y “terceros”, la palabra “aquellos”.


La señora Lobos manifestó la disposición del  Ejecutivo a allanarse a la sugerencia realizada.


En consecuencia, la Comisión acordó realizar una enmienda en el inciso final del artículo 54 O, en el sentido señalado, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Coloma, García y Montes. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Número 46)


Reemplaza el artículo 55 D por el siguiente:


“Artículo 55 D.- Los proveedores que promocionen o distribuyan un contrato de adhesión de un producto o servicio financiero sin sello SERNAC como si lo tuviere, o que no cumplan las obligaciones establecidas en el inciso final del artículo 55 C, serán sancionados con multa de hasta 2.250 unidades tributarias mensuales.”.


El señor Director del SERNAC reiteró que, al día de hoy, no hay empresas con sello SERNAC. Esto obedece, en su opinión, a que la legislación no es suficientemente clara respecto del equilibrio entre las sanciones y los beneficios.


El Honorable Senador señor Coloma sugirió precisar la redacción del artículo, en el sentido de que sea indubitado que lo reprochable es que alguien utilice el sello SERNAC sin tenerlo. Propuso reemplazar la frase “sin sello SERNAC como si lo tuviere” por “con sello SERNAC, sin tenerlo”.


La Comisión acordó realizar la enmienda propuesta por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, Coloma, García, Lagos y Montes. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Número 47)


Reemplaza el inciso final del artículo 56 (relativo al servicio de atención al cliente que deben organizar determinados proveedores), por el siguiente:


“En caso de incumplimiento de las obligaciones indicadas en los dos incisos anteriores, el Servicio Nacional del Consumidor podrá sancionar al proveedor con una multa de hasta 300 unidades tributarias mensuales.”.


El señor Director del SERNAC indicó que esta disposición se relaciona exclusivamente con el servicio de atención al cliente del sello SERNAC.


El número 47) fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Coloma, García, Lagos y Montes. 

Número 50)


Reemplaza el artículo 56 H por el que sigue:


“Artículo 56 H.- En caso de que el proveedor no cumpla con la propuesta de acuerdo de un mediador debidamente aceptada por las partes, o con la sentencia definitiva de un árbitro financiero en el plazo establecido en los artículos 56 D o 56 E, según corresponda, el Servicio Nacional del Consumidor lo sancionará con una multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales. Además, el Servicio podrá revocar el Sello SERNAC otorgado al proveedor de productos y servicios financieros, sin que pueda éste solicitarlo nuevamente antes de transcurrido un año desde la revocación. El deber de denuncia del Servicio Nacional del Consumidor no obsta al derecho del consumidor afectado para denunciar el incumplimiento, por parte del proveedor, de la propuesta de acuerdo o sentencia definitiva, según corresponda.”.


Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Coloma, García, Lagos y Montes. 

Número 51)


Reemplaza el artículo 57 por el siguiente:


“Artículo 57.- El Servicio Nacional del Consumidor, en adelante e indistintamente el “Servicio”, será un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sujeto a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


El Servicio será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1981, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882 y se someterá al decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado.


El Servicio se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales. En cada región del país habrá un Director Regional, quién estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley N° 19.882 y deberá acreditar título de abogado. También estará afecto a dicho sistema el segundo nivel jerárquico del Servicio Nacional del Consumidor.


Adicionalmente, dichas Direcciones Regionales se considerarán funcionalmente desconcentradas para efectos de ejercer las funciones señaladas en las letras b), c), g) y o) del artículo 58 de la presente ley.”.


El señor Director del SERNAC resaltó que sólo los Directores Regionales podrán iniciar procedimientos sancionatorios.


El número 51) fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Coloma, García, Lagos y Montes. 

Número 52)


Introduce, mediante siete letras, diversas enmiendas en el artículo 58 (que establece las funciones del Servicio Nacional del Consumidor). Fueron consideradas de competencia de la Comisión de Hacienda los siguientes apartados: de la letra a), el párrafo sexto del literal a); de la letra b), los literales j), k), l), m), n), ñ) y r); la letra e) y, de la letra g), su párrafo segundo.

Letra a)


Reemplaza, en el inciso segundo, los literales a), b), c), d), e), f) y g) por las que indica:

Literal a)


Dispone lo que sigue:


“a) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y de toda la normativa de protección de los derechos de los consumidores.


Durante los procedimientos de fiscalización, los proveedores y sus representantes deberán otorgar todas las facilidades para que estos se lleven a efecto y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la fiscalización.


En el ejercicio de la labor fiscalizadora, los funcionarios del Servicio deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, y dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Director Regional del Servicio que corresponda territorialmente.


Los funcionarios del Servicio estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y, en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividades fiscalizadas. Cuando se trate de fiscalización de sitios web, los proveedores estarán obligados a facilitar los antecedentes relativos a éste que sean solicitados por el respectivo funcionario del Servicio, los que deberán ser entregados en formato digital.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, los funcionarios del Servicio podrán solicitar, previa autorización del juez de policía local correspondiente al local objeto de la fiscalización, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador.


Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, la negativa injustificada a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales. La procedencia de la justificación de la negativa será calificada por el Servicio.


Cuando con ocasión de una fiscalización, el Servicio constate respecto de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la Ley Nº 20.416, que no haya sido sancionada por la misma infracción en los últimos doce meses, una infracción legal o reglamentaria en que no concurra alguna de las circunstancias agravantes previstas en el artículo 24, podrá conceder un plazo de hasta diez días hábiles para dar cumplimiento a las normas respectivas, lo que deberá ser acreditado ante el Servicio.


El Servicio desarrollará sus actividades de fiscalización en conformidad a un plan que elaborará anualmente, priorizando aquellas áreas que involucren un mayor nivel de riesgo para los derechos de los consumidores. Las directrices generales de dicho plan serán públicas.”.

Puesto en votación el párrafo sexto del literal a), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Coloma, García, Lagos y Montes. 

Letra b)


Agrega, en el inciso segundo, los literales i), j), k), l), m), n), ñ), o), p), q), r) y s).

Literal j)


Es del siguiente tenor:


“j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores y hacerse parte en aquellas causas que comprometan los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en leyes especiales. La facultad de velar por el cumplimiento de normas establecidas en leyes especiales que digan relación con la protección de los derechos de los consumidores, incluye la atribución del Servicio Nacional del Consumidor de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas y de hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en esas leyes especiales.”.


El Honorable Senador señor Coloma consultó si el SERNAC se encuentra habilitado para denunciar a algún organismo del Estado.


El señor Director del SERNAC afirmó que dicha atribución existe en la medida que se trate de una relación de consumo en la que el organismo tenga la calidad de proveedor. Esta última, definida en el artículo 1° de la ley, está determinada por el concepto de habitualidad. Ocurre, por ejemplo, con las sociedades del Estado regidas por estatuto privado, como Metro S.A. 


No existe, en cambio, cuando el Estado entrega servicios de manera gratuita o vinculados a derecho sociales, pues no está presente el precio que se paga en las relaciones de consumo.


El Honorable Senador señor Coloma estimó que debiera haber alguna figura que permitiera ejercer su derecho reclamo a aquellos que reciben beneficios del Estado.


El Honorable Senador señor Montes manifestó que la referencia del Senador señor Coloma se encuentra más bien vinculada a la figura del ombudsman, inexistente en el derecho nacional. Sin ella, y con el ámbito del SERNAC circunscrito a las relaciones de consumo, es cierto que quienes reciben servicios del Estado quedan en una situación menos ventajosa. Es indudable, concluyó, que subsiste un vacío.


El literal j) fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Coloma, García, Lagos y Montes. 

Literal k)


Señala lo siguiente:


“k) Formular, realizar y fomentar programas de información y educación al consumidor.”.

Literal l)


Textualmente, señala:


“l) Realizar, a través de laboratorios o entidades especializadas, de reconocida solvencia, análisis selectivos de los productos que se ofrezcan en el mercado en relación a su composición, contenido neto y otras características.


Aquellos análisis que excedan en su costo de 250 unidades tributarias mensuales, deberán ser efectuados por laboratorios o entidades elegidas en licitación pública.


En todo caso el Servicio deberá dar cuenta detallada y pública de los procedimientos y metodología utilizada para llevar a cabo las funciones contenidas en esta letra.”.

Literal m)


Su tenor es el siguiente:


“m) Reunir, elaborar, procesar, divulgar y publicar información para facilitar al consumidor un mejor conocimiento de las características de la comercialización de los bienes y servicios que se ofrecen en el mercado. En el ejercicio de esta facultad, se deberá tener especial consideración con lo establecido en el decreto ley N°211, de 1973, que fija normas sobre la defensa de la libre competencia.”.

Literal n)


Señala lo siguiente:


“n) Realizar y promover estudios en el área del consumo.”.

Literal ñ)


Textualmente, dispone:


“ñ) Llevar el registro público a que se refiere el artículo 58 bis.”.


El señor Director del SERNAC precisó que la referencia del literal ñ) corresponde a un registro de sentencias que permitirá transparentar las decisiones de los juzgados de policía local.


Los literales k), l), m), n) y ñ) fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Coloma, García, Lagos y Montes. 

Literal r)


Es del siguiente tenor:


“r) Celebrar convenios con municipalidades para que estas coordinen y gestionen las audiencias de conciliación obligatorias contempladas en el artículo 50 G respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual.”.


El señor Director del SERNAC expuso que esta clase de convenios posibilitará al acercamiento entre las empresas y los consumidores.


El Honorable Senador señor Coloma consultó si esta facultad exige la presencia del Servicio en todas las comunas del país.


El señor Director del SERNAC señaló que se contemplan recursos financieros para la contratación de profesionales que permitan materializar esos convenios. En la actualidad, hizo ver, el Servicio ya trabaja con alrededor de 130 municipios a lo largo del país que gestionan reclamos. El objetivo, por cierto, es extender esa cobertura, para lo que se requiere que los municipios expresen interés por trabajar conjuntamente.


El Honorable Senador señor Montes señaló haber constatado el buen funcionamiento de esta clase de iniciativa en diversos municipios.


El Honorable Senador señor García solicitó conocer si se contempla, para estos efectos, financiamiento para los municipios. No se puede soslayar, argumentó, que algunas iniciativas aprobadas por los colegisladores han sido objeto de abierta crítica, no sin razón, por entregar atribuciones adicionales a dichas instituciones sin contemplar mayor financiamiento, en circunstancias que es sabido que sus arcas no suelen gozar de holgura. 


El señor Director del SERNAC sostuvo que la norma espejo del literal r) en análisis es el artículo 3° del proyecto de ley –respecto del cual la Comisión de Hacienda también debe pronunciarse-, que justamente agrega, entre las atribuciones de las municipalidades, la de gestionar las audiencias de conciliación obligatorias previa celebración de convenios. Resaltó que estos últimos serán suscritos gracias a los recursos financieros contemplados para gastos en personal del SERNAC.


No habrá necesidad, en consecuencia, de recursos propios de las municipalidades para desarrollar estas actividades por sí mismas. 


El Honorable Senador señor Montes puso de relieve que en las leyes de presupuestos debiera consignarse la línea de financiamiento relativa a estos convenios SERNAC-municipios.


El literal r) fue aprobado por dos votos a favor (de los Honorables Senadores señores Lagos y Montes) y una abstención (del Honorable Senador señor García).
Letra e)


Sustituye el inciso octavo por el que sigue:


“La negativa o demora injustificada en la remisión de los antecedentes requeridos en virtud de este artículo, será sancionada con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales, por el Servicio.”.


El señor Director del SERNAC indicó que esta sanción se relaciona con la solicitud de información comercial básica.


El Honorable Senador señor García consultó qué ocurriría si el proveedor insistiera en su negativa a proporcionar los antecedentes solicitados. ¿Se le aplicaría una multa cada vez?, preguntó. Tal vez, planteó, la reiteración de la infracción debiera tener una sanción mayor.


El señor Director del SERNAC puntualizó que el inciso que se propone alude, concretamente, a demoras que sean injustificadas. Ello implica que puede haber otras que sean plenamente justificadas y que, por consiguiente, no constituirían una infracción.


La letra e) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Letra g)


Es del siguiente tenor:


“g) Reemplázase el inciso final por los siguientes:


“Las funciones de fiscalización, sanción, dictación de normas de carácter general, llevar a cabo el procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores y la función de demandar para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, estarán a cargo de distintas Subdirecciones, independientes entre sí.


Los Subdirectores a cargo de las Subdirecciones referidas en el inciso precedente estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el título VI de la ley N° 19.882.


Los funcionarios que realicen labores de fiscalización no podrán asumir como responsables de la instrucción de procedimientos sancionatorios. Del mismo modo, los Directores Regionales no podrán intervenir en funciones de fiscalización, ni participar de ningún modo en la instrucción de procedimientos sancionatorios en relación a hechos respecto de los cuales después pudieran aplicar sanción. 


Asimismo, los funcionarios que realicen labores relativas al procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores no podrán intervenir en las demandas para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores y viceversa.


Los funcionarios que infrinjan los deberes asociados a la división estricta de funciones a la que se refiere este artículo incurrirán en una contravención grave a sus deberes funcionarios.


El Director Nacional dictará las instrucciones de orden interno que sean necesarias a fin de que en los distintos procedimientos en que participen funcionarios del Servicio se garantice la división estricta de funciones que ordena esta ley, especialmente en lo que se refiere al resguardo y traspaso de la información obtenida por los funcionarios en el ejercicio de sus funciones.”.


El señor Director del SERNAC explicó que los incisos que se proponen constituyen normas de orden interno que obligan al Servicio a separar las funciones de fiscalización, sanción, dictación de normas de carácter general, llevar a cabo el procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, y la de demandar para la protección de su interés colectivo o difuso. Todas ellas, agregó, estarán a cargo de un respectivo subdirector, el que será designado con arreglo al Sistema de Alta Dirección Pública.


El Honorable Senador señor García comentó que en vista del fortalecimiento de que es objeto y de las nuevas facultades que se le confieren al SERNAC, cobra mucho sentido la inquietud respecto de que sea un dirección colegiada, y no unipersonal, la encargada de llevar adelante esta nueva etapa. Es cuestionable, añadió, que se concentren tantas atribuciones en una sola autoridad.


La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Lobos, precisó que en ningún momento, a lo largo de la tramitación del proyecto de ley, estuvo considerada la posibilidad de establecer una dirección colegiada del Servicio. Lo único que se analizó, durante un tiempo, fue la conveniencia de que la facultad normativa fuera ejercida por un Consejo. Esa idea fue finalmente desechada, afirmó, básicamente por dos motivos: porque dicha facultad fue acotada solamente a ciertas materias y porque se estableció el deber de contar con informe vinculante de los reguladores especiales.


Añadió que la regla general en Chile es que todas las Superintendencias están dotadas de facultades normativas e interpretativas y que, con excepción de la Comisión para el Mercado Financiero, su dirección es unipersonal.  


El Honorable Senador señor Montes reflexionó, desde una óptica general, que un aspecto que debe ser analizado en los modelos de autoridades unipersonales, como el que opera en la Contraloría General de la República, por ejemplo, es el de los cambios incluso drásticos de criterios dependiendo de la persona que ejerce el cargo. Los contrapesos que proporcionan los órganos colegiados, razonó, tienen la cualidad de propender al equilibrio.


La señora Lobos destacó que en el caso particular del proyecto de ley en estudio, el contrapeso efectivo está dado por el deber de requerir informe favorable del regulador sectorial que corresponda. Tratándose de servicios regulados, en consecuencia, el Director del SERNAC no podría ejercer su facultad normativa si no cuenta con dicho informe favorable.


El señor Director del SERNAC agregó que en la experiencia comparada, los únicos organismos cuya dirección es colegiada, son aquellos que reúnen la defensa de los derechos de los consumidores y de la libre competencia. Así ocurre, graficó, en Estados Unidos o Australia.


El Honorable Senador señor Coloma estuvo de acuerdo con el cuestionamiento al cúmulo de atribuciones del SERNAC. No resulta razonable, a su juicio, que en un solo organismo se reúnan las funciones de dictar normas, interpretarlas, fiscalizarlas, demandar su cumplimiento y sancionar su incumplimiento. 


El señor Director del SERNAC consignó que todas esas facultades son entregadas a la institución, no al Director Nacional. Este último, recordó, no tendrá facultades sancionatorias. 


En otro orden ideas, el Honorable Senador señor García consignó que las Subdirecciones no están contempladas dentro de la organización interna de los servicios públicos, ni en la Constitución Política de la República ni en la ley N° 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la Administración del Estado. Su creación, en consecuencia, constituye una modificación a dicha ley de bases.


La señora Lobos acotó que, efectivamente, el inciso primero del artículo 29 de la ley N° 18.575 no menciona a las subdirecciones entre los niveles de organización de la Administración. Sin embargo, el inciso final de la misma disposición autoriza a la ley para establecer, en circunstancias excepcionales, niveles jerárquicos distintos o adicionales, y denominaciones diferentes.


A juicio del Ejecutivo, sostuvo, es al propio legislador a quien cabe hacer la calificación de excepcionalidad.  


Puestos en votación los dos primeros incisos propuestos por la letra g), resultaron aprobados por tres votos a favor (de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro) y dos abstenciones (de los Honorables Senadores señores Coloma y García).

Número 54)


Reemplaza el artículo 59 por el siguiente:


“Artículo 59.- El Director Nacional será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación judicial y extrajudicial. Será nombrado por el Presidente de la República a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. Durará cuatro años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.


El cargo de Director Nacional será incompatible con el de diputado, senador, integrante del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, consejero del Banco Central, fiscal del Ministerio Público, miembro de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, ministro de Estado, subsecretario, intendente, gobernador, alcalde, concejal, consejero regional, miembro del Tribunal Calificador de Elecciones, funcionario de la Administración del Estado, miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, y con el de representante de asociaciones gremiales, organizaciones sindicales y asociaciones de consumidores. 


El Director Nacional no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley. Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente civil y a sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad. 


Una vez que el Director Nacional haya cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley, por el plazo de seis meses después de haber expirado en funciones. El Director Nacional no podrá ser candidato a cargos de elección popular hasta un año después de haber cesado en su cargo. 


El ex Director Nacional afecto a la prohibición contenida en el inciso anterior deberá informar, durante el tiempo que ésta dure, al Servicio Nacional del Consumidor sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. Esta obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de la precitada prohibición. 


Las incompatibilidades y prohibiciones establecidas en los incisos segundo a cuarto, así como la obligación establecida en el inciso anterior, todas del presente artículo, serán también aplicables a los Directores Regionales.


El Director Nacional cesará en sus funciones por las siguientes causales:


a) Término del período legal de su designación.


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.


c) Negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, faltas a la probidad administrativa y por cualquier inobservancia a los deberes y obligaciones establecidos por ley.


d) Incapacidad psíquica o física sobreviniente para el desempeño de su cargo.


e) Incurrir en una causal de incompatibilidad y prohibiciones de las indicadas en los incisos segundo y tercero del presente artículo.


Si se verificare alguna causal de las contenidas en los literales d) o e) del inciso anterior, cesará automáticamente en su cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Presidente de la República. De igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República de conformidad al literal b).


El Presidente de la República podrá remover al Director Nacional sólo si concurre alguna de las conductas señaladas en la letra c) del inciso séptimo.


Le corresponderá especialmente al Director Nacional:


a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento del Servicio y ejercer las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.


b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento del Servicio.


c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio.


d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a esta ley y a las normas estatutarias.


e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley, salvo las materias señaladas en las letras d) y e) del inciso segundo del artículo 58.


f) Conocer y resolver los recursos que la ley establece, pudiendo en su caso aplicar las sanciones que correspondan.


g) Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos a través de la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por el Servicio.


h) Ejercer a través de la Subdirección respectiva las funciones señaladas en las letras d) y e) del artículo 58.


i) Las demás que establezcan las leyes.


En todo lo no previsto en los incisos anteriores, y en cuanto no sea contradictorio con aquéllos, le serán aplicables al cargo de Director Nacional las normas establecidas en el Título VI de la ley N°19.882.


En conformidad con lo establecido en la ley N°18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1/19.353, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Director Nacional, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna y determinará las denominaciones y funciones que corresponda a cada una de las unidades del Servicio.”.


El Honorable Senador señor Montes preguntó cuál es el proceso de designación, en base a qué requisitos, y si hay posteriormente algún seguimiento de la labor de los directores regionales.


El señor Director del SERNAC expresó que la designación corresponde al Director Nacional, en función de un proceso de selección llevado a cabo con las reglas del Sistema de Alta Dirección Pública. 


El artículo 59 del número 54) fue aprobado por tres votos a favor (de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro) y dos abstenciones (de los Honorables Senadores señores Coloma y García).


Posteriormente, previo a la consideración del artículo 3° del proyecto de ley, el Honorable Senador señor Coloma señaló haber tomado conocimiento de las preocupaciones de la asociación de funcionarios del SERNAC. Le manifestaron, sostuvo, sus inquietudes acerca de la falta de consideración del proyecto de ley hacia quienes se desempeñan en el Servicio, respecto de, entre otras, las siguientes materias: modalidades de contratación, modernización, estructura de fiscalización, densidad de los grados, determinación de remuneraciones y desarrollo de las regiones. 


Consultó al Ejecutivo su opinión sobre el particular.


El señor Director del SERNAC explicó que, recientemente, asumió la nueva directiva de la asociación de funcionarios de la institución que encabeza, que ha hecho presente sus correspondientes reivindicaciones. De parte del Ejecutivo, indicó, existe el compromiso de abordar los asuntos expuestos en el marco de los decretos con fuerza de ley que, en virtud del artículo tercero transitorio del presente proyecto de ley, el Presidente de la República deberá dictar.


A continuación, la Comisión prosiguió con el pronunciamiento sobre los asuntos de su competencia.  

Artículo 3°


Agrega el literal p) que a continuación se indica, al al artículo 5° del decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. Dicho artículo da cuenta de las atribuciones esenciales de las municipalidades para el cumplimiento de sus funciones.


“p) Gestionar las audiencias de conciliación obligatorias señaladas en la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual. Para tal efecto, las municipalidades deberán celebrar convenios con el Servicio Nacional del Consumidor de conformidad al artículo 58 de dicha ley.”.


El señor Director del SERNAC recordó que esta facultad podrá ser ejercida gracias al trabajo conjunto con el Servicio. Para ello, se contemplan recursos específicos para la contratación de profesionales por parte del SERNAC.


El Honorable Senador señor Coloma preguntó qué ocurre si en una comuna no se celebra el convenio entre la municipalidad y el Servicio.


El señor Director del SERNAC aclaró que la suscripción de un convenio es la condición básica para que el SERNAC pueda poner a disposición, a tiempo completo, a un profesional dedicado a la gestión de las audiencias de conciliación.


El Honorable Senador señor Montes insistió en que sería conveniente que estos recursos sean incluidos en una línea de financiamiento específica en la ley de presupuestos.


El Honorable Senador señor García coincidió con que sería adecuado que el presupuesto de la Nación diera cuenta, de manera desagregada, de estos recursos que se asignarán al SERNAC. Explicitarlos, expuso, no dará asidero a eventuales críticas que los alcaldes puedan realizar por recibir nuevas funciones sin financiamiento adicional.


La letra p) del artículo 3° fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero


Prescribe lo que sigue:


“Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N° 19.496: 2°; 16; 24 incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno y décimo respecto a la facultad del Servicios para aplicar la multa; 26 inciso segundo; 31; 34; 35; 41; 49 inciso segundo; 50; 50 A; 50 B; 50 C; 50 F; 50 G; los nuevos artículos 50 H a 50 S; 56; 56 A; 56 C; 56 H sólo en cuanto a la facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la misma; 57, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores Regionales; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos incisos cuarto y quinto; 58 letra b); 58 letra c); 58 letra f), y el nuevo 58 letra ñ), excepto en lo relativo al ejercicio de la facultad contenida en el artículo 58 f) que esta ley deroga; 59 en cuanto a lo previsto en las nuevas letras e) y f) del nuevo inciso cuarto. Tales modificaciones comenzarán a regir de acuerdo al siguiente cronograma: 


a) En las regiones de Antofagasta, Atacama, Valparaíso, Maule, Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y Magallanes y Antártica Chilena, transcurridos doce meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial; 


b) En las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Coquimbo, Libertador General Bernardo O’Higgins, Ñuble, Bío Bío, Araucanía, Los Ríos y Los Lagos, transcurridos dieciocho meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial; y 

c) En la Región Metropolitana de Santiago, transcurridos veinticuatro meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.


El señor Director del SERNAC expuso que se ha previsto la entrada en vigencia gradual de las distintas facultades con que contará el Servicio. Excepción hecha, puntualizó, de la facultad normativa y de otra genérica de fiscalización, que serán de aplicación inmediata.


Consignó que la vacancia legal general era de un año en el texto aprobado en general por el Senado y posteriormente por la Comisión de Economía. Sin embargo, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento redujo el plazo a seis meses.  


El Honorable Senador señor Montes observó que donde mayores problemas se presentan en relación con los derechos de los consumidores, es en la Región Metropolitana. Paradojalmente, empero, se contempla que sea el último lugar en el que entrarán a regir aquellas modificaciones que se apartan de la regla general de seis meses.


 El artículo primero transitorio fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes.

Artículo tercero


Su contenido es el siguiente:


“Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de hasta nueve meses contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor y el régimen de remuneraciones que le resulte aplicable.


2) Dictar las normas para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como la bonificación de la ley N° 19.528 y la asignación dispuesta en los artículos 9°, 10, 11 y 12 de la ley N° 20.212, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, en el ejercicio de esta facultad podrá establecer normas distintas o complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije. Igualmente determinará los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


Los funcionarios que, a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública o de carrera, acorde con las referidas normas, mantendrán su nombramiento mientras no se produzca la vacancia, por cualquier causa, de los cargos de los que son titulares.


3) Ordenar el traspaso, en las condiciones que determine, sin alterar la condición jurídica de la designación y sin solución de continuidad, de los funcionarios titulares de planta y a contrata del Servicio Nacional del Consumidor y de otras instituciones que se desempeñen en dicho servicio a la fecha de la publicación de la presente ley.


Para el encasillamiento del personal que se encuentre en funciones en el Servicio Nacional del Consumidor a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, no serán exigibles los requisitos que se establezcan para el ingreso en los cargos de planta. A igual norma se sujetarán los funcionarios que tengan la calidad de contratados, para los efectos de su asimilación.


4) El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que sirven se efectuará al grado de la Escala de Fiscalizadores cuya remuneración total mensualizada sea la más cercana a la que percibía el funcionario traspasado. La remuneración más cercana corresponderá a aquella cuya diferencia con la que percibía en el grado de origen, positiva o negativa, sea la menor. Para su determinación se considerará la suma del total de haberes brutos mensualizados, excluidas las remuneraciones por horas extraordinarias.


5) En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que deberá llevarse a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


6) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijar la dotación máxima de personal del Servicio Nacional del Consumidor.


7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal.


c) No podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios encasillados y traspasados mantendrán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para su reconocimiento.”.


El señor Director del SERNAC manifestó que las disposiciones sobre traspaso y encasillamiento del personal del Servicio, que aseguran que no habrá variación de condiciones, debieran, a juicio del Ejecutivo, llevar tranquilidad a la asociación de funcionarios en relación con las inquietudes que ha planteado. 


El Honorable Senador señor Coloma solicitó votación separada del número 1) del artículo tercero transitorio.


En relación con el número 2), llamó la atención sobre que en el párrafo segundo, luego de referir la aplicación del Estatuto Administrativo, entregue al Presidente de la República la facultad de establecer, citó, “normas distintas y complementarias al artículo 15” de dicho cuerpo normativo, para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije. 


No resulta comprensible, sostuvo, que el proyecto de ley esté expresamente autorizando para disponer algo distinto a lo que nada menos que una ley vigente ya prescribe. Sería perfectamente entendible, argumentó, que se propusiera derechamente modificar el artículo 15 del Estatuto Administrativo. Pero no siendo el caso, parece cuando menos extraña la manera en que se pretende dotar de tan amplia atribución al Ejecutivo.


El señor Director del SERNAC expuso que la redacción subsiguiente del mismo artículo aclara lo que, en rigor, se podrá hacer en materia de garantías de los funcionarios.


El asesor legislativo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Fuentes, agregó que el aludido artículo 15 establece la regla general de ingreso a la Administración Pública, según la calidad en que se haga. Ahora bien, las reglas de ingreso para cargos de planta, contrata o a honorarios, son diferentes. Desde esa perspectiva, tratándose de un traspaso desde un servicio ya existente, muchos de cuyos funcionarios gozan de propiedad de su cargo o del derecho a ser traspasados en igual condición jurídica, cobra sentido establecer la posibilidad de establecer una regla distinta a la del Estatuto.


Agregó que en la jurisprudencia de la Contraloría General de la República se encuentra sentado el deber de respeto del estamento, escalafón, grado, nivel de remuneración y antigüedad del funcionario cuando se produce un encasillamiento, en el caso de las plantas, o traspaso, en el de las contratas, o se mantienen las remuneraciones a los trabajadores a honorarios. El decreto con fuerza de ley, entonces, permite adecuar la situación del Servicio y de todos esos funcionarios a la nueva realidad.


El Honorable Senador señor Coloma planteó que si el objetivo es el señalado precedentemente, así debe recogerlo la redacción del artículo tercero transitorio en análisis. La propuesta que la Comisión está conociendo, advirtió,  permitiría la adopción de medidas tanto en el sentido indicado como en cualquier otro. Constituye, en definitiva, una autorización para no cumplir el artículo 15 del Estatuto Administrativo o para cumplirlo de cualquier forma.


El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo aclaró que la facultad a que se ha estado haciendo referencia ya ha sido utilizada en leyes anteriores y se circunscribe, exclusivamente, a los encasillamientos del personal derivados de las plantas que se fijen. Gracias a ella será posible salvaguardar la posición de los funcionarios que sean traspasados. 


El Honorable Senador señor Montes expresó que si bien la misma facultad ya se ha conferido antes, ha sido explicitando qué es lo que se pretende hacer con ella. Solicitó al Ejecutivo que se precise el alcance en esta ocasión.


La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Lobos, comprometió la presentación, por parte del Ejecutivo, de una redacción que aborde las inquietudes planteadas en relación con el párrafo primero del número 2) del artículo tercero transitorio.


Al efecto, el Jefe de la División de Consumo Financiero del SERNAC, señor Romo, puso a disposición de la Comisión la siguiente redacción:


“2) Dictar las normas para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como la bonificación de la ley N°19.528 y la asignación dispuesta en los artículos 9°, 10, 11 y 12 de la ley N°20.212, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8° de la ley N°18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.  Además, en el ejercicio de esta facultad podrá establecer las normas de encasillamiento del personal de las plantas que fije. Igualmente determinará los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley N°19.882.”.

 
Puesto en votación el número 1) del artículo tercero transitorio, fue aprobado por cuatro votos a favor (de los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro) y una abstención (del Honorable Senador señor Coloma).


En relación con el número 2), la Comisión estuvo de acuerdo con la propuesta formulada por el Ejecutivo. En consecuencia, lo aprobó con las enmiendas que señalan en el capítulo pertinente del presente informe, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.


El resto del artículo tercero transitorio fue aprobado por la misma unanimidad precedentemente señalada.

Artículo quinto


Prescribe que un decreto del Ministerio de Hacienda, expedido por “Orden del Presidente de la República”, fijará el porcentaje de asignación de alta dirección pública a que se refiere el artículo sexagésimo quinto de la ley N° 19.882, en razón del cambio de escala de remuneraciones a que estarán afectos los altos directivos públicos que continúen desempeñando funciones conforme a lo señalado en el numeral 2) del artículo tercero transitorio.


La Coordinadora Legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Lobos, explicó que como el Servicio pasa a ser una institución fiscalizadora, su estructura remuneracional se modifica. Esto tiene un impacto en los porcentajes correspondientes a la asignación de Alta Dirección Pública. De ahí la necesidad de contar con la facultad de que, una vez que sean determinados los niveles jerárquicos del SERNAC, dichos porcentajes puedan ser fijados.


Desde una perspectiva general, el Honorable Senador señor Coloma se mostró crítico de la amplitud de las materias que el Congreso delega en el Ejecutivo.


La señora Lobos indicó que desde el año 2000 a la fecha, con el aval del Tribunal Constitucional, se ha ido estableciendo que las plantas sean determinadas por decretos con fuerza de ley. Excepción hecha, por cierto, de aquellas que son de materias propias de ley orgánica constitucional.


El Honorable Senador señor García acotó que el problema, en lo que importa a las delegaciones mediante decretos con fuerza de ley, es que lo que era esporádico devino en práctica habitual.


El artículo quinto transitorio fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo sexto


Señala que el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de la ley que el presente proyecto propone durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Nacional del Consumidor. En lo que faltare, lo hará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público de la ley de Presupuestos del Sector Público.


Al respecto, la señora Lobos reiteró que el gasto total del proyecto de ley, no incremental, en régimen, ascenderá a $25.078.610 miles. Precisó, además, que en dicho gasto el incremental respecto del aprobado en la ley de presupuestos 2017 para el SERNAC, es de $13.948.261miles.

El artículo sexto transitorio fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo noveno


Es del siguiente tenor:


“Artículo noveno.- La parte final del inciso primero del artículo 50 C de la ley N° 19.496, en lo que corresponde a la asistencia jurídica gratuita de las Corporaciones de Asistencia Judicial, que se introduce por el artículo 1°, numeral 28), de la presente ley, entrará en vigencia una vez que esté en funcionamiento el servicio público de asistencia judicial que sucederá a las actuales Corporaciones de Asistencia Judicial.


En el período intermedio entre la publicación de la presente ley y la condición señalada en el inciso anterior, la prestación de asistencia jurídica gratuita a los consumidores que no puedan costearla por sí mismos, se financiará a través de convenios suscritos específicamente entre el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y el Ministerio de Justicia, debiendo este último transferir los fondos aportados, a las Corporaciones de Asistencia Judicial, de acuerdo a las reglas generales.


Cada convenio suscrito deberá indicar los requisitos bajo los cuales se realizará el traspaso, la destinación especial de los fondos, las condiciones y características específicas de la prestación de asistencia jurídica, las facultades y obligaciones de las Corporaciones de Asistencia Judicial y cualquier otra especificación que permita delimitar claramente los servicios que se prestan y los recursos necesarios para financiarlos debidamente.


Además, durante el mismo lapso señalado en el inciso segundo, se habilita expresamente para comparecer ante los juzgados de policía local, en la realización de todas las actuaciones, gestiones y audiencias que sean necesarias para poder brindar la asistencia jurídica gratuita a que se refiere este artículo, a las personas señaladas en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 18.120.”.


El señor Director del SERNAC explicó que diversas disposiciones de la ley del consumidor autorizan a este último para asumir su propia representación en los juzgados de policía local. Empero, no se puede desconocer que suele estar en desventaja cuando, en una audiencia, la empresa que es contraparte acude representada por abogados. 


Mediante el artículo noveno transitorio, entonces, se faculta al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo para celebrar convenios con las Corporaciones de Asistencia Judicial presentes a lo largo del país, para que brinden asesoría jurídica y judicial a los consumidores. Esto, hasta que entre en vigencia el Servicio Público de Asistencia Judicial que sucederá a las actuales Corporaciones.


Agregó que en la actualidad, hay varias corporaciones a lo largo del país que prestan, de manera exitosa, estas asesorías. Una de ellas es la de Concepción, que cuenta con oficinas infraccionales dedicadas exclusivamente a la defensa de los consumidores en policía local. 


El artículo noveno transitorio fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

- - -

INFORME FINANCIERO


La Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda emitió una serie de informes financieros en relación con la iniciativa legal.

El primero de ellos, de 2 de junio de 2014, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El núcleo del proyecto consiste en procurar una protección de los derechos de los consumidores más moderna, ágil y eficiente. De esta manera, se propone la introducción de modificaciones que tienen por objeto generar los incentivos adecuados a fin de que los conflictos que afectan a una gran cantidad de ciudadanos en el tráfico económico se resuelvan dentro de plazos razonables. En lo principal, se incluye las siguientes modificaciones a la ley vigente:

Fortalecimiento del SERNAC

El proyecto propone un cambio en el rol que le corresponde al SERNAC, confiriéndole facultades para fiscalizar, sancionar, interpretar la ley y dictar normas e instrucciones de carácter general que serán obligatorias para los proveedores.

En el ámbito del interés colectivo o difuso de los consumidores, se preserva y perfecciona la facultad del SERNAC de llevar a cabo mediaciones colectivas con anterioridad al ejercicio de las acciones judiciales destinadas a proteger el interés colectivo o difuso de los consumidores.

Por otra parte, con el objeto de dotar de mayor independencia al Director Nacional del SERNAC, se propone una reforma al estatuto que lo rige en materia de nombramiento y remoción.

Finalmente, el Servicio será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N°3.551, de 1981, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N°19.882 y estará sometido al decreto ley N°1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.

Reemplazo de la Competencia de los Juzgados de Policía Local para Resolver los Conflictos en el Ámbito del Interés Individual del Consumidor.

Con el objeto de mejorar la protección del consumidor afectado en sus intereses individuales, el proyecto reemplaza la competencia de los Juzgados de Policía Local para resolver las infracciones e indemnizaciones en materia de conflictos de interés individual. Las denuncias por infracciones serán resueltas por el SERNAC. En tanto que las acciones de indemnización de perjuicios serán resueltas por los Tribunales Ordinarios de Justicia, en particular por los Juzgados de Letras en lo Civil.

Fortalecimiento de las Asociaciones de Consumidores

Reconociendo el importante rol que cumplen en el sistema de protección de los derechos de los consumidores, el proyecto propone el fortalecimiento de las Asociaciones de Consumidores. Con la finalidad de garantizar la necesaria asistencia jurídica y representación judicial a los consumidores afectados, el proyecto prevé un mecanismo de financiamiento del Estado a través del Fondo Concursable que asignará recursos a las Asociaciones que cumplan con los requisitos establecidos en un Reglamento, así como también, la posibilidad de que ejecuten y celebren actos y contratos civiles y mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinen los frutos de dichos actos y contratos al financiamiento de sus actividades propias.

Como contrapartida a los nuevos derechos, el proyecto introduce la prohibición de repartir excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus miembros fundadores, directores, socios, o trabajadores. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios, o para el apoyo de sus objetivos. Asimismo, se contempla la prohibición de celebrar actos o contratos con sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores, incluyendo la prestación de servicios o contratos de trabajo.

Finalmente, para fiscalizarlas adecuadamente, se propone una reforma al Decreto Ley N°2757, que Establece Normas sobre Asociaciones Gremiales, señalándose que aquellas estarán sometidas a reglas especiales sobre financiamiento, contabilidad y transparencia.

Incremento de los Montos Correspondientes a las Multas por Infracción a la Normativa de Protección de los Derechos de los Consumidores.

El proyecto propone incremento de los montos correspondientes a las multas por infracción a la normativa de protección de los derechos de los consumidores. Asimismo, se efectúa un ajuste de los parámetros a partir de los cuales se determina el monto de las multas.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Para cumplir con las nuevas funciones que emanan de la Ley, se estima un gasto total fiscal para cado año como se indica en la tabla siguiente, el que a partir del cuarto año de aplicación será de $21.725.659 miles:
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Respecto de los mayores gastos en personal, se fortalecerá al servicio con la incorporación de 322 nuevos funcionarios, 87% de los cuales se destinarán a las Direcciones Regionales, gradualmente en un período de 3 años a partir del segundo año de vigencia de la ley.

Asimismo, y dado este importante crecimiento, y la necesidad de mejorar la cobertura territorial, será necesario adecuar y/o reubicar las actuales locaciones del servicio en las Direcciones Regionales, crear 10 nuevas oficinas Provinciales/Comunales, cada una con 4 funcionarios, y establecer convenios de colaboración con las 345 municipalidades del país a objeto de instalar un canal de comunicación y recepción de solicitudes ciudadanas equipadas tecnológicamente.

Finalmente, el Fondo Concursable para Asociaciones de Consumidores se duplica en dos años a partir del primer año de aplicación de la ley, a objeto de apoyar las nuevas acciones que le provee la ley.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Nacional del Consumidor, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.
- El segundo informe financiero, que acompañó la presentación de indicaciones, fue emitido el 9 de septiembre de 2014. Es del siguiente tenor:

“I. Antecedentes.

Se incluyen un conjunto de indicaciones cuyos aspectos principales se resumen en lo siguiente:

1. Conciliación Obligatoria: el Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC) deberá poner en conocimiento del proveedor la denuncia del consumidor, entregándole un plazo acotado para que ofrezca alternativas de solución. Si al consumidor le satisfacen las soluciones, el acuerdo, una vez cumplido íntegramente, extinguirá la responsabilidad civil y convencional del proveedor.

En caso que no se genere acuerdo, el SERNAC convocará a una audiencia obligatoria de conciliación con comparecencia personal del consumidor y proveedor. De no prosperar esta instancia, y el consumidor insista en su denuncia, se comenzará la instrucción de un procedimiento sancionatorio por SERNAC.

2. Competencia de los Juzgados de Policía Local (JPL) para conocer de las acciones indemnizatorias y de las reclamaciones en contra de las resoluciones del SERNAC. Se propone adicionalmente un nuevo procedimiento especial, concentrado, de rápida tramitación y permita asegurar el derecho a defensa de los proveedores.

3. El SERNAC tendrá la facultad de sancionar a los proveedores infractores a la Ley en los casos que establece el presente proyecto de ley.

4. Se suprime el recurso jerárquico ante el Director Nacional en contra de las resoluciones del Director Regional, haciendo más expedito el procedimiento sancionatorio.

5. El ingreso a inmuebles con auxilio de la fuerza pública sólo podrá ser solicitado por SERNAC en caso de que el proveedor se oponga a la fiscalización en materias de seguridad del consumo, y siempre con informe al Juzgado de Policía Local.

6. En la mediación colectiva se establece que existirán mecanismos de información para que los consumidores puedan ejercer adecuadamente sus derechos y decidir si acceden o no al acuerdo alcanzado en la mediación.

7. A partir del momento en que una Asociación de Consumidores presente una demanda colectiva, el SERNAC no podrá iniciar un procedimiento de mediación colectiva, de tal forma de generar un límite temporal al inicio de las mediaciones colectivas.

8. Se incorpora una preferencia especial para la vista de la causa y fallo de los recursos que se promuevan frente a sentencias dictadas en los juicios colectivos.

9. Se señala expresamente en la Ley que las acciones civiles prescriben en conformidad a las reglas generales del Código Civil y de las leyes especiales, y que el efecto de la intervención administrativa del SERNAC sobre la prescripción sea la suspensión de la misma. Asimismo, se permitirá a las Asociaciones de Consumidores la celebración de contratos con sus miembros fundadores, directores o socios, no obstante, no podrán constituirse u operar con la principal finalidad de redistribuir sus fondos en favor de dichas personas.

10. Se propone que las facultades de dictar normas e instrucciones de carácter general e interpretar administrativamente la normativa corresponden exclusivamente al Director Nacional.

11. Respecto de la división de funciones del SERNAC, se propone establecer un sistema en que los funcionarios que estén a cargo de realizar labores de fiscalización, no podrán asumir como responsables de la instrucción de procedimientos sancionatorios. Del mismo modo, los Directores Regionales no podrán intervenir en funciones de fiscalización, ni participar de ningún modo en la instrucción de procedimientos sancionatorios, en relación a hechos respecto de los cuales después pudieran aplicar sanción.

Asimismo, las funciones de fiscalizar, instruir procedimientos sancionatorios, sancionar y las de interpretación administrativa de la normativa y dictación de normas e instrucciones generales, mediación colectiva, y demanda para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores estarán a cargo de unidades diferentes e independientes entre sí.

12. Se propone limitar la responsabilidad solidaria de los representantes de los proveedores solo a los casos en que tales representantes intervengan personalmente en la infracción.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Para cumplir con las nuevas funciones de las indicaciones al proyecto de Ley señaladas, se estima un mayor gasto fiscal al informado en IF N° 49 por $ 2.828.069 miles en régimen (a partir del cuarto año de aplicación).

Este mayor gasto se asocia a la nueva función de conciliación obligatoria como mecanismo de solución de conflictos, y la división de funciones para asegurar la imparcialidad e independencia en el ejercicio de las funciones del SERNAC:
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Respecto de los mayores gastos en personal, se estima la incorporación de una dotación adicional de 96 funcionarios, de los cuales 80 serán necesarios para el trabajo de conciliación en 98 comunas del país, cuyos grados en la escala de remuneraciones va entre el 8° al 14°. Dichas comunas agrupan el 90% del estimado de conciliación.

Las Direcciones Regionales y Provinciales atenderán conciliaciones de sus comunas respectivas, abarcando con ello otras 25 comunas adicionales, dónde el personal necesario es cubierto en el IF N° 49.

Para la división de funciones, se incorporarán 16 nuevos funcionarios, cuyos grados en la escala de remuneraciones estarán entre los grados 3°y 12°.

Finalmente, el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Nacional del Consumidor, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, y en los años siguientes se incluirán los recursos necesarios en el presupuesto de la Institución.”.

- Un tercer informe financiero, de 6 de octubre de 2014, fue elaborado en relación con nuevas indicaciones formuladas. Textualmente, señala:

“I. Antecedentes.

En lo principal estas indicaciones se resumen en lo siguiente:

1. Se establecen criterios específicos que el Servicio deberá considerar para la aplicación de multas, así como respecto de las medidas que se adopten para prevenir y/o corregir una infracción.

2. Determina que las actividades de fiscalización se efectuarán en base a un plan, priorizando áreas que involucren un mayor nivel de riesgo a los consumidores.

3. Se crea un Consejo Técnico que evaluará las propuestas de normas e instrucciones que emanen del Director Nacional del Servicio. Dicho Consejo estará integrado por tres miembros, expertos en materias de protección de los derechos de consumidores, y serán designados por la Presidenta de la República a través de los procedimientos de Alta Dirección Pública. Percibirán una dieta, equivalente en pesos, a UTM 17 por cada sesión a la que asistan, con un máximo de UTM 34 por mes, y tendrán una duración de tres años en sus cargos.

4. Se fortalece la separación de funciones establecida en la indicación anterior, definiendo específicamente dos nuevas Subdirecciones, para las áreas Investigación y Normativa, respectivamente.

II. Efecto de la Indicación sobre el Presupuesto Fiscal.

El mayor gasto asociado a esta indicación se relaciona con la formación del nuevo Consejo. Considerando lo establecido en el número 3 de la letra b) de la indicación, este Consejo tiene un costo asociado que ascendería a un máximo de $40.666 miles anuales.

Respecto de las dos nuevas Subdirecciones, ellas se formalizan en los 16 nuevos cupos de dotación autorizados en la indicación anterior.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Nacional del Consumidor, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, mientras que para los años siguientes, se incluirán los recursos necesarios en el presupuesto de la Institución.”.

- Un cuarto informe financiero fue emitido con fecha 21 de abril de 2015, en relación, asimismo, con nuevas indicaciones formuladas al proyecto de ley. Su contenido es el siguiente:

“I. Antecedentes.

En lo principal la presente indicación establece que en caso que el consumidor no cuente con los medios para costear su defensa, será asistido por la Corporación de Asistencia Judicial (CAJ) correspondiente o por cualquier institución pública o privada que desarrolle programas de asistencia judicial gratuita. Sin perjuicio de lo anterior, en lo que corresponde a la asistencia jurídica gratuita de las CAJ, que se introduce por el artículo primero, numeral 22) de la presente ley, entrará en vigencia una vez que esté en funcionamiento el servicio público de asistencia judicial que sucederá a las actuales Corporaciones de Asistencia Judicial.

En el período intermedio entre la publicación de la presente ley y la condición señalada precedentemente, la prestación de asistencia jurídica gratuita a los consumidores que no puedan costearla por sí mismos, se financiará a través de convenios suscritos específicamente entre el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y el Ministerio de Justicia, debiendo este último transferir los fondos necesarios para dicho gasto.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Considerando que no es posible prever los casos calificados en que se demandará esta asistencia judicial gratuita, no es posible estimar un mayor gasto fiscal asociado a la suscripción de Convenios entre el Ministerio de Economía y el de Justicia. Sin perjuicio de lo anterior, al producirse esos eventos, el mayor gasto será financiado con reasignaciones del presupuesto vigente del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.”.

- Adicionalmente, se acompañó un quinto informe financiero, de 14 de junio de 2016, elaborado en virtud de nuevas indicaciones presentadas. Señala, textualmente, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

La indicación modifica los artículos 59 ter, quater y quinquies contenidos en el artículo 1° del proyecto y el artículo 11° transitorio, todo en relación al Consejo Normativo, cuerpo colegiado que participará en el ejercicio de la facultad del SERNAC de interpretar administrativamente la Ley N° 19.496.

En lo principal se refiere a las siguientes modificaciones:

1) Aclara la forma en que el Senado debe adoptar su acuerdo para la designación de los Consejeros del Consejo Normativo.

2) Se modifican las condiciones y requisitos que deben cumplir los Consejeros para ser designados y mantenerse en su cargo, así como obligaciones que deben cumplir después de haber cesado en él.

3) Se establece la obligatoriedad para los Consejeros sobre la declaración jurada que indica el artículo 2° de la Ley N° 20.880 y se les impone la obligación de realizar declaración de intereses y patrimonio en los términos del Título II de dicha Ley.

4) Se reincorpora norma sobre dieta de los Consejeros, y se adiciona inciso respecto a dieta de los Consejeros Suplentes.

5) Establece normas sobre la designación de Consejeros Suplentes.

6) Ejemplifica aspectos a los que pueden referirse las propuestas sometidas a la aprobación del Consejo.

7) Establece como facultad del Consejo la presentación de propuestas de interpretación o normas al Director Nacional del Servicio.

8) Se establece un Reglamento, suscrito por el MINECON sobre regulación y normas de funcionamiento del Consejo Normativo.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Las modificaciones señaladas no involucran un mayor gasto fiscal que lo señalado en el IF N° 96.”.

- Finalmente, se acompañó informe financiero sustitutivo, de 14 de agosto de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

Durante la tramitación del proyecto de ley de fortalecimiento del SERNAC, el ejecutivo presentó un conjunto de indicaciones en la Comisión de Constitución, reseñándose agregadamente a continuación:

1. Delimitación sustantiva de las competencias normativas. Para evitar potenciales conflictos de coordinación regulatoria, se propone restringir el ejercicio de las mismas sólo a materias que regulen instituciones propias de la ley de protección de los derechos de los consumidores, tales como garantías, publicidad, seguridad de productos, entre otras.

2. Con el fin de evitar eventuales discrecionalidades que pudieran afectar la calidad del proceso regulatorio, se incorporan las causales que permitirán eximirse del proceso de consulta pública, equiparando la normativa propuesta a la recientemente aprobada en la ley N° 21.000 con ocasión de la Creación de la Comisión para el Mercado Financiero.

3. Se modifican, precisan e incluyen modificaciones sobre el tratamiento del daño moral, mediaciones colectivas, así como un límite global absoluto para las mismas.

4. Se refuerza la separación de funciones al interior del SERNAC, y se suprime el Consejo Normativo establecido en los arts. 59 ter, 59 quater y 59 quinquies del proyecto de ley.

5. Finalmente, se modifica el artículo 1° transitorio, modificando la gradualidad en la aplicación de las normas de la ley, acortando el plazo original de vacancia, pasando éste de 12 a 6 meses contados desde la publicación de la ley, y modificando los grupos de regiones en su entrada en operación, en la forma que describe.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El conjunto de indicaciones producen una reducción de gasto por efecto de lo señalado en el número 4 anterior, y un adelantamiento del mismo por lo indicado en el número 5. El presente Informe Financiero sustitutivo, además de lo anterior, actualiza las cifras del proyecto reflejando el costo total anual de la iniciativa en moneda del año 2017.
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El mayor gasto incremental respecto del gasto aprobado en la Ley de Presupuestos 2017 para el Servicio Nacional del Consumidor, en régimen, ascenderá a $ 13.948.261 miles, con una dotación incremental de 388 nuevos funcionarios.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES


De conformidad con los acuerdos precedentemente adoptados, la Comisión de Hacienda propone las siguientes enmiendas al proyecto de ley despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su segundo informe:

Artículo 1°

Número 23)


Reemplazarlo por el siguiente:


“23) Modifícase el artículo 49 bis de la siguiente manera:


a) En el inciso primero:


i. En la primera oración, intercálase, entre las voces “envases” y “en”, lo siguiente: “, soportes o plataformas”.


ii. En la segunda oración, reemplázase la locución “Tal” por la siguiente frase: “En el caso de los envases, tal”; y suprímanse las voces “envase o”.  


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “, debiendo exigir en cada venta o arriendo”, por la siguiente: “. En el caso de cada venta o arriendo por medios físicos se deberá exigir”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “multa de 1 a 50” por “multa de hasta 300”.


d) Elimínase el inciso final.”. 

(Letras a), b) y c), unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. 

Letra d), mayoría de votos 4 a favor x 1 en contra).

Número 45)

Artículo 54 O


Intercalar en el inciso final, entre las voces “cometieren” y “terceros”, la expresión “aquellos”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Número 46)

Artículo 55 D


Reemplazar la frase “sin sello SERNAC como si lo tuviere” por “con sello SERNAC, sin tenerlo”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Disposiciones transitorias

Artículo tercero

Número 2)


Sustituir, en la segunda oración, la frase “normas distintas o complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados” por la siguiente: “las normas de encasillamiento del personal”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En caso de aprobarse las modificaciones propuestas por la Comisión de Hacienda, el texto de la iniciativa quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores:


1) Reemplázase en la letra d) del artículo 2°, la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios para recurrir ante los tribunales correspondientes” por la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios para recurrir ante el Servicio o los tribunales correspondientes”.


2) Intercálase en el artículo 6º entre la frase “Ministerio del Trabajo” y el punto final (.), lo siguiente: “, exclusivamente respecto de su constitución, su disolución y lo preceptuado en los artículos 16, 21, 22 y 23 de dicho cuerpo legal. En lo demás, se regirán subsidiariamente por las normas contenidas en el Título II de la ley N° 20.500 y serán consideradas como organizaciones de interés público en los términos que dispone el artículo 15 de la precitada ley.”.”.


3) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el encabezado, la frase “solo podrán ejercer las siguientes funciones” por “podrán realizar las siguientes actividades”.


b) Reemplázase en el literal d), la expresión “,y” por “;”.


c) Agrégase al literal e) a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto aparte, el párrafo siguiente:


“El ejercicio de esta actividad incluye la representación individual de los consumidores en las causas que ante los tribunales de justicia se inicien para la determinación de la indemnización de perjuicios;”.


d) Reemplázase en el literal f) el punto final por un punto y coma.


e) Agrégase el literal g) siguiente:


“g) Ejecutar y celebrar actos y contratos civiles y mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinar los frutos de dichos actos y contratos al financiamiento de sus actividades propias“, con las limitaciones señaladas en el artículo 9°;”.


f) Agréganse los siguientes literales h) e i):


“h) Realizar, a solicitud de un consumidor, mediaciones individuales, y


i) Efectuar, de conformidad a esta ley, cualquier otra actividad destinada a proteger, informar y educar a los consumidores.”.

4) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:


1. Contémplase como letra a), nueva, la siguiente:


a) Constituirse u operar con la finalidad de redistribuir sus fondos a sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de la ley N°18.045.


2. Reemplázase la letra a) por la siguiente, que pasa a ser letra b):


“b) Repartir costas procesales y personales, excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus miembros fundadores, directores, socios, personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley N°18.045, o trabajadores, sin perjuicio de las gratificaciones legales que le correspondan. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios o para el apoyo de sus objetivos. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior es sin perjuicio de la remuneración de sus trabajadores y de la facultad del directorio para fijar una retribución adecuada a su representante legal, a sus miembros fundadores, socios o personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley N°18.045, por los servicios que prestaren a la asociación. Asimismo, las personas enumeradas en el párrafo anterior, tendrán derecho a ser reembolsadas de los gastos, autorizados por el directorio, que justificaren haber efectuado en el ejercicio de su función;


3. Incorpórase como letra c), la siguiente:


c) En la letra c), que pasa a ser letra d), sustituir los términos “ayudas o subvenciones” por “donaciones, subvenciones, subsidios o ayudas.


5) Modifícase el artículo 11 bis en el siguiente sentido:


a) Elimínase en el inciso primero la frase: “, con exclusión de las actividades a que se refieren las letras d) y e) del artículo 8°”.


b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la palabra “internacionales”, lo siguiente: “y por los remanentes no transferidos ni reclamados provenientes de soluciones alcanzadas a través de mediaciones o en el contexto de juicios colectivos, de conformidad a lo establecido en los artículos 53 B, 53 C y 54 P.”.


c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“Un Reglamento suscrito por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo establecerá la constitución y composición del Consejo de Administración del Fondo, preservando la autonomía de las Asociaciones de Consumidores y de la gestión del Fondo. La Secretaría Ejecutiva de dicho Consejo estará radicada en el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo de acuerdo a lo que se disponga en dicho Reglamento.”.


d) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto:


“Las bases de los concursos que se lleven a efecto para asignar dichos fondos especificarán los medios de verificación del cumplimiento de las normas de este Párrafo 2°.


El Reglamento establecerá los plazos, condiciones y modalidades conforme a las cuales se destinarán recursos del Fondo a aquellas Asociaciones de Consumidores que ejerzan las funciones señaladas en las letras d) y e) del artículo 8° de la ley.”.


6) Intercálase el siguiente artículo 11 ter, nuevo:


“Artículo 11 ter.- Se reconocerá el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas asociaciones que operen en ocho o más regiones del país, lo que deberá ser debidamente acreditado ante el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo conforme al procedimiento que establezca el Reglamento. El Fondo concursable al que se refiere el artículo anterior considerará una línea especial de financiamiento permanente a dichas asociaciones para el desarrollo de sus funciones.”.


7) Agrégase el siguiente artículo 12 B, nuevo:


“Artículo 12 B.- Los proveedores de servicios de telecomunicaciones que realicen ofertas conjuntas, deberán ofrecer individualmente cada uno de los servicios y planes que componen las mismas. De esta forma, no podrán atar, ligar o supeditar, bajo ningún modo o condición, la contratación de un servicio cualquiera a la contratación de otro.”.


8) Reemplázase en el artículo 16 inciso final, la frase “Lo que se entiende sin perjuicio del derecho que tiene el consumidor de recurrir siempre ante el tribunal competente” por “Lo que se entiende sin perjuicio del derecho que tiene el consumidor de recurrir siempre ante el Servicio o el tribunal competente”.


9) Reemplázase en el artículo 17 K, la parte final, a continuación de la frase “para la ejecución de estas normas,” y hasta el punto aparte, por lo siguiente: “será sancionado con una multa de hasta 1.500 unidades tributarias mensuales.”.


10) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 23, la frase “cien a trescientas” por “hasta 2.250”.


11) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “50” por “300”.


b) En el inciso segundo, reemplázanse los guarismos “750” y “1.000” por “1.500” y “2.250”, respectivamente.


c) Derógase el inciso tercero.


d) Reemplázase el inciso final por los incisos tercero y siguientes:


“Para la determinación del monto de las multas señaladas en esta ley el Servicio o el tribunal correspondiente deberá aplicar las reglas señaladas en los incisos siguientes, sin perjuicio de las reglas especiales establecidas para determinadas infracciones.


Se considerarán circunstancias atenuantes:


a)
El haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas, tales como la reparación efectiva del daño causado al consumidor antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda, lo que deberá ser debidamente acreditado.


b) La autodenuncia ante el Servicio Nacional del Consumidor, debiendo proporcionarse antecedentes precisos, veraces y comprobables que permitan el inicio de un procedimiento sancionatorio.


c) La colaboración sustancial que el infractor haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante el procedimiento sancionatorio administrativo o aquella que haya prestado en el procedimiento judicial.


d) No haber sido sancionado anteriormente por la misma infracción durante los últimos treinta y seis meses, contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, no haber sido sancionada por la misma infracción durante los últimos dieciocho meses contados de la misma manera.


Se considerarán circunstancias agravantes:


a) Haber sido sancionado con anterioridad por la misma infracción durante los últimos veinticuatro meses, contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria. En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, si ha sido sancionada por la misma infracción durante los últimos doce meses contados de la misma manera.


b) El haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores.


c) El haber dañado la integridad física o psíquica de los consumidores o, en forma grave, su dignidad.


d) El haber puesto en riesgo la seguridad de los consumidores o de la comunidad, aun no habiéndose causado daño.


El Servicio o tribunal, según corresponda, deberá ponderar racionalmente cada una de las atenuantes y agravantes a fin de que se aplique al caso concreto una multa proporcional a la intensidad de la afectación provocada en los derechos del consumidor.


Efectuada dicha ponderación, y para establecer el monto de la multa, se considerarán prudencialmente los siguientes criterios: la gravedad de la conducta; los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor; el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima; el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, en caso que lo hubiese; la duración de la conducta y la capacidad económica del infractor.


Cuando la circunstancia contemplada en la letra a) del inciso cuarto consista en la reparación efectiva del daño causado al consumidor antes de dictarse la resolución o sentencia que imponga sanción, se considerará como una atenuante calificada para efectos de la imposición de la multa que corresponda.


La resolución o sentencia, según corresponda, señalará los fundamentos que sirvan de base para la determinación de la misma.”.


12) Agrégase el siguiente artículo 24 A, nuevo:


“Artículo 24 A.- Tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará la multa de acuerdo a lo señalado en el artículo precedente y al número de consumidores afectados.


El tribunal podrá, alternativamente, aplicar una multa por cada uno de los consumidores afectados, siempre que se tratare de infracciones que, por su naturaleza, se produzcan respecto de cada uno de ellos. No procederá esta opción en los casos en que conste en el proceso que el proveedor ha reparado de manera íntegra y efectiva el daño causado a todos los consumidores afectados, supuesto en el cual se aplicará, por concepto de multa, un monto global, conforme a lo señalado en el inciso anterior.


Con todo, el total de las multas que se impusieren en estos casos no podrá exceder el 30% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


En caso de tratarse de un proveedor que pertenezca a alguna de las categorías contenidas en el inciso segundo del Artículo Segundo de la ley Nº 20.416, el total de las multas no podrá exceder el 10% de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, efectuadas durante el período en que ésta se haya prolongado, o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


Con todo, el monto de la multa a que se refieren los dos incisos anteriores se determinará tomando en consideración el número de consumidores afectados y los criterios a que se refiere el inciso séptimo del artículo precedente y no podrá exceder de cuarenta y cinco mil unidades tributarias anuales.”.


13) Modifícase el artículo 25 del siguiente modo:


a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “150” por “750”.


b) En el inciso segundo, agregar, a continuación de “energía eléctrica,”, lo siguiente: “telecomunicaciones,”, intercalar  el vocablo “residuos”, antecedido de una coma, después de la palabra “basura” y reemplazar el guarismo “300” por “1.500”.


14) Agrégase el siguiente artículo 25 A, nuevo:


“Artículo 25 A.- En los casos de suspensión, paralización o no prestación injustificada de uno de los servicios señalados en el inciso segundo del artículo 25, el proveedor deberá indemnizar por vía punitiva al consumidor afectado, por cada día sin suministro, con un monto equivalente a diez veces el valor promedio diario de lo facturado en el estado de cuenta anterior al de la respectiva suspensión, paralización o no prestación del servicio. Dicho monto deberá descontarse del siguiente estado de cuenta. 


Se entenderá como un día sin suministro cada vez que el servicio haya sido suspendido, paralizado o no prestado por cuatro horas continuas o más dentro de un período de veinticuatro horas contado a partir del inicio del evento. En los demás casos, el cálculo indicado en el inciso anterior, se hará de manera proporcional al tiempo de la suspensión, paralización o no prestación del servicio.


La indemnización de que trata este artículo sólo tendrá lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una indemnización de esta naturaleza y se entenderá sin perjuicio del ejercicio por parte de los consumidores del derecho contenido en la letra e) del inciso primero del artículo 3°. Con todo, en la determinación de esto último, se tomará en consideración lo obtenido por el consumidor por aplicación del presente artículo.”.

15) Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero, reemplázanse las palabras “seis meses” por la expresión “dos años”.


b) En el inciso primero, reemplázase la frase “se haya incurrido en” por “haya cesado”.


c) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Con todo, las acciones civiles prescribirán conforme a las normas establecidas en el Código Civil o leyes especiales.”.


d) En el inciso segundo, intercálanse las expresiones “denuncia ante” entre las palabras “mediador o” y “el Servicio”, y, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, agrégase la siguiente oración:


“Asimismo, dicho plazo se suspenderá por la intervención del Servicio, entendiendo por esta la comunicación formal del acto a través del cual se efectúe el primer requerimiento referido a la infracción en cuestión, el que en todo caso deberá ser suscrito por el funcionario competente, por requerir el afectado la intervención del Servicio o por el inicio de oficio de un procedimiento administrativo sancionatorio.”.


e) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“Las multas impuestas por dichas contravenciones prescribirán en el término de un año, contado desde que hubiere quedado a firme la resolución administrativa o la sentencia condenatoria, en su caso.”.


16) Reemplázase en el artículo 29, la frase “de cinco a cincuenta” por “de hasta 300”.


17) Reemplázase el artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- En las denuncias que se formulen por publicidad falsa, el tribunal competente, de oficio o previa solicitud del Servicio o del particular afectado, podrá disponer la suspensión de las emisiones publicitarias cuando la gravedad de los hechos y los antecedentes acompañados lo ameriten. Podrá, asimismo, exigir al anunciante que, a su propia costa, realice la publicidad correctiva que resulte apropiada para enmendar errores o falsedades, dentro del plazo fatal de diez días hábiles.


Previo a que el tribunal competente, actuando de oficio o a petición de parte interesada o del Servicio, aplique la suspensión de una publicidad por ser denunciada esta como falsa, tendrá el denunciado la oportunidad para hacer valer sus alegaciones en una audiencia citada para tal efecto, dentro de tercero día.


En caso de que el denunciado no concurra a dicha audiencia y el tribunal acogiere la denuncia, la resolución que así lo determine será inapelable y se notificará por el estado diario. Si el tribunal la acogiere habiendo concurrido el denunciado a la audiencia, la resolución que así lo determine será apelable en el solo efecto devolutivo y se notificará de la misma forma.”.


18) Reemplázase el artículo 34 por el siguiente:


“Artículo 34.- En los casos de publicidad falsa o engañosa, podrá el Servicio o el tribunal competente, de oficio o a solicitud del denunciante, exigir del respectivo medio de comunicación utilizado en la difusión de los anuncios o de la correspondiente agencia de publicidad, la identificación del anunciante, su representante legal o responsable de la emisión publicitaria en los términos del artículo 50 D, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas contados desde el requerimiento formal.”.


19) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 35, la frase “juez competente” por “Servicio o el juez competente, en su caso,”.


20) Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 41, las oraciones “Si el tribunal estimare procedente el reclamo dispondrá se preste nuevamente el servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo pagado por este al proveedor. Sin perjuicio de lo anterior, quedará subsistente la acción del consumidor para obtener la reparación de los perjuicios sufridos.” por las siguientes: “Si el Servicio o el juez competente estimaren procedente el reclamo, dispondrán que se preste nuevamente el servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo pagado por este al proveedor. Sin perjuicio de lo anterior, quedará subsistente la acción del consumidor para obtener la reparación de los perjuicios sufridos.”.


21) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 45, el guarismo “750” por “2.250”.


22) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 49, la frase “El juez podrá” por “El Servicio o el juez, según corresponda, podrán”.


23) Modifícase el artículo 49 bis de la siguiente manera:


a) En el inciso primero:


i. En la primera oración, intercálase, entre las voces “envases” y “en”, lo siguiente: “, soportes o plataformas”.


ii. En la segunda oración, reemplázase la locución “Tal” por la siguiente frase: “En el caso de los envases, tal”; y suprímanse las voces “envase o”.  


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “, debiendo exigir en cada venta o arriendo”, por la siguiente: “. En el caso de cada venta o arriendo por medios físicos se deberá exigir”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “multa de 1 a 50” por “multa de hasta 300”.


d) Elimínase el inciso final.


24) Reemplázase el epígrafe del TÍTULO IV, por el siguiente: 

“De los procedimientos a que da lugar la aplicación de esta ley”.


25) Reemplázase el artículo 50, por el siguiente:


“Artículo 50.- Las denuncias y acciones que derivan de esta ley se ejercerán frente a actos, omisiones o conductas que afecten el ejercicio de cualquiera de los derechos de los consumidores.


El incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley dará lugar a las denuncias o acciones correspondientes, destinadas a sancionar al proveedor que incurra en infracción, a anular las cláusulas abusivas incorporadas en los contratos de adhesión, a obtener la prestación de la obligación incumplida, a hacer cesar el acto que afecte el ejercicio de los derechos de los consumidores, o a obtener la debida indemnización de perjuicios o la reparación que corresponda.


El ejercicio de las denuncias puede realizarse a título individual. El ejercicio de las acciones puede efectuarse tanto a título individual como en beneficio del interés colectivo o difuso de los consumidores.


Se considerarán de interés individual a las denuncias o acciones que se promueven exclusivamente en defensa de los derechos del consumidor afectado.


Se considerarán de interés colectivo a las acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o determinable de consumidores, ligados con un proveedor por un vínculo contractual. Son de interés difuso las acciones que se promueven en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus derechos.


Para los efectos de determinar las indemnizaciones o reparaciones que procedan con motivo de denuncias y acciones será necesario acreditar el daño. Asimismo, en el caso de acciones de interés colectivo se deberá acreditar el vínculo contractual que liga al infractor y a los consumidores afectados.”.


26) Reemplázase el artículo 50 A, por el siguiente:


“Artículo 50 A.- Las denuncias presentadas en defensa del interés individual podrán interponerse, a elección del consumidor, ante el Servicio Nacional del Consumidor o ante el Juzgado de Policía Local correspondiente a su domicilio o al domicilio del proveedor. Se prohíbe la prórroga de competencia por vía contractual.


Las denuncias presentadas ante el Servicio serán de conocimiento de la Dirección Regional que corresponda a la comuna del domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del consumidor.


Lo dispuesto en los incisos anteriores no se aplicará a las acciones mencionadas en la letra b) del artículo 2° bis, emanadas de esta ley o de leyes especiales, incluidas las acciones de interés colectivo o difuso derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la presente ley, en que serán competentes los tribunales ordinarios de justicia, de acuerdo a las reglas generales.”.


27) Reemplázase el artículo 50 B por el siguiente:


“Artículo 50 B.- En lo no previsto por el procedimiento establecido en el Párrafo 2° de este Título, se estará a lo dispuesto en la ley N°19.880. En lo no previsto por el procedimiento establecido en el Párrafo 3º de este Título, se estará a lo dispuesto en las leyes N° 18.287 y N° 15.231 y, en subsidio, a lo dispuesto en las normas contenidas en el Código de Procedimiento Civil. En el caso del procedimiento contemplado en el Párrafo 4° de este Título, en lo no previsto se estará a lo dispuesto en las normas del Código de Procedimiento Civil.”.


28) Reemplázase el artículo 50 C por el siguiente:


“Artículo 50 C.- La denuncia presentada ante el Servicio Nacional del Consumidor o la denuncia, querella o demanda ante el juzgado de policía local no requerirán de patrocinio de abogado habilitado. Las partes o interesados podrán comparecer personalmente, sin intervención de letrado. Tratándose del procedimiento contemplado en el Párrafo 4° del presente Título, las partes deberán comparecer representadas por abogado habilitado, sin perjuicio de la comparecencia de los consumidores interesados en las instancias que correspondan, en cuyo caso podrán comparecer personalmente. En caso que el consumidor no cuente con los medios para costear su defensa, será asistido por la Corporación de Asistencia Judicial correspondiente. Asimismo, podrá ser asistido por cualquier institución pública o privada, entre ellas las Asociaciones de Consumidores que desarrollen programas de asistencia judicial gratuita.

Las partes podrán realizar todas las gestiones destinadas a acreditar la infracción y a probar su derecho, pudiendo valerse de cualquier medio de prueba admisible en derecho.


Para los efectos previstos en esta ley, se presume que representa al proveedor la persona que ejerce habitualmente funciones de dirección o administración por cuenta o representación del proveedor a que se refiere el artículo 50 D.


La prueba se apreciará siempre conforme a las reglas de la sana crítica.”.

29) Reemplázase en el artículo 50 D, la frase “Si la demandada fuera una persona jurídica, la demanda se notificará” por la siguiente: “En aquellos casos en los que en virtud de esta ley se interponga demanda en contra de una persona jurídica, su notificación se efectuará”.


30) Reemplázase en el artículo 50 E la frase “Cuando la denuncia, querella o demanda interpuesta” por la siguiente: “En aquellos casos en los que, en virtud de esta ley, se interponga ante tribunales una denuncia o demanda que”.


31) Reemplázase el artículo 50 F por el siguiente:


“Artículo 50 F.- Si durante un procedimiento el Servicio o el juez que conoce del mismo tomare conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de causar daño, ordenará su custodia en dependencias del Servicio Nacional del Consumidor, del tribunal, o en algún otro lugar que señale al efecto, si lo estimare necesario. En caso de que ello no fuere factible, atendida la naturaleza y características de los bienes, el Servicio o el juez ordenará las pericias que permitan acreditar el estado, la calidad y la aptitud de causar daño y dispondrá las medidas que fueren necesarias para la seguridad de las personas o de los bienes.


Tratándose de servicios susceptibles de causar grave daño, el Servicio o el juez podrá ordenar la suspensión de su prestación a los consumidores.


En el caso que el Servicio no cumpliere con los requisitos previstos en los incisos precedentes, el afectado podrá reclamar ante el Juzgado de Policía Local competente.”.

32) Agrégase, a continuación del artículo 50 F, el siguiente epígrafe:

“De la mediación individual, la conciliación y el procedimiento sancionatorio instruido por el Servicio Nacional del Consumidor”.


33) Reemplázase el artículo 50 G por el siguiente:


“Artículo 50 G.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse de oficio o por denuncia.


Se iniciará de oficio cuando el Servicio tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción dentro del ámbito de su competencia. Se iniciará por denuncia cuando, interpuesta ésta en los términos señalados en el inciso siguiente, una vez que hayan fracasado las instancias de mediación y conciliación señaladas en este artículo, el Servicio estimare que existe mérito para ello, de conformidad a lo señalado en el inciso décimo tercero.


Las denuncias de infracciones a la presente ley deberán ser formuladas al Servicio por escrito, incluyendo para tales efectos la vía electrónica, señalando lugar y fecha de presentación, y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberán contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión e identificando al proveedor respectivo a lo menos por medio de la indicación de la denominación con que aquel es conocido en el comercio.


Las denuncias formuladas conforme al inciso anterior se pondrán en conocimiento del proveedor a fin de que este proponga alternativas concretas de solución o corrección al hecho denunciado, respuesta que deberá efectuar por escrito dentro de los siete días hábiles siguientes de recibida la comunicación. Aceptada la propuesta por el denunciante, el acuerdo voluntario deberá constar por escrito y tendrá el carácter de transacción extrajudicial, extinguiéndose las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor una vez cumplidas sus estipulaciones. Lo acordado entre las partes deberá ser certificado por el funcionario encargado de tramitar la denuncia. El acta de la transacción, debidamente certificada, tendrá mérito ejecutivo.


En el evento que el consumidor no aceptare la propuesta del proveedor, o si este no propusiere alternativas de solución o corrección, tendrá lugar una audiencia obligatoria de conciliación. Sin perjuicio de ello, el consumidor siempre podrá renunciar a dicha audiencia ratificando su denuncia, lo cual podrá originar un procedimiento sancionatorio.


El funcionario a cargo de la conciliación citará inmediatamente al consumidor y al proveedor a una audiencia breve y desformalizada, que tendrá lugar en un plazo no inferior a siete días hábiles. Dicha citación podrá efectuarse mediante correo electrónico o carta certificada. Sin perjuicio de lo anterior, las conciliaciones podrán celebrarse en forma no presencial a través de los medios tecnológicos que el Servicio ponga a disposición de consumidores y proveedores, los que en cualquier caso deben permitir dejar registro fidedigno de la actuación.


A la audiencia deberán asistir consumidor y proveedor, ya sea personalmente, o a través de terceros con poder suficiente para transigir.


En la audiencia, el funcionario a cargo llamará a las partes a una conciliación para lo cual formulará bases concretas de acuerdo, las que deberán ser respondidas por las partes.


De lo obrado en la audiencia y de la eventual conciliación alcanzada se levantará un acta por el funcionario a cargo de la conciliación, que será suscrita por todos los comparecientes. En caso de acuerdo, el acta deberá expresar las obligaciones contraídas por el proveedor y la forma y plazo de cumplimiento de las mismas. El acta de la conciliación, debidamente certificada, tendrá mérito ejecutivo.


Una vez cumplidas las estipulaciones del acuerdo se extinguirán las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor. 


Si el proveedor no da respuesta dentro de plazo, incumple la solución o corrección propuesta en su respuesta, o incumple las obligaciones contraídas en la conciliación, será sancionado con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24 de esta ley.


Asimismo, los acuerdos que en representación de los consumidores alcanzaren las Asociaciones de Consumidores acreditadas, de conformidad a los requisitos que establezca un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, tendrán carácter de transacción extrajudicial y, una vez cumplidas sus estipulaciones, extinguirán las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor. El Reglamento considerará entre los requisitos para acceder a la acreditación la antigüedad de la Asociación, así como su experiencia en asesoría y representación judicial de los consumidores.


El acta que declara fallida la conciliación o la ratificación de la denuncia originará un procedimiento sancionatorio si, a juicio del Servicio, la denuncia está revestida de seriedad y los hechos denunciados pueden importar infracción a las disposiciones de esta ley o las demás normas de protección de los derechos de los consumidores. Para realizar esta calificación, podrá solicitar información adicional a fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la procedencia de iniciar un procedimiento sancionatorio. En todo caso, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el proveedor respectivo y, si no existiere siquiera mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al interesado.


Todo el procedimiento, incluidas las actuaciones previas a que se refiere este artículo, deberá constar en un expediente, escrito o electrónico.”.


34) Agréganse los artículos 50 H a 50 P:


“Artículo 50 H.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario abogado del Servicio, que recibirá el nombre de instructor, a quien se le haya delegado la atribución. Dicho procedimiento se iniciará por resolución de la Dirección Regional competente, la cual le conferirá al proveedor el plazo de diez días para formular los descargos y los medios de prueba precisos y determinados que estime pertinente rendir. Lo anterior se entenderá sin perjuicio del derecho del proveedor, en cualquier momento del procedimiento, de aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio.


La resolución que dé inicio al procedimiento resumirá el contenido de la denuncia. Si el procedimiento se inicia de oficio se señalará una descripción clara y precisa de los hechos de que tomó conocimiento el Servicio, la fecha de su verificación y la norma eventualmente infringida.


La resolución que dé inicio al procedimiento deberá notificarse al proveedor, su representante legal o administrador, por carta certificada o por correo electrónico, ambos previamente registrados ante el Servicio. De no existir tal registro, deberá notificarse personalmente al domicilio que señale en la denuncia o en la resolución que dé inicio al procedimiento de oficio, pudiendo procederse, en tal caso, de conformidad a lo señalado en el inciso tercero del artículo 50 Q. Esta actuación debe constar en el expediente administrativo.


La notificación por carta certificada se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos al domicilio del notificado.


La notificación por correo electrónico deberá enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.


Artículo 50 I.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Servicio examinará el mérito de los antecedentes y abrirá término probatorio por un plazo no superior a quince ni inferior a cinco días. Durante dicho término, podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan.


En todo caso, se dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el proveedor respectivo en sus descargos. Sin perjuicio de lo anterior, el instructor podrá rechazar las medidas o diligencias probatorias propuestas cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.


Artículo 50 J.- Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.


Los hechos constatados por los funcionarios a los que se reconoce la calidad de ministro de fe y que se formalicen en el expediente respectivo constituirán presunción legal, sin perjuicio de los demás medios de prueba que se aporten o generen en el procedimiento.


Artículo 50 K.- Durante la instrucción del procedimiento sancionatorio, el Servicio podrá requerir los informes de otros organismos sectoriales que estime pertinentes para fundar su resolución.


Artículo 50 L.- Cumplidos los trámites señalados en los artículos anteriores, el instructor del procedimiento emitirá, dentro del plazo fatal de cinco días, un dictamen en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.


Dicho dictamen deberá contener la individualización del o de los infractores, la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobar las infracciones precisas imputables al autor, y la proposición al Director Regional de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores, en su caso.


En ningún caso el dictamen a que se refiere el inciso anterior podrá considerar como infracciones hechos que no guarden conexión con los descritos en la resolución que dio inicio al procedimiento.


Artículo 50 M.- Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Director Regional, quien resolverá en el plazo fatal de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.


No obstante, el Director Regional podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo que no podrá superar los quince días, dando audiencia al investigado.


Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos que no le hubiesen sido imputados en el dictamen del instructor.


Artículo 50 N.- La resolución que ponga término al procedimiento, junto con resolver el asunto al que este se refiera, podrá ordenar una o más de las siguientes medidas:


a) El cese de la o las conductas infractoras.


b) La imposición de las multas contempladas en la presente ley.


c) La restitución de los cobros que hubieren tenido lugar con infracción a la presente ley, con reajustes e intereses. En la misma resolución deberá señalarse la modalidad en que el infractor deberá realizar las restituciones que correspondan y los plazos de que dispondrá al efecto. Una vez producida la restitución, no será procedente el ejercicio de acciones judiciales que tengan por finalidad el mismo propósito, sin perjuicio de las acciones de indemnización de perjuicios por los daños causados.


d) Las medidas que, de conformidad a esta ley, tengan por objeto exclusivo prevenir o corregir la infracción específica, vinculada a los hechos concretos de que trate el procedimiento sancionatorio correspondiente. Para la determinación de estas medidas, se deberá tomar en consideración lo establecido en los incisos cuarto, quinto y séptimo del artículo 24.


Tratándose de las empresas proveedoras comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416 y siempre que no se hubieren configurado las agravantes señaladas en el inciso quinto del artículo 24, las multas a que se refiere la letra b) de este artículo serán reemplazadas por la participación obligatoria del titular o representante legal de la empresa de menor tamaño, y/o de uno o más de sus trabajadores, en un programa de capacitación sobre derechos y deberes de los consumidores realizado por el Servicio Nacional del Consumidor.


Sustituida la multa de conformidad a lo dispuesto en el inciso precedente, si el obligado, no participare en el programa de capacitación correspondiente, procederá el aumento de la multa originalmente determinada, el que no podrá exceder de un 25% de su valor.


Tratándose de micro o pequeñas empresas en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, la primera multa efectivamente impuesta será rebajada en un 70%.


Lo señalado en este artículo es sin perjuicio del ejercicio de otras facultades entregadas al Servicio por esta ley o por leyes especiales.


Artículo 50 Ñ.- Las resoluciones del Servicio que apliquen multa, ordenen devoluciones o reintegros o dispongan otras medidas que tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida, tendrán mérito ejecutivo.


El monto de las multas impuestas por el Servicio será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 50 O.


El cumplimiento de las resoluciones a que se refiere el inciso primero, incluido el pago de las multas, deberá ser acreditado ante el Servicio dentro de los 10 días siguientes a la fecha en que aquél fuere exigible.


Si el infractor fuere una persona jurídica, responderán solidariamente del pago de las multas sus directores, administradores y aquellas personas que se hayan beneficiado directamente de la infracción respectiva, siempre que hubieren participado en la realización de esta.


El cumplimiento de las resoluciones que decreten las medidas señaladas en el artículo 50 N, con excepción de las multas, se llevará a efecto en conformidad al procedimiento establecido en el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, ante el juzgado de policía local correspondiente al domicilio del consumidor.


Artículo 50 O.- Contra las resoluciones que dicte el Director Regional solo procederá el recurso de reposición contemplado en el artículo 59 de la ley N° 19.880. El recurso jerárquico y todo otro recurso administrativo establecido en dicha ley serán improcedentes.


Respecto de la resolución que pone fin al procedimiento administrativo, y una vez resuelto el recurso de reposición, si es que este hubiere sido interpuesto, el afectado, sea el proveedor o el consumidor, podrá reclamar por ilegalidad ante el juzgado de policía local que corresponda al domicilio del consumidor, dentro del plazo fatal e individual de diez días, contado desde la notificación de la resolución respectiva. Si el procedimiento administrativo fue iniciado de oficio por el Servicio, el proveedor podrá reclamar ante el Juzgado de Policía Local correspondiente a la comuna de la Dirección Regional. La reclamación deberá presentarse por escrito y contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulan. Al conocer de la reclamación, el juez podrá, realizando un control sobre la legalidad de la resolución, revisar tanto aspectos formales como sustantivos.


Para el caso que el infractor no interponga reclamación en contra de las resoluciones del Servicio que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de la resolución, se le reducirá el 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado ante la Dirección Regional respectiva del Servicio, presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuada en la Tesorería General de la República.


No podrá exigirse el cumplimiento de la resolución mientras ésta no se encuentre firme.


La reclamación se substanciará conforme al procedimiento contemplado en el Párrafo 3º de este Título. La resolución que admita a tramitación la reclamación será notificada por carta certificada al Director Regional y a los demás intervinientes en los respectivos domicilios fijados ante el Servicio en el procedimiento sancionatorio. En dicha resolución se deberá indicar la posibilidad de ejercer ante el mismo tribunal las acciones indemnizatorias que correspondieren. El procedimiento al que se sujete el conocimiento de tales acciones se acumulará de oficio a la reclamación, substanciándose ambas conforme al mismo procedimiento.


Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables. Para estos efectos la cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo pedido por indemnización de perjuicios o, en su defecto, en base a la multa impuesta por el Servicio.


En los casos en que no sea aplicable lo indicado en el inciso anterior, contra la sentencia que resuelva la reclamación, y en su caso la acción indemnizatoria, procederá el recurso de apelación, el que se interpondrá dentro del plazo de diez días. La apelación se resolverá en cuenta, salvo solicitud fundada de alguna de las partes. Si se diere lugar a dicha solicitud, la Corte de Apelaciones ordenará traer los autos en relación y dispondrá agregar extraordinariamente la causa a la tabla del día subsiguiente, previo sorteo, en las Cortes de Apelaciones de más de una Sala.


La apelación a que se refiere este artículo gozará de preferencia para su vista y fallo, y no procederá la causal de suspensión contemplada en el artículo 165, N°5, del Código de Procedimiento Civil.


En contra de la sentencia que resuelva el recurso de apelación, no procederá recurso alguno.


Artículo 50 P.- Cuando un organismo sectorial aplique una sanción por infracción a una norma legal especial que establezca derechos específicos para los consumidores o usuarios, el Servicio no podrá aplicar una sanción adicional basada en los mismos hechos y fundamentos o fines jurídicos.


Si el Servicio llegare a tomar conocimiento de hechos que únicamente pudieren constituir una infracción de disposiciones legales o reglamentarias distintas a las contenidas en esta ley, relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores, procederá a denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos sectoriales o instancias jurisdiccionales respectivas y podrá hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, de conformidad a lo establecido en el artículo 58, inciso segundo, letra j), de la presente ley. Por su parte, si un organismo sectorial llegare a tomar conocimiento de hechos que pudieren constituir una infracción a disposiciones contenidas en la presente ley, deberá denunciar dicha circunstancia al Servicio.

En ningún caso se podrá aplicar al mismo infractor dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos o fines jurídicos.


Lo dispuesto en este artículo debe entenderse en conformidad con lo establecido en el artículo 2° bis y no afectará en modo alguno el inicio de los demás procedimientos contemplados en este título.”.


35) Agrégase a continuación del artículo 50 P el siguiente epígrafe:

“Párrafo 3°

Del procedimiento ante los Juzgados de Policía Local”.”.


36) Agréganse los siguientes artículos 50 Q, 50 R y 50 S, nuevos:


“Artículo 50 Q.- El conocimiento de la acción ejercida a título individual para obtener la debida indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar por infracción a esta ley corresponderá a los juzgados de policía local, siendo competente aquel que corresponda al domicilio del consumidor o del proveedor, a elección del primero, sin que sea admisible la prórroga de competencia por la vía contractual.


El procedimiento se iniciará por demanda del consumidor, la que deberá presentarse por escrito.


En los casos en que no resulte posible practicar la primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia deje constancia de cuál es la habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo a quien se va a notificar y éste se encuentre en el lugar del juicio, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos segundo y tercero del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil. El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2), 3) y 4) del inciso tercero del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.


En este procedimiento no será admisible la reconvención del proveedor demandado. Las excepciones que se hayan opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. En su comparecencia, las partes podrán realizar todas las gestiones procesales destinadas a acreditar la infracción y probar su derecho, incluidas la presentación y el examen de testigos, cuya lista podrá presentarse hasta el inicio de la audiencia de contestación, conciliación y prueba.


El tribunal podrá en el aludido comparendo, distribuir la carga de la prueba conforme a la disponibilidad y facilidad probatoria que posea cada una de las partes en el litigio, lo que comunicará a ellas para que asuman las consecuencias que les pueda generar la ausencia o insuficiencia de material probatorio que hayan debido aportar o el no rendir la prueba correspondiente de que dispongan en su poder. Para efectos de rendir la prueba ordenada conforme a este inciso, el juez citará a una nueva audiencia con ese único fin, la que deberá ser citada a la brevedad posible.


Los incidentes deberán promoverse y tramitarse en la misma audiencia, conjuntamente con la cuestión principal, sin paralizar el curso de esta, cualquiera sea la naturaleza de la cuestión que en ellos se plantee. El tribunal deberá dictar sentencia definitiva dentro de los treinta días siguientes a la última audiencia, a menos que exista un plazo pendiente para realizar diligencias.


Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales, se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables. La cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo denunciado o demandado por el consumidor, no considerándose para estos efectos el monto de la multa aplicable. Las causas que versen sobre materias que no tienen una determinada apreciación pecuniaria, se considerarán para estos efectos de cuantía superior a veinticinco unidades tributarias mensuales.


Artículo 50 R.- El mismo procedimiento señalado en el artículo precedente se aplicará en caso de que el consumidor escoja perseguir la responsabilidad contravencional del proveedor ante el juzgado de policía local competente, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 50 A. Si resultare procedente, regirá para la aplicación de multas lo dispuesto en el artículo 50 P.


Artículo 50 S.- Si, de conformidad a lo establecido en este Párrafo, se promueve un juicio de indemnización de perjuicios por los daños ocasionados a consecuencia de una infracción que ha sido sancionada por el Servicio Nacional del Consumidor mediante resolución firme, no se admitirán pruebas o alegaciones incompatibles con la declaración de existencia del hecho que constituyó la infracción, ni con el establecimiento de la participación del proveedor en la misma.”.


37) Reemplázase en el Párrafo 2° del Título IV, la expresión “Párrafo 2°” por “Párrafo 4°”.


38) Modifícase el artículo 51 de la siguiente manera:


a) Reemplázase el inciso primero por el que sigue:


“Artículo 51.- El procedimiento señalado en este Párrafo se aplicará cuando se vea afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores. En este procedimiento especial la prueba se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica y se sujetará a las siguientes normas:”.


b) Reemplázase, en la letra b) del numeral 1, la palabra “asamblea” por “directorio”.


c)  Reemplázase el texto del número 2 por otro del siguiente tenor:


“2.- Sin perjuicio de los requisitos generales de la demanda, en lo que respecta a las peticiones relativas a perjuicios, bastará señalar el daño sufrido y solicitar la indemnización que el juez determine, conforme al mérito del proceso, la que deberá ser la misma para todos los consumidores que se encuentren en igual situación. Con este fin, el juez procederá de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 53 A. No habrá lugar a la reserva prevista en el inciso segundo del artículo 173 del Código de Procedimiento Civil.


Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento podrán extenderse al daño moral siempre que se haya afectado la integridad física o síquica o la dignidad de los consumidores. Si los hechos invocados han podido provocar dicha afectación, será un hecho sustancial, pertinente y controvertido en la resolución que recibe la causa a prueba.


Con el objeto de facilitar el acceso a la indemnización por daño moral en este procedimiento, el Servicio pondrá a disposición de los consumidores potencialmente afectados un sistema de registro rápido y expedito, que les permita acogerse al mecanismo de determinación de los mínimos comunes reglamentados en los párrafos siguientes. Lo anterior, sin perjuicio del ejercicio del derecho consagrado en el párrafo quinto. 


En la determinación del daño moral sufrido por los consumidores, el juez podrá establecer un monto mínimo común, para lo cual, de oficio o a petición de parte, podrá ordenar un peritaje, sin perjuicio de poder considerarse otros medios de prueba. Dicho peritaje será de cargo del infractor en caso de haberse establecido su responsabilidad. De no ser así, se estará a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 411 del Código de Procedimiento Civil.


En caso que se estableciere un monto mínimo común, aquellos consumidores que consideren que su afectación supera dicho monto mínimo, podrán perseguir la diferencia en un juicio posterior que tendrá como único objeto dicha determinación, sin que pueda discutirse en él la procedencia de la indemnización. Este procedimiento se llevará a cabo ante el mismo tribunal que conoció de la causa principal, de acuerdo a las normas del procedimiento sumario, en el que no será procedente la reconvención; o ante el juzgado de policía local competente de acuerdo a las reglas generales, a elección del consumidor. 


El proveedor podrá efectuar una propuesta de indemnización o reparación del daño moral, la que, de conformidad a los incisos anteriores, considerará un monto mínimo común para todos los consumidores afectados. Dicha propuesta podrá diferenciar por grupos o subgrupos de consumidores, en su caso, y podrá realizarse durante todo el juicio.”.


d) Reemplázase el numeral 3 por el siguiente:


“3. Iniciado el juicio señalado, cualquier legitimado activo podrá hacerse parte en el juicio, Asimismo, podrá comparecer cualquier consumidor que se considere afectado para el solo efecto de hacer reserva de sus derechos.”.


e) Consúltase como numeral 10, nuevo, el siguiente:


“10. De conformidad con lo dispuesto en el Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, en casos calificados y sólo una vez admitida a tramitación la demanda, el juez podrá ordenar como medida precautoria que el proveedor cese provisionalmente en el cobro de cargos cuya procedencia esté siendo controvertida en juicio. Para tal efecto, el demandante deberá acompañar antecedentes que constituyan a lo menos presunción grave del derecho que se reclama.”.


f) Agréganse los siguientes dos incisos finales:


“Los consumidores afectados en cualquier caso podrán declarar como testigos sin que les sea aplicable la causal de inhabilidad establecida en el numeral 6° del artículo 358 del Código de Procedimiento Civil.


Los proveedores demandados estarán obligados a entregar al Tribunal todos los instrumentos que éste ordene de oficio o a petición de parte, siempre que tales instrumentos obren o deban obrar en su poder y que tengan relación directa con la cuestión debatida. En caso de que el proveedor se negare a entregar tales instrumentos y el Tribunal estimare infundada la negativa por haberse aportado pruebas acerca de su existencia o por ser injustificadas las razones dadas, el juez podrá tener por probado lo alegado por la parte contraria respecto del contenido de tales instrumentos.”.


39) Modifícase el artículo 52 del siguiente modo:


a) Reemplázase el literal b) por el siguiente:


“b) Que la demanda cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, los que sólo se verificarán por el juez, sin que puedan discutirse en esta etapa.”.


b) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto y así sucesivamente:


“En contra de la resolución que acoja la reposición de aquella que declaró admisible la demanda, procederá el recurso de apelación en ambos efectos, el que deberá ser interpuesto dentro de cinco días fatales contados desde la notificación de la resolución respectiva.”.


40) Modifícase el inciso primero del artículo 53 del siguiente modo:


a.- Sustitúyese la frase “se tenga por contestada la demanda”, por “se tenga por contestada la misma”, y

b.-  Sustitúyese la frase “medio de circulación nacional”, por lo siguiente: “medio de comunicación nacional, regional o local, escrito, electrónico o de otro tipo, que asegure su adecuada difusión”.

41) Modifícase el artículo 53 B en el siguiente sentido:


a) Intercálase un nuevo inciso tercero, adecuándose la ordenación correlativa de los demás:


“Estas ofertas deberán entregar, a lo menos, antecedentes suficientes sobre el hecho que las motiva, el monto global del daño causado a los consumidores y las bases objetivas utilizadas para su determinación, la individualización de los grupos o subgrupos de consumidores afectados, los montos de las indemnizaciones y devoluciones, y la forma como se harán efectivas las indemnizaciones, devoluciones y reparaciones. Asimismo, deberá indicar cómo acreditará el cálculo íntegro del monto global del daño causado a los grupos y subgrupos de consumidores así como la ejecución de las indemnizaciones, devoluciones y reparaciones equivalentes a dicho monto global.”.


b)  Reemplázase el actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:


“Todo avenimiento, conciliación o transacción deberá ser sometido a la aprobación del juez. Para aprobarlo, el juez deberá verificar su conformidad con las normas de protección de los derechos de los consumidores. La aprobación se entenderá sin perjuicio de la eventual aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley. Con todo, el tribunal podrá considerar la reparación del daño causado por parte del proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en el 50%.”.


c) Agregar el siguiente inciso final:


“Los avenimientos, conciliaciones o transacciones que contemplen la entrega a los consumidores de sumas de dinero deberán establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes resulten alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su favor, facilitar su cobro y, en definitiva, conseguir la entrega efectiva del monto correspondiente a cada consumidor. Asimismo, estos acuerdos deberán designar a un tercero independiente mandatado a ejecutar, a costa del proveedor, las diligencias previamente señaladas, salvo que otros medios resulten preferibles, en el caso concreto, para lograr la transferencia efectiva del dinero que a cada consumidor corresponde. Para el cumplimiento de dicho mandato, el proveedor deberá transferir la totalidad de los fondos al tercero encargado de su entrega a los consumidores. Estos acuerdos deberán establecer, a su vez, un plazo durante el cual las diligencias referidas en este inciso deberán ejecutarse. Transcurridos dos años desde que se cumpla dicho plazo, los remanentes que no hayan sido transferidos ni reclamados por los consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero a cargo de la entrega, enterar las cantidades correspondientes al fondo establecido en el artículo 11 bis.”.

42) Modifícase el artículo 53 C en el siguiente sentido:


a) Modifícase el literal b) del siguiente modo:


i) Reemplázase la expresión “artículo 24” por “artículo 24 A”.


ii) Agrégase a continuación del punto y aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, se estará a lo dispuesto en el artículo 50 P, si resultare aplicable.”.


b) Agregar en el literal c), a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En aquellos casos que en que concurran las circunstancias a que se refiere el inciso quinto del artículo 24, el tribunal podrá aumentar en un 25% el monto de la indemnización correspondiente.”.


c) Agrégase al final del inciso segundo, lo siguiente:


“En este último caso, la sentencia deberá establecer un conjunto mínimo de acciones destinadas a informar a quienes resulten alcanzados por el respectivo acuerdo las acreencias que tienen a su favor, facilitar su cobro y, en definitiva, conseguir la entrega efectiva del monto correspondiente a cada consumidor, pudiendo establecerse al proveedor la carga de mandatar a un tercero independiente para la ejecución de dichas acciones, a su costa y con la aprobación del tribunal. El proveedor deberá transferir la totalidad de los fondos al tercero encargado de su entrega a los consumidores. La sentencia deberá establecer, además, un plazo durante el cual las diligencias referidas en este inciso deberán ejecutarse. Transcurridos dos años desde que se cumpla dicho plazo, los remanentes que no hayan sido transferidos ni reclamados por los consumidores caducarán y se extinguirán a su respecto los derechos de los respectivos titulares, debiendo el proveedor, o el tercero a cargo de la entrega, enterar las cantidades correspondientes al fondo establecido en el artículo 11 bis.”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:


“Los recursos que se dedujeren en contra de la sentencia definitiva gozarán de preferencia para su vista y fallo.”.


43) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 54 C por el siguiente:


“Dentro del mismo plazo, los interesados podrán hacer reserva de sus derechos para perseguir la responsabilidad civil tanto por daño patrimonial como moral, derivada de la infracción en un juicio distinto, sin que sea posible discutir la existencia de la infracción ya declarada. Esta presentación se tramitará de acuerdo al procedimiento establecido en el Párrafo 3° del Título IV. En este juicio, la sentencia dictada conforme al artículo 53 C producirá plena prueba respecto de la existencia de la infracción y del derecho del demandante a la indemnización de perjuicios, limitándose el nuevo juicio a la determinación del monto de éstos.”.


44) Agrégase, a continuación del artículo 54 G, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 5°

“Del procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores”.


45) Agréganse los siguientes artículos 54 H a 54 S:


“Artículo 54 H.- El procedimiento a que se refiere este párrafo tiene por finalidad la obtención de una solución expedita, completa y transparente, en caso de conductas que puedan afectar el interés colectivo o difuso de los consumidores. Estará a cargo de una Subdirección independiente y especializada dentro del Servicio, de conformidad a lo dispuesto en inciso décimo del artículo 58. Los principios básicos que lo regulan son la indemnidad del consumidor, la economía procesal, la publicidad, la integridad y el debido proceso.


El procedimiento se iniciará por resolución del Servicio, la que será dictada de oficio, a solicitud del proveedor, o en virtud de una denuncia fundada de una asociación de consumidores, y será notificada al proveedor involucrado. Esta resolución indicará los antecedentes que fundamentan la posible afectación del interés colectivo o difuso de los consumidores y las normas potencialmente infringidas.


En la resolución que da inicio al procedimiento, el Servicio informará al proveedor y a la asociación de consumidores, en su caso, acerca del carácter voluntario del procedimiento, los hechos que le dan origen y su finalidad.


El Servicio no podrá iniciar este procedimiento una vez que se hayan ejercido acciones colectivas respecto de los mismos hechos y mientras éstas se encuentren pendientes. Asimismo, una vez iniciado el procedimiento, ni el Servicio ni quienes se encuentren legitimados para ello de conformidad a esta ley podrán ejercer acciones para proteger el interés colectivo o difuso de los consumidores respecto de los mismos hechos mientras el procedimiento se encuentre en tramitación.


Se suspenderá el plazo de prescripción de las denuncias y acciones establecidas en la presente ley durante el tiempo que medie entre la notificación al proveedor de la resolución que da inicio al procedimiento, y la notificación de la resolución de término.

Artículo 54 I.- La resolución que da inicio al procedimiento, cuando haya sido dictada en virtud de una denuncia fundada de una Asociación de Consumidores, ordenará su participación, salvo manifestación en contrario de ésta en la misma denuncia. 


Artículo 54 J.- El plazo máximo de duración del procedimiento será de tres meses, contado a partir del tercer día de la notificación al proveedor de la resolución que le da inicio. Este plazo podrá ser prorrogado por una sola vez, de oficio o a solicitud del proveedor, hasta por tres meses, por resolución fundada.


Si dentro del plazo original o prorrogado no hubiere acuerdo, se entenderá fracasado el procedimiento, circunstancia que será certificada por el Servicio en la resolución de término.

Artículo 54 K.- Notificada la resolución que da inicio al procedimiento, el proveedor tendrá un plazo de cinco días para manifestar por escrito su voluntad al Servicio de participar en éste. Este plazo podrá prorrogarse por igual término, por una sola vez, si el proveedor lo solicita fundadamente antes de su vencimiento. Si al término del plazo original o prorrogado, el proveedor no expresa su voluntad, el procedimiento se entenderá fallido y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.


El proveedor en cualquier momento podrá expresar su voluntad de no perseverar en el procedimiento. Por su parte, el Servicio podrá no perseverar en el procedimiento en cualquier momento, fundando su decisión. Estas circunstancias serán certificadas por el Servicio en la resolución de término respectiva.


Artículo 54 L.- La manifestación por la que el proveedor acepta someterse al procedimiento, será informada en el sitio web del Servicio en el plazo de cinco días contados desde que ella hubiere tenido lugar. A través del mismo medio se informará el estado en que se encuentra el procedimiento y se publicará la solución ofrecida por el proveedor.


Artículo 54 M.- Durante el procedimiento, el Servicio podrá solicitar los antecedentes que sean necesarios para el cumplimiento de los fines del primero, especialmente aquellos que se requieran para determinar el monto de las compensaciones que procedieren para los consumidores. La negativa en la entrega de los antecedentes antes mencionados por parte del proveedor no generará sanción, incluso si en virtud de dicha negativa se declarare fallido el procedimiento.


Una vez concluido el procedimiento, cada parte podrá requerir la devolución de todos los instrumentos que haya presentado.


El Servicio no podrá presentar en juicio los instrumentos requeridos en virtud de este artículo y que hayan sido entregados por el proveedor, a menos que haya tenido acceso a ellos por otro medio, cuando el procedimiento hubiese concluido por falta de acuerdo entre las partes o por haber ejercido el Servicio su derecho a no perseverar en el proceso.

Artículo 54 N.- Durante la tramitación del procedimiento, las asociaciones de consumidores que participen y los consumidores potencialmente afectados podrán formular las observaciones que estimen pertinentes. Asimismo, cualquiera de ellos podrá, de manera justificada, sugerir ajustes a la solución ofrecida por el proveedor, dentro de los cinco días posteriores a la publicación a que se refiere el artículo 54 L.


Artículo 54 Ñ.- La comparecencia de los proveedores a las audiencias que se fijen deberá realizarse por un apoderado facultado expresamente para transigir. En el caso de que el apoderado del proveedor no contare con facultades suficientes, el Servicio citará a una nueva audiencia que deberá tener lugar dentro de quinto día. Si en dicha nueva audiencia no se subsanare la situación, el procedimiento se entenderá fallido y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.


Artículo 54 O.- A solicitud del proveedor, el Servicio decretará reserva de aquellos antecedentes que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales, siempre que su revelación pueda afectar el desenvolvimiento competitivo de su titular. Los demás participantes del procedimiento no podrán acceder a estos antecedentes, sino a través de los documentos que contengan el análisis general que de ellos haga el Servicio, los que en ningún caso podrán comprometer la reserva decretada a su respecto.


Los funcionarios encargados de la tramitación deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que hayan conocido con ocasión del procedimiento y hayan sido declarados reservados de acuerdo al inciso primero. Asimismo, este deber de reserva alcanza a los terceros que intervinieren a través de la emisión de informes.


El funcionario del Servicio que infringiere el deber de reserva, revelando en perjuicio del proveedor aquellos antecedentes, fórmulas, estrategias o secretos que haya conocido con ocasión del procedimiento y respecto de los cuales se haya decretado reserva, será sancionado con las penas indicadas en el artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que corresponda.


Si la infracción la cometieren aquellos terceros que intervinieren en el procedimiento mediante la emisión de informes, sufrirán la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a cinco unidades tributarias mensuales.


Artículo 54 P.- En caso de llegar a un acuerdo, el Servicio dictará una resolución que establecerá los términos de éste y las obligaciones que asume cada una de las partes.


La resolución señalada en el inciso anterior deberá contemplar, al menos, los siguientes aspectos:


1) El cese de la conducta que pudiere haber afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores.


2) El cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados, cuando proceda.


3) Una solución que sea proporcional al daño causado, que alcance a todos los consumidores afectados y que esté basada en elementos objetivos.


4) La forma en la que se harán efectivos los términos del acuerdo y el procedimiento por el cual el proveedor efectuará las devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados.


5) Los procedimientos a través de los cuales se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor.


La resolución podrá contemplar la presentación por parte del proveedor de un plan de cumplimiento, el que contendrá, como mínimo, la designación de un oficial de cumplimiento, la identificación de acciones o medidas correctivas o preventivas, los plazos de implementación de éstas, así como un protocolo destinado a evitar los riesgos de incumplimiento.


La solución propuesta por el proveedor no implicará su reconocimiento de los hechos constitutivos de la eventual infracción.


Cuando el acuerdo contemple la entrega a los consumidores de sumas de dinero se estará a lo dispuesto en el inciso final del artículo 53 B.


Artículo 54 Q.- Para que el acuerdo contenido en la resolución dictada por el Servicio produzca efecto erga omnes, aquél deberá ser aprobado por el juez de letras en lo civil correspondiente al domicilio del proveedor.


El tribunal sólo podrá rechazar el efecto erga omnes si el acuerdo no cumple con los aspectos mínimos establecidos en el inciso segundo del artículo precedente. El tribunal fallará de plano y sólo será procedente el recurso de reposición con apelación en subsidio en contra de la resolución que rechace el acuerdo.


Ejecutoriada la resolución judicial señalada en el inciso anterior y efectuada la publicación indicada en el inciso siguiente, el acuerdo surtirá los efectos de una transacción extrajudicial respecto de todos los consumidores potencialmente afectados, con excepción de aquéllos que hayan hecho valer sus derechos ante los tribunales con anterioridad, hayan suscrito avenimientos o transacciones de carácter individual con el proveedor, o hayan efectuado reserva de sus acciones de acuerdo al inciso penúltimo.


La copia autorizada de la resolución del Servicio en que conste el acuerdo tendrá mérito ejecutivo transcurridos treinta días desde la publicación del extracto de la resolución en el Diario Oficial y en un medio de circulación nacional, a costa del proveedor, así como en el sitio web institucional del Servicio, contándose el plazo desde la última publicación. Las publicaciones deberán efectuarse a más tardar dentro de décimo día desde la fecha de la resolución administrativa en la que conste el acuerdo o desde que quede ejecutoriada la resolución judicial que lo aprueba, según sea el caso.


En aquellos casos en que el acuerdo tenga efecto erga omnes, durante el plazo a que hace referencia el inciso anterior, los consumidores afectados que no estén conformes con la solución alcanzada, para no quedar sujetos a ésta, deberán efectuar reserva expresa de sus acciones individuales ante el tribunal que aprobó el acuerdo, lo que podrán realizar sin patrocinio de abogado, concurriendo personalmente al tribunal o ingresando a la Oficina Judicial Virtual del Poder Judicial o al sistema que lo reemplace.


El incumplimiento de los términos del acuerdo constituye una infracción a la presente ley.

Artículo 54 R.- La notificación de las resoluciones que este párrafo establece se efectuará por carta certificada, entendiéndose practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos. Podrá también efectuarse por correo electrónico, debiendo enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, entendiéndose practicada al día hábil siguiente de su despacho.


El procedimiento deberá constar en un expediente, escrito o electrónico, en el que se asentarán todos los documentos que lo conformen, con expresión de la fecha y hora de su recepción o envío, respetando su orden de ingreso o egreso respectivamente.


Artículo 54 S.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo establecerá las normas que sean necesarias para la adecuada aplicación del procedimiento a que se refiere este párrafo.”.


46) Reemplázase el artículo 55 D por otro del siguiente tenor:


“Artículo 55 D.- Los proveedores que promocionen o distribuyan un contrato de adhesión de un producto o servicio financiero con sello SERNAC, sin tenerlo, o que no cumplan las obligaciones establecidas en el inciso final del artículo 55 C, serán sancionados con multa de hasta 2.250 unidades tributarias mensuales.”.


47) Reemplázase el inciso final del artículo 56 por el siguiente:


“En caso de incumplimiento de las obligaciones indicadas en los dos incisos anteriores, el Servicio Nacional del Consumidor podrá sancionar al proveedor con una multa de hasta 300 unidades tributarias mensuales.”.


48) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 56 A, la frase “y que no hubiere ejercido las acciones que le confiere esta ley ante el tribunal competente” por “y que no hubiere ejercido las denuncias o acciones que le confiere esta ley ante el Servicio o el tribunal competente, respectivamente”.


49) Modifícase el artículo 56 C en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el número 2 del inciso tercero por el siguiente: 


“2.- Los que han sido previamente sometidos al conocimiento del Servicio o de un juez competente por el consumidor o por alguna Asociación de Consumidores.”.


b) Derógase el inciso cuarto.


50) Reemplázase el artículo 56 H por el que sigue:


“Artículo 56 H.- En caso de que el proveedor no cumpla con la propuesta de acuerdo de un mediador debidamente aceptada por las partes, o con la sentencia definitiva de un árbitro financiero en el plazo establecido en los artículos 56 D o 56 E, según corresponda, el Servicio Nacional del Consumidor lo sancionará con una multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales. Además, el Servicio podrá revocar el Sello SERNAC otorgado al proveedor de productos y servicios financieros, sin que pueda éste solicitarlo nuevamente antes de transcurrido un año desde la revocación. El deber de denuncia del Servicio Nacional del Consumidor no obsta al derecho del consumidor afectado para denunciar el incumplimiento, por parte del proveedor, de la propuesta de acuerdo o sentencia definitiva, según corresponda.”.

51) Reemplázase el artículo 57 por el siguiente:


“Artículo 57.- El Servicio Nacional del Consumidor, en adelante e indistintamente el “Servicio”, será un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sujeto a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


El Servicio será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1981, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882 y se someterá al decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, sobre Administración Financiera del Estado.


El Servicio se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales. En cada región del país habrá un Director Regional, quién estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley N° 19.882 y deberá acreditar título de abogado. También estará afecto a dicho sistema el segundo nivel jerárquico del Servicio Nacional del Consumidor.


Adicionalmente, dichas Direcciones Regionales se considerarán funcionalmente desconcentradas para efectos de ejercer las funciones señaladas en las letras b), c), g) y o) del artículo 58 de la presente ley.”.


52) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 58:


a) Reemplázanse, en su inciso segundo, las letras a), b), c), d), e), f) y g) por las siguientes:


“a) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y de toda la normativa de protección de los derechos de los consumidores.


Durante los procedimientos de fiscalización, los proveedores y sus representantes deberán otorgar todas las facilidades para que estos se lleven a efecto y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la fiscalización.


En el ejercicio de la labor fiscalizadora, los funcionarios del Servicio deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, y dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Director Regional del Servicio que corresponda territorialmente.


Los funcionarios del Servicio estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y, en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividades fiscalizadas. Cuando se trate de fiscalización de sitios web, los proveedores estarán obligados a facilitar los antecedentes relativos a éste que sean solicitados por el respectivo funcionario del Servicio, los que deberán ser entregados en formato digital.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, los funcionarios del Servicio podrán solicitar, previa autorización del juez de policía local correspondiente al local objeto de la fiscalización, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador.


Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, la negativa injustificada a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales. La procedencia de la justificación de la negativa será calificada por el Servicio.


Cuando con ocasión de una fiscalización, el Servicio constate respecto de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del Artículo Segundo de la Ley Nº 20.416, que no haya sido sancionada por la misma infracción en los últimos doce meses, una infracción legal o reglamentaria en que no concurra alguna de las circunstancias agravantes previstas en el artículo 24, podrá conceder un plazo de hasta diez días hábiles para dar cumplimiento a las normas respectivas, lo que deberá ser acreditado ante el Servicio.


El Servicio desarrollará sus actividades de fiscalización en conformidad a un plan que elaborará anualmente, priorizando aquellas áreas que involucren un mayor nivel de riesgo para los derechos de los consumidores. Las directrices generales de dicho plan serán públicas.

b) Tramitar y resolver los procedimientos sancionatorios consagrados en el Párrafo 2° del Título IV de esta ley.


c) Imponer las sanciones correspondientes por infracción a la normativa de protección de los derechos de los consumidores en el marco del procedimiento sancionatorio consagrado en el Párrafo 2° del Título IV de esta ley.”.


d) Interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar.


e) Dictar normas e instrucciones de carácter general con la finalidad de lograr una adecuada protección de los derechos de los consumidores. La normativa que emane del Servicio será obligatoria y deberá ser sistematizada de forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general.


Las normas e instrucciones de carácter general solo podrán referirse a las disposiciones contenidas en los artículos 3°, inciso primero, literales a), b), c) y d) en lo referido a la seguridad en el consumo de bienes y servicios, e inciso segundo, literales a), b) y c); 16 letra g); 21; 28; 30; 32 y en el Párrafo 5° del Título III.  


En el ejercicio de esta potestad, el Servicio deberá promover la coherencia regulatoria con el fin de evitar y precaver eventuales conflictos entre normas. Tratándose de disposiciones e instrucciones generales dictadas respecto de proveedores regulados sometidos a la supervisión de órganos sectoriales, el Servicio, previo a su dictación, solicitará informe favorable al o a los reguladores respectivos. 


Las normas e instrucciones de carácter general contendrán los fundamentos que hagan necesaria su dictación, incluyendo la definición del problema que se pretende abordar, la justificación técnica y los estudios e informes en que se apoye.


Antes de su dictación, el Servicio someterá las normas e instrucciones de carácter general a un proceso de consulta pública disponible a través su sitio web institucional, por un plazo no inferior a 20 días corridos, disponiéndose los mecanismos necesarios para que los interesados puedan formular observaciones a ésta. Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas serán de carácter público y deberán ser incluidas en un informe anexo.


Podrán omitirse algunos de los trámites a que se refieren los dos párrafos anteriores tratándose de regulaciones urgentes, aunque deberán reunirse los antecedentes que señala el párrafo cuarto con posterioridad; o cuando el Director estime fundadamente que éstos resultan impracticables, innecesarios o contrarios al interés público.


Cualquier persona afectada por la dictación de normas o instrucciones de carácter general podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago dentro de treinta días contados desde su publicación. El procedimiento se sustanciará de acuerdo a las normas establecidas en los incisos tercero, quinto, sexto y séptimo del artículo 70 de la ley N° 21.000, en lo que resulte aplicable.

f) Proponer fundadamente al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, la dictación, modificación o derogación de preceptos legales o reglamentarios en la medida que ello sea necesario para la adecuada protección de los derechos de los consumidores. El Servicio acompañará a la propuesta un informe técnico en que se expresen los antecedentes y razones en que ésta se funda.


g) Citar a declarar a los representantes legales, administradores, asesores y dependientes de las entidades sometidas a su fiscalización, así como a toda persona que haya tenido participación o conocimiento respecto de algún hecho que estime necesario para resolver un procedimiento sancionatorio, o tomar la declaración respectiva por medios que permitan asegurar su fidelidad.


Si el citado debidamente apercibido no comparece, sin mediar justificación plausible, el juzgado de policía local competente podrá ordenar su arresto hasta su comparecencia.


h) Proporcionar información y absolver las consultas del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, de la Fiscalía Nacional Económica y demás organismos relacionados con la protección de los derechos de los consumidores.


b) Agréganse, en el inciso segundo, los siguientes literales i), j), k), l), m), n), ñ), o), p), q), r) y s):


i) Llevar a cabo el procedimiento consagrado en el Párrafo 5° del Título IV de esta ley.


j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores y hacerse parte en aquellas causas que comprometan los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en leyes especiales. La facultad de velar por el cumplimiento de normas establecidas en leyes especiales que digan relación con la protección de los derechos de los consumidores, incluye la atribución del Servicio Nacional del Consumidor de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas y de hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en esas leyes especiales.


k) Formular, realizar y fomentar programas de información y educación al consumidor.


l) Realizar, a través de laboratorios o entidades especializadas, de reconocida solvencia, análisis selectivos de los productos que se ofrezcan en el mercado en relación a su composición, contenido neto y otras características.


Aquellos análisis que excedan en su costo de 250 unidades tributarias mensuales, deberán ser efectuados por laboratorios o entidades elegidas en licitación pública.


En todo caso el Servicio deberá dar cuenta detallada y pública de los procedimientos y metodología utilizada para llevar a cabo las funciones contenidas en esta letra.


m) Reunir, elaborar, procesar, divulgar y publicar información para facilitar al consumidor un mejor conocimiento de las características de la comercialización de los bienes y servicios que se ofrecen en el mercado. En el ejercicio de esta facultad, se deberá tener especial consideración con lo establecido en el decreto ley N°211, de 1973, que fija normas sobre la defensa de la libre competencia.


n) Realizar y promover estudios en el área del consumo.


ñ) Llevar el registro público a que se refiere el artículo 58 bis.


o) Tratándose del procedimiento contemplado en el Párrafo 2° del Título IV de la ley, recibir denuncias de consumidores que consideren lesionados sus intereses, iniciar investigación a causa de esas denuncias y, en su caso, ponerlas en conocimiento del proveedor a fin de que este proponga alternativas concretas de solución o corrección del hecho denunciado en conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 50 G.


p) Requerir de los organismos del Estado los antecedentes que estime necesarios para el cumplimiento de sus funciones. Dichos organismos deberán entregar al Servicio toda la información que este les solicite y obre en su poder respecto de las personas reguladas o fiscalizadas. En caso de estar dicha información protegida por el deber de reserva o secreto, se requerirá la autorización previa de un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva que corresponda de acuerdo al turno.


q) Solicitar la entrega de cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, procurando no alterar el desenvolvimiento normal de las actividades del afectado.


r) Celebrar convenios con municipalidades para que estas coordinen y gestionen las audiencias de conciliación obligatorias contempladas en el artículo 50 G respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual.


s) Las demás funciones y atribuciones que le asigne esta ley u otras.”.


c) Derógase el inciso tercero.


d) Reemplázase su inciso sexto por el siguiente:


“El requerimiento de documentación que se ejerza de acuerdo al inciso anterior podrá contener todas aquellas solicitudes de información y datos que sean necesarios para el debido cumplimiento de las funciones del Servicio Nacional del Consumidor, de conformidad a lo señalado en la presente ley.”.


e) Sustitúyese el inciso octavo por el que sigue:


“La negativa o demora injustificada en la remisión de los antecedentes requeridos en virtud de este artículo, será sancionada con multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales, por el Servicio.”.


f) Agrégase, a continuación del inciso octavo, el siguiente inciso noveno, nuevo:


“Asimismo, el Juez de Policía Local podrá ordenar la incautación de la documentación requerida.”.


g) Reemplázase el inciso final por los siguientes:


“Las funciones de fiscalización, sanción, dictación de normas de carácter general, llevar a cabo el procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores y la función de demandar para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, estarán a cargo de distintas Subdirecciones, independientes entre sí.


Los Subdirectores a cargo de las Subdirecciones referidas en el inciso precedente estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el título VI de la ley N° 19.882.


Los funcionarios que realicen labores de fiscalización no podrán asumir como responsables de la instrucción de procedimientos sancionatorios. Del mismo modo, los Directores Regionales no podrán intervenir en funciones de fiscalización, ni participar de ningún modo en la instrucción de procedimientos sancionatorios en relación a hechos respecto de los cuales después pudieran aplicar sanción. 


Asimismo, los funcionarios que realicen labores relativas al procedimiento voluntario para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores no podrán intervenir en las demandas para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores y viceversa.


Los funcionarios que infrinjan los deberes asociados a la división estricta de funciones a la que se refiere este artículo incurrirán en una contravención grave a sus deberes funcionarios.


El Director Nacional dictará las instrucciones de orden interno que sean necesarias a fin de que en los distintos procedimientos en que participen funcionarios del Servicio se garantice la división estricta de funciones que ordena esta ley, especialmente en lo que se refiere al resguardo y traspaso de la información obtenida por los funcionarios en el ejercicio de sus funciones.”.

53) Reemplázase el artículo 58 bis por otro del siguiente tenor:


“Artículo 58 bis.-  Los jueces de letras y de policía local deberán remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia autorizada de las sentencias definitivas que se pronuncien sobre materias propias de la presente ley y de las sentencias interlocutorias que fallen cuestiones de competencia una vez que se encuentren ejecutoriadas. Adicionalmente, deberán remitir un listado con información referente a las causas iniciadas por infracción a la presente ley, que contenga, como mínimo, el rol o número de ingreso de la causa, el proveedor denunciado, los artículos que fundan la denuncia y las sentencias cuya multa no ha sido pagada por el proveedor. La información señalada será remitida cada dos meses, debiendo el Servicio llevar un registro de aquélla, el que deberá ponerse a disposición del público a través de su sitio web institucional. Un reglamento determinará la forma en que será llevado el registro por parte del Servicio.


Asimismo, los organismos fiscalizadores sectoriales que tengan facultades sancionatorias respecto de sectores regulados por leyes especiales, según lo dispuesto en el artículo 2° bis de esta ley, deberán remitir al Servicio Nacional del Consumidor copia de las resoluciones que impongan sanciones.”.

54) Reemplázase el artículo 59 por el siguiente:


“Artículo 59.- El Director Nacional será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación judicial y extrajudicial. Será nombrado por el Presidente de la República a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. Durará cuatro años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.


El cargo de Director Nacional será incompatible con el de diputado, senador, integrante del Poder Judicial o del Tribunal Constitucional, consejero del Banco Central, fiscal del Ministerio Público, miembro de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, ministro de Estado, subsecretario, intendente, gobernador, alcalde, concejal, consejero regional, miembro del Tribunal Calificador de Elecciones, funcionario de la Administración del Estado, miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, y con el de representante de asociaciones gremiales, organizaciones sindicales y asociaciones de consumidores. 


El Director Nacional no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley. Esta incompatibilidad será extensiva a su cónyuge o conviviente civil y a sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad. 


Una vez que el Director Nacional haya cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrá ser gerente, administrador o director, ni podrá tener participación en la propiedad de una empresa o sociedad, junto a sus filiales y coligadas, de acuerdo a las normas contenidas en el Título VIII de la ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas, que sea proveedora en los términos del artículo 1° numeral 2.- de la presente ley, por el plazo de seis meses después de haber expirado en funciones. El Director Nacional no podrá ser candidato a cargos de elección popular hasta un año después de haber cesado en su cargo. 


El ex Director Nacional afecto a la prohibición contenida en el inciso anterior deberá informar, durante el tiempo que ésta dure, al Servicio Nacional del Consumidor sus participaciones societarias y todas las actividades laborales y de prestación de servicios que realice, tanto en el sector público como en el sector privado, sean o no remuneradas. Esta obligación se extenderá hasta los seis meses posteriores al término de la precitada prohibición. 


Las incompatibilidades y prohibiciones establecidas en los incisos segundo a cuarto, así como la obligación establecida en el inciso anterior, todas del presente artículo, serán también aplicables a los Directores Regionales.


El Director Nacional cesará en sus funciones por las siguientes causales:


a) Término del período legal de su designación.


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.


c) Negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, faltas a la probidad administrativa y por cualquier inobservancia a los deberes y obligaciones establecidos por ley.


d) Incapacidad psíquica o física sobreviniente para el desempeño de su cargo.


e) Incurrir en una causal de incompatibilidad y prohibiciones de las indicadas en los incisos segundo y tercero del presente artículo.


Si se verificare alguna causal de las contenidas en los literales d) o e) del inciso anterior, cesará automáticamente en su cargo, debiendo comunicar de inmediato dicha circunstancia al Presidente de la República. De igual forma, cesará en su cargo si su renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República de conformidad al literal b).


El Presidente de la República podrá remover al Director Nacional sólo si concurre alguna de las conductas señaladas en la letra c) del inciso séptimo.


Le corresponderá especialmente al Director Nacional:


a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento del Servicio y ejercer las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.


b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento del Servicio.


c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio.


d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a esta ley y a las normas estatutarias.


e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley, salvo las materias señaladas en las letras d) y e) del inciso segundo del artículo 58.


f) Conocer y resolver los recursos que la ley establece, pudiendo en su caso aplicar las sanciones que correspondan.


g) Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos a través de la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por el Servicio.


h) Ejercer a través de la Subdirección respectiva las funciones señaladas en las letras d) y e) del artículo 58.


i) Las demás que establezcan las leyes.


En todo lo no previsto en los incisos anteriores, y en cuanto no sea contradictorio con aquéllos, le serán aplicables al cargo de Director Nacional las normas establecidas en el Título VI de la ley N°19.882.


En conformidad con lo establecido en la ley N°18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1/19.353, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Director Nacional, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna y determinará las denominaciones y funciones que corresponda a cada una de las unidades del Servicio.

55) Reemplázase el artículo 59 bis por el siguiente:


“Artículo 59 bis.- El personal del Servicio habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe respecto de los hechos constitutivos de infracciones que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos establecidos por dicho ministro de fe constituirán presunción legal en cualquiera de los procedimientos contemplados en los párrafos 2° y 3° del Título IV de esta ley.”.


56) Agrégase el siguiente artículo 59 ter, nuevo:


“Artículo 59 ter.- Los funcionarios y demás personas que presten servicios en el Servicio Nacional del Consumidor estarán obligados a guardar reserva sobre toda información, dato o antecedente de que puedan imponerse con motivo u ocasión del ejercicio de sus labores, incluso después de haber dejado el cargo. Sin perjuicio de lo anterior, tales antecedentes podrán utilizarse para el cumplimiento de las funciones del Servicio y el ejercicio de las acciones ante los tribunales de justicia.


La infracción a esta prohibición se castigará con las penas indicadas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880; en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; y en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.757, que establece Normas sobre Asociaciones Gremiales:


1) Agrégase al artículo 16, el siguiente inciso cuarto:


Las organizaciones a que se refiere el Párrafo 2° del Título II de la ley N°19.496 estarán sometidas a las siguientes reglas sobre financiamiento, contabilidad y transparencia:


1) Deberán informar sus fuentes de financiamiento a través de los canales de difusión de que dispongan, incluyendo revistas o páginas web institucionales, cuando las tengan. El Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en el ejercicio de la función fiscalizadora señalada en el artículo 21 de esta ley, podrá realizar revisiones o auditorías sobre dichas fuentes de financiamiento. La información regulada en este numeral se extenderá a todos los montos percibidos en las causas colectivas de que participen, incluyendo las costas procesales y personales percibidas, tanto aquéllas que se determinen por sentencia judicial como aquéllas que sean producto de transacciones, avenimientos, o conciliaciones. La declaración de información falsa o incompleta constituirá un incumplimiento grave en los términos del número 2 letra c) del artículo 18 de la presente ley.


2) Deberán informar, a lo menos semestralmente, y de acuerdo a las instrucciones generales que les imparta el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, sus balances y demás estados financieros, aplicando estándares de transparencia y presentación comunes, previamente definidos por el referido Ministerio.


2) Agrégase al artículo 21 el siguiente inciso segundo:


“Tratándose de las organizaciones a que se refiere el Párrafo 2° del Título II de la ley N°19.496, el Ministerio podrá, en todo caso, requerir la precisión y aclaración de las fuentes de financiamiento, sus balances y estados financieros.”.


Artículo 3°.- Agrégase al artículo 5° del decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el siguiente literal p):


“p) Gestionar las audiencias de conciliación obligatorias señaladas en la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual. Para tal efecto, las municipalidades deberán celebrar convenios con el Servicio Nacional del Consumidor de conformidad al artículo 58 de dicha ley.”.


Artículo 4°.- Intercálase en el inciso segundo del numeral 5º del artículo 196 del Código Orgánico de Tribunales, después de los términos “Servicios de Vivienda y Urbanización”, lo siguiente: “o una compañía prestadora de un servicio básico domiciliario”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia transcurridos seis meses desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N° 19.496: 2°; 16; 24 incisos tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, respecto a la facultad del Servicio para aplicar la multa; 26 inciso segundo; 31; 34; 35; 41; 49 inciso segundo; 50; 50 A; 50 B; 50 C; 50 F; 50 G; los nuevos artículos 50 H a 50 S; 56; 56 A; 56 C; 56 H sólo en cuanto a la facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la misma; 57, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores Regionales; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos incisos cuarto y quinto; 58 letra b); 58 letra c); 58 letra f), y el nuevo 58 letra o), excepto en lo relativo al ejercicio de la facultad contenida en el artículo 58 f) que esta ley deroga; 59 en cuanto a lo previsto en las nuevas letras e) y f) del nuevo inciso décimo. Tales modificaciones comenzarán a regir de acuerdo al siguiente cronograma: 


a) En las regiones de Antofagasta, Atacama, Valparaíso, Maule, Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y Magallanes y Antártica Chilena, transcurridos doce meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial; 


b) En las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Coquimbo, Libertador General Bernardo O’Higgins, Ñuble, Bío Bío, Araucanía, Los Ríos y Los Lagos, transcurridos dieciocho meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial; y 

c) En la Región Metropolitana de Santiago, transcurridos veinticuatro meses desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- Los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley seguirán tramitándose conforme a sus normas hasta su total tramitación.


Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de hasta nueve meses contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor y el régimen de remuneraciones que le resulte aplicable.


2) Dictar las normas para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como la bonificación de la ley N° 19.528 y la asignación dispuesta en los artículos 9°, 10, 11 y 12 de la ley N° 20.212, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, en el ejercicio de esta facultad podrá establecer las normas de encasillamiento del personal de las plantas que fije. Igualmente determinará los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


Los funcionarios que, a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública o de carrera, acorde con las referidas normas, mantendrán su nombramiento mientras no se produzca la vacancia, por cualquier causa, de los cargos de los que son titulares.


3) Ordenar el traspaso, en las condiciones que determine, sin alterar la condición jurídica de la designación y sin solución de continuidad, de los funcionarios titulares de planta y a contrata del Servicio Nacional del Consumidor y de otras instituciones que se desempeñen en dicho servicio a la fecha de la publicación de la presente ley.


Para el encasillamiento del personal que se encuentre en funciones en el Servicio Nacional del Consumidor a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, no serán exigibles los requisitos que se establezcan para el ingreso en los cargos de planta. A igual norma se sujetarán los funcionarios que tengan la calidad de contratados, para los efectos de su asimilación.


4) El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que sirven se efectuará al grado de la Escala de Fiscalizadores cuya remuneración total mensualizada sea la más cercana a la que percibía el funcionario traspasado. La remuneración más cercana corresponderá a aquella cuya diferencia con la que percibía en el grado de origen, positiva o negativa, sea la menor. Para su determinación se considerará la suma del total de haberes brutos mensualizados, excluidas las remuneraciones por horas extraordinarias.


5) En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que deberá llevarse a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


6) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijar la dotación máxima de personal del Servicio Nacional del Consumidor.


7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal.


c) No podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios encasillados y traspasados mantendrán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para su reconocimiento.


Artículo cuarto.- Los reglamentos que resulten necesarios para la implementación de esta ley, deberán dictarse en el plazo de hasta nueve meses desde su publicación.


Artículo quinto.- Mediante decreto del Ministerio de Hacienda, expedido por “Orden del Presidente de la República”, se fijará el porcentaje de asignación de alta dirección pública a que se refiere el artículo sexagésimo quinto de la ley N° 19.882, en razón del cambio de escala de remuneraciones a que estarán afectos los altos directivos públicos que continúen desempeñando funciones conforme a lo señalado en el numeral 2) del artículo tercero transitorio.


Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Nacional del Consumidor, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la ley de Presupuestos del Sector Público.


Artículo séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.


Artículo octavo.- Quienes se encuentren desempeñando el cargo de Director Regional a la época de entrada en vigencia de la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor a que se refiere el artículo quinto transitorio anterior, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la época de su designación.


Artículo noveno.- La parte final del inciso primero del artículo 50 C de la ley N° 19.496, en lo que corresponde a la asistencia jurídica gratuita de las Corporaciones de Asistencia Judicial, que se introduce por el artículo 1°, numeral 28), de la presente ley, entrará en vigencia una vez que esté en funcionamiento el servicio público de asistencia judicial que sucederá a las actuales Corporaciones de Asistencia Judicial.


En el período intermedio entre la publicación de la presente ley y la condición señalada en el inciso anterior, la prestación de asistencia jurídica gratuita a los consumidores que no puedan costearla por sí mismos, se financiará a través de convenios suscritos específicamente entre el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y el Ministerio de Justicia, debiendo este último transferir los fondos aportados, a las Corporaciones de Asistencia Judicial, de acuerdo a las reglas generales.


Cada convenio suscrito deberá indicar los requisitos bajo los cuales se realizará el traspaso, la destinación especial de los fondos, las condiciones y características específicas de la prestación de asistencia jurídica, las facultades y obligaciones de las Corporaciones de Asistencia Judicial y cualquier otra especificación que permita delimitar claramente los servicios que se prestan y los recursos necesarios para financiarlos debidamente.


Además, durante el mismo lapso señalado en el inciso segundo, se habilita expresamente para comparecer ante los juzgados de policía local, en la realización de todas las actuaciones, gestiones y audiencias que sean necesarias para poder brindar la asistencia jurídica gratuita a que se refiere este artículo, a las personas señaladas en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 18.120.


Artículo décimo- Por un período de un año a contar de la entrada en vigencia de la presente ley se reconocerá el carácter de Asociación Nacional de Consumidores a aquellas que operen en tres o más regiones del país. Terminado el período anterior y hasta cumplidos cinco años a contar de su entrada en vigencia, dicho requisito se extenderá a cinco o más regiones. Terminado este último período, el reconocimiento del carácter de nacional de las Asociaciones de Consumidores quedará sujeto al requisito establecido en el artículo 11 ter.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 8, 14 y 16 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto (Pedro Araya Guerrero).


Sala de la Comisión, a 22 de agosto de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
____________

1 Estos elementos mínimos se regulan en el artículo 54 P, contenido en el artículo 1° N° 45 del proyecto de ley.

2 Vargas, Juan Enrique. “Problemas de los sistemas alternos de resolución de conflictos como alternativa de política pública en el sector judicial”. [En] Binder, Alberto (Ed.). “Resolución alternativa de conflictos”. Centro de Estudios de Justicia de las Américas, p. 26. [En línea] http://www.cejamericas.org/Documentos/DocumentosIDRC/122CEJA-INECIP.pdf.

3 Organización de Naciones Unidas. “Declaración de la reunión de alto nivel de la Asamblea General sobre el estado de derecho en los planos nacional e internacional”. 2012, N° 15. 

4 San Cristóbal, Susana. “Sistemas alternativos de resolución de conflictos: negociación, conciliación, mediación, arbitraje, en el ámbito civil y mercantil”. Anuario jurídico y económico escurialense, N° XLVI, 2013, p. 53.

5 Op.Cit., San Cristóbal, Susana. “Sistemas alternativos de resolución de conflictos: negociación, conciliación, mediación, arbitraje, en el ámbito civil y mercantil”, p. 53.

6 Riego, Cristián y Lillo, Ricardo. “Las Unidades de Justicia Vecinal en Chile y sus modelos en la experiencia de los Estados Unidos de Norteamérica”. Revista de Derecho de la Pontifica Universidad Católica de Valparaíso, Valparaíso, XLIII, 2014, p. 406. [En línea] http://www.scielo.cl/pdf/rdpucv/n43/a10.pdf.

7 Ibíd., p. 411.

8 Ibíd., p. 410.

9 Ibíd., p. 410.

10 Ibíd., p. 411.

11 Castillo, Eduardo. ”Perú”. [En] Op.Cit., Binder, Alberto (Ed.). “Resolución alternativa de conflictos”, p. 165.

12 Lemkin, Roxana. “Panamá”. [En] Op.Cit., Binder, Alberto (Ed.). “Resolución alternativa de conflictos”, p. 162.

13 Castillo, Eduardo. ”Colombia”. [En] Op.Cit., Binder, Alberto (Ed.). “Resolución alternativa de conflictos”, p. 157.

14 Universidad Alberto Hurtado. “Informe final. Modelo de gestión para la desjudicialización de materias bajo la nueva justicia procesal civil”. Santiago, 2013, p. 13. [En línea] http://rpc.minjusticia.gob.cl/media/2013/06/Informe-final-Desjudicializacion.pdf.

15 Montero, Ricardo. “Presentación: Capítulo I. Reglas comunes a todo procedimiento. Actuaciones judiciales”, p. 13.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES CON EL OBJETO DE MODERNIZAR EL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
(6.106-10)
HONORABLE SENADO:





La Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 1 de septiembre de 2009, disponiéndose su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





Cabe señalar que este proyecto de ley fue discutido por la Comisión en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala del Senado en sesión efectuada el 2 de mayo de 2017.





A las sesiones en que se analizó el proyecto de ley en informe, asistieron, especialmente invitados:




- Del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Ministro, señor Heraldo Muñoz; el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el Director General Administrativo, señor José Miguel Cruz; el Director de la Academia Diplomática, señor Juan Somavía; el Director (S) de Asuntos Jurídicos, señor Álvaro Arévalo; las Abogadas de la Dirección Jurídica, señoras María Isabel Mercadal y Paulina Valdés; el asesor de la Dirección Administrativa, señor José Antonio González; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Ricardo Hernández; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Juan Pablo Espinoza; el asesor del Ministro, señor Hassan Zeran, y el asesor del Subsecretario, señor Felipe Aravena.





- De la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería: el Director Jurídico, señor Federico Gajardo; la Jefa del Departamento de Derecho Nacional e Internacional Privado de esa Dirección, señora Raquel Espejo; la Jefa del Subdepartamento de Derecho Nacional y Transparencia, señora Paulina Valderrama, y el Periodista, señor Pedro Rossel.




- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora, señorita Constanza González.





- De la Asociación de Diplomáticos de Carrera (ADICA): la Presidenta, señora Marta Bonet; la Directora, señora Carmen Nishihara; el Secretario, señor Diego Araya, y el Director, señor Raúl Sanhueza.





-De la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores (AEMRE): la Presidenta, señora Silvia Mora; el Secretario, señor Marcelo Palominos, y la Tesorera, señora Jacqueline Ladino.





- De la Asociación de Profesionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (APROFEX), la Presidenta, señora Manola Verdugo, y la Secretaria, señora Marcela Galaz.





- De la Asociación de Funcionarios de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales (AFUD): el Presidente, señor Raúl Vilches, y la Tesorera, señora Carmen Moreira.





- De la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores (AEMRE Punta Arenas), el Presidente, señor Ricardo Jaña.





- De la Asociación de Funcionarios de Apoyo Logístico del Ministerio de Relaciones Exteriores (AFUL): el Presidente, señor Víctor Gómez, y el Secretario, señor Patricio Mora.





- De la Asociación de Secretarias de Cancillería (ASECC), la Presidenta, señora Nayiberg Almonacid.





- De la Asociación de Funcionarios de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AGCID), el Presidente, señor Claudio Madrid.





- El ex Canciller, señor José Miguel Insulza.




- El ex Ministro de Relaciones Exteriores, Senador Ignacio Walker.





- Del Centro de Estudios Internacionales de la Pontificia Universidad Católica: el Director, señor Jorge Sahd Karmy; la investigadora, señora Loreto Cabalín, y el investigador, señor Diego Torres.




- De la Fundación Chilena del Pacífico, el Consejero, ex Presidente del Consejo Empresarial de la Alianza del Pacífico (CEAP), y ex Presidente de la Confederación de la Producción y el Comercio, señor Alberto Salas.





- El ex Director de la Agencia de Cooperación Internacional, señor Jorge Daccarett.





- Del Centro de Estudios de Política Exterior y Relaciones Internacionales (CEPERI), el Director Ejecutivo, señor Juan Salazar.





- El ex Embajador, señor Gonzalo Arenas.





- El ex Cónsul General de Chile en Bolivia, señor Jorge Canelas.





- De la Fundación Jaime Guzmán, la Abogada, señora Beatriz Corbo, y la asesora, señora María Teresa Urrutia.





- Del Instituto Igualdad, la asesora, señora Evelyn Pino.





- Del Instituto Libertad, el Cientista Político, señor Antonio Canale-Mayet.





- De la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista, señora Bárbara Horzella.





- De la Dirección de Presupuestos, la analista, señora María José Lezana.





- La Asesora del Honorable Senador Ricardo Lagos, señora Leslie Sánchez.




- El periodista del Honorable Senador Chahuán, señor Octavio Tapia.





- El Asesor del Honorable Senador Alejandro García-Huidobro, señor Ignacio Morandé.





- El Asesor del Comité Demócrata Cristiano, señor Mauricio Burgos.





- El periodista del diario “El Mercurio”, señor Marcelo Pinto.

- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO




Modificar la estructura orgánica del Ministerio de Relaciones Exteriores y de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, e introducir reformas vinculadas a la profesionalización de la carrera diplomática.

- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





La Comisión deja constancia que los artículos 6, 7, 8, 9, 13 (N° 13.), 17 (inciso final), 36 (inciso final), 43, 46 (inciso final), 55, 60, 62, 63 (N° 10, inciso segundo que incorpora la letra b)), y 69 (N° 5), deben aprobarse con quórum orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en los artículos 54, N° 1); 66, inciso tercero, y 38 de la Constitución Política de la República, porque alteran la ley de Bases Generales de la Administración del Estado.





Asimismo, hace presente que el artículo 8, incisos tercero y final, debe aprobarse con quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el N° 1) del artículo 54, y del inciso segundo del artículo 8°, en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos de la Constitución Política de la República, ya que considera secretos los antecedentes que señala.

- - -

ANTECEDENTES




Para el debido estudio de esta iniciativa legal se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:





I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS





- Decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, fija el estatuto orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.




- Decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, fija estatuto del personal del Ministerio de Relaciones Exteriores.




- Decreto con fuerza de ley N° 53, de 1979, crea la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores y establece su estatuto orgánico.




- Decreto con fuerza de ley N° 82, de 1979, que aprueba el estatuto orgánico del Instituto Antártico Chileno.




- Decreto con fuerza de ley N° 83, de 1979, fija el estatuto orgánico de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites.




- Decreto con fuerza de ley N° 105, de 1979, estatuto y planta del personal de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores.




- Decreto con fuerza de ley N° 75, de 1990, adecua plantas y escalafones de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores.




- Decreto con fuerza de ley N° 241, de 1960, que fusiona y reorganiza diversos servicios relacionados con la aviación civil.





- Decreto con fuerza de ley N° 15, de 2003, fija porcentajes de la asignación de dirección superior a los cargos de jefe superior de los servicios públicos dependientes o relacionados con el Ministerio de Relaciones Exteriores, que señala.




- Decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.





- Ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653 del año 2000.




- Decreto ley N° 249, de 1973, fija escala única de sueldos para el personal que señala.





- Decreto ley N° 2.964, de 1979, modifica el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, estatuto del personal del Ministerio de Relaciones.





- Decreto ley N° 3.500, de 1980, establece nuevo sistema de pensiones.





- Decreto ley N° 3.551, de 1980, fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público.





- Ley N° 16.618, de Menores.





- Ley N° 18.340, fija el arancel consular de Chile.





- Ley N° 18.717, que reajusta remuneraciones del sector público.





- Ley N° 18.989, crea el Ministerio de Planificación y cooperación.





- Ley N° 19.115, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, que fija estatuto del personal del Ministerio de Relaciones Exteriores.




- Ley N° 19.466, que faculta a la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales para integrarse como miembro a la Fundación Chilena del Pacífico.





- Ley N° 19.553, que concede asignación de modernización y otros beneficios que indica.





- Ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.





- Ley N° 19.999, que establece normas relativas al mejoramiento de la gestión institucional del Ministerio de Relaciones Exteriores.




- Ley N° 20.212, que modifica las leyes N° 19.553; N° 19.882, y otros cuerpos legales, con el objeto de incentivar el desempeño de funcionarios públicos.

- - -




II.- ANTECEDENTES DE HECHO





El Mensaje señala que, en el marco del compromiso de lograr avances en la modernización de la gestión del Ministerio de Relaciones Exteriores, la estrategia que ha adoptado el Gobierno es avanzar por etapas. Reflexiona el Ejecutivo que cambios simultáneos de gran envergadura pueden conducir a niveles de eficiencia severamente menores respecto de los estándares de desempeño actualmente existentes. Adicionalmente, este objetivo de modernización debe entenderse dentro del contexto de una Cancillería que ha tenido la capacidad de implementar eficazmente la política exterior de los Gobiernos de la Concertación, que ha sabido identificar los cambios globales que se han experimentado, adaptándose a ellos y que ha obtenido innegables logros en términos de la exitosa inserción internacional de Chile, tanto en lo político como en lo económico-comercial. Añade que no se trata, entonces, de una institución que deba ser sometida a una reingeniería total, sino a cambios significativos y de naturaleza progresiva.





Indica que las reformas que se proponen están dirigidas básicamente a modificaciones vinculadas a la profesionalización de la carrera diplomática y a la estructura orgánica del Ministerio de Relaciones Exteriores y de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales.





- Modificaciones vinculadas a la profesionalización de la carrera diplomática.





El Mensaje señala que el presente proyecto de ley busca robustecer la carrera diplomática, tomando en consideración sus especiales características. Si bien Chile cuenta con una diplomacia profesional de larga tradición, la complejidad de las relaciones exteriores en un mundo global, el nuevo carácter de nuestra inserción internacional y los cambios experimentados por los mercados laborales profesionales, exigen implementar medidas que preserven la fortaleza de la carrera diplomática. Expresa que, en los últimos quince años, ha habido varias iniciativas positivas en este sentido, que han significado progresos, pero la modernización de la carrera debe enfrentarse como un proceso continuo en el que la persecución de las metas de eficiencia y profesionalismo debe ser algo permanente.




A este respecto, lo que se requiere hoy son medidas que signifiquen modalidades nuevas de privilegio al mérito, la capacidad y el rendimiento, que consideren también la experiencia acumulada a través del trabajo profesional y que mejoren las condiciones laborales incorporando incentivos adecuados para un mejor desarrollo laboral de los miembros del Servicio Exterior.





En el sentido antes indicado, el presente proyecto de ley dispone las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 33 de 1979, que fija el Estatuto del Personal del Ministerio de Relaciones Exteriores:





1. Agregados de cooperación.





En atención a la importancia que ha adquirido para Chile la cooperación internacional, incorpora dentro de las distintas clases de Agregados que se desempeñan en el exterior, a los de Cooperación.





2. Suprime facultad para eximir de requisito de título profesional universitario afín.





Con la finalidad de profesionalizar la carrera de los funcionarios del Servicio Exterior, suprime la facultad del Presidente de la República de eximir del requisito de título profesional universitario afín, para ingresar a la Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”.





3. Cambio en la denominación.





Se sustituye la denominación de los cargos de la Planta del Servicio Exterior manteniendo las mismas siete categorías que existen en la actualidad, sin que ello implique gasto, con la finalidad de asemejarla con la que utilizan los diplomáticos de Cancillerías extranjeras. Así, se distingue entre Ministros Consejeros de 1ª y 2ª Clase y se elimina a los Terceros Secretarios de 2ª Clase.





4. Concursabilidad para ascender de Consejero a Ministro Consejero de 2ª Clase.





Se modifica el sistema de ascensos, creando un mecanismo de concursabilidad interna para los Consejeros que postulen a ser promovidos al grado de Ministros Consejeros de 2ª Clase.





Explica el Ejecutivo que, de acuerdo a la ley vigente, los ascensos en el Servicio Exterior hasta el grado de Ministro Consejero, deben efectuarse siguiendo el orden de prelación que establece el Escalafón de la Planta del Servicio Exterior, el cual queda conformado de acuerdo a las calificaciones anuales de los funcionarios. A objeto de subsanar ciertas falencias que presenta el actual sistema de calificaciones, consideramos que es un notable avance establecer la concursabilidad interna mediante un procedimiento técnico, objetivo e imparcial que considere una evaluación cualitativa y cuantitativa de los logros alcanzados por los Consejeros, actuales Primeros Secretarios, en el ejercicio de sus funciones en el Ministerio.





Añade que la razón de establecer el sistema de concursos para que los funcionarios del grado de Consejero puedan ser promovidos al de Ministro Consejero de 2ª Clase es que, precisamente, en esos grados es donde comienza la asignación de funciones de jefatura dentro del Servicio Exterior.





5. Examen de pertinencias y competencias.





También establece que cumplido a lo menos dos años de permanencia en el grado de Consejero o Cónsul de 1ª Clase, lo que en general corresponde a la mitad de la carrera diplomática, estos funcionarios deberán rendir un examen de pertinencias y competencias laborales de acuerdo al reglamento que se dictará al efecto. Este texto establecerá los criterios generales destinados a garantizar la objetividad, transparencia, igualdad y adecuada publicidad en su diseño y administración, y en general toda otra materia relacionada con la exigencia del examen, aplicación y evaluación.





Agrega que el examen será una prueba diseñada y administrada por una Comisión integrada por dos académicos de aquellos que conforman el Consejo de Política Exterior y dos directores del Ministerio de Relaciones Exteriores, todos designados por el Ministro de la misma Cartera y un representante del Director Nacional del Servicio Civil.





6. Asignación familiar para cónyuges que no trabajen.





A su vez, permite que a las funcionarias del Servicio Exterior que se desempeñen en el extranjero, se les reconozca el derecho a la asignación familiar por sus respectivos cónyuges, en el caso que estos últimos no trabajen. De esta manera, con esta norma se establece la igualdad de género entre mujeres y varones, materia que es prioritaria dentro de los objetivos del Supremo Gobierno.





7. Escalafón de complemento de carácter transitorio.





El Mensaje señala que se crea un Escalafón de Complemento para los funcionarios de carrera de la Planta del Servicio Exterior.





En el sistema legal vigente no existe límite de edad para permanecer en el Servicio Exterior. La profesión diplomática, como toda carrera de la administración pública estructurada en grados jerárquicos, requiere que se produzcan vacantes en los grados superiores que permitan la posibilidad de ascender para desarrollar la carrera. Esta movilidad es imprescindible para los efectos de la modernización periódica que implica la renovación generacional del recurso humano que es el diplomático profesional. Añade que esa constante adaptación a las nuevas circunstancias que resulta de esa renovación, producto a su vez de la movilidad dentro de la institución, es absolutamente necesaria, particularmente en un mundo sujeto a permanentes cambios.





En la actualidad se ha generado un cierto estancamiento, que de no adoptarse medidas que le pongan fin, se agudizará en los próximos años. Además del impacto negativo en el recambio generacional, ese estancamiento afecta adversamente la motivación, el rendimiento laboral y aumenta la probabilidad de deserción temprana, con los consiguientes perjuicios para el desempeño institucional.




Advierte el Ejecutivo que, para superar ese estancamiento, se propone la creación del Escalafón de Complemento.





Agrega que durante la permanencia en este Escalafón se contempla el pago de un asignación mensual especial de carácter tributable e imponible para efectos de salud y pensiones, y para los que se encuentren afiliados al sistema de pensiones del decreto ley Nº 3500, de 1980, tendrán derecho a percibir por una sola vez una bonificación especial equivalente a 1.118 unidades de fomento; cuando opere la supresión del cargo.





8. Declaración de Vacancia.





Enseguida, el Ministro de Relaciones Exteriores podrá declarar vacantes los cargos servidos por funcionarios de la Planta del Servicio Exterior desde que hayan cumplido 70 años de edad. No obstante, dicho Ministro podrá ejercer esta atribución respecto de los empleados mayores de 65 años de edad y menores de 70 años, para lo cual requerirá del consentimiento del funcionario. El personal que se encuentre en esta situación tendrá derecho a una bonificación especial equivalente a 8 meses de la última remuneración imponible inherente al cargo que tenían asignado en la Planta de Personal de Servicio Exterior, Presupuesto en Moneda Nacional. Para estos efectos, la remuneración imponible de cada funcionario, tendrá un límite máximo de 60 unidades de fomento.





9. Delegados Ministeriales.





A continuación, se faculta al Ministro de Relaciones Exteriores para asignar las funciones de Delegados Ministeriales en las regiones del país con el objeto de coordinar las actividades de carácter internacional que tienen incidencia en ellas. Estas labores serán ejercidas por funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores.





El fundamento de esta iniciativa radica en que las regiones se han ido transformando en actores involucrados en la implementación y desarrollo de las estrategias de la internacionalización en el marco del proceso de la globalización de la economía mundial.





Consecuente con lo anterior, uno de los objetivos del Ministerio de Relaciones Exteriores es incrementar su presencia en las regiones con el propósito de contribuir a consolidar y afianzar el apoyo ciudadano a la política exterior de Chile, sin que ello implique desconcentrar territorialmente a esa Secretaría de Estado.





Asimismo, dado que nuestra política exterior constituye un elemento integral del desarrollo como nación, se hace necesario que ella refleje las visiones e intereses regionales específicos, lo que puede posibilitar un mayor dinamismo de las regiones y provincias, teniendo en cuenta que éstas se encuentran cada vez más insertas en un mundo interdependiente y globalizado.





La asignación de labores para Delegados Ministeriales en las regiones es de gran importancia, ya que se aprecia un incremento en la actividad transfronteriza e internacional a nivel regional, la que requiere de apoyo a través de una efectiva coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores.





Estas funciones son complementarias de aquellas que ejercen actualmente los Directores Regionales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales (PROCHILE), en materias tales como la promoción de las exportaciones, difusión e implementación de los acuerdos comerciales, entre otras competencias.





10. Aumento de cargo de embajadores.





Asimismo, se incrementan en 6 cargos los empleos de Embajadores en Moneda Nacional con el objeto de satisfacer adecuadamente las necesidades derivadas de la creación de las nuevas direcciones en virtud de las facultades concedidas al Subsecretario de Relaciones Exteriores para fijar y modificar la organización interna de las unidades de la Subsecretaría a su cargo.





11. Aumento de Vacantes en la Planta de la Secretaría y Administración General.





Finalmente, se incrementa el número de vacantes de personal de la Planta de la Secretaría y Administración General de la Cancillería para ser destinado a cumplir funciones en el exterior. Ello, en atención a la necesidad de apoyar las labores que cumplen las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares de Chile acreditadas en países en que, por la gran cantidad de chilenos residentes que demandan sus servicios, se ven sobrecargadas de trabajo, no contando con el personal suficiente que les permita hacer frente de una manera rápida y eficaz a dichos requerimientos.





- Modificaciones contempladas en el Estatuto del Personal del Ministerio de Relaciones Exteriores.





El Mensaje señala que, por otra parte, el proyecto modifica aspectos vinculados al feriado legal y pagos por casa habitación y consumos básicos.





1. Feriado legal.





Explica el Ejecutivo que el proyecto propone aumentar el feriado legal de los funcionarios diplomáticos que cumplen labores en el exterior y que se trasladen a lugares lejanos durante sus vacaciones.





2. Pagos por casa habitación y consumos básicos.





También se modifica el porcentaje de las remuneraciones que los Jefes de Misión y demás funcionarios del Servicio Exterior que ocupen en el extranjero una casa habitación de propiedad fiscal o arrendada por el Fisco deben pagar por ellas y se estipula que determinados consumos básicos de servicios serán asumidos por el Ministerio de Relaciones Exteriores.





- Modificaciones a la estructura orgánica del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Este proyecto de ley establece las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley Nº 161 de 1978, que fija el Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores:





1. Subsecretaría de Comercio Exterior.





En primer lugar, el proyecto crea la Subsecretaría de Comercio Exterior dentro de la estructura del Ministerio de Relaciones Exteriores, lo que se entiende como una medida necesaria dado el grado de avance logrado en el proceso de inserción internacional de la economía chilena al mundo. Esta decisión se inscribe, igualmente, en el proceso de modernización de la Cancillería, lo que obedece a una política de Estado que trasciende tanto a otras instituciones y agencias públicas, como a la sociedad civil.





Agrega que la creación de dicha Subsecretaría permitirá contar con una estructura institucional y política con la misión y responsabilidad de ampliar, profundizar y promover una adecuada integración de Chile en la economía mundial para contribuir al desarrollo económico del país. Esta Subsecretaría, en el cumplimiento de su misión, deberá dirigir las relaciones económicas internacionales y de comercio exterior, promover y proponer tratados y demás acuerdos internacionales en dicho ámbito, asegurar la administración e implementación de los tratados y acuerdos comerciales, para lo cual podrá coordinar las acciones de las instituciones públicas y formular proposiciones a estas últimas y al sector privado con vistas al óptimo aprovechamiento de las oportunidades económicas y comerciales que dichos tratados y acuerdos han abierto.





Para el inicio de las negociaciones, el Subsecretario de Comercio Exterior deberá contar con la autorización escrita de los Ministros de Relaciones Exteriores y de Hacienda.





Indica el Ejecutivo que el comercio exterior de Chile con el mundo ha crecido sostenidamente, multiplicándose alrededor de diez veces desde comienzo de la década de los noventa. Añade que nuestro país ha desarrollado una activa política de negociaciones comerciales internacionales, llegando a contar hoy con la más amplia red de tratados comerciales, que nos hace socios de países que representan el 85% del producto interno bruto mundial y constituyen el destino del 90% de nuestras exportaciones.





Este elevado grado de integración de Chile a la economía mundial globalizada abre nuevas oportunidades e impone importantes desafíos que involucran al conjunto de la institucionalidad pública y, por cierto, al sector privado. Por consiguiente, es indispensable elevar y especificar el rol de la promoción y facilitación del desarrollo de las exportaciones del país.





2. Potenciamiento de la Dirección de Planificación.





En otro orden de ideas, en este proyecto de ley se actualizan las labores que cumple la Dirección de Planificación, en su calidad de organismo asesor cuya misión será elaborar los estudios e informes especializados y la formulación de opciones de política exterior dirigidos a las autoridades superiores del Ministerio, incluyendo la elaboración de los objetivos estratégicos de la Cancillería en el proceso de programación gubernamental.





Asimismo, a la aludida Dirección le corresponderá asesorar al Ministro de Relaciones Exteriores en la coordinación de la definición de las políticas, los objetivos y los proyectos de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, del Instituto Antártico Chileno y de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile, con los objetivos políticos estratégicos del Ministerio de Relaciones Exteriores.





3. Subdirector de Tratados y Asuntos Legislativos.





Por otra parte, propone establecer el cargo de Subdirector de Tratados y Asuntos Legislativos dependiente de la Dirección de Asuntos Jurídicos para cumplir con las labores relativas a las funciones propias del Ministerio de Relaciones Exteriores en cuanto a su participación en la negociación, suscripción, ratificación, promulgación y publicación de los tratados, convenios y acuerdos internacionales y en lo relativo a la tramitación de estos instrumentos en el Congreso Nacional.





4. Dirección General de Política Exterior.





En lo referido a la Dirección General de Política Exterior, este proyecto de ley establece que de ella dependerán Direcciones a fin de adecuar las labores de esa Dirección General a las exigencias de la política exterior de Chile, suprimiendo las actuales Direcciones de Política Bilateral, Multilateral y de Política Especial y disponiendo que la regulación de las nuevas dependencias será objeto de resolución del Subsecretario de Relaciones Exteriores.





5. Rango de Viceministro en el exterior.





Además, en este proyecto de ley se incorporan disposiciones que otorgan, para el sólo efecto del desempeño de sus cargos en el exterior, el rango de Viceministro al Subsecretario de Relaciones Exteriores y al Subsecretario de Comercio Exterior y el rango de Subsecretario al Director General de Política Exterior.





Esta modificación encuentra su fundamento en la multiplicidad de nuevos temas en la agenda internacional de Chile, que ha implicado en los últimos años un notable incremento de las actividades y compromisos del Ministro de Relaciones Exteriores, con la consiguiente delegación en el Subsecretario de la misma Cartera y en el Director General de Política Exterior, de diversas actividades que implican asistencia a reuniones y negociaciones directas con contrapartes de otros Estados. En razón de las convenciones por lo general existentes en cuanto a títulos y denominaciones de las distintas posiciones de autoridad, ambos se presentan ante otras Cancillerías y Estados con un rango de menor nivel que sus pares. El mismo fundamento es valedero respecto del nuevo Subsecretario de Comercio Exterior.





6. Departamento de Traducciones.





Dentro de las medidas de modernización de la Cancillería, se propone en este proyecto que al Departamento de Traducciones del Ministerio de Relaciones Exteriores le corresponderá efectuar la traducción de los documentos oficiales que le entreguen para el efecto la Presidencia de la República, dicha Cartera de Estado, la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales y Comercio Exterior, la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, el Instituto Antártico Chileno y la Agencia de Cooperación Internacional de Chile, otras traducciones que se contemplan en la legislación vigente y los servicios de interpretación que los mencionados Organismos requieran.





Las restantes labores de traducciones e interpretaciones se cumplirán por profesionales externos al Ministerio de Relaciones Exteriores, para cuyo objeto se inscribirán en un registro que llevará esa Secretaría de Estado.





7. Flexibilidad organizativa.





El Mensaje indica que, dado el carácter dinámico y cambiante que revisten las relaciones internacionales en un mundo globalizado y la necesidad de tener una estructura flexible de la Cancillería que responda adecuadamente a esos requerimientos, es necesario facultar a los Subsecretarios de Relaciones Exteriores y de Comercio Exterior para fijar y modificar la organización interna de las unidades de cada Subsecretaría, asignándole el personal necesario, estableciendo sus atribuciones y dependencias. Por esta razón, en este proyecto de ley también se incorpora una importante disposición en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que establece que por resolución fundada del Jefe Superior de cada Subsecretaría podrán efectuarlo, conforme a las normas establecidas en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, sin que el ejercicio de esta facultad importe modificaciones en las plantas, funciones y estructura básica de dicha Secretaría de Estado.





Las modificaciones propuestas al Decreto con Fuerza de Ley Nº 161, de 1978, del mencionado Ministerio, implican establecer en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 75, de 1990, de la misma Secretaría de Estado, que adecúa las Plantas y Escalafones de la Secretaría y Administración General de la Cancillería, un cargo de Subdirector de Tratados y Asuntos Legislativos.





8. Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales y Comercio Exterior.





Por otra parte, este proyecto de ley introduce modificaciones en el Estatuto Orgánico de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales que pasará a denominarse Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales y Comercio Exterior, la cual dependerá de la Subsecretaría de Comercio Exterior, radicándose en aquella las atribuciones como órgano administrativo de ejecución.





Agrega que se mantiene la estructura orgánica de la actual Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, adecuando sus competencias a las funciones que debe enfrentar en materias de relaciones económicas internacionales y de comercio exterior, traspasando aquellas que son de formulación de política a la Subsecretaría de Comercio Exterior.





Asimismo, se aumenta el número de Agregados Comerciales que se pueden destinar al exterior de 32 a 42, requiriéndose para su destinación un decreto del Ministerio de Relaciones Exteriores.





9. Planta de la Subsecretaría de Comercio Exterior.





También, se crea la Planta de Personal de la Subsecretaría de Comercio Exterior, estableciendo el cargo de Subsecretario y demás cargos directivos, profesionales y administrativos necesarios para el cumplimiento de las funciones de esa Subsecretaría.





10. Consejo de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile.





En otro orden de ideas, el proyecto de ley modifica el inciso segundo del artículo 21 de la Ley Nº 18.989, relativo a la Agencia de   Cooperación Internacional de Chile con el objeto de establecer un nuevo Consejo de esa institución que responda a las actuales necesidades de funcionamiento de dicha entidad.





- Otras modificaciones relativas a las funciones del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Sin perjuicio de todos los asuntos ya mencionados, el presente proyecto introduce los siguientes ajustes a las funciones del Ministerio:





1. Reemplazo de estampillas en los Consulados.





En este proyecto de ley se incluye una disposición que tiene por objeto sustituir en los Consulados de Chile en el exterior la aposición de estampillas como forma de acreditar el pago de los derechos consulares establecido en el artículo 10 de la ley Nº 18.340, que fija el Arancel Consular, por un sistema más moderno, seguro y expedito.





Señala el Ejecutivo que el nuevo procedimiento de depósito bancario que se establece tiene por finalidad terminar con un sistema de acreditación de pagos por actuaciones consulares anticuado, cuyo uso a nivel internacional se encuentra obsoleto, pues son muy pocos los países que lo emplean.





2. Ley de Menores.





También se establece una modificación al artículo 49 de la ley Nº 16.618, de Menores. Esta sustitución tiene por objeto estipular que los extranjeros menores de 18 años de edad, hijos de residentes oficiales, que viajen solos o acompañados de uno de sus padres, puedan salir del país con un permiso o una autorización otorgada por escrito por ambos padres si viajan solos, o del padre o madre del menor que no viaja con él, ante el Cónsul del país de nacionalidad del o los solicitantes, según corresponda. Este permiso o autorización deberá indicar el o los lugares de destino del menor de edad.





Indica el Mensaje que, en la práctica, la forma de autorizar la salida de menores del país ha resultado engorrosa para los agentes diplomáticos y consulares acreditados en Chile, quienes han expresado a la Cancillería que la normativa vigente no permite resguardar adecuadamente la libertad de movimiento que el Estado receptor debe dar a quienes representan a países extranjeros para el cumplimiento de la función diplomática o consular.





Por otra parte, diversos países con los que Chile mantiene relaciones diplomáticas no exigen autorización para la salida del país de menores residentes oficiales.





3. Transacción en juicio en el extranjero.





Se faculta al Ministerio de Relaciones Exteriores para que instruya a los correspondientes Jefes de Misión y Jefes de Representación Consular de Chile en el exterior para transigir en juicio deducidos en el extranjero en que se demande una suma de dinero al Estado de Chile o a sus agentes diplomáticos o funcionarios consulares, previo informe del Consejo de Defensa del Estado.





4. Contratos del Ministerio.





Por último, se incorpora una norma respecto a los contratos administrativos que el Ministerio de Relaciones Exteriores, sus Servicios Públicos dependientes y relacionado celebren con personas naturales y jurídicas extranjeras o con chilenos residentes en el exterior y se ejecuten fuera del territorio nacional, los que por la naturaleza de la negociación se ajustarán a las disposiciones sobre contratación directa. Con el fin de resguardar la eficiencia, transparencia, publicidad, igualdad y no discriminación arbitraria en estas contrataciones se dictará un reglamento dentro de los 90 días de vigencia de la ley, cuyo decreto aprobatorio requerirá la firma de los Ministros de Relaciones Exteriores y de Hacienda.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL




El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, colocó en discusión el proyecto en estudio.





Al iniciar la discusión del proyecto, el Ministro de Relaciones Exteriores, señor Heraldo Muñoz, afirmó que la Cancillería contribuye a la formulación de la política exterior de Chile, conduciendo y coordinando su implementación a través de su estructura organizacional con la interacción de actores públicos y privados, con el fin de velar por los intereses nacionales y de sus connacionales en su relacionamiento con el mundo. Añadió que contribuye, de esta forma, al desarrollo del país y al bienestar de los chilenos.





En ese sentido, señaló que la Cancillería ha desplegado una activa diplomacia para promover la integración regional, incrementando y profundizando la política exterior multilateral, mediante una política en pro de la paz y la seguridad internacional, la plena vigencia de la democracia y los derechos humanos y la promoción del desarrollo sostenible.





Adicionalmente, recordó que el Ministerio contribuye a la inserción económica de Chile en el mundo, creando las condiciones para nuevas oportunidades de negocios, implementando y profundizando los acuerdos comerciales y apoyando el proceso exportador nacional con énfasis en la pequeña y mediana empresa. Asimismo, promueve y defiende los derechos ciudadanos de los chilenos en el exterior y desarrolla una política migratoria basada en el respeto del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, brindando asistencia y protección consular a los connacionales y prestando apoyo a los usuarios de los servicios consulares en Chile y en el exterior.





Para cumplir estas obligaciones, adujo, es necesario contar con una Cancillería flexible, ágil y eficiente, con más capacidad para responder a los desafíos emergentes en un mundo crecientemente complejo y cambiante, considerando la diversidad de actores e intereses que se manifiestan en la vida internacional. Sin embargo, advirtió que la estructura orgánica y funcional del Ministerio data de fines de los años setenta y responde a una realidad de hace cuarenta años, la cual no está acorde a las exigencias actuales, razón por la cual se encuentra completamente obsoleta.





Posteriormente, el Jefe Ministerial explicó que el proyecto de ley en discusión no comprende una reingeniería total, sino que constituye una propuesta de cambios sustantivos y progresivos que buscan enfrentar los desafíos del siglo XXI, implementando cambios en la estructura y funcionamiento de la Cancillería en sus distintas facetas: políticas, económico-comerciales, de cooperación, de fronteras y las relativas a la Antártica. Añadió que, de esta forma, este proyecto parte de la base de las anteriores iniciativas legales presentadas ante el Congreso Nacional, las que abordaron importantes materias, muchas de las cuales permanecen en la presente iniciativa del Ejecutivo.





Señaló que actualmente nuestro país ejerce un liderazgo internacional en áreas como la protección de los océanos, incluida entre los diecisiete objetivos de desarrollo sustentable. Por ello, planteó que la modernización de la Cancillería no es simplemente una cuestión deseable, sino que un imperativo para el desarrollo nacional.





Destacó que por todas esas razones, y basándose en recomendaciones y proyectos de ley del pasado reciente, y en diálogos con gremios, con académicos, con ex diplomáticos, y con la sociedad civil, han elaborado este proyecto de ley que presenta hoy al Congreso.





Recordó que varios de los aspectos que presentará ya se ha visto en un trabajo pre legislativo, que incluyó un seminario convocado por esta Comisión del Senado, en octubre de 2015. Añadió que se ha utilizado como base un proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados el año 2009, y que estaba en segundo trámite constitucional en el Senado, al cual se le han introducido modificaciones, producto de un trabajo que se ha efectuado en los últimos tres años.





Agregó que este es un proyecto para el largo plazo, ya que introduce cambios en la estructura del Ministerio de Relaciones Exteriores, fortaleciendo el papel coordinador de la Cancillería, por ello se crea una Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior.





Lo anterior, explicó, porque hoy en día no solo la Cancillería hace relaciones internacionales, sino que también otros Ministerios, servicios públicos, e incluso el propio sector privado. Relevó que, en ese contexto, el papel coordinador de la Cancillería es absolutamente fundamental para tener una proyección coherente de nuestros intereses nacionales.





A continuación, informó que se crea la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, pues un país como el nuestro, que depende de sus exportaciones, de su inserción en el comercio mundial, aún no tiene una Subsecretaría que se ocupe de esa materia.





Detalló que otra mejora es el análisis prospectivo, ya que se establece la Dirección de Análisis Estratégico, a objeto de anticiparse a los cambios, a lo que está sucediendo, y poder reaccionar oportunamente.





Luego, explicó que se mejora a DIRECON y a Prochile, transformando a ambos en servicios públicos bajo el estatuto de Alta Dirección. Asimismo, se fortalece la proyección internacional de las regiones, creando los coordinadores regionales. Añadió que el proyecto reforma los estatutos de la AGCID, así como los de la Dirección de Fronteras y Límites y del Instituto Nacional Antártico de Chile.





Manifestó que también se refuerza la comunicación estratégica y la diplomacia pública, relevando el rol que las nuevas tecnologías tienen en el mundo de hoy.





Expresó que el proyecto privilegia la obtención y desarrollo de talentos, la meritocracia y la equidad de género. Faculta además, para destinar a funcionarios ligados entre sí, ya sea por vínculos de matrimonio o acuerdos de unión civil, al exterior, incluso, a un mismo país y a una misma misión. Añadió que se eliminan las distintas clases de agregados.





Destacó que se mejora la situación de los diplomáticos jóvenes que ingresan a la Academia Diplomática y se establece que los profesionales que cumplan sesenta y cinco años podrán ser destinados al exterior por dos años adicionales, siempre y cuando dejen vacante el cargo, sin que les afecte la bonificación de retiro, lo cual es una medida para beneficiar la carrera funcionaria.





Finalmente, señaló que las normas del proyecto tendrán una aplicación gradual en su dimensión presupuestaria, cuestión establecida en el informe financiero que acompaña a este proyecto.





A continuación, hizo uso de la palabra el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, quien señaló que esta iniciativa legal busca la modernización de la Cancillería, de manera de contar con una legislación que contemple una estructura institucional del Ministerio a la altura de los desafíos del siglo XXI. Así, el proyecto de ley -en su nueva estructura institucional- acentúa una carrera meritocrática en el personal de la Cancillería, destacando asimismo los necesarios elementos de profesionalización, además de contemplar mecanismos de movilidad ascendente en la trayectoria del personal del servicio exterior.




Fuera de lo anterior, adujo, introduce elementos de una mayor flexibilidad en la organización interna de las unidades del Ministerio, con el objetivo de hacer frente de una manera más ágil y oportuna a los siempre dinámicos desafíos que presenta la política exterior. Indicó que, asimismo, dota a la Cancillería de los mecanismos para efectuar una debida coordinación en materia de política exterior con los diferentes órganos de la Administración del Estado, para lo cual contempla, dentro de este objetivo, las figuras de los coordinadores regionales y ministeriales y la Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior.





Por otra parte, informó que el proyecto de ley actualiza la estructura institucional del Ministerio para responder al enorme cambio producido en las relaciones económicas internacionales de Chile, experimentado fundamentalmente a partir de la restauración de la democracia. Explicó que, para ello, se crea una nueva Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y se contempla una nueva estructura, tanto para DIRECON como para Pro Chile. Añadió que, en este sentido, y con la misma perspectiva modernizadora, se contemplan reformas legales en Dirección de Fronteras y Límites (DIFROL), Instituto Antártico Chileno (INACH) y la Agencia de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AGCID). Sin perjuicio de lo señalado, destacó que una de las bases del proyecto de ley es la aplicación gradual y progresiva de las normas.





En cuanto al contenido del proyecto de ley, el señor Troncoso afirmó que se organiza en los siguientes vectores: reformas a la estructura institucional del Ministerio de Relaciones Exteriores; reformas al Estatuto del personal del Ministerio; creación de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales; modificación del Estatuto de la AGCID y reformas a DIFROL e INACH; normas misceláneas, y gradualidad de la implementación de la ley.





En relación a las reformas a la estructura institucional del Ministerio de Relaciones Exteriores, explicó que el proyecto define la misión de esa Cartera como la Secretaría de Estado que colabora con el Presidente de la República en el diseño, la planificación, prospección, conducción, coordinación, ejecución, control e información de la política exterior que éste formule. Añadió que le corresponde coordinar e integrar a los distintos Ministerios y demás órganos de la Administración del Estado en todos los asuntos que inciden en la política exterior. Además, en términos de su organización, indicó que dispone que el Ministerio estará integrado por el Ministro de Relaciones Exteriores, la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y las demás unidades que se establecen en la ley y que se creen en conformidad a ella.





Destacó que también establece la creación de comités y consejos con el objeto de institucionalizar y fortalecer los espacios de coordinación que actualmente son parte del trabajo ministerial. Así, se faculta al Canciller para crear el Comité de Ex Ministros de Relaciones Exteriores, se actualizan el Consejo de Política Exterior y el Consejo de Política Antártica, y se regula en la ley el Comité Interministerial de Negociaciones Económicas Internacionales. Añadió que, a su vez, se dispone la Unidad de Asesoría Especializada para la Defensa de Chile ante los Tribunales Internacionales, la que tendrá a su cargo la programación, coordinación y preparación de los trabajos que fueren necesarios para la defensa de los derechos e intereses de Chile en los procesos de solución de controversias internacionales, que aquél defina.





En lo que respecta a la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, el Director de Asuntos Jurídicos informó que se establece como el órgano de colaboración inmediata del Canciller en materia de política exterior, correspondiéndole coordinar las acciones de los órganos y servicios públicos del sector. Agregó que se innova con la creación de la Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior y la Dirección de Comunicaciones Estratégicas, de forma que, además de estas dos dependencias, la Subsecretaría queda conformada con, a lo menos: la Secretaría General de Política Exterior; la Dirección de Planificación Estratégica; la Dirección General de Asuntos Consulares, Inmigración y de Chilenos en el Exterior; la Dirección General Administrativa; la Dirección General de Asuntos Jurídicos; la Dirección General del Ceremonial y Protocolo, y la Academia Diplomática de Chile Andrés Bello.





Explicó que el Subsecretario será el colaborador inmediato del Ministro, agregándosele nuevas facultades en relación al personal, por ejemplo, destinar, previo concurso, hasta seis funcionarios que se hayan desempeñado a contrata por a lo menos cinco años continuos en el Ministerio -sean profesionales, técnicos o administrativos- por un máximo de dos años para prestar servicios en alguna de las misiones de Chile en el exterior. Añadió que se faculta al Ministro para designar entre los funcionarios de la Cancillería –previa comunicación al Intendente-, hasta dos Coordinadores Regionales en distintas regiones del país, con el objeto de apoyar a las regiones y municipalidades en la realización de sus proyectos e iniciativas en el ámbito internacional. Asimismo, faculta al Ministro para designar –previo acuerdo con el Ministro o Jefe Superior del Servicio, según corresponda- en los distintos Ministerios y órganos de la Administración del Estado, a funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, o de las Direcciones Generales de Promoción de Exportaciones y de Asuntos Económicos Internacionales, como Coordinadores o Coordinadoras Ministeriales para aquellos asuntos que inciden en la política exterior y en las relaciones económicas internacionales de Chile.





En cuanto a las reformas al Estatuto del personal del Ministerio, resaltó aquella que busca dotar de mayor flexibilidad a la designación de agregados, eliminando las denominaciones de los distintos tipos de agregados (económicos o comerciales, culturales, laborales, de prensa y científicos) que contempla la ley vigente, y otorgando la facultad al Ministro de Relaciones Exteriores de designar agregados a contrata para desempeñarse en el exterior, según lo requieran las conveniencias del Servicio.





Posteriormente, el Director Jurídico de la Cancillería explicó que el Ministerio tendrá las Plantas del Servicio Exterior, de la Secretaría y Administración General –SAG- y de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales. Añadió que, con el propósito de profesionalizar la carrera de los funcionarios del Servicio Exterior, se suprime la facultad del Presidente de la República de eximir del requisito de título profesional, para ingresar a la Academia Diplomática y se exige a quienes postulen a ella que cuenten con título profesional o grado académico. En este mismo sentido, indicó que la destinación de los funcionarios deberá efectuarse conforme a un procedimiento de acreditación de competencias.





Prosiguió, señalando que se conceden al conviviente civil, entre otros, derecho a pasajes, fletes, asignación de establecimiento y pasaporte, y se faculta para otorgar pasajes para el uso del feriado legal anual a los funcionarios y su familia, destinados en destinos complejos. Además, establece un aumento de feriado de dos días para el personal destinado en el exterior, cuando su destino sea Chile y se dispone que en caso de muerte de un funcionario del servicio exterior en funciones en el extranjero, el cónyuge, el conviviente civil, y en su defecto sus herederos tendrán derecho a la Asignación por Cambio de Residencia.





Luego, explicó que tratándose de profesionales del escalafón Directivo, Profesional y Técnico de la Planta SAG destinados a las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y misiones especiales en el exterior, en casos excepcionales calificados por decreto supremo, el plazo de dos años de destinación podrá prorrogarse hasta por un máximo de un año adicional. Asimismo, manifestó que el proyecto faculta para designar en comisión de servicios a funcionarios de las Subsecretarías de Relaciones Exteriores y de Relaciones Económicas Internacionales y de los servicios dependientes y relacionados a prestar servicios en cualquiera de estas mismas Subsecretarías o servicios hasta por tres años. Añadió que, con ello, se logra extender el plazo actual de las comisiones de servicio que contempla el Estatuto Administrativo.





Por otra parte, el señor Troncoso informó que se establece un sistema especial de contratación para el Ministerio de Relaciones Exteriores y sus servicios dependientes y relacionados, en relación a contratos administrativos que se celebren con personas naturales o jurídicas extranjeras, o con chilenos residentes en el exterior y que deban ejecutarse en el exterior, excepcionándolos de las obligaciones de utilizar el Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración y de contratar con personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en el Registro de Proveedores.





Enseguida, recordó que la ley N° 19.999, que establece normas relativas al mejoramiento de la gestión institucional del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2005, creó una asignación mensual de estímulo asociada al cumplimiento de planes de mejoramiento de la gestión y de eficiencia institucional. Añadió que la presente iniciativa legal extiende, en las modalidades y plazos que ella establece, cuando se perciba la remuneración en moneda nacional, al personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de DIRECON, PROCHILE y AGCID. Añadió que están excepcionados de percibir esta asignación los Subsecretarios de Relaciones Exteriores y de Relaciones Económicas Internacionales y los Jefes Superiores de Servicio.





Sobre la creación de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, afirmó que ella se crea respondiendo a la importancia de la apertura económica y sus beneficios para el desarrollo del país. Agregó que la creación de dicha Subsecretaría se efectúa mediante la transformación de la actual DIRECON en tres nuevos servicios, a saber: la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





En relación a la reforma al Estatuto de la AGCID y reformas a DIFROL e INACH, el Personero de la Cancillería aseveró que se incluyen modificaciones sustanciales al estatuto orgánico de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo y adecuaciones de la Dirección de Fronteras y Limites del Estado y modificaciones orgánicas del Instituto Antártico Chileno. Precisó que la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo es un servicio público descentralizado, que actuará con la personalidad jurídica y el patrimonio propio que la ley le asigne, estando afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.





Por otra parte, indicó que la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado será un servicio público centralizado, sometido a la dependencia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores. Mientras que el Estatuto Orgánico del Instituto Antártico Chileno amplía la facultad del Servicio para asesorar y prestar servicios dentro del ámbito de sus competencias a los órganos del sector privado y a universidades e instituciones científicas extranjeras y se lo autoriza para percibir ingresos por bienes y servicios prestados.





En cuanto a las normas misceláneas, observó que la modificación del artículo 10, de la ley Nº 18.340, que fija el Arancel Consular de Chile, que dispone que el pago de los derechos consulares fijados en este Arancel deberá ser realizado por el interesado en la institución financiera en la que la Oficina Consular mantenga sus cuentas y si ello no es posible se hará el pago en la Oficina Consular correspondiente. Puntualizó que esta disposición tiene por objeto sustituir, en los Consulados de Chile en el exterior, la aposición de estampillas como forma de acreditar el pago de los derechos consulares que establece la ley Nº 18.340, por un sistema más moderno, seguro y expedito.





Por otra parte, el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, explicó que se modifica el artículo 49 de la ley N° 16.618, de menores. Así, se determina que tratándose de menores de edad hijos de extranjeros residentes oficiales, el permiso o autorización para salir desde Chile, también podrá otorgarse por el Cónsul del país de la nacionalidad del padre, o madre, o de ambos padres que lo soliciten, según corresponda, debiendo indicarse el o los lugares de destino del menor de edad y remitirse copia del mismo al Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile. Añadió que este precepto no es aplicable si el menor de edad o alguno de sus padres tuviere la nacionalidad chilena.





Por último, en relación a la gradualidad de la implementación de la ley, informó que es una de las bases del proyecto de ley. Precisó que las disposiciones relativas al Ministerio de Relaciones Exteriores, con excepción de aquellas referidas a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, entrarán en vigencia a partir del primer día del tercer mes siguiente al de la publicación de la ley. En tanto, las disposiciones referidas a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de DIRECON y PROCHILE, al igual que lo relativo a las plantas de las Subsecretarías de Relaciones Exteriores y de Relaciones Económicas Internacionales, la AGCI, DIFROL, INACH entrarán en vigencia una vez que se publique en el Diario Oficial el decreto con fuerza de ley correspondiente. Asimismo, explicó que el informe financiero contempla la gradualidad en que se otorgarán los beneficios y la asignación de los recursos para la adecuación de las plantas.





Por su parte, el Director General Administrativo, señor José Miguel Cruz, recordó que esta Cartera se rige por una legislación que data del año 1978. Agregó que la experiencia ha hecho que la Cancillería se haya ido reformando sin contar con una estructura que la acompañe. Añadió que la modernización de este Ministerio ha sido un anhelo de anteriores administraciones y funcionarios, siendo la aspiración gremial de los funcionarios la de obtener mejoras. Añadió que, de esta forma, en el año 2005 se dictó la ley N°19.999, que establece normas relativas al mejoramiento de la gestión institucional del Ministerio de Relaciones Exteriores, la que implicó un aumento en un 15 % de las asignaciones de los funcionarios. Luego, en diciembre de 2007 se produce un verdadero estancamiento en la escala única de remuneraciones del personal. Sin embargo, indicó que este proyecto, bajo un concepto integrador de todo el Servicio, ha ido acompañado de un esfuerzo muy grande para preocuparse de los sectores más débiles del Ministerio. En este sentido, resaltó el trabajo realizado en conjunto con el Ministerio de Hacienda, pues logra un costo incremental adicional al presupuesto operacional del Ministerio, que asciende a $5.248 millones, lo cual significa una mejora sustantiva en los grados inferiores, perfeccionando la posibilidad de concursar en igualdad de condiciones e integrando a la planta a funcionarios a contrata.





A continuación, el Honorable Senador señor Larraín solicitó que se explique a grandes rasgos, cuánto es su asignación y cómo se distribuye el informe financiero que se acompaña con la iniciativa de ley.





Al respecto, el señor Cruz explicó que el informe financiero contempla distintas etapas. Señaló que el costo total del proyecto alcanza la suma de $5.248 millones, de los cuales en el primer año el gasto será de $110 millones, producto de la creación de cargos directivos dentro del Ministerio, indispensables para el área estratégica y de planificación. Añadió que en los años dos, tres y cuatro el gasto aumentará en $2.988 millones, $2.800 millones y $4.036 millones, respectivamente. Enseguida, precisó que durante el primer año se materializarán los beneficios de acuerdos de unión civil, la extensión hasta un tercer año de la destinación a organismos internacionales, la asignación familiar para cónyuge mujer cuyo marido esté destinado al exterior, derecho a flete y adscripción por caso de fallecimiento, pasajes de acercamiento, dos días adicionales de vacaciones e incentivo al retiro, con un costo incremental de $118 millones.





Agregó que, en el segundo año de implementación, se avanza en mejoramiento de plantas, en los concursos y aumentos de grados y cupos en la Academia Diplomática, con un costo cercano a los $2.000 millones. Añadió que, en el tercer año, se agrega la concursabilidad de los grados en la distintas plantas del Ministerio, que permitirá subir en un promedio de tres a cuatros grados en la escala única de remuneraciones, con un costo adicional de $2.400 millones de pesos.





A su vez, el Honorable Senador señor Pizarro recordó que en los últimos veinte años se ha venido hablando respecto de esta materia. En este sentido, señaló que es necesario partir de una evaluación del estado actual de la Cancillería, desde el punto de vista político, económico y comercial, y del uso de los instrumentos con que se cuenta en materia de cooperación e integración con otros países, específicamente de la AGCID. Debido a lo anterior, consultó acerca de cuál son los énfasis que contiene esta modificación.





Por otra parte, subrayó la novedad de institucionalizar el Consejo de Política Exterior y su composición a través de las altas autoridades de la Cartera, acompañados por quienes han sido Ministros de Relaciones Exteriores. A su vez, consultó qué rol o área estará abocado este Consejo y si el énfasis persistirá en lo económico y comercial.





Posteriormente, el Honorable Senador señor García-Huidobro manifestó su preocupación por los aspectos económicos de este proyecto de ley, debido a su lentitud, considerando que el primer año solo presenta un incremento cercano a $100 millones. Advirtió que dichos recursos serán insuficientes, por lo cual es importante trabajar junto al Ministerio de Hacienda, con el objeto de acelerar su entrega.





En otro orden de ideas, destacó la importancia de considerar a las regiones en la inserción internacional. Al respecto, agregó que existe una oportunidad histórica y la necesidad de determinar cómo se materializará este anhelo. Asimismo, sostuvo que, actualmente, los instrumentos con que se cuenta en esta materia no son los adecuados para la inserción económica internacional del país, debiendo estudiarse los lugares en que se estará en esta condición. En este sentido, consultó si es posible volver a estudiar las zonas donde estarán.





A continuación, valoró el trabajo que se ha realizado respecto de la mayor colaboración, tanto del Parlamento como del Ministerio, entre las regiones y los países limítrofes. A su vez, preguntó respecto de los diplomáticos que regresan a Chile por un par de años, en cuanto al efecto familiar que se produce, pues constituye un verdadero desincentivo al ingreso de la carrera diplomática.





Enseguida, el Honorable Senador señor Chahuán, hizo hincapié en que nuestro país no puede seguir con una Cancillería cuya estructura corresponde a finales de la década de los setentas. Sin embargo, acotó que somos un país que se encuentra abierto al mundo y quiere ser influyente, contando con Tratados de Libre Comercio con más del 84% del PIB mundial. En este sentido, destacó la necesidad de Chile de ocupar espacios en organismos multilaterales. Además, planteó que se debe tener una especial preocupación por el territorio insular y antártico, por ello manifestó su satisfacción porque este proyecto presenta un acápite especial referido a esto último.





Posteriormente, subrayó la creación de la Subsecretaría de Relaciones Económicas, lo cual en términos estructurales representa un avance sustantivo y esencial para una economía abierta como la nuestra. Luego, señaló que con este tipo de modificaciones espera que podamos pasar de ser un país extractivo a uno que agregue valor, internacionalizando procesos, tal como lo han hecho Nueva Zelanda y Australia. Asimismo, le parece acertada la creación de la Unidad de Asesoría Especializada para la Defensa de Chile ante Tribunales Internacionales. Desde el punto de vista presupuestario, indicó que se pasa de un 0,59% a un 0,64% del presupuesto, mediante un proceso de transición, lo cual resulta adecuado.





Por otra parte, observó que sólo seis representaciones diplomáticas en África no dan cuenta de la creciente importancia que ese continente está adquiriendo. En cuanto a medio oriente, recordó que Emiratos Árabes Unidos contaba con US$ 30.000 millones para invertir, lo que no fue posible concretar. Recordó que no han sido pocos los embajadores que han partido de Chile, decepcionados por la incapacidad de generar una política conjunta.





Enseguida, señaló una serie de materias que es necesario analizar con detenimiento en el presente proyecto de ley, a saber: plantas profesionales; carrera diplomática; necesidad que cónyuges de personal diplomático femenino sean incorporados a la asignación; acelerar convenios bilaterales con otros países para que parejas de personal diplomático puedan trabajar en el exterior; aprovechar la experiencia ganada por personal diplomático y las demandas de los funcionarios de la Cancillería, que no podrán ser resueltas en su totalidad en este proyecto de ley. Asimismo, enfatizó en la necesidad de que los embajadores que no sean de carrera deban contar con el acuerdo de dos tercios del Senado y de que al inicio de su función diplomática se señalen los objetivos de su desempeño.





Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier felicitó al Canciller por la presentación de esta iniciativa legal que pretende modernizar la Cancillería después de treinta y nueve años, la cual necesita ser despachada con urgencia debido a su importancia para el modelo de desarrollo nacional. Sin embargo, hizo presente que no entrará en la discusión constitucional acerca de quién está a cargo de la política exterior, lo cual sin lugar a dudas se encuentra dentro de las facultades del Jefe de Estado, por lo tanto cualquier modificación que se pretenda realizar en esta materia necesita de reforma constitucional.





A su turno, el Honorable Senador señor Larraín manifestó una serie de inquietudes respecto del proyecto de ley en discusión. En efecto, respecto de los Mensajes presentados en esta materia por los gobiernos de la Presidenta Bachelet y el Presidente Piñera, los cuales se tuvieron a la vista al momento de confeccionar la iniciativa legal en estudio, consultó que se recogió de cada uno de ellos y cuál es el diseño de esta nueva Cancillería, para hacer la tarea de coordinación en forma más eficiente. En este mismo sentido, interrogó acerca de cómo dialoga la Subsecretaría de Relaciones Económicas con la Dirección General de Política Exterior, cómo se traduce en la meritocracia la carrera funcionaria y cómo se designarán y coordinarán los agregados.





En cuanto al financiamiento y la aplicación gradual del proyecto de ley, hizo presente que gran parte de éste se hará efectivo en los próximos cuatro años. En este sentido, inquirió acerca de qué porcentaje del actual presupuesto de la Cancillería representa el total de dicho financiamiento, con el objeto de determinar cuál es incremento real en esta materia. En cuanto a la estructura central, hizo presente que parte de ella quedaría sujeta al ámbito normativo reglamentario, no obstante la idea es contar con una estructura, en parte, más flexible. En este sentido, preguntó cómo funcionará este aspecto en el futuro.





Al momento de responder las preguntas surgidas en el seno de la Comisión, el señor Canciller acotó que –en relación con una evaluación del estado actual de la política exterior chilena- pasa por uno de sus mejores momentos, siendo reconocido a nivel global. Precisó que, en efecto, en estos días se comenzará una gira a Indonesia, país islámico de más de doscientos millones de habitantes, buscando concretar un acuerdo de libre comercio. Añadió que nuestras ideas han ido prosperando, ya que lo que se ha hecho en materia de integración regional es lo que ha planteado Chile, iniciándose un diálogo entre Alianza del Pacífico y Mercosur, y avanzando en lo relativo con corredores bioceánicos, desde Brasil al norte de Chile. A su vez, Chile se encuentra liderando en materia oceánica, pretendiendo extender el área protegida de la Isla Juan Fernández. Así, de aprobarse dicha extensión se constituirá en el país con más áreas protegidas del mundo.





En lo relativo a los Tratados de Libre Comercio (TLC), indicó que Chile ha liderado el Acuerdo de Alianza del Pacífico, para negociar como bloque con las principales economías de Asía Pacífico. De esta forma, se concertó tener acuerdos de alta calidad y que fueran terminados en corto plazo. Asimismo, manifestó que se ha profundizado los acuerdos con China, India y la Unión Europea. Enseguida, destacó las buenas relaciones con Argentina y Perú, sin descuidar la relación con los países afines, con los cuales se cultivan los principios de defensa de la democracia y de los derechos fundamentales

- - -





En la siguiente sesión, hizo uso de la palabra el ex Canciller, señor José Miguel Insulza, quien señaló que hace unos años atrás asistió a una presentación del Ministro Muñoz sobre la política exterior de Chile, oportunidad donde se refirió a la reforma del Ministerio de Relaciones Exteriores. Opinó que, por tanto, este es un gran momento. Sin embargo, expresó que esta reforma tiene unas características reflejadas en lo que dijo el señor Subsecretario, esto es, que muchas de estas cosas ya están ocurriendo.





Agregó que nadie puede imaginar que con menos de mil millones de pesos se va a reformar a fondo la Dirección Económica de la Cancillería, al menos, crear una Subsecretaría como debe hacerse, fundamentalmente, porque las modificaciones que se han efectuado hasta el momento, han sido sobre la base de agregar cosas con gran creatividad, a lo largo de los años. Advirtió que no conoce la actual situación de la Dirección Económica de la Cancillería, pero que su experiencia de haber trabajado hace veinticinco años atrás le indica que existía una cierta paradoja: había cerca de dieciséis funcionarios de planta, el resto eran de Prochile, y como la imaginación funciona, había funcionarios de planta, a contrata, a honorarios y por proyectos, los cuales representaban más del 90% de las personas que allí trabajaban.





Recalcó que se ha ido armando a través del tiempo con todo tipo de cosas, con mucha creatividad, y con la cooperación del Congreso en la discusión de presupuestos. Recordó que la dificultad estaba más bien en el Ministerio de Hacienda que en el Congreso, con todo, cree que es un esfuerzo bien encaminado.





Manifestó que el ideal de diseño de un nuevo Ministerio de Relaciones Exteriores debería contar con más recursos que los que tiene este proyecto, porque nuestro país tiene una dependencia del comercio exterior y de nuestras relaciones económicas y políticas internacionales, como no la había tenido nunca. Reconoció, sin embargo, que el vínculo de Chile con el exterior es mucho más antiguo y mucho más fuerte que lo que se cree. En su opinión, Chile no es como se dice, ni un país pequeño en el orbe, ni un país remoto en el mundo, pues tiene que estar más metido en el mundo de hoy, por ello opinó que la modernización de Cancillería requiere de más recursos.





Sobre lo anterior, puso por ejemplo, la gran estructura de cónsules en Argentina, lo cual es un gran logro que se fue desarrollando con el tiempo. Añadió que, sin embargo, no existe ese mismo despliegue en Brasil, país en el cual deberían existir más consulados, a fin de tener una acción más eficaz. Indicó que, no obstante, todo ello es suplido, por la creatividad y el esfuerzo de los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Luego, recordó una visita a Japón, donde también estaba de visita el Presidente de México, oportunidad en que los funcionarios de la delegación mexicana le contaron cómo el Presidente de ese país había llamado a todos sus funcionarios al televisor para que vieran al Embajador de Chile vendiendo uvas en un supermercado. Por ello, reiteró la idea de que muchas carencias se suplen con un gran esfuerzo funcionario. Al respecto, indicó que, en su opinión, al Ministerio le falta y le va a seguir faltando una cantidad de recursos.





Precisó que este proyecto es un gran comienzo y es un logro que otros Cancilleres no tuvieron la fortuna de alcanzar, por lo que es necesario considerar algunas cosas.





En primer lugar, destacó que es un gran logro reconocer lo que debe ser el rol coordinador de la Cancillería en toda la política exterior de Chile, de toda la actividad exterior del país. Por ejemplo, mencionó que en la definición inicial de lo que es el Ministerio se alude a la cooperación internacional, que antes estaba en Mideplan. Al respecto, evocó que años atrás se recibía mucha colaboración desde el exterior y que nuestro país casi no daba. Enfatizó que, actualmente, la cooperación horizontal es una de nuestras principales actividades en el exterior.





Sobre lo anterior, recordó que después de la vuelta a la democracia se empezó a recibir cooperación internacional de forma muy importante. Expresó que como el ingreso per cápita chileno mejoró, la política de cooperación varió sustantivamente, de una receptora a otra de contribuyente. Añadió que también se alude a las comunidades chilenas en el exterior, cuestión que no estuvo en los debates anteriores, porque no se contemplaba en la ley.





Agregó que otro aspecto, no considerado anteriormente, dice relación con la actividad cultural, antes bastante escasa, por lo tanto, observa una concepción más amplia de parte del Ministerio, la cual tiene que estar definida en la ley como función.





Después, expresó que otro punto a considerar es el tema de la coordinación de las distintas actividades que realizan los ministerios y las distintas entidades del Estado chileno en el exterior, la cual debe ser ejercida por Cancillería y, por ende, consagrada en la ley, a fin de poner término a una antigua polémica sobre esta materia, reconociendo, eso sí, la necesidad de que otros actores participen en el escenario internacional.





Reiteró que la participación, por ejemplo, de los ministerios económicos en las negociaciones internacionales, debe ser coordinada por la Cancillería, pero reconociendo las especificidades que las otras Carteras de Estado también tienen para cumplir de manera más rica su función. Destacó esta materia como un aspecto fundamental del proyecto.





También valoró la forma en que se ha reconstruido lo que actualmente existe, para después asumir un rol coordinador. Por ello, resaltó la creación de los Consejos que se establecen.





A continuación, reconoció el papel que el Ministerio de Relaciones Exteriores juega en la coordinación de las negociaciones económicas internacionales. Advirtió la importancia de dicha coordinación, a fin de evitar roces innecesarios, por ejemplo, para el nombramiento del Director General Económico de la Cancillería, que también lo tiene que firmar el Ministro de Hacienda. En todo caso, aclaró que nunca tuvo un problema con el Ministro de Hacienda.





Por tanto, señaló que la creación de una Subsecretaría de Negociaciones Económicas Internacionales le parece un paso clave. Añadió que si hubiera un artículo único en este proyecto que se refiriera a eso nada más, ya sería un gran paso en la dirección que se quiere seguir en materia económica internacional.





En cuanto a la Subsecretaría, planteó que le parece muy bien la estructura que se plantea, porque ahí hay dos entes que son completamente distintos: uno es la negociación económica internacional, la gestión de la política económica internacional del país, la política pública, y otra cosa es PROCHILE, que conserva el nombre, y ojalá que conserve gran parte de su autonomía, pues es un gran servicio. Sin embargo, le llamó la atención que los representantes económicos de Chile en el exterior aparecen en esa Dirección, en circunstancias que algunos cumplen funciones claramente de negociaciones económicas internacionales. Recordó que, desde hace mucho tiempo, nuestros embajadores ante la Organización Internacional de Comercio son de la planta de la Dirección Económica y no de la Dirección Política.





También manifestó que, en su opinión, es importante una estructura mínima en las direcciones. Planteó que el Canciller y su entorno tengan las condiciones y la capacidad para crear los equipos y los grupos de trabajo que sean necesarios, sin definirlos en la ley, hasta el último detalle de la estructura. Advirtió que las estructuras son importantes pero que, también, deben existir unidades funcionales, con cierta flexibilidad para hacer lo que se ha hecho todos estos años, pero hacerlo de acuerdo con la ley. En su parecer, señaló que no está de más que haya una disposición que diga que el Director General de Relaciones Internacionales o el Subsecretario, en su caso, podrá crear Direcciones para África del Norte, para América del Norte, del Sur, etc., sin necesidades de ponerlas en la ley.





Otro punto que relevó se vincula con la posibilidad de que el Subsecretario pueda usar el título de Viceministro cuando sale del país, pues permite dialogar en un rango más o menos similar entre unos y otros con sus pares extranjeros. Aclaró que este no es un asunto puramente formal.





También sugirió que a la Subsecretaría Económica, como tendrá una relación bastante grande con otros órganos del Estado, tiene que dársele un rol director y programador.





En cuanto a la Agencia de Cooperación Internacional, señaló que es un logro muy importante tenerla dentro del Ministerio de Relaciones Exteriores, pues considera que uno de los principios de la política internacional de Chile es la cooperación, como un instrumento fundamental para hacer política exterior con nuestros países vecinos y con otras regiones del mundo.





En relación a los temas de planta, cree que es inteligente la idea de reconocer una funcionalidad. Añadió que la carrera diplomática es fundamental y está bien consagrado en el texto, pero, a su juicio, tiene que existir un margen pequeño para la posibilidad de contar, ya sea en embajadas o en relaciones económicas, con un número muy acotado de personas que puedan venir desde otros ámbitos.





Por último, indicó que hay un tema pendiente, no resuelto en este proyecto, el cual dice relación con el ingreso económico que debe tener un diplomático en Chile.





A continuación, el Honorable Senador señor Ignacio Walker, en su calidad de ex Ministro de Relaciones Exteriores, compartió lo expresado por don José Miguel Insulza.





Recordó que, en la práctica, cada Ministro de Relaciones Exteriores chileno de los últimos años ha tenido un proyecto de reforma de la Cancillería. Al respecto, evocó que le correspondió a fines de febrero de 2006, cuando terminaba el gobierno del ex Presidente Lagos, entregar un proyecto de reforma del Ministerio que se denominó “33 Reformas a la Cancillería”. Indicó que era un documento muy preciso, que acumulaba todo el trabajo desarrollado previamente. Añadió que, parte del mismo, está recogido en este proyecto.





Además, resaltó que este proyecto ha pasado por varios gobiernos, tanto del ex Presidente Piñera como los de la Presidenta Bachelet, lo cual demuestra la continuidad de la política exterior, más allá de los signos políticos contingentes.





Respecto al proyecto, afirmó que es una feliz iniciativa, por lo que planteó que esperaba un pronto despacho, en atención a que es muy necesario e impostergable, ya que han sido muchas las iniciativas que han apuntado en esa dirección.





En segundo lugar, aseveró que es un proyecto fundamental, porque se ha ido perdiendo de vista que la política exterior chilena es parte de nuestra estrategia de desarrollo como país. En ese sentido, indicó que la política exterior no es un problema sectorial del Ministerio de Relaciones Exteriores, sino que es un tema del Estado de Chile, del sector público y privado, de la sociedad civil, dentro de este concepto de asociación público-privada. Añadió que, por tanto, la modernización de la Cancillería es una forma de relevar que la política exterior es parte de una  estrategia de desarrollo, y que allí radica la importancia del Ministerio de Relaciones Exteriores, como instrumento del Estado en su conjunto.





Luego, reivindicó una de sus propuestas, la cual no fue recogida en este proyecto, que dice relación con el nombre del Ministerio. Al respecto, planteó que debería llamarse Ministerio de Relaciones Exteriores y Comercio Exterior, pues refleja de mejor forma la realidad que se está creando. Añadió que, en la actualidad, en las reuniones internacionales se visualizan claramente estos dos aspectos: políticos y económicos, además, de insertarse en una perspectiva mayor de estrategia de desarrollo.





Recordó que el subtítulo de ese informe decía: “de un Ministerio insuficiente a uno adecuado al mundo de la globalización”, lo cual, en ese año de reflexión, era un buen diagnóstico. Precisó que este no es un buen o mal Ministerio, en su opinión, es más bueno que malo, pero es insuficiente.





Agregó que la actual estructura de la Cancillería, frente a los desafíos de un país integrado al mundo, resulta insuficiente, razón por lo cual hay que pasar a uno más adecuado al mundo globalizado.





Luego, compartió lo señalado por el señor Insulza, en el sentido que si la política exterior es parte de la estrategia de desarrollo, el tema de las relaciones económicas internacionales pasa a ser absolutamente clave. En ese sentido, cree que esta estructura de un Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales; un Director General de Asuntos Económicos Internacionales, y una Dirección General de Promoción de Exportaciones, recoge muy bien lo que han dicho y pensado durante mucho tiempo. Añadió que es uno de los aspectos más innovadores del proyecto, por ello le parece muy lógico que existan dos subsecretarías, una de ellas con esta característica vinculada principalmente a las relaciones económicas internacionales.





También mencionó que otro aspecto que no está recogido es el del tratamiento de los temas vecinales. Explicó que uno de los temas recurrentes de los cancilleres chilenos es el relativo a las relaciones con Perú, Bolivia y Argentina, las cuales suelen ser muy demandantes y absorbentes, siendo, a su juicio, muy prioritarias dentro de América Latina. Al respecto, señaló que, en su oportunidad, propuso la creación de una Dirección de Asuntos Vecinales, que entiende no está contemplada en el proyecto. Añadió que debería abarcar no sólo los aspectos fronterizos, sino que también otros temas, con una mirada más amplia.





Por otra parte, opinó que la Dirección de Fronteras y Límites (DIFROL) está muy bien tratada en el proyecto. Añadió que DIFROL sale muy fortalecida, y por eso es muy relevante su modernización, dado la escasez de recursos con que contaba.





Por lo anterior, reiteró la creación de una Dirección de Asuntos Vecinales. Indicó que ella estaría contemplada como un tema de reglamento, lo que consideró insuficiente, dada la relevancia ya la importancia de los temas vecinales.





También señaló que propusieron, entre esas 33 medidas, formar una Dirección de Ciencia, Tecnología y Energía. Añadió que son temas emergentes, propios de una Cancillería del Siglo XXI, de una institución proyectada hacia el futuro. Por ello, planteó que aparece lógico contar con dicha Dirección en la política exterior, pues es un tema muy central, lo que no se encuentra recogido acá.





Aclaró que solamente está hablando de las cosas que quedaron fuera, porque la gran mayoría de las propuestas han sido incorporadas en el proyecto.





Manifestó que en la propuesta 15 se sugería establecer una Fundación Público-Privada, dentro de la cooperación internacional, que sirva de adecuado complemento a la acción de la Dirección General de Cooperación Internacional, incorporando aportes de los sectores público y privado. Al respecto, consideró que este punto podría ser digno de ser considerado en el proyecto.





Luego, estimó muy importante crear una Dirección de Coordinación Regional, dada la importancia de las regiones en la integración y su estrecha vinculación con las realidades subnacionales de otros países vecinales. Añadió que en esta materia existe mucho dinamismo, por ejemplo, mediante apadrinamientos y los convenios con regiones de distintos países del mundo.





En cuanto al Consejo de Política Exterior, consagrado en el artículo 6, expresó que le parece muy bien su establecimiento como organismo consultivo. No obstante, manifestó su desacuerdo con la forma en que se elige a los ex Ministros de Relaciones Exteriores que integrarán dicha instancia, pues serán designados por el Canciller.





A su vez, en relación al artículo 7, opinó que no debería quedar a la facultad del Canciller constituir el Comité de ex Ministros, sino que debería ser imperativo, pues en la práctica ha sido un organismo que ha funcionado muy bien. Añadió que, en la actualidad, funcionan cada dos o tres meses, y que sus sesiones han sido muy útiles e importantes para el Ministerio.





Otro punto que abordó fue el referido al archivo del Ministerio, sector, donde a su juicio, ha existido una omisión histórica. Al respecto, recordó una visita al archivo del Palacio Torre Tagle, el que calificó de impresionante. Agregó que observó en dicho órgano público un alto nivel de profesionalismo y eficiencia, todo climatizado, organizado y digital.





Sobre lo anterior, evocó que, preparando esta intervención, no encontró copia del documento “33 reformas”, que fue entregada formalmente y solemnemente al ex Presidente Lagos. Por ello, expresó que es fundamental que el Ministerio de Relaciones Exteriores cuente con un archivo extraordinariamente profesional, con los recursos del caso, cuestión que no advierte en el proyecto. Puntualizó que no es una crítica al actual Ministerio o al anterior, sino que es una omisión histórica.





Enseguida, señaló que la Dirección de Asuntos Culturales (DIRAC), es muy importante, pues el tema de la cultura, del desarrollo, tiene un impacto para el país. Al respecto, evocó lo que hizo Nueva Zelandia con el señor de los Anillos y lo que eso significó para la difusión de ese país, hasta el día de hoy hay un antes y un después, invirtiendo sumamente poco, porque se trató de unas exenciones tributarias. Indicó que la inversión de la política exterior chilena en la DIRAC, en el año 2005, en materia cultural para todo el mundo, fue equivalente al gasto de construir un kilómetro de pavimento, esto es, un millón de dólares.





En su opinión, se ha subestimado absolutamente el tema de la cultura y de las artes, por ejemplo, en el programa con California, se preguntó cuántas cosas se podrían hacer en esta materia. Afirmó que no se puede tener una política exterior de cultura con el presupuesto de dos kilómetros de pavimento. En todo caso, recomendó, más allá del tema presupuestario, fortalecer en la nueva estructura del Ministerio el tema de la cultura y las artes.





También sugirió un tema de técnica legislativa, la redacción de Ministra/Ministro, Subsecretario/Subsecretaria, toda vez que eso ya está codificado en el Parlamento, ya que en la Real Academia es Ministro o Subsecretario, en términos globales.





Finalmente, planteó que la designación de los Embajadores tiene que ser con la ratificación del Senado, tal como ocurre en todas partes del mundo donde existe democracia que se precie de tal, lo cual requeriría de una reforma constitucional.





A continuación, el Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, señor Edgardo Riveros, afirmó que la estructura orgánica actual de la Cancillería corresponde a la regulación dada por el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el estatuto orgánico de esa misma Cartera. Añadió que dicho cuerpo legal muestra el esquema que tenía la Cancillería en ese momento. Sin embargo, precisó que, en la actualidad, esa estructura se ha ido modificando mediante órdenes de servicios internas, lo cual refleja una clara precariedad normativa y hace evidente la necesidad de realizar una reforma en esta materia.





De acuerdo con lo anteriormente expuesto, señaló que es muy difícil que la Cancillería funcione en sintonía con las demandas que exige una política exterior moderna. Indicó que, por ejemplo, de la Dirección General de Política Exterior dependen una serie de otras, tales como las de Medioambiente, Multilateral, América del Norte, América del Sur y de allí se estructuran una serie de otras direcciones, que tienen que ver con la Dirección Antártica, la de Medio Oriente, etc.





Explicó que el proyecto en estudio aliviana la estructura del Ministerio, estableciendo que las direcciones generales dependen de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores. Además, estructura legalmente consejos, un comité y una unidad. Así, se constituye el Consejo de Política Exterior y el de Política Antártica. Luego, agregó que se organiza la Unidad para la Defensa de Chile ante Tribunales Internacionales y se establece el Comité de ex Ministros de Relaciones Exteriores.





En cuanto a la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, el señor Canciller afirmó que se siguió la estructura ministerial de otras carteras. Así, el proyecto de ley establece el nivel de direcciones generales y el resto de ella se dispone vía reglamentos, a objeto de contar con la flexibilidad suficiente para ir adecuando la estructura a las demandas de la política exterior. En este plano, agregó, existen cuatro direcciones que se reestructuran o se crean, a saber: la Secretaría General de Política Exterior -actual Dirección General de Política Exterior-; la Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior, creada con el objeto de que exista coordinación con todas aquellas que realizan acción exterior, pero que son dirigidas por la Cancillería; la Dirección de Planificación Estratégica, actualmente existe una Dirección de Planificación en el Ministerio, pero ahora adquiere rango de Dirección General; una Dirección de Comunicaciones Estratégicas, que se crea; y no se innova en otras direcciones generales, como la de Asuntos Consulares, Inmigración y Chilenos en el Exterior; la Administrativa; la de Asuntos Jurídicos; de Ceremonial y Protocolo, y la Academia Diplomática de Chile Andrés Bello.





Posteriormente, indicó que la iniciativa legal otorga una configuración legal a los coordinadores regionales, designados por la Cancillería para apoyar la tarea internacional de las regiones y ministeriales, relacionados con servicios que pueden tener especial actividad en el ámbito  internacional, ayudando a otros órganos de la administración del Estado en asuntos que incidan en la política exterior y en las relaciones económicas internacionales de Chile, que sean de competencia de dichas reparticiones.





También informó que el proyecto de ley en discusión crea la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, con una estructura completamente nueva en la actual Dirección General Relaciones Económicas Internacionales (DIRECON). A su vez, añadió que se establece la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y la Dirección General de Promoción de Exportaciones, ambas bajo el Sistema de Alta Dirección Pública (SADP).





Ante la pregunta del Honorable Senador señor Larraín acerca de si las dos direcciones generales dependen de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, el Jefe Ministerial (s) afirmó que efectivamente ambas direcciones dependen de la Subsecretaría señalada.





Enseguida, explicó que la Unidad de Defensa de Chile ante los Tribunales Internacionales consiste en un departamento que prestará asesoría especializada para conocer de procesos de solución de controversias internacionales, donde sea necesario defender los derechos e intereses de nuestro país, definidos por el Ministerio de Relaciones Exteriores. De esta forma, hizo hincapié en una serie de situaciones que requieren una actividad de defensa o accionar por parte de Chile, relacionados con temas económicos internacionales. Reiteró que existe una amplia gama de asuntos, políticos y económicos, que requieren de solución de controversias, para lo cual es necesario contar con una estructura permanente.





En cuanto a la Dirección Nacional de Fronteras y Límites, el señor Riveros enfatizó que mantiene su competencia, debiendo coordinarse con la Subsecretaría de Relaciones Exteriores y con la Unidad para la Defensa de Chile ante Tribunales Internacionales, particularmente en materias relacionadas con política exterior vecinal. Asimismo, informó que se otorga mayor flexibilidad para el establecimiento de la estructura interna del Servicio, mediante resolución del Director Nacional, el cual es nombrado por el Sistema de Alta Dirección Pública (SADP).





Por otra parte, hizo presente que el Comité Interministerial de Negociaciones Económicas Internacionales tendrá como función colaborar con el Primer Mandatario en la planificación, coordinación, ejecución, control e información de la política exterior.





En cuanto a la Agencia Chilena de Cooperación Internacional, destacó que se modifica su denominación, pasando a ser la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo. Lo anterior, pensando en que Chile está egresando de la recepción de ayuda al desarrollo en términos tradicionales, debido al nivel crecimiento alcanzado. Luego, explicó que la cooperación es una parte integral de la política exterior del país, cobrando especial importancia la denominada cooperación triangular, donde Chile es receptor pero a la vez donante. Asimismo, se le otorga al Director Ejecutivo –elegido por el Sistema de Alta Dirección Pública (SADP)- la facultad de establecer la organización interna de la Agencia.





En lo relativo al aspecto financiero del proyecto de ley en discusión, precisó que el costo incremental en régimen asciende a $ 5.248.564.414, con un incremento de un 2,2%. Añadió que la distribución del costo del proyecto es $ 3.706.708.569, correspondiente a la Subsecretaría de Relaciones Exteriores; $ 917.533.443, a la Subsecretaría de Relaciones Económicas; $ 217.085.048, a la Dirección de Fronteras y Límites; $ 196.138.190, al Instituto Antártico Chileno, y $ 211.099.164, a la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.





En otra desagregación relativa a la distribución por concepto de gasto, acotó que un 93% del costo incremental corresponde a gastos en personal, esto es $ 4.882.363.054, y 7% a bienes y servicios de consumo, es decir $ 366.201.360.





En cuanto a los beneficios de la planta de servicio exterior, sostuvo que se establecen dos cupos adicionales de ingreso a la Academia Diplomática, pasando de 15 a 17 alumnos; reconocimiento de beneficios al conviviente civil; derecho a percibir asignación familiar para aquellas funcionarias que se desempeñen en países en que su cónyuge no esté autorizado para desempeñar trabajos remunerados, de conformidad a la normativa local; derecho a percibir la asignación por concepto de flete e instalación que se otorga al momento de la adscripción, extensible al conviviente civil, en caso de fallecimiento en el exterior del funcionario; se otorgan dos días adicionales de vacaciones cuando el funcionario destinado en el exterior viaja a Chile; facultad de acreditar a funcionarios del Servicio Exterior, hasta tercera categoría, como Embajador; se reconoce expresamente que funcionarios vinculados por matrimonio o acuerdo de unión civil, podrán ser destinados a un mismo país; se elimina el 50% de promedio de las calificaciones anuales habidas en el grado, beneficiando a los funcionarios meritorios; para incentivar el retiro, los funcionarios del Servicio Exterior –entre 65 y 67 años de edad- podrán optar por una última destinación de hasta dos años, sin disminución de meses dispuesto en la ley N° 19.882 que regula la nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica; mejoramiento de grado de planta de administrativos y auxiliares y nuevos cargos concursables de planta directiva, profesional y técnica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, Dirección de Fronteras y Límites, Instituto Antártico Chileno y Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo; asignación de la ley N° 19.999, que establece normas relativas al mejoramiento de la gestión institucional del Ministerio de Relaciones Exteriores, aumento y mejoramiento de cupos en la planta SAG y reglamentación de funcionarios a contrata que pueden ser destinados fuera del país, aumentándose el cupo de ellos.





El Honorable Senador señor Larraín consultó acerca de cuál es la base para el cálculo de la cifra señalada precedentemente.





El Director General de Asuntos Administrativos, señor José Miguel Cruz, respondió que la Subsecretaría representa el 63% del presupuesto global de la Cancillería. Agregó que el costo incremental de 2,2% es considerando el aumento de la Subsecretaría.





Finalmente, al momento de volver a hacer uso de la palabra, el señor Canciller subrogante, señor Riveros, aseguró que el Ejecutivo toma debida nota de todas y cada una de las exposiciones realizadas en esta sesión de la Comisión, por cuanto constituyen un aporte importante en la discusión. Luego, expresó que tanto el Subsecretario de Relaciones Exteriores como el de Relaciones Económicas Internacionales, podrán utilizar, cuando estén en el exterior, la nomenclatura de Viceministro. Añadió que lo anterior les permitirá representar de mejor forma los intereses nacionales, sobretodo en organismos multilaterales, atendido los aspectos protocolares y de precedencia. Advirtió, por último, que es necesario modernizar el archivo del Ministerio de Relaciones Exteriores.

- - -





Posteriormente, hizo uso de la palabra, la Presidenta de la Asociación de Diplomáticos de Carrera (ADICA), señora Marta Bonet, quien agradeció a la Comisión de Relaciones Exteriores, la invitación extendida a la Asociación de Diplomáticos de Carrera para participar de la sesión.





Destacó que esta reunión es la primera instancia formal de participaciónn que se otorga a su gremio para pronunciarse sobre el conjunto de las indicaciones al proyecto de ley de modernización de la Cancillería.




En relación al proyecto mismo, advirtió a la Comisión y a la opinión pública, que observa en la sesión por el canal del Senado, que la iniciativa legal presentado por las autoridades representa una grave amenaza para nuestra diplomacia.





Hizo presente que el paradigma de las relaciones internacionales, como una materia de Estado, capaz de convocar a todas y todos, independiente de su color político, es algo que desaparece bajo la lógica con que ha sido concebido este proyecto.





Agregó que la diplomacia chilena podría estar a punto de recibir un duro revés, lo cual afectaría irremediablemente la exitosa inserción de Chile en el concierto internacional. Enfatizó que, por estas razones, su Asociación (ADICA) rechaza el proyecto de ley hoy en discusión.





Destacó que ADICA realizó una consulta a sus asociados, diplomáticas y diplomáticos en Chile y en el exterior, entre los días 19 y el 23 de mayo del presente año, quienes rechazaron en un 89,5% las indicaciones presentadas por el señor Ministro.





Explicó que los elementos que motivaron el rechazo fueron los siguientes: no responde a una verdadera modernización del Ministerio; aumenta la discrecionalidad en materia de nombramientos por parte del gobierno de turno; no disminuye la burocracia, sino que la duplica; no constituye un avance en materia de carrera funcionaria ni beneficios para Servicio Exterior, y mantiene la discriminación (género).





En cuanto a que el proyecto no responde a una verdadera modernización del Ministerio, sino, más bien, viene a consagrar por ley situaciones de hecho, indicó algunos ejemplos: primero, se crea la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, lo que valoran positivamente pero no resuelve el problema de coordinación con el área política de la Cancillería, que por el contrario aparece debilitada; segundo, crea la Unidad de la Defensa de Chile ante los Tribunales Internacionales (actualmente conocida como Agencia CIJ) que estiman fundamental, sin embargo, notan la ausencia de elementos que permitan configurar una diplomacia preventiva. Tercero, el texto sigue considerando al Ministerio como una repartición centralizada, sin reconocer el aporte de las regiones a la política exterior, limitando a dos el número máximo de coordinadores regionales existentes en el país.





En relación a que aumenta la discrecionalidad en materia de nombramientos por parte del gobierno de turno, expresó las siguientes consideraciones:




Primero, señaló que de las nueve áreas funcionales, únicamente se reserva la Dirección General de Ceremonial y Protocolo al Servicio Exterior, las demás serán cargos de exclusiva confianza. En otras palabras, no se reconoce la capacidad de los diplomáticos para asumir funciones de responsabilidad, como lo hacen actualmente y lo han hecho antes en la Dirección General de Política Exterior, de Planificación y otras. Añadió que no puede ser, como se pretende en el proyecto, que sea Director o Directora Consular alguien que nunca ha sido cónsul.





Por otra parte, en segundo término, manifestó que mientras a los diplomáticos se les aumentan los requisitos de ingreso y ascenso, crecen y se flexibilizan las designaciones de los agregados, según consigna el Título V, nuevo, del proyecto.





Agregó que, en efecto, aumentan a 48 las vacantes para agregados en el exterior, sin mayores requisitos, sin mediar concurso público alguno y sin tope de remuneraciones. Indicó que se refiere a los agregados culturales, laborales, de prensa y científicos, independientemente de los todos los otros agregados comerciales señalados en el párrafo 6° y capítulo séptimo relativo a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.





Sin embargo, advirtió que lo más grave se encuentra contenido en el artículo 31 del proyecto de ley, que permite que cada nuevo gobierno monopolice todos los cargos Directivos del Ministerio.





Añadió que la dotación actual de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores es de 1.066 personas, por lo que el 7% equivale a 74 personas. Bajo esta formulación, expresó que los nuevos funcionarios a contrata que entren con cada gobierno podrían monopolizar todos los cargos de Directores, a excepción de Ceremonial y Protocolo.





Hizo presente que lo anterior conlleva un daño tremendo a la política exterior, pues deja de ser una política de Estado y pasa a ser una política del gobierno de turno, lo cual nos equipararía a Cancillerías no profesionales, alejándonos de los estándares OCDE y otros más cercanos como Itamaraty y Torre Tagle.





Sobre que no se vislumbran esfuerzos para disminuir la burocracia, sino que al contrario la duplica, afirmó que, por ejemplo, la creación de la Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior, responsable de la coordinación del Ministerio de Relaciones Exteriores con los distintos Ministerios y demás órganos de la Administración del Estado en aquellos asuntos que inciden en la política exterior de Chile, constituiría una nueva capa intermedia que haría mas lentos los procesos y la toma de decisión. Indicó que, actualmente, todas las direcciones del Ministerio tienen interlocución con sus contrapartes técnicas, por lo que esta nueva dirección del sistema integrado solo crearía burocracia. Recordó que intentos anteriores en esta línea han fracasado por el mismo motivo.




En cuanto a que el proyecto de ley no constituye un avance en materia de carrera funcionaria ni de beneficios para el Servicio Exterior, señaló que el fin de la carrera es un aspecto central para su gremio, ya que permite la proyección profesional de los más jóvenes. Al respecto, relevó que, a diferencia de anteriores proyectos de ley, éste no se hace cargo del fin de la carrera, ya que únicamente propone un mecanismo de retiro voluntario de alcance limitado, con lo cual no existe un estímulo para las nuevas generaciones.





Por otra parte, expresó que nada dice respecto a la capacitación, tan necesario para promover la profesionalización del servicio exterior en el dinámico mundo actual, el cual se reconoce en otros sectores, tales como el judicial y las Fuerzas Armadas y de Orden. Además, informó que se elimina el requisito de título profesional para el ingreso a la carrera diplomática, reemplazándolo por una Licenciatura.





En cuanto a los beneficios, explicó que las mejoras están condicionadas, por ejemplo, los funcionarios que se desempeñan en lugares distantes como Kenia o Vietnam tendrán dos días de feriado legal extra, para el caso que decidan viajar a Chile. Sin embargo, señaló que todo funcionario público destinado en el extremo norte y sur del país el Estatuto Administrativo, en su artículo 106, les otorga hasta cinco días hábiles de feriado, por tanto, reclamó que constituye una discriminación.





Agregó que en los destinos complejos se aplica un factor diferenciado para el cálculo de costo de vida para la 5a y 6a categoría exterior, lo cual fomenta el envío de secretarios a estos lugares. Al respecto, se preguntó cuál es la razón de política exterior en este caso. Añadió que, mientras tanto, la autoridad no se hace cargo de la obligación de otorgar cobertura de salud en el exterior a sus funcionarios, los que deben pagar de sus emolumentos dos veces por dicho concepto: Isapre en Chile y el seguro de salud en el exterior. Por ello, reclamó que no se puede hablar de modernización, si no hay avances en materia de profesionalización y de carrera.




Por último, manifestó que el proyecto de ley perpetúa dos discriminaciones históricas presentes en el Servicio exterior: en primer lugar, la discriminación que aqueja a las mujeres en materia de asignación familiar, ya que, actualmente, a los colegas hombres y casados se les paga a todo evento una asignación familiar por sus cónyuges, la cual no es pagada a las mujeres, generando una brecha salarial entre colegas que realizan un mismo trabajo únicamente por razón de su género. Enfatizó que ello es inaceptable, aún más si se tiene en consideración que el proyecto de ley de 2008 -al cual se están formulando estas indicaciones- sí corregía esta discriminación arbitraria. En segundo lugar, agregó que mantiene la inhabilidad para que los familiares de funcionarios del Servicio Exterior puedan ingresar a la carrera diplomática, lo que considera una norma inconstitucional.




Prosiguió su intervención, expresando que el Ministerio de Relaciones Exteriores ha avanzado bastante en materia de modernización, mejorando la gestión interna y de recursos financieros, haciendo más transparente su función y facilitando la atención a la ciudadanía: en esto último, la atención consular y la implementación de la Apostilla de La Haya, son señales de éxito.





Manifestó que toda modernización requiere de recursos suficientes. Sin embargo, aclaró que las normas que los rigen, el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, que fija el Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores y el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, están prontos a cumplir cuatro décadas, siendo que tanto las relaciones internacionales como la política exterior de Chile han cambiado sustantivamente desde entonces, lo cual se puede observar en la mayor cantidad de embajadas que existen actualmente.





Por todo lo anterior, aseveró que las diplomáticas y diplomáticos de carrera siguen esperando un proyecto de ley de verdadera modernización, el cual debe contener los siguientes aspectos: realzar el rol del Ministerio de Relaciones Exteriores; recursos financieros suficientes para desarrollar una política exterior moderna y proactiva; fortalecer y reconocer el aporte de los funcionarios públicos, y evitar la discrecionalidad, mediante un efectivo equilibrio entre autoridad y servicio público, sin importar el gobierno de turno.





Recalcó que esa es la posición de su gremio. Por tanto, no apoyan este proyecto de ley, ya que causa un daño tremendo al Ministerio y al interés nacional. Sin embargo, indicó que están dispuestos a ser constructivos y por ello aspiran a que este proyecto se devuelva al Ejecutivo, a fin que se haga el trabajo pre legislativo que debió hacerse en su oportunidad. Añadió que, si ello no ocurre, solicitan participar en los grupos de trabajo o análisis que la comisión constituya, porque quieren ayudar en la discusión, ya que tienen propuestas concretas para convertir al Ministerio de Relaciones Exteriores en la Cancillería que Chile espera y se merece.





A continuación, la Presidenta de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, AEMRE, señora Silvia Mora, expresó que su entidad no comparte las indicaciones sustitutivas de este proyecto, el cual es rechazado por el sesenta y siete por ciento de sus asociados, en atención a que no aborda debidamente un cambio estructural que les permita materializar la modernización esperada y no considera los principios de transparencia, participación y respeto de la carrera funcionaria. Añadió que creen que un proyecto de modernización, para tener legitimidad, debe ser consensuado con todas las asociaciones de funcionarios, pues ellas representan a los actores principales de cualquier relación laboral.





Enfatizó que un proyecto de ley que moderniza a la Cancillería se debe hacer con la participación activa y efectiva de los trabajadores, situación que, una vez más, no ocurrió. Añadió que se falta a la verdad cuando se señala que hubo múltiples reuniones y consultas a las asociaciones. Al respecto, precisó que dichas reuniones fueron ocasionales, meramente informativas, y que nunca tuvieron las características de un dialogo transparente; ya que no hubo un trabajo conjunto con el representante ni el equipo encargado de la elaboración del documento con las indicaciones sustitutivas, cuya discusión hoy se inicia. Agregó que la participación de las asociaciones en estas reuniones se tradujo en conocer los aspectos más relevantes, que según la autoridad debía contener el proyecto. Indicó que a mediados del año 2016 la autoridad los reunió para informar que, por problemas presupuestarios, se debía construir un proyecto al menor costo, para que de ese modo fuera aprobado por la Dirección de Presupuestos.





Manifestó que su asociación participó en algunas reuniones con el Embajador Artaza, quien estaba a cargo de la elaboración del nuevo documento. Añadió que, en septiembre del año 2015, le entregaron un documento elaborado conjuntamente por todas las asociaciones del Ministerio de Relaciones Exteriores, del cual nunca se tuvo respuesta, desconociéndose cuales habían sido las propuestas acogidas.





Explicó que el documento que hoy se discute fue dado a conocer a las asociaciones el día 8 de mayo, recién un día antes de que el señor Ministro lo presentara a la Comisión, pese a que había un compromiso de ser entregado a las asociaciones una vez firmado por la Presidenta de la República, hecho ocurrido el día 18 de abril 2017. Advirtió que han tenido un estrecho margen de tiempo para discutirlo entre ellos y consultar a sus asociados, por lo cual, se les ha dejado como única instancia de negociación, el diálogo con la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado.





Señaló que este proyecto fue elaborado al menor costo posible y que no se logra visualizar la tan anunciada modernización de la Cancillería, ya que no acoge las necesidades de reestructuración de los organismos dependientes del Ministerio como el Instituto Antártico Chileno (INACH), la Dirección Nacional de Fronteras y Límites (DIFROL), y la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales (DIRECON), que con sus actuales estructuras no responden a las necesidades del Chile actual y futuro. Añadió que, a lo mejor, el concepto que define la autoridad no es el mismo que entienden los funcionarios de este Ministerio. Para AEMRE, el concepto de modernización lleva implícito un mejoramiento de la gestión, a través de una estructura real y adecuada, que permita el logro de los objetivos institucionales, con funcionarios con competencias, experiencias y capacitación en la misión de esta Secretaria de Estado.





Expresó que, actualmente, el Ministerio de Relaciones Exteriores cuenta con un alto porcentaje de funcionarios a contrata, en todos sus organismos, situación contraría a lo señalado en el artículo 3, letra c, y el artículo 10 de la ley N° 18.834, que define el empleo a contrata como aquel de carácter transitorio. Sin embargo, hizo presente que estas personas han pasado a cumplir funciones permanentes, con más de veinte años en esa calidad, lo que demuestra claramente la necesidad imperiosa de que sean considerados en una reestructuración, que refleje las necesidades reales de contar con ellos, como parte de la planta de funcionarios y no perpetuar una situación que a nadie favorece.





Agregó que en este proyecto no se visualiza un fortalecimiento de la carrera funcionaria, que permita desempeñar el trabajo con una mayor estabilidad y profesionalismo. Indicó que el hecho de facultar a la autoridad para nombrar a funcionarios que no pertenecen a la planta, en cargos directivos o de jefatura, es un claro freno a la carrera funcionaria de quienes llevan años en la institución, los cuales ingresaron por concurso en el último grado de sus respectivos escalafones, que hacen carrera conforme a los estipulado en el Estatuto Administrativo a través de concursos para los directivos, profesionales y técnicos, y de promoción por vacancia de grados para los administrativos y auxiliares, y que para poder ascender en la escala única de remuneraciones se han tenido que perfeccionar, a sus propias expensas, a través del estudios de diplomados y magister en el caso de los directivos, profesionales y técnicos, y de la obtención de títulos profesionales, en el caso de los funcionarios de las plantas administrativas y de auxiliares.





Luego, indicó que se solicitó que este proyecto definiera una homologación en el trato, de manera que fuera igualitario para todos los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, sin distinción del organismo al cual perteneciera. Sin embargo, señaló que la actual iniciativa legal profundiza aún más estas desigualdades, pues se puede distinguir, claramente, que para algunos organismos hay mejores beneficios que para otros, tales como el aumento de cupos para las destinaciones al exterior, el encasillamiento de las plantas y la asignación mensual de estímulo de la ley N° 19.999. Advirtió que estas desigualdades dañan profundamente el clima laboral, el cual necesario en toda organización para el cumplimiento de los objetivos institucionales, situación que desmotiva a los que reciben menores beneficios.





Prosiguió señalando que el encasillamiento contemplado en el proyecto no considera, ni reconoce, el aporte y las aspiraciones de los funcionarios que se desempeñan en calidad de suplentes externos y a honorarios, muchos de los cuales llevan más de diez años en la institución. Manifestó que dicha situación les parece injusta y que esta ley de modernización es la oportunidad y la ocasión para poner fin a una situación de desprotección en que se desarrollan esas personas.





Expresó que el proyecto genera una gran incertidumbre, pues será implementado en forma gradual, a través de decretos con fuerza de ley que serán endosados a futuros gobiernos, lo cual los deja en status quo en cuanto a esperar una verdadera reestructuración y el tan deseado fortalecimiento de la carrera funcionaria. Añadió que al dejar a un reglamento la fijación de la organización interna de la Subsecretaria y de sus organismos dependientes, se le dota como un mecanismos de creación de derechos, en circunstancias que entienden que su función es ser un instrumento de ejecución de la ley.





Agregó que este proyecto debería aprovechar la oportunidad de constituirse en una verdadera ley de planta, que considere la incorporación de los funcionarios que se encuentran en la calidad jurídica de contratas, suplencias externas y honorarios. Precisó que esto no requiere de recursos adicionales, sino que solo requiere de la voluntad política para lograr una reestructuración acorde a las necesidades actuales, a fin de poder contar con funcionarios preparados, capacitados y con experiencia en los temas y gestión de las relaciones internacionales.





Por último, aseveró que el proyecto no refleja la necesaria modernización requerida para el Ministerio de Relaciones Exteriores, puesto que no considera una real reestructuración, conforme a las necesidades institucionales para ejecutar una eficiente política exterior.





Seguidamente, la Presidenta de la Asociación de Profesionales del Ministerio de Relaciones Exteriores (APROFEX), señora Manola Verdugo, recordó que existieron dos proyectos relativos a Cancillería: el del año 2008, que sólo los consideró aumentando las destinaciones para la planta de la Secretaría y Administración General (SAG); y el del año 2013, que hacía un pequeño encasillamiento, además de aumentar las plantas. Precisó que, en todo caso, nunca existió en ambos una propuesta de reorganización.





Acotó que han sido cautos con este proyecto, porque su experiencia desde el año 2008 como Directiva, les indica que cada cosa que contempla el proyecto, cuesta.





Señaló que les preocupa, como Asociación, seguir con proyectos que al final no llegan a nada, más aun teniendo en cuenta que no son la prioridad del Servicio. Por ello, lamentó que no se releven las áreas administrativas de la Cancillería, porque, en su opinión, ahí el Estado de Chile no está haciendo las cosas bien: las auditorias, los servicios de comunicación, los archivos históricos, entre otros.





Por tanto, expresó que se referirá sólo a lo que para ellos es rescatable del proyecto, para lo cual solicita la ayuda de la Comisión a fin de que mejore.





Explicó que hay dos cosas importantes para la gente del Ministerio que representa: establecer una nueva planta y las destinaciones al exterior.





En relación a lo primero, indicó que el encasillamiento tiene que ser real, de manera que estipule una cierta cantidad de gente que realmente ingrese a la Planta. Añadió que no proponen porcentajes, sino que haya alguna aproximación a eso, y un reconocimiento a las carreras de personas que llevan diez y quince años en el Servicio. Por tanto, solicitó la ayuda de la Comisión en relación con los decretos con fuerza de ley que se van a hacer, con el objeto de que puedan negociar un protocolo con las autoridades, de manera que se refleje lo que la gente quiere. Añadió que, de hecho, hay una disposición del Ministerio de Hacienda en donde establece un protocolo de cómo se debe llegar a destino con esto.





En cuanto al encasillamiento, la Secretaria de la Asociación, señora Marcela Galaz, explicó que el encasillamiento se va a establecer en un decreto con fuerza de ley. Añadió que en el caso de la Planta de los Profesionales, el proyecto de ley establece 23 nuevos cupos, siendo que actualmente la Planta tiene 43 profesionales, de los cuales 22 ya tienen una contrata superior a su grado. Por ende, señaló que no es un avance los nuevos 23 cupos, pues ya están ocupados por la misma gente de planta que tiene un grado superior al que está.





En consecuencia, manifestó que ahí no hay ningún ingreso de la gente a contrata, no hay ninguna perspectiva de ingreso en ese sentido, considerando que la cantidad de profesionales a contrata son 166. Por ello, planteó establecer un encasillamiento en dos partes: uno para la Planta y otro para la gente a contrata, para que efectivamente puedan ingresar profesionales a ésta, que tengan años de servicio, y que el encasillamiento de personal de planta sea acorde a lo que existe en la actualidad, porque muchos de los funcionarios de planta tienen grados superiores no porque sí, sino que porque cumplen una función profesional, son subdirectores o directores. Planteó que ellos deberían quedarse en ese grado, además de que llevan mucho tiempo en ese grado a contrata, encasillado.





Destacó que eso es lo que les gustaría que quede establecido en los decretos con fuerza de ley, y que éstos, además, sean acorde al Protocolo de Acuerdo que se tiene con la Dirección de Presupuestos.





Retomando la palabra, la señora Manola Verdugo advirtió que mantener esta política de contrataciones de Plantas y Contratas le hace mal a los servicios, sobre todo, en el caso del Ministerio de Relaciones Exteriores, en donde a la fecha los beneficios para unos y otros son distintos. Añadió que si se establece un encasillamiento con estas restricciones una gran cantidad de gente no lo aprobará, lo que es pernicioso.





Agregó que otro punto a considerar en los decretos con fuerza de ley es un ingreso verdaderamente real, porque esto de los concursos es irreal. Al respecto, se preguntó por la gente que está en el grado 6, cómo van a concursar, si todos tienen la misma antigüedad, poseen un magister, y están calificados en lista 1, por qué van a dejar entrar a algunos y a otros no. Añadió que son situaciones que se dan y que tienen que ser resueltas con mucha transparencia. Afirmó que la gente tiene que validarse en sus puestos, probar que quedó porque era capaz y no por casualidad o amistad con un jefe.





En cuanto al segundo tema, las destinaciones al extranjero, señaló que los funcionarios de la Planta Servicio y Administración General pueden ser destinados, hasta por dos años al exterior. Añadió que, hasta el momento, sólo lo pueden ejercer los funcionarios de Planta y no los de contrata, situación que los llevó a pedir que se hiciera un rol para la gente de contrata. Sin embargo, indicó que el proyecto no les gusta porque establece condiciones distintas a la gente de planta con respecto a la de contrata.





Sin embargo, manifestó que, en noviembre de 2016, la Dirección de Fronteras solicitó un dictamen a la Contraloría “en relación a la procedencia de destinar al extranjero a funcionarios a contratas”. Añadió que en su respuesta el órgano contralor señaló que “resulta procedente la destinación de funcionarios a contrata”, agregando en su dictamen que reconsidera toda jurisprudencia en contrario, lo que generó la inquietud de sus compañeros a contrata que solicitaron la aplicación inmediata de esta norma en la Subsecretaría.





Informó que el proyecto, en su artículo 12, establece la concursabilidad para efectuar las destinaciones a contrata, situación que no rige para los de Planta. Al efectuarse esa distinción, expresó, se dispone en su texto un tratamiento discriminatorio y arbitrario que no resultaría concordante con el respeto de la garantía de igualdad ante la ley. Por ello, solicitó que en la ley solo quede el número de cupos y categorías que se asignen a su planta, y en un decreto con fuerza de ley se establezcan las condiciones y procedimientos que serían ocupados para su ejecución, para todos, resguardando en ese mismo cuerpo legal las expectativas de los funcionarios de planta titulares que tenían la aspiración a ser destinados en un determinado año.





Destacó que esos puestos son muy importantes, pues apoyan la labor de los diplomáticos en los consulados, los cuales en muchas partes, por su exceso de trabajo, no dan abasto con su labor.





Agregó que las personas ya tienen considerado hasta qué día y qué año le va a tocar estar destinado, por lo cual si se alteran esos periodos, crea un problema mayor en el Ministerio. Por tanto, solicitó que quede bien ordenada dicha situación, en una condición de igualdad para todos.





Luego, indicó que la Cancillería está exenta de los denominados operadores políticos o de problemas que ha habido en otros ministerios, porque al estar el servicio exterior en las jefaturas deseables y que realmente son de interés público, hace que el resto de los funcionarios sean profesionales o técnicos, y que la gente a contrata responda a un grado o cargo determinado.





Manifestó a que ellos le interesa que el proyecto sea despachado. En ese sentido, planteó que el Servicio Exterior no se sienta pasado a llevar, por eso sugirió hacer lo mismo que se hizo en el proyecto del ex Ministro Moreno, en donde algunas Direcciones las ejercían exclusivamente los funcionarios del Servicio Exterior y otras no.





Agregó que así como pide esa exclusividad para el servicio exterior, para que ellos se sientan reconocidos, porque además quizás son los mejores para esos puestos, también solicita lo mismo para las Direcciones Administrativas, con el objeto que haya una definición respecto de cuál es la carrera de los profesionales técnicos en el Ministerio. 





Por último, indicó que, en este momento, todos las áreas que son de soporte, como son los auditores, requieren de gente especializada. Añadió que se necesita una gestión profesional, por lo tanto, creen que en un futuro proyecto de modernización de la Cancillería también deberían estar definidas las áreas de competencia.





A continuación, el Presidente de la Asociación de Funcionarios de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales (AFUD), señor Raúl Vilches, expresó que tiene el honor de representar a más de seiscientos funcionarios que, a lo largo de los últimos años, han sido un eslabón principal en la implementación de unos de los aspectos más relevantes de la gestión de la Cancillería chilena, cual es la apertura económica comercial. Añadió que nuestro país ha firmado más de veinte Tratados de Libre Comercio a nivel internacional, lo que ha abierto nuestra economía, facilitando el modelo de desarrollo económico chileno.





Valoró que todo lo anterior se ha hecho con una estructura construida durante los últimos treinta años, donde se ha generado una red de más de cincuenta oficinas comerciales en el mundo, independientes de las embajadas, más una red regional, además de ser la única estructura del Ministerio de Relaciones Exteriores con presencia en las quince regiones, lo que ha sido posible, gracias a sus funcionarios.





Por lo anteriormente expuesto, lamentó y criticó que no se les haya consultado en la elaboración del proyecto, pues dice relación, en su caso, con la implementación y el desarrollo de una política comercial, la cual es muy importante para Chile.





Señaló que nuestro país ha cambiado en los últimos años. En ese contexto, manifestó que la construcción de políticas públicas requiere de un trabajo participativo, donde estén todos los actores sociales: funcionarios, academia, sociedad civil representada, con diagnósticos internacionales a fin de elaborar un proyecto de envergadura, como lo es modernizar los aspectos que están directamente relacionados con el desarrollo económico, político, social y cultural de Chile en tiempos de globalización.





En este contexto, reclamó que este proyecto no ha tenido una forma moderna, participativa y sin miedos, a objeto de escuchar, y generar ideas y debates, no solo con ellos, sino que también con otros actores. Reiteró que se ha preferido una forma más antigua de elaborar las políticas públicas, para desarrollar este proyecto.





Luego, informó que se referiría, en particular, a la creación de una Subsecretaría. Al respecto, manifestó su preocupación por el proyecto, tal como está al día de hoy. Añadió que la creación de la Subsecretaría responde más a la búsqueda, durante años, de un estatus para el Director de la DIRECON, ya que cuando sale del país, no va con un cargo de viceministro o subsecretario, que de generar una estructura que pueda profundizar las relaciones económicas internacionales.





Agregó que cuando se firma un tratado, o cuando se ejerce política de promoción de exportaciones, su institución tiene que vincularse con otros actores: Ministerio de Energía, Ministerio del Medio Ambiente, Ministerio de Economía, pues se realiza un trabajo integral nacional de inserción y análisis, lo que no está contemplado en la forma que este proyecto tiene pensado para implementar las relaciones económicas internacionales.





Consideró que se genera una estructura burocrática, porque las funciones de la Direcon y de la Subsecretaría son similares, generando una duplicación de funciones. Añadió que la iniciativa legal en estudio elimina la actual DIRECON, creando tres servicios: la Subsecretaría; la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales; y la Dirección de Promoción de Exportaciones. Añadió que la DIRECON tendrá la potestad de diseñar, proponer y estudiar la política comercial chilena, la cual tendrá que entregar a la Subsecretaría, quien, su vez, tiene la misma misión.





Enfatizó que, hoy en día, hacen el trabajo con una Dirección y con un Director General, y que ahora tendrán una estructura con cargos políticos que se agregan y que suman una burocracia que no sirve para los tiempos modernos y para las relaciones económicas internacionales, tal como está concebido en el proyecto.





En relación a las funciones, indicó que existen contradicciones con respecto a cómo se está distribuyendo el poder, pues de los seiscientos funcionarios, el 80% está a contrata, fruto de un trabajo realizado durante los últimos tres años, durante el cual se pasó el 80 % de la gente que estaba a honorarios a contrata.





Explicó que ello significa que no tienen una carrera funcionaria dentro de la Institución, por lo cual el proyecto es una falta de respeto para sus asociados, pues los funcionarios han contribuido durante estos treinta años al país, a través de la implementación de la política comercial. Por lo anterior, lamentó que no se les tome en consideración para poder regularizar la situación funcionaria y crear una carrera interna, todo lo cual va en desmedro de lo que es un avance y de una modernización.





Explicó que, en la actualidad existen cincuenta y cuatro oficinas comerciales, a cargo del mismo número de agregados comerciales, los cuales, como está el proyecto hoy día, quedarían sujetos para su destinación a la voluntad del Subsecretario, sin pasar por ningún requisito previo, solamente tiene que ser propuesto por la Dirección de Promoción de Exportaciones. Añadió que lo anterior significa que no tienen ninguna carrera, o la posibilidad de manifestar quiénes son los que van a ser nuestros representantes comerciales en el exterior. Al respecto, se preguntó dónde están las cortapisas para permitir que un funcionario tenga una carrera, y quién los va a seleccionar y bajo qué criterio. Concluyó que todo esto queda al amparo de la decisión de un Subsecretario, a propuesta de un Director General. Precisó que, actualmente, esas atribuciones las tiene un Director General, pero requiere de la visación del Presidente de la República y del Ministerio.





A continuación, señaló que ha sido muy importante para ellos avanzar hacia procesos que generen una mayor estabilidad para los funcionarios. Al respecto, criticó que existan funcionarios de DIRECON que tengan más de veinte años a honorarios o a contrata, situación que el proyecto no aborda. Se preguntó cómo hacer un reconocimiento a aquellos profesionales que llevan tanto tiempo para que puedan optar a la ley de incentivo al retiro o puedan generar una carrera.





Sobre lo anterior, manifestó que han hecho varias propuestas, incluso pensar en un nuevo contrato, Código del Trabajo u otro, que permita asegurar una posición y un desarrollo al interior de la DIRECON. Resaltó que nada de eso existe en el proyecto, pues solamente está enfocado a lo que es la creación y rectificación de plantas, pero para los cargos de jefatura, porque existían jefaturas que no tenían responsabilidad administrativa. Explicó que, desde hace un tiempo, los Directores Regionales o Jefes de Departamentos, como no tenían una planta, estaban bajo la modalidad de honorarios, generando un problema en lo que es la responsabilidad administrativa del Estatuto Administrativo, pues no son sujeto de sumario. En todo caso, reconoció que eso sí se estaría mejorando, lo que es un pequeño avance.





Luego, manifestó su preocupación por que se propone dividir en dos la DIRECON: una Dirección General, que trabajarían en la negociación de acuerdos, y otra, PROCHILE, que se dedicaría a la promoción de exportaciones.





Sobre lo anterior, indicó que todos los análisis internos que han desarrollado dicen que debería haber una integración entre el trabajo de inserción económica con la labor de promoción de exportaciones. Añadió que existen dos culturas diferentes en esos aspectos, pero que el proyecto mata esa posibilidad de asociatividad, con el agravante del costo que implica para el presupuesto público, al dividir dos cosas que ya existían, y crear tres sub estructuras, lo que genera una mayor burocracia dentro de la Cancillería.





Por lo expuesto, aseveró que tienen preocupación por la implementación de este proyecto, ya que no quieren que se transforme en un nuevo Transantiago, porque requiere de un decreto con fuerza de ley, que implica muchas decisiones por parte de un Subsecretario. Pidió a la Comisión estudiar las funciones que tienen estas tres direcciones, porque, a su juicio, son contradictorias





Expresó que aspiran a un reconocimiento por el gran trabajo que han efectuado. Recordó que son objeto de estudios en otros países; ofrecen exposiciones; laboran en la promoción de exportaciones; trabajan con el sector alimentario; con los sectores tradicionales y también avanzan en la exportación no tradicional de la nueva economía, donde los funcionarios tengan un rol activo, incorporando los principios que siempre han dicho desde el año 2008.





Finalmente, reiteró que el proyecto requiere de la participación de todos, con un énfasis en la profesionalización, la concursabilidad para la carrera funcionaria, y la gestión eficiente y eficaz del Estado en algo tan sensible, como lo es el desarrollo económico para todos los chilenos.





Seguidamente, el Presidente, de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, AEMRE XII Región y Antártica Chilena, señor Ricardo Jaña, agradeció a los Honorables Senadores miembros de la Comisión, la invitación cursada a su Asociación AEMRE, Directorio XII Región, para expresar su opinión respecto al proyecto de ley para la modernización de la Cancillería y sus indicaciones.





Expresó que representa a la mayoría de los funcionarios que laboran actualmente en el Instituto Antártico Chileno (INACH), específicamente el 69%, esto es 33 de 49 personas. Añadió que el Instituto es un organismo técnico que goza de plena autonomía en todo lo relacionado con asuntos antárticos de carácter científico, tecnológico y de difusión, y que es un Servicio dependiente del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Respecto al proyecto, indicó que no están de acuerdo con la actual formulación y alcance del mismo y con las indicaciones sustitutivas. Principalmente porque no visualizan que se produzca una real modernización del Instituto Antártico Chileno (INACH).





Destacó que ello ha quedado demostrado en la presentación realizada por la Presidenta de la ADICA, donde el INACH no aparece en el organigrama presentado.





Respecto a la modernización de la Cancillería, opinó que es una tarea compleja, relevante y necesaria para el Estado de Chile. Por esto, aseveró que la modernización debe ser efectiva y completa, no sólo una aproximación.





Manifestó entender las limitaciones y la decisión de los Ministros de Relaciones Exteriores y de Hacienda, de iniciar un proceso gradual que permita dar inicio a la modernización. No obstante, aclaró que ello no debe implicar que se inicie apresuradamente y sin contemplar aspectos claves.





Explicó que la Antártica es un territorio geopolíticamente estratégico, razón por la cual el Estado de Chile no debe debilitar su accionar en un contexto internacional de alta demanda. Añadió que otras acciones modernizadoras apuntan en la misma dirección, tales como el proyecto de ley para actualizar el Estatuto Chileno Antártico y la Política Antártica Nacional. Al respecto, solicitó que tiene que haber coherencia para conseguir alcanzar las metas trazadas.





Por las razones anteriores, expresó que, como recurso humano especializado del Estado en lo Antártico, aspiran a que esta acción modernizadora también se ocupe del organismo técnico que cumple un rol clave a través de su misión y funciones.





Por ello, lamentó que el proyecto de ley sólo contenga dos alusiones explícitas al Instituto Antártico Chileno: la primera, que lo refiere como uno de los organismos que será objeto de las tareas de la Dirección de Planificación y la segunda, en la identificación como uno de los Servicios que el Departamento de Traducciones debe atender para realizar la traducción de documentos oficiales.





Respecto a las indicaciones sustitutivas, manifestó que las referencias son más precisas, pues se indica la nueva dependencia de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores; se reafirma la participación como miembro del Consejo de Política Antártica, y se modifica el decreto con fuerza de ley Nº 82, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que aprueba el Estatuto Orgánico del Instituto Antártico Chileno, en el sentido que el INACH tendrá la facultad para percibir ingresos por la venta de servicios. Precisó que esta posibilidad no es compartida por ellos, puesto que creen que atenta contra el espíritu del Tratado Antártico y la provisión de presupuesto corriente.





Informó que se deja para un futuro decreto con fuerza de ley la fijación de la planta, a contar de un año de aprobado este proyecto en estudio y, además, sujeto a la disponibilidad de recursos. Añadió que, seguidamente, en un par de artículos se menciona al instituto Antártico Chileno, respecto a las condiciones para encasillamiento y probables concursos internos que estarán sujetos a las condiciones que se establezcan en un futuro decreto con fuerza de ley. Precisó que esa es la actual modernización que se indica para el Instituto Antártico Chileno.





Reclamó que han tenido dificultades para conocer detalles del mismo, los han solicitado, pero no han tenido éxito en conseguirlos. Añadió que los montos proyectados que han trascendido, proporcionalmente el menor de todos los otros servicios dependientes, no satisfacen el aumento de la dotación requerida.





Por lo anterior, manifestó que tienen la seguridad que no se han considerado debidamente las condiciones organizacionales de los recursos humanos para cumplir su misión. Resaltó que es necesario aumentar la dotación de personal, reconocer las cualificaciones profesionales, condiciones para la promoción y una efectiva carrera funcionaria, además de una necesaria actualización de los vínculos con la Cancillería, a fin de apoyar más ágilmente, los temas políticos antárticos con los fundamentos técnicos requeridos en el actual desarrollo del Sistema del Tratado Antártico. Advirtió que no debe existir discriminación entre los beneficios otorgados a los funcionarios de los distintos organismos del Ministerio.





Afirmó que están seguros que son necesarias mayores consideraciones y precisiones sobre modernización para realizar efectivamente el trabajo que el Estado de Chile necesita del Instituto Antártico Chileno, pues sólo así tendrán condiciones adecuadas para contribuir a mantener los derechos y la presencia que el país tiene en este territorio.





Por último, hiso presente que no evidencian en el actual estado de esta iniciativa, especificaciones claves que involucren cambios modernizadores estructurales en el INACH.





Seguidamente, el Presidente de la Asociación de Funcionarios de Apoyo Logístico del Ministerio de Relaciones Exteriores (AFUL), señor Víctor Gómez, indicó que para su estamento es importante considerar todas las observaciones y las opiniones de sus Asociaciones amigas. Afirmó que las respaldan y creen que es de justicia reconsiderar este proyecto, debido a que existen situaciones muy discrecionales, y, en definitiva, los dejan en el mismo estado en que se encuentran en el Ministerio de Relaciones Exteriores.





Aseveró que su estamento está medianamente envejecido, en un proyecto que contempla cuatro etapas para poder llevarlo adelante, si es que se aprueba, siendo la cuarta etapa la del gasto en personal.





En relación al envejecimiento del personal, señaló que en cuatro años más esta planta se va a ir renovando, porque muchos están en proceso de jubilación. Por tanto, acotó que un número alto de funcionarios no alcanzará a recibir los beneficios de esta modernización, estudiada por años. Opinó que llevar a la realidad este proyecto va a ser difícil, pues lo más probable es que su tramitación se prolongue.





Estimó que si no se llega a un acuerdo formal o concreto, seguirán con la idea de la modernización de la Cancillería, tal como ha ocurrido durante los últimos veinte años.





Sobre el proyecto, aseveró que éste es el que más concuerda con las interpretaciones de las Asociaciones. Lamentó que quizás no puedan llegar a una decisión concreta, que responda a las aspiraciones de los funcionarios. Añadió que esta planta envejecida, que aspiraba a una mejor modernización, con una estructura definitiva del Ministerio de Relaciones Exteriores, tampoco la ven reforzada o planteada en este proyecto.





Criticó que, si bien es cierto, la definición de este proyecto determina muchas cosas, la discrecionalidad que se le otorga a la autoridad de turno es importante, lo cual puede terminar en que no se cumplan los anhelos del personal, en orden a disponer de más beneficios o más puestos de trabajo.





Hizo presente, que hoy en día las contratas sobrepasan la Planta de Secretaria y Administración General del Ministerio, por tanto, la carrera funcionaria se encuentra limitada y no pueden optar a seguir ascendiendo o a cambiar a una planta o a otro concurso.





Criticó toda esta situación, ya que habrá muchas personas que no estarán en el futuro, y los que vendrán recibirán las mismas consecuencias de este proyecto.





No obstante, reconoció que para la Planta Auxiliar hay dos beneficios: uno, que es el 100% en la sexta categoría exterior, idea por la cual los funcionarios auxiliares han luchado por más de 20 años, con el objeto de reponer dineros que se les habían quitado desde 1978. Al respecto, solicitó que ello siga en el proyecto, porque es un anhelo de todos, en especial, de sus colegas que salen por primera vez, ya que tendrán una opción que el resto, por la edad, no van a alcanzar a disponer.





Opinó que, si bien el encasillamiento es bueno, no es el que aspiraban, pues una corrida de grado o un encasillamiento menor favorece sus salarios, pero no en lo que ellos anhelaban.





Por último, recordó que el año 2005 ocurrió el único encasillamiento que mejoró sustancialmente los grados en su Planta. Por eso, solicitó considerar las discrecionalidades, para así concretar la anhelada modernización de la Cancillería, a fin de conseguir todos los beneficios que la ley les permita y no la discrecionalidad.





Luego, la Presidente de la Asociación de Secretarias (ASECC), señora Nayiberg Almonacid, comenzó aclarando que el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores nunca fue el fruto de un consenso entre funcionarios y autoridades. Aclaró que, si bien hubo reuniones previas, éstas fueron de carácter informativo, y jamás se distribuyó el texto propuesto.





La Asociación que representa, expresó, tiene la convicción de que es necesaria y urgente una modernización de la Cancillería, pero una de verdad, significativa y profunda, nacida de una mirada integral, y no solamente una transformación orgánica.





Recordó que años atrás el Estado de Chile instó a los funcionarios públicos a profesionalizar la administración pública, lo cual se ha reflejado en los últimos diez años en el Ministerio de Relaciones Exteriores. Al respecto, manifestó que, en la actualidad, existe la voluntad de seguir estudiando y perfeccionándose a lo largo de la carrera, por lo que les sorprende e inquieta que este proyecto no recoja esa realidad, ya que los funcionarios no pueden ejercer, porque no se generan las oportunidades ni los espacios, a fin de sacar el debido provecho del funcionario titulado. Añadió que constituye un desmedro para las arcas fiscales el hecho de que un funcionario perciba asignación profesional sin ejercer, además que desincentiva el estudio. Precisó que sólo se les da la oportunidad de ejercer a contrata.





Lamentó que el proyecto no refleje ningún avance respecto a que sus colegas puedan algún día avanzar a la Planta de Directivos, Profesionales y Técnicos (DPT). Reconoció que en la actualidad varias ocupan cargos de jefatura, no obstante, deploró que ellas deban mantenerse en la planta administrativa, ejerciendo sus nuevos cargos a contrata, lo que impide el ascenso de otras funcionarias.





Explicó que la planta administrativa tiene jefaturas de departamento en las siguientes áreas: departamento de pasaporte; departamento de decretos; departamento de registro civil; subdirección de privilegios e inmunidades; jefa de sección reservada de la oficina de partes; jefa de departamento contratos locales y jefa departamento sistema atención consular (Apostilla).





Precisó que, en la actualidad, la Planta Secretaría y Administración General (SAG) tiene 150 administrativos en la planta, entre los grados 10 y 22, existiendo 36 cargos vacantes. Al respecto, valoran el encasillamiento, pero no entienden por qué se eliminan los últimos grados, ya que ellos darían una gran oportunidad para que los 24 funcionarios a contrata que hoy día tienen, puedan pasar a la planta de una vez por todas.





Finalmente, señaló que otros puntos que le preocupa dicen relación con: no aprobar la modificación al artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, que fija estatuto del personal del Ministerio de Relaciones Exteriores; que las funcionarias a contrata puedan ingresar a la planta en el último grado e ir avanzando en su carrera como lo indica el Estatuto; que de los seis cupos que el proyecto entrega a las contratas para postular a destinación, de los cuales sólo uno es para es el escalafón administrativo, se considere al funcionario que tenga más allá de 20 años de servicio, y que las mejoras para ellas se implementen en el primer año, toda vez que la gradualidad de aplicación del proyecto las contempla para el cuarto año.





Por último, hizo uso de la palabra el Presidente de la Asociación de Funcionarios de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AGCID), señor Claudio Madrid, quien indicó que son un servicio que tiene muchas similitudes con la DIRECON, razón por la cual tienen casi los mismos problemas.





Por otro lado, señaló que la cooperación en este proyecto no tiene ninguna relevancia, pues no tiene mayores cambios, salvo la designación de unos agregados de cooperación.





Advirtió que ello es peligroso, porque el proyecto no se hace cargo de que la cooperación ya no es una herramienta ni un instrumento, sino un componente de la política exterior, y que nuestro país está mutando de ser receptor de cooperación a uno que entrega. Lamentó que el proyecto nada diga de esto.





Evocó que la AGCI fue el modelo referente de cooperación en Latinoamérica. Añadió que, por ejemplo, aquí recibieron formación las Agencias de Cooperación de Perú, Colombia y Uruguay. Observó que, ahora, todas esas Agencias son más potentes que la nuestra, por ello le preocupa que no se considere en el proyecto el tema de la cooperación, pues debería ser un componente más relevante de la política exterior.





Por último, señaló que el resto de los problemas que tienen ya fueron nombrados. Sin embargo, advirtió que los funcionarios de AGCID, que se sienten pertenecientes al Ministerio, ven que este proyecto no los iguala con los otros funcionarios de Cancillería, sino que, al contrario, perciben que se agranda la brecha con ellos. Por tanto, solicitó revisar esos aspectos y que se modernice el tema de la cooperación, ya que consideran que no hay una modernización de la Cancillería si se desconoce este hecho, que es parte de la política exterior moderna.

- - -





En la siguiente sesión, hizo uso de la palabra el ex Embajador, señor Gonzalo Arenas, quien afirmó que el proyecto de ley en estudio recoge de buena manera y con una mirada de largo plazo, lo planteado en iniciativas legales anteriores.




Agregó que los principales aspectos que incluye la reforma, son los siguientes:





En primer lugar, una nueva estructura que permite hacer frente a las diferentes tareas que tiene una Cartera como Relaciones Exteriores. Al respecto, puntualizó que se crean: la Secretaría General, que tiene una mirada de largo plazo de la tarea de dirección política del Ministerio; el Sistema de Coordinación, que facilita la proactividad y la anticipación, permitiendo tener posiciones comunes globales en los diferentes entornos en los que trabaja esta Secretaría de Estado; y, por último, la Subsecretaría de Comercio Exterior, que cumple un rol esencial para acompañar en la tarea de nuevos acuerdos internacionales y la modernización de los existentes.





En segundo término, indicó que otra característica del proyecto es la flexibilidad. Añadió que la actual estructura del Ministerio data de cuarenta años atrás, por lo que esta nueva característica permitirá que el Jefe de Servicio tenga las herramientas adecuadas para reaccionar rápida y dinámicamente ante distintos eventos que puede tener en la actualidad.





Un tercer aspecto, expresó, es la de una serie de pequeños acuerdos que permiten un mejor trabajo al interior del Ministerio, por ejemplo, la posibilidad del Jefe de Servicio de encomendar comisiones de servicio.





Enseguida, precisó que los aspectos del proyecto de ley que pueden perfeccionarse son:





a) Insistir en la concursabilidad. Agregó que, en la actualidad, las instituciones modernas exigen cada vez más que los funcionarios esté preparados para sus cargos. Por lo tanto, tener un sistema que permita que todos los cargos de dirección, los agregados y los que salen destinados sean concursados, constituye una herramienta de mérito para tener a los mejores profesionales.





b. Estructuras que se crean y provocan problemas prácticos de funcionamiento, como por ejemplo, el Consejo de AGCID, que reúne Ministros de Hacienda, Relaciones Exteriores, etc. Advirtió que este tipo de estructuras son ineficientes en la práctica, por cuanto es difícil tener a este tipo de autoridades en una misma reunión, salvo que se realice una vez al año.





Finalmente, reiteró que este proyecto de ley recoge de buena manera los aspectos analizados e incorpora mejoras fundamentales para que el Ministerio pueda ser el órgano que conduzca, dirija y coordine el conjunto de la política exterior chilena.





Posteriormente, el asesor del Instituto Libertad, señor Antonio Canale-Mayet, agradeció la invitación a exponer y transmitió los saludos del Presidente de dicho Instituto, don Roberto Ossandón, y de su Director Ejecutivo, don Aldo Cassinelli, por convocar a su entidad a compartir la opinión sobre esta materia.




Señaló que la modernización del Ministerio de Relaciones Exteriores es un anhelo compartido por todos. Añadió que es de común entendimiento que la institucionalidad construida a partir de una norma creada el año 1978, facilita muy poco la adaptabilidad de nuestro órgano de política exterior ante un mundo que experimenta cambios tan veloces, los que ponen en entredicho la capacidad de respuesta, incluso de aquellos Estados a la vanguardia institucional.





En este sentido, estimó que la iniciativa presentada por el Ejecutivo es valiosa, aunque insuficiente, por los motivos que detalla a continuación. Además, consideró que el tiempo de presentación es poco afortunado, por lo que puede pasar a engrosar el número de iniciativas legales en la materia, ingresadas al finalizar el período de gobierno, con las dificultades que esto significa.





En su opinión, las indicaciones ingresadas institucionalizan y formalizan prácticas y mecanismos a través de los cuales la Cancillería ha hecho frente a sus limitaciones organizacionales, para dar adecuada respuesta en las funciones que se le han requerido durante los últimos cuarenta años, por ejemplo, el reconocimiento legal de la Unidad para la Defensa de Chile ante los Tribunales Internacionales.





Valoró también la propuesta de crear una Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales. Añadió que es un paso necesario, que asumía daría mayor flexibilidad en las negociaciones comerciales, dando paso a la liberación de los limitados recursos diplomáticos para el área política del Ministerio, la cual es acusada, muchas veces de manera injusta, de ser reactiva ante las acciones externas en contra de los intereses nacionales o de no desarrollar una política vecinal propositiva, que asegure la representación de nuestras posiciones ante la comunidad internacional.





No obstante lo anterior, manifestó que el proyecto parece no establecer canales de comunicación lo suficientemente fluidos para asegurar un diálogo constante entre ambas partes de la política exterior. Por ello, indicó que la eventual nueva estructura del Ministerio perdería la oportunidad de aprovechar las potencialidades que ofrecen los procesos modernos de integración económica, política, social y cultural, la cooperación internacional y los compromisos multilaterales para hacer frente a las problemáticas globales, sobre todo en momentos en los que se observa, con preocupación, el advenimiento de una ola de proteccionismo desde algunos países desarrollados.





Al mismo tiempo, advirtió que no observa una misión que refleje la aspiración de posicionar a Chile dentro de la toma de decisiones, en un contexto de revisionismo de la institucionalidad mundial, propuesto por las nuevas potencias emergentes. Agregó que la iniciativa tampoco busca activamente la coordinación, colaboración o participación de otros estamentos del Estado, el sector privado, o la sociedad civil en una política conjunta, más allá de su participación como consejeros del Ministro o Subsecretario.





Reparó que, por el contrario, ven un diseño y organigrama que promueve la creación de áreas redundantes, un aumento en la discrecionalidad para designar agregadurías, y falta de oportunidades e incentivos para el desarrollo de una carrera diplomática y funcionaria basada en principios de profesionalización continua, meritocracia y concursabilidad. Al mismo tiempo, observó que los esfuerzos de modernización estarán centralizados sólo en personal, concentrando la gran mayoría de los recursos, lo que puede ser percibido como la generación de una política de gobierno, en desmedro de una real política de Estado.





En su opinión, el proyecto falla en justificar la pertinencia de crear todas las direcciones que propone. En particular, indicó que la Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior sólo parece destinada a ralentizar la toma de decisiones, al instaurar una capa burocrática que duplica las funciones de otras áreas. Añadió que, por lo demás, es parte de la misión y actual estructura de la Dirección General trabajar conjuntamente con los distintos Ministerios y reparticiones de gobierno, con funcionarios de enlace ya definidos, y sin la necesidad de una Dirección que sólo canalice estos requerimientos a las áreas funcionales encargadas. Además, opinó que tampoco queda claro la actividad y alcance que justifique el nivel de Dirección General de la nueva Dirección de Comunicación Estratégica, más allá de situaciones que están siendo abordadas por las unidades de defensa ante tribunales internacionales.





Asimismo, señaló que no se explica el limitado número de coordinadores regionales, los que por lo demás se reportan al delegado presidencial y no a la autoridad regional en caso de aprobarse la elección de estos. Reparó que designar dos funcionarios para regiones extremas, subestima la capacidad e interés de las regiones de participar en el campo internacional, más allá de la promoción económica, y soslaya la paradiplomacia que realizan dichas unidades locales.





En el área económica, expresó que la estructura propuesta olvida el rol fundamental de la promoción de inversiones, tanto la búsqueda de inversión extranjera directa hacia nuestro país como la promoción y protección de las inversiones chilenas en el extranjero. En este sentido, recordó que la teoría de las relaciones internacionales no sólo les atribuye importancia en el crecimiento y desarrollo de una nación, sino las establece como componente trascendental de la interdependencia de los Estados, la creación de confianzas mutuas y el aseguramiento de la paz, especialmente entre naciones vecinas.





Sobre el desarrollo de la carrera funcionaria y su profesionalización, señaló que la reserva de sólo una de las nueve áreas de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, esto es la Dirección de Ceremonial y Protocolo, a funcionarios del servicio exterior es particularmente decidora. Añadió que se entiende que las ocho Direcciones restantes no son del exclusivo monopolio del personal del servicio exterior, y que muchas de las áreas, en la práctica, hoy son lideradas por personal de carrera. Agregó que es cuestionable que no se requiera de justificación para las designaciones externas, existiendo Direcciones como la Consular o la Academia Diplomática, que fácilmente pueden ser homologadas a la de Protocolo.





Luego, aseveró que el establecimiento del 7% máximo de funcionarios a contrata en posiciones directivas, promovido por el gobierno para todas las reparticiones, no debería aplicar en el caso de Cancillería, ya que esto amplía la posibilidad de llegar a 70 funcionarios en esta calidad, lo que no dejaría espacio a los funcionarios del servicio exterior, impidiendo la movilidad y la necesaria renovación. Al respecto, recordó que los profesionales del servicio exterior se encuentran en una situación profesional especial, sólo homologable a la de los funcionarios de las Fuerzas Armadas, con carreras poco flexibles y de muchas limitaciones en cuanto al desarrollo de actividades paralelas. Agregó que la mayoría de las destinaciones no son a países desarrollados y las familias deben acompañarles a donde sea necesario, por lo cual merecen que se consideren medidas que mejoren su situación.





Por último, sugirió a la Comisión se evalúen en paralelo otras iniciativas legales que contribuyan a la profesionalización y mejoramiento de la ejecución de la política exterior, dándole carácter de política de Estado, por ejemplo, la ratificación o consulta del legislativo para designar embajadores políticos.





A continuación, el Honorable Senador señor García-Huidobro señaló que China es nuestro principal socio comercial. Añadió que las exportaciones nuestras hacia dicho país duplican a las que se realizan al segundo país en este aspecto, que es Estados Unidos. Puntualizó que, sin embargo, la presencia en dicho país asiático de funcionarios diplomáticos, cónsules y de PROCHILE, no se condice con los existentes en los Estados Unidos. Así, nuestro principal socio comercial no tiene el apoyo que debería tener por parte de nuestra Cancillería. Al respecto, consultó si existirá un reordenamiento de los consulados y de PROCHILE, teniendo presente nuestra nueva realidad comercial.





En cuanto a los coordinadores regionales, sostuvo que la idea de esta modificación legal era acercar el Ministerio de Relaciones Exteriores a las regiones, que son importantes en materia de exportaciones, en lo científico y en lo cultural. A su vez, subrayó que cada día es más importante la relación que se forja a nivel subnacional entre regiones y comunas, la cual incide en la inserción de Chile en el mundo. Asimismo, hizo presente la necesidad de realizar una rendición de cuenta de la gestión diplomática, tanto económica como política. En este sentido, postuló que sería importante contar con mayor información respecto de lo que se está haciendo en estos ámbitos.





A su turno, el Honorable Senador señor Letelier señaló el problema que existe en materia de inversión, por cuanto la lógica que opera en nuestro país es que la inversión extranjera no tiene una connotación política. Sin embargo, advirtió que no todos los países operan de esta forma. Añadió que a nuestro país le conviene, por estrategia, generar vínculos con países del sudeste asiático, como China y Japón. Agregó que, por lo mismo, inversionistas chinos no vienen a licitaciones a nuestro país y no vendrían a futuras licitaciones, por ejemplo, en materia de litio.





Posteriormente, aseveró que PROCHILE se encuentra mal concebido. En efecto, planteó que se debe ir más allá del ciclo exportador, a fin de atraer inversiones a nuestro país. Asimismo, propuso utilizar el Congreso Nacional como un lugar para validar las negociaciones que se realicen entre Estados sobre inversiones extranjeras, como lo han realizado otros países. Precisó que esta tarea es necesaria si se pretende ser una plataforma para América del Sur.





En relación con la AGCID, recordó que existen opiniones que señalan que este organismo está demás. Al respecto, preguntó si corresponde que solo sea un ente de triangulación de cooperación o bien si nos puede ser útil para entrar a otros continentes.





Por otra parte, llamó la atención respecto de los pocos comentarios que se han realizado acerca de los cónsules honorarios y la extraordinaria función que cumplen. Añadió que no existe una relación moderna con nuestros cónsules honorarios, existiendo un capital humano mal utilizado.





En relación con la estructura del proyecto de ley, el Honorable Senador señor Larraín consultó acerca de si tiene sentido establecer la Subsecretaría de Relaciones Económicas y mantener la DIRECON o más bien sería más eficiente integrar dicha dirección a la señalada Subsecretaría.





Posteriormente, destacó la necesidad de establecer una correlación más dinámica en cuanto a inversiones y exportaciones. Coincidió en que las decisiones sobre inversión tienen una connotación política. Asimismo, concordó con una serie de observaciones planteadas a la iniciativa legal, principalmente en lo que dice relación a una débil carrera funcionaria, excesiva discrecionalidad en designación de agregadurías o en nominación de direcciones.




En lo que se refiere a la coordinación regional, señaló que sólo existen dos coordinadores, siendo que cada región aspira a tener una proyección internacional, mediante un coordinador propio.





El Honorable Senador señor Chahuán, en lo relativo a la rendición de cuenta de los agentes diplomáticos en Chile, observó que nuestra diplomacia carece de la capacidad de generar objetivos y legitimidad, con el fin de ir evaluando como se concretan éstos, pues no existe rendición de cuenta ni informe de gestión. Luego, reiteró que la designación de embajadores que no sean de carrera, debería contar con el acuerdo de los dos tercios del Senado.





Al volver a hacer uso de la palabra, el ex Embajador señor Arenas apuntó que los criterios que han orientado el proyecto de ley dicen relación con los recursos, situación que no refleja las verdaderas necesidades y cómo optimizar el uso de aquéllos. Agregó que la presencia de Chile en diferentes países requiere de una capacidad mayor, siendo que la planta de funcionarios es la misma de los tiempos en que no se tenían acuerdos comerciales y no había las redes de ciencia y tecnología actuales. Añadió que establecer una gradualidad podría permitir responder de mejor forma, en aquellas partes donde se tiene poca presencia. Luego, sostuvo que esta iniciativa legal permite redestinar funcionarios e invertir en recursos humanos, fundamentalmente, en regiones donde no se tiene la fuerza necesaria. Por lo mismo, planteó que esta Comisión puede colaborar en la necesidad de contar con más recursos y optimizar aquellos con que se cuenta.





En materia de comunicaciones, opinó que las Cancillerías modernas deben contar con un sistema de información que permita dar a conocer cuál es la tarea que realiza en el exterior. Puntualizó que, en la actualidad, el Ministerio cuenta con una Secretaría de Comunicaciones que responde a asuntos muy coyunturales, pues no existe una política desde el Ministerio. Por ello, planteó que una Dirección General de Comunicaciones –como la que se plantea en el proyecto de ley- apunta en el sentido correcto.





En cuanto a inversión, ciencia y tecnología, indicó que el sistema integrado de política exterior recoge en parte este punto, aunque no lo incorpora de forma estructural.





Enseguida, el ex Embajador observó que la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AGCID) tiene una estructura muy sobrecargada para una dirección que necesita generar una política estrecha con la Cancillería. Enfatizó que la cooperación, bien efectuada, es muy eficiente para establecer vínculos que ayuden a las necesidades de la política exterior chilena.





En relación con los cónsules honorarios, resaltó que son los mejores embajadores que puede tener nuestro país, pues han demostrado un alto nivel de compromiso en la tarea de representar a la Nación. A su vez, sugirió que es necesario contar con una Subsecretaría de Comercio Exterior de menor dimensión, que tenga una mirada estratégica, donde la DIRECON sea aquella que acompañe a los acuerdos, evaluándolos y viendo su eficacia.





Por su parte, el señor Canale-Mayet hizo presente que la iniciativa legal reserva muchas de las funciones de la Cancillería a reglamentos u otro tipo de resoluciones que permiten darles las funciones que requiere. Añadió que no percibe un diseño organizacional o institucional que esté orientado hacia el aprovechamiento de este órgano de política exterior como el destinado a diseñar, proponer y prospectar una nueva estrategia de inserción internacional de Chile en el mundo, que sea útil a nuestro país.





Agregó que se deben observar los fenómenos internacionales como sucesos políticos en los que Chile participará para proyectar su poder en el concierto internacional.





En cuanto a la coordinación regional, señaló la necesidad de determinar el mecanismo para que nuestras comunas se integren al sistema internacional, por ejemplo, como se hace a través de ciudades hermanas. Por otra parte, resaltó la importancia de validar la rendición de cuentas del Ministerio de Relaciones Exteriores, pues los embajadores son representantes del Estado, razón por la cual deberían rendir cuenta al resto de los Poderes, entre ellos, al Legislativo. Asimismo, coincidió en que los embajadores políticos deberían estar sujetos al deber de informar al Congreso Nacional acerca de la naturaleza de su misión.





En relación a la cooperación, destacó el mecanismo de triangulación que lleva a cabo la AGCID, el cual calificó de exitoso, en atención a la experiencia que se ha alcanzado.





Por último, el Director de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, señor Troncoso, recordó que el Congreso Nacional despachó el proyecto de ley que creó la Agencia Chilena de Promoción de las Inversiones, que es la sucesora del Comité de Inversiones Extranjeras. Por otra parte, respecto de los cónsules honorarios, señaló que no representan gastos para el país y que prestan un servicio enorme en localidades donde no existe una representación nacional. Añadió que, sin embargo, la Contraloría General de la República solicitó que rindieran caución al ejercer su función, por cuanto administran recursos públicos, materia que en este proyecto se soluciona.

- - -





En una siguiente sesión, hizo uso de la palabra el Director de la Academia Diplomática, señor Juan Somavía, quien afirmó que el proyecto de ley en estudio debe ser observado desde el marco de la evolución de las relaciones internacionales, donde los vínculos se dan a través de diversas redes: Cancillería, Gobierno, partidos políticos, Parlamento, sistema judicial, universidades, empresarios, sindicatos y organizaciones no gubernamentales. Destacó que, por lo tanto, el tema de la coordinación pasa a ser muy importante, al menos en el sistema público. Añadió que cada vez más chilenos salen al mundo y cada vez más son los que regresan, por lo tanto existe un genuino interés de las personas por conocer acerca de las relaciones internacionales.





Por otra parte, explicó que la tarea de formación de la Academia Diplomática se ha ampliado, específicamente en el espacio interno, expandiéndose la demanda sobre esta institución, para estar a disposición de la Cancillería en su conjunto. Agregó que, dado que la presencia multilateral de Chile se ha profundizado, adquiere una mayor relevancia la capacidad que tiene el país de aportar ideas y presentar conceptos, con lo cual se gana un espacio de influencia central.





A continuación, observó que la agenda 2030 –en materia de sustentabilidad- ofrece a Chile una oportunidad extraordinaria de presencia internacional y de alcanzar objetivos nacionales que son perfectamente logrables, por ejemplo, en el desarrollo de la ciencia en el norte, no sólo en referencia a la astronomía, sino que también en el campo de la energía sustentable.





En cuanto a la formación de diplomáticos, precisó que existe una homogenización del conocimiento, para recibir a los distintos profesionales que ingresan a la Academia y, además, la enseñanza propia del oficio. Añadió que vienen Directores y sus equipos –desde la Cancillería a la Academia- a explicar sus funciones, para explicar lo que se entiende por diplomacia, en situaciones concretas donde aplicar el conocimiento. Resaltó que existe la necesidad de que el Ministerio desarrolle una capacidad de investigación. Asimismo, destacó la conveniencia de trabajar el concepto de formación continua, lo cual significa que la Cancillería y la Academia puedan trabajar en conjunto, generando una visión de cuál es la realidad y una conciencia totalmente adaptativa.





El Honorable Senador señor Pizarro hizo presente lo interesante que le pareció el enfoque dado por el Director de la Academia Diplomática. Al respecto, preguntó acerca de si dicho enfoque se encuentra considerado en la iniciativa de ley en estudio.





A su turno, el Honorable Senador señor Larraín consultó si las buenas ideas y prácticas expresadas por el Director de la Academia Diplomática se recogen en el proyecto de ley en discusión. Asimismo, inquirió acerca de si son suficientes e idóneos los incentivos que existen para contar con profesionales con buena formación.





El Honorable Senador señor Letelier indicó que el abogado que egresa de la Academia Diplomática con el rango de Tercer Secretario muchas veces tiene funciones que son menos de lo que esperan. En consecuencia, señaló que existe un problema en la carrera y en la estructura de las funciones que cumplen los profesionales que trabajan en la Cancillería, pues no existiría una asignación apropiada de funciones.





Por otra parte, hizo hincapié en la necesidad de institucionalizar las otras formas en que se relaciona Chile con el mundo, por cuanto no existe una lógica multisectorial adecuada.





Ante las preguntas surgidas en el seno de la Comisión, el Director de la Academia Diplomática, señor Somavía, sostuvo que las ideas expuestas son producto de trabajos realizados en la referida Academia. A su vez, agregó que el texto de la iniciativa legal está redactado de tal forma que privilegia la flexibilidad, permitiendo que exista un espacio para la puesta en práctica del cuerpo legal.





En cuanto a los incentivos, advirtió que esta vía es bastante difícil, por cuanto un tercer secretario debe realizar una labor desde abajo, situación que se prolonga por un período de tiempo considerable, por lo cual es importante ser autodidacta y estar bien informado respecto de lo que acontece en el mundo. Además, hizo presente la necesidad de resaltar lo que significa el servicio público y el privilegio de pertenecer a la Cancillería. Además, expresó que una persona que ingresa a una estructura jerárquica tiene derecho a preguntar la razón o causa de una decisión. Añadió que debe ser posible que los chilenos que salen al exterior tengan incorporado el interés internacional de Chile y el de retribuir el beneficio obtenido al partir al extranjero.





A continuación, expuso la abogada de la Fundación Jaime Guzmán, señora Beatriz Corbo, quien señaló que el eje principal de este proyecto de ley es la estructura del Ministerio de Relaciones Exteriores, el cual requiere meditar el objeto por el cual se hace esta modificación, considerando que los procesos de modernización incluyen mejoras en la gestión de personas. Asimismo, respecto de la estructura de esta Secretaría de Estado en el exterior, reflexionó acerca de cómo son nuestras representaciones y si Chile tiene presencia en los países en que desea tenerla, haciendo referencia a los espacios de mejora en una reforma completa.





Enseguida, indicó que nuestro país tiene una agenda global sumamente relevante, la cual se espera se acreciente en el tiempo. En este sentido, observó que la agenda vecinal y regional es permanente. Además, indicó que en la actualidad el mundo es mucho más interdependiente, conectado y multipolar, debiendo atender distintos frentes simultáneamente. A su vez, la agenda económica y comercial siempre será muy dinámica. Mientras que en materia de cooperación, Chile pasó de ser un Estado receptor a uno que la entrega. A raíz de lo anterior, hizo hincapié en la necesidad de modernizar el Ministerio, debiendo contar con una estructura más flexible, eficiente y horizontal. Además, planteó que se requiere de personas calificadas, capacitadas y motivadas, y una red para los desafíos que implica una política exterior. En este sentido, advirtió que la iniciativa legal no se hace cargo de todo esto, no obstante que potencia Consejos, crea la Unidad de Defensa ante tribunales internacionales y establece dos Subsecretarías.





En cuanto a la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, la señora Corbo sostuvo que la iniciativa legal crea nueve Direcciones; coordinadores regionales y ministeriales; y la Subsecretaría de Relaciones Económicas con varios Departamentos y dos Servicios, ProChile y DIRECON.





Luego, explicó que el proyecto de ley en discusión engrosa el Consejo de la AGCID, el cual tiene facultades resolutivas y una composición de alto nivel, lo cual dificulta que pueda reunirse como corresponde. En consecuencia, propuso entregar facultades resolutivas al Director y dejar las consultivas al Consejo. Agregó que el 80% del presupuesto de esta Agencia corresponde a gastos en personal y becas en el exterior, por lo que el Director sólo dispone de un 20% del presupuesto, para cooperación, por lo que se debe engrosar dicho presupuesto.





Enseguida, señaló que, en su opinión, la DIFROL e INACH se encuentran resueltos de buena forma, en tanto son organismos que no definen políticas públicas, sino que las ejecutan. Sin embargo, observó que deben hacerse adecuaciones.





En cuanto a la Dirección de Planificación Estratégica, indicó que debería denominarse Departamento de Estudio. A su vez, en la Dirección de Gestión Administrativa, el Director Administrativo sólo dura dos años en el cargo, generando la pérdida de recursos y oportunidades. Agregó que la Dirección de Protocolo, se encuentra en esta Secretaría de Estado, no obstante que responde a Presidencia, situación que debe seguir de la misma forma. Añadió que la Dirección Jurídica posee un rol más sustantivo.





Posteriormente, propuso la creación de cuatro Direcciones Generales, debido a que este es el único Ministerio con un tercer nivel jerárquico y con una evidente ausencia de horizontalidad. Luego, advirtió que no se pueden fijar todas las Direcciones por ley, por cuanto es necesario tener flexibilidad para ir de la mano con los cambios que experimenta el escenario internacional.





Posteriormente, manifestó no estar de acuerdo con la creación de la Subsecretaría Económica y la mantención de la DIRECON. Así, esta última posee un rol de política pública, en tanto en la actualidad la diseña y ejecuta. Por lo tanto, si a la Subsecretaría Económica se le agrega una función política, como lo hace el proyecto de ley, habrá duplicidad de funciones. Advirtió que, en efecto, habrán dos departamentos de asuntos jurídicos, dos de administración y finanzas, etc. Al respecto, planteó transformar la actual Subsecretaría Económica, con las dos Direcciones que tiene, jurídica y administrativa, trayendo InvestChile desde el Ministerio de Economía, con el objeto de evitar ineficiencias.





A continuación, manifestó que la iniciativa legal plantea un sistema integrado de política exterior, pero señaló no estar de acuerdo con la creación de una nueva Dirección, por cuanto constituye una mayor burocracia. Así, para alinear los distintos estamentos de la Nación entorno a los objetivos de política exterior, existen instrumentos más eficientes, por ejemplo, plataformas computacionales, las cuales son utilizadas en muchos países.





Por otra parte, desde el punto de vista de la carrera funcionaria, apuntó la necesidad de que ésta sea de excelencia y de acortar el tiempo de formación en la Academia Diplomática, liberando recursos para realizar procesos de formación continua. De esta forma, la referida Academia debiese estar al servicio del Estado y no solo de la Cancillería. Asimismo, sugirió que el proyecto debería pronunciarse acerca de los ascensos en la carrera funcionaria, así como de contar con planes de incentivo al retiro, con la finalidad de generar espacios de movilidad al inicio y al término de la profesión. Enseguida, precisó que la designación de agregados debe ser optimizada y coincidió con el traspaso de quince agregados comerciales a ProChile.





Por último, resaltó la importancia de dejar una provisión presupuestaria para la realización de concursos. Asimismo, subrayó la necesidad de que exista coordinación con otras agencias del Estado y con las regiones para su proyección internacional.

- - -





Posteriormente, en la siguiente sesión, hizo uso de la palabra el Presidente de la Fundación Chilena del Pacífico, señor Alberto Salas, quien agradeció la invitación a exponer acerca del proyecto de ley en debate, a objeto de plantear las observaciones que la Fundación tiene acerca del mismo.





Explicó que la Fundación es una Persona Jurídica de Derecho Privado sin fines de lucro, fundada el 2 de noviembre de 1994, por decreto del Ministerio de Justicia N° 1.606, publicado en el diario oficial de fecha 19 de diciembre de 1994, el cual le concedió la personalidad jurídica y aprobó sus estatutos.





Agregó que la ley N° 19.466, mencionada en este proyecto de ley, facultó a la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores a participar en la Fundación y a efectuar aportes en dinero para solventar gastos correspondientes a sus programas, contribuciones que, como regla general, no excederán del cincuenta por ciento 50% del valor total de los mismos.





Además, señaló que por estatuto la Direcon participa en el Comité Ejecutivo de la Fundación Chilena del Pacífico.





Indicó que la Fundación tiene por objeto desarrollar actividades tanto en el ámbito internacional como nacional. Precisó que, en el ámbito internacional, su objetivo principal es apoyar la inserción económica, cultural y social de nuestro país en la cuenca del pacífico, mediante la promoción y el fomento del intercambio comercial, económico, cultural, científico, tecnológico y social de Chile con los países que la conforman y con otras naciones fuera de la cuenca, que potencien la consecución de sus fines.





Para tal efecto, expresó que procura mejorar y difundir el conocimiento acerca de nuestro país y sus políticas de desarrollo entre los agentes económicos de la región, a través de una activa participación en las principales redes y foros multilaterales de la región.





Puntualizó que, en el plano nacional, promueve el interés y el conocimiento acerca de los países y sistemas económicos, sociales y culturales de la cuenca del pacífico por medio del análisis de los mercados, de las relaciones bilaterales y proyectos culturales. Añadió que desarrolla estas actividades en estrecha colaboración con instituciones de Gobierno, del sector privado, universidades y centros de estudios.





Manifestó que, además, promueve, apoya y coordina la participación de distintos sectores de la sociedad chilena, en especial, el gubernamental, empresarial y académico, en los diversos foros multilaterales que se lleven a cabo en la cuenca del pacífico, en particular, en el Foro de Cooperación Económica del Asia Pacifico (APEC); en el Consejo de Cooperación Económica del Pacífico (PECC); en el Consejo Consultivo Empresarial de APEC (ABAC), desarrollando específicamente la labor de secretaria nacional y de apoyo a los miembros chilenos de dicho Consejo; en la red internacional de Centros de Estudios APEC, actuando en calidad de Centro de Estudios APEC en Chile; en el marco de los trabajos de la Alianza del Pacífico y en general en otras redes multilaterales o interregionales de la cuenta del pacifico, así como en otras instancias pertinentes a sus fines.





Luego, señaló que las empresas socias de la Fundación son: Antofagasta Minerals; Automotores Gildemeister; Abbott Laboratorios Chile; Banco de Chile; Banco del Estado de Chile; Banco Security; CAP; Celulosa Arauco y Constitución; CODELCO Chile; CoIbún; Empresas CMPC; Empresa Pesquera Eperva; Guerrero Olivos, Abogados; Inversiones y Servicios Taylor; ITOCHU Chile; Komatsu Chile; LATAM Airlines; Marubeni Chile; Mitsubishi Chile; Mitsui Chile; Molibdenos y Metales; Ultramar. Agregó que los socios institucionales son: Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de DIRECON y la Dirección Asia-Pacífico; Banco Central de Chile; Armada de Chile; Universidad de Chile; Pontificia Universidad Católica de Chile, y la Asociación de Exportadores de Fruta de Chile (ASOEX).





En relación al proyecto de ley en estudio, hizo presente que la opinión general es favorable y positiva.





En particular, destacó lo señalado en el Título II, que crea la "Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales", cuyas funciones están establecidas en el artículo 37.





Luego, explicó que el artículo 44 establece textualmente que: "La referencia a la "Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales" contenidas en la ley N° 19.466, que faculta a la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales para integrarse como miembro de la Fundación Chilena del Pacífico, se entenderá efectuada a la "Dirección General de Asuntos Económicas Internacionales".”.





Agregó que el artículo 45 dispone que la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales podrá operar bajo la denominación de "DIRECON", nombre que le pertenecerá en forma exclusiva.





Sobre lo expuesto anteriormente, hizo presente si las facultades establecidas en el artículo 37 son suficientes para actuar como miembro de la Fundación Chilena del Pacífico.





Respecto a otras consideraciones generales, sugirió que se incluya a un representante del sector privado en el Consejo de Política Exterior, el cual es un órgano consultivo del Ministro, el cual podría ser designado por la Fundación Chilena del Pacífico, o la Confederación de la Producción y el Comercio, en el entendido que el artículo 2 señala que al Ministerio de Relaciones Exteriores le corresponde coordinar e integrar a los distintos ministerios y demás órganos de la Administración del Estado en todos los asuntos que inciden en la política exterior, las relaciones económicas internacionales y la cooperación internacional, considerando además el rol de los distintos actores de la sociedad civil, generando así un Sistema Nacional de Política Exterior.





Finalmente, planteó que es necesario incluir la noción de “educación” dentro del concepto de "cultura" a que se hace referencia en el articulado del proyecto.





A continuación hizo uso de la palabra, el Director del Centro de Estudios Internacionales de la Pontificia Universidad Católica (PUC), señor Jorge Sahd, quien afirmó que –dentro del contexto mundial actual- un estudio de “Edelman Institute” pone a la globalización, corrupción, inmigración, avance de la innovación y el cambio tecnológico, como las principales preocupaciones que existen en el mundo. Añadió que, la crisis de confianza pública, produce un efecto en las negociaciones internacionales y en los procesos que se llevan adelante. Agregó que, actualmente, existe un mayor apoyo hacia el proteccionismo, lo cual es recogido por algunos líderes, ya que un gran porcentaje de la población –un 50% según la evaluación señalada precedentemente- cree que no se debe ingresar a negociaciones de acuerdos de libre comercio, por cuanto dañan a los trabajadores de los países y que, además, se debe privilegiar los intereses del país sobre el resto del mundo, protegiendo los empleos locales, incluso aunque produzca un menor crecimiento.




Enseguida, afirmó que debido a la desaceleración producida en el año 2014, el comercio no tendrá un incremento superior al crecimiento mundial. Por su parte, señaló que nuestro país tiene más del 90% del intercambio comercial con países con los cuales ha firmado un acuerdo económico. Dentro de esa relación comercial, destacó el incremento del intercambio con Asia, el cual ha sobrepasado el 40% en el año 2016.





En la estructura de DIRECON de 1979, adujo, destacan áreas que han ido generando conocimiento, como el Departamento Regulatorio, el de Defensa Comercial y el APEC. Añadió que, en la actualidad, las negociaciones comerciales van más allá de dicho ámbito, pues hoy se negocian estándares medioambientales, laborales, de propiedad intelectual, transparencia, medidas anticorrupción, etc. En consecuencia, expresó que nuestra política comercial debe contar con negociadores y personal preparado en estas materias, o bien, tener una coordinación más directa con los ministerios sectoriales, tales como Economía o Medioambiente.





En cuanto al proyecto de ley en estudio, indicó que propone la creación de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, y debajo de ella DIRECON y ProChile, con sus respectivos equipos administrativos. Al respecto, hizo presente que ésta no es la propuesta más adecuada, pues esa estructura generará duplicidad, burocracia innecesaria y descoordinación entre la Subsecretaría y la DIRECON. Advirtió que la señalada Dirección -de acuerdo con su normativa- ejecuta la política comercial y en la práctica cumple un rol de diseño de la misma, definiendo o proponiendo al Presidente de la República -a través del Canciller- las materias a negociar y los tratados que se deben revisar. Añadió que posee el conocimiento acumulado en materia de negociaciones económicas internacionales. Por lo anterior, sugirió que esta Dirección se convierta en la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, y en consecuencia, el actual Director de DIRECON pase a ser Subsecretario. Así, la ejecución de la promoción de exportaciones quedaría en ProChile o en la Dirección General de Promoción de Exportaciones, en tanto la ejecución y fomento de la promoción de inversión en manos de InvestChile.





En este mismo sentido, explicó que DIRECON, transformada en Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, tendría dos servicios centralizados, dependientes del Presidente de la República y que se relacionan a través de esta Subsecretaría, que serían la Dirección de Promoción de Exportaciones (ProChile) y la Agencia de Promoción de la Inversión Extranjera (InvestChile), antiguo Comité de Inversión Extranjera, dependiente del Ministerio de Economía, pero que en la actualidad no administra la franquicia tributaria del decreto ley N° 600 Estatuto de Inversión Extranjera. Explicó que, de esta forma, si se busca una política comercial y de inversión más integrada, es lógico que dependan de una misma repartición. Agregó que al Director de esta Agencia le correspondería ejecutar una estrategia de fomento y promoción de la inversión. Añadió que dentro de los focos estratégicos de InvestChile está el de promover la diversificación de las exportaciones, por lo tanto su rol también se relaciona con materias de política comercial.





De acuerdo a lo anterior, se le otorga el rango de Subsecretario al Director de DIRECON, mientras esta Dirección se trasforma en la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, reconociéndose su rol en el diseño de políticas. A su vez, ProChile pasa a ser un servicio dependiente con un rol de ejecución, al igual que InvestChile, dependiendo del Primer Mandatario, pero relacionándose mediante la Subsecretaría, de manera de promover una política comercial y de inversiones integrada, más coherente, coordinada y con una vinculación más estrecha.





Consideró importante, en relación a otras materias relevantes del proyecto, la creación de la Unidad para la Defensa de Chile ante Tribunales Internacionales, por cuanto se necesita una defensa más coordinada, eficaz y especializada. A su vez, recordó la creación -mediante decreto- de un Comité Interministerial para la Defensa del Estado en Controversias Internacionales en materias relativas a inversiones. Agregó que este tema es clave, por cuanto cada vez existe mayor tensión entre inversionistas y Estado. Asimismo, aseguró que este Comité, que coordina la defensa de Chile en materia de inversiones, debe quedar radicado en la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y coordinada con esta Unidad para la Defensa de Chile ante Tribunales Internacionales, dependiente de la Cancillería. En este mismo sentido, estimó muy positivo que el Comité Interministerial de Negociaciones Económicas se reporte directamente con el Canciller. Sin embargo, señaló la necesidad de sumarle las tareas del Comité de Ministros para el Fomento y Promoción de la Inversión Extranjera, con el objeto de tener una política comercial y de inversiones más integrada.





Luego, advirtió que la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales debe contar con una instancia de coordinación para efectos de su relación con ProChile, InvestChile, Servicio Nacional de Aduanas, Banco Central, Servicio de Impuestos Internos, CORFO, SOFOFA, Centros de Estudios y Comité Público-Privado de Exportación de Servicios. Enseguida, sugirió revisar la institucionalidad de defensa comercial, fundamentalmente la Comisión Antidistorsiones, avanzando en un nuevo trato con el Servicio Nacional de Aduanas y la modernización de los puertos. Del mismo modo, planteó acercar la política comercial y de inversiones a regiones e ir formando una nueva generación de personas vinculadas a estos temas, llevándolos a materias de DIRECON, ProChile e InvestChile.





Posteriormente, el Director Ejecutivo del Centro de Estudios de Política Exterior y Relaciones Internacionales (CEPERI), señor Juan Salazar, explicó que la organización que representa es una corporación sin fines de lucro que agrupa a ex diplomáticos y ex embajadores, que se preocupa de la política exterior chilena así como de los grandes temas de la política internacional. Añadió que para estudiar la nueva legislación relativa a la Cancillería, se debe atender a la modernización -reforma de la estructura de dicha Secretaría de Estado y de sus instrumentos jurídicos que regulan y rigen este Ministerio- y la profesionalización.





En cuanto a la profesionalización, expresó que se entiende por ésta el desarrollo de la carrera funcionaria para contar con un servicio diplomático profesional y de excelencia. Añadió que lo anterior significa empoderar el actual servicio exterior de la República, lo cual brindaría eficiencia y continuidad a la política exterior.





Enseguida, señaló las acciones elementales para propender a esta profesionalización. En primer lugar, fortalecer la Academia Diplomática Andrés Bello, revisando los requisitos de ingreso a ella, la práctica profesional y los incentivos a la especialización. Agregó que básicamente esta Academia cumple con la finalidad de equiparar o uniformar a los distintos profesionales que ingresan a la Cancillería. Luego, acotó que, al ser la diplomacia un oficio que se aprende en la práctica, los diplomáticos de mayor experiencia pueden aportar esos conocimientos a los más jóvenes.





Destacó que, siendo esencial la existencia de la carrera funcionaria, ella se encuentra desmejorada por una serie de nombramientos que no corresponden a profesionales que ingresen a la carrera diplomática y, después, al Ministerio de Relaciones Exteriores. Explicó que, de esta forma, esta carrera funcionaria debería contemplar desde el tercer secretario que egrese de la Academia hasta el embajador inclusive, mediante calificaciones y requisitos de ascensos. Además, todos los embajadores deberían pertenecer al servicio exterior, salvo una pequeña cuota que debería ser cercana al 10%, lo que en la actualidad equivale a entre nueve y diez embajadores, los cuales estaría reservados para el nombramiento de la exclusiva confianza presidencial. Sin embargo, puntualizó que, en la actualidad, esto se ha exacerbado y los nombramientos se realizan mediante listas entregadas por partidos políticos, distorsionándose dicha facultad presidencial.





De la misma manera, propuso que el nombramiento de las autoridades de la Cancillería recaiga, en su totalidad, en funcionarios de carrera, salvo los cargos de Ministro y Subsecretario que son designados por el Primer Mandatario, siendo ambos cargos opcionales para embajadores del servicio exterior. Recordó que, en la actualidad, muchos directores han sido nombrados por el Presidente de la República y no son funcionarios de carrera. En consecuencia, indicó que no solo se impide que especialistas ocupen los cargos, sino que los funcionarios más jóvenes pierden la confianza en su carrera y luego comienzan a militar en partidos políticos para cumplir sus metas. Por otra, añadió que hoy existe una tendencia a jubilar más tarde, por lo que debería subir a los 70 años la edad para que los embajadores de carrera se retiren.





En relación con la diplomacia pública, indicó que la política exterior chilena se maneja como en el siglo XIX, esto es, a nivel de gabinete o secreto de Estado, razón por la cual no se informa a la opinión pública lo que se está haciendo y porqué, no solo en materia de comunicaciones. En este sentido, recalcó que es necesario desarrollar una buena diplomacia, manteniendo informada a la opinión pública acerca de lo que se realiza.





En otro orden de ideas, el Director Ejecutivo de CEPERI indicó que la Cancillería se estructura como un órgano jerárquico, vertical, piramidal y muy burocrático. En su opinión, debería ser más horizontal, incentivando la delegación de funciones y promoviendo el trabajo en equipo. Destacó que los Ministros y los Subsecretarios cambian con el gobierno de turno, por lo cual la única continuidad que se da en la política exterior es mediante sus equipos profesionales, lo cual debe ser cuidado y relevado.





Luego, señaló que la DIRECON es un ministerio de comercio exterior paralelo, pues cuenta con su propio estatuto y presupuesto, donde la conexión se da con el Ministro de la Cartera, pero en el resto son dos servicios distintos: por un lado, el Servicio de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores y, por otro, el Servicio de la Dirección General Económica, lo cual no constituye la situación más adecuada. Al respecto, indicó que la solución no pasa por subir DIRECON a Subsecretaría, sino que más bien por producir una integración con la Cancillería.





En relación con lo anteriormente expuesto, sostuvo que existen distintas opciones, a saber:





Primero, producir una integración de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores con la Dirección General Económica. Explicó que la mayoría de las Cancillerías del mundo tienen direcciones funcionales y geográficas. Así por ejemplo, la Dirección América Latina del Departamento de Estado de Estados Unidos se relaciona con lo cultural, político, económico, es decir, con todo lo que tiene que ver con la diplomacia norteamericana con Latinoamérica. Añadió que ésta sería la situación ideal, pero que requiere de una reestructuración mayor a la expuesta en este proyecto de ley.





Una segunda opción es mantener la situación actual, como Dirección General Económica, donde el Subsecretario Económico no debiese reemplazar al de Relaciones Exteriores, por cuanto se perdería el control diplomático de la Secretaría de Estado. En efecto, quien debería asumir dicho reemplazo sería el Director General de Política Exterior.





Respecto de las representaciones de Chile en el exterior, precisó que se debe reducir el número de embajadas, ampliando las concurrencias, pero dotándolas de recursos suficientes, con el objeto de que produzcan resultados y permitan realizar un trabajo eficiente. Añadió que se deben fortalecer ciertas embajadas regionales, aumentar el número de consulados y agregados comerciales, y considerar el nombramiento de embajadores en misión especial. Agregó que las embajadas son de alto costo y que existe una necesidad de aumentar el número de funcionarios diplomáticos, reconociendo las asignaciones fuera de la remuneración del funcionario que está con su familia en el exterior. Asimismo, hizo presente la importancia de terminar con la inhabilitación por parentesco a los hijos de los funcionarios par poder ingresar al servicio.





Posteriormente, hizo uso de la palabra el ex Cónsul General de Chile en Bolivia, señor Jorge Canelas, quién se manifestó de acuerdo con la profesionalización de la carrera diplomática. Hizo presente que en las encuestas de opinión –en los últimos diez años- el Ministro de Relaciones Exteriores es el mejor evaluado de todos los gabinetes, lo cual, en su opinión, ha llevado a una complacencia con resultados perversos, pues la Cancillería asume que su desempeño es el óptimo. Sin embargo, advirtió que nuestro país, en pleno siglo XXI, no ha podido consolidar sus fronteras, lo cual amenaza y afecta nuestros intereses permanentes.





Por otra parte, destacó que nuestro país ha pagado un costo muy elevado por no contar con una diplomacia totalmente profesional, lo cual se refleja, por ejemplo, en una mala defensa de nuestros intereses, en pérdida de territorio marítimo y continental y en juicios con países vecinos, que probablemente seguirán con esta disposición. Agregó que eso se puede ver en la relación con Bolivia, donde históricamente nuestro país defendió mejor sus derechos mientras tuvo diplomáticos de carrera a cargo de ella, situación que ha quedado en el pasado, por cuanto Bolivia cuenta con ex embajadores que son de carrera y conocen bien la relación bilateral con nuestro país. En consecuencia, advirtió que Chile no puede seguir avanzando sin contar con una diplomacia profesional, debido al alto precio que se debe pagar.





En cuanto a la formación y capacitación permanente en la Academia Diplomática, explicó que no existe ninguna Cancillería que sea capaz de innovar, crear, enseñar y constituir una doctrina de política exterior sin un fortalecimiento de las capacidades de la Academia. Añadió que dicha doctrina permitiría ampliar nuestras capacidades y aseguraría la defensa de nuestros intereses de mejor forma.





En otro orden de ideas, destacó que las plantas deben ser integradas y no separadas. Asimismo, sostuvo la necesidad de mantener bajo una misma organización todos los asuntos que tienen que ver con la defensa de los intereses de Chile, en lo político, económico y comercial. Por lo tanto, planteó que InvestChile debería formar parte de la Cancillería, con el objeto de tener una política coherente y coordinada en todos los aspectos.





Enseguida, hizo un llamado a observar las experiencias exitosas de desarrollo organizacional de las Cancillerías modernas, debiendo fijarnos en puntos como la defensa de la soberanía, que está encargada a las Fuerzas Armadas y de Orden como a la Cancillería. Así, al comparar los recursos que invierte Chile en la defensa de esos intereses se devela un desequilibrio abismante, siendo ideal que se abordaran con el mismo criterio.





Por su parte, el ex Director de la Agencia de Cooperación Internacional de Chile, señor Jorge Daccarett, recordó que a inicios de los años noventa, en que Chile recuperaba su democracia, varios países manifestaron su voluntad de otorgar cooperación para el desarrollo. De esta manera, añadió, se creó la Agencia de Cooperación Internacional en junio de 1990, dependiente de MIDEPLAN, con el objetivo de priorizar y coordinar la cooperación que Chile recibía, tanto financiera como técnica. Precisó que los principales cooperantes con Chile históricamente fueron la Unión Europea, Alemania y Japón. Indicó que el año 2005 la AGCI pasó a depender del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Luego, señaló que durante estos últimos veintisiete años, Chile avanzó en su camino hacia el desarrollo. Aclaró que el indicador utilizado para la "graduación", es decir, para ser elegible como receptor de ayuda oficial al desarrollo es el producto interno bruto (PIB) per cápita, y que, actualmente, Chile se considera un país de renta media alta, o de "doble-rol" - demandante y oferente de cooperación - y está ad portas de ser graduado nuevamente, tanto por el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) como por la OCDE. Precisó que, no obstante, este nuevo papel de Chile en el concierto de la Cooperación Internacional, aún nuestro país presenta brechas al desarrollo que deben ser atendidas.





Destacó que la Cooperación Internacional es una poderosa herramienta de apoyo a la política exterior, toda vez que se constituye como un “soft power” a través del cual un país acerca los pueblos, une voluntades, y ejerce una sutil influencia política sobre aquellos países en los cuales coopera. Añadió que, debido a su paradigma histórico de ser un país receptor de cooperación, la cooperación chilena no había sido suficientemente utilizada para estos objetivos, y cobraba especial importancia para tener un mayor apoyo regional frente a la candidatura chilena al Consejo de Seguridad de la ONU, y otros asuntos regionales.





En cuanto a algunas dificultades enfrentadas, manifestó que la la ley de AGCI da cuenta de una estructura para un país en vías de desarrollo receptor de cooperación, por lo que no refleja la actual realidad nacional ni la proyecta. Puntualizó que algunas de las características son las siguientes:





Primero, el presupuesto de la agencia está enfocado en gastos administrativos y remuneraciones. Señaló que el fuerte de los recursos están concentrados en becas (cooperación pasiva), con lo cual resta un monto del orden de US$ 1,000,000 para realizar proyectos de cooperación en la región, el cual es bajísimo en comparación con el de los cooperantes tradicionales o de otros países que también han querido liderar la influencia en la región.





Segundo, la AGCI tiene mucha independencia del MINREL en cuanto a directrices y toma de decisiones. Expresó que el Director Ejecutivo depende de un Consejo, que se reúne de manera muy esporádica, pero no necesariamente se vincula al Subsecretario o a la Dirección General, por ello, en la práctica, los funcionarios de AGCI declaran no pertenecer al MINREL, y el apoyo a la Política Exterior está sujeto a la voluntad del Director de turno.





Tercero, indicó que ello ha redundado en una falta de integración con el Servicio Exterior, tanto como herramienta de apoyo a los Embajadores para facilitar sus misiones diplomáticas, como a la vez que los diplomáticos de todos los niveles no entienden de cooperación ni la consideran como una herramienta a la cual pueden recurrir.





Cuarto, otros Ministerios también ejecutan proyectos propios de cooperación, no necesariamente alineados con las directrices de Cancillería. A modo de ejemplo, mencionó que el Fondo de Solidaridad e Inversión Social (FOSIS) y el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) tienen departamentos de cooperación paralelos a AGCI, y ministerios como el de la Vivienda realizan proyectos en Haití y en Paraguay, asignando recursos que desequilibran la distribución de la cooperación chilena por país.





Por lo anterior, explicó que, para corregir dicha situación y así poder constituirse como una herramienta útil de apoyo a la política exterior, y estar al servicio de la misma, se realizaron las siguientes acciones: Chile se especializó en la Cooperación Sur-Sur dentro de la región, convirtiéndose en un referente y líder en la materia, la cual consiste en asistencia técnica para compartir experiencias y mejores prácticas en políticas públicas, y financia sólo pasajes y viáticos de funcionarios públicos chilenos a compartir dichas experiencias a través de seminarios y talleres; se celebraron en forma sistemática las reuniones "Comixtas", para definir programas bianuales de cooperación teniendo presente lo solicitado por los países beneficiados según sus planes y prioridades de desarrollo, y se desarrollaron "Programas País" para abordar dichas materias de manera estratégica, pues antes se hacían transferencias a ONG que realizaban sus propios proyectos, sin visibilizar a Chile; nuestro país se convirtió en un referente en cooperación triangular a nivel internacional, en particular en la OCDE y el PNUD; existió una voluntad política del Director de turno para vincularse más estrechamente a Cancillería, mediante la práctica de incluir a la AGCI en la mensajería interna del Ministerio, informando a la embajada y las diferentes direcciones de las actividades que realizaba AGCI en sus países. A la vez, se incorporó a las embajadas chilenas para obtener un rédito político de las actividades que se desarrollaban actuando como dupla político-técnico, visibilizando a Chile y se envió un agregado de cooperación a El Salvador (sede de SICA) para tener una relación más fluida y continua con nuestro cooperandos.





Relató que, fruto de lo anterior, Chile se convirtió en un líder y referente internacional en la cooperación sur-sur y triangular, tanto en los países de CELAC que recibían nuestra cooperación, como en los países de la OCDE, que realizaban triangulación a través nuestro. Añadió que cada vez más países manifestaron su voluntad de trabajar con Chile, y se fueron logrando de forma sistemática los objetivos trazados de política exterior, ejerciendo la influencia regional que se buscaba.





En cuanto al proyecto de ley en estudio, celebró la iniciativa de modernizar la Agencia, toda vez que como mencionó su institucionalidad no refleja la actual realidad de Chile. Sin embargo, aclaró que no ha visto resueltas en la propuesta las siguientes dificultades:





a) Integración con MINREL. Informó que no hay un mayor cambio en los mecanismos de integración de la Agencia con el Ministerio, a fin de constituirse como una herramienta de apoyo a la política exterior, ya que sigue habiendo un Consejo independiente que da las directrices. Por lo anteriormente expuesto, sugirió lo siguiente: dependencia de AGCI de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, de igual manera como DIRECON y PROCHILE dependerán de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales; el Consejo deberá ser consultivo, de manera de otorgar las directrices estratégicas, pero en la práctica la relación es con el Subsecretario y el Director General; incorporar de manera formal a funcionarios del servicio exterior a la AGCI, como asignación y no en comisión de servicio, así podrán aprender de cooperación y coordinarse mejor con AGCI desde sus misiones en el exterior; incorporar de manera formal la figura de los agregados de cooperación en destinaciones estratégicas; e incluir a los Jefes de Departamento al Sistema de Alta Dirección Pública.





b) Formalizar un Sistema Integrado de Cooperación Chilena. Explicó que resulta fundamental diseñar un mecanismo de coordinación interministerial para que la Cooperación que los demás ministerios realicen esté alineada con Cancillería, de manera de no producir señales equívocas de política exterior y apalancar de mejor manera los recursos, siendo AGCI la encargada de agenciar la cooperación chilena.





c) Eventualmente, aumentar el presupuesto para realizar cooperación. Destacó que un país que pretende ejercer influencia regional debe tener un presupuesto para realizar cooperación acorde a estos objetivos.





A continuación, hizo presente que al finalizar el período de gobierno anterior, AGCI solicitó a la OCDE que hiciera un análisis de la cooperación chilena a través del instrumento denominado "Special Review", y que entregara recomendaciones que constituirían un insumo como aporte al nuevo gobierno para modernizar su Agencia de Cooperación internacional. Añadió que para la OCDE fue una experiencia inédita, ya que por primera vez analizaba un país de "doble-rol" y por lo cual Chile se convertiría en un referente para los demás países de la región que estaban en proceso de ingreso a la OCDE (en esos momentos Colombia, Costa Rica y Perú). Al respecto, sugirió que dichas propuestas deberían ser incorporadas al proyecto, a objeto de convertir a la AGCI en una agencia vanguardista y con estándares internacionales.





Finalmente, señaló que AGCI agenciaba la cooperación receptiva o "Ayuda Oficial al Desarrollo". Aclaró que, actualmente, el desarrollo también viene por ser capaces como país de atraer recursos para investigación y desarrollo para, entre otros, proyectos de infraestructura y energía. Al respecto, mencionó que InvestChile tiene un rol fundamental en el desarrollo del país, y que, en la actualidad, está muy desligado de Cancillería, de hecho, con la nueva institucionalidad el Ministro de Relaciones Exteriores ni siquiera tiene un cupo garantizado en el Consejo. Por ello, planteó que sería muy conveniente evaluar la incorporación de InvestChile a Cancillería, de manera de trabajar de manera sinérgica con DIRECON y PROCHILE en la atracción de inversiones hacia Chile como una herramienta de crecimiento y desarrollo.





A continuación, el Honorable Senador señor Letelier, respecto del organigrama que se propone, apuntó que nuestro país no hace una política internacional adecuada en lo referente a atracción de inversiones. Luego, indicó que no entiende la reducción total de DIRECON en el diseño, considerando que la Subsecretaría tiene un rol de ciertas políticas que van más allá de los acuerdos comerciales. Añadió que ProChile es un órgano –en cuanto a su relevancia- muy distinto a esta Dirección. Asimismo, recordó que la Subsecretaría tiene el rol de coordinación y diseño de políticas. Además, destacó la importancia de que InvestChile tenga un rol en la Cancillería, siendo parte de nuestra política exterior.




A continuación, consultó acerca de que se entiende por carrera funcionaria y donde se encuentra la movilidad de profesionales que dedican una parte de su vida a ciertos temas. Del mismo modo, inquirió acerca de cuál es el órgano que se opone a que InvestChile forme parte de la Cancillería. Por otra parte, preguntó por qué no existe voluntad para que cuando se llegue a un acuerdo en materia de inversión con otro país, se deba ratificar por el Congreso.





También consultó si conviene que DIRECON se mantenga separada de la Subsecretaría, o bien, si debería pensarse otra forma de integrarla a través de divisiones geográficas.





Por su parte, el Honorable Senador señor Chahuán, en relación con la extensión de la vida profesional de los embajadores a los 70 años, interrogó acerca de si se han medido cuales son los impactos en la Cancillería. Destacó la necesidad de aprovechar esa masa crítica y prolongarla en el tiempo. Luego, preguntó si se ha prospectado en la forma en que debe crecer esta Secretaría de Estado, en términos de nuestra representación diplomática. 





Por otra parte, inquirió acerca de los lugares donde se puede generar una nueva representación diplomática. En este sentido, cuestionó acerca de cómo poder compatibilizar esta extensión de la vida profesional, respecto de donde poder generar nuevas representaciones diplomáticas, en diversos contextos, sin frustrar el desarrollo profesional de las nuevas generaciones que egresan de la Academia Diplomática.





Posteriormente, el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Riveros, destacó la importancia del equilibrio político, económico y la cooperación. Enfatizó que la cooperación es parte de la política exterior del país, sin lugar a dudas. Por lo tanto, indicó que la coordinación con AGCID es esencial. Luego, recordó que esta Agencia no nació como un elemento de la estructura de la Cancillería, sino que lo hizo en lo actualmente es el Ministerio de Desarrollo Social. Posteriormente, se entendió que constituía una proyección de Chile hacia el exterior y se incorporó a la estructura del Ministerio de Relaciones Exteriores. Añadió que, en la actualidad, no existen posibilidades de desarrollar una política exterior económica adecuada si no se encuentra equilibrada con lo político, ejemplo de ello son las cláusulas democráticas.





En cuanto al dispositivo para la inversión internacional en nuestro país, recordó que en forma reciente se cambió éste, por cuanto el Comité de Inversiones Extranjeras pasó a ser InvestChile. Al respecto, añadió que la Cancillería está presente en este órgano, pues forma parte del Consejo mediante la Subsecretaría y DIRECON. Sin embargo, señaló que su dependencia definitiva se encuentra en debate, debiendo existir coordinación con el Ministerio de Economía y de Hacienda en esta materia.





Enseguida, el Personero de Gobierno aclaró que existen temas que son materias de ley y otro que no lo son. Asimismo, existen materias que tienen rango constitucional, como lo dispuesto en el artículo 32, número 8, de la Constitución Política de la República que entrega facultades al Presidente de la República, en cuanto Jefe de Estado, como la designación de embajadores y ministros, sin perjuicio de la existencia de una serie de distintas posturas en doctrina. A su vez, afirmó que la inmensa mayoría son funcionarios de carrera egresados de la Academia Diplomática, por lo que, en la práctica, el Ministerio tiene tal grado y nivel de profesionalismo que todos los Directores Generales son funcionarios de carrera, como también los Jefes de Gabinete de Ministro y del Subsecretario. Además, acotó que dos tercios de los embajadores son de carrera, por lo cual el rol de la Academia Diplomática es clave.





Finalmente, apuntó que -respecto de los embajadores destinados en el exterior- se trata de cumplir distintos aspectos, como, por ejemplo, la política de cooperación con África, donde se abrió embajada en Etiopía. Asimismo, expresó que se ha desarrollado una importante política de cooperación con Angola y Mozambique. Precisó que la política exterior es mucho más que el tema particular con Bolivia, por ejemplo, lo que ocurre con el Gabinete Binacional con Perú y la Alianza del Pacífico.

- - -





En una siguiente sesión el Ministro de Relaciones Exteriores (s), señor Edgardo Riveros, dio a conocer una serie de consensos -en relación con el proyecto de ley en estudio- alcanzados por una mesa de carácter técnico integrada por expertos nominados por los Honorables señores Senadores y miembros de la Cancillería. De esta forma, enumeró una serie de modificaciones que se propondrán, en su oportunidad, al proyecto en estudio (texto de la Cámara de Diputados más la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo).





En relación con las Direcciones de la Cancillería en la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, recordó que la indicación al proyecto de ley plantea nueve Direcciones, es decir, dos adicionales a las actuales: Sistema Integrado de Política Exterior y la de Comunicaciones Estratégicas. Además, postula transformar la Dirección General de Política Exterior (DIGEN), en la Secretaría General de Política Exterior.





Destacó que el Ministerio de Relaciones Exteriores es la única Secretaría de Estado que tiene centralizado un tercer nivel. Añadió que lo anterior, si bien tiene la ventaja de unificar las actuaciones de política exterior, hace que la toma de decisiones sea muy centralizada, atentando contra la horizontalidad a la que se aspira en las organizaciones modernas. Indicó que este modo de trabajar se justificaba antes de la existencia de internet, porque era muy difícil estar consultando a las autoridades políticas cuando ellas estaban de viaje. Sin embargo, señaló que actualmente la comunicación está en línea y la necesidad de conocimientos cada vez es más especializada, lo que hace pensar que la estructura puede estar un poco obsoleta. De acuerdo a lo anterior, se proponía descentralizar la DIGEN creando tres nuevas Direcciones que concentrarían los principales temas que se examinan en el Ministerio (vecinal, global y bilateral), dejando el resto de la estructura flexible para responder a las nuevas necesidades propias de un mundo globalizado.





Por otra parte, el Jefe Ministerial (s) hizo hincapié en que hubo otra visión que fue partidaria de mantener la Secretaría General de Política Exterior fundado en que ésta reemplaza a la actual Dirección General de Política Exterior. Además, se consideró conveniente otorgarle un nivel superior respecto de las otras Direcciones Generales, por la especialidad e importancia de sus funciones. Éstas incluyen el estudio, coordinación, ejecución, control e información de las actividades de política exterior que deben realizar las misiones diplomáticas, como asimismo de aquellas de los coordinadores regionales y ministeriales, y la colaboración con el Ministro y Subsecretario en las relaciones con las misiones diplomáticas extranjeras acreditadas en el país.





En este mismo sentido, explicó que sus funciones comprenden el ámbito bilateral, la participación de Chile en los organismos y conferencias internacionales de carácter político, así como aquellos asuntos políticos bilaterales o multilaterales que, por su naturaleza o especialidad, deban ser considerados en forma separada. A su vez, informó que le corresponderá la coordinación de los acuerdos interinstitucionales de carácter internacional que celebren los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de su competencia, con entidades extranjeras o internacionales, función que se traslada desde la Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior a la Secretaría General de Política Exterior.





A lo anterior, adujo, se suma el hecho que, debido a que tanto el Ministro como el Subsecretario deben ausentarse con frecuencia del país, se requiere la presencia permanente de una autoridad de alto nivel político-diplomático que subrogue al Subsecretario de Relaciones Exteriores y centralice la coordinación de la actividad que efectúa la Cancillería en forma continua y permanente.





En cuanto a lo referido, el señor Canciller (s) informó que se sugiere conservar la Secretaría General de Política Exterior y la Dirección de Comunicaciones Estratégicas, además de las otras Direcciones actualmente existentes (ACADE, General Administrativa, de Protocolo, de Planificación, de Asuntos Jurídicos y General de Asuntos Consulares e Inmigración, donde las últimas cuatro obedecen a sus nuevas denominaciones) y eliminar la Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior.





En tanto respecto a las Direcciones Reservadas al Servicio Exterior, sostuvo que se planteó reservar a la planta del Servicio Exterior el cargo de Director General de Ceremonial y Protocolo, tal como ocurre en la actual legislación.





Al respecto, recordó que la Asociación de Diplomáticos de Carrera recomendó agregar como reservados a la planta del servicio exterior los cargos de Director de la Secretaría General de Política Exterior, Director General de Asuntos Consulares, Inmigración y de Chilenos en el Exterior (DIGECONSU), Director de Planificación Estratégica (DIPLANE), Director de la Academia Diplomática y el Director de la Unidad de Asesoría Especializada para la Defensa de los Intereses de Chile ante Tribunales Internacionales. Abriendo, en este último caso, la posibilidad que también sea designado un funcionario que haya sido miembro de la Planta de Embajadores.





A su vez, evocó que la Asociación de Profesionales no estuvo de acuerdo en ampliar esta reserva, por cuanto considera que no debe asegurarse la Dirección de ninguna de las Jefaturas del Ministerio, y prefiere que se exija que sean funcionarios de la Cancillería. Añadió que dicha Asociación señaló que en el caso de DIGEN, DIPRO, DIGECONSU y ACADE, sus Directores debieran provenir del Servicio Exterior y los Subdirectores debieran provenir de la planta del servicio administración general, con el objeto de asegurar la continuidad en el estudio de los temas.





Enseguida, el señor Riveros informó que fruto del trabajo realizado se propone reservar a funcionarios del servicio exterior, además de la Dirección de Protocolo, la Secretaría General de Política Exterior y la Dirección General Consular, teniendo en cuenta las posiciones expresadas por las Asociaciones Gremiales. Explicó que, en el caso de la Secretaría General de Política Exterior, que es la continuadora de la DIGEN, se considera conveniente que esté a cargo de un funcionario de la planta del servicio exterior por la necesaria experiencia político y diplomática que requiere servir un cargo de estas características, el cual ha sido tradicionalmente servido por funcionarios del servicio exterior.





En el caso de la Dirección General Consular señaló que el cargo ha sido históricamente desempeñado por funcionarios de la planta del servicio exterior, dado que requiere de una dilatada experiencia en materia consular que poseen quienes son parte de dicho Servicio.





A continuación, abordó el tema de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales. Al respecto, expresó que la enmienda presentada postula la creación de una Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales de la que dependan la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales (DIRECON) y la Dirección General de Promoción de Exportaciones (PROCHILE). Asimismo, indicó que, como modelo alternativo, se planteó transformar DIRECON en Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales de la que dependa ProChile. Adicionalmente, se propuso trasladar el Ministerio con el que se relaciona InvestChile, desde el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo al de Relaciones Exteriores, a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.





Sobre lo anterior, manifestó que se sugirió acoger el modelo alternativo transformando DIRECON en Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales de la que dependa ProChile, pero no innovar respecto de InvestChile. Agregó que, en definitiva, se optó por este modelo considerando que la actual DIRECON tiene un rol de diseño de política exterior y no sólo de implementación. Añadió que lo anterior significa que las decisiones que allí se toman son de carácter político, lo que justifica transformarla en una Subsecretaria que cumplirá con ese rol y no crear una nueva donde las funciones podrían duplicarse.





Respecto de InvestChile, opinó que fue establecida recientemente y se debe esperar que transcurra un tiempo prudente que permita evaluar la conveniencia de un cambio de Ministerio como algunos propusieron.





En relación a la Agencia de Cooperación Internacional y Desarrollo (AGCID), el Canciller subrogante acotó que, en esta materia, existe concordancia en el cambio de nombre agregando el elemento “Desarrollo”. De esta forma, la enmienda presentada plantea trasladar las competencias del Consejo de la AGCI al Director Ejecutivo, pero manteniéndolo en la ley y ampliando sus integrantes.





Recordó que, como modelo alternativo, se planteó que el Director de la Agencia asumiera todas la facultades ejecutivas del Servicio como Jefe de éste, dejando al Consejo de la AGCI como un Consejo Consultivo, asesor del Ministro, ubicándolo junto con los demás Consejos Asesores del Ministro en la ley -Consejo de Política Exterior, Comité de Ex Ministros, Comité Interministerial de Negociaciones Económicas Internacionales- con una mención genérica de su función.





Sobre lo anterior, señaló que se propone acoger el modelo alternativo, lo que deberá materializarse en una nueva indicación.





Respecto a los Coordinadores Regionales, precisó que la indicación presentada plantea la creación de dos coordinadores regionales, lo cual fue criticado en el debate. Informó que se propondrá eliminar la referencia a dos, a fin de quedar abierto a los requerimientos de cada Región.





Sobre los Agregados presidenciales, sostuvo que la enmienda que se presentó tiene por objeto mantener los treinta y tres agregados, que actualmente tienen denominaciones distintas a los comerciales, y transferir los quince agregados presidenciales comerciales a ProChile. Además, elimina la denominación de los agregados “culturales, laborales, de prensa y científicos” que aparecen en la ley actual, para dejar más flexibilidad en el perfil de los mismos.





En este mismo orden de ideas, indicó que se ha planteado que se establezca un sistema de concursabilidad para los agregados presidenciales y ciertos requisitos mínimos. Añadió que para fundar la necesidad de establecer requisitos mínimos se argumentó que históricamente, las designaciones de agregados culturales, de prensa, laborales y científicos, han generado una demanda ciudadana por mayor transparencia y justificación en su nombramiento.





Enseguida, observó que -teniendo en cuenta que los treinta y tres agregados serán designados según lo requieran las conveniencias del servicio- es de asumir que las competencias y perfiles de la misión se encontrarán medianamente definidos, pudiendo así generar los concursos internos o abiertos, o generando nóminas que faciliten la selección presidencial.





El Jefe Ministerial (s) destacó que el actual proyecto avanza en este sentido, traspasando la designación de quince agregados presidenciales a ProChile, el cual sí realiza selección, no implicando necesariamente una limitación de los nombramientos de exclusiva confianza del Presidente de la República.





Posteriormente, manifestó que sugiere aprobar la idea planteada en la indicación de treinta y tres agregados presidenciales con modificaciones puntuales. Añadió que en estos casos la remuneración no será mayor a la que perciba un funcionario de 4ª categoría exterior, Planta A, como dispone actualmente la ley.





Posteriormente, se refirió al bono para las diplomáticas y funcionarias destinadas en el exterior. Al respecto, apuntó que esta enmienda establece que serán causantes de asignación familiar -respecto de funcionarias del servicio exterior cuando estén destinadas- sus cónyuges varones, solamente cuando no estén autorizados a trabajar en el país en que estén destinadas.





Al respecto, señaló que ADICA planteó sustituir la asignación familiar por un bono mensual que se otorgue sin distinción de género a los funcionarios y funcionarias del servicio exterior e incorporando como causante al conviviente civil.





A continuación, el Canciller (s) informó que la nueva propuesta que se plantearía dice relación con mantener la asignación familiar para los causantes que ya la tienen y establecer un bono mensual para dos nuevos causantes (cónyuge hombre y conviviente civil), estipulando en la ley las condiciones del bono. Añadió que en dicho cuerpo legal se especificará que los dos causantes de este nuevo beneficio deberán cumplir con los demás requisitos que actualmente se exigen para ser causante de una asignación familiar. Esto es, vivir a expensas del funcionario que los invoca y no disfrutar de una renta, cualquiera que sea su origen o procedencia, igual o superior al cincuenta por ciento del ingreso mínimo. Además, se especificará que el referido bono es incompatible con la asignación familiar y otros beneficios similares.





Precisó que el fundamento de esta propuesta radica en que los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores pueden regirse por estatutos propios, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 162 del Estatuto Administrativo, por lo que no se considera que se esté creando un precedente para la administración pública, atendida la especialidad de las funciones de los diplomáticos desarrolladas en el exterior. Además, explicó que se trata de un bono especial y no el de asignación familiar, por lo que no es replicable en otros ámbitos. Destacó que el Ministerio considera fundamental que exista la igualdad de condiciones entre funcionarios y funcionarias del servicio exterior que se desempeñen en el extranjero, lo que ha sido una aspiración histórica de la ADICA.





Respecto a la gradualidad, señaló que la actual indicación la establece en 4 años. En este sentido, hizo presente que el Gobierno evaluará la factibilidad presupuestaria de modificar la gradualidad del gasto prevista con motivo de todas las modificaciones que la nueva indicación debiera incorporar.





Por otra parte, indicó que ADICA y AEMRE critican el tope del 7% de asignación de funciones directivas a las contratas. Añadió que AEMRE propone eliminar esta norma. Asimismo, se propone bajar el tope del porcentaje de asignaciones de funciones directivas en la planta SAG del 7% al 4% de la dotación total de dicha planta, con el objeto de que coincida con los cuarenta y cinco funcionarios a contrata que, de acuerdo con la ley de Presupuestos del Sector Público, se les ha autorizado a desarrollar funciones directivas en los últimos años. Añadió que lo anterior implica mantener un esquema de continuidad, sin variación, respecto del máximo permitido en la glosa correspondiente en la actual ley de Presupuestos del Sector Público.





En cuanto a concursabilidad de los ascensos, acotó que se no contempla en los ascensos para quienes tengan el cargo de Primer Secretario. Agregó que en el debate de la mesa surgió la posibilidad de volver a incorporar esta disposición. A su vez, se planteó la necesidad que el concurso no fuera sólo de antecedentes, sino que además de oposición y se proveyeran los recursos necesarios para tal fin.





Luego, indicó que en el caso del concurso de Primer Secretario a Consejero la idea es que -en caso de existir una vacante- no se ascienda, como ocurre en la actualidad, por estricto orden del escalafón, el cual queda conformado luego de la Junta de Calificaciones. En efecto, se postuló que se ascienda después de ganar un concurso consistente en un procedimiento técnico, objetivo e imparcial, que considere una evaluación cualitativa y cuantitativa de los logros alcanzados por los primeros secretarios, en el ejercicio de sus funciones en el Ministerio.





En relación con el ingreso al Servicio Exterior, el señor Ministro (s) expresó que la enmienda plantea subir de quince a diecisiete el número de terceros secretarios o cónsules de tercera clase. De esta forma, se aumentaría en igual número los aceptados en la Academia Diplomática. Añadió que la propuesta es no innovar en cuanto a los cupos de terceros secretarios o cónsules de tercera clase que se mantienen en quince, considerando la actual permanencia en los grados por parte del personal, lo que no se condice con las expectativas funcionarias.





En cuanto a los años de duración del proceso de formación en la Academia Diplomática, precisó que no se ha planteado la modificación de la norma que dispone que “Los alumnos regulares de la Academia deberán cursar dos años de estudios.” Agregó que el Director de la ACADE justificó detalladamente la necesidad de contemplar un programa de formación de dos años. Luego, se planteó la alternativa de dejar entregado al reglamento (firmado por los Ministros de Relaciones Exteriores y de Hacienda) la duración del proceso de formación la que -en todo caso- no podría exceder de dos años.





La Comisión, teniendo presente los consensos alcanzados y, sin perjuicio de las indicaciones que estimen pertinente presentar sus miembros, acordó aprobar en general el proyecto de ley en estudio.





Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR





Durante la discusión particular el Ejecutivo presentó las siguientes indicaciones al proyecto:

- - -

Títulos I, II, III y IV, nuevos




Indicación N° 1), de S.E. la Presidenta de la República, para agregar los siguientes títulos I, II, III y IV, nuevos, pasando el actual artículo 1 a ser 63, y así sucesivamente:

“TÍTULO I
DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

Párrafo 1° Misión y organización





Artículo 1.- El Ministerio de Relaciones Exteriores es la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, planificación, prospección, conducción, coordinación, ejecución, control e información de la política exterior que éste formule, proponiendo y evaluando las políticas y planes orientadas a fortalecer la presencia internacional del país, y velando por los intereses de Chile, con el propósito de elevar la calidad del desarrollo, seguridad y bienestar nacional.





La representación de Chile ante otros Estados, organizaciones y foros internacionales de competencia de esta Secretaría de Estado se ejercerá a través de las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y misiones especiales en el exterior de su dependencia. No obstante, aquellas que no sean dependientes del Ministerio de Relaciones Exteriores deberán coordinarse con esta Secretaría de Estado en el ejercicio de sus funciones.





Artículo 2.- Al Ministerio de Relaciones Exteriores le corresponde, entre otras materias, coordinar e integrar a los distintos Ministerios y demás órganos de la Administración del Estado en todos los asuntos que inciden en la política exterior, las relaciones económicas internacionales, la cooperación internacional, la promoción cultural en el extranjero y la vinculación y atención de los connacionales en el exterior, considerando además el rol de distintos actores de la sociedad civil, generando así un Sistema Nacional de Política Exterior.





Además, este Ministerio intervendrá en lo relacionado con todas las cuestiones que atañen a las fronteras y límites del país, a las zonas fronterizas, a los espacios aéreos y marítimos en general, y a los asuntos relativos al territorio antártico y a la política antártica. En particular, mantendrá un estrecho contacto, coordinación y mutua cooperación con el Ministerio de Defensa Nacional en asuntos relacionados con la seguridad y paz internacional.





Artículo 3.- El Ministerio contará con un Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, una Subsecretaría de Relaciones Exteriores, una Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, y con las demás áreas funcionales que se establecen en este título o de conformidad al mismo.





Artículo 4.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores será el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República y será responsable de la conducción del Ministerio en conformidad con las políticas e instrucciones que aquél le imparta.





Artículo 5.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores será subrogado por el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores y, en ausencia o impedimento de éste, por el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales.





Artículo 6.- El Consejo de Política Exterior es un organismo consultivo, de carácter permanente, encargado de asesorar al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en las materias relativas a las relaciones internacionales que éste someta a su consideración y en la labor de velar por la unidad de la política exterior. El apoyo administrativo para el adecuado funcionamiento del Consejo corresponderá a la Dirección de Planificación Estratégica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.





El Consejo de Política Exterior será presidido por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores y estará integrado por:





1. El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





2. El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales.





3. El Subsecretario o Subsecretaria de Defensa.





4. El Secretario o Secretaria General de Política Exterior de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.





5. El Director o Directora General de Asuntos Jurídicos de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores. 





6. Los ex Ministros o ex Ministras de Relaciones Exteriores, académicos y otras personalidades de reconocida versación en materia de política internacional, que sean designados por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores.





7. El Director o Directora de Planificación Estratégica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, quien actuará además como secretario ejecutivo del Consejo.





El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores tendrá la facultad exclusiva de convocar a los integrantes del Consejo y determinar su agenda de reuniones. Asimismo podrá, si lo estimare conveniente, invitar a sus sesiones, para temas específicos, a otros funcionarios de la Administración del Estado, así como a representantes del sector privado, académico y de la sociedad civil.





Todos los integrantes del Consejo de Política Exterior desempeñarán sus funciones ad honorem.





Artículo 7.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores podrá constituir un comité conformado por ex Ministros o ex Ministras de Relaciones Exteriores, que hayan servido el cargo en calidad de titulares, con el objeto que le presten asesoría en materias específicas relativas a la política exterior y las relaciones internacionales. Un reglamento establecerá las normas de funcionamiento del Comité y los requisitos que deberán cumplir quienes lo integren.





Los ex Ministros o ex Ministras de Relaciones Exteriores integrantes del Comité desempeñarán sus labores ad honorem.





Artículo 8.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores estará facultado para establecer, mediante decreto dictado bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, una unidad de asesoría especializada para la defensa de los intereses de Chile en procesos de solución de controversias internacionales, denominada “Unidad para la Defensa de Chile ante los Tribunales Internacionales”.





El Ministro o Ministra determinará de qué procesos internacionales conocerá esta unidad, la que tendrá a su cargo la programación, coordinación y preparación de los trabajos que fueren necesarios para la defensa de los derechos e intereses de Chile en los referidos procesos. En especial, asumirá estas funciones en casos  referentes a tratados de límites, materias específicas de límites y fronteras del Estado, recursos naturales fronterizos, transfronterizos o internacionales y toda otra materia que incida en la soberanía, derechos soberanos y jurisdicción del país.





Se considerarán secretos y de circulación restringida, para todos los efectos legales, los antecedentes, informaciones y registros que obren en poder de esta unidad o de su personal, cualquiera que sea su cargo o la naturaleza de su vinculación jurídica con ésta, como también aquellos otros antecedentes de que dicho personal tome conocimiento en el desempeño de sus funciones o con ocasión de éstas, respecto de los que estarán obligados a mantener el carácter secreto de su existencia y contenido aun después del término de sus funciones en la señalada unidad.





Los estudios e informes que elabore esta unidad sólo podrán eximirse del carácter de secreto con la autorización del Ministro o Ministra, en las condiciones que éste indique.





Artículo 9.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores podrá constituir un comité asesor, denominado “Comité Interministerial de Negociaciones Económicas Internacionales”, cuya función será apoyarlo en su misión de colaborar con el Presidente de la República en la planificación, conducción, coordinación, ejecución, control e información de la política exterior relativa a las negociaciones económicas internacionales y al cumplimiento de las obligaciones derivadas de éstas.

Párrafo 2° De la Subsecretaría de Relaciones Exteriores





Artículo 10.- La Subsecretaría de Relaciones Exteriores es el órgano de colaboración inmediata del Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materia de política exterior, al cual le corresponderá coordinar las acciones de los órganos y servicios públicos del sector.





Artículo 11.- Corresponderán a la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, las siguientes funciones:





1. Colaborar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materias de política exterior, conforme a las instrucciones que éste le imparta, y las directrices establecidas por el Presidente de la República.





2. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores las políticas y planes relativos a la participación internacional de Chile, efectuando la coordinación entre las entidades públicas y privadas que intervienen en dicho ámbito.





3. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores la política exterior de Chile en el ámbito bilateral, multilateral y vecinal, y encargarse de su coordinación y ejecución.





4. Proteger los derechos e intereses de Chile y de los chilenos en el exterior.





5. Colaborar en la proposición, negociación y promoción de acuerdos internacionales en el área de su competencia, debiendo coordinar la participación de los ministerios sectoriales competentes, requerir su opinión cuando corresponda, e informarles del desarrollo de las mismas.





6. Conformar y presidir, cuando corresponda, las delegaciones que intervengan en las negociaciones de acuerdos internacionales, coordinando la participación y las posiciones formuladas por los órganos de la Administración del Estado competentes.





7. Evaluar y coordinar con otros órganos de la Administración del Estado las medidas que correspondan para la implementación de los acuerdos internacionales.





8. Colaborar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en la defensa de los derechos e intereses de Chile en las controversias que involucren al Estado de Chile en materias internacionales, en el ámbito de su competencia, especialmente en las materias señaladas en el artículo 8. Lo anterior,  sin perjuicio de la asistencia, participación y competencia en estas materias de otros órganos de la Administración del Estado.





9. Coordinar la participación de los órganos de la Administración del Estado ante organizaciones y foros internacionales en materia de política exterior.





10. Instruir, coordinar y supervisar la acción de las embajadas, consulados, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y misiones especiales en el exterior dependientes de esta Secretaría de Estado.





11. Prestar el servicio de interpretación y de traducción de documentos cuando sea requerido por la Presidencia de la República, por el Ministerio de Relaciones Exteriores o por servicios dependientes y relacionados a éste. Asimismo, le corresponderá la traducción de los documentos a que se refiere el artículo 437 del Código Procesal Penal.





12. Cumplir las funciones que el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores le instruya o delegue al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





13. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley.





Artículo 12.- La Subsecretaría de Relaciones Exteriores estará a cargo de un Subsecretario o Subsecretaria y contará, al menos, con las siguientes áreas funcionales:





1. La Secretaría General de Política Exterior.





2. La Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior. 





3. La Dirección de Planificación Estratégica.





4. La Dirección General de Asuntos Consulares, Inmigración y de Chilenos en el Exterior. 





5. La Dirección General Administrativa.





6. La Dirección General de Asuntos Jurídicos.





7. La Dirección General del Ceremonial y Protocolo.





8. La Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”.





9. La Dirección de Comunicaciones Estratégicas.





La Dirección General del Ceremonial y Protocolo estará a cargo de un Director o Directora, con rango de Embajador o Embajadora, que será nombrado por el Presidente de la República y deberá pertenecer a la Planta del Servicio Exterior. Las demás áreas funcionales señaladas estarán a cargo de un Director o Directora General o de un Director o Directora, según corresponda, con rangos de Embajador o Embajadora, que serán de la exclusiva confianza del Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores.





Mediante un reglamento, dictado en conformidad con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado (en adelante “Ley de Bases Generales de la Administración del Estado”), con sujeción a la planta y a la dotación máxima, se determinará la organización interna de la Subsecretaría y las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, contemplando, a lo menos, aquellas señaladas en el inciso primero.





Artículo 13.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores tendrá todas aquellas funciones y atribuciones contempladas en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, y en las demás normas legales que le sean aplicables, y especialmente las siguientes:





1. Coordinar las acciones de la Dirección de Fronteras y Límites del Estado y del Instituto Antártico Chileno.





2. Instruir, orientar y supervisar a las unidades de su dependencia, incluyendo las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y representaciones consulares.





3. Ejecutar, de acuerdo a las instrucciones impartidas por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, la política exterior que fije el Presidente de la República.





4. Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional, fuera del país o fuera de su sede, respecto del personal de su dependencia.





5. Autorizar a funcionarios y a empleados de las oficinas consulares de Chile en el exterior para actuar como Ministros de Fe Pública, y otorgar pasaportes, renovarlos, y asimismo documentos de viaje a los chilenos de sus circunscripciones, o de paso en ella, y conceder visaciones en los pasaportes extendidos por autoridad extranjera cuando sus portadores se dirijan a Chile, debiendo dichos empleados rendir fianza.





6. Celebrar con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, los contratos y convenios necesarios para el cumplimiento de los fines específicos de la Subsecretaría, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de estas atribuciones.





7. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores los planes, los programas y el presupuesto anual del Servicio, y administrar los recursos que le sean asignados.





8. Autorizar, mediante resolución fundada y sujeto a disponibilidad presupuestaria, donaciones de bienes muebles y gastos por concepto de inauguraciones, aniversarios, presentes, atención a Estados y autoridades extranjeras, a instituciones extranjeras, a organizaciones internacionales, delegaciones, huéspedes ilustres y otros análogos, en representación del Ministerio de Relaciones Exteriores, por causas netamente institucionales que deban responder a una necesidad de exteriorización de la presencia del Ministerio.





El Subsecretario o Subsecretaria, mediante resolución, establecerá los procedimientos para resguardar la eficiencia, transparencia, publicidad, igualdad y no discriminación arbitraria de la donación o gasto que autorice conforme a este numeral.





9. Autorizar el comodato o préstamo de uso de obras de arte inventariadas en las misiones de Chile en el exterior para fines de exposición.





10. Contratar en Chile o en el exterior, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, a personas o entidades nacionales o extranjeras, para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad, remunerados en moneda nacional o extranjera, según corresponda.





11. Destinar a los funcionarios de la Subsecretaría para desempeñarse en alguna de las misiones de Chile en el exterior en labores propias de la Subsecretaría, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.





12. Destinar, previo concurso, hasta seis funcionarios que se hayan desempeñado a contrata por a lo menos cinco años continuos en el Ministerio, ya sean asimilados a las Plantas de Profesionales, Técnicos o Administrativos, para prestar servicios en alguna de las misiones de Chile en el exterior por un máximo de dos años, asimilados a una categoría no superior a la Tercera Categoría Exterior de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, establecida en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, de dicha Secretaría de Estado. En todo caso, la referida destinación será incompatible respecto del personal que, a su turno, tenga la propiedad de algún cargo en la Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores.





En el concurso deberán considerarse factores tales como estudios y cursos de formación educacional y de capacitación, experiencia laboral y competencias específicas para el desempeño de la función. Por resolución del Subsecretario o Subsecretaria, previamente se determinará y establecerá la forma en que tales factores serán ponderados.





Los funcionarios señalados en este numeral serán destinados en las siguientes categorías: dos en Tercera Categoría, dos en Cuarta Categoría, uno en Quinta Categoría y uno en Sexta Categoría.





A los señalados funcionarios les será aplicable lo dispuesto en el artículo 84 del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores. Estas destinaciones quedarán sujetas a la renovación del respectivo contrato.





13. Designar mediante resolución fundada y con cargo a los recursos que legalmente le hayan asignado, en comisiones de servicio hacia o desde el exterior, a personas que no pertenezcan al Servicio, las que tendrán derecho a pasajes y a un viático en moneda extranjera equivalente al de un funcionario de las Plantas de Directivos, de Profesionales o de Técnicos, con cuyo rango fueren designadas, salvo que estos mismos beneficios les sean otorgados por organismos nacionales o internacionales, por gobiernos extranjeros o por otras entidades. Un reglamento dictado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, visado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, regulará el otorgamiento de estos viáticos.





14. Dictar los actos administrativos necesarios para la aplicación de los artículos 24 y 25.





15. Transigir litigios pendientes y precaver litigios eventuales en materias laborales o previsionales surgidos en el extranjero que afecten al Estado de Chile, previo informe favorable del Consejo de Defensa del Estado, pudiendo delegar dicha facultad en los correspondientes jefes o jefas de misión diplomática, de misión ante organizaciones internacionales y de oficinas consulares de Chile en el exterior, o sus subrogantes, de conformidad al artículo 41 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.





16. Desempeñar las demás atribuciones que le asigne la ley.





En el desempeño de su cargo en el exterior, el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores tendrá el rango protocolar de Viceministro o Viceministra de Relaciones Exteriores.





Artículo 14.- En el marco del quehacer del Ministerio de Relaciones Exteriores, corresponden a los siguientes órganos de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores las funciones que se indican a continuación, de especial relevancia para el funcionamiento del Ministerio:





1. La Secretaría General de Política Exterior es la responsable del estudio, coordinación, ejecución, control e información de las actividades de política exterior de Chile, que deben realizar las misiones diplomáticas de acuerdo con las directivas del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores, como asimismo de las actividades de los coordinadores regionales y ministeriales, y le compete colaborar con el Ministro o Ministra y con el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores en las relaciones con las misiones diplomáticas extranjeras y organismos internacionales acreditados en el país.





2. La Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior es la responsable de la coordinación del Ministerio de Relaciones Exteriores con los distintos Ministerios y demás órganos de la Administración del Estado en aquellos asuntos que inciden en la política exterior de Chile. Le corresponderá además la coordinación de los acuerdos interinstitucionales de carácter internacional.





3. La Dirección General de Asuntos Consulares, Inmigración y de Chilenos en el Exterior es la responsable de estudiar, diseñar, proponer, coordinar y ejecutar la política del Ministerio de Relaciones Exteriores en materia consular, migratoria y de protección de los derechos e intereses de los chilenos en el exterior. Colaborará con las políticas de inmigración establecidas por las autoridades pertinentes y velará por el funcionamiento de los Consulados de Chile y la atención del cuerpo consular residente.





4. La Dirección de Planificación Estratégica es la responsable de asesorar a las autoridades del Ministerio en la formulación de objetivos de política exterior, de diseñar la planificación estratégica, coordinando y haciendo seguimiento de sus metas y objetivos, de coordinar con las direcciones correspondientes las herramientas y contenidos pertinentes para el avance e implementación de nuevas áreas e instrumentos de política exterior y del diseño de planes de estudio y capacitación, de realizar y proveer estudios e informes especializados de prospectiva y de recopilar y sistematizar la información y actividades generadas por el Ministerio. Le competerá asesorar a las autoridades del Ministerio para garantizar la coherencia de los objetivos y metas de los servicios dependientes y relacionados, en el marco de las metas y objetivos generales del Ministerio de Relaciones Exteriores, y actuar como nexo con las instituciones académicas y centros de estudios públicos y privados.





Artículo 15.- Al Director General de Asuntos Jurídicos de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores le corresponderá certificar la autenticidad de los tratados internacionales, de las resoluciones o decisiones adoptadas conforme a los mismos y de los documentos relativos a la celebración de los tratados internacionales.

Párrafo 3° De las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y representaciones consulares de Chile en el exterior dependientes del Ministerio de Relaciones Exteriores





Artículo 16.- Las misiones diplomáticas, las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y las representaciones consulares son los órganos de representación del Estado en los países y organizaciones internacionales en que estén acreditadas, cuya función es aplicar la política exterior y de relaciones económicas internacionales del país en lo político, diplomático, consular, comercial, social, cultural, científico, técnico, de información, de cooperación y otras que le competan.





Artículo 17.- Los jefes y jefas de las misiones diplomáticas dependen del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores y son los representantes del Estado de Chile y del Presidente de la República. De ellos dependerán los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores y de sus servicios dependientes y relacionados que presten servicios en el país en que estuvieren acreditados o contratados, tanto en las misiones diplomáticas, representaciones consulares y oficinas comerciales.





Los jefes y jefas de las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales dependen del Ministerio de Relaciones Exteriores, a través del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores, y los funcionarios de dichas representaciones dependen de los respectivos jefes o jefas de representación.





Los Agregados de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad que se desempeñen en las misiones de Chile en el exterior quedarán sometidos a la autoridad de los jefes o jefas de éstas, manteniendo en todo caso la dependencia del Estado Mayor Conjunto.





Artículo 18.- Los jefes y jefas de las misiones diplomáticas, de representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y de las representaciones consulares, previa autorización del Ministerio, podrán celebrar y suscribir los contratos y convenios necesarios para el cumplimiento de los fines específicos de dicha representación u oficina y, en especial, podrán contratar empleados locales en el extranjero, con cargo a los recursos que le hayan sido autorizados por el Ministerio.





Para efectos de la contratación de empleados locales en el exterior, mediante resolución del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores, que se deberá dictar a más tardar el 30 de junio de cada año, con visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, se establecerán las funciones, dotación máxima y gasto anual de este personal.





Artículo 19.- Los jefes y jefas de las misiones diplomáticas tendrán la supervigilancia de las actividades oficiales que realicen representantes de otros órganos de la Administración del Estado que actúen en el país ante cuyo gobierno estén acreditados.





Artículo 20.- Los jefes y jefas de las misiones diplomáticas, de representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y de las representaciones consulares serán subrogados por el funcionario del Servicio Exterior que les siga en precedencia.





Artículo 21.- A los jefes y jefas de misión y de representaciones permanentes ante organizaciones internacionales les corresponde:





1. Velar por el correcto y eficaz cumplimiento de las funciones de la misión a su cargo.





2. Conocer y resolver los asuntos oficiales que se produzcan en su jurisdicción, consultando al Ministerio en los casos en que fuere necesario.





3. Administrar los bienes y recursos a su cargo, conservarlos, disponer y controlar el correcto empleo de los fondos de la misión o de la representación, y efectuar las rendiciones de cuenta correspondientes.





4. Proponer al Ministerio de Relaciones Exteriores las iniciativas que estimen convenientes para el mejor cumplimiento de su misión.





5. Cumplir las instrucciones que imparta el Ministerio de Relaciones Exteriores.





Artículo 22.- A los jefes y jefas de las representaciones consulares les corresponde:





1. Cumplir las disposiciones del Reglamento Consular.





2. Cumplir las instrucciones que imparta el Ministerio de Relaciones Exteriores.





3. Cumplir las tareas que le fije el correspondiente jefe o jefa de misión diplomática y mantener informado a éste en materias políticas, económicas, culturales, sociales, científicas, técnicas, de información y de cooperación.





Artículo 23.- En las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales, representaciones consulares y oficinas comerciales de Chile en el exterior, serán días inhábiles los días festivos que tengan tal carácter en la localidad y los días 21 de mayo y 18 y 19 de septiembre. Los trabajos extraordinarios que la autoridad ordene en esos días, se compensarán con descanso complementario en conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 69 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Párrafo 4° De los Coordinadores Regionales





Artículo 24.- El Ministro de Relaciones Exteriores, previa comunicación al delegado regional presidencial respectivo, podrá designar funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, según las necesidades de éste, en calidad de coordinadores o coordinadoras regionales, para desempeñarse en distintas regiones del país, con el objeto de apoyar a éstas en la realización de sus proyectos e iniciativas en el ámbito internacional. El número máximo de coordinadores regionales existentes en el país será de dos.





Lo dispuesto en el inciso anterior se entenderá sin perjuicio de las funciones que competen a las Direcciones Regionales de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, las que en todo caso deberán coordinar y cooperar con los coordinadores regionales. 

Párrafo 5° De los Coordinadores Ministeriales





Artículo 25.- El Ministro de Relaciones Exteriores, previo acuerdo con el Ministro o Jefe Superior de Servicio, según corresponda, podrá designar funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, según las necesidades de éste, en calidad de coordinadores o coordinadoras ministeriales para los ministerios y demás órganos de la Administración del Estado, los que se encargarán de apoyarlos en aquellos asuntos que incidan en la política exterior y en las relaciones económicas internacionales de Chile, y que sean de competencia de dichas reparticiones.





Asimismo, a solicitud del Ministerio de Relaciones Exteriores, estas labores podrán ser ejercidas por funcionarios de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, designados por resolución del respectivo Jefe de Servicio, respecto de determinados órganos de la Administración del Estado encargados de gestionar las relaciones económicas internacionales sectoriales, con la finalidad de apoyar su agenda internacional en materia de implementación y cumplimiento de compromisos internacionales.





El acto que los designe determinará los objetivos y el período en que desempeñarán dicha función, y los medios para dar cuenta de los resultados de ésta.

Párrafo 6° De la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales





Artículo 26.- La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales es el órgano de colaboración inmediata del Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materia de relaciones económicas internacionales, al cual le corresponderá la coordinación con los órganos de la Administración del Estado con competencia en dicha materia y cumplir con las demás funciones que le señale la ley.





Artículo 27.- Corresponderán a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales las siguientes funciones:





1. Colaborar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materias de relaciones económicas internacionales de su competencia, conforme a las instrucciones que éste le imparta y las directrices establecidas por el Presidente de la República.





2. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores las políticas y planes relativos a la participación de Chile en las relaciones económicas internacionales, a nivel bilateral y multilateral, y encargarse de su coordinación y ejecución.





3. Colaborar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en la promoción y negociación de tratados y demás acuerdos internacionales de carácter económico, los que deberán contar con la conformidad escrita de los Ministros o Ministras de Relaciones Exteriores y de Hacienda. El desarrollo de dichas negociaciones será informado a los ministerios sectoriales competentes, debiendo requerirse su opinión y participación cuando corresponda.





4. Promover, facilitar y colaborar en el posicionamiento de la imagen de Chile en el exterior y el desarrollo de las exportaciones, coordinando las distintas entidades públicas y privadas que participan en las relaciones económicas internacionales.





5. Instruir a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales en materia de defensa de los derechos e intereses de Chile en las controversias que involucren al Estado de Chile en materia de relaciones económicas internacionales o que se deriven de la aplicación de acuerdos en este ámbito, con excepción de aquéllas cuyo conocimiento el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores asigne a la unidad indicada en el artículo 8.





6. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores las medidas que estime adecuadas para el planeamiento, orientación y coordinación de las actividades de los organismos del Estado cuya labor tenga incidencia directa o indirecta en la participación del país en el comercio internacional y en el proceso de integración económica y física, las que deberán contar con la participación de los ministerios sectoriales competentes.





7. Orientar la acción de las misiones diplomáticas, oficinas consulares, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y oficinas comerciales en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, en coordinación con el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





8. Instruir a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y a la Dirección General de Promoción de Exportaciones en materia de las relaciones económicas internacionales de su competencia.





9. Proporcionar a la Dirección de Planificación Estratégica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores todos los antecedentes que ésta requiera para el cumplimiento de sus funciones.





10. Cumplir las funciones que el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores instruya o delegue al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales.





11. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley.





Artículo 28.- La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales estará a cargo de un Subsecretario o Subsecretaria y contará, al menos, con las siguientes áreas funcionales:





1. La Dirección de Asuntos Jurídicos.





2. La Dirección Administrativa.





3. La Dirección de Estudios.





4. La Dirección de Comunicaciones.





Mediante un reglamento, dictado en conformidad con lo establecido en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, con sujeción a la planta y a la dotación máxima, se determinará la organización interna de la Subsecretaría y las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, contemplando, a lo menos, aquellas señaladas en el inciso primero.





Artículo 29.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales tendrá todas aquellas funciones y atribuciones contempladas en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, y en las demás normas legales que le sean aplicables, las señaladas en los numerales 4, 6, 7, 10,   13 y 15 del artículo 13, y además las siguientes:





1. Coordinar las acciones de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





2. Contratar personal local en el extranjero en apoyo al cumplimiento de las funciones de la Subsecretaría con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.





3. Ejecutar, de acuerdo a las instrucciones impartidas por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, la política que fije el Presidente de la República en la esfera de su competencia, y los programas de acción que se determinen en el marco de ésta.





4. Orientar, en coordinación con el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores, a las misiones de Chile en el exterior en materias de competencia de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.





5. Destinar a los funcionarios de las Plantas de Directivos, Profesionales, Técnicos, Administrativos y Auxiliares de la Subsecretaría y de las Direcciones Generales de Promoción de Exportaciones y de Asuntos Económicos Internacionales, para desempeñarse en alguna de las misiones de Chile en el exterior, con cargo a los recursos que legalmente les hayan sido asignados. En el caso de funcionarios de estas Direcciones Generales, la destinación se hará a propuesta de los Directores o Directoras Generales de Promoción de Exportaciones y de Asuntos Económicos Internacionales, respectivamente.





6. Designar personal a contrata asimilado a las Plantas de Profesionales de la Dirección General de Promoción de Exportaciones para desempeñarse como agregados a cargo de una oficina comercial o de un departamento económico, a propuesta del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones y con cargo a sus recursos y dotación, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13.





7. Designar personal a contrata asimilado a las Plantas de Administrativos y Auxiliares de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, que se hayan desempeñado en esa calidad, en la Subsecretaría o en el mismo Servicio, por a lo menos cinco años continuos, a propuesta de los respectivos Directores o Directoras Generales, cuando corresponda, y con cargo a sus recursos y dotación, para desempeñarse en alguna de las oficinas comerciales o departamentos económicos de las misiones de Chile en exterior, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13.





8. Instruir al Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales y al Director o Directora General de Promoción de Exportaciones para disponer comisiones de servicios de sus funcionarios en determinados órganos de la Administración del Estado, a objeto de apoyar la agenda internacional de éstos en materia de implementación y cumplimiento de compromisos internacionales de naturaleza económico comercial.





9. Cumplir las demás funciones que le asigne la ley o que el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores le instruya o delegue.





El Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales en el desempeño de su cargo en el exterior tendrá el rango protocolar de Viceministro o Viceministra de Relaciones Económicas Internacionales.

Párrafo 7° Del personal del Ministerio de Relaciones Exteriores





Artículo 30.- El personal de la planta y a contrata de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores y el personal de la planta y a contrata de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, estarán afectos al decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1973, del Ministerio de Hacienda, y su legislación complementaria; y en materia de destinaciones al extranjero, a las normas contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y su normativa complementaria.





No obstante lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y su normativa complementaria, tratándose del personal de la Secretaría y Administración General, profesionales de su escalafón Directivo, Profesional y Técnico destinados a las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y misiones especiales en el exterior, en casos excepcionales, debidamente calificados por decreto supremo, el plazo de dos años de destinación podrá prorrogarse hasta por un máximo de un año adicional.





La destinación al exterior deberá señalar en cuál de las categorías de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores se desempeñará el funcionario destinado, de conformidad a lo establecido en esta ley y en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, según corresponda.





Artículo 31.- El personal a contrata de las Subsecretarías del Ministerio de Relaciones Exteriores podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por resolución del Subsecretario o Subsecretaria respectivo. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima de cada Subsecretaría.





Artículo 32.- Cuando sea necesario que un funcionario de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y de los servicios dependientes y relacionados de éstas, sea comisionado a prestar servicios en alguno de los servicios mencionados, la respectiva comisión podrá designarse por hasta el máximo de tres años y será autorizada por resolución fundada del respectivo Jefe de Servicio.





El término de la referida comisión quedará sujeto a la misma formalidad antes señalada.





Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable a los funcionarios que sean de la exclusiva confianza del Presidente de la República.

Párrafo 8° Disposiciones Generales





Artículo 33.- A los contratos administrativos que el Ministerio de Relaciones Exteriores y sus servicios dependientes y relacionados celebren con personas naturales o jurídicas extranjeras o con chilenos residentes en el exterior, que deban ejecutarse fuera del territorio nacional, tales como contratos de suministro de bienes muebles, de prestación de servicios o de ejecución de acciones de apoyo, no les será aplicable la obligación de desarrollar los procesos de compras utilizando el Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración como, asimismo, la de contratar con personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en el Registro de Proveedores, a los cuales se refiere la ley N° 19.886 y su reglamento, pero deberán presentarse como mínimo tres cotizaciones de diferentes proveedores, salvo en los casos que prevé el artículo 8 inciso final de la mencionada ley o que el monto de la contratación sea inferior al equivalente de 150 unidades tributarias mensuales en moneda nacional.





En los contratos administrativos que se celebren en el exterior deberán resguardarse debidamente los principios de eficiencia, transparencia, publicidad, impugnabilidad, igualdad y no discriminación arbitraria, y deberán considerarse, entre otros, los factores idiomáticos, culturales y de orden jurídico existentes en el exterior.





Artículo 34.- Las subsecretarías del Ministerio de Relaciones Exteriores, con arreglo a lo dispuesto en la presente ley y a las disposiciones vigentes, podrán operar en el país o en el extranjero en moneda nacional o extranjera.





Artículo 35.- Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, podrán suscribir convenios interinstitucionales de carácter internacional con entidades extranjeras o internacionales.





Estos convenios no podrán comprender materias propias de ley ni referirse a asuntos que no sean compatibles con la política exterior de la República de Chile. Con el objeto de velar por la coherencia de esta última, el respectivo órgano deberá informar con la debida antelación al Ministerio de Relaciones Exteriores su intención de suscribirlos.





Los convenios interinstitucionales de carácter internacional no revestirán la naturaleza de tratados ni generarán obligación alguna derivada del derecho internacional para la República de Chile.





Los derechos y obligaciones que deriven de estos convenios serán asumidos por el órgano que los suscriba, conforme a las reglas generales y dentro de sus disponibilidades presupuestarias.

TÍTULO II

DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS ECONÓMICOS INTERNACIONALES

Párrafo 1° De la naturaleza jurídica, objeto y funciones





Artículo 36.- Créase la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, servicio público centralizado sometido a la dependencia del Presidente de la República a través de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, al que le corresponderá ejecutar la política que éste formule relativa a las relaciones económicas internacionales de Chile, de acuerdo a las directivas impartidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores.





El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el título VI de la ley Nº 19.882. El decreto de nombramiento de su Director o Directora General deberá ser firmado por los Ministros o Ministras de Relaciones Exteriores y de Hacienda.





Artículo 37.- Corresponderá a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, sin perjuicio de las atribuciones que competan a otros órganos de la Administración del Estado, las siguientes funciones:





1. Estudiar, analizar, proponer y ejecutar las acciones relativas al diseño, negociación, seguimiento, implementación y evaluación de los tratados y convenios internacionales en materia de relaciones económicas internacionales, que Chile suscriba o haya suscrito o participe.





2. Colaborar con el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales en la ejecución de las relaciones económicas internacionales, conforme a las instrucciones que éste le imparta en el marco de la política económica que fije el Presidente de la República.





3. Colaborar en la promoción, proposición y negociación de acuerdos, tratados, programas y convenios internacionales en la esfera de las relaciones económicas internacionales, debiendo requerir la participación de los ministerios sectoriales competentes.




4. Conformar y presidir los grupos de trabajo y equipos requeridos en las negociaciones de acuerdos internacionales en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, coordinando la participación y las posiciones formuladas por los órganos de la Administración del Estado competentes.





5. Analizar, estudiar y proponer medidas relacionadas con la integración subnacional de Chile con otros países en coordinación con la Secretaría General de Política Exterior de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores. Cuando estas medidas afecten zonas fronterizas, se coordinará además con la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado y otros órganos competentes de la Administración del Estado.





6. Velar por el cumplimiento, aplicación y ejecución de los acuerdos internacionales que Chile celebre en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, correspondiéndole, en especial, la prevención de los conflictos que puedan surgir en el marco de éstos.





7. Coordinar, conforme a las directrices del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, en aquellos asuntos que el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores no haya asignado a la unidad señalada en el artículo 8, la defensa de los derechos e intereses de Chile en las controversias que involucren al Estado de Chile en materia de relaciones económicas internacionales o que se deriven de la aplicación de acuerdos en este ámbito, sin perjuicio de la asistencia, competencia y participación de otros órganos de la Administración del Estado.





8. Coordinar y presidir la participación de Chile en los distintos organismos y foros internacionales relativos a las relaciones económicas internacionales, incluyendo los procesos de integración económica.





9. Apoyar a los órganos de la Administración del Estado que lo requieran, respecto a técnicas y procesos de negociación internacional.





10. Evaluar, proponer y ejecutar las medidas que correspondan para la implementación y administración de los acuerdos internacionales en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, en especial la notificación de los reglamentos técnicos y los procedimientos de evaluación de conformidad ante la Organización Mundial de Comercio, y cumplir las demás obligaciones que de ellos deriven. Para ello, en coordinación con otros órganos de la Administración del Estado competentes, conformará, coordinará y presidirá los grupos de trabajo y equipos requeridos para tal administración.





11. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley o los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

Párrafo 2° De la organización





Artículo 38.- En conformidad con lo establecido en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, contemplando, a lo menos, la Dirección de Asuntos Jurídicos y la Dirección Administrativa.




Artículo 39.- Un Director o Directora General será el Jefe Superior del Servicio y su representante legal, y tendrá el rango de Embajador o Embajadora para efectos protocolares.





Artículo 40.- Al Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales le corresponderán, especialmente, las siguientes funciones y atribuciones:





1. Ejecutar las políticas que correspondan a la esfera de sus competencias.





2. Elaborar un informe periódico para el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales respecto a la ejecución de los diversos tratados, convenios y asuntos económicos internacionales, identificando los problemas y restricciones que se presenten, y formulando recomendaciones para su mejor implementación.





3. Participar en la elaboración de las políticas para el seguimiento y evaluación de tratados bilaterales y multilaterales de carácter económico, a ser presentadas al Presidente de la República, a través de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.





4. Celebrar con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, los contratos y convenios de cualquier naturaleza necesarios para el cumplimiento de los fines específicos del Servicio, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de sus atribuciones.





5. Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional, fuera del país o fuera de su sede respecto del personal de su dependencia.





6. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la destinación de funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares de la Dirección para desempeñarse en alguna de las misiones de Chile en el exterior, con cargo al presupuesto de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales.





7. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la designación de personal a contrata asimilado a las Plantas de Administrativos y de Auxiliares de la Dirección General, que se hayan desempeñado en esa calidad en el Servicio por a lo menos cinco años continuos, para prestar funciones en el exterior en las oficinas comerciales o en los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13.




8. Ejercer la atribución establecida en el numeral 13 del artículo 13.





9. Presentar el proyecto anual de presupuesto de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales.





10. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley.





Artículo 41.- Para el cumplimiento de sus fines, la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales dispondrá de los recursos que se contemplen anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público, en moneda nacional y extranjera, y de los ingresos que perciba por concepto de servicios prestados.

Párrafo 3° Del Personal




Artículo 42.- El personal de planta y a contrata de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales estará afecto al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1973, del Ministerio de Hacienda, y su legislación complementaria; y en materia de destinaciones al extranjero, a las normas contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y por su normativa complementaria.





Artículo 43.- El personal a contrata de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales podrá desempeñar funciones de carácter directivo, las que serán asignadas en cada caso por resolución fundada del Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima del Servicio.
Párrafo 4° Disposiciones generales





Artículo 44.- La referencia a la “Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales” contenida en la ley N° 19.466, que faculta a la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales para integrarse como miembro de la Fundación Chilena del Pacífico, se entenderá efectuada a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales.





Artículo 45.- La Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales podrá operar bajo la denominación de "DIRECON", nombre que le pertenecerá en forma exclusiva.

TÍTULO III

DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE PROMOCIÓN DE EXPORTACIONES

Párrafo 1° De la naturaleza jurídica, objeto y funciones





Artículo 46.- Créase la Dirección General de Promoción de Exportaciones, servicio público centralizado sometido a la dependencia del Presidente de la República a través de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, al que le corresponderá ejecutar la política que éste formule relativa a la participación en el comercio exterior, de acuerdo a directivas impartidas por dicho ministerio en lo relativo a la promoción, diversificación y estímulo de las exportaciones de bienes y servicios.





El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el título VI de la ley Nº 19.882. 





Artículo 47.- Corresponderán a la Dirección General de Promoción de Exportaciones, sin perjuicio de las atribuciones que competan a otros órganos de la Administración del Estado, las siguientes funciones:





1. Estudiar, proponer y ejecutar  todas las acciones concernientes a la participación de Chile en el comercio internacional.





2. Promover, facilitar y colaborar, en el marco de la política de comercio exterior, con el desarrollo de las exportaciones, incluido el posicionamiento de la imagen de Chile en el exterior, proponiendo las líneas de acción que estime convenientes. Para lo anterior, podrá ejecutar actividades de promoción y difusión tanto en Chile como en el extranjero, entre las cuales está la organización de la participación de Chile en ferias y en eventos comerciales internacionales como, asimismo, colaborar en la promoción y difusión en el exterior del turismo y en la atracción de la inversión extranjera hacia Chile, en especial cuando los órganos de la Administración del Estado competentes en la materia lo soliciten.





3. Analizar integralmente la participación de Chile en el comercio internacional, informando sus conclusiones y proponiendo las medidas que fueren pertinentes al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, y formulando propuestas a los sectores público y privado para la óptima participación en los mercados internacionales, la utilización de los acuerdos internacionales y el fomento de los flujos de comercio e inversión.





4. Proporcionar al sector público y privado información de orden técnico en materias de su competencia y atender las solicitudes de información que se le formulen.




5. Apoyar a los inversionistas chilenos en el extranjero.





6. Percibir los aportes que efectúe el sector privado para financiar actividades de promoción de exportaciones.





7. Percibir ingresos por concepto de servicios prestados a los sectores público y privado.





8. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley o los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

Párrafo 2° De la organización





Artículo 48.- En conformidad con lo establecido en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, contemplando, a lo menos, la Dirección de Asuntos Jurídicos, la Dirección Administrativa, las Oficinas Comerciales en el exterior y las Direcciones Regionales.




Artículo 49.- Un Director o Directora General será el Jefe Superior del Servicio y su representante legal, y tendrá el rango de Embajador o Embajadora para efectos protocolares.





Artículo 50.- Al Director o Directora General de Promoción de Exportaciones le corresponderán, especialmente, las siguientes funciones y atribuciones:





1. Ejecutar las políticas que correspondan a la esfera de sus competencias.





2. Informar al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales sobre los estudios, proposición y ejecución de las acciones concernientes a la participación de Chile en el comercio internacional en lo relativo a la promoción, diversificación y estímulo de las exportaciones de bienes y servicios, y proponer las políticas y planes relativos al posicionamiento de la imagen de Chile en el extranjero y el desarrollo de las exportaciones.





3. Presentar el proyecto anual de presupuesto de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





4. Celebrar con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, los contratos y convenios de cualquier naturaleza necesarios para el cumplimiento de los fines específicos del Servicio, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de estas atribuciones.





5. Contratar personal local en el extranjero en apoyo al cumplimiento de las funciones de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, quienes podrán desempeñarse como representantes comerciales facultados para administrar los recursos y bienes del Servicio que el Director o Directora General les asigne; contratar personas o entidades nacionales o extranjeras, para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad, remunerados en moneda nacional o extranjera; y contratar en el exterior a personas o entidades nacionales o extranjeras para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad remunerados en moneda extranjera.





6. Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional, fuera del país o fuera de su sede respecto del personal de su dependencia.





7. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la destinación de funcionarios de las Plantas de Directivos, Profesionales y de Técnicos de la Dirección General para desempeñarse en el exterior como Agregados a cargo de las oficinas comerciales del Servicio y en los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior, con cargo al presupuesto de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





8. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la destinación de funcionarios de las Plantas de Administrativos y de Auxiliares para desempeñarse en el exterior en las oficinas comerciales del Servicio o en los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior, con cargo al presupuesto de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





9. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la designación de personal a contrata asimilado a las Plantas de la Dirección General que se hayan desempeñado en esa calidad en el Servicio por a lo menos cinco años continuos, para prestar funciones en el exterior en las oficinas comerciales o en los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13.





10. Ejercer la atribución establecida en el numeral 13 del artículo 13.





11. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le asigne la ley.

Párrafo 3° De las Oficinas Comerciales en el exterior




Artículo 51.- A propuesta del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, se podrán crear Oficinas Comerciales en el exterior, las que deberán ser autorizadas por decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores, suscrito además por el Ministro de Hacienda.





Las oficinas comerciales tendrán por objeto cumplir las funciones establecidas en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 47 dentro de su respectivo ámbito geográfico de competencia, y aquellas que le asigne el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones.




Artículo 52.- Las Oficinas Comerciales en el exterior estarán a cargo de un Agregado Comercial, quien podrá ser un funcionario de la Planta de Directivos, Profesionales o Técnicos de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, o a contrata con funciones directivas.





Al Agregado Comercial corresponderá dirigir técnica y administrativamente la Oficina Comercial en el exterior; representar a la Dirección General de Promoción de Exportaciones en las actividades propias de la misma, en el país o países donde sea acreditado; ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines específicos de la oficina, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados; y ejercer las demás atribuciones y funciones que le sean delegadas o encomendadas por el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones.

Párrafo 4° De las Direcciones Regionales




Artículo 53.- Las Direcciones Regionales estarán a cargo de un Director o Directora Regional, dependiente del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones, al que le corresponderá:





1. Definir e implementar el plan de acción de la Dirección Regional, el cual deberá contribuir a la provisión en el territorio de los servicios estratégicos de la institución.





2. Apoyar al Gobierno Regional en materias afines a la internacionalización de la región y al posicionamiento de su oferta exportable en los mercados internacionales.





3. Promover, facilitar y colaborar con el desarrollo de las exportaciones, incluido el posicionamiento de la imagen de Chile en el exterior, proponiendo las líneas de acción que estime conveniente para la Región. Para lo anterior, podrá ejecutar actividades de promoción y difusión tanto en Chile como en el extranjero, entre las cuales está la organización de la participación de Chile en ferias y en eventos comerciales internacionales como, asimismo, colaborar en la promoción y difusión en el exterior del turismo y en la atracción de la inversión extranjera hacia Chile, en especial cuando los órganos de la Administración del Estado competentes en la materia lo soliciten.





4. Formular propuestas a los sectores público y privado para la óptima participación en los mercados internacionales, utilización de los acuerdos internacionales y fomento de los flujos de comercio e inversión.





5. Proporcionar al sector público y privado información de orden técnico en materia de su competencia y atender las solicitudes de información que se le formulen.




6. Generar y participar en redes institucionales de trabajo en que se coordinen esfuerzos públicos y privados, para impulsar el proceso exportador de las empresas y la internacionalización de la Región.





7. Desempeñar las demás funciones que le asigne el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones y aquellas que le asigne la ley.

Párrafo 5° Del Personal





Artículo 54.- El personal de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, de planta y a contrata, estará afecto al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1973, del Ministerio de Hacienda, y su legislación complementaria; y en materia de destinaciones al extranjero, a las normas sobre destinaciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y por su normativa complementaria.





Artículo 55.- El personal a contrata de la Dirección General de Promoción de Exportaciones podrá desempeñar funciones de carácter directivo, las que serán asignadas en cada caso por resolución fundada del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima del Servicio.
Párrafo 6° Disposiciones Generales





Artículo 56.- Para el cumplimiento de sus fines, la Dirección General de Promoción de Exportaciones dispondrá de los siguientes recursos:





1. Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en moneda nacional y extranjera.





2. Los ingresos que perciba por concepto de aportes que efectúe el sector privado para financiar actividades de promoción de exportaciones.





3. Los ingresos que perciban por concepto de servicios prestados al sector público y privado.





Artículo 57.- La Dirección General de Promoción de Exportaciones, con arreglo a lo dispuesto en la presente ley y a las disposiciones vigentes, podrá operar en el país o en el extranjero en moneda nacional o extranjera, directamente o por conducto de entidades públicas.





Artículo 58.- Toda referencia que en cualquier norma jurídica nacional o internacional se haga a la "Dirección de Promoción de Exportaciones de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales" se entenderá efectuada a la "Dirección General de Promoción de Exportaciones".





Asimismo, las referencias a la “Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales” contenidas en los tratados internacionales en que se designe a la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales como autoridad competente en materia de certificación de origen, se entenderán efectuadas a la “Dirección General Promoción de Exportaciones”.





Artículo 59.- La Dirección General de Promoción de Exportaciones podrá operar bajo la denominación de "PROCHILE", nombre que le pertenecerá en forma exclusiva.

TÍTULO IV

DEL CONSEJO DE POLÍTICA ANTÁRTICA




Artículo 60.- El Consejo de Política Antártica es el órgano interministerial, presidido por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, que tiene por función proponer al Presidente de la República, entre otras, las bases políticas, jurídicas, científicas, económicas, medioambientales, logísticas, deportivas, culturales, y de difusión de la acción nacional en la Antártica y proponer los grandes lineamientos de la Política Antártica Nacional.





El Consejo podrá sesionar en las dependencias del Ministerio de Relaciones Exteriores, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento.





Artículo 61.- Corresponderá al Consejo de Política Antártica:





1. Proponer al Presidente de la República la Política Antártica Nacional.





2. Asesorar al Presidente de la República en todas las materias concernientes a la Política Antártica Nacional, y aquellas relacionadas con el Sistema Antártico y la aplicación de los tratados internacionales que lo componen, incluyendo, entre otras, las prioridades que requerirán la inversión del Estado, así como la asignación de recursos, a fin de cumplir con los objetivos de la Política Antártica Nacional.




Artículo 62.- El Consejo de Política Antártica estará integrado por:





1. El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores o quien lo subrogue, quien lo presidirá.





2. El Ministro o Ministra de Defensa Nacional.





3. El Ministro o Ministra de Hacienda.





4. El Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo.





5. El Ministro o Ministra del Medio Ambiente.





6. El Jefe del Estado Mayor Conjunto.





Además, participarán como asesores:





1. El Subsecretario o Subsecretaria de Defensa.





2. El Comandante en Jefe del Ejército.





3. El Comandante en Jefe de la Armada.





4. El Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile.





5. El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





6. El Subsecretario o Subsecretaria de Pesca y Acuicultura.





7. El delegado o delegada presidencial de la XII Región de Magallanes y Antártica Chilena.





8. El Director o Directora Nacional de Fronteras y Límites del Estado.





9. El Director o Directora del Instituto Antártico Chileno.





10. El Director o Directora de Planificación Estratégica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.





11. El funcionario del Ministerio de Relaciones Exteriores encargado de los temas antárticos, quién actuará además como Secretario Ejecutivo del Consejo.





El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores podrá invitar a representantes del Congreso Nacional, Ministerios, órganos de la Administración del Estado, operadores antárticos, y representantes de la sociedad civil, para los efectos de realizar consultas sobre materias específicas.





Un reglamento expedido por el Ministerio de Relaciones Exteriores regulará la organización y funcionamiento del Consejo.”.

- - -

Título V, nuevo





Indicación N° 2), de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, después del artículo 62, nuevo, el siguiente epígrafe para el título V, nuevo:

“TÍTULO V

MODIFICACIONES AL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 33, DE 1979, DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES”.

- - -

Artículo 1





Indicación N° 3), de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el actual artículo 1, que ha pasado a ser 63, por el siguiente:




“Artículo 63.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto de su Personal, en la siguiente forma:





1) Intercálase, en el artículo 2, entre la expresión “Relaciones Exteriores” y el punto final, una coma seguida por la siguiente frase: “y sus servicios públicos dependientes y relacionados, tratándose en este último caso de comisiones y cometidos al extranjero”.





2) Sustitúyese el artículo 5 por el siguiente:




“Artículo 5°.- El Presidente de la República podrá designar hasta cuarenta y ocho agregados a contrata para desempeñarse en el exterior, según lo requieran las conveniencias del Servicio. El Presidente de la República, por decreto supremo fundado, podrá exceptuar en casos calificados los requisitos de ingreso a que se refiere el artículo 12.”.





3) Reemplázase el artículo 6 por el siguiente:




“Artículo 6°.- El Ministerio tendrá las siguientes Plantas de funcionarios:





1. Planta del Servicio Exterior.





2. Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores.





3. Planta de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.”.





4) Suprímese el inciso segundo del artículo 9.





5) Sustitúyese el artículo 11 por el siguiente:





“Artículo 11.- Los funcionarios de Segunda y Tercera Categoría Exterior de la Planta del Servicio Exterior que fueren acreditados en el exterior, designados en cargos en el país con rango de Embajador o Embajadora o designados en un cargo de la exclusiva confianza por el Presidente de la República en el Ministerio, conservarán la propiedad de sus cargos en dicha Planta. Cuando estos funcionarios presenten la renuncia a esos cargos, se entiende que lo hacen a su rango y distinción, pero que conservan su grado y categoría en el Escalafón, a menos que en ella expresen lo contrario.”.





6) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:





a) Reemplázase, en su literal a), la palabra “afín” por la expresión “o grado académico”.





b) Elimínase su inciso segundo.





7) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 13, la frase “, en el caso de aquellos que tengan título profesional universitario afín, y tres años los que hayan sido exceptuados de dicho requisito”.





8) Elimínase, en el literal a) del artículo 15, la expresión “, los que se determinarán considerando un 50% la última calificación y el otro 50% el promedio de las calificaciones anuales habidas en el grado”.





9) Modifícase el artículo 25 en el siguiente sentido:




a) Reemplázase su numeral 1 por el siguiente:





“1. Haber aprobado los requisitos de perfeccionamiento que establezca el reglamento. Los funcionarios que se encuentren en la Tercera Categoría Exterior deberán aprobar un programa de perfeccionamiento y alta dirección impartido por la Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”, para los funcionarios del Ministerio y de sus servicios dependientes y relacionados. Asimismo, los funcionarios que se encuentren en la Quinta Categoría deberán aprobar un curso de perfeccionamiento de la Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”. La Academia Diplomática, en coordinación con la Dirección General Administrativa de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, determinará la convocatoria, contenidos, características y requisitos del curso y del programa.”.





b) Elimínase el inciso final.





10) Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:





a) Agrégase, en su inciso primero, a continuación de la palabra “supremo”, las expresiones “firmado por el Ministro de Relaciones Exteriores, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República””.





b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:




“En todo caso, las destinaciones señaladas podrán ordenarse hasta que esos servidores cumplan 65 años de edad. Excepcionalmente, cumplida la edad antes mencionada y previa solicitud del funcionario, podrá decretarse una destinación por el lapso máximo de dos años, pero cumplidos 67 años de edad se declarará vacante el cargo. Para estos efectos, dentro de los noventa días previos al cumplimiento de los 65 años, el funcionario deberá comunicar su decisión de renunciar voluntaria e irrevocablemente a su cargo y fijar, en la misma, la fecha en que hará dejación del cargo, la que deberá hacerse efectiva a más tardar al cumplir los 67 años.





La bonificación que le corresponda al funcionario que se acoja a lo dispuesto en el inciso segundo, no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley Nº 19.882.”.





11) Sustitúyese el artículo 27 por el siguiente:





“Artículo 27.- En los cargos y destinos que defina el Jefe Superior del Servicio la destinación de los funcionarios deberá realizarse conforme a un procedimiento de acreditación de competencias.”.





12) Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:





a) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:





“Lo señalado en el inciso precedente será igualmente aplicable a los funcionarios contratados localmente en las misiones, oficinas consulares y oficinas comerciales de Chile en el exterior que deban rendir caución. La fianza será fijada de conformidad a lo previsto en la ley N° 10.336, considerándose para tal efecto el sueldo base correspondiente a la Sexta Categoría Exterior.”.





b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:





“Los cónsules honorarios estarán exceptuados de la obligación de rendir fianza. No obstante ello, en los casos en que administren o custodien bienes o dineros del Estado, les será aplicable lo dispuesto en los artículos 60 y siguientes de la ley N° 10.336, en lo que fuese pertinente, y deberán rendir cuenta de los recursos que administren o custodien al correspondiente Cónsul General y al Ministerio de Relaciones Exteriores conforme a las disposiciones del Reglamento Consular.





El Ministerio de Relaciones Exteriores consolidará semestralmente las rendiciones de cuentas de los cónsules honorarios y publicará el informe en el sitio web del Ministerio.”.





13) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:





“Artículo 33.- Los funcionarios de Segunda y Tercera Categoría Exterior de la Planta del Servicio Exterior, que conforme al artículo 11 fueren designados con el rango de Embajador o Embajadora o en cargos de la exclusiva confianza del Presidente de la República en el país, percibirán la renta de su categoría además de los beneficios de Jefe de Misión, cuando corresponda.”.





14) Agrégase en el artículo 37 el siguiente inciso final, nuevo:





“Será causante de asignación familiar el cónyuge de la funcionaria de la Planta “A” del Servicio Exterior, presupuesto en moneda extranjera, en el caso que ella se desempeñe en un país en que el referido cónyuge no esté autorizado para trabajar en forma remunerada en el país de destino, de conformidad a la normativa de éste.”.





15) Modifícase el artículo 38 en el siguiente sentido:





a) Intercálase, entre la expresión “con familia” y la frase “que viva”, la expresión “o conviviente civil”.





b) Agrégase, entre las expresiones “sin familia” y “que viva”, la frase “o conviviente civil”.




16) Modifícase el artículo 44 en el siguiente sentido:





a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “para él y su familia” por “para él, su familia y su conviviente civil”.





b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “funcionario y su familia” por “funcionario, su familia y su conviviente civil”.





c) Agrégase en su inciso final, después de la palabra “familia”, la expresión “y al conviviente civil”.





17) Sustitúyese el artículo 45 por el siguiente:





“Artículo 45.- Los funcionarios, sus familiares y su conviviente civil, cuando viajen por vía aérea, tendrán derecho a pasajes en clase económica. No obstante, a los funcionarios de 1a. Categoría y 2a. Categoría Exterior que se desempeñen como Jefes de Misión,  sus familiares y conviviente civil, se les podrá otorgar pasajes aéreos en una clase superior a la económica, cuando circunstancias especiales, a juicio del Subsecretario de Relaciones Exteriores, así lo justifiquen.”.





18) Agrégase, en el artículo 46, entre la palabra “familiar” y el punto final que le sigue, la expresión “y de su conviviente civil”.





19) Sustitúyese el artículo 49 por el siguiente:





“Artículo 49.- Los funcionarios que se desempeñen en el extranjero pueden ser llamados al país, por resolución fundada, en la forma que determine el reglamento expedido a través del Ministerio de Relaciones Exteriores que establecerá, a lo menos, el procedimiento, modalidades y demás circunstancias en que podrán ser llamados al país. Dichos funcionarios tendrán derecho a pasajes y continuarán recibiendo la remuneración que corresponde a su cargo.”.





20) Sustitúyese el artículo 50 por el siguiente:





“Artículo 50.- A los funcionarios, su familia y conviviente civil destinados a destinos complejos, se les podrá otorgar pasajes para el uso del feriado legal anual.





Los destinos complejos se determinarán mediante resolución fundada del Subsecretario de Relaciones Exteriores, visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.”.





21) Agrégase el siguiente artículo 50 bis, nuevo:




“Artículo 50 bis.- Los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores y sus servicios dependientes y relacionados, destinados en el exterior, tendrán derecho a gozar de su feriado aumentado en dos días hábiles, siempre que se trasladen a Chile para el uso de dicho feriado.”.





22) Reemplázase el inciso tercero del artículo 55 por el siguiente:





“El cónyuge, el conviviente civil o, en su defecto, sus herederos, tendrán derecho a internar al país el menaje de casa y los efectos personales, y serán beneficiarios de la asignación a que se refiere el artículo 40 de este Estatuto, en las mismas condiciones a las que habría tenido derecho el funcionario fallecido.”.





23) Elimínanse los incisos primero y segundo del artículo 64, pasando el inciso tercero a ser inciso único.





24) Modifícase el artículo 68 en el siguiente sentido:





a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:





“Artículo 68.- Los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores ligados entre sí por vínculos de matrimonio, acuerdo de unión civil, parentesco por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, por afinidad hasta el segundo grado, o adopción, podrán ser destinados a un mismo país en el extranjero, siempre que lo sean a distintas misiones diplomáticas o consulares, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales o misiones especiales en el exterior.”.





b) Intercálase, entre el inciso primero y el segundo, que pasa a ser tercero, el siguiente inciso segundo, nuevo:





“No obstante, aquellos funcionarios ligados entre sí por vínculos de matrimonio o acuerdo de unión civil podrán ser destinados a una misma misión o representación permanente, evitando la relación jerárquica entre ellos. En caso que por razones fundadas no sea posible evitar esta relación, el superior jerárquico deberá abstenerse de ejercer los deberes de jefatura que le otorgue la ley y de participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.





25) Sustitúyese el artículo 72 por el siguiente:





“Artículo 72.- Los funcionarios que sean destinados al exterior serán acreditados según las necesidades del Ministerio y de conformidad a las instrucciones que éste imparta. Estas acreditaciones no podrán efectuarse en un grado inferior al que posea el funcionario y no podrán alterar la precedencia que establezca el escalafón de la Planta del Servicio Exterior.”.





26) Elimínase en el artículo 78 el término “Oficiales” y la coma que lo antecede.





27) Reemplázase el artículo 86 por el siguiente:




“Artículo 86.- No se podrá acreditar en un Estado extranjero a un funcionario que tenga además de la nacionalidad chilena la nacionalidad de ese Estado o que la adquiera con posterioridad, en cuyo caso se dejará sin efecto la acreditación.”.





28) Reemplázase el artículo 87 por el siguiente:





“Artículo 87.- Todas las disposiciones contenidas en los párrafos 7° y 9° del capítulo II de este Estatuto, salvo los artículos 33, 48, 51, 54, 68, 69 y 72, serán también aplicables a los funcionarios contratados a que se refiere el artículo 5.”.





29) Introdúcense, en el artículo 88, las siguientes modificaciones:





a) A contar del primer día del año siguiente a la fecha de publicación de esta ley, en la Planta del Servicio Exterior, letra “B”, presupuesto en moneda nacional, elévese el número de cargos de Terceros Secretarios o Cónsules de Tercera Clase grado 13 E.U.R., de "15" a "17".




b) A contar del primer día del año siguiente a la fecha de publicación de esta ley, transfórmase en la Planta del Servicio Exterior, letra “B”, presupuesto en moneda nacional, en la 7ª Categoría Exterior, el grado "16" por "14".





c) Reemplázanse en la Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, en los escalafones Directivos, Profesional y Técnico, letra “A”, presupuesto en moneda extranjera, las siguientes expresiones:





i. “Directivos Técnicos”, “Asesores Técnicos”, “Operadores de centrales de télex”, por “Directivos”, “Profesionales” y “Técnicos”, respectivamente.





ii. El número de cargos “Asimilado a 3a. Exterior”, de “3” a “4”.





iii. El número de cargos “Asimilado a 4a. Exterior”, de “6” a “7”.





iv. La categoría “Asimilado a 6ª. Exterior” por “Asimilado a 5a. Exterior”.





d) Reemplázanse en la Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el Escalafón Administrativo, letra “A”, presupuesto en moneda extranjera, las siguientes expresiones:





i. El número de cargos “Asimilado a 6ª. Exterior”, de “15” a “16”.





e) Sustitúyese en la Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el Escalafón de Auxiliares, letra “A”, presupuesto en moneda extranjera, la categoría “Asimilado a 80% de la 6ª. Exterior” por “Asimilado a 100% de la 6a. Exterior”.





30) Deróganse los artículos 57, 58, 59, 66, 89, 90 y 93.





31) Incorpórase a continuación del artículo 102 el siguiente Capítulo VII, nuevo:

“CAPÍTULO VII

De las destinaciones al extranjero del personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones

Párrafo 1° Del Personal de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos





Artículo 103.- Por resolución del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales se podrá destinar a prestar servicios en una misión en el exterior a los funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones que reúnan los requisitos exigidos en el reglamento que se establezca.





No obstante, a propuesta del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, por decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores, se podrá destinar al exterior a personas que no cumplan con los requisitos que establezca el reglamento, siempre y cuando el número de éstas no exceda de dos quintos del total de funcionarios que pueden ser destinados al exterior, conforme al artículo 109 del presente Estatuto.





Artículo 104.- La resolución o el decreto supremo, según corresponda, que destine al exterior a los funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos, deberá señalar en cuál de las siguientes categorías de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, se desempeñará el funcionario destinado:

	Categoría
	Título

	2ª
	Ministro Consejero o Cónsul General de 1ª Clase.

	3ª
	Consejero o Cónsul General de 2ª Clase.

	4ª
	Primer Secretario o Cónsul de 1ª Clase.

	5ª
	Segundo Secretario o Cónsul de 2ª Clase.

	6ª
	Tercer Secretario o Cónsul de 3ª Clase.






Artículo 105.- El personal sólo podrá ser acreditado en el exterior en las funciones propias del respectivo Servicio.





Artículo 106.- Los funcionarios podrán ser destinados al exterior por un tiempo máximo de dos años, y gozarán de los mismos e idénticos derechos, beneficios y franquicias establecidas para el personal de la Planta “A” del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, en especial las establecidas en el párrafo 7° del capítulo II del presente Estatuto. Tratándose de profesionales destinados a las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y misiones especiales en el exterior, en casos excepcionales, debidamente calificados por decreto supremo, el plazo de dos años de destinación podrá prorrogarse por hasta un máximo de tres años adicionales.





A los funcionarios destinados como agregados a cargo de una oficina comercial o de un departamento económico en el exterior, les será aplicable el inciso primero del artículo 26.





Artículo 107.- Los funcionarios destinados a una oficina comercial en el exterior podrán ser trasladados a otra misión u oficina comercial por necesidades del servicio. En este caso gozarán de los mismos derechos establecidos para una destinación al exterior, salvo que el traslado se efectúe a una misión u oficina comercial ubicada en la misma ciudad.





Artículo 108.- Para los efectos protocolares y de rango, en Chile y en el exterior, y para los efectos de subrogación en las oficinas comerciales y departamentos económicos en el exterior, las estructuras de grados de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos se asimilarán a los cargos de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores de conformidad con la siguiente tabla:

	Escalafón del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores

	Escalafón Directivos, Profesionales y Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.

	Segunda Categoría Exterior
	Directores grado 3° E.U.S.

	Tercera Categoría Exterior
	Directores grado 4°, Jefes de Departamentos y Profesionales grados 4º y 5º E.U.S.

	Cuarta Categoría Exterior
	Profesionales grado 7° y 9° E.U.S.

	Quinta Categoría Exterior
	Jefes de Sección; Profesionales grados 11° y 13° E.U.S.; y Técnicos grado 10° E.U.S.






Artículo 109.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales podrá destinar a prestar servicios en las misiones de Chile en el exterior hasta cuarenta y siete funcionarios provenientes de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones. Tratándose de oficinas comerciales de la Dirección General de Promoción de Exportaciones sólo podrá disponerse la destinación de funcionarios de dicha repartición.





No obstante lo anterior, como parte del cupo indicado en el inciso precedente, a propuesta del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones, el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales podrá designar profesionales a contrata para desempeñarse como agregados a cargo de una oficina comercial o de un departamento económico, quienes deberán reunir los requisitos que exija el reglamento que se establezca, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.





El referido personal formará parte de la dotación de la Dirección General de Promoción de Exportaciones y gozará de los mismos e idénticos derechos, beneficios y franquicias establecidas para el personal de la Planta “A” del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, en especial las establecidas en el párrafo 7° del capítulo II del presente Estatuto. Dentro del cupo de excepción regulado en el artículo 103,  inciso segundo, se considerará también al personal que se designe en esta calidad.





La resolución que designe a funcionarios a contrata indicará la correspondiente asimilación a alguna de las categorías referidas en el artículo 120. No obstante, el sueldo base anual en moneda extranjera de hasta quince de estas contratas no podrá exceder, en ningún caso, del sueldo base anual correspondiente a la 4ª Categoría Exterior de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Los cargos de planta de los funcionarios destinados al exterior podrán ser provistos por nombramientos en calidad de suplentes, quienes tendrán derecho a las remuneraciones correspondientes.





Artículo 110.- En casos calificados, mediante decreto del Ministerio de Relaciones Exteriores, se podrá destinar al exterior a funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales o de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, aun cuando se exceda de la cifra indicada en el inciso primero del artículo 109 del presente Estatuto. Estas destinaciones se financiarán en moneda extranjera con cargo a los ítems presupuestarios respectivos, previa visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.





Artículo 111.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, el Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales y el Director o Directora  General de Promoción de Exportaciones podrán, por resolución fundada, autorizar el otorgamiento de fondos para gastos de representación y secretaría a sus respectivos funcionarios o delegaciones que sean destinados o comisionados al exterior.





Las personas, funcionarios o delegaciones que reciban fondos para gastos de representación o secretaría, en conformidad al inciso anterior, deberán rendir cuenta documentada, según corresponda, ante la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, o la Dirección General de Promoción de Exportaciones, respectivamente.

Párrafo 2° Del Personal de la Planta de Administrativos





Artículo 112.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales podrá destinar hasta dos funcionarios, sean de planta o a contrata, para prestar funciones en el exterior hasta por dos años, en tareas de apoyo al personal Directivo, Profesional y Técnico destinado al exterior.





Dichos funcionarios provendrán de cualquiera de las Plantas de Administrativos o asimilado a ellas, de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales o de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





En el caso del personal a contrata, asimilado a la Planta de Administrativos de los servicios señalados en el inciso anterior, sólo podrán ser destinados si se han desempeñado en esa calidad en dichos servicios por, a lo menos, cinco años continuos.





Las destinaciones de los funcionarios a contrata quedarán sujetas a la renovación del respectivo contrato y se efectuarán previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.





La resolución que destine al exterior a los funcionarios, sean de planta o a contrata, de la Planta de Administrativos o asimilada a ella, deberá señalar el sueldo base anual de éstos en moneda extranjera. Dicha sueldo base anual será equivalente a la 6ª Categoría Exterior, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Artículo 113.- Los funcionarios de la Planta de Administrativos destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior tendrán para todos los efectos legales, sean éstos de carácter tributario, previsional u otros, el grado que respectivamente les corresponda en la Planta de Administrativos.





Artículo 114.- Los funcionarios de la Planta de Administrativos que sean destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior, gozarán de los mismos beneficios y franquicias establecidos para el personal de la Planta “A” del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, como también de las mismas obligaciones y restricciones en lo que procediere.

Párrafo 3° Del Personal de la Planta de Auxiliares





Artículo 115.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales podrá destinar hasta dos funcionarios, sean de planta o a contrata, para prestar funciones en el exterior propias de su cargo hasta por dos años.





Dichos funcionarios provendrán de cualquiera de las Plantas de Auxiliares o asimilado a ellas, de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales o de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





En el caso del personal a contrata, asimilado a la Planta de Auxiliares de los servicios señalados en el inciso anterior, sólo podrán ser destinados si se han desempeñado en esa calidad en dichos servicios por, a lo menos, cinco años continuos.





Las destinaciones de los funcionarios a contrata quedarán sujetas a la renovación del respectivo contrato y se efectuarán previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.





La resolución que destine al exterior a los funcionarios, sean de planta o a contrata, de la Planta de Auxiliares o asimilada a ella, deberá señalar el sueldo base anual de éstos en moneda extranjera. Dicho sueldo no podrá exceder, en ningún caso, del 100% del sueldo base anual correspondiente a la 6ª Categoría Exterior de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Artículo 116.- Los funcionarios de la Planta de Auxiliares destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior tendrán, para todos los efectos legales, sean éstos de carácter tributario, previsional u otros, el grado que respectivamente les corresponda en la Planta de Auxiliares.





Artículo 117.- Los funcionarios de la Planta de Auxiliares que sean destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior, gozarán de los mismos beneficios y franquicias establecidos para el personal de la Planta “A” del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, como también de las mismas obligaciones y restricciones en lo que procediere.

Párrafo 4° Disposiciones generales





Artículo 118.- En cualquier momento, el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores o el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, mediante decreto o resolución fundada, según corresponda, podrán poner fin a la destinación en el exterior.





Artículo 119.- A los funcionarios de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones se les aplicará lo dispuesto en el artículo 62 del presente decreto con fuerza de ley.





Artículo 120.- Para todos los efectos legales, sean de carácter previsional, tributario u otros descuentos legales obligatorios, de pago de remuneraciones o de cualquier otro en que sea necesario una equivalencia o asimilación entre los funcionarios de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, y de la Planta de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, esa equivalencia o asimilación será la siguiente:
	Planta “A”, Presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores
	Escalafón Directivo, Profesional y Técnico de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacional y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.

	Segunda Categoría
	Directores grado 3° E.U.S.

	Tercera Categoría
	Directores grado 4°, Jefes de Departamento, grados 4° y 6° E.U.S. y Profesionales, grados 4° y 5° E.U.S.

	Cuarta Categoría
	Profesionales grados 7° y 9° E.U.S.

	Quinta Categoría
	Jefes de Sección grados 9° y 11° E.U.S. Profesionales grado 11° y 13° E.U.S. y Técnicos grado 10° E.u.s.






Artículo 121.- Para los efectos del cálculo de las obligaciones previsionales y tributarias que afectan a los funcionarios destinados o a los designados a contrata para prestar servicios en el exterior, se considerará su sueldo de equivalencia o asimilación en Chile.





Artículo 122.- Los funcionarios que sean destinados al exterior, podrán ser asimilados o acreditados en un grado o categoría distinto al que tengan en la Planta, no superior a la segunda categoría exterior. La acreditación en el exterior se efectuará previa coordinación con la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.





Artículo 123.- El Personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones que sea designado para una comisión en el exterior o fuera de su sede, tendrá derecho a pasajes y a un viático idéntico a la que corresponda al funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, con cuyo rango fuere comisionado. Mantendrá también el goce de su remuneración en moneda nacional o extranjera, según corresponda.”.”.

Artículo 2





Indicación N° 4), de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el actual artículo 2, que ha pasado a ser 64, por el siguiente:





“Artículo 64.- Los cargos de la Planta del Servicio Exterior que se indican a continuación, sólo para efectos protocolares, recibirán la denominación que se indica:

	Cargo
	Denominación

	Ministros Consejeros o Cónsules Generales de 1ª Clase
	Ministros o Ministras del Servicio Exterior o Cónsules Generales de 1ª Clase

	Consejeros o Cónsules Generales de 2ª Clase
	Ministros Consejeros, Ministras Consejeras o Cónsules Generales de 2ª Clase

	Primeros Secretarios o Cónsules de 1ª Clase
	Consejeros, Consejeras o Cónsules Generales de 3ª Clase

	Segundos Secretarios o Cónsules de 2ª Clase
	Secretarios, Secretarias o Cónsules de 1ª Clase

	Terceros Secretarios o Cónsules de 3ª Clase
	Secretarios, Secretarias o Cónsules de 2ª Clase

	Terceros Secretarios de 2ª Clase
	Secretarios o Secretarias






Lo dispuesto en el inciso anterior, no alterará la categoría exterior ni el grado de la Escala Única de Sueldos establecido en la Planta del Servicio Exterior contenida en el artículo 88 del decreto con fuerza de ley Nº 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores.”.
- - -





Indicación N° 5), de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, luego del artículo 2 que ha pasado a ser 64, el siguiente artículo 65, nuevo, pasando el actual artículo 3 a ser 66, y así sucesivamente:





“Artículo 65.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores podrá determinar por resolución fundada, visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, y para efectos de las destinaciones al exterior, destinos complejos y, de acuerdo a disponibilidades presupuestarias del Servicio, un factor de corrección diferenciado de Costo de Vida para la 5ª y 6ª Categoría Exterior, aplicable a los funcionarios que se desempeñen en dichos destinos.”.

- - -





Indicación N° 6), de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, a continuación del artículo 65, nuevo, el siguiente epígrafe para el título VI, nuevo:
“TÍTULO VI

MODIFICACIONES AL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 82, DE 1979, DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, QUE APRUEBA EL ESTATUTO ORGÁNICO DEL INSTITUTO ANTÁRTICO CHILENO”.

- - -

Artículo 3





Indicación N° 7), de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 3, que ha pasado a ser 66, por el siguiente:





“Artículo 66.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 82, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que aprueba el Estatuto Orgánico del Instituto Antártico Chileno, en el siguiente sentido:





1) Reemplázase el literal c) del artículo 2, por el siguiente:





“c) INACH podrá asesorar y prestar servicios dentro del ámbito de sus competencias a los organismos del Estado, del sector privado, universidades e instituciones científicas nacionales y extranjeras, pudiendo percibir ingresos por bienes y servicios prestados, y atender las consultas que le formulen en todos aquellos aspectos relacionados con la investigación antártica.





Los valores de los cobros por los bienes y servicios que el INACH prestará, se determinarán mediante decreto expedido "Por Orden del Presidente de la República" del Ministerio de Relaciones Exteriores y suscrito por el Ministro o Ministra de Hacienda. Dichos recursos ingresarán a rentas generales de la nación.”.




2) Sustitúyese el artículo 3 por el siguiente:





“Artículo 3°.- En conformidad con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director o Directora del Instituto Antártico Chileno, mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.”.





3) Deróganse los artículos 5, 6, 7 y 8.





4) Sustitúyese el artículo 9 por el que a continuación se indica:




“Artículo 9°.- El personal del INACH, de planta y a contrata, estará afecto al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1973, del Ministerio de Hacienda, y su legislación complementaria; y en materia de destinaciones al extranjero, a las normas sobre destinaciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y por su normativa complementaria.”.”.

- - -





Indicación N° 8), de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, a continuación del artículo 3 que ha pasado a ser 66, el siguiente epígrafe para el título VII, nuevo:
“TÍTULO VII

MODIFICACIONES AL ESTATUTO ORGÁNICO Y DEL PERSONAL DE LA DIRECCIÓN NACIONAL DE FRONTERAS Y LÍMITES DEL ESTADO”.

- - -

Artículos 4 y 5





Indicación N° 9), de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar los artículos 4 y 5, que han pasado a ser 67 y 68, respectivamente, por los siguientes:





“Artículo 67.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 83, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto Orgánico de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, en los siguientes términos: 





1) Sustitúyese el artículo 1 por el siguiente:





“Artículo 1.- La Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado es un servicio público centralizado, sometido a la dependencia del Presidente de la República a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, cuya misión es asesorar al Gobierno e intervenir en todo lo que se refiere a los límites internacionales de Chile y sus fronteras.





Para el ejercicio de sus funciones, este Servicio deberá coordinarse con las dependencias correspondientes de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores y con la unidad que indica el artículo 8 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores, en todas las materias que digan relación con la política exterior vecinal, considerando sus áreas de competencia referidas a las zonas declaradas fronterizas, integración física, límites, recursos hídricos compartidos y aquellas encomendadas por tratados internacionales.”.





2) Reemplázase el inciso segundo del artículo 3 por el siguiente:





“En conformidad con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director o Directora Nacional de Fronteras y Límites del Estado, mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.”.




Artículo 68.- Intercálase en el artículo 2 del decreto con fuerza de ley N° 48, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto del Personal y Plantas de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, a continuación de su inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero:





“Dentro del cupo y en los lugares señalados en el inciso precedente, el Director o Directora Nacional podrá destinar a profesionales que se hayan desempeñado a contrata en ese Servicio por a lo menos cinco años continuos, para prestar servicios en el exterior. Estas destinaciones quedarán sujetas a la renovación del respectivo contrato y se efectuarán previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.”.”.

- - -





Indicación N° 10), de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, a continuación del artículo 5 que ha pasado a ser 68, el siguiente epígrafe para el título VIII, nuevo:

“TÍTULO VIII

DE LA AGENCIA CHILENA DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO”.

- - -

Artículo 6





Indicación N° 11), de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 6 que ha pasado a ser 69, por el siguiente:





“Artículo 69.- Modifícase la ley N° 18.989, que crea el Ministerio de Planificación y Cooperación, hoy Ministerio de Desarrollo Social, en el siguiente sentido:





1) Sustitúyese el epígrafe del título III, por el siguiente: "Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo".




2) Modifícase el artículo 17 en el siguiente sentido:





a) Reemplázanse sus incisos primero y segundo por los siguientes:




“Artículo 17.- La Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo es un servicio público descentralizado, que actuará con personalidad jurídica y patrimonio propio.





En aquellos casos en que la cooperación internacional a cargo de la Agencia requiera de una contraparte financiera nacional, ésta deberá ser aprobada por el Ministro o Ministra de Hacienda.”.





b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser final:





“El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el título VI de la ley Nº 19.882.”.




3) Reemplázase el inciso primero del artículo 18 por el siguiente:





“Artículo 18.- La Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo podrá usar la sigla “AGCID” para identificarse en todos sus actos, contratos y actuaciones.”.





4) Sustitúyese el artículo 19 por el siguiente:





“Artículo 19.- Corresponderá a la Agencia, sin perjuicio de las atribuciones que competan a otros órganos de la Administración del Estado, ejecutar las políticas, de acuerdo a las directrices impartidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores, en materias relativas a la cooperación internacional para el desarrollo de Chile y, en especial, las siguientes funciones:





1. Asesorar al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materias de cooperación internacional para el desarrollo.





2. Elaborar planes o programas de acción estratégicos plurianuales.





3. Determinar, gestionar, administrar y ejecutar los planes, programas, proyectos, acciones y actividades de cooperación internacional para el desarrollo, provenientes del exterior y aquellas que Chile otorga a terceros países, en concordancia con la política chilena de cooperación.





4. Coordinar el Sistema Nacional de Cooperación Internacional, incluyendo las acciones de cooperación internacional para el desarrollo, realizadas por los organismos del Estado y otros actores.





5. Implementar, realizar y ejecutar los planes, programas, proyectos y actividades de cooperación internacional para el desarrollo que Chile otorga, para lo cual podrá asociarse con los diversos socios o fuentes de cooperación nacionales e internacionales, sean de carácter bilateral, multilateral, organismos regionales, internacionales y/o extranjeros, la sociedad civil, el sector privado y centros de estudio, promoviendo la obtención de recursos humanos y financieros nacionales y/o extranjeros para tales fines.





6. Estudiar, proponer, coordinar, complementar e implementar las acciones de ayuda o asistencia humanitaria que guarden concordancia con las directrices de la política exterior chilena, coordinando con las direcciones o unidades del Ministerio de Relaciones Exteriores, que correspondan, los proyectos y actividades para su implementación.




7. Apoyar y promover los planes, programas, proyectos y actividades de cooperación internacional para el desarrollo nacional en los ámbitos científicos, capacidad tecnológica, procesos productivos, comercio exterior, desarrollo social, así como todas aquellas áreas consideradas prioritarias o deficitarias por el Gobierno de Chile.





8. Coordinar el cumplimiento de los acuerdos de cooperación internacional destinados a proyectar la capacidad científica, tecnológica, industrial y comercial de Chile, con el propósito de lograr una efectiva presencia internacional del país y de promover los procesos de integración y de desarrollo social que impulse el Gobierno.





9. Posibilitar y promover el flujo de recursos financieros, técnicos y humanos que contribuyan al logro de los objetivos establecidos en los numerales precedentes.





10. Promover, patrocinar, administrar o coordinar convenios de estudios y programas de becas de formación, capacitación y perfeccionamiento en los niveles de pregrado, postgrado y postítulo impartidos en el país a estudiantes y becarios extranjeros, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.





11. Difundir las oportunidades de perfeccionamiento y formación de capital humano avanzado para chilenos en el exterior.





12. Requerir del sector público, privado, sociedad civil, centros de estudio y organismos internacionales y extranjeros, información de orden técnico en materias de cooperación internacional para el desarrollo relacionada con el cumplimiento de las finalidades de la Agencia.





13. Desempeñar las demás atribuciones que le sean asignadas por ley.”.




5) Sustitúyense los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 21 por los siguientes:





“El Consejo estará integrado por:





1. El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, quien lo presidirá.





2. El Ministro o Ministra de Hacienda o quien este designe.





3. El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





4. El Subsecretario o Subsecretaria de Desarrollo Regional o quien este designe.





5. El Subsecretario o Subsecretaria General de la Presidencia o quien este designe.





6. Un representante del Ministerio de Desarrollo Social.





7. Cuatro Consejeros designados por el Presidente de la República, debiendo ser, a lo menos uno de ellos, representante de una universidad reconocida por el Estado.




Integrarán también el Consejo, con derecho a voz, su Director Ejecutivo y su Fiscal, y el Director de Planificación Estratégica y el Secretario General de Política Exterior, ambos de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores del Ministerio de Relaciones Exteriores.





El Fiscal actuará como secretario del Consejo.





Los Consejeros no percibirán remuneración alguna en sus funciones de tales. El Consejo designará un primer y un segundo Vicepresidentes, de entre sus miembros con derecho a voto, los que, en dicho orden, subrogarán al Presidente. Además, designará uno o más funcionarios de la Agencia para que desempeñen la función de Secretario del Consejo, en caso de impedimento o ausencia del Fiscal.





En el caso que se produzcan empates durante las votaciones, éstos se definirán con el voto del Presidente del Consejo o del Vicepresidente que lo subrogue.





Corresponderá al Consejo:





1. Ejercer las atribuciones y cumplir o hacer cumplir las funciones enunciadas en el artículo 19 y las demás que requiera el cumplimiento de las finalidades de la Agencia.





2. Asesorar al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, a propuesta de éste, en materias de cooperación internacional para el desarrollo.





3. Aprobar planes o programas estratégicos en materias de cooperación internacional para el desarrollo, a propuesta del Director Ejecutivo.





4. Delegar parte de sus funciones y atribuciones en el Director Ejecutivo.





5. Adoptar los acuerdos que sean necesarios para el cumplimiento de las finalidades y funciones de la Agencia, en concordancia con las directrices de la política exterior y sus prioridades temáticas y geográficas, como asimismo con los principios y avances en el ámbito de la cooperación internacional para el desarrollo, a nivel regional y global.





6. Aprobar el Programa de Acción de la AGCID.”.




6) Sustitúyese el artículo 22 por el siguiente:





“Artículo 22.- La administración de la Agencia corresponderá al Director o Directora Ejecutiva, quien será el Jefe o Jefa Superior del Servicio, y tendrá rango de Embajador o Embajadora.





Corresponderá al Director o Directora Ejecutiva el ejercicio de las siguientes funciones:





1. Dirigir técnica y administrativamente la Agencia, sujetándose a los acuerdos que adopte el Consejo a este respecto.





2. Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones.





3. Colaborar con el Consejo en la asesoría que éste preste en materias de cooperación internacional para el desarrollo.





4. Formular y proponer al Consejo los planes o programas estratégicos de cooperación internacional para el desarrollo.





5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la Agencia y su distribución, de acuerdo a lo establecido en la Ley anual de Presupuestos y sus modificaciones, informando de ello al Consejo.




6. Proponer al Consejo el Programa de Acción de la AGCID y sus modificaciones.





7. Ejecutar la cooperación internacional para el desarrollo, en el marco de las directrices de política exterior impartidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores.





8. Celebrar y aprobar los acuerdos, convenios y contratos de cualquier naturaleza necesarios para el cumplimiento de los fines específicos del Servicio, con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados y aquellos derivados de los recursos, aportes y donaciones, de conformidad con lo establecido en los artículos 19 y 25, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de estas atribuciones.




9. Contratar, en Chile o en el exterior, personas o entidades nacionales o extranjeras, para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad, remuneradas en moneda nacional o extranjera, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.





10. Informar al Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, sobre los estudios, proposición y ejecución de las acciones concernientes a la participación de Chile en los asuntos de cooperación internacional para el desarrollo y ayuda humanitaria, que preste nuestro país en función de la política exterior.





11. Designar y contratar personal, asignarle funciones y poner término a sus servicios, dando cuenta de todo ello al Consejo.





12. En conformidad con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Agencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.




13. Constituir comités consultivos y de expertos, comisiones asesoras y grupos de trabajo, con el carácter de entidades funcionales y no permanentes de apoyo a la Dirección Ejecutiva y al Consejo, con la finalidad de convocarlos para asesorar en materias o temas específicos, en las oportunidades y plazos que se determinen, los que podrán ser integrados por uno o más Consejeros de la Agencia, el Director o Directora Ejecutiva, el Fiscal, uno o más Jefes de Departamento o funcionarios del Servicio, expertos nacionales o extranjeros, representantes de la sociedad civil y personeros de los sectores públicos, privado y académico.





14. Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional y fuera del país respecto del personal de su dependencia.





15. Intervenir en todos los asuntos relativos a grupos de trabajo, negociaciones y foros bilaterales, multilaterales y regionales, organizaciones multilaterales y demás comisiones internacionales en las que Chile participe, en el ámbito de la cooperación internacional para el desarrollo, en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores, cuando corresponda.





16. Informar periódicamente al Consejo acerca de la marcha de la institución y del cumplimiento de los acuerdos e instrucciones.





17. Adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes y ejecutar o celebrar cualquier acto o contrato tendiente directa o indirectamente al cumplimiento del objeto y funciones de la Agencia, sujetándose a los acuerdos que adopte el Consejo.





18. Representar judicial y extrajudicialmente a la Agencia y conferir poder a abogados habilitados para el ejercicio de la profesión, aun cuando no sean funcionarios de la Agencia, con las facultades de ambos incisos del artículo 7 del Código de Procedimiento Civil, de conformidad a las normas vigentes.





19. Adoptar las providencias y medidas que le requiera el Consejo para su funcionamiento.





20. Desempeñar las demás atribuciones que le sean asignadas por ley.”.




7) Agrégase el siguiente artículo 24 bis, nuevo:





“Artículo 24 bis.- El personal de planta o a contrata que sea designado como agregado dentro de los cupos del artículo 5 del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores,  será asimilado a la 4ta. Categoría Exterior y podrá acceder a los beneficios que a dicha categoría corresponden, de conformidad con las normas establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores y su normativa complementaria.”.





8) Agrégase el siguiente artículo 24 ter, nuevo:





“Artículo 24 ter.- El personal a contrata de la Agencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo, las que serán asignadas, en cada caso, por resolución del Director o Directora Ejecutiva. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima del Servicio.”.”.

Artículo 7




Indicación N° 12), de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 7, que ha pasado a ser 70, por el siguiente:





“Artículo 70.- Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga a la “Agencia de Cooperación Internacional de Chile” o a la “Agencia”, en el marco de su regulación, deberán entenderse, en lo sucesivo, referidas a la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.”.

- - -





Indicación N° 13), de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, a continuación del artículo 7, que ha pasado a ser 70, el siguiente epígrafe para el título IX, nuevo:
“TÍTULO IX

MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.999”.

- - -

Artículo 8





Indicación N° 14), de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 8, que ha pasado a ser 71, por el siguiente:





“Artículo 71.- Modifícase el artículo 2 de la ley N° 19.999, que establece normas relativas al mejoramiento de la gestión institucional del Ministerio de Relaciones Exteriores, del siguiente modo:




1) Intercálase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo y así, sucesivamente:





"También tendrán derecho a la asignación de este artículo, los funcionarios de planta y a contrata de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, de la Dirección General de Promoción de Exportaciones y de la Agencia de Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, cuando perciban sus remuneraciones en moneda nacional. Para efectos de lo dispuesto en el inciso tercero, los jefes superiores de los servicios antes indicados deberán celebrar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores el convenio que dicha disposición establece.”.





2) Intercálase en su inciso sexto, que ha pasado a ser séptimo, la siguiente oración a continuación del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido: "Tampoco tendrán derecho a esta asignación el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, el Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales, el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones y el Director o Directora Ejecutiva de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.”.”.

- - -





Indicación N° 15), de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, a continuación del artículo 8, que ha pasado a ser 71, el siguiente epígrafe para el título X, nuevo:

“TÍTULO X

OTRAS NORMAS”.

- - -

Artículo 9





Indicación N° 16), de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 9, que ha pasado a ser 72, por el siguiente:





“Artículo 72.- La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales y la Dirección General de Promoción de Exportaciones, cada una en el ámbito de las funciones y atribuciones que les otorga esta ley, serán consideradas, para todos los efectos, sucesoras y continuadoras legales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 44 y 58.”.
Artículo 10




Indicación N° 17), de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 10, que ha pasado a ser 73, por el siguiente:





“Artículo 73.- Sustitúyese el artículo 10 de la ley Nº 18.340, que fija el nuevo texto del Arancel Consular de Chile, por el siguiente:





“Artículo 10.- El pago de los derechos consulares fijados en este Arancel, incluido el 10% establecido en el artículo 8 de esta ley, deberá ser realizado por el interesado en la institución financiera en la que la respectiva Oficina Consular mantenga sus cuentas. Una vez acreditado el pago en el Consulado, éste le extenderá al interesado un comprobante del pago de los derechos fijados en este Arancel.





En el caso de aquellas Oficinas Consulares a las que atendidas las condiciones del régimen bancario existentes en el país receptor no se les permita implementar el referido sistema, el interesado efectuará el pago de los derechos consulares que procedan, incluido el 10% establecido en el artículo 8 de esta ley, en la Oficina Consular correspondiente, la cual le otorgará el respectivo comprobante de pago.





En ambos casos el referido 10% deberá constar en los comprobantes correspondientes.”.”.

Artículo 12




Indicación N° 18), de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 12, que ha pasado a ser 75, por el siguiente:





“Artículo 75.- Agrégase en la letra c) del artículo 162, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, la expresión “o supervigilancia” entre las palabras “dependencia” y “del”.”.

Artículo 13




Indicación N° 19), de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el artículo 13, que ha pasado a ser 76, por el siguiente:





“Artículo 76.- Reemplázase en la letra c) del artículo 4 del decreto con fuerza de ley N° 241, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que fusiona y reorganiza diversos servicios relacionados con la aviación civil, las expresiones “El Subsecretario del Ministerio de Relaciones Exteriores” por “El Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores”.”.

- - -





Indicación N° 20), de S.E. la Presidenta de la República, para agregar los siguientes artículos 77, 78 y 79, nuevos:





“Artículo 77.- A los concursos públicos para la primera provisión de los cargos a que se refiere el artículo 1 transitorio de la ley N° 19.115, podrán postular quienes no reúnan el requisito de haber pertenecido a la Planta del Servicio Exterior por un plazo no inferior a seis años, contenido en dicha disposición, siempre que a su respecto se verifiquen las siguientes condiciones:





1. Al cargo de la 3ª categoría exterior, podrán postular quienes hayan pertenecido a la Planta de Servicio Exterior por un plazo no inferior a un año y seis meses, entre los años 1972 y 1974.





2. Al cargo de 4ª Categoría Exterior, podrán postular quienes hayan pertenecido a la Planta del Servicio Exterior por un plazo no inferior a seis meses, entre los años 1973 y 1974.





Artículo 78.- Derógase, a contar de la entrada en vigencia de las disposiciones contenidas en el título I, el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.




Artículo 79.- Derógase el decreto con fuerza de ley N° 53, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que crea la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, a contar del inicio de operaciones de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.”.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Artículos primero a noveno transitorios




Indicación N° 21), de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlos por los siguientes:





“Artículo primero.- Las disposiciones contenidas en el título I, con excepción del párrafo 6°, entrarán en vigencia a partir del primer día del tercer mes siguiente al de publicación de esta ley.





Con todo, los reglamentos a que alude esta ley podrán dictarse a partir de la publicación de este cuerpo legal.





Artículo segundo.- Durante los primeros cuatro años en que se pague la asignación establecida en el artículo 2 de la ley N° 19.999 a los funcionarios de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, de la Dirección General de Promoción de Exportaciones y de la Agencia de Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, su monto máximo será de un 3% de la suma de sus componentes, siempre que hayan dado cumplimiento a los objetivos y metas a que se refiere dicho artículo.





Artículo tercero.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la publicación de esta ley, establezca por medio de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por medio del Ministerio de Relaciones Exteriores y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:





1.Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.





2. Fijar la planta de personal de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales.





3. Fijar la planta de personal de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





4. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas señaladas en los numerales 1, 2 y 3. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza, de carrera, aquellos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, cuando corresponda, los niveles jerárquicos para la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882.





Asimismo, podrá determinar las normas transitorias necesarias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como la asignación de modernización de la ley N° 19.553 y del artículo 2 de la ley N° 19.999. Además, establecerá las normas para el encasillamiento en las plantas, el cual deberá incluir a los funcionarios titulares de planta que se traspasen desde la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales a los servicios indicados en los numerales 1, 2 y 3.





5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y a la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





En los respectivos decretos con fuerza de ley que fijen la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, se efectuará en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.





Todos los funcionarios titulares de planta de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales serán encasillados en cualquiera de las plantas que se fijen de conformidad a los numerales 1, 2 y 3 de este artículo. A su vez, el personal a contrata de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales será traspasado a cualquiera de las entidades mencionadas en dichos numerales.





Asimismo, traspasará desde la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores a los quince agregados económicos o comerciales designados de conformidad al artículo 5 del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, como parte del personal a contrata, a la Dirección General de Promoción de Exportaciones. Además, si correspondiere traspasará a los Agregados Agrícolas que se encuentren destinados a la Dirección General antes mencionada.





A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.





Los funcionarios de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales que, a la fecha del traspaso, se encuentren nombrados como jefes de departamento en virtud de las normas del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, mantendrán su nombramiento por el periodo que reste. A su vez, si corresponde, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo séptimo transitorio de la ley N° 19.882, en los casos que dicha norma establece.





6. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.





7. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijar las dotaciones máximas de personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.





8. Fijar la fecha en que entrarán en funcionamiento la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y la Dirección General de Promoción de Exportaciones y su normativa aplicable, establecidas en el párrafo 6° del título I, el título II y el título III de esta ley.





Asimismo, fijará la fecha de entrada en vigencia de la asignación del artículo 2 de la ley N° 19.999 contenida en el artículo 71 de esta ley para las instituciones señaladas en el párrafo anterior.





Además, deberá determinar la fecha de supresión de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales establecida en el decreto con fuerza de ley N° 53, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores.





9. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:





a. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral de los funcionarios traspasados. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.





b. No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.





c. Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.





10. Podrá disponer el traspaso, en lo que corresponda, de los bienes que determine, desde la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y a  la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





11. Además, podrá modificar las equivalencias o asimilaciones entre los funcionarios de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, y de la Planta de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, para todos los efectos legales, sean de carácter previsional, tributario u otros descuentos legales obligatorios, de pago de remuneraciones o de cualquier otro en que sea necesario. Lo anterior, para efectos de ajustarlas a las plantas que se fijen en conformidad a este artículo.





12. Asimismo, podrá modificar las asimilaciones a los cargos de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores de las estructuras de grados de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos, para los efectos protocolares y de rango, en Chile y en el exterior y para los efectos de subrogación en las oficinas comerciales y departamentos económicos en el exterior. Lo anterior, para efectos de ajustarlas a las plantas que se fijen en conformidad a este artículo.





Artículo cuarto.- Los funcionarios de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales que a la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones se encuentren destinados prestando funciones en las oficinas comerciales, en las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y representaciones consulares de Chile en el exterior, o bien se encuentren designados como agregados agrícolas, continuarán en ellas rigiéndose por las disposiciones vigentes a la época de su designación o destinación.





Artículo quinto.- El Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, podrá nombrar al primer Director General de Promoción de Exportaciones y al Director General de Asuntos Económicos Internacionales, quienes asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.





Mientras no se fije la asignación de alta dirección pública para los cargos señalados en el inciso anterior, los Directores percibirán la asignación de dirección superior que corresponda al Director General de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales prevista en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 15, de 2003, del Ministerio de Hacienda.





El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de la Dirección General de Promoción de Exportaciones y de la  Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley antes señalada.





Los funcionarios que sean nombrados de conformidad al inciso anterior, se sujetarán al régimen remuneracional correspondiente a la respectiva institución, sin que les sean aplicables la asignación de alta dirección pública.





Artículo sexto.- El Presidente de la República, por decretos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, y transferirá a ellos los fondos de la entidad que traspase personal o bienes, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem, y glosas presupuestarias que sean pertinentes.





Artículo séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la publicación de esta ley, establezca por medio de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por medio del Ministerio de Relaciones Exteriores y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:





1. Fijar la planta de personal de la Secretaría y Administración General, Planta “B”, presupuesto en moneda nacional, del Ministerio de Relaciones Exteriores. 





2. Fijar la planta de personal del Instituto Antártico Chileno.





3. Fijar la planta de personal de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado.





4. Fijar la planta de personal de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.





5. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas señaladas en los numerales 1, 2, 3 y 4. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza, de carrera y aquellos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, cuando corresponda, los niveles jerárquicos para la aplicación del título VI de la ley N° 19.882. En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. Además, para la  Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, fijará la fecha de entrada en vigencia de la asignación del artículo 2 de la ley N° 19.999 respecto de dicho servicio, contenida en el artículo 71 de esta ley y las normas necesarias para su aplicación transitoria.





Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.





Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos por medio del encasillamiento de personal, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dichos cargos por cualquier razón. Lo anterior, se formalizará por resolución del Subsecretario de Relaciones Exteriores, que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.





Los funcionarios que, a la fecha del encasillamiento se encuentren nombrados como jefes de departamento en virtud de las normas del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, mantendrán su nombramiento por el período que reste. A su vez, si corresponde, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo séptimo transitorio de la ley N° 19.882, en los casos que dicha norma establece.





6. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique.





También podrá señalar los cargos que se proveerán de acuerdo al artículo octavo transitorio de esta ley.





7. Establecer el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento. También podrá señalar la gradualidad en que se procederá a la creación de los cargos y la entrada en vigencia de las plantas por cada estamento.





8. Además, podrá establecer normas de encasillamiento.





9. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las restricciones señaladas en el numeral 9 del artículo tercero  transitorio.





Artículo octavo.- El encasillamiento del personal de planta de la Secretaría y Administración General, Planta “B” presupuesto en moneda nacional  del Ministerio de Relaciones Exteriores, del Instituto Antártico Chileno, de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado y de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo séptimo transitorio, debiendo considerar a lo menos lo siguiente:





1. Los funcionarios de las plantas de directivos de carrera, profesionales y técnicos, se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha de dicho encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito.





2. Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes en los escalafones de directivos de carrera, profesionales y técnicos, se proveerán previo concurso interno en el que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad durante, a lo menos, cinco años anteriores al encasillamiento, y que cumplan con los requisitos respectivos. Los postulantes requerirán estar calificados en lista número 1, de distinción, o lista número 2, buena. Con todo, el personal sólo podrá ser nombrado, como máximo, hasta tres grados superiores al que detentaban al 31 de diciembre de 2016. Por su parte, el personal a contrata sólo podrá ser nombrado, como máximo, hasta en el mismo grado que detentaba a la fecha antes señalada. La provisión de los cargos vacantes de planta se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes.





3. A los concursos internos señalados en este artículo les será aplicable lo dispuesto en los literales c), d) y f) del artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.





Los factores a considerar en los concursos internos y la forma en que ellos serán ponderados se determinarán previamente por la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, el Instituto Antártico Chileno, la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado y la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, según corresponda, lo que deberá ser informado a los funcionarios en los llamados a concurso, los que deberán publicarse, a lo menos, en sus páginas web.





4. Respecto del personal de planta de los escalafones administrativos y auxiliares, el encasillamiento procederá de acuerdo al escalafón de mérito.





Artículo noveno.- Mientras no existan los delegados o delegadas presidenciales regionales a que aluden los artículo 24 y 62 de esta ley, se entenderá que dicho cargo corresponderá al respectivo intendente.





Artículo décimo.- Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13, el numeral 7 del artículo 29, el numeral 7 del artículo 40 y del numeral 9 del artículo 50 de esta ley, y de lo prescrito en los artículos 112 y 115 del decreto con fuerza de ley N° 33, del 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, se computará el tiempo servido en calidad de contrata en la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales.





Artículo décimo primero.- Incremén-tese en tres cupos la dotación máxima de personal de la Secretaría y Administración General y Servicio Exterior, del Ministerio de Relaciones Exteriores a contar de la fecha de entrada en vigencia de la planta que se indica en el numeral 1 del artículo séptimo transitorio de la presente ley.





Artículo décimo segundo.- Las oficinas comerciales y direcciones regionales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales existentes a la fecha de entrada en funcionamiento de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, se mantendrán en operaciones en este último servicio.





Artículo décimo tercero.-  El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Relaciones Exteriores. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con esos recursos. En los años siguientes se estará a lo que considere la Ley de Presupuestos respectiva.”.





La Comisión, teniendo presente los argumentos expresados durante el debate en general y los consensos alcanzados, acordó aprobar estas indicaciones, en una sola votación, por la unanimidad de los miembros de la Comisión. Asimismo, dejó constancia que presentarían indicaciones para ser debatidas durante el segundo informe a fin de perfeccionar el texto, sin perjuicio de las que presentaría el Gobierno, fruto de los consensos que explicó el Subsecretario de Relaciones Exteriores, en la última sesión, los cuales están reseñados en la discusión general.




El Honorable Senador señor Chahuán fundamentó su voto haciendo presente su deseo de generar el diálogo necesario, en el siguiente trámite legislativo, con el objeto de cumplir la expectativa parlamentaria sobre modernización de la Cancillería, modificando una Planta que no da cuenta del nuevo estándar y condiciones que en la actualidad presenta nuestro país.





En este mismo orden de ideas, Honorable Senador señor Larraín destacó la voluntad expresada por el Ejecutivo, mediante la acción de la mesa técnica, tendiente a recoger las diversas opiniones existentes en esta materia. Asimismo, subrayó la necesidad de que el Ejecutivo realice un mayor esfuerzo, con el fin de incorporar las observaciones planteadas por los Honorables señores Senadores durante el curso del debate, con la finalidad de contar con una Cancillería que permita enfrentar con éxito las distintas dimensiones que se puedan ir presentando en el transcurso de este siglo.





Puestas en votación en particular las indicaciones N°s 1) a 21), presentadas por el Ejecutivo, fueron aprobadas, en una sola votación, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro.

- - -

MODIFICACIONES





En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

- - -





- Ha consultado los siguientes títulos I, II, III y IV, nuevos, pasando el actual artículo 1 a ser 63, y así sucesivamente:

“TÍTULO I
DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

Párrafo 1° Misión y organización





Artículo 1.- El Ministerio de Relaciones Exteriores es la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, planificación, prospección, conducción, coordinación, ejecución, control e información de la política exterior que éste formule, proponiendo y evaluando las políticas y planes orientadas a fortalecer la presencia internacional del país, y velando por los intereses de Chile, con el propósito de elevar la calidad del desarrollo, seguridad y bienestar nacional.





La representación de Chile ante otros Estados, organizaciones y foros internacionales de competencia de esta Secretaría de Estado se ejercerá a través de las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y misiones especiales en el exterior de su dependencia. No obstante, aquellas que no sean dependientes del Ministerio de Relaciones Exteriores deberán coordinarse con esta Secretaría de Estado en el ejercicio de sus funciones.





Artículo 2.- Al Ministerio de Relaciones Exteriores le corresponde, entre otras materias, coordinar e integrar a los distintos Ministerios y demás órganos de la Administración del Estado en todos los asuntos que inciden en la política exterior, las relaciones económicas internacionales, la cooperación internacional, la promoción cultural en el extranjero y la vinculación y atención de los connacionales en el exterior, considerando además el rol de distintos actores de la sociedad civil, generando así un Sistema Nacional de Política Exterior.





Además, este Ministerio intervendrá en lo relacionado con todas las cuestiones que atañen a las fronteras y límites del país, a las zonas fronterizas, a los espacios aéreos y marítimos en general, y a los asuntos relativos al territorio antártico y a la política antártica. En particular, mantendrá un estrecho contacto, coordinación y mutua cooperación con el Ministerio de Defensa Nacional en asuntos relacionados con la seguridad y paz internacional.





Artículo 3.- El Ministerio contará con un Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, una Subsecretaría de Relaciones Exteriores, una Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, y con las demás áreas funcionales que se establecen en este título o de conformidad al mismo.





Artículo 4.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores será el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República y será responsable de la conducción del Ministerio en conformidad con las políticas e instrucciones que aquél le imparta.





Artículo 5.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores será subrogado por el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores y, en ausencia o impedimento de éste, por el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales.





Artículo 6.- El Consejo de Política Exterior es un organismo consultivo, de carácter permanente, encargado de asesorar al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en las materias relativas a las relaciones internacionales que éste someta a su consideración y en la labor de velar por la unidad de la política exterior. El apoyo administrativo para el adecuado funcionamiento del Consejo corresponderá a la Dirección de Planificación Estratégica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.





El Consejo de Política Exterior será presidido por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores y estará integrado por:





1. El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





2. El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales.





3. El Subsecretario o Subsecretaria de Defensa.





4. El Secretario o Secretaria General de Política Exterior de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.





5. El Director o Directora General de Asuntos Jurídicos de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores. 





6. Los ex Ministros o ex Ministras de Relaciones Exteriores, académicos y otras personalidades de reconocida versación en materia de política internacional, que sean designados por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores.





7. El Director o Directora de Planificación Estratégica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, quien actuará además como secretario ejecutivo del Consejo.





El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores tendrá la facultad exclusiva de convocar a los integrantes del Consejo y determinar su agenda de reuniones. Asimismo podrá, si lo estimare conveniente, invitar a sus sesiones, para temas específicos, a otros funcionarios de la Administración del Estado, así como a representantes del sector privado, académico y de la sociedad civil.





Todos los integrantes del Consejo de Política Exterior desempeñarán sus funciones ad honorem.





Artículo 7.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores podrá constituir un comité conformado por ex Ministros o ex Ministras de Relaciones Exteriores, que hayan servido el cargo en calidad de titulares, con el objeto que le presten asesoría en materias específicas relativas a la política exterior y las relaciones internacionales. Un reglamento establecerá las normas de funcionamiento del Comité y los requisitos que deberán cumplir quienes lo integren.





Los ex Ministros o ex Ministras de Relaciones Exteriores integrantes del Comité desempeñarán sus labores ad honorem.





Artículo 8.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores estará facultado para establecer, mediante decreto dictado bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, una unidad de asesoría especializada para la defensa de los intereses de Chile en procesos de solución de controversias internacionales, denominada “Unidad para la Defensa de Chile ante los Tribunales Internacionales”.





El Ministro o Ministra determinará de qué procesos internacionales conocerá esta unidad, la que tendrá a su cargo la programación, coordinación y preparación de los trabajos que fueren necesarios para la defensa de los derechos e intereses de Chile en los referidos procesos. En especial, asumirá estas funciones en casos  referentes a tratados de límites, materias específicas de límites y fronteras del Estado, recursos naturales fronterizos, transfronterizos o internacionales y toda otra materia que incida en la soberanía, derechos soberanos y jurisdicción del país.





Se considerarán secretos y de circulación restringida, para todos los efectos legales, los antecedentes, informaciones y registros que obren en poder de esta unidad o de su personal, cualquiera que sea su cargo o la naturaleza de su vinculación jurídica con ésta, como también aquellos otros antecedentes de que dicho personal tome conocimiento en el desempeño de sus funciones o con ocasión de éstas, respecto de los que estarán obligados a mantener el carácter secreto de su existencia y contenido aun después del término de sus funciones en la señalada unidad.





Los estudios e informes que elabore esta unidad sólo podrán eximirse del carácter de secreto con la autorización del Ministro o Ministra, en las condiciones que éste indique.





Artículo 9.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores podrá constituir un comité asesor, denominado “Comité Interministerial de Negociaciones Económicas Internacionales”, cuya función será apoyarlo en su misión de colaborar con el Presidente de la República en la planificación, conducción, coordinación, ejecución, control e información de la política exterior relativa a las negociaciones económicas internacionales y al cumplimiento de las obligaciones derivadas de éstas.

Párrafo 2° De la Subsecretaría de Relaciones Exteriores





Artículo 10.- La Subsecretaría de Relaciones Exteriores es el órgano de colaboración inmediata del Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materia de política exterior, al cual le corresponderá coordinar las acciones de los órganos y servicios públicos del sector.





Artículo 11.- Corresponderán a la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, las siguientes funciones:





1. Colaborar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materias de política exterior, conforme a las instrucciones que éste le imparta, y las directrices establecidas por el Presidente de la República.





2. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores las políticas y planes relativos a la participación internacional de Chile, efectuando la coordinación entre las entidades públicas y privadas que intervienen en dicho ámbito.





3. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores la política exterior de Chile en el ámbito bilateral, multilateral y vecinal, y encargarse de su coordinación y ejecución.





4. Proteger los derechos e intereses de Chile y de los chilenos en el exterior.





5. Colaborar en la proposición, negociación y promoción de acuerdos internacionales en el área de su competencia, debiendo coordinar la participación de los ministerios sectoriales competentes, requerir su opinión cuando corresponda, e informarles del desarrollo de las mismas.





6. Conformar y presidir, cuando corresponda, las delegaciones que intervengan en las negociaciones de acuerdos internacionales, coordinando la participación y las posiciones formuladas por los órganos de la Administración del Estado competentes.





7. Evaluar y coordinar con otros órganos de la Administración del Estado las medidas que correspondan para la implementación de los acuerdos internacionales.





8. Colaborar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en la defensa de los derechos e intereses de Chile en las controversias que involucren al Estado de Chile en materias internacionales, en el ámbito de su competencia, especialmente en las materias señaladas en el artículo 8. Lo anterior,  sin perjuicio de la asistencia, participación y competencia en estas materias de otros órganos de la Administración del Estado.





9. Coordinar la participación de los órganos de la Administración del Estado ante organizaciones y foros internacionales en materia de política exterior.





10. Instruir, coordinar y supervisar la acción de las embajadas, consulados, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y misiones especiales en el exterior dependientes de esta Secretaría de Estado.





11. Prestar el servicio de interpretación y de traducción de documentos cuando sea requerido por la Presidencia de la República, por el Ministerio de Relaciones Exteriores o por servicios dependientes y relacionados a éste. Asimismo, le corresponderá la traducción de los documentos a que se refiere el artículo 437 del Código Procesal Penal.





12. Cumplir las funciones que el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores le instruya o delegue al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





13. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley.





Artículo 12.- La Subsecretaría de Relaciones Exteriores estará a cargo de un Subsecretario o Subsecretaria y contará, al menos, con las siguientes áreas funcionales:





1. La Secretaría General de Política Exterior.





2. La Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior. 





3. La Dirección de Planificación Estratégica.





4. La Dirección General de Asuntos Consulares, Inmigración y de Chilenos en el Exterior. 





5. La Dirección General Administrativa.





6. La Dirección General de Asuntos Jurídicos.





7. La Dirección General del Ceremonial y Protocolo.





8. La Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”.





9. La Dirección de Comunicaciones Estratégicas.





La Dirección General del Ceremonial y Protocolo estará a cargo de un Director o Directora, con rango de Embajador o Embajadora, que será nombrado por el Presidente de la República y deberá pertenecer a la Planta del Servicio Exterior. Las demás áreas funcionales señaladas estarán a cargo de un Director o Directora General o de un Director o Directora, según corresponda, con rangos de Embajador o Embajadora, que serán de la exclusiva confianza del Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores.





Mediante un reglamento, dictado en conformidad con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado (en adelante “Ley de Bases Generales de la Administración del Estado”), con sujeción a la planta y a la dotación máxima, se determinará la organización interna de la Subsecretaría y las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, contemplando, a lo menos, aquellas señaladas en el inciso primero.





Artículo 13.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores tendrá todas aquellas funciones y atribuciones contempladas en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, y en las demás normas legales que le sean aplicables, y especialmente las siguientes:





1. Coordinar las acciones de la Dirección de Fronteras y Límites del Estado y del Instituto Antártico Chileno.





2. Instruir, orientar y supervisar a las unidades de su dependencia, incluyendo las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y representaciones consulares.





3. Ejecutar, de acuerdo a las instrucciones impartidas por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, la política exterior que fije el Presidente de la República.





4. Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional, fuera del país o fuera de su sede, respecto del personal de su dependencia.





5. Autorizar a funcionarios y a empleados de las oficinas consulares de Chile en el exterior para actuar como Ministros de Fe Pública, y otorgar pasaportes, renovarlos, y asimismo documentos de viaje a los chilenos de sus circunscripciones, o de paso en ella, y conceder visaciones en los pasaportes extendidos por autoridad extranjera cuando sus portadores se dirijan a Chile, debiendo dichos empleados rendir fianza.





6. Celebrar con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, los contratos y convenios necesarios para el cumplimiento de los fines específicos de la Subsecretaría, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de estas atribuciones.





7. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores los planes, los programas y el presupuesto anual del Servicio, y administrar los recursos que le sean asignados.





8. Autorizar, mediante resolución fundada y sujeto a disponibilidad presupuestaria, donaciones de bienes muebles y gastos por concepto de inauguraciones, aniversarios, presentes, atención a Estados y autoridades extranjeras, a instituciones extranjeras, a organizaciones internacionales, delegaciones, huéspedes ilustres y otros análogos, en representación del Ministerio de Relaciones Exteriores, por causas netamente institucionales que deban responder a una necesidad de exteriorización de la presencia del Ministerio.





El Subsecretario o Subsecretaria, mediante resolución, establecerá los procedimientos para resguardar la eficiencia, transparencia, publicidad, igualdad y no discriminación arbitraria de la donación o gasto que autorice conforme a este numeral.





9. Autorizar el comodato o préstamo de uso de obras de arte inventariadas en las misiones de Chile en el exterior para fines de exposición.





10. Contratar en Chile o en el exterior, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, a personas o entidades nacionales o extranjeras, para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad, remunerados en moneda nacional o extranjera, según corresponda.





11. Destinar a los funcionarios de la Subsecretaría para desempeñarse en alguna de las misiones de Chile en el exterior en labores propias de la Subsecretaría, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.





12. Destinar, previo concurso, hasta seis funcionarios que se hayan desempeñado a contrata por a lo menos cinco años continuos en el Ministerio, ya sean asimilados a las Plantas de Profesionales, Técnicos o Administrativos, para prestar servicios en alguna de las misiones de Chile en el exterior por un máximo de dos años, asimilados a una categoría no superior a la Tercera Categoría Exterior de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, establecida en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, de dicha Secretaría de Estado. En todo caso, la referida destinación será incompatible respecto del personal que, a su turno, tenga la propiedad de algún cargo en la Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores.





En el concurso deberán considerarse factores tales como estudios y cursos de formación educacional y de capacitación, experiencia laboral y competencias específicas para el desempeño de la función. Por resolución del Subsecretario o Subsecretaria, previamente se determinará y establecerá la forma en que tales factores serán ponderados.





Los funcionarios señalados en este numeral serán destinados en las siguientes categorías: dos en Tercera Categoría, dos en Cuarta Categoría, uno en Quinta Categoría y uno en Sexta Categoría.





A los señalados funcionarios les será aplicable lo dispuesto en el artículo 84 del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores. Estas destinaciones quedarán sujetas a la renovación del respectivo contrato.





13. Designar mediante resolución fundada y con cargo a los recursos que legalmente le hayan asignado, en comisiones de servicio hacia o desde el exterior, a personas que no pertenezcan al Servicio, las que tendrán derecho a pasajes y a un viático en moneda extranjera equivalente al de un funcionario de las Plantas de Directivos, de Profesionales o de Técnicos, con cuyo rango fueren designadas, salvo que estos mismos beneficios les sean otorgados por organismos nacionales o internacionales, por gobiernos extranjeros o por otras entidades. Un reglamento dictado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, visado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, regulará el otorgamiento de estos viáticos.





14. Dictar los actos administrativos necesarios para la aplicación de los artículos 24 y 25.





15. Transigir litigios pendientes y precaver litigios eventuales en materias laborales o previsionales surgidos en el extranjero que afecten al Estado de Chile, previo informe favorable del Consejo de Defensa del Estado, pudiendo delegar dicha facultad en los correspondientes jefes o jefas de misión diplomática, de misión ante organizaciones internacionales y de oficinas consulares de Chile en el exterior, o sus subrogantes, de conformidad al artículo 41 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.





16. Desempeñar las demás atribuciones que le asigne la ley.





En el desempeño de su cargo en el exterior, el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores tendrá el rango protocolar de Viceministro o Viceministra de Relaciones Exteriores.





Artículo 14.- En el marco del quehacer del Ministerio de Relaciones Exteriores, corresponden a los siguientes órganos de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores las funciones que se indican a continuación, de especial relevancia para el funcionamiento del Ministerio:





1. La Secretaría General de Política Exterior es la responsable del estudio, coordinación, ejecución, control e información de las actividades de política exterior de Chile, que deben realizar las misiones diplomáticas de acuerdo con las directivas del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores, como asimismo de las actividades de los coordinadores regionales y ministeriales, y le compete colaborar con el Ministro o Ministra y con el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores en las relaciones con las misiones diplomáticas extranjeras y organismos internacionales acreditados en el país.





2. La Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior es la responsable de la coordinación del Ministerio de Relaciones Exteriores con los distintos Ministerios y demás órganos de la Administración del Estado en aquellos asuntos que inciden en la política exterior de Chile. Le corresponderá además la coordinación de los acuerdos interinstitucionales de carácter internacional.





3. La Dirección General de Asuntos Consulares, Inmigración y de Chilenos en el Exterior es la responsable de estudiar, diseñar, proponer, coordinar y ejecutar la política del Ministerio de Relaciones Exteriores en materia consular, migratoria y de protección de los derechos e intereses de los chilenos en el exterior. Colaborará con las políticas de inmigración establecidas por las autoridades pertinentes y velará por el funcionamiento de los Consulados de Chile y la atención del cuerpo consular residente.





4. La Dirección de Planificación Estratégica es la responsable de asesorar a las autoridades del Ministerio en la formulación de objetivos de política exterior, de diseñar la planificación estratégica, coordinando y haciendo seguimiento de sus metas y objetivos, de coordinar con las direcciones correspondientes las herramientas y contenidos pertinentes para el avance e implementación de nuevas áreas e instrumentos de política exterior y del diseño de planes de estudio y capacitación, de realizar y proveer estudios e informes especializados de prospectiva y de recopilar y sistematizar la información y actividades generadas por el Ministerio. Le competerá asesorar a las autoridades del Ministerio para garantizar la coherencia de los objetivos y metas de los servicios dependientes y relacionados, en el marco de las metas y objetivos generales del Ministerio de Relaciones Exteriores, y actuar como nexo con las instituciones académicas y centros de estudios públicos y privados.





Artículo 15.- Al Director General de Asuntos Jurídicos de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores le corresponderá certificar la autenticidad de los tratados internacionales, de las resoluciones o decisiones adoptadas conforme a los mismos y de los documentos relativos a la celebración de los tratados internacionales.

Párrafo 3° De las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y representaciones consulares de Chile en el exterior dependientes del Ministerio de Relaciones Exteriores





Artículo 16.- Las misiones diplomáticas, las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y las representaciones consulares son los órganos de representación del Estado en los países y organizaciones internacionales en que estén acreditadas, cuya función es aplicar la política exterior y de relaciones económicas internacionales del país en lo político, diplomático, consular, comercial, social, cultural, científico, técnico, de información, de cooperación y otras que le competan.





Artículo 17.- Los jefes y jefas de las misiones diplomáticas dependen del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores y son los representantes del Estado de Chile y del Presidente de la República. De ellos dependerán los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores y de sus servicios dependientes y relacionados que presten servicios en el país en que estuvieren acreditados o contratados, tanto en las misiones diplomáticas, representaciones consulares y oficinas comerciales.





Los jefes y jefas de las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales dependen del Ministerio de Relaciones Exteriores, a través del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores, y los funcionarios de dichas representaciones dependen de los respectivos jefes o jefas de representación.





Los Agregados de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad que se desempeñen en las misiones de Chile en el exterior quedarán sometidos a la autoridad de los jefes o jefas de éstas, manteniendo en todo caso la dependencia del Estado Mayor Conjunto.





Artículo 18.- Los jefes y jefas de las misiones diplomáticas, de representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y de las representaciones consulares, previa autorización del Ministerio, podrán celebrar y suscribir los contratos y convenios necesarios para el cumplimiento de los fines específicos de dicha representación u oficina y, en especial, podrán contratar empleados locales en el extranjero, con cargo a los recursos que le hayan sido autorizados por el Ministerio.





Para efectos de la contratación de empleados locales en el exterior, mediante resolución del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores, que se deberá dictar a más tardar el 30 de junio de cada año, con visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, se establecerán las funciones, dotación máxima y gasto anual de este personal.





Artículo 19.- Los jefes y jefas de las misiones diplomáticas tendrán la supervigilancia de las actividades oficiales que realicen representantes de otros órganos de la Administración del Estado que actúen en el país ante cuyo gobierno estén acreditados.





Artículo 20.- Los jefes y jefas de las misiones diplomáticas, de representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y de las representaciones consulares serán subrogados por el funcionario del Servicio Exterior que les siga en precedencia.





Artículo 21.- A los jefes y jefas de misión y de representaciones permanentes ante organizaciones internacionales les corresponde:





1. Velar por el correcto y eficaz cumplimiento de las funciones de la misión a su cargo.





2. Conocer y resolver los asuntos oficiales que se produzcan en su jurisdicción, consultando al Ministerio en los casos en que fuere necesario.





3. Administrar los bienes y recursos a su cargo, conservarlos, disponer y controlar el correcto empleo de los fondos de la misión o de la representación, y efectuar las rendiciones de cuenta correspondientes.





4. Proponer al Ministerio de Relaciones Exteriores las iniciativas que estimen convenientes para el mejor cumplimiento de su misión.





5. Cumplir las instrucciones que imparta el Ministerio de Relaciones Exteriores.





Artículo 22.- A los jefes y jefas de las representaciones consulares les corresponde:





1. Cumplir las disposiciones del Reglamento Consular.





2. Cumplir las instrucciones que imparta el Ministerio de Relaciones Exteriores.





3. Cumplir las tareas que le fije el correspondiente jefe o jefa de misión diplomática y mantener informado a éste en materias políticas, económicas, culturales, sociales, científicas, técnicas, de información y de cooperación.





Artículo 23.- En las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales, representaciones consulares y oficinas comerciales de Chile en el exterior, serán días inhábiles los días festivos que tengan tal carácter en la localidad y los días 21 de mayo y 18 y 19 de septiembre. Los trabajos extraordinarios que la autoridad ordene en esos días, se compensarán con descanso complementario en conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 69 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Párrafo 4° De los Coordinadores Regionales





Artículo 24.- El Ministro de Relaciones Exteriores, previa comunicación al delegado regional presidencial respectivo, podrá designar funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, según las necesidades de éste, en calidad de coordinadores o coordinadoras regionales, para desempeñarse en distintas regiones del país, con el objeto de apoyar a éstas en la realización de sus proyectos e iniciativas en el ámbito internacional. El número máximo de coordinadores regionales existentes en el país será de dos.





Lo dispuesto en el inciso anterior se entenderá sin perjuicio de las funciones que competen a las Direcciones Regionales de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, las que en todo caso deberán coordinar y cooperar con los coordinadores regionales. 

Párrafo 5° De los Coordinadores Ministeriales





Artículo 25.- El Ministro de Relaciones Exteriores, previo acuerdo con el Ministro o Jefe Superior de Servicio, según corresponda, podrá designar funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, según las necesidades de éste, en calidad de coordinadores o coordinadoras ministeriales para los ministerios y demás órganos de la Administración del Estado, los que se encargarán de apoyarlos en aquellos asuntos que incidan en la política exterior y en las relaciones económicas internacionales de Chile, y que sean de competencia de dichas reparticiones.





Asimismo, a solicitud del Ministerio de Relaciones Exteriores, estas labores podrán ser ejercidas por funcionarios de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, designados por resolución del respectivo Jefe de Servicio, respecto de determinados órganos de la Administración del Estado encargados de gestionar las relaciones económicas internacionales sectoriales, con la finalidad de apoyar su agenda internacional en materia de implementación y cumplimiento de compromisos internacionales.





El acto que los designe determinará los objetivos y el período en que desempeñarán dicha función, y los medios para dar cuenta de los resultados de ésta.

Párrafo 6° De la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales





Artículo 26.- La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales es el órgano de colaboración inmediata del Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materia de relaciones económicas internacionales, al cual le corresponderá la coordinación con los órganos de la Administración del Estado con competencia en dicha materia y cumplir con las demás funciones que le señale la ley.





Artículo 27.- Corresponderán a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales las siguientes funciones:





1. Colaborar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materias de relaciones económicas internacionales de su competencia, conforme a las instrucciones que éste le imparta y las directrices establecidas por el Presidente de la República.





2. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores las políticas y planes relativos a la participación de Chile en las relaciones económicas internacionales, a nivel bilateral y multilateral, y encargarse de su coordinación y ejecución.





3. Colaborar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en la promoción y negociación de tratados y demás acuerdos internacionales de carácter económico, los que deberán contar con la conformidad escrita de los Ministros o Ministras de Relaciones Exteriores y de Hacienda. El desarrollo de dichas negociaciones será informado a los ministerios sectoriales competentes, debiendo requerirse su opinión y participación cuando corresponda.





4. Promover, facilitar y colaborar en el posicionamiento de la imagen de Chile en el exterior y el desarrollo de las exportaciones, coordinando las distintas entidades públicas y privadas que participan en las relaciones económicas internacionales.





5. Instruir a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales en materia de defensa de los derechos e intereses de Chile en las controversias que involucren al Estado de Chile en materia de relaciones económicas internacionales o que se deriven de la aplicación de acuerdos en este ámbito, con excepción de aquéllas cuyo conocimiento el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores asigne a la unidad indicada en el artículo 8.





6. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores las medidas que estime adecuadas para el planeamiento, orientación y coordinación de las actividades de los organismos del Estado cuya labor tenga incidencia directa o indirecta en la participación del país en el comercio internacional y en el proceso de integración económica y física, las que deberán contar con la participación de los ministerios sectoriales competentes.





7. Orientar la acción de las misiones diplomáticas, oficinas consulares, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y oficinas comerciales en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, en coordinación con el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





8. Instruir a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y a la Dirección General de Promoción de Exportaciones en materia de las relaciones económicas internacionales de su competencia.





9. Proporcionar a la Dirección de Planificación Estratégica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores todos los antecedentes que ésta requiera para el cumplimiento de sus funciones.





10. Cumplir las funciones que el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores instruya o delegue al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales.





11. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley.





Artículo 28.- La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales estará a cargo de un Subsecretario o Subsecretaria y contará, al menos, con las siguientes áreas funcionales:





1. La Dirección de Asuntos Jurídicos.





2. La Dirección Administrativa.





3. La Dirección de Estudios.





4. La Dirección de Comunicaciones.





Mediante un reglamento, dictado en conformidad con lo establecido en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, con sujeción a la planta y a la dotación máxima, se determinará la organización interna de la Subsecretaría y las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, contemplando, a lo menos, aquellas señaladas en el inciso primero.





Artículo 29.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales tendrá todas aquellas funciones y atribuciones contempladas en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, y en las demás normas legales que le sean aplicables, las señaladas en los numerales 4, 6, 7, 10,   13 y 15 del artículo 13, y además las siguientes:





1. Coordinar las acciones de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





2. Contratar personal local en el extranjero en apoyo al cumplimiento de las funciones de la Subsecretaría con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.





3. Ejecutar, de acuerdo a las instrucciones impartidas por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, la política que fije el Presidente de la República en la esfera de su competencia, y los programas de acción que se determinen en el marco de ésta.





4. Orientar, en coordinación con el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores, a las misiones de Chile en el exterior en materias de competencia de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.





5. Destinar a los funcionarios de las Plantas de Directivos, Profesionales, Técnicos, Administrativos y Auxiliares de la Subsecretaría y de las Direcciones Generales de Promoción de Exportaciones y de Asuntos Económicos Internacionales, para desempeñarse en alguna de las misiones de Chile en el exterior, con cargo a los recursos que legalmente les hayan sido asignados. En el caso de funcionarios de estas Direcciones Generales, la destinación se hará a propuesta de los Directores o Directoras Generales de Promoción de Exportaciones y de Asuntos Económicos Internacionales, respectivamente.





6. Designar personal a contrata asimilado a las Plantas de Profesionales de la Dirección General de Promoción de Exportaciones para desempeñarse como agregados a cargo de una oficina comercial o de un departamento económico, a propuesta del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones y con cargo a sus recursos y dotación, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13.





7. Designar personal a contrata asimilado a las Plantas de Administrativos y Auxiliares de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, que se hayan desempeñado en esa calidad, en la Subsecretaría o en el mismo Servicio, por a lo menos cinco años continuos, a propuesta de los respectivos Directores o Directoras Generales, cuando corresponda, y con cargo a sus recursos y dotación, para desempeñarse en alguna de las oficinas comerciales o departamentos económicos de las misiones de Chile en exterior, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13.





8. Instruir al Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales y al Director o Directora General de Promoción de Exportaciones para disponer comisiones de servicios de sus funcionarios en determinados órganos de la Administración del Estado, a objeto de apoyar la agenda internacional de éstos en materia de implementación y cumplimiento de compromisos internacionales de naturaleza económico comercial.





9. Cumplir las demás funciones que le asigne la ley o que el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores le instruya o delegue.





El Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales en el desempeño de su cargo en el exterior tendrá el rango protocolar de Viceministro o Viceministra de Relaciones Económicas Internacionales.

Párrafo 7° Del personal del Ministerio de Relaciones Exteriores





Artículo 30.- El personal de la planta y a contrata de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores y el personal de la planta y a contrata de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, estarán afectos al decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1973, del Ministerio de Hacienda, y su legislación complementaria; y en materia de destinaciones al extranjero, a las normas contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y su normativa complementaria.





No obstante lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y su normativa complementaria, tratándose del personal de la Secretaría y Administración General, profesionales de su escalafón Directivo, Profesional y Técnico destinados a las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y misiones especiales en el exterior, en casos excepcionales, debidamente calificados por decreto supremo, el plazo de dos años de destinación podrá prorrogarse hasta por un máximo de un año adicional.





La destinación al exterior deberá señalar en cuál de las categorías de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores se desempeñará el funcionario destinado, de conformidad a lo establecido en esta ley y en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, según corresponda.





Artículo 31.- El personal a contrata de las Subsecretarías del Ministerio de Relaciones Exteriores podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por resolución del Subsecretario o Subsecretaria respectivo. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima de cada Subsecretaría.





Artículo 32.- Cuando sea necesario que un funcionario de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y de los servicios dependientes y relacionados de éstas, sea comisionado a prestar servicios en alguno de los servicios mencionados, la respectiva comisión podrá designarse por hasta el máximo de tres años y será autorizada por resolución fundada del respectivo Jefe de Servicio.





El término de la referida comisión quedará sujeto a la misma formalidad antes señalada.





Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable a los funcionarios que sean de la exclusiva confianza del Presidente de la República.

Párrafo 8° Disposiciones Generales





Artículo 33.- A los contratos administrativos que el Ministerio de Relaciones Exteriores y sus servicios dependientes y relacionados celebren con personas naturales o jurídicas extranjeras o con chilenos residentes en el exterior, que deban ejecutarse fuera del territorio nacional, tales como contratos de suministro de bienes muebles, de prestación de servicios o de ejecución de acciones de apoyo, no les será aplicable la obligación de desarrollar los procesos de compras utilizando el Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración como, asimismo, la de contratar con personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en el Registro de Proveedores, a los cuales se refiere la ley N° 19.886 y su reglamento, pero deberán presentarse como mínimo tres cotizaciones de diferentes proveedores, salvo en los casos que prevé el artículo 8 inciso final de la mencionada ley o que el monto de la contratación sea inferior al equivalente de 150 unidades tributarias mensuales en moneda nacional.





En los contratos administrativos que se celebren en el exterior deberán resguardarse debidamente los principios de eficiencia, transparencia, publicidad, impugnabilidad, igualdad y no discriminación arbitraria, y deberán considerarse, entre otros, los factores idiomáticos, culturales y de orden jurídico existentes en el exterior.





Artículo 34.- Las subsecretarías del Ministerio de Relaciones Exteriores, con arreglo a lo dispuesto en la presente ley y a las disposiciones vigentes, podrán operar en el país o en el extranjero en moneda nacional o extranjera.





Artículo 35.- Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, podrán suscribir convenios interinstitucionales de carácter internacional con entidades extranjeras o internacionales.





Estos convenios no podrán comprender materias propias de ley ni referirse a asuntos que no sean compatibles con la política exterior de la República de Chile. Con el objeto de velar por la coherencia de esta última, el respectivo órgano deberá informar con la debida antelación al Ministerio de Relaciones Exteriores su intención de suscribirlos.





Los convenios interinstitucionales de carácter internacional no revestirán la naturaleza de tratados ni generarán obligación alguna derivada del derecho internacional para la República de Chile.





Los derechos y obligaciones que deriven de estos convenios serán asumidos por el órgano que los suscriba, conforme a las reglas generales y dentro de sus disponibilidades presupuestarias.

TÍTULO II

DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS ECONÓMICOS INTERNACIONALES

Párrafo 1° De la naturaleza jurídica, objeto y funciones





Artículo 36.- Créase la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, servicio público centralizado sometido a la dependencia del Presidente de la República a través de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, al que le corresponderá ejecutar la política que éste formule relativa a las relaciones económicas internacionales de Chile, de acuerdo a las directivas impartidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores.





El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el título VI de la ley Nº 19.882. El decreto de nombramiento de su Director o Directora General deberá ser firmado por los Ministros o Ministras de Relaciones Exteriores y de Hacienda.





Artículo 37.- Corresponderá a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, sin perjuicio de las atribuciones que competan a otros órganos de la Administración del Estado, las siguientes funciones:





1. Estudiar, analizar, proponer y ejecutar las acciones relativas al diseño, negociación, seguimiento, implementación y evaluación de los tratados y convenios internacionales en materia de relaciones económicas internacionales, que Chile suscriba o haya suscrito o participe.





2. Colaborar con el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales en la ejecución de las relaciones económicas internacionales, conforme a las instrucciones que éste le imparta en el marco de la política económica que fije el Presidente de la República.





3. Colaborar en la promoción, proposición y negociación de acuerdos, tratados, programas y convenios internacionales en la esfera de las relaciones económicas internacionales, debiendo requerir la participación de los ministerios sectoriales competentes.




4. Conformar y presidir los grupos de trabajo y equipos requeridos en las negociaciones de acuerdos internacionales en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, coordinando la participación y las posiciones formuladas por los órganos de la Administración del Estado competentes.





5. Analizar, estudiar y proponer medidas relacionadas con la integración subnacional de Chile con otros países en coordinación con la Secretaría General de Política Exterior de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores. Cuando estas medidas afecten zonas fronterizas, se coordinará además con la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado y otros órganos competentes de la Administración del Estado.





6. Velar por el cumplimiento, aplicación y ejecución de los acuerdos internacionales que Chile celebre en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, correspondiéndole, en especial, la prevención de los conflictos que puedan surgir en el marco de éstos.





7. Coordinar, conforme a las directrices del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, en aquellos asuntos que el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores no haya asignado a la unidad señalada en el artículo 8, la defensa de los derechos e intereses de Chile en las controversias que involucren al Estado de Chile en materia de relaciones económicas internacionales o que se deriven de la aplicación de acuerdos en este ámbito, sin perjuicio de la asistencia, competencia y participación de otros órganos de la Administración del Estado.





8. Coordinar y presidir la participación de Chile en los distintos organismos y foros internacionales relativos a las relaciones económicas internacionales, incluyendo los procesos de integración económica.





9. Apoyar a los órganos de la Administración del Estado que lo requieran, respecto a técnicas y procesos de negociación internacional.





10. Evaluar, proponer y ejecutar las medidas que correspondan para la implementación y administración de los acuerdos internacionales en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, en especial la notificación de los reglamentos técnicos y los procedimientos de evaluación de conformidad ante la Organización Mundial de Comercio, y cumplir las demás obligaciones que de ellos deriven. Para ello, en coordinación con otros órganos de la Administración del Estado competentes, conformará, coordinará y presidirá los grupos de trabajo y equipos requeridos para tal administración.





11. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley o los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

Párrafo 2° De la organización





Artículo 38.- En conformidad con lo establecido en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, contemplando, a lo menos, la Dirección de Asuntos Jurídicos y la Dirección Administrativa.




Artículo 39.- Un Director o Directora General será el Jefe Superior del Servicio y su representante legal, y tendrá el rango de Embajador o Embajadora para efectos protocolares.





Artículo 40.- Al Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales le corresponderán, especialmente, las siguientes funciones y atribuciones:





1. Ejecutar las políticas que correspondan a la esfera de sus competencias.





2. Elaborar un informe periódico para el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales respecto a la ejecución de los diversos tratados, convenios y asuntos económicos internacionales, identificando los problemas y restricciones que se presenten, y formulando recomendaciones para su mejor implementación.





3. Participar en la elaboración de las políticas para el seguimiento y evaluación de tratados bilaterales y multilaterales de carácter económico, a ser presentadas al Presidente de la República, a través de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.





4. Celebrar con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, los contratos y convenios de cualquier naturaleza necesarios para el cumplimiento de los fines específicos del Servicio, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de sus atribuciones.





5. Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional, fuera del país o fuera de su sede respecto del personal de su dependencia.





6. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la destinación de funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares de la Dirección para desempeñarse en alguna de las misiones de Chile en el exterior, con cargo al presupuesto de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales.





7. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la designación de personal a contrata asimilado a las Plantas de Administrativos y de Auxiliares de la Dirección General, que se hayan desempeñado en esa calidad en el Servicio por a lo menos cinco años continuos, para prestar funciones en el exterior en las oficinas comerciales o en los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13.




8. Ejercer la atribución establecida en el numeral 13 del artículo 13.





9. Presentar el proyecto anual de presupuesto de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales.





10. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley.





Artículo 41.- Para el cumplimiento de sus fines, la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales dispondrá de los recursos que se contemplen anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público, en moneda nacional y extranjera, y de los ingresos que perciba por concepto de servicios prestados.

Párrafo 3° Del Personal




Artículo 42.- El personal de planta y a contrata de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales estará afecto al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1973, del Ministerio de Hacienda, y su legislación complementaria; y en materia de destinaciones al extranjero, a las normas contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y por su normativa complementaria.





Artículo 43.- El personal a contrata de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales podrá desempeñar funciones de carácter directivo, las que serán asignadas en cada caso por resolución fundada del Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima del Servicio.
Párrafo 4° Disposiciones generales





Artículo 44.- La referencia a la “Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales” contenida en la ley N° 19.466, que faculta a la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales para integrarse como miembro de la Fundación Chilena del Pacífico, se entenderá efectuada a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales.





Artículo 45.- La Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales podrá operar bajo la denominación de "DIRECON", nombre que le pertenecerá en forma exclusiva.

TÍTULO III

DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE PROMOCIÓN DE EXPORTACIONES

Párrafo 1° De la naturaleza jurídica, objeto y funciones





Artículo 46.- Créase la Dirección General de Promoción de Exportaciones, servicio público centralizado sometido a la dependencia del Presidente de la República a través de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, al que le corresponderá ejecutar la política que éste formule relativa a la participación en el comercio exterior, de acuerdo a directivas impartidas por dicho ministerio en lo relativo a la promoción, diversificación y estímulo de las exportaciones de bienes y servicios.





El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el título VI de la ley Nº 19.882. 





Artículo 47.- Corresponderán a la Dirección General de Promoción de Exportaciones, sin perjuicio de las atribuciones que competan a otros órganos de la Administración del Estado, las siguientes funciones:





1. Estudiar, proponer y ejecutar  todas las acciones concernientes a la participación de Chile en el comercio internacional.





2. Promover, facilitar y colaborar, en el marco de la política de comercio exterior, con el desarrollo de las exportaciones, incluido el posicionamiento de la imagen de Chile en el exterior, proponiendo las líneas de acción que estime convenientes. Para lo anterior, podrá ejecutar actividades de promoción y difusión tanto en Chile como en el extranjero, entre las cuales está la organización de la participación de Chile en ferias y en eventos comerciales internacionales como, asimismo, colaborar en la promoción y difusión en el exterior del turismo y en la atracción de la inversión extranjera hacia Chile, en especial cuando los órganos de la Administración del Estado competentes en la materia lo soliciten.





3. Analizar integralmente la participación de Chile en el comercio internacional, informando sus conclusiones y proponiendo las medidas que fueren pertinentes al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, y formulando propuestas a los sectores público y privado para la óptima participación en los mercados internacionales, la utilización de los acuerdos internacionales y el fomento de los flujos de comercio e inversión.





4. Proporcionar al sector público y privado información de orden técnico en materias de su competencia y atender las solicitudes de información que se le formulen.




5. Apoyar a los inversionistas chilenos en el extranjero.





6. Percibir los aportes que efectúe el sector privado para financiar actividades de promoción de exportaciones.





7. Percibir ingresos por concepto de servicios prestados a los sectores público y privado.





8. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley o los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

Párrafo 2° De la organización





Artículo 48.- En conformidad con lo establecido en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, contemplando, a lo menos, la Dirección de Asuntos Jurídicos, la Dirección Administrativa, las Oficinas Comerciales en el exterior y las Direcciones Regionales.




Artículo 49.- Un Director o Directora General será el Jefe Superior del Servicio y su representante legal, y tendrá el rango de Embajador o Embajadora para efectos protocolares.





Artículo 50.- Al Director o Directora General de Promoción de Exportaciones le corresponderán, especialmente, las siguientes funciones y atribuciones:





1. Ejecutar las políticas que correspondan a la esfera de sus competencias.





2. Informar al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales sobre los estudios, proposición y ejecución de las acciones concernientes a la participación de Chile en el comercio internacional en lo relativo a la promoción, diversificación y estímulo de las exportaciones de bienes y servicios, y proponer las políticas y planes relativos al posicionamiento de la imagen de Chile en el extranjero y el desarrollo de las exportaciones.





3. Presentar el proyecto anual de presupuesto de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





4. Celebrar con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, los contratos y convenios de cualquier naturaleza necesarios para el cumplimiento de los fines específicos del Servicio, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de estas atribuciones.





5. Contratar personal local en el extranjero en apoyo al cumplimiento de las funciones de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, quienes podrán desempeñarse como representantes comerciales facultados para administrar los recursos y bienes del Servicio que el Director o Directora General les asigne; contratar personas o entidades nacionales o extranjeras, para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad, remunerados en moneda nacional o extranjera; y contratar en el exterior a personas o entidades nacionales o extranjeras para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad remunerados en moneda extranjera.





6. Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional, fuera del país o fuera de su sede respecto del personal de su dependencia.





7. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la destinación de funcionarios de las Plantas de Directivos, Profesionales y de Técnicos de la Dirección General para desempeñarse en el exterior como Agregados a cargo de las oficinas comerciales del Servicio y en los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior, con cargo al presupuesto de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





8. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la destinación de funcionarios de las Plantas de Administrativos y de Auxiliares para desempeñarse en el exterior en las oficinas comerciales del Servicio o en los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior, con cargo al presupuesto de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





9. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la designación de personal a contrata asimilado a las Plantas de la Dirección General que se hayan desempeñado en esa calidad en el Servicio por a lo menos cinco años continuos, para prestar funciones en el exterior en las oficinas comerciales o en los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13.





10. Ejercer la atribución establecida en el numeral 13 del artículo 13.





11. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le asigne la ley.

Párrafo 3° De las Oficinas Comerciales en el exterior




Artículo 51.- A propuesta del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, se podrán crear Oficinas Comerciales en el exterior, las que deberán ser autorizadas por decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores, suscrito además por el Ministro de Hacienda.





Las oficinas comerciales tendrán por objeto cumplir las funciones establecidas en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 47 dentro de su respectivo ámbito geográfico de competencia, y aquellas que le asigne el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones.




Artículo 52.- Las Oficinas Comerciales en el exterior estarán a cargo de un Agregado Comercial, quien podrá ser un funcionario de la Planta de Directivos, Profesionales o Técnicos de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, o a contrata con funciones directivas.





Al Agregado Comercial corresponderá dirigir técnica y administrativamente la Oficina Comercial en el exterior; representar a la Dirección General de Promoción de Exportaciones en las actividades propias de la misma, en el país o países donde sea acreditado; ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines específicos de la oficina, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados; y ejercer las demás atribuciones y funciones que le sean delegadas o encomendadas por el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones.

Párrafo 4° De las Direcciones Regionales




Artículo 53.- Las Direcciones Regionales estarán a cargo de un Director o Directora Regional, dependiente del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones, al que le corresponderá:





1. Definir e implementar el plan de acción de la Dirección Regional, el cual deberá contribuir a la provisión en el territorio de los servicios estratégicos de la institución.





2. Apoyar al Gobierno Regional en materias afines a la internacionalización de la región y al posicionamiento de su oferta exportable en los mercados internacionales.





3. Promover, facilitar y colaborar con el desarrollo de las exportaciones, incluido el posicionamiento de la imagen de Chile en el exterior, proponiendo las líneas de acción que estime conveniente para la Región. Para lo anterior, podrá ejecutar actividades de promoción y difusión tanto en Chile como en el extranjero, entre las cuales está la organización de la participación de Chile en ferias y en eventos comerciales internacionales como, asimismo, colaborar en la promoción y difusión en el exterior del turismo y en la atracción de la inversión extranjera hacia Chile, en especial cuando los órganos de la Administración del Estado competentes en la materia lo soliciten.





4. Formular propuestas a los sectores público y privado para la óptima participación en los mercados internacionales, utilización de los acuerdos internacionales y fomento de los flujos de comercio e inversión.





5. Proporcionar al sector público y privado información de orden técnico en materia de su competencia y atender las solicitudes de información que se le formulen.




6. Generar y participar en redes institucionales de trabajo en que se coordinen esfuerzos públicos y privados, para impulsar el proceso exportador de las empresas y la internacionalización de la Región.





7. Desempeñar las demás funciones que le asigne el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones y aquellas que le asigne la ley.

Párrafo 5° Del Personal





Artículo 54.- El personal de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, de planta y a contrata, estará afecto al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1973, del Ministerio de Hacienda, y su legislación complementaria; y en materia de destinaciones al extranjero, a las normas sobre destinaciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y por su normativa complementaria.





Artículo 55.- El personal a contrata de la Dirección General de Promoción de Exportaciones podrá desempeñar funciones de carácter directivo, las que serán asignadas en cada caso por resolución fundada del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima del Servicio.
Párrafo 6° Disposiciones Generales





Artículo 56.- Para el cumplimiento de sus fines, la Dirección General de Promoción de Exportaciones dispondrá de los siguientes recursos:





1. Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en moneda nacional y extranjera.





2. Los ingresos que perciba por concepto de aportes que efectúe el sector privado para financiar actividades de promoción de exportaciones.





3. Los ingresos que perciban por concepto de servicios prestados al sector público y privado.





Artículo 57.- La Dirección General de Promoción de Exportaciones, con arreglo a lo dispuesto en la presente ley y a las disposiciones vigentes, podrá operar en el país o en el extranjero en moneda nacional o extranjera, directamente o por conducto de entidades públicas.





Artículo 58.- Toda referencia que en cualquier norma jurídica nacional o internacional se haga a la "Dirección de Promoción de Exportaciones de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales" se entenderá efectuada a la "Dirección General de Promoción de Exportaciones".





Asimismo, las referencias a la “Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales” contenidas en los tratados internacionales en que se designe a la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales como autoridad competente en materia de certificación de origen, se entenderán efectuadas a la “Dirección General Promoción de Exportaciones”.





Artículo 59.- La Dirección General de Promoción de Exportaciones podrá operar bajo la denominación de "PROCHILE", nombre que le pertenecerá en forma exclusiva.

TÍTULO IV

DEL CONSEJO DE POLÍTICA ANTÁRTICA




Artículo 60.- El Consejo de Política Antártica es el órgano interministerial, presidido por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, que tiene por función proponer al Presidente de la República, entre otras, las bases políticas, jurídicas, científicas, económicas, medioambientales, logísticas, deportivas, culturales, y de difusión de la acción nacional en la Antártica y proponer los grandes lineamientos de la Política Antártica Nacional.





El Consejo podrá sesionar en las dependencias del Ministerio de Relaciones Exteriores, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento.





Artículo 61.- Corresponderá al Consejo de Política Antártica:





1. Proponer al Presidente de la República la Política Antártica Nacional.





2. Asesorar al Presidente de la República en todas las materias concernientes a la Política Antártica Nacional, y aquellas relacionadas con el Sistema Antártico y la aplicación de los tratados internacionales que lo componen, incluyendo, entre otras, las prioridades que requerirán la inversión del Estado, así como la asignación de recursos, a fin de cumplir con los objetivos de la Política Antártica Nacional.




Artículo 62.- El Consejo de Política Antártica estará integrado por:





1. El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores o quien lo subrogue, quien lo presidirá.





2. El Ministro o Ministra de Defensa Nacional.





3. El Ministro o Ministra de Hacienda.





4. El Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo.





5. El Ministro o Ministra del Medio Ambiente.





6. El Jefe del Estado Mayor Conjunto.





Además, participarán como asesores:





1. El Subsecretario o Subsecretaria de Defensa.





2. El Comandante en Jefe del Ejército.





3. El Comandante en Jefe de la Armada.





4. El Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile.





5. El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





6. El Subsecretario o Subsecretaria de Pesca y Acuicultura.





7. El delegado o delegada presidencial de la XII Región de Magallanes y Antártica Chilena.





8. El Director o Directora Nacional de Fronteras y Límites del Estado.





9. El Director o Directora del Instituto Antártico Chileno.





10. El Director o Directora de Planificación Estratégica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.





11. El funcionario del Ministerio de Relaciones Exteriores encargado de los temas antárticos, quién actuará además como Secretario Ejecutivo del Consejo.





El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores podrá invitar a representantes del Congreso Nacional, Ministerios, órganos de la Administración del Estado, operadores antárticos, y representantes de la sociedad civil, para los efectos de realizar consultas sobre materias específicas.





Un reglamento expedido por el Ministerio de Relaciones Exteriores regulará la organización y funcionamiento del Consejo.”. (Unanimidad 5x0)
- - -





- Ha agregado, después del artículo 62, nuevo, el siguiente epígrafe para el título V, nuevo:

“TÍTULO V

MODIFICACIONES AL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 33, DE 1979, DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES”. (Unanimidad 5x0)
- - -

Artículo 1





- Ha pasado a ser artículo 63, reemplazado por el siguiente:




“Artículo 63.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto de su Personal, en la siguiente forma:





1) Intercálase, en el artículo 2, entre la expresión “Relaciones Exteriores” y el punto final, una coma seguida por la siguiente frase: “y sus servicios públicos dependientes y relacionados, tratándose en este último caso de comisiones y cometidos al extranjero”.





2) Sustitúyese el artículo 5 por el siguiente:




“Artículo 5°.- El Presidente de la República podrá designar hasta cuarenta y ocho agregados a contrata para desempeñarse en el exterior, según lo requieran las conveniencias del Servicio. El Presidente de la República, por decreto supremo fundado, podrá exceptuar en casos calificados los requisitos de ingreso a que se refiere el artículo 12.”.





3) Reemplázase el artículo 6 por el siguiente:




“Artículo 6°.- El Ministerio tendrá las siguientes Plantas de funcionarios:





1. Planta del Servicio Exterior.





2. Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores.





3. Planta de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.”.





4) Suprímese el inciso segundo del artículo 9.





5) Sustitúyese el artículo 11 por el siguiente:





“Artículo 11.- Los funcionarios de Segunda y Tercera Categoría Exterior de la Planta del Servicio Exterior que fueren acreditados en el exterior, designados en cargos en el país con rango de Embajador o Embajadora o designados en un cargo de la exclusiva confianza por el Presidente de la República en el Ministerio, conservarán la propiedad de sus cargos en dicha Planta. Cuando estos funcionarios presenten la renuncia a esos cargos, se entiende que lo hacen a su rango y distinción, pero que conservan su grado y categoría en el Escalafón, a menos que en ella expresen lo contrario.”.





6) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:





a) Reemplázase, en su literal a), la palabra “afín” por la expresión “o grado académico”.





b) Elimínase su inciso segundo.





7) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 13, la frase “, en el caso de aquellos que tengan título profesional universitario afín, y tres años los que hayan sido exceptuados de dicho requisito”.





8) Elimínase, en el literal a) del artículo 15, la expresión “, los que se determinarán considerando un 50% la última calificación y el otro 50% el promedio de las calificaciones anuales habidas en el grado”.





9) Modifícase el artículo 25 en el siguiente sentido:




a) Reemplázase su numeral 1 por el siguiente:





“1. Haber aprobado los requisitos de perfeccionamiento que establezca el reglamento. Los funcionarios que se encuentren en la Tercera Categoría Exterior deberán aprobar un programa de perfeccionamiento y alta dirección impartido por la Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”, para los funcionarios del Ministerio y de sus servicios dependientes y relacionados. Asimismo, los funcionarios que se encuentren en la Quinta Categoría deberán aprobar un curso de perfeccionamiento de la Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”. La Academia Diplomática, en coordinación con la Dirección General Administrativa de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, determinará la convocatoria, contenidos, características y requisitos del curso y del programa.”.





b) Elimínase el inciso final.





10) Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:





a) Agrégase, en su inciso primero, a continuación de la palabra “supremo”, las expresiones “firmado por el Ministro de Relaciones Exteriores, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República””.





b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:




“En todo caso, las destinaciones señaladas podrán ordenarse hasta que esos servidores cumplan 65 años de edad. Excepcionalmente, cumplida la edad antes mencionada y previa solicitud del funcionario, podrá decretarse una destinación por el lapso máximo de dos años, pero cumplidos 67 años de edad se declarará vacante el cargo. Para estos efectos, dentro de los noventa días previos al cumplimiento de los 65 años, el funcionario deberá comunicar su decisión de renunciar voluntaria e irrevocablemente a su cargo y fijar, en la misma, la fecha en que hará dejación del cargo, la que deberá hacerse efectiva a más tardar al cumplir los 67 años.





La bonificación que le corresponda al funcionario que se acoja a lo dispuesto en el inciso segundo, no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley Nº 19.882.”.





11) Sustitúyese el artículo 27 por el siguiente:





“Artículo 27.- En los cargos y destinos que defina el Jefe Superior del Servicio la destinación de los funcionarios deberá realizarse conforme a un procedimiento de acreditación de competencias.”.





12) Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:





a) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:





“Lo señalado en el inciso precedente será igualmente aplicable a los funcionarios contratados localmente en las misiones, oficinas consulares y oficinas comerciales de Chile en el exterior que deban rendir caución. La fianza será fijada de conformidad a lo previsto en la ley N° 10.336, considerándose para tal efecto el sueldo base correspondiente a la Sexta Categoría Exterior.”.





b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:





“Los cónsules honorarios estarán exceptuados de la obligación de rendir fianza. No obstante ello, en los casos en que administren o custodien bienes o dineros del Estado, les será aplicable lo dispuesto en los artículos 60 y siguientes de la ley N° 10.336, en lo que fuese pertinente, y deberán rendir cuenta de los recursos que administren o custodien al correspondiente Cónsul General y al Ministerio de Relaciones Exteriores conforme a las disposiciones del Reglamento Consular.





El Ministerio de Relaciones Exteriores consolidará semestralmente las rendiciones de cuentas de los cónsules honorarios y publicará el informe en el sitio web del Ministerio.”.





13) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:





“Artículo 33.- Los funcionarios de Segunda y Tercera Categoría Exterior de la Planta del Servicio Exterior, que conforme al artículo 11 fueren designados con el rango de Embajador o Embajadora o en cargos de la exclusiva confianza del Presidente de la República en el país, percibirán la renta de su categoría además de los beneficios de Jefe de Misión, cuando corresponda.”.





14) Agrégase en el artículo 37 el siguiente inciso final, nuevo:





“Será causante de asignación familiar el cónyuge de la funcionaria de la Planta “A” del Servicio Exterior, presupuesto en moneda extranjera, en el caso que ella se desempeñe en un país en que el referido cónyuge no esté autorizado para trabajar en forma remunerada en el país de destino, de conformidad a la normativa de éste.”.





15) Modifícase el artículo 38 en el siguiente sentido:





a) Intercálase, entre la expresión “con familia” y la frase “que viva”, la expresión “o conviviente civil”.





b) Agrégase, entre las expresiones “sin familia” y “que viva”, la frase “o conviviente civil”.




16) Modifícase el artículo 44 en el siguiente sentido:





a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “para él y su familia” por “para él, su familia y su conviviente civil”.





b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “funcionario y su familia” por “funcionario, su familia y su conviviente civil”.





c) Agrégase en su inciso final, después de la palabra “familia”, la expresión “y al conviviente civil”.





17) Sustitúyese el artículo 45 por el siguiente:





“Artículo 45.- Los funcionarios, sus familiares y su conviviente civil, cuando viajen por vía aérea, tendrán derecho a pasajes en clase económica. No obstante, a los funcionarios de 1a. Categoría y 2a. Categoría Exterior que se desempeñen como Jefes de Misión,  sus familiares y conviviente civil, se les podrá otorgar pasajes aéreos en una clase superior a la económica, cuando circunstancias especiales, a juicio del Subsecretario de Relaciones Exteriores, así lo justifiquen.”.





18) Agrégase, en el artículo 46, entre la palabra “familiar” y el punto final que le sigue, la expresión “y de su conviviente civil”.





19) Sustitúyese el artículo 49 por el siguiente:





“Artículo 49.- Los funcionarios que se desempeñen en el extranjero pueden ser llamados al país, por resolución fundada, en la forma que determine el reglamento expedido a través del Ministerio de Relaciones Exteriores que establecerá, a lo menos, el procedimiento, modalidades y demás circunstancias en que podrán ser llamados al país. Dichos funcionarios tendrán derecho a pasajes y continuarán recibiendo la remuneración que corresponde a su cargo.”.





20) Sustitúyese el artículo 50 por el siguiente:





“Artículo 50.- A los funcionarios, su familia y conviviente civil destinados a destinos complejos, se les podrá otorgar pasajes para el uso del feriado legal anual.





Los destinos complejos se determinarán mediante resolución fundada del Subsecretario de Relaciones Exteriores, visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.”.





21) Agrégase el siguiente artículo 50 bis, nuevo:




“Artículo 50 bis.- Los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores y sus servicios dependientes y relacionados, destinados en el exterior, tendrán derecho a gozar de su feriado aumentado en dos días hábiles, siempre que se trasladen a Chile para el uso de dicho feriado.”.





22) Reemplázase el inciso tercero del artículo 55 por el siguiente:





“El cónyuge, el conviviente civil o, en su defecto, sus herederos, tendrán derecho a internar al país el menaje de casa y los efectos personales, y serán beneficiarios de la asignación a que se refiere el artículo 40 de este Estatuto, en las mismas condiciones a las que habría tenido derecho el funcionario fallecido.”.





23) Elimínanse los incisos primero y segundo del artículo 64, pasando el inciso tercero a ser inciso único.





24) Modifícase el artículo 68 en el siguiente sentido:





a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:





“Artículo 68.- Los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores ligados entre sí por vínculos de matrimonio, acuerdo de unión civil, parentesco por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, por afinidad hasta el segundo grado, o adopción, podrán ser destinados a un mismo país en el extranjero, siempre que lo sean a distintas misiones diplomáticas o consulares, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales o misiones especiales en el exterior.”.





b) Intercálase, entre el inciso primero y el segundo, que pasa a ser tercero, el siguiente inciso segundo, nuevo:





“No obstante, aquellos funcionarios ligados entre sí por vínculos de matrimonio o acuerdo de unión civil podrán ser destinados a una misma misión o representación permanente, evitando la relación jerárquica entre ellos. En caso que por razones fundadas no sea posible evitar esta relación, el superior jerárquico deberá abstenerse de ejercer los deberes de jefatura que le otorgue la ley y de participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.





25) Sustitúyese el artículo 72 por el siguiente:





“Artículo 72.- Los funcionarios que sean destinados al exterior serán acreditados según las necesidades del Ministerio y de conformidad a las instrucciones que éste imparta. Estas acreditaciones no podrán efectuarse en un grado inferior al que posea el funcionario y no podrán alterar la precedencia que establezca el escalafón de la Planta del Servicio Exterior.”.





26) Elimínase en el artículo 78 el término “Oficiales” y la coma que lo antecede.





27) Reemplázase el artículo 86 por el siguiente:




“Artículo 86.- No se podrá acreditar en un Estado extranjero a un funcionario que tenga además de la nacionalidad chilena la nacionalidad de ese Estado o que la adquiera con posterioridad, en cuyo caso se dejará sin efecto la acreditación.”.





28) Reemplázase el artículo 87 por el siguiente:





“Artículo 87.- Todas las disposiciones contenidas en los párrafos 7° y 9° del capítulo II de este Estatuto, salvo los artículos 33, 48, 51, 54, 68, 69 y 72, serán también aplicables a los funcionarios contratados a que se refiere el artículo 5.”.





29) Introdúcense, en el artículo 88, las siguientes modificaciones:





a) A contar del primer día del año siguiente a la fecha de publicación de esta ley, en la Planta del Servicio Exterior, letra “B”, presupuesto en moneda nacional, elévese el número de cargos de Terceros Secretarios o Cónsules de Tercera Clase grado 13 E.U.R., de "15" a "17".




b) A contar del primer día del año siguiente a la fecha de publicación de esta ley, transfórmase en la Planta del Servicio Exterior, letra “B”, presupuesto en moneda nacional, en la 7ª Categoría Exterior, el grado "16" por "14".





c) Reemplázanse en la Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, en los escalafones Directivos, Profesional y Técnico, letra “A”, presupuesto en moneda extranjera, las siguientes expresiones:





i. “Directivos Técnicos”, “Asesores Técnicos”, “Operadores de centrales de télex”, por “Directivos”, “Profesionales” y “Técnicos”, respectivamente.





ii. El número de cargos “Asimilado a 3a. Exterior”, de “3” a “4”.





iii. El número de cargos “Asimilado a 4a. Exterior”, de “6” a “7”.





iv. La categoría “Asimilado a 6ª. Exterior” por “Asimilado a 5a. Exterior”.





d) Reemplázanse en la Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el Escalafón Administrativo, letra “A”, presupuesto en moneda extranjera, las siguientes expresiones:





i. El número de cargos “Asimilado a 6ª. Exterior”, de “15” a “16”.





e) Sustitúyese en la Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el Escalafón de Auxiliares, letra “A”, presupuesto en moneda extranjera, la categoría “Asimilado a 80% de la 6ª. Exterior” por “Asimilado a 100% de la 6a. Exterior”.





30) Deróganse los artículos 57, 58, 59, 66, 89, 90 y 93.





31) Incorpórase a continuación del artículo 102 el siguiente Capítulo VII, nuevo:

“CAPÍTULO VII

De las destinaciones al extranjero del personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones

Párrafo 1° Del Personal de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos





Artículo 103.- Por resolución del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales se podrá destinar a prestar servicios en una misión en el exterior a los funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones que reúnan los requisitos exigidos en el reglamento que se establezca.





No obstante, a propuesta del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, por decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores, se podrá destinar al exterior a personas que no cumplan con los requisitos que establezca el reglamento, siempre y cuando el número de éstas no exceda de dos quintos del total de funcionarios que pueden ser destinados al exterior, conforme al artículo 109 del presente Estatuto.





Artículo 104.- La resolución o el decreto supremo, según corresponda, que destine al exterior a los funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos, deberá señalar en cuál de las siguientes categorías de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, se desempeñará el funcionario destinado:

	Categoría
	Título

	2ª
	Ministro Consejero o Cónsul General de 1ª Clase.

	3ª
	Consejero o Cónsul General de 2ª Clase.

	4ª
	Primer Secretario o Cónsul de 1ª Clase.

	5ª
	Segundo Secretario o Cónsul de 2ª Clase.

	6ª
	Tercer Secretario o Cónsul de 3ª Clase.






Artículo 105.- El personal sólo podrá ser acreditado en el exterior en las funciones propias del respectivo Servicio.





Artículo 106.- Los funcionarios podrán ser destinados al exterior por un tiempo máximo de dos años, y gozarán de los mismos e idénticos derechos, beneficios y franquicias establecidas para el personal de la Planta “A” del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, en especial las establecidas en el párrafo 7° del capítulo II del presente Estatuto. Tratándose de profesionales destinados a las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y misiones especiales en el exterior, en casos excepcionales, debidamente calificados por decreto supremo, el plazo de dos años de destinación podrá prorrogarse por hasta un máximo de tres años adicionales.





A los funcionarios destinados como agregados a cargo de una oficina comercial o de un departamento económico en el exterior, les será aplicable el inciso primero del artículo 26.





Artículo 107.- Los funcionarios destinados a una oficina comercial en el exterior podrán ser trasladados a otra misión u oficina comercial por necesidades del servicio. En este caso gozarán de los mismos derechos establecidos para una destinación al exterior, salvo que el traslado se efectúe a una misión u oficina comercial ubicada en la misma ciudad.





Artículo 108.- Para los efectos protocolares y de rango, en Chile y en el exterior, y para los efectos de subrogación en las oficinas comerciales y departamentos económicos en el exterior, las estructuras de grados de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos se asimilarán a los cargos de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores de conformidad con la siguiente tabla:

	Escalafón del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores

	Escalafón Directivos, Profesionales y Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.

	Segunda Categoría Exterior
	Directores grado 3° E.U.S.

	Tercera Categoría Exterior
	Directores grado 4°, Jefes de Departamentos y Profesionales grados 4º y 5º E.U.S.

	Cuarta Categoría Exterior
	Profesionales grado 7° y 9° E.U.S.

	Quinta Categoría Exterior
	Jefes de Sección; Profesionales grados 11° y 13° E.U.S.; y Técnicos grado 10° E.U.S.






Artículo 109.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales podrá destinar a prestar servicios en las misiones de Chile en el exterior hasta cuarenta y siete funcionarios provenientes de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones. Tratándose de oficinas comerciales de la Dirección General de Promoción de Exportaciones sólo podrá disponerse la destinación de funcionarios de dicha repartición.





No obstante lo anterior, como parte del cupo indicado en el inciso precedente, a propuesta del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones, el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales podrá designar profesionales a contrata para desempeñarse como agregados a cargo de una oficina comercial o de un departamento económico, quienes deberán reunir los requisitos que exija el reglamento que se establezca, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.





El referido personal formará parte de la dotación de la Dirección General de Promoción de Exportaciones y gozará de los mismos e idénticos derechos, beneficios y franquicias establecidas para el personal de la Planta “A” del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, en especial las establecidas en el párrafo 7° del capítulo II del presente Estatuto. Dentro del cupo de excepción regulado en el artículo 103,  inciso segundo, se considerará también al personal que se designe en esta calidad.





La resolución que designe a funcionarios a contrata indicará la correspondiente asimilación a alguna de las categorías referidas en el artículo 120. No obstante, el sueldo base anual en moneda extranjera de hasta quince de estas contratas no podrá exceder, en ningún caso, del sueldo base anual correspondiente a la 4ª Categoría Exterior de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Los cargos de planta de los funcionarios destinados al exterior podrán ser provistos por nombramientos en calidad de suplentes, quienes tendrán derecho a las remuneraciones correspondientes.





Artículo 110.- En casos calificados, mediante decreto del Ministerio de Relaciones Exteriores, se podrá destinar al exterior a funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales o de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, aun cuando se exceda de la cifra indicada en el inciso primero del artículo 109 del presente Estatuto. Estas destinaciones se financiarán en moneda extranjera con cargo a los ítems presupuestarios respectivos, previa visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.





Artículo 111.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, el Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales y el Director o Directora  General de Promoción de Exportaciones podrán, por resolución fundada, autorizar el otorgamiento de fondos para gastos de representación y secretaría a sus respectivos funcionarios o delegaciones que sean destinados o comisionados al exterior.





Las personas, funcionarios o delegaciones que reciban fondos para gastos de representación o secretaría, en conformidad al inciso anterior, deberán rendir cuenta documentada, según corresponda, ante la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, o la Dirección General de Promoción de Exportaciones, respectivamente.

Párrafo 2° Del Personal de la Planta de Administrativos





Artículo 112.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales podrá destinar hasta dos funcionarios, sean de planta o a contrata, para prestar funciones en el exterior hasta por dos años, en tareas de apoyo al personal Directivo, Profesional y Técnico destinado al exterior.





Dichos funcionarios provendrán de cualquiera de las Plantas de Administrativos o asimilado a ellas, de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales o de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





En el caso del personal a contrata, asimilado a la Planta de Administrativos de los servicios señalados en el inciso anterior, sólo podrán ser destinados si se han desempeñado en esa calidad en dichos servicios por, a lo menos, cinco años continuos.





Las destinaciones de los funcionarios a contrata quedarán sujetas a la renovación del respectivo contrato y se efectuarán previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.





La resolución que destine al exterior a los funcionarios, sean de planta o a contrata, de la Planta de Administrativos o asimilada a ella, deberá señalar el sueldo base anual de éstos en moneda extranjera. Dicha sueldo base anual será equivalente a la 6ª Categoría Exterior, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Artículo 113.- Los funcionarios de la Planta de Administrativos destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior tendrán para todos los efectos legales, sean éstos de carácter tributario, previsional u otros, el grado que respectivamente les corresponda en la Planta de Administrativos.





Artículo 114.- Los funcionarios de la Planta de Administrativos que sean destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior, gozarán de los mismos beneficios y franquicias establecidos para el personal de la Planta “A” del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, como también de las mismas obligaciones y restricciones en lo que procediere.

Párrafo 3° Del Personal de la Planta de Auxiliares





Artículo 115.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales podrá destinar hasta dos funcionarios, sean de planta o a contrata, para prestar funciones en el exterior propias de su cargo hasta por dos años.





Dichos funcionarios provendrán de cualquiera de las Plantas de Auxiliares o asimilado a ellas, de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales o de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





En el caso del personal a contrata, asimilado a la Planta de Auxiliares de los servicios señalados en el inciso anterior, sólo podrán ser destinados si se han desempeñado en esa calidad en dichos servicios por, a lo menos, cinco años continuos.





Las destinaciones de los funcionarios a contrata quedarán sujetas a la renovación del respectivo contrato y se efectuarán previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.





La resolución que destine al exterior a los funcionarios, sean de planta o a contrata, de la Planta de Auxiliares o asimilada a ella, deberá señalar el sueldo base anual de éstos en moneda extranjera. Dicho sueldo no podrá exceder, en ningún caso, del 100% del sueldo base anual correspondiente a la 6ª Categoría Exterior de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Artículo 116.- Los funcionarios de la Planta de Auxiliares destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior tendrán, para todos los efectos legales, sean éstos de carácter tributario, previsional u otros, el grado que respectivamente les corresponda en la Planta de Auxiliares.





Artículo 117.- Los funcionarios de la Planta de Auxiliares que sean destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior, gozarán de los mismos beneficios y franquicias establecidos para el personal de la Planta “A” del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, como también de las mismas obligaciones y restricciones en lo que procediere.

Párrafo 4° Disposiciones generales





Artículo 118.- En cualquier momento, el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores o el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, mediante decreto o resolución fundada, según corresponda, podrán poner fin a la destinación en el exterior.





Artículo 119.- A los funcionarios de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones se les aplicará lo dispuesto en el artículo 62 del presente decreto con fuerza de ley.





Artículo 120.- Para todos los efectos legales, sean de carácter previsional, tributario u otros descuentos legales obligatorios, de pago de remuneraciones o de cualquier otro en que sea necesario una equivalencia o asimilación entre los funcionarios de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, y de la Planta de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, esa equivalencia o asimilación será la siguiente:
	Planta “A”, Presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores
	Escalafón Directivo, Profesional y Técnico de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacional y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.

	Segunda Categoría
	Directores grado 3° E.U.S.

	Tercera Categoría
	Directores grado 4°, Jefes de Departamento, grados 4° y 6° E.U.S. y Profesionales, grados 4° y 5° E.U.S.

	Cuarta Categoría
	Profesionales grados 7° y 9° E.U.S.

	Quinta Categoría
	Jefes de Sección grados 9° y 11° E.U.S. Profesionales grado 11° y 13° E.U.S. y Técnicos grado 10° E.u.s.






Artículo 121.- Para los efectos del cálculo de las obligaciones previsionales y tributarias que afectan a los funcionarios destinados o a los designados a contrata para prestar servicios en el exterior, se considerará su sueldo de equivalencia o asimilación en Chile.





Artículo 122.- Los funcionarios que sean destinados al exterior, podrán ser asimilados o acreditados en un grado o categoría distinto al que tengan en la Planta, no superior a la segunda categoría exterior. La acreditación en el exterior se efectuará previa coordinación con la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.





Artículo 123.- El Personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones que sea designado para una comisión en el exterior o fuera de su sede, tendrá derecho a pasajes y a un viático idéntico a la que corresponda al funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, con cuyo rango fuere comisionado. Mantendrá también el goce de su remuneración en moneda nacional o extranjera, según corresponda.”.”. (Unanimidad 5x0)
Artículo 2





- Ha pasado a ser artículo 64, sustituido por el siguiente:





“Artículo 64.- Los cargos de la Planta del Servicio Exterior que se indican a continuación, sólo para efectos protocolares, recibirán la denominación que se indica:

	Cargo
	Denominación

	Ministros Consejeros o Cónsules Generales de 1ª Clase
	Ministros o Ministras del Servicio Exterior o Cónsules Generales de 1ª Clase

	Consejeros o Cónsules Generales de 2ª Clase
	Ministros Consejeros, Ministras Consejeras o Cónsules Generales de 2ª Clase

	Primeros Secretarios o Cónsules de 1ª Clase
	Consejeros, Consejeras o Cónsules Generales de 3ª Clase

	Segundos Secretarios o Cónsules de 2ª Clase
	Secretarios, Secretarias o Cónsules de 1ª Clase

	Terceros Secretarios o Cónsules de 3ª Clase
	Secretarios, Secretarias o Cónsules de 2ª Clase

	Terceros Secretarios de 2ª Clase
	Secretarios o Secretarias






Lo dispuesto en el inciso anterior, no alterará la categoría exterior ni el grado de la Escala Única de Sueldos establecido en la Planta del Servicio Exterior contenida en el artículo 88 del decreto con fuerza de ley Nº 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores.”. (Unanimidad 5x0)
- - -





- Ha intercalado el siguiente artículo 65, nuevo:





“Artículo 65.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores podrá determinar por resolución fundada, visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, y para efectos de las destinaciones al exterior, destinos complejos y, de acuerdo a disponibilidades presupuestarias del Servicio, un factor de corrección diferenciado de Costo de Vida para la 5ª y 6ª Categoría Exterior, aplicable a los funcionarios que se desempeñen en dichos destinos.”. (Unanimidad 5x0)
- - -





- Ha agregado, a continuación del artículo 65, nuevo, el siguiente epígrafe para el título VI, nuevo:
“TÍTULO VI

MODIFICACIONES AL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 82, DE 1979, DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, QUE APRUEBA EL ESTATUTO ORGÁNICO DEL INSTITUTO ANTÁRTICO CHILENO”. (Unanimidad 5x0)
- - -

Artículo 3




Ha pasado a ser artículo 66, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 66.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 82, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que aprueba el Estatuto Orgánico del Instituto Antártico Chileno, en el siguiente sentido:





1) Reemplázase el literal c) del artículo 2, por el siguiente:





“c) INACH podrá asesorar y prestar servicios dentro del ámbito de sus competencias a los organismos del Estado, del sector privado, universidades e instituciones científicas nacionales y extranjeras, pudiendo percibir ingresos por bienes y servicios prestados, y atender las consultas que le formulen en todos aquellos aspectos relacionados con la investigación antártica.





Los valores de los cobros por los bienes y servicios que el INACH prestará, se determinarán mediante decreto expedido "Por Orden del Presidente de la República" del Ministerio de Relaciones Exteriores y suscrito por el Ministro o Ministra de Hacienda. Dichos recursos ingresarán a rentas generales de la nación.”.




2) Sustitúyese el artículo 3 por el siguiente:





“Artículo 3°.- En conformidad con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director o Directora del Instituto Antártico Chileno, mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.”.





3) Deróganse los artículos 5, 6, 7 y 8.





4) Sustitúyese el artículo 9 por el que a continuación se indica:




“Artículo 9°.- El personal del INACH, de planta y a contrata, estará afecto al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1973, del Ministerio de Hacienda, y su legislación complementaria; y en materia de destinaciones al extranjero, a las normas sobre destinaciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y por su normativa complementaria.”.”. (Unanimidad 5x0)
- - -





- Ha consultado, a continuación del artículo 3 que ha pasado a ser 66, el siguiente epígrafe para el título VII, nuevo:
“TÍTULO VII

MODIFICACIONES AL ESTATUTO ORGÁNICO Y DEL PERSONAL DE LA DIRECCIÓN NACIONAL DE FRONTERAS Y LÍMITES DEL ESTADO”. (Unanimidad 5x0)
- - -

Artículo 4





- Ha pasado a ser artículo 67, sustituido por el siguiente:





“Artículo 67.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 83, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto Orgánico de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, en los siguientes términos: 





1) Sustitúyese el artículo 1 por el siguiente:





“Artículo 1.- La Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado es un servicio público centralizado, sometido a la dependencia del Presidente de la República a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, cuya misión es asesorar al Gobierno e intervenir en todo lo que se refiere a los límites internacionales de Chile y sus fronteras.





Para el ejercicio de sus funciones, este Servicio deberá coordinarse con las dependencias correspondientes de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores y con la unidad que indica el artículo 8 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores, en todas las materias que digan relación con la política exterior vecinal, considerando sus áreas de competencia referidas a las zonas declaradas fronterizas, integración física, límites, recursos hídricos compartidos y aquellas encomendadas por tratados internacionales.”.





2) Reemplázase el inciso segundo del artículo 3 por el siguiente:





“En conformidad con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director o Directora Nacional de Fronteras y Límites del Estado, mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.”.”. (Unanimidad 5x0)
Artículo 5





- Ha pasado a ser artículo 68, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 68.- Intercálase en el artículo 2 del decreto con fuerza de ley N° 48, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto del Personal y Plantas de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, a continuación de su inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero:





“Dentro del cupo y en los lugares señalados en el inciso precedente, el Director o Directora Nacional podrá destinar a profesionales que se hayan desempeñado a contrata en ese Servicio por a lo menos cinco años continuos, para prestar servicios en el exterior. Estas destinaciones quedarán sujetas a la renovación del respectivo contrato y se efectuarán previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.”.”. (Unanimidad 5x0)
- - -





- Ha agregado, a continuación del artículo 5 que ha pasado a ser 68, el siguiente epígrafe para el título VIII, nuevo:
“TÍTULO VIII

DE LA AGENCIA CHILENA DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO”.

(Unanimidad 5x0)
- - -

Artículo 6





- Ha pasado a ser artículo 69, sustituido por el siguiente:





“Artículo 69.- Modifícase la ley N° 18.989, que crea el Ministerio de Planificación y Cooperación, hoy Ministerio de Desarrollo Social, en el siguiente sentido:





1) Sustitúyese el epígrafe del título III, por el siguiente: "Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo".




2) Modifícase el artículo 17 en el siguiente sentido:





a) Reemplázanse sus incisos primero y segundo por los siguientes:




“Artículo 17.- La Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo es un servicio público descentralizado, que actuará con personalidad jurídica y patrimonio propio.





En aquellos casos en que la cooperación internacional a cargo de la Agencia requiera de una contraparte financiera nacional, ésta deberá ser aprobada por el Ministro o Ministra de Hacienda.”.





b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser final:





“El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el título VI de la ley Nº 19.882.”.




3) Reemplázase el inciso primero del artículo 18 por el siguiente:





“Artículo 18.- La Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo podrá usar la sigla “AGCID” para identificarse en todos sus actos, contratos y actuaciones.”.





4) Sustitúyese el artículo 19 por el siguiente:





“Artículo 19.- Corresponderá a la Agencia, sin perjuicio de las atribuciones que competan a otros órganos de la Administración del Estado, ejecutar las políticas, de acuerdo a las directrices impartidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores, en materias relativas a la cooperación internacional para el desarrollo de Chile y, en especial, las siguientes funciones:





1. Asesorar al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materias de cooperación internacional para el desarrollo.





2. Elaborar planes o programas de acción estratégicos plurianuales.





3. Determinar, gestionar, administrar y ejecutar los planes, programas, proyectos, acciones y actividades de cooperación internacional para el desarrollo, provenientes del exterior y aquellas que Chile otorga a terceros países, en concordancia con la política chilena de cooperación.





4. Coordinar el Sistema Nacional de Cooperación Internacional, incluyendo las acciones de cooperación internacional para el desarrollo, realizadas por los organismos del Estado y otros actores.





5. Implementar, realizar y ejecutar los planes, programas, proyectos y actividades de cooperación internacional para el desarrollo que Chile otorga, para lo cual podrá asociarse con los diversos socios o fuentes de cooperación nacionales e internacionales, sean de carácter bilateral, multilateral, organismos regionales, internacionales y/o extranjeros, la sociedad civil, el sector privado y centros de estudio, promoviendo la obtención de recursos humanos y financieros nacionales y/o extranjeros para tales fines.





6. Estudiar, proponer, coordinar, complementar e implementar las acciones de ayuda o asistencia humanitaria que guarden concordancia con las directrices de la política exterior chilena, coordinando con las direcciones o unidades del Ministerio de Relaciones Exteriores, que correspondan, los proyectos y actividades para su implementación.




7. Apoyar y promover los planes, programas, proyectos y actividades de cooperación internacional para el desarrollo nacional en los ámbitos científicos, capacidad tecnológica, procesos productivos, comercio exterior, desarrollo social, así como todas aquellas áreas consideradas prioritarias o deficitarias por el Gobierno de Chile.





8. Coordinar el cumplimiento de los acuerdos de cooperación internacional destinados a proyectar la capacidad científica, tecnológica, industrial y comercial de Chile, con el propósito de lograr una efectiva presencia internacional del país y de promover los procesos de integración y de desarrollo social que impulse el Gobierno.





9. Posibilitar y promover el flujo de recursos financieros, técnicos y humanos que contribuyan al logro de los objetivos establecidos en los numerales precedentes.





10. Promover, patrocinar, administrar o coordinar convenios de estudios y programas de becas de formación, capacitación y perfeccionamiento en los niveles de pregrado, postgrado y postítulo impartidos en el país a estudiantes y becarios extranjeros, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.





11. Difundir las oportunidades de perfeccionamiento y formación de capital humano avanzado para chilenos en el exterior.





12. Requerir del sector público, privado, sociedad civil, centros de estudio y organismos internacionales y extranjeros, información de orden técnico en materias de cooperación internacional para el desarrollo relacionada con el cumplimiento de las finalidades de la Agencia.





13. Desempeñar las demás atribuciones que le sean asignadas por ley.”.




5) Sustitúyense los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 21 por los siguientes:





“El Consejo estará integrado por:





1. El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, quien lo presidirá.





2. El Ministro o Ministra de Hacienda o quien este designe.





3. El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





4. El Subsecretario o Subsecretaria de Desarrollo Regional o quien este designe.





5. El Subsecretario o Subsecretaria General de la Presidencia o quien este designe.





6. Un representante del Ministerio de Desarrollo Social.





7. Cuatro Consejeros designados por el Presidente de la República, debiendo ser, a lo menos uno de ellos, representante de una universidad reconocida por el Estado.




Integrarán también el Consejo, con derecho a voz, su Director Ejecutivo y su Fiscal, y el Director de Planificación Estratégica y el Secretario General de Política Exterior, ambos de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores del Ministerio de Relaciones Exteriores.





El Fiscal actuará como secretario del Consejo.





Los Consejeros no percibirán remuneración alguna en sus funciones de tales. El Consejo designará un primer y un segundo Vicepresidentes, de entre sus miembros con derecho a voto, los que, en dicho orden, subrogarán al Presidente. Además, designará uno o más funcionarios de la Agencia para que desempeñen la función de Secretario del Consejo, en caso de impedimento o ausencia del Fiscal.





En el caso que se produzcan empates durante las votaciones, éstos se definirán con el voto del Presidente del Consejo o del Vicepresidente que lo subrogue.





Corresponderá al Consejo:





1. Ejercer las atribuciones y cumplir o hacer cumplir las funciones enunciadas en el artículo 19 y las demás que requiera el cumplimiento de las finalidades de la Agencia.





2. Asesorar al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, a propuesta de éste, en materias de cooperación internacional para el desarrollo.





3. Aprobar planes o programas estratégicos en materias de cooperación internacional para el desarrollo, a propuesta del Director Ejecutivo.





4. Delegar parte de sus funciones y atribuciones en el Director Ejecutivo.





5. Adoptar los acuerdos que sean necesarios para el cumplimiento de las finalidades y funciones de la Agencia, en concordancia con las directrices de la política exterior y sus prioridades temáticas y geográficas, como asimismo con los principios y avances en el ámbito de la cooperación internacional para el desarrollo, a nivel regional y global.





6. Aprobar el Programa de Acción de la AGCID.”.




6) Sustitúyese el artículo 22 por el siguiente:





“Artículo 22.- La administración de la Agencia corresponderá al Director o Directora Ejecutiva, quien será el Jefe o Jefa Superior del Servicio, y tendrá rango de Embajador o Embajadora.





Corresponderá al Director o Directora Ejecutiva el ejercicio de las siguientes funciones:





1. Dirigir técnica y administrativamente la Agencia, sujetándose a los acuerdos que adopte el Consejo a este respecto.





2. Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones.





3. Colaborar con el Consejo en la asesoría que éste preste en materias de cooperación internacional para el desarrollo.





4. Formular y proponer al Consejo los planes o programas estratégicos de cooperación internacional para el desarrollo.





5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la Agencia y su distribución, de acuerdo a lo establecido en la Ley anual de Presupuestos y sus modificaciones, informando de ello al Consejo.




6. Proponer al Consejo el Programa de Acción de la AGCID y sus modificaciones.





7. Ejecutar la cooperación internacional para el desarrollo, en el marco de las directrices de política exterior impartidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores.





8. Celebrar y aprobar los acuerdos, convenios y contratos de cualquier naturaleza necesarios para el cumplimiento de los fines específicos del Servicio, con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados y aquellos derivados de los recursos, aportes y donaciones, de conformidad con lo establecido en los artículos 19 y 25, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de estas atribuciones.




9. Contratar, en Chile o en el exterior, personas o entidades nacionales o extranjeras, para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad, remuneradas en moneda nacional o extranjera, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.





10. Informar al Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, sobre los estudios, proposición y ejecución de las acciones concernientes a la participación de Chile en los asuntos de cooperación internacional para el desarrollo y ayuda humanitaria, que preste nuestro país en función de la política exterior.





11. Designar y contratar personal, asignarle funciones y poner término a sus servicios, dando cuenta de todo ello al Consejo.





12. En conformidad con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Agencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.




13. Constituir comités consultivos y de expertos, comisiones asesoras y grupos de trabajo, con el carácter de entidades funcionales y no permanentes de apoyo a la Dirección Ejecutiva y al Consejo, con la finalidad de convocarlos para asesorar en materias o temas específicos, en las oportunidades y plazos que se determinen, los que podrán ser integrados por uno o más Consejeros de la Agencia, el Director o Directora Ejecutiva, el Fiscal, uno o más Jefes de Departamento o funcionarios del Servicio, expertos nacionales o extranjeros, representantes de la sociedad civil y personeros de los sectores públicos, privado y académico.





14. Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional y fuera del país respecto del personal de su dependencia.





15. Intervenir en todos los asuntos relativos a grupos de trabajo, negociaciones y foros bilaterales, multilaterales y regionales, organizaciones multilaterales y demás comisiones internacionales en las que Chile participe, en el ámbito de la cooperación internacional para el desarrollo, en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores, cuando corresponda.





16. Informar periódicamente al Consejo acerca de la marcha de la institución y del cumplimiento de los acuerdos e instrucciones.





17. Adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes y ejecutar o celebrar cualquier acto o contrato tendiente directa o indirectamente al cumplimiento del objeto y funciones de la Agencia, sujetándose a los acuerdos que adopte el Consejo.





18. Representar judicial y extrajudicialmente a la Agencia y conferir poder a abogados habilitados para el ejercicio de la profesión, aun cuando no sean funcionarios de la Agencia, con las facultades de ambos incisos del artículo 7 del Código de Procedimiento Civil, de conformidad a las normas vigentes.





19. Adoptar las providencias y medidas que le requiera el Consejo para su funcionamiento.





20. Desempeñar las demás atribuciones que le sean asignadas por ley.”.




7) Agrégase el siguiente artículo 24 bis, nuevo:





“Artículo 24 bis.- El personal de planta o a contrata que sea designado como agregado dentro de los cupos del artículo 5 del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores,  será asimilado a la 4ta. Categoría Exterior y podrá acceder a los beneficios que a dicha categoría corresponden, de conformidad con las normas establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores y su normativa complementaria.”.





8) Agrégase el siguiente artículo 24 ter, nuevo:





“Artículo 24 ter.- El personal a contrata de la Agencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo, las que serán asignadas, en cada caso, por resolución del Director o Directora Ejecutiva. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima del Servicio.”.”. (Unanimidad 5x0)
Artículo 7




- Ha pasado a ser artículo 70, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 70.- Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga a la “Agencia de Cooperación Internacional de Chile” o a la “Agencia”, en el marco de su regulación, deberán entenderse, en lo sucesivo, referidas a la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.”. (Unanimidad 5x0)
- - -





Ha consultado, a continuación del artículo 7, que ha pasado a ser 70, el siguiente epígrafe para el título IX, nuevo:
“TÍTULO IX

MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.999”.

(Unanimidad 5x0)
- - -

Artículo 8





- Ha pasado a ser artículo 71, sustituido por el siguiente:





“Artículo 71.- Modifícase el artículo 2 de la ley N° 19.999, que establece normas relativas al mejoramiento de la gestión institucional del Ministerio de Relaciones Exteriores, del siguiente modo:





1) Intercálase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo y así, sucesivamente:





"También tendrán derecho a la asignación de este artículo, los funcionarios de planta y a contrata de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, de la Dirección General de Promoción de Exportaciones y de la Agencia de Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, cuando perciban sus remuneraciones en moneda nacional. Para efectos de lo dispuesto en el inciso tercero, los jefes superiores de los servicios antes indicados deberán celebrar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores el convenio que dicha disposición establece.”.





2) Intercálase en su inciso sexto, que ha pasado a ser séptimo, la siguiente oración a continuación del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido: "Tampoco tendrán derecho a esta asignación el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, el Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales, el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones y el Director o Directora Ejecutiva de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.”.”. (Unanimidad 5x0)
- - -





Ha intercalado, a continuación del artículo 8, que ha pasado a ser 71, el siguiente epígrafe para el título X, nuevo:
“TÍTULO X

OTRAS NORMAS”.

(Unanimidad 5x0)
- - -

Artículo 9





- Ha pasado a ser artículo 72, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 72.- La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales y la Dirección General de Promoción de Exportaciones, cada una en el ámbito de las funciones y atribuciones que les otorga esta ley, serán consideradas, para todos los efectos, sucesoras y continuadoras legales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 44 y 58.”. (Unanimidad 5x0)
Artículo 10




- Ha pasado a ser artículo 73, sustituido por el siguiente:





“Artículo 73.- Sustitúyese el artículo 10 de la ley Nº 18.340, que fija el nuevo texto del Arancel Consular de Chile, por el siguiente:





“Artículo 10.- El pago de los derechos consulares fijados en este Arancel, incluido el 10% establecido en el artículo 8 de esta ley, deberá ser realizado por el interesado en la institución financiera en la que la respectiva Oficina Consular mantenga sus cuentas. Una vez acreditado el pago en el Consulado, éste le extenderá al interesado un comprobante del pago de los derechos fijados en este Arancel.





En el caso de aquellas Oficinas Consulares a las que atendidas las condiciones del régimen bancario existentes en el país receptor no se les permita implementar el referido sistema, el interesado efectuará el pago de los derechos consulares que procedan, incluido el 10% establecido en el artículo 8 de esta ley, en la Oficina Consular correspondiente, la cual le otorgará el respectivo comprobante de pago.





En ambos casos el referido 10% deberá constar en los comprobantes correspondientes.”.”. (Unanimidad 5x0)
Artículo 11




- Ha pasado a ser artículo 74, sin enmiendas.

Artículo 12




- Ha pasado a ser artículo 75, reemplazado por el siguiente:





“Artículo 75.- Agrégase en la letra c) del artículo 162, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, la expresión “o supervigilancia” entre las palabras “dependencia” y “del”.”. (Unanimidad 5x0)
Artículo 13




- Ha pasado a ser artículo 76, sustituido por el siguiente:





“Artículo 76.- Reemplázase en la letra c) del artículo 4 del decreto con fuerza de ley N° 241, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que fusiona y reorganiza diversos servicios relacionados con la aviación civil, las expresiones “El Subsecretario del Ministerio de Relaciones Exteriores” por “El Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores”.”. (Unanimidad 5x0)
- - -





- Ha agregado los siguientes artículos 77, 78 y 79, nuevos:





“Artículo 77.- A los concursos públicos para la primera provisión de los cargos a que se refiere el artículo 1 transitorio de la ley N° 19.115, podrán postular quienes no reúnan el requisito de haber pertenecido a la Planta del Servicio Exterior por un plazo no inferior a seis años, contenido en dicha disposición, siempre que a su respecto se verifiquen las siguientes condiciones:





1. Al cargo de la 3ª categoría exterior, podrán postular quienes hayan pertenecido a la Planta de Servicio Exterior por un plazo no inferior a un año y seis meses, entre los años 1972 y 1974.





2. Al cargo de 4ª Categoría Exterior, podrán postular quienes hayan pertenecido a la Planta del Servicio Exterior por un plazo no inferior a seis meses, entre los años 1973 y 1974.





Artículo 78.- Derógase, a contar de la entrada en vigencia de las disposiciones contenidas en el título I, el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.




Artículo 79.- Derógase el decreto con fuerza de ley N° 53, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que crea la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, a contar del inicio de operaciones de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.”. (Unanimidad 5x0)
ARTICULOS TRANSITORIOS

Artículos primero a noveno transitorios





- Los ha reemplazado por los siguientes:




“Artículo primero.- Las disposiciones contenidas en el título I, con excepción del párrafo 6°, entrarán en vigencia a partir del primer día del tercer mes siguiente al de publicación de esta ley.





Con todo, los reglamentos a que alude esta ley podrán dictarse a partir de la publicación de este cuerpo legal.





Artículo segundo.- Durante los primeros cuatro años en que se pague la asignación establecida en el artículo 2 de la ley N° 19.999 a los funcionarios de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, de la Dirección General de Promoción de Exportaciones y de la Agencia de Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, su monto máximo será de un 3% de la suma de sus componentes, siempre que hayan dado cumplimiento a los objetivos y metas a que se refiere dicho artículo.





Artículo tercero.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la publicación de esta ley, establezca por medio de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por medio del Ministerio de Relaciones Exteriores y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:





1.Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.





2. Fijar la planta de personal de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales.





3. Fijar la planta de personal de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





4. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas señaladas en los numerales 1, 2 y 3. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza, de carrera, aquellos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, cuando corresponda, los niveles jerárquicos para la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882.





Asimismo, podrá determinar las normas transitorias necesarias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como la asignación de modernización de la ley N° 19.553 y del artículo 2 de la ley N° 19.999. Además, establecerá las normas para el encasillamiento en las plantas, el cual deberá incluir a los funcionarios titulares de planta que se traspasen desde la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales a los servicios indicados en los numerales 1, 2 y 3.





5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y a la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





En los respectivos decretos con fuerza de ley que fijen la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, se efectuará en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.





Todos los funcionarios titulares de planta de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales serán encasillados en cualquiera de las plantas que se fijen de conformidad a los numerales 1, 2 y 3 de este artículo. A su vez, el personal a contrata de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales será traspasado a cualquiera de las entidades mencionadas en dichos numerales.





Asimismo, traspasará desde la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores a los quince agregados económicos o comerciales designados de conformidad al artículo 5 del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, como parte del personal a contrata, a la Dirección General de Promoción de Exportaciones. Además, si correspondiere traspasará a los Agregados Agrícolas que se encuentren destinados a la Dirección General antes mencionada.





A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.





Los funcionarios de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales que, a la fecha del traspaso, se encuentren nombrados como jefes de departamento en virtud de las normas del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, mantendrán su nombramiento por el periodo que reste. A su vez, si corresponde, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo séptimo transitorio de la ley N° 19.882, en los casos que dicha norma establece.





6. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.





7. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijar las dotaciones máximas de personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.





8. Fijar la fecha en que entrarán en funcionamiento la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y la Dirección General de Promoción de Exportaciones y su normativa aplicable, establecidas en el párrafo 6° del título I, el título II y el título III de esta ley.





Asimismo, fijará la fecha de entrada en vigencia de la asignación del artículo 2 de la ley N° 19.999 contenida en el artículo 71 de esta ley para las instituciones señaladas en el párrafo anterior.





Además, deberá determinar la fecha de supresión de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales establecida en el decreto con fuerza de ley N° 53, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores.





9. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:





a. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral de los funcionarios traspasados. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.





b. No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.





c. Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.





10. Podrá disponer el traspaso, en lo que corresponda, de los bienes que determine, desde la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y a  la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





11. Además, podrá modificar las equivalencias o asimilaciones entre los funcionarios de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, y de la Planta de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, para todos los efectos legales, sean de carácter previsional, tributario u otros descuentos legales obligatorios, de pago de remuneraciones o de cualquier otro en que sea necesario. Lo anterior, para efectos de ajustarlas a las plantas que se fijen en conformidad a este artículo.





12. Asimismo, podrá modificar las asimilaciones a los cargos de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores de las estructuras de grados de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos, para los efectos protocolares y de rango, en Chile y en el exterior y para los efectos de subrogación en las oficinas comerciales y departamentos económicos en el exterior. Lo anterior, para efectos de ajustarlas a las plantas que se fijen en conformidad a este artículo.





Artículo cuarto.- Los funcionarios de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales que a la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones se encuentren destinados prestando funciones en las oficinas comerciales, en las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y representaciones consulares de Chile en el exterior, o bien se encuentren designados como agregados agrícolas, continuarán en ellas rigiéndose por las disposiciones vigentes a la época de su designación o destinación.





Artículo quinto.- El Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, podrá nombrar al primer Director General de Promoción de Exportaciones y al Director General de Asuntos Económicos Internacionales, quienes asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.





Mientras no se fije la asignación de alta dirección pública para los cargos señalados en el inciso anterior, los Directores percibirán la asignación de dirección superior que corresponda al Director General de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales prevista en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 15, de 2003, del Ministerio de Hacienda.





El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de la Dirección General de Promoción de Exportaciones y de la  Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley antes señalada.





Los funcionarios que sean nombrados de conformidad al inciso anterior, se sujetarán al régimen remuneracional correspondiente a la respectiva institución, sin que les sean aplicables la asignación de alta dirección pública.





Artículo sexto.- El Presidente de la República, por decretos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, y transferirá a ellos los fondos de la entidad que traspase personal o bienes, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem, y glosas presupuestarias que sean pertinentes.





Artículo séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la publicación de esta ley, establezca por medio de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por medio del Ministerio de Relaciones Exteriores y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:





1. Fijar la planta de personal de la Secretaría y Administración General, Planta “B”, presupuesto en moneda nacional, del Ministerio de Relaciones Exteriores. 





2. Fijar la planta de personal del Instituto Antártico Chileno.





3. Fijar la planta de personal de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado.





4. Fijar la planta de personal de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.





5. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas señaladas en los numerales 1, 2, 3 y 4. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza, de carrera y aquellos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, cuando corresponda, los niveles jerárquicos para la aplicación del título VI de la ley N° 19.882. En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. Además, para la  Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, fijará la fecha de entrada en vigencia de la asignación del artículo 2 de la ley N° 19.999 respecto de dicho servicio, contenida en el artículo 71 de esta ley y las normas necesarias para su aplicación transitoria.





Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.





Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos por medio del encasillamiento de personal, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dichos cargos por cualquier razón. Lo anterior, se formalizará por resolución del Subsecretario de Relaciones Exteriores, que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.





Los funcionarios que, a la fecha del encasillamiento se encuentren nombrados como jefes de departamento en virtud de las normas del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, mantendrán su nombramiento por el período que reste. A su vez, si corresponde, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo séptimo transitorio de la ley N° 19.882, en los casos que dicha norma establece.





6. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique.





También podrá señalar los cargos que se proveerán de acuerdo al artículo octavo transitorio de esta ley.





7. Establecer el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento. También podrá señalar la gradualidad en que se procederá a la creación de los cargos y la entrada en vigencia de las plantas por cada estamento.





8. Además, podrá establecer normas de encasillamiento.





9. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las restricciones señaladas en el numeral 9 del artículo tercero  transitorio.





Artículo octavo.- El encasillamiento del personal de planta de la Secretaría y Administración General, Planta “B” presupuesto en moneda nacional  del Ministerio de Relaciones Exteriores, del Instituto Antártico Chileno, de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado y de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo séptimo transitorio, debiendo considerar a lo menos lo siguiente:





1. Los funcionarios de las plantas de directivos de carrera, profesionales y técnicos, se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha de dicho encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito.





2. Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes en los escalafones de directivos de carrera, profesionales y técnicos, se proveerán previo concurso interno en el que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad durante, a lo menos, cinco años anteriores al encasillamiento, y que cumplan con los requisitos respectivos. Los postulantes requerirán estar calificados en lista número 1, de distinción, o lista número 2, buena. Con todo, el personal sólo podrá ser nombrado, como máximo, hasta tres grados superiores al que detentaban al 31 de diciembre de 2016. Por su parte, el personal a contrata sólo podrá ser nombrado, como máximo, hasta en el mismo grado que detentaba a la fecha antes señalada. La provisión de los cargos vacantes de planta se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes.





3. A los concursos internos señalados en este artículo les será aplicable lo dispuesto en los literales c), d) y f) del artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.





Los factores a considerar en los concursos internos y la forma en que ellos serán ponderados se determinarán previamente por la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, el Instituto Antártico Chileno, la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado y la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, según corresponda, lo que deberá ser informado a los funcionarios en los llamados a concurso, los que deberán publicarse, a lo menos, en sus páginas web.





4. Respecto del personal de planta de los escalafones administrativos y auxiliares, el encasillamiento procederá de acuerdo al escalafón de mérito.





Artículo noveno.- Mientras no existan los delegados o delegadas presidenciales regionales a que aluden los artículo 24 y 62 de esta ley, se entenderá que dicho cargo corresponderá al respectivo intendente.





Artículo décimo.- Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13, el numeral 7 del artículo 29, el numeral 7 del artículo 40 y del numeral 9 del artículo 50 de esta ley, y de lo prescrito en los artículos 112 y 115 del decreto con fuerza de ley N° 33, del 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, se computará el tiempo servido en calidad de contrata en la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales.





Artículo décimo primero.- Increméntese en tres cupos la dotación máxima de personal de la Secretaría y Administración General y Servicio Exterior, del Ministerio de Relaciones Exteriores a contar de la fecha de entrada en vigencia de la planta que se indica en el numeral 1 del artículo séptimo transitorio de la presente ley.





Artículo décimo segundo.- Las oficinas comerciales y direcciones regionales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales existentes a la fecha de entrada en funcionamiento de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, se mantendrán en operaciones en este último servicio.





Artículo décimo tercero.-  El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Relaciones Exteriores. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con esos recursos. En los años siguientes se estará a lo que considere la Ley de Presupuestos respectiva.”. (Unanimidad 5x0)
- - - 

TEXTO DEL PROYECTO





En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY:

TÍTULO I
DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

Párrafo 1° Misión y organización





Artículo 1.- El Ministerio de Relaciones Exteriores es la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, planificación, prospección, conducción, coordinación, ejecución, control e información de la política exterior que éste formule, proponiendo y evaluando las políticas y planes orientadas a fortalecer la presencia internacional del país, y velando por los intereses de Chile, con el propósito de elevar la calidad del desarrollo, seguridad y bienestar nacional.





La representación de Chile ante otros Estados, organizaciones y foros internacionales de competencia de esta Secretaría de Estado se ejercerá a través de las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y misiones especiales en el exterior de su dependencia. No obstante, aquellas que no sean dependientes del Ministerio de Relaciones Exteriores deberán coordinarse con esta Secretaría de Estado en el ejercicio de sus funciones.





Artículo 2.- Al Ministerio de Relaciones Exteriores le corresponde, entre otras materias, coordinar e integrar a los distintos Ministerios y demás órganos de la Administración del Estado en todos los asuntos que inciden en la política exterior, las relaciones económicas internacionales, la cooperación internacional, la promoción cultural en el extranjero y la vinculación y atención de los connacionales en el exterior, considerando además el rol de distintos actores de la sociedad civil, generando así un Sistema Nacional de Política Exterior.





Además, este Ministerio intervendrá en lo relacionado con todas las cuestiones que atañen a las fronteras y límites del país, a las zonas fronterizas, a los espacios aéreos y marítimos en general, y a los asuntos relativos al territorio antártico y a la política antártica. En particular, mantendrá un estrecho contacto, coordinación y mutua cooperación con el Ministerio de Defensa Nacional en asuntos relacionados con la seguridad y paz internacional.





Artículo 3.- El Ministerio contará con un Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, una Subsecretaría de Relaciones Exteriores, una Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, y con las demás áreas funcionales que se establecen en este título o de conformidad al mismo.





Artículo 4.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores será el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República y será responsable de la conducción del Ministerio en conformidad con las políticas e instrucciones que aquél le imparta.





Artículo 5.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores será subrogado por el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores y, en ausencia o impedimento de éste, por el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales.





Artículo 6.- El Consejo de Política Exterior es un organismo consultivo, de carácter permanente, encargado de asesorar al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en las materias relativas a las relaciones internacionales que éste someta a su consideración y en la labor de velar por la unidad de la política exterior. El apoyo administrativo para el adecuado funcionamiento del Consejo corresponderá a la Dirección de Planificación Estratégica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.





El Consejo de Política Exterior será presidido por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores y estará integrado por:





1. El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





2. El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales.





3. El Subsecretario o Subsecretaria de Defensa.





4. El Secretario o Secretaria General de Política Exterior de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.





5. El Director o Directora General de Asuntos Jurídicos de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores. 





6. Los ex Ministros o ex Ministras de Relaciones Exteriores, académicos y otras personalidades de reconocida versación en materia de política internacional, que sean designados por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores.





7. El Director o Directora de Planificación Estratégica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, quien actuará además como secretario ejecutivo del Consejo.





El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores tendrá la facultad exclusiva de convocar a los integrantes del Consejo y determinar su agenda de reuniones. Asimismo podrá, si lo estimare conveniente, invitar a sus sesiones, para temas específicos, a otros funcionarios de la Administración del Estado, así como a representantes del sector privado, académico y de la sociedad civil.





Todos los integrantes del Consejo de Política Exterior desempeñarán sus funciones ad honorem.





Artículo 7.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores podrá constituir un comité conformado por ex Ministros o ex Ministras de Relaciones Exteriores, que hayan servido el cargo en calidad de titulares, con el objeto que le presten asesoría en materias específicas relativas a la política exterior y las relaciones internacionales. Un reglamento establecerá las normas de funcionamiento del Comité y los requisitos que deberán cumplir quienes lo integren.





Los ex Ministros o ex Ministras de Relaciones Exteriores integrantes del Comité desempeñarán sus labores ad honorem.





Artículo 8.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores estará facultado para establecer, mediante decreto dictado bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, una unidad de asesoría especializada para la defensa de los intereses de Chile en procesos de solución de controversias internacionales, denominada “Unidad para la Defensa de Chile ante los Tribunales Internacionales”.





El Ministro o Ministra determinará de qué procesos internacionales conocerá esta unidad, la que tendrá a su cargo la programación, coordinación y preparación de los trabajos que fueren necesarios para la defensa de los derechos e intereses de Chile en los referidos procesos. En especial, asumirá estas funciones en casos  referentes a tratados de límites, materias específicas de límites y fronteras del Estado, recursos naturales fronterizos, transfronterizos o internacionales y toda otra materia que incida en la soberanía, derechos soberanos y jurisdicción del país.





Se considerarán secretos y de circulación restringida, para todos los efectos legales, los antecedentes, informaciones y registros que obren en poder de esta unidad o de su personal, cualquiera que sea su cargo o la naturaleza de su vinculación jurídica con ésta, como también aquellos otros antecedentes de que dicho personal tome conocimiento en el desempeño de sus funciones o con ocasión de éstas, respecto de los que estarán obligados a mantener el carácter secreto de su existencia y contenido aun después del término de sus funciones en la señalada unidad.





Los estudios e informes que elabore esta unidad sólo podrán eximirse del carácter de secreto con la autorización del Ministro o Ministra, en las condiciones que éste indique.





Artículo 9.- El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores podrá constituir un comité asesor, denominado “Comité Interministerial de Negociaciones Económicas Internacionales”, cuya función será apoyarlo en su misión de colaborar con el Presidente de la República en la planificación, conducción, coordinación, ejecución, control e información de la política exterior relativa a las negociaciones económicas internacionales y al cumplimiento de las obligaciones derivadas de éstas.

Párrafo 2° De la Subsecretaría de Relaciones Exteriores





Artículo 10.- La Subsecretaría de Relaciones Exteriores es el órgano de colaboración inmediata del Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materia de política exterior, al cual le corresponderá coordinar las acciones de los órganos y servicios públicos del sector.





Artículo 11.- Corresponderán a la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, las siguientes funciones:





1. Colaborar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materias de política exterior, conforme a las instrucciones que éste le imparta, y las directrices establecidas por el Presidente de la República.





2. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores las políticas y planes relativos a la participación internacional de Chile, efectuando la coordinación entre las entidades públicas y privadas que intervienen en dicho ámbito.





3. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores la política exterior de Chile en el ámbito bilateral, multilateral y vecinal, y encargarse de su coordinación y ejecución.





4. Proteger los derechos e intereses de Chile y de los chilenos en el exterior.





5. Colaborar en la proposición, negociación y promoción de acuerdos internacionales en el área de su competencia, debiendo coordinar la participación de los ministerios sectoriales competentes, requerir su opinión cuando corresponda, e informarles del desarrollo de las mismas.





6. Conformar y presidir, cuando corresponda, las delegaciones que intervengan en las negociaciones de acuerdos internacionales, coordinando la participación y las posiciones formuladas por los órganos de la Administración del Estado competentes.





7. Evaluar y coordinar con otros órganos de la Administración del Estado las medidas que correspondan para la implementación de los acuerdos internacionales.





8. Colaborar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en la defensa de los derechos e intereses de Chile en las controversias que involucren al Estado de Chile en materias internacionales, en el ámbito de su competencia, especialmente en las materias señaladas en el artículo 8. Lo anterior,  sin perjuicio de la asistencia, participación y competencia en estas materias de otros órganos de la Administración del Estado.





9. Coordinar la participación de los órganos de la Administración del Estado ante organizaciones y foros internacionales en materia de política exterior.





10. Instruir, coordinar y supervisar la acción de las embajadas, consulados, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y misiones especiales en el exterior dependientes de esta Secretaría de Estado.





11. Prestar el servicio de interpretación y de traducción de documentos cuando sea requerido por la Presidencia de la República, por el Ministerio de Relaciones Exteriores o por servicios dependientes y relacionados a éste. Asimismo, le corresponderá la traducción de los documentos a que se refiere el artículo 437 del Código Procesal Penal.





12. Cumplir las funciones que el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores le instruya o delegue al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





13. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley.





Artículo 12.- La Subsecretaría de Relaciones Exteriores estará a cargo de un Subsecretario o Subsecretaria y contará, al menos, con las siguientes áreas funcionales:





1. La Secretaría General de Política Exterior.





2. La Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior. 





3. La Dirección de Planificación Estratégica.





4. La Dirección General de Asuntos Consulares, Inmigración y de Chilenos en el Exterior. 





5. La Dirección General Administrativa.





6. La Dirección General de Asuntos Jurídicos.





7. La Dirección General del Ceremonial y Protocolo.





8. La Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”.





9. La Dirección de Comunicaciones Estratégicas.





La Dirección General del Ceremonial y Protocolo estará a cargo de un Director o Directora, con rango de Embajador o Embajadora, que será nombrado por el Presidente de la República y deberá pertenecer a la Planta del Servicio Exterior. Las demás áreas funcionales señaladas estarán a cargo de un Director o Directora General o de un Director o Directora, según corresponda, con rangos de Embajador o Embajadora, que serán de la exclusiva confianza del Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores.





Mediante un reglamento, dictado en conformidad con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado (en adelante “Ley de Bases Generales de la Administración del Estado”), con sujeción a la planta y a la dotación máxima, se determinará la organización interna de la Subsecretaría y las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, contemplando, a lo menos, aquellas señaladas en el inciso primero.





Artículo 13.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores tendrá todas aquellas funciones y atribuciones contempladas en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, y en las demás normas legales que le sean aplicables, y especialmente las siguientes:





1. Coordinar las acciones de la Dirección de Fronteras y Límites del Estado y del Instituto Antártico Chileno.





2. Instruir, orientar y supervisar a las unidades de su dependencia, incluyendo las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y representaciones consulares.





3. Ejecutar, de acuerdo a las instrucciones impartidas por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, la política exterior que fije el Presidente de la República.





4. Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional, fuera del país o fuera de su sede, respecto del personal de su dependencia.





5. Autorizar a funcionarios y a empleados de las oficinas consulares de Chile en el exterior para actuar como Ministros de Fe Pública, y otorgar pasaportes, renovarlos, y asimismo documentos de viaje a los chilenos de sus circunscripciones, o de paso en ella, y conceder visaciones en los pasaportes extendidos por autoridad extranjera cuando sus portadores se dirijan a Chile, debiendo dichos empleados rendir fianza.





6. Celebrar con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, los contratos y convenios necesarios para el cumplimiento de los fines específicos de la Subsecretaría, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de estas atribuciones.





7. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores los planes, los programas y el presupuesto anual del Servicio, y administrar los recursos que le sean asignados.





8. Autorizar, mediante resolución fundada y sujeto a disponibilidad presupuestaria, donaciones de bienes muebles y gastos por concepto de inauguraciones, aniversarios, presentes, atención a Estados y autoridades extranjeras, a instituciones extranjeras, a organizaciones internacionales, delegaciones, huéspedes ilustres y otros análogos, en representación del Ministerio de Relaciones Exteriores, por causas netamente institucionales que deban responder a una necesidad de exteriorización de la presencia del Ministerio.





El Subsecretario o Subsecretaria, mediante resolución, establecerá los procedimientos para resguardar la eficiencia, transparencia, publicidad, igualdad y no discriminación arbitraria de la donación o gasto que autorice conforme a este numeral.





9. Autorizar el comodato o préstamo de uso de obras de arte inventariadas en las misiones de Chile en el exterior para fines de exposición.





10. Contratar en Chile o en el exterior, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, a personas o entidades nacionales o extranjeras, para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad, remunerados en moneda nacional o extranjera, según corresponda.





11. Destinar a los funcionarios de la Subsecretaría para desempeñarse en alguna de las misiones de Chile en el exterior en labores propias de la Subsecretaría, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.





12. Destinar, previo concurso, hasta seis funcionarios que se hayan desempeñado a contrata por a lo menos cinco años continuos en el Ministerio, ya sean asimilados a las Plantas de Profesionales, Técnicos o Administrativos, para prestar servicios en alguna de las misiones de Chile en el exterior por un máximo de dos años, asimilados a una categoría no superior a la Tercera Categoría Exterior de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, establecida en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, de dicha Secretaría de Estado. En todo caso, la referida destinación será incompatible respecto del personal que, a su turno, tenga la propiedad de algún cargo en la Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores.





En el concurso deberán considerarse factores tales como estudios y cursos de formación educacional y de capacitación, experiencia laboral y competencias específicas para el desempeño de la función. Por resolución del Subsecretario o Subsecretaria, previamente se determinará y establecerá la forma en que tales factores serán ponderados.





Los funcionarios señalados en este numeral serán destinados en las siguientes categorías: dos en Tercera Categoría, dos en Cuarta Categoría, uno en Quinta Categoría y uno en Sexta Categoría.





A los señalados funcionarios les será aplicable lo dispuesto en el artículo 84 del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores. Estas destinaciones quedarán sujetas a la renovación del respectivo contrato.





13. Designar mediante resolución fundada y con cargo a los recursos que legalmente le hayan asignado, en comisiones de servicio hacia o desde el exterior, a personas que no pertenezcan al Servicio, las que tendrán derecho a pasajes y a un viático en moneda extranjera equivalente al de un funcionario de las Plantas de Directivos, de Profesionales o de Técnicos, con cuyo rango fueren designadas, salvo que estos mismos beneficios les sean otorgados por organismos nacionales o internacionales, por gobiernos extranjeros o por otras entidades. Un reglamento dictado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, visado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, regulará el otorgamiento de estos viáticos.





14. Dictar los actos administrativos necesarios para la aplicación de los artículos 24 y 25.





15. Transigir litigios pendientes y precaver litigios eventuales en materias laborales o previsionales surgidos en el extranjero que afecten al Estado de Chile, previo informe favorable del Consejo de Defensa del Estado, pudiendo delegar dicha facultad en los correspondientes jefes o jefas de misión diplomática, de misión ante organizaciones internacionales y de oficinas consulares de Chile en el exterior, o sus subrogantes, de conformidad al artículo 41 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.





16. Desempeñar las demás atribuciones que le asigne la ley.





En el desempeño de su cargo en el exterior, el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores tendrá el rango protocolar de Viceministro o Viceministra de Relaciones Exteriores.





Artículo 14.- En el marco del quehacer del Ministerio de Relaciones Exteriores, corresponden a los siguientes órganos de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores las funciones que se indican a continuación, de especial relevancia para el funcionamiento del Ministerio:





1. La Secretaría General de Política Exterior es la responsable del estudio, coordinación, ejecución, control e información de las actividades de política exterior de Chile, que deben realizar las misiones diplomáticas de acuerdo con las directivas del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores, como asimismo de las actividades de los coordinadores regionales y ministeriales, y le compete colaborar con el Ministro o Ministra y con el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores en las relaciones con las misiones diplomáticas extranjeras y organismos internacionales acreditados en el país.





2. La Dirección del Sistema Integrado de Política Exterior es la responsable de la coordinación del Ministerio de Relaciones Exteriores con los distintos Ministerios y demás órganos de la Administración del Estado en aquellos asuntos que inciden en la política exterior de Chile. Le corresponderá además la coordinación de los acuerdos interinstitucionales de carácter internacional.





3. La Dirección General de Asuntos Consulares, Inmigración y de Chilenos en el Exterior es la responsable de estudiar, diseñar, proponer, coordinar y ejecutar la política del Ministerio de Relaciones Exteriores en materia consular, migratoria y de protección de los derechos e intereses de los chilenos en el exterior. Colaborará con las políticas de inmigración establecidas por las autoridades pertinentes y velará por el funcionamiento de los Consulados de Chile y la atención del cuerpo consular residente.





4. La Dirección de Planificación Estratégica es la responsable de asesorar a las autoridades del Ministerio en la formulación de objetivos de política exterior, de diseñar la planificación estratégica, coordinando y haciendo seguimiento de sus metas y objetivos, de coordinar con las direcciones correspondientes las herramientas y contenidos pertinentes para el avance e implementación de nuevas áreas e instrumentos de política exterior y del diseño de planes de estudio y capacitación, de realizar y proveer estudios e informes especializados de prospectiva y de recopilar y sistematizar la información y actividades generadas por el Ministerio. Le competerá asesorar a las autoridades del Ministerio para garantizar la coherencia de los objetivos y metas de los servicios dependientes y relacionados, en el marco de las metas y objetivos generales del Ministerio de Relaciones Exteriores, y actuar como nexo con las instituciones académicas y centros de estudios públicos y privados.





Artículo 15.- Al Director General de Asuntos Jurídicos de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores le corresponderá certificar la autenticidad de los tratados internacionales, de las resoluciones o decisiones adoptadas conforme a los mismos y de los documentos relativos a la celebración de los tratados internacionales.

Párrafo 3° De las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y representaciones consulares de Chile en el exterior dependientes del Ministerio de Relaciones Exteriores





Artículo 16.- Las misiones diplomáticas, las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y las representaciones consulares son los órganos de representación del Estado en los países y organizaciones internacionales en que estén acreditadas, cuya función es aplicar la política exterior y de relaciones económicas internacionales del país en lo político, diplomático, consular, comercial, social, cultural, científico, técnico, de información, de cooperación y otras que le competan.





Artículo 17.- Los jefes y jefas de las misiones diplomáticas dependen del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores y son los representantes del Estado de Chile y del Presidente de la República. De ellos dependerán los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores y de sus servicios dependientes y relacionados que presten servicios en el país en que estuvieren acreditados o contratados, tanto en las misiones diplomáticas, representaciones consulares y oficinas comerciales.





Los jefes y jefas de las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales dependen del Ministerio de Relaciones Exteriores, a través del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores, y los funcionarios de dichas representaciones dependen de los respectivos jefes o jefas de representación.





Los Agregados de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad que se desempeñen en las misiones de Chile en el exterior quedarán sometidos a la autoridad de los jefes o jefas de éstas, manteniendo en todo caso la dependencia del Estado Mayor Conjunto.





Artículo 18.- Los jefes y jefas de las misiones diplomáticas, de representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y de las representaciones consulares, previa autorización del Ministerio, podrán celebrar y suscribir los contratos y convenios necesarios para el cumplimiento de los fines específicos de dicha representación u oficina y, en especial, podrán contratar empleados locales en el extranjero, con cargo a los recursos que le hayan sido autorizados por el Ministerio.





Para efectos de la contratación de empleados locales en el exterior, mediante resolución del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores, que se deberá dictar a más tardar el 30 de junio de cada año, con visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, se establecerán las funciones, dotación máxima y gasto anual de este personal.





Artículo 19.- Los jefes y jefas de las misiones diplomáticas tendrán la supervigilancia de las actividades oficiales que realicen representantes de otros órganos de la Administración del Estado que actúen en el país ante cuyo gobierno estén acreditados.





Artículo 20.- Los jefes y jefas de las misiones diplomáticas, de representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y de las representaciones consulares serán subrogados por el funcionario del Servicio Exterior que les siga en precedencia.





Artículo 21.- A los jefes y jefas de misión y de representaciones permanentes ante organizaciones internacionales les corresponde:





1. Velar por el correcto y eficaz cumplimiento de las funciones de la misión a su cargo.





2. Conocer y resolver los asuntos oficiales que se produzcan en su jurisdicción, consultando al Ministerio en los casos en que fuere necesario.





3. Administrar los bienes y recursos a su cargo, conservarlos, disponer y controlar el correcto empleo de los fondos de la misión o de la representación, y efectuar las rendiciones de cuenta correspondientes.





4. Proponer al Ministerio de Relaciones Exteriores las iniciativas que estimen convenientes para el mejor cumplimiento de su misión.





5. Cumplir las instrucciones que imparta el Ministerio de Relaciones Exteriores.





Artículo 22.- A los jefes y jefas de las representaciones consulares les corresponde:





1. Cumplir las disposiciones del Reglamento Consular.





2. Cumplir las instrucciones que imparta el Ministerio de Relaciones Exteriores.





3. Cumplir las tareas que le fije el correspondiente jefe o jefa de misión diplomática y mantener informado a éste en materias políticas, económicas, culturales, sociales, científicas, técnicas, de información y de cooperación.





Artículo 23.- En las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales, representaciones consulares y oficinas comerciales de Chile en el exterior, serán días inhábiles los días festivos que tengan tal carácter en la localidad y los días 21 de mayo y 18 y 19 de septiembre. Los trabajos extraordinarios que la autoridad ordene en esos días, se compensarán con descanso complementario en conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 69 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Párrafo 4° De los Coordinadores Regionales





Artículo 24.- El Ministro de Relaciones Exteriores, previa comunicación al delegado regional presidencial respectivo, podrá designar funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, según las necesidades de éste, en calidad de coordinadores o coordinadoras regionales, para desempeñarse en distintas regiones del país, con el objeto de apoyar a éstas en la realización de sus proyectos e iniciativas en el ámbito internacional. El número máximo de coordinadores regionales existentes en el país será de dos.





Lo dispuesto en el inciso anterior se entenderá sin perjuicio de las funciones que competen a las Direcciones Regionales de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, las que en todo caso deberán coordinar y cooperar con los coordinadores regionales. 

Párrafo 5° De los Coordinadores Ministeriales





Artículo 25.- El Ministro de Relaciones Exteriores, previo acuerdo con el Ministro o Jefe Superior de Servicio, según corresponda, podrá designar funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, según las necesidades de éste, en calidad de coordinadores o coordinadoras ministeriales para los ministerios y demás órganos de la Administración del Estado, los que se encargarán de apoyarlos en aquellos asuntos que incidan en la política exterior y en las relaciones económicas internacionales de Chile, y que sean de competencia de dichas reparticiones.





Asimismo, a solicitud del Ministerio de Relaciones Exteriores, estas labores podrán ser ejercidas por funcionarios de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, designados por resolución del respectivo Jefe de Servicio, respecto de determinados órganos de la Administración del Estado encargados de gestionar las relaciones económicas internacionales sectoriales, con la finalidad de apoyar su agenda internacional en materia de implementación y cumplimiento de compromisos internacionales.





El acto que los designe determinará los objetivos y el período en que desempeñarán dicha función, y los medios para dar cuenta de los resultados de ésta.

Párrafo 6° De la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales





Artículo 26.- La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales es el órgano de colaboración inmediata del Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materia de relaciones económicas internacionales, al cual le corresponderá la coordinación con los órganos de la Administración del Estado con competencia en dicha materia y cumplir con las demás funciones que le señale la ley.





Artículo 27.- Corresponderán a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales las siguientes funciones:





1. Colaborar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materias de relaciones económicas internacionales de su competencia, conforme a las instrucciones que éste le imparta y las directrices establecidas por el Presidente de la República.





2. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores las políticas y planes relativos a la participación de Chile en las relaciones económicas internacionales, a nivel bilateral y multilateral, y encargarse de su coordinación y ejecución.





3. Colaborar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en la promoción y negociación de tratados y demás acuerdos internacionales de carácter económico, los que deberán contar con la conformidad escrita de los Ministros o Ministras de Relaciones Exteriores y de Hacienda. El desarrollo de dichas negociaciones será informado a los ministerios sectoriales competentes, debiendo requerirse su opinión y participación cuando corresponda.





4. Promover, facilitar y colaborar en el posicionamiento de la imagen de Chile en el exterior y el desarrollo de las exportaciones, coordinando las distintas entidades públicas y privadas que participan en las relaciones económicas internacionales.





5. Instruir a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales en materia de defensa de los derechos e intereses de Chile en las controversias que involucren al Estado de Chile en materia de relaciones económicas internacionales o que se deriven de la aplicación de acuerdos en este ámbito, con excepción de aquéllas cuyo conocimiento el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores asigne a la unidad indicada en el artículo 8.





6. Proponer al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores las medidas que estime adecuadas para el planeamiento, orientación y coordinación de las actividades de los organismos del Estado cuya labor tenga incidencia directa o indirecta en la participación del país en el comercio internacional y en el proceso de integración económica y física, las que deberán contar con la participación de los ministerios sectoriales competentes.





7. Orientar la acción de las misiones diplomáticas, oficinas consulares, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y oficinas comerciales en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, en coordinación con el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





8. Instruir a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y a la Dirección General de Promoción de Exportaciones en materia de las relaciones económicas internacionales de su competencia.





9. Proporcionar a la Dirección de Planificación Estratégica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores todos los antecedentes que ésta requiera para el cumplimiento de sus funciones.





10. Cumplir las funciones que el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores instruya o delegue al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales.





11. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley.





Artículo 28.- La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales estará a cargo de un Subsecretario o Subsecretaria y contará, al menos, con las siguientes áreas funcionales:





1. La Dirección de Asuntos Jurídicos.





2. La Dirección Administrativa.





3. La Dirección de Estudios.





4. La Dirección de Comunicaciones.





Mediante un reglamento, dictado en conformidad con lo establecido en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, con sujeción a la planta y a la dotación máxima, se determinará la organización interna de la Subsecretaría y las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, contemplando, a lo menos, aquellas señaladas en el inciso primero.





Artículo 29.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales tendrá todas aquellas funciones y atribuciones contempladas en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, y en las demás normas legales que le sean aplicables, las señaladas en los numerales 4, 6, 7, 10,   13 y 15 del artículo 13, y además las siguientes:





1. Coordinar las acciones de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





2. Contratar personal local en el extranjero en apoyo al cumplimiento de las funciones de la Subsecretaría con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.





3. Ejecutar, de acuerdo a las instrucciones impartidas por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, la política que fije el Presidente de la República en la esfera de su competencia, y los programas de acción que se determinen en el marco de ésta.





4. Orientar, en coordinación con el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores, a las misiones de Chile en el exterior en materias de competencia de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.





5. Destinar a los funcionarios de las Plantas de Directivos, Profesionales, Técnicos, Administrativos y Auxiliares de la Subsecretaría y de las Direcciones Generales de Promoción de Exportaciones y de Asuntos Económicos Internacionales, para desempeñarse en alguna de las misiones de Chile en el exterior, con cargo a los recursos que legalmente les hayan sido asignados. En el caso de funcionarios de estas Direcciones Generales, la destinación se hará a propuesta de los Directores o Directoras Generales de Promoción de Exportaciones y de Asuntos Económicos Internacionales, respectivamente.





6. Designar personal a contrata asimilado a las Plantas de Profesionales de la Dirección General de Promoción de Exportaciones para desempeñarse como agregados a cargo de una oficina comercial o de un departamento económico, a propuesta del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones y con cargo a sus recursos y dotación, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13.





7. Designar personal a contrata asimilado a las Plantas de Administrativos y Auxiliares de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, que se hayan desempeñado en esa calidad, en la Subsecretaría o en el mismo Servicio, por a lo menos cinco años continuos, a propuesta de los respectivos Directores o Directoras Generales, cuando corresponda, y con cargo a sus recursos y dotación, para desempeñarse en alguna de las oficinas comerciales o departamentos económicos de las misiones de Chile en exterior, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13.





8. Instruir al Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales y al Director o Directora General de Promoción de Exportaciones para disponer comisiones de servicios de sus funcionarios en determinados órganos de la Administración del Estado, a objeto de apoyar la agenda internacional de éstos en materia de implementación y cumplimiento de compromisos internacionales de naturaleza económico comercial.





9. Cumplir las demás funciones que le asigne la ley o que el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores le instruya o delegue.





El Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales en el desempeño de su cargo en el exterior tendrá el rango protocolar de Viceministro o Viceministra de Relaciones Económicas Internacionales.

Párrafo 7° Del personal del Ministerio de Relaciones Exteriores





Artículo 30.- El personal de la planta y a contrata de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores y el personal de la planta y a contrata de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, estarán afectos al decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1973, del Ministerio de Hacienda, y su legislación complementaria; y en materia de destinaciones al extranjero, a las normas contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y su normativa complementaria.





No obstante lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y su normativa complementaria, tratándose del personal de la Secretaría y Administración General, profesionales de su escalafón Directivo, Profesional y Técnico destinados a las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y misiones especiales en el exterior, en casos excepcionales, debidamente calificados por decreto supremo, el plazo de dos años de destinación podrá prorrogarse hasta por un máximo de un año adicional.





La destinación al exterior deberá señalar en cuál de las categorías de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores se desempeñará el funcionario destinado, de conformidad a lo establecido en esta ley y en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, según corresponda.





Artículo 31.- El personal a contrata de las Subsecretarías del Ministerio de Relaciones Exteriores podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por resolución del Subsecretario o Subsecretaria respectivo. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima de cada Subsecretaría.





Artículo 32.- Cuando sea necesario que un funcionario de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales y de los servicios dependientes y relacionados de éstas, sea comisionado a prestar servicios en alguno de los servicios mencionados, la respectiva comisión podrá designarse por hasta el máximo de tres años y será autorizada por resolución fundada del respectivo Jefe de Servicio.





El término de la referida comisión quedará sujeto a la misma formalidad antes señalada.





Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable a los funcionarios que sean de la exclusiva confianza del Presidente de la República.

Párrafo 8° Disposiciones Generales





Artículo 33.- A los contratos administrativos que el Ministerio de Relaciones Exteriores y sus servicios dependientes y relacionados celebren con personas naturales o jurídicas extranjeras o con chilenos residentes en el exterior, que deban ejecutarse fuera del territorio nacional, tales como contratos de suministro de bienes muebles, de prestación de servicios o de ejecución de acciones de apoyo, no les será aplicable la obligación de desarrollar los procesos de compras utilizando el Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración como, asimismo, la de contratar con personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en el Registro de Proveedores, a los cuales se refiere la ley N° 19.886 y su reglamento, pero deberán presentarse como mínimo tres cotizaciones de diferentes proveedores, salvo en los casos que prevé el artículo 8 inciso final de la mencionada ley o que el monto de la contratación sea inferior al equivalente de 150 unidades tributarias mensuales en moneda nacional.





En los contratos administrativos que se celebren en el exterior deberán resguardarse debidamente los principios de eficiencia, transparencia, publicidad, impugnabilidad, igualdad y no discriminación arbitraria, y deberán considerarse, entre otros, los factores idiomáticos, culturales y de orden jurídico existentes en el exterior.





Artículo 34.- Las subsecretarías del Ministerio de Relaciones Exteriores, con arreglo a lo dispuesto en la presente ley y a las disposiciones vigentes, podrán operar en el país o en el extranjero en moneda nacional o extranjera.





Artículo 35.- Los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de sus competencias, podrán suscribir convenios interinstitucionales de carácter internacional con entidades extranjeras o internacionales.





Estos convenios no podrán comprender materias propias de ley ni referirse a asuntos que no sean compatibles con la política exterior de la República de Chile. Con el objeto de velar por la coherencia de esta última, el respectivo órgano deberá informar con la debida antelación al Ministerio de Relaciones Exteriores su intención de suscribirlos.





Los convenios interinstitucionales de carácter internacional no revestirán la naturaleza de tratados ni generarán obligación alguna derivada del derecho internacional para la República de Chile.





Los derechos y obligaciones que deriven de estos convenios serán asumidos por el órgano que los suscriba, conforme a las reglas generales y dentro de sus disponibilidades presupuestarias.

TÍTULO II

DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE ASUNTOS ECONÓMICOS INTERNACIONALES

Párrafo 1° De la naturaleza jurídica, objeto y funciones





Artículo 36.- Créase la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, servicio público centralizado sometido a la dependencia del Presidente de la República a través de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, al que le corresponderá ejecutar la política que éste formule relativa a las relaciones económicas internacionales de Chile, de acuerdo a las directivas impartidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores.





El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el título VI de la ley Nº 19.882. El decreto de nombramiento de su Director o Directora General deberá ser firmado por los Ministros o Ministras de Relaciones Exteriores y de Hacienda.





Artículo 37.- Corresponderá a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, sin perjuicio de las atribuciones que competan a otros órganos de la Administración del Estado, las siguientes funciones:





1. Estudiar, analizar, proponer y ejecutar las acciones relativas al diseño, negociación, seguimiento, implementación y evaluación de los tratados y convenios internacionales en materia de relaciones económicas internacionales, que Chile suscriba o haya suscrito o participe.





2. Colaborar con el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales en la ejecución de las relaciones económicas internacionales, conforme a las instrucciones que éste le imparta en el marco de la política económica que fije el Presidente de la República.





3. Colaborar en la promoción, proposición y negociación de acuerdos, tratados, programas y convenios internacionales en la esfera de las relaciones económicas internacionales, debiendo requerir la participación de los ministerios sectoriales competentes.




4. Conformar y presidir los grupos de trabajo y equipos requeridos en las negociaciones de acuerdos internacionales en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, coordinando la participación y las posiciones formuladas por los órganos de la Administración del Estado competentes.





5. Analizar, estudiar y proponer medidas relacionadas con la integración subnacional de Chile con otros países en coordinación con la Secretaría General de Política Exterior de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores. Cuando estas medidas afecten zonas fronterizas, se coordinará además con la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado y otros órganos competentes de la Administración del Estado.





6. Velar por el cumplimiento, aplicación y ejecución de los acuerdos internacionales que Chile celebre en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, correspondiéndole, en especial, la prevención de los conflictos que puedan surgir en el marco de éstos.





7. Coordinar, conforme a las directrices del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, en aquellos asuntos que el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores no haya asignado a la unidad señalada en el artículo 8, la defensa de los derechos e intereses de Chile en las controversias que involucren al Estado de Chile en materia de relaciones económicas internacionales o que se deriven de la aplicación de acuerdos en este ámbito, sin perjuicio de la asistencia, competencia y participación de otros órganos de la Administración del Estado.





8. Coordinar y presidir la participación de Chile en los distintos organismos y foros internacionales relativos a las relaciones económicas internacionales, incluyendo los procesos de integración económica.





9. Apoyar a los órganos de la Administración del Estado que lo requieran, respecto a técnicas y procesos de negociación internacional.





10. Evaluar, proponer y ejecutar las medidas que correspondan para la implementación y administración de los acuerdos internacionales en el ámbito de las relaciones económicas internacionales, en especial la notificación de los reglamentos técnicos y los procedimientos de evaluación de conformidad ante la Organización Mundial de Comercio, y cumplir las demás obligaciones que de ellos deriven. Para ello, en coordinación con otros órganos de la Administración del Estado competentes, conformará, coordinará y presidirá los grupos de trabajo y equipos requeridos para tal administración.





11. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley o los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

Párrafo 2° De la organización





Artículo 38.- En conformidad con lo establecido en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, contemplando, a lo menos, la Dirección de Asuntos Jurídicos y la Dirección Administrativa.




Artículo 39.- Un Director o Directora General será el Jefe Superior del Servicio y su representante legal, y tendrá el rango de Embajador o Embajadora para efectos protocolares.





Artículo 40.- Al Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales le corresponderán, especialmente, las siguientes funciones y atribuciones:





1. Ejecutar las políticas que correspondan a la esfera de sus competencias.





2. Elaborar un informe periódico para el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales respecto a la ejecución de los diversos tratados, convenios y asuntos económicos internacionales, identificando los problemas y restricciones que se presenten, y formulando recomendaciones para su mejor implementación.





3. Participar en la elaboración de las políticas para el seguimiento y evaluación de tratados bilaterales y multilaterales de carácter económico, a ser presentadas al Presidente de la República, a través de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.





4. Celebrar con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, los contratos y convenios de cualquier naturaleza necesarios para el cumplimiento de los fines específicos del Servicio, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de sus atribuciones.





5. Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional, fuera del país o fuera de su sede respecto del personal de su dependencia.





6. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la destinación de funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales, de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares de la Dirección para desempeñarse en alguna de las misiones de Chile en el exterior, con cargo al presupuesto de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales.





7. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la designación de personal a contrata asimilado a las Plantas de Administrativos y de Auxiliares de la Dirección General, que se hayan desempeñado en esa calidad en el Servicio por a lo menos cinco años continuos, para prestar funciones en el exterior en las oficinas comerciales o en los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13.




8. Ejercer la atribución establecida en el numeral 13 del artículo 13.





9. Presentar el proyecto anual de presupuesto de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales.





10. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley.





Artículo 41.- Para el cumplimiento de sus fines, la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales dispondrá de los recursos que se contemplen anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público, en moneda nacional y extranjera, y de los ingresos que perciba por concepto de servicios prestados.

Párrafo 3° Del Personal




Artículo 42.- El personal de planta y a contrata de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales estará afecto al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1973, del Ministerio de Hacienda, y su legislación complementaria; y en materia de destinaciones al extranjero, a las normas contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y por su normativa complementaria.





Artículo 43.- El personal a contrata de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales podrá desempeñar funciones de carácter directivo, las que serán asignadas en cada caso por resolución fundada del Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima del Servicio.
Párrafo 4° Disposiciones generales





Artículo 44.- La referencia a la “Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales” contenida en la ley N° 19.466, que faculta a la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales para integrarse como miembro de la Fundación Chilena del Pacífico, se entenderá efectuada a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales.





Artículo 45.- La Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales podrá operar bajo la denominación de "DIRECON", nombre que le pertenecerá en forma exclusiva.

TÍTULO III

DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE PROMOCIÓN DE EXPORTACIONES

Párrafo 1° De la naturaleza jurídica, objeto y funciones





Artículo 46.- Créase la Dirección General de Promoción de Exportaciones, servicio público centralizado sometido a la dependencia del Presidente de la República a través de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, al que le corresponderá ejecutar la política que éste formule relativa a la participación en el comercio exterior, de acuerdo a directivas impartidas por dicho ministerio en lo relativo a la promoción, diversificación y estímulo de las exportaciones de bienes y servicios.





El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el título VI de la ley Nº 19.882. 





Artículo 47.- Corresponderán a la Dirección General de Promoción de Exportaciones, sin perjuicio de las atribuciones que competan a otros órganos de la Administración del Estado, las siguientes funciones:





1. Estudiar, proponer y ejecutar  todas las acciones concernientes a la participación de Chile en el comercio internacional.





2. Promover, facilitar y colaborar, en el marco de la política de comercio exterior, con el desarrollo de las exportaciones, incluido el posicionamiento de la imagen de Chile en el exterior, proponiendo las líneas de acción que estime convenientes. Para lo anterior, podrá ejecutar actividades de promoción y difusión tanto en Chile como en el extranjero, entre las cuales está la organización de la participación de Chile en ferias y en eventos comerciales internacionales como, asimismo, colaborar en la promoción y difusión en el exterior del turismo y en la atracción de la inversión extranjera hacia Chile, en especial cuando los órganos de la Administración del Estado competentes en la materia lo soliciten.





3. Analizar integralmente la participación de Chile en el comercio internacional, informando sus conclusiones y proponiendo las medidas que fueren pertinentes al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, y formulando propuestas a los sectores público y privado para la óptima participación en los mercados internacionales, la utilización de los acuerdos internacionales y el fomento de los flujos de comercio e inversión.





4. Proporcionar al sector público y privado información de orden técnico en materias de su competencia y atender las solicitudes de información que se le formulen.




5. Apoyar a los inversionistas chilenos en el extranjero.





6. Percibir los aportes que efectúe el sector privado para financiar actividades de promoción de exportaciones.





7. Percibir ingresos por concepto de servicios prestados a los sectores público y privado.





8. Desempeñar las demás funciones que le asigne la ley o los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

Párrafo 2° De la organización





Artículo 48.- En conformidad con lo establecido en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, contemplando, a lo menos, la Dirección de Asuntos Jurídicos, la Dirección Administrativa, las Oficinas Comerciales en el exterior y las Direcciones Regionales.




Artículo 49.- Un Director o Directora General será el Jefe Superior del Servicio y su representante legal, y tendrá el rango de Embajador o Embajadora para efectos protocolares.





Artículo 50.- Al Director o Directora General de Promoción de Exportaciones le corresponderán, especialmente, las siguientes funciones y atribuciones:





1. Ejecutar las políticas que correspondan a la esfera de sus competencias.





2. Informar al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales sobre los estudios, proposición y ejecución de las acciones concernientes a la participación de Chile en el comercio internacional en lo relativo a la promoción, diversificación y estímulo de las exportaciones de bienes y servicios, y proponer las políticas y planes relativos al posicionamiento de la imagen de Chile en el extranjero y el desarrollo de las exportaciones.





3. Presentar el proyecto anual de presupuesto de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





4. Celebrar con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, los contratos y convenios de cualquier naturaleza necesarios para el cumplimiento de los fines específicos del Servicio, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de estas atribuciones.





5. Contratar personal local en el extranjero en apoyo al cumplimiento de las funciones de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, quienes podrán desempeñarse como representantes comerciales facultados para administrar los recursos y bienes del Servicio que el Director o Directora General les asigne; contratar personas o entidades nacionales o extranjeras, para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad, remunerados en moneda nacional o extranjera; y contratar en el exterior a personas o entidades nacionales o extranjeras para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad remunerados en moneda extranjera.





6. Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional, fuera del país o fuera de su sede respecto del personal de su dependencia.





7. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la destinación de funcionarios de las Plantas de Directivos, Profesionales y de Técnicos de la Dirección General para desempeñarse en el exterior como Agregados a cargo de las oficinas comerciales del Servicio y en los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior, con cargo al presupuesto de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





8. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la destinación de funcionarios de las Plantas de Administrativos y de Auxiliares para desempeñarse en el exterior en las oficinas comerciales del Servicio o en los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior, con cargo al presupuesto de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





9. Proponer al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales la designación de personal a contrata asimilado a las Plantas de la Dirección General que se hayan desempeñado en esa calidad en el Servicio por a lo menos cinco años continuos, para prestar funciones en el exterior en las oficinas comerciales o en los departamentos económicos de las misiones de Chile en el exterior, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13.





10. Ejercer la atribución establecida en el numeral 13 del artículo 13.





11. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le asigne la ley.

Párrafo 3° De las Oficinas Comerciales en el exterior




Artículo 51.- A propuesta del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones al Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, se podrán crear Oficinas Comerciales en el exterior, las que deberán ser autorizadas por decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores, suscrito además por el Ministro de Hacienda.





Las oficinas comerciales tendrán por objeto cumplir las funciones establecidas en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 47 dentro de su respectivo ámbito geográfico de competencia, y aquellas que le asigne el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones.




Artículo 52.- Las Oficinas Comerciales en el exterior estarán a cargo de un Agregado Comercial, quien podrá ser un funcionario de la Planta de Directivos, Profesionales o Técnicos de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, o a contrata con funciones directivas.





Al Agregado Comercial corresponderá dirigir técnica y administrativamente la Oficina Comercial en el exterior; representar a la Dirección General de Promoción de Exportaciones en las actividades propias de la misma, en el país o países donde sea acreditado; ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines específicos de la oficina, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados; y ejercer las demás atribuciones y funciones que le sean delegadas o encomendadas por el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones.

Párrafo 4° De las Direcciones Regionales




Artículo 53.- Las Direcciones Regionales estarán a cargo de un Director o Directora Regional, dependiente del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones, al que le corresponderá:





1. Definir e implementar el plan de acción de la Dirección Regional, el cual deberá contribuir a la provisión en el territorio de los servicios estratégicos de la institución.





2. Apoyar al Gobierno Regional en materias afines a la internacionalización de la región y al posicionamiento de su oferta exportable en los mercados internacionales.





3. Promover, facilitar y colaborar con el desarrollo de las exportaciones, incluido el posicionamiento de la imagen de Chile en el exterior, proponiendo las líneas de acción que estime conveniente para la Región. Para lo anterior, podrá ejecutar actividades de promoción y difusión tanto en Chile como en el extranjero, entre las cuales está la organización de la participación de Chile en ferias y en eventos comerciales internacionales como, asimismo, colaborar en la promoción y difusión en el exterior del turismo y en la atracción de la inversión extranjera hacia Chile, en especial cuando los órganos de la Administración del Estado competentes en la materia lo soliciten.





4. Formular propuestas a los sectores público y privado para la óptima participación en los mercados internacionales, utilización de los acuerdos internacionales y fomento de los flujos de comercio e inversión.





5. Proporcionar al sector público y privado información de orden técnico en materia de su competencia y atender las solicitudes de información que se le formulen.




6. Generar y participar en redes institucionales de trabajo en que se coordinen esfuerzos públicos y privados, para impulsar el proceso exportador de las empresas y la internacionalización de la Región.





7. Desempeñar las demás funciones que le asigne el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones y aquellas que le asigne la ley.

Párrafo 5° Del Personal





Artículo 54.- El personal de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, de planta y a contrata, estará afecto al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1973, del Ministerio de Hacienda, y su legislación complementaria; y en materia de destinaciones al extranjero, a las normas sobre destinaciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y por su normativa complementaria.





Artículo 55.- El personal a contrata de la Dirección General de Promoción de Exportaciones podrá desempeñar funciones de carácter directivo, las que serán asignadas en cada caso por resolución fundada del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima del Servicio.
Párrafo 6° Disposiciones Generales





Artículo 56.- Para el cumplimiento de sus fines, la Dirección General de Promoción de Exportaciones dispondrá de los siguientes recursos:





1. Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en moneda nacional y extranjera.





2. Los ingresos que perciba por concepto de aportes que efectúe el sector privado para financiar actividades de promoción de exportaciones.





3. Los ingresos que perciban por concepto de servicios prestados al sector público y privado.





Artículo 57.- La Dirección General de Promoción de Exportaciones, con arreglo a lo dispuesto en la presente ley y a las disposiciones vigentes, podrá operar en el país o en el extranjero en moneda nacional o extranjera, directamente o por conducto de entidades públicas.





Artículo 58.- Toda referencia que en cualquier norma jurídica nacional o internacional se haga a la "Dirección de Promoción de Exportaciones de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales" se entenderá efectuada a la "Dirección General de Promoción de Exportaciones".





Asimismo, las referencias a la “Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales” contenidas en los tratados internacionales en que se designe a la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales como autoridad competente en materia de certificación de origen, se entenderán efectuadas a la “Dirección General Promoción de Exportaciones”.





Artículo 59.- La Dirección General de Promoción de Exportaciones podrá operar bajo la denominación de "PROCHILE", nombre que le pertenecerá en forma exclusiva.

TÍTULO IV

DEL CONSEJO DE POLÍTICA ANTÁRTICA




Artículo 60.- El Consejo de Política Antártica es el órgano interministerial, presidido por el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, que tiene por función proponer al Presidente de la República, entre otras, las bases políticas, jurídicas, científicas, económicas, medioambientales, logísticas, deportivas, culturales, y de difusión de la acción nacional en la Antártica y proponer los grandes lineamientos de la Política Antártica Nacional.





El Consejo podrá sesionar en las dependencias del Ministerio de Relaciones Exteriores, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento.





Artículo 61.- Corresponderá al Consejo de Política Antártica:





1. Proponer al Presidente de la República la Política Antártica Nacional.





2. Asesorar al Presidente de la República en todas las materias concernientes a la Política Antártica Nacional, y aquellas relacionadas con el Sistema Antártico y la aplicación de los tratados internacionales que lo componen, incluyendo, entre otras, las prioridades que requerirán la inversión del Estado, así como la asignación de recursos, a fin de cumplir con los objetivos de la Política Antártica Nacional.




Artículo 62.- El Consejo de Política Antártica estará integrado por:





1. El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores o quien lo subrogue, quien lo presidirá.





2. El Ministro o Ministra de Defensa Nacional.





3. El Ministro o Ministra de Hacienda.





4. El Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo.





5. El Ministro o Ministra del Medio Ambiente.





6. El Jefe del Estado Mayor Conjunto.





Además, participarán como asesores:





1. El Subsecretario o Subsecretaria de Defensa.





2. El Comandante en Jefe del Ejército.





3. El Comandante en Jefe de la Armada.





4. El Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile.





5. El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





6. El Subsecretario o Subsecretaria de Pesca y Acuicultura.





7. El delegado o delegada presidencial de la XII Región de Magallanes y Antártica Chilena.





8. El Director o Directora Nacional de Fronteras y Límites del Estado.





9. El Director o Directora del Instituto Antártico Chileno.





10. El Director o Directora de Planificación Estratégica de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.





11. El funcionario del Ministerio de Relaciones Exteriores encargado de los temas antárticos, quién actuará además como Secretario Ejecutivo del Consejo.





El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores podrá invitar a representantes del Congreso Nacional, Ministerios, órganos de la Administración del Estado, operadores antárticos, y representantes de la sociedad civil, para los efectos de realizar consultas sobre materias específicas.





Un reglamento expedido por el Ministerio de Relaciones Exteriores regulará la organización y funcionamiento del Consejo.
TÍTULO V

MODIFICACIONES AL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 33, DE 1979, DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES





Artículo 63.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto de su Personal, en la siguiente forma:





1) Intercálase, en el artículo 2, entre la expresión “Relaciones Exteriores” y el punto final, una coma seguida por la siguiente frase: “y sus servicios públicos dependientes y relacionados, tratándose en este último caso de comisiones y cometidos al extranjero”.





2) Sustitúyese el artículo 5 por el siguiente:




“Artículo 5°.- El Presidente de la República podrá designar hasta cuarenta y ocho agregados a contrata para desempeñarse en el exterior, según lo requieran las conveniencias del Servicio. El Presidente de la República, por decreto supremo fundado, podrá exceptuar en casos calificados los requisitos de ingreso a que se refiere el artículo 12.”.





3) Reemplázase el artículo 6 por el siguiente:




“Artículo 6°.- El Ministerio tendrá las siguientes Plantas de funcionarios:





1. Planta del Servicio Exterior.





2. Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores.





3. Planta de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.”.





4) Suprímese el inciso segundo del artículo 9.





5) Sustitúyese el artículo 11 por el siguiente:





“Artículo 11.- Los funcionarios de Segunda y Tercera Categoría Exterior de la Planta del Servicio Exterior que fueren acreditados en el exterior, designados en cargos en el país con rango de Embajador o Embajadora o designados en un cargo de la exclusiva confianza por el Presidente de la República en el Ministerio, conservarán la propiedad de sus cargos en dicha Planta. Cuando estos funcionarios presenten la renuncia a esos cargos, se entiende que lo hacen a su rango y distinción, pero que conservan su grado y categoría en el Escalafón, a menos que en ella expresen lo contrario.”.





6) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:





a) Reemplázase, en su literal a), la palabra “afín” por la expresión “o grado académico”.





b) Elimínase su inciso segundo.





7) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 13, la frase “, en el caso de aquellos que tengan título profesional universitario afín, y tres años los que hayan sido exceptuados de dicho requisito”.





8) Elimínase, en el literal a) del artículo 15, la expresión “, los que se determinarán considerando un 50% la última calificación y el otro 50% el promedio de las calificaciones anuales habidas en el grado”.





9) Modifícase el artículo 25 en el siguiente sentido:




a) Reemplázase su numeral 1 por el siguiente:





“1. Haber aprobado los requisitos de perfeccionamiento que establezca el reglamento. Los funcionarios que se encuentren en la Tercera Categoría Exterior deberán aprobar un programa de perfeccionamiento y alta dirección impartido por la Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”, para los funcionarios del Ministerio y de sus servicios dependientes y relacionados. Asimismo, los funcionarios que se encuentren en la Quinta Categoría deberán aprobar un curso de perfeccionamiento de la Academia Diplomática de Chile “Andrés Bello”. La Academia Diplomática, en coordinación con la Dirección General Administrativa de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, determinará la convocatoria, contenidos, características y requisitos del curso y del programa.”.





b) Elimínase el inciso final.





10) Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:





a) Agrégase, en su inciso primero, a continuación de la palabra “supremo”, las expresiones “firmado por el Ministro de Relaciones Exteriores, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República””.





b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:




“En todo caso, las destinaciones señaladas podrán ordenarse hasta que esos servidores cumplan 65 años de edad. Excepcionalmente, cumplida la edad antes mencionada y previa solicitud del funcionario, podrá decretarse una destinación por el lapso máximo de dos años, pero cumplidos 67 años de edad se declarará vacante el cargo. Para estos efectos, dentro de los noventa días previos al cumplimiento de los 65 años, el funcionario deberá comunicar su decisión de renunciar voluntaria e irrevocablemente a su cargo y fijar, en la misma, la fecha en que hará dejación del cargo, la que deberá hacerse efectiva a más tardar al cumplir los 67 años.





La bonificación que le corresponda al funcionario que se acoja a lo dispuesto en el inciso segundo, no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley Nº 19.882.”.





11) Sustitúyese el artículo 27 por el siguiente:





“Artículo 27.- En los cargos y destinos que defina el Jefe Superior del Servicio la destinación de los funcionarios deberá realizarse conforme a un procedimiento de acreditación de competencias.”.





12) Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:





a) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:





“Lo señalado en el inciso precedente será igualmente aplicable a los funcionarios contratados localmente en las misiones, oficinas consulares y oficinas comerciales de Chile en el exterior que deban rendir caución. La fianza será fijada de conformidad a lo previsto en la ley N° 10.336, considerándose para tal efecto el sueldo base correspondiente a la Sexta Categoría Exterior.”.





b) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:





“Los cónsules honorarios estarán exceptuados de la obligación de rendir fianza. No obstante ello, en los casos en que administren o custodien bienes o dineros del Estado, les será aplicable lo dispuesto en los artículos 60 y siguientes de la ley N° 10.336, en lo que fuese pertinente, y deberán rendir cuenta de los recursos que administren o custodien al correspondiente Cónsul General y al Ministerio de Relaciones Exteriores conforme a las disposiciones del Reglamento Consular.





El Ministerio de Relaciones Exteriores consolidará semestralmente las rendiciones de cuentas de los cónsules honorarios y publicará el informe en el sitio web del Ministerio.”.





13) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:





“Artículo 33.- Los funcionarios de Segunda y Tercera Categoría Exterior de la Planta del Servicio Exterior, que conforme al artículo 11 fueren designados con el rango de Embajador o Embajadora o en cargos de la exclusiva confianza del Presidente de la República en el país, percibirán la renta de su categoría además de los beneficios de Jefe de Misión, cuando corresponda.”.





14) Agrégase en el artículo 37 el siguiente inciso final, nuevo:





“Será causante de asignación familiar el cónyuge de la funcionaria de la Planta “A” del Servicio Exterior, presupuesto en moneda extranjera, en el caso que ella se desempeñe en un país en que el referido cónyuge no esté autorizado para trabajar en forma remunerada en el país de destino, de conformidad a la normativa de éste.”.





15) Modifícase el artículo 38 en el siguiente sentido:





a) Intercálase, entre la expresión “con familia” y la frase “que viva”, la expresión “o conviviente civil”.





b) Agrégase, entre las expresiones “sin familia” y “que viva”, la frase “o conviviente civil”.




16) Modifícase el artículo 44 en el siguiente sentido:





a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “para él y su familia” por “para él, su familia y su conviviente civil”.





b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “funcionario y su familia” por “funcionario, su familia y su conviviente civil”.





c) Agrégase en su inciso final, después de la palabra “familia”, la expresión “y al conviviente civil”.





17) Sustitúyese el artículo 45 por el siguiente:





“Artículo 45.- Los funcionarios, sus familiares y su conviviente civil, cuando viajen por vía aérea, tendrán derecho a pasajes en clase económica. No obstante, a los funcionarios de 1a. Categoría y 2a. Categoría Exterior que se desempeñen como Jefes de Misión,  sus familiares y conviviente civil, se les podrá otorgar pasajes aéreos en una clase superior a la económica, cuando circunstancias especiales, a juicio del Subsecretario de Relaciones Exteriores, así lo justifiquen.”.





18) Agrégase, en el artículo 46, entre la palabra “familiar” y el punto final que le sigue, la expresión “y de su conviviente civil”.





19) Sustitúyese el artículo 49 por el siguiente:





“Artículo 49.- Los funcionarios que se desempeñen en el extranjero pueden ser llamados al país, por resolución fundada, en la forma que determine el reglamento expedido a través del Ministerio de Relaciones Exteriores que establecerá, a lo menos, el procedimiento, modalidades y demás circunstancias en que podrán ser llamados al país. Dichos funcionarios tendrán derecho a pasajes y continuarán recibiendo la remuneración que corresponde a su cargo.”.





20) Sustitúyese el artículo 50 por el siguiente:





“Artículo 50.- A los funcionarios, su familia y conviviente civil destinados a destinos complejos, se les podrá otorgar pasajes para el uso del feriado legal anual.





Los destinos complejos se determinarán mediante resolución fundada del Subsecretario de Relaciones Exteriores, visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.”.





21) Agrégase el siguiente artículo 50 bis, nuevo:




“Artículo 50 bis.- Los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores y sus servicios dependientes y relacionados, destinados en el exterior, tendrán derecho a gozar de su feriado aumentado en dos días hábiles, siempre que se trasladen a Chile para el uso de dicho feriado.”.





22) Reemplázase el inciso tercero del artículo 55 por el siguiente:





“El cónyuge, el conviviente civil o, en su defecto, sus herederos, tendrán derecho a internar al país el menaje de casa y los efectos personales, y serán beneficiarios de la asignación a que se refiere el artículo 40 de este Estatuto, en las mismas condiciones a las que habría tenido derecho el funcionario fallecido.”.





23) Elimínanse los incisos primero y segundo del artículo 64, pasando el inciso tercero a ser inciso único.





24) Modifícase el artículo 68 en el siguiente sentido:





a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:





“Artículo 68.- Los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores ligados entre sí por vínculos de matrimonio, acuerdo de unión civil, parentesco por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, por afinidad hasta el segundo grado, o adopción, podrán ser destinados a un mismo país en el extranjero, siempre que lo sean a distintas misiones diplomáticas o consulares, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales o misiones especiales en el exterior.”.





b) Intercálase, entre el inciso primero y el segundo, que pasa a ser tercero, el siguiente inciso segundo, nuevo:





“No obstante, aquellos funcionarios ligados entre sí por vínculos de matrimonio o acuerdo de unión civil podrán ser destinados a una misma misión o representación permanente, evitando la relación jerárquica entre ellos. En caso que por razones fundadas no sea posible evitar esta relación, el superior jerárquico deberá abstenerse de ejercer los deberes de jefatura que le otorgue la ley y de participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.





25) Sustitúyese el artículo 72 por el siguiente:





“Artículo 72.- Los funcionarios que sean destinados al exterior serán acreditados según las necesidades del Ministerio y de conformidad a las instrucciones que éste imparta. Estas acreditaciones no podrán efectuarse en un grado inferior al que posea el funcionario y no podrán alterar la precedencia que establezca el escalafón de la Planta del Servicio Exterior.”.





26) Elimínase en el artículo 78 el término “Oficiales” y la coma que lo antecede.





27) Reemplázase el artículo 86 por el siguiente:




“Artículo 86.- No se podrá acreditar en un Estado extranjero a un funcionario que tenga además de la nacionalidad chilena la nacionalidad de ese Estado o que la adquiera con posterioridad, en cuyo caso se dejará sin efecto la acreditación.”.





28) Reemplázase el artículo 87 por el siguiente:





“Artículo 87.- Todas las disposiciones contenidas en los párrafos 7° y 9° del capítulo II de este Estatuto, salvo los artículos 33, 48, 51, 54, 68, 69 y 72, serán también aplicables a los funcionarios contratados a que se refiere el artículo 5.”.





29) Introdúcense, en el artículo 88, las siguientes modificaciones:





a) A contar del primer día del año siguiente a la fecha de publicación de esta ley, en la Planta del Servicio Exterior, letra “B”, presupuesto en moneda nacional, elévese el número de cargos de Terceros Secretarios o Cónsules de Tercera Clase grado 13 E.U.R., de "15" a "17".




b) A contar del primer día del año siguiente a la fecha de publicación de esta ley, transfórmase en la Planta del Servicio Exterior, letra “B”, presupuesto en moneda nacional, en la 7ª Categoría Exterior, el grado "16" por "14".





c) Reemplázanse en la Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, en los escalafones Directivos, Profesional y Técnico, letra “A”, presupuesto en moneda extranjera, las siguientes expresiones:





i. “Directivos Técnicos”, “Asesores Técnicos”, “Operadores de centrales de télex”, por “Directivos”, “Profesionales” y “Técnicos”, respectivamente.





ii. El número de cargos “Asimilado a 3a. Exterior”, de “3” a “4”.





iii. El número de cargos “Asimilado a 4a. Exterior”, de “6” a “7”.





iv. La categoría “Asimilado a 6ª. Exterior” por “Asimilado a 5a. Exterior”.





d) Reemplázanse en la Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el Escalafón Administrativo, letra “A”, presupuesto en moneda extranjera, las siguientes expresiones:





i. El número de cargos “Asimilado a 6ª. Exterior”, de “15” a “16”.





e) Sustitúyese en la Planta de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores, en el Escalafón de Auxiliares, letra “A”, presupuesto en moneda extranjera, la categoría “Asimilado a 80% de la 6ª. Exterior” por “Asimilado a 100% de la 6a. Exterior”.





30) Deróganse los artículos 57, 58, 59, 66, 89, 90 y 93.





31) Incorpórase a continuación del artículo 102 el siguiente Capítulo VII, nuevo:

“CAPÍTULO VII

De las destinaciones al extranjero del personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones

Párrafo 1° Del Personal de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos





Artículo 103.- Por resolución del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales se podrá destinar a prestar servicios en una misión en el exterior a los funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones que reúnan los requisitos exigidos en el reglamento que se establezca.





No obstante, a propuesta del Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, por decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores, se podrá destinar al exterior a personas que no cumplan con los requisitos que establezca el reglamento, siempre y cuando el número de éstas no exceda de dos quintos del total de funcionarios que pueden ser destinados al exterior, conforme al artículo 109 del presente Estatuto.





Artículo 104.- La resolución o el decreto supremo, según corresponda, que destine al exterior a los funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos, deberá señalar en cuál de las siguientes categorías de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, se desempeñará el funcionario destinado:

	Categoría
	Título

	2ª
	Ministro Consejero o Cónsul General de 1ª Clase.

	3ª
	Consejero o Cónsul General de 2ª Clase.

	4ª
	Primer Secretario o Cónsul de 1ª Clase.

	5ª
	Segundo Secretario o Cónsul de 2ª Clase.

	6ª
	Tercer Secretario o Cónsul de 3ª Clase.






Artículo 105.- El personal sólo podrá ser acreditado en el exterior en las funciones propias del respectivo Servicio.





Artículo 106.- Los funcionarios podrán ser destinados al exterior por un tiempo máximo de dos años, y gozarán de los mismos e idénticos derechos, beneficios y franquicias establecidas para el personal de la Planta “A” del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, en especial las establecidas en el párrafo 7° del capítulo II del presente Estatuto. Tratándose de profesionales destinados a las representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y misiones especiales en el exterior, en casos excepcionales, debidamente calificados por decreto supremo, el plazo de dos años de destinación podrá prorrogarse por hasta un máximo de tres años adicionales.





A los funcionarios destinados como agregados a cargo de una oficina comercial o de un departamento económico en el exterior, les será aplicable el inciso primero del artículo 26.





Artículo 107.- Los funcionarios destinados a una oficina comercial en el exterior podrán ser trasladados a otra misión u oficina comercial por necesidades del servicio. En este caso gozarán de los mismos derechos establecidos para una destinación al exterior, salvo que el traslado se efectúe a una misión u oficina comercial ubicada en la misma ciudad.





Artículo 108.- Para los efectos protocolares y de rango, en Chile y en el exterior, y para los efectos de subrogación en las oficinas comerciales y departamentos económicos en el exterior, las estructuras de grados de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos se asimilarán a los cargos de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores de conformidad con la siguiente tabla:

	Escalafón del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores

	Escalafón Directivos, Profesionales y Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.

	Segunda Categoría Exterior
	Directores grado 3° E.U.S.

	Tercera Categoría Exterior
	Directores grado 4°, Jefes de Departamentos y Profesionales grados 4º y 5º E.U.S.

	Cuarta Categoría Exterior
	Profesionales grado 7° y 9° E.U.S.

	Quinta Categoría Exterior
	Jefes de Sección; Profesionales grados 11° y 13° E.U.S.; y Técnicos grado 10° E.U.S.






Artículo 109.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales podrá destinar a prestar servicios en las misiones de Chile en el exterior hasta cuarenta y siete funcionarios provenientes de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones. Tratándose de oficinas comerciales de la Dirección General de Promoción de Exportaciones sólo podrá disponerse la destinación de funcionarios de dicha repartición.





No obstante lo anterior, como parte del cupo indicado en el inciso precedente, a propuesta del Director o Directora General de Promoción de Exportaciones, el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales podrá designar profesionales a contrata para desempeñarse como agregados a cargo de una oficina comercial o de un departamento económico, quienes deberán reunir los requisitos que exija el reglamento que se establezca, previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.





El referido personal formará parte de la dotación de la Dirección General de Promoción de Exportaciones y gozará de los mismos e idénticos derechos, beneficios y franquicias establecidas para el personal de la Planta “A” del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, en especial las establecidas en el párrafo 7° del capítulo II del presente Estatuto. Dentro del cupo de excepción regulado en el artículo 103,  inciso segundo, se considerará también al personal que se designe en esta calidad.





La resolución que designe a funcionarios a contrata indicará la correspondiente asimilación a alguna de las categorías referidas en el artículo 120. No obstante, el sueldo base anual en moneda extranjera de hasta quince de estas contratas no podrá exceder, en ningún caso, del sueldo base anual correspondiente a la 4ª Categoría Exterior de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Los cargos de planta de los funcionarios destinados al exterior podrán ser provistos por nombramientos en calidad de suplentes, quienes tendrán derecho a las remuneraciones correspondientes.





Artículo 110.- En casos calificados, mediante decreto del Ministerio de Relaciones Exteriores, se podrá destinar al exterior a funcionarios de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales o de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, aun cuando se exceda de la cifra indicada en el inciso primero del artículo 109 del presente Estatuto. Estas destinaciones se financiarán en moneda extranjera con cargo a los ítems presupuestarios respectivos, previa visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.





Artículo 111.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, el Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales y el Director o Directora  General de Promoción de Exportaciones podrán, por resolución fundada, autorizar el otorgamiento de fondos para gastos de representación y secretaría a sus respectivos funcionarios o delegaciones que sean destinados o comisionados al exterior.





Las personas, funcionarios o delegaciones que reciban fondos para gastos de representación o secretaría, en conformidad al inciso anterior, deberán rendir cuenta documentada, según corresponda, ante la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, o la Dirección General de Promoción de Exportaciones, respectivamente.

Párrafo 2° Del Personal de la Planta de Administrativos





Artículo 112.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales podrá destinar hasta dos funcionarios, sean de planta o a contrata, para prestar funciones en el exterior hasta por dos años, en tareas de apoyo al personal Directivo, Profesional y Técnico destinado al exterior.





Dichos funcionarios provendrán de cualquiera de las Plantas de Administrativos o asimilado a ellas, de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales o de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





En el caso del personal a contrata, asimilado a la Planta de Administrativos de los servicios señalados en el inciso anterior, sólo podrán ser destinados si se han desempeñado en esa calidad en dichos servicios por, a lo menos, cinco años continuos.





Las destinaciones de los funcionarios a contrata quedarán sujetas a la renovación del respectivo contrato y se efectuarán previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.





La resolución que destine al exterior a los funcionarios, sean de planta o a contrata, de la Planta de Administrativos o asimilada a ella, deberá señalar el sueldo base anual de éstos en moneda extranjera. Dicha sueldo base anual será equivalente a la 6ª Categoría Exterior, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Artículo 113.- Los funcionarios de la Planta de Administrativos destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior tendrán para todos los efectos legales, sean éstos de carácter tributario, previsional u otros, el grado que respectivamente les corresponda en la Planta de Administrativos.





Artículo 114.- Los funcionarios de la Planta de Administrativos que sean destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior, gozarán de los mismos beneficios y franquicias establecidos para el personal de la Planta “A” del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, como también de las mismas obligaciones y restricciones en lo que procediere.

Párrafo 3° Del Personal de la Planta de Auxiliares





Artículo 115.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales podrá destinar hasta dos funcionarios, sean de planta o a contrata, para prestar funciones en el exterior propias de su cargo hasta por dos años.





Dichos funcionarios provendrán de cualquiera de las Plantas de Auxiliares o asimilado a ellas, de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales o de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





En el caso del personal a contrata, asimilado a la Planta de Auxiliares de los servicios señalados en el inciso anterior, sólo podrán ser destinados si se han desempeñado en esa calidad en dichos servicios por, a lo menos, cinco años continuos.





Las destinaciones de los funcionarios a contrata quedarán sujetas a la renovación del respectivo contrato y se efectuarán previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.





La resolución que destine al exterior a los funcionarios, sean de planta o a contrata, de la Planta de Auxiliares o asimilada a ella, deberá señalar el sueldo base anual de éstos en moneda extranjera. Dicho sueldo no podrá exceder, en ningún caso, del 100% del sueldo base anual correspondiente a la 6ª Categoría Exterior de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Artículo 116.- Los funcionarios de la Planta de Auxiliares destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior tendrán, para todos los efectos legales, sean éstos de carácter tributario, previsional u otros, el grado que respectivamente les corresponda en la Planta de Auxiliares.





Artículo 117.- Los funcionarios de la Planta de Auxiliares que sean destinados al exterior y las personas designadas en calidad de contrata en el exterior, gozarán de los mismos beneficios y franquicias establecidos para el personal de la Planta “A” del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, como también de las mismas obligaciones y restricciones en lo que procediere.

Párrafo 4° Disposiciones generales





Artículo 118.- En cualquier momento, el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores o el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, mediante decreto o resolución fundada, según corresponda, podrán poner fin a la destinación en el exterior.





Artículo 119.- A los funcionarios de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones se les aplicará lo dispuesto en el artículo 62 del presente decreto con fuerza de ley.





Artículo 120.- Para todos los efectos legales, sean de carácter previsional, tributario u otros descuentos legales obligatorios, de pago de remuneraciones o de cualquier otro en que sea necesario una equivalencia o asimilación entre los funcionarios de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, y de la Planta de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, esa equivalencia o asimilación será la siguiente:
	Planta “A”, Presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores
	Escalafón Directivo, Profesional y Técnico de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacional y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.

	Segunda Categoría
	Directores grado 3° E.U.S.

	Tercera Categoría
	Directores grado 4°, Jefes de Departamento, grados 4° y 6° E.U.S. y Profesionales, grados 4° y 5° E.U.S.

	Cuarta Categoría
	Profesionales grados 7° y 9° E.U.S.

	Quinta Categoría
	Jefes de Sección grados 9° y 11° E.U.S. Profesionales grado 11° y 13° E.U.S. y Técnicos grado 10° E.u.s.






Artículo 121.- Para los efectos del cálculo de las obligaciones previsionales y tributarias que afectan a los funcionarios destinados o a los designados a contrata para prestar servicios en el exterior, se considerará su sueldo de equivalencia o asimilación en Chile.





Artículo 122.- Los funcionarios que sean destinados al exterior, podrán ser asimilados o acreditados en un grado o categoría distinto al que tengan en la Planta, no superior a la segunda categoría exterior. La acreditación en el exterior se efectuará previa coordinación con la Subsecretaría de Relaciones Exteriores.





Artículo 123.- El Personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones que sea designado para una comisión en el exterior o fuera de su sede, tendrá derecho a pasajes y a un viático idéntico a la que corresponda al funcionario de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, con cuyo rango fuere comisionado. Mantendrá también el goce de su remuneración en moneda nacional o extranjera, según corresponda.”.





Artículo 64.- Los cargos de la Planta del Servicio Exterior que se indican a continuación, sólo para efectos protocolares, recibirán la denominación que se indica:

	Cargo
	Denominación

	Ministros Consejeros o Cónsules Generales de 1ª Clase
	Ministros o Ministras del Servicio Exterior o Cónsules Generales de 1ª Clase

	Consejeros o Cónsules Generales de 2ª Clase
	Ministros Consejeros, Ministras Consejeras o Cónsules Generales de 2ª Clase

	Primeros Secretarios o Cónsules de 1ª Clase
	Consejeros, Consejeras o Cónsules Generales de 3ª Clase

	Segundos Secretarios o Cónsules de 2ª Clase
	Secretarios, Secretarias o Cónsules de 1ª Clase

	Terceros Secretarios o Cónsules de 3ª Clase
	Secretarios, Secretarias o Cónsules de 2ª Clase

	Terceros Secretarios de 2ª Clase
	Secretarios o Secretarias






Lo dispuesto en el inciso anterior, no alterará la categoría exterior ni el grado de la Escala Única de Sueldos establecido en la Planta del Servicio Exterior contenida en el artículo 88 del decreto con fuerza de ley Nº 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores.




Artículo 65.- El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores podrá determinar por resolución fundada, visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, y para efectos de las destinaciones al exterior, destinos complejos y, de acuerdo a disponibilidades presupuestarias del Servicio, un factor de corrección diferenciado de Costo de Vida para la 5ª y 6ª Categoría Exterior, aplicable a los funcionarios que se desempeñen en dichos destinos.

TÍTULO VI
MODIFICACIONES AL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 82, DE 1979, DEL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES, QUE APRUEBA EL ESTATUTO ORGÁNICO DEL INSTITUTO ANTÁRTICO CHILENO





Artículo 66.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 82, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que aprueba el Estatuto Orgánico del Instituto Antártico Chileno, en el siguiente sentido:





1) Reemplázase el literal c) del artículo 2, por el siguiente:





“c) INACH podrá asesorar y prestar servicios dentro del ámbito de sus competencias a los organismos del Estado, del sector privado, universidades e instituciones científicas nacionales y extranjeras, pudiendo percibir ingresos por bienes y servicios prestados, y atender las consultas que le formulen en todos aquellos aspectos relacionados con la investigación antártica.





Los valores de los cobros por los bienes y servicios que el INACH prestará, se determinarán mediante decreto expedido "Por Orden del Presidente de la República" del Ministerio de Relaciones Exteriores y suscrito por el Ministro o Ministra de Hacienda. Dichos recursos ingresarán a rentas generales de la nación.”.




2) Sustitúyese el artículo 3 por el siguiente:





“Artículo 3°.- En conformidad con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director o Directora del Instituto Antártico Chileno, mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.”.





3) Deróganse los artículos 5, 6, 7 y 8.





4) Sustitúyese el artículo 9 por el que a continuación se indica:




“Artículo 9°.- El personal del INACH, de planta y a contrata, estará afecto al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; al régimen de remuneraciones del decreto ley N° 249, de 1973, del Ministerio de Hacienda, y su legislación complementaria; y en materia de destinaciones al extranjero, a las normas sobre destinaciones contenidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y por su normativa complementaria.”.

TÍTULO VII
MODIFICACIONES AL ESTATUTO ORGÁNICO Y DEL PERSONAL DE LA DIRECCIÓN NACIONAL DE FRONTERAS Y LÍMITES DEL ESTADO





Artículo 67.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 83, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto Orgánico de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, en los siguientes términos: 





1) Sustitúyese el artículo 1 por el siguiente:





“Artículo 1.- La Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado es un servicio público centralizado, sometido a la dependencia del Presidente de la República a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, cuya misión es asesorar al Gobierno e intervenir en todo lo que se refiere a los límites internacionales de Chile y sus fronteras.





Para el ejercicio de sus funciones, este Servicio deberá coordinarse con las dependencias correspondientes de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores y con la unidad que indica el artículo 8 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores, en todas las materias que digan relación con la política exterior vecinal, considerando sus áreas de competencia referidas a las zonas declaradas fronterizas, integración física, límites, recursos hídricos compartidos y aquellas encomendadas por tratados internacionales.”.





2) Reemplázase el inciso segundo del artículo 3 por el siguiente:





“En conformidad con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el Director o Directora Nacional de Fronteras y Límites del Estado, mediante resolución, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna del Servicio y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.”.




Artículo 68.- Intercálase en el artículo 2 del decreto con fuerza de ley N° 48, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto del Personal y Plantas de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, a continuación de su inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero:





“Dentro del cupo y en los lugares señalados en el inciso precedente, el Director o Directora Nacional podrá destinar a profesionales que se hayan desempeñado a contrata en ese Servicio por a lo menos cinco años continuos, para prestar servicios en el exterior. Estas destinaciones quedarán sujetas a la renovación del respectivo contrato y se efectuarán previo concurso realizado en conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13 del Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.”.

TÍTULO VIII
DE LA AGENCIA CHILENA DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO





Artículo 69.- Modifícase la ley N° 18.989, que crea el Ministerio de Planificación y Cooperación, hoy Ministerio de Desarrollo Social, en el siguiente sentido:





1) Sustitúyese el epígrafe del título III, por el siguiente: "Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo".




2) Modifícase el artículo 17 en el siguiente sentido:





a) Reemplázanse sus incisos primero y segundo por los siguientes:




“Artículo 17.- La Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo es un servicio público descentralizado, que actuará con personalidad jurídica y patrimonio propio.





En aquellos casos en que la cooperación internacional a cargo de la Agencia requiera de una contraparte financiera nacional, ésta deberá ser aprobada por el Ministro o Ministra de Hacienda.”.





b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser final:





“El Servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en el título VI de la ley Nº 19.882.”.




3) Reemplázase el inciso primero del artículo 18 por el siguiente:





“Artículo 18.- La Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo podrá usar la sigla “AGCID” para identificarse en todos sus actos, contratos y actuaciones.”.





4) Sustitúyese el artículo 19 por el siguiente:





“Artículo 19.- Corresponderá a la Agencia, sin perjuicio de las atribuciones que competan a otros órganos de la Administración del Estado, ejecutar las políticas, de acuerdo a las directrices impartidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores, en materias relativas a la cooperación internacional para el desarrollo de Chile y, en especial, las siguientes funciones:





1. Asesorar al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores en materias de cooperación internacional para el desarrollo.





2. Elaborar planes o programas de acción estratégicos plurianuales.





3. Determinar, gestionar, administrar y ejecutar los planes, programas, proyectos, acciones y actividades de cooperación internacional para el desarrollo, provenientes del exterior y aquellas que Chile otorga a terceros países, en concordancia con la política chilena de cooperación.





4. Coordinar el Sistema Nacional de Cooperación Internacional, incluyendo las acciones de cooperación internacional para el desarrollo, realizadas por los organismos del Estado y otros actores.





5. Implementar, realizar y ejecutar los planes, programas, proyectos y actividades de cooperación internacional para el desarrollo que Chile otorga, para lo cual podrá asociarse con los diversos socios o fuentes de cooperación nacionales e internacionales, sean de carácter bilateral, multilateral, organismos regionales, internacionales y/o extranjeros, la sociedad civil, el sector privado y centros de estudio, promoviendo la obtención de recursos humanos y financieros nacionales y/o extranjeros para tales fines.





6. Estudiar, proponer, coordinar, complementar e implementar las acciones de ayuda o asistencia humanitaria que guarden concordancia con las directrices de la política exterior chilena, coordinando con las direcciones o unidades del Ministerio de Relaciones Exteriores, que correspondan, los proyectos y actividades para su implementación.




7. Apoyar y promover los planes, programas, proyectos y actividades de cooperación internacional para el desarrollo nacional en los ámbitos científicos, capacidad tecnológica, procesos productivos, comercio exterior, desarrollo social, así como todas aquellas áreas consideradas prioritarias o deficitarias por el Gobierno de Chile.





8. Coordinar el cumplimiento de los acuerdos de cooperación internacional destinados a proyectar la capacidad científica, tecnológica, industrial y comercial de Chile, con el propósito de lograr una efectiva presencia internacional del país y de promover los procesos de integración y de desarrollo social que impulse el Gobierno.





9. Posibilitar y promover el flujo de recursos financieros, técnicos y humanos que contribuyan al logro de los objetivos establecidos en los numerales precedentes.





10. Promover, patrocinar, administrar o coordinar convenios de estudios y programas de becas de formación, capacitación y perfeccionamiento en los niveles de pregrado, postgrado y postítulo impartidos en el país a estudiantes y becarios extranjeros, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.





11. Difundir las oportunidades de perfeccionamiento y formación de capital humano avanzado para chilenos en el exterior.





12. Requerir del sector público, privado, sociedad civil, centros de estudio y organismos internacionales y extranjeros, información de orden técnico en materias de cooperación internacional para el desarrollo relacionada con el cumplimiento de las finalidades de la Agencia.





13. Desempeñar las demás atribuciones que le sean asignadas por ley.”.




5) Sustitúyense los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 21 por los siguientes:





“El Consejo estará integrado por:





1. El Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, quien lo presidirá.





2. El Ministro o Ministra de Hacienda o quien este designe.





3. El Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Exteriores.





4. El Subsecretario o Subsecretaria de Desarrollo Regional o quien este designe.





5. El Subsecretario o Subsecretaria General de la Presidencia o quien este designe.





6. Un representante del Ministerio de Desarrollo Social.





7. Cuatro Consejeros designados por el Presidente de la República, debiendo ser, a lo menos uno de ellos, representante de una universidad reconocida por el Estado.




Integrarán también el Consejo, con derecho a voz, su Director Ejecutivo y su Fiscal, y el Director de Planificación Estratégica y el Secretario General de Política Exterior, ambos de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores del Ministerio de Relaciones Exteriores.





El Fiscal actuará como secretario del Consejo.





Los Consejeros no percibirán remuneración alguna en sus funciones de tales. El Consejo designará un primer y un segundo Vicepresidentes, de entre sus miembros con derecho a voto, los que, en dicho orden, subrogarán al Presidente. Además, designará uno o más funcionarios de la Agencia para que desempeñen la función de Secretario del Consejo, en caso de impedimento o ausencia del Fiscal.





En el caso que se produzcan empates durante las votaciones, éstos se definirán con el voto del Presidente del Consejo o del Vicepresidente que lo subrogue.





Corresponderá al Consejo:





1. Ejercer las atribuciones y cumplir o hacer cumplir las funciones enunciadas en el artículo 19 y las demás que requiera el cumplimiento de las finalidades de la Agencia.





2. Asesorar al Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores, a propuesta de éste, en materias de cooperación internacional para el desarrollo.





3. Aprobar planes o programas estratégicos en materias de cooperación internacional para el desarrollo, a propuesta del Director Ejecutivo.





4. Delegar parte de sus funciones y atribuciones en el Director Ejecutivo.





5. Adoptar los acuerdos que sean necesarios para el cumplimiento de las finalidades y funciones de la Agencia, en concordancia con las directrices de la política exterior y sus prioridades temáticas y geográficas, como asimismo con los principios y avances en el ámbito de la cooperación internacional para el desarrollo, a nivel regional y global.





6. Aprobar el Programa de Acción de la AGCID.”.




6) Sustitúyese el artículo 22 por el siguiente:





“Artículo 22.- La administración de la Agencia corresponderá al Director o Directora Ejecutiva, quien será el Jefe o Jefa Superior del Servicio, y tendrá rango de Embajador o Embajadora.





Corresponderá al Director o Directora Ejecutiva el ejercicio de las siguientes funciones:





1. Dirigir técnica y administrativamente la Agencia, sujetándose a los acuerdos que adopte el Consejo a este respecto.





2. Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones.





3. Colaborar con el Consejo en la asesoría que éste preste en materias de cooperación internacional para el desarrollo.





4. Formular y proponer al Consejo los planes o programas estratégicos de cooperación internacional para el desarrollo.





5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la Agencia y su distribución, de acuerdo a lo establecido en la Ley anual de Presupuestos y sus modificaciones, informando de ello al Consejo.




6. Proponer al Consejo el Programa de Acción de la AGCID y sus modificaciones.





7. Ejecutar la cooperación internacional para el desarrollo, en el marco de las directrices de política exterior impartidas por el Ministerio de Relaciones Exteriores.





8. Celebrar y aprobar los acuerdos, convenios y contratos de cualquier naturaleza necesarios para el cumplimiento de los fines específicos del Servicio, con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o privadas, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados y aquellos derivados de los recursos, aportes y donaciones, de conformidad con lo establecido en los artículos 19 y 25, y dictar los actos administrativos que fueren necesarios para el ejercicio de estas atribuciones.




9. Contratar, en Chile o en el exterior, personas o entidades nacionales o extranjeras, para el cumplimiento de trabajos específicos o labores de asesoramiento en materias de su especialidad, remuneradas en moneda nacional o extranjera, con cargo a los recursos que legalmente le hayan sido asignados.





10. Informar al Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, sobre los estudios, proposición y ejecución de las acciones concernientes a la participación de Chile en los asuntos de cooperación internacional para el desarrollo y ayuda humanitaria, que preste nuestro país en función de la política exterior.





11. Designar y contratar personal, asignarle funciones y poner término a sus servicios, dando cuenta de todo ello al Consejo.





12. En conformidad con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, con sujeción a la planta y a la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Agencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.




13. Constituir comités consultivos y de expertos, comisiones asesoras y grupos de trabajo, con el carácter de entidades funcionales y no permanentes de apoyo a la Dirección Ejecutiva y al Consejo, con la finalidad de convocarlos para asesorar en materias o temas específicos, en las oportunidades y plazos que se determinen, los que podrán ser integrados por uno o más Consejeros de la Agencia, el Director o Directora Ejecutiva, el Fiscal, uno o más Jefes de Departamento o funcionarios del Servicio, expertos nacionales o extranjeros, representantes de la sociedad civil y personeros de los sectores públicos, privado y académico.





14. Dictar los actos administrativos que dispongan las comisiones de servicio o los cometidos funcionarios dentro del territorio nacional y fuera del país respecto del personal de su dependencia.





15. Intervenir en todos los asuntos relativos a grupos de trabajo, negociaciones y foros bilaterales, multilaterales y regionales, organizaciones multilaterales y demás comisiones internacionales en las que Chile participe, en el ámbito de la cooperación internacional para el desarrollo, en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores, cuando corresponda.





16. Informar periódicamente al Consejo acerca de la marcha de la institución y del cumplimiento de los acuerdos e instrucciones.





17. Adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes y ejecutar o celebrar cualquier acto o contrato tendiente directa o indirectamente al cumplimiento del objeto y funciones de la Agencia, sujetándose a los acuerdos que adopte el Consejo.





18. Representar judicial y extrajudicialmente a la Agencia y conferir poder a abogados habilitados para el ejercicio de la profesión, aun cuando no sean funcionarios de la Agencia, con las facultades de ambos incisos del artículo 7 del Código de Procedimiento Civil, de conformidad a las normas vigentes.





19. Adoptar las providencias y medidas que le requiera el Consejo para su funcionamiento.





20. Desempeñar las demás atribuciones que le sean asignadas por ley.”.




7) Agrégase el siguiente artículo 24 bis, nuevo:





“Artículo 24 bis.- El personal de planta o a contrata que sea designado como agregado dentro de los cupos del artículo 5 del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores,  será asimilado a la 4ta. Categoría Exterior y podrá acceder a los beneficios que a dicha categoría corresponden, de conformidad con las normas establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores y su normativa complementaria.”.





8) Agrégase el siguiente artículo 24 ter, nuevo:





“Artículo 24 ter.- El personal a contrata de la Agencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo, las que serán asignadas, en cada caso, por resolución del Director o Directora Ejecutiva. El personal al cual se asignen tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima del Servicio.”.





Artículo 70.- Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga a la “Agencia de Cooperación Internacional de Chile” o a la “Agencia”, en el marco de su regulación, deberán entenderse, en lo sucesivo, referidas a la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

TÍTULO IX
MODIFICACIONES A LA LEY N° 19.999





Artículo 71.- Modifícase el artículo 2 de la ley N° 19.999, que establece normas relativas al mejoramiento de la gestión institucional del Ministerio de Relaciones Exteriores, del siguiente modo:





1) Intercálase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo y así, sucesivamente:





"También tendrán derecho a la asignación de este artículo, los funcionarios de planta y a contrata de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, de la Dirección General de Promoción de Exportaciones y de la Agencia de Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, cuando perciban sus remuneraciones en moneda nacional. Para efectos de lo dispuesto en el inciso tercero, los jefes superiores de los servicios antes indicados deberán celebrar con el Ministro o Ministra de Relaciones Exteriores el convenio que dicha disposición establece.”.





2) Intercálase en su inciso sexto, que ha pasado a ser séptimo, la siguiente oración a continuación del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido: "Tampoco tendrán derecho a esta asignación el Subsecretario o Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales, el Director o Directora General de Asuntos Económicos Internacionales, el Director o Directora General de Promoción de Exportaciones y el Director o Directora Ejecutiva de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.”.

TÍTULO X
OTRAS NORMAS





Artículo 72.- La Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales y la Dirección General de Promoción de Exportaciones, cada una en el ámbito de las funciones y atribuciones que les otorga esta ley, serán consideradas, para todos los efectos, sucesoras y continuadoras legales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 44 y 58.





Artículo 73.- Sustitúyese el artículo 10 de la ley Nº 18.340, que fija el nuevo texto del Arancel Consular de Chile, por el siguiente:





“Artículo 10.- El pago de los derechos consulares fijados en este Arancel, incluido el 10% establecido en el artículo 8 de esta ley, deberá ser realizado por el interesado en la institución financiera en la que la respectiva Oficina Consular mantenga sus cuentas. Una vez acreditado el pago en el Consulado, éste le extenderá al interesado un comprobante del pago de los derechos fijados en este Arancel.





En el caso de aquellas Oficinas Consulares a las que atendidas las condiciones del régimen bancario existentes en el país receptor no se les permita implementar el referido sistema, el interesado efectuará el pago de los derechos consulares que procedan, incluido el 10% establecido en el artículo 8 de esta ley, en la Oficina Consular correspondiente, la cual le otorgará el respectivo comprobante de pago.





En ambos casos el referido 10% deberá constar en los comprobantes correspondientes.”.





Artículo 74.- Agréganse, en el artículo 49° de la ley N° 16.618, de Menores, los incisos noveno y décimo siguientes:




“Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, tratándose de menores de edad hijos de extranjeros residentes oficiales, el permiso o autorización a que se refiere este artículo, también podrá otorgarse por el Cónsul del país de la nacionalidad del padre, o madre, o de ambos padres, que lo soliciten, según corresponda. Este permiso o autorización deberá indicar el o los lugares de destino del menor de edad, debiendo además remitir copia del mismo, por la vía más expedita, al Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile.


Con todo, lo establecido en el inciso anterior no será aplicable si el menor de edad o alguno de sus padres tuviere la nacionalidad chilena.”.





Artículo 75.- Agrégase en la letra c) del artículo 162, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, la expresión “o supervigilancia” entre las palabras “dependencia” y “del”.





Artículo 76.- Reemplázase en la letra c) del artículo 4 del decreto con fuerza de ley N° 241, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que fusiona y reorganiza diversos servicios relacionados con la aviación civil, las expresiones “El Subsecretario del Ministerio de Relaciones Exteriores” por “El Subsecretario de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores”.





Artículo 77.- A los concursos públicos para la primera provisión de los cargos a que se refiere el artículo 1 transitorio de la ley N° 19.115, podrán postular quienes no reúnan el requisito de haber pertenecido a la Planta del Servicio Exterior por un plazo no inferior a seis años, contenido en dicha disposición, siempre que a su respecto se verifiquen las siguientes condiciones:





1. Al cargo de la 3ª categoría exterior, podrán postular quienes hayan pertenecido a la Planta de Servicio Exterior por un plazo no inferior a un año y seis meses, entre los años 1972 y 1974.





2. Al cargo de 4ª Categoría Exterior, podrán postular quienes hayan pertenecido a la Planta del Servicio Exterior por un plazo no inferior a seis meses, entre los años 1973 y 1974.





Artículo 78.- Derógase, a contar de la entrada en vigencia de las disposiciones contenidas en el título I, el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija el Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores.




Artículo 79.- Derógase el decreto con fuerza de ley N° 53, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que crea la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, a contar del inicio de operaciones de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.

ARTICULOS TRANSITORIOS





Artículo primero.- Las disposiciones contenidas en el título I, con excepción del párrafo 6°, entrarán en vigencia a partir del primer día del tercer mes siguiente al de publicación de esta ley.




Con todo, los reglamentos a que alude esta ley podrán dictarse a partir de la publicación de este cuerpo legal.





Artículo segundo.- Durante los primeros cuatro años en que se pague la asignación establecida en el artículo 2 de la ley N° 19.999 a los funcionarios de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales, de la Dirección General de Promoción de Exportaciones y de la Agencia de Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, su monto máximo será de un 3% de la suma de sus componentes, siempre que hayan dado cumplimiento a los objetivos y metas a que se refiere dicho artículo.





Artículo tercero.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la publicación de esta ley, establezca por medio de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por medio del Ministerio de Relaciones Exteriores y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:





1. Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales.





2. Fijar la planta de personal de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales.





3. Fijar la planta de personal de la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





4. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas señaladas en los numerales 1, 2 y 3. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza, de carrera, aquellos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, cuando corresponda, los niveles jerárquicos para la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882.





Asimismo, podrá determinar las normas transitorias necesarias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como la asignación de modernización de la ley N° 19.553 y del artículo 2 de la ley N° 19.999. Además, establecerá las normas para el encasillamiento en las plantas, el cual deberá incluir a los funcionarios titulares de planta que se traspasen desde la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales a los servicios indicados en los numerales 1, 2 y 3.





5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y a la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





En los respectivos decretos con fuerza de ley que fijen la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, se efectuará en el mismo grado y calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.





Todos los funcionarios titulares de planta de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales serán encasillados en cualquiera de las plantas que se fijen de conformidad a los numerales 1, 2 y 3 de este artículo. A su vez, el personal a contrata de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales será traspasado a cualquiera de las entidades mencionadas en dichos numerales.





Asimismo, traspasará desde la Secretaría y Administración General del Ministerio de Relaciones Exteriores a los quince agregados económicos o comerciales designados de conformidad al artículo 5 del decreto con fuerza de ley N° 33, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, como parte del personal a contrata, a la Dirección General de Promoción de Exportaciones. Además, si correspondiere traspasará a los Agregados Agrícolas que se encuentren destinados a la Dirección General antes mencionada.





A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.





Los funcionarios de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales que, a la fecha del traspaso, se encuentren nombrados como jefes de departamento en virtud de las normas del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, mantendrán su nombramiento por el periodo que reste. A su vez, si corresponde, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo séptimo transitorio de la ley N° 19.882, en los casos que dicha norma establece.





6. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.





7. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique. Igualmente, fijar las dotaciones máximas de personal de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.





8. Fijar la fecha en que entrarán en funcionamiento la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y la Dirección General de Promoción de Exportaciones y su normativa aplicable, establecidas en el párrafo 6° del título I, el título II y el título III de esta ley.





Asimismo, fijará la fecha de entrada en vigencia de la asignación del artículo 2 de la ley N° 19.999 contenida en el artículo 71 de esta ley para las instituciones señaladas en el párrafo anterior.





Además, deberá determinar la fecha de supresión de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales establecida en el decreto con fuerza de ley N° 53, de 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores.





9. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:





a. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral de los funcionarios traspasados. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.





b. No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.





c. Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.





10. Podrá disponer el traspaso, en lo que corresponda, de los bienes que determine, desde la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, a la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, a la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y a  la Dirección General de Promoción de Exportaciones.





11. Además, podrá modificar las equivalencias o asimilaciones entre los funcionarios de la Planta “A”, presupuesto en moneda extranjera, del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, y de la Planta de Directivos, de Profesionales y de Técnicos de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, para todos los efectos legales, sean de carácter previsional, tributario u otros descuentos legales obligatorios, de pago de remuneraciones o de cualquier otro en que sea necesario. Lo anterior, para efectos de ajustarlas a las plantas que se fijen en conformidad a este artículo.





12. Asimismo, podrá modificar las asimilaciones a los cargos de la Planta del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores de las estructuras de grados de las Plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos, para los efectos protocolares y de rango, en Chile y en el exterior y para los efectos de subrogación en las oficinas comerciales y departamentos económicos en el exterior. Lo anterior, para efectos de ajustarlas a las plantas que se fijen en conformidad a este artículo.





Artículo cuarto.- Los funcionarios de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales que a la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones se encuentren destinados prestando funciones en las oficinas comerciales, en las misiones diplomáticas, representaciones permanentes ante organizaciones internacionales y representaciones consulares de Chile en el exterior, o bien se encuentren designados como agregados agrícolas, continuarán en ellas rigiéndose por las disposiciones vigentes a la época de su designación o destinación.





Artículo quinto.- El Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, podrá nombrar al primer Director General de Promoción de Exportaciones y al Director General de Asuntos Económicos Internacionales, quienes asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.





Mientras no se fije la asignación de alta dirección pública para los cargos señalados en el inciso anterior, los Directores percibirán la asignación de dirección superior que corresponda al Director General de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales prevista en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 15, de 2003, del Ministerio de Hacienda.





El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de la Dirección General de Promoción de Exportaciones y de la  Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley antes señalada.





Los funcionarios que sean nombrados de conformidad al inciso anterior, se sujetarán al régimen remuneracional correspondiente a la respectiva institución, sin que les sean aplicables la asignación de alta dirección pública.





Artículo sexto.- El Presidente de la República, por decretos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Relaciones Económicas Internacionales, de la Dirección General de Asuntos Económicos Internacionales y de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, y transferirá a ellos los fondos de la entidad que traspase personal o bienes, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem, y glosas presupuestarias que sean pertinentes.





Artículo séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la publicación de esta ley, establezca por medio de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por medio del Ministerio de Relaciones Exteriores y suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:





1. Fijar la planta de personal de la Secretaría y Administración General, Planta “B”, presupuesto en moneda nacional, del Ministerio de Relaciones Exteriores. 





2. Fijar la planta de personal del Instituto Antártico Chileno.





3. Fijar la planta de personal de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado.





4. Fijar la planta de personal de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo.





5. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas señaladas en los numerales 1, 2, 3 y 4. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza, de carrera y aquellos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, cuando corresponda, los niveles jerárquicos para la aplicación del título VI de la ley N° 19.882. En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. Además, para la  Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, fijará la fecha de entrada en vigencia de la asignación del artículo 2 de la ley N° 19.999 respecto de dicho servicio, contenida en el artículo 71 de esta ley y las normas necesarias para su aplicación transitoria.





Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.





Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos por medio del encasillamiento de personal, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dichos cargos por cualquier razón. Lo anterior, se formalizará por resolución del Subsecretario de Relaciones Exteriores, que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.





Los funcionarios que, a la fecha del encasillamiento se encuentren nombrados como jefes de departamento en virtud de las normas del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, mantendrán su nombramiento por el período que reste. A su vez, si corresponde, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo séptimo transitorio de la ley N° 19.882, en los casos que dicha norma establece.





6. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que practique.





También podrá señalar los cargos que se proveerán de acuerdo al artículo octavo transitorio de esta ley.





7. Establecer el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento. También podrá señalar la gradualidad en que se procederá a la creación de los cargos y la entrada en vigencia de las plantas por cada estamento.





8. Además, podrá establecer normas de encasillamiento.





9. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las restricciones señaladas en el numeral 9 del artículo tercero  transitorio.





Artículo octavo.- El encasillamiento del personal de planta de la Secretaría y Administración General, Planta “B” presupuesto en moneda nacional  del Ministerio de Relaciones Exteriores, del Instituto Antártico Chileno, de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado y de la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo séptimo transitorio, debiendo considerar a lo menos lo siguiente:





1. Los funcionarios de las plantas de directivos de carrera, profesionales y técnicos, se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha de dicho encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito.





2. Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes en los escalafones de directivos de carrera, profesionales y técnicos, se proveerán previo concurso interno en el que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad durante, a lo menos, cinco años anteriores al encasillamiento, y que cumplan con los requisitos respectivos. Los postulantes requerirán estar calificados en lista número 1, de distinción, o lista número 2, buena. Con todo, el personal sólo podrá ser nombrado, como máximo, hasta tres grados superiores al que detentaban al 31 de diciembre de 2016. Por su parte, el personal a contrata sólo podrá ser nombrado, como máximo, hasta en el mismo grado que detentaba a la fecha antes señalada. La provisión de los cargos vacantes de planta se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes.





3. A los concursos internos señalados en este artículo les será aplicable lo dispuesto en los literales c), d) y f) del artículo 15 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.





Los factores a considerar en los concursos internos y la forma en que ellos serán ponderados se determinarán previamente por la Subsecretaría de Relaciones Exteriores, el Instituto Antártico Chileno, la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado y la Agencia Chilena de Cooperación Internacional para el Desarrollo, según corresponda, lo que deberá ser informado a los funcionarios en los llamados a concurso, los que deberán publicarse, a lo menos, en sus páginas web.





4. Respecto del personal de planta de los escalafones administrativos y auxiliares, el encasillamiento procederá de acuerdo al escalafón de mérito.





Artículo noveno.- Mientras no existan los delegados o delegadas presidenciales regionales a que aluden los artículo 24 y 62 de esta ley, se entenderá que dicho cargo corresponderá al respectivo intendente.





Artículo décimo.- Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo segundo del numeral 12 del artículo 13, el numeral 7 del artículo 29, el numeral 7 del artículo 40 y del numeral 9 del artículo 50 de esta ley, y de lo prescrito en los artículos 112 y 115 del decreto con fuerza de ley N° 33, del 1979, del Ministerio de Relaciones Exteriores, se computará el tiempo servido en calidad de contrata en la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales.





Artículo décimo primero.- Increméntese en tres cupos la dotación máxima de personal de la Secretaría y Administración General y Servicio Exterior, del Ministerio de Relaciones Exteriores a contar de la fecha de entrada en vigencia de la planta que se indica en el numeral 1 del artículo séptimo transitorio de la presente ley.





Artículo décimo segundo.- Las oficinas comerciales y direcciones regionales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales existentes a la fecha de entrada en funcionamiento de la Dirección General de Promoción de Exportaciones, se mantendrán en operaciones en este último servicio.





Artículo décimo tercero.-  El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Relaciones Exteriores. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con esos recursos. En los años siguientes se estará a lo que considere la Ley de Presupuestos respectiva.”.
- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 9, 16 y 30 de mayo, 20 de junio, 4 y 11 de julio, y 1 y 8 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 10 de agosto de 2017.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO CON LA QUE INICIA UN PROYECTO PARA INCORPORAR UN ARTÍCULO NUEVO EN LA LEY N° 19.496, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, PARA PROHIBIR LAS PROMOCIONES U OFERTAS QUE DISCRIMINEN POR RAZONES DE GÉNERO EN ESTABLECIMIENTOS EN QUE SE EXPENDAN BEBIDAS ALCOHÓLICAS

(11.386-03)

1- Que las mujeres en Chile y en buena parte del mundo pueden ser identificadas como un grupo social oprimido y subalterno respecto a los hombres. En ese sentido existe un proceso de dominación permanente, que naturaliza los diferenciales de poder entre  sexos, y genera estructuras y prácticas sociales que perpetúan e invisibilizan dicha dominación1.

2- Que los procesos de subjetivación de la mujer, la sitúan por ende como objeto en la lógica de la dominación masculina, impulsando un conjunto de valores que la interpelan a partir de intereses que no le son propios y le restan de manera progresiva la autonomía y el poder de decisión sobre su vida2.

3- Que dicho proceso de subjetivación, a  su vez  es un proceso de creación de relaciones sociales, que crea y perpetúa la posición subalterna de la mujer, es también un responsable importante de la violencia de género en sus diferentes expresiones, toda vez que establece jerarquías dentro de la especie basadas en la diferencia sexual, en las que el varón es el único que goza de humanidad y derecho pleno, versus la mujer objetivizada e inferiorizada3.

4- Que el femicidio como fenómeno social, es la expresión más brutal de la violencia de género y que en América Latina tiene cifras alarmantes: En promedio, 12 mujeres son asesinadas al día por razones de género, solo el año 2014, 2.089 mujeres fueron asesinadas en la región por las mismas causas, y en Chile el año 2016 fueron 56 los asesinatos de este tipo4 5.  

5- Que junto con lo anterior, la violencia sexual es otro indicador concreto de la deshumanización de la mujer. En Chile el año 2011 un estudio reveló que se cometen 17 violaciones diarias y 34 abusos sexuales, siendo mujeres el 84% de las víctimas6.

6- Que dicha situación alcanza ribetes alarmantes, toda vez que un estudio realizado por Massil Benbouriche, el año 2015 y publicado el 2016, concluye que el 30% de los hombres violaría a una mujer si su acción no tuviera consecuencias penales, y que el 50% mentiría o manipularía a una mujer para mantener relaciones sexuales7.

7- Que dicha situación se condice con el hecho de que, en el terreno internacional, uno de cada cuatro europeos justifica una violación sexual “cuando la mujer se viste con ropa provocativa, haya accedido a marcharse con el agresor o bien vaya drogada o bebida”8.

8. Que junto con el femicidio y la violencia sexual, la violencia intrafamiliar es una forma más de violencia de sexo/género, que según un informe de la Organización Panamericana de la Salud y el Observatorio de Equidad de Género en Salud del año 2012, llegó a 97.524 denuncias efectuadas solo por mujeres9.

9- Que el neoliberalismo ha usufructuado y subsumido las lógicas de la dominación masculina, haciendo de las mujeres un objeto de consumo, hipersexualizando la femineidad en una posición subalterna orientada a satisfacer el deseo masculino10 11
10- Que la publicidad, es un mecanismo de generación de subjetividad, que a pesar de que en algunas esferas está orientada a incentivar el consumo femenino, apunta a generar de manera permanente y sistemática una imagen del ser mujer ligada a la validación ante la mirada masculina, reforzando los diferenciales de poder12 13 14 
11- Que el nombrado proceso de dominación, se expresa también en las diferencias salariales, que en nuestro país constituyen una diferencia de 31,6% a favor de los hombres15. En la baja participación laboral de las mujeres, que en Chile llega a un 45%, contra un 60% promedio en América Latina16, y su baja prevalencia en puestos directivos en el mundo privado que es solo un 5,4%17.

12- Que por consecuencia lógica de lo anterior y a partir del desarrollo histórico de las relaciones de producción, es el varón el sujeto de consumo, a pesar de que la progresiva incorporación de la mujer como fuerza de trabajo y titular de derechos patrimoniales actúe como contratendencia, ya que gran parte del consumo femenino en el marco del neoliberalismo está dirigido a subjetivarlas según los parámetros estéticos impuestos desde las esferas de la masculinidad18. 

13- Que es por todos sabido, la práctica habitual de diferentes establecimientos orientados al ocio y a la recreación, como discotecas y pubs, de permitir el acceso gratuito o con costo rebajado rebajado a mujeres, así como precios preferenciales en las cartas de alcohol.

14- Que a partir de lo expuesto con anterioridad, puede establecerse con seguridad que la práctica citada en el número precedente, obedece a una estrategia para captar clientes varones, de mayor poder adquisitivo, mediante el intento de asegurar  la presencia abundante de mujeres en el establecimiento, lo que incurre en una práctica que denosta y cosifica a la mujer, lo que contribuye a reproducir la posición subyugada y marginada de la mujer en la sociedad.

15- Que dicha lógica se condice con los resultados de un estudio realizado por la Universidad de Granada, que establece que el uso de alcohol es una estrategia para conseguir mantener relaciones sexuales no consentidas o para debilitar la capacidad de una mujer para resistirse a una interacción sexual19. 

16- Que lo anterior se reafirma en un estudio presentado el 2012 en un congreso organizado en Valencia por la Sociedad Científica Española de Estudios sobre el Alcohol Socidrogalcohol, que señala que en una de cada tres violaciones hay consumo de alcohol implicado20.

17- Que en la misma instancia, Josep Guardia, consultor sénior en psiquiatría y miembro de la unidad de conductas adictivas en el hospital Sant Pau de Barcelona, advirtió que las mujeres que sufren una intoxicación por alcohol "tienen más probabilidades de tener actividad sexual no planificada y no protegida" y de convertirse en víctima de una agresión "física o sexual"21.
18-  Que la doctora Solange Partarrieu, miembro de la Sociedad Chilena de Obstetricia y Ginecología Infantil y Adolescente (SOGIA), el año 2012 aseguró que: “Son bastantes las adolescentes que llegan, por ejemplo, a los servicios de urgencia cuando ya han recuperado la conciencia, relatando que el consumo (de alcohol) fue tan grande que perdieron la conciencia y la memoria... y no saben si es que hubo o no actividad sexual”22.

19- Que en la misma línea la perito en Sexología Forense del Servicio Médico Legal (SML), doctora Carolina Orellana señaló respecto a los casos de abuso sexual a mujeres jóvenes: “Lo más frecuente es que las víctimas lleguen contando que estuvieron en una fiesta, que conocieron algunas personas y, sin darse cuenta, despertaron al otro día sin alguna prenda de ropa y sin saber qué pasó esa noche”, a lo que agrega que “es frecuente en las niñas que consultan al Médico Legal que les salga positiva la alcoholemia y que toda esta alteración de conciencia sea secundaria al exceso de consumo de alcohol”23.

20- Que en el País Vasco, ya se ha propuesto la iniciativa en el Reglamento de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas,  que prohíbe las entradas gratis o preferenciales a las mujeres a locales de ocio, por razones idénticas a las acá expuestas24. Así lo señaló el pasado 10 de junio el Elsemanariodigital.com: “dejar pasar gratis a las mujeres a determinadas discotecas y centros de ocio, básicamente nocturno, era una tradición muy extendida con un único objetivo: utilizarlas como gancho comercial para atraer a más hombres. Hasta hoy, al menos en el País Vasco.”

PROYECTO DE LEY:

UNO - Créese el siguiente nuevo artículo 36 bis en la ley 19.496 en el párrafo segundo de promociones y ofertas, del Título III:

“Con todo, se prohíbe toda promoción u oferta que discrimine por razones de sexo/género en establecimientos en el que se expendan bebidas alcohólicas.”

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.

___________________
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS ALLENDE, GOIC Y VON BAER Y SEÑORES ALLAMAND, ARAYA, BIANCHI, CHAHUÁN, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, GIRARDI, HARBOE, HORVATH, LARRAÍN, MATTA, MONTES, MOREIRA, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PIZARRO, QUINTEROS, IGNACIO WALKER, PATRICIO WALKER Y ZALDÍVAR, POR MEDIO DEL CUAL, CONDENAN LA RUPTURA DE LA DEMOCRACIA Y DEL ORDEN CONSTITUCIONAL EN LA REPÚBLICA DE VENEZUELA, DERIVADA DE LA USURPACIÓN DE LAS FUNCIONES DE LA ASAMBLEA NACIONAL DE DICHO PAÍS, ENTRE OTROS ACUERDOS Y MEDIDAS

(S 1.946 -12)

Considerando:

1. Que actualmente la República Bolivariana de Venezuela vive un conflicto político, económico y social de carácter agudo, hecho que ha generado una fractura entre la oposición y el gobierno, la arbitraria detención y persecución de dirigentes y algunas autoridades elegidas democráticamente que se oponen al régimen del Presidente Maduro, masivas manifestaciones en las calles y la muerte de cientos de venezolanos que han sido víctimas de la fuerte represión implementada por las fuerzas de seguridad del Estado.
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2. Que ante esta realidad, el gobierno de Venezuela, a pesar del llamado de la comunidad internacional a solucionar dichos problemas dentro del marco de la legalidad y de la vía pacífica, ha radicalizado aún más su postura.

3. Que la elección de la Asamblea nacional Constituyente evidencia una vulneración a la Constitución vigente en dicho país, por cuanto desde el origen de la misma se han empleado métodos evidentemente fraudulentos en su conformación y funcionamiento, desconociendo las normas y reglamentos electorales vigentes.

4. Que es inaceptable que desde el día 18 de Agosto del presente año, la Asamblea nacional Constituyente haya asumido competencias de la Asamblea nacional de Venezuela, consolidando aún más el camino hacia una dictadura.

Atendidas dichas consideraciones, el Senado acuerda:

1.- Condenar la ruptura de la democracia y el orden constitucional en Venezuela derivada, entre otras causas, de la usurpación de las funciones de la Asamblea Nacional de Venezuela por la Asamblea Nacional Constituyente, consolidando la dictadura en esta Nación.

2.- No reconocer a la Asamblea Nacional Constituyente ni a sus actos, por quebrantar la Constitución de Venezuela y carecer de legalidad y de legitimidad.

3.- Solicitar a la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, que se continúe otorgando asilo político a los venezolanos que se sientan perseguidos por el gobierno autoritario de Nicolás Maduro, tal como sucedió con los cinco magistrados que estaban alojados en la embajada chilena y a quienes se les otorgó este beneficio.

4.- Demandar la restitución del Estado de Derecho,
el efectivo cumplimiento de los principios republicanos de gobierno, y el inmediato restablecimiento de las competencias de la Asamblea Nacional de Venezuela.

5.- Repudiar la violación sistemática de los derechos humanos al pueblo venezolano y, en particular, la persecución de los miembros de la Asamblea Nacional democráticamente electos.

6.- Reclamar el inmediato cese de la violencia y la garantía del libre ejercicio de las libertades públicas. Exigir la liberación de los presos políticos y el término de la represión a los opositores, así como el fin de la persecución a funcionarios de los otros poderes del Estado.

7.- Respaldar la cláusula democrática establecida en diversos organismos internacionales de la región y exigir su aplicación inmediata en Venezuela.

8.- Ratificar que la vía electoral democrática es la única salida a la crítica situación que se vive en Venezuela. La celebración de elecciones libres, secretas, directas, universales con observación internacionales e independientes, permitirá la transición democrática que tanto anhela el hermano pueblo venezolano. Rechazar el golpe, el autogolpe o la intervención militar extranjera como salida a esta situación.

9.- Instar a la urgente adopción de medidas que permitan mitigar la profunda crisis humanitaria por la que está atravesando el pueblo de Venezuela.
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José García Ruminot, Senador.-Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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(11.293-06)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Montes, Quinteros y Zaldívar, respecto del cual no se ha hecho presente urgencia. 


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores García y Montes. 


Asimismo, asistieron las siguientes personas:


-De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Investigadora, señora Gabriela Dazarola. 


-Del Instituto Igualdad: el Asesor, señor Rodrigo Márquez.


-De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Carlos Oyarzún.


-El Asesor de la Senadora Von Baer, señor Jorge Barrera.


-El Asesor del Senador Quinteros, señor Jorge Frites.


-El Asesor del Senador Espina, señor Fredy Vásquez.


-El Asesor del Senador Bianchi, señor Nickolas Mena. 


-El Asesor del Senador García, señor Marcelo Estrella.


-El Asesor del Senador Montes, señor Luis Díaz.


-El Coordinador de Asesores del Partido Socialista, señor Héctor Valladares.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: ninguno.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: 1, 2, 3, 5 y 6.

3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: números 4. 

4.-
Indicaciones rechazadas: ninguna.

5.-
Indicaciones retiradas: ninguna.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: ninguna.

 - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se describen, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Artículo 1º


Esta norma mediante tres numerales, modifica la ley N°18.593 sobre Tribunales Electorales Regionales.


La disposición aprobada en general señala:


“Artículo 1°.- Modifíquese la ley 18.593 sobre Tribunales Electorales Regionales del siguiente modo:”,


Vuestra Comisión, a fin de perfeccionar su redacción, acordó reemplazar la expresión inicial “Modifíquese la ley 18.593” por “Modifícase la ley N° 18.593”. 


Este acuerdo fue adoptado en virtud del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros.
Número 1





En el numeral 1° del artículo 10 de la ley N° 18.593, sobre tribunales electorales regionales, establece lo siguiente:





“1°.- Calificar las elecciones de carácter gremial y las de los grupos intermedios, que tengan derecho a participar en la designación de los integrantes de los consejos regionales de desarrollo o de los consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil, de acuerdo con las respectivas leyes orgánicas constitucionales.


Con este numeral, el proyecto de ley intercala el siguiente párrafo segundo, nuevo, al numeral 1° del artículo 10 antes transcrito: 


"Lo anterior no se aplicará respecto de las Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la Ley 19.418, cuyas elecciones se entenderán aprobadas automáticamente transcurridos quince días desde su celebración cuando no se presenten reclamaciones en su contra.".


Para este numeral, se presentaron tres indicaciones:


La indicación número 1, del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar en el texto propuesto, después del vocablo “automáticamente”, la expresión “una vez”.


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Navarro, propone intercalar en el texto propuesto, a continuación de la palabra “días”, la voz “contados”.


La indicación número 3, del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir en el texto propuesto el vocablo “presenten” por la expresión “hubieren presentado”.


Respecto de estas indicaciones, vuestra Comisión estimó que mejoraba la redacción de la norma, precisando que las elecciones de que trata se entienden aprobadas automáticamente una vez que han transcurrido quince días; que los quince días se cuentan desde la celebración de la elección, y que la condición es que no se hubieren presentado reclamaciones, siendo preferible emplear un tiempo pasado y no indefinido.


-Puestas en votación en conjunto, las indicaciones números 1, 2 y 3 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros.


-Asimismo, en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, vuestra Comisión, por la misma votación y unanimidad,  acordó reemplazar la expresión “Ley 19.418” por “ley N° 19.418” en el párrafo segundo, nuevo, antes transcrito.


Enseguida vuestra Comisión tuvo presente que las palabras iniciales del actual párrafo segundo del número 1°, que señalan “Con este objeto, los gremios y grupos intermedios…”  aluden o se refieren a la calificación de elecciones de que trata el párrafo primero, alusión que pasando el párrafo a ser tercero quedaría sin sentido e inconexa con el primero. A fin de evitar tal efecto y no variar el sentido de la disposición por la incorporación del nuevo párrafo segundo,  vuestra Comisión acordó sustituir las palabras iniciales del referido párrafo segundo “Con este objeto” por “Para calificar las elecciones”.


Este acuerdo fue adoptado en virtud del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros.

Número 2


El numeral 2° del artículo 10 de la ley antes señalada dispone textualmente lo siguiente:





“2°.- Conocer de las reclamaciones que se interpongan con motivo de las elecciones de carácter gremial y de las de cualesquiera otros grupos intermedios. En el caso de los grupos intermedios no comprendidos en el número 1° de este artículo, la reclamación deberá ser formulada por, a lo menos, diez de sus miembros.”.



Mediante este numeral, el proyecto agrega el siguiente párrafo segundo, nuevo, al numeral 2° antes transcrito: 


“Tratándose de Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la ley 19.418, el Tribunal deberá notificar en forma electrónica al Secretario Municipal respectivo, comunicándole la presentación de una reclamación.".


Respecto de este numeral fueron presentadas las siguientes dos indicaciones.


La indicación número 4, del Honorable Senador señor Navarro, propone reemplazar en el texto propuesto la expresión “deberá notificar” por “notificará”.


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Navarro, para suprimir en el texto propuesto el vocablo “comunicándole”.





El Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, indicó que se debe ser más preciso en el lenguaje por cuanto la presentación de una reclamación en estricto rigor no se notifica, toda vez que son las resoluciones las que deben ser notificadas, y que de acuerdo al espíritu de este proyecto de ley lo que se quiere es precisamente no que se notifique una resolución sino que el tribunal informe o comunique si se presentó una reclamación. 


En tal sentido, agregó, coincidiendo con el autor de las indicaciones en cuanto a que la disposición debe referirse a notificar o comunicar, pero no a ambas actuaciones, propuso el siguiente texto para esta norma:


"Tratándose de Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la ley 19.418, el Tribunal comunicará en forma electrónica al Secretario Municipal respectivo, la presentación de una reclamación.”.


-Puesta en votación la indicación número 4, modificada en el sentido de reemplazar la expresión “deberá notificar” por “comunicará”, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros.


Sometida a votación la indicación número 5, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros.


- Además, en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, y con igual unanimidad y votación, vuestra Comisión acordó reemplazar la expresión “ley 19.418” por “ley N° 19.418”.
Número 3


El numeral aprobado en general es del siguiente tenor:


“3.- Incorpórese el siguiente artículo 26 bis:


Artículo 26 bis.- En el caso de reclamaciones referidas a la elección de directorios de Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la Ley 19.418; el fallo del tribunal, las resoluciones que recaigan en los recursos referidos en el artículo precedente o la circunstancia de no haberse presentado estos recursos o ejercido la facultad de revisión y encontrarse vencido el plazo para hacerlo, serán notificados en forma electrónica al Secretario Municipal respectivo.”.


El Honorable Senador señor Montes señaló que el propósito de la enmienda es lograr que el resultado de esas actuaciones o resoluciones sea comunicado en la forma más rápida posible a las municipalidades, a fin de permitir que se constate la vigencia de una organización comunitaria o su directiva de acuerdo a la realidad, lo que actualmente no ocurre dado que hay municipios que demoran meses en certificar tal circunstancia, lo que se evitará por el registro de acceso público que el proyecto más adelante propone, que se mantendrá actualizado.


Este número no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, atendido el acuerdo adoptado al aprobar con modificaciones la indicación número 4, vuestra Comisión acordó reemplazar su expresión “notificados” por “comunicados a fin de guardar armonía entre las distintas disposiciones del proyecto. Además, acordó incorporar una expresión final que determina que dicha comunicación deberá efectuarse dentro de los 15 días siguientes a que se produzca esa circunstancia.  Finalmente, acordó reemplazar la referencia a la “Ley 19.418” por a la “ley N° 19.418”.


Estos acuerdos fueron adoptados en virtud del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros.

Artículo 2


Introduce, mediante tres numerales, diversas modificaciones la ley N° 19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias.

Numeral 1


El artículo 6° de la señalada ley se refiere a la obligación de las municipalidades de llevar un registro público en el que se inscriban las juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias que se constituyeren en su territorio, así como las uniones comunales que ellas acordaren, además de considerar sus directivas, modificaciones estatutarias y disolución.


Su inciso segundo determina que, además, llevarán un registro público de las directivas de las juntas de vecinos, de la unión comunal de juntas de vecinos y organizaciones comunitarias, con la ubicación de sus sedes y lugares de funcionamiento.


Por último, el inciso tercero establece la obligación de las municipalidades de enviar esa información al Servicio de Registro Civil e Identificación, semestralmente, para efectos de mantener actualizado el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro.


Mediante este numeral, el proyecto de ley agrega al inciso segundo del artículo 6° lo siguiente: 


"La información señalada precedentemente deberá registrarse en forma inmediata transcurridos quince días de realizada una elección, cuyo resultado haya sido informado por escrito por la respectiva organización. También deberá procederse al registro inmediato cuando se notifique, por vía electrónica, la resolución definitiva del Tribunal Electoral Regional que rechace una reclamación."


La indicación número 6, del Honorable Senador señor Navarro, propone agregar en el texto propuesto, después del vocablo “inmediata”, la expresión “una vez”.


El Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, manifestó que teniendo en consideración que las resoluciones del tribunal electoral regional son reponibles y apelables ante el Tribunal Calificador de Elecciones debería precisarse que lo que se debe comunicar para el registro por parte del Secretario Municipal es la resolución definitiva, la que está ejecutoriada, para lo cual propuso reemplazar la frase “se notifique, por vía electrónica, la resolución definitiva del tribunal Electoral Regional“ por “se comunique, por vía electrónica, la sentencia ejecutoriada”, sin hacer referencia al tribunal que la emitió.  


Además, propuso agregar la frase final “lo que deberá realizarse en los 15 días siguientes a que la resolución quede ejecutoriada”.


Vuestra Comisión, en primer término,  concordó en la conveniencia de aprobar la indicación número 6, estimando que perfecciona la redacción de la norma.


-Sometida a votación, la indicación número 6 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros.

Enseguida concordó con las proposiciones del señor Barrera, antes transcritas, las que aprobó en virtud del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros.
Número 2


Mediante este numeral se intercala como inciso tercero, nuevo, el siguiente:


“En caso que el Tribunal Electoral Regional informe la existencia de una reclamación no procederá el citado registro hasta que se notifique la sentencia que la rechace. No procederá inscripción alguna de una directiva cuya elección haya sido declarada inválida por el Tribunal.”.


Este número no fue objeto de indicaciones.


Sin embargo, de acuerdo a las modificaciones introducidas en el numeral anterior, dicha norma determina que se procederá al registro cuando se comunique la sentencia ejecutoriada que rechace una reclamación, por lo que ahora basta con regular lo que ocurre desde que se comunica que se formuló una reclamación.


En tal consideración, vuestra Comisión acordó eliminar de la primera oración la expresión final que señala “hasta que se notifique la sentencia que la rechace”, pues el efecto de la comunicación de la sentencia ejecutoriada que lo rechaza ya está considerado.


De acuerdo a lo expuesto, en virtud del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros acordó suprimir la frase “hasta que se notifique la sentencia que la rechace” del inciso tercero que el numeral propone.
Número 3


Mediante este numeral se propone agregar un inciso tercero al artículo 25 de la ley sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, del siguiente tenor:


“Las elecciones de las Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la Ley 19.418 se entenderán aprobadas sin requerir calificación del Tribunal Electoral Regional, cuando no se presenten reclamaciones en su contra.”.


Vuestra Comisión tuvo presente que el citado artículo 25 dice relación con las reclamaciones por los actos eleccionarios de esas organizaciones, y que la modificación sólo tiene el propósito de señalar expresamente que cuando no hay reclamaciones esas elecciones se entenderán aprobadas.


Este numeral no fue objeto de indicaciones, sin perjuicio de lo cual vuestra Comisión consideró apropiado el reemplazar la referencia a la “Ley 19.418” que contiene, por otra a la “ley N° 19.418”. 


Puesta en votación dicha enmienda, en virtud del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1º




-En su encabezado,  reemplazar la expresión “Modifíquese la ley 18.593” por “Modifícase la ley N° 18.593”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).

Número 1


-Reemplazar su expresión inicial “Incorpórese” por “Incorpórase”.


-Sustituir su referencia “Ley 19.418” por “ley N° 19.418”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).


-Reemplazar las palabras “automáticamente transcurridos” por “automáticamente una vez transcurridos”.

(Indicación número 1, unanimidad, 3x0).


-Intercalar entre las palabras “días” y “desde” la voz “contados”.

(Indicación número 2, unanimidad, 3x0).


-Sustituir el vocablo “presenten” por la expresión “hubieren presentado”.

(Indicación número 3, unanimidad, 3x0).

o o o


Incorporar el siguiente número 2, nuevo:


“2.- En el segundo párrafo del número 1°, reemplázase sus palabras iniciales “Con este objeto” por  “Para calificar las elecciones”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).

o o o

Número 2


Ha pasado a ser número 3, con las siguientes enmiendas:


-Reemplazar su palabra inicial “Agréguese” por “Agregase”.


-Sustituir su referencia “ley 19.418” por “ley N° 19.418”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).


-Reemplazar la expresión “deberá notificar” por “comunicará”. 

(Indicación número 4, modificada, unanimidad, 3x0).


-Suprimir el vocablo “comunicándole”.

(Indicación número 5, unanimidad, 3x0).

Número 3


Ha pasado a ser número 4, con las siguientes modificaciones:


-Reemplazar la referencia “Ley 19.418;” por “ley N° 19.418,”.


-Sustituir la palabra “notificados” por “comunicados”.


-Intercalar entre la palabra “respectivo” y el punto final (.) que le sigue, lo siguiente: “dentro de los 15 días siguientes a que se produzca cada una de esas circunstancias”, antecedido de una coma (,).

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).

Artículo 2º



-En su encabezado,  reemplazar la expresión inicial “Modifíquese la ley” por “Modifícase la ley N°”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).

Número 1


-Sustituir su encabezado por el que sigue:


“1.- Agrégase al inciso segundo del artículo 6°, después del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente:”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).


-Reemplazar la expresión “inmediata transcurridos” por “inmediata una vez transcurridos”.

(Indicación número 6, unanimidad, 3x0).


-Sustituir la expresión “se notifique, por vía electrónica, la resolución definitiva del tribunal Electoral Regional” por “se comunique, por vía electrónica, la sentencia ejecutoriada”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).


-Intercalar entre su expresión final “reclamación” y el punto final (.) que le sigue la frase “, lo que deberá realizarse en los 15 días siguientes a que la resolución quede ejecutoriada”.

Número 2


-Reemplazar su voz inicial “Intercálese” por “Intercálase” y suprimir, en el inciso que propone, la frase “hasta que se notifique la sentencia que la rechace”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).

Número 3


-Reemplazar su encabezado por el que sigue:


“Agrégase como inciso tercero del artículo 25, el siguiente:”.


-Sustituir la referencia a la “Ley 19.418” por otra a la “ley N° 19.418”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad, 3x0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 18.593 sobre Tribunales Electorales Regionales del siguiente modo: 


1.- Incorpórase la siguiente parte final al inciso primero del numeral 1° del artículo 10: 


“Lo anterior no se aplicará respecto de las Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la ley N° 19.418, cuyas elecciones se entenderán aprobadas automáticamente una vez transcurridos quince días contados desde su celebración cuando no se hubieren presentado reclamaciones en su contra.”. 


2.- En el segundo párrafo del número 1°, reemplázase su expresión inicial “Con este objeto” por la siguiente: “Para calificar las elecciones”. 


3.- Agrégase el siguiente inciso segundo al numeral 2° del artículo 10: 


"Tratándose de Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la ley N° 19.418, el Tribunal comunicará en forma electrónica, al Secretario Municipal respectivo, la presentación de una reclamación.”. 


4.- Incorpórase el siguiente artículo 26 bis:


“Artículo 26 bis.- En el caso de reclamaciones referidas a la elección de directorios de Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la ley N° 19.418, el fallo del tribunal, las resoluciones que recaigan en los recursos referidos en el artículo precedente o la circunstancia de no haberse presentado estos recursos o ejercido la facultad de revisión y encontrarse vencido el plazo para hacerlo, serán comunicados en forma electrónica al Secretario Municipal respectivo, 

dentro de los 15 días siguientes a que se produzca cada una de esas circunstancias.”.


Artículo 2°.- Modifícase la ley N° 19.418 sobre Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias del siguiente modo: 


1.- Agrégase al inciso segundo del artículo 6°, después del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: “La información señalada precedentemente deberá registrarse en forma inmediata una vez transcurridos quince días de realizada una elección, cuyo resultado haya sido informado por escrito por la respectiva organización. También deberá procederse al registro inmediato cuando se comunique, por vía electrónica, la sentencia ejecutoriada del tribunal electoral regional que rechace una reclamación, lo que deberá realizarse en los 15 días siguientes a que la resolución quede ejecutoriada.”. 


2.- Intercálase el siguiente inciso tercero al artículo 6°, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente: 


En caso que el tribunal electoral regional informe la existencia de una reclamación no procederá el citado registro. No procederá inscripción alguna de una directiva cuya elección haya sido declarada inválida por el Tribunal.". 


3.- Agrégase como inciso tercero del artículo 25, el siguiente:

“Las elecciones de las Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la ley N° 19.418 se entenderán aprobadas sin requerir calificación del Tribunal Electoral Regional, cuando no se presenten reclamaciones en su contra.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 9 de agosto de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn y señores Carlos Bianchi Chelech y Rabindranath Quinteros Lara (Presidenta).



Sala de la Comisión, a 21 de agosto de 2017.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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